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SENTENCIAS  DEL  TRIBUNAL  SUPREMO 

IH 

RECURSOS  Y  COMPETENCIAS, 

publicadas  cu  el  año  de  1877. 


112 

Apelación  por  denegatoria  «le  recurso  de  cattaclon  en 

asunto  de  Ultramar  (15  de  Febrero  de  í  877).— Pago  de  pesos.  — 
Se  revoca  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  el  auto  apelado 
dictado  por  U  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  que  denegó  la 
admisión  del  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Gustavo  Bock 
contra  la  sentencia  de  la  misma  Sala,  en  pleito  con  D.  José  María  Ro- 
dríguez, y  se  resuelve : 

Io  Que  si  bien  los  autos  diciados  para  el  cumplimiento  de  las  ejecu- 
torias no  tienen  el  carácter  de  sentencias  definitivas  que  determinan 
los  artículos  Io  y  3o  de  la  ley  de  casación,  para  que  contra  ellos  se  dé 
el  recurso,  esto  debe  entenderse,  conforme  á  lo  repetidamente  declarado 
por  el  Tribunal  Supremo,  cuando  en  aquellos  autos  no  se  modifica  ó 
altera  en  algún  punto  sustancial  lo  determinado  en  las  ejecutorias; 

Y  2°  Que  si  la  sentencia  revocatoria  del  auto  del  Juzgado  que  man- 
dó alzar  el  embargo  hecho  en  los  bienes  de  la  propiedad  del  recurrente , 
comparada  con  la  definitiva  que  recayó  contra  éste  en  el  concepto  de 
Administrador  judicial  de  un  concurso  envuelve  alteración,  procede  la 
admisión  del  recurso  para  ver  si  es  sustancial,  y  en  su  caso  fallar  lo 
que  á  derecho  corresponda. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  lo  de  Febrero  de  4877,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  apelación,  seguido  en  el  Juzgado  de 
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• 

primera  instancia  del  distrito  del  Pilar  de  la  Habana  y  en  la  Sala  ter- 
cera de  la  Audiencia  de  aquel  territorio  por  D.  Gustavo  Bock  con  Don 
José  María  Rodríguez  sobre  pago  de  pesos  y  hoy  sobre  ejecución  del 
fallo  recaído  en  él : 

Resultando  que  en  23  de  Setiembre  de  1873  entabló  demanda  Don 
José  María  Rodríguez  para  que  se  condenase  á  D.  Gustavo  Bock  al 
pago  de  i  .493  pesos  65  cénts.,  importe  del  saldo  á  su  favor  de  la  cuen- 
ta corriente  que  habia  llevado  con  Bock  para  la  refacción  qxre  estaba  á 
su  cargo  del  ingenio  Panchita,  sito  en  la  jurisdicción  de  San  Juan  de 
los  Remedios,  como  administrador  judicial  de  los  bienes  del  infidente 
Don  José  Manuel  M acias : 

Resultando  que  D.  Gustavo  Bock  opuso  la  excepción  dilatoria  de 
incompetencia,  fundado  en  que  los  bienes  de  Macías  estaban  concur- 
sados y  el  Administrador  juaicial  representa  al  concurso,  y  que  ante 
el  Juez  que  conocía  de  él  y  de  quien  el  Administrador  era  delegado, 
debian  dirigírsele  las  reclamaciones: 

Resultando  que  el  demandante  impugnó  esta  excepción  y  que  el 
Juez  la  denegó,  fundado  en  que  la  demanda  se  liabia  deducido  contra 
Don  Gustavo  Bock  como  Administrador  del  ingenio  por  razón  de  efec- 
tos que  se  le  habian  suministrado  ejerciendo  actos  propios  del  referido 
cargo  de  Administrador,  viniendo  por  lo  tanto,  obligado  personalmen- 
te al  demandante  respecto  de  la  mencionada  obligación  : 

Resultando  que  D.  Gustavo  Bock  impugnó  la  demanda,  manifes- 
tando que  habia  recibido  los  efectos  á  que  el  demandante  se  referia, 
pero  que  reiteraba  lo  que  tenía  dicho  de  que  eran  para  el  ingenio  Pan- 
chita,  de  la  propiedad  de  D.  José  Manuel  Macías,  de  que  sólo  era  Ad- 
ministrador judicial : 

Resultando  que  el  Juez  de  primara  instancia  dictó  sentencia  conde- 
nando á  Bock  á  pagar  á  Rodríguez  la  cantidad  de  1.493  pesos  y 
65  cénts.  que  era  en  deberle  por  razón  de  la  cuenta  expresada,  sus  in- 
tereses legales  á  razón  del  8  por  1 00  anual  y  las  costas;  y  que  la  Sala 
tercera  de  la  Audiencia  de  la  Habana  la  confirmó  en  1  f  de  Enero 
de  1875,  entendiéndose  la  condenación  hecha  á  D.  Gustavo  Bock  en 
su  carácter  de  Adminitrador  judicial  del  ingenio  Panchila,  pertene- 
ciente al  concurso  de  D.  José  Manuel  Macias  : 

Resultando  que  en  ejecución  de  esta  sentencia  solicitó  Rodríguez 
que  se  procediera  al  embargo  de  bienes  de  Bock;  que  estimado  por 
auto  de  20  de  Febrero,  roquerido  para  el  pago  manifestó  que  no  podia 
verificarle  por  carecer  de  dinero  y  de  toda  clase  de  bienes;  y  que  en  su 
virtud  se  procedió  al  embargo  de  varios  tercios  de  tabaco  del  estable- 
cimiento El  Aguila  de  oro,  que  se  dijo  ser  de  la  pertenencia  del  deudor, 
á  lo  que  se  opuso  por  pertenecer  á  la  Sociedad  Bock  y  compañía  : 

Resultando  que  Rodríguez  pi (¿tendió  que  se  procediese  á  la  tasa- 
ción, y  estimado  por  auto  de  5  de  Marzo,  D.  Gustavo  Bock  pidió  re- 
forma fundado  en  que  la  ejecutoria  habia  mandado  que  la  suma  recla- 
mada la  pagase  el  Administrador  judicial  con  quien  contrató  D.  José 
María  Rodríguez,  y  no  era  legal  que  pagase  una  tercera  persona  lo  que 
no  habia  tomádo  para  sí,  siendo  por  consiguiente  forzoso  al  deman- 
dante dirigirse  á  cobrar  de  los  bienes  de  Macías  y  en  su  concurso : 

Resultando  que  el  Juez  reformó  el  auto  de  20  de  Febrero,  dejando 
sin  efecto  el  embargo  practicado  en  bienes  particulares  de  D.  Gustavo 
Bock,  y  entendiéndose  que  dicho  embargo  debia  practicarse  en  bienes 
pertenecientes  al  concurso  de  D.  José  Manuel  Macías,  de  que  era  Ad- 
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ministrador  el  referido  fiock  y  con  cayo  carácter  habia  sido  condenado 
en  la  ejecutoria  de  cuyo  cumplimiento  se  trataba;  y  que  interpuesta 
apelación  por  Rodríguez,  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  la  Habana, 
por  sentencia  de  2  de  Julio  de  1875,  revocó  el  auto  apelado  mandando 
que  el  Juez  continuase  cumpliendo  la  ejecutoria  en  los  términos  dis- 
puestos en  su  auto  de  20  de  Febrero  de  aquel  año 

Resultando  que  D.  Gustavo  Bock  interpuso  contra  esta  sentencia 
recurso  de*casacion  por  infracción  de  ley,  y  que  negada  su  admisión 
por  la  Audiencia  en  auto  de  23  de  Julio  de  1875,  produjo  esta  negativa 
la  presente  apelación ; 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Casimiro  Huerta  Murillo: 
Considerando  que  si  bien  los  autos  dictados  para  el  cumplimiento 
de  las  ejecutorias  no  tienen  el  carácter  de  sentencias  definitivas  que 
determinan  los  artículos  2°  y  3°  de  la  ley  de  casación  para  que  contra 
ellos  se  dé  el  recurso,  esto  debe  entenderse  conforme  á  lo  repetida- 
mente declarado  por  este  Tribunal  Supremo,  cuando  en  aquellos  autos 
no  se  modifica  ó  altera  en  algún  punto  sustancial  lo  determinado  en 
las  ejecutorias: 

Considerando  que  en  el  incidente  que  motiva  la  presente  apelación 
en  la  sentencia  de  la  Sala  de  2  de  Julio  de  1875  revocando  el  auto  del 
Juzgado  que  mandó  alzar  el  embargo  becho  en  bienes  de  la  propiedad 
particular  de  D.  Gustavo  Bock,  comparada  con  la  definitiva  que  recayó 
contra  este  en  el  concepto  de  Administrador  judicial  del  concurso  de 
Don  José  Manuel  Macías  envuelve  alteración,  que  para  ver  si  es  sustan- 
cial procede  la  admisión  del  recurso  y  en  su  caso  fallar  lo  que  á  dere- 
cho corresponde; 

Fallamos  que  debemos  revocar  y  revocamos  el  auto  apelado  que 
en  23  de  Julio  de  1875  dictó  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  la  Ha- 
bana; admitimos  el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  que  in- 
terpuso D.  Gustavo  Bock  contra  la  sentencia  que  en  2  de  dicho  mes  y 
año  dictó  la  referida  Sala,  y  mandamos  que  se  proceda  á  la  sustancia- 
ron del  mismo  con  arreglo  á  la  ley. — (Sentencia  publicada  en  15  de 
Febrero  de  1877,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  20  de  Julio  del  mismo  año.) 


113  . 

• 

Recurso  de  casación  (15  de  Febrero  de  1877) —Paoo  de  lau- 
demio. — Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber 
logaren  un  concepto,  y  en  otro  haber  lugar  al  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  la  Sociedad  de  Crédito  y  Fomento  de  Barcelona  y  con- 
sortes, contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
de  aquel  territorio,  en  pleito  con  D.  Melchor  de  Bruguera;  se  casa  y 
anula  la  sentencia,  y  se  resuelve: 

Io  Que  la  ley  de  3  de  Mayo  de  1823,  restablecida  en  2  de  Febrero 
de  1837,  aclaratoria  de  la  de  6  de  Agosto  de  18H,  en  su  art.  7o  Jija  el 
tanto  por  1 00  que  debe  pagarse  en  la  enajenación  de  fincas  que  hallán- 
dose sitas  en  territorio  en  el  que  los  señores  hubiesen  ejercido  jurisdic- 
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don,  debieron  conservar,  sin  embargo,  el  señorío  territorial  y  solariego 
según  lo  dispuesto  en  dicha  ley;  y  el  carácter  general  que  ésta  reviste 
se  entienda  en  cuanto  á  estos  cargos,  expresando  que  los  comunes  se 
regirán  por  las  leyes  del  reino : 

2o  Que  la  legislación  aplicable  á  la  ciudad  de  Barcelona  y  su  perí- 
metro, respecto  al  pago  del  laudemio,  cuando  no  se  determina  en  los 
contratos  el  tanto  por  100  que  debe  pagarse  por  la  enajenación  de  las 
fincas  comprendidas  en  aquel  territorio,  es  la  Constitución  1*  tit  12, 
libro  4o,  volumen  í°,  el  Estatuto  del -Rey  D.  Pedro  X  desde  Julio 
de  1285  y  la  Pragmática  del  Rey  D.  Alfonso  de  1286,  que  fijan  el  10 
por  400  : 

3o  Que  conviene  con  estas  disposiciones  la  Constitución  l\  tit  13,  li- 
bro Io,  volumen  í°,  por  la  que,  partiendo  del  mismo  tipo,  se  condena  al 
doble  laudemio  al  enfiteuta  que  enajene  las  fincas  sin  requerir  ántes 
al  señor : 

4o  Que  según  el  art.  8o  de  la  ley  de  14  de  Mano  de  1 856  y  la  doc- 
trina establecida  por  el  Tribunal  Supremo,  sólo  debe  pagar  intereses 
el  deudor  constituido  en  mora  y  cuando  se  reclama  cantidad  líquida: 

5°  Que  si  resulta  que  el  recurrente  se  obligó  á  pagar  el  laudemio  sin 
expresar  la  cantidad  proporcional ;  y  léjos  de  desconocer  esta  obliga- 
ción demandó  á  la  parle  contraria  para  que  percibiese  el  i  por  1 00  por 
aquel  concepto,  demanda  impugnada  bajo  elsu¡>uesto  de  que  debia  pa- 
garse el  10  por  100,  y  sobre  esto  versó  la  cuestión  ¡principal  del  pleito* 
no  puede  sentarse  que  hubiese  cantidad  liquida  ni  mora  por  parte  del 
deudor;  y  la  Sala  sentenciadora,  al  declarar  lo  contrario  infringe  el 
artículo  8o  de  la  ley  de  14  de  Marzo  de  1 806  y  la  doctrina  de  que  no 
hay  mora  ni  deben  pagarse  intereses,  cuando  se  reclaman  cantidades 
ilíquidas  ; 

Y  G°  Que  la  Sala  sentenciadora,  al  condenar  solidariamente  al  ven- 
dedor y  compradores  al  pago  del  laudemio,  infringe  el  principio  de 
derecho,  según  el  cual  á  nadie  puede  imponérsele  una  obligación  que 
no  nazca  de  la  ley  ó  de  pacto  libremente  celebrado,  porque  la  obliga- 
ción solidaria  no  está  establecida  por  ley  para  este  caso. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  15  de  Febrero  de  1877,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Pino 
de  Barcelona  y  en  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  aquel 
territorio  por  D.  Melchor  de  Bruguera  y  de  Maning  con  D.  Vicente 
Vilaró  y  la  Sociedad  de  Crédito  y  Fomento  de  Barcelona,  establecida 
en  aquella  ciudad,  scbre  pago  de  laudemio: 

Resultando  que  O.  Melchor  de  Bruguera  y  de  Maning,  por  ^entu- 
ra que  otorgó  en  Barcelona  á  35  de  Junio  de  1862,  que  fué  inscrita  en 
el  Registro  de  la  Propiedad,  estableció  y  concedió  en  enliteusis  perpe- 
tuamente á  D.  Gil  Buenaventura  Fabra,  D.  Felipe  Isbert  y  Riera,  Don 
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Miguel  Clavé  y  España,  D.  José  Vidal  y  Rivas  y  D.  Bartolomé  Vidal  y 
Nadal,  una  pieza  de  tierra  con  lodo  lo  edificado  en  ella,  conocida  con 
el  nombre  de  Fuente  de  Jesús,  linde  entre  otros  con  el  paseo  de  Gracia; 
siendo  el  censo  de  esta  concesión  la  pensión  de  10  rs.  vn.  al  año,  y  la 
entrada  del  establecimiento  de  t. 589.3 16  rs.  vn.;  habiéndose  pactado 
en  la  sexta  y  última  condición  que  contiene  la  escritura,  que  el  olor- 
gante  se  reservaba  para  si  y  sus  sucesores  todo  el  dominio  directo  y 
mediano,  con  los  derecho*  de  ampara,  fadiga  y  tanteo,  laudemio,  fir- 
ma y  demás  anejos: 

Resultando  que  la  Sociedad  de  Crédito  y  Fomento  de  Barcelona,  en 
la  cual  estaba  refundida  la  auónima  titulada  el  Ensanche  y  Mejora  de 
Barcelona,  vendió  por  escritura  de  30  de  Abril  de  1 866  á  D.  Vicente 
Vilaró  una  casa  señalada  con  el  núm.  80  en  la  calle  de  Clasis,  y  con 
el  356  en  la  calle  de  Consejo  del  ensanche  de  aquella  ciudad,  que  tenía 
un  solar  de  i  i  081  palmos  63  centímetros  superficiales,  da  los  cuales 
adquirió  la  Sociedad  vendedora  9.616  palmos  26  centímetros  con  ma- 
vor  extensión  de  terreno  edilicable  por  escritura  de  10  de  Diciembre 
áe  1862  de  D.  Gil  Buenaventura  Fabra,  D.  Felipe  lsbert  y  Riera,  Don 
Miguel  Clavé  y  España,  D.  José  Vidal  y  Rivas  y  l).  Bartolomé  Vidal  y 
Nadal ;  teniéndose  la  dicha  casa  en  cuenta  á  la  indicada  porción  de  ter- 
reno juntamente  con  el  restante  de  donde  procedia,  por  D.  Melchor  de 
Bruguera  y  Maning,  á  la  prestación  del  censo  de  10  rs.  vn.  con  su  do- 
minio directo  redimible,  pagadero  el  dia  Navidad  por  los  nombrados 
Fabra,  lsbert,  Clavé  y  Vidal,  tanto  por  el  dicho  terreno  como  el  que 
ellos  se  retuvieron  en  su  poder,  siendo  el  precio  liquido  de  la  veuta 
de  28  755  duros,  de  los  cuales  correspondían  á  los  9.616  palmos  26  cen- 
tímetros alodio  de  Bruguera  22.867  duros  272  milésimas ;  establecién- 
dose en  el  pacto  6U  de  la  escritura  que  el  comprador  pagaría  el  dere- 
cho de  hipoteca  y  demás  gastos  que  causase  esta  veuta,  á  excepción  de 
los  laudemios  que  devengase  la  misma,  que  vendrían  á  cargo  de  la  So- 
ciedad vendedora : 

Resultando  que  la  mencionada  Sociedad  de  Crédito  y  Fomento  de 
Barcelona  vendió  por  escritura  del  mismo  dia  á  t).  Pascual  Vilaró  una 
casa  señalada  con  los  números  76  y  78  en  la  calle  de  Clasis,  que  com- 
prendía un  solar  de  9.450  palmos  27  centímetros  superficiales,  con  to- 
dos los  derechos,  servidumbres  y  pertenencias  universales  de  la  mis- 
ma casa  y  su  área  de  terreno,  que  la  Sociedad  vendedora  adquirió  en 
cuanto  á  8.184  palmos  30  centímetros,  junio  con  mayor  porción  de 
terreno  edificable  de  D.  Gil  Buenaventura  Fabra  y  demás  referidos, 
siendo  el  precio  de  la  venta  23.990  duros,  de  los  cuales  correspondían 
á  los  8.184  palmos  30  centímetros,  alodio  de  D.  Melchor  de  Brugue- 
ra, 20.776  duros 279  milésimas;  estableciéndose  también  en  la  octava 
condición  que  satisfaría  el  comprador  el  derecho  de  la  hipoteca  y  los 
demás  gastos  que  causase  la  venta,  á  excepción  de  los  laudemios  que 
la  misma  devengase,  que  vendrían  á  cargo  de  la  Sociedad  vendedora: 

Resultando  que  para  satisfacer  la  mencionada  Sociedad  de  Crédito 
y  Fomento  de  Barcelona  á  D.  Diego  de  Moxó  y  de  Villalonga  94.370 
duros  150  milésimas  que  le  adeudaba  por  parle  del  valor  de  los  terre- 
nos que  le  enajenó  en  el  llano  de  aquella  ciudad,  parte  de  los  que  ha- 
bía vendido  dicha  Sociedad,  hizo  entrega  é  insoluCum  dación  á  Don 
Diego  Moxó,  por  escritura  de  31  de  Diciembre  de  1866,  en  pago  de  su 
citado  crédito,  de  todos  los  terrenos  que  áun  restaban  á  la  Sociedad  y 
que  no  habían  sido  enajenados  con  escritura  pública,  ni  ajustados  pri- 
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vadamente;  añadiendo  á  ellos  40. 290  palmos  del  solar  designado  con 
el  núm.  4.  que  se  tenia  por  l).  Melchor  de  Bruguera  y  bajo  su  dominio 
directo  á  la  prestación,  tanto  por  la  dicha  cabida  de  terreno  como  por 
la  restante  hasta  157.471  palmus  664  milímetros  que  adquirió  la  dicha 
Sociedad  de  1).  Gil  Buenaventura  Fahra  y  demás  referidos,  así  como  el 
terreno  que  éstos  se  retuvieron  en  su  poder,  procedente  de  D.  Melchor 
de  Bruguera,  del  censo  de  40  rs.  vn.  anual,  cuyos  citados  palmos  del 
solar  pertenecían  á  la  Sociedad  con  mucha  mayor  cabida  de  terreno  en 
virtud  de  la  escritura  de  venta  á  favor  de  la  misma,  otorgada  por  Fahra 
y  consortes  en  40  de  Diciembre  da  4862,  siendo  el  precio  de  estos 
palmos  de  terreno  de  4.4  13  duros  992  milésimas;  estableciéndose  en  la 
primera  de  las  condiciones  con  que  se  otorgó  la  escritura,  que  el  de- 
recho de  hipoteca  que  adeudaba  lo  pagaria  D.  Diego  de  Moxó,  y  los 
demás  gastos,  como  eran  laudemio,  á  D.  Melchor  de  Bruguera,  salario 
de  la  escritura,  derechos  de  inscripción  en  el  Registro  de  la  Propie- 
dad y  papel  sellado  de  la  misma,  los  pagana  todos  la  Sociedad  otor- 
gante . 

Resultando  que  fundado  1).  Melchor  de  Bruguera  en  que  la  casa 
vendida  por  la  Sociedad  Crédito  y  Fomento  á  D.  Pascual  Vil  aró  estaba 
edificada  sobre  una  porción  de  terreno  en  el  cual  habia  8.384  pal- 
mos 30  centímetros,  procedentes  de  la  pieza  de  tierra  anteriormente 
descrita  y  sujetos  por  lo  tanto  á  su  dominio,  debiéndose  el  laudemio 
sobre  los  20.776  duros  629  milésimas,  precio  de  los  mismos,  y  que  al 
otorgarse  la  escritura  de  vent;»,  ni  la"  Sociedad  ni  Vilaró  le  dieron  co- 
nocimiento de  ello,  ni  le  pagaron  el  laudemio,  acreditando  por  dicho 
concepto  un  laudemio  por  la  enajenación  y  otro  como  pena,  entabló 
demanda  en  25  de  Setiembre  de  4868  para  que  se  les  condenase  juntos 
y  á  cada  uno  de  por  sí  á  satisfacer  al  demandante  los  dos  laudemios 
que  le  debían  por  el  traspaso  de  que  se  trataba,  con  más  los  intereses 
desde  el  día  30  de  Abril  de  4  866  y  las  costas: 

Resultando  que  en  7  de  Noviembre  del  mismo  año  entabló  otra 
demanda  D.  Melchor  Bruguera  para  que,  en  atención  á  que  entre  los 
palmos  de  terreno  sobre  que  se  hallaba  edificada  la  casa  que  la  refe- 
rida Sociedad  vendió  á  D.  Vicente  Vilaró,  habia  9.24  6  palmos  26  cen- 
tímetros procedentes  de  la  explicada  pieza  de  tierra,  se  les  condenase 
á  que  juntos  y  calía  uno  de  por  sí  le  pagasen  los  dos  laudemios  que  le 
debían  por  el  traspaso  de  la  indicada  casa,  con  más  los  intereses  des- 
de 30  de  Abril  de  4  866  y  las  costas: 

Resultando  que  en  II  del  propio  mes  de  Noviembre  O.  Melchor 
Bruguera  entabló  demanda  contra  la  Sociedad  Crédito  y  Fomento  de 
Barcelona  para  que  se  la  condenase  á  satisfacerle  los  dos  laudemios  á 
razón  del  40  por  100  que  acreditaba  por  el  traspaso  á  favor  de  I).  Diego 
de  Moxó,  de  la  porción  de  teireno  de  pertenencia  de  la  pieza  de  tierra 
por  él  establecida,  con  los  intereses  y  las  costas: 

Resultando  que  en  9  del  repetido  mes  de  Noviembre  la  Sociedad 
del  Crédito  y  Fomento  de  Barcelona  entabló  demanda  para  que  se 
condenase  á*D.  Melchor  de  Bruguera  á  firmar  por  razón  de  dominio 
las  dos  ventas  hechas  por  la  Sociedad  en  30  de  Abril  de  4866  á  favor 
de  D.  Vicente  y  D.  Pascual  Vilaró,  asi  como  la  escritura  otorgada  á  fa- 
vor de  D.  Diego  de  Moxó,  percibiendo  en  dicho  concepto  de  laude- 
mios debidos  á  razón  del  2  por  400  con  los  traspasos  ó  fuera  la  canti- 
dad de  94  5  escudos  490  milésimas  por  la  venta  á  D.  Vicente  Vilaró, 
831  escudos  50  milésimas  por  la  venta  á  favor  de  D.  Pascual  Vilaró, 
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y  164  escudos  558  milésimas  por  la  insolutum  dación  á  D.  Diego  de 
AIüxó,  que  le  ofrecía  dicha  Sociedad  : 

Resultando  que  D.  Pascual  Vilaró  contestó  á  la  demanda  dirigida 
contra  él  por  D.  Melchor  de  Bruguera,  oponiendo  las  excepciones  de 
sine  aclione  agis,  y  en  su  caso  la  de  plns  petición,  alegando  que  en  la 
escritura  de  venta  que  le  otorgó  la  Suciedad  de  Crédito  y  Fomento,  se 
le  estipuló  que  los  laudemios  que  devengase  serian  de  cuenta  de  la  So- 
ciedad vendedora;  que  el  demandante  no  percibió  el  laudemio  corres- 
pondiente á  aquel  traspaso,  pero  se  le  dió  conocimiento  del  mismo: 
que  cuando  en  Barcelona  se  percibía  el  laudemio  á  razón  del  10 
por  100  del  precio,  era  un  hecho  constante  que  se  hiciese  gracia  de  la 
mitad  de  su  importe,  costumbre  general  establecida  y  observada  con 
fuerza  de  ley;  y  que  no  podia  ser  condenado  A  pagar  un  laudemio  que 
debia  ser  satisfecho  por  la  Sociedad  de  Crédito  y  Fomento,  pidiendo 
en  su  virtud  que  se  le  absolviera  de  la  demanda  : 

Resultando  que  acumuladas  en  este  estado  las  otras  demandas  de 
ue  se  ha  hecho  mérito,  D.  Vicente  Vilaró  contestó  que  al  comprar  la 
nca  á  la  Sociedad  se  estipuló  que  los  laudemios  que  devengase  dicha 
venta  vendrían  á  cargo  de  la  Sociedad  vendedora,  que  se  obligó  ade- 
más á  responder  de  eviccion,  pretendiendo  en  su  virtud  que,  tenién- 
dose en  cuenta  que  por  este  pacto  la  indicada  Sociedad  era  la  obliga- 
da á  satisfacer  el  laudemio  devengado  par  la  enajenación  de  que  se  tra- 
taba, y  sin  perjuicio  de  declarar  que  el  laudemio  no  debía  pagarse  du- 
plicado y  habia  de  regularse  á  razón  del  2  por  100  del  precio  liquido 
correspondiente  al  aloiio  de  D.  Melchor  de  Bruguera,  se  le  absolviese 
de  la  demanda : 

Resultando  que  declaradas  por  contestadas  por  parte  de  la  Socie- 
dad de  Crédito  y  Fomentólas  demandas,  y  suministrada  prueba  por 
las  partes,  dictó  sentencia  el  Juez  de  primera  instancia,  y  que  la  Sala 
primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  la  revocó  en  10  de 
Julio  de  1875,  declarando  que  los  demandados  D.  Vicente  Vilaró,  los 
tutores  y  curadores  de  la  menor  Doña  Vicenta  Vilaró  y  la  Sociedad  de 
Crédito  y  Fomento  de  Barcelona  se  hallaban  obligados  á  pagar  el  lau- 
demio que  reclama  D.  Melchor  de  Bruguera  á  razón  del  10  por  100;  y 
eo  su  consecuencia  se  condena  á  la  Sociedad  de  Crédito  y  Fomento  y  á 
los  tutores  y  curadores  de  Doña  Vicenta  Vilaró  á  satisfacer  juntos  y  á 
solas  al  propio  Bruguera  -i.  155  escudos  253  milésimas  por  razón  de  la 
venta  otorgada  por  dicha  Sociedad  á  favor  de  D.  Pascual  Vilaró  con 
los  intereses  á  razón  de  un  6  por  100  desde  el  7  de  Diciembre  de  1869; 
á  la  misma  Sociedad  y  á  D.  Vicente  Vilaró  á  pagar  solidariamente  é 
Bruguera  4.567  escudos  454  milésimas  por  razón  ue  la  venta  otorgada 
á  Vilaró  por  aquella,  con  los  intereses  también  á  razón  de  6  por  100 
desde  la  fecha  indicada;  y  por  último,  á  la  Sociedad  de  Crédito  y  Fo- 
mento á  satisfacer  á  D.  Melchor  de  Bruguera  842  escudos  790  milési- 
mas por  razón  de  la  insolutum  dación  y  cesión  que  otorgó  á  favor  de 
D.  Diego  Moxó,  con  ios  intereses  del  6  por  100  desde  la  indicada  fe- 
cha, absolviendo  á  los  demandados  de  la  demanda  respecto  del  pago 
.  de  doble  laudemio  y  demás  intereses  que  reclamaba  D.  Melchor  Bru- 
guera : 

Resultando  que  la  indicada  Sociedad,  D.  Vicente  Vilaró  y  los  tuto- 
res y  curadores  de  la  menor  Doña  Vírenla,  interpusieron  recurso  de 
casación  por  haberse  infringido,  á  su  juicio,  al  fijar  el  fallo  como  tipo 
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de  los  laúdennos  reclamados  por  dominio  directo  alodial  laico  la  déci- 
ma parte  del  precio  de  cada  traspaso: 

4o  Los  artículos';0  y  8°  de  la  ley  de  3  de  Mayo  de  4  823,  restablecida 
en  2  de  Febrero  de  1837,  según  los  cuales  en  los  enliteusis,  bien  pro- 
cedan de  señono,  bien  sean  meramente  alodiales,  el  laudemio  no  debe 
exceder  de  la  cincuentena  ósea  el  2  por  400  del  valor  liquido  de  la 
finca,  si  bien  en  los  alodiales  se  estará  á  lo  prevenido  en  los  respecti- 
vos contraes  si  en  éstos  hubiese  estipulación  especial  sobre  la  cuota 
del  laudemio. 

2°  La  doctrina  consignada  en  las  sentencias  de  este  Tribunal  Supre- 
mo de  30  de  Diciembre  de  1862,  30  de  Enero  de  4  865.  7  de  Marzo 
üe  4866,  30  de  Noviembre  de  1868  y  48  de  Junio  de  4875,  según  la 
cual  en  los  enfileusis  procedentes  de  señorío  debe  regularse  en  todo 
caso  el  laudemio  á  razón  del  2  por  100,  y  en  los  alodiales  con  arreglo 
á  lo  estipulado  en  los  respectivos  contratos,  y  si  no  hubiese  sobre  ellos 
pacto  especial  también  al  2  por  (00  en  virtud  de  la  ley  citada,  siendo 
notable  la  unidad  de  la  doctrina  establecida  en  dichas  sentencias,  asi 
como  que  en  el  fallo  recurrido  se  decía  que  la  citada  de  30  de  Diciem- 
bre de  4862  se  referia  á  predios  de  señorío,  cuando  de  ella  aparecía  lodo 
lo  contrario. 

3o  Y  en  el  increíble  supuesto  de  que  se  declarasen  inaplicables  las 
disposiciones  legales  citadas,  la  ley  3a,  Código  De  jure  empkiíeutico, 
el  cap.  ¿0  de  las  primeras  Cortes  de  Barcelona  de  4549,  sancionado  por 
el  Rey  D.  Felipe  I  de  Aragón  y  II  de  Castilla,  que  forma  la  Constitu- 
ción I*,  til.  30,  lib.  4o,  voiümen  Io  de  las  de  Cataluña,  y  el  cap.  42  del 
decreto  sobre  establecimiento  y  nueva  planta  del  Gobierno  de  Ca- 
taluña, dictado  en  46  de  Enero  de  4716  por  el  Rey  D.  Felipe  V,  que 
forma  la  ley  Ia,  til.  9°,  lib.  5°  de  la  Novísima  Recopilación,  puesto 
que  prescribiéndose  en  esta  última  ley  que  en  todo  lo  no  prevenido  en 
contrario  por  efla  deben  observarse  las  constituciones  que  ántes  había 
en  Cataluña,  y  disponiendo  la  penúltima  que  en  Cataluña  deben  deci- 
dirse los  juicios  según  los  usatges,  Constituciones,  capítulos  de  corte 
y  otros  derechos  del  Principado  y  Condados  del  Rosellon  y  Cerdaña,  y 
en  cuanto  no  se  hallase  prevenido  en  los  mismos,  según  las  disposi- 
ciones del  Derecho  canónico,  y  en  falta  de  éste  del  civil,  como  no  exis- 
te realmente  disposición  expresa  para  la  regulación  de  los  laudemios 
alodiales  laicos  en  la  compilación  de  aquellos  usatges,  Constitución  y 
demás,  ni  en  el  Derecho  canónico,  debe  observarse  la  ley  civil  citada  en 
primer  lugar,  que  dispone  sean  regulados  á  razón  de  2  por  (00  cuando 
no  hubiese  sobre  ello  pacto  especial  en  la  escritura  de  establecimien- 
to, como  no  le  había  en  este  caso. 

4o  Las  repetidas  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  30  de  Di- 
ciembre de  (862,  de  30  de  Noviembre  de  4  868  y  48  de  Junio  de  (875, 
en  cuanto  sancionan  la  doctrina  expuesta  en  el  número' anterior. 

5o  Las  leyes  5a  y  6a,  Código  Si  contra  jus,  las  leyes  30  y  36,  til.  (8, 
Parlida  3a,  y  la  2*,  4*  y  5a  de  la  Novísima  Recopilación  (no  se  expresa 
titulo  ni  libro),  después  se  ha  dicho  que  era  el  til.  4o,  libro  3o,  que  dis- 
poue  no  sean  cumplidos  los  privilegios  ó  rescriptos  reales  contra  de-  . 
recho,  ley  ó  fuero  común,  si  obtenidos  por  obrepción  y  subrepción, 

Sues  con  arreglo  á  ellas  son  nulos  ó  no  deben  cumplirse  ;  el  Estatuto 
el  Rey  D.  Pedro  de  5  de  Julio  de  1285  y  la  Pragmática  de  su  sucesor 
el  Rey  D.  Alonso  del  siguiente  año,  4286,  ya  porque  eran  contrarias  á 
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la  antedicha  ley  vigente  en  la  materia  que  fijaba  el  laudemio  al 
2  por  100,  y  por  consiguiente  perjudicaban  en  vez  de  favorecer,  como  . 
aparentaban,  á  los  ciudadano»  de  Barcelona,  ya  porque  esto  mismo 
remostraba  que  fueron  otorgados  bajo  la  errónea  creencia  de  que  el 
tipo.de  los  Intidemios  en  Cataluña  era  en  ios  enfiteusis  el  tercio  del 
precio  en  virtud  de  la  Constitución  2a,  tít.  31,  lib.  4o,  vol.  Io,  cuando 
en  realidad  dicha  ley  sólo  era  aplicable  A  los  traspasos  de  las  (incas 
enfeudadas,  según  so  claro  y  literal  contexto,  como  tenia  declarado 
este  Tribunal  Supremo  en  las  citadas  sentencias  de  30  de  Diciembre 
de  186?  y  18  de  Junio  de  1875. 

6o  El  cap.  34  de  las  Cortes  de  Barcelona  del  año  1413,  sancionado  por 
el  Rey  O.  Fernando  I  «le  Aragón,  el  cap.  Si  de  las  de  Monzón  del  año 
4385  sancionado  por  el  Rey  D.  Felipe  I  de  Aragón  y  II  de  Castilla,  y 
el  cap.  8?  de  las  Córtes  de  Barcelona  del  año  1702  ,  sancionado  por  el 
Rey  D.  Felipe  III  de  Aragón  y  IV  de  Castilla  ,  que  forman  las  Consti- 
tuciones Ia,  4a  y  5a  del  proemio  de  la  compilación  de  los  usatges  de 
Barcelona,  Constituciones,  capítulos  y  actos  de  Córtes  y  otras  leyes  de 
Cataluña ;  pues  con  arreglo  á  ellas  no  se  hallaban  vigentes  ni  emn  por 
tanto  aplicables,  como  lo  liabia  hecho  la  Sala  sentenciadora,  el  Estatuto 
del  Rey  D.  Pedro  de  o  de  Julio  de  128o  y  la  Pragmática  de  su  sucesor 
el  Rey  D.  Alfonso  del  siguionteaño  1286, que  no  se  hallaban  incluidos 
en  aquella  compilación. 

7o  Los  artículos  280  y  281,  regla  2a  do  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil ,  con  arreglo  á  los  cuales  era  en  todo  caso  preciso  ,  para  qu*  fuera 
eficaz  en  juicio  la  certificación  de  dichos  Estatutos  y  Pragmática  li- 
brada por  el  Secretario  del  Ayuntamiento  de  Barcelona  con  referencia 
A  un  libro  titulado  Privilegio  de  la  ciudad  de  Barcelona,  que  se  decía 
existente  en  el  Archivo  municipal,  que  se  hubiese  librado  directamente 
de  dicho  libro  archivado,  en  virtud  de  mandamiento  compulsorio,  ex- 
pedido al  efecto  y  con  citación  de  los  recurrentes,  lo  cual  invalidaba 
y  hacia  que  fuera  coniraria  á  ley  expresa  y  terminante  la  apreciación 
de  la  Sala  sentenciadora,  admitiendo  como  probada  la  existencia  y  los 
términos  de  aquellos  Estatutos  y  Pragmática  ,  sólo  por  haber  venido 
una  copia  de  una  certificación  de  ellos  entre  otros  particulares,  que 
integraban  un  testimonio  que  á  petición  de  D.  Melchor  de  Bruguera 
se  mandó  librar  de  varias  actuaciones  del  juicio  que  siguió  el  Marqués 
de  Castelldorius  con  D.  Ignacio  Villavechia  y  D.  Juan  Plá. 

8°  La  ley  1  H,  Digesto  De  ditsersis  regulis  juris  antiqui,  la  ley  13, 
título  Io,  Partida  Ia  y  la  doctrina  de  que  para  la  recta  inteligencia  de 
una  ley,  ha  de  tomarse  en  cuenta  principalmente  el  objeto  de  su  dis- 
posición y  apreciarse  las  palabras  con  que  se  formula  en  la  significa- 
ción consiguiente  al  intento  con  que  He  ha  dicho,  sancionada  en  la 
sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  31  de  Diciembre  de  1867,  ya 
que  no  eracieito  one  la  sentencia  arbitral  dictada  por  e!  Rey  D.  Jai- 
me II  y  el  Obispo  de  Valencia  en  Io  de  Noviembre  de  1310, "que  for- 
maba la  Constitución  Ia,  tít.  12,  libro  4o,  volúmen  t°  de  las  de  Cata- 
luña, estableciera  el  tipo  del  (0  por  100  para  la  regulación  de  los  íau- 
.  demios  en  los  dominios  laicos  como  que  sólo  fué  pronunciada  para 
dirimir  la  discordia  entónces  existente  sobre  la  regulación  de  los  lau- 
demios  correspondientes  á  dominios  de  pertenencia  de  la  Iglesia  ó  de 
personas  eclesiásticas,  y  en  ellas  sólo  se  presupuso  que  aquellos  se  re- 
gulaban entónces  A  razón  del  10  por  100. 

9o  La  doctrina  de  que  de  la  decisión  del  Tribunal  Supremo  en  un 
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caso  determinado  y  concreto,  consignada  con  arreglo  á  lo  que  del 
pleito  resulta,  no  puede  deducirse  una  doctrina  legal  aplicable  á  casos 
distintos  ó  en  que  no  exista  igualdad  de  condiciones,  sancionada  por 
este  Tribunal  Supremo,  entre  otras,  en  las  sentencias  de  7  y  II  de 
Octubre  de  1865;  27  y  28  de  Setiembre  y  4  de  Octubre  de  1867  y 
23  de  Junio  de  1868,  ya  que  la  Sala  sentenciadora  parecía  consideró 
como  doctrina  legal  ó  declaración  general  y  formando  jurisprudencia, 
Ja  que  suponia  hizo  este  Tribunal  Supremo  en  su  sentencia  de  30  de 
Noviembre  de  1868,  respecto  á  ser  costumbre  inconcusa  regular  al  10 
por  100  los  laudemios  en  la  ciudad  de  Barcelona  y  su  huerto  y  viñedo, 
de  conformidad  con  la  sentencia  arbitral  de  31  de  Octubre  de  1310, 
cuando  léjos  de  esto,  este  Tribunal  Supremo  ni  siquiera  declaró  por  su 
parte  probada  tal  costumbre,  limitándose  á  consignar  que  había  he- 
cho tal  declaración  la  Sala  sentenciadora  al  apreciar  la  prueba  en  uso 
desús  facultades  y  debia  estarse  a  tal  apreciación,  yaque  no  se  habia 
demostrado  que  hubiese  aquella  infringido  ley  ó  doctrina  legal  alguna 
al  hacer  dicha  apreciación  de  la  prueba. 

Y  10.  La  doctrina  de  que  sólo  según  lo  alegado  y  probado  en  el  jui- 
cio, debe  dictarse  las  sentencias  definitiva  del  mismo,  aplicada,  entre 
otras,  en  las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  5  de  J  unió  de  1 860 
y  3  de  Enero  de  1861,30  de  Junio  de  1864,  24  de  Febrero  de  1865,  26  de 
Mayo  y  24  de  Noviembre  de  1866,  9  de  Abril  y  2  de  Octubre  de  1867  y 
3  de  Marzo4 de  1873,  ya  que  ninguna  justificación  eficaz  y  directa  se 
habia  hecho  en  este  juicio  respecto  á  la  escritura,  legitimidad  y  vigor 
actual  de  los  antedichos  Estatutos  y  Pragmática,  ni  en  cuanto  á  la  su- 
puesta costumbre  inconcusa  de  regular  en  Barcelona  el  laudemio  de 
los  o  n  íi  ten  sis  á  razón  del  10  por  100  del  precio  de  la  cosa  enfitéutica. 

Al  condenarse  en  la  sentencia  no  sólo  al  pago  de  las  cantidades 
importe  de  los  laudemios  al  tipo  que  en  ella  se  fijó,  sino  también  al  de 
los  intereses  de  las  mismas  desde  la  contestación  á  la  demanda  : 

Io  El  art.  8o  de  la  ley  de  14  de  Mayo  de  1864,  según  el  cual ,  sólo 
el  deudor  constituido  en  mora  debe  abonar  á  su  acreedor  el  pago  de 
los  intereses  legales  de  la  cantidad  demandada. 

Y  2o  La  doctrina  sentada,  entre  otras,  en  las  sentencias  de  este 
Tribunal  Supremo  de  24  de  Abril  de  1867  y  de  19  de  Noviembre 
de  1869,  de  que  no  hay  mora  ni  deben  abonarse  intereses  cuando  se 
reclaman  cantidades  ilíquidas,  ya  que  ilíquido  era  el  importe  de  los 
laudemios  en  cuestión  ,  ínterin  no  se  resolviese  por  sentencia  firme  el 
tipo  áque  debían  regularse  en  vista  de  la  disparidad  de  las  parles  so- 
bre ellos  y  mayormente  cuando  mediaba  el  notable  hecho  contrario  á 
toda  presunción  de  mora,  de  que  la  Sociedad  de  Crédito  y  Fomento 
habia  formulado  en  9  de  Noviembre  de  1868  la  demanda  que  fué  acu- 
mulada á  las  actuaciones  y  de  que  se  hacia  mérito  en  la  semencia,  para 
que  se  compeliese  á  D.  Melchor  de  Bruguera  á  percibir  los  laudemios 
que  reclamaba,  regulados  al  tipo  del  2  por  luO  que  estaba  dispuesto 
á  pagarle. 

Y  al  condenarse  á  los  recurrentes  al  pago  del  importe  del  laudemio 
é  intereses  por  el  traspaso  en  que  respectivamente  figuraban  como 
vendedor  y  comprador : 

Io  El  capítulo  28  del  privilegio  reconocido  por  recognoverwit  pro- 
ceres, concedido  á  la  ciudad  do  Barcelona  en  3  de  los  idus  de  Enero 
de  1283  por  el  Rey  D.  Pedro  II  de  Aragón,  que  firmaba  la  Constitu- 
ción Ia,  tít.  13,  libro  Io,  volumen  2o  de  las  de  Cataluña  y  la  sen- 
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tencia  arbitral  sobre  regulación  de  los  laudemios  debidos  A  la  Iglesia 
y  á  personas  eclesiásticas  por  fincas  situadas  en  la  ciudad  de  Barcelona 
y  su  huerto  y  viñedo  ,  pronunciada  por  el  Bey  D,  Juan  II  de  Aragón 
y  el  Obispo  de  Valencia  en  el  dia  i°  de  Noviembre  de  1310,  que  for- 
maba la  Constitución  Ia,  tit.  12,  libro  4',  volumen  2J  de  las  de  Cata- 
luña, según  las  cuales  el  laudemio  por  los  traspasos  de  las  cosas  enfi- 
téuticas  situadas  en  Barcelona  y  sü  huerto  y  viñedo,  debia  ser  pagado 
por  el  vendedor. 

2o  El  principio  do  derecho  de  que  deben  ser  cumplidos  los  pactos 
del  modo  estipulado  por  las  partes,  pues  conforme  lo  reconocía  la  Sala 
sentenciadora  al  final  del  último  considerando  de  su  sentencia,  en  las 
escrituras  de  venta  qtn  devengara  el  laudemio  se  pactó  expresamente 
que  lo  satisfaría  la  Sociedad  de  Crédito  y  Fomento  de  Barcelona. 

3o  El  art.  1 68  de  la  ley  Hipotecaria,  que  establece  las  únicas  hipote- 
cas legales  subsistentes  sobre  los  inmuebles  ,  entre  los  que  no  se  enu- 
meran los  laudemios  debidos  al  señor  directo,  y  el  art.  M7  de  la  misma, 
ue  únicamente  hace  extensiva  la  acción  hipotecaria  del  dueño  directo 
perceptor  de  censos  sobre  las  fincas  enfitéulicas  ó  acensuadas  por 
las  pensiones  de  los  censos  de  los  dos  últimos  años  trascurridos  y  la 
parte  vencida  de  la  actualidad  corriente;  pero  en  manera  alguna  por 
los  laudemios  devengados  y  no  satisfechos  con  arreglo  á  coyas  dispo- 
siciones legales,  tampoco  como  poseedores  de  las  cosas  enfitéulicas 
podían  ser  condenados  al  pago  de  los  laudemios  devengados  por  los 
traspasos  de  ellas  D.  Vicente  y  Doña  Vicenta  Vilaró. 

4°  El  principio  de  derecho  de  que  á  nadie  puede  serle  impuesta  una 
obligación  si  expresamente  no  se  la  impone  la  ley  ó  voluntariamente 
la  aceptaba  aquel  ó  sus  causantes  con  estipulación  clara  é  indudable, 
en  ninguno  de  cuyos  casos  se  encontraban  D.  Vicente  y  Doña  Vicenta 
Vilaró; 

Y  5o  El  párrafo  Io  délas  Instituciones  de  Justiniano  Deduobus  reis 

stipulandiel  promütendi,  las  leyes  2a  y  9a,  párrafo  Io,  Djgesto  De 
duobus  reUconstituendis,  y  el  capitulo  1°  de  la  Novela  99  de  Justiniano 
que  exigen  para  que  haya  obligación  solidaria  constituida  que  se  haya 
pactado  expresamente  la  mancomunidad,  obligándose  lodos  á  una 
misma  cosa  y  contrayendo  igual  responsabilidad,  lo  cual  no  sucedía 
con  D.  Vicente  y  Doña  Vicenta  Vilaró,  que  no  sólo  no  se  obligaron 
nunca  solidariamente  con  la  Sociedad  de  Crédito  y  Fomento  de  Barce- 
lona á  pagar  á  D.  Melchor  Bruguera  los  laudemios  que  reclamaba  éste 
por  los  traspasos  de  las  fincas  que  aquellos  poseían,,  hechos  por  dicha 
Sociedad,  sino  que  por  el  contrario  D.  Vicente  Vilaró  y  el  padre  de 
Doña  Vicenta  estipularon  expresamente  que  tales  laudemios  vendrian 
á  cargo  exclusivamente  de  la  Sociedad  vendedora : 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Benito  do  Ulloa  y  Bey: 
Considerando  que  la  ley  de  3  de  Mayo  de  1823,  restablecida  en  2  de 
Febrero  de  1837,  aclaratoria  de  la  de  6  de  Agosto  de  1811,  en  su  ar- 
ticulo 7o  fija  el  tanto  por  100  que  debe  pagarse  en  la  enajenación  de 
fincas  que  hallándose  sitas  en  territorio  en  que  los  señores  hubiesen 
ejercido  jurisdicción,  debieran  conservar,  sin  embargo,  el  señorío  ter- 
ritorial y  solariego  según  lo  dispuesto  en  dicha  ley,  y  el  carácter  ge- 
neral que  ésta  reviste  se  entienda  en  cuanto  á  éstos  cargos,  expresan- 
do que  los  comunes  se  regirán  por  las  leyes  del  reino : 

Considerando  que  no  habiendo  ejercido  D.  Melchor  Bruguera  se- 
ñorío jurisdiccional  en  el  territorio  de  la  ciudad  do  Barcelona,  su  vi- 
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ñnáo  y  huerto,  y  debiendo  resolverse  la  cuestión  que  se  ventila  por  las 
leyes  comunes  aplicables  á  aquel  territorio,  según  lo  tiene  establecido 
este  Tribunal  Supremo  conforme  á  dicha  ley,  carece  de  oportunidad 
citarla  como  infringida: 

Considerando  que  la  legislación  aplicable  á  la  ciudad  de  Barcelona 
y  su  perímetro,  respecto  al  pago  del  laudemio,  cuando  no  se  determi- 
na en  los  contratos  el  tanto  por  ciento  que  debe  pagarse  por  la  enaje- 
nación de  las  fincas  comprendidas  en  aquel  territorio  es  la  Constitu- 
ción 4\  tit.  12,  lib.  4o,  volumen  2o,  el  Estatuto  del  Rey  D.  Pedro  X 
de  5  de  Julio  de  12*5  y  la  Pragmática  del  Rey  D.  Alfonso  de  1286,  que 
fijan  eMO  por  400  : 

Considerando  que  conviene  con  estas  disposiciones  la  Constitu- 
ción Ia,  tit.  4  3,  lib.  Io,  vol.  2o,  por  la  que,  partiendo  del  mismo  tipo, 
se  condena  al  doble  laudemio  al  enfiteuta  que  enajene  las  fincas  sin  re- 
querir ántes  al  señor : 

Considerando  que  la  sentencia  contra  la  que  se  recurre  se  funda 
precisamente  en  estas  disposiciones,  y  aplicándolas  como  estima  justo, 
condena  A  los  recurrentes  al  pago  del  10  por  100  por  razón  del  laude- 
mio ;  y  por  consiguiente  no  infringe  tampoco  ley  alguna  de  las  demás 
que  se  citan  á  este  propósito  : 

Considerando  que  según  el  art.  8o  de  la  ley  de  14  de  Marzo  de  4  856 
y  la  doctrina  establecida  por  este  Tribunal  Supremo  sólo  debe  pagar 
intereses  el  deudor  constituido  en  mora  y  cuando  se  reclama  cantidad 
líquida : 

Considerando  que  la  Sociedad  Crédito  y  Fomento  d«  Barcelona  se 
Obligó  á  pagar  el  laudemio  sin  expresar  la  cantidad  proporcional;  y 
léjos  de  desconocer  esta  obligación  demandó  á  Bruguera  para  que  per- 
cibiese el  2  por  1 00  por  aquel  concepto,  demanda  impugnada  bajo  el 
supuesto  de  que  debia  pagarse  el  40  por  100,  y  sobre  esto  versó  la 
cuestión  principal  del  pleito,  y  por  consiguiente  no  puede  sentarse 
que  hubiese  cantidad  líquida  ni  mora  por  parte  de!  deudor: 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora  al  declarar  lo  contrario  in- 
fringe el  art.  8o  de  la  ley  de  4  4  de  Marzo  de  1856  y  la  doctrina  citada 
á  este  propósito  : 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora,  al  condenar  solidariamente 
al  vendedor  y  compradores  al  pago  del  laudemio,  infringe  el  principio 
de  derecho,  según  el  cual  á  nadie  puede  imponérsele  una  obligación 
que  no  nazca  de  la  ley  ó  de  pacto  libremente  celebrado,  porque  la  obli- 
gación solidaria  np  está  establecida  por  ley  para  este  caso  ni  en  este 
concepto  pactaron  las  parles: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  la  Sociedad  de  Crédito  y  Fomento 
de  Barcelona  por  D.  Vicente  Vilaró  y  por  los  tutores  y  curadores  de  la 
menor  Doña  Vicenta  Vilaró  contra  la  sentencia  que  en  10  de  Julio 
de  4875  dictó  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona 
en  cuanto  á  la  declaración  que  en  ella  se  hace  respecto  al  pago  del 
laudemio  á  razón  del  40  por  400  ;  y  que  há  lugar  á  dicho  recurso  en  los  1 
demás  extremos  que  comprende  referentes  á  la  condena  de  intereses  y 
pago  solidario  de  éstos  y  del  importe  de  los  laudemios,  en  cuyos  ex- 
tremos casamos  y  anulamos  la  sentencia  mencionada;  y  líbrese  orden 
A  la  citada  Audiencia  para  la  remisión  de  los  autos. — (Sentencia  publi- 
cada el  1 5  de  Febrero  de  4  877,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  20  de  Julio  del 
mismo  año.) 
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Recurso  de  casación  en  asunto  de  Ultramar  (1  Z  de  Febrero 
de  1877.) —  Defensa  por  pobre.  — Se  declara  por  la  Sala  primera  del 
Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpues- 
to por  D.  Gustavo  Dock  contra  el  auto  dictado  por  la  tercera  de  la  Au- 
diencia de  la  Habana  que  le  denegó  el  beneficio  de  pobreza  para  litigar 
con  D.  José  María  Rodríguez,  y  se  resuelve  : 

Io  Que  no  tiene  aplicación,  y  por  tanto  no  pueden  infringirse  la  ley 
24,  tit.  12,  Partida  5a,  gue  trata  de  la  manera  en  que  debe  ser  fecho  el 
mandato }  ni  el  art.  38  í  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  determi- 
na que  el  Administrador  represente  al  ab-inteslato,  sien  el  pleito  objeto 
del  recurso  no  se  ka  discutido  ni  respecto  á  mandato  ni  ab-intestato: 

2o  Que  si  el  condenado  en  una  ejecutoria  se  defendió  como  rico  en 
primera  y  segunda  instancia,  al  denegarle  la  pretensión  de  pobreza  he- 
cha lisa  y  llanamente  al  tiempo  de  la  ejecución  de  ¿a  sentencia  ,  no  se 
infringe  dicha  ejecutoria,  ni  la  regla  32,  tit.  34,  Partida  7*,  relativa  á 
la  fuerza  de  la  cosa  juzgada ; 

73°  Que  no  se  infringen  los  artículos  191  y  195  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil  ni  la  doctrina  de  que  á  nadie  puede  condenársele  sin 
ser  oido,  si  para  denegar  la  pretensión  de  pobreta  se  le  admitió  ésta  y 
did  traslado  al  colitigante,  que  es  lo  mandado  en  dichos  artículos,  oyen- 
do también  al  Ministerio  fiscal. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  15  de  Febrero  de  1877,  en  el  inci- 
dente pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley,  promovido  por  D.  Gustavo  Bock  en  la  Sala  tercera  de  la 
Audiencia  de  la  Habana  para  que  se  lo  otorgue  el  beneficio  de  litigar 
como  pobre  en  el  pleito  pendiente  ante  ella  en  apelación  que  sigue 
con  O.  José  María  Rodríguez  sobre  pago  de  pesos  y  hoy  sobre  ejecu- 
ción del  fallo  recaído  en  él : 

Resultando  que  D.  José  María  Rodríguez  demandó  á  D.  Gustavo 
Bock  para  el  pago  de  1.493  pesos  65  centavos,  importe  del  saldo  de 
una  cuenta  corriente  que  había  llevado  con  Bock  para  la  refacción  que 
estaba  á  su  cargo  del  ingenio  Panchüa  como  Administrador  judicial 
de  los  bienes  del  infidente  D.  José  Manuel  Macías:  • 

Resultando  que  condenado  al  pago  por  ejecutoria  de  la  Audiencia 
de  la  Habana  de  1 1  de  Enero  de  1875  ,  entendiéndose  la  condenación 
en  su  carácter  de  Administrador  judicial  de  dicho  ingenio  perteneciente 
al  concurso  de  D.  José  Manuel  Macías,  se  mandó,  en  ejecución  de  esta 
sentencia  en  auto  de  20  de  Febrero  de  1875,  proceder  al  embargo  de 
bienes  de  D.  Gustavo  Bock,  lo  cual  produjo  otra  apelación  que  deci- 
dió la  Audiencia  en  2  de  Julio  siguiente,  mandando  que  el  Juez  con- 
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tinuara  cumpliendo  la  ejecutoria  en  los  términos  dispuestos  en  el  re- 
ferido auto  : 

Resultando  que  D.  Gustavo  Bock  interpuso  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley  en  escrito  que  presentó  á  su  nombre :  que  por  un 
otrosí  del  mismo  dijo  su  Procurador  que  el  Administrador  judicial  que 
habia  litigado  y  que  defendía  no  poseía  bienes  algunos  del  concurso  de 

•  Don  José  Manuel  Macías,  y  se  veia,  por  consiguiente,  en  la  necesidad 
de  promover  la  incidencia  para  que  se  le  asistiera  como  pobre,  pidien- 
do en  su  virtud  que  se  le  admitiera  la  información  que  promovia  y  en 
vista  de  su  resultado,  declarar  pobre  para  litigar  al  Administrador  ju- 
dicial : 

Resultando  que  en  28  del  mismo  mes  de  Julio  presentó  otro  escrito 
insistiendo  en  su  pretensión  de  pobreza  sobre  la  cual  no  se  había  pro- 
visto, y  que  la  Audiencia  confirió  traslado  de  ella  por  seis  dias  á  la 
parte  de  D.  José  María  Rodríguez  : 

Resultando  que  éste  la  impugnó,  porque  habiéndose  defendido 
como  rico  en  la  primera  instancia,  no  podia  gozar  del  beneficio  de  po- 
breza en  la  segunda,  á  no  ser  que  justificase  haber  venido  con  poste- 
rioridad á  aquel  estado  :  que  además,  que  Bock  ni  su  Procurador  tenían 
poder  para  representar  al  concurso  de  Macías  que  no  habia  litigado,  y 
el  pleito  sólo  tenía  que  entenderse  con  D.  Gustavo  Bock  para  que  pa- 
gase como  administrador  del  ingenio  Panchita  : 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  fué  de  dictámen  de  que  se  de- 
clarase sin  lugar  la  promoción  de  insolvencia  solicitada,  porque  Bock 
se  habia  defendido  como  solvente  en  ambas  instancias,  implicando  el 
mismo  carácter  de  administrador  de  los  bienes  del  concurso  de  Don 
José  Manuel  Macías  con  que  gestionaba  la  existencia  de  esos  mismos 
bienes  sin  los  cuales  no  tendría  razón  de  ser  aquella  Administración;  y 
que  por  último,  se  trataba  de  un  pleito  ya  terminado  : 

Resultando  que  la  Audiencia  por  auto  de  16  de  Agosto  de  1875, 
mediante  á  que  la  solicitud  de  defensa  por  pobre  contenida  en  el  cita- 
do otrosí  habia  sido  deducida  en  el  concepto  de  haber  litigado  el  Ad- 
ministrador judicial  del  concurso  de  D.  José  Manuel  Macías,  siendo  así 
que  quien  litigó  fué  D.  Gustavo  Bock,  declaró  no  haber  lugar  á  admi- 
tir el  incidente  con  las  costas;  y  que  interpuesta  súplica  por  D.  Gusta- 
vo Bock,  la  Audiencia  declaró  en  H  de  Octubre  siguiente  no  haber 
lugar  á  suplirlo  ni  enmendarlo  con  las-costas  : 

Resultando  que  contra  este  auto  que  dijo  D.  Gustavo  Bock  consti- 
tuía la  definitiva  para  el  recurso  de  casación,  lo  entabló  citando  al  in- 
terponerle, y  después  en  tiempo  oportuno  en  este  Supremo  Tribunal: 
4°  La  ley  24,  tlt.  12  de  la  Partida  5a,  y  el  art.  384  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil,  violando  ála  vez  en  la  forma  el  derecho  de  defensa 
atendido  á  que  no  habia  litigado  D.  Gustavo  Bock,  sino  el  Administra- 
dor judicial  : 

2o  La  sentencia  ejecutoria  de  H  de  Enero  de  1875,  de  cuyo  cumpli- 

•  miento  se  trataba,  asi  como  también  la  regla  32,  tít.  34,  Partida  7a,  en 
cuanto  por  aquella  se  declaró  expresamente  que  la  condena  en  ella 
contenida  debía  entenderse  y  se  entendía,  no  con  D.  Gustavo  Bock  en 
su  persona,  sino  en  su  carácter  de  Administrador  judicial  del  ingenio 
Panchita  del  concurso  de  D.  José  Manuel  Macías  y  en  la  que  motivaba 
el  recurso,  desconociendo  aquel  hecho  jurídico  legalmente  establecido 
en  autos  con  la  irrevocabilidad  de  la  cosa  juzgada,  se  denegaba  á  esta 
parte  la  admisión  de  la  demanda  en  solicitud  del  beneficio  de  pobreza, 
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bajo  el  supuesto  por  único  fundamento  de  que  en  aquellos  autos  no  li- 
tigó el  Administrador  judicial  de  dicho  concurso,  sino  D.  Gustavo  Bock 
por  su  propia  persona  : 

Y  3o  Los  artículos  1 94  y  195  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  que 
garantizan  el  derecho  de  legítima  defensa,  y  así  bien  la  doctrina  legal 
de  que  nadie  puede  ser  condenado  en  justicia  sin  ser  oido  ;  en  cuanto 
por  la  sentencia,  incurriendo  en  verdadera  denegación  de  justicia,  se  ' 
rehusaba  al  recurrente,  no  el  beneficio  de  pobreza  por  falta  de  justifi- 
cación de  su  derecho,  sino  el  medio  de  dar  esta  justificación  por  los 
trámites  establecidos  para  ello  por  la  ley  ; 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Casimiro  Huerta  Murillo: 

Considerando  que  no  tienen  aplicación  al  caso  presente,  y  por  tanto 
no  han  podido  infringirse  la  ley  24,  tít.  12,  Partida  5a,  que  trata  de  la 
manera  en  que  debe  ser  fecho  el  mandato,  ni  el  art.  384  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  que  determina  que  el  Administrador  represente 
al  ab-intestato,  porque  en  el  pleito  objeto  del  recurso  no  se  ha  discuti- 
do ni  respecto  á  mandato  ni  ab-intestato  : 

Considerando  que  no  se  han  infringido  la  ejecutoria  de  11  de  Enero 
de  1875,  de  cuya  ejecución  se  trataba,  ni  la  regla 32,  tít.  34,  Partida  7*, 
relativa  á  la  fuerza  de  la  cosa  juzgada  ;  porque  cualquiera  que  haya 
sido  lo  mandado  posteriormente  por  la  Sala  en  aquella  sentencia  eje- 
cutoria fué  condenado  Bock  en  su  carácter  de  Administrador  judicial 
del  concurso  de  M acias,  y  en  tal  concepto  litigó  como  rico  en  primera 
y  segunda  instancia,  no  habiendo  además  expresado  que  hubiese  ve- 
nido después  á  ser  pobre  con  efecto  el  concurso,  sino  que  hizo  la  pre- 
tensión de  pobreza  lisa  y  llanamente  : 

Considerando  que  tampoco  se  han  infringido  los  artículos  194  y  195 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  ni  la  doctrina  de  que  á  nadie  puede 
condenársele  sin  haber  sido  oidp,  puesto  que  la  Sala  ,  admitiendo  la 
solicitud  de  pobreza  presentada  por  D.  Gustavo  Bock,  dió  traslado  de 
ella  al  colitigante  D.  José  María  Rodríguez,  que  es  lo  mandado  en  los 
artículos  citados,  oyendo  también  al  Ministerio  fiscal; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto,  por  D.  Gustavo 
Bock  contra  el  auto  que  en  1 1  de  Octubre  de  1875  dictó  la  Sala  terce- 
ra de  la  Audiencia  de  la  Habana,  y  le  condenamos  en  las  costas;  y  lí- 
brese á  la  citada  Audiencia  la  certificación  correspondiente.  —  (Sen- 
tencia publicada  el  15  de  Febrero  de  1877,  é  inserta  en  la  Gaceta  de 
20  de  Julio  del  mismo  año.) 
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Recurso  de  casación  ( 1 5  de  Febrero  de  1877.)  — Anotación 

PREVENTIVA  DE  UNA  HACIENDA  Y  SECUESTRO  DE  UNOS  ENSERES.  —  Se  de- 
clara por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  á  la 
admisión  del  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Francisco  de  Pau- 
la Gago  contra  el  auto  dictado  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
Sevilla,  en  pleito  con  D.  Federico  García  Quijano,  y  se  resuelve  : 

t 
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Io  Que  el  recurso  de  casación  en  los  negocios  civiles  se  da  contra  las 
sentencias  definitivas  dictadas  por  las  Audiencias  ,  entendiéndose  por 
tales,  para  los  efectos  de  aquel,  las  que  terminen  el  juicio  y  las  que  re- 
cayendo sobre  un  articulo  pongan  término  al  pleito  haciendo  imposible 
su  continuación ; 

7  2o  Que  los  autos  de  los  Tribunales  por  los  que  se  manda  hacer  ó 
cancelar  anotaciones  preventivas  de  bienes  inmuebles  litigiosos,  no  de- 
finen ni  declaran  de  una  manera  irrevocable  los  derechos  que  las  par- 
tes aleguen  y  sostengan  respecto  de  los  mismos;  y  no  poniendo,  como 
no  ponen,  en  tal  concepto,  término  al  pleito  ni  impidiendo  su  conti- 
nuación, no  pueden  considerarse  como  sentencias  definitivas  para  que 
contra  ellas  se  dé  el  recurso  de  casación. 

Resultando  que  D.  Francisco  de  Paula  Gago  entabló  demanda  en  el 
Juzgado  de  primera  instancia  de  Arcos  de  la  Frontera  3obre  nulidad 
de  la  venta  de  la  hacienda  de  la  Parrilla,  habiendo  solicitado  y  obte- 
nido la  anotación  preventiva  de  esta  finca  y  el  secuestro  de  los  vinos, 
enseres  y  demás  muebles  existentes  en  ella: 

Resultando  que  interpuesta  apelación  por  h.  Federico  García  Quija- 
no  de  las  providencias  que  estimaron  aquellas  pretensioues ,  la  Sala 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla  las  revocó  por  auto  de  9  de  Octu- 
bre del  año  último  mandando  cancelarla  anotación  preventiva  de  la 
hacienda  y  alzar  el  secuestro  de  los  muebles,  vinos  y  enseres  : 

Y  resultando  que  D.  Francisco  de  Paula  Gago  ha  interpuesto  con- 
tra este  auto  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  ; 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Joaquín  Kuiz  Cañábate: 

Considerando  qoe  el  recurso  de  casación  en  los  negocios  civiles  se 
da  contra  las  sentencias  definitivas  dictadas  por  las  Audiencias  ,  en- 
tendiéndose por  tales  para  los  efectos  de  aquel  las  que  terminen  el 
juicio  y  las  que  recayendo  sobre  un  artículo  pongan  término  al  pleito 
haciendo  imposible  su  continuación  : 

Considerando  que  los  autos  de  los  Tribunales,  por  los  que  se  man- 
da hacer  ó  cancelar  anotaciones  preventivas  de  bienes  inmuebles  liti- 
giosos, no  definen  ni  declaran  de  una  manera  irrevocable  los  derechos 
que  las  partes  aleguen  y  sostengan  respecto  de  los  mismos ,  y  no  po- 
niendo, como  no  ponen,  en  tal  concepto  término  al  pleito  ni  impidien- 
do su  continuación,  no  pueden  considerarse  como  sentencias  definiti- 
vas para  que  contra  ellas  se  dé  el  recurso  de  casación  : 

Considerando  que  en  este  caso  se  encuentra  el  auto  dictado  per  la 
Audiencia  de  Sevilla  y  no  tiene  por  tanto  el  carácter  de  definitivo  ; 

No  há  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  por  infracción 
de  ley,  interpuesto  por  D.  Francisco  de  Paula  Gago,  á  quien  se  con- 
dena en  las  costas. 

Madrid  15  de  Febrero  de  1877.  —  ( Gacela  de  20  de  Julio  del  mis- 
no  año.) 
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■te curso  de  casación  (17  de  Febrero  de  1877). — Reclamación 

DE  LA  MITAD  DE  LOS  BIENES  QUE  CONSTITUYEN  UN  ANIVERSARIO.  —  Se  de- 
Clara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Gregorio  León  Alonso  contra  la 
sentencia  dictada  por  la  d*  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Valladolid,  en 
pleito  con  D.  Patricio  Obregon  y  otros,  y  se  resuelve  : 

i°  Que  no  pueden  citarse  útilmente  como  infringidas  por  una  sen- 
tencia leyes  inaplicables,  y  que  no  han  sido  por  ello  aplicadas  á  la  re- 
solución de  la  cuestión  litigiosa : 

2o  Que  según  reiteradas  declaraciones  del  Tribunal  Supremo,  la 
sentencia  que  absuelve  de  la  demanda,  y  con  mayoría  de  razón  la  que 
añade  la  expresión  de  en  lodos  sus  extremos,  es  necesariamente  con- 
gruente con  la  demanda  misma,  y  resuelve  todas  las  cuestiones  por 
ésta  promovidas,  apareciendo,  por  tanto,  completamente  inaplicables  é 
impertinentes  cuantas  citas  de  leyes  y  doctrinas  se  hagan  bajo  este 
concepto  contra  la  mencionada  sentencia] 

Y  3o  Que  la  existencia  y  la  importancia  de  los  desperfectos  y  per- 
juicios, según  constantemente  lo  ha  consignado  el  Tribunal  Supremo, 
son  meras  cuestiones  de  hecho  de  la  competencia  de  la  Sala  sentencia- 
dora, la  cual  debe  resolverlas  con  arreglo  á  las  pruebas  suministradas 
por  las  partes,  no  pudiendo  alterarse  la  apreciación  que  de  éstas  haga, 
sino  en  el  caso  de  demostrarse  que  con  ella  ka  infringido  alguna  ley  ó 
doctrina  legal. 

Enla  villa  y  corte  de  Madrid,  á  17  de  Febrero  de  1877,  en  los  au- 
tos que  ante  Nós  penden  por  recurso  de  casación,  seguidos  en  el  Juz- 
gado de  primera  instancia  de  Medina  del  Campo  y  en  la  Sala  de  lo  ci- 
vil de  la  Audiencia  de  Valladolid  por  D.  Gregorio  León  Alonso  con 
Don  Patricio  y  D.  Justo  Obregon  y  D.  Gregorio  Juárez  sobre  reclama- 
ción de  la  mitad  de  los  bienes  que  constituyen  el  aniversario  que  en  la 
villa  de  Serrada  fundó  D.  Andrés  Rodríguez  Zorrilla  con  los  desper- 
fectos, daños  y  perjuicios  que  tuvieran  : 

Resultando  que  D.  Andrés  Rodríguez  Zorrilla,  Presbítero,  Cura  de 
la  parroquia  de  San  Pedro  de  la  villa  de  Serrada,  en  4  de  Noviembre 
de  1760  otorgó  su  testamento,  por  el  que<fundó  un  aniversario,  asig- 
nando y  agregando  para  su  cumplimiento  una  casa  que  heredó  de  su 
padre  D.  Antonio  Rodríguez,  sita  en  dicha  villa  y  calle  que  sube  del 
Arroyo  grande  al  Paso  bueno,  y  con  ella  los  muebles  que  detalla,  los 
que  si  con  el  tiempo  se  deteriorasen  ó  consumieren,  no  ha  de  ser  visto 
estar  obligado  el  poseedor  á  dar  cuenta  de  ellos,  sino  á  tener  una  bue- 
na administración :  tres  tierras  y  dos  majuelos  en  los  sitios  y  con  ios 
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linderos  que  expresa  ;  cuyos  bienes  suyos  propios,  libres  de  todo  gé- 
nero de  censo,  tributo,  vínculo,  aniversario  ni  carga  alguna,  los  afec- 
taba y  gravaba  al  cumplimiento  y  satisfacción  de  este  aniversario, 
para  que  en  ningún  tiempo  se  pudieran  vender,  trocar  ni  en  manera 
alguna  enajenar,  salvo  si  queria  y  consentía,  que  si  alguno  de  los  po- 
seedores de  dicho  aniversario  tuviese  por  conveniente  plantar  las  tres 
tierras  citadas  de  viñas,  lo  pudiera  hacer  sin  que  para  ello  precediera 
licencia  alguna,  y  gozarla  sólo  por  los  dias  de  su  vida  y  no  más;  y  lle- 
gado el  caso  de  que  plantadas  falleciese  ántes  de  que  las  hubiese  go- 
zado 18  6  14  años  que  consideraba  precisos  para  su  crianza,  el  que  le 
sucediese  fuese  obligado  de  sus  propios  bienes  á  pagarle  todo  el  coste 
que  le  hubieran  tenido  á  juicio  y  albedrio  de  buen  varón;  y  por  cuan- 
to'en  27  de  Enero  de  i 757  en  la  ciudad  de  Valladolid,  otorgó  cierta  ca- 
pellanía sobre  otros  bienes  diferentes  suyos  propios,  llamando  por 
primer  capellán  á  D.  Remigio  Rodríguez,  su  sobrino,  que  se  hallaba 
en  actual  posesión  de  ella,  y  siendo,  como  habia  sido  y  era  su  inten- 
ción y  voluntad,  que  todos  sus  bienes  estuviesen  siempre  en  poder  de 
uno,  llamó,  eligió  y  nombró  por  primer  poseedor  de  dicho  aniversario 
al  D.  Remigio  Rodríguez,  y  á  falta  de  éste  al  llamado  en  segundo  lu- 
gar en  la  referida  capellanía,  en  la  que  con  distinción  y  claridad  se 
hallaban  especificados  y  nombrados  con  nombres  y  apellidos  personal 
y  perpetuamente  los  sucesores  de  ella,  y  en  la  misma  conformidad  y 
por  la  misma  órden  habian  de  suceder  en  dicho  aniversario,  pues 
siempre  habian  de  estar  unos  y  otros  bienes  de  ambas  fundaciones  en 
un  mismo  poseedor : 

Resultando  que  por  escritura  de  25  de  Febrero  de  1834  D.  Eusebio 
Obregon  y  D.  Gilberto  Juárez,  como  sus  fiadores,  principales  pagado- 
res, otorgaron  y  se  obligaron  áque  el  citado  D.  Justo  Obregon,  admi- 
nistrador nombrado  de  los  bienes,  rentas  y  efectos  de  la  capellanía 
eclesiástica  colativa,  vacante  por  fallecimento  de  D.  León  Rodríguez, 
ue  fundó  D.  Andrés  Rodríguez  Zorrilla  y  se  habia  declarado  correspon- 
er  su  gocey  obligación  á  D.  Paulo  Obregon,  sobrino  carnal  de  D.  Jus- 
to y  D.  Eusebio,  cumpliría,  y  en  su  defecto  sus  fiadores,  con  la  admi- 
nistración, cuidado  y  demás  que  se  requería  de  los  bienes  y  efectos, 
muebles  y  raíces  que  correspondían  y  eran  propios  de  la  citada  cape- 
llanía y  sus  agregados,  llevando  la  debida  cuenta  y  razón  de  los  gastos 
necesarios  para  su  conservación  y  aumento  de  los  majuelos,  casa  y  bie- 
nes; y  no  haciéndolo  así  el  susodicho,  lo  harían  los  otorgantes  como 
sus  fiadores,  princi palos  pagadores,  .1  lo  que  querían  todos  tres  se  les 
compeliese  y  apremiase  ejecutivamente,  y  á  pagar  los  daños  y  menos- 
cabos que  se  originasen,  todo  en  virtud  de  esta  escritura  de  obliga- 
ción y  fianza;  y  hallándose  presentes  los  patronos  de  dicha  capella- 
nía, la  aceptaron : 

Resultando  que  en  18  de  Agosto  de  1874  se  produjo  demanda  civil 
ordinaria  por  D.  Gregorio  León  Alonso  contra  D.  Patricio  y  D.  Justo 
Obregon  y  D.  Gregorio  Juárez,  en  reclamación  de  la  mitad  de  los  bie- 
nes que  constituían  el  aniversario  que  fundó  D.  Andrés  Rodriguez 
Zorrilla,  con  los  desperfectos,  daños  y  perjuicios  que  tuvieran;  que 
así  bien  rindieran  cuenta  justificada  de  los  productos  habidos  de  dichos 
bienes,  con  entrega  de  sus  títulos,  fundándose  para  ello  en  los  puntos 
de  hecho  y  de  derecho  que  consignó,  acompañando  además  del  certi- 
ficado de  haberse  intentado  el  medio  de  la  conciliación  sin  avenencia, 
una  acta  notarial,  levantada  en  8  de  Mayo,  con  objeto  de  hacer  cons- 
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lar  el  estado  que  en  dicho  día  tenían  los  majuelos  que  se  dicen  de  ani- 
versario, y  certificado  de  otro  acto  de  conciliación  intentado  por  Üon 
Patricio  Obregon,  el  D.  Gregorio  León  Alonso,  D.  Guillermo  García  y 
Don  Gregorio  Juárez,  en  representación  de  sus  respectivas  mujeres 
Doña  Engracia  y  Andona  Obregon  y  Dona  Jesusa  Obregon,  sobre  que 
se  les  compeliera  á  la  división  oe  los  majuelos  de  Valdelacasa  y  Valde- 
sendero  en  la  propia  forma  que  se  habia  verificado  con  los  demás  bie- 
nes del  aniversario : 

Resultando  que  admitida  la  demanda,  se  comunicó  de  ella  traslado 
con  emplazamiento  á  los  demandados,  que  evacuaron  pidiendo  que  se 
les  absolviera  de  ella  ron  imposición  de  las  costas  al  demandante  por 
los  fundamentos  de  hecho  y  de  derecho  consignados  en  su  escrito;  y 
en  los  de  réplica  y  súplica  ambas  partes  reprodujeran  lo  solicitado  en 
su  demanda  y  contestación  : 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba,  como  parte  de  la  pro- 

Suesta  por  la  actora,  se  puso  testimonio  de  la  sentencia  recaida  en  2  de 
ctubre  de  1873  en  el  pleito  seguido  por  D.  Gregorio  León  Alonso  cou 
Don  Félix  y  D.  Canuto  de  Castro  y  Doña  Petra  Rodriguez,  sobre  mejor 
derecho  á  los  bienes  que  constituyen  el  aniversario  sobre  que  versa  el 
resente  recurso  y  diligencia  de  posesión,  cuyo  pleito  se  hallaba  en  el 
ribunal  superior  á  virtud  de  una  apelación,  de  cuyo  testimonio  apa- 
rece que  por  dicha  sentencia  dictada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia, revocando  la  del  inferior  y  declarando  que  la  recaida  en  18 
de  Junio  de  1 85 1  no  perjudicaba  al  derecho  de  D.  Gregorio  León  Alon- 
so, se  mandó  fuera  y  se  entendiera  el  expresado  D.Gregorio,  sucesor 
inmediato  del  último  poseedor  D.  Pablo  Obregon,  con  derecho  á  la 
mitad  de  los  bienes  que  constituían  el  aniversario  fundado  por  D.  An- 
drés Rodriguez  Zorrilla,  y  condenando  en  su  virtud  á  los  demandados 
á  que  dejasen  á  disposición  del  demandante  dicha  mitad,  de  la  que  ha- 
bia de  posesionarse  en  la  forma  conveniente,  y  que  á  virtud  de  ello, 
en  30  de  Abril  de  4874  se  dió  á  D.  Gregorio  León  Alonso  posesión  de 
la  mitad  de  bienes  del  aniversario  por  designación  suya,  en  un  majue  - 
lo, término  de  Serrada,  al  pago  de  Valdelacasa  y  despoblado  de  Moya, 
de  cabida  próximamente  18  y  media  aranzadas : 

Resultando  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites,  el  Juez  de  pri- 
mera instancia  dictó  sentencia  condenando  á  los  demandados  D.  Patri-  ' 
cío  Obregon  y  D.  Gregorio  Juárez  á  que  en  el  término  de  15  dias  for- 
malicen la  división  que  con  carácter  de  provisional  tienen  hecha  de 
los  bienes  que  pertenecen  al  aniversario  fundado  por  D.  Andrés  Rodri- 
guez Zorrilla,  determinando  definitivamente  que  corresponden  á  la 
mitad  que  como  inmediato  sucesor  ha  de  percibir  D.  Gregorio  León 
Alonso,  con  cuya  intervención  ha  de  hacerse  la  división  ;  absolviendo 
al  D.  Justo  Obregon  en  este  extremo  de  la  demanda,  y  al  mismo  con 
Don  Patricio  Obregon  y  D.  Gregorio  Juárez  de  los  demás  puntos  á 
que  aquella  se  contrae,  sin  hacer  especial  condenación  de  costas: 

Resultando  que  admitida  la  apelación  que  I).  Gregorio  León  Alonso 
interpuso,  y  sustanciada  la  instancia,  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audien- 
cia, por  sentencia  de  10  do  Noviembre  de  1875,  absolvió  á  los  deman- 
dados D.  Patricio  y  D.  Justo  Obregon  y  D.  Gregorio  Juárez  de  la  de- 
manda en  todos  sus  extremos,  sin  perjuicio  de  que  el  demandante  re- 
clame la  formalizacion  de  la  división  hecha  provisionalmente,  confir- 
mando en  esta  forma  la  sentencia  apelada  con  las  costas  de  esta  ins-  ▼ 
tancia  al  apelante : 
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Resultando  que  D.  Gregorio  León  Alonso  interpuso  recurso  de  ca- 
sación exponiendo  como  motivos  :  que  en  cuanto  la  sentencia  absuelve ' 
á  los  demandados  del  primer  extremo  de  la  demanda  que  tuvo  porob- 

Í'eto  repetir  la  entrega  de  la  mitad  de  los  bienes  del  aniversario  citado, 
>aio  el  pretexto  de  que  no  resulta  suficiente  congruencia  entre  lo  pe- 
dido en  la  demanda  y  lo  concedido  en  la  sentencia  de  la  primera  ins- 
tancia, se  infringía : 

\°  El  art.  2o  de  la  ley  de  11  de  Octubre  de  «820,  y  la  sentencia  fir- 
me, por  la  que  en  conformidad  con  lo  dispuesto  en  dicho  artículo,  se 
declaró  al  D.  Gregorio  León  Alonso  inmediato  sucesor  del  último  po- 
seedor D.  Pablo  Onregon,  y  en  tal  concepto  con  derecho  á  la  mitad  re- 
sé rvable  ;  porque  absolviéndose  á  los  herederos  del  D.  Pablo  de  la  de- 
manda respecto  al  primer  extremo,  se  contraría  aquella  disposición  le- 
gal, y  queda  ineficaz  la  declaración  de  derecho  obtenida  en  dicha  sen- 
tencia firme  en  cuanto  depende  la  realización  del  derecho  declarado  de 
la  entrega  de  la  mitad  de  bienes  á  que  se  refiere. 
2o  Las  leyes  1a  y  2%  tít.  15,  Partida  6a,  que  definen  la  partición  y  el 
ro  que  de  ella  viene,  y  establecen  «que  cada  uno  de  los  herederos  que 
an  derecho  de  heredar  los  bienes  del  finado,  puede  demandar  á  los 
otros  que  lo  partan  entre  sí.» 

3°  El  art.  3°  de  la  citada  ley  de  11  de  Octubre  de  1820  ;  porque  sin 
la  partición,  ni  el  heredero  del  último  poseedor  puede  disponer  de  la 
mitad  que  éste  le  ha  trasmitido,  ni  pasar  la  otra  mitad  reservable  en 
concepto  de  libre  al  inmediato  sucesor. 

i°  La  ley  16,  tít.  22,  Partida  3a,  según  la  cual  «debe  catar  el  juz- 
gador qué  cosa  es  aquella  sobre  que  contienden  las  partes  ante  él  en 
juicio,  é  otrosí,  en  qué  manera  facen  la  demanda,  é  sobre  todo  qué 
averiguamiento  ó  qué  prueba  es  fecha  sobre  ella,  é  entonce  debe  dar 
juicio  sobre  aquella  cosa.» 

5o  La  doctrina  consignada  repetidamente  en  las  sentencias  de  este 
Tribunal  Supremo,  principalmente  en  las  de  29  de  Noviembre  de  1861, 
26  de  Mayo  de  1866,  18  de  Febrero  y  25  de  Noviembre  de  1868  ;  por- 
que siendo  la  cosa  pedida  en  la  demanda  de  este  pleito  la  mitad  de  los 
bienes  de  una  vinculación,  y  concurriendo  dos  ó  más  dueños  en  todas 
y  cada  una  de  las  fincas  que  la  componen,  que  es  lo  que  constituye  la 
f  verdadera  pro-indi  visión,  según  la  doctrina  de  este  Tribunal  Supre- 
mo en  sentencia  de  15  de  Abril  de  1867,  la  acción  ejercitada  en  la  de- 
manda es  la  mixta,  de  común  dividendo,  nacida  del  cuasi  contrato,  de 
comunión  de  bienes,  é  implica  la  división  ó  partición  formal,  con  in- 
tervención del  sucesor  inmediato,  como  medio  legal  imprescindible 
para  cumplir  el  deber  que  tienen  los  demandados  de  entregar  la  cosa 
demandada,  y  habiendo  sido  objeto  de  discusión  en  el  primer  período 
del  juicio  y  también  de  las  pruebas,  la  cuestión  de  si  procedía  la  par- 
tición formal  ó  bastaría  la  provisional  informal  hecha  por  uno  de  los 
demandados  sin  intervención  del  demandante,  no  existe  la  incon- 
gruencia entre  la  demanda  y  lo  decidido  en  primera  instancia  que  se 
supone  en  la  sentencia  de  la  segunda,  ni  ésta  ha  podido  sin  infracción 
de  aquellas  disposiciones  prescindir  de  resolver  sobre  la  partición,  re- 
servando la  reclamación  para  otro  juicio  que  contradice  la  absolución 
de  la  demanda  en  su  primer  particular. 

6o  La  doctrina  establecida  en  la  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo 
de  20  de  Junio  de  1868,  en  que  se  consigna  que  no  se  infringe  la  cita- 
da ley  16,  tít.  22,  Partida  3a,  cuando  en  la  sentenciase  manda  practi- 
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canina  liquidación,  sin  la  que  no  se  puede  obtener  el  resultado  de  lo 
pedido  en  la  demanda,  aplicable  al  caso  presente,  porque  sin  la  tasa- 
ción y  división  formal  de  los  bienes  de  la  vinculación  hecha  con  la  in- 
tervención del  sucesor  inmediato,  no  puede  tener  lugar  la  entrega  de 
la  mitad  reservable  al  mismo,  de  la  que  está  reconocido  dueño  legíti- 
mo por  sentencia  firme  anterior  el  D.  Gregorio  León  Alonso. 

V  La  ley  49,  tít.  22,  Partida  3a,  q.ue  dispone  «qué  fuerza  há  el  jui- 
cio,» y  la  doctrina  fundada  en  la  misma,  consignada  en  la  sentencia 
de  este  Tribunal  Supremo  de  30  de  Setiembre  ae  4863,  según  la  cual, 
pedida  en  la  Superioridad  la  confirmación  del  fallo  del  inferior  sin  ha- 
berse adherido  á  la  apelación,  la  sentencia  que  le  modifica  en  favor  del 
apelado  infringe  dicha  ley  16,  tít.  22,  Partida  3*.  aplicable  al  pleito 
actual  en  el  que  el  apelado  pidió  en  la  segunda  instancia  la  confirma-  * 
cion  de  la  sentencia  de  la  primera  en  todos  sus  extremos,  manifestan- 
do expresamente  que  no  se  adhirió  á  la  apelación  :  que  en  cuanto  al 
segundo  extremo  de  la  demanda,  dirigido  á  pedir  el  abono  de  ios  des- 
perfectos, daños  y  perjuicios  que  tuvieran  los  bienes  de  la  mitad  de  la 
vinculación  que  debia  de  entregarse,  la  sentencia  que  absuelve  á  los 
demandados  es  contraria  á  las  leyes  y  doctrinas  siguientes: 

1°  La  fundación  del  aniversario,  que  es  la  ley  principal  en  esta  ma- 
teria contenida  en  el  testamento  otorgado  por  D.  Andrés  Rodríguez 
Zorrilla  en  4  de  Noviembre  de  4760,  en  el  cual  por  una  de  sus  cláusulas 
especificó  los  bienes  en  que  constituyó  el  aniversario,  indicando  res- 
pecto sólo  de  los  muebles  que  por  el  uso  se  deteriorasen,  que  no  había 
obligación  de  reponerlos,  y  que  si  alguno  de  los  poseedores  tuviese  por 
conveniente  plantar  de  viñas  las  tierras,  lo  pudieran  hacer  y  gozarlas 
por  los  días  de  su  vida  y  no  más,  y  sólo  en  el  caso  de  que  falleciere 
antes  de  haberlas  gozado  4  2  ó  4  4  años,  sería  obligado  al  que  sucedie- 
ra á  pagarle  de  sus  propios  bienes  todo  el  coste  que  le  hubiera  tenido 
á  juicio  de  albedrío  de  buen  varón. 

2°.  El  contrato  formalizado  de  escritura  pública  de  25  de  Febrero 
de  4834,  en  aue  D.  Justo  Obregon  y  D.  Gilberto  Juárez  se  obligaron 
mancomunadamente,  el  primero  como  administrador  y  el  segundo 
como  liador  y  principal  pagador,  á  que  el  D.  Justo  administraría  los 
bienes,  rentas  y  efectos  del  aniversario,  como  agregado  á  la  capellanía 

Zue  fundó  D.  Andrés  Rodríguez  Zorrilla,  que  por  fallecimiento  de  Don 
eon  Rodríguez  se  adjudicó  entonces  con  sus  agregados  á  D.  Pablo 
Obregon,  cuidando  que  no  vinieran  en  detrimento  y  que  pagarían  los 
daños  y  menoscabos  que  se  originasen  de  no  cuidar  lo  necesario  á  su 
conservación  y  aumento. 

3o  La  ley  40,  tít.  6o,  Partida  6a,  en  cuanto  dispone  que  el  heredero 
tiene  obligación  de  pagar  cumplidamente  las  deudas  del  testador. 

4*  La  doctrina  consignada  en  la  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo 
de  43  de  Diciembre  de  4867,  que  reconoce  como  principio  de  derecho 
oque  el  heredero  es  sucesor  en  todos  los  derechos  y  obligaciones  del 
difunto.» 

5o  La  ley  4a,  tít.  42,  Partida  5a,  que  determina  los  efectos  de  la 
fianza  ordenando  «que  fincas  ambos  á  dos  obligados  también  el  fiador 
como  el  deudor  principal.» 

6o  La  ley  21  del  mismo  título  y  Partida,  que  respecto  al  mandato 
en  beneficio  del  mandante  y  de  otro  tercero  obliga  al  mandatario  á 
cumplir  bien  y  lealmente  su  cometido,  y  dispone  «que  si  aquel  que  re- 
cibió el  mandato  fizo  algún  engaño  en  aquello  que  ovo  de  facer  ó  de 
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recabdar,  ó  por  su  culpa  aviniese  daño  ó  menoscabo  en  ello,  temido  es 
de  lo  pechar  á  aquel  de  quien  rescibió  el  mandado.» 

7°  La  ley  30  de  dicho  título  y  Partida,  que  exige  de  todo  el  que  ad- 
ministra cosas  ajenas,  «que  lo  haga  con  buena  fe  y  lealmente,  de  ma- 
nera que  por  su  culpa  nin  por  engaño  quel  faga,  non  se  pierde  nin  se 
menoscabe  ninguna  cosa  de  ellas.  E  si  alguna  cosa  se  perdiere  6  se 
menoscabare  por  su  culpa  ó  por  su  engaño,  temido  es  de  lo  pechar.» 

8o  La  doctrina  consignada  en  la  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo 
de  19  de  Noviembre  de  1867,  según  la  cual  es  principio  de  derecho  es- 
tablecido en  las  leyes  20  y  21,  tít.  12 ,  Partida  5a,  «que  el  mandatario 

2ueda  obligado  por  la  aceptación  del  mandato  á  desempeñarlo  bien  y 
elmente,  y  que  es  responsable  de  los  daños  y  perjuicios  que  por  su 
culpa  se  ocasionen  al  demandante;»  porque  la  sentencia  que  absuelve  á 
los  demandados,  ha  contrariado  la  obligación  que  la  fundación  impuso 
al  poseedor  D.  Pablo  Obregon,  trasmitida  por  su  fallecimiento  á  sus 
herederos  D.  Patricio  Obregon  y  D.  Gregorio  Juárez  en  representa- 
ción de  su  mujer  Doña  Teresa  Obregon,  de  cuidar  bien  y  fielmente  los 
bienes  del  aniversario,  siendo  responsable  de  los  daños  y  menoscabos 
que  experimentaren  por  su  culpa,  con  los  cuales  no  son  compensables 
los  beneficios  que  pueda  haber  en  las  tierras  plantadas  de  viña,  por- 
que de  ellas  ha  disfrutado  el  D.  Pablo  más  de  14  años  después  de  la 
plantación,  y  ha  infringido  también  las  obligaciones  de  D.  Justo  y  Don 
Gilberto,  trasmitidas  las  de  éste  á  su  heredero  D.  Gregorio  Juárez,  de 
responder  de  los  desperfectos  que  resultasen  en  los  bienes  por  su  mala 
administración  ya  procediesen  de  hecho  ó  de  omisión  ó  negligencia. 

En  cuanto  al  tercer  extremo  de  la  demanda  que  tuvo  por  fin  recla- 
mar que  D.  Patricio  Obregon  como  condueño  que  tuvo  á  su  cargo  la 
administración  de  los  bienes  del  aniversario  desde  el  fallecimiento  del 
Don  Pablo,  miéntras  han  estado  proindiviso  rindiese  cuenta  justifica- 
da, la  sentencia  que  le  absolvía  sobre  esto  es  contra  la  regla  17  de  de- 
recho, tít.  34,  Partida  7a,  según  la  cual  «ninguno  debe  enriquecerse 
torticeramente  en  daño  de  otro;»  é  infringe  el  cuasi  contrato  de  admi- 
nistración de  cosas  fn  común,  del  cual  nace  la  obligación  de  dar  cuen- 
tas el  que  administra  sin  consentimiento  verdadero  de  sus  condueños, 
conforme  á  la  citada  regla  de  derecho,  la  ley  26,  tít.  12,  Partida  5a  que 
dispone  «que  el  que  recabdn  cosas  ajenas  sin  mandato  de  otro,  es  te- 
nido de  dar  al  señor  de  la  heredad  lo  que  ende  esquilmare  demás  de 
las  despensas  qué  y  oviere  fecho  ,  dándole  ende  cuenta  verdadera  é 
derecha,»  y  la  doctrina  de  la  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de 
13  de  Diciembre  de  1867  citada  en  el  punto  anterior  ,  según  la  cual 
«el  que  administra  caudales  ajenos,  está  obligado  á  dar  cuenta  justifi- 
cada de  su  inversión.» 

En  cuanto  al  cuarto  extremo  de  la  demanda  referente  á  la  entrega 
de  títulos,  la  sentencia  que  absuelve  á  los  demandados  es  Contraria  á 
las  leyes  T  y  8a  del  tít.  15  de  la  Partida  6a:  porque  áun  cuando  se  pre- 
suma que  en  el  presente  caso  todos  los  interesados  son  de  igual  fama 
y  honradez,  D.  Gregorio  León  Alonso  es  el  de  más  edad,  y  el  que  debe 
tener  los  títulos  de  pertenencia  de  los  bienes  del  aniversario,  excepto 
los  de  los  que  resultan  partidos,  cuyos  títulos  se  deberán  dar  al  mis^ 
mo  á  quien  se  dan  los  bienes,  y  el  D.  Patricio  no  ha  podido  ser  absuel- 
to  sobre  este  extremo  sin  infracción  de  dichas  leyes. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Laureano  de  Arrieta. 
Considerando  que  no  pueden  citarse  útilmente  como  infringidas 
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por  ana  sentencia  leyes  inaplicables,  y  que  nos  han  sido  por  ello  apli- 
cadas á  la  resolución  de  la  cuestión  litigiosa  : 

Considerando  que  en  este  caso  se  encuentran  todas  las#que  se  ale- 
gan en  el  primer  extremo  del  presente  recurso,  concerniente  A  la  re- 
clamación de  la  mitad  de  los  bienes  que  constituyeron  el  aniversario 
fondado  en  4  de  Noviembre  de  1760  por  el  Presbítero  D.  Andrés  Ro- 
dríguez Zorrilla,  puesto  que  ni  en  la  sentencia  impugnada  ni  por  la 
parte  demandada  se  ha  negado  ni  niega  el  derecho  de  D.  Gregorio 
León  Alonso  á  la  expresada  mitad  de  bienes,  habiendo  este  mismo  re- 
conocido y  confesado  que  se  halla  en  posesión  de  ella  á  virtud  de  la  di- 
visión confidencial  y  provisional  practicada  entre  él  y  los  herederos 
de  D.  Pablo  Obregon,  último  poseedor  de  dicho  aniversario : 

Considerando  que,  según  reiteradas  declaraciones  de  este  Tribunal 
Supremo,  la  sentencia  que  absuelve  de  la  demanda,  y  con  nrayoria  de 
razón  la  que  como  la  de  la  dictada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audien- 
cia de  Valladolid  añade  la  expresión  en  lodos  sus  estreñios,  es  necesa- 
riamente congruente  con  la  demanda  misma,  y  resuelve  todas  las 
cuestiones  por  ésta  promovidas,  apareciendo,  por  tanto,  completa- 
mente inaplicables  é  impertinentes  cuantas  citas  de  leyes  y  doctrinas 
se  hacen  bajo  este  concepto  contra  la  mencionada  sentencia,  y  mucho 
más  impertinentes  áun  las  que  se  dirigen  á  justificar  la  pronunciada 
en  primera  instancia  de  que  tan  sólo  apeló  el  demandante  y  hoy  re- 
currente D.  Gregorio  León  Alonso  : 

Considerando  relativamente  al  segundo  extremo  del  recurso  que  la 
existencia  y  la  importancia  de  los  desperfectos  y  perjuicios  cuyo  abo- 
no se  reclama  en  juicio  constituyen,  según  constantemente  lo  ha  con- 
signado este  Tribunal  Supremo,  meras  cuestiones  de  hecho  de  la  com- 
petencia de  la  Sala  sentenciadora,  la  cual  debe  resolverlas  con  arreglo 
á  las  pruebas  suministradas  por  las  partes,  no  pudiendo  alterarse  la 
apreciación  que  de  éstas  haga,  sino  en  el  caso  de  demostrarse  que  en 
ella  ha  infringido  alguna  ley  ó  doctrina  legal  : 

Considerando  que  en  el  caso  actual  la  Sala,  tomando  en  cuenta  y 
apreciando  todas  las  pruebas  aducidas  por  ambas  partes  litigantes,  sin 
impugnación  alguna  de  la  recurrente,  declara  terminantemente  que 
esta  parte  no  ha  justificado  de  modo  alguno  la  existencia  de  los  des- 

Serfectos  y  perjuicios  enyo  abono  reclama,  y  mucho  ménos  demostra- 
o  que  éstos  se  hayan  causado  durante  la  menor  edad  del  mencionado 
Don  Pablo  Obregon,  á  cuya  época  se  limita  la  responsabilidad  de  Don 
Justo  Obregon  como  administrador  de  los  bienes  del  indicado  aniver- 
sario durante  aquel  período  y  la  contraída,  como  fiadores  del  mismo, 
por  D.  Eusebio  Obregon  y  D.  Gilberto  Juárez,  á  virtud  de  la  escritura 
de  25  de  Febrero  de  1834,  careciendo  en  consecuencia- de  todo  valor  y 
eficacia  cuantas  alegaciones  se  hacen  sobre  osle  extremo  en  el  recurso: 
Considerando,  por  último,  en  cuanto  á  los  puntos  señalados  como 
tercero  y  cuarto  del  mismo,  que  la  Sala  consigna  que  no  aparece  en 
autos  que  se  halle  nombrado  D.  Patricio  Obregon  ni  persona  alguna  de 
las  dfemandadas  administrador  de  los  bienes  de  que  se  trata  desde  el 
fallecimiento  de  D.  Pablo  Obregon,  sino  que  los  que  se  han  creído  con 
derecho  á  ellos  los  han  ocupado  en  la  proporción  correspondiente,  in- 
cluso el  demandante  D.  Gregorio  León  Alonso,  siquiera  haya  sido  á 
buena  cuenta,  y  sin  perjuicio  de  formalizar  su  división  y  que  igual- 
mente ha  quedado  sin  justificación  el  extremo  de  aue  los  títulos  de 
pertenencia  obren  en  poder  de  D.  Patricio  ni  otro  alguno  de  los  de- 
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mandados,  lo  cual  demuestra  cumplidamente  la  improcedencia  de  los 
motivos  de  casación  que  bajo  uno  y  otro  concepto  se  exponen  ; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casVion  interpuesto  por  D.  Gregorio  León  Alonso,  á  quien 
condenamos  en  las  costas;  líbrese  á  la  Audiencia  de  Valladolid  la  cor- 
respondiente certificación  con  devolución  de  los  documentos  remitidos 
por  la  misma. — (Sentencia  publicada  el  n  de  Febrero  de  J877,  é  in- 
serta en  la  Gaceta  de  20  de  Julio  del  mismo  año.) 


117 

Recurso  de  casación  (H  de  Febrero  de  i  877).— Pago  de  can- 
tidad PROCEDENTE  DE  OBRAS  EN  CUMPLIMIENTO  DE  UNA  EJECUTORIA.  —  Sd 

declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  la  Compañía  del  ferro -carril  del 
Norte  contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
Burgos,  en  pleito  con  D.  Bruno  Arcocha;  se  casa  y  anula  la  senten- 
cia, y  se  resuelve: 

Io  Que  si  en  una  ejecutoria  se  mandó  liquidar  por  medio  de  peritos 
las  obras  ejecutadas  en  una  estación  de  un  ferro -carril,  y  que  la  dife- 
rencia que  resultase  de  las  expresadas  liquidacionas  sería  satisfecha 
por  quien  correspondiera  á  los  ocho  dias  de  verificadas  ;  y  á  pesar  de 
ello  la  sentencia  recurrida ,  en  vez  de  determinar  como  de  abono  lo  que 
*  los  peritos  habian  señalado,  prescinde  del  juicio  pericial  y  condena  al 
pago  de  cantidades  superiores,  infringe  así  la  cosa  juzgada  y  la  ley  <9, 
titulo  22,  Partida  3a,  que  da  fuerza  irrevocable  al  juicio  fenecido  ; 

Y  2o  Que  si  por  la  misma  sentencia  firme  se  suprimió  el  pago  de 
intereses  del  saldo  que  resultase  del  juicio  pericial  que  contenia  la  de 
primera  instancia  ;  y,  sin  embargo,  en  el  fallo  contra  el  que  se  recurre 
se  condena  á  la  Compañía  recurrente  al  pago  de  los  intereses  de  la 
suma  que  se  Jija  como  saldo  desde  la  interposición  de  la  demanda ,  con 
esta  declaración  se  rompe  también  la  cosa  juzgada  y  se  infringe  la  ex- 
presada ley'JQ  del  tit.  22,  Partida  3\ 

fe 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid  .  á  17  de  Febrero  de  1877,  en  el  pleito 

{ (endiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ey,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Briviesca  y  en  la 
Sala  <ie  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Burgos  por  D.  Bruno  Arcocha  con 
)a  Compañía  del  camino  de  hierro  del  Norte  de  España  sobre  pago  de 
reales  procedentes  de  obras,  en  cumplimiento  de  una  ejecutoria: 

Resultando  que  D.  Bruno  Arcocha  entabló  demanda  contra  la  cita- 
da empresa  para  la  liquidación  de  cuentas  y  abono  de  cantidades  con 
motivo  de  las  obras  ejecutadas  en  la  estación  de  Briviesca  y  de  los  ma- 
teriales de  que  dicha  Compañía  se  utilizó,  acopiados  por  Arcocha,  da- 
ños y  perjuicios  ocasionados  con  la  suspensión  de  obras,  y  por  otros 
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conceptos  ;  que  impugnada  la  demanda  por  la  Compañía  y  sustancia- 
do el  juicio  en  dos  instancias,  dictó  sentencia  en  27  de  Enero  de  1871 
la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Burgos  condenando  á  la  empresa 
del  ferro-carril  del  Norte  á  pagar  á  D.  Bruno  Arcocha  4.485  rs.  93 
céntimos,  retenidos  en  facturas  á  D.  Antonio  Francisco  Brousse  sobra 
los  1 1.384  rs.  97  céntimos,  débito  de  éste,  á  que  por  peritos  de  reci-  , 
roco  nombramiento  y  tercero  en  caso  de  discordia  en  forma  legal,  se 
iciera  la  liquidación  definitiva  de  las  obras  ejecutadas  por  Brousse  y 
Arcocha  en  la  estación  de  Briviesca  y  la  de  los  trabajos  conocidos  con 
el  nombre  de  falsas  maniobras,  teniendo  para  ello  presentes,  no  sólo 
las  liquidaciones  mensuales  verificadas  provisionalmente  á  los  contra- 
tistas ,  sino  las  mediciones  y  demás  operaciones  que  creyeran  proce« 
dentes  para  determinar  la  exactitud  de  aquellas;  al  pago  del  valor  del 
taller  que  los  contratistas  tuvieron  que  hacer  por  haberse  apoderado 
la  empresa  de  las  chaolas  que  construyeron  antes,  y  se  hallaba  en  la 
estación  cerca  de  la  carretera  á  justa  regulación  pericial  en  la  forma 
antes  expresada;  á  practicar  igual  liquidación  definitiva  de  las  factu- 
ras ó  fuera  de  los  trabajos  hechos  por  cuenta  de  la  empresa,  materiales 
y  jornales  anticipados  á  la  misma  en  la  forma  pericial  ántes  dicha:  al 
pago  del  valor  de  488  metros  cúbicos,  30  centímetros  de  piedra  sille- 
ría, 1.312  de  mamposteria  y  380  de  madera,  acopiados  pos  los  contra- 
tistas en  la  referida  estación  ,  descontando  todo  el  invertido  en  las 
obras  de  la  misma  ,  también  á  justa  regulación  pericial  en  los  térmi- 
nos referidos;  al  pago  de  17.000  adobes  que  por  los  dependientes  de 
la  empresa  se  utilizaron  en  beneficio  de  ésta  a  los  precios  de  contrata; 
al  de  los  924  metros  cúbicos  de  pizarra  acopiados  y  empleados  en 
parte,  descontando  el  valor  de  los  materiales  de  contrata  sustituidos 
por  dicha  pizarra  ,  también  á  justa  regulación  pericial  en  la  forma  ex- 
presada, y  últimamente,  al  pago  de  todos  los  daños  y  perjuicios  cau- 
sados á  los  contratistas  por  consecuencia  de  las  suspensiones  de  las 
obras  de  que  se  había  hecho  mérito,  que  se  liquidarían  por  peritos  en 
los  términos  referidos,  teniendo  para  ello  presentes  las  reclamaciones 
de  las  partes  y  cuantos  antecedentes  del  pleito  y  fuera  de  él  estima- 
sen conducentes;  entendiéndose  que  la  diferencia  que  resultase  en 
las  liquidaciones  mandadas  practicar,  fuera  satisfecha  por  quien  cor- 
respondiera á  los  ocho  días  de  verificada  la  liquidación  respectiva; 
y  que  interpuesto  contra  esta  sentencia  recurso  de  casación ,  se  declaró 
no  haber  logará  él  en  3  de  Febrero  de  (872: 

Resultando  que  nombrados  peritos  por  las  partes  para  la  ejecución 
de  esta  sentencia,  estuvieron  conformes  en  asignar  al  haber  de  los  con- 
tratistas la  cantidad  en  junto  de  467.232  rs.  42cénts.  por  los  capítulos 
de  designación  de  las  obras,  obras  en  falsas  maniobras,  acopios  sobran- 
tes de  materiales,  obras  necesarias  y  liquidación  de  facturas,  y  al  ha- 
ber de  la  Compañía  la  de  369.977  rs.  12  cénts.  por  pagos  reconocidos 
por  el  contratista,  diferencia  de  un  libramiento,  recibos  compulsados, 
dinero  recibido  por  Arcocha,  y  1  por  100  de  servicio  sanitario ;  expre- 
sando que  no  habían  podido  llegar  á  un  acuerdo  en  cuanto  á  la  canti- 
dad asignable  por  daños  y  perjuicios  y  en  cuanto  á  los  acopios  de 
mamposteria: 

Resultando  que  nombrado  perito  tercero  que  dirimiese  la  discordia 
sobre  estos  puntos,  dedujo  un  saldo  de  la  liquidación  que  practicó  á 
favor  del  contratista  Arcocha  de  183.888  rs.  22  cénts.  por  los  indicados 
conceptos: 
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Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  sentencia  decla- 
rando que  el  saldo  total  y  definitivo  del  contratista  D.  Bruno  Arcocha, 
abonable  á  éste  por  la  empresa  del  ferro-carril  del  Norte  de  España 
por  los  conceptos  expresados,  era  el  de  207.255  rs.  56  cénts.,  con  más 
los  intereses  legales  de  esta  suma  desde  la  interposición  de  la  demanda 
hasta  el  día  en  quo  se  pagasen,  y  cuyo  importe  no  se  puntualizaba  por 
no  conocerse  el  dia  lijo  de  la  entrega  de  dicha  cantidad,  requiriéndose 
á  la  empresa  para  que  en  término  de  quinto  dia  pagase  á  Arcocha  la 
mencionada  suma,  con  más  los  intereses  referidos  previa  liquidación 
hecha  por  el  actuario: 

Resultando  que  apelada  esta  sentencia,  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia do  Búrgos  la  confirmó  con  las  costas  en  7  de  Diciembre  de  \  875, 
entendiéndose  que  el  requerimiento  mandado  hacer  á  la  empresa  para 
el  pago  fuera  de  ocho  dias,  que  fué  el  plazo  marcado  por  la  ejecu- 
toria: 

Resultando  que  la  Compañía  de  los  caminos  de  hierro  del  Norte  de 
España  interpuso  recurso  de  casación  por  haberse  infringido  ásu  jui- 
cio . 

i°  La  ley  19,  tít.  22,  Partida  3a,  y  el  principio  de  la  santidad  de  la 
cosa  juzgada ;  toda  vez  que  hallándose  sentenciado  ejecutoriamente 
que  la  liquidación  y  fijación  de  las  cantidades  debidas  á  D.  Bruno  Ar- 
cocha se  hiciesen  por  peritos,  habiéndose  así  verificado  prescindia  la 
nueva  sentencia  del  resultado  de  este  juicio  para  asignar  á  Arcocha 
sumas  superiores: 

2o  La  misma  ley  y  principio,  en  razón  de  que  habiendo  el  Juzgado  de 
primera  instancia  condenado  anteriormente  á  la  Compañía  al  abono  de 
intereses  desde  la  demanda  sobre  el  saldo  que  de  dicha  manera  resul- 
tase; y  habiendo  modificado  este  extremo  la  Sala  de  Búrgos,  eliminán- 
dole por  la  sentencia  que  pronunció  y  causando  perfecta  ejecutoria, 
rompia  ésta  la  propia  Sala  y  admitia  aquella  condena  en  que  contra 
dicha  ejecutoria  habia  vuelto  á  insistir  el  Juzgado: 

Y  3o  El  art.  8°  de  la  ley  de  14  de  Marzo  de  1856  y  la  doctrina  legal 
recordada  por  este  Tribunal  Supremo  en  sentencia  de  24  de  Abril 
de  1807,  1 1  de  Junio  y  19  de  Noviembre  de  1869,  según  la  que  no  de- 
vengan intereses  las  cantidades  ilíquidas  ,  supuesto  que  áun  cuando 

Sor  los  antecedentes  de  este  asunto  no  estuviera  ya  ejecutoriamente 
esestimada  la  protension  de  los  dichos  intereses  y  cupiera  el  resolver 
ahora  sobre  ellos  como  cuestión  nueva,  sería  imposible  su  abono  den- 
tro de  esa  doctrina  y  prescripción  : 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Fermín  de  Muro: 
Considerando  que  por  la  sentencia  firme  de  27  de  Enero  de  W\ , 
sobre  cuya  ejecución  versa  el  recurso  ,  se  mandó  liquidar  por  medio 
de  peritos  las  obras  ejecutadas  en  la  estación  de  Briviesca,  y  los  otros 
particulares  que  la  misma  contiene,  y  que  la  diferencia  que  resultase 
de  las  expresadas  liquidaciones  sería  satisfecha  por  quien  correspon- 
diera á  los  ocho  dias  de  verificadas,  y  á  pesar  de  ello  la  sentencia  re^- 
currida,  en  vez  de  determinar  como  de  abono  lo  que  los  peritos  habían 
señalado,  prescinde  del  juicio  pericial  y  condena  al  pago  de  cantida- 
des superiores  infringiendo  así  la  cosa  juzgada  y  la  ley  19,  tít.  22, 
Partida  3a,  que  da  fuerza  irrevocable  al  juicio  fenecido: 

Considerando  que  por  la  misma  sentencia  firme  se  suprimió  el  pago 
de  intereses  del  saldo  que  resultase  del  juicio  pericial  que  contenia  la 
de  primera  instancia  ;  y,  sin  embargo,  en  el  fallo  contra  el  que  se  re- 


Digitized  by  Google 


RECURSOS  Y  COMPETENCIAS. 


31 


curre  se  contiena  á  la  Compañía  recurrente  al  pago  de  los  intereses 
de  la  suma  que  se  fija  como  saldo  desde  la  interposición  de  la  deman- 
da, con  cuya  declaración  se  rompe  también  la  cosa  juzgada  y  se  in- 
fringe la  expresada  ley  19  del  tít.  22,  Partida  3a: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  ai  recur- 
so de  casación  interpuesto  por  la  Compañía  del  ferro-carril  del  Norte, 
y  en  su  consecuencia  casamos  y  anulamos  la  sentencia  que  en  7  de  Di- 
ciembre de  187o  dictó  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Búrgos,  á 
la  que  se  libre  orden  para  la  remisión  de  los  autos. —  (Sentencia  pu- 
blicada el  17  de  Febrero  de  1877,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  26  de  Julio 
del  mismo  año.) 


118 

Ilecnrso  de  casación  (19  de  Febrero  de  1877.)— Agravios  en 
la  partición  de  unos  rienes. — Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tri- 
bunal Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Don  Lúeas  Bajo  Martínez  contra  la  sentencia  dictada  por  la  d*  lo  civil 
de  la  Audiencia  de  Sevilla,  en  pleito  con  Doña  Aurora  Osuna  y  Gon- 
zález, y  se  resuelve: 

1  *  Que  no  puede  tener  el  carácter  de  pleito  sobre  partición  el  ex- 
pediente en  que  se  ha  practicado  por  la  voluntad  de  las  partes,  sobre 
cuyo  extremo  hubiera  procedido  en  su  caso  y  tiempo  la  reclamación 
correspondiente ,  pero  no  el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley 
contra  la  sentencia  que  decide  sobre  dichos  agravios  ;  y  por  lo  mismo, 
son  inaplicables  y  no  pueden  ser  infringidos  los  artículos  404  y  407 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil : 

2o  Que  los  artículos  441  y  442  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
tampoco  se  infringen,  si  resulta  que  los  partidores  dividieron  lo  que  se 
hallaba  inventariado,  y  cuya  exclusión  del  inventario  no  se  habia  so- 
licitado : 

3o  Que  el  art.  478  se  refiere  como  los  anteriores  á  los  trámites  del 
juieio  voluntario  de  testamentaria,  siendo  por  lo  mimo  inaplicable  á 
la  partición  extrajudicial ; 

Y  4o  Que  la  ley  de  \  \  de  Marzo  de  1  856  que  suprimió'  la  tasa  del 
interés  del  dinero  y  fijó  la  cuantía  del  mismo  para  los  casos  de  no 
estar  pactado  y  haberse  constituido  en  mora  el  deudor,  no  puede  tener 
aplicación  al  caso  en  que  se  trata  de  establecer  si  cabe  en  el  quinto  de 
la  herencia  una  pensión  vitalicia,  cuyo  capital  quedó  en  propiedad  al 
heredero  que  debe  pagarla. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  19  de  Febrero  de  1877,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
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ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Morón  y  en  la  Sala 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla  por  D.  Lúeas  Bajo  Martínez  por 
si  y  como  curador  ad  bona  del  menor  D.  C.  D.  E.  con  Doña  Aurora 
Osuna  y  González  Caballos,  viuda  de  D.  Pablo  Zamalloa  y  Gregorio, 
y  Doña  Atanasia  Zamalloa  y  Gregorio  hermana  del  D.  Pablo,  sobre 
agravios  en  la  partición  de  los  bienes  quedados  al  fallecimiento  del  re- 
ferido D.  Pablo  Zamalloa. 

Resultando  que  D.Pablo  Zamalloa  y  Gregorio  otorgó  testamento 
en  Morón  de  la  Frontera  el  dia  7  de  Febrero  de  1870,  en  el  cual  decla- 
ró que  en  20  de  Febrero  de  1867  contrajo  matrimonio  con  Doña  Aurora 
Osuna  González  y  Caballos,  no  habiendo  tenido  sucesión  hasta  aquel 
dia  :  que  ántes  de  haberle  contraído,  siendo  soltero,  habia  tenido  un 
hijo  natural  habido  con  Doña  A.  B.,  soltera,  el  cual  habia  legitimad  > 
por  rescripto  del  Regente  del  Reino,  según  cédula  de  2  de  Setiembre 
de  1869,  habiendo  sido  bautizado  en  la  iglesia  Colegiata  de  Osuna  con 
el  nombre  de  C.  D.  E.  Legó  en  usufructo  durante  su  vida  á  su  esposa 
Doña  María  de  la  Aurora  Osuna  y  á  su  hermana  Doña  Atanasia  Zama- 
lloa las  casas  de  su  propiedad,  calle  de  San  Sebastian,  pasando  en  pro- 
piedad al  fallecimiento  de  la  última  á  su  heredero.  Legó  también  en 
usufructo  á  su  citada  esposa  y  hermana  todos  los  muebles,  ropas  y 
alhajas.  Legó  á  su  mujer  Doña  María  de  la  Aurora  Osuna,  durante  su 
vida,  la  renta  anual  de  8.000  rs.  vn.  y  ásu  hermana  Doña  Atauasia  la 
de  2.000.  Para  cumplir  y  pagar  su 'testamento  nombró  albaceas  á  su 
esposa  Doña  María  de  la  Aurora  Osuna,  á  D.  Lúeas  Bajo  Martínez  y  á 
Don  Manuel  Blanco  Martínez,  dándoles  las  más  amplias  facultades  á  los 
tres  juntos  á  cada  uno  insolidum  para  que  lo  verificasen  de  sus  bienes 
dentro  ó  fuera  del  término  de  derecho.  Del  propio  modo  nombró  por 
curadores  administradores  y  directores  del  citado  su  hijo...  á  D.  Lúeas 
Bajo  Martínez,  por  su  fallecimiento  ó  imposibilidad  á  D.  Manuel  Blanco 
Martínez  y  por  la  de  éste  á  D.  Segundo  Saenz,  con  relevación  á  todos 
de  fianzas,  usando  de  las  facultades  que  el  derecho  le  concedía,  pro- 
hibió expresamente  que  do  su  testamentaría  conociera  autoridad  al- 
guna civil  ó  eclesiástica,  queriendo  que  luego  que  ocurriera  su  falle- 
cimiento procedieran  los  curadores  y  administradores  nombrados  Don 
Lúeas  Bajo  y  D.  Manuel  Blanco,  ó  D.  Segundo  Saenz  en  su  caso,  á  for- 
malizar el  correspondiente  inventario  de  todos  sus  bienes  y  créditos, 
concediéndoles  ámplias  facultades  para  que  el  dinero  de  su  pertenen- 
cia lo  pusieran  á  rédito  en  las  personas  y  con  el  interés  que  creyeran 
conveniente,  con  buenas  hipotecas,  para  que  alterasen  los  réditos 
como  lo  tuvieran  por  conveniente,  suplicando  también  á  dichos  admi- 
nistradores que  todas  las  cantidades  que  le  adeudaban  por  escrituras 
de  obligación  ó  recibos  que  las  cobrasen  á  su  vencimiento,  y  que  las 
impusieran  en  hipotecas  aunque  para  ello  tuvieran  que  bajar  los  rédi- 
tos; pues  para  todo  les  dejaba  facultades  en  la  segundad  de  que  mira- 
rían por  el  bien  del  menor  su  hijo.  Legó  á  su  amigo  D.  Lúeas  Bajo 
Martinez  la  suma  de  20.000  rs.,  y  en  el  remanente  de  todos  sus  bienes 
instituyó  por  heredero  universal  á  su  citado  hijo: 

Resultando  que  D.  Pablo  Zamalloa  falleció  en  13  de  Diciembre 
de  1872,  y  que  en  U  del  mismo  mes  se  discernió  á  D.  Lúeas  Bajo  ¿Mar- 
tínez el  cargo  de  curador  del  hijo  de  aquel,  el  cual  y  Doña  Aurora 
Osuna  y  González  nombraron  de  común  acuerdo  partidores  á  los  Abo- 
gados D.  Francisco  Caballos  y  D.  Félix  Cantalicio  Prat,  quiénes  con 
vista  y  escrupuloso  reconocimiento  del  testamento  de  D.  Pablo  Zama- 
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lloa,  inventario  practicado  y  otros  papeles  relativos  á  su  desempeño, 
formalizaron  la  partición  en  10  de  Diciembre  de  1 873,  la  cual  fué  pre- 
sentada al  Juzgado  ea  2  de  Enero  de  1*74  por  Doña  Aurora  Osuna,  so- 
licitando que  se  pusiera  de  manifiesto  por  el  término  legal,  y  que  no 
habiendo  oposición  alguna,  se  aprobase  y  mandase  protocolizar  : 

Resultando  que  hecho  así,  el  curador  del  menor  presentó  escrito 
en  15  de  dicho  mes  de  Enero  oponiéndose  á  la  liquidación  y  partición 
•  de  los  bienes,  deduciendo  contra  ella  ocho  reparos  ó  agravios,  y  pi- 
diendo que  se  reformase  en  los  términos  á  que  daban  motivo,  y  que 
por  no  haber  habido  avenencia  en  la  junta  que  al  efecto  se  celebró  se 
considerasen  aquellos  como  una  demanda  : 

Resultando  que  el  primer  agravio  ó  reparo  que  opuso  el  curador 
del  menor  fué  el  de  falta  de  solemnidades  previas  al  tenor  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  toda  vez  que  habian  sido  hechas  extrajudicial- 
mente  en  lugar  de  incoarse  el  juicio  voluntario  de  testamentaria,  pro- 
hibido como  estaba  por  el  testador  el  necesario  no  habiendo  términos 
hábiles  para  que  los  interesados  renunciasen  el  seguimiento  del  indi- 
cado juicio  voluntario,  habiendo  necesidad  de  subsanar  esos  vacíos: 

Resultando  que  los  contadores  manifestaron  en  su  informe  que  la 
forma  dada  á  las  particiones,  una  vez  prohibida  la  intervención  judi- 
cial por  el  testador,  era  la  conforme  con  la  práctica  constante  de  los 
Tribunales  que  habian  admitido  siempre  y  admitían  las  particiones 
hechas  extrajudicialmente  habiendo  menores,  siempre  que  el  padre 
hubiera  prohibido  la  intervención  judicial  y  el  heredero  ó  herederos 
forzosos  no  propusieran  la  testamentaría  voluntaria,  con  la  ley,  porque 
así  lo  establecían  las  10  y  H,  til.  SI,  libro  10  de  la  Novísima  Recopila- 
ción y  el  decreto  de  6  de  Noviembre  de  1868  que  autorizaba  la  forma 
extrajudicial  dada  á  las  particiones  ;  y  con  la  jurisprudencia  de  este 
Tribunal  Supremo  establecida  en  varias  sentencias,  entre  otras,  en  las 
de  29  de  Abril  de  1867  y  30  de  Junio  de  1872: 

Resultando  que  Doña  Aurora  Osuna  pidió  que  se  le  absolviera  de  la 
demanda  y  se  declarase  que  la  partición  estaba  arreglada  á  la  práctica 
constante  de  los  Tribunales,  á  las  prescripciones  legales  y  á  la  juris- 
prudencia establecida  por  este  Supremo  Tribunal,  no  irrogándose  en 
ella  perjuicio  alguno  á  los  interesados,  y  aprobándola  en  su  virtud  en 
todas  sus  partes,  reproduciendo  como  fundamento  de  esta  pretensión, 
asi  sobre  este  agravio  como  sobre  todos  los  demás,  las  mismas  dispo- 
siciones y  razones  que  los  contadores  en  su  informe  : 

Resultando  que  desestimado  este  agravio  como  todos  los  demás  por 
la  sentencia  del  Juez  de  primera  instancia,  que  confirmó  con  las  cos- 
tas la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla  en  29  de  Octubre 
de  1875  interpuso  el  curador  del  menor  recurso  de  casación  citando 
como  infringidos  en  cuanto  á  él : 

Io  La  ley  de  Enjuiciamiento  civil  en  sus  artículos  404  y  407,  en  el 
primero  de  los  cuales  se  establece  q.-e  el  juicio  de  testamentaría  puede 
ser  voluntario  ó  necesario  ;  y  en  el  segundo,  que  es  necesario  cuando 
Jos  herederos  son  menores,  sin  que  bastase  decir  que  la  cláusula  prohi- 
bitiva del  padre  cerraba  las  vías  legales  ,  pues  sobre  esto  la  única  fa- 
cultad de  dicho  articulo  se  referia  al  juicio  necesario,  ó  sea  á  uno  de  los 
dos  que  la  ley  reconocía,  y  la  doctrina  de  este  Supremo  Tribunal  con- 
signada, entre  otras  sentencias,  en  la  de  10  de  Noviembre  de  1866,  en 
que  se  establece  que  cuando  el  testador  ha  prohibido  la  intervención 
judicial  en  la  ejecución  de  su  testamento  y  no  tienen  por  ello  eficacia 
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las  circunstancias  del  art.  407  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  la 
testamentaria  sólo  puede  tener  el  carácter  de  un  juicio  voluntario  : 

2o  La  voluntad  del  testador,  puesto  que  prohibió  en  absoluto  la  in- 
tervención de  toda  autoridad  y  se  habían  sometido  á  la  aprobación  ju- 
dicial las  particiones  hechas  privadamente  por  los  contadores,  y  por 
tanto  la  doctrina  legal  que  se  contiene,  entre  otras,  en  las  sentencias 
de  12  de  Octubre  de  <8H6  y  13  de  Marzo  de  1863. 

3o  Al  citar  la  sentencia  en  apoyo  del  fallo  las  leyes  10  y  H  del  tí- 
tulo 21  del  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  el  art.  1415  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  que  derogó  todas  las  leyes,  Reales  decretos, 
Reglamentos,  órdenes  y  fueros  en  que  se  hubieran  dictado  reglas  para 
el  Enjuiciamiento  civil;  y  la  doctrina  contenida  en  la  sententencia  de 
este  tribunal  Supremo  de  21  de  Mayo  de  1870,  según  i&  cual,  el  dere- 
cho constituido  en  materia  de  procedimientos  es  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  habiendo  sido  derogadas  por  su  art.  1415  todas  las  an- 
teriores sinexcepcion  alguna. 

4o  Y  áun  cuando  fuera  legal  el  procedimiento  mixto  seguido  en 
aquella  testamentaria,  justa  y  procedente  la  partición,  y  cierto  que  es- 
tuviera vigente  la  ley  recopilada  citada  en  la  sentencia,  la  misma  ley, 
que  sólo  autoriza  para  la  formación  extrajudicial  de  cuentas  y  parti- 
ciones á  les  albaceas,  tutores  ó  testamentarios  nombrados  por  los  tes- 
tadores, carácter  que  no  tenían  D.  Félix  Cantalicio  Prat  y  D.  Francisco 
Caballos  ;  y  la  jurisprudencia  consignada  por  este  Supremo  Tribunal 
en  la  sentencia  de  13  de  Marzo  de  1*61  que  establece  que  la  ley  10,  tí- 
tulo 21,  lib.  10  de  la  Novísima  Recopilación,  que  trata  de  las  faculta- 
des de  los  albaceas  ó  testamentarios  para  hacer  las  cuentas  y  particio- 
nes, no  es  aplicable  al  caso  en  que  las  personas  que  lo  practicaron  no 
fueron  nombrados  por  el  testador;  que  los  contadores  nombrados  por 
los  interesados  para  ejecutar  una  partición  no  tienen  el  carácter  de 
árbitros  ni  el  de  amigables  componedores;  y  que  la  ley  1a,  tít.  Io,  li- 
bro 10  de  la  Novísima  Recopilación,  no  es  aplicable  al  caso  en  que  se 
trata  de  llevar  á  efecto  una  partición  hecha  por  dichos  contadores 
cuando  no  aparece  que  se  obligaran  los  interesados  á  conformarse  con 
el  resultado  de  sus  operaciones. 

Resultando  que  en  18  d¿  Junio  de  1867  otorgaron  escritura  Don 
Pablo  Zamalloa  y  su  mujer  Doña  Aurora  Osuna  González  Caballos,  en 
la  que  para  que  constasen  las  aportaciones  de  cada  uno,  expresaron 
en  globo  el  total  valor  de  todos  sus  bienes  declarando  que  correspon- 
dían entre  otros  á  D.  Pablo  Zamalloa  449.622  rs.  por  créditos  á  su  fa- 
vor con  escrituras  públicas:  79.101  por  créditos  á  su  favor  por  escri- 
turas simples,  y  76.395  por  créditos  á  su  favor  en  recibos  y  pagarés: 

Resultando  que  con  el  núm.  280  se  incluyó  en  el  inventario  como 
cuerpo  de  caudal  la  suma  de  17.325  pesetas  que  adeudaba  á  la  testa- 
meo  taría  el  concurso  de  D.  Pedro  González  Caballos  y  Santos  según 
escritura  hipotecaria  de  22  de  Setiembre  de  1864;  y  con  el  núme- 
ro 286,  3.960  pesetas  75  céntimos  que  adeudaba  á  la  testamentaría  el 
concurso  de  D.  Bartolomé  Palomo  Vivas  según  escritura  de  30  de  Mar- 
zo de  1865  y  otros  documentos  que  obraban  en  el  concurso  ;  y  que  del 
rimero  de  estos  dos  créditos  se  adjudicó  á  D.  C.  D.  E.  en  pago  de  su 
aber  ¡a  cantidad  de  15.325  pesetas,  y  del  segundo  la  de  3.460  pesetas 
75  céntimos : 

Resultando  que  en  segundo  lugar  dijo  el  curador  del  menor  en  su 
demanda  que  debían  eliminarse  del  cuerpo  general  de  Hacienda  como 
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valores  reales  y  efectivos,  haciéndolos  figurar  separadamente  en  cali- 
dad do  perdidos  ó  dudosos  los  dos  créditos  mencionados  contra  los  con- 
cursos de  I).  Pedro  González  Caballos  y  D.  Bartolomé  Palomo,  y  que 
los  contadores  informaron  que  los  citados  créditos  debían  figurar  en  el 
cuerpo  general  de  Hacienda,  porque  al  contraer  matrimonio  Ü.  Pablo 
Zamalloa  con  Doña  Aurora  Osuna,  aportó  aquel  dichos  créditos  y  todo 
el  caudal  aportado  respectivamente  por  los  cónyuges  debía  aparecer 
como  Cuerpo  general ;  doctrina  corroborada  por  la  ley  U,  tit.  20,  li- 
bro 3°  del  Fuero  Real,  que  establece  que  no  se  deben  bajar  del  caudal 
común  las  deudas,  cargas,  responsabilidades  ú  obligaciones  que  cada 
uno  de  los  cónyuges  hubiesen  contraído  ántes  del  matrimonio,  pues 
individualmente  estaban  obligados  á  su  satisfacción  con  su  propio  y 
exclusivo  h;»ber;  y  por  la  15,  tit.  II,  Partida  4a  que  dispone,  hablan- 
do de  la  mujer,  que  consistiendo  su  haber  dotal  en  créditos,  si  dejase 
de  cobrarlos  el  marido  sin  culpa  suya,  la  responsabilidad  no  pertenece 
á  éste  ni  tampoco  á  sus  herederos  y  si  á  la  mujer: 

Resultando  que  con  el  núm.  293  se  comprendió  en  el  inventario  la 
cantidad  de  250  pesetas  que  adeudaba  D.  León  Julio  Romea,  resto  de 
mayor  suma  ,  según  pagaré  de  9  de  Julio  de  1868  ;  con  el  294,  la  de 
47  pesetas  50  céntimos  que  adeudaba  Francisco  Ürta  Llamas,  según 
recibo  de  27  de  Agosto  de  1867;  con  el  297,  la  de  750  pesetas  que  de- 
bía Antonio  Gil,  seguu  recibo  de  9  de  Marzo  de  1868;  con  el  300,  la 
de  ii  pesetas  que  adeudaban  las  hijas  de  D.  Segundo  Romero,  y  «on 
el  núm.  311,  la  de  9.005  pesetas  á  que  ascendían  los  créditos  á  favor 
do  D.  Pablo  Zamalloa  de  la  Sociedad  que  tuvo  con  D.  Alvaro  Sánchez 
y  D.  Manuel  Blanco  Martínez  : 

Resultando  que  en  el  supuesto  15  dijeron  los  partidores  que  serían 
baja  del  caudal  inventariado  3.976  pesetas  25  céntimos  parte  de  los 
créditos  precedentes  de  la  Sociedad  que  el  finado  tuvo  con  D.  'Alvaro 
Sánchez  y  D.  Manuel  Blanco  Martinez,  por  no  haber  sido  comprendi- 
das ep  la  escritura  de  capitulaciones  matrimoniales  y  serian  adjudica- 
das al  heredero  del  difunto  D.  Pablo  Zamalloa,  y  que*en  pago  de  su 
haber  se  adjudicaron  á  éste  los  citados  créditos  señalados  con  los  nú- 
meros 293,  294,  297,  300  y  311 : 

Resultando  que  el  curador,  del  menor  dijo  en  tercer  lugar  en  su  de- 
manda que  debían  tener  igual  eliminación  en  el  concepto  expresado  de 
perdidos  ó  dudosos  los  créditos  procedentes  de  la  Sociedad  que  el  tes- 
tador llevó  con  D.  Alvaro  Sánchez  y  D.  Manuel  Blanco  Martinez,  hecha 
deducción  de  15.905  rs.  al  tenor  del  presupuesto  15,  así  como  la  de 
León  Julio  Romea,  Francisco  Orta,  Antonio  Gil  y  las  hijas  de  Segundo 
Romero;  y  que  los  contadores  informaron  (jue  los  citados  créditos  de- 
bían figurar  en  el  cuerpo  general  de  Hacienda,  áun  suponiendo  que 
fuesen  incobrables  además  de  lo  expuesto  anteriormente,  porque  co- 
brándose sería  entónces  preciso  echar  abajo  la  partición  toda,  porque 
aumentaría  el  caudal,  y  por  consiguiente  el  quinto,  siendo  indispen- 
sable en  tal  caso  variar  por  completo  todas  las  operaciones,  repitién- 
dose esto  cuantas  veces  se  cobrase  un  crédito  de  la[clase| expresada, 
lo  cual  no  era  razonable  ni  áun  Dosible : 

Resultando  que  con  el  núm.  295  se  incluyó  en  el  inventario  una 
partida  de  56  pesetas  25  céntimos  que  adeudaba  Diego  Bermudez  Gar- 
cía, según  pagaré  de  20  de  Octubre  de  1872;  y  que  en  el  sétimo  agra- 
vio que  el  curador  del  menor  dedujo  contra  la  partición,  dijo  que  asi- 
mismo debían  eliminarse  de  la  testamentaria  varios  créditos  que  figu- 
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raban  en  su  activo,  que  componían  la  suma  de  56.123  rs.  y  los  intere- 
ses hasta  la  época  de  la  liquidación  por  los  contadores,  que  ascendie- 
ron á  3.367  rs.  contra  Diego  Bermudez  y  otros,  cuyos  créditos,  si  bien 
era  posible  y  aun  verosímil  que  se  hicieran  efectivos,  también  cambia 
dentro  de  los  límites  de  la  posibilidad,  que  en  todo  ó  en  parte  dejaran 
de  cobrarse : 

Resultando  que  los  contadores  dijeron  que  los  créditos  á  que  se  alu- 
día debían  Ggurar  en  el  cuerpo  general  de  Hacienda  como  los  demás 
de  que  se  habían  ocupado  por  las  razones  expuestas: 

Resultando  que  desestimados  estos  tres  agravios,  el  recurrente  ha 
citado  como  infringidos  por  la  sentencia  en  cuanto  á  ellos  los  artículos 
441,  442  y  478  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  en  los  cuales  se  con- 
signa cómo  ha  de  hacerse  el  avalúo  de  los  bienes  inventariados,  según 
que  esté  ó  no  solicitada  su  exclusión,  y  se  previene  que  ántes  de  pasar 
á  la  adjudicación  de  los  mismos,  convoquen  á  junta  los  contadores  á 
todos  los  interesados  para  disipar  sus  dudas  y  prevenir  su  avenencia,  > 
y  como  nada  de  ésto  se  había  cumplido,  se  habia  dado  lugar  á  no  hacer 
distinción  alguna  entre  los  eréditos,  imputando  al  menor  como  cor- 
rientes no  sólo  los  dudosos,  sino  hasta  los  incobrables: 

Resultando  que  legado  por  D.  Pablo  Zamalloa  á  su  esposa  Doña 
María  Aurora  Osuna  durante  su  vida  la  renta  anual  de  8.000  rs.  vn., 
que  por  trimestres  adelantados  le  serían  entregados  por  los  tutores  y 
administradores  que  nombraría  á  su  hijo  y  heredero,  y  á  su  hermana 
doña  Atanasia  Zamalloa  otra  renta  de  4.000  rs.,  que  le  seria  satisfecha 
en  igual  forma,  los  contadores  dijeron  en  el  supuesto  6o  de  la  parti- 
ción que  se  habia  separado  previamente  la  cantidad  de  46.276  pesetas 
48  céntimos  á  que  ascendía  el  quinto  de  todo  el  caudal  relicto,  del 
cual  se  habia  rebajado  con  preferencia  el  importe  del  funeral  y  misas, 
los  gastos  de  las  diligencias  de  testamentaría  y  el  importe  de  los  lega- 
dos de  cantidad  hechos  á  D.  Lúeas  Bajo  Martiucz  y  á  la  criada  del  tes- 
tador, quedando  un  líquido  sobrante  de  40.061  pesetas  64  y  un  octa- 
vo céntimos  para  invertirlas  en  la  forma  que  se  diría  en  las  pensiones 
vitalicias  de  la  viuda  y  hermana  del  testador;  y  en  el  supuesto  7o,  que 
consiguiente  á  esto  se  suponía  que  no  desconociendo  los  contadores  las 
graves  dificultades  que  ofrecia  en  suplirla  voluntad  del  testador  rela- 
tivamente al  pago  de  legados  y  pensiones  vitalicias,  de  modo  que  todo 
cupiese  dentro  del  importe  del  quinto,  única  parte  de  que  aquel  pudo 
disponer,  habían  meditado  detenidamente  esta  importantísima  cues- 
tión, y  lo  primero  que  tuvieron  presente  fué  la  ley  12,  tit.  5o  de  la 
Nueva  Recopilación  y  la  nota  2a  del  tit.  15,  libro  10  de  la  Novísima, 

3ue  estableció  que  la  pensión  anual  constituida  por  una  vida  no  pue- 
e  pasar  del  10  por  100,  á  cuya  resolución  se  hubieran  atemperado 
desde  luégo,  á  no  tropezar  con  la  dificultad  que  D.  Felipe  V.  por  prag- 
mática en  12  de  Febrero  de  1705,  que  es  la  ley  8a  del  indicado  título  y 
libro,  redujo  los  réditos  de  los  censos  al  3  por  100,  no  siendo  ya  por 
lo  tanto  justo  ni  equitativo  aplicar  la  primera  disposición  legal ;  pero 
habían  juzgado  procedente  adoptar,  áun  cuando  no  fuera  más  que 

Sor  analogía,  el  Real  decreto  de  D.  Cirios  III  de  Io  de  Noviembre 
e  1760,  que  era  la  ley  29  del  libro  10,  tít.  15  de  la  Novísima  Recopi- 
lación, por  el  que  se  creó  el  establecimiento  de  un  fondo  fijo  de  renta 
vitalicia  anual,  el  cual  debia  asegurar  la  paga  de  los  réditos  vitalicios 
de  los  capitales  que  se  recibiesen  con  respecto  al  rédito  de  9  por  100, 
de  manera  que  siendo,  según  quedaba  ya  indicado,  el  líquido  sobrante 
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del  quinto  40.061  pesetas  64  céntimos,  sacado  de  esta  cantidad  el  ré- 
dito anual  de  9  por  400  que  ascendia  á  3.605  pesetas  55  céntimos,  que- 
daban con  muy  escaso  quebranto  cubiertas  las  dos  pensiones  vitali- 
cias de  la  viuda  y  de  la  hermana  del  difunto,  y  creían  de  este  uso  ha- 
ber interpretado  fielmente  su  postrimera  voluntad,  tanto  más,  cuanto 
que  en  el  dia,  el  rédito  más  usual  y  corriente  del  dinero  era  el  10  ó  el 
12  por  100  : 

Resultando  que  el  curador  del  menor  dijo  en  sexto  lugar  en  la  de- 
manda, que  no  guardaba  armonía  con  la  razón  ni  con  la  ley,  que  se 
atribuyera  á  los  bienes  constitutivos  del  quinto  quedado  por  muerte 
de  D.  Pablo  Zamalloa  la  producción  de  un  interés  de  9  por  100  al  año 
como  medio  de  cubrir  con  su  importe  los  legados  vitalicios  ó  de  cual- 
quiera otra  clase,  no  pudiendo  exceder  dicho  interés  en  su  caso  del  6 
por  100  al  tenor  de  la  ley  de  44  de  Marzo  de  4865  : 

Resultando  que  los  contadores  informaron  que  el  capitalizar  el  pro- 
ducto del  quinto  á  razón  del  9  por  100,  en  conformidad  á  lo  dispuesto 
en  la  ley  29,  tít.  15,  libro  40  de  la  Novísima  Recopilación,  fué  por  no 
hallar  otra  disposición  más  análoga  en  que  apoyarse,  toda  vez  que 
dicha  ley  se  ocupaba  de  capitalización  de  pensiones  no  teniendo  apli- 
cación la  de  4  4  de  Marzo  de  1856  porque  su  único  objeto  fué  abolir- la 
tasa  del  interés  del  capital  en  los  contratos  de  préstamo;  y  que  no  se- 
ría justo  ni  equitativo  que  consistiendo  mucha  parte  del  caudal  here- 
ditario en  créditos,  y  percibiendo  por  ellos  el  heredero  el  10  y  12 
por  100,  las  pensiones  se  capitalizasen  á  la  viuda  y  hermana  sólo  al  6: 

Resultando  que  desestimado  este  agravio  como  ios  demás,  el  recur- 
rente ha  citado  en  cuanto  á  él  como  infringida  por  la  sentencia  la  ley 
de  14  de  Marzo  de  1856  que  fijó  el  interés  del  6  por  100  para  todos  los 
casos  en  que  no  fuese  conocido  ni  determinado,  al  decir  que  sólo  era 
aplicable  á  los  morosos  y  deudores,  puesto  que  sobre  no  ser  tales  sino 
mucho  más  generales  los  términos  de  la  ley,  en  último  caso,  y  para 
los  efecics  de  esta  capitalización,  el  menor  D.  C.  D.  E.  era,  como  todo 
heredero,  un  deudor  delegado : 

Resultando  que  en  el  21  y  último  respecto  de  la  partición,  dije- 
ron los  contadores  que  D.  Pablo  Zamalloa,  constante  su  matrimonio 
con  Doña  Aurora  Osuna,  remató  en  subasta  pública  por  las  dos  terce- 
ras partes  de  su  valor  una  hacienda  de  olivar  y  viña,  nombrada  la 
Esperanza,  cuya  adquisición,  áun  cuando  no  habia  llegado  á  realizarse 
por  estar  pendiente  del  exámen  de  sus  títulos  de  propiedad,  si  en  lo 
sucesivo  se  aceptasen  éstos  por  las  personas  encardadas  de  examinar- 
los debería  practicarse  nueva  liquidación  y  división  de  la  expresada 
linea  en  los  mismos  términos  que  se  ejecutaba  la  presente,  con  objeto 
deque  cada  cual  de  los  cónyuges  obtuviera  la  participación  que  le  cor- 
respondiera de  aquel  beneficio : 

Resultando  que  en  octavo  y  último  lugar  dijo  el  curador  del  me- 
nor en  la  demanda,  que  debían  hacerse  las  debidas  explicaciones  en 
loa  supuestos,  asi  para  evitar  las  dudas  que  surgieran  en  lo  relativo  á 
la  hacienda  de  la  Esperanza  adquirida  en  subasta,  como  por  lo  que 
concernía  á  las  fincas  aportadas  al  matrimonio  por  D.  Pablo  Zamalloa 
y  Gregorio,  y  á  cualquier  otro  particular  susceptible  de  producir  es- 
crúpulos: 

Resultando  que  los  contadores  dijeron  que  no  podían  dar  otras  ex- 

}>licaciones  que  las  consignadas  en  el  presupuesto  21  relativamente  á 
os  gananciales,  porque»tampoco  á  ellos  se  les  dieron  más;  y  que  des- 
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estimado  este  agravio  por  no  hacerse  petición  concreta,  ha  citado 
como  infringidos  el  curador  del  menor  el  art.  475  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento que  faculta  á  los  contadores,  si  les  ocurriesen  algunas  du- 
das, para  acudir  al  Juez,  el  cual  mandará  convocar  álos  interesados  á 
junta,  á  fin  de  que  convengan  en  lo  que  crean  más  procedente  respec- 
to á  ellas;  y  el  art.  477  de  la  misma  ley,  según  el  cual,  si  no  hubiese 
conformidad  en  la  junta,  los  contadores  resolverán  las  dudas  como  es- 
timen justo,  adoptando  también  como  supuesta  la  resolución  que  to- 
maren : 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Hilario  de  Igon. 

Considerando  que  el  pleito  versa  sobre  agravios  en  la  partición,  y 
no  puede  tener  el  carácter  de  tal  la  clase  de  expediente  en  que  se  ha 
practicado  por  la  voluntad  de  las  partes,  sobre  cuyo  extremo  hubiera 
procedido  en  su  caso  y  tiempo  la  reclamación  correspondiente,  pero 
no  hay  el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  contra  la  senten- 
cia que  decide  sobre  dichos  agravios  : 

Considerando,  por  lo  mismo,  que  son  inaplicables  y  no  han  podido 
ser  infringidas  las  leyes  y  doctrinas  que  se  citan  en  los  cuatro  funda- 
mentos que  se  alegan  en  apoyo  del  recurso  con  relación  al  primer 
agravio  que  se  hace  consistir  en  la  forma  dada  al  expediente  de  par- 
tición : 

Considerando  que  los  artículos  441  y  442  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  citados  en  apoyo  del  recurso  de  por  lo  relativo  á  los 
agravios  consistentes  en  la  inducción  en  la  operación  de  bienes  que  no 
deben  figurar  en  ella,  tampoco  han  sido  infringidos,  puesto  que  los 

Sartidores  dividieron  lo  que  se  hallaba  inventariado,  y  cuya  exclusión 
el  inventario  no  se  habia  solicitado,  y  el  art.  478  se  refiere  como  los 
anteriores  á  los  trámites  del  juicio  voluntario  de  testamentaria  que  no 
se  ha  seguido,  siendo  por  lo  mismo  inaplicable  á  la  partición  extraju- 
dicial  : 

Considerando  que  la  ley  de  U  de  Marzo  de  1856  que  suprimió  la 
tasa  de!  interés  del  dinero  y  fijó  la  cuantía  del  mismo  para  los  casos  de 
no  estar  pactado,  y  haberse  constituido  en  mora  el  deudor,  no  puede 
tener  aplicación  al  caso  en  que  se  trata  de  establecer  si  cabe  en  el 
quinto  de  la  herencia  una  pensión  vitalicia,  cuyo  cápital  quedó  en 
propiedad  al  heredero  que  debe  pagarla; 

Y  considerando,  por  último,  que  el  art.  475  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  citado  en  último  lugar  es  igualmente  inaplicable,  tanto 
por  referirse  al  juicio  voluntario,  como  por  no  haber  ocurrido  la  duda 
que  supone  el  recurrente,  el  cual  además  sólo  pretendió  en  términos 
que  los  partidores  dieran  explicaciones  sin  formular  una  pretensión 
concreta,  sobre  la  cual  pudiera  recaer  declaración  que  la  resolviera; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curro de  casación  interpuesto  por  D.  Lúeas  Bajo  Martínez,  por  sí  y 
como  curador  ad  Lona  del  menor  D.  C.  D.  E.,  á  quien  condenamos  en 
las  costas,  y  á  la  pérdida  de  la  cantidad  de  \  .000  pesetas  depositada, 
que  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de 
Sevilla  la  certificación  correspondiente,  con  devolución  de  los  docu- 
mentos que  ha  remitido. — (Sentencia  publicada  el  Í9  de  Febrero  de 
1877,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  16  de  Julio  del  mismo  año.) 
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Recurso  de  casación  (19  de  Febrero  de  1 817).  —  Servidumbre 
negativa.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Francisco  Barreras 
Pazos  contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
la  Coruña,  en  pleito  con  Doña  Antonia  Martínez  Chan,  y  se  resuelve: 

Que  la  acción  negativa  de  servidumbre  por  su  naturaleza  especial 
exige  de  los  demandados  la  prueba  en  que  apoyan  su  derecho,  y  per 
ello  no  puede  infringirse  ni  se  infringe  la  doctrina  de  que  al  deman- 
.  dante  incumbe  la  prueba  y  no  al  demandado. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  19  de  Febrero  de  1877,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  üe  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  üe  Noy  a  y  en  la  Sala 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Coruña  por  Doña  Antonia  Martínez 
Chan  con  Francisco  Barreras  Pazos  sobre  servidumbre  negativa: 

Resultando  que  Doña  Antonia  Martínez  Chan  dedujo  en  Abril 
de  1874  la  demanda  objeto  de  estos  autos,  exponiendo  que  Francisco 
Barreras  Pazos  había  abierto  un  balcón  en  la  pared  de  atrás  de  su  casa  de 
la  calle  del  Puente,  núm.  29,  corrido  de  esquina  á  esquina,  una  de  cu- 
yas cabezas  ó  costados  limitaba  con  la  pared  de  la  huerta  de  la  deman- 
dante, de  la  cual  no  estaba  separado  más  que  por  el  espacio  de  la  pa- 
red, que  descansando  cualquiera  sobre  el  balaustre  del  balcón  pendía 
el  cuerpo  sobre  la  pared  y  sobre  la  huerta  á  la  que  dirigía  la  vista  de 
frente :  que  Francisco  Barreras  habia  co'.ocado  en  la  pared  de  su  casa 
una  larga  piedra  de  cantería  que  volaba  sobre  la  huerta  en  el  sitio  más 
frecuentado  de  ella  con  el  peligro  consiguiente,  por  probables  des- 
prendimientos, á  la  seguridad  de  personas  y  animales;  y  en  su  virtud, 
ejercitando  la  acción  real  negatoria  de  servidumbre  pidió  se  declarase 
ue  la  pared  y  huerta  de  su  propiedad  eran  libres  de  deber  á  la  casa 
e  Francisco  Barreras  Pazos  las  servidumbres  de  vistas,  desprendi- 
mientos y  pendencias  consiguientes  á  la  colocación  de  su  balcón  y 
piedra  voladiza,  mandando  en  su  virtud  que  cerrase  la  cabeza  ó  costado 
del  balcón  que  limitaba  con  la  pared  y  huerta  de  la  demandante  cer- 
rase igualmente  ó  la  retirase  dos  piés  de  su  frente  y  en  vista  oblicua 
de  su  pared  y  huerta  y  sacase  ó  picase  la  parte  de  piedra  que  volaba 
sobre  la  expresada  huerta  con  las  costas: 

Resultando  que  Francisco  Barreras  impugnó  la  demanda  alegando 
que  habia  construido  en  la  pared  trasera  de  su  casa  un  balcón  sin  que 

}>or  parte  alguna  limitase  con  pared  ni  con^erreno  de  la  propiedad  de 
a  demandante,  hallándose  por  el  contrario  algo  distante  de  una  y  otra; 
que  la  parte  de  piedra  que  sobresalía  de  la  pared,  si  no  estuviera  colo- 
cada sobre  terreno  del  demandado,  tampoco  llevaría  consigo  especie 
alguna  de  servidumbre,  y  que  la  pared  divisoria  de  ambas  huertas  era 
medianera: 

Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes  dictó  sentencia 
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el  Jaez  de  primera  instancia,  y  que  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
de  la  Coruña  la  revocó  en  22  de  Enero  de  4876,  estimando  en  todas  sus 
partes  la  demanda  : 

Resultando  gue  el  demandado  interpuso  recurso  de  casación,  por 
haberse  infringido  á  su  juicio  : 

1°  La  doctrina  legal  de  que  no  se  puede  impedir  el  derecho  que  el 
dueño  de  un  predio  urbano  tiene  á  edificar  en  el  suelo  de  éste,  alzán- 
dole, decorándole  y  dándole  luces  y  desahogos  por  razón  de  vertientes 
ú  otros  conceptos  análogos,  siempre  que  no  haya  adquirido  el  dueño 
del  predio  inmediata  la  servidumbre  negativa,  consistente  en  impedir 
aquel  derecho  por  un  contrato  que  le  anula  ó  porque  se  ha  prescrito 
el  derecho,  habiendo  impedido  su  ejercicio  ya  por  el  consentimiento  de 
este  impedimento,  ya  la  prescripción  legal ;  doctrina  que  estaba  en 
consonancia  con  la  ley  2*,  tit.  31  de  la  Partida  3a,  y  á  la  cual  era 
opuesta  la  sentencia,  puesto  que  según  se  reconocía  en  sus  conside- 
randos, el  recurrente  obró  dentro  de  su  suelo  y  no  en  el  de  la  deman- 
dante; sin  que  constase  que  se  perjudicara  por  estas  obras  ó  que  hu- 
biera adquirido  tal  servidumbre  por  algunos  de  los  medios  indicados. 

Y  2o  La  doctrina  constante  de  que  al  demandante  le  incumbe  probar 
su  derecho  y  no  al  demandado;  y  según  ella.  Doña  Antonia  Martínez 
debió  probar  que  tenia  derecho  á  impedir  la  libertad  de  obrar  el  vecino 
en  su  suelo  y  no  lo  justificó. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Alejandro  Benito  y  Avila: 

Considerando  que  la  acción  que  en  este  pleito  ha  ejercitado  Anto- 
nia Martínez  Chan  es  la  negativa  de  servidumbre  que  por  su  natura- 
leza especial  exige  de  los  demandados  la  prueba  en  que  apoyan  su  de- 
recho, y  por  ello  no  ha  podido  infringirse  ni  se  ha  infringido  la  doc- 
trina de  que  al  demandante  incumbe  la  prueba  y  no  al  demandado  que 
se  alega  en  el  segundo  motivo  del  recurso : 

Considerando  que  tampoco  lo  ha  sido  la  que  se  cita  en  el  primero, 
porque  haciendo  supuesto  de  la  cuestión  se  toma  por  impedimento  del 
derecho  que  el  dueño  de  un  predio  urbano  tiene  á  edificar  en  su  suelo 
la  negación  de  unas  servidumbres  que  extralimitando  aquel  derecho 
impone  sobre  el  predio  del- vecino;  ni  la  ley  2a,  tít.  31  de  la  Parti- 
da 3a,  que  se  menciona  en  dicho  motivo,  porque  aquella  se  limita  á 
definir  y  enumerar  las  servidumbres  urbanas ; 

Fallamos  que  debemos  Heclarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  Francisco  Barreras  Pazos,  á  quien 
condenamos  en  las  costas  ;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  la  Coruña  la 
certificación  correspondiente. — (Sentencia  publicada  en  19  de  Febrero 
de  1877,  é  inserta  en  la  Gacela  de  26  de  Julio  del  mismo  año.) 
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Competencia  (20  de  Febrero  de  1877).— -Negativa  db  servidum- 
bre.—Se  decide  por  la  Sala  tercera  del  Tribunal  Supremo  á  favor  del 
Juzgado  municipal  de  Reinosa  la  competencia  suscitada  con  el  de  igual 
clase  del  distrito  de  la  Magdalena  de  Sevilla,  sobre  conocimiento  del 
acto  de  conciliación  á  que  Doña  Rosalía  Bustamantc  citó  á  D.  Tomás  y 
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Don  Saturnino  Fernandez  González  sobre  que  ninguno  de  éstos  utili- 
zara ni  usara  ninguna  clase  de  servidumbre  en  las  aguas  y  cauce  de 
la  fábrica  de  la  Barcenilla,  propia  de  la  demandante,  y  se  resuelve : 

4°  Que  si  bien  los  artículos  204  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y 
300  de  la  orgánica  del  poder  judicial  conceden  la  competencia  al  Juez 
municipal  del  domicilio  del  demandado,  se  refieren  al  caso  en  que  éste 
sea  uno  y  no  más; 

YV  Que  aunque  el  párrafo  segundo,  regla  Ia  del  art.  308  de  la  ley 
de  organización  del  poder  judicial  se  refiera  á  los  juicios  en  que  ya  se 
entabló  acción  y  no  á  los  actos  conciliatorios  que  sólo  se  celebran  para 
entablarla  luégo,  debe  aplicarse  por  analogía  la  disposición  en  dicho 
párrafo  contenida,  la  cual  dispone  que  cuando  una  demanda  se  dirige 
simultáneamente  contra  dos  ó  más  personas  residentes  en  distintos 
pueblos  sea  Juez  competente  el  del  domicilio  de  cualquiera  de  los  de- 
mandados á  elección  del  demandante. 

Resultando  que  en  7  de  Diciembre  de  1 876  Doña  Rosalía  Busta- 
mante  citó  ante  el  Juzgado  municipal  de  Reinosa,  territorio  de  la  Au- 
diencia de  Burgos,  para  acto  de  conciliación  á  D.  Tomás  y  á  D.  Sa- 
turnino Fernandez  González,  vecino  de  dicha  población  el  primero  y  de 
la  de  Sevilla  el  segundo,  sobre  que  ninguno  de  los  dos  usara  ni  utiliza- 
ra ninguna  clase  de  servidumbre  en  las  aguas  y  cauce  de  la  fábrica  de 
la  Barcenilla,  propia  de  la  demandante;  pidiendo  además  que  para  la 
citación  del  expresado  D.  Saturnino  se  librara  exhorto  al  Juzgado  mu- 
nicipal de  Sevilla,  lo  cual  se  verificó;  y  no  habiéndose  presentado,  se 
celebró  el  acto  conciliatorio  solamente  con  asistencia  de  D.  Tomás,  no 
habiéndose  logrado  avenencia,  y  dándose  por  terminado  el  acto: 

Resultando  que  á  consecuencia  del  despachado  exhorto,  D.  Satur- 
nino Fernandez  acudió  al  Juez  municipal  del  distrito  de  la  Magdalena 
de  Sevilla  proponiendo  la  inhibitoria  del  de  Reinosa,  como  se  verificó, 
fundándose  el  Juzgado  requi rente  en  el  art.  204  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  y  en  el  300  de  la  orgánica  del  poder  judicial,  que  conceden 
la  competencia  para  actos  de  conciliación  al  Juez  de  la  residencia  del 
demandado :. 

Resultando  que  el  municipal  de  Reinosa  sostuvo  su  competencia 
por  ser  dos  los  demandados,  apoyado  en  el  art.  308  de  la  citada  ley  de 
organización  del  poder  judicial,  y  en  que  el  requerimiento  de  inhibi- 
ción llegó  á  Reinosa  cuando  ya  se  habia  celebrado  el  acto  de  concilia- 
ción referidos 

Resultando  que  para  resolver  la  contienda  de  jurisdicción  uno  y 
otro  Juzgado  han  remitido  sus  actuaciones  á  este  Supremo  Tribunal, 
donde  se  ha  oido  al  Ministerio  público : 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Joaquín  José  Cervino : 
Considerando  que  la  presente  competencia  se  halla  entablada  en 
tiempo,  porque  no  es  imputable  á  D.  Saturnino  Fernandez  que  el  re- 
querimiento de  inhibición  llegase  á  Reinosa  cuando  ya  en  esta  villa  se 
habia  celebrado  el  acto  conciliatorio  con  asistencia  solamente  del  otro 
demandado: 

Considerando  que  aunque  los  artículos  204  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  y  300  de  la  orgánica  del  poder  judicial  conceden  la  com- 
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petencia  al  Juez  municipal  del  domicilio  del  demandado,  se  refieren  al 
caso  en  que  éste  sea  uno  y  no  más,  lo  cual  no  sucede  en  el  presente: 

Considerando  que  aunque  el  párrafo  segundo,  regla  i*  del  art.  308 
de  la  citada  ley  de  organización  del  poder  judicial  se  refiera  á  los  juicios 
en  que  ya  se  entabló  acción,  y  no  á  los  actos  conciliatorios  que  sólo  se 
celebran  para  entablarla  luégo,  debe  aplicarse  por  analogía  la  disposi- 
ción en  dicho  párrafo  contenida,  la  cual  dispone  que  cuando  una  fie- 
manda  de  dirija  simultáneamente  contra  dos* ó  más  personas  residentes 
en  distintos  pueblos,  sea  Juez  competente  el  del  domicilio  de  cualquie- 
ra de  los  demandados,  á  elección  del  demandante; 

Se  declara  que  el  Juez  municipal  de  dicha  villa  de  Reinosa  es  el 
competente  para  conocer  en  el  acto  de  conciliación  á  que  Doña  Rosalía 
Bustamante  citó  á  D.  Tomás  y  Ü.  Saturnino  Fernandez  González;  re- 
mítansele unas  y  otras  diligencias,  dándose  conocimiento  de  esta  reso- 
lución al  del  distrito  de  la  Magdalena  de  Sevilla,  y  publíquese  en  la 
Gaceta  dentro  de  los  diez  dias  siguientes  al  de  su  fecha,  y  á  su  tiempo 
en  la  Colección  legislativa.  —  (Sentencia  publicada  el  20  de  Febrero  de 
1877,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  16  de  Abril  del  mismo  año). 

121 

Recurso  de  casación  (20  de  Febrero  de  4877). — Abandono  de 
un  cargamento. — Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Su- 
premo no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Cár- 
los  Hoppe  y  Compañía  contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de 
la  Audiencia  de  Burgos,  en  pleito  seguido  con  D.  Agustin  González 
Gordon,  y  se  resuelve: 

\°  Que  al  condenar  á  una  compañía  de  seguros  al  pago  de  lo  esti- 
pulado declarando  procedente  el  abandono  de  un  cargamento,  no  se  in- 
fringe la  ley  del  contrato  consignado  en  la  póliza,  ni  el  art.  861,  pár- 
rafo 2o  del  Código  de  Comercio,  si  además  de  existir  una  cláusula  en 
que  se  establece  que  el  seguro  se  hacia  á  pérdida  total,  la  Sala  sen- 
tenciadora se  funda  no  solamente  en  esa  cláusula ,  sino  en  las  demás 
de  la  póliza,  que  fueron  también  base  del  contrato ,  entre  las  que  se 
consignó  una  expresiva  de  que  en  las  pérdidas  totales  ó  en  que  proceda 
legalmente  el  abandono,  la  Compañía pag aria  el  valor  asegurado  sin 
descuento ; 

Y  2o  Que  tampoco  se  infringen  los  artículos  900  y  901  del  Código 
de  Comercio,  porque  en  los  casos  taxativos  señalados  en  el  último 
por  los  que  tiene  lugar  el  abandono,  está  el  naufragio  con  entera  inde- 
pendencia de  la  pérdida,  total  de  las  cosas  aseguradas,  otro  de  los  del 
mismo  artículo,  sin  que  en  ninguno  de  ellos  ni  en  los  demás  del  Códi- 
go se  haga  la  aclaración  de  que  el  naufragio  se  limite  á  la  nave  ase- 
gurada . 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  20  de  Febrero  de  1877,  en  los  au- 
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tos  que  ante  Nós  penden  por  recurso  de  casación  seguidos  ante  arbi- 
tros y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Búrgos  por  D.  Agustín 
Conzalez  Gordon  con  D.  Cárlos  Hoppe  y  Compañía  como  agentes  ge- 
nerales de  la  de  seguros  marítimos  lloyd  Suizo  domiciliado  en  Win- 
terthus  sobre  abandono  de  un  cargamento: 

Resultando  que  según  póliza  de  31  de  Octubre  de  1 874  el  D.  Cárlos 
Hoppe  y  Compañía,  como  agentes  generales  en  España  de  la  sociedad 
éle  seguros  marítimos  Lloyd  Suizo  domiciliada  en  Winterthus  asegu- 
raron mediante  el  premio  de  uno  y  cuartillo  por  100  á  D.  Agustín 
González  Gordon  por  cuenta  y  riesgo  de  quien  correspondiere,  la  can- 
tidad de  100.000  rs.  á  cuenta  de  2 00. 000,  valor  del  cargamento  de  pie- 
zas de  caoba  y  cedro  que  desde  aquel  puerto  do  Santander  conducía 
á  Barcelona  la  corbeta  española  Juanita,  Capitán  Joruria,  bajo  la  con- 
dición particular  de  que  éste  seguro  se  hacia  a  pérdida  total  y  las  ge- 
nerales impresas  en  la  póliza  en  las  cuales  se  expresa;  en  el  art.  Io que 
la  Compañía  lomaba  á  su  cargo  con  arreglo  al  art.  861  del  Código  de 
Comercio  todos  los  riesgos,  pérdidas  y  daños  que  acaecieren  á  los  ob- 
jetos asegurados  conducidos  bajo  de  cubierta,  por  varamento  ó  empe- 
ño de  la  nave,  con  rotura  ó  sin  ella,  por  tempestad,  naufragio,  abor- 
daje casual,  cambio  forzado  de  ruta  de  viaje  ó  de  buque,  por  echazón, 
fuego,  apresamiento,  saqueo,  embargo  por  órden  del  Gobierno,  reten- 
ción por  órden  de  potencia  extranjera,  represalias  y  generalmente  por 
todos  los  accidentes  y  riesgos  de  mar,  incluso  el  conocido  con  el  nom- 
bre de  baratería  de  patrón  :  en  el  art.  2o  que  la  averia  simple  sobre 
cal,  cristalería,  cueros,  salados,  fósforos,  frutas  verdes  y  secas,  legum- 
bres verdes  y  semillas  á  granel,  libros,  estampas  y  litografías,  lanas 
sin  lavar,  líquidos  en  botellas,  lozas,  porcelana,  pólvora,  metales  oxi- 
dables, mantecas  y  grasas,  pescado  seco  y  salado,  sal,  salitre  y  zuma- 

2ue,  había  de  proceder  precisamente  de  naufragio,  varamento  casual 
fortuito,  choque  ó  abordaje,  para  ser  de  la  responsabilidad  de  la 
Compañía,  en  cuyo  caso  se  pagaría  bajo  la  franquicia  de  15  por  100:  en 
el  5o,  que  en  las  averias  gruesas  sobre  mercaderías,  la  Compañía  pa- 
garía su  importe  integro  y  en  las  simples  los  excedentes  de  los  tantos 
por  100  que  se  designaban  en  la  nomenclatura  que  se  refiere:  en  el  6o, 
que  las  averías  particulares  que  en  vez  de  un  quebranto  material  se 
produzcan  únicamente  de  gastos  ocasionados  por  fuerza  mayor  insu- 
perable de  mar,  serian  á  cargo  de  la  Compañía  aseguradora  siempre 
que  excedieran  del  3  por  100 ;  y  en  el  8°,  que  en  las  pérdidas  totales  ó 
en  que  proceda  legalmente  el  abandono,  la  Compañía  pagaría  el  valor 
asegurado  sin  deducción  alguna;  y  en  el  12,  que  todas  las  averías, 
daños  y  pérdidas  que  con  arreglo  á  la  ley  mercantil  y  á  las  condiciones 
de  esta  póliza  fuesen  á  cargo  cíe  la  Compañía,  se  justificarían,  y  serian 
pagadas  en  aquella  plaza  de  Santander  al  portador  de  la  póliza  á  los 
diez  días  de  aprobado  el  arreglo  de  averias  ó  de  admití  Jo  el  abandono 
ó  de  la  decisión  arbitral  en  los  casos  de  discordia:  que  las  diferencias 
que  sobre  el  cumplimiento  de  esta  póliza  pudieran  suscitarse  entre  el 
asegurado  y  la  Compañía  se  someterían  al  juicio  de  arbitros :  y  que  se- 
ria válida,  como  hecha  de  buena  fe,  la  presente  póliza  áun  cuando  en 
ella  se  omitiese  cualquiera  de  las  formalidades  prescritas  en  el  art.  841 
del  Código  de  Comercio: 

Resultando  que  en  23  de  Noviembre  de  dicho  año  de  1874  el  Capi- 
tán D.  Cosme  Joruria  expidió  conocimiento  de  haber  recibido  á  bordo 
y  bajo  cubierta  de  la  barca  Juanita  de  Bilbao  anclada  en  aquel  puerto 
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de  Santander  próximo  á  emprender  viaje  para  el  de  Barcelona,  de  Don 
Agustín  González  Gordon  579  piezas  de  caoba  y  cedro  de  que  se  daba 

Sor  entregado  á  su  satisfacción,  y  llegado  que  fuese  á  salvamento  con 
icho  buque,  se  obligaba  á  hacer  la  entrega  en  el  citado  puerto  ó  en 
el  que  se  diese  por  cumplido  su  registro  á  la  orden,  y  que  veriñcada  la 
entrega  le  había  de  satisfacer  por  flete  y  conducción  20.000  rs.  por 
todo: 

Resultando  que  en  carta  de  28  de  Diciembre  del  mismo  año  de  1874 
Sangines  sobrino,  de  Bilbao,  comunicó  á  D.  Agustín  González  Gordon 
que  el  H  de  aquel  mes  se  perdió  en  la  playa  de  Algorta  la  barca  Jua- 
nita, Capitán  Joruria,  pereciendo  ahogados  siete  tripulantes  de  los 
doce  que  llevaba,  y  que  hacia  ocho  dias  murió  el  Capitán,  que  se  salvó 
del  naufragio' con  una  pierna  rota  :  que  inmediatamente  que  tuvo  co- 
nocimiento del  naufragio  se  trasladó  el  12  por  la  mañana  al  lugar  del 
siniestro,  y  viendo  que  era  preciso  que  alguno  se  hiciera  cargo  del 
•cargamento  de  madera  que  conducía  dicho  buque ,  para  evitar  que  se 
lo  llevaran,  como  sucedió  inmediatamente  con  los  restos  del  barco, 
tomó  determinaciones  y  puso  gente  para  recoger  las  piezas  de  madera 
según  las  arrojaba  el  mar,  y  cuidar  de  ellas  hasta  que  se  procurase 
sacarlas  de  la  playa  y  conducirlas  á  otra  parte  :  que  todo  esto  lo  hizo 
como  comisionado  que  era  en  aquella  plaza  de  Bilbao  de  la  Compañía 
de  seguros  Lloyd  Suizo  en  la  duda  de  si  dicha  Compañía  tendría  ase- 
gurado el  cargamento,  y  considerando  que  de  todos  modos  trabajaba 
en  favor  del  dueño  del  mismo;  que  lo  ocurrido  puso  en  conocimiento 
de  D.  Cárlos  Hoppe  y  Compañía  comisionados  generales  de  Lloyd  Sui- 
zo, cruienes  le  contestaban  que  ellos  tenían  asegurado  el  cargamento  á 
pérdida  total  y  que  aunque  el  barco  se  perdió,  como  se  había  salvado 
ía  mayor  parte  de  la  carga,  no  procedía  el  abandono  que  Gordon  ha- 
cia, y  que  se  entendiera  con  él  sobre  el  asunto  :  que  por  lo  tanto  le 
participaba  lo  sucedido,  añadiendo  que  en  toda  la  semana  quedaría 
frente  á  Portugalete  en  las  arenas  la  madera  salvada  del  cargamento 
de  la  Juanita^  que  según  cálculo  aproximado  eran  500  piezas;  y  que 
habia  tomado  esta  determinación  porque  en  Agosto  era  imposible  car- 

Í jarlas  en  buque  de  vela  ni  vapor  y  de  lodos  modos  habia  que  llevar- 
as á  las  arenas ;  que  esperaba,  pues,  que  á  vuelta  de  correo  le  diese 
sus  instrucciones  amplias,  bien  para  embarcarlas  ó  para  tomar  otra 
determinación  ,  pues  era  conveniente  evitar  gastos  y  resolver  pronto 
lo  que  se  habia  de  hacer. 

Resultando  que  á  esta  carta  contestó  el  D.  Agustín  González  GorT 
don  en  8  de  Enero  de  1875  que  sólo  tenia  que  decirle  que  teniendo  he- 
cho y  repetido  el  abandono  de  la  cosa  asegurada  no  le  tocaba  darle 
órdenes  ni  instrucciones  sobre  el  particular,  debiendo  de  entenderse 
acercado  él  con  D.  Cárlos  Hoppe  y  Compañía  en  su  cualidad  de  repre- 
sentante del  referido  Lloyd  Suizo: 

Resultando  que  con  efecto  el  D.  Agustín  González  Gordon,  en  car- 
ta de  21  de  Diciembre  de  1874,  habia  manifestado  al  D.  Cárlos  Hoppe 
y  Compañía  que  ya  tenian  conocimiento  de  la  desgraciada  suerte  de  la 
corbeta  Juanita,  de  Bilbao,  Capitán  Joruria,  que  habia  naufragado  en 
la  costa  de  Vizcaya  :  que  por  la  presente  y  con  arreglo  á  la  primera 
condición  de  su  póliza  y  artículos  861  y  901  del  Código  de  Comercio 
hacía  abandono  de  las  maderas  aseguradas  por  la  Compañía  de  su  re- 
presentación en  la  mencionada  póliza;  y  que  en  su  consecuencia  y  con 
arreglo  al  art.  8o  de  las  condiciones  generales  de  la  citada  póliza,  se 
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servirían  poner  á  su  disposición  los  reales  vellón  100.000  que  por  su 
dicha  póliza  le  fueron  asegurados  con  fecha  31  de  Octubre  sobre  la  mi- 
tad del  mencionado  cargamento  y  sobre  cuya  mitad  ningún  otro  segu- 
ro tenía  asegurado: 

Resultando  que  Hoppe  y  Compañía  contestaron  á  esta  carta  en 
22  del  propio  Diciembre,  diciendo  á  González  Gordon  que  no  procedia 
el  abandono  que  pretendía;  pues  si  bien  era  cierto  que  la  corbeta  Jua- 
nita, de  Bilbao,  pereció  completamente  en  la  costa  de  Vizcaya,  tam- 
bién lo  era  que  su  cargamento  se  habia  salvado  casi  en  su  totalidad;  y 
como  quiera  que  éste  por  su  naturaleza  no  habia  perdido  ni  estaba  ex- 
puesto á  perder,  por  el  daño  que  habia  recibido  de  las  tres  cuartas 

S artes  de  su  valor,  este  siniestro,  de  conformidad  con  el  mismo  art.  901 
el  Código  de  Comercio  que  se  invocaba,  debia  considerarse  como  un 
caso  de  avería  simple:  que  el  representante  del  Lloyd  Suizo  en  Bilbao 
acudió  al  salvamento  de  dicho  cargamento  como  pudo  hacerlo  cual- 
quiera otro,  y  sería  un  absurdo  apoyarse  en  esta  cirsunstancia  para 
nacer  el  abandono  que  no  se  le  intimó  ni  podía  intimársele  por  nadie, 
pues  para  nada  habia  intervenido  en  el  contrato  del  seguro,  obrando 
sólo  en  beneficio  de  quien  correspondiese: 

Resultando  que  en  otra  carta  del  28  del  indicado  Diciembre  el  Don 
Agustín  González  Gordon  manifestó  en  contestación  á  Hopps  y  Com- 
pañía que  la  calificación  de  avería  simple,  tratándose  de  mercancías  de 
que  el  mar  se  apoderó,  carecía  completamente  de  sólida  razón  y  no 
podían  encontrar  en  el  Código  ningún  artículo  que  á  semejante  sinies- 
tro llame  avería  simple,  y  que  todo  cuanto  se  hubiese  salvado  habia 
sido  arrojado  por  el  mar  ó  extraído  por  las  aguas  en  pequeñas  fraccio- 
nes: que  insistía  y  hacia  abandono  de  las  maderas  que  aseguraron  en 
virtud  del  naufragio  y  rotura  completa  del  buque  que  las  conducía  con 
arreglo  al  caso  2o  del  art.  901  y  con  arreglo  también  al  art.  861  y  á  la 
primera  condición  del  contrato  del  seguro: 

Resultando  que  en  carta  de  30  del  propio  Diciembre  Hoppe  y  Com- 
pañía contestaron  al  González  Gordon  que  les  era  imposible  aceptare! 
abandono  que  pretendía,  y  si  creía  deber  insistir  en  él  le  agradecerían 
acudiese  lo  ántes  posible  al  Tribunal,  pues  obrando  como  obraban  am- 
bos de  buena  fe  les  interesaba  igualmente  ver  terminado  pronto  este 
asunto  :  que  por  carta  que  babian  recibido  de  Sangines  sobrino,  sa- 
bían le  habia  escrito  pidiéndole  instrucciones  sobre  lo  que  habia  de  ha- 
cer con  la  madera,  y  como  lo  que  convenia  era  evitar  gastos  todo  lo 
posible,  le  rogaban  le  diese  las  ordenes  que  creyera  oportunas,  lo  que 
no  creian  pudiera  perjudicarle  en  manera  alguna  y  sí  redundaría  en  be- 
neficio de  la  parte  que  debiera  responder  de  la  avería: 

Resultando  que  en  vista  de  esta  carta  el  D.  Agustín  González  Gor- 
don manifestó  á  Hoppe  y  Compañía  que  insistiendo  éstos  en  su  oposi- 
ción al  abandono  que  les  tenía  hecho  de  la  madera  asegurada  en  su 
Compañía,  era  llegado  el  caso  de  que  sin  pérdida  de  momento  proce- 
dieran á  la  resolución  de  sus  diferencias  por  medio  de  arbitrios:  que 

Sara  ello  estaba  pronto  á  la  formalizacion  de  la  escritura,  compon- 
iéndose en  ella  no  sólo  lo  principal  que  tenía  reclamado,  sino  también 
los  intereses  á  contar  desde  aquel  dia  y  las  costas  que  en  el  juicio  se 
siguieran  :  y  que  así  lo  tenia  por  de  su  derecho  como  igualmente  el  de 
no  hacerse  cargo  ni  dar  disposición  alguna  sobre  la  madera  salvada  y 
en  poder  del  representante  de  la  Compañía,  á  quien  también  en  aquel 
dia  se  lo  hacía  conocer: 


Digitized  by  Google 


46  JURISPRUDENCIA  CIVIL. 

I 

Resultando  que  por  escritura  pública  de  20  de  Enero  de  1875,  el 
Don  Agustín  González  Gordon  y  I).  Cárlos  Hoppe  y  Compañía,  estos 
en  la  cualidad  expresada  de  agentes  generales  del  Lloyd  Suizo,  ha- 
ciendo mérito  de  los  antecedentes  expuestos,  otorgaron  :  primero,  que 
nombraban  por  jueces  árbilros  á  los  Licenciados  D.  Bartolomé  Bengoa 
y  D.  Fulgencio  Serrano,  Abogados  en  aquella  ciudad,  el  primero  por 
parte  de  l).  Agustín  González  Gordon  y  el  segundo  por  la' de  la  Com- 
pañía de  Seguros  Lloyd  Suizo :  segundo,  que  hacian  este  nombramien- 
to al  objeto  de  que  con  arreglo  á  derecho  y  por  los  trámites  estable- 
cidos en  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  conocieran,  decidieran  y  falla- 
sen como  tales  jueces  «Arbitros  la  cuestión  ó  diferencia  mencionada  con 
todas  sus  incidencias,  ó  sea  la  procedencia  ó  no  del  referido  abandono 
de  la  madera  asegurada  con  sus  legítimas  consecuencias,  determinan- 
do también  lo  que  considerasen  justo  respecto  al  pago  de  costas  :  ter- 
cero, que  para  el  caso  de  discordia  entre  dichos  árbitros  nombraban 
de  común  acuerdo  como  tercero  para  que  la  dirimiese,  según  derecho, 
al  Licenciado  D.  Fernando  Calderón  de  la  Barca:  y  sexto,  que.  estipu- 
laban asimismo  una  multa  de  i. 000  pesetas  para  él  caso  de  apelación, 
cantidad  que  para  poder  ser  oídos  debería  pagar  el  que  se  alzase  del 
fallo  arbitral  al  que  se  conformase  con  él  : 

Resultando  que  hecho  saber  á  las  partes  en  providencia  de  29  de 
Enero  que  en  el  término  de  10  dias  formulasen  sus  pretensiones  y  pre- 
sentasen los  documentos  en  que  las  apoyaran  respectivamente,  por 
Don  Agustín  González  Gordon  en  escrito  de  12  de  Febrero  siguiente 
se  solicitó  que  en  definitiva  se  declarase  procedente  y  admisible  el 
abandono  de  la  mitad  de  la  caoba  y  cedro  embarcadas  en  la  menciona- 
da corbeta,  y  que  en  su  consecuencia  se  condenase  á  D.  Cárlos  Hoppe 
y  Compañía,  agentes  generales  en  España  de  la  Compañía  de  Segu- 
ros Lloyd  Suizo,  á  que  dentro  del  término  de  10  dias  satisfaciesen 
en  aquella  plaza  al  asegurado  25.000  pesetas  montante  del  seguro, 
condenando!*  así  bien  al  abono  de  los  intereses  legales  sobre  la  expre- 
sada cantidad  ,  n  contar  desde  el  8  del  mes  anterior  y  á  todas  las  cos- 
tas causadas  y  que  se  causasen  ;  fundándose  en  que  por  consecuencia 
del  naufragio  de  dicho  buque,  en  el  que  se  ahogaron  siete  de  sus  tri- 
pulantes, muriendo  el  capitán  á  los  pocos  días,  se  hizo  aquel  pedazos 
quedando  á  merced  del  mar  la  madera  asegurada  según  era  público  y 
notorio;  por  lo  que  considerándose  con  derecho,  atento  este  triste  su- 
ceso y  lo  dispuesto  en  los  artículos  861  y  901  del  Código  de  Comercio, 
hizo  abandono  de  la  cosa  asegurada  por  su  carta  de  21  de  Diciembre 
de  1 874 ,  siendo  procedente  su  admisión  sin  embargo  de  las  aprecia- 
ciones que  se  habían  hecho  por  los  aseguradores  en  sus  cartas  de  22  y 
30  del  propio  Diciembre,  áun  cuando  se  hubieran  recogido  á  salvo  la 
mayor  parte  de  las  maderas,  pues  que  no  se  estaba  en  el  caso  final 
sino  en  el  segundo  de  los  prefijados  en  el  citado  art.  901 ,  ó  sea  en  el  de 
naufragio  que,  por  sí  sólo  y  sean  las  que  fueren  sus  resultas,  daba  de- 
recho al  ejercicio  del  expresado  recurso  según  la  ley,  la  doctrina  gene- 
ralmente profesada  por  autores  de  mayor  nota  en  derecho  mercantil 
y  la  práctica  de  continuo  observada  en  todas  partes: 

Resultando  que  la  Sociedad  Hoppe  y  Compañía  al  contestar  á  la 
demanda  excepcionó  que  el  seguro  se  hizo  á  pérdida  total  al  precio  de 
uno  y  cuarto  por  100  sobre  el  valor  de  la  mitad  del  cargamento  y 
cantidad  mencionada  en  la  demanda;  que  si  naufragó  la  corbeta  Jua- 
nita destrozándose  el  casco  completamente,  se  salvó  el  cargamento 
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casi  en  totalidad,  teniéndolo  á  su  disposición  asegurado  en  el  embar- 
cadero de  las  Arenas,  frente  á  Portugalete;  y  que  si  dicho  asegurado 
se  había  apresurado  á  hacer  abandono  de  aquel,  se  negó  á  hacerse 
cargo  de  las  maderas  salvadas  y  á  tomar  disposición  alguna  acerca  de 
ellas,  por  lo  que  declinaron  los  agentes  del  Lloyd  Suiio  sobre  aquella 
responsabilidad  de  las  pérdidas,  dafns  y  perjuicios  que  ocurrieran, 
negándose  sus  representados  terminantemente  á  la  admisión  del  aban- 
dono, atendidas  las  consideraciones  que  constaban  en  sus  carias  antes 
citadas  de  que  hizo  mención,  por  lo  que  y  alegando  en  su  abono  los 
fundamentos  de  derecho  que  creyó  pertinentes,  concluyó  pidiendo 
que  se  declarase  no  procedia  la  reclamación  que  hacía  D.  Agustín 
González  Gordon  del  importe  asegurado  por  el  cargamento  de  made- 
ras embarcado  en  la  repetida  corbeta  Juanita,  ni  el  abandono  en  que 
se  fundaba,  mediante  no  haber  ocurrido  pérdida  total  del  mismo,  ab- 
solviendo por  consiguiente  á  la  Compañía  de  la  demanda  de  aquel  en 
tan  infundado  concepto,  con  expresa  imposición  de  las  costas: 

Resultando  que  recibido  el  juicio  á  prueba,  de  la  practicada  á  ins- 
tancia de  Hoppe  y  Compañía  aparece  que  reconocidas  por  un  maestro 
ebanista  las  oil  piezas  de  caoba  y  cedro  salvadas  del  naufragio  de  la 
barca  Juanita,  no  encontró  más  perjuicio  en  ellas  que  la  poca  agua 
que  hubieran  tomado,  la  cual,  en  su  concepto,  no  hacía  desmerecerá 
éstas  más  de  un  2  ó  3  por  100  de  su  primitivo  valor,  según  certiticado 
que  habia  expedido  á  petición  de  Sangines  sobrino  el  \  'á  de  Febrero, 
en  cuyo  contenido  y  tirina  se  ratificó  en  debida  forma  : 

Resultando  que  discordes  los  árbitros  nombrados  por  las  partes,  el 
tercero  designado  dictó  su  fallo  en  29  de  Mayo  de  1875,  declarando 
procedente  y  legítimo  el  abandono  hecho  por  D.  Agustín  González 
Gordon,  y  condenaba  á  D.  Cárlos  lloppe  y  Compañía  á  que  á  los 
40  dias  de  ser  firme  esta  sentencia,  le  paguen  los  100.000  rs.  del  segu- 
ro de  la  mitad  del  cargamento  de  que  se  trata  con  los  intereses  á  ra- 
zón de  6  por  Í00  al  año,  que  venzan  pasados  dichos  Í0  dias;  quedando 
por  de  la  Compañía  aseguradora  las  maderas  salvadas  en  proporción 
de  la  parte  asegurada,  sin  hacer  especial  condenación  de  costas  : 

Resultando  que  confirmada  dicha  sentencia  por  la  que  dictó  la 
Sala  de  lo  civil  cíe  la  Audiencia  de  Burgos  en  25  de  Octubre  de  1875, 
la  Sociedad  Hoppe  y  Compañía  interpuso  recurso  de  casación  por  ha- 
berse á  su  juicio  infringido  : 

1°  La  ley  del  contrato  consignada  en  la  pMiza  de  31  de  Octubre 
de  1874,  pues  habiéndose  pactado  en  ella  que  el  seguro  se  hacia  á 
pérdida  total,  se  mandaba  la  indemnización  á  pesar  de  haberse  salva- 
do la  casi  totalidad  de  la  cosa  asegurada. 

2o  El  art.  86 1  del  Código  de  Comercio  en  su  párrafo  S°  pues  no  ha- 
biendo pérdida  total  no  se  puede  declarar  el  abandono. 

3°  Los  artículos  900  y  901  del  mismo  Código,  porque  el  naufragio 
se  contrae  á  la  nave,  no  á  su  cargamento,  respecto  del  cual  el  mismo- 
artículo  exige  la  pérdida  total  de  las  cosas  aseguradas  ó  la  deteriora- 
ción de  las  mismas  que  disminuya  su  valor  en  tres  cuartas  partes  á  lo 
ménos  de  su  totalidad;  inteligencia  que  comprueba  el  art.  921  al  dejar 
en  lo  incierto  que  pueda  competir  ó  no  el  abandono  de  las  cosas  ase- 
guradas, no  obstante  el  hecho  fundamental  del  naufragio. 

4o  El  art.  903  del  citado  Código,  pues  resulla  parcial  el  abandono 
según  los  últimos  términos  del  fallo,  el  cual  infringe  también  la  ley  16, 
titulo  22  de  la  Partida  3a,  puesto  quo  se  falla  sobre  lo  no  solicitado, 
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en  atención  á  que  el  abandono  que  se  hace  en  las  cartas  de  González 
Gordon,  y  áun  en  la  misma  escritura  arbitral,  es  absoluto  y  sin  limita- 
ción alguna : 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Casimiro  Huerta  Murillo: 
Considerando  que  no  se  ha  infringido  la  ley  del  contrato  consigna- 
do en  la  póliza,  ni  el  art.  861 ,  párrafo  2°  del  Código  que  se  citan  en  los 
motivos  Io  y  2o  del  recurso,  porque  si  bien  en  una  cláusula  de  aquella 
se  estableció  que  el  seguro  se  hacía  á  pérdida  total,  y  esto  no  se  ha  ve- 
rificado, la  Sala  sentenciadora  se  ha  fundado  no  solamente  en  esa  cláu- 
sula, sino  en  las  demás  de  la  póliza,  que  fueron  también  base  del  con- 
trato, entre  las  que  está  la  8a,  expresiva  de  que  en  las  pérdidas  totales 
ó  en  que  proceda  legalmente  el  abandono,  la  Compañía  pagaria  el  valor 
asegurado  sin  descuento : 

Considerando  que  tampoco  se  han  infringido  los  artículos  900 
y  901  del  Código  de  Comercio,  porque  en  los  casos  taxativos  señalados 
en  el  último  por  los  que  tiene  lugar  el  abandono,  está  el  naufragio  con, 
entera  independencia  de  la  pérdida  total  de  las  cosas  aseguradas,  otro 
de  los  del  mismo  artículo,  sin  que  en  ninguno  de  ellos  ni  en  los  demás 
del  Código  se  haga  la  aclaración  de  que  el  naufragio  se  limite  á  la  nave 
gurada: 

Considerando  que  la  sentencia  recurrida  que  declaró  procedente  el 
abandono  hecho  por  D.  Agustín  González  Gordon,  y  condenó  á  Don 
Cárlos  Hoppe  y  Compañía  á  que  le  pagasen  los  i 00.000  rs.  del  seguro 
de  la  mitad  del  cargamento,  que  era  todo  lo  asegurado,  é  intereses, 
guarda  completa  conformidad  con  la  demanda  en  que  se  hacía  idéntjca 
petición,  por  lo  que  no  se  ha  infringido  la  ley  16,  tít.  22,  Partida  3a, 
ni  el  art.  903  del  Código  de  Comercio ; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Cárlos  Hoppe  y  Compañía,  á 

Íuienes  condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  la  cantidad  de 
.000  pesetas  que  depositaron,  que  se  distribuir;!  con  arreglo  á  la  ley; 
líbrese  la  correspondiente  certihcacion  á  la  Audiencia  de  Burgos,  con 
devolución  de  los  documentos  remitidos. — (Sentencia  publicada  el  20  de 
Febrero  de  1877,  é  inserta  en  la  Gacela  de  26  de  Julio  del  mismo  año.) 

122 

Recurso  de  casación  (20  de  Febrero  de  1877).  —  Reclamación 
de  pensiones  de  un  censo.  —  Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tri- 
bunal Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  D.  Rafael  de  Lianza  y  Esquivel  contra  la  sentencia  dictada  por  la 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con  D.  Salvador  Re- 
verter, y  se  resuelve : 

<°  Que  ti  los fundamentos  de  un  recurso  se  refieren  i  la  excepción  de 
prescripción  de  dominio,  que  no  se  ha  alegado  ni  sido  objeto  del  pleito, 
en  el  cual  sólo  se  pidió  y  se  ha  fallado  sobre  la  prescripción  de  la  ac- 
ción para  pedir,  son  inaplicables,  y  por  consiguiente  no  pueden  consi- 
derarse infringidas,  las  leyes  y  doctrinas  referentes  á  aquella  pres- 
cripción ; 
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7  2°  Que  la  disposición  del  capitulo  13  de  las  costumbres  generales 
de  Cataluña,  elevadas  á  ley  por  la  3a,  tít.  4o,  lib.  8o,  volumen  Io,  se 
refiere  al  caso  de  fincas  enclavadas  en  terreno  enfeudado,  que  se  presu- 
men ser  del  señor  del  feudo  miéntras  con  documentos  no  se  pruebe  lo 
contrario,  y  por  lo  mismo  no  es  aplicable  al  pleito  en  que  se  litiga  sobre 
la  totalidad  de  un  manso,  ni  puede  ser  infringida  por  la  sentencia. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  20  de  Febrero  de  1877,  en  el  pleito 

f>etuiiente  ante  Nós  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ey,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Arenys  de  Mar,  y 
en  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  por  D.  Ra- 
fael de  Lianza  y  Esquivel,  curador  del  menor  D.  Manuel  María  de 
Lianza  y  Pignatelli,  Duque  de  Solferino,  D.  Salvador  Reverter,  sobre 
reclamación  de  pensiones  de  un  censo. 

Resultando  que  D.  Francisco  Blanes  Carros,  Conde  de  Centellas, 
concedió  en  enfitéusis  por  escritura  de  9  de  Enero  de  1726  á  Jacinto 
Reverter  una  casa  y  heredad,  llamada  Manso  Bori,  que  poseia  en  su 
baronía  de  Villalva,  por  puro,  libre  y  franco  alodio,  con  el  pacto  de 
que  habia  de  satisfacer  el  cánon  anual  de  cuatro  cuarteras  de  trigo, 
tres  libras  y  un  par  de  gallinas,  reservándose  la  facultad  de  poder  pas- 
tar las  yerbas  de  las  tierras  y  el  dominio  directo  y  alodial  sobre  dicha 
heredad,  con  todos  ios  derechos  de  laudemio,  fadiga  y  demás  : 

Resultando  que  seguido  pleito  por  los  síndicos  de  Vallgorquina  con 
el  Conde  de  Centellas  sobre  validez  y  subsistencia  de  la  venta  que  en 
21  de  Noviembre  de  1599  les  otorgó  el  Conde,  de  la  jurisdicción  civil 
y  criminal,  mero,  misto  imperio,  alodios,  censos,  servidumbres,  laú- 
dennos y  demás  derechos  dominicales  que  pudieran  competir  al  Conde 
de  Cabrera  en  los  términos  y  parroquias  de  San  Amares  de  Vallgor- 
quina, Santa  María  de  Saserra  y  la  sufragánea  de  Santa  Eulalia  de  Ta- 
pióla, condenándose  al  Conde  á  dejar  expedita  la  posesión  de  cobrar 
los  derechos  que  percibía  en  dichas  parroquias,  á  excepción  de  los  que 
tal  vez  pudieran  corresponderle  con  respecto  á  la  jurisdicion  de  Santa 
María  de  Saserra,  con  devolución  de  frutos,  dictó  la  Audiencia  de  Bar- 
celona en  25  de  Abril  de  1828  sentencia  de  revista,  absolviendo  al  Con- 
de déla  demanda,  condenando  á  los  particulares  de  dicho  pueblo  á  pa- 
garle el  medio  diezmo  y  demás  prestaciones  reales  que  estaba  cu  pose- 
sión de  percibir,  excepto  los  que  tuvieran  origen  del  señorío  jurisdic- 
cional, con  arreglo  al  decreto  de  6  de  Agosto  de  1811,  para  lo  que  se 
reservaba  al  pueblo  y  también  al  Fiscal  el  derecho  que  les  compitiera, 
declarándose  además  que  en  la  condena  venían  comprendidos  los  par- 
ticulares de  la  parroquia  de  Santa  María  de  Villalva,  Saserra  y  su- 
fragánea de  Santa  María  de  Tapióla  : 

Resultando  que  la  referida  Audiencia,  por  auto  de  18  de  Diciembre 
de  1829,  mandó  que  sustanciaran  las  partes  aquella  causa  sobre  el 
punto  de  si  los  Condes  de  Centellas  estaban  en  posesión  de  percibir 
algunas  prestaciones  dentro  de  las  citadas  parroquias  ó  de  alguna  de 
ellas,  por  razón  de  la  jurisdicción,  sin  perjuicio  de  que  la  Condesa  viu- 
da de  Fuentes  y  de  Centellas  usara  de  su  derecho  ante  el  Alcalde  ma- 
yor de  Granollers,  para  exigir  censos,  laudemios  ú  otr;iS  prestaciones 
reales  de  los  que  poseyeran  fincas  que  estaban  bajo  señorío  : 

Resultando  que  fundado  en  la  escritura  de  1726,  entabló  D.  Manuel 
María  de  Lianza,  sucesor  del  estabiliente,  la  demanda,  objeto  de  este 
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pleito  contra  D.  Salvador  Reverter,  como  derecho-habiente  de^  D.  Ja 
cinto  Reverter,  en  las  que  expresando  que  desde  el  año  de  1 835  no  ha- 
bía podido  cobrar  ninguna  de  las  pensiones  establecidas  en  la  escritu- 
ra, á  pesar  de  tos  reclamaciones  hechas  al  demandado,  pidió  se  le  con- 
denase al  pago  de  I  .986  pesetas  50  céntimos  que  importaban  en  su 
totalidad  29  pensiones  que  se  concretaban  á  pedir  con  las  costas  é  in- 
demnización de  daños  y  perjuicios  : 

Resultando  que  D.  Salvador  Reverter  impugnó  la  demanda  por  ser 
el  derecho  reclamado  de  origen  feudal  ó  jurisdiccional,  y  por  lo  tanto 
abolido  por  las  leyes  vigentes  y  de  prescripción,  toda  vez  que  el  mis- 
mo demandante  consignaba  que  hacia  más  de  20  años  que  no  había  he- 
cho uso  del  derecho  activo  que  ejercitaba  : 

Resultando  que  desestimada  la  demanda  por  la  sentencia  revocato- 
ria que  en  27  de  Octubre  de  1875  dictó  la  Sala  primera  de  lo  civil  de 
la  Audiencia  de  Barcelona,  estimando  la  acción  de  prescripción,  inter- 
puso el  demandante  el  recurso  de  cusacion,  por  haberse  infringido  á  su 
juicio : 

\°  La  juiisprndencia  constante  del  Principado  sancionada  por  repe- 
tidisimos  fallos  de  la  Audiencia  de  Barceloua,  apoyada  por  el  testimo- 
nio de  los  escritures  prácticos  de  aquel  país,  que  eran  testigos  de  su 
jurisprudencia,  que  tenía  cuando  ménos  todos  los  requisitos  de  una 
costumbre  que  forma  ley,  de  que  el  dominio  directo  y  los  censos  ó  cá- 
nones enfíteuticos  en  Cataluña  nunca  han  sido  prescriptibles. 

2o  La  ley  7a,  Código  De  prescripCione  triginta  vel  cuadraginta  an~ 
norum ,  la  cual,  hablando  de  la  prescripción  de  la  acción  hipotecaria, 
expresa,  en  su  párrafo  7°  que  en  las  promesas,  legados  y  demás  obli- 
gaciones que  han  de  satisfacerse  por  años,  meses  ó  por  otro  determi- 
nado periodo,  el  tiempo  de  la  prescripción  ha  de  contarse,  no  desde  el 
origen  de  la  obligación  ,  sino  desde  el  principio  de  cada  año,  de  cada 
mes  y  de  cada  plazo,  consignando  de  una  manera  explícita  y  termi- 
nante que  laenfíteuta,  cualquiera  que  sea  el  tiempo  que  discurra, 
no  puede  prescribir  el  dominio  directo  ni  contra  el  dueño  directo. 

3°  La  doctrina  de  este  Tribunal  Supremo  de  que  quien  prescribe  ha 
de  poseer,  porque  sin  posesión  no  hay  prescripción ,  y  que  ha  de  po- 
seer para  si  y  no  en  nombre  y  representación  de  otro,  no  bastando  la 
posesión  material  ó  mera  tenencia  de  la  cosa,  como  el  arrendatario,  el 
colono,  el  Procurador  que  la  detenta,  no  para  sí  sino  para  el  dueño  de 
la  misma,  como  se  consigna  en  las  sentencias  de  <ft  de  Abril  de  I s 59 
y  1 8  de  Marzo  de  1 874,  doctrina  que  era  la  misma  de  la  ley  7a  Cod.  ci- 
tada, igualmente  que  de  la  2a  del  mismo  titulo,  según  las  cuales  el 
enfiieuta  no  puede  jamás  prescribir  el  dominio  directo,  demosirándolo 
asi  las  Constituciones  Ia,  tit.  31,  libro  4tí,  vol.  \°,  7a  y  Ia  y  2a,  tí t.  12, 
libro  4o,  2o  volumen,  conformes  con  lo  dispuesto  en  las  leyes  del  Có- 
digo De  jure  enphiteutico. 

4o  La  doctrina  según  la  cual  el  enfiieuta  tampoco  puede  prescribir 
el  dominio  directo  ni  suponerse  que  posee  en  concepto  de  tal  por  el 
sólo  hecho  de  haber  dejado  de  satisfacer  por  más  ó  ménos  tiempo  la 
pensión,  porque  n;>die  puede  cambiar  de  titulo  de  su  posesión  por  su 
sola  voluntad  y  no  mediando  el  consentimiento  de  aquel  por  quien  po- 
see, pudiendo  esto  ménos  hacerle  por  el  hecho  meramente  negativo  de 
dejar  de  satisfacer  el  cánon  por  un  tiempo  cualquiera  que  sea,  confor- 
me h>  declara  la  ley  5a,  Código  De  adguircnda  et  relinenda  posesione, 
pudiendo  solamente  un  acto  positivo  del  enfiieuta  ,  contradiciendo  eí 
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dominio  directo  en  (juien  lo  reclama  ,  al  igual  que  se  verifica  en  las 
servidumbres  negativas,  da  principio  á  un  término  de  prescripción. 

5o  La  sentencia  de  este  Supremo  Tribunal  de  9  de  Junio  de  1866, 
en  que  se  declaró  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
de  una  sentencia  que  reconocía  la  subsistencia  del  derecho  eniitéulico, 
sin  embargo  de  haberse  opuesto  la  prescripción. 

Y  6°  £1  capitulo  13  de  las  costumbres  generales  de  Cataluña,  eleva- 
das á  ley  por  la  3a,  tit.  4o,  libro  8o,  volúmen  Io,  según  el  cual  tenien- 
do uno  el  dominio  directo  de  todo  un  territorio,  se  presume  serlo  de 
todas  las  fincas  del  mismo  territorio,  y  si  algún  poseedor  de  una  finca 
cualquiera  pretende  tenerla  en  franco  alodio,  ha  da  probarlo  con  do- 
cumentos, sin  que  pueda  favorecerle  prescripción  alguna  de  tiempo, 
porque  cualesquiera  cosas  que  tenga  en  el  término  del  Castillo  se  re- 
putan en  feudo ,  á  no  ser  que  se  manifieste  lo  contrario,  y  el  vasallo  no 
puede  en  esto  prescribir  contra  el  señor;  debiendo  notarse  que  en  Cata- 
luña los  feudos  y  el  enfiteusis  se  rigen  por  las  mismas  leyes,  y  lo  esta- 
blecido para  los  primeros  es  aplicable  á  los  segundos: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Hilario  de  Igon : 

Considerando  que  los  cuatro  primeros  fundamentos  del  recurso  se 
refieren  á  la  excepción  de  prescripción  de  dominio  que  no  se  ha  alega- 
do ni  sido  objeto  del  pleito,  en  el  cual  sólo  se  pidió  y  se  ha  fallado  só- 
brela prescripción  de  la  acción  para  pedir,  por  lo  cual  ninguna  de  las 
leyes  ni  doctrinas  citadas  en  ellos  han  podido  ser  infringidas: 

Considerando  que  la  sentencia  vagamente  citada  en  el  quinto  fun- 
damento tampoco  contiene  declaración  de  docltina  que  haya  podido 
ser  infringida,  puesto  que  igualmente  se  debatió  en  el  pleito  á  que  se 
refiere  sobre  la  prescripción  de  dominio: 

Y  considerando,  por  último,  que  la  disposición  del  capitulo  13  de 
las  costumbres  generales  de  Cataluña,  elevadas  á  ley  por  la  3a,  tit.  4o, 
libro  8o,  volúmen  Io,  alegado  en  sexto  lugar,  se  refiere,  como  se  reco- 
noce al  hacerlo,  al  caso  de  fincas  enclavadas  en  terreno  enfeudado  que 
se  presumen  ser  del  señor  del  feudo  miéntras  con  documentos  no  se 
pruebe  lo  contrario,  y  por  lo  mismo  tampoco  es  aplicable  al  pleito  en 
qne  se  litiga  sobre  la  totalidad  de  un  mamo,  ni  podido  ser  infringido 
por  la  sentencia ; 

Fallamos  que  debemos  dechrar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Rafael  de  Lianza  y  Esquivel  en 
la  representación  indicada,  á  quien  condenamos  en  las  costas;  y  líbre- 
se á  la  Audiencia  de  Barcelona  la  certificación  correspondiente,  con  de- 
volución de  los  documentos  que  ha  remitido. —  (Sentencia  publicada 
el  20  de  Febrero  de  1 877,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  26  de  Julio  del  mis- 
mo año.) 
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Recurso  de  casación  (Í1  de  Febrero  de  1877).— Desembargo  de 
bienes. — Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Trihunal  Supremo  no  ha- 
ber lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  interpuesto  por  María 
del  Pino  Ojeda  contra  el  auto  dictado  por  la  de  justicia  de  la  Audiencia 
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de  las  Palmas,  en  pleito  con  D.  Juan  Cabrera  López,  y  se  resuelve: 
\ '  Que  el  recurso  de  casación  en  los  negocios  civiles  sólo  se  da  con- 
tra las  sentencias  definitivas  de  las  Audiencias,  entendiéndose  por  ta- 
les las  que  ter  minen  el  juicio  ó  las  que  recayendo  sobre  un  articulo  pon- 
gan término  al  pleito  haciendo  imposible  su  continuación  ; 

Y  2o  Que  el  auto  en  que  se  mandan  alzar  embargos  y  cancelar  ano- 
taciones preventivas,  ni  es  definitivo,  ni  pone  término  al  pleito,  ni  hace 
imposible  su  continuación. 

Resultando  que  convenido  en  acto  de  conciliación  que  D.  Juan  Ca- 
brera López  otorgase  escritura  de  compra  de  cierta  finca,  pagando 
su  importe,  y  señalados  diferentes  dias  para  la  celebración  del  contra- 
to sin  Itegar  á  conseguirlo,  se  dispuso  A  instancia  del  Cabrera  que  si  no 
se  otorgaba  la  escritura  el  il  de  Enero  por  causas  que  no  fuesen  im- 
putables al  mismo  Cabrera,  se  acordaría  el  desembargo  de  sus  bienes  y 
así  se  dispuso  por  el  Juzgado  de  las  Palmas  : 

Resultando  que  presentados  el  expresado  dia  H  de  Enero  de  1876 
comprador  y  Vendedor,  no  tuvo  efecto  el  otorgamiento  de  contrato 
por  no  haber  procurado  el  vendedor  libertar  la  finca  de  los  graváme- 
nes que  sobre  ella  pesaban,  ni  haber  promovido  la  liquidación  délos 
créditos  pendientes,  sus  intereses  y  las  costas  de  la  reclamación: 

Resultando  que  por  auto  de  18  de  Enero  el  expresado  Juez  de  Las 
Palmas,  considerando  que  la  escritura  no  se  otorgó  por  faltas  imputa- 
bles á  los  vendedores,  estimó  el  desembargo  de  los  bienes  del  compra- 
dor y  la  cancelación  de  las  anotaciones  preventivas  hechas  sobre  ellos, 
mandando  que  se  señalase  nuevo  dia  para,  otorgar  la  escritura  : 

Resultando  que  pedida  reposición  de  este  auto  por  la  viuda  Ojeda 
é  hijos,  declaró  no  haber  lugar  á  ella  el  Juez  de  las  Palmas  en  20  de 
Marzo,  y  que  apelado  para  ante  la  Audiencia  territorial  este  proveído, 
lo  confirmo  ésta  con  las  costas  por  el  suyo  de  26  de  Noviembre  del  año 
ultimo,  contra  el  cual  interpone  Doña  María  del  Pino  Ojeda  é  hijos  re- 
curso d«  casación,  citando  las  leyes  que  suponen  quebrantadas  : 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Fermin  de  Muro  : 

Considerando  que  el  recurso  de  casación  en  los  negocios  civiles 
sido  se  da  contra  las  sentencias  definitivas  de  las  Audiencias,  enten- 
diéndose por  tales  lasque  terminen  el  juicio  ó  las  gue  recayendo  sobre 
un  artículo  pongan  término  al  pleito  haciendo  imposible  su  conti- 
nuación : 

Considerando  que  el  auto  contra  el  que  se  recurre,  en  que  se  man- 
dan alzar  los  embargos  y  cancelar  las  anotaciones  preventivas,  ni  es 
definitivo,  ni  pone  término  al  pleito,  ni  hace  imposible  su  continua- 
ción, bajo  cuyo  supuesto  no  procede  la  admisión  del  recurso  ; 

Se  declara  no  haber  lugar  á  la  del  que  interpone  Doña  María  del 
Pino  Ojeda  y  sus  hijos  contra  el  expresado  auto  de  26  de  Noviembre 
último  dictado  por  la  Audiencia  de  Las  Palmas,  condenando  en  las 
cos'as  á  los  recurrentes. 

Dése  conocimiento  de  esta  resolución  á  la  expresada  Audiencia  y 
publiquese  á  su  tiempo  como  dispone  la  ley. 

Madrid  21  de  Febrero  de  1877.  —  ( (¿aceta  da  31  de  Julio  del  mis- 
mo año.) 
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Recurso  de  casación  (21  de  Febrero  de  1877  ).  —  Tercería  üe 
dominio  y  preferencia  de  créditos. — Se  declara  por  la  Sala  primera 
del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpues- 
to por  Doña  María  Ferrer  contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil 
de  la  Audiencia  de  Zaragoza, en  pleito  con  D.  Justo  Arévalo,  Conde  de 
Rodezno,  y  se  resuelve  : 

Io  Que  no  son  atendibles  los  motivos  de  casación  que  no  tienen  otro 
objeto  que  el  de  combatir  los  considerandos  de  la  sentencia ,  lo  cual, 
como  reiteradamente  ha  declarado  el  Tribunal  Supremo  ,  es  de  todo 
punto  ineficaz  'para  fundar  un  recurso  : 

2o  Que  limitándose  la  parte  dispositiva  de  una  sentencia  á  absolver 
de  la  demanda  de  tercería  propuesta  por  una  mujer  casada  en  el  jui- 
cio ejecutivo  seguido  contra  su  marido,  no  resuelve  que  las  deudas  de 
éste  se  paguen  con  los  bienes  de  aquella,  ni  aun  con  los  comunes  de 
ambos  cónyuges,  y  por  tanto  carece  de  oportunidad  la  cita  de  las  obser- 
vancias De  jure  dotium  : 

3o  Que  una  sentencia  que  resuelve  la  cuestión  de  fondo  debatida  en 
los  autos,  ó  sea  la  de  si  habia  ó  no  lugar  á  la  demanda  de  tercería,  no 
puede  infringir  los  artículos  2o  y  396  de  la  ley  Hipotecaria,  que  tratan 
únicamente  de  los  títulos  y  documentos  que  por  su  índole  están  sujetos 
á  inscripción  en  el  Registro  de  la  propiedad,  y  de  la  necesidad  de  este 
requisito  en  los  casos  que  el  último  expresa,  para  que  sean  admisibles 
en  juicio  ,  sin  que  sus  disposiciones  se  extiendan  á  decidir  acerca  de 
los  derechos  que  sobre  la  cosa  litigiosa  puedan  asistir  en  cualquier 
concepto  á  las  partes  contendientes ; 

Y  4o  Que  si  la  Sala  sentenciadora  ,  al  pronunciar  la  sentencia  ab 
solutoria  de  la  demanda,  se  ha  atenido  á  lo  alegado  y  ¡robado  en  autos, 
sin  que  contra  su  apreciación  se  cite  como  infringida  ley  ó  doctrina 
legal,  no  infringe  la  ley  3a,  tít.  22  de  la  Partida  3a,  que  manda 
que  debe  ser  dado  todo  juicio  catada  é  escodriñada  é  sabida  la  verdad 
del  fecho,  ni  infringe  ni  puede  infringir  tampoco  la  ley  2a,  tít.  16,  li- 
bro 10  de  ta  Novísima  Recopilación,  porque  ésta  se  halla  derogada, 
como  de  procedimiento  que  es  ,  por  el  arL  Kk\%  de  la  de  Enjuicia- 
miento civil. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  21  de  Febrero  de  1877,  en  los  autos 

3ue  ante  Nos  penden  por  recurso  de  casación  seguidos  en  el  Juzgado 
e  primera  instancia  del  cuartel  del  Pilar  de  la  ciudad  de  Zaragoza  y 
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en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  del  mismo  distrito  por  Doña  Ma- 
ría Ferrer  con  D.  Justo  Arévalo,  Conde  de  Rodezno,  y  con  Cesáreo  Es- 
tella, marido  de  aquella,  sobre  tercería  de  dominio  y  preferencia  de 
créditos  á  bienes  embargados  al  Cesáreo: 

Resultando  que  en  escritura  otorgada  en  la  ciudad  de  Zaragoza 
en  lo  de  Enero  de  1870,  Cesáreo  Estella  y  Ruiz  y  María  Ferrer  y  Loren 
dijeron  que  estaba  convenida  entre  ambos  la  celebración  do  legitimo 
matrimonio,  que  se  efectuaría  ultimadas  que  fuesen  las  publicaciones 
nupciales;  que  el  Cesáreo  Estella  declaraba  no  aportaba  al  matrimonio 
bienes  algunos  en  aquella  época,  en  razón  á  que  carecía  de  ellos  ;  que 
María  Ferrer  llevaba  de  su  exclusiva  propiedad  la  mitad  de  una  torre 
indivisa,  situada  en  el  término  de  Momblas,  de  dicha  ciudad,  y  le  cor- 
respondía en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  testamento  de  su  difunto  ma- 
rido Pedro  Navarro,  á  quien  pertenecía,  otorgado  en  la  ciudad  de  Za- 
ragoza en  19  de  Noviembre  de  1860,  estimando  el  valor  de  la  mitad  de 
dicha  torre  en  800  escudos,  pero  advirtiendo  que  esta  valoración  no 
tiene  más  objeto  que  cumplir  las  prescripciones  de  la  ley  Hipotecaria, 
puesto  que  tal  finca  la  aportaba  como  inestimada;  también  llevaba  la 
Ferrer  en  ropas,  muebles  y  menaje  de  casa,  estimadas  de  común  acuer- 
do en  3.084  rs.,  sin  que  tampoco  esta  estimaciou  causase  venta  ni  tu- 
viese más  objeio  que  dejar  consignada  la  opinión  del  marido,  si  á  la  di- 
solución del  consorcio  no  existieran  los  mismos  bienes;  también  lleva- 
ba María  Ferrer  un  crédito  de  600  rs.  contra  la  herencia  de  su  esposo, 
que  ha  satisfecho  la  misma,  en  virtud  de  sentencia  dictada  en  juicio 
verbal,  á  D  José  Laguna;  que  esta  capitulación  se  otorgaba  con  suje- 
ción á  las  siguientes  condiciones: 

Ia  Que  los  bienes  muebles  y  semovientes  aportados  ó  que  en  lo  su- 
cesivo se  aportasen  por  los  otorgantes  á  su  citado  matrimonio,  se 
habían  de  considerar  como  sitios,  y  como  tales  de  la  propiedad  de  am- 
bos cónyuges  que  los  hubieren  traído  y  de  sus  legítimos  habientes  de- 
rechos. 

.  2a  Que  los  que  adquirieran  durante  el  consorcio  por  título  lucrativo, 
fueran  de  aquel  de  ambos  cónyuges  que  así  los  hubiese  ó  heredase,  y 
los  que  se  acrecentasen  por  título  oneroso  se  dividirían  entre  el  sobre- 
viviente y  herederos  del  premoriente,  pagadas  que  fueran  hs  deudas: 

3a  Que  las  que  resulten  anteriores  al  matrimonio,  se  habían  de  pa- 
gar por  y  con  los  bienes  del  que  las  hubiese  contraído;  las  que  se  hi- 
cieren durante  él,  con  los  gananciales,  si  los  hubiese,  y  no  habiéndolos 
con  los  del  marido,  quien  hacia  libre  é  indemne  á  su  futura  esposa  de 
tales  débitos,  aunque  de  alguna  manera  los  hubiese  consentido. 

4a  Cesáreo  Estella  se  comprometía  y  obligaba  á  responder  de  todos 
los  bienes  muebles  y  demás  aportados  y  que  se  aportasen  por  su  espo- 
sa, de  que  él  mismo  declaraba  haberse  necho  cargo,  y  otorgaba  lacom- 
petenle  apoca,  ana  vez  advertido  por  el  Notario  de  que  confesado  re- 
cepto, según  lo  hacia,  no  habia  lugar  á  ninguna  reclamación,  aunque 
en  lo  sucesivo  se  justificase  no  haber  sido  cierta  la  entrega  en  todo  ó 
parte;  y  como  carecía  entónces  de  bienes  inmuebles,  se  comprometía 
á  constituir  hipoteca  sobre  los  primeros  que  adquiriera. 

5a  Que  el  sobreviviente  de  ambos  cónyuges  nabia  de  tener  y  gozar 
el  derecho  de  viudedad  universal  en  todos  los  bienes  muebles  y  sitos 
del  premoriente,  sin  que,  con  perjuicio  de  tal  derecho,  pudiera  éste 
disponer  de  cantidad  alguna. 

6a  En  lo  demás  no  expresamente  estipulado,  esta  capitulación  habia 
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de  quedar,  como  quedaba,  sujeta  á  lo  determinado  en  los  fueros  y  ob- 
servaciones de  Aragón. 

Resultando  que  en  5  de  Febrero  de  1873,  María  Ferrer,  mujer  de 
Cesáreo  Estella,  compareció  en  los  autos  ejecutivos  instadas  por  el 
Conde  de  Rodezno  contra  aquel,  incoando  demanda  de  tercería  de  do- 
minio y  de  preferencia  de  crédito  á  los  bienes  embargados,  fundándola 
en  que  Pedro  Navarro,  marido  en  primeras  nupcias  de  la  Ferrer,  por 
•  su  testamento,  que  otorgó  en  19  de  Noviembre  de  1860,  instituyó  por 
heredero  suyo  universal  á  Pablo  Navarro  y  Ferrer  y  á  los  demás  des- 
cendientes que  en  su  caso  le  resultaran,  previniendo  que  si  toda  la  des- 
cendencia moriasin  consumirlos  bienes  de  la  herencia  ni  disponer  de 
ellos,  recayeran  la  mitad  en  su  esposa  María  Ferrer,  y  la  otr:.  mitad  en 
sus  hermanos  Julián  v  Victoriano  Navarro ;  que  en  11  de  Octubre 
de  i  86!  murió  Pablo  Navarro  á  los  13  meses  de  edad,  sin  haber,  por  lo 
tanto,  consumido  ni  dispuesto  de  los  bienes  que  había  heredado  de  su 
padre;  que  en  15  do  Enero  de  1870,  la  Ferrer  contrajo  segundas  nup- 
cias con  el  Estella,  sin  que  éste  aportara  bienes  algunos  al  matrimonio, 
llevando  aquella  la  mitad  de  una  torre,  término  de  Momblas,  declaran- 
do la  habia  adquirido  en  virtud  á  lo  dispuesto  por  su  marido,  de  quien 
procedía;  que  aportó  también  ropas  y  otros  efectos  de  casa  que  fueron 
estimados  en  3.084  rs.,  sin  que  esta  estimación,  así  como  la  que  se  dió 
á  la  mitad  de  la  torre,  causase  venta;  pues  no  tuvo  otro  objeto  que  de- 
jar consignada  la  obligación  del  mari  o,  si  á  la  disolución  del  consor- 
cio no  existían  los  mismos  bienes:  que  la  Ferrer  llevó  también  un  cré- 
dito de  600  rs.  coutra  la  herencia  de  su  esposo,  que  la  misma  satisfizo 
en  virtud  de  sentencia  dictada  en  juicio  verbal  á  D.  José  Laguna;  que 
en  los  capítulos  matrimoniales  se  pactó  lo  que  queda  referido  al  ha- 
cer relación  de  ellos  anteriormente;  que  la  cantidad  reclamada  por  el 
Conde  de  Rodezno  al  Estella  constituye  una  deuda  propia  y  exclusiva 
del  mismo,  como  anterior  á  su  matrimonio  con  la  Ferrer,  pues  procede 
do  arriendos  de  lósanos  1867  y  1868  y  de  otros  conceptos  que  eran  de 
cuenta  única  y  exclusiva  de  CasAreo  Estella;  que  si  bien  liguran  en  la 
ejecución  500  rs.  por  el  arriendo  de  4870,  tal  arriendo  no  era  verdade- 
ro; pues  cesó  en  el  año  anterior,  y  debió  consignarse  en  el  documento 
base  de  la  ejecución  por  un  error  de  hecho;  y,  por  último,  que  al  pago 
de  la  cantidad  reclamada  por  el  Conde,  se  embargaron  una  yegua  con 
que  el  matrimonio  contaba,  y  la  mitad  de  los  arriendos  de  la  torre: 

Resultando  que  conferido  traslado  de  la  demanda  al  Conde  de  Ro- 
dezno, se  opuso  á  la  tercería,  exponiendo  que  era  cierto  que  María 
Ferrer,  por  la  razón  que  expresaba,  es  dueña  de  la  mitad  de  la  torre  del 
térmiuo  de  Momblas,  que  nadie  la  pedia,  y  cuya  mitad  de  producto  era 
lo  que  se  habia  embargado,  porque  los  productos  son  del  matrimonio; 
que  el  Conde  ha  reclamado  su  crédito  contraído  en  10  de  Junio  de  1870, 
según  resultaba  del  documento  base  de  la  ejecución,  con  el  cual  se 
constituyó  un  nuevo  contrato,  y  sólo  él  y  ta  novación  que  por  él  apa- 
rece, hacen  callar  en  derecho  todo  lo  que  de  antiguo  se  diga  respecto 
á  ese  crédito,  puesto  que  á  la  fecha  de  él  la  demandante  estaba  casada  ' 
con  el  ejecutado;  que  era  falso  que  el  año  de  1869  Estella  abandonara 
el  campo  que  dice  su  mujer,  pues  lo  abandonó  en  1870,  y  por  consi- 
guiente, era  cuenta  suya  el  arriendo  de  ese  año:  que  la  yegua  no  está 
exceptuada  de  ejecución,  porque  lo  dice  el  art.  951  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil;  y,  por  último,  que  aunque  la  mujer  de  Estella  pudie- 
ra pedir  la  exoneración  del  cumplimiento  á  la  obligación  que  el  Conde 


Digitized  by  Google 


56  JURISPRUDENCIA  CIWL. 

reclamaba  por  lo  que  dice  la  capitulación  matrimonial,  ni  ésta  se  halla 
registrada,  ni  se  constituyó  hipoteca  por  el  marido,  ni  la  mujer,  la 
puede  traer  ahora  para  sacar  indemne  su  haber  en  las  obligaciones 
contraidas  durante  el  matrimonio,  siempre  que  se  reclamase  en  la  for- 
ma que  se  ha  hecho  y  el  matrimonio  subsista: 

Resultando  que  por  no  haber  comparecido  Cesáreo  Estella  le  fué 
acusada  la  rebeldía,  siguiendo  este  pleito  por  lo  que  á  él  hace  con  los 
estrados  del  Juzgado : 

Resultando  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites,  ta  Sala  de  lo  ci- 
vil de  la  Audiencia,  por  sentencia  de  3  de  Febrero  de  1876,  confirmato- 
ria sustancialmente  de  la  del  Juez  de  primera  instancia,  declaró  no 
haber  lugar  á  la  demanda  de  tercería  deducida  por  María  Ferrer  á  ios 
bienes  embargados  á  su  marido  Cesáreo  Estella,  y  mandó  se  desglosase 
y  entregase  á  la  parte  que  la  presentó  la  escritura  de  capitulación  ma- 
trimonial, sin  dejar  copia  ni  razón  alguna  de  ella  en  autos  : 

Resultando  que  Doña  María  Ferrer  interpuso  recurso  de  casación 
por  conceptuar  infringidos : 

Io  El  fuero  declaralio  privilegii  generalis,  en  su  párrafo  que  em- 
pieza Item  que  como  fuero,  etc.,  en  el  cual  se  consigna  el  precepto 
de  que  ninguno  puede  infringir  ios  fueros,  aunque  de  la  infracción  se 
siga  un  bien  á  la  justicia;  por  cuanto  la  Sala  sentenciadora  invocaba 
en  sus  considerandos  la  observancia  De  rerum  anotarum,  y  el  fuero 
De  rebus  quas  mortua  uxore,  etc.,  para  declarar  que  las  deudas  con- 
traídas por  el  marrdo  ántes  del  matrimonio,  son  de  la  misma  condi- 
ción que  las  coni raídas  por  la  mujer,  cuando  la  observancia  citada 
sólo  trata  de  ésta. 

2o  Las  observancias  12,  47  y  57  De  jure  dotium,  las  cuales  determi- 
nan que  las  deudas  exclusivas  de  un  cónyuge  deben  pagarse  con  sus 
bienes  únicamente,  pues  que  la  deuda  de  Estella  á  favor  del  Conde  de 
Rodezno  era  exclusiva  del  marido,  como  lo  demuestra  el  que  aunque 
el  documento  estaba  suscrito  en  Junio  de  1870,  la  deuda  era  anterior 
al  matrimonio : 

3o  El  mismo  fuero  De  rebus  quas  mortua  uxore,  etc.,  invocado  en 
la  sentencia,  porque  no  contiene  el  principio  que  el  fallóle  atribuye,  y 
ménos  su  sentido  general,  pues  no  establece  que  el  marido  y  la  mujer 
hayan  de  ser  en  todos  los  casos  de  igual  condición,  y  sí  sólo  que  en  el 
particular  de  aventajas  á  que  se  contrae,  no  era  equitativo  y  racional 
que  fueran  tratados  con  tanta  desigualdad  como  la  que  resultaba  del 
fuero  antiguo,  según  el  cual,  muerto  el  marido,  la  mujer  al  hfteer  la 
partición  de  las  cosas  muebles  recibía  muchas  ántes  de  la  división,  al 
paso  que  muerta  la  mujer  el  marido  recibía  pocas. 

4o  La  ley  16,  til.  22,  Partida  3a,  y  la  doctrina  legal  derivada  de  la 
misma  y  admitida  por  la  jurisprudencia  de  este  Tribunal  Supremo  en 
sentencias  de  16  de  Octubre  de  1863,  18  de  Junio  de  1867,  y  otras  va- 
rias; porque  áun  suponiendo  aue  la  observancia  y  fuero  invocados  en 
el  folio  fueren  aplicables  en  abstracto  á  la  cuestión  litigiosa,  no  podia 
serlo  en  concreto  al  caso  de  este  pleito,  mediante  á  que  ni  se  citaron 
por  el  demandado  y  ni  siquiera  giró  el  debate  por  su  parte  en  el  con- 
cepto de  que  se  tratara  de  una  deuda  anterior  al  matrimonio,  sino  por 
el  contrario,  de  que  esa  deuda  bahía  sido  contraída  por  el  marido  du- 
rante el  consorcio:  que  tampoco  pudo  la  Sala  sentenciadora  declarar 

3ue  no  podia  surtir  efecto  en  este  pleito  la  condición  3a  de  la  escritura 
e  capitulaciones  matrimoniales  de  la  Ferrer  y  el  Estella,  obrante  en 
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autos;  porque  si  bien  el  Conde  de  Rodezno  achacó  á  aquel  documento, 
al  contestar  á  la  demanda,  que  no  se  bailaba  registrado,  no  dedujo  re- 
clamación alguna  en  este  sentido,  ni  en  la  segunda  instancia  se  quejó 
de  que  s*  hubiese  admitido;  y  bajo  tal  consentimiento  de  la  parte  ape- 
lada, la  Sala  sentenciadora  no  pudo  decretar  el  desglose  ó  repulsión  de 
aquella  escritura : 

5o  Los  artículos  J°  y  396  de  la  ley  Hipotecaria,  en  que  la  Sala  sen- 
tenciadora apoya  su  fallo,  por  no  haberse  tomado  razón  de  la  escritura 
de  capitulaciones  en  el  Registro  de  la  propiedad,  porque  como  limita- 
da dicha  capitulación  á  establecer  obligaciones  puramente  personales, 
no  constituía  ni  podía  constituir  Ututo  traslativo  de  dominio  de  bie- 
nes inmuebles,  ni  de  ningún  derecho  real  impuesto  sobre  los  mismos, 
aparté  de  que  no  se  trataba  en  este  pleito  de  perjudicar  derechos  rea- 
les que  el  demandado  hubiera  adquirido  sobre  bienes  'inmuebles  del 
Estella  con  posterioridad  á  la  capitulación,  sino  de  bienes  muebles  em- 
bargados, cuya  trasmisión  de  dominio  y  sus  modificaciones  no  están 
sujetas  á  registro,  y  porque  en  la  hipótesis  contraria  el  expresado  ar- 
ticulo 396,  si  bien  veda  admitir  en  juicio  ningún  documento  ó  escri- 
tura que  no  se  haya  tomado  razón  en  el  Registro  cuando  contenga  de- 
rechos reales  y  el  objeto  de  la  presentación  fuere  hacer  efectivo  en  per- 
juicio de  tercero  el  derecho  que  debió  ser  inscrito,  no  preceptúa  que 
una  vez  admitido,  como  lo  fué  la  escritura  de  capitulación,  se  haya  de 
repeler  después,  como  lo  hizo  la  Sala  sentenciadora,  quebrantando  de 
este  modo  además  la  propia  capitulación  ó  ley  particular  de  los  cita- 
dos esponsales,  y  la  doctrina  consignada  por  este  Tribunal  Supremo 
en  sentencia  de  9  de  Mayo  de  1863,  en  la  que  se  establece  que  si  en  la 
demanda  y  en  el  escrito  de  réplica  no  se  pide  una  cosa,  nada  puede 
decirse  en  el  fallo  respecto  de  ella: 

6o  Las  leyes  3a,  til.  2*2,  Partida  3a,  y  la  Ia,  tit.  16,  libro  \0  de  la 
Novísima  Recopilación,  y  la  doctrina  legal  derivada  de  las  mismas  y 
admitida  por  ra  jurisprudencia  de  los  Tribunales  de  que  las  sentencias 
definitivas  de  los  pleitos  deben  ajustarse  á  lo  alegado  y  probado  por  las 
partes,  ó  sea  á  la  verdad  que  los  juzgadores  hallasen  probada  en  aque- 
llos, puesto  que  independientemente  de  la  capitulación  repelida,  apa- 
rece por  reconocimiento  expreso  y  tácito  del  demandado,  que  eran 
ciertos  todos  los  extremos  contenidos  en  la  misma,  y  ninguno  de  los 
cuales  fué  impugnado  por  aquel  en  el  terreno  de  la  discusión  : 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Joaquín  Ruiz  Cañábate  : 

Considerando  que  los  motivos  Io  y  3o  no  son  atendibles,  porque  no 
tienen  otro  objeto  que  el  de  combatir  los  considerandos  de  la  senten- 
cia, lo  cual,  como  reiteradamente  ha  declarado  este  Tribunal  Supre- 
mo, es  de  todo  punto  ineficaz  para  fundar  el  recurso  de  casación  : 

Considerando  que  la  parte  dispositiva  de  la  sentencia  impugnada 
se  concreta  y  limita  á  absolver  de  la  demanda  de  tercería  propuesta 
por  Doña  María  Ferrer  en  el  juicio  ejecutivo  seguido  contra  su  mari- 
do á  instancia  del  Conde  de  Rodezno,  y  no  resuelve  que  las  deudas  de 
éste  se  paguen  con  los  bienes  de  aquella,  ni  ¿un  con  los  comunes  de 
ambos  cónyuges,  por  lo  que  cartee  de  oportunidad  la  cita  de  las  obser- 
vancias De  jure  dotium,  que,  como  infringidas,  se  alegan  en  el  se- 
gundo motivo : 

Considerando  que  tampoco  es  pertinente  la  cita  de  ¡a  ley  46,  títu- 
lo Ti  de  la  Partida  3a,  ni  la  de  las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo 
que  se  expresan  en  el  cuarto  motivo,  porque  la  decisión  judicial  de 
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que  se  trata  ha  recaído  sobre  lo  que  se  ha  pedido  en  la  demanda  ,  sin 
que  se  haya  extralimitado  como  equivocadamente  supone  el  recurren- 
te  á  resolver  puntos  ó  cuestiones  que  no  hayan  sido  planteadas  opor- 
tunamente en  el  pleito: 

Considerando  que  una  sentencia  que,  como  la  recurrida  ,  resuelve 
la  cuestión  de  fondo  debatida  en  los  autos  ó  sea  la  de  si  habia  ó  no 
lugar  á  la  demanda  de  tercena  no  puede  infringir  tos  artículos  2° 
y  396  de  la  ley  Hipotecaria,  que  tratan  únicamente  de  los  títulos  j 
documentos  que  por  su  índole  están  sujetos  á  inscripción  en  el  Registro 
de  la  propiedad,  y  de  la  necesidad  de  este  requisito  en  los  casos  que 
el  último  expresa,  para  que  sean  admisibles  en  juicio,  sin  que  sus 
disposiciones  se  extiendan  á  decidir  acerca  de  los  derechos  que  sobre 
la  cosa  litigiosa  puedan  asistir  en  cualquier  concepto  á  las  partes  con- 
tendientes: 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora,  al  pronunciar  la  sentencia 
absolutoria  de  la  demanda  ,  se  ha  atenido  á  lo  alegado  y  probado  en 
autos,  sin  que  contra  su  apreciación  se  haya  citado  como  infringida 
ley  ó  doctrina  legal ,  por  lo  que  no  ha  infringido  la  ley  3a,  tí t.  22  de 
la  Partida  3*,  que  manda  que  debe  ser  dado  todo  juicio  catada  é  escodri- 
ñada  ¿  sabida  la  verdad  del  fecho,  ni  ha  infringido  ni  podido  infringir 
tampoco  la  ley  2a,  tít.  46,  libro  40  de  la  Novísima  Recopilación  ,  que 
equivocadamente ,  sin  duda,  se  cita  por  la  de  igual  número  y  titulo 
del  libro  4 1  porque  ésta  se  halla  derogada,  como  de  procedimiento 
que  es,  por  el  artículo  1415  de  la  de  Enjuiciamiento  civil; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  Dona  María  Ferrer,  á  la  que  conde- 
namos en  las  costas ;  y  líbrese  la  correspondiente  certificación  á  la 
Audiencia  de  Zaragoza,  con  devolución  del  documento  remitido  por 
la  misma.  — (Sentencia  publicada  el  21  de  Febrero  de  1877,  é  inserta 
en  la  Gaceta  de  31  de  Julio  del  mismo  ano.) 
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» 

Recurso  de  casación  (23  de  Febrero  de  4877).  —  Reclamación 
del  importe  de  una  indemnización. — Se  declara  por  la  Sala  primera  del 
Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  D.  José  Beronda  y  Espina  contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  Oviedo,  en  pleito  con  D.  Fernando  de  Llano, 
después  sus  sucesores,  y  se  resuelve  : 

Que  si  aparece  que  por  escritura  el  demandante  y  su  mujer  la  de- 
mandada vendieron,  en  términos  claros  y  precisos,  entre  diferentes 
fincas,  una  en  el  estado  en  que  á  la  sazón  se  hallaba,  y  manifestando 
que  toda  ella  «formaba  una  finca  6  coto  según  la  dividía  la  carretera 
central,»  sin  consignar  palabra  ni  expresión  alguna  de  que  pueda  £»- 
ferirse  racional  ni  jurídicamente  que  los  vendedores  trasmitieran  al 
mismo  tiempo  á  la  compradora  el  derecho  que  cinco  años  ántes,  al 
construirse  dicha  carretera  habían  adquirido  contra  el  Estado,  y  que 
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éste  les  había  reconocido  de  ser  indemnizados,  no  solamente  del  valor 
de  los  terrenos  expropiados  para  agüella  obra  pública ,  sino  también  de 
los  perjuicios  que  les  habían  sido  causados  por  la  destrucción  de  cer- 
cas, excavaciones,  movimientos  de  tierras  y  demás  operaciones  consi- 
guientes á  la  obra  misma;  la  Sala  sentenciadora,  al  condenar  á  la  de- 
mandada y  ásu  marido  á  que  entreguen  á  los  causa-habientes  del  de- 
mandante  la  cantidad  qw.  por  consentimiento  de  este  último  bajo  un 
carácter  puramente  provisional  y  con  reserva  de  su  propio  derecho  re- 
cibió la  compradora  de  la  Hacienda  pública,  por  el  segundo  de  los  in- 
dicados conceptos,  no  infringe  la  escritura  ni  la  ley  29,  tit.  33,  Parti- 
da 7a,  que  carece  de  aplicación  al  litigio, 

• 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  21  de  Febrero  de  1877,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracion  de 
ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Infiesto,  y  en  la 
Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Oviedo,  por  D.  Fernando  de  Llano 
y  Miyares  ,  por  si  y  en  representación  de  su  mujer  Doña  Serafina  Eu- 
tralgo y  Chenad,  y  que  por  fallecimiento  de  aquel  han  continuado  su 
viuüa  Doña  Serafina  por  su  propio  derecho  y  como  heredera  de  su  hija 
Doña  Mercedes  de  Llano  y  Eutralgo,  y  *>n  representación  de  sus  hijos 
menores  D.  Fernando,  D.  César,  Doña  Ursula  y  D.  Gómalo  de  Llano 
y  Eutralgo,  y  D.  Anastasio  Peón  y  Miranda,  como  marido  de  Doña  Se 
rafina  de  Llano  y  Eutralgo,  con  D.  José  Beronda  y  Espina,  por  sí  y  en 
representación  de  su  mujer  Doña  Vicenta  Pelaez  y  Beronda  y  hoy  ésta 
por  sí  por  fallecimiento  de  aquel,  sobre  reclamación  del  importe  de 
la  indemnizaciod  de  las  cercas  de  la  posesión  de  la  Estrada: 

Resultando  que  D.  Fernando  de  Llano  y  Miyares  y  su  mujer  Doña 
Serafina  de  Eutralgo  y  Chenad,  vendiéron  por  escritura  de  26  de  Fe- 
brero de  1866  á  Doña  Vicenta  Pelaez  y  Beronda,  entre  otras  fincas,  la 
posesión  titulada  de  la  Estrada,  término  de  la  Piñera,  concejo  de  Pi- 
lona y  parroquia  de  San  Pedro  de  Sebares,  que  se  componía  de  las 
casas  de  que  hicieron  mérito  y  de  una  extensión  de  terreno  entre  huer- 
tas, heredades,  prado,  castañedo  y  arbolado  de  diferentes  clases,  cien 
dias  de  bueyes  aproximadamente,  formando  todo  ello  una  finca  ó 
coto  según  la  dividia  la  carretera  central  que  desde  aquella  villa  se  diri- 
gía á  las  A  mondas : 

Resultando  que  con  motivo  de  la  construcción  de  la  carretera  de 
segundo  órden  de  Torrelavega  á  Oviedo,  sección  de  Infiesto  á  las  Ar- 
riondas,  se  remitió  por  el  Ingeniero  Jefe  de  Caminos  al  Gobernador 
civil  de  la  provincia  en  13  de  Junio  de  1860  la  relación  nominal  de  los 
propietarios  cuyas  fincas  halnan  do  ser  ocupadas  por  la  carretera  com- 
prendidas en  el  concejo  de  Pilona,  incluyéndose  entre  ellos  D.  Fernan- 
do de  Llano;  y  que  éste  y  otros  propietarios  hicieron  reclamaciones 
sobre  la  forma  ele  practicar  tas  tasaciones  que  fueron  aprobadas  por 
Real  órden  comunicada  por  el  Ministerio  de  Fomento: 

Resultando  que  D.  Fernando  de  Llano  acudió  en  4  de  Julio  de  1867 
al  Gobernador  civil  de  la  provincia  de  Oviedo,  exponiendo  que  la  car- 
retera de  Oviedo  á  Torrelavega  habia  ocupado  algunos  terrenos  de  la 
posesión  sita  en  término  de  la  Estrr.da  del  concejo  de  Piluña,  que  en- 
tónces  pertenecía  al  exponenle,  y  por  lo  que  recibió  en  el  año  de  1863 
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el  importe  que  por  indemnización  se  le  señaló,  quedando  pendientes 
de  pago  los  peijuicios  de  distinta  clase,  que  consistían  en  destrucción 
do  cercas,  excavaciones,  movimientos  de  terreno  y  demás  hasta  que 
llegara  la  oportunid;<d  de  satisfacerlos:  que  entretanto  en  el  mes  de 
Febrero  anterior  enajenó  el  exponente  la  citada  posesión  de  la  Estrada 
y  bienes  de  que  se  componía  á  D.  José  Beronda  para  su  mujer  Doña 
Vicenta  Pelaez,  según  se  hallaban,  ó  sea  en  el  estado  que  entonces  te- 
nían, pero  sin  comprender,  expresar,  ni  indicar  siquiera  el  importe  6 
entidad  de  la  indemnización  que  estaba  pendiente:  que  sin  embargo 
en  el  Boletín  oficial  de  la  provincia  de  29  de  Junio  anterior,  entre  los 
sujetos  á  quienes  se  avisaba  para  la  ampliación  del  expediente  de  in- 
demnización, figuraba  D.  Juan  Beronda,  de  la  Estrada,  cuyo  nombre 
habia  debido  ponerse  por  equivocación  en  lugar  del  de  José,  y  como 
Beronda  no  poseía  en  Piloña  otros  bienes  que  los  de  la  posesión  que  se 
citaba,  habia  debido  creerse  que  representaba  la  indemnización  misma: 
que  por  ello  no  podia  ménos  de  acudir  á  la  Autoridad  para  que  en- 
mendara este  error,  pues  toda  vez  que  los  perjuicios  indemnizabas  se 
causaron  cuando  el  exponente  era  dueño  de  la. posesión  de  la  Estrada, 
y  en  tal  concepto  Gguraba  en  el  expediente,  era  indudable  que  á  él 
mismo  pertenecía  la  cantidad  que  por  tal  concepto  se  asignase,  y  de 
ningún  modo  al  comprador  Beronda,  que  adquirió  la  finca  y  terrenos 
según  estaba  en  Febrero  del  año  anterior,  y  sin  que  se  le  hubieran 
trasmitido  los  derechos  y  acciones  que  el  enajenante  tenía  por  causas 
anteriores;  suplicando  en  su  virtud  que  se  le  comprendiera  en  lugar 
de  D.  Juan  Beronda,  que  figuraba  en  la  lista  de  los  interesados,  enten  - 
(Mnédose  en  su  consecuencia  con  él  las  actuaciones  sucesivas;  ponién- 
dose esta  rectificación  en  el  Boletín  oficial  á  los  efectos  oportunos: 

Resultando  que  D.  Fernando  de  Llano  manifestó  después  que  no  se 
oponía  á  que  D.  José  Beronda  percibiera  la  cantidad  que  el  Gobierno 
abonaba  por  las  cercas  y  parte  de  expropiación  de  las  fincas  de  la  Es- 
trada; j  ero  sólo  para  el  objeto  de  librar  de  toda  responsabilidad  á  la 
Hacienda,  pues  por  lo  demás  insistía  en  su  derecho,  que  haria  valer  ju- 
dicialmente contra  Beronda,  á  quien  consideraba  abonado  para  la  alu- 
dida cantidad;  y  que  en  su  virtud,  hecha  la  liquidación,  que  ascendió 
á  la  cantidad  de  1.331  escudos  829  milésimas,  fueron  entregados  al 
apoderado  de  D.  José  Beronda: 

Resultando  que  D.  Fernando  de  Llano,  por  sí  y  como  marido  de 
Doña  Serafina  Eutralgo,  entabló  la  demanda  objeto  de  este  pleito,  para 
ue  se  condenase  á  D.  José  Beronda,  ya  por  sí,  ya  como  represe)  tan  te 
e  su  mujer  Doña  Vicenta  Pelaez,  A  entregar  al  demandante  la  canti- 
dad de  13J85  rs.  que  habia  cobrado  como  indemnización  del  perjui- 
cio causado  en  los  terrenos  que  el  demandante  vendió  á  los  demanda- 
dos durante  la  sustanciacion  del  expediente  de  indemnización  : 

Resultando  que  el  demandado  impugnó  la  demanda,  fundado  en 
que  Doña  Vicenta  adquirió  por  compra  la  posesión  indicada,  y  que  á 
ella  pertenecía  la  indemnización  por  cerramientos,  y  que  además  no 
percibió  la  cantidad  que  se  reclamaba,  pues  Corripio  no  era  su  apode- 
rado ni  estaba  autorizado  por  él  para  percibirla: 

Resultando  que  por  fallecimiento  de  D.  Fernando  de  Llano,  se  mos- 
traron parte  la  viuda  Doña  Serafina  Eutralgo,  por  sí  y  en  representa- 
ción de  sus  hijos  menores,  y  Doña  Mercedes  de  Llano  Eutralgo,  sin  que 
lo  verificaran  los  hijos  de  la  difunta  hija  del  D.  Fernando,  Doña  Ange- 
la de  Llano : 
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Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  partos  y  sustanciado 
el  juicio  en  dos  instancias,  dictó  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
Oviedo  en  Io  de  Julio  de  1  875  sentencia  revocatoria,  condenando  á  Don 
José  Beronda  y  á  su  mujer  Doña  Vicenta  Pelaez  á  entregar  en  el  tér- 
mino de  quinto  dia  á  Doña  Serafina  Eutralgo,  por  sí  y  como  represen- 
tante de  sus  hijos  menores,  y  á  Doña  Mercedes  de  Llano,  la  cantidad 
de  13.185  rs.,  importe  de  la  indemnización  del  daño  causado  en  la  po- 
sesión de  la  Estrada  con  la  construcción  de  la  carretera  y  que  el  Esta- 
do tenia  abonados,  sin  perjuicio  del  derecho  que  en  dicha  cantidad 
tuvieron  los  nietos  de  D.  Fernando  de  Llano,  hijos  de  Doña  Angela  de 
Llano  y  de  D.  Gonzalo  Castañon,  difuntos  : 

Resultando  que  D.  José  Beronda  interpuso  recurso  de  casación,  por 
haberse  infringido  a  su  juicio  : 

Io  La  ley  del  contrato,  ó  sea  la  escritura  de  26  de  Febrero  de  1866, 
que  habia  servido  de  fundamento  á  los  demandantes  y  también  á  la 
sentencia  para  hacer  la  declaración  y  condena  contrarias  á  las  leyes  y 
reglas  por  cuya  luz  ordena  el  derecho  que  se  busque  la  inteligencia 
de  los  contratos  y  el  verdadero  sentido  qne  las  partes  contratantes  qui- 
sieron que  se  diese  á  la  citada  escritura  relativamente  al  particular  de 
ia  demanda,  máxime  cuando  sus  cláusulas  no  necesitaban  interpreta- 
ción ni  explicación  siquiera  para  su  perfecta  inteligencia,  lo  cual  esta- 
ba conforme  con  lo  que  habia  declarado  este  Supremo  Tribunal  en  los 
recursos  de  16  de  Octubre  de  1 866  y  27  de  Octubre  de  1873,  según  los 
que,  cuando  las  cláusulas  de  un  contrato  son  claras  y  no  ofrecen  duda 
en  so  inteligencia,  no  hay  necesidad  de  apelar  á  las  reglas  de  inter- 
pretación, habiéndose  infringido  también  la  ley  Ia,  tit.  Io,  libro  10  de 
la  Novísima  Recopilación,  como  asi  lo  habia  declarado  este  Supremo 
Tribonal  en  varias  sentencias,  entre  ellas  la  de  1  1  de  Abril  de  1865  : 

2o  La  ley  2a,  tit.  33,  Partida  7a,  puesto  que  la  sentencia,  al  resolver 
la  supuesta  duda  suscitada  sobre  la  interpretación  del  contrato  de  26 
de  Febrero  de  1866,  no  habia  tomado  el  entendimiento  que  era  más 
acercado  á  la  verdad,  ni  siquiera  habia  podido  calar  las  razones  legi- 
timasen que  procedía  fundar  su  resolución,  ni  habia  interpretado  la 
duda  según  en  último  caso  debió  hacerlo  contra  aquel  que  dijo  la  pa- 
labra 6  el  pleito  oscuramente  al  daño  de  él  y  á  pro  de  la  otra  parte  : 

Y  3o  La  ley  16,  tit.  22  de  la  Partida  3a,  y  el  principio  jurídico  de 
qne  para  reclamar  y  obtener  el  cumplimiento  de  una  obligación,  no 
basta  qne  ésta  exista,  si  faltá  al  reclamante  la  acción  para  pedir,  eu 
coanto  la  sentencia  habia  condenado  al  recurrente  á  entregar  inte- 
gramente los  13.185  rs.  de  la  demanda  á  Doña  Serafina  Eutralgo,  por 
sí  y  como  representante  de  sus  hijos  menores,  y  á  Doña  Mercedes  de 
Llano,  puesto  que  la  parte  que  habia  obtenido  triunfo  en  la  sentencia, 
no  habia  probado  que  la  correspondieran  en  totalidad  los  1 3. 1 85  reales, 
importe  de  la  indemnización,  no  debiendo  por  tanto  valer  el  juicio  por 
más  que  la  s-nlencia  comprendiera  las  frases  de  sin  perjuicio  del  dere- 
cho que  en  dicha  cantidad  tuvieran  los  nietos  de  D.  Fernando  de  Lla- 
no, careciendo  por  otra  parte  de  acción  los  reclamantes  para  pedir  lo 
que  se  les  habia  otorgado;  pues  no  bastaba  qu^e  una  obligación  fuera 
eficaz,  sino  que  el  que  la  reclamase  tuviera  derecho  á  exigir  su  cum- 
plimiento; viniendo  en  apoyo  de  esta  infracción  varias  sentencias  de 
este  Supremo  Tribunal,  entre  otras,  las  de  12  y  18  de  Enero  de  1866, 
segon  las  cuales  la  sentencia  que  da  al  demandante  más  de  aquello  que 
hubiera  pedido,  ó  que  no  se  ajusta  á  lo  solicitado  en  la  demanda,  y  con- 
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dena  al  demandado  á  mayor  cantidad  de  la  pedida,  infringe  la  ley  16, 
titulo  22  de  la  Partida  3a: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Laureano  de  Arríela: 
Considerando  que  por  la  escritura  de  26  de  Febrero  de  1 866,  D.  Fer- 
nando de  Llano  Miyares  y  su  mujer  Doña  Serafina  Eutralgo  y  Chenad 
vendieron  en  términos  claros  y  precisos,  á  Duña  Vicenta  Pelaez  y  Be- 
ronda,  entre  diferentes  fincas,  la  posesión  titulada  de  la  Estrada  en  el 
estado  en  que  á  la  sazón  se  hallaba,  y  manifestando  que  (oda  ella  «for- 
tmaba  una  finca  ó  coto  según  la  dividía  la  carretera  central  que  desde 
»el  concejo  de  Pilona  se  dirigía  á  las  Arnondas,»  sin  consignar  pala- 
bras ni  expresión  alguna  de  que  pueda  inferirse  racional  ni  jurídica- 
mente que  los  vendedores  trasmitieran  al  mismo  tiempo  á  la  compra- 
dora el  derecho  que  cinco  añosántes,  al  construirse  dicha  carretera 
en  1861,  habían  adquirido  contra  el  Estado  y  que  éste  les  habia  reco- 
nocido, de  ser  indemnizados,  no  solamente  del  valor  de  los  terrenos 
expropiados  para  aquella  obra  pública,  sino  también  de  los  perjuicios 
que  les  habían  sido  causados  por  la  destrucción  de  cercas,  excavacio- 
nes, movimientos  de  tierras  y  demás  operaciones  consiguientes  á  la 
obra  misma : 

Considerando,  en  su  virtud,  que  la  Sala  sentenciadora,  al  conde- 
nar á  Doña  Vicenta  Pelaez  y  á  su  marido  D.  José  Beronda  á  que  entre- 
gue A  Doña  Serafina  Eutralgo,  viuda  actualmente  de  D.  Fernando  Lla- 
no y  representante  de  sus  menores  hijos,  la  cantidad  de  13.485  rs.  que 
por  consentimiento  de  éste  último,  bajo  un  carácter  puramente  pro- 
visional y  con  expresa  reserva  do  su  propio  derecho,  recibió  Beronda 
de  ta  Hacienda  pública  por  el  segundode  los  indicados  conceptos,  no  ha 
infringido  la  mencionada  escritura  de  26  de  Febrero  de  de  1866,  ni  la 
ley  2a,  tít.  33  de  la  Partida  7a,  que  carece  de  aplicación  a"  este  litigio: 

Y  considerando  que  no  ha  sido  objeto  de)  mismo  la  supuesta  falta  de 
personalidad  de  Doña  Serafina  Eutralgo  respecto  de  los  nietos  de  Don 
Fernando  Llano,  hijos  de  la  difunta  Doña  Angela  Llano,  y  que  la  re- 
serva que  á  favor  de  éstos  contiene  la  sentencia  impugnada  y  que  en 
nada  se  agrava  la  obligación  de  Doña  Vicenta  Pelaez,  no  produce  tam- 
poco incongruencia  alguna  de  la  misma  sentencia  con  la  demanda,  por 
cuyas  razones  es  inoportuna  é  ineficaz  la  cila  de  la  ley  16,  tít.  22, 
Partida  3a; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  que  interpuso  D.  José  Be ronda  y  Espina  en  represen- 
tación de  su  esposa  Doña  Vicenta  Pelaez  y  Beronda  y  sostenido  hoy  por 
ésta  por  fallecimiento  de  aquel,  á  quien  condenamos  en  las  costas;  y 
líbrese  á  la  Audiencia  de  Oviedo  la  certificación  correspondiente  con 
devolución  de  los  documentos  que  ha  remitido.— (Sentencia  publicada 
el  23  de  Febrero  de  1877,  é  inserta  en  la  Gacela  de  31  Julio  del  mis- 
mo año.) 
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Recurso  de  casación  en  asunto  de  Ultramar  (23  de  Febre- 
ro de  1877).  — Pago  del  importe  de  una  letra.— Se  declara  por  la  Sala 
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primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  por  la  razón  social  Marzan  hermanos,  contra  la  sentencia 
dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  en  pleito  con 
Don  Francisco  de  Paula  Retortillo,  y  se  resuelve: 

Io  Que  según  lo  consignado  en  reiteradas  decisiones  del  Tribunal 
Supremo  no  puede  alegarse  útilmente  la  infracción  de  la  ley  Ia,  ti- 
tulo U,  Partida  3a,  ni  la  jurisprudencia  á  su  tenor  establecida  por  el 
mismo  Tribunal,  cuando  el  demandante,  cumpliendo  los  preceptos  que 
una  y  otra  le  imponen,  suministra  oportunamente  numerosas  y  di- 
versas pruebas  que  han  sido  apreciadas  por  la  Sala  sentenciadora,  sin 
que  contra  su  apreciación  se  mencione  infracción  alguna  de  ley  ni  de 
doctrina  ; 

Y  2o  Que  si  el  demandante  no  fué  portador  de  la  letra,  objeto  del 
pleito,  sino  mero  endosante  de  ella  á  favor  de  una  casa  de  comercio,  en 
cuyo  concepto  ha  sido  condenado  á  reembolsar  su  importe,  como  á  su 
vez  fue'  endosatario  y  mandatario  del  demandado,  es  inaplicable  á  la 
cuestión  litigiosa  el  art.  490  del  Código  de  Comercio,  que  declara  ca- 
ducado el  derecho  del  portador  contra  los  endosantes  cuando  la  letra 
queda  perjudicada. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  23  de  Febrero  de  1877,  en  el  plei- 
to pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción 
de  ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del 
Cerro  en  la  ciudad  de  la  Habana  y  en  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia 
de  la  misma  por  D.  Francisco  de  Paula  Retortillo  é  Imbrechts  con  la 
razón  social  Marzan  hermanos  sobre  pago  del  importe  de  una  letra. 

Resultando  que  con  fecha  en  la  Habana  á  30  de  de  Marzo  de  1869 
£iró  U  razón  social  José  Cabarga  y  Compañía  una  letra  de  cambio 
á  90  dias  vista  á  la  orden  de  Marzan  hermanos,  del  comercio  de  la 
misma  ciudad,  y  cargo  de  M.  Rosentover  y  Compañía  de  Londres,  é 
indicada  á  R.  Rafael  é  hijos,  por  412  libras,  8  chelines  y  8  peniques, 
valor  recibido  de  los  mismos;  letra  que  fué  endosada  en  la  misma  fe- 
cha por  Marzan  hermanos  á  la  orden  de  D.  Francisco  de  Paula  Retor- 
tillo, del  comercio  de  esta  corte,  verificándose  el  endoso  sobre  el  se- 
gundo ejemplar  de  la  letra  y  remitiendo  el  primero  los  hermanos 
Marzan  para  su  aceptación  á  su  corresponsal  en  Londres  D.  Buena- 
ventura de  Cuadra : 

Resultando  que  éste,  con  carta  de  19  de  Julio  de  dicho  año  de  f  809, 
remitió  á  Retortillo  nota  de  siete  letras  á  su  favor  que  mandaba  a  la 
aceptación  en  aquel  dia,  advirtiéndole  que  si  no  le  avisaba  lo  contra- 
rio sería  prueba  de  su  conformidad  y  de  quedar  en  su  poder  á  disposi- 
ción de  sus  respectivas  copias  en  regla;  siendo  la  primera  una  remiti- 
da por  Marzan  hermanos  en  30  de  Marzo,  cargo  de  M.  Rosentover  y 
Compañía  á  90  dias  vista,  por  412  libras,  8  chelines  8  peniques,  fijan- 
do su  vencimiento  en  19  de  Julio;  en  vista  de  lo  que  se  consignó  por 
Don  Francisco  de  Paula  Retortillo  en  la  referida  letra  :  «Cumple  el 
49  de  Julio  de  1869.  Aceptada,  pagadera  en  el  Banco  de  Albion,  calle 
de  la  Princesa,»  y  que  el  primer  ejemplar  aceptado  se  encontraba  en 
poder  de  B.  de  Cuadra,  del  comercio  de  Lóndres : 
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Resultando  que  en  27  de  Abril  del  referido  año,  D.  José  E  de  Pía- 
/aula,  apoderado  de  Retortillo,  endosó  dicha  letra  á  los  Sres.  O'Shea 
Gotsdmith  y  Compañía,  los  cuales  ásu  vez  la  endosaron  ol  mismo  dia 
á  Rafael  Berend  y  Compañía,  del  comercio  de  París,  y  éstos  en  29  del 
mismo  mes  a  ios  Sres.  Pillet  Will  y  Compañía,  quienes  la  remesaron  á 
Londres  endosándola  á  KrancUer  y  Mieville,  y  habiéndola  presentado 
éstos  para  su  cobro  el  dia  20  de  Julio  del  referido  año  1869,  por  falla 
de  pago  la  hicieron  protestar  en  el  mismo  dia,  manifestando  R.  Rafael 
é  hijos,  á  quienes  iba  indicada,  «que  no  querian  intervenir  por  estar 
cumplido  el  vencimiento  de  la  letra  :  » 

Resultando  que  los  hermanos  Marzan  y  Compañía  manifestaron  á 
Retortillo  en  carta  de  14  de  Setiembre  de  1869,  que  no  lenian  ningún 
cuidado  por  la  letra  cargo  Rosentover,  porque  sabian  que  el  corres- 
ponsal de  Retortillo  tenía  noticia  de  que  estaba  perjudicada,  y  que  en  1 
este  concepto  no  la  habría  él  recogido;  y  que  por  otra  parte  el  girante 
era  bueno  y  amigo,  y  viniendo  en  forma  la  pagaría  en  el  acto : 

Resultando  que  por  falta  de  pago  Pillet  Will  y  Compañía  forma- 
ron la  oportuna  cuenta  de  resaca,  y  mediante  la  negativa  del  reinte- 
gro de  sus  endosantes  Rafael  Berend  y  Compañía  por  hallarse  perjudi- 
cada la  letra,  les  demandaron  ante  el  Tribunal  de  Comercio  del  Sena  en 
Francia,  demandando  éstos  en  el  mismo  litigio  á  O'Shea  Golsdmith  y 
Compañía  con  igual  objeto  y  éstos  á  su  endosante  I).  Francisco  de 
Paula  Retortillo;  y  que  dicho  Tribunal  dictó  sentencia  condenando  á 
Rafael  Berend  y  Compañía  áque  pagasen  á  Pillet  Will  y  Compañía  el 
importe  de  la  letra,  cuenta  de  resaca  y  costas;  á  O'Shea  Golsdmith  y 
Compañía  á  que  abonasen  á  Berent  y  Compañía  lo  que  éstos  se  ha- 
llaban obligados  á  pagar,  y  por  último  á  Don  Francisco  de  Paula  Re- 
tortillo en  su  ausencia  y  rebeldía  á  que  abonara  á  O'Shea  Golsdmith 
y  Compañía  las  indicadas  sumas  y  las  costas  : 

Resultando  que  no  habiendo  podido  éstos  cobrar  dichas  cantidades 
por  haberse  negado  Retortillo  á  su  pago  fundado  en  la  caducidad  de  la 
letra,  entablaron  demanda  contra  el  mismo,  y  por  noticia  que  de  ello 
tuvieron  Marzan  hermanos,  manifestaron  á  Retortillo  en  carta  de  14 
de  Junio  de  1810,  que  como  tenedor  que  era  de  la  letra  y  con  más  an- 
tecedentes que  ellos,  debería  hacer  de  modo  que  ni  sus  intereses  ni  los 
de  ellos  se  perjudicasen,  porque  en  todo  caso  no  habiendo  culpa  de  su 
parte  ni  de  la  de  ellos,  podrían  medir  con  la  misma  medida  á  Cabarga, 
pero  que  los  gastos  del  pleito  no  sabian  cómo  se  podían  arreglar  y 
percibir  de  Cabarga : 

Resultando  que  D.  Buenaventura  Cuadra  manifestó  á  D.  Francisco 
de  Paula  Retortillo  en  carta  de  14  de  Setiembre  de  1870  en  contesta- 
ción á  sus  preguntas,  que  la  letra  le  habia  sido  remitida  por  Marzan 
hermanos,  do  la  Habana,  con  otras  varias,  habiendo  sido  presentada  1 
su  aceptación  sin  demora  ;  que  tan  luégo  como  la  recogió  aceptada  y 
vió  que  se  hallaba  en  debida  forma  se  lo  participó  en  carta  de  19  de 
Abril  de  1869,  fijando  su  vencimiento  para  el  dia  19  de  Julio  del  mismo- 
año,  que  según  era  costumbre*  en  Inglaterra,  muy  sabida  en  todo  el 
mundo  mercantil,  y  que  habia  seguido  desde  que  se  estableció  en  di- 
cho país  hacia  22  años,  habia  incluido  al  marcar  el  vencimiento  los 
tres  dias  de  gracia  que  la  ley  concedía  al  aceptante  para  pagar  ;  que 
tenía  avisados  á  sus  corresponsales  en  el  extranjero  la  aceptación  de 
muchos  miles  de  letras  indicando  una  sola  fecha  de  vencimiento,  y  ja- 
más habia  habido  duda  ni  cuestión  como  la  que  se  habia  suscitado  res- 
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pedo  á  la  letra  mencionada  ;  que  esta  letra  fué  retirada  de  su  poder 
e)  día  20  de  Julio  de  1869  entre  dos  y  media  y  tres  de  la  tardo,  de 
suerte  que  ya  estaba  perjudicada,  siendo  bien  extraño  que  Pillet  Will 
y  Compañía,  que  era  tal  vez  la  casa  de  banca  de  París  que  operaba 
mas  en  giros  en  Inglaterra,  ignorase  que  toda  letra  sobre  este  país  que 
tenía  marcada  una  sola  fecha  de  vencimiento  no  llevaba  incluidos  los 
tres  di  as  de  gracia  : 


condenado  éste  por  ol  Juez  de  primera  instancia,  telegrafió  en  7  de 
Julio  de  1871  á  los  hermanos  Marzan  en  estos  términos:  <r  Perdido  plei- 
to letra  Cabarga.  Contesten  si  apelo;  »  que  en  9  del  mismo  mes  con- 
testaron en  igual  forma  los  hermanos  Marzan,  «  Apele  si  no  tiene  cul- 
pa en  perjuicio  letra  :  %  que  confirmada  por  sentencia  de  la  Audien- 
cia de  esta  corte  de  26  de  Febrero  de  1872  la  del  Juez  de  primera  ins- 
tancia, dirigieron  otro  telegrama  en  i  de  Abril  los  hermanos  Marzan 
á  lletortillo,  que  dice :  «  Recibida  carta  6,  Somos  ajenos  asunto.  Si 
gira  protestaremos :  » 

Resultando  que  D.  Francisco  de  Paula  Retortillo  entabló  en  16  de 
Febrero  de  1873  la  demanda  objeto  de  este  pleito  para  que  se  conde- 
nase á  Marzan  hermanos  á  pagarle  en  el  término  de  tercero  dia  la  can- 
tidad de  2.382  pesos  50  cénts.  y  los  intereses  que  habia  satisfecho  en 
Madrid  por  importe  de  la  letra  referida,  cuenta  de  resaca,  costas  y 
gastos  satifechos,  con  mis  los  daños  y  perjuicios  que  se  liquidarían  á 
su  tiempo  con  los  nuevos  intereses  de  oemora  y  las  costas  ;  pretensión 
que  fundó  en  que  si  los  demandados  percibieron  el  irrporte  de  la  letra, 
ellos  eran  los  obligados  á  su  devolución  ;  que  si  el  demandante  habia 
pagado  por  Marzan  hermanos  y  seguido  el  pleito  por  órden  de  los  mis- 
mos, debían  restituirte  todo  su  importe  con  los  daños  y  perjuicios: 

3ue  con  arreglo  al  Código  de  Comercio,  para  desempeñir  por  cuenta 
e  otro  actos  comerciales  en  calidad  de  comisionistas,  bastaba  recibir 
el  encargo  por  escrito  ó  de  palabra,  estando  obligado  el  comisionista 
a  continuar  la  comisión  comenzada,  y  como  los  hermanos  Marzan  le 
comisionaron  para  endosar  la  letra  y  percibir  su  importe,  las  conse- 
cuencias de  este  endoso  eran  suyas  sin  perjuicio  de  cobrar  la  comisión: 
que  el  endoso  puesto  por  el  demandante  tenía  todos  los  requisitos  y 
condiciones  exigidos  por  la  ley,  habiendo  fijado  la  misma  fecha  de 
vencimiento  que  designó  D.  Buenaventura  de  Cuadra,  corresponsal  en 
Lóndres  de  Marzan  y  de  quien  el  endosante  habia  de  recibir  la  órden, 
no  pudiendo  atribuírsele  ni  siquiera  culpa  levísima  en  que  el  tenedor 
de  la  letra  dejase  pasar  el  dia  del  vencimiento,  ni  tampoco  podía  res- 
ponder de  la  mala  fe  del  que  dió  á  Marzan  hermanos  la  letra  y  que 
debió  reembolsar  su  importe  á  los  mismos,  y  contra  el  cual  no  habían 
deducido  acción  alguna  los  demandados : 

Resultando  rjue  Marzan  hermanos  impugnaron  la  demanda  opo- 
niendo la  excepción  de  cosa  juzgada,  puesto  que  reducida  la  cuestión  á 
saber  por  culpa  de  quién  se  perjudicó  la  letra  de  que  se  trataba,  se  ha- 
bia decidido  por  ejecutoria  de  la  Audiencia  de  esta  corte,  que  Retorti- 
llo por  su  omisión  ó  ignorancia  habia  dado  lugar  al  perjuicio  de  la  le 
Ira;  y  que  esta  declaración  respecto  del  demandante  que  litigó  en  aquel 
pleito,  Sin  que  se  hubiera  hecho  á  su  favor  reserva  alguna  para  que 
pudiera  reclamar  de  otras  personas,  constituía  una  verdad  cierta  é  ir- 
revocable :  que  según  jurisprudencia  de  este  Supremo  Tribunal,  en 
materia  de  letras  de  cambio,  el  que  las  recibe  por  endoso  para  hacerla- 
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efectiva,  está  obligado  á  pagar  los  perjuicios  que  se  irroguen  por  su 
culpa,  que  era  precisamente  el  caso  de  autos,  y  con  arreglo  al  Código 
cesaba  toda  responsabilidad  contra  los  endosantes,  cuando  por  culpa 
del  tenedor  de  la  letra  se  perjudicaba  ésta:  que  con  arreglo  á  las  leyes- 
de  Partida,  si  el  mandatario  no  cumpliese  su  encargo  ó  por  culpa  suya 
ocasionase  perjuicios  al  mandante,  estaba  obligado  á  indemnizárselos; 
y  «egfun  el  art.  130  del  Código  de  Comercio,  el  comisionista  estaba  obli- 
gado á  resarcir  á  su  comitente  los  perjuicios  que  sobrevinieran  á  éste 
por  las  faltas  en  (;ue  incurriera  en  el  desempeño  de  su  comisión  : 

.  Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes  dictó  sentencia 
el  Juez  de  primera  instancia,  que  confirmó  con  las  costas  en  18  de  Se- 
tiembre de  1874  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  conde- 
nando á  la  razón  social  Marzan  hermanos  á  re|^tegrar  en  el  término  de 
tercer  diaá  D.  Francisco  de  Paula  Retortillo  los  2.382  pesos  50  centa- 
vos y  sus  intereses  que  pagó  en  Madrid  por  el  importe  de  la  letra, 
cuentas  de  resaca,  gastos  y  costas  satisfechas  y  demás  daños  y  per- 
juicios y  en  las  costas  del  pleito  : 

Resultando  que  la  razón  social  Marzan  hermanos  interpuso  recurso- 
de  casación  por  haberse  infringido  á  su  juicio: 

1o  La  ley  Ia,  tit.  14  de  la  Partida  3a,  que  consigna  que  la  prueba 
incumbe  al  actor,  y  que  P.  Francisco  de  Paula  Retortillo,  en  cuyo  po- 
der se  perjudicó  la  letra  de  cambio,  ni  habia  probado  que  no  fué  quien 
perjudicó  la  letra,  ni  que  aunque  la  hubiese  perjudicodo  fuera  la  So- 
ciedad recurrente  la  responsable  de  los  actos  de  Retortillo; 

J°  Las  sentencias  de  este  Supremo  Tribunal  que  corroboran  la  ante- 
rior doctrina  estableciendo  la  de  28  de  Junio  de  1858,  que  la  prueba 
incuríbe  siempre  al  demandante  y  no  al  demandado;  la  de  21  de  No- 
viembre de  1869,  que  corresponde  la  prueba  al  demandante  cuando  la 
otra  parte  negase  la  demanda,  y  que  si  no  la  diese  se  debe  dar  por 
quito  al  demandado;  la  de  12  de  Diciembre  de  1859,  que  la  prueba  in- 
cumbe al  demandante;  la  de  28  de  Junio  de  1860,  que  la  prueba  cor- 
responde al  demandante  á  excepción  de  los  hechos  negados  por  ei 
mismo;  la  de  8  de  Abril  de  1861,  que  del  término  de  prueba  concedido 
en  primera  instancia  deben  utilizarse  asi  el  demandante  como  el  de- 
mandado; la  de  13  de  Marzo  de  1866,  que  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en 
las  leyes  1a  y  2a,  tít.  14,  Partida  3a,  al  demandante  incumbe  probar 
su  acción,  de  tal  suerte,  que  no  haciéndolo  debe  ser  absueltoel  deman- 
dado; y  las  de  10  de  Noviembre  de  1860  y  19  de  dicho  mes  de  1866, 
que  se  expresan  en  igual  sentido  : 

Y  3o  El  art.  490  del  Código  de  Comercio,  que  prescribe  que  quedan- 
do la  letra  perjudicada,  caduca  el  derecho  del  portador  contra  los  en- 
dosantes, y  cesa  la  responsabilidad  de  éstos  á  las  resultas  de  su  co- 
branza : 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Laureano  de  Arrieta: 
Considerando  que  según  lo  consignado  en  reiteradas  decisiones  de 
este  Tribunal  Supremo  no  puede  alegarse  utilmente  la  infracción  de 
la  ley  Ia,  tit.  14,  Partida  3a,  ni  la  jurisprudencia  á  su  tenor  estableci- 
da por  el  mismo  Tribunal  cuando  el  demandante,  cumpliendo  los  pre- 
ceptos que  una  y  otra  le  imponen,  suministra  oportunamente,  como 
lo  ha  realizado  en  el  presente  litigio  D.  Francisco  de  Paula  Retortillo, 
numerosas  y  diversas  pruebas  que  han  sido  apreciadas  por  la  Sala 
sentenciadora,  sin  que  contra  su  apreciación  se  mencione  infracción 
alguna  de  ley  ni  de  doctrina  : 


Digitized  by  Google 


RECURSOS  Y  COMPETENCIAS.  67 

Considerando  que  Retortillo  no  ha  sido  portador  de  la  letra  objeto 
de  este  pleito,  sino  mero  endosante  de  ella  á  favor  de  O'Shea,  Golsd- 
milh  y  Compañía,  en  cuyo  concepto  ha  sido  condenado  á  reembolsar 
íl  éstos  su  importe,  como  á  su  vez  ha  sido  endosatario  y  mandatario 
de  Marzan  hermanos,  siendo  por  tanto  inaplicable  á  la  cuestión  liti- 
giosa el  art.  490  del  Código  de  Comercio,  que  declara  caducado  el  de- 
recho del  portador  contra  los  endosantes,  cuando  la  letra  queda  per- 
judicada ; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  la  razón  social  Marzan  hermanos, 
del  Comercio  de  la  Habana,  á  quien  condenamos  en  las  costas,  y  á  la 
pérdida  del  depósito  que  se  distribuirá  en  la  forma  prevenida  por  la 
ley  ,  y  líbrese  a  la  Audiencia  de  la  Habana  la  certificación  correspon- 
diente.— (Sentencia  publicada  el  23  de  Febrero  de  1877,  é  inserta  en 
la  Gaceta  de  31  de  Julio  del  mismo  año.) 
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Recurso  de  casación  (23  de  Febrero  de  1877).— Pago-de  pe- 
setas.—Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber 
lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Francisco  Roselló  y 
Pujol  contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  justicia  de  la  Audiencia  de 
Palma,  en  pleito  con  D.  Juan  xMuntaner  y  Vallespir  sobre  pago  de  pese- 
tas, y  se  resuelve: 

Io  Que  según  la  ley  3a,  tit.  Io,  Partida  5a  «lo  que  fuere  prestado 
al  menor  de  25  años,  aquel  que  lo  prestó  non  lo  puede  demandar, 
fueras  ende  si  pudiera  probar  que  el  empréstito  entró  en  pro  de  aquel: 

V  Que  cuando  el  fallo  no  se  funda  en  la  falta  de  eficacia  probatoria 
del  documento  presentado  en  autos \  sino  que  da  por  cierto  que  la  tiene, 
no  se  infringe  la  ley  \  t  4,  18  de  la  Partida  3R,  según  lo  tiene  san- 
cionado el  Tribunal  Supremo  en  varias  de  sus  sentencias : 

3o  Que  no  pueden  decirse  infringidas  por  una  sentencia  leyes  que  no 
son  aplicables  al  caso  de  autos ; 

7  4o  Que  la  ley  17,  tit.  34,  Partida  7a,  y  la  doctrina  de  que  la  ley 
favorece  á  los  engañados,  mas.no  á  los  engañadores,  no  se  puede  utili- 
zar como  motivo  de  casación,  cuando  el  punto  debalido  en  los  autos  se 
halla  previsto  y  resuelto  en  leyes  especiales,  según  repetidamente  lo 
tiene  consignado  el  Tribunal  Supremo. 

En  la  villa  y  corle  de  Madrid,  á  23  de  Febrero  de  1877,  en  los  au- 
tos que  ante  Nós  penden  por  recurso  de  casación,  seguidos  en  el  Juz- 
gado de  primera  instancia  de  Manacor  y  en  la  Sala  de  justicia  de  la 
Audiencia  de  Palma  por  D.  Francisco  Roselló  y  Pujol  como  albacea 
testamentario  de  D.  Arnaldo  Palmer  con  D.  Juan  Muntaner  y  Valles- 
pir sobre  pago  de  pesetas: 
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Resultando  que  D.  Francisco  Roselló  y  Pujol  en  concepto  de  alba- 
cea  testamentario  de  D.  Arnaldo  Palmer,  después  de  pedir  que  D.  Juan 
Muntaner  reconociese  bajo  de  juramento  dos  documentos  privados, 
cuya  firma  negó  el  declarante,  produjo  demanda  ordinaria  contra  el 
Muntaner  exponiendo  que  éste,  mediante  recibo  fechado  en  Palma  en 
21  de  Agosio  de  1859,  confesó  haber  recibido  de  D.  Arnaldo  Palmer  la 
cantidad  de  550  libras,  moneda  del  país,  en  préstamo  gratuito,  pro- 
metiéndole devolverlas  dentro  del  plazo  de  un  año  y  otorgar  la  corres- 
pondiente escritura  si  lo  deseaba  el  prestamista;  que  por  otro  docu- 
mento privado,  que  también  presentaba,  fechado  en  7  de  Setiembre 
del  mismo  año,  confirmó  Muntaner  su  crédito  ante  testigo,  hipotecan- 
do una  finca  de  su  propiedad;  que  fallecido  Palmer  en  25  de  Julio 
de  1870,  nombró  tres  albaceas  entre  cuyo  número  se  encuentra  el  de- 
mandante Roselló,  facultándoles  para  cobrar  sus  créditos;  y  que  ha- 
biéndose reclamado  el  pago  del  que  hacia  D.  Juan  Muntaner  sin  resul- 
tado favorable,  recurrió  al  Juzgado  en  uso  de  la  acción  personal  cor- 
respondiente y  fundado  en  las  consideraciones  legales  que  enumeraba, 
pedia  se  condenase  á  dicho  deudor  á  pagar  la  repetida  suma  con  los 
intereses  al  6  por  100  anual  desde  30  de  Junio  de  1874: 

Resultando  que  al  contestar  la  demanda  D.  Juan  Muntaner  y  Valles- 
pir  expuso  que  en  el  año  de  1853  era  menor  de  edad,  según  la  partida 
de  bautismo  que  acompañaba,  y  estaba  bajo  la  cúratela  de  su  madre 
Doña  Magdalena  Vallespir;  que  sin  licencia  de  aquella  recibió  200  du- 
ros de  D.  Arnaldo  Palmer  en  calidad  de  préstamo,  el  cual  le  hizo  fir- 
mar recibo  de  mayor  cantidad,  dado  el  peligro  á  que  le  exponía  su 
menor  edad,  con  promesa  de  añadirle  más  adelante  la  diferencia  si  su 
conducta  le  hacia  merecedor  de  ello;  pero  que  Palmer  no  había  enlre- 
.  gado  esta  última  suma,  ni  el  menor  la  reclamó  por  ignorar  que  podia 
cansarle  perjuicio,  no  siendo  cierto  que  éste  hubiese  hipotecado  finca 
alguna;  y  en  su  virtud,  excepcionó  como  fundamentos  legales  de  su 
oposición  á  la  demanda  la  ineficacia  de  la  obligación  que  se  ejercitaba 
por  haberse  contraído  por  un  menor  de  edad  sin  el  consentimiento  de  su 
guardador,  y  la  de  no  haber  recibido  toda  la  suma  que  se  suponía  en- 
tregada á  Muntaner,  el  cual  podia  hacer  uso  de  esta  excepción,  no 
obstante  haber  trascurrido  los  dos  años  de  la  ley,  puesto  que  la  igno- 
rancia del  derecho  no  podia  perjudicar  al  mismo;  y  concluyó  pidiendo 
se  le  absolviese  de  la  demanda  propuesta  por  D.  Francisco  Roselló  en 
los  términos  que  venia  concebida,  con  expresa  condena  de  costas  al 
mismo  : 

Resultando  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites,  en  virtud  de 
auto  dictado  para  mejor  proveer,  el  demandado  D.  Juan  Muntaner  y 
Vallespir  declaró  que  hacia  dos  años  estaba  casado  al  tener  lugar  el 
préstamo  de  que  se  trata  : 

Resultando  que  la  Sala  de  justicia  de  la  Audiencia,  por  sentencia 
de  2  de  Diciembre  de  1875,  condenó  á  D.  Juan  Muntaner  á  que  dentro 
de  tercero  dia  satisfaga  á  D.  Francisco  Roselló,  en  el  concepto  que  usa 
la  cantidad  de  1  000  pesetas  con  los  intereses  al  6  por  100  devengados 
desde  el  dia  de  la  contestación  de  la  demanda  y  sin  hacer  especial  con- 
denación de  costas: 

Resultando  que  D.  Francisco  Roselló,  como  albacea  testamentario 
de  D.  Arnaldo  Palmer,  interpuso  recurso  de  casación  por  conceptuar 
como  infringidas : 
1o  La  ley  3a,  tít.  Io,  Partida  5a,  por  cuanto  la  sentencia  no  acoge  la 
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demanda  de  D.  Francisco  Roselló,  siendo  así  que  los  títulos  de  ella 
prueban  que  el  préstamo  gratuito  sin  condición  alguna  onerosa  por 
el  contrario,  entró  en  provecho  do  éste  y  no  en  su  daño;  infringiendo 
asimismo  las  leyes  114  y  119,  lít.  18,  Partida  3a,  en  cuanto  no  conce- 
de á  las  dos  escrituras  privadas  que  se  presentaron  con  la  demanda  la 
eficacia  que,  una  vez  probada  su  verdad  y  exactitud,  les  corresponde. 

2o  La  sentencia  de'este  Tribunal  Supremo  de  20  de  Octubre  de  1866, 
que  declaró  que  según  el  derecho  civil  catalán  combinado  con  el  ro- 
mano y  el  patrio,  y  como  emanación  de  sus  prescripciones,  especial- 
mente de  las  contenidas  en  la  ley  1a,  tít.  II,  libro  2°,  volumen  1°  de 
las  Constituciones  del  Principado,  en  las  Romanas  II  del  Digesto,  ti- 
tulo 9o,  libro  27  De  rebus  eorum  qui  sub  tutela,  Institutiones,  pro 
autor  itate  tutorum,  en  la  ley  17,  til.  6o,  Partida  6a,  y  en  las  que  con 
ellas  concuerdan  coadyuvándose  entre  si  y  completándose  las  unas  por 
ias  otras,  es  doctrina  legal  admitida  por  los  Tribunales  y  como  regla 
de  jurisprudencia  en  Cataluña,  que  los  menores  púberos  que  no  tienen 
padre  ni  curador  pueden  obligarse  válidamente  surtiendo  estas  obli- 
gaciones todos  sus  efectos  legales,  salvo  el  beneficio  de  la  restitución, 
in  integrum  que  se  les  concede,  para  reparar  el  daño  que  hubiesen 
sufrido;  las  leyes  2a  y  6a,  tit.  19,  Partida  6a,  puesto  que  D.  Juan  Mun- 
taner  no  ha  ejercitado  el  recurso  de  restitución  in  integrum,  por  lo 
tanto  vale  y  vive  el  contrato  de  préstamo  que  celebró,  y  aunque  se 
quisiera  suponer  que  por  vía  de  excepción  habia  sido  ejercitado  aquel 
recurso,  fuera  evidente  la  infracción  de  las  leyes  2a  y  6.a,  tit.  19,  Par- 
tida 6a,  porque  en  vez  de  probarse  el  daño  ó  menoscabo  está  plena- 
mente justificado  que  el  contrato  de  préstamo  gratuito  y  sin  condicio- 
nes onerosas  fué  tal  que  todo  orne  de  edad  cumplida  lo  celebraría  una 
y  cien  veces  con  no  pequeño  regocijo  y  con  gran  provecho. 

3o  La  ley  7a,  tít.  2o,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  que  facul- 
ta al  casado  mayor  de  18  años  para  administrar  su  hacienda  y  la  de  su 
mujer,  puesto  que  aunque  incluso  D.  Juan  Muntaner  en  los  beneficios 
otorgados  por  esa  ley,  le  absolvió  de  la  demanda  la  Sala  sentenciadora 
por  considerar  que  no  era  acto  de  administración  el  tomar  dinero  á 
préstamo;  porque  el  marido  menor  de  25  años  que  tiene  la  adminis- 
tración de  su  hacienda  y  la  de  su  mujer  no  podría  ejercerla  si  no  pu- 
diese tomar  á  préstamo  las  cantidades  necesarias  cuando  no  para  el 
cultivo  de  las  tierras,  para  las  necesidades  de  la  familia,  para  las  cua- 
les no  siempre  bastan  los  inseguros  y  desiguales  productos  de  un  cau- 
dal cualquiera  :  por  tanto  se  infringe  esta  ley  en  cuanto  niega  validez* 
á  un  préstamo  hecho  al  D.  Juan  Muntaner  á  los  dos  años  de  casado, 
suponiendo  que  carecía  éste  de  personalidad  ó  capacidad  para  re- 
cibirlo. 

4o  La  regla  17,  tít.  34,  Partida  7a,  y  la  doctrina  de  que  la  ley  favo- 
rece á  los  engañados,  mas  no  á  los  engañadores,  puesto  que  la  senten- 
cia por  considerar  que  D.  Juan  Muntaner  recibió  sin  bastante  capaci- 
dad, mas  recibió  indudablemente  las  550  libras  de  D.  Arnaldo  Palmer, 
le  absuelve  de  la  demanda  y  le  autoriza  para  quedarse  y  enriquecerse 
con  lo  ajeno. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Federico  Guzman: 
Considerando  que,  según  la  ley  3",  tit.  Io,  Partida  5'  «lo  que  fuere 
prestado  al  menor  de  25  años,  aquel  que  lo  prestó  non  lo  puede  de- 
mandar fueras  ende  si  pudiera  probar  que  el  empréstito  entró  en  pro 
de  aquel ;» 
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« 

Considerando  que  D.  Juan  Muntaner  era  menor  de  25  años  cuando 
recibió  de  D.  Eduardo  Palmer  en  empréstito  las  550  libras  que  su  al- 
bacea  reclamó  en  este  juicio;  que  el  demandante  no  acreditó,  según  la 
Sala  sentenciadora,  á  la  que  corresponde  la  apreciación  de  las  prue- 
bas, que  dicho  préstamo  entró  en  pro  del  referido  menor,  y  por  lo 
mismo  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  civil,  de  la  Audiencia  de 
Mallorca  en  2  de  Diciembre  de  1815  no  infringió  la  mencionada  ley  de 
Partida  citada  por  el  recurrente  como  fundamento  del  primer  motivo 
alegado  para  la  casación  de  dicho  fallo:  .  ^ 

Considerando  que  cuando  el  fallo  uo  se  funda  en  la  falta  de  eficacia 
probatoria  del  documento  presentado  en  autos,  sino  que  da  por  cierto 
que  la  tiene,  como  sucede  en  el  recuirido,  no  se  infringe  la  ley  II i, 
título  18  de  la  Partida  3*,  citada  también  en  dicho  primer  motivo,  se- 
gún lo  tiene  sancionado  este  Tribunal  Supremo  en  varias  de  sus  sen- 
tencias : 

Considerando  qUe  no  pueden  decirse  infringidas  leyes  que  no  son 
aplicables  al  caso  de  autos,  como  no  lo  son  para  resolver  la  validez 
del  empréstito  hecho  al  menor  Muntaner,  la  H9,  tit.  \8,  Partida  3*,  y 
las  demás  que  s^  citan  en  el  segundo  motivo  de  casación,  doctrina  y 
jurisprudencia  <jue  también  se  alega  porque  se  refieren  á  otros  actos  y 
beneficios  de  los  menores,  modo  v  forma  de  ejercitarlos  : 

Considerando  que  si  bien  D.  Juan  Muntaner  era  menor  y  estaba  ca- 
sado cuando  contrajo  el  empréstito  y  firmó  el  recibo  de  21  de  Agosto 
de  1859,  sin  embargo,  como  no  resulta  probado  que  fuese  mayor  de 
<8  años  en  esta  dicha  fecha,  no  es  por  tanto  aplicable  y  no  pudo  ser 
infringida  la  ley  7á,  tit.  2o,  lib.  10  de  la  Novísima  Recopilación  citada 
en  el  tercer  motivo  de  casación  : 

Considerando  que  la  regla  17,  tít.  34  de  la  Partida  7a  y  doctrina 

3uc  se  invoca  como  fundamento  del  motivo  4o  de  casación  no  se  pue- 
en  utilizar  cuando  el  punto  debatido  en  los  autos  se  halla  previsto  y 
resuello  en  leyes  especiales  según  en  repetidas  sentencias  lo  tiene  con- 
signado este  Tribunal  Supremo : 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu^ar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Francisco  Roselló  y  Pujol  como 
albacea  de  D.  Arnaldo  Palmer,  condenándole  en  las  costas  en  el  con- 
cepto con  que  litiga;  y  líbrese  la  correspondiente  certificación  á  la  Au- 
diencia de  Palma.— (Sentencia  publicada  el  23  de  Febrero  de  1877,  é 
inserta  en  la  Gaceta  de  31  de  Julio  del  mismo  año.) 
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K ocurso  de  casación  {U  de  Febrero  de  1877.)  —  Formación  dk 
un  inventario.  —  Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supre- 
mo no  haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  interpuesto 
por  D.  Luis  Guilhou  contra  el  auto  dictado  por  la  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia de  Madrid,  en  pleito  con  D.  Numa  Guilhou,  y  se  resuelve: 

Que  los  autos  que  se  dictan  por  les  Tribunales  superiores  en  las 
cuestiones  de  competencia  no  son  las  sentencias  definitivas  que  termi- 
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nan  el  juicio,  ni  las  que  recayendo  tobre  un  articulo  ponen  término 
al  pleito  haciendo  imposible  su  continuación,  que  determinan  los  ar- 
tículos 2o  y  3o  de  la  ley  reformada,  y  contra  las  que  se  da  el  ñcurso  de 
casación  por  infracción  de  ley  ó  de  doctrina  legal. 

• 

Resultando  que  D.  Numa  Guilhou  dedujo  demanda  en  el  Juzgado 
de  primera  instancia  del  distrito  de  Palacio  de  esta  capital  contra  Don 
Luis  Guilhou  sobre  formación  de  inventario  y  balance  de  la  disuelta 
Sociedad  Hijos  de  Guilhou,  joven,  sucursal  de  Madrid,  que,  emplaza- 
do el  l  >  Luis,  opuso  la  excepción  dilatoria  de  incompetencia  de  dicho 
Juzgado  para  conocer  del  negocio,  fundándose  para  ello  en  no  ser  esta 
capital  el  lugar  del  domicilio  del  demandado  y  sí  el  de  Chamarlin  de 
la  Rosa,  que  corresponde  al  territorio  de  Colmenar  Viejo,  y  pidió  que 
se  inhibiese  de  su  conocimiento  el  referido  Juez  del  distrito  de  Palacio: 

Resultando  que  conferido  traslado  al  actor  y  seguido  el  juicio  por 
sus  trámites,  el  Juez  dd  distrito  de  Palacio  dictó  sentencia  declarando 
improcedente  la  excepción  de  incompetencia  de  jurisdicción  propuesta 
por  D.  Luis  Guilhou,  y  en  su  virtud  que  éste  contestase  la  demanda 
entablada  por  D.  Numa  Guilhou  dentro  del  término  de  la  ley  ;  y  que 
interpuesta  apelación  por  el  D.  Luis,  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia 
de  este  distrito,  por  auto  de  21  de  Octubre  de  1876,  confirmó  con  las 
costas  la  sentencia  apelada  : 

Resultando  que  D.  Luis  Guilhou  interpuso  ante  este.Tribunal  Su- 
premo recurso  de  casación  por  conceptuar  infringidas  las  disposiciones 
legales  uue  citó : 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Casimiro  Huerta  Murillo  : 

Considerando  que  los  autos  que  se  dictan  por  los  Tribunales  supe- 
riores en  las  cuestiones  de  competencia  no  son  las  sentencias  definiti- 
vas que  terminan  el  juicio,  ni  las  que  recayendo  sobre  un  artículo  pon- 
gan término  al  pleito  haciendo  imposible  su  continuación,  que  deter- 
minan los  artículos  V  y  3°  de  la  ley  reformada  para  que  contra  ellos  se 
dé  el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  ó  de  doctrina  legal : 

Considerando  que  el  auto  contra  el  que  se  interpone  el  presente  re- 
curso ha  sido  dictado  en  el  articulo  de  incompetencia  de  jurisdicción 
que,  como  excepción  dilatoria,  propuso  D.  Luis  Guilhou  á  la  demanda 
contra  él  entablada  por  U.  Numa  Guilhou  ; 

No  há  lugar  con  las  costas  á  la  admisión  del  recurso  de  casación 
interpuesto  porD.  Luis  Guilhou;  y  devuélvasele  el  depósito  que  cons- 
tituyó. 

Madrid  24  de  Febrero  de  4877.  —  [Gaceta  de  31  de  Julio  del  mis- 
mo año.) 
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Recurso  de  cnsaelon  (24  de  Febrero  de  1877).  —  Petición  de 
herencia  y  DECLARACION  de  heredero.  —  Se  declara  por  la  Sala  primera 
del  Tribunal  Supremo  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  Doña  Ramona  García  Comendera  contra  la  sentencia  dictada  por  la 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Coruña,  en  pleito  con  Doña  Carolina 
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Nicasia  Villamü  y  García;  se  casa  y  anula  la  sentencia,  y  se  resuelve: 
Io  Que  según  la  ley  5a,  Ut.  20,  libro  1 0  de  la  Novísima  Recopilación 
no  sólo  J^redan  á  los  ascendientes  los  hijos  ilegítimos  naturales,  sino 
también  los  espúreos; 

Y  2o  Que  la  sentencia  que  desestima  la  demanda  en  que  una  abuela 
natural  pide  que  se  la  declare  heredera  única  y  universal  de  su  nielo 
que  falleció  intestado  sin  descendientes  ni  ascendientes  legítimos .  in- 
fringe la  citada  ley  y  la  doctrina  sobre  reciprocidad  en  el  derecho  su- 
cesorio, por  virtud  del  cual  la  madre  y  abuela  ilegítimas  heredan  á  los 
descendientes  naturales  y  expúreos  con  preferencia  á  los  colaterales  d* 
cualquiera  clase  que  sean . 

En  la  villa  y  Corte  de  Madtid,  á  2+  de  Febrero  de  1877,  en  el  pleito 
pendiente  ante  NóSen  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  la  Coruña  y  en  la 
Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  aquel  territorio  por  Doña  Ramona 
Garcia  Comendera  con  Doña  Carolina  Nicasia  Viilamil  García  sobre 
petición  de  herencia  y  declaración  de  heredero  de  su  nieto  D.  Pedro 
Benito  Viilamil  García,  muerto  ab-intestato,  y  que  se  deje  sin  efecto 
la  declaración  que  en  tal  sentido  obtuvo  la  demandada : 

Resultando  que  en  9  de  Octubre  de  1817  fué  bautizada  una  niña  en 
la  parroquia  de  Santa  Eulalia  de  la  Devesa,  á  la  cual  se  puso  por  nom- 
bre Francisca,  expresándose  que  era  hija  natural  de  Ramona  Garcia: 

Resultando  que  Francisca  García  contrajo  matrimonio  con  Don  Be- 
nito Viilamil,  hijo  de  D.  José  y  de  Doña  Nicolasa.Rodriguez,  que  falle- 
cieron respectivamente  en  \°  de  Mayo  de  i 8 í 0  y  en  3  de  Enero 
de  1 8  *9  : 

Resultando  que  D.  Benito  Viilamil  y  Doña  Francisca  Garcia  tuvie- 
ron de  su  matrimonio  dos  hijos,  D.  Pedro  y  Doña  Carolina,  y  que  [  or 
su  fallecimiento  intestado  de  Doña  Francisca,  ocurrido  en  27  de  Se- 
tiembre de  1866,  con  posterioridad  á  su  marido,  se  promovieron  autos 
de  ab-intestato,  en  los  que  se  autorizó  al  curador  de  los  menores  Don 
Pedro  y  Doña  Carolina  para  que  abonase  6  rs.  diarios  por  vía  de  ali- 
mentos á  Doña  Ramona  García,  madre  de  la  difunta  Doña  Francisca, 
que  habitaba  con  ésta  y  que  era  absolutamente  pobre,  entreg.índble 
además  por  una  sola  vez  320  rs.  para  ropa  de  abrigo  y  gastos  de  viaje 
á  su  pueblo,  donde  deseaba  retirarse: 

Resultando  que  D.  Pedro  Viilamil  falleció  sin  testamento  en  21  de 
Diciembre  de  1873,  y  que  previas  l*s  diligencias  oportunas  fué  decla- 
rada heredera  ab-intestato  del  mismo  su  hermana  Doña  Carolina,  sin 
perjuicio  de  tercero,  por  auto  de  f6de  Junio  d«  1874  : 

Resultando  que  en  7  de  Octubre  del  mismo  año  entabló  Doña  Ra- 
mona García  Comendera  la  demanda  objeto  de  este  pleito,  para  que 
se  la  declarase  heredera  única  y  universal  abintestato  de  su  nieto  Don 
Pe  Jro  Viilamil,  dejando  sin  efecto  la  declaración  hecha  á  favor  de  Doña 
Carolina,  pretensión  que  fundó  en  que,  cerno  abuela  natural  del  Don 
Pedro,  que  habia  fallecido  sin  descendientes  ni  ascendientes  legítimos, 
le  correspondía  su  herencia,  con  arreglo  á  las  leyes  de  sucesión,  sin 
que  le  obstase  la  dec  laración  obtenida  por  Doña  Carolina  por  no  haber 
tenido  noticia  de  ella  y  estar  hecha  sin  perjuicio  de  tercero  : 

Resultando  que  Doña  Carolina  Viilamil  impugnó  la  demanda,  ale- 
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gando  que  la  demandante  había  tenido  conocimiento  de  la  muerte  de 
Don  Pedro  ;  que  era  cierto  que  en  estado  de  soltera  tuvo  por  hija  á  la 
Doña  Francisca,  pero  que  no  estaba  conforme  en  que  mereciera  el 
nombre  de  natural  en  el  sentido  técnico  y  riguroso  de  la  palabra,  sin 
que  quien  tuviera  interés  en  acreditarlo  lo  hiciera  cumplida  y  exacta- 
mente ;  y  que  tampoco  bastaba  justificar  el  fallecimiento  de  ios  abue- 
los paternos  del  finado,  sin  la  demostración  de  no  haber  vivos  otros 
ascendientes  en  grado  superior  ■ 

Ke8ultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes,  dictó  sentencia 
el  Juez  de  primera  instancia,  que  confirmó  en  10  de  Diciembre  de  1875 
la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Coruña,  desestimando  la  de- 
manda : 

Resultando  que  la  demandante  interpuso  recurso  de  casación  por 
haberse  infringido  á  su  juicio  : 

Io  La  ley  5a,  tít.  20,  libro  tO  de  la  Novísima  Recopilación,  9a  de 
Toro,  y  la  3a,  lit.  13  de  la  Partida  6a,  por  cuanto  disponiendo  aquella 
que  el  hijo  expúreo,  lo  mismo  que  el  natural,  sea  heredero  forzoso 
ex-  testamento  y  ab-intestato  de  la  madre  á  falta  de  descendientes  legíti- 
mos, y  estableciendo  la  de  Partida  el  derecho  de  representación  en  la 
línea  recta  descendiente,  se  resolvía  no  obstante  no  haber  lugar  á  de- 
clarar heredera  de  D.  Pedro  Benito  Villamil,  que  murió  sin  testamen- 
to, hijos,  padres  ni  abuelos  legítimos,  ó  su  abuela  .expúrea  Doña  Ra- 
mona García  Comendera,  ni  a*  dejar  sin  eferto  la  declaración  de  tal  he- 
redera ab  in téstalo  que  se  hizo  en  favor  de  Doña  Carolina  Villamil, 
hermana  legitima  y  nieta  expúrea  respective. 

2o  La  ley  sa  del  mismo  tít.  43.  Partida  6a,  la  6"  de  Toro,  Ia,  tít.  20, 
libro  I0  .de  la  Novísima  Recopilación,  y  la  doctrina  legal  admitida  por 
la  jurisprudencia  de  los  Tribunales,  como  emanación  y  complemento 
de  dichas  leyes,  de  que  los  derechos  de  sucesión  entre  ascendientes  y 
descendientes  de  todas  clases  son  siempre  recíprocos,  de  tal  manera, 
que  en  todos  los  casos  en  que  un  descendiente  es  heredefo  forzoso  de 
su  ascendiente,  éste  lo  es  asimismo  de  aquel  que  no  deja  á  su  vez  des- 
cendientes hábiles  para  heredarle. 

3o  La  doctrina  legal  admitida  también  por  la  jurisprudencia  de  los 
Tribunales,  sancionada  por  este  Supremo  en  sentencia  de  22  de  Se- 
tiembre de  1862,  según  la  cual,  donde  existe  la  misma  razón  debe  ser 
igual  la  disposición  de  la  ley,  toda  vez  que  así  cerno  las  de  Toro  y 
Partida  citadas  prescriben  por  la  sucesión  entre  ascendientes  y  descen- 
dientes legítimos  sea  recíproca  que  el  hijo  natural  y  su  padre  se  su- 
cedan ó  hereden  también  recíprocamente  ;  que  el  padre  que  no  tu- 
viera descendientes  legítimos  pueda  mandar  al  hijo  natural  todo  lo 
que  quisiere  por  más  que  tenga  ascendientes  legítimos,  y  que  los  In- 
naturales puedan  heredar  á  los  parientes  que  les  pertenezcan  de  parto 
de  su  madre  que  muriesen  sin  testamento,  siendo  ellos  los  más  propin- 
cuos, así  debia  de  entenderse  dispuesto  por  identidad  de  razón  y  áun 
con  mayor  fundamento  que  se  sucedieran  como  á  juicio  de  esta  parte 
se  sucedían  recíprocamente  los  ascendientes  y  descendientes  ilegíti- 
mos, hábiles  con  arreglo  á  las  leyes  para  heredar  abintestalo  y  here- 
darse, y  sobre  todo  el  nieto  y  la  abuela  por  parte  de  madre,  ó  sea  bija 
ésta  natural  ó  expúrea  de  aquella;  asi  por  lo  ménos  debia  entenderse 
con  la  misma  razón  dispuesto,  que  cuando  los  hijos  naturales  les  he- 
redan ab-intestato  á  tollos  los  parientes  de  madre,  siendo  ellos  los  más 
cercanos  les  deben  heredar  éstos  á  ellos,  no  dejando  á  su  vez  descen- 
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dencia  ni  ascendencia;  reciprocidad  hereditaria  en  línea  colateral  y  le- 
gitima pero  capaz,  que  ó  no  debería  de  existir  ó  existir  como  de  orden 
preferenie  en  la  línea  recta;  y  asi  finalmente  con  igual  r.tzon  que  el 

{>adre  podía  testar  á  favor  del  hijo  natural  áun  teniendo  ascendiente» 
egitimos,  debian  entenderse  llamados  los  ilegítimos  de  parte  de  madre 

3ue  siempre  era  cierta  y  hábiles  para  heredar  á  la  sucesión  intestada 
e  aquellos  hijos  y  los  suvos  antes  que  los  colaterales. 
4o  La  ley  2a,  tit.  20,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  que  dis- 
pone que  el  hermano,  sin  decir  qué  clase,  y  por  consiguiente  lo  mis- 
mo el  legítimo  quo  el  ilegítimo,  capaz  de  sucesión  activa;  por  el  prin- 
cipio de  derecho  de  que  donde  la  ley  no  distingue  no  debemos  distin- 
guir, para  heredar  ab-intestato  á  su  hermano  no  puede  concurrir  con 
los  padres  ó  ascendientes  del  difunto  en  el  hecho  de  que  la  sentencia  * 
íecurrida  no  ya  mandaba  que  una  hermana  concurriera  con  la  abuela 
á  la  sucesión  "del  hermano  y  nielo  respectivamente,  que  era  menos, 
sino  lo  que  era  más,  que  heredase  ántes  excluyéndola: 

5o  En  el  hecho  de  declarar  preferente  á  la  hermana  legitima  sobre 
la  abuela  maternal  ó  expúrea  para  heredar  á  aquel,  la  ley  12,  tít.  13 
de  la  Partida  6a  citada  en  la  misma  sentencia,  que  dispone  que  los  her- 
manos de  parte  de  madre  hereden  ab-intestato  al  hijo  natural  que 
muera  sin  hijos  ni  nietos  no  era  racional  ni  lepa!  tener  por  excluidos 
en  ella  los  biznietos  y  demás  descendientes  con  igual  preferencia  sobre 
les  hermanos  de  parte  de  madre,  así  tampoco  porque  solamente  dijera 
sin  madre  se  podía  deducir  que  excluía  á  la  abuela,  ó  mejor  dicho  á  los 
.  abuelos  maternos  que  en  el  caso  de  la  ley  serian  legítimos,  mucho  me- 
nos cuanto  su  interpretación  extensiva  en  este  punto,  entendiendo  que 
al  decir  hijos  y  uietos  quiso  decir  los  demás  descendientes  también,  y 
al  expresar  madre  quiso  expresar  lo  ménos  los  ascendientes  por  parte 
de  la  misma  resultaba  consignada  por  precepto  y  aunque  asi  no  se  re- 
conociera, resultaría  por  identidad  ó  mejoría  de  razón  en  el  otrosí  de 
la  ley  de  Partida  citada,  deduciéndose  que  el  derecho  á  suceder  en  el 
caso  de  la  misma  y  en  el  de  autos,  pasaba  y  no  podia  ménos  de  pasar 
de  la  madre  contra  lo  que  la  sentencia  recurrida  prevenía: 

6°  El  art.  2°  de  la  ley  de  16  de-Mayo  de  1835  y  la  de  su  referencia 
que  reconoce  el  derecho  preferente  de  todi  preferencia  del  hijo  natural 

Í>ara  suceder  á  la  madre,  trasmisible  por  representación  de  la  linea  de 
os  descendientes  de  ese  hijo,  y  cuando  esta  se  extingue,  por  el  de  re- 
ciprocidad en  la  de  los  ascendientes  maternos  hábiles  para  heredar, 
derecho  desconocido  en  la  repetida  sentencia,  pues  que  declaraba  ser 
primero  la  hermana  que  la  abuela  en  la  sucesión  intestada  : 

7o  Y  por  ultimo,  la  doctrina  legal  de  la  irrevocabilidad  de  la  cosa 
juzgada ,  que  se  deriva  ,  entre  otras  leyes ,  de  la  19,  tít.  22,  Partida  3', 

Jla  doctrina  también  legal  emanada  de  la  2a,  4a  y  5a,  tit.  19,  parti- 
a  4a,  de  que  la  reciprocidad  en  la  obligación  de  suministrarse  alimen- 
tos sólo  se  da  contra  los  que  tienen  mutuo  derecho  de  heredarse  ,  pues 
que  la  sentencia  reconocía  ser  un  hecho  probado  que  el  difunto  Don 
Pedro  Benito  Villamil  y  su  hermana  Doña  Carolina  daban  alimentos 
por  virtud  de  mandato  judicial,  como  hoy  se  los  daba  la  segunda  en 
el  propio  concepto  á  su  abuela  la  recurrente;  y  siguiéndose  de  esto 
que  tenía  el  respeto  de  la  cosa  juzgada,  ser  y  estar  reconocidos  entre 
ellos  mismos  como  recíprocos  herederos  en  su  caso  y  lugar  de  mayor 
á  nietos  y  vice -versa,  era  concluyente  que  quebrantaban  la  sentencia 
aquellos  principies  jurídicos,  declarando  bieu  hecha  la  entrega  de  la 
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herencia  del  nieto  intestado  á  la  hermana  á  pesar  de  la  demanda  ó 
petición  de  la  abuela  :  • 
Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Diaz  de  llueda: 
Considerando  que  la  sentencia  infringe  la  ley  5a,  tit.  20,  libro  fO 
de  la  Novísima  Recopilación  ,  ponjue  según  alia  no  sólo  heredan  los 
ilegítimos  naturales,  sino  también  los  expúreos  cuyo  carácter  tenía 
Doña  Francisca  García  ,  madre  de  la  demandada,  puesto  que  esta  ha 
reconocido  como  cierto  el  hecho  de  que  la  hubo  en  estado  de  soltería 
la  recurrente  Doña  Ramona  García  Comendera: 

Considerando  que  existe  asimismo  la  infracción  de  ley  y  de  doctrina 
invocada  sobre  reciprocidad  en  el  derecho  sucesorio ,  por  virtud  del 
cual  la  madre  y  abuela  ilegítimas  heredan  á  los  descendientes  natura- 
les y  expüreos  con  preferencia  á  los  colaterales  de  cualquiera  clase 
que  sean; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  Doña  llamona  García  Comendera, 
y  en  su  consecuencia  .  casamos  y  anulamos  la  sentencia  que  en  10  de 
Diciembre  de  1875  dicto  la  Sala  de  lo  civil  de  h  Audiencia  fie  la  Coru- 
ña,  á  la  que  se  libre  orden  para  la  remisión  de  los  autos.  —  (Sen- 
tencia publicada  el  24  de  Febrero  de  1877,  é  inserta  en  la  Gacela  de 
31  de  Julio  del  mismo  año.) 
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Recurso  de  casación  (54  de  Febrero  de  1877). — Saneamiento 
de  una  finca. — Se  declara  por  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Supremo 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Pedro  Juan  Mestres 
y  Albons  contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  Justicia  de  la  Audiencia 
de  Palma,  en  pleito  con  Doña  Micaela  Carrió  y  hermanas;  se  casa  y 
anula  la  sentencia,  y  se  resuelve  : 

i°  Que  la  ley  32,  tit.  5*  de  la  Partida  5a,  impone  al  vendedor  la 
obligación  de  sanear  al  comprador  la  cosa  vendida  cuando  se  le  priva 
de  ésta  en  virtud  de  sentencia  judicial  á  instancia  de  un  tercero,  pre- 
vias las  formalidades  que  en  dicha  ley  se  establecen : 

2o  Que  esta  obligación  es  de  aquellas  que  se  trasmiten  á  los  herede- 
ros  del  que  las  contrae,  y  con  doble  razón,  cuando  resulta  de  la  escri- 
tura de  venta  que  el  vendedor  se  obligó  además  á  la  eviccion  y  sanea- 
miento  de  la  finca  que  vendía : 

3*  Que  acreditándose  que  las  demandadas,  titulándose  herederas  del 
vendedor  de  la  finca,  citando  á  este  propósito  las  disposiciones  testa- 
mentarias que  lo  acreditaban,  vendieron  en  concepto  de  tales  herederas 
por  escritura  pública  una  finca  procedente  de  la  fincabilidad  de  su  cau 
sanie,  no  puede  dudarse  que  aceptaron  la  herencia  con  todas  sus  con- 
secuencias, conforme  á  lo  dispuesto  en  la  ley  II,  tit.  6o  de  la  Parti- 
da 6a; 
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Y  i°  Que  tal  declaración,  hecha  en  documento  solemne  y  relaciona- 
da íntimamente  con  el  contrato  á  que  se  refiere,  tiene  un  valor  jurídi- 
co decisivo  en  el  pleito,  conforme  á  lo  dispuesto  en  la  ley  1 1  i,  til.  \  8  de 
la  Partida  3a;  y  la  Sala  sentenciadora,  que  lo  desconoce,  la  infringe,  y 
como  consecuencia  de  este  error  infringe  también  la  ley  13,  Ut.  9*» 
Part.  7a,  la  1 1 ,  Ut.  6°,  Part.  6a  y  la  doctrina  legal  de  que  la  adición 
tácita  queda  hecha  con  sólo  disponer  el  instituido,  en  son  de  dueño,  de 
alguna  de  las  cosas  de  la  herencia. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  24  de  Febrero  de  1877,  en  el  pleito 

Í endiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ey,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Manacor  y  en  la 
Sala  de  Justicia  de  la  Audiencia  de  Palma  por  Pedro  Juan  Mes  tres  y 
Albons  con  Doña  Micaela,  Doña  Antonia  Ana,  Doña  Bernardina  y  Doña 
Isabel  Carrió  y  Obrador  sobre  saneamiento  de  una  finca  : 

Resultando  que  D.  Gregorio  Obrador  vendió  por  escritura  de  13  de 
Octubre  de  1827  á  los  hermanos  Pedro,  Juan,  Miguel  y  Rafael  Mestre 
y  Albons  Una  pieza  de  tierra  en  término  de  la  villa  de  Manacor  y  punto 
denominado  San  Amaset,  por  precio  de  200  libras  mallorquínas,  obli- 
gándose á  la  evjccion  de  la  venta: 

Resultando  que  puesto  en  posesión  Pedro  Juan  Mestre  de  la  mitad 
de  dicha  finca,  fué  demandado  por  D.  Juan  Caldentey,  como  sucesor 
eu  el  fideicomiso  á  quien  pertenecía  ;  y  que  seguido  juicio  por  todos 
sus  trámites,  en  el  que  fueron  citadas  de  eviccion  las  demandadas  en  el 
presente  como  heredaras  del  vendedor  D.  Gregorio  Obrador,  fué  con- 
denado Mestre  por  ejecutoria  á  la  entrega  de  dicha  finca,  con  los  fru- 
tos que  ascendieron  á  la  cantidad  de  40  libras  mallorquínas  y  10 
sueldos: 

Resultando  que  Pedro  Juan  Mestre  entabló  la  demanda  objeto  de 
este  pleito  contra  Doña  Micaela,  Doña  Antonia  Ana,  Doña  Bernardina 
y  Doña  Isabel  Carrió  y  Obrador  para  que  como  herederas  universales 
que  eran  de  D.  Jaime  y  de  Doña  Antonia  Ana  Obrador,  que  á  su  vez  lo 
fueron  de  D.  Gregorio  Obrador,  vendedor  de  la  finca  de  que  habia  sido 
despojado  el  demandante,  se  les  condenase,  en  cumplimiento  de  la 
cláusula  de  eviccion  y  saneamiento  aneja  al  contrato  de  venta  indica- 
do, a  resarcirle  del  precio  que  tenia  la  unca  al  ser  privado  de  ella,  y  de 
los  frutos  abonados  en  indemnización  de  perjuicios: 

Resultando  que  las  demandandas  impugnaron  la  demanda  negando 
qne  fuesen  herederas  de  D.  Gregorio  Obrador,  de  quien  no  se  sabia 
que  dejase  bienes  de  fortuna,  lo  cual  las  relevaba  de  toda  responsabi- 
lidad : 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba,  se  presentó  una  escri- 
tura otorgada  en  4  de  Abril  de  1857,  por  la  que  las  hermanas  deman- 
dadas vendieron  á  Mateo  Sureda  unas  casas,  corral  y  botiga  situadas 
en  la  villa  de  Felanix,  que  poseian  y  les  pertenecían  como  herederas 
universales  de  sus  tíos  D.  Jaime  y  Doña  Antonina  Ana  Paula  Obrador, 
que  á  su  vez  lo  habían  sido  «le  D.  Gregorio  Obrador,  su  hermano,  se- 
gún su  testamento  de  9  de  Marzo  de  1839,  bajo  el  que  falleció  en  17  de 
Junio  siguiente : 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  sentencia,  que 
confirmó  con  las  costas  en  4  de  Noviembre  de  1 875  la  Sala  de  j usticia 
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de  la  Audiencia  de  Palma,  absolviendo  á  las  demandadas  de  la  de- 
manda : 

Resultando  que  el  demandante  interpuso  recurso  de  casación  por 
haberse  infringido  á  su  juicio  : 

í°  La  ley  32,  til.  5o,  Partida  5a,  que  impone  al  vendedor  la  obliga- 
ción de  sanear,  la  inconcusa  doctrina  legal  emanada  además  de  la 
ley  13,  tit.  9o,  Partida  7a,  según  la  que  como  una  persona  sola  es  con- 
tada la  del  heredero  y  la  de  aquel  á  quien  heredó  : 

2o  La  doctrina  legal  de  que  la  adición  tácita  queda  hecha  con  sólo 
disponer  en  son  de  dueño  el  instituido  de  alguna  de  las  cosas  de  la  he- 
rencü,  y  la  ley  It,  tit.  6o,  Partida  6a,  que  define  varios  modos  de 
aceptación: 

Y  3o  La  ley  IU,  tít  18,  Partida  3a,  según  la  cual  ha  debido  esti- 
marse la  escritura  de  4  de  Abril  de  1857  como  prueba  eficaz  de  lo  en 
ella  contenido: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Benito  de  Ulloa  y  Rey: 

Considerando  que  la  ley  32,  tít.  o°  de  la  Partida  5a,  impone  al  ven- 
dedor la  obligación  de  sanear  al  comprador  la  cosa  vendida  cuando  se 
le  priva  de  ésta  en  virtud  de  sentencia  judicial  á  instancia  de  un  ter- 
cero, previas  las  formalidades  que  en  dicha  ley  se  establecen : 

Considerando  que  esta  obligación  es  de  aquellas  que  se  trasmiten 
á  los  herederos  del  que  las  contrae,  y  en  el  caso  de  estos  autos  con  do- 
ble razón,  por  cuanto  D.  Gregorio  Obrador,  según  resulta  de  la  escri- 
tura de  i 3  de  Octubre  de  1827,  se  obligó  además  á  la  eviccion  y  sa- 
neamiento de  la  finca  que  vendió  al  comprador  D.Pedro  Juan  de  Mestre: 

Considerando  que  las  demandadas  Doña  Antonia  Ana  Obrador  y  li- 
tisocios  negaron  que  fuesen  herederos  de  I).  Gregorio  Obrador;  pero 
su  negativa  se  halla  en  abierta  contradicción  con  lo  consignado  en  la 
escritura  de  4  de  Abril  de  1857,  por  la  que,  titulándose  herederos  de  su 
tio  D.  Gregorio  Obrador,  citando  á  este  propósito  las  disposiciones 
testamentarias  que  lo  acreditaban,  vendieron  en  concepto  de  tales  he- 
rederos á  Ü.  Mateo  Sureda  una  finca  procedente  de  la  fincabilidad  de 
su  causante,  en  vista  d  •  lo  cual  no  puede  dudarse  que  aceptaran  la  he- 
rencia con  todas  sus  consecuencias,  conforme  á  lo  dispuesto  en  la  ley 
II,  tit.  6°  de  la  Partida  6a: 

Considerando  que  esa  declaración,  hecha  en  documento  solemne  y 
relacionada  íntimamente  con  el  contrato  á  que  se  refiere,  tiene  un  va- 
lor jurídico  decisivo  en  este  pleito,  conforme  á  lo  dispuesto  tn  la  ley 
i  14,  tit.  18  de  la  Partida  3a;  y  la  Sala  sentenciadora,  que  lo  descono- 
ce, U  infringe,  y  como  consecuencia  de  este  error  infringe  también  las 
citadas  anteriormente  á  este  propósito; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recur- 
so de  casación  interpuesto  por  Pedro  Juan  Mestre  y  Albons  ;  y  en  su 
consecuencia  casamos  y  anulamos  la  sentencia  que  en  4  de  Noviembre 
de  1875  dictó  la  Sala  de  justicia  de  la  Audiencia  de  Palma,  a  la  que  se 
libre  órden  para  la  remisión  de  los  datos. — (Sentencia  publicada  el  24 
de  Febrero  de  1877,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  3  de  Agosto  del  mis- 
mo año.) 
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Recurso  de  cas  notan  (27  de  Febrero  de  1  877). -—Cumplimien- 
to de  un  contrato.  —  Se  declara  por  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Su- 
premo no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D. pláci- 
do Lesaca  contra  la  sentencia  dictada  por  la  d«  lo  civil  de  la  Audien- 
cia de  Oviedo,  en  pleito  con  D.  Manuel  Riera,  y  se  resuelve  : 

Que  la  ley  19,  tít.  22,  Partida  3\  que  declara  qué  fuerza  há  el  jui- 
cio finado,  no  se  infringe  por  la  sentencia  que  estima  cumplida  una 
ejecutoria  y  aprueba  la  liquidación  hecha  por  el  perito  tercero  nom- 
brado en  discordia^  si  resulta  que  este  perito  no  se  separa  de  las  bases 
señaladas  en  la  sentencia,  de  cuya  ejecución  se  trata. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  27  de  Febrero  de  1877,  en  los  au- 
tos que  ante  Nos  penden  por  recurso  de  casación,  seguidos  en  el  Juz- 
gado de  primera  instancia  de  Oviedo  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia del  mismo  distrito  por  D.  Manuel  Riera  con  D.  Plácido  Lesaca 
sobre  cumplimiento  de  un  contrato,  en  el  dia  incidente  de  ejecución 
de  sentencia : 

Resultando  que  por  escritura  de  27  de  Mayo  de  1869  D.  Plácido 
Lesaca  declaró  adeudar  á  D.  Manuel  Riera  la  cantidad  de  54.563  rs. 
procedentes  de  algunas  sumas  satisfechas  por  él  á  diferentes  sugetos,  y 
de  suministro  de  cebada,  harina  y  centeno  para  sus  ganados,  en  ga- 
rantía de  cuyo  crédito  entregó  al  acreedor  en  concepio  de  prenda  dos 
galeras  corrientes,  dos  carros,  varias  caballerías,  tasado  lodo  en  65.000 
reales  ;  estipulando,  en'lre  otras,  como  condiciones  del  contrato  que 
Lesaca  cedia  á  su  acreedcr  Riera  todos  los  contratos  de  trasportes  que 
tenía  celebrados  y  se  hallaban  subsistentes  con  la  fábrica  de  armas 
portátiles,  la  de  tabacos  de  dicha  capital  y  demás  que  venía  desempe- 
ñando, para  qye,  subrogado  en  su  lugar  y  puesto  al  frente  de  los  mis- 
mos, los  dirigiese  y  llevara  á  efecto  con  sujeción  á  los  contratos  cele- 
brados ;  que  el  objeto  del  convenio  era  puramente  por  entónces  satis- 
facer ó  reintegrar  á  Riera  ios  5.4.^6  escudos  300  milésimas  que  Lesaca 
le  adeudaba,  con  las  utilidades  de  los  trasportes,  por  lo  cual  se  com- 
prometía el  primero  á  destinar  las  galeras,  carros,  caballerías  y  más 
útiles  al  cumplimiento  de  dichos  contratos  de  trasportes,  y  á  todos  los 
demás  servicios  que  ambos  otorgantes  de  común  acuerdo  considerasen 
útiles  y  beneficiosos  á  la  negociación  que  se  proponían:  que  Lesaca 
había  de  tener  intervención  directa  como  socio  en  todos  los  actos  y 
operaciones  referentes  á  los  servicios  ó  trasportes  que  con  dichos  efec- 
tos se  ejecutasen,  excepto  en  el  manejo  de  caudales,  cobros  y  pagos, 
en  que  solamente  inspeccionaría  como  práctico  el  mejor  giro  y  direc- 
ción que  debia  darse  al  negocio:  quo  desdo  el  momento  en  que  con  las 
utilidades  de  esta  empresa  se  cubriese  el  referido  crédito,  satisfechos 
previamente  los  gastos  de  escritorio,  impresiones,  dependientes,  auxi- 


Digitized  by  Google 


RECURSOS  Y  COMPETENCIAS 


79 


liares,  dobles  arrastres  en  el  puerto  y  todo  lo  demás  necesario,  con  los 
de  alimentos  del  ganado,  cuadras  y  más  locales,  para  cuya  indemniza- 
ción del  referido  crédito  se  señalaba  por  entonces  el  término  de  seis 
meses,  el  contrato  quedaba  rescindido  ipso  jure,  extinguida  la  prenda 
y  dueño  Lesaca  de  las  galeras  y  demás  efectos,  que  le  serian  devueltos 
■con  los  menoscabos  naturales  que  hubiesen  sufrido  ;  y  no  siendo  bas- 
tante el  periodo  marcado  á  cubrir  el  reintegro  con  las  utilidades  liqui- 
das, podrían,  caso  de  conformidad,  prorogarle:  que  áun  cuando  no 
hubieran  trascurrido  los  seis  meses  pactados,  se  verificaría  igualmen- 
te la  devolución  de  todo,  siempre  que  Lesaca  pagase  la  deuda;  y  que 
de  la  misma  manera  si  Uiera  en  cualquier  tiempo  quisiera  adquirir  la 
propiedad  de  las  galeras,  carros,  caballerías  y  demás  efectos  entrega- 
dos, y  la  de  los  derechos'que  á  su  favor  tenia  Lesaca  procedentes  de 
los  contratos  de  trasportes  que  quedaban  á  su  cargo  hasta  la  conclu- 
sión de  las  contratas,  como  subrogado  en  lugar  de  éste,  cumplia  con 
entregar  á  Lesaca  la  diferencia  de  los  5.400  escudos  300  milésimas  de 
su  crédito  hasta  los  6.500  en  que  todo  habia  sido  tasado,  con  más  el 
importe  de  las  utilidades  que  hasta  entónces  hubiera  producido  la  ne- 
gociación, sin  que  pudiera  negarse  á  admitirlo  Lesaca,  toda  vez  que 
desde  el  instante  que  así  lo  manifestase  Riera  y  satisficiese  el  importe 
de  la  diferencia,  con  más  el  de  las  utilidades,  este  contrato  de  prenda 
se  convertiría  en  el  de  compra-venta  sin  necesidad  de  pública  almone- 
da, en  atención  á  la  justa  tasación  de  los  objetos  entregados  en  prenda 
que  habia  sido  hecha  por  los  peritos  nombrados  de  común  ¡icuerdo: 

Resultando  que  fundado  en  la  mencionada  escritura,  en  22  de  Fe- 
brero de  1870  propuso  demanda  D.  Manuel  Riera  exponiendo  que  áun 
cuando  por  su  pai  te  se  habia  ajustado  á  lo  pactado,  léjos  de  haber  ha- 
bido utilidades  en  la  negociación,  habían  resultado  pérdidas  de  impor- 
tancia á  cansa  de  que  los  contratos  de  trasportes  que  habian  de  servir 
de  base  á  las  operaciones  de  la  empresa,  y  cuya  cesión  so  habia  esti- 
pulado, no  existían  realmente:  que  en  Io  de  Enero  importaban  va  las 
pérdidas  sufridas  la  cantidad  de  19.080  rs.  49  céntimbs,  á  la  cual  había 

3ue  agregar  la  de  5.825  rs.  y  16  céntimos  que  la  fábrica  de  armas  de 
icha  capital  debía  á  la  empresa,  y  que  fueron  retenidos  por  Orden  del 
Juzgado  por  creerse  equivocadamente  pertenecían  á  Lesaca  92?  que 
éste  adeudaba  á  mayorales  y  zagales  y  que  por  él  satisfizo  Riera,  y  1 .  1 30 
y  50  céntimos,  valor  de  33  y  media  fanegas  de  cebada  que  le  suminis- 
tró; por  todo  lo  cual,  y  siendo  ley  lo  convenido  por  las  partes,  proce- 
día y  pedía  se  le  declarase  dueño  de  las  galeras,  carros,  atalajes  y  de- 
más, y  se  condenara  á  D.  Plácido  Lesaca  á  que  le  satisficiese  los  26.953 
reales  15  céntimos  á  que  dichas  pérdidas  ascendian,  con  más  la  canti- 
dad que  importasen  los  derechos  que  derivarían  de  los  contratos  de 
trasportes,  si  existiesen,  ó  en  otro  c.«so  condenarle  tan  sólo  á  que  pa- 
gase 80.526  rs.  15  céntimos,  indemnizándole  en  todo  caso  de  la  suma 
que  previa  liquidación  en  forma  resultase  adeudarle  por  razón  de  las 
pérdidas  que  experimentasen  desde  I"  de  Enero  hasta  la  conclusión  del 
asunto,  con  los  intereses  legales  y  costas:  . 

Resultando  que  Lesaca  impugnó  la  demanda  diciendo  que  por  la 
escritura  de  27  de  Mayo  quedaba  Riera  encargado  de  las  galeras,  con 
la  obligación  según  la  base  5a  de  la  misma,  de  pedirle  su  parecer  para 
todas  lás  operaciones,  teniendo  que  firmar  los  dos  cuantos  contratos  de 
trasporte  se  vereficasen,  cuya  base  no  habia  cumplido  el  demandante: 
que  era  incierto  no  existiesen  los  contratos  con  varias  fábricas  prome- 
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tidas  en  la  escritura;  pues  de  las  tres  certificaciones  qae  presentaba  del 
Subdirector  de  la  Fábrica  de  armas  de  aquella  ciudad  y  representante» 
del  contratista  de  conducciones  generales  de  tabacos  y  efectos  timbra- 
dos en  la  Península  resultaba  la  existencia  de  aquellos  hasta  el  mes  de 
Junio  siguiente  en  que  finalizaron  ;  no  siendo  culpa  suya  que  Hiera 
hubiera  descuidado  el  reservarlos,  y  no  pudiendo  por  lo  tanto  impu- 
társele como  pérdidas,  sino  que  habia  que  agregarlos  á  la  cuenta 
de  Riera  como  ganancias  que  debieran  existir  ;  y  que  ¿un  en  el  inad- 
misible supuesto  de  que  hubiese  habido  pérdidas,  no  sólo  no  debía  él 
sufrirlas,  sino  que  tenía  derecho  á  que  se  le  abonasen  las  ganancias 
que  el  asunto  debiera  producir  á  juicio  de  peritos;  y  pidió  se  le  absol- 
viese de  la  demanda,  obligando  á  Riera  á  rendir  cuenta  de  su  adminis- 
tración; y  en  el  caso  de  que  no  tuviese  justificantes,  á  que  le  entre- 
gase las  galeras  en  cuestioji  y  las  utilidades  que  á  juicio  de  peritos  hu- 
biere debido  aquel  obiener^  previo  descuento  délos  gastos  de  conser- 
vación y  las  deudas  que  de  la  escritura  resultarían : 

Resultando  que  en  el  escrito  de  réplica  Riera  modificó  la  pretensión 
de  la  demanda  dando  por  retirada  la  alternativa  que  proponia,  y  ci- 
ñendo  su  solicitud  á  sólo  el  extremo  de  que  se  le  declarase  dueño  de 
las  galeras  y  demás  efectos,  se  condenara  á  Lesaca  á  reintegrarle  de  los 
26. 95*  rs.  15  cénts.,  al  importe  de  los  derechos  que  derivarían  los  con- 
tratos de  trasportes,  indemnización  de  las  pérdidas  que  se  sufrieron 
desde  Io  de  Enero  y  al  reintegro  de  los  intereses  legales;  y  el  deman- 
dado reprodujo  en  su  escrito  de  dúplica  lo  expuesto  en  el  de  contes- 
tación : 

Resultando  que  en  7  de  Enero  de  1 371  el  Juez  de  primera  instan- 
cia dictó  sentencia  declarando  no  haber  lugar  á  tener  y  reconocer  al 
demandante  por  dueño  de  las  galeras,  carros,  caballerías  y  demás  que 
se  expresan  en  la  escritura  de  Í7  de  Mayo,  sin  perjuicio  del  derecho 
que  á  dicho  dominio  le  asista  luégo  que  averiguadas  las  ganancias 
habidas  en  la  administración  ,  si  existiesen,  entregase  previamente  á 
Lesaca  el  importe  de  la  diferencia  desde  los  5.456  escudos  300  milési- 
mas de  su  crédito  hasta  los  6.500  en  que  aquellos  fueron  tasados,  con 
más  el  importe  de  las  utilidades  producidas  después  de  hechas  las  de- 
ducciones de  gastos  con  arreglo  á  la  misma  escritura;  condenando  al 
Riera,  en  virtud  de  la  reconvención  propuesta,  á  que  rindiera  cuentas 
de  su  administración  al  demandado,  en  las  cuales  se  consignen  las 
pérdidas  y  gastos  habidos  y  las  utilidades  que  sin  culpa  ó  negligencia 
han  debido  existir  en  la  administración  ;  las  cuales,  á  falta  de  compro- 
bantes, se  regularán  por  peritos  electos  en  la  forma  ordinaria  ,  admi- 
tiendo desde  luégo  como  partidas  de  abono  á  Riera  en  la  de  pérdidas  ó 
gastos  de  la  empresa  los  8.000  rs.,  importe  de  las  cuatro  caballerías 
muertas,  los  1.130  rs.  50  cénts  de  las  33  fanegas,  y  por  último  le  se- 
rán abonables  los  427  escudos  635  milésimas  retenidos  á  la  empresa 
por  órden  del  Juzgado,  los  cuales  se  considerarían  como  parte  de  las 
utilidades  de  la  misma,  de  que  se  ha  hecho  entrega  al  demandado  Le- 
saca, sin  hacer  especial  condenación  de  costas  : 

Resultando  que  confirmada  dicha  sentencia  por  la  que  en  13  do 
Diciembre  de  1871  dictó  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia,  se  señaló 
tiempo  á  Riera  para  la  rendición  de  las  cuentas  de  su  administración, 

J presentó  una,  reducida  á  un  extracto  sin  justificantes,  de  la  que  se 
ió  vista  á  Lesaca,  que  la  impugnó  y  presentó  á  su  vez  otra  calculada  t 
Resultando  que  dado  á  este  asunto  la  tramitación  de  un  incidente 
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promovido  enjuicio  ordinario,  se  recibió  á  prueba,  practicándose  las 

Propuestas  ;  y  clamados  los  autos  para  sentencia  ,  el  Juez  dictó  en  5  de 
ebrero  de  1873  un  auto  ,  que  fué  confirmado  en  27  de  Setiembre  del 
mismo  año,  que  dice:  aPara  mejor  proveer,  atendiendo  á  que  no  re- 
sultan debidamente  justificados  algunos  extremos  ó  términos  de  las 
liquidaciones  presentadas  por  las  partes  y  recíprocamente  impugnadas, 
y  sin  prejuzgar  ninguna  de  las  cuestiones  hoy  pendientes,  praciíquense 
aquellas  por  dos  peritos  nombrados  en  la  forma  ordinaria,  y  un  ter- 
cero en  caso  de  discordia  ;  los  cuales,  lomando  por  base  de  su  opera- 
ción la  sentencia  firme  de  1  1  de  Diciembre  de  1871  y  los  hechos  ó 
datos  probados  y  sancionados  por  la  misma  sentencia ,  á  saber  :  que 
las  galeras  tenían  cargamento  suficiente  pára  trasportar  400  arrobas 
cada  una  en  cada  viaje  á  Castilla  y  viceversa;  que  dichas  galeras  po- 
dían hacer  un  viaje  redondo  en  el  período  de  cuatro  días  ,  y  que  ade- 
más admitían  pasajeros,  consignen  los  expresados  peritos  el  número  de 
viajes  con  descuento  de  los  que  no  hayan  podido  verificarse  por  fuerza 
mayor  ú  obstáculos  accidentales  é  invencibles,  el  precio  del  porte  de 
cada  arroba  según  de  ordinario  se  acostumbra  á  trasportar,  el  número 
de  viajeros  que  haya  podido  llevar  en  cada  expedición  y  el  meció  de 
cada  asiento;  los  gastos  de  la  empresa,  como  son  los  salarios  oe  los  ma- 
yorales y  zagales,  gratificaciones  á  los  mozos  de  carga  y  descarga  ;  re- 
paración ó  compostura  de  carruajes,  guarniciones  y  atalajes  ;  alimen- 
tación y  herraduras  de  caballerías ;  repuesto  de  las  que  se  hubiesen 
muerto  ó  inutilizado  para  el  trabajo;  alquileres  de  cuadras  y  demás 
inherentes:  y  los  referidos  peritos  formulen  la  cuenta  de  cargo  y  data 
con  la  mayor  claridad  posible  ;  entendiéndose  que  esta  liquidación  y 
cuenta  ha  de  comprender  el  período  de  tiempo  trascurrido  desde  27  de 
Mayo  de  1869,  fecha  de  la  escritura  de  convenio  entre  D.  Manuel  Riera 
y  D.  Plácido  Lesaca,  hasta  43  de  Diciembre  de  1871,  fecha  de  la  sen- 
tencia de  cuya  ejecución  se  trata :» 

Resultando  que  discordes  los  peritos  nombrados  por  las  partes,  y 
no  habiendo  entre  éstos  conformidad  para  el  nombramiento  de  tercero, 
le  hizo  el  Juez ;  y  el  designado  prestó  declaración  en  14  de  Enero 
de  1  875  diciendo  que  no  siendo  posible  averiguar  con  entera  seguridad 
y  certeza  los  viajes  que  real  y  positivamente  hubieran  heeho  las  gale- 
ras de  que  se  trata  durante  el  período  de  tiempo  que  marca  el  auto 
para  mejor  proveer,  y  siendo  preciso  proceder  por  cálenlo  acerca  del 
particular,  tomaba  por  base  del  suyo,  como  la  más  razonable,  pruden- 
te y  equitativa  ,  la  que  ofrecían  las  81  hojas  de  trasporte  que  obraban 
en  el  proceso,  y  seguu  las  cuales  se  habían  hecho  otros  tantos  viajes 
redondos  en  el  periodo  de  327  días;  produciendo  en  cada  uno  1  .268  rea- 
les, y  en  junto  102  "709,  incluyendo  en  esto  toda  clase  de  carga;  por 
lo  que,  si  en  327  dias  se  habían  verificado  8t  viajes,  en  928,  que  es  el 
del  auto,  habrían  debido  verificarse  en  virtud  de  dicho  cálculo  230;  y 
si  los  81  habían  producido  102.709  rs.,  los  230  debieron  producir 
291.640  rs. :  pasando  después  á  la  regulación  de  gastos,  los  fija  en 
353.276  rs  ;  de  manera  que  resultan  mayores  los  gastos  que  los  ingre- 
sos ó  productos  en  la  diferencia  de  61.636  rs.;  siendo  esta  la  que  en 
concepto  del  perito  debia  tenerse  por  regla  para  la  decisión  que  estaba 
preparada: 

Resultando  que  dada  vista  á  los  interesados,  y  celebrado  á  su  tiem- 
po juicio  verbal,  fué  impugnada  aquella  liquidación  por  Lesaca  en  el 
concepto  de  no  estar  conforme  con  la  sentencia,  ni  con  el  auto  para 
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mejor  proveer;  y  sosteniendo  que  tomado  exclusivamente  de  los  datos 
suministrados  por  Riera,  no  se  tuvieron  en  cuenta  las  utilidades  quo 
sin  culpa  ó  negligencia  han  debido  existir  en  la  administración ,  como 
la  sentencia  dispone  ,  pidiendo  se  desechase  la  liquidación  quo  impug- 
naba y  se  aprobase  la  practicada  por  el  perito  que  había  nombrado 
como  la  más  arreglada;  y  Riera  prestó  su  conformidad  á  la  sentencia  y 
pidió  su  aprobación : 

Resultando  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites,  la  Sala  de  lo  ci- 
vil de  la  Audiencia  por  sentencia  de  8  de  Noviembre  de  1875,  confir- 
matoria de  la  del  Juez  de  primera  instancia,  declaró  cumplida  la  sen- 
tencia de  13  de  Diciembre  (}e  1871,  dictada  en  el  pleito  promovido  por 
Don  Manuel  Riera  contra  D.  Plácido  Lesaca,  en  la  parte  que  se  refiere 
á  la  dación  y  liquidación  de  cuentas,  y  aprobó  la  practicada  por  el  pe- 
rito, declarando  en  su  consecuencia  que  durante  la  administración  do 
Don  Manuel  Riera  no  hubo  utilidades  en  el  trasporte  de  que  estaba  en- 
cargado, y  si  la  pérdida  de  61.636  rs.  fijada  por  el  expresado  perito  en 
la  forma  que  por  el  mismo  se  detallaba,  sin  hacer  ospecial  condena- 
ción de  costas: 

Resultando  que  D.  Plácido  Lesacaca  interpuso  recurso  de  casación 
por  conceptuar  infringidas: 

La  ley  19,  tít.  22,  Partida  3a;  la  sentencia  ejecutoria  de  12  de  Di- 
ciembre de  1 871 ,  y  el  auto  complementario  de  27  de  Setiembre  de  1  873, 
llamado  para  mejor  proveer,  que  fijaron  las  bases  para  el  juicio  peri- 
cial; por  cuanto  se  aprueba  el  dictámen  del  perito  tercero  dado  en 
abierta  oposición  con  las  bases  establecidas  para  el  juicio  pericial  en  el 
referido  auto  de  27  de  Setiembre,  y  con  los  hechos  que  declaró  pro- 
bados la  sentencia  firme  de  12  de  Diciembre  : 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Hilario  de  Igon: 

Considerando  que  la  ley  19,  tít:  22,  Partida  3a,  que  declara  qué 
fuerza  há  el  juicio  afinado,  citada  como  infringida  en  el  único  funda- 
mento de  este  recurso,  no  lo  ha  sido  por  la  sentencia  recurrida,  toda 
vez  que  el  perito  tercero  cuya  operación  aprueba  no  se  separa  en  ella 
de  las  bases  señaladas  en  la  sentencia  de  cuya  ejecución  se  trata,  ni 
en  eJ  auto  de  27  de  Setiembre,  por  el  cual  se  declaró  llegado  el  caso 
previsto  en  dicha  sentencia  del  juicio  pericial;  léjos  de  lo  cual  aprecia 
el  número  de  viajes  en  consonancia  con  el  auto,  y  señala  el  producto 
por  todos  conceptos  de  cada  viaje  redondo,  asi  como  los  gastos  man- 
dados apreciar;  debiéndose  entender  que  en  la  cantidad  que  por  cada 
concepto  fija  entran  los  particulares  todos  que  concurren  á  formarla, 
como  la  Sala  sentenciadora  ha  apreciado  en  uso  de  su  derecho  al  pres- 
tar su  aprobación  al  dictámen  del  perito  tercero,  en  conformidad  al  ar- 
ticulo 919  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil ; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Plácido  Lesaca,  á  quien  condena- 
mos en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  la  cantidad  de  1 .000  pesetas  que  de- 
positó, que  se  distribuirán  con  arreglo  á  la  ley:  líbrese  á  la  Audiencia 
de  Oviedo  la  certificación  correspondiente,  con  devolución  de  los  do- 
cumentos remitidos  — (Sentencia  publicada  el  27  de  Febrero  de  1877, 
é  inserta  en  la  Gaceta  de  3  de  Agosto  del  mismo  año.) 
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Recurso  de  casación  (27  de  Febrero  de  1817.)— Entrega  de 
bienes.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Francisco  Vaz  y 
Dieguez  contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
delaCoruña,  en  pleito  con  Doña  Isabel  Rúa  Martínez,  y  se  resuelve: 

T  Que  si  resulta  que  los  interesados  en  unos  bienes  celebraron  acto 
de  conciliación,  por  el  que  se  convinieron  en  comprometer  sus  dere- 
chos en  Arbitros  amigables  componedores ,  para  lo  cual  se  había  de 
otorgar  el  oportuno  instrumento,  y  esto  no  tuvo  consecuencias  legales 
por  no  haberse  otorgado  la  escritura  ptíblica  de  compromiso,  la  senten- 
cia que  estima  la  demanda  incoada  sobre  los  mismos  bienes  no  prescin- 
de de  ningún  pacto  solemne,  y  por  lo  mismo  tampoco  infringe  la  ley  Ia, 
titulo  1 1  de  la  Partida  5a,  que  define  qué  cosa  es  promisión  y  en  qué 
manera  se  hace; 

Y  2o  Que  si  la  demandante  no  ha  pedido  ni  la  sentencia  ha  eslimado 
la  nulidad  de  ningún  acto  de  conciliación,  no  se  infringe  el  art.  tl7  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  establece  que  contra  lo  convenido 

en  acto  de  conciliación  sólo  se  admite  la  demanda  de  nulidad. 

. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  27  de  Febrero  de  1877,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nós  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Verin  y  en  la  Sala 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Coruña  por  Doña  Isabel  Rna  Martí- 
nez con  D.  Francisco,  Üoña  María,  Doña  Manuela  y  D.  Juan  Vaz  y 
Dieguez,  y  D.  Francisco  y  Doña  Josefa  Vaz  Barreal,  sobre  entrega  de 
bienes : 

Resultando  que  D.  Manuel  Vaz  falleció  en  20  de  Diciembre  de  187! 
con  testamento  que  otorgó  en  8  del  mismo  mes,  en  el  que  dispuso  que 
se  reintegrase  á  su  mujer  Isabel  Rúa,  con  tres  fincas,  el  menoscabo 
que  habiau  sufrido  sus  bienes,  legándola  los  ganados,  muebles,  ropas, 
alhajas  y  granos  que  hubiese  en  la  casa,  la  parte  de  gananciales  que 
le  correspondían  en  un  prado,  y  otros  bienes;  é  instituyó  herederos  á 
sus  hermanos  D.  Francisco.  D.  Juan,  Doña  María  y  Doña  Manuela 
Vaz  y  Dieguez,  y  á  sus  sobrinos  D.  Francisco  y  Doña  Josefa  Vaz  Bar- 
real, en  representación  de  su  padre  : 

Resultando  que  en  6  de  Diciembre  de  1872  tuvo  lugar  un  acto  de 
conciliación  ante  el  Juez  municipal  de  Laza,  en  el  que  Doña  María, 
liona  Manuela  y  Doña  Josefa  Vaz,  asistidas  de  sus  respectivos  mari- 
dos, reclamaron  á  Doña  Isabel  Rúa  tooo  lo.  perteneciente  a  la  herencia 
y  gananciales  de  su  difunto  marido  l).  Manuel  Vaz,  en  atención  á  que 
ella  misma  habia  anulado  por  contratos  ó  avenencia  hechos  con  sus 
herederos  :  que  la  demandada  protestó  estar  y  pasar  por  la  disposición 
testamentaria  de  su  marido;  y  que  habiéndose  propuesto  varios  me- 
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dios  de  transacción,  tuvo  efecto,  conviniendo  lademandada  y  los  de- 
mandantes, incluso?  D.  Juan  y  Ü.  Francisco  Vaz  Oieguez  y  D.  Francis- 
co Vaz  Barreal,  manifestando  las  mujeres  de  los  otros  demandantes  que 
se  hallaban  presentes  que  estarían  y  pasarían  por  cuanto  sus  maridos 
hiciesen  en  nombrar  arbilradores  y  amigables  componedores,  á  cuyo 
efecto  otorgarían  el  oportuno  instrumento  judicial,  nombrando  por  de 
pronto  Doña  Isabel  Kua  á  D.  Benito  Besteiro,  y  los  demandantes  á 
Atanasio  Vaz,  quienes  con  vista  de  l'»s  datos  que  se  les  suministrasen, 
y  valiéndose  de  testigos,  documentos  y  demás,  hicieran  discretacion 
de  capitales,  avalúo  y  precio  de  las  cosas  hasta  que  cada  cual  llevara 
Jo  que  era  suyo  ;  y  en  caso  de  discordia  la  dirimiera  á  cálculo  pruden- 
cial un  tercero,  que  nombraría  el  Juez  : 

Resultando  que  en  H  de  Enero  de  1873  tuvo  lugar  otro  acto  de 
conciliación,  en  el  que  D;  Francisco  Vaz  y  consortes  demandaron  á 
Doña  Isabel  Roa  para  que  con  arreglo  á  las  avenencias  de  6  y  tí  de 
Diciembre  del  año  anterior,  y  cuerno  de  herencia  y  gananciales  que 
obraban  en  su  poder,  parte  de  ellos  del  difunto  D.  Manuel  Vaz,  se 
prestase  á  dividir  la  casa  nueva,  entregando  los  demás  efectos  que  tu- 
viese, y  desocupando  la  habitación  del  difunto,  pertenecientes  á  di- 
chos herederos  :  y  que  la  demandada  contestó  que  desde  luégo  se 

Í)restaha  á  la  división  de  la  casa  nueva,  como  igualmente  á  desocupar 
a  que  decían  de  la  pertenencia  de  su  difunto  marido  ;  y  que  en  cuan- 
to á  lo  demás,  lo  que  no  había  obrado  en  su  poder  no  podia  entre- 
garlo : 

Resultando  que  Doña  Isabel  Rúa  entabló  la  demanda  objeto  de  este 
pleito,  en  la  que  haciendo  mérito  del  testamento  de  su  difunto  mari- 
do, y  que  sus  herederos  tenían  los  bienes  muebles  y  raíces  que  había 
legado  á  la  demandante,  y  que  el  conirato  que  otorgó  renunciando  á 
los  gananciales,  fué  declarado  nulo  por  ejecutoria  de  21  de  Junio 
de  1874,  suplicando  en  su  virtud  que  se  condenáse  á  dichos  herederos 
á  la  entrega  de  los  bienes,  con  las  costas : 

Resultando  que  los  demandados  impugnaron  la  demanda,  negando 
que  se  hubiera  declarado  nulo  el  convenio  por  el  que  la  demandante 
renunció  los  gananciales ;  pero  que  el  contrato  no  tuvo  lugar  en  este 
acto,  y  si  anteriormente  en  uno  de  conciliación,  que  se  modificó  por  el 
documento  anulado :  que  en  el  acto  conciliatorio  de  6  de  Diciembre 
de  1872  se  convino  en  nombrar  amigables  componedores,  los  cuales 
procedieron  al  recuento  del  caudal  hereditario,  llevándose  cada  inte- 
resado lo  que  le  correspondió  ;  por  lo  cual  no  era  cierto  que  los  de- 
mandados se  apoderasen  por  su  propia  autoridad  de  los  bienes,  pues 
todo  lo  que  llevaron  fué  en  vista  de  dichos  convenios  ;  y  que  en  otro 
acto  de  conciliación  posterior  la  demandante  se  allanó  á  desalojar  las 
dos  casas  que  en  él  se  expresaban,  por  ser  gananciales;  de  modo  que 
en  vez  de  acreedora  era  deudora  por  dichas  dos  casas  y  otra  porción  de 
bienes  que  se  expresarían  : 

Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes,  y  sustanciado 
el  juicio  en  dos  instancias,  dictó  sentencia  en  22  de  Enero  de  1876  la 
Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  h  Coruña,  que  no  fué  conforme  con 
la  del  Juez  inferior,  condenando  á  los  demandados  á  entregar  á  la  de- 
mandante los  ganados  y  bienes  raices  y  muebles  referidos  en  su  de- 
manda, con  imposición  de  las  costas  de  ambas  instancias  : 

Resultando  que  los  demandados  interpusieron  recurso  de  casación 
por  haberse  infringido  á  su  juicio : 
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Io  Al  prescindiría  sentencia  do  pactos  solemnes  y  respetables,  de  la 
misma  manera  que  prescindió  de  ellos  sin  motivo  ni  justificación  de 
ningún  género  nna  de  Ls  cuatro  contratantes,  la  ley  Ia,  til.  I"  de  la 
Partida  5a,  encaminada  á  que  los  pactus  lícitos  se  cumplan  cual  se 
otorgaron,  sin  que  nadie,  pueda  separarse  de  ellos;  doctrina  sanciona- 
da por  las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo,  entre  otras,  de  31  de 
Octubre  y  20  de  Diciembre  de  1856,  y  el  principio  de  que  todo  el  que 
contrae  un  pacto»  ó  compromiso  está  obligado  á  cumplirlo  exactamen- 
te en  la  misma  forma  en  que  se  haya  estipulado  : 

8°  El  art.  2H  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  establece  que 
contra  lo  convenido  en  los  actos  de  conciliación  sólo  se  admita  la  de- 
manda de  nulidad,  fundada  únicamente  en  las  causas  que  dan  lugar  á 
la  de  los  contratos,  debiendo  interponerse  dentro  de  los  ocho  dias  si- 
guientes á  su  celebración,  de  forma  que  pasado  ese  tiempo,  aunque 
existan  real  y  verdaderamente  motivos  de  nulidad  no  podrán  aducirse, 
porque  todo  lo  habia  borrado  el  trascurso  del  plazo  fijado  por  la  ley  ; 
y  la  doctrina  consignada  en  el  mismo  sentido  por  este  Tribunal  Su- 
premo en  las  sentencias,  entre  otras,  de  10  de  Noviembre  de  1860, 
20  de  Abril  de  1861  y  13  de  Mayo  de  I $65,  en  que  se  establece  que 
contra  lo  convenido  en  actos  conciliatorios  sólo  procede  la  demanda 
de  nulidad,  y  que  debe  llevarse  á  efecto  lo  convenido,  sin  excusa  al- 
guna, áun  en  el  caso  de  que  esté  indeciso  y  vago  algún  punto  inci- 
dental, que  podia  resolverse  sin  violencia  al  ejecutarse  lo  convenido; 

Y  3°  Al  eslimar  la  demanda,  olvidándose  del  contrato  ó  convenio 
invocado  por  esta  parte,  las  sentencias  de  este  Supremo  Tribunal  de 
19  de  Abril  de  1859,  que  dice  que  es  nula  la  sentencia  que  viola  la  ley 
del  contrato  que  se  impusieron  licitamente  los  otorgantes  al  celebrar- 
lo, y  no  da  á  s  s  cláusulas  y  condiciones  el  valor  é  inteligencia  que  le 
dieron  los  contratantes;  y  la  de  24  de  Noviembre  de  185'),  que  esta- 
blece que  la  sentencia  que  infringe  un  convenio  licito  es  nula  porque 
aquel  es  la  ley  en  la  materia;  pues  aunque  la  Sala  sentenciadora  con- 
sideraba nulo  el  acto  conciliatorio,  porque  conteniendo  el  compromiso 
de  dirimir  las  diferencias  ocurridas  por  medio  de  árbitros  no  se  habia 
otorgado  la  escritura  pública  que  prevenía  la  ley,  no  se  hacía  seme- 
jante declaración  en  la  parte  dispositiva  del  fallo  para  que  causara  es- 
tado, y  además  no  podia  hacerse  por  no  estar  preparada  legalmente,  y 
por  no  haber  méritos  para  ello  : 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Fermin  de  Muro : 

Considerando  que  al  eslimar  la  demanda  no  ha  prescindido  la  sen- 
tencia de  ningún  pacto  solemne,  y  por  lo  mismo  tampoco  ha  infringi- 
do la  ley  Ia,  tit.  M  de  la  Partida  5a,  que  define  qué  cosa  es  promisión 
en  qué  manera  se  hace,  pues  el  acto  de  conciliación  de  6  de  Diciem- 
rede  187!,  por  el  que  los  interesados  convinieron  en  comprometer 
sus  derechos  en  árbitros  amigables  componedores,  no  tuvo  consecuen- 
cias legales  por  no  haberse  otorgado  escritura  pública  de  compromiso: 

Considerando  que  la  demandante  no  ha  pedido  ni  la  sentencia  es- 
timado la  nulidad  de  ningún  acto  de  conciliación,  y  por  consiguiente 
no  infringe  el  art.  217  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  establece 
qae  contra  lo  convenido  en  acto  de  concilios  ion  sólo  se  admite  la  de- 
manda de  nulidad  : 

Considerando,  por  último,  que  tampoco  se  quebranta  la  doctrina 
délas  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  á  que  se  refiere  el  tercer 
fundamento,  sobre  que  es  nulo  todo  fallo  que  infringe  un  coatrato  lí- 
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cito,  porque  no  se  expresa  qué  pacto  ó  contrato  lícito  haya  sido  des- 
atendido, ni  en  qué  consista  su  infracción  ; 

Fallamos  que  debemos  declarar  v  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Francisco  Vaz  y  Dieguez  y  con- 
sortes, á  quienes  condenamos  en  las  costas;  y  líbrese  a  la  Audiencia 
de  la  Goruñu  la  certificación  correspondiente,  con  devolución  de  los 
documentos  que  ha  remitido.  -  (Sentencia  publicada  el  27  de  Febrero 
de  1*77,  é  inserta  en  lu  Gaceta  de  3  de  Agosto  del  mismo  año.) 
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Recurso  de  casación  (57  de  Febrero  de  1877).  —  Cumplimiento 
de  un  remate.  — Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo 
no  haber  lu^ar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Donjuán  de  Dios  Alacias  contra  el  auto  dictado  por  la  de  justicia  de 
la  Audiencia  de  las  Palmas,  y  se  resuelve: 

t°  Que  el  recurso  de  casación  contra  las  sentencias  que  pronuncian 
las  Audiencias  sólo  se  da  cuando  aquellas  son  definitivas  ,  entendién- 
dose por  tales  las  que  terminan  el  juicio,  ó  las  que  recayendo  sobre  un 
artículo  pongan  término  al  pleito  haciendo  imposible  su  continuación; 

F2°  Que  el  auto  por  el  que  se  manda  que  liberada  una  finca  vendida 
en  remate  público  ántes  de  otorgada  la  escritura  correspondiente,  pre- 
sente el  comprador  la  cantidad  en  que  fué  rematada  para  que  tenga 
efecto  el  otorgamiento  de  la  escritura ,  y  en  otro  caso  que  se  le  condene 
conforme  á  lo  que  dispone  el  art.  987  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil, no  termina  el  pleito  ni  hace  imposible  su  continuación. 

En  el  recurso  de  casación  en  el  fondo,  interpuesto  por  D.  Juan 
de  Dios  Macias  en  autos  ejecutivos  seguidos  por  D.  Bartolomé  Diaz  con 
Doña  María  de  los  Remedios  Falcon  y  el  Ministerio  fiscal  sobre  cobro 
de  pesetas,  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  ha  dictado  el  auto 
del  tenor  siguiente : 

«Resultando  que  en  los  autos  ejecutivos  seguidos  en  la  Audiencia 
de  Canarias  a  instancia  de  D.  Bartolomé  Diaz  y  Diaz  contra  Doña  María 
de  los  Remedios  Falcon  se  remató  una  casa  por  D.  Juan  de  Dios  Ma- 
cias, á  quien  se  le  entregaron  los  títulos  de  pertenencia  para  que  los 
examinase  ántes  de  otorgarse  la  escritura  de  venta  : 

Resultando  que  Macías,  después  de  haber  examinado  los  documen- 
tos, solicitó  que  se  rebajase  del  precio  del  remate  el  capital  que  repre- 
sentaban los  censos  que  gravaban  sobre  la  finca ,  á  cuya  pretensión  se 
opuso  el  ejecutante: 

Resultando  que  la  Andancia  por  auto  de  53  de  Noviembre  de  1876 
declaró  que  sobre  la  finca  no  existían  otros  gravámenes  que  el  de  hi- 
poteca y  una  anotación  preventiva  á  favor  de  Doña  Rosa  de  Armas, 
Don  Bartolomé  Diaz,  D.  Francisco  del  Rio  y  D  José  Franchy;  y  man- 
dó que  liberada  que  fuese  la  finca  ántes  de  otorgada  la  escritura  cor- 
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respondiente  ,  presentase  Marías  la  cantidad  en  que  hubiese  sido  re- 
matada para  que  tuviese  efecto  el  otorgamiento  de  la  escritura,  y  en 
otro  caso  se  le  condenase,  conforme  á  lo  que  dispone  el  art.  987  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

Resultando  que  contra  este  auto  interpuso  recurso  de  casación  en 
el  fondo  D.  Juan  de  Dios  M acias: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Benito  de  Ulloa  y  Rey : 
Considerando  que  el  recurso  de  casación  contra  las  sentencias  que 
pronuncian  las  Audiencias  sólo  se  da  cuando  aquellas  son  definitivas, 
entendiéndose  por  tales  las  que  terminan  el  juicio,  ó  las  que  recayendo 
sobre  un  articulo  pongan  término  al  pleito  haciendo  imposible  su 
continuación: 

Considerando  que  el  auto  contra  el  que  se  intenta  recurrir  ni  ter- 
mina el  pleito  ni  hace  imposible  su  continuación; 

No  há  lugar,  con  las  costas,  á  la  admisión  del  recurso  de  casación 
interpuesto  por  D.  Juan  de  Dios  M acias.  —  (Madrid  27  de  Febrero 
de  \%V>.— Gaceta  de  3  de  Agosto  del  mismo  año.) 
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Recurso  de  casación  (28  de  Febrero  de  1877  ).— Cumpli- 
miento de  un  contrato. —  Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.Jai- 
me Baguñá  contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audien- 
cia de  Barcelona,  en  pleito  con  D.  Francisco  Escriu,  y  se  resuelve: 

Que  se  cita  inoportunamente  como  infringido  el  art.  355  del  Código 
de  Comercio,  si  la  Sala  sentenciadora  no  ha  tenido  por  existente  el 
contrato  objeto  del  pleito,  apreciando  en  uso  de  sus  facultades  la  prue- 
ba testifical  única  practicada  al  efecto,  sin  que  contra  esta  apreciación 
se  haya  citado  como  infringida  ley  alguna  ó  doctrina  legal. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  28  de  Febrero  de  4877,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  San 
Bettran  de  Barcelona  y  en  la  Sala  segunda  délo  civil  de  la  Audiencia 
de  aquella  ciudad  por  Jaime  Baguñá  con  D.  Francisco  Escriu  sobre 
cumplimiento  de  un  contrato  : 

Resultando  que  D.  Emilio  Augusto  Soulere  autorizó  á D.Jaime  Ba- 
guñá por  carta  de  28  de  Eneró  de  1869  para  que  vendiera  una  máqui- 
na de  vapor  de  su  propiedad  en  10.000  rs.,  siendo  para  él  todo  lo  que 
sacase  de  más  ,  y  obligándose  á  abonarle  en  el  acto  de  recibir  los 
10.000  rs.  6.000  que  le  restaba  por  un  crédito;  y  que  por  escritura  de 
1G  de  Febrero  siguiente  fué  vendida  la  citada  máquina  á  D.  Juan 
Blandí  en  f  0.500  rs. : 

Resultando  que  D.  Jaime  Baguñá  entabló  en  28  de  Setiembre 
de  1871  la  demanda  objeto  de  este  pleito,  exponiendo  que  para  verifi- 
car la  venta  de  la  máquina  se  entendió  con  Ü.  Francisco  Escriu,  peri- 
to en  la  materia,  el  cual  convino  con  él  en  adquiría,  repartiéndose  por 
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mitad  los  beneficios  ó  perdidas  que  resoltasen  de  so  venta:  qoe  después 
de  varias  gestiones,  Eseriu  adquirió  la  máquina  por  1.400  escudos,  y 
desentendiéndose  del  convenio,  la  había  enajenado  en  5.500  pesetas  á 
Don  Pío  Mitjavila,  negándose  á  abonarle  la  mitad  de  los  beneücios  que 
le  correspondían;  pretendiendo  en  su  virtud  que  se  condenase  á  Es- 
crin  á  pagarle  la  cantidad  de  1.000  pesetas  ó  lo  que  resultase  serlo  en 
deber,  con  los  intenses  legales  y  las  costas: 

Resultando  que  D.  Francisco  Eseriu  impugnó  la  demanda  fundado 
en  que  si  bien  había  existido  el  proyecto  que  se  alegaba,  no  se  había 
ultimado  el  negocio  por  no  tener  la  máquina  la  fuerza  que  se  suponía, 
no  siendo  por  tanto  cierto  que  se  la  hubiera  comprado  á  Soulere,  ni 
por  tanto  que  la  hubiera  vendido  a  Mitjavila;  y  por  el  contrario,  la 
máquina  la  compró  D.  Juan  Blanch  en  1.050  escudos: 

Resullando  que  suministrada  prueba  por  las  partes,  dictó  senten- 
cia el  Juez  de  primera  instancia  desestimando  la  demanda  por  no  haber 
justificado  el  demandante  el  contrato  ó  convenio  fundamento  de  la  ' 
misma: 

Resultando  que  confirmada  esta  sentencia  con  las  costas,  por  la 
que  en  13  de  Alario  de  1875  dictó  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia de  Darcelona  interpuso  D.  Jaime  Baguñá  recurso  de  casación 
por  haberse  infringido  á  su  juicio  : 

Io  El  art.  355  del  Cidigo  de  Comercio,  que  establece  que  la  socie- 
dad accidental  ó  de  cuentas  en  participación  para  determinado  nego- 
cio puede  contraerse  privadamente  por  escrito  ó  de  palabra,  toda  vez 
que  era  evidente  la  existencia  de  la  sociedad  accidental  por  razón  del 
negocio  de  autos  por  confesión  del  mismo  demandado; 

Y  2o  La  doctrina  legal  admisible  de  que  los  contratos  lícitos  pro- 
ducen acción  para  pedir  su  cumplimiento  rniéntras  no  sea  en  perjuicio 
de  tercero: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Casimiro  Huerta  Murillo: 
Considerando  que  se  cita  inoportunamente  el  art.  355  del  Código 
de  Comercio,  porque  la  Sala  sentenciadora  no  ha  tenido  por  existente 
el  contrato  objeto  del  pleito  que  motiva  el  recurso,  apreciando  en  uso 
de  sus  facultades  la  prueba  testifical  única  practicada  al  efecto,  sin  que 
contra  esta  apreciación  se  haya  citado  como  infringida  ley  alguna  ó 
doctrina  legal ; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Jáime  Baguñá,  á  quien  condena- 
mos por  razón  de  depósito  al  pago  de  la  cantidad  de  1.000  pesetas, 
que  satisfará  si  viniere  á  mejor  fortuna,  distribuyéndose  entónces  con 
arreglo  á  la  ley,  y  en  las  costas  ;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Barcelona 
la  certificación  correspondiente,  con  devolución  de  los  autos. — (Sen- 
tencia publicada  el  28  de  Febrero  de  1877,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  3 
de  Agosto  del  mismo  año.) 
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del  Tribunal  Supremo  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  D.  Juan  Sabadell  Lloverás  contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con  Doña  Hermenegilda 
Sabadell  Corbella;  se  casa  y  anula  la  sentencia,  y  se  resuelve: 

Que  el  beneficio  de  competencia  que  concede  la  ley  ia,  til.  1 5  de  la 
Partida  5a,  entreoíros,  á  los  ascendientes  respecto  á  sus  descendien- 
tes, para  no  ser  obligados  á  más  de  lo  que  puedan  pagar  después  de 
atender  á  su  precisa  subsistencia,  no  se  limita  al  caso  de  cesión  de 
bienes,  sino  que  aun  sin  la  cesión  compete  á  los  privilegiados  este  pri- 
vilegio ;  y  por  lo  tanto,  la  sentencia  que  rechaza  la  excepción  que,  fun- 
dada en  dicho  beneficio,  alega  el  demandado  para  restringir  los  efectos 
de  la  demanda,  bajo  el  concepto  de  que  aquel  no  puede  utilizarse  más 
que  en  la  cesión  de  bienes,  infringe  la  referida  ley. 

En  la  villa  y  corle  de  Madrid,  á  28  de  Febrero  de  1877,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Tarragona  y  en  la 
Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  por  Doña  Her- 
menegilda Sabadell  Corbella  con  D.  Juan  Sabadell  Lloverás  sobre  de- 
claración de  heredera  y  entrega  de  bienes  : 

Hesuttando  que  Doña  María  Corbella  falleció  sin  otorgar  testamen- 
to, dejando,  de  su  matrimonio  con  D.  Juan  Sabadell,  cinco  hijos, 
Doña  Hermenegilda,  D.Juan,  Doña  Isabel,  Doña  Jovita  y  Doña  Adela: 
que  Doña  Jovita,  representada  por  su  marido  D.  Francisco  Lluch,  de- 
mandó á  su  padre  D.  Juan  Sabadell  Lloverás  para  el  pago  de  3.600 
pesetas,  importe  de  su  legitima  materna  ;  y  que  por  sentencia  de  21 
de  Marzo  de  1871  fué  condenado  á  satisfacerle  dicha  suma  en  el  tér- 
mino de  45  dias,  con  los  intereses  de  un  6  por  400  desde  que  la  de- 
mandante contrajo  matrimonio;  y  de  no  verificarlo,  se  hiciera  efectiva 
la  cantidad  con  el  embargo  y  venta  de  la  parte  de  cása  que  en  la  calle 
de  Rebolledo,  de  Tarragona,  poseia  y  disfrutaba  D.  Juan  Sabadell, 
hasta  donde  alcanzara  su  importe;  todo  sin  perjuicio  de  que  si  alguna 

fiarte  del  crédito  quedaba  por  solventar,  se  asegurase  debidamente  con 
a  porción  de  la  hacienda  la  Tablada,  que  aún  quedaba  integra  al  deu- 
dor para  atender  con  sus  productos  á  su  manutención  y  la  de  su  fami- 
lia, hasta  que  pudiera  verificar  por  completo  el  pago  viniendo  á  me- 
jor fortuna : 

Resultando  que  Doña  Hermenegilda  Sabadell,  divorciada  perpetua- 
mente de  su  marido,  entabló  la  demanda  objeto  de  este  pleito  en  25  de 
Octubre  de  1871  para  que  se  condenase  á  su  padre  D.  Juan  Sabadell  á 
pagarla  3.600  pesetas,  importe  de  la  porción  á  la  misma  correspon- 
diente de  la  herencia  de  su  madre  Doña  María  Corbella,  que  habia  fa- 
lecido  ab  intestato,  y  otras  3.516  pesetas  de  interés  á  que  al  6  por  i  00 
anual  ascendían  los  de  la  expresada  porción  desde  el  dia  14  de  Abril 
de  4  855  hasta  el  de  la  conciliación,  y  los  que  se  devengasen  en  lo  su- 
cesivo hasta  el  pago  de  dichas  cantidades  ;  el  importe  de  ropas  y  alha- 
jas que  la  mencionada  Doña  María  Corbella  aportase  al  matrimonio 
en  la  parte  que  correspondiera  á  ia  demandante,  y  las  mejoras  reali- 
zadas durante  el  mismo : 

Resultando  que  D.  Juan  Sabadell  impugnó  la  demanda  en  la  forma 
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en  que  habia  sido  promovida,  alegando  que  aunque  en  general  reco- 
nociera á  la  demandante  el  dereclio  que  la  asistía  para  la  exacción  y 
percibo  de  las  3.600  pesetas  que  reclamaba  por  el  quinto  del  intestado 
de  su  difunta  madre,  y  los  intereses  respectivos  de  dicha  suma  venci- 
dos desde  el  dia  de  su  matrimonio,  debido  á  las  pérdidas  que  habia 
sufrido,  se  hallaba  reducido  á  un  estado  de  verdadera  miseria,  sin  bie- 
nes de  fortuna  bastantes  á  cubrir  sus  más  precisas  necesidades  y  las  de 
su  numerosa  familia,  contando  sólo  con  la  escasa  suma  de  683  pesetas 
de  la  quinta  parte  de  una  herencia  ;  pues  si  bien  habia  disfrutado  otra 
quinta  parte  de  una  casa  sita  en  Tarragona  de  la  misma  procedencia, 
se  habia  vendido  para  dividir  el  precio  entre  los  sos  hijns  cabriendo  los 
créditos  que  se  le  reclamaban,  y  para  el  pago  del  que  se  le  demandaba 
sin  hallarse  en  disposición  de  realizarlo,  tanto  por  la  carencia  absoluta 
de  capitales  como  por  su  estado  de  quebrantada  salud,  no  siendo  equi- 
tativo ni  permitido  que  se  le  privase  de  la  posesión  y  goce  de  aquella 
hacienda  en  fuerza  del  beneficio  de  competencia  que  asistía  á  los  pa- 
dres demandados  por  sus  hijos,  que  en  este  pleito  era  más  atendible  de 
lo  que  lo  fué  en  el  de  su  hija  Doña  Jovita: 

Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes,  dictó  senten- 
cia el  Juez  de  primera  instancia,  que  connrmó  con  las  costas  la  Sata 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  en  16  de  Junio  de  4875,  por 
ia  que  sin  denegar  en  absoluto  á  Doña  Hermenegilda  Sabadell  el  ca- 
rácter de  heredera  de  su  madre  Doña  María  Cornelia,  no  habiendo  lu- 
gar A  declarar  en  virtud  de  aquel  pleito  que  fuera  ab  intestato,  conde- 
nó á  D.  Juan  Sabadell  Lloverás  á  que  en  el  término  de  cinco  dias  pa- 
gase á  Doña  Hermenegilda  Sabadell  la  cantidad  de  3.600  pesetas  que 
la  misma  le  exigía  y  él  habia  confesado  deberle  por  derechos  legitima- 
rios maternos,  y  la  del  importe  de  los  intereses  á  razón  del  6  por  400 
anual  de  dicha  suma  desde  eM  i  de  Abril  de  1855  hasta  el  del  completo 
pago,  sin  perjuicio  del  derecho  y  acción  que  asistieran  á  D.  Juan  Sa- 
badell y  que  en  su  caso  y  lugar  oportuno  podría  hacer  valer  y  ejerci- 
tar contra  Doña  Hermenegilda  con  motivo  de  dicho  pago  :* 

Resultando  que  D  Juan  Sabadell  interpuso  recurso  de  casación  por 
haberse  infringido  á  su  juicio  : 

1°  La  ley  4a,  tít.  15  de  la -Partida  5a,  por  cuanto  la  sen  ten  ¿i  a  recur- 
rida no  concedía  á  D.  Juan  Sabadell  y  Lloverás  el  beneficio  que  nacía 
de  la  disposición  de  esta  ley. 

2o  La  doctrina  jurídica  de  que  donde  la  ley  no  distingue  no  cabe 
hacer  distinciones,  sino  aplicar  las  leyes  en  el  sentido  y  modo  general 
en  que  están  dictadas. 

Y  3o  El  art.  225  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  corroborado  por 
la  sentencia  de  este  Supremo  Tribunal  de  7  de  Enero  de  1865  y  otras, 
que  preceptúan  que  deben  acompañarse  á  la  demanda  los  documentos 
en  que  el  actor  pruebe  su  derecho,  en  cuanto  la  Sala  sentenciadora 
había  dado  como  ¡-robada  la  existencia  de  la  demanda,  sin  que  se  hu- 
biera producido  documento  alguno  que  la  justificase: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Alejandro  Benito  y  Avila: 
Considerando  que  el  beneficio  de  competencia  que  concede  la  ley  Ia, 
titulo  15  de  la  Partida  5a,  entre  otros,  á  los  ascendientes  respecto  a  sus 
descendientes,  para  no  ser  obligados  á  más  de  lo  que  puedan  pagar 
después  de  atender  á  su  precisa  subsistencia,  no  se  limita  al  caso  de 
cesión  de  bienes,  sino  que  áun  sin  la  cesión  compete  á  los  privilegia- 
dos este  privilegio : 
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Considerando  que  por  lo  tanto  la  sentencia  recurrida  al  rechazar  la 
excepción  que  fundado  en  dicho  beneficio  alegó  el  demandado  para 
restringir  los  efectos  de  la  demanda,  bajo  el  concepto  de  que  aquel  no 
puede  utilizarse  más  que  en  la  cesión  de  bienes,  infringe  la  referida 
ley  Ia,  til.  15,  ParlidaS»; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recur- 
so de  casaciou  interpuesto  por  D.  Juan  Sabadell  Lloverás,  y  en  su 
consecueucia  casamos  y  anulamos  la  sentencia  que  en  16  de  Junio 
de  1875  dicto  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona, 
á  la  que  se  libre  orden  para  la  remisión  de  los  autos.— (  Sentencia  pu- 
blicada el  IX  de  Febrero  de  1877,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  3  de  Agos- 
to del  mismo  año.) 
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Recurso  de  casación  (Io  de  Mano  de  i 877).—  Rendición  de 
cuentas.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Rafael  Sevi- 
llano y  Uceda,  contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia de  Madrid,  en  pleito  con  Doña  Tomasa  Sevillano,  y  se  re- 
suelve : 

Que  la  ley  24,  til.  5o  de  la  Partida  3a,  se  refiere  pura  y  exclusi- 
vamente á  la  revocación  delpoder  otorgado  al  personero  ó  Procurador 
para  representar  á  una  parte  enjuicio,  y  no  al  conferido  á  otra  clase 
de  mandatario;  y  esto  en  la  hipótesis  de  que  no  se  hallase,  como  se  halla, 
derogada  por  la  de  Enjuiciamiento  civil. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  f°  de  Marzo  de  1877,  en  los  autos 

Iue  ante  Nos  pende  por  recurso  de  casación,  seguidos  en  el  Juzgado 
B  primera  instancia  del  distrito  del  Hospital  y  en  la  Sala  segunda  de 
lo  civil  de  la  Audiencia  de  este  territorio  por  Doña  Tomasa  Sevillano 
y  Uceda  con  D.  Rafael  Sevillano  Uceda  subre  rendición  de  cuentas : 

Resultando  que  en  2o  de  Marzo  de  1864  Doña  Tomasa  Sevillano  y 
Uceda,  por  ante  el  Notario  I).  Miguel  Diaz  Arévalo,  manifestó  que  su 
tio  D.  Juan  de  Mata  Sevillano,  Duque  de  Sevillano,  por  su  testamen- 
to, bajo  el  cual  falleció,  legó  á  la  compareciente  y  á  su  hermano  Don 
Rafael  Sevillano,  el  usufructo  de  los  quintos  nombrados  La  Puerta, 
Chaparriilo,  Bernales,  Algeciras  y  Griñón,  en  la  dehesa  de  Zacatena, 
término  de  Daimiel;  el  molino  titulado  Molínacho,  en  el  mismo  térmi- 
no, y  unos  olivares  en  el  de  Villarrubia  de  los  Ojos  de  Guadiana;  y 
siendo  unos  mismos  los  derechos  que  había  de  hacer  valer  en  la  testa- 
mentaría de  dicho  su  difunto  tio  su  referido  hermano  D.  Rafael  que 
los  de  la  compareciente,  otorgó  que  daba  poder  á  éste  en  primer  lu- 
gar y  como  sustituto,  por  su  ausencia,  enfermedad  ó  imposibilidad,  al 
hijo  de  la  otorgante  D.  Nicolás  Mócete  y  Sevillano,  para  que  cada  uno 
en  su  caso  y  lugar  llevase  el  nombre  y  representación  de  la  Doña  To- 
masa Sevillano  en  cuantos  actos  la  tuviera  con  motivo  de  la  lestamen- 
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la  ría  de  su  finado  tio  el  Duque  de  Sevillano,  tomando  posesión  judi- 
cial ó  extrajudicial  de  lus  inmuebles  cuyo  usufructo  se  les  habia  lega- 
do; para  que  rigiesen  y  administrasen  dichas  fincas,  arrendándolas  por 
el  tiempo,  precio  y  condiciones  que  pactasen;  para  reclamar  y  perci- 
bir las  renUis  de  los  indicados  bienes:  para  que  la  representaran  en 
juicio,  y  para  sustituir  este  mandato  en  todo  ó  en  parte  : 

Resultando  que  en  29  del  referido  mes  de  Marzo  de  1864  Ü.  Rafael 
Doña  Tomasa  Sevillano,  hermanos,  otorgaron  poder  á  D.  Andrés 
villano  y  Maestre,  vecino  de  Daimiel ,  para  que  rigiese  y  adminis- 
trase los  bienes  que  en  usufructo  les  habia  legado  su  tio  el  Duque  de 
Sevillano  en  la  forma  que  creyese  más  segura  y  beneficiosa,  arren- 
dándolos, previa  aprobación  por  escrito  de  los  otorgantes,  con  cuan- 
tas cláusulas  requisitos  y  firmezas  la  garantía  de  arrendadores  y 
arrendatarios  exigiese,  atendiendo  con  el  producto  de  los  bienes  á  su 
buena  conservación,  pago  de  cargas  y  obligaciones;  para  que  redama- 
se y  percibiese  las  rentas  de  los  indicados  bienes  desde  el  dia  que  cor- 
respondían á  los  otorgantes;  para  que  las  representase  en  juicio,  y  para 
sustituir  este  poder  en  cuanto  á  pleitos: 

Resultando  de  un  testimonio  puesto  con  referencia  á  los  autos  eje- 
cutivos seguidos  tí  instancia  lie  D.  Rafael  Sevillano  contra  su  hermana 
Doña  Tomasa,  que  ésta  el  19  de  Enero  de  1870  dirigió  una  carta  á  di- 
cho su  hermano,  en  la  que  dice  en  contestación  A  otra  del  mismo  del 
dia  7  (literal):  «Yo  no  me  he  negado  ni  nunca  me  negaré  á  pagar  lo 
que  deba  según  lo  manifestado  á  D.  Domingo  Jiménez  en  otra  ocasión; 

5 ero  no  entregaré  un  cuarto  á  nadie,  miéntras  no  mandes  un  recibo 
e  los  26.711  rs.  25  céntimos  que  obran  en  tu  poder  á  cuenta  de  las 
muías,  según  detalladamente  se  manifiesta  en  la  adjunta  relación.  En 
cuanto  al  10  por  100  de  los  honorarios  por  la  administración  de  mis 
bienes,  tú  y  mi  hijo  érais  mis  apoderados  á  la  vez,  y  jam.is  has  queri- 
do que  Nicolás  intervenga  en  nada,  como  puede  acreditarse  ;  en  un 
principio  estuvo  de  administrador  Andrés,  y  luégo  Benito,,  con  sus 
correspondientes  sueldos;  tú  como  parte  has  ido  y  venido  cuando  te 
ha  parecido,  y  en  tus  apuntes  están  los  gastos  de  viaje,  de  tu  manuten- 
ción, etc.;  por  lo  cual  nada  puedes  pedirme,  y  mucho  ménos  cuando  el 
resultada  de  tu  celebrada  administración  es  el  que  se  manifiesta  en  la 
relación  núm.  2,  á  no  ser  que  tu  galantería  llegue  á  tal  extremo,  que 
en  vista  de  que  no  ha  habido  ganancias  me  pagues  el  10  por  100  de  los 
débitos  que  me  has  proporcionado  :» 

Resultando  que  Doña  Tomasa  Sevillano  y  Uceda  dedujo  demanda 
pretendiendo  se  condenase  á  D.  Rafael  Sevillano  á  que  le  rindiera  cuen- 
ta justificada  de  la  administración  que  aquella  le  confirió,  y  que  él  ha- 
bia desempeñado,  de  los  bimes  cuyo  usufructo  en  su  mitad  le  legó  el 
Duque  de  Sevillano,  á  cuyo  efecto  ejercitaba  la  acción  personal  directa 

Í[ue  nace  del  mandato;  para  ello  expuso  que  D.  Juan  de  Mata  Sevillano 
egó  en  testamento  á  sus  sobrinos  carnales,  los  D.  Rafael  y  Doña  To- 
masa, el  usufructo  de  los  quintos  denominados  La  Puerta,  Chaparrillo, 
Bernabé,  Algeciras*  y  Griñón,  en  la  dehesa  de  Zacatona,  término  de 
Daimiel;  el  del  molino  titulado  Molinacho,  con  el  mismo  término,  y  el 
de  unos  olivares  en  Villarrubia  de  los  Ojos  de  Guadiana  :  que  por  la 
escritura  de  20  de  Marzo  de  1864  la  Doña  Tomasa  dió  poder  al  deman- 
dado para  que  la  representase  en  los  actos  que  hubiera  de  veriGcarcon 
motivo  de  la  disposición  testamentaría  del  Duque  de  Sevillano,  para 
tomar  posesión  de  los  bienes,  administrar  las  fincas,  arrendarlas,  aten- 
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der  á*  su  conservación  y  mejora,  pago  de  cargas  y  obligaciones,  y  eje- 
cutase todos  los  demás  actos  propios  ó  inherentes  de  la  administración; 
para  reclamar  y  percibir  rentas  mediante  resguardo,  pedir  y  tornar 
cuentas,  transigir  y  representarla  en  juicio  :  que  este  poder  se  otorgó 
en  primer  término  al  D.  Rafael  Sevillano,  y  como  sustituto  por  su  au 
sencia,' enfermedad  ó  imposibilidad  al  hijo  de  la  misma  D.  Nicolás  Mo- 
cóte; pero  sin  que  hubiese  llegado  el  caso  de  que  éste  sustituyera  á 
aquel  en  el  apoderamiento:  que  el  demandado  aceptó  el  poder,  admi- 
nistró las  fincas  hasta  el  año  1869,  en  cuya  época  le  fué  revocado,  sin 
que  en  ese  tiempo  formalizara  las  cuentas  de  la  administración  á  pesar 
de  las  reclamaciones  que  se  le  hicieron  : 

Resultando  que  D.  Rafael  Sevillano  al  contestar  á  la  demanda  pidió 
que  se  desestimase,  con  imposición  de  perpetuo  silencio  y  las  costas  á 
la  demandante;  y  al  efecto  expuso  que  jamás  habia  administrado  los 
bien-rs  de  que  se  trata,  y  por  lo  tanto  no  estaba  obligado  á  dar  cuentas: 

Resultando  que  la  parte  actora  reprodujo  en  su  escrito  de  réplica 
los  hechos  de  la  demanda,  adicionando  á  ellos  que  en  cartas  de  7  de 
Enero,  5  de  Febrero  y  10  de  Abril  de  1 870  el  demandado  pedin  á  sn 
hermana  Doña  Tomasa  el  10  por  100  como  premio  de  su  administra- 
ción, reconociendo  que  la  habia  ejercido  durante  cuatro  años,  sin  que 
nadie  más  que  él  la  hubiera  desempeñado;  pues  ni  osó  de  la  facultad 
de  sustituir  el  poder  en  D.  Nicolás  Mócete,  ni  D.  Benito  Uceda  fué  otra 
cosa  que  mayordomo : 

Resultando  que  en  el  escrito  de  duplica  el  demandado  se  concretó 
á  reproducir  los  fundamentos  de  hecho  y  de  derecho  de  la  contestación; 
y  recibido  el  pleito  á  prueba,  suministraron  ambas  partes  la  que  esti- 
maron convenir  á  su  defensa; 

Resultando  que  en  29  de  Marzo  de  1864  los  hermanos  D.  Rafael  y 
Doña  Tomasa  Sevillano  otorgaron  poder  á  favor  d"  D.  Andrés  Sevillano 
y  Maestre,  vecino  de.  Daimiel,  entre  otras  cosas,  para  que  rigiese  y  ad- 
ministrase los  bienes  que  el  Duque  de  Sevillano  les  habia  legado  en  su 
testamento,  ejecutardo  todos  los  actos  á  que  un  celoso  administrador 
está  obligado;  y  el  D.  Andrés  Sevillano  renunció  á  la  administración 
que  se  le  confiriera  en  Mayo  del  propio  año,  entregando  el  poder  á 
Don  Rafael  Sevillano,  con  las  cuentas  y  demás  documentos  de  su 
gestión : 

Resultando  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites,  la  Sala  segunda 
de  la  Audiencia  por  sentencia  de  Io  ne  Junio  de  1875,  confirmatoria  de 
la  del  Juez  de  primera  instancia,  condenó  á  D.  Rafael  Sevillano  y  Uce- 
da á  que  dentro  del  preciso  término  de  1&  dias  rinda  á  Doña  Tomasa 
cuenta  justificada  de  la  administración  de  todos  los  bienes,  cuyo  usu- 
fructo en  su  mitad  la  dejó  por  vía  de  legado  el  Duque  de  Sevillano,  y 
que  aquella  le  confirió  por  el  poder  de  20  de  Marzo  de  186 i.  hasta  que 
le  fué  revocado  en  3  de  Noviembre  de  1869,  imponiendo  al  demanda- 
do el  pago  de  todas  las  costas: 

Resultando  que  D.  Rafael  Sevillano  y  Uceda  interpuso  recurso  de 
casación  por  conceptuar  infringidos: 

Io  La  ley  *{>  tit.  5o,  Partida  3a,  porque  habiendo  encargado  en  59 
de  Marzo  de  1864  D.  Rafael  y  su  hermana  Doña  Tomasa  la  administra- 
ción de  los  bienes  sitos  en  Daimiel  y  Villarrubia  á  D.  Andrés  Sevillano, 
entonces  mismo  quedó  revocado  el  mandato  de  SO  del  expresado  mes, 
otorgado  á  favor  de  D.  Rafael  por  Doña  Tomasa,  en  cnanto  se  referia 
á  la  administración  de  esos  bienes;  que  al  mandar  en  la  sentencia  que 


94  JURISPRUDENCIA  CIVIL. 

Don  Rafael  rinda  cnentaaJde  la  administración  que  Doña  Tomasa  le 
confirió  en  20  de  Marzo  de  1864,  hasta  que  le  fué  revocado  en  3  de  No- 
viembre de  1869,  se  prescinde  de  la  revocación  tácita  que  implica  el 
otorgamiento  del  poder  de  29  de  Marzo  de  1364  á  favor  de  distinta 
persona;  pues  quedó  subsistente  el  poder  anterior  en  lo  que  no  com- 
prendía el  segundo,  en  lo  que  era  extraño  á  la  administración  y  se  ha- 
llaba comprendido  en  la  escritura  de  20  de  Marzo;  pero  en  cuanto  á 
la  administración  propiamente  dicha,  que  era  lo  único  que  contenía  la 
escritura  de  29  del  mismo  mes,  el  segundo  poder  fué  revocatorio  del 
primero: 

2°  Que  sí  esla  revocación  no  hubiera  tenido  lugar,  se  infringiría  el 
mandato  mismo  por  condenar  en  la  sentencia  á  Ü.  Rafael,  como  único 
y  exclusivo  administrador  hasta  el  dia  3  de  Noviembre  de  1869,  á  ren- 
dir cuenta  justificada  á  su  hermana  Doña  Tomasa,  porque  ésta  no  con- 
firió única  y  exclusivamente  el  poder  para  administrar  ií  D.  Rafael  Se- 
villano, sino  que  al  mismo  tiempo  y  directamente  le  otorgó  á  favor  de 
Don  Nicolls  Mócete,  siempre  que  por  causa  de  ausencia,  enfermedad  ó 
imposibilidad  no  lo  ejerciera  por  si  mismo  D.  Kafael,  y  en  la  sentencia 
se  atribuye  á  D.  Nicolás  el  carácter  de  encargado  de  su  tio,  habiendo 
sido  en  realidad  apoderado  dr-  su  madre  Doña  Tomasa  en  cuantos  act«  s 
ejecutó,  que  fueron  muchos,  y  los  más  importantes  por  ausencia  de 
Don  Rafael : 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Joaquín  Ruiz  Cañábate: 

Considerando  que  la  ley  24,  tit.  5o  de  la  Partida  3a,  citadas  en  el 
primer  motivo,  se  refiere  pura  y  exclusivamente  á  la  revocación  del  • 
poder  otorgado  al  personoro  ó  Procurador  para  representará  una  par- 
te en  juicio,  y  no  al  conferido  á  otra  clase  de  mandatario  ;  por  lo  que 
no  sería  aplicable  al  presente  caso,  áun  en  la  hipótesis  de  que  no  se 
hallase  como  se  halla  derogada  por  la  de  Enjuiciamiento  civil  : 

Considerando,  además  de  lo  expuesto,  y  también  en  cuanto  al  se- 
gundo motivo,  que  el  poder  otorgarlo  en  29  de  Marzo  de  1864  por  los 
hermanos  Doña  Tomasa  y  D.  Rafael  Sevillano  á  favor  de  D.  Andrés 
Sevillano  nn  contiene  cláusula  alguna  revocatoria  del  que  en  20  del 
mismo  mes  y  año  otorgó  la  primera  á  favor  d<*l  segundo,  y  que  ambas 
partes  así  lo  entendieron  y  aceptaron,  puesto  que  habiendo  renuncia- 
do poco  tiempo  después  el  D.  Andrés  la  administración  de  los  enun- 
ciados bienes,  continuó  el  D.  Kafael  sólo  y  exclusivamente  en  ella  con 
consentimiento  de  su  hermana  Doña  Tomasa,  hasta  1869  en  que  le  fué 
revocado  dicho  poder,  sin  que  el  hijo  de  ésta  D.  Nicolás  Mócete  hu- 
biera desempeñado  en  manera  alguna  el  referido  mandato;  hechos 
todos  cuya  certeza  resulta  justificada,  á  juicio  de  la  Sala  Sentenciado  - 
ra  sin  que  su  apreciación,  respecto  de  las  pruebas  practicadas,  haya 
sido  impugnada  como  contraria  á  ley  ó  doctrina  legal : 

Y  considerando,  como  consecuencia  de  los  anteriores  fundamentos, 
que  la  sentencia  recurrida  no  ha  infringido  la  ley  y  doctrina  que  se 
alega  ; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Rafael  Sevillano  y  Uceda,  á  quien 
condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  la  cantidad  de  1.000  pese- 
las  que  depositó,  que  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley  ;  y  líbrese  la 
correspondiente  certificación  á  la  Audiencia  de  este  territorio,  con  de- 
volución de  los  documentos  remitidos.— (Sentencia  publicada  el  Io  de 
Marzo  de  1877,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  3  de  Agosto  del  mismo  año.) 
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«ocurso  de  casación  (2  de  Marzo  de  1377). — Defensa  por  po- 
.  bre. — Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber 
lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Joaquín  Schmid  con- 
tra la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid, 
en  pleito  con  D.  Francisco  Camacho  y  D.  Genaro  Martin  de  Vidales, 
y  se  resuelve: 

Queelart.  182  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  se  halla  subordi- 
nado á  lo  que  dispone  el  1 84,  según  el  cual  es  de  la  competencia  de  la 
Sala  sentenciadora  apreciar  las  pruebas  suministradas  por  las  parles 
y  las  otras  circunstancias  á  que  dicho  último  articulo  se  refiere. 

En  la  villa  y  corta  de  Madrid,  á  2  de  Marzo  de  1877,  en  los  autos 
que  ante  Nos  penden  por  recurso  de  casación ,  seguidos  en  el  Juzgado 
de  primera  instancia  de  Chinchón  y  en  la  Sala  segunda  de  la  Audien- 
cia de  este  distrito  por  D.  Joaquín  Schmid,  como  curador  ad  litem  de 
la  menor  Doña  Isabel  Malé  y  Mejía,  con  D.  Francisco  Camacho  y  Don 
Genaro  Martin  de  Vidales,  como  maridos  de  Doña  Manuela  y  Doña 
Teófila  de  las  Olivas,  y  el  Ministerio  fiscal  sobre  defensa  pur  pobre: 

Resultando  que  D."  Joaquín  Schmid,  como  curador  ad  litem  de  la 
menor  Doña  Isabel  Malé,  pretendió  se  declarase  á  ésta  pobre  para  li- 
tigar con  Doña  Manuela  y  Doña  Teófila  de  las  Olivas,  herederas  ab-in- 
testato  de  D.  Pedro  Pablo  de  las  Olivas,  como  heredera  nombrada  por 
éste  en  unión  de  su  madre  y  hermana  respectiva  Doña  María  Mejia  y 
Doña  Victoria  Malé  en  su  testamento  otorgado  ante  un  Notario  de  Col- 
menar de  Oreja,  cuya  validez  había  de  sostener: 

Resultando  que  los  demandados  se  opusieron  á  tal  declaración  de 
pobreza  por  solicitarse  por  la  Doña  Isabel,  constituida  bajo  la  potes- 
tad de  su  madre,  sin  la  intervención  de  ésta  y  representada  por  cura- 
dor ad  litem,  por  ser  derechos  pertenecientes  á  dicha  su  madre  y  her- 
mana cedidos  por  ésta  los  que  había  de  defender  en  el  litigio  que  in- 
tentaba para  sostener  la  validez  de  un  testamento  declarado  nulo  an- 
teriormente, y  por  no  deber  ser  considerada  pobre,  atendidas  sus  cir- 
cunstancias y  signos  exteriores;  adhiriéndose  á  tal  oposición  el  Minis- 
terio fiscal: 

Resultando  que  practicadas  las  pruebas  que  las  partes  propusieron, 
y  seguido  el  juicio  por  sus  trámites,  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia 
de  este  distrito  por  sentencia  de  27  de  Diciembre  de  187o,  confirmando 
la  del  Juez  de  primera  instancia,  falló  no  haber  lugar  á  la  declaración 
de  pobreza  solicitada  por  Doña  Isabel  Malé  y  Mejía  condenándola  en 
las  costas  de  este  incidente  y  reintegro  del  p?pel  en  él  invertido  : 

Resultando  que  D  Joaquin  Schmid,  como  curador  de  la  menor  Doña 
Isabel  Malé  y  Mejía,  ¡uterpuso  recurso  de  casación  por  conceptuar  in- 
fringidos: 

Io  El  art.  182  déla  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  por  cuanto  se  de- 
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clara  rica  á  quien  justificó  que  no  lo  es  con  arreglo  á  este  mismo  ar- 
tículo. 

2°  £1  art.  <8i  de  la  misma  ley,  por  cuanto  se  aprecia  como  signos 
exteriores  de  riqueza  los  que  no  lo  son,  según  el  mismo  artículo  en 
armonía  con  las  reglas  de  la  sana  crítica;  las  sentencias  de  6  de  No- 
viembre de  1858  y  13  de  Diciembre  de  1859,  que  establecen  que  á  los 
Jueces  y  Tribunales  sentenciadores  compete  la  apreciación  de  la  prue- 
ba según  las  reglas  de  la  sana  crítica  :  y  se  falta  á  estas  reglas  al  de- 
clarar rica  por  los  signos  exteriores  de  su  vida  á  una  jóven  que  no 
vive  en  el  lugar  donde  se  aprecian  esos  signos,  deduciéndolos  de  ocho 
ó  10  diasque  pasa  al  lado  de  su  familia,  usando  ropas  de  esta  misma 
familia. 

3°  Las  sentencias  de  30  de  Setiembre  de  1864,  1°  de  Diciembre 
de  1871 ,  II  de  Enero  y  3  de  Junio  de  1872,  porque  con  arreglo  á  ellas, 
para  que  la  jurisprudencia  que  establecen  sea  aplicable,  es  necesario 
que  el  que  solicita  el  beneficio  de  pobreza  lo  haga  en  concepto  de  ce- 
sionario, sin  utilizar  derecho  alguno  propio ;  y  en  el  presente  caso 
Doña  Isabel  Malé  y  Mejía  no  demanda  como  cesionaria,  y  sí  como  in- 
teresada directamente  en  un  testamento  declarado  nulo  sin  su  audien- 
cia, y  cuya  declaración  de  nulidad  le  afecta  personal  y  evidente- 
mente. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Benito  de  Ulloa  y  Rey  : 
Considerando  que  el  art.  182  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  se 
halla  subordinado  á  lo  que  dispone  el  184,  según  el  cual  es  de  la  com- 
petencia de  la  Sala  sentenciadora  apreciar  las  pruebas  suministradas 
por  las  partes  y  las  otras  circunstancias  á  que  dicho  último  artículo  se 
refiere  : 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora,  al  denegar  la  pobreza  des- 

Í)ués  de  haber  apreciado  las  pruebas  como  estimó  justo,  no  infringe 
os  artículos  citados  á  este  propósito  ; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  tusar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Joaquin  Schmid,  como  curador 
de  la  menor  Doña  Isabel  Malé  y  Mejía,  al  que  en  tal  concepto  condena- 
mos en  las  costas,  y  á  pagar  por  razón  de  depósito  la  cantidad  de  1 .000 
pesetas,  que  se  distribuirá  con  arréelo  á  la  ley;  y  líbresela  corres- 

Eondiente certificación  á  la  Audiencia  de  esta  corte. — (Sentencia  pu- 
licada  el  2  de  Marzo  de  1877,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  3  de  Agosto 
del  mismo  año.) 


138 

Recurso  de  casación  (2  de  Mano  de  1877).  — Pago  de  canti- 
dad.—Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber 
lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Joaquin  Berdtry  Mar- 
tínez contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
Albacete  ,  en  pleito  cen  D.  Pedro  Jiménez  Morcillo,  y  se  resuelve: 

Que  si  ¿a  sentencia  recurrida  se  funda ,  no  en  la  confesión  judicial \ 
sino  en  la  prueba  testifical  suministrada  por  el  demandante ,  la  cual 
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la  Sala  apreció  tanto  más  estimable,  cuanto  que  los  testigos  declara- 
ron  contra  sí,  como  interesados  que  eran  en  el  caudal  deudor  ,  ningu- 
na aplicación  tienen  al  caso  de  autos  las  leyes  de  Partida  y  las  doctri- 
nas que  tratan  de  la  conoscencia  ,  sus  clases  ,  por  quiénes  y  de  qué 
nodo  puede  ser  fecha  y  de  cuántas  maneras  son  de  pruebas ;  leyes 
que  por  lo  mismo  no  han  podido  ser  infringidas. 

En  la  villa  y  corte  de  de  Madrid  ,  n*  2  de  Marro  de  1877  ,  en  los  au- 
tos que  ante  Nos  penden  por  recurso  de  casación  ,  seguidos  en  el  Juz- 

Sado  de  primera  instancia  de  Cieza  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Au- 
iencia  de  Albacete  por  D.  Pedro  Jiménez  Morcillo  con  D  Guillermo 
Berdú  Fernandez,  y  por  su  fenecimiento' con  sus  hijos  Joaquín,  Anto- 
nio, José  y  Josefa  Berdú  y  Martínez,  sobre  pago  de         rs. : 

Resultando  de  un  testimonio  unido  á  los  autos  con  referencia  á  los 
de  testamentaria  de  Josefa  Martínez  entre  el  viudo  Guillermo  Berdú  y 
sus  hijos  José,  Antonio  y  Josefa  Berdú  Martínez  ,  y  en  representación 
de  esta  última  su  marido  D.  Pedro  Jiménez,  que  la  Josefa  Martines 
falleció  el  dia  Io  de  Setiembre  de  1872,  que  por  providencia  de  12  de 
Noviembre  de  dicho  año  se  nombró  administrador  del  caudal  relicto 
al  viudo  D.  Guillermo  Bordú  Fernandez  ;  y  que  en  la  diligencia  de  in- 
ventario se  manifestó  por  parte  de  D.  Pedro  Jiménez  Morcillo  serle  en 
deber  la  herencia  la  cantidad  de  8.036  rs.: 

Resultando  que  en  29  de  Enero  de  1873  D.  Pedro  Jiménez  Morcillo 
propuso  demanda  ordinaria  contra  D.  Guillermo  Berdú  Fernandez 
como  administrador  del  ab  intestato  de  su  consorte  Ooña  Josefa  Mar- 
tínez, en  solicitud  de  que  se  condenase  á  aquel  en  dicho  concepto  al 
pago  de  8.036  rs.,  resultado  de  la  liquidación  de  cuentas  practicadas 
en  20  de  Junio  entre  el  mismo  y  el  demandante  su  yerno  D.  Pedro  Ji- 
ménez Morcillo,  procedentes  de  las  maderas  que  á  aquel  se  facilitaron 
desde  el  año  de  1861  al  1869,  á  pagar  á  cortos  plazos,  cuyo  saldo  de 
cuenta  se  obligo  el  Berdú  á  hacer  efectivo  por  todo  el  mes  de  Agosto, 
y  que  se  le  condenase  al  mismo  tiempo  al  pago  de  los  perjuicios  irro- 
gados por  la  mora  y  las  costas  del  litigio  : 

Resultando  que  al  contestar  á  la  demanda  D.  Guillermo  Berdú  Fer- 
nandez pidió  se  le  absolviese  de  ella,  y  al  efecto  expuso  que  no  habia 
existido  la  liquidación  de  que  se  hacia  mérito  por  el  actor,  y  que  por 
consiguiente,  no  era  cierto  que  debiese  cantidad  alguna  por  el  concep- 
to que  se  indicaba,  como  asi  lo  acreditaba  el  hecho  de  no  haberse 
acompañado  documento  alguno  á  dicha  demanda  donde  constase  la 
obligación  de  pago  que  en  ésta  se  referia: 

Resultando  que  practicadas  las  pruebas  que  las  partes  propusieron, 
el  Juez  por  sentencia  de  19  de  Diciembre  de  1873  declaró  que  D.  Pedro 
Jiménez  Morcillo  no  habia  probado  los  fundamentos  de  su  acción  y  de- 
manda, y  en  su  virtud  absolvió  de  ella  á  su  padre  político  D.  Guiller- 
mo Berdú  Fernandez,  sin  hacer  expresa  condenación  de  costas: 

Resultando  que  remitidos  los  autos  á  la  Audiencia  en  virtud  de  ape- 
lación interpuesta  por  D.  Pedro  Jiménez  Morcillo,  y  entregados  al  mis- 
mo para  alegar,  los  devolvió  con  escrito,  acompañando  la  partida  de 
defunción  de  D  Guillermo  Berdú  Fernandez,  y  pretendiendo  se  exhi- 
biese el  negocio  á  prueba  para  que  se  cotejase  con  su  original  la  certi- 
ficación de  dicha  partida,  y  que  se  recibiesen  posiciones  á  los  hijos  del 
Guillermo  Berdú,  según  el  pliego  que  presentaba,  á  lo  cual  no  se  acce- 
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dió;  pero  se  tuvo  por  parte  á  Joaquín  Berdú,  como  heredero  de  su  pa- 
dre Guillermo,  con  quien  se  entendieron  las  actuaciones  posteriores,  y 
ol  cual  absolvió  las  indicadas  posiciones:  que  verificada  la  vista,  la 
Sala  de  la  Audiencia,  dejándola  sin  efecto,  mandó  se  librase  órden  al 
Juez  de  primera  instancia  para  que  se  hiciese  saber  á  Antonio,  José  y 
Josefa  Berdú  Martínez,  herederos  de  Guillermo  Berdú  Fernandez,  el 
estado  de  los  autos  á  fin  de  que  se  personasen  á  hacer  uso  de  su  de- 
recho : 

Resultando  que  en  su  virtud  se  presentó  escrito  á  nombre  de  An- 
tonio, José  y  Josefa  Berdú  y  Martínez,  en  el  que  manifestaron  que  no 
habian  comparecido  ántes  por  estar  conformes  en  que  se  pagase  del 
caudal  divisible  entre  los  herederos  del  Guillermo  Berdú  la  cantidad 
de  8.036  rs.:  que  desde  este  acto  se  comprometían  á  abonar  respecti- 
vamente al  Jiménez  la  parte  que  corresponderles  pudiera  de  dicha 
deuda : 

Resultando  que  la  referida  Sala  de  la  Audiencia  por  sentencia  de 
1 1  de  Enero  de  (875,  con  revocación  de  la  apelada,  condenó  á  D.  Gui- 
llermo Berdú  y  Fernandez,  hoy  sus  herederos  Joaquín,  Antonio,  José  y 
Josefa  Berdú  Martínez,  á  que  en  el  término  de  tercero  dia  paguen  á 
Pedro  Jiménez  Morcillo  la  cantidad  de  8.036  rs.  que  le  era  en  deber  el 
primero,  con  más  el  6  por  100  por  razón  de  intereses  desde  la  contes- 
tación de  la  demanda,  sin  hacer  especial  condenación  de  costas  : 

Y  resultando  que  D.  Joaquin  Berdú  Martínez  interpuso  recurso  de 
casación  por  conceptuar  infringidas  : 

Io  Las  leyes  Ia  y  3a,  tít:  13  de  la  Partida  3a,  puesto  que  se  estima 
que  ha  prestado  confesión  en  juicio,  y  por  tal  concepto  se  condena  á 
Joaquin  Berdú  que  no  ha  prestado  respuesta  de  otorgamiento  ni  por  si 
ni  por  su  Procurador,  á  lo  que  el  demandante  solicitaba  : 

2o  La  ley  8tt,  tít.  14  de  la  indicada  Partida  3a,  por  idéntica  razón, 
puesto  que  Joaquin  Berdú  no  ha  hecho  contra  sí  en  juicio  ni  fuera  de 
él  ninguna  manifestación  : 

3°  La  doctrina  legal  consignada  en  la  misma  sentencia  .recurrida  de 
que  alas  confesiones  en  juicio  son  ineficaces  cuando  se  dan  contra  ter- 
cera persona,»  puesto  que  una  tercera  persona  es  Joaquin  Berdú  res- 
pecto á  Antonio,  José  y  Josefa,  que  son  los  únicos  que  han  reconocido 
la  deuda,  y  por  tanto  son  los  únicos  que  sin  más  prueba  pueden  ser 
condenados  á  satisfacerla : 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Felipe  Viñas : 

Considerando  que  la  sentencia  recurrida  se  funda,  no  en  la  confe- 
sión judicial,  como  inexactamente  asegura  el  recurrente,  sino  en  la 
prueba  testifical  suministrada  por  el  demandante,  la  cual  la  Sala  apre- 
ció tanto  más  estimable,  cuanto  que  los  testigos  declararon  contra  si, 
como  interesados  que  eran  en  el  caudal  deudor,  y  que  por  consecuen- 
cia ninguna  aplicación  tienen  al  caso  de  autos  las  leyes  de  Partida  y 
las  doctrinas  que  se  citan  en  los  tres  motivos  del  recurso  que  tratan 
de  las  conoscencias,  sus  clases,  por  quiénes  y  de  qué  modo  pueden 
ser  fechas  y  de  cuántas  maneras  son  de  pruebas;  leyes  que  por  lo  mis- 
mo no  han  podido  ser  infringidas  como  se  pretende  sostener  ; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Joaquin  Berdú  Martínez,  A 
quien  condenamos  en  las  costas;  y  líbrese  la  correspondiente  certifica- 
ción á  la  Audiencia  de  Albacete.— (Sentencia  publicada  el  2  de  Marzo 
de  1877,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  3  de  Agosto  del  mismo  año.) 
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Recurso  de  ea§aelon  en  la  forma  (15  de  Febrero  de  1877). — 
Devolución  de  unos  talones  de  depósito.  —  Se  declara  por  la  Sala  ter- 
cera del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  por 
quebrantamiento  de  forma  interpuesto  por  D.  Andrés Balaguer  contra 
la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en 
pleito  con  Doña  Filomena  Pagés  y  Martí,  y  se  resuelve: 

I*  Que  según  lo  p  revenido  en  el  art.  869  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  el  recibimiento  á  prueba  en  la  segunda  instancia  sólo  puede  otor- 
garse en  los  casos  taxativamente  señalados  en  el  mismo ;  y  por  el  867 
de  la  indicada,  ley  se  ordena  que  también  podrán  las  partes  traer  los 
documentos  de  que  jure  no  haber  tenido  conocimiento  hasta  entónces: 

2o  Que  las  diligencias  de  pr  ueba  sólo  pueden  practicarse  dentro  del 
término  probatorio ;  que  trascurrido  dicho  término,  sólo  son  admisi- 
bles las  escrituras  ó  documentos  justificativos  de  hechos  ocurridos  con 
posterioridad,  ó  de  los  anteriores  cuya  existencia  ignore  el  que  los 
traiga;  y  que  también  podrán  admitirse  los  documentos  que,  aunque 
conocidos,  no  hubieran  podido  adquirirse  con  anterioridad,  como  así 
te  previene  por  el  art.  276  de  la  citada  ley ; 

Y  3°  Que  la  falta  de  personalidad  comprendida  en  la  causa  V  del 
articulo  5o  de  la  ley  de  \  Sde  Junio  de  1870,  es  inadmisible  si  no  se  ha 
pedido  su  subsanacion  en  ninguna  de  las  instancias,  según  previene 
el  art.  7o  de  la  misma  ley . 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  15  de  Febrero  de  1877,  en  el  pleito 

{►endiente  ante  Nós  por  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de 
orma,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  las 
Afueras  de  Barcelona  y  en  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  aquel  territo- 
rio por  Doña  Filomena  Pagés  y  Martí  con  D.  Andrés  Balaguer  y  Tur- 
ner  sobre  devolución  de  unos  talones  de  depósito: 

Resultando  que  Doña  Filomena  Pagés  entabló  la  demanda  objeto 
de  este  pleito  para  que  se  condenase  á  D.  Andrés  Balaguer;  primero, 
á  manifestar  el  estado  en  que  se  encontraba  la  conversión  y  cobro  de 
los  talones  de  depósito  y  factura  de  la  Caja  general  de  Depósitos  que 
con  dicho  objeto  le  habia  entregado,  dando  cuenta  y  razón  de  las  ges- 
tiones practicadas:  segundo,  en  el  caso  de  que  hubiera  cobrado  su  im- 
porte, á  que  lo  entregase  á  la  demandante  con  el  correspondiente  abo- 
no de  intereses;  y  tercero,  á  la  devolución  de  todos  los  documentos  en 
el  caso  de  que  no  se  hubiera  practicado  gestión  alguna,  y  al  pago  total 
de  su  importe  en  caso  de  que  no  los  tuviese,  con  indemnización  de 
perjuicios  y  pago  de  las  costas: 

Resultando  que  D.  Andrés  Balaguer  impugnó  la  demanda  negando 
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que  hubiera  contratado  con  la  demandante  la  gestión  del  indicado  ne- 
gocio, y  sosteniendo  que  lo  único  que  ofreció  y  cumplió  á  Doña  Filo- 
mena fué  remitir  los  documentos  á  que  se  referia,  á  D.  Faustino  García 
de  Rojas,  agente  de  esta  corte,  que  era  el  encargado  ó  mandatario 
único  y  directo  de  aquella,  que  únicamente  pidió  al  demandado  que  le 
recomendara  su  negocio  : 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba  por  todo  el  término  de 
la  ley  solicitó  Balaguer  que  la  Dirección  general  de  Depósitos  remi- 
tiera originales  ó  por  certificación  los  talones  y  cartas  de  pago  de  que 
se  trata/ la  instancia  con  que  se  habian  presentado,  su  conversión  si 
había  tenido  lugar,  y  la  carta  de  pago  del  que  hubiera  obtenido  su 
importe  ó  los  valores  convertidos  : 

Resultaudo  que  trascurrido  el  término  de  prueba  sin  que  la  Direc- 
ción remitiera  los  documentos  pedidos,  se  concedió  á  Balaguer  el  pla- 
zo de  30  dias  para  que  los  presentara;  y  que  negada  la  pretensión  que 
dedujo  para  que  dicho  término  se  suspendiera,  interpuso  apelación,  de 
jaque  se  separó  en  la  Audiencia  por  haberse  recibido  en  el  Juzgado 
los  documentos  pedidos : 

Resultando  que  acordada  su  unión  á  los  autos,  Doña  Filomena  Pa- 
gés  se  opuso;  y  que  habiendo  sido  esto  objeto  de  una  apelación.  la 
Audiencia  de  Barcelona,  por  auto  revocatorio  de  27  de  Noviembre 
de  1874,  mandó  que  se  desglosasen  del  pleito  los  mencionados  docu- 
mentos y  que  se  devolvieran  á  D.  Andrés  Balaguer  : 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  sentencia  con- 
denando á  Balaguer  á  devolver  á  la  demandante  los  talones  y  facturas, 
ó  su  valor  en  equivalencia  con  el  descuento  que  corriese  en  la  plaza  el 
dia  en  que  le  fueron  entregados;  y  que  interpuesta  apelación  por  el 
demandante,  al  mejorarla  en  la  Audiencia  presentó  las  certificaciones 
libradas  por  la  Dirección  de  la  Caja  de  Depósitos  que  le  habian  sido  de- 
vueltas, solicitando  que  se  unieran  á  los  autos  por  ser  admisibles  con 
arreglo  al  párrafo  último  del  art.  276  de  la  ley  ae  Enjuiciamiento  ci- 
vil, toda  vez  que  no  habia  podido  presentarlas  en  la  primera  instancia 
durante  el  término  de  prueba  por  no  haberlas  podido  adquirir  durante 
el  mismo  ;  y  por  aparecer  un  hecho  que  habia  ignorado,  y  era  que  la 
demandante  se  habia  desprendido  de  la  propiedad  de  los  talones  y  fac- 
turas que  le  reclamaba : 

Resultando  que  impugnada  esta  pretensión  por  Doña  Filomena  Pa- 
gés,  la  Audiencia  declaró  no  haber  lugar  con  las  cosías  á  la  admisión 
de  dichos  documentos  en  auto  de  27  de  Noviembre  de  1875 ;  y  que  in- 
terpuesta súplica  por  Balaguer,  protestando  utilizar  en  su  dia  los  re- 
cursos correspondientes,  fué  coufirmado  en  1 5  de  Diciembre  siguiente 
con  las  costas  el  auto  suplicado: 

Resultando  que  terminada  la  suslanciacion  de  la  instancia  en  lo 
principal,  dictó  sentencia  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
en  8  de  Julio  de  1876  confirmando  con  las  costas  la  apelada: 

Resultando  que  D.  Andrés  Balaguer  interpuso  recurso  de  casación 
por  quebrantamiento  de  forma  y  por  infracción  de  ley,  fundándole,  en 
cuanto  al  primer  concepto,  en  los  casos  2o  y  4o  del  art.  5o  de  la  ley, 
por  no  haberse  admitido  tos  documentos  acompañados  con  el  escrito 
de  expresión  de  agravios,  y  porque  resultando  de  ellos  que  doña  Filo- 
mena Pagés  no  era  dueña  como  se  suponía  en  la  demanda  de  los  talo- 
nes y  cartas  de  pago  que  trataba  de  recobrar,  era  evidente  que  le  obs- 
taba la  falta  de  personalidad  para  reclamarlos: 
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Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Luis  Vázquez  Mondragon: 
Considerando  que,  según  lo  prevenido  en  el  art.  869  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  el  recibimiento  á  prueba  en  la  segunda  instancia 
sólo  puede  otorgarse  en  los  casos  taxativamente  señalados  en  el  mismo; 
y  que  por  el  867  de  la  indicada  ley  se  ordena  que  también  podrán  las 
partes  traer  los  documentos  de  que  jure  no  haber  tenido  conocimiento 
hasta  entonces: 

Considerando  que  las  diligencias  de  prueba  sólo  pueden  practicar- 
se dentro  del  término  probatorio,  que  trascurrido  dicho  término,  sólo 
son  admisibles  las  escrituras  ó  documentos  justificativos  de  hechos 
ocurridos  con  posterioridad,  ó  de  los  anteriores  cuya  existencia  ignore 
el  que  los  traiga;  y  que  también  podrán  admitirse  los  documentos 

3ue,  aunque  conocidos,  no  hubiesen  podido  adquirirse  cou  anteriorid- 
ad como  así  se  previene  por  el  art.  2*6  de  la  citada  ley  : 
Considerando  que  en  estos  autos  se  concedió  todo  el  término  de 
prueba;  y  trascurrido  éste,  aun  sfe  dieron  indebidas  prórogas  para  quo  el 
recurrente  presentase  los  documentos  ó  certificaciones  que  queria  uti- 
lizar, y  q  e  por  tanto  tuvo  tiempo  suficiente  para  su  adquisición  y 
presentación  con  anterioridad  y  en  tiempo  oportuno: 

Considerando  que  este  mismo  incidente  ó  pretensión  sobre  la  ad- 
misión délos  ya  indicados  documentos  fué  resuelto  y  ejecutoriado  por 
la  sentencia  del  27  de  Noviembre  de  1874  : 

Considerando  que  la  falta  de  personalidad  alegada  por  D.  Andrés 
Baluguer,  comprendida  en  la  causa  2"  del  art.  5°  de  la  ley  de  48  de  Ju- 
nio de  1870,  es  inadmisible  en  el  presente  caso  por  no  haberse  pedido 
la  subsanaclon  en  ninguna  de  las  instancias,  según  previene  el  art.  7° 
de  la  misma  ley;  y  que  tampoco  está  demostrada,  porque  habia  de  cons- 
tar de  los  mencionados  documentos  que  no  fueron  admitidos  por  moti- 
vos imputables  al  recurrente: 

Considerando,  en  su  consecuencia,  que  no  se  han  infringido  los  ca- 
sos 2o  y  4o  del  art.  5o  de  la  referida  ley  de  casación ; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  que  contra  la  senten- 
cia dictada  por  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelo 
na  en  8  de  Julio  de  1876  interpuso  la  parle  de  D.  Andrés  Balaguer,  á 
quien  condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  del  depósito  que  se  dis- 
tribuirá en  la  í'orma  prevenida;  y  pasen  los  autos  á  la  Sala  primera  de 
este  Tribunal  Supremo  para  lo  que  corresponda  en  cuanto  al  recurso 
por  infracción  d<:  ley,  también  interpuesto.  —  (Sentencia  publicada  el 
45  de  Febrero  de  1877,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  18  do  Junio  del  mis- 
mo año.) 
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Recnrso  de  casación  en  la  forma  (2  de  Marzo  de  1 877). — 
Pago  de  cantidad.  —  Se  declara  por  la  Sala  tercera  del  Tribunal  Su- 
•    premo  haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de 
forma  interpuesto  por  D.  José  González  Ojeda  contra  la  sentencia  dic- 
tada por  la  de  justicia  de  la  Audiencia  d»  las  Palmas,  en  pleito  con 
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Don  Francisco  Doreste;  se  casa  y  anula  la  sentencia,  y  se  resuelve: 
Io  Que  no  existiendo  relación  ninguna  entre  dos  créditos  extendidos 
á  favor  de  distintas  personas  ,  no  es  posible  considerar  á  dichos  inte- 
resados como  una  y  sola  personalidad  en  la  ejecución  despachada  por 
uno  de  aquellos  ; 

Y  2o  Que  si  un  tercero  no  fué  parte  en  un  juicio  ejecutivo,  ni  cesio- 
nario niaroderado  del  recurrente,  al  reconocerle  personalidad  la  sen- 
tencia recurrida ,  amplía  en  su  favor  la  ejecutoria  de  remate  ,  por  lo 
que  es  procedente  el  fundamento  del  recurso  contenido  en  la  causa  2* 
del  art.  6°  de  la  ley  de  reforma  de  la  casación  civil. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  2  de  Marzo  de  1877,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  del  recurso  de  casación  por  quebranta- 
miento de  forma  .  seguido  en  el  JuzgSdo  de  primera  instancia  de  Las 
Palmas  y  en  la  Sala  de  justicia  de  la  Audiencia  de  aquel  territorio  por 
Don  Francisco  Doreste  de  los  Rios  con  D.  José,  D.  Andrés  y  D.  Anto- 
nio González  Oj  da  y  D.  Laureano  Hernández  y  Pérez  y  D.  Horacio 
Wetherell  sobrp  pago  de  reales  : 

Resultando  que  por  documento  privado  de  21  de  Enero  de  1 870 
convino  la  razón  social  Melian  Wetherell  y  Compañía  en  abrir  un 
crédito  de  lo. 000  rs.  á  los  hermanos  D.  José,  D.  Andrés  y  D.  Antonio 
González  Ojeda ,  que  podrían  percibir  9.000  rs.  desde  aquella  fecha, 
y  el  resto  en  pequeñas  partidas  conforme  lo  fueran  necesitando  para 
sus  cultivos,  sobre  cuyas  entregas  les  cargarían  en  cuenta  el  3  por  100 
de  comisión  de  anticipo  y  el  6  por  i 00  de  interés  anual  recíproco, 
comprometiéndose  dichos  hermanos  a  entregar  en  el  mes  de  Octubre 
de  aquel  año  la  cantidad  de  cochinilla  que  calculasen  suficiente  á  cu- 
brir su  cuenta  con  capital ,  intereses  y  comisión ,  y  constituyéndose  en 
fiador  y  principal  pagador  por  aquellos  D.  Francisco  Doreste  de  los 
Rios:  . 

Resultando  que  los  citados  hermanos  confesaron  por  escritura  de  24 
de  Enero  de  1870  haber  recibido  del  Licenciado  D.  Francisco  Doreste 
de  los  Rios  1.300  escudos,  á  razón  de  500  cada  uno,  en  efectivo,  en 
calidad  d*  préstamo,  obligándose  mancomunadamente  á  devolvérselos 
hasta  el  Io  de  Noviembre  de  aquel  año  con  el  interés  de  un  9  por  100 
anual,  hipotecando  cada  uno  una  quinta  parte  que  respectivamente  les 
correspondía  en  una  tierra: 

Resultando  que  D.  Horacio  Wetherell,  como  representante  de  la  in- 
dicada razón  social,  solicitó  en  13  de  Abril  de  1872,  á  fin  de  preparar 
demanda  ejecutiva  contra  D  Antonio  González  Ojeda  para  el  pago  de 
2.095  pesetas  70  eénts  ,  saldo  de  una  cuenta  que  presentó  y  que  em- 
pezaba en  26  de  Enero  de  1870;  que  la  reconociese  y  contestase  á  unas 
preguntas,  y  que  eslimado  negó  aquel  que  adeudase  la  citada  can- 
tidad :  , 

Resultando  que  en  su  virtud  dedujo  Wetherell  demanda  ordinaria: 
que  conferido  traslado  á  D.  Antonio  González  Ojeda,  promovió  inciden- 
te de  pobreza  que  se  sustanció  con  suspensión  del  pleito;  y  que  decla- 
rado pobre  para  litigar  por  sentencia  de  9  de  Octubre  de  1872,  qne-  . 
daron  en  tal  estado  paralizados  los  autos: 

Resultando  que  I).  Francisco  Doreste  de  los  Rios,  eon  presentación 
de  la  escritura  de  24  de  Enero  de  1870,  dedujo  demanda  ejecutiva  en  7 
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de  Marzo  de  (873  contra  D.  José,  D.  Andrés  y  I).  Antonio  González 
Ojeda  por  la  cantidad  de  1.500  escudos  de  su  importe,  intereses  y  cos- 
tas: que  despachada  la  ejecución  y  embargadas  las  fincas  hipotecadas, 
se  opusieron  jos  ejecutados  fundados  en  que  la  escritura  de  préstamo 
era  simulada  y  que  por  lo  tanto  el  contrato  que  contenía  era  nulo  para 
la  verdadera  razón  de  su  otorgamiento,  era  la  garantia  del  contrato 
de  Wetherell,  que  era  el  verdadero  ejecutante: 

Resultando  que  dictada  por  el  Juez  de  primera  instancia  sentencia 
de  remate  que  confirmó  la  Audiencia,  se  procedió  para  llevarla  á  efec- 
to á  la  tasación  de  las  fincas,  en  cuyo  estado  D.  Laureano  Hernández  y 
Pérez  se  personó  en  los  autos  solicitando  que  se  embargase  el  crédito 

3ue  Doreste  de  los  Rios  tenia  contra  los  hermanos  Ojeda  al  resultado 
e  una  ejecución  que  seguia  contra  el  mismo: 
Resultando  que  estimada  esta  pretensión  presentaron  nuevo  escrito 
los  hermanos  González  Ojeda  y  D.  Laureano  Hernández  manifestando 
haber  convenido  éste  en  darse  por  satisfecho  del  crédito  por  que  se  pro- 
cedía en  esta  ejecución,  y  que  se  hallaba  embargado  á  su  favor  con  la 
cantidad  de  7.428  pesetas,  y  solicitando  que  se  aprobase  aquel  conve- 
nio, declarando  que  se  hallaban  satisfechas  las  responsabilidades  objeto 
de  este  procedimiento,  sin  perjuicio  de  que  se  llevasen  á  efecto  la  ta- 
sación de  costas  y  liquidación  del  crédito;  pretensión  que  fué  estima- 
da por  auto  de  24  de  Junio  de  1874,  previa  ratificación  de  ambas 
partes: 

Resultando  que  en  el  siguiente  dia  25  compareció  D.  Horacio  We- 
therell, bajo  igual  representación  y  defensa  que  D.  Francisco  Doreste 
de  los  Rios,  solicitando  que  se  le  tuviera  por  parte  y  que  se  mandasen 
suspender  los  efectos  del  arreglo  ó  transacción  entre  Hernández  y  los 
hermanos  Ojeda,  y  se  les  entregasen  los  autos;  pretensión  que  fué  es-  • 
*  timada  en  todas  sus  p'irtes  por  auto  del  mismo  dia; 

Resultando  que  tanto  los  hermanos  González  Ojeda  como  D.  Lau- 
reano Hernández  pidieron  reposición  de  este  auto,  y  que  el  Juez,  por 
otro  de  6  de  Julio,  lo  repuso  y  dejó  sin  efecto,  declarando  no  haber 
lugar  4  tener,  por  parle,  en  este  procedimiento  á  D.  Horacio  Welhe- 
relí:  .  . 

Resultando  que  admitida  en  un  efecto  la  apelación  que  éste  inter- 

Íiuso,  se  mandó  remitir  á  la  Audiencia  testimonio  de  lo  que  señalasen 
as  partes;  y  que  continuada  la  sustanciacion  del  pleito,  interpuso  Do- 
reste  apelación  de  cierta  providencia  que  produjo  la  remisión  de  los 
autos  originales  á  la  Audiencia,  sin  que  hubiera  llegado  á  formarse  el 
testimonio  para  la  apelación  admitida  en  un  efecto : 

Resultando  que  en  la  Audiencia  se  personó  el  Procurador  D  Do- 
mingo Suarez  y  Quintana,  representante  de  D.  Horacio  Wetherell, 
pero  haciéndolo  á  nombre  tan  sólo  de  D.  Francisco  Doreste  de  los  Rios; 
y  que  sustanciada  la  segunda  instancia,  en  la  que  sólo  comparecieron 
los  hermanos  González  Ojeda,  tuvo  lugar  la  vista  en  19  de  Junio  : 

Resultando  que  en  el  siguiente  dia  20  presentó  escrito  el  citado 
Procurador  Suarez,  á  nombre  de  D.  Horacio  Wetherell,  manifestando 

?¡ue  en  el  acto  de  la  vista  el  Letrado-Director  se  habia  limitado  á  in- 
ormar  á  nombre  de  D.  Horacio  Wetherell,  como  creia  haberlo  expre- 
sado al  principio  de  su  informe,  áun  cuando  en  el  curso  del  mismo  in- 
dicara que  el  derecho  ó  interés  de  D.  Horacio  era  el  mismo  que  el  de 
Don  Francisco  Doreste,  solicitando  que  la  Sala  se  sirviera  tenerlo  pre- 
sente : 
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Resultando  que  por  sentencia  de  24  de  Junio  de  18t6  se  revocó  el 
auto  apelado  y  se  tuvo  por  parte  en  los  autos  ejecutivos  á  D.  Horacio- 
Wetherell,  resolviendo  al  mismo  tiempo  las  demás  apelaciones  inter- 
puestas : 

Resultando  que  los  hermanos  D.  José,  D.  Andrés  y  D.  Antonio  Gon- 
zález Ojeiia  interpusieron  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  d& 
forma,  ijue  fundaron: 

t°  En  la  causa  2a  del  art.  5o  de  la  ley  sobre  reforma  de  la  casación 
civil  por  carecer  D.  Horacio  We'.h<:rell  de  personalidad  para  litigar  en 
estos  autos,  toda  vez  que  afirmando  unas  veces  que  el  crédito  que  re- 
clama fué  el  contraído  por  los  recurrentes  á  favor  de  la  casa  de  comer- 
cio que  existió  en  aquella  ciudad  bajo  la  razón  social  Melian  Wethe- 
rell y  Compañía  en  el  contrato  privado  de  25  de  Enero  de  1870,  y  sos- 
teniendo otras  ser  el  mismo  crédito  que  los  mismos  recurrentes  con- 
trajeron con  el  ejecutante  D.  Francisco  Doreste  de  los  Rios,  por  la 
escritura  hipotecaria  do  24  de  Enero  de  dicho  año,  ni  había  presentado 
en  autos  la  escritura  de  constitución  de  aquella  Sociedad  para  acredi- 
tar su  existencia  legal  y  su  carácter  de  socio,  ni  la  de  disolución  de  la 
misma,  toda  vez  que  se  decia  extinguida,  ni  la  de  cesión  del  referido 
crédito,  puesto  que  se  llamaba  cesionario  de  la  repetida  casa  de  co- 
mercio, ni  el  poder  de  otros  cesionarios  que  también  se  atribuía;  re- 
sultando de  todo  esto  que  Wetherell  no  habia  presentado  en  autos  do- 
cumento alguno  que  acreditase  el  carácter  con  que  comparecía  en  jui- 
cio, bajo  cuyo  punto  de  vista  se  habían  infringido  los  artículos  23,  31 , 
285,  289  y  292  del  Código  de  Comercio,  el  18  en  su  núm.  2o  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil  y  el  < 53  de  la  ley  Hipotecaria  : 

2o  Que  carecía  también  de  personalidad  l),  Horacio  Wetherell,  por- 
que legalmente  no  podia  tenerla  ni  ser  parte  en  un  juicio  ejecutivo  en 
que  no  podia  serlo  más  que  el  actor  ejecutante,  el  ejecutado  y  el  tercer 
opositor  en  el  correspondiente  juicio  ordinario  de  tercería,  nunca  en 
el  ejecutivo,  ninguno  de  cuyos  caractéres  tenía  ni  habia  tenido  el  Don 
Horacio  ;  sin  embarco  de  lo  cual  la  sentencia  recurrida  le  tenía  por 
parte  en  los  presentes  autos  ejecutivos : 

3o  En  la  causa  4a  del  citado  art.  5o  de  la  Jey  de  casación,  que  se  re- 
fiere á  la  falta  de  recibimiento  á  prueba  en  alguna  de  las  instancias, 
cuando  ésta  procediese  con  arreglo  á  derecho,  por  cuanto  no  habiendo 
sido  tenido  por  parte  D.  Horacio  Wetherell  en  la  primera  instancia,  ni 
parecido  en  la  segunda,  ni  tenido  por  parte  en  ésta  hasta  dictada  la 
sentencia  de  que  recurría,  habia  resullado  de  esto  la  imposibilidad  en 
que  se  habían  visto  los  recurrentes  de  pedir  el  recibimiento  á  prueba 
para  acreditar  la  improcedencia  de  la  reclamación  de  Wetherell  y  de 
reclamar  en  ambas  instancias  la  subsanacion  de  esta  falta  ; 

Y  4°  En  la  causa  6a  del  mismo  art.  5°  de  la  ley  de  casación  de  in- 
competencia de  jurisdicción,  toda  vez  que  admitida  en  un  efecto  la 
apelación  que  el  referido  D.  Horacio  Wetherell  interpuso  el  auto  del 
Juez  de  primera  instancia  de  6  de  Julio  de  1*74,  y  remitidos  los  autos 
á  la  Superioridad,  y  no  habiendo  comparecido  dicho  apelante  á  mejo- 
rar la  apelación  ni  adherídose  á  este  recurso  el  apelado,  carecía  de  ju- 
risdicción la  Sala  sentenciadora  para  revocar  el  citado  auto,  por  cuya 
razón  estaba  demostrada  la  falta  alegada,  respecto  de  la  cual  tampoco- 
habían  existido  medios  para  pedir  su  subsanacion,  toda  vez  que  no 
habia  sido  conocida  hasta  después  de  dictada  la  sentencia  de  vista  : 
Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Joaquín  José  Cervino  : 
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Considerando  que  no  existiendo  relación  ninguna  entre  el  docu- 
mento privado  de  21  de  Enero  de  1870,  extendido  á  favor  de  Wethe- 
rell,  y  la  escritura  de  24  del  propio  mes  y  año  otorgada  sólo  á  favor  de 
Doreste,  y  para  pago  de  cuyo  exclusivo  crédito  se  despachó  la  ejecu- 
ción, no  es  posible  considerar  á  dichos  interesados  como  una  y  sola 
personalidad : 

Considerando  que  Wetherell  no  fué  parte  en  el  juicio  ejecutivo,  ni 
cesionario  ni  apoderado  tle  Doreste;  y  que  al  reconocerle  personalidad 
la  sentencia  recurrida,  amplia  en  su  favor  la  ejecutoria  de  remate,  fe- 
cha 9  de  Enero  de  1874,  por  lo  que  es  procedente  el  primer  fundamen- 
to del  presente  recurso,  ó  sea  el  contenido  en  la  causa  2a  del  art.  5o  de 
la  ley  de  reforma  de  la  casación  civil,  sin  que  por  lo  mismo  sea  ya  pre- 
ciso valorar  la  eficacia  de  las  demás  que  se  alegan  ; 

Pallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recur- 
so de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  interpuesto  por  D.  José 
González  Ojeda  y  hermanos  contra  la  sentencia  que  en  24  de  Junio  de 
1876  pronunció  la  Sala  de  justicia  de  la  Audiencia  de  Las  Palmas,  que 
declaró  ser  parte  D.  Horacio  Wetherell  en  las  diligencias  ejecutivas 
de  que  se  trata:  casamos  y  anulamos  en  dicho  extremo  la  sentencia  re- 
ferida, y  devuélvanse  los  autos  á  la  misma  Audiencia  con  la  certifica- 
ción correspondiente  Dará  que,  reponiéndolos  al  estado  que  tenian  án- 
tes  de  dicho  fallo,  proceda  á  lo  que  haya  lugar  con  arreglo  á  derecho. 
— (Sentencia  publicada  el  2  de  Marzo  de  1877,  é  inserta  en  la  Gace- 
ta de.  18  de  Junio  del  mismo  año.) 
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Recurso  de  casación  en  asunto  de  Ultramar  (3  de  Marzo 
de  1877). — Pago  de  cantidades. — Se  declara  por  la  Sala  primera  del 
Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  D.  Adolfo  Márquez  Sterling  contra  la  sentencia  dictada  por  la  de 
lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  en  pleito  con  la  Sociedad  Grata- 
cós,  Quesaday  Compañía,  y  se  resuelve: 

Io  Que  no  habiéndose  negado  la  validez  de  la  escritura  en  que  el 
demandado  se  constituyó  deudor  exclusivo  de  las  responsabilidades  li- 
quidadas subrogándose  en  lugar  del  primitivo  deudor,  y  se  comprome- 
tió á  satisfacer  aquellas  responsabilidades  entre  las  que  figuraban  la 
cantidad  reclamada  por  el  demandante,  es  indubitado  el  derecho  de 
éste  como  acreedor  para  dirigirse  contra  el  nuevo  deudor  como  pudo 
hacerlo  contra  el  primer  obligado ;  por  lo  que  al  reconocerlo  así  en  1% 
sentencia  no  se  infringen  las  leyes  5a,  tít.  1 1 ,  lib.  Io  del  Fuero  Real; 
1 1 ,  tít.  14;  H  4,  tít.  1 8  de  la  Partida  3',  y  1 4,  tít.  1 1  de  la  Partida  5a : 

2o  Que  si  la  Sala  sentenciadora,  ateniéndose  estrictamente  á  todas 
las  cláusulas  del  contrato,  apreciándolas  segunsus  claras  y  terminantes 
palabras,  entendió  que  no  habia  promisión  alternativa  de  contrato  ó 
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pago,  sino  verdadera  y  pura  obligación  de  pagar  por  haberse  subroga- 
do el  demandado  en  el  lugar  del  primitivo  deudor,  y  en  tal  concepto 
obligado  á  pagar  desde  luégo  á  los  acreedores  sin  aguardar  á  que  se  le 
demandase,  no  siendo  necesario  rectificar  liquidaciones  que  en  la  escri- 
tura se  daban  por  hechas  anteriormente,  al  condenar  á  este  al  pago  no 
se  infringe  ni  la  ley  del  contrato  ni  doctrina  alguna  legal : 

3o  Que  no  versando  un  pleito  sobre  ninguna  clase  de  donación,  no  es 
aplicable,  y  por  tanto  no  puede  ser  en  él  infringida,  la  ley  5a,  til  4o, 
Partida  o* . 

.  4o  Que  al  condenar  una  sentencia  al  demandado  al  pago  de  la  mitad 
del  crédito  liquidado,  que  la  Sala  entendió  que  fué  lo  averiguado  y 
razonado  ante  ella,  conforme  á  la  ley  5a,  tit  22,  Partida  3a,  no  se 
refiere  á  ningún  crédito  iliquidado,  ni  perjudica  á  la  menor,  consorte 
del  demandado,  y  además  es  conforme  con  la  demanda  en  la  parte  ave- 
riguada, y  en  su  virtud  no  se  infringen  las  leyes  5»,  15,  16  y  20,  tit.  22, 
Partida  3a; 

Y  5°  Que  conforme  A  lo  repetidamente  declarado  por  el  Tribunal 
Supremo,  no  pueden  ser  objeto  del  recurso  de  casación  particulares 
que  no  se  han  ventilado  en  el  pleito  ni  perjudican  al  recurrente. 

En  la  villa  y  corle  de  Madrid,  A  3  de  Marzo  de  1817,  en  los  autos 
seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  Guadalupe 
de  la  ciudad  do  la  Habana  y  en  la  Sala  de  justicia  de  la  Audiencia  del 
mismo  territorio  por  la  Sociedad  Gratacós,  Quesada  y  compañía  con 
Don  Adolfo  Márquez  Sterling  sobre  pago  de  cantidades;  autos  que 
penden  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto  por  Már- 
quez Sterling  contra  la  sentencia  que  en  8  de  Agosto  de  i 873  dictó  la 
referida  Sala: 

Resultando  que  en  17  de  Octubre  de  1870  otorgaron  escritura,  de 
una  parle  D.  Eduardo  Esponda,  como  apoderado  de  D.  Francisco  Cairo, 
y  de  la  otra  D.  Adolfo  Márquez  Sterling,  en  la  que  dijeron  :  el  primero 
que  su  representado  era  dueño  de  la  mitad  del  ingenio  titulado  Con- 
chita, situado  en  el  partido  de  Ceja  de  Pablo,  jurisdicción  de  Sagua  la 
Grande,  con  todas  las  pertenencias  y  anexidades  que  constaban  en  e! 
inventario  del  intestado  de  Doña  Concepción  Diaz,  y  que  también  era 
dueño  de  la  mitad  de  la  casa,  sita  en  la  calle  de  la  Amistad  ,  marcada 
con  el  número  126,  y  dueño  por  último  de  la  mitad  de  las  2.060  cajas 
de  azúcar  fabricadas  en  el  mencionado  ingenio  durante  la  zafra  de  1869 
al  70,  y  que  se  hallaban  depositadas  en  los  almacenes  de  Regla,  con 
secuente  al  embargo  que  obtuvo  I).  Alonso  Alvarez  de  la  Campa  en 
autos  que  seguía  sobre  pesos  contra  D.  Francisco  y  Doña  Andrea 
Cairo;  y  que  habían  convenido  en  que  l).  Francisco  Cairo  vendiera  y 
Don  Adolfo  Márquez  Sterling  comprase  las  referidas  mitades  del  in- 
genio y  casa,  y  1.030  cajas  de  azúcar  por  el  precio  de  170.000  pesos, 
que  Márquez  Sterling  pagaría  en  esta  forma:  50.000  pesos  de  que  se 
daba  por  satisfecho  el  vendedor  otorgante  ;  15.000  pesos  que  habían 
de  imponerse  sobre  la  mitad  del  ingenio  Conchita  á  favor  de  D.  Do- 
mingo y  Doña  Concepción  Montes  y  Diaz  por  sus  haberes  maternos; 
74.515  pesos  71  centavos  qne  pagaría  igualmente  Márquez  Sterling 
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or  cuenta  del  vendedor  á  los  acreedores  comunes  de  los  bienes  qoe 
abia  poseído  en  unión  de  su  hermana  Doña  Andrea  ,  según  las  liqui- 
daciones practicadas  en  las  cuentas  de  Mazorra ,  cuyos  acreedores  se 
enumeraban  en  una  lista  firmada  por  los  contrayentes,  y  que  se  agre* 
gaba  á  esta  escritura  como  parte  de  ella;  10.992  pesos  51  centavos 
que  quedaban  en  poder  del  comprador  para  pagar  á  Doña  Andrea  Cai- 
ro, hermana  del  vendedor,  lo  que  le  adeudaba  ,  según  liquidación  de 
la  comunidad  que  habian  tenido  hasta  el  dia  en  el  ingenio  y  casa  men- 
cionada ;  19.562  pesos  73  centavos  que  del  propio  modo  dejaba  Cairo 
en  poder  del  comprador  para  que  previa  liquidación  éste  cubriese  ó 
contentase  la  mitad  de  las  responsabilidades  ilíquidas  que  expresaba 
la  otra  nota  ,  que  también  como  parte  integrante  de  esta  escritura  se 
agregaba,  libertando  de  ellas  á  D.  Francisco  Cairo  :  que  eran  condi- 
ciones de  esle  contrato,  entre  otras  :  tercera,  se  obligaba  D.  Francisco 
Cairo  á  no  impugnar  la  adjudicación  del  ingenio  Conchita  y  de  la  casa 
ubicada  en  1*  cnlie  de  la  Amistad  que  se  le  hizo  en  el  intestado  de  Doña 
Concepción  Diaz  en  unión  de  su  hermana  Doña  Andrea  ,  y  cedia  y 
traspasaba  las  mitades  de  ambas  fincas  que  le  correspondían  en  abso- 
luto dominio  y  posesión  á  D.  Adolfo  Márquez  Sterling,  mediante  la 
venta  irrevocable  acordada  en  esta  escritura:  sexta,  l).  Adolfo  Már- 
quez Sterling  subrogándose  en  lugar  de  D.  Francisco  Cairo  para  el 
cumplimiento  de  las  obligaciones  contraídas  en  virtud  de  la  comuni- 
dad en  que  habia  estado  con  su  hermana  Doña  Andrea  ,  y  por  conse- 
cuencia de  las  adjudicaciones  que  se  les  hicieran  en  el  intestado  de 
Doña  Concepción  Diaz  se  constituia  deudor  exclusivo  de  los  74.51 5  pe- 
sos 75  centavos  de  las  responsabilidades  liquidadas  por  Macarra,  así 
como  de  los  15.000  pesos  correspondientes  á  D.  Domingo  y  Doña  Con- 
cepción Montes  Diaz;  de  los  10.992  pesos 51  centavos  correspondientes 
A  Doña  Andrea  Cairo,  y  de  los  compromisos  ilíquidos  que  se  mencio- 
naban en  la  nómina  final,  dejaudo  libre  á  Cairo  de  toda  responsabili- 
dad :  novena  ,  D.  Adolfo  Sterling  se  daba  por  entregado  de  la  mitad 
de  la  casa  sita  en  la  calle  de  la  Amistad,  núm.  126,  de  la  del  ingenio 
Conchita  que  habia  recibido  á  nombre  de  su  esposa  en  el  mes  de  Junio 
anterior  y  de  las  1.030  cajas  de  azúcar  depositadas  en  los  almacenes  de 
Regla:  décima  ,  D.  Francisco  Cairo  declaraba  que  habia  recibido  con 
los  50.000  pesos  en  efectivo  cuanto  le  correspondía  por  el  precio  de 
los  objetos  enajenados:  D.  Adolfo  Márquez  Sterling  aceptó  á  su  favor 
esta  escritura,  dándose  por  entregado  del  ingenio  Conchita  que  ya 
poseia  en  absoluto  dominio  con  sus  dotaciones  y  anexidades,  obligán- 
dose al  pago  ó  contento  de  los  acreedores  líquidos  é  ilíquidos  ya  men- 
cionados, todo  con  arreglo  á  las  cuentas  de  Mazorra  y  en  la  parte  cor- 
respondiente al  D.  Francisco,  pues  no  aceptaba  los  expresados  crédi- 
tos en  cuanto  á  su  esposa  Doña  Andrea  Cairo  por  ser  ésta  menor  de 
edad,  reservándose  por  el  contrario  exigir  que  se  acreditase  la  legiti- 
midad de  dicho  crédito  y  libramiento  y  su  exacta  inversión  en  el  in- 
genio Conchita;  y  por  último,  convinieron  en  qua  no  podrían  decir 
judicial  ni  exlrajudicialmente  contra  el  tenedor  de  esta  escritura  sin 
que  previamente  se  consignase  por  vía  de  multa  la  cantidad  de  20  000 
pesos  que  se  daría  á  favor  da  la  otra  parte  desde  luégo  y  cualquiera 
que  fuese  el  éxito  de  la  reclamación : 

Resultando  que  á  continuación  de  la  escritura,  y  como  parte  de  ella, 
se  unió  una  nota  ó  relación  firmada  por  D.  Adolfo  Márquez  Sterling  y 
Don  Eduardo  Esponda  de  las  responsabilidades  ilíquidas  de  los  bienes 
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comunes  á  D.  Francisco  y  Doña  Andrea  Cairo,  cuya  mitad  se  compro- 
metió á  satisfacer  Márquez  Storling  en  los  términos  expresados  en  la 
escritura  ;  y  entre  las  partidas  que  comprende  se  halla  la  siguiente  :  & 
Graiacós,  Quesada  y  compañía  por  intereses  de  16.678  pesos  86  centa- 
tos  desde  Io  de  Octubre  de  1869  hasta  la  fecha  :  cualquiera  otra  res- 
ponsabilidad que  toque  á  D.  Francisco  Cairo  por  virtud  dé  la  comu- 
nidad de  bienes  que  habia  tenido  con  Doña  Andrea,  expresándose  que 
para  efectuar  estos  pagos  se  practicaría  una  liquidación,  interviniendo 
Cairo  ó  sus  legítimos  representantes,  y  autorizándoles  por  escrito  ;  y 
también  se  unió  á  la  escritura  una  relación  de  las  responsabilidades 
liquidas  de  los  bienes  comunes  de  D.  Francisco  y  Doña  Andrea  Cairo, 
según  las  cuentas  de  D.  José  Pío  Mazorra,  cuya  mitad,  ascendente 
á  74.515  pesos  76  centavos,  se  comprometía  á  satisfacer  Márquez  Ster- 
ling  por  cuenta  del  precio  de  la  venta,  según  se  expresaba  en  la  es- 
critura, comprendiendo  dicha  reía,  ion ,  entreoirás  partidas,  las  si- 
guientes. Gratacós,  Quesada  y  compañía  25.723  pesos  29  centavos; 
Felipe  Pérez  y  compañía  2.336  pesos  86  ceutavos ;  Rodríguez  y  com- 
pañía 4.212  pesos  81  centavos;  Alonso  Alvarez  de  la  Campa  82.371 
pesos  31  centavos : 

Resultando  de  una  cuenta  presentada  con  la  demanda,  sin  firma 
alguna,  que  la  sociedad  Gratacós,  Quesada  y  compañía  suministró 
efectos  de  todas  clases  para  las  atenciones  del  ingenio  Conchita,  de  ia 
propiedad  de  D.  Francisco  y  Doña  Andrea  Cairo,  esposa  de  D.  Adolfo 
Márquez  Sterling  desde  el  año  de  1866  hasta  31  de  Agosto  de  1870,  as- 
cendiendo el  importe  de  los  efectos  suministrados  durante  este  período 
de  tiempo,  con  intereses  de  pagarés  vencidos,  á  la  cantidad  de  28.383 
pesos  27  centavos  ;  comenzando  dicha  cuenta  con  un  saldo  en  31  de 
Diciembre  de  1866  de  282  pesos  16  centavos  : 

Resultando  que  en  12  de  Setiembre  de  1871,  previo  acto  de  conci- 
liación intensado,  la  sociedad  Gratacós,  Quesada  y  compañía  dedujo 
demanda  exponiendo  que  la  Sociedad  había  suministrado  efectos  de 
todas  clases  para  las  atenciones  del  sostenimiento  del  ingenio  Conchita, 
de  la  propiedad  de  D.  Francisco  y  Doña  Andrea  Cairo,  esposa  de  Don 
Adolfo  Márquez  Sterling,  que  este  suministro  duró  desde  fines  de  1866 
hasta  31  de  Agosto  de  1870,  ascendiendo  el  importe  de  los  efectos  á  la 
suma  líquida  de  25.783  pesos  29  centavos  :  que  el  Márquez  Sterling,. 
en  17  de  Octubre  de  1870,  compró  por  escritura  pública  la  mitad  del 
ingenio  Conchita,  correspondiente  á  su  cuñado  D.  Francisco  Cairo, 
subrogándose  en  su  lugar  para  el  pago  de  la  mitad  á  él  correspon- 
diente de  los  créditos  líquidos  é  ilíquidos  que  contra  sí  tenia  el  inge- 
nio y  demás  bienes  que  constaban  de  !a  nota  agregada  á  la  escritura 
que  se  aceptó  por  él  comprador,  y  que  en  la  mencionada  nota  figuraba 
la  Sociedad  demandante  como  acreedora  de  la  misma  líquida  expre- 
sada ;  y  pidió  que  se  condenase  á  D.  Adolfo  Márquez  Sterling,  por  si  y 
como  ¡epítimo  consorte  de  Doña  Andrea  Cairo,  á  que  en  ei  término  de 
quintadla  diese  y  pagase  á  la  sociedad  Gratacós,  Quesada  y  compañía 
la  suma  de  25.723  pesos  29  centavos  que  les  era  en  deber,  con  más  las 
costas  <lel  juicio  : 

Resultando  que  conferido  traslado  de  la  demanda  á  D.  Adolfo  Már- 
quez Sterling  le  evacuó  con  la  pretensión  de  que  se  le  absolviese  de 
ella  sin  perjuicio  de  que  Gratacós  Quesada  y  compañía  acudiesen  á 
fijar  la  verdadera  ascendencia  de  su  caudal  intestado  de  Doña  Concep- 
ción Diaz  con  vista  de  las  cuentas  del  administrador  judicial  D.José 
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Pío  Mazorra,  único  contrayente  de  Crataeós  Quesada  y  compañía  y  con 
la  debida  intervención  de  curador  ad  bona  de  la  menor  Doña  Andrea 
Cairo,  imponiendo  las  costas  á  la  Sociedad  demandante:  para  ello  alegó 
une  la  cuenta  de  Gratacós,  Quesada  y  compañía  no  estaba  explicada, 
firmada,  justificada  ni  aprobada  :  que  habia  error  y  dolo  en  ella,  que 
era  imposible  el  consumo  que  expresaba  :  que  cargaba  en  su  cuenta 
una  partida  extraña  de  interés  ;  que  cargaba  un  pagaré  que  nada  te- 
nía de  común  con  la  cuenta  yménos  con  la  menor:  que  no  constaba 
que  tales  efectos  se  remitieran  al  ingenio  :  que  Gratacós  era  socio  de 
Don  José  Pío  Mazorra  :  que  debió  cobrar  su  cuenta  en  cuanto  legítima 
con  las  zafras  relativas :  que  D.  Francisco  Cairo  consignó  la  relación 
de  las  cuentas  en  la  escritura  de  venta  de  la  mitad  del  ingenio  por  una 
relación  de  Mazorra,  y  sin  que  por  eso  aprobara  los  detalles  de  esas 
cuentas,  detalles  que  desconocia  :  que  Márquez  Sterling-se  obligó  á  pa- 
gar o  contentar  con  arreglo  á  las  cuentas  de  Mazorra,  cuentas  que  no 
se  babian  dado  aún  por  el  socio  de  Gratacós :  que  áun  cierta  y  aproba- 
da la  cuenta  de  Gratacós,  Quesada  y  compañía  no  sería  exigible  sino  en 
íu  lugar  y  grado  :  que  Márquez  Sterling  babia  pagado  y  contentado  el 
crédito  de  99.000  pesos'de  Álvarez  de  la  Campa,  primero  por  lo  hipo- 
tecario y  urgente  por  lo  de  tener  sentencia  de  remate  contra  el  inge- 
nio, consentida  por  í  >  Francisco  Cairo  y  el  socio  de  Gratacós  D.  José 
Pío  Mazorra  :  que  Márquez  Sterling  levantó  esa  sentencia  de  remate, 
puso  el  ingenio  arruinado  en  producción  ,  enteró  al  coheredero  con 
50.000  pesos,  pagó  las  contribuciones,  devolvió  al  ingenio  los  negros 
extraídos  por  embargos  contra  el  D.  Francisco  de  la  tienda  la  Diaua, 
embargos  y  extracciones  consentidas  por  eí  D.  José  Pío  Mazorra,  so- 
cio de  Gratacós  ,  atendió  á  la  subsistencia  de  D.  Francisco,  babia 
pagado  más  de  15.000  pesos  de  costas,  evitó  que  ,  á  petición  de  Al- 
varez de  la  Campa  ,  se  extrajera  la  dotación  del  ingenio  para  alqui- 
larla por  falta  de  alimentos :  que  habia  contentado  y  desembolsado 
cerca  de  200.000  pesos  :  que  los  acreedores  no  fueron  parte  en  la  es- 
critura de  venta  de  la  mitad  del  ingenio:  que  Mazorra  ni  habia  entrega- 
do á  Márquez  Sterling  los  productos  del  ingenio,  ni  habia  explicado  su 
inversión  :  que  si  Gratacós,  Quesada  y  compañía  no  aceptaban  su  lu- 
gar en  cuanto  fuese  legítimo  su  crédito  de  Alvarez  de  la  Campa,  pa- 
gado y  contentado,  que  se  dirigiese  contra  quien  hubiere  lugar,  pues 
nunca  habia  contratado  con  ellos  Márquez  Sterling  :  que  Mazorra  fué 
el  único  contratante  de-Gratacós,  Quesada  y  compañía,  y  no  habia  en- 
tregado los  productos  de  la  finca  ni  áun  los  libros:  que  en  cuanto  á 
Doña  Andrea  Cairo  era  menor,  su  esposo  habia  rechazado  la  legitimi- 
dad del  crédito  en  la  escritura  de  adquisición  del  ingenio  :  que  D.  José 
Pío  Mazorra  era  su  curador  ad  litem,  que  no  pudo  contraer  á  su  nom- 
bre :  que  no  habia  entregado  Mazorra  los  productos  de  la  cosa  en  que 
se  decían  invertidos  los  objetos  de  Gratacós,  Quesada  y  compañía:  que 
en  todo  caso  la  cuenta  de  éstos  tendría  que  aprobarse  por  un  curador 
ad bona  : 

Resultando  que  la  Sociedad  demandante,  al  replicar  reproducien- 
do los  hechos  y  fundamentos  de  la  demanda,  amplió  ésta  al  pago  de 
los  intereses  de  16.678  peso>  86  centavos  sesde  \°  de  Octubre  de  í  869 
hasta  H  del  mismo  mes  de  1870  : 

Resultando  que  acusada  la  rebeldía  al  demandado  por  no  haber  eva- 
cuado el  traslado  que  se  le  confirió  para  duplicar,  se  recibió  el  pleito  á 
prueba  practicándose  dentro  de  su  término  la  propuesta  por  las  partes: 
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Resaltando  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites,  la  Sala  de  lo  ci- 
vil de  la  Audiencia,  por  sentencia  de  H  de  Agosto  de  1873  ,  condenó  á 
Don  Adolfo  Márquez  Sterling  á  que  dé  y  pague  á  la  Sociedad  Gratacós, 
Quesada  y  compañía  13.861  pesos  64  y  medio  centavos,  absolviendo 
de  los  demás  extremos  que  contiene  la  demanda,  sin  especial  condena- 
ción de  costas  de  ambas  instancias  ; 

Y  resultando  que  D.  Adolfo  Márquez  Sterling  interpuso  recurso  de 
casación  por  haberse  á  su  juicio  infringido  : 

Io  La  ley  5a,  tit.  H,  libro  Io  del  Fuero  Real,  que  establece  que  la 
convención  se  limita  á  los  contrayentes  únicos  que  por  la  manifesta- 
ción de  una  voluntad  común  establecen  entre  si  relaciones  jurídicas, 
la  ley  H4,  tít.  18,  Partida  3a,  la  II,  til.  H,  Partida  3a,  y  la  14,  títu- 
lo H,  Partida  5a  que  consignan  que  las  escrituras  públicas  hacen  fe 
contra  los  contrayentes  herederos  y  causa- habientes  por  cuanto  la  sen- 
tencia daba  acción  derivada  de  un  contrato  y  de  una  escritura  al  de- 
mandante que  no  contrató  ni  fué  contrayente,  contrato  y  escritura  que 
pudiera  estar  rescindido  y  anulado  por  los  contratantes  y  contrayentes 
sin  consentimiento  ni  intercesión  del  demandante.  • 
2o  Las  leyes  29  y  24,  tit.  H,  Partida  5a,  según  la  que  «aquel  que 
face  la  promisión  dijese  al  otro  prometo  de  vos  dar  un  caballo  ó  un 
mulo,  es  tenido  de  darle  uno  de  ellos,  cual  él  quisiere,  é  non  más;» 
porque  la  sentencia,  infringiendo  también  la  escritura,  creaba  una  en- 
tidad como  parte  y  con  derechos  que  no  tenia  :  que,  según  la  escritu- 
ra, el  recurrente  se  obligaba  á  pagar  ó  á  contentar  ;  la  sentencia  sólo 
podría  condenar  á  lo  que  dice  la  escritura  ;  la  obligación  alternativa 
exigiría  en  todo  caso  condenatoria  alternativa  ;  y  en  tal  evento  la  elec- 
ción correspondería  al  considerado  como  deudor;  y  la  sentencia  con- 
denaba al  pago  prescindiendo  de  la  ley  alternativa. 

3o  La  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  24  de  Setiembre 
de  1866,  en  cuanto  declara  que  es  condición  todo  lo  que  modifica  ó 
extiende  los  efectos  de  un  contrato  imponiendo  á  uno  de  los  contra- 
yentes la  obligación  de  sujetarse  á  ello  ;  la  ley  12,  tít.  I!,  Partida  5a, 
que  trata  de  las  valederas  promisiones;  porque  el  recurrente  se  obligó 
á  pagar  ó  contentar  con  ai  reglo  á  las  cuentas  de  Mazorra,  que  éste  no 
ha  presentado,  y  además  de  estar  pendiente  la  condición,  ésta,  por  su 
naturaleza  de  liquidación  futura,  podría  dar  motivo  á  que  no  llegase 
la  obligación  á  contentar  ó  pagar. 

4o  La  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  que  declara  que  las  liqui- 
daciones deban  rectificarse  siempre  que  en  ellas  resulte  error ;  por 
cuanto  el  recurrente,  á  nombre  de  su  esposa,  menor,  rechazó  la  legi- 
timidad de  los  créditos,  y  áun  se  reservó  el  derecho  de  esclarecer 
su  origen;  y  se  habia  negado  el  derecho  de  esclarecer  el  crédito  del  de- 
mandante, que  se  funda  en  una  cuenta  sin  firma,  comprensiva  de  in- 
tereses, de  pagarés  y  de  puntos  que  le  son  ajenos,  presentándose  á 
primera  vista  dolosa  y  fraudulenta  :  siendo  más  notable  la  infracción 
en  cuanto  que  al  recurrente  por  sí,  y  según  la  escritura,  tenía  el  dere- 
cho de  liquidación  y  contenta,  no  de  pago  determinado. 

5o  El  contrato  ley  de  los  contrayentes  y  la  sentencia  de  este  Tribu- 
nal Supremo  de  13  de  Dicinnbre  de  1859  y  otras  varias  resoluciones 
que  consignan  la  misma  jurisprudencia  ;  pues  aunque  el  demandante 
no  es  contrayente,  la  sentencia,  al  considerarle  como  tal,  debió  apli- 
carle las  reglas  del  contrato.  • 
6o  La  ley  2a,  til.  i 3,  Partida  3a,  por  cuanto  confesó  el  demandante 
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que  ignoraba  si  se  habian  recibido  por  el  comprador  los  efectos  vendi- 
dos :  y  la  confesión,  con  arreglo  á  dicha  ley  y  á  la  sentencia  de  25  de 
Junio  de  1861,  debió  ser  plena  prueba  en  juicio  contra  el  confesante, 
quedando  de  este  modo  sin  causa  la  obligación;  y  la  sentencia  de  31 
de  Diciembre  de  4865  que  declara  que  son  contrarios  á  la  ley  los  con- 
tratos celebrados  con  causa  falsa. 

7o  La  ley  5a,  tít.  4o,  Partida  5a,  porque  la  obligación  de  hacer  no 
puede  resolverse  en  la  paga  sino  en  la  obligación  de  daños  y  perjui- 
cios en  su  caso. 

8o  La  ley  25,  tít.  2o,  Partida  3a,  por  cuanto  la  sentencia  no  es  con- 
forme á  la  demanda  en  personas,  cosas,  causa  y  acción;  pues  divide  la 
unidad  de  la  demanda,  infringiendo  también  en  este  punto  el  art.  61  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  la  ley  5a,  tít.  22.  Partida  3a,  la  2"  del 
mismo  título  y  Partida,  la  15,  tít.  22,  Partida  3a,  y  la  16  del  mismo  tí- 
tulo y  Partida,  y  la  ?0  tít.  22,  Partida  3a,  porque  al  determinarse  la 
mitad  del  crédito  ilíquido  se  perjudica  á  la  menor  consorte  que  ho  ha 
litigado : 

9o  La  ley  de  embargos  vigente  en  aquella  isla,  pues  como  el  deman- 
dante no  fué  parte  en  la  escritura  el  Gobierno  ocupó  por  embargo  las 
cantidades  que  debían  abonarse  en  su  caso  á  nombre  de  D.  Francisco 
Cairo ; 

Y  10.  Que  en  el  juicio  testamentario  de  Doña  Concepción  Diaz  cons- 
ta que  existian  diversas  deudas  contra  el  ingenio  Conchita;  que  sólo  a 
Don  Alonso  Alvarezde  la  Campa  pagó  el  recurrente  más  de  100.000 
pesos  para  levantar  la  sentencia  de  remate  que  tenía  sobre  el  ingenio 
por  crédito  hipotecario;  y  al  mandar  la  sentencia  pagar  al  demandante 
sin  tener  en  cuenta  la  prelaciou  def  juicio  testamentario  falló  contra  lo 
alegado  y  probado,  infringiendo  las  leyes  de  Partida  y  la  2a,  tít.  16, 
libro  H  de  la  Novísima  Recopilación:  y  que  habia  infracción  de  ley 
en  la  personalidad,  en  las  reglas  del  contrato  y  en  el  juicio,  y  sobre 
este  extremo  se  habia  infringido  la  ley  Ia,  til.  Í4,  Partida  3a. 

Vistus ,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Casimiro  Huerta  Mu- 
rillo: 

Considerando  que  no  habiéndose  negado  la  validez  de  la  escritura 
en  que  D.  Adolfo  Márquez  Sterling  se  constituyó  deudor  exclusivo  de 
las  responsabilidades  liquidadas  por  Mazorra  subrogándose  en  lugar 
del).  Francisco  Cairo,  y  se  comprometió  á  satisfacer  aquellas  respon- 
sabilidades entre  las  que  figuraban  los  25.723  pesos  reclamados  por 
Gratacós  y  Compañía,  es  indubitado  el  derecho  de  éste  como  acreedor, 
que  se  afirmó  en  vez  de  perjudicarse  por  la  escritura,  y  nueva  obliga- 
ción para  dirigirse  contra  Márquez  Sterling  como  pudo  hacerlo  con- 
tra Cairo,  primer  obligado;  por  lo  que  al  reconocerlo  asi  en  la  senten- 
cia no  se  han  infringido  las  leyes  que  se  citan  en  el  primer  motivo  del 
recurso : 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora,  ateniéndose  estrictamente 
á  todas  las  cláusulas  del  contrato  apreciándolas  según  sus  claras  y 
terminantes  palabras,  entendió  que  no  habia  promisión  alternativa  de 
contrato  ó  pago,  sino  verdadera  y  pura  obligación  de  pagar  por  ha- 
berse subrogado  Márquez  Sterling  en  el  lugar  de  Cairo,  y  en  tal  con- 
cepto obligado  á  pagar  desde  luego  á  los  acreedores  sin  aguardar  á  que 
se  le  demandase,  no  siendo  necesario  rectificar  liquidaciones  que  en  la 
escritura  se  daban  por  hechas  anteriormente,  y  por  tanto  no  se  han  in- 
fringido ni  la  ley  del  contrato  ni  las  demás,  y  la  doctrina  consignada 
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en  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  citadas  en  los  motivos  2o.  3o, 
4°  y  5o: 

Considerando  que  tampoco  se  han  infringido  la  ley  2a,  tít.  13,  Par- 
tida 3*,  que  consigna  la  fuerza  que  hi  la  conoscencia,  ni  la  doctrina 
de  este  Tribunal  Supremo  que  se  citan  en  el  sexto  motivo,  porque  la 
ignorancia  de  Gratacós  respecto  á  haberse  recibido  ó  no  los  electos 
vendidos  para  el  ingenio  Conchita,  en  nada  alteraría  la  certeza  del  cré- 
dito que  fué  confesado  por  el  deudor  muy  posteriormente  en  un  docu- 
mento público : 

Considerando  que  no  es  aplicable  al  caso  presente,  y  por  tanto  no 
ha  podido  ser  infringida  la  ley  5a,  tít.  4o,  Partida  5a,  que  trata  en  qué 
manera  vale  la  donación  que  es  fecha  so  condición,  porque  el  pleito  no 
ha  versado  sobre  ninguna  clase  de  donación : 

Considerando  que  al  condenar  la  sentencia  á  Márquez  Sterling  al 
pago  de  la  mitad  del  crédito  liquidado  que  la  Sala  ha  entendido  que 
fué  lo  averiguado  y  razonado  ante  ella,  conforme  á  la  ley  5a,  tít.  22, 
Partida  3a,  no  se  refiere  á  ningún  crédito  iliquidado,  ni  perjudica  á  la 
menor  consorte  del  demandado  y  además  es  conforme  con  la  demanda 
en  la  parte  averiguada,  y  en  su  virtud  no  se  han  infringido  las  leyes 
expresadas  en  el  octavo  motivo  : 

Considerando  que  conforme  á  lo  repetidamente  declarado  por  este 
Tribunal  Supremo,  no  pueden  ser  objeto  del  recurso  de  casación  par- 
ticulares que  no  se  han  ventilado  en  el  pleito  ni  perjudican  al  re- 
currente : 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Adolfo  Márquez  Sterling,  á  quien 
condenamos  en  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  la  Habana  la 
certificación  correspondiente. —  (Sentencia  publicada  el  3  de  Marzo 
de  1877,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  6  de  Agosto  del  mismo  año.) 
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lie curso  de  casación  (5  de  Marzo  de  1877).— Mejor  derecho 
i  los  bienes  de  ünas  cipellanías.  —  Se  declara  por  la  Sala  primera  del 
Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  D.  Antonio'José  López  Sánchez  contra  la  sentencia  dictada  por  la 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Granada,  en  pleito  con  D.  Manuel  Gar- 
cía Ledesma,  y  se  resuelve  : 

Io  Que  adjudicados  como  libres  los  bienes  de  unas  capellanías  al  de- 
mandado ,  por  sentencia  firme ,  y  sin  perjuicio  de  acreedor  de  mejor 
derecho  ,  éste  tenia  que  usar  del  que  creyera  asistirle  dentro  del  tér- 
mino de  cuatro  años  que  señalaba  la  ley  de  15  de  Junio  de  «856,  y  no 
habiéndolo  ejecutado  hasta  el  año  de  1870,  al  absolver  de  la  demanda 
al  demandado  no  infringe  la  sentencia  el  art.  4o  de  la  expresada  ley  : 

2o  Que  el  decreto  de  28  de  Noviembre  de  1856,  por  el  que  quedaron 
en  suspenso  los  juicios  y  reclamaciones  pendientes  sobre  capellanías 
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colativas  no  es  aplicable  al  caso,  y  por  lo  mismo  no  ha  sido  infringido, 
si  el  pleito  de  adjudicación  de  los  bienes  al  demandado  no  estaba  sus- 
penso sino  fenecido ; 

JT3°  Que  tampoco  infringe  la  sentencia  la  regla  de  derecho  36  del 
titulo  34,  Partida  7a,  en  que  se  dispone  que  no  se  deben  hacer  las  leyes 
sino  sobre  las  cosas  que  suceden  á  menudo,  ni  el  axioma  jurídico  de 
que  donde  hay  identidad  de  razón  debe  haber  identidad  de  derecho, 
porque  ¿as  leyes  sobre  supresión  de  mayorazgos  tienen  distinta  razón 
y  objeto  que  las  de  capellanías  colativas,  y  son  diferentes  los  princi- 
pios que  rigen  á  unos  y  á  otros,  tanto  sobre  la  trasmisión  de  bienes, 
como  sobre  los  plazos  y  términos  para  reclamarlos. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  5  de  Marzo  de  I í*77 ,  en  los  autos 

3ue  ante  Nós  penden  por  recurso  de  casación,  seguidos  en  el  Juzgado 
e  primera  instancia  de  Gaucin  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audien- 
cia de  Granada  por  Doña  Ana  Rodríguez  Gil ,  y  por  su  fallecimiento 
Don  Antonio  José  López  Sánchez,  ton  D.  Manuel  García  Ledesma, 
sobre  mejor  derecho  á  los  bienes  de  unas  capellanías  : 

Resultando  que  en  17  de  Abril  de  1856  acudió  al  Juzgado  D.  Manuel  0 
García,  y  diciendo  ser  tercer  nieto  de  D.  Juan  Marin  y  María  Nicolasa 
Barrera  ,  y  sobrino  en  quinto  grado  de  Doña  Elvira  Marin  ,  pidió  que 
se  le  adjudicasen  en  concepto  de  libres  los  bienes  de  las  capellanías  fun- 
dadas por  Juan  Marín  y  María  Nicolasa  Barrera  y  Elvira  Marin  ,  sin 
perjuicio  de  la  posesión  de  los  actuales  capellanes:  que  oido  el  Promo- 
tor fiscal  se  hicieron  los  correspondientes  llamamientos  eu  la  Gaceta 
de  Madrid,  por  el  término  legal  ,  pasado  el  cual  y  el  probatorio,  se 
dictó  auto  definitivo  en  8  de  Octubre  de  dicho  año  de  1 856,  por  el  que, 
con  arreglo  á  lo  prescrito  en  la  ley  de  19  de  Agosto  de  1841  y  demás 
vigentes,  se  adjudicaron  en  propiedad  y  como  de  libre  disposición  al 
Don  Manuel  García  Ledesma  los  bienes  dotación  de  las  citadas  cape- 
llanías con  la  obligación  de  satisfacer  todas  las  cargas  espirituales  y 
temporales  afectas  á  los  mismos  bienes  y  los  derechos  que  correspon- 
dieran  al  Estado  ántes  de  tomarse  razón  en  la  Contaduría  de  hipotecas 
del  partido  donde  radicasen  dichos  bienes,  que  debería  practicarse 
dentro  del  término  legal,  todo  sin  perjuicio  del  usufructo  de  los  actua- 
les poseedores  y  de  otro  acreedor  de  mejor  derecho,  de  cuyo  definitivo 
no  se  pidió  la  ejecución  : 

Resultando  que  en  21  de  Mayo  de  1870  se  presentó  escrito  por  Ana 
Rodríguez  Gil  pidiendo  los  autos  por  creerse  con  mejor  derecho  al  dis- 
frute de  los  bienes  dotación  de  las  capellanías  mencionadas,  á  lo  cual 
se  accedió  por  auto  de  Io  de  Junio  ;  y  en  18  de  Agosto  del  mismo  año 
formuló  demanda  en  concepto  de  segunda  nieta  de  Juan  Marin  y  Ma- 
ría Nicolasa  Barrera,  y  nieta  de  María  Marin,  hermana  legítima  de  la 
otra  fundadora  Elvira  Marin,  de  estado  honesto,  y  alegando  ser  su  de- 
recho preferente  al  del  único  opositor  D.  Manuel  García,  pretendió  se 
le  adjudicasen  los  bienes  dotación  de  las  capellanías,  según  establece 
la  ley  de  19  de  Agosto  de  1841,  restablecida  por  Real  decreto  de  6  de 
Febrero  de  1855,  y  expuso:  que  interponía  la  demanda  dentro  del  cua- 
drienio legal  concedido  por  la  ley  de  15  de  Junio  de  1856,  toda  vez  quo 
la  sentencia  de  8  de  Octubre  del  mismo  año  ouedó  sin  pedirse  su  eje- 
cución por  parte  del  opositor  D.  Manuel  García,  y  que  tanto  este  expe- 
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diente  como  todos  los  de  so  clase  fueron  suspendidos  sus  efectos  por 
Real  decreto  de  28  de  Noviembre  de  1856,  permaneciendo  en  este  es- 
tado hasta  que  por  la  ley  de  24  de  Junio  de  1867  habia  sido  restableci- 
da, y  ios  Juzgados  con  facultades  de  dar  curso  á  los  expedientes  de 
que  convinieron,  según  el  estado  en  que  quedaron  en  28  de  Noviem- 
bre de  1856  :  que  la  demanda  se  bailaba  en  el  caso  del  art.  3o  de  la  ley 
de  15  de  Junio  de  (856,  porque  no  habían  trascurrido  los  20  años  de 
que  habla  aquel  ;  y  que  interponiéndose  la  demanda  en  tiempo  y  for- 
ma, y  siendo  segunda  nieta  de  tos  fundadores  Juan  Marin  y  María  Ni- 
colasa  Barrera,  y  nieta  de  una  hermana  legítima  de  la  otra  fundadora 
Elvira  Marín,  era  la  llamada  al  goce  y  disfrute  de  los  bienes  de  dota- 
ciones de  las  capellanías  fundadas  por  los  mismos,  según  disponen  los 
artículos  1°  y  2°  de  la  ley  de  19  de  Agosto  de  4  84f ,  porque  su  oposi- 
tor se  presentaba  como  tercer  nieto  de  Juan  Marin  y  María  Nicolasa 
Barrera,  y  sobrino  en  quinto  grado  de  la  otra  fundadora  Elvira  Marin: 
Resultando  que  conferido  traslado  de  la  demanda  á  D.  Manuel  Gar- 
cía Ledesma,  por  auto  de  10  de  Setiembre  lo  evacuó  reconociendo  el 

E referente  derecho  de  la  Ana  Rodríguez,  su  coopositora,  pero  que  ha- 
ia  prescrito  por  haber  pasado  los  cuatro  años  señalados  sin  haber  he- 
cho uso  de  él,  toda  vez  que  hacia  1  4  del  definitivo  dictado  : 

Resultando  que  fallecida  Doña  Ana  Rodríguez  se  mostró  parte  en 
los  autos  D.  Antonio  López  Sánchez  como  sucesor  de  sus  derechos,  y 
seguido  el  juicio  por  sus  trámites,  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
de  Granada,  por  sentencia  de  7  de  Enero  de  (876,  revocatoria  de  la  dei 
Juez  de  primera  instancia,  absolvió  á  D.  Manuel  García  de  la  demanda 
interpuesta,  por  parte  de  Ana  Rodríguez  Gil  con  fecha  (8  de  Agosto 
de  (870,  sin  hacer  expresa  condenación  de  costas  de  primera  ni  de  se- 
gunda instancia  : 

Resultando  que  D.  Antonio  José  López  Sánchez  interpuso  recurso 
de  casación  por  conceptuar  infringidos  : 

( 0  El  art.  4°  de  la  ley  de  1 8  de  Junio  de  1 856,  y  la  doctrina  legal  es- 
tablecida como  jurisprudencia  por  este  Tribunal  Supremo  en  senten- 
cia de  (3  de  Noviembre  de  1865  :  porque  la  sentencia  recurrida  no  sólo 
acepta  los  hechos  de  haber  omitido  I).  Manuel  García  pedir  la  ejecu- 
ción del  definitivo  de  (856  y  tomar  posesión  de  los  bienes  desamorti- 
zados por  éste  y  satisfacer  sus  cargos  y  pagar  al  Estado  los  derechos 
correspondientes,  é  inscribir  su  dominio  en  la  Contaduría  de  hipote- 
cas, sino  que  además  reconoce  paladinamente  que  áun  no  ha  entrado  en 
la  posesión  de  todos  los  mencionados  bienes,  y  que  si  poseía  alguno  de 
ellos  en  la  fecha  del  expresado  fallo ,  era  á  título  de  usufructuario , 
único  que  podía  tener  entónces,  puesto  que  su  desamortización  no  se 
habia  realizado  todavía;  y  por  lo  tanto,  es  evidente  que  al  estimar 
prescrita  la  acción  ejercitada  por  Ana  Rodríguez,  considerando  que  los 
cuatro  años  de  la  prescripción  comenzaran  á  correr  el  día  que  se  dictó 
la  sentencia  adjudicatoria,  se  iba  contra  el  precepto  legal  y  doctrina 
citados: 

2o  El  Real  decreto  de  28  de  Noviembre  de  (856  por  el  que  se  resta- 
bleció la  ley  de  capellanías  de  (9  de  Agosto  de  (841,  prohibiendo  ade- 
más que  se  admitieran  en  lo  sucesivo  demandas  sobre  la  división  y  se- 
cularización de  los  bienes  de  dichas  fundaciones  y  sobre  el  derecho  á 
suceder  en  ellas;  así  como  la  doctrina  legal  aceptada  por  sentencia  de 
este  Tribunal  Supremo  de  (3  de  Junio  de  1863,  según  (a  cual  el  térmi- 
no señalado  para  la  prescripción  de  una  acción  solamente  corre  da- 
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ranteel  tiempo  en  que  aquel  está  provisto  de  ella  tiene  expedito  su 
derecho  para  ejercitarla;  ai  declarar  la  Audiencia  que  la  acción  de 
Ana  Rodríguez  prescribió  antes  de  presentarse  su  demanda  por  haber 
corrido  el  término  de  los  cuatro  años  señalado  por  la  ley  de  t  5  de  Ju- 
nio de  1856,  áun  durante  la  suspensión  ordenada  por  este  Real  de- 
creto, la  cual  no  cesó  hasta  la  publicación  del  de  24  de  Junio  de  1867: 
3°  La  doctrina  legal  consignada  en  la  sentencia  de  este  Tribunal  Su- 
premo de  23  de  Mayo  de  1855,  según  la  que  las  acciones  emanadas  de 
la  ley  desvinculadora  de  1820  son  prescriptibles;  pero  el  término  de  su 
prescripción  no  debe  empezar  á  contarse  sino  desde  el  30  de  Agosto 
de  1836  en  que  se  restableció  dicha  ley  desvinculadora,  no  pudiendo 
entenderse  que  hubiera  corrido  ántes  de  su  derogación  en  1823,  y  mu- 
cho ménos  durante  el  tiempo  que  estuvo  derogada;  y  el  axioma  jurí- 
dico comprendido  en  la  regla  36,  til.  34,  partida  7a,  según  el  que  don- 
de existe  igual  razón,  igual  debe  ser  la  interpretación:  porque  igual 
razón  hay  para  considerar  que  no  corrió  el  término  de  la  prescripción 
contra  las  acciones  procedentes  de  la  ley  de  1820  hasta  el  restableci- 
miento de  ésta  en  1836  que  para  estimar  que  no  corrió  dicho  término 
contraías  acciones  emanadas  de  la  ley  de  i  841  hasta  su  restableci- 
miento en  1867;  y  según  aquella  regla  de  derecho  la  acción  de  Ana 
Rodríguez  nacida  de  la  ley  desvinculadora  de  19  de  Agosto  de  1841  y 
del  art.  4°  de  su  aclaratoria  de  15  de  Junio  de  1«56  debe  aplicarse  la 
misma  doctrina  legal  establecida  respecto  á  las  acciones  que  nacieron 
deja  ley  desvinculadora  de  14  de  Octubre  de  1820  por  lo  que  toca  á 
la  manera  de  computar  el  término  de  su  prescripción  : 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Fermin  de  Muro  : 
Considerando  que  adjudicados  como  libres  los  bienes  de  las  capella- 
nías en  cuestión  á  D.  Manuel  García  Ledesma  por  sentencia  firme  de  8 
de  Octubre  de  1856,  sin  perjuicio  de  acreedor  de  mejor  derecho,  éste 
tenía  que  usar  del  que  creyera  asistirle  dentro  del  término  de  cuatro 
años  due  señalaba  la  ley  de  15  de  Junio  de  1856,  entonces  vigente,  y 
no  haciendo  ejecutado  hasta  el  año  de  1870,  al  absolver  de  la  de- 
manda al  expresado  Ledesma,  no  infringe  la  sentencia  el  art.  4o  de 
la  expresada  ley  como  se  supone  en  el  primer  fundamento  del  re- 
curso : 

Considerando  que  el  decreto  de  28  de  Noviembre  de  1856,  por  el 
que  quedaron  en  suspenso  los  juicios  y  reclamaciones  pendientes  so- 
bre capellanías  colativas  no  es  aplicable  al  caso,  y  por  lo  mismo  no  ha 
sido  infringido,  puesto  que  el  pleito  de  adjudicación  de  los  bienes  á 
Ledesma  no  estaba  suspenso  sino  fenecido  : 

Considerando  que  tampoco  infringe  la  sentencia  la  regla  de  dere- 
cho 36  del  tít.  34,  Partida  7*,  en  que  se  dispone  que  no  se  deben  hacer 
las  leyes  sino  sobre  las  cosas  que  ¿ueeden  á  menudo,  ni  el  axioma  ju- 
rídico de  que  donde  hay  identidad  de  ruzcn,  debe  haber  identidad  de 
derecho,  porque  las  leyes  sobre  supresión  de  mayorazgos  tienen  dis- 
tinta razón  y  objeto  que  las  de  capellanías  colativas,  y  son  diferentes 
los  principios  que  rigen  á  unos  y  á  otros,  tanto  sobre  la  trasmisión  de 
bienes  como  sobre  los  plazos  y  términos  para  reclamarlos,  por  lo  que 
es  desestimaba  cuanto  se  expone  en  el  tercero  y  último  fundamento 
del  recurso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Antonio  José  López  Sánchez,  á 
quien  condenamos  en  las  costas  ;  y  líbrese  la  correspondiente  certifi- 
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cacion  á  la  Audiencia  de  Granada.— (  Sentencia  publicada  el  S  de  Mar- 
zo de  1 877,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  6  de  Agosto  del  mismo  año.) 
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Recurso  de  casación  en  asunto  de  Ultramar  (5  de  Marzo 
de  1877). — Pago  de  cantidad. — Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tri- 
bunal Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Doña  Dolores  Alvarez  de  Bada  contra  la  sentencia  diclada  por  la  de  lo 
civil  dt»  la  Audiencia  de  la  Habana,  en  pleito  con  D.  José  Reyes,  y  se 
resuelve : 

r  Que  si  no  es  exacto  gue  el  demandante  hubiese  propuesto  la  ac- 
ción reivindicatoría  ni  pedido  la  cosa  por  razón  del  dominio,  ni  gue  al- 
terase la  naturaleza  de  la  acción  entablada  ó  gue  modificara  la  deman- 
da, sino  gue  se  limitó  á  pedir  una  alternativa  dejándola  á  la  elección 
del  demandado,  á  guien  es  útil  seguramente,  sobre  gue  se  le  entregara 
el  precio  de  unos  animales  gue  éste  le  habia  comprado  6  le  devolviese 
los  mismos  ;  es  inaplicable  al  caso  del  pleito  y  no  puede  ser  infringido, 
por  consiguiente,  el  principio  de  derecho  de  gue  fundándose  la  demanda 
en  un  contrato  de  compra -venta  y  ejercitando  la  acción  personal,  es 
improcedente  la  reivindicación  de  la  cosa  : 

2o  Que  la  ley  114,  tit.  18,  Partida  3a  no  excluye  la  declaración  de 
testigos  que  no  lo  hayan  sido  del  documento  privado  y  tengan  conoci- 
miento del  hecho  gue  oguel  contiene,  ni  los  otros  medios  de  prueba  gue 
el  derecho  tiene  reconocidos : 

3a  Que  el  art.  22o  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  es  relativo  al 
órden  y  tramitación  del  juicio  y  no  puede  servir  de  fundamento  para 
un  recurso  de  casación: 

*°  Que  si  habiéndose  suministrado  por  la  parte  adora  prueba  docu- 
mental, pericial  y  de  testigos  las  apreció  todas  en  conjunto  la  Sala  sen- 
tenciadora, siendo  un  supuesto  del  recurrente  el  gue  apreciase  como 
conoscencia  la  declaración  gue  prestó  una  persona  gue  no  litigaba, 
para  reconocer  la  firma  gue  obra  at  final  de  un  documento  privado, 
fundamento  de  la  acción,  tiene  perfecta  aplicación  al  caso  la  ley  ti- 
tulo 13,  Partida  3a  y  la  doctrina  del  Tribunal  Supremo  según  la  gue 
la  confesión  en  juicio  sólo  constituye  prueba  contra  el  gue  la  hace,  las 
cuales,  por  tanto,  no  se  infringen  al  aplicarlas  : 

5"  Que  habiendo  la  Sala  sentenciadora  declarado  probados  en  autos 
los  hechos  de  gue  el  firmante  de  un  documento  privado,  no  por  sí,  sino 
como  administrador  de  los  bienes  guedados  al  fallecimiento  del  padre 
de  la  demandada,  compró  al  demandante ,  según  el  referido  documento, 
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animales  que  en  el  mismo  se  expresan  :  qué  éstos  ingresaron  en  un 
ingenio  de  la  herencia  del  primero  y  que  se  encuentran  destinados  á  los 
trabajos  de  dicha  finca,  que  hoy  disfruta  la  demandada,  son  incondu- 
centes las  citas  de  leyes  y  de  doctrinas  referentes  á  las  facultades  del 
aliácea  y  administrador  de  los  bienes,  extralimitaron  'de  aquellas  é 
intervención  puesta  al  administrador,  si  con  vista  de  las  pruebas  sumi- 
nistradas y  apreciándolas  en  conjunto  no  se  invocan  leyes  que  la  Sala 
haya  infringido  para  dicho  aprecio  ; 

Y  6o  Que  el  que  ejercita  un  derecho  que  le  asiste  no  perjudica  á  ter- 
cero ni  se  enriquece  tórticeramente . 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  5  de  Marzo  de  1877,  en  el  pleito 

fundiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ey  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  Guada- 
lupe de  la  ciudad  de  la  Habana,  y  en  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  de  aquel  territorio  por  D.  José  Reyes  con  Doña  Dolores  Al- 
varez  de  Bada,  por  si  y  como  tutora  de  su  hijo  D.  Aurelio  Miljans  so- 
bre pago  de  pesos : 

Hesitando  que  con  focha  en  la  Habana  á  23  de  Diciembre  de  1872 
firmó  D.  José  Tomás  de  Salazar  un  documento  que  dice  así :  «  Cuenta. 
— Sr.  D.  José  T.  de  Salazar  á  José  Keyes  debe  :  por  importe  de  14  yun- 
tas de  bueyes  vendidos  á  195  pesos  una,  2.730  pesos:  por  id.  de  14 
muías  á  146  pesos  una,  2.044 ;  por  id.  de  seis  id.  «1  136  id.,  *I6  pesos  ; 
total  5.590  pesos;  cuyos  5.590  pesos  le  satisfaré  el  dia  15  de  Marzo  del 
año  entrante  1873  á  la  presentación  de  este  recibo,  que  aceptaré  como 
bastante  en  su  dia  :  » 

Resultando  que  D.  José  Reyes  acudió  en  7  de  Junio  de  1 873  al  Juz  - 
gado  que  conocia  de  la  testamentaria  de  D.  Bartolomé  Mitjans.  preten- 
diendo, a  fin  de  preparar  la  vía  ejecutiva  contra  la  sucesión  de  aquel, 
que  D.  José  Tomás  Salazar,  como  administrador  de  los  bienes  relictos, 
reconociera  la  firma  de  dicho  documento  y  absolviera  unas  preguntas; 
y  que  estimada  esta  pretensión,  Salazar  reconoció  como  legítimo  dicho 
documento,  y  dijo  que  los  bueyes  y  muías  de  que  hablaba  los  compró 
como  administrador  general  del  ingenio  Guacamaya  y  para  esta  finca, 
que  habia  quedado  entre  los  bienes  de  D.  Bartolomé  Mitjans  :  que  sus 
herederos  la  prometieron  por  escritura  en  venta  á  D.  Agustín  del  Pozo 
en  Mayo  anterior;  y  que  como  administrador  de  é>te  hizo  la  compra 
para  el  citado  ingenio,  en  el  cual  existían  dichos  animales  por  cuenta 
de  la  persona  á  quien  perteneciera,  no  habiéndose  incluido  en  el  inven- 
tario porque  se  formó  ántes  de  adquirirla: 

Resultando  qué  D.  José  Reyes  interpuso  en  20  de  dicho  mes  de 
Junio  la  demanda  objeto  de  este  pleito  para  que  se  condenase  á  Doña 
Dolores  Alvarez  de  Bada,  por  sí  y  como  curadora  de  su  hijo  O.  Aure- 
lio Mitjans,  á  pagarle  en  el  término  de  quinto  dia  la  cantidad  de  5.590 
pesos  y  las  costas  que  se  causasen,  alegando  que  en  dicha  suma  vendió 
en  23  de  Diciembre  de  <872  á  D.  José  Tomás  de  Salazar :  que  se  obligó 
á  satisfacerla  en  15  de  Marzo  do  1873,  14  yuntas  de  bueyes  y  20  mu- 
las  :  que  Salazar  hize  la  compra  y  contrajo  la  obligación  como  admi- 
nistrador que  era  de  los  bienes  quedados  al  fallecimiento  de  D.  Barto- 
lomé Mitjans:  que  dichos  animales  fueron  destinados  á  la  dotación  del 
ingenio  Guacamaya,  que  administraba  Salazar  como  una  de  las  fincas 
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comprendidas  en  aquellos  bienes,  y  que  en  Ja  actualidad  se  encontra- 
ban en  el  citado  ingenio  por  cuenta  de  la  demandada  Doña  Dolores 
Alvarez,  que  aparecía  como  dueña,  hallándose  por  tanto  obligada  á  la 
satisfacción  del  precio: 

Resultando  que  Doña  Dolores  Alvarez  de  Bada  impugnó  la  deman- 
da, fundada  m  que  no  habia  intervenido  directa  ni  indirectamente  en 
la  supuesta  compra-venta  de  bueyes  y  muías  á  que  se  referia  el  docu- 
mento presentado  por  el  demandante,  ni  prestado  posteriormente  su 
consentimiento  en  ninguna  de  las  formas  que  las  leyes  determinaban, 
no  habiendo  recibido  ninguno  de  los  bueyes  y  muías  á  que  se  referia 
el  documento  presentado  por  el  demandante  :  que  Salazar  no  la  dio 
cuentas  de  la  administración  que  desempeñó  del  caudal  de  D.  Barto- 
lomé Mitjans,  siendo  deudor  á  la  testamentaría,  según  la  que  aproxi- 
madamente se  había  presentado  de  600.000  pesos  :  que  la  responsabi- 
lidad de  los  actos  ejecutados  por  Salazar  era  exclusivamente  suya  ;  y 
que  no  habiendo  intervenido  la  demandada  en  el  contrato  era  nulo  res- 
pecto á  ella,  y  á  nada  se  la  podía  obligar : 

Resultando  que  el  demandante  reprodujo  al  replicar  la  pretensión 
de  su  demanda,  ó  que  en  caso  contrario  se  condenase  á  la  demandada 
á  devolver  dichos  animales  con  sus  alquileres  á  juicio  pericial,  y  al 
pago  de  las  desénejoras  ó  faltas  que  hubiese  : 

Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes  y  sustanciado 
el  juicio  en  dos  instancias  dictó  sentencia  revocatoria  la  Sala  segunda 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  en  22  de  Hayo  de  1375  conde- 
nando á  Doña  Dolores  Alvarez  de  Bada,  por  sí  y  como  tutora  y  cura- 
dora de  su  hijo  D.  Aurelio  Mitjans,  á  pagar  en  el  término  de  quinto 
día  á  D.  José  Reyes  el  precio  de  5.590  pesos,  ó  á  entregar  las  \&  yun- 
tas de  bueyes  y  20  ínulas  de  que  se  trataba,  con  sus  alquileres  á  juicio 
pericial,  y  pago  de  las  desmejoras  ó  faltas  que  hubiese ,  con  las  costas 
de  la  primera  instancia  : 

Resultando  que  Doña  Dolores  Alvarez  de  Bada  interpuso  recurso  de 
casación  por  haberse  infringido  á  su  juicio  : 

1°  El  principio  de  derecho  de  que  cuando  la  demanda  se  funda  en 
un  contrato  de  compra- venta,  estableciéndose  acción  personal  para  el 
cobro  del  precio,  es  improcedente  la  reivindicación  que  sólo  puede  es- 
tablecerse á  consecuencia  de  acciones  de  otra  clase,  sin  que  el  articu- 
lo 256  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  autorice  para  desnaturalizar 
por  completo  la  demanda  y  acciones  ejercitadas : 

2°  La  ley  114,  tit.  48,  Partida  3*,  que  para  toda  clase  de  contratos 
privados  exige  se  consignen  por  los  interesados  ante  dos  testigos,  y  el 
número  Io  del  art.  225  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  por  cuanto 
la  demanda  carecía  del  documento  fundamental  de  la  acción  ;  toda  ves 
que,  fundándose  en  el  contrato  de  compra-venta,  no  se  habia  acom- 
pañado á  ella  ,  ni  probado  su  existencia  en  el  pleito,  ni  en  forma  de 
documento  público  ni  como  documento  privado  : 

3o  La  ley  1 19,  tít.  18,  Partida  3a,  y  las  sentencias  de  esto  Supremo 
Tribunal  de  13  de  Marzo  de  4855  y  15  de  Diciembre  de  1860,  porque 
siendo  el  documento  en  cuestión  de  obligación  personal  directamente 
contraído  por  Salazar,  sólo  éste  podia  ser  demandado,  y  no  terceros 
que  no  habían  tenido  intervención  en  dicho  documento  : 

4o  La  ley  2a,  tít.  13,  Partida  3a,  y  la  sentencia  de  este  Supremo  Tri- 
bunal de  25  de  Junio  de  1861 ,  según  la  cual  la  confesión  en  juicio  sólo 
constituye  prueba  contra  el  que  la  hace,  por  cuya  razón ,  la  de  no  ser 
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Salazar  la  persona  que  se  intentaba  demandar  y  por  no  ser  el  caso  nin- 
guno de  los  taxativamente  designados  en  el  art.  222  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil .  la  declaración  de  Salazar  reconociendo  su  firma  y 
declarando  que  los  animales  los  compró  como  administrador,  habia 
sido  completamente  ilegal  y  no  podía  perjudicar  á  Doña  Dolores  Alva- 
rez  de  Bada  y  su  hijo  por  no  ser  la  conoscencia  de  que  babla  la  ley: 
5o  La  ley  4 9,  tít.  5o,  Partida  5a,  la  sentencia  de  este  Supremo  Tri- 
bunal de  SO  de  Octubre  de  1865  y  el  art.  503  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  en  relación  con  la  sección  2',  tít.  9o.  primera  parle  de  la 
misma,  según  cuyas  disposiciones  es  nulo  lo  hecho  con  exceso  sobre 
las  facultades  del  poder,  correspondiendo  en  este  caso  la  responsabili- 
dad de  los  actos  ejecutados  al  gestor  ó  administrador  ;  no  siendo  pro- 
pio de  la  Administración  judicial  durante  los  juicios  testamentarios  la 
compra  de  bienes  sin  licencia  del  Juez  y  consentimiento  de  las  partes,  y 
mucho  ménos  dallándose  intervenida  la  administración  como  lo  estaba 
con  fecha  anterior  al  documento  de  que  se  trataba  : 

Y  6°  El  principio  de  derecho  de  que  nadie  se  puede  enriquecer  en 
perjuicio  de  tercero,  y  que  D.  José  Tomás  de  Salazar  ó  D.  José  Reyes 
se  enriquecerían  en  perjuicio  de  la  recurrente  y  de  su  hijo,  cuando 
constaba  que  Salazar  era  el  responsable  de  una  negociación  supuesta 
ó  verdadera,  pero  realizada  contra  ley  después  de  estar  intervenida  la 
administración  de  aquel  y  cuando  constaba  la  promesa  de  venta  del 
ingenio  á  D.  Agustín  del  Pozo: 

Y  resultando  que  en  este  Supremo  Tribunal  ha  adicionado  en  tiem- 
po oportuno  el  recurso  Doña  Dolores  Alvarez  de  Bada  citando  como  in- 
fringidas las  leyes  7a,  tít.  U,  y  6a,  tit.  5o  de  la  Partida  5a,  la  46,  titu- 
lo 28,  Partida"3* ;  el  principio  de  derecho  sancionado  por  la  jurispruden- 
cia establecida  por  numerosas  decisiones  de  este  Supremo  Tribunal ,  de 
que  al  actor  incumbe  probar  los  hechos  de  su  demanda;  las  leyes  Ia,  ti- 
tulo 14,  y  25,  tít.  2o  de  la  Partida  3*,  y  la  sentencia  de  este  Supremo 
Tribunal  de  25  de  Mayo  de  4861  : 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Federico  Guzman  : 
Considerando  que  es  inaplicable  el  caso  del  pleito  y  no  fué  infrin- 
gido por  consiguiente  el  principio  de  derecho  alegado  en  el  motivo  4  o 
de  casación,  porque  se  hace  un  supuesto  de  la  cuestión  ,  pues  se  sienta 
que  fundándose  la  demanda  en  un  contrato  de  compra  venta  y  ejerci- 
tando la  acción  personal ,  es  improcedente  la  reivindicación  de  la  cosa, 
cuando  es  inexacto  no  sólo  que  el  demandante  hubiese  propuesto  la 
acción  reivindicatoría  ni  podido  la  cosa  por  razón  del  dominio  ,  sino 

3ue  alterase  la  naturaleza  de  la  acción  entablada  ó  que  modificara  la 
emanda ,  una  vez  que  se  limitó  á  pedir  una  alternativa  dejándola  á  la 
elección  del  demandado  á  quien  es  útil  seguramente: 

Considerando  que  también  son  inaplicables  las  disposiciones  legales 
invocadas  en  el  segundo  motivo,  y  no  fueron  infringidas,  puesto  que 
la  ley  414,  tít.  48,  Partida  3a  no  excluye  la  declaración  de  testigos 
que  no  lo  hayan  sido  del  documento  privado  y  tengan  conocimiento 
del  hecho  que  aquel  contiene ,  ni  los  otros  medios  de  prueba  gue  el 
derecho  tiene  reconocidos,  y  porque  el  art.  225  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  es  relativo  al  órden  y  tramitación  del  juicio  y  no  puede 
servir  de  fundamento  para  un  recurso  de  casación  : 

Considerando  que  tampoco  son  aplicables  la  ley  4 19,  tit.  48,  Parti- 
da 3a,  y  sentencias  de  este  Supremo  Tribunal  que  se  citan  en  el  tercer 
motivo,  en  razón  á  que  dicha  ley  se  refiere  á  los  medios  y  maneras 
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«que  usan  los  ornes  en  juicio  para  probar  sus  intenciones,»  y  ia  doc- 
trina de  las  sentencias  á  cosas  y  puntos  diversos  del  de  autos:  no  pu- 
diendo  por  lo  mismo  haber  sido  infringidas  : 

Considerando  que  son  aplicables  y  no  fueron,  por  tanto,  infringidas- 
las  leyes  y  sentencias  que  se  expresan  en  el  motivo  4o,  pues  habién- 
dose suministrado  por  la  parte  actora  prueba  documental,  pericial  y  de 
testigos  las  apreció  todas  en  conjunto  la  Sala  sentenciadora,  siendo  un 
supuesto  del  recurrente  el  que  hubo  apreciado  como  conoscencia  la  de- 
claración que  prestó  O.  José  Tomás  de  Salazar,  que  no  litigaba,  para 
reconocer  la  firma  que  obra  al  final  del  documento  privado  de  23  de 
Diciembre  de  1871 : 

Considerando  que  habiendo  la  Sala  sentenciadora  declarado  proba- 
dos en  autos  los  hechos  de  que  Salazar,  no  por  sí,  siuo  como  adminis- 
trador  de  los  bienes  quedados  al  fallecimiento  de  D.  Bartolomé  Mitjans 
compró  á  Ü.  José  Iteyes,  según  el  referido  documento  de  23  de  Di- 
ciembre de  1872,  los  animales  que  en  el  mismo  se  expresan  :  que  éstos 
ingresaron  en  el  ingenio  Guacamaya,  de  la  herencia  de  D.  Bartolomé  y 
que  se  encuentran  destinados  á  los  trabajos  de  dicha  ünca,  que  hoy  dis- 
fruta la  demandada,  son  inconducentes  las  citas  de  leyes  y  de  doctrina 
que  se  dicen  violadas  por  la  sentencia  recurrida  referentes á  las  facul- 
tades del  albacea  y  administrador  de  los  bienes  del  referido  D.  Bartolo- 
mé, extralimitacion  de  aquellas  é  intervención  puesta  al  administra- 
dor D.  José  Tomás  de  Salazar,  porque  con  vista  de  las  pruebas  sumi- 
nistradas y  apreciándolas  en  conjunto  no  se  invocan  leyes  que  la  Sala 
hubiese  infringido  para  dicho  aprecio,  siendo  siempre  digno  de  adver- 
tirse que  los  animales  comprados  pur  Salazar  á  Reyes  entraron  en  la 
finca  sin  oposición  de  nadie  y  en  ella  siguen  trabajando  sabiéndolo  la 
demandada: 

Considerando  que  el  que  ejercita  un  derecho  que  le  asiste  no  perju- 
dica á  tercero  ni  se  enriquece  torticeramente;  y  por  lo  mismo  es  impro- 
cedente para  el  caso  de  autos  el  principio  que  se  invoca  en  el  sexto  mo- 
tivo de  casación,  que  no  pudo  tampoco  ser  infringido: 

Considerando  que  para  que  pueda  calificarse  la  exactitud  y  oportu- 
na aplicación  de  las  leyes  y  doctrinas  que  se  dicen  violadas,  es  necesa- 
rio exponer  y  áun  razonar  el  concepto  por  qué  sa  hace  la  cita  de  aque- 
llas, ó  sea  en  lo  que  consiste  la  infracción,  y  que  no  habiéndolo  hecho 
así  la  parte  recurrente  en  el  escrito  que  presentó  ante  este  Tribunal 
no  pueden  aprovecharle  dichas  citas  que  adicionó  en  un  otrosí  de  su 
escrito  para  los  efectos  del  recurso  entablado; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  Doña  Dolores  Alvares  de  Bada,  por 
sí  y  en  la  representación  indicada,  á  quien  condenamos  en  las  costas; 
y  líbrese  á  la  Audiencia  de  la  Habana  la  certificación  correspondiente. 
—(Sentencia  publicada  el  5  de  Marzo  de  1877,  é  inserta  en  la  Gaceta 
de  6  de  Agosto  del  mismo  año.) 
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corso  de  casación  interpuesto  por  D.  Pablo  Pérez  contra  la  sentencia 
dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Valladoüd,  en  pleito  con 
Don  Bernardino  Alonso;  se  casa  y  anula  la  sentencia,  y  se  resuelve: 

Io  Que  elart.  674  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  señala  ¡ara 
interponer  la  demanda  de  retracto  el  término  de  nueve  días,  contados 
desde  el  otorgamiento  de  la  escritura  de  venta; 

¥  2°  Que  según  lieñe  declarado  en  varias  decisiones  el  Tribunal 
Supremo,  dicho  término  empieza  i  correr  desde  la  fecha  del  otorga- 
miento de  la  escritura,  que  se  rejlere  i  la  autorizada  por  Notario  pú- 
blico en  forma  legal ;  y  al  desconocerlo  la  sentencia :,  infringe  el  citado 
articulo. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  5  de  Marzo  de  1877,  en  los  autos 
que  ante  Nos  penden  por  recurso  de  casación,  seguidos  en  el  Juzgado 
de  primera  instancia  de  Astorga  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audien- 
cia de  Valladoüd  por  D.  Bernardino  Alonso  con  D.  Pablo  Pérez  como 
marido  de  Joaquina  del  Pozo  sobre  retracto: 

Resultando  que  D.  Pablo  Pérez  del  Rio,  por  sí  y  como  legítimo  re- 
presentante de  los  derechos  de  su  esposa  Doña  Joaquina  del  Rio  Gon- 
zález, en  10  de  Octubre  de  1*71,  presentó  demanda  de  retracto  en  la 
que  expuso  que  en  3  del  mismo  mes,  Toribia  y  Dominga  del  Rio,  con 
autorización  de  sus  respectivos  esposos  Tomás  Prieto  Iglesias  y  San- 
tiago García  Alonso  vendieron  á  fe  y  testimonio  del  Notario  D.  Benito 
Isaac  Diezá  Bernardino  Alonso  por  la  cantidad  de  250  pesetas  dos  ter- 
ceras partes  de  una  casa,  sita  en  el  casco  del  pueblo  de  Bustos,  y  su 
calle  de  Arriba,  que  no  tenia  número  y  cuya  c;isa  era  de  patrimonio  y 
abolengo;  que  la  Joaquina  del  Rio  González  era  hermana  de  las  vende- 
doras, hijas  todas  de  Juan  del  Rio;  y  presentando  los  documentos  de 
que  se  trata  en  el  párrafo  3o  del  art.  674  de  la  ley  Je  Enjuiciamiento, 
y  previas  las  formalidades  de  los  párrafos  1%  2o  y  4o,  pidió  la  admisión 
de  la  demanda  de  retracto  y  la  declaración  en  su  dia  de  haber  lugar  al 
intentado,  mandando  al  comprador  Bernardino  Alonso  Prieto  que  den- 
tro de  tercero  dia  otorgase  á  la  Joaquina  del  Rio  la  correspondiente 
escritura  de  venta,  recibiendo  en  el  acto  el  precio  consignado  bajo 
apercibimiento  de  hacerlo  de  oficio: 

Resultando  que  consignado  el  precio  en  la  Escribanía,  presentada 
certificación  del  acto  de  conciliación  sin  avenencia,  y  conferido  trasla- 
do á  Bernardino  Alonso  Prieto  pretendió  la  absolución  de  la  demanda, 
declarando  no  haber  lugar  al  retracto,  con  imposición  al  actor  de  per- 
petuo silencio  y  costas,  y  cuando  á  esto  no  hubiere  lugar  reservarle  el 
derecho  de  reclamar  del  mismo  retrayente  el  importe  de  las  mejoras  y 
obras  hechas  en  la  casa  citada.  Para  ello  alegó  que  el  contrato  de  ven- 
ta se  celebró  y  consumó  cuatro  años  ántes  de  la  demanda  del  retracto, 
previos  anuncios  en  el  pueblo  de  Bustos,  habiéndose  por  consiguiente 
verificado  la  venta  en  almoneda  á  favor  del  Bernardino  en  3  de  Febre- 
ro de  1 870  por  no  haber  quien  hubiera  mejorado  la  postura,  cuya  ven- 
ta se  consignó  en  el  documento  privado  que  presentaba  firmándolo, 
entre  otros,  el  retrayente  Pablo  Pérez,  el  mismo  que  entregó  las  llaves 
al  comprador,  que  pagó  el  precio,  quedando  así  en  posesión  quieta  y 
pacifica  el  Bernardino,  á  vista ,  ciencia  y  paciencia  del  Pablo  Pérez, 
con  cuya  aquiescencia  pagó  las  contribuciones  é  hizo  obras  en  la  casa: 
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Resultando  que  seguido  el  pleito  por  sus  trámites,  la  Sala  de  lo  ci- 
vil de  la  Audiencia  de  Valladolid,  por  sentencia  de  2Í  de  Febrero 
de  1876,  revocatoria  de  la  del  Juez  de  primera  instancia,  absolvió  á 
Don  Bernardino  Alonso  Prieto  de  la  demanda  propuesta  por  D.  Pablo 
Pérez  del  Rio  en  representación  de  su  mujer  Doña  Joaquina  del  Rio 
González,  sin  hacer  especial  condenación  de  costas: 

Resultando  que  D.  Pablo  Pérez  del  Rio  interpuso  recurso  de  casa- 
ción por  conceptuar  infringidos:  • 

Io  El  núm.  Io  del  art.  676  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que 
dispone  que  la  demanda  de  retracto  se  interponga  en  Juzgado  compe- 
tente dentro  de  nueve  dias,  contados  desde  el  otorgamiento  de  la  es- 
critura de  venta,  porque  aceptando  la  sentencia  el  hecho  cierto  de  ha- 
berse interpuesto  la  demanda  dentro  de  dichos  nueve  dias  así  conta- 
dos, se  absolvia  sin  embargo  al  demandado,  cambiando  este  término  á 
otro  tiempo  distinto  que  el  expresado  en  la  ley: 

i°  La  doctrina  consignada  por  este  Tribunal  Supremo  en  sentencia 
de  23  de  Octubre  de  1866,  según  la  cual  el  art.  674  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil  no  prohibe  que  la  demanda  pueda  presentarse  ántes  del 
otorgamiento  de  la  escritura  de  venta,  siempre  que  perfecta  ésta,  hu- 
biese llegado  á  conocimiento  del  retrayente ;  é  interpuesto  ántes,  que- 
da servido  el  objeto  de  la  ley  que  es  de.  garantir  el  derecho  de  pro- 
piedad ,  evitando  esté  en  incierto  el  de  los  bienes  raices  por  más  tiempo 
del  de  los  nueve  dias  posteriores  al  otorgamiento  de  la  escritura  de 
venta: 

3o  La  doctrina  de  este  Tribunal  Supremo,  en  sentencias  de  14  de 
Mayo  y  3  de  Junio  de  1867  y  9  de  Abril  de  1874,  la  primera  de  las 
cuales  reconoce  como  doctrina  admitida  por  la  jurisprudencia  la  de 
que  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  ha  modificado  esencialmente  las  re- 
copiladas en  cuanto  al  señalamiento  de  dia,  desde  el  cual  determina- 
ban hubiera  de  empezar  á  correr  y  contarse,  con  distinción  de  casos, 
el  término  legal  para  el  ejercicio  del  derecho  del  retracto,  y  consigna 
que  el  art.  674  de  aquella  ley  determina  que  las  demandas  de  retracto 
se  interpongan  en  Juzgado  competente  dentro  de  nueve  dias,  contados 
desde  el  otorgamiento  de  la  escritura  de  venta,  sin  hacer  excepción 
alguna  respecto  de  la  verificada  en  subasta  pública  ó  en  otra  forma  ;  y 
las  otras  dos  confirman  la  misma  doctrina  respecto  á  que  el  derecho  de 
retraer  tiene  su  origen  en  el  otorgamiento  de  la  escritura  de  venta,  y 
que  desde  entonces  se  cuentan  los  nueve  dias  para  la  interposición  de 
la  demanda,  lo  cual  significa  que  la  facultad  que  puede  usarse  ántes  del 
otorgamiento,  cuando  el  retrayente  tiene  conocimiento  de  la  perfec- 
ción del  contrato  de  compra-venta,  es  una  extensión  del  derecho  de 
tanteo  que  la  ley  Ia,  tít.  13,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación  con- 
cede, para  el  cual  no  señala  término,  como  no  lo  puede  haber  hoy  más 
que  el  indefinido  hasta  el  otorgamiento  de  la  escritura  ;  y  el  de  los 
nueve  dias  siguientes  es  en  rigor  para  el  de  retracto  sin  distinción  de 
casos:  habiendo  infringido  )a  Sala  sentenciadora  esta  doctrina,  porque 
invocando  la  relativa  á  los  efectos  del  contrato  de  compra-venta  desde 
su  perfección,  inaplicable  hoy,  que  se  trata  de  fijar  desde  cuándo  se  ha 
de  contar  el  término  para  imponer  la  demanda  de  retracto ,  ha  hecho 
aplicación  de  la  ley  Ia,  tít.  13,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación, 
que  en  este  particular  se  halla  esencialmente  modificada  por  el  ar- 
tículo 674  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  expresamente  lo  de- 
termina; y  al  poner  aquella  ley  en  combinación  con  ésta,  haciendo  una 
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distinción  que  la  última  rechaza  ,  va  contra  la  disposición  del  citado 
artículo  y  contra  la  expresada  doctrina  legal : 

Vistos,  siendo  Ponente  ei  Magistrado  D.  Hilario  de  Igon  : 

Considerando  que  el  art.  674  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  se- 
ñala para  interponer  la  demanda  de  retracto  el  término  de  nueve  días, 
contados  desde  el  otorgamiento  de  la  escritura  de  venta : 

Considerando  que  según  tiene  declarado  en  varias  decisiones  este 
Tribunal  Supremo,  drwio  término  empieza  á  correr  desde  la  fecha  del 
otorgamiento  de  la  escritura  que  se  refiere  á  la  autorizada  por  Notario 
público  en  forma  legal : 

Considerando  que  al  desconocerlo  la  sentencia  recurrida  y  absolver 
al  demandado  de  la  demanda  de  retracto  entablada  por  el  recurrente, 
infringe  en  su  núm.  <°  el  art.  674  citado  en  el  primer  fundamento  del 
recurso ; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  aire- 
curso  de  casación  interpuesto  por  D.  Pablo  Pérez  del  Hio  contra  la 
sentencia  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Valla- 
dolid  en  22  de  Febrero  de  1876  :  en  su  consecuencia  casamos  y  anula- 
mos dicha  sentencia  ;  líbrese  orden  i  la  referida  Audiencia  para  que 
remita  los  autos  originales  á  los  efectos  de  la  ley.  —  (Sentencia  publi- 
cada el  dia  5  de  Marzo  de  1877,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  6  de  Agosto 
del  mismo  año.) 
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Recurso  de  casación  (5  de  Marzo  de  1877  ). —  Reclamación  de 
bienes. — Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  ha- 
ber tugará  la  admisión  del  recurso  de  casación  interpuesto  por  Doña 
María  de  los  Angeles  López  Cervantes  contra  el  auto  dictado  por  la  de 
lo  civil  de  la  Audiencia  de  Granada,  en  pleito -con  D.  Francisco  Gallar- 
do López,  y  se  resuelve : 

i°  Que  el  recurso  de  casación  sólomprocede  contra  las  sentencias 
definitivas  ó  las  que  recayendo  sobre  un  artículo  ponen  término  al  plei- 
to y  hacen  imposible  su  continuación; 

Y  Io  Que  el  auto  por  el  que  se  manda  formar  pieza  separada  para 
liquidar  las  costas  de  un  incidente  de  acumulación,  no  pertenece  á 
ninguna  de  estas  clases  taxativamente  señaladas  en  los  números  \°  y 
2o  del  art.  3o  de  la  ley  provisional  sobre  reforma  del  recurso  de  ca- 
sación. 

En  el  recurso  de  casación  en  el  fondo  interpuesto  por  Doña  María 
de  los  Angeles  López  Cervantes  en  autos  con  D.  Francisco  Gallardo 
López  sobre  reclamación  de  bienes,  hoy  incidente  de  suspensión  de 
aquéllos  y  formación  de  pieza  separada  para  reintegro  de  costas,  ha 
dictado  la  expresada  Sala  el  siguiente  auto: 

Resultando  que  en  pleito  civil  ordinario  promovido  por  Doña  María 
de  los  Angeles  López  Cervantes  contra  D.  Francisso  Gallardo  López  en 
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el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Vera  fué  condenada  la  primera  con 
las  costas  de  un  incidente  de  acumulación,  y  que  ántes  de  evacuar  la 
segunda  el  traslado  que  se  la  confiriera  de  la  demanda  pidió  que  se  re- 
uiri*  se  á  la  demandante  al  pago  de  dichas  costas,  á  cuya  solicitud 
ecretó  el  Juez  en  2  de  Octubre  de  1875  que  se  formase  pieza  separada 
para  evitar  la  paralización  de  los  autos,  que  mandó  entregar  á  la  ado- 
ra para  réplica,  según  lo  habia  pretendido,  deparando  1  aquella  de- 
caída del  derecho  de  contestar:  W 

Resultando  que  sin  formarse  la  pieza  separada,  á  pesar  de  haberse- 
señalado  un  término  al  Procurador  de  la  parte  demandada  para  sumi- 
nistrar el  papel  a)  efecto  necesario,  la  adora  evacuó  el  traslado  pen- 
diente en  23  de  Noviembre  mandándose  en  el  mismo  dia  requerir  á  la 
demandada  para  duplica: 

Resultando  que  sin  evacuarlo  presentó  en  2  de  Diciembre  el  papel 
que  se  le  reclamaba,  y  solicitó  y  estimó  el  Juez  en  i  de  Diciembre  que 
se  formase  la  pieza  prevenida  con  suspensión  del  curso  del  pleito,  lo 
cual  hecho  se  le  entregasen  los  autos  para  evacuar  el  traslado  con- 
ferido: 

Resultando  finalmente  que  de  este  auto  apeló  laactora,  y  habiendo» 
sido  confirmado  por  la  Audiencia  con  costas,  se  propuso  el  actual  re- 
curso de  casación  en  el  fondo,  suponiendo  que  dicho  auto  contraria 
los  de  2  de  Octubre  y  23  de  Noviembre  que  según  la  Sala  nada  pre- 
juzgaban sobre  continuación  ó  suspensión  del  curso  del  pleito: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D  Felipe  Viñas: 

Considerando  qi:e  el  recurso  de  casación  sólo  procede  contra  las 
sentencias  definitivas  ó  las  que  recayendo  sobre  un  articulo  ponen  tér- 
mino al  pleito  y  hacen  imposible  su  continuación,  y  que  la  sentencia 
recurrida  i.o  pertenece  á  ninguna  de  estas  clases  taxativamente  seña- 
ladas en  los  números  Io  y  2o  del  art.  3o  de  la  ley  provisional  sobre  re- 
forma del  recurso  de  casación; 

No  ha  lugar  á  la  admisión  del  interpuesto  por  infracción  de  ley  por 
Doña  María  de  los  Angeles  López  Cervantes,  á  ía  que  se  condena  en  laa 
costas. 

Madrid  5  de  Marzo  de  1877.  —  {Gacela  de  6  de  Agosto  del  mis- 
mo año) 
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Competencia  (5  de  Marzo  de  1877). — Nulidad  de  la  venta  de 
una  mula. — Se  declara  por  la  Sala  tercera  del  Tribunal  Supremo  mal 
formada  la  competencia  suscitada  entre  el  Juez  municipal  de  San  Mar- 
tin de  Rubiales  y  el  de  igual  clase  de  Sepúlveda  sobre  conocimiento 
del  juicio  verbal  entablado  por  Doroteo  Valcabado  contra  Julián  Pérez, 
y  se  resuelve  : 

Io  Que  según  el  arl.  365  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial^  la 
inhibitoria  de  jurisdicción  debe  formularse  en  escrito  y  con  firma  de 
Letrado ; 

Y  Io  Que  del  mismo  modo,  conforme  al  art.  376  de  dicha  ley,  debe 
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acompañarse  al  auto  en  que  se  sostenga  la  competencia  testimonio  del 
dictámen  jíscal  y  el  del  escrito  de  la  parte  interesada. 

En  la  competencia  entre  el  Jaez  municipal  de  San  Martin  de  Rubia- 
les y  el  de  Sepúlveda,  la  Sala  tercera  del  Tribunal  Supremo  ha  dicta- 
do el  auto  del  tenor  siguiente  : 

Resultando  que  Doroteo  Valcabado  demandó  en  juicio  verbal  ante 
el  Juez  municipal  de  San  Martin  de  Rubiales  á  Julián  Pérez,  vecino  de 
la  villa  de  Sepúlveda,  sobre  nulidad  de  la  v>nta  de  una  muía  :  que  he- 
cha la  citación  al  Pérez,  acudió  con  escrito  firmado  tan  sólo  por  él  al 
Juez  municipal  de  dicha  villa  de  Sepúlveda  proponiendo  la  inhibitoria, 
protestando  no  haber  usado  ántesde  la  declinatoria: 

Resultando  que  el  Juez  de  Sepúlveda  requirió  en  efecto  de  inhibi- 
ción al  de  San  Martin  de  Rubiales,  el  que  se  negó  á  ella,  remitiendo  á 
aquel  despacho  comprensivo  del  auto  denegatorio,  pero  sin  incluir  el 
escrito  de  la  parte  demandante  ni  el  dictámen  fiscal : 

Y  resultando  que  por  haber  insistido  el  Juez  de  Sepúlveda  en  la 
inhibitoria,  uno  y  otro  elevaron  á  este  Tribunal  Supremo  sus  respec- 
tivas actuaciones  para  la  decisión  de  la  competencia  : 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Julián  Gómez  Inguanzo: 

Considerando  que  según  el  art.  365  de  la  ley  orgánica  del  Poder 
judicial  la  inhibitoria  de  jurisdicción  debe  formularse  en  escrito  con 
firma  de  Letrado  ;  y  como  quiera  que  Julián  Pérez,  demandado  ante 
el  Juzgado  municipal  de  San  Martin  de  Rubiales,  presentó  el  escrito 
sin  aquella  firma  en  el  Juzgado  municipal  de  Sepúlveda,  es  evidente 
que  no  debió  el  mismo  admitirlo  : 

Considerando  del  mismo  modo  que  conforme  al  art.  376  de  la  ley 
citada  debe  acompañarse  al  auto  en  que  se  sostenga  la  competencia 
testimonio  del  dictámen  fiscal  y  el  del  escrito  de  la  parte  interesada,  lo 
cual  no  se  ha  cumplido  por  el  Juez  municipal  de  San  Martin  de  Rubia- 
les, contrariando  en  esta  parte  la  disposición  de  aquella  ley. 

Se  declara  mal  formada  esta  competencia,  devolviendo  en  su  con- 
secuencia las  actuaciones  á  cada  uno  de  los  Juzgados  de  donde  proce- 
den ,  para  los  efectos  oportunos :  publíquese  este  auto  en  la  Gaceta 
dentro  de  los  10  dias  al  de  su  fecha  y  á  su  tiempo  en  la  Colección  le- 
gislativa, pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias. 

Madrid  5  de  Marzo  de  1 877.  —  ( Gaceta  de  16  de  Abril  del  mismo 
año.) 
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Recurso  de  casación  (8  de  Marzo  de  1877).— Pago  de  un  le- 
gado.-—Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  haber  lu- 
gar al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Doña  Mercedes  Sancho  y 
Chia  de  Escofet  corflra  la  sentencia  dictada  por  la  de  justicia  de  la  Au- 
diencia de  las  Palmas,  en  pleito  con  Doña  Aurora  y  Doña  Olimpia  Diaz 
Agnilar;  se  casa  y  anula  la  sentencia,  y  se  resuelve : 

f  Que  las  leyes  { I ,  tit.  3o,  y  %9,  tít.  9o  de  la  Partida  6a,  según  las 
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cuales  el  establecimiento  del  heredero  y  de  las  «mandas  ó  legados,  debe 
ser  puesto  por  el  testador  mismo  y  con  arreglo  á  su  voluntad  y  no  de- 
jarse al  albedrio  y  juicio  de  otro,»  han  sido  modificadas,  en  lo  relati- 
vo á  las  mandas,  por  las  leyes  de  Toro  comprendidas  en  el  tit.  19,  li- 
bro 10  de  ¿a  Novísima  Recopilación,  y  no  pueden  alegarse,  por  tanto, 
como  fundamento  eficaz  de  un  recurso  para  demostrar  la  nulidad  del 
legado  litigioso,  mucho  menos  apareciendo  de  los  autos  que  éste  fué  es- 
tablecido según  la  voluntad  de  la  testadora : 

2o  Que  la  ley  48,  titulo  9o  de  la  misma  Partida  6a  previene,  como  el 
más  imperioso  y  dominante  de  sus  preceptos,  *que  en  aquel  tiempo  et  en 
^aquella  manera  deben  ser  pagadas  las  mandas  que  el  testador  mandó 
señaladamente  en  su  testamento  que  las  pagasen-,» 

Y¿°  Que  según  reiteradas  declaraciones  del  Tribunal  Supremo, 
emanadas  de  disposiciones  terminantes  de  nuestro  derecho,  en  materia 
de  sucesiones  testamentarias  la  voluntad  del  testador,  dentro  del  li- 
mite de  sus  facultades,  es  la  suprema  ley  para  todos  sus  cauSa-habicn- 
tes  y  para  todos  los  encargados  de  cumplirla. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  8  de  Marzo  de  1877,  en  el  recurso 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  do  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Las  Palmas  y  en  la 
Sala  de  Justicia  de  la  Audiencia  de  aquel  territorio  por  Doña  Aurora 
y  Doña  Olimpia  Diaz  y  Aguilar  con  Doña  Mercedes  Sancho  y  Chia  de 
Escofet,  por  sí,  y  como  tutora  y  curadora  de  sus  hijos  menores  Doña 
Cándida  y  D.  Andrés  Escofet  y  Sancho,  sobre  pago  de  un  legado: 

Resultando  que  Doña  Agustina  Diaz,  primera  consorte  que  fué  de 
Don  Andrés  Escofet,  otorgó  testamento  por  medio  de  comisario  por  el 
que  legó  el  quinto  de  sus  bienes  en  la  manera  siguiente :  dos  partes  á 
Doña  Aurora  Diaz  y  Aguilar;  una  para  cada  uno  de  sus  otros  seis  her- 
manos D.  Rafael,  Doña  Isabel,  Doña  Agueda,  Doña  Jorja,  Doña  Rosau- 
ra y  Doña  Olimpia,  y  otra  para  dividir  por  mitad  entre  los  hijos  de 
Don  Manuel  y  D.  Cornelio  Diaz  y  Aguilar:  (¡ueriendo  que  para  deducir 
dicho  quinto  no  se  tomaran  en  cuenta  los  bienes  muebles,  semovientes 
ni  alhajas  de  ninguna  clase,  sino  solamente  los  inmuebles  por  los  valo- 
res que  resultaban  del  libro  de  Hacienda  y  todas  las  existencias  de  la 
casa  mercantil,  sus  efectos,  capitales  y  créditos  ;  queriendo  asimismo 
que  las  mejoras  hechas  sobre  el  quinto  no  se  pagasen  en  bienes  raices, 
sino  con  las  existencias,  capitales  y  créditos  activos  de  la  casa  mercan- 
til, ó  bien  en  metálico  á  justa  proporción,  haciéndose,  en  todo  caso,  el 
pago  de  la  manera  y  á  los  plazos  que  ménos  perjudicasen  á  la  casa  de 
comercio  y  á  juicio  de  los  albaceas: 

Resultando  que  Doña  Agustina  Diaz  falleció  en  18  de  Marzo  de  1 861 , 
y  que  habiendo  hecho  cesión  D.  Andrés  Escofet  de  su  casa  de  comer- 
cio en  D.  Fidel  y  D.  Cesáreo  Diaz  Aguilar,  hermano  de  las  demandan- 
tes y  albacea  el  primero  de  la  Doña  Agustina,  determinaron  todos  los 
albaceas  de  la  misma  en  escritura  de  13  de  Noviembre  del  mismo  año 
ue  el  legado  se  pagase  por  dichos  cesionarios  como  se  efectuó  con  los 
emás  participes  del  mismo  legado : 
Resultando  que  Doña  Aurora  y  Doña  Olimpia  Diaz  y  Aguilar  de- 
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dujeron  la  demanda  objeto  de  este  pleito  contra  Doña  María  Mercedes 
Sancho,  segunda  mujer  de  D.  Andrés  Escofet,  por  sí  y  como  curadora 
de  sus  hijos  menores,  herederos  de  su  finado  padre  D.  Andrés  Escofett 
á  fin  de  que  Us  pagase  en  la  parte  correspondiente  al  legado  del  quinto 
que  su  difunta  hermana  Doña  Agustina  Díaz,  primera  consorte  que 
fué  de  D.  Andrés  Escofet,  dejó  en  su  testamento  á  todos  sus  herma- 
nos, con  los  intereses  legales  á  razón  del  6  por  100  desde  la  celebración 
del  acto  de  conciliación  : 

Resultando  que  Doña  Mercedes  Sancho  impugnó  la  demanda,  fun- 
dada en  la  nulidad  del  legado,  porque  Doña  Agustina  Diaz  facultó  á  su 
comisario  para  hacer  los  legados  que  le  pareciesen,  lo  cual  se  hallaba 

Srohibido  por  las  leyes,  muy  especialmente  con  relación  á  las  mandas 
e  tercero  y  quinto  :  y  que  áun  cuando  fuera  válido ,  siendo  condicio- 
nes, puesto  que  se  consignaba  que  se  pagaría  con  las  existencias  de  la 
casa  mercantil,  y  en  la  manera  y  plazos  que  ménos  perjudicasen  á 
aquella  á  juicio  de  los  albaceas,  habiéndose  cumplido  la  condición  de 
que  éstos  determinasen  la  forma  del  pago,  á  ella  debían  sujetarse  los 
legatarios : 

Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes  dictó  sentencia, 
el  Juez  de  primera  instancia,  que  confirmó  en  18  de  Diciembre  de  1875 
la  Sala  de  Justicia  de  la  Audiencia  de  Las  Palmas,  condenando  á  Doña 
Mana  Mercedes  Sancho,  por  sí  y  como  tutora  y  curadora  de  sus  hijos, 
á  pagará  las  demandantes  el  legado  del  quinto,  objeto  de  estos  autos, 
en  la  parte  correspondiente  á  las  mismas,  con  los  intereses  legales  á 
Tazón  de  6  por  100  desde  la  celebración  sin  avenencia  del  acto  de  con- 
ciliación : 

Resultando  que  la  demandada  interpuso  recurso  de  casación  por 
haberse  infringido  á  su  juicio: 

r  Al  establecer  la  sentencia  en  la  parte  dispositiva  la  responsabili- 
dad de  Doña  Mercedes  y  sus  hijos,  lo  cual  implicaba  necesariamente 
la  validez  del  legado,  las  leyes  29,  tit.  9'  de  la  Partida  6a,  que  dice 
que  las  mandas  y  los  establecimientos  de  los  herederos  deben  ser  he- 
chos según  la  voluntad  del  facedor  del  testamento,  y  no  deben  ser 

? cestos  en  juicio  ó  en  placer  de  otro,  y  la  ley  H,  tit.  3°  de  la  misma 
artida  6a,  que  al  disponer  que  el  testador  debe  nombrar  por  sí  mismo 
á  aquel  que  estableciere  por  su  heredero  sin  dar  poder  á  otro  para  que 
le  nombre,  añade  :  «esto  es  porque  el  establecimiento  del  heredero  é 
de  las  mandas,  non  debe  ser  puesto  en  albedrío  de  otri.  » 

2°  No  siendo  el  legado  puro ,  como  suponia  la  Sala  sentenciadora, 
puesto  que  su  cumplimiento  dependía  de  la  manera  del  pago  y  los  pla- 
zos ménos  perjudiciales  á  la  casa  á  juicio  de  los  albaceas,  la  ley  48,  tí- 
tulo 9o  de  la  Partida  6a  que  dice:  «en  aquel  tiempo  y  en  aquella  mane- 
ra deben  ser  pagadas  las  mandas  que  el  testador  mandó  señaladamen- 
te en  su  testamento  que  las  pagasen»,  y  la  doctrina  establecida  por 
este  Supremo  Tribunal  en  sus  sentencias  de  22  de  Marzo  de  1867  y  41 
de  Febrero  de  4875. 

Y  3o  La  ley  del  testamento,  pues  ya  se  considerase  el  legado  con- 
dicional ó  demostrativo,  era  fuerza  que  la  voluntad  del  testador  se 
cumpliera,  y  la  voluntad  del  testador  se  cumplía,  haciendo  en  todo 
caso  el  pago  del  legado  de  la  maoera  y  á  los  plazos  que  ménos  perjudi- 
casen á  la  casa  de  comercio  á  juicio  de  los  testamentarios. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Laureano  de  Arrie  ta  : 
Considerando  que  las  leyes  il,  tit.  3o,  y  89,  tít.  9° de  la  Partida  6a, 
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según  las  cuales  el  establecimiento  del  heredero  y  de  las  «mandas  ó  le- 
xgados,  debe  ser  puesto  por  el  testador  mismo  y  con  arreglo  á  su  vo- 
luntad y  no  dejarse  al  albedrio  y  juicio  de  otro»,  han  sido  modifica* 
das,  en  lo  relativo  á  las  mandas,  por  las  leyes  de  Toro  comprendidas 
en  el  tít.  19,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  y  no  pueden  ale- 
arse, por  tanto,  como  fundamento  eficaz  del  presente  recurso  para 
emosirar  la  nulidad  del  legado  litigioso,  mucho  ménos  apareciendo 
de  los  autos  que  éste  fué  establecido  s^gun  la  voluntad  de  la  testadora 
Doña  Agustina  Diaz  y  Machin  : 

Considerando  que,  por  el  contrario,  se  cita  con  manifiesta  oportu- 
nidad, por  ser  perfectamente  aplicable  á  la  cuestión  esencial  de  este 
pleito,  la  ley  48,  tít.  9°  de  la  misma  Partida  6a,  que  como  el  más  im- 
perioso y  dominante  de  sus  preceptos  previene  oque  en  aquel  tiempo 
»et  en  aquella  manera  deben  ser  pagadas  las  mandas  que  el  testador 
«mandó  señaladamente  en  su  testamento  que  las  pagasen:» 

Considerando  que  con  igual  oportunidad  y  eficacia  se  alega  como 
infringido  por  la  sentencia  impugnada  el  testamento  de  la  Doña  Agus- 
tina, otorgado  por  medio  de  su  comisario  y  albacea  D.  Antonio  López 
Botas,  puesto  que  según  reiteradas  declaraciones  de  este  Supremo  Tri- 
bunal, emanadas  de  disposiciones  terminantes  de  nuestro  derecho,  en 
materia  de  sucesiones  testamentarias  la  voluntad  del  tostador,  dentro 
del  límite  de  sus  facultades,  es  la  suprema  ley  para  todos  sus  causa- 
habientes  y  para  todos  los  encargados  de  cumplirla  : 

Considerando  que  por  la  cláusula  21  de  dicho  testamento  se  pre- 
viene expresamente  que  el  legado  hecho  por  la  testadora  del  quinto  de 
sus  bienes  á  favor  de  sus  hermanos,  y  entre  ellos  las  demandantes 
Doña  Aurora  y  Doña  Olimpia,  no  se  habia  de  pagar  en  bienes  raíces, 
«sino  con  las  existencias  capitales  y  créditos  activos  de  la  casa  mer- 
»  cantil,  ó  bien  en  metálico  á  justa  proporción,  haciéndose  en  todo 
»  caso  el  pago  de  la  manera  y  á  los  plazos  que  ménos  perjudicasen  á  la 
»  casa  de  comercio  y  á  juicio  de  los  albaceas :  » 

Considerando  que,  según  se  consigna  en  el  resultando  7o  de  la  sen- 
tencia impugnada,  «por  escritura  de  cesión  de  13  de  Noviembre 
»  de  1861,  otorgada  por  dos  de  los  albaceas  D.  Andrés  Escofet  y  D.  Fi- 
»  del  Diaz,  bajo  la  dirección  y  consejo  del  otro  albacea  y  testamenta- 
»  rio,.determinaron  que  el  legado  se  pagase  por  los  cesionarios  de  la 
»  casa  de  comercio  de  D.  Andrés  Escoiet,  habiéndose  asi  efectuado  con 
»  los  demás  partícipes  del  mismo  legado  :» 

Considerando  que  la  indicada  determinación  de  los  albaceas  de 
Doña  Agustina  Diaz  era  tanto  más  necesaria  y  oportuna,  cuanto  que, 
según  la  expresada  voluntad  de  esta  señora,  el  indicado  legado  habia 
de  pagarse  con  las  mismas  existencias,  capitales  y  créditos  activos  que 

Eor  la  mencionada  escritura  de  13  de  Noviembre  se  cedian  y  traspasa- 
an,  en  cuya  virtud  todos  los  legatarios,  con  la  sola  excepción  de  las 
demandantes,  aprobaron  y  llevaron  á  efecto  la  expresada  resolución: 
Considerando  que  cualesquiera  que  hayan  sido  los  motivos  por  los 
que  Doña  Aurora  y  Doña  Olimpia  Diaz  se  hayan  abstenido  de  dirigir 
sobre  este  punto  reclamación  alguna  contra  dichos  cesionarios  Don 
Fidel  y  D.  Sergio  Diaz,  hermanos  suyos,  dejando  trascurrir  14  años 
sin  suscitar  pretensión  de  ninguna  especie,  es  evidente  que  este  lar- . 
guísimo  silencio  é  inacción  de  las  actuales  demandantes  no  puede  jurí- 
dicamente perjudicar  á  nadie  más  que  á  ellas  mismas,  y  mucho  ménos 
trasladar  la  obligación  de  los  cesionarios  sobre  Doña  María  Mercedes. 
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• 

Sancho,  segunda  mujer  de  D.  Andrés  Escofet,  ni  sobre  los  hijos  de  la 
misma,  respecto  de  quienes  ni  siquiera  se  ha  intentado  probar  que 
hayan  sucedido  en  bienes  algunos  procedentes  del  quinto  de  la  heren- 
cia de  Doña  Agustina  Diaz  y  Machín,  único  gravado  con  el  legado  re- 
ferido : 

Y  considerando,  por  todo  ello,  que  la  Sala  sentenciadora,  al  fallar 
este  pleito  en  sentido  contrari  >  condenando  á  Doña  María  Mercedes 
Sancho,  por  sí  como  tutora  y  curadora  de  sus  menores  hijos  Doña 
Cándida  y  D.  Andrés  Escofet  y  Sancho,  á  pagar  á  las  demandantes  el 
mencionado  legado  en  la  parte  correspondiente  á  las  mismas,  han  in- 
fringido la  citada  ley  48,  tít.  9o  de  la  Partida  6a,  y  el  testamento  de 
Doña  Agustina  Diaz  y  Machín; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  Doña  Mercedes  Sancho  y  Chia  de 
Escofet  por  si  y  en  Ja  representación  indicada;  y  en  su  consecuencia, 
casamos  y  anulamos  la  sentencia  que  en  48  de  Diciembre  de  1875  dictó 
la  Sala  de  Justicia  de  la  Audiencia  de  Las  Palmas,  á  la  que  se  libre  or- 
den para  la  remisión  de  los  autos;  devolviéndose  á  la  recurrente  el  de- 
pósito constituido.— (Sentencia  publicada  el  8  de  Marzo  de  1877,  é  in- 
serta en  la  Gaceta  de  6  de  Agosto  del  mismo  año.) 
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Recurso  de  casación  (8  de  Marzo  de  1877).— Cumplimiento  de 
tjn  contrato.  —  Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo 
no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Pedro  Gonzá- 
lez Ortiz  y  consortes  contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  de  Albacete,  en  pleito  con  D.  Juan  Rueda  Espartero,  y  se 
resuelva  : 

*°  Que  si  en  virtud  de  contrato  los  demandados,  áfin  de  cortar  un 
pleito,  se  obligaron  clara  y  terminantemente  á  satisfacer  á  la  mujer 
del  demandante  una  cantidad  por  los  perjuicios  que  le  fuesen  causa- 
dos, principalmente  para  cortar  toda  cuestión  judicial,  al  condenarlos 
al  pago  de  la  misma  cantidad,  no  infringe  la  Sala  sentenciadora  la 
ley  del  contrato  base  de  la  demanda  : 

S°  Que  si  la  misma  Sala  sentenciadora,  en  uso  de  sus  facultades, 
aprecia  las  pruebas  practicadas  por  las  partes,  declarando  que  el 
actor  probó  su  demanda,  y  los  demandados  no  lo  habían  hecho  de  sus 
excepciones,  contra  esta  apreciación  no  procede  el  recurso  de  casación 
cuando  no  se  alega  que  con  ella  se  ha  infringido  alguna  ley  ó  doctrina 
legal ; 

T  3o  Que  habiéndose  reducido  la  excepción  propuesta  á  la  nulidad 
del  documento  privado  por  suponerle  simulado,  y  á  los  hechos  ewpre- 
*&dos  en  el  escrito  de  ampliación,  respecto  de  lo  que  ha  fallado  la  Sala, 
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no  pueden  servir  de  fundamento  al  recurso  las  leyes  Ia,  tit.  14,  Par  - 
tidaV;  15,  tf/.  14,  Partida  5a,  ni  los  artículos  6 1  y  62  ¿a  ley  de 
Enjuiciamiento  civil. 

En  la  villa  y  corte  de  Mailrid,  á  8  de  Marzo  de  IS77,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Alcaraz  y  en  la  Sa- 
la de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Albacete  por  D.  Juan  Hueda  Esparte- 
ro, como  marido  de  Dofia  Ana  Tomasa  Ortiz,  con  D.  Pedro,  D.  Diego» 
Don  Angel,  D.  Felipe  y  D.  José  María  González  y  Ortiz  y  D.  Pascual 
Cadenas  y  ü.  Antonio  Ruiz,  como  maridos  respectivamente  de  Doña 
Cristina  y  Doña  Ramona  González  y  Ortiz,  sobre  cumplimiento  de  un 
contrato  : 

Resultando  que  D.  Pedro,  D.  Diego,  D.  José  María  y  D.  Angel  Gon- 
zález, éste  por  sí  y  como  apoderado  de  su  hermano  D.  Felipe,  D.  Pas- 
cual Cadenas  y  D.  Antonio  Ruiz,  como  maridos  y  legítimos  represen- 
tantes de  Doña  Cristina  y  Doña  Ramona  González  y  D.  Juan  Rueda 
Espartero,  como  marido  de  Doña  Ana  Tomasa  Ortiz,  firmaron  un  do- 
cumento simple  con  cuatro  testigos  en  la  villa  del  Bonillo,  á  27  de  Fe- 
brero de  1870,  en  el  que  dijeron  :  que  teniendo  pendientes  en  el  Juz- 
gado de  Alcaraz  dos  juicios  voluntarios  de  testamentaría  proceüentes 
ae  las  fincabilidades  de  sus  tios  D.  Manuel  y  D.  Melchor  Ortiz,  promo- 
vidos el  primero  por  D.  Juan  Rueda  y  el  segundo  por  D.  Pascual  Ca- 
denas, con  el  fin  de  evitarse  los  gastos  y  disgustos  consiguientes, 
acordaron  separarse  de  ellos  bajo  las  condiciones  que  dicen  así  : 

Ia  Que  nombraban  á  Alejandro  Solana,  Felipe  Calero  y  Francisco 
Sánchez  Moral,  para  que  extrajudiciülmente  practicasen  la  partición 
de  los  bienes  que  pertenecieron  á  D.  Melchor  Ortiz,  entre  sus  legíti- 
mos herederos,  sus  nueve  sobrinos  carnales,  haciéndose  nueve  porcio-  . 
nes  iguales  que  serian  adjudicadas  á  la  suerte. 

2a  Que  con  objeto  de  resarcir  los  perjuicios  que  en  la  partición  de 
D.  Manuel,  ya  practicada,  pudieran  haberse  irrogado,  y  muy  princi- 
palmente para  cortar  toda  cuestión  judicial,  sus  primos  se  rom  prome- 
tían ,á  dar  á  Doña  Ana  Tomasa  Ortiz,  por  más  que  el  perjuicio  se  lo 
irrogAra  su  hermano  D.  José,  la  cantidad  de  31.000  rs.  que  se  sacarían 
del  caudal  de  D.  Melchor  Ortiz  ántes  de  principiarse  á  partir,  en  aten- 
ción á  no  ser  posible  del  de  D.  Manuel  por  hallarse  en  su  mayor  parte 
enajenado. 

3tt  Que  los  gastos  ocasionados  en  el  Juzgado  hasta  aquel  día,  serian 
de  cuenta  de  la  parte  actora. 

4a  Que  si  por  D.  José  Ortiz,  como  uno  de  los  participes  de  la  heren- 
cia de  que  se  ha  hecho  mérito,  se  entablara  alguna  reclamación  judi- 
cial, serian  los  gastos  que  á  su  consecuencia  se  irrogasen  á  las  partes 
contratantes  del  capital  partible. 

5a  Y  que  deseosos  de  que  no  pudiera  volver  á  haber  cuestiones,  ofre- 
cían y  se  obligaban  bajo  la  pena  de  pagar  de  su  peculio  la  cantidad 
de  10.000  rs.  si  faltasen  á  lo  anteriormente  pactado  ó  promoviesen  de 
nuevo  cuestiones  en  los  Tribunales,  cuya  cantidad  recibirían  aquel  c) 
aquellos  que  respetasen  lo  estipulado. 

Resultando  que  los  mismos  otorgantes  del  anterior  documento  otor- 

f aron  una  escritura  en  la  referida  villa  de  Bonillo  á  13  de  Agosta 
e  1870,  en  la  que  dijeron  que  eran  herederos  de  D.  Melchor  Ortiz,  que 
murió  en  28  de  Junio  de  1869,  el  cual  otorgó  dos  testamentos,  y  no  te- 


RECURSOS  Y  COMPETENCIAS. 


131 


niendo  conocimiento  más  que  del  primero  dividieron  su  cauda!  en  dos 
parles  iguales,  una  que  correspondió  á  los  dos  primeros  y  la  otra  á  los 
siete  restantes;  que  después  apareció  el  segundo  testamento,  y  en  vis- 
ta de  su  contenido,  los  últimos  fueron  de  opinión  de  que  el  caudal  de- 
bía hacerse  tantas  partes  cuantos  eran  los  partícipes,  ó  lo  que  era  lo 
mismo,  que  debían  heredar  por  cabezas  y  no  por  estirpes  como  antes 
había  sucedido:  que  de  aquí  surgieron  cuestiones  entre  ambas  ramas, 
dando  por  resultado  el  que  D.  José  Ortiz  promoviera  el  juicio  volunta- 
rio de  testamentaría  que  se  hallaba  en  el  trámite  de  nombrarse  admi- 
nistrador, y  que  habiendo  conocido  lo  provechoso  que  les  sería  una 
transacción  de  sus  respectivos  derechos,  otorgaban  que  daban  por  ul- 
timado el  juicio  voluntario  de  testamentaría  para  no  continuarlo  en 
tiempo  alguno  bajo  las  condiciones  siguientes: 

Ia  Que  nombraban  á  sus  tios  D  José  Joaquín  y  D.  Juan  González 
contadores  y  amigables  componedores,  para  que  procedieran  á  hacer 
la  partición  de  los  bienes  procedentes  de  sus  tios  D.  Melchor  y  D.  Ma- 
nuel Ortíz,  con  arreglo  á  derecho,  pudiendo  consultar  á  jurisconsultos 
ilustrados  acerca  de  las  dudas  que  les  ocurrieran,  y  de  los  puntos  en 
que  los  interesados  no  pudieran  estar  conformes,  quedando  cada  uno 
por  su  parte  obligado  á  respetar  las  decisiones  de  los  citados  contado- 
res y  amigables  componedores : 

8a  Que  también  había  de  respetarse  y  abonarse  de  los  bienes  de  la 
testamentaría  á  D.  Juan  Rueda  y  Espartero,  como  marido  de  Doña  Ana 
Tomasa  Ortiz,  la  cantidad  que  aparecía  en  el  documento  privado  que 
Id  tenían  hecho  y  obraba  en  su  poder: 

Y  3a  Que  después  de  hecha  la  partición  habían  de  otorgar  escritura 
de  aprobación,  y  trasmitirse  recíprocamente  por  ella  el  dominio  de  los 
bienes  adjudicados ;  y  si  alguno  se  opusiere  a!  otorgamiento,  seria 
competido  judicialmente  á  hacerlo  ó  se  supliría  su  consentimiento  por 
el  Juez  que  del  negocio  debiera  conocer: 

Resultando  que  D.  Juan  Rueda. y  Espartero  presentó  escrito  en  2  de 
Marzo  de  1870,  apartándose  y  desistiendo  del  juicio  voluntario  de  tes- 
tamentaría promovido  á  su  instancia  á  virtud  de  lo  convenido  en  el 
referido  documento  privado  ;  y  que  dada  vista  á  D.  Pedro  González  y 
consortes,  manifestaron  que  estaban  conformes  con  el  desistimiento  de 
Rueda,  desistiendo  ellos  por  su  parte  por  ser  muy  cierto  que  se  liabian 
convenido  con  aquel  en  la  terminación  de  dicha  testamentaria  : 
•  Resultando  que  D  Juan  Rueda  y  Espartero,  como  marido  de  Doña 
Ana  Tomasa  Ortiz,  entabló  la  demanda  objeto  de  este  pleito,  para  que 
se  condenase  á  D.  Pedro,  D.  Diego,  D.  Angel,  D.  Felipe,  D.  José  María, 
Doña  Cristina  y  Doña  Ramona  González  y  D.  José  Ortiz,  á  pagar  al 
demandante  lastima  de  7.750  pesetas  en  bienes  de  la  testamentaría  de 
Don  Melchor  Ortiz  á  juicio  de  peritos,  con  más  la  multa  entre  ellos  es- 
tipulada de  2.500  pesetas,  pretensión  que  fundó  en  la  obligación  que 
todos  habían  contraído  y  que  acompañó  á  la  demanda  : 

Resultando  que  los  demandados,  á  excepción  de  D.  José  Ortíz  res- 
pecto del  cual  se  entendieron  las  diligencias  con  los  estrados,  impug- 
naron la  demanda  oponiendo  la  excepción  de  nulidad  del  contrato, 
fundada  en  que  siendo  la  causa  de  éste  la  indemnización  de  unos  per- 
juicios que  no  habían  existido,  era  simulado  y  por  tanto  nulo  : 

Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes,  dictó  sentencia 
el  Juez  de  primera  instancia,  que  conGrmó  con  las  costas  en  9  de  Oc- 
tubre de  1875,  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Albacete  conde- 
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nando  á  los  demandados  á  abonar  al  demandante  en  el  término  de 
nueve  dias  la  cantidad  de  7.750  pesetas  en  bienes  pertenecientes  á  la 
testamentaria  de  D.  Melchor  Ortiz,  ri  juicio  de  peritos,  con  más  las 
2.500  pesetas  que  en  concepto  de  multa  constaban  estipuladas  en  el 
documento  privado  del  fólio  Io  de  los  autos,  y  en  todas  las  costas  del 
juicio  : 

Resultando  que  D.  Pedro,  D.  Diego,  D.  Angel  y  Doña  Cristina 
González  Ortiz  interpusieron  recurso  de  casación  por  haberse  infrin- 
gido á  su  juicio : 

Io  El  contrato  de  base  de  la  demanda :  • 

2o  La  doctrina  legal  de  que  en  los  contratos  bilaterales  no  tiene  de- 
recho  para  pedir  el  cumplimiento  de  las  obligaciones  contraidas  el 
contratante  que  no  prueba  cumplió  las  suyas  ó  que  resulta  no  las  dejó 
cumplidas  : 

3o  La  ley  34,  lít.  14  de  la  Partida  5a,  que  establece  los  efectos  de  las 
obligaciones  sancionadas  con  cláusula  penal : 

4o  La  doctrina  legal  admitida  por  este  Tribunal  Supremo  en  deci- 
siones de  11  de  Febrero  de  1860,  9  de  Julio  de  1847,  18  de  Diciembre 
de  1867  y  otras,  y  que  fundada  en  el  precepto  de  la  ley  Ia,  ti t.  14  de 
la  Partida  3a,  determina  que  no  es  necesario  ocuparse  de  las  excepcio- 
nes del  demandado,  mientras  el  demandante  no  pruetía  todos  los  re- 
quisitos necesarios  para  que  proceda  la  acción  que  utiliza: 

5o  La  ley  15,  tit.  14,  Partida  5,  que  establece  los  efectos  de  la  reno- 
vación de  los  contratos ; 

Y  6o  Los  artículos  61  y  63  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  la 
doctrina  legal,  jurisprudencia  constante  de  este  Tribunal  Supremo, 
que  tiene  por  nulas  las  sentencias  que  no  resuelven  todas  las  cuestio- 
nes discutidas  en  el  pleito,  bastando  citar  en  su  justificación  las  reso- 
luciones de  21  de  Febrero  y  24  de  Diciembre  de  1867: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Casimiro  Huerta  Murillo: 
Considerando  que  no  se  ha  infringido  el  contrato,  base  de  la  de- 
manda, porque  la  Sala  ha  tenido  en  cuenta  lo  que  clara  y  terminante- 
mente expresa  en  su  cláusula  2a,  en  la  que  los  contratantes  se  obliga- 
ron á  satisfacer  á  Doña  Ana  Tomasa  Ortiz,  mujer  del  demandante  Don 
Juan  Rueda,  la  cantidad  de  31.000  rs.  más,  como  dicen  sus  palabras 
textuales,  por  los  perjuicios  que  le  fueran  causados,  principalmente 
para  cortar  toda  cuestión  judicial : 

Considerando  que  la  misma  Sala  sentenciadora,  en  uso  de  sus  fa- 
cultades, ha  apreciado  las  pruebas  practicadas  por  las  partes,  decla- 
rando que  el  actor  probó  su  demanda,  y  los  demandados  no  lo  habían 
hecho  de  sus  excepciones,  contra  cuya  apreciación  no  procede  el  re- 
curso de  casación  cuando  no  se  alega  que  por  ella"  se  ha  infringido  al- 
guna ley  ó  doctrina  legal  que  no  se  citan  en  los  motivos  2o  y  4o : 

Y  considerando  que  habiéndose  reducido  la  excepción  propuesta  á 
la  nulidad  del  documento  privado  por  suponerle  simulado,  y  á  los 
hechos  expresados  en  el  escrito  de  ampliación  respecto  de  lo  qu  ha 
fallado  la  Sala,  no  pueden  servir  de  fundamento  al  recurso  las  leyes  y 
doctrina  que  se  citan  en  los  motivos  3o,  5o  y  6o,  puesto  que  se  refieren 
á  puntos  no  debatidos  en  el  pleito; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Pedro  González  Ortiz  y  consor- 
tes, á  quienes  condenamos  á  la  pérdida  del  depósito,  que  se  distri- 
buirá con  arreglo  á  la  ley,  y  en  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  la 
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certificación  correspondiente,  con  devolución  de  los  documentos  que 
ha  remitido. — (Sentencia  publicada  el  8  de  Marzo  de  1 877,  é  inserta  en 
la  Caceta  de  6  de  Agosto  del  mismo  año.) 
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Recurso  «le  casación  (8  de  Marzo  de  1877).— Pago  de  pesetas. 
—Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lu- 
gar al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Doña  María  Montón  y  San- 
cho contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
Madrid,  en  pleito  con  D.  Baltasar  Mata  y  García,  y  se  resuelve : 

I*  Que  al  reclamar  el  precio  de  la  venta  es  necesario  fijar  y  acre- 
ditar el  número  de  cosas  tendidas  cuando  cada  una  tiene  su  valor  de- 
terminado : 

2o  Que  si  el  demandado  no  ha  confesado  que  deba  lo  que  en  la  de- 
manda se  le  pide,  ál  absolverle  de  dicha  demanda  no  se  infringen  las 
leyes  2a  y  4a,  tit.  \Z-dela  Partida  3a,  ni  la  doctrina  sentada  por  el 
Tribunal  Supremo  sobre  el  valor  enjuicio  de  la  conoscencia: 

3°  Que  si  la  sentencia  recurrida  no  se  funda  en  la  declaración 
de  un  solo  testigo  ni  en  una  liquidación  sola  alli  mencionada,  sino  en 
la  apreciación  colectiva  de  muchos  documentos,  de  varias  declaracio- 
nes testificales,  de  la  confesión  prestada  por  ambas  partes  y  de  las  de- 
más pruebas  practicadas,  son  inoportunos  los  motivos  de  casación  fun- 
dados en  infracción  de  la  ley  I  U  y  IIP,  tit.  18,  Partida  3a,  y  del  ar- 
ticulo 3 17  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil; 

Y  4o  Que  no  pueden  apreciarse  como  motivos  de  casación  las  in- 
fracciones que  se  alegan  haciendo  supuesto  equivocado  de  la  cuestión 
litigiosa. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  8  de  Marzo  de  1877,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nós  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  In- 
clusa de  esta  capital  y  en  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
de  su  territorio,  por  Doña  María  Montón  y  Sancho,  viuda  de  D.  Timo- 
teo de  la  Paz  Millan,  por  si  y  como  representante  legal  de  su  hijo  me- 
nor D.  Felipe  Millan  y  D.  Genaro  Millan  y  Montón  con  D.  Baltasar 
Mata  y  García  sobre  pago  de  pesetas  :  ( 

Resultando  que  Felipe  y  Basilio  Cañizares  y  Manuel  y  Francisco 
Mayordomo  vendieron  por  medio  de  un  documento  privado  fechado 
en  el  lugar  de  Fresneda  de  la  Sierra,  á  4  de  Julio  de  1854,  á  D.  Timo- 
teo Paz  Millan,  todos  los  pinos  existentes  en  las  tierras  ó  terrenos  de 
la  pertenencia  de  aquellos  en  precio  de  un  real  cada  pino,  dándole  des- 
de luégo  facultades  para  que  extrajera  las  resinas,  los  cortase  y  dispu- 
siera lo  que  mejor  le  pareciera,  siendo  de  cuenta  del  comprador  la 
práctica  de  las  diligencias  establecidas  en  Reales  órdenes : 
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Resultando  que  en  igual  forma  y  con  iguales  condiciones  adqnirió 
Don  Timoteo  Paz.  Millan,  en  el  siguiente  día  5  de  Julio  y  en  15  de 
igual  mes  de  1 8.16,  de  Gárlos  Gil,  Juan  Quirico  Antón,  Cárlos  Montón, 
Julián  Gómez  y  Juan  de  la  Cruz,  lodos  los  pinos  que  se  encontraban 
cu  el  terreno  de  su  propiedad,  de  que  hicieron  mérito : 

Resultando  que  el  Alcalde  de  Fresneda  de  la  Sierra  certificó  con 
referencia  al  acta  ó  liquidación  formada  en  4  de  Abril  de  1862  con  mo- 
tivo de  la  corta  de  pinos  hecha  por  D.  Baltasar  Mala  en  término  de 
aquel  pueblo  y  propiedades  particulares,  que  en  dicho  año  se  cortaron 
13.848  pinos,  de  los  cuales  2.2K7  eran  de  propiedad  de  D.  Timoleo  Paz 
Millan,  y  el  resto  de  otros  varios  particulares : 

Resultando  que  en  3  de  dicho  mes  de  Abril  de  1862,  Doña  María 
Montón  firmó  un  recibo  de  2.000  rs.  que  le  había  entregado  D.  Saturio 
Camarón  por  cuenta  de  Miguel  Fernandez,  sobrestante  de  D.  Baltasar 
Mata,  procedentes  de  pinos  vendidos  á  éste  : 

Resultando  que  con  fecha  en  Cuenca  á  27  de  Abril  de  1864  dirigió 
D.  Saturio  Camarón  una  carta  á  I)  Baltasar  Mata,  manifestándole  que 
el  dia  anterior  habia  librado  4.900  rs  que  le  dejaba  abonados  en  cuen- 
ta, y  por  contra  en  la  misma  30.500  rs  de  un  recibo  y  dos  libramien- 
tos que  le  acompañaba: 

Resultando  que  Doña  María  Montón  y  Sancho,  viuda  de  D.  Timoteo 
de  la  Paz  Millan,  por  sí  y  romo  representante  de  su  hijo  menor  D.  Fe- 
lipe y  D.  Genaro  Millan  y  Montón,  interpusieron  en  7  de  Abril  de  1874 
la  demanda  objeto  de  estos  autos,  exponiendo  que  D.  Timoteo  de  la 
Paz  Millan  habia  adquirido  por  medio  de  los  contratos  referidos  la  pro- 
piedad de  todos  los  pinos  existentes  en  diferentes  montes  del  lugar  de 
Fresneda  de  la  Sierra:  que  en  el  1856  los  enajenó  por  contrato  verbal 
á  D.  Baltasar  Mata,  estableciendo  que  la  corla  y  extracción  se  habia  de 
verificar  en  dos  veces  ó  períodos  á  elección  del  comprador,  siendo  el 
pierio  de  cada  pino  en  la  primera  corla  de  2  pesetas  y  en  la  segunda 
de  mía  :  que  la  primera  corta  se  verificó  ñor  los  años  de  1858  y  59,  que 
dió  por  resultado  6.000  pinos,  de  los  cuales  se  pagaron  5  000,  quedan- 
do a  d-her  i. 000,  que  á  2  pesetas  importaban  8.000  rs. :  que  en  la  se- 
gunda corta  se  extrajeron  1023  pinos  rollizos  cuyo  precio  era  de  4  rea- 
les cada  uno,  teniendo  sólo  recibidos  a  cuenta  2.500  rs. :  y  que  habien- 
do sido  ¡ni) liles  las  gestiones  practicadas  para  su  reintegro,  ejercitando 
la  acción  personal  derivada  del  contrato  de  venta,  pidieron  se  conde- 
nase á  D.  B  iltasar  Mata  al  pago  de  3.398  pesetas,  intereses  devengados 
y  costas : 

Resultando  que  D.  Baltasar  Mata  impugnó  la  demanda,  oponiendo 
en  primer  lugar  la  excepción  perentoria  de  falta  de  personalidad  en 
Doña  María  Montón  y  Sancho,  para  ejercitar  I»  acción  que  utilizaba 
por  si  y  en  representación  de  su  hijo  menor;  y  alegando  además  que 
D.  Timoteo  Millan  y  D.  Miguel  Fernandez,  queriendo  establecer  una 
fábrica  de  resina,  compraron  los  pinos  de  diferentes  propiedades,  unos 
á  nombre  de  Millan,  otros  ¡i  nombre  de  los  dos  socios  y  otros  sólo  al  de 
Fernandez:  que  Millan  y  Fernandez  vendieron  á  Mala  los  expresados 
pinos  al  respecto  de  8  rs.  uno,  de  los  que  resultaran  en  la  primera  cor- 
ta v  de  4  en  la  segunda,  y  habiendo  encargado  al  año  siguiente  Mata 
á  Fernandez  las  operaciones  relativas  á  este  asunto,  compró  para  Mata3 
otra  multitud  de  pinos  correspondientes  al  pueblo  y  vecinos  de  Fres- 
neda y  de  otros  puntos,  al  mismo  precio  de  8  rs.  cada  uno:  que  verifi- 
cada la  primera  corta,  resultaron  13.848  pinos,  de  los  cuales  sólo  cor- 
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respondían  á  Millan  y  Fernandez  un  número  mucho  menor  del  que  su- 
ponía, según  la  liquidación  general  que  se  practicó,  satisfaciendo  Mata 
su  importe  completamente  y  aun  con  exceso,  en  la  liquidación  final  y 
definitiva  que  se  verificó  con  el  albacea  testamentario  de  D.  Timoteo 
Millan  y  con  Miguel  Fernandez,  quedando  por  consecuencia  completa- 
mente terminado  este  punto;  y  que  de  la  segunda  corta  resultaron 
1.0*23  pinos  procedentes  de  la  compra  hecha  á  Millan  y  Fernandez,  que 
satisfizo  Mata  entregando  4.000  rs.  directamente  á  los  interesados  y  el 
resto  en  cuenta  á  Fernandez: 

Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes,  y  sustanciado 
el  juicio  en  dos  instancias,  dictó  sentencia  en  24  de  Noviembre  de  1875 
la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte,  que  no  fué 
conforme  con  la  del  Juez  de  primera  instancia,  desestimando  la  excep- 
ción perentoria  de  falta  de  personalidad  de  Doña  María  Montón  y  San- 
cho, y  absolviendo  á  D.  Baltasar  Mata  de  la  demanda: 

Resultando  que  los  demandantes  interpusieron  recurso  de  casación 
por  haberse  infringido  á  su  juicio : 

<°  Al  desestimarse  que  no  se  había  fijado  el  número  de  pinos  vendi- 
dos, ni  que  los  de  la  pertenencia  del  causante  de  los  recurrentes  fueron 
los  vendidos  y  no  otros,  constando  en  autos  que  aquel  vendió  á  Don 
Baltasar  Mata  los  pinos  de  su  pertenencia,  sitos  en  el  lugar  de  Fresne 
da  de  la  Sierra,  cuya  existencia  y  dominio  se  había  acreditado  docu- 
mentalmente,  y  que  el  precio  era  de  dos  y  una  peseta  cada  pino  en 
cada  corta,  lo  cual  hacía  imposible  determinar  el  número  de  aquellos, 
la  sentencia  de  este  Supremo  Tribunal  de  {Q  de  Noviembre  de  1866, 
según  la  cual,  cuando  son  ciertos  en  el  contrato  de  venia  el  precio  y 
la  cosa  vendida,  no  es  necesario  que  ésta  se  determine  ó  describa  espe- 
cífica y  detalladamente  : 

2o  El  principio  de  justicia,  según  el  cual  al  comprador  le  corres- 
ponde probar  haber  pagado  el  precio  de  la  cosa  vendida,  poique  cous- 
tando  la  existencia  del  contrato  de  venta  de  pinos  y  su  precio,  lejos  de 
haberse  probado  el  pago  de  todos  los  extraídos,  aparecía  probado  por 
confesión  judicial  del  comprador  que  sólo  tenía  entregadas  las  canti- 
dades que  en  su  declaración  señalaba,  sin  que  probase  haber  entrega- 
do más  de  las  que  expresaba,  cuyo  importe  no  alcanzaba  á  cubrir  el 
valor  total  de  los  pinos  vendidos: 

3o  La  ley  28,  tit  5°  de  la  Partida  5a,  según  la  cual,  el  comprador 
está  obligado  a"  pagar  al  vendedor  el  precio  de  la  cosa  vendida  que  se 
estipuló,  puesto  que  confesando  el  contrato  de  venta  de  pinos,  su  pre- 
cio, entrega  de  la  cosa  vendida  y  confesado  por  el  mismo  comprador 
no  tener  entregadas  otras  sumas  oue  las  que  determinaba  en  concepto 
del  precio  de  aquellos,  se  le  absolvía  de  la  demanda  en  que  se  le  re- 
clamaba la  parte  del  precio  que  faltaba  por  satisfacer: 

4o  Las  leyes  2a  y  i',  tít.  13  de  la  Partida  3a,  según  las  que,  la  con- 
fesión hecha  en  juicio  con  los  requisitos  «jue  las  mismas  determinan 
constituyen  la  conoscencia,  y  por  consiguiente  hace  una  prueba  plena 
y  perfecta;  porque  a  pesar  de  la  confesión  judicial  prestada  por  el  de- 
mandado sobre  los  hechos  más  culminantes  de  la  demnnda,  la  senten- 
cia absolvía  á  aquel,  fundándose  en  que  no  hübia  probado  el  actor  su 
derecho  cuando  existia  una  de  las  pruebas  más  perfectas  y  acabadas: 

5o  Las  sentencias  de  este  Supremo  Tribunal  de  25  de  Setiembre 
<le  1857,  8  de  Julio  de  <87t,  y  otras  que  prescriben  que  el  fallo  que  no 
acepta  la  confesión  de  la  parte  como  prueba  bastante,  infringe  las  le- 
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yes  que  la  reconocen  como  tal,  6  sea  )a  2a  y  4a,  tít.  3'  de  la  Partida  3% 
indicadas  en  el  anterior  numero: 
6o  Las  sentencias  de  25  de  Junio  de  1861  ,  20  de  Junio  de  1 862  y 

20  de  Abril  de  1 87 1 ,  según  las  que  la  conoscencia  ó  confesión  hecha  en 
juicio,  constituye  una  prueba  plena  y  acabada  ,  y  los  Tribunales  no 
puedeu  negarle  este  valor  cuando  se  refiere  concretamente  á  los  hechos 
litigiosos : 

l6  Las  sentencias  de  i 8  de  Diciembre  de  1869  y  7  de  Marzo  de  1872, 
según  las  cuales  el  que  afirma  y  reconoce  un  hecho  porque  se  le  pre- 
gunta ,  y  añade  otro  distinto,  tiene  la  obligación  de  probar  éste  para 
que  no  lo  perjudique  la  confesión  del  primero,  y  siendo  asi  que  el  com- 
prante declaró  que  el  vendedor  estaba  asociado  ó  en  mancomún  con 
el  dependiente  de  aquel,  luego  tenia  la  obligación  de  probar  la  exis- 
tencia de  esta  sociedad  ó  mancomunidad  ,  cuyo  extremo,  como  en  la 
misma  sentencia  se  consignaba,  no  habia  podido  justificar  cual  debia: 

8o  La  regla  10,  tít.  10,  Partida  5a,  según  la  que  la  sociedad  y  com- 
pañía se  disuelve,  entre  otros  medios,  por  la  muerte  de  uno  de  los  so- 
cios ;  y  constando  que  Paz  Millan  falleció  en  27  de  Agosto  de  1857,  era 
visto  y  notorio  que  áun  en  el  caso  hipotético  de  existir  la  mancomu- 
nidad ó  sociedad  entre  aquel  y  el  dependiente  de  D.  Baltasar  Mata, 
ésta  se  hubiera  disuelto  por  el  medio  que  la  ley  establece;  y  al  decla- 
rarse posteriormente  subsistente,  se  infringía  dicho  precepto  legal : . 

9J  La  ley  2a,  tít.  34,  Partida  3a  y  sentencia  de  8  de  Junio  de  «866, 
con  arreglo  á  las  cuales  debió  demostrar  el  demandado  los  hechos  ne- 
gados por  el  demandante  : 

10.  Al  apreciar  la  prueba  testifical,  el  art.  317  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil  y  el  extremo  hoy  subsistente,  según  sentencia  de 

21  de  Febrero  de  1861  ,  de  la  ley  32,  tít.  16,  Partida  3a,  de  que  por 
un  testigo  no  puede  probarse  un  pleito  ó  excepción  ,  puesto  que  tam- 
bién conforme  á  las  reglas  de  crítica  racional ,  un  testigo  por  más  im- 
parcial y  verosímil  que  sea  ,  nunca  hace  prueba  ;  y  la  de  que  el  tes- 
tigo que  no  tiene  conocimiento  propio  del  hecho  sobre  que  declara,  ni 
de  él  tiene  certeza  ,  sino  que  por  el  contrario,  se  contradice  y  niega 
por  fin  los  hechos  que  afirmó  en  un  principio,  como  se  desprendía  del 
resultando  nüm.  22  de  la  sentencia  : 

11.  Las  leyes  114  y  119,  tít.  18  de  la  Partida  3a,  y  la  regla  de  jus- 
ticia correspondiente  de  que  los  documentos  privados,  para  que  sur- 
tan efectos  probatorios ,  es  preciso  sean  reconocidos  por  aquel  contra 
quien  se  presentan  ó  testigos  que  los  autoricen;  porque  al  darse  fuer- 
za probatoria  al  docum  nto  privado  ó  liquidación  suscrito  por  Don 
Silverio  Fuero,  no  se  tuvo  en  cuenta  que  este  documento  fué  exten- 
dido á  virtud  de  una  nota  que  se  le  entregó  y  por  la  que  le  dijo  Mi- 
guel Fernandez,  dependiente  de  D.  Baltasar  Mata,  por  cuya  causa  y 
otras  fué  éste  tachado  en  tiempo  hábil : 

12.  Las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  15  de  Diciembre 
de  1860  y  23  de  Mayo  de  1861,  según  las  cuales  el  reconocimiento  de 
un  documento  privado,  hecho  por  el  que  lo  autorizó,  no  puede  perju- 
dicar á  terceros  interesados,  de  cjuienes  no  era  apoderado,  ni  este  re- 
conocimiento era  por  consecuencia  á  la  conoscencia  de  la  ley  de  Par- 
tida, por  cuanto  se  daba  fuerza  probatoria,  tanto  á  la  liquidación  sus- 
crita por  D.  Silverio  Fuero,  cuanto  á  la  carta  de  D.  Saturio  Camarón, 
en  la  cual,  según  los  hechos  de  la  sentencia,  no  se  expresaba  que  las 
cantidades  que  indicaba  fueran  pagadas  á  la  recurrente  : 
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13.  El  principio  de  justicia  de  que  no  puede  darse  por  subsistente 
un  contrato,  ínterin  no  se  acredite  y  pruebe  su  existencia;  porque  de- 
clarándose en  la  sentencia  que  existia  mancomunidad  ó  sociedad  entre 
el  causante  de  los  recurrentes  y  el  dependiente  ó  comisionista  del  de- 
mandado, cuyo  contrato  se  decia  en  la  sentencia,  no  babia  justificada 
el  demandado  D.  Baltasar  Mata  cual  debia,  deduciéndose  de  aquí  que 
toda  afirmación  que  se  deduce  de  la  existencia  de  la  mancomunidad  ó 
supuesta  sociedad,  infringe  aquel  principio  de  justicia  por  no  hallarse 
demostrada  su  existencia  ni  conocidas  sus  bases  : 

14.  El  art.  310  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  porque  probado 
por  la  confesión  judicial  del  demandado  las  cantidades  que  tenia  entre- 
gadas para  el  pago  de  los  pinos  en  cuestión,  le  habia  permitido  la  de- 
claración de  D.  Sil  verlo  Fuero  para  acreditar  el  pago  del  importe  total 
de  los  pinos  vendidos: 

Y  15.  La  sentencia  de  este  Supremo  Tribunal  de  30  de  Junio  de  i  865, 
según  la  cual  es  innecesaria  la  prueba  de  hechos  que  actor  y  demanda- 
do reconocían  como  ciertos  y  los  aducían. como  fundamentos  de  sus 
alegaciones  y  defensas;  toda  vez  que  con  el  número  de  pinos  de  la  se- 
gunda corta,  en  lo  cual  estaban  conformes  ambas  partes,  siendo  inne-' 
cesaría  su  prueba : 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Diaz  de  Rueda  : 

Considerando  que  no  debe  citarse  aisladamente  una  sentencia  de 
este  Tribunal,  ni  en  su  caso  hay  infracción  de  la  doctrina  y  ley  invo- 
cadas en  primero,  segundo  y  tercer  lugar,  porque  al  reclamar  el  pre- 
cio de  la  venta  es  necesario  fijar  y  acreditar  el  número  de  cosas  ven- 
didas cuando  cada  una  tiene  su  valor  determinado: 

Considerando  que  no  existen  las  infracciones  expuestas  en  los  mo- 
tivos 4o,  5o  y  6o,  porque  Mata  no  ha  confesado  que  deba  lo  que  en  la 
demanda  se  le  pide  : 

Considerando  que  no  se  han  infringido  la  doctrina,  ley  y  principio 
que  se  citan  en  sétimo,  octavo  y  décimotercero  lugar,  porque  sobre 
estar  en'pugna  los  motivos  allí  expuestos  acerca  de  la  existencia  de  la 
Sociedad,  no  han  probado  los  recurrentes  el  número  de  pinos  propios 
ó  exclusivamente  suyos  vendidos  ni  tampoco  su  identidad,  y  falta  por 
parte  de  ellos  la  justificación  necesaria  de  lo  que  debían  cobrar  y  de 
que  por  consiguiente  pudiera  resultar  este  ó  el  otro  alcance,  según  la 
apreciación  de  la  Sala  sentenciadora,  contra  la  cual  no  se  alega  infrac- 
ción alguna: 

Considerando  que  no  aparece  haberse  infringido  la  ley  2a,  titu- 
lo 14,  Partida  3A,  porque  no  especificándose  en  el  noveno  motivo  los 
hechos  negados  por  los  actores  que  se  supone  debió  probar  la  parte 
demandada,  es  imposible  determinar  la  exactitud  con  que  pretende 
aplicarse  aquella  ley,  la  cual  se  refiere  á  negaciones  de  demandados 
que  éstos  se  hallan  obligados  á  justificar,  como  son  algunas  llamadas 
de  derecho  y  otras  de  cualidad: 

Considerando  que  son  inoportunos  de  todo  punto  los  motivos  10, 
11  y  12,  porque  la  sentencia  no  se  funda  en  la  declaración  de  un  solo 
testigo  ni  en  la  liquidación  sola  allí  mencionada,  sino  en  la  aprecia- 
ción colectiva  de  muchos  documentos,  de  varias  declaraciones  testifi- 
cales, de  la  confesión  prestada  por  ambas  partes,  y  de  las  demás  prue- 
has  practicadas : 

Considerando,  finalmente,  que  son  inaplicables  del  mismo  modo  los 
dos  últimos  motivos,  porque  se  fundan  en  el  equivocado  concepto  de 
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que  Mata  confesó  no  haber  pagado  más  que  una  parte  del  precio; 

Fallamos  que  débeme s  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  Doña  María  Montón  y  Sancho  por 
sí  y  en  la  representación  indicarla,  y  por  D.  Genaro  Millan,  á  quienes 
condenamos  en  las  costas ;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  esta  corle  la 
certificación  correspondiente,  con  devolución  de  los  documentos  que 
ha  remitido.  —  (Sentencia  publicada  el  8  de  Marro  de  4877,  é  inserta 
en  la  Gaceta  de  8  de  Agosto  del  mismo  año.) 
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Recurso  de  casación  (8  de  Marzo  de  1877). — Restitución  de 
minerales.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no 
haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  interpuesto  por  Don 
Enrique  Calvet  y  Lara  contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de 
la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  D.  Feliciano  Ramírez  de  Arella- 
no,  y  se  resuelve: 

\°  Que  el  recurso  de  casación  debe  interponerse  en  el  Tribunal  Su- 
premo en  el  término  de  40  dias,  contados  desde  la  fecha  de  la  entrega 
dd  testimonio  de  la  sentencia,  y  pasado  este  término  queda  firme  y  no 
podrá  admitirse  el  recurso,  según  todo  asi  lo  ordena  el  art.  26  de  la  ley 
provisional  sobre  reforma  de  la  casación  civil: 

V  Que  el  27  dispone  que  con  el  escrito  en  que  se  interponga  se  pre- 
sente el  testimonio  de  la  sentencia  y  el  documento  en  que  conste  haber- 
se hecho  el  depósito  prevenido  en  los  artículos  10  y  H,  sin  cuyo  docu- 
mento no  se  admitirá  el  escrito,  á  no  estar  declarado  pobre  el  que  lo 
interponga; 

73°  Que  en  su  virtud  no  puede  producir  efecto  alguno  legal  la  pre- 
sentación del  escrito  interponiendo  el  recurso  falto  de  aquel  docu- 
mento. 

• 

Resultando  que  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de 
Buenavista  de  esta  corte,  y  después  en  la  Sala  segunda  de  la  Audien- 
cia, se  han  seguido  autos  civiles  ordinarios  á  instancia  de  D.  Enrique 
Calvet  y  Lara  como  Presidente  de  la  Sociedad  minera  titulada  Gloria^ 
con  D.  Feliciano  Ramírez  de  Arellano,  en  concepto  de  Presidente  de  la 
denominada  República  y  Justicia,  sobre  restitución  de  minerales;  en 
cuyos  autos  dictó  sentencia  la  referida  Sala  en  SO  de  Noviembre 
de  1876  confirmando  con  las  costas  la  que  dictó  el  Juez  de  primera 
instancia  en  10  de  Julio  de  4  875,  por  la  que  se  absolvió  al  Presidente 
de  la  Sociedad  minera  República  y  Justicia  de  la  demanda  interpuesta 
por  el  de  la  denominada  Gloria  : 

Resultando  que  el  Procurador  de  éste  D.  José  Cirilo  Diaz  solicitó  y 
obtuvo  dentro  del  término  legal  el  correspondiente  testimonio  para  in- 
terponer recurso  de  casación,  que  le  fué  entregado  en  20  de  Diciembre 
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de  4876,  y  con  la  misma  fecha  freron  citadas  y  emplazadas  las  parte» 
para  que  en  el  término  prevenido  comparecieran  en  este  Tribunal  Su- 
premo á  usar  de  su  derecho: 

é  Resultando  que  en  9  de  Febrero  del  corriente  año  se  presentó  en  la 
Secreiaría  de  gobierno  d«  este  Tribunal  Supremo  el  escrito  interpo- 
niendo el  recurso  de  casación  contra  la  referida  sentencia,  que  fué 
entregado  por  el  repartidor  al  Secretario  Relator  en  U  del  mismo  con 
el  poder  y  testimonio  de  las  sentencias  que  al  mismo  se  acompañaban; 
pero  como  faltaba  el  documento  en  que  constara  haberse  hecho  el  de- 
pósito prevenido  en  los  aitículos  1 0  y  1 1  déla  citada  ley,  laSala,  en  pro- 
videncia de  19  de  Febrero,  mandó  que  se  devolviese  al  Procurador  Díaz 
el  escrito  interponiendo  el  recurso  con  arreglo  á  lo  preTenido  en  el  ar- 
tículo 27  en  su  parte  segunda  de  la  ley  provisional  sobre  reforma  de  la 
casación : 

Resultando  que  en  21  del  citado  mes  el  Procurador  Diaz  presentó 
escrito  con  el  resguardo  de  la  Caja  de  Depósitos  que  acredita  el  de  1 .000 
pesei.n,  solicitando  que  en  virtud  de  su  presentación  se  admitiese  el 
recurso  presentado  en  el  término  legal  y  que  siguiera  su  tramitación 
con  arreglo  á  derecho : 

Resultando  que  con  la  misma  fecha  el  Procurador  contrario  D.  Ma- 
nuel Elias,  que  ya  se  habia  personado  en  los  autos  con  poder  bastante, 
en  H  acusó  la  rebeldía  y  pidió  se  declarara  pordesiertó  el  recurso  con 
las  costas,  y  firme  y  ejecutoria  la  sentencia: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Alejandro  Benito  y  Avila: 

Considerando  que  el  recurso  de  casación  debe  interponerse  en  este 
Tribunal  Supremo  en  el  término  de  40  dias,  contados  desde  la  fecha  de 
la  entrega  del  testimonio  de  la  sentencia,  pasado  cnyo  término  queda 
firme  y  no  podrá  admitirse  el  recurso,  según  todo  asi  lo  ordena  el  ar- 
ticulo ¿6  de  la  ley  ántes  citada  : 

Considerando  que  el  27  dispone  que  con  el  escrito  en  que  se  inter- 
ponga se  pres  nte  el  testimonio  de  la  sentencia  y  el  documento  en  que 
conste  haberse  hecho  el  depósito  prevenido  en  los  artículos  10  y  ti,  sin 
cuyo  documento  no  ?e  admitirá  el  escrito  á  no  estar  declarado  por  po- 
bre el  que  lo  interponga: 

Considerando  que  en  su  virtud  no  puede  producir  efecto  alguno 
legal  la  presentación  del  escrito  interponiendo  el  recurso  falto  do  aquel 
documento,  puesto  que  no  puetie  admitirse  por  lo  tanto  la  interposi- 
ción del  recurso,  no  puede  contarse  en  el  caso  presente  mis  que  desde 
la  fecha  en  que  el  Procurador  presentó  el  documentó  en  que  so  hacia 
constar  el  depósito,  fecha  á  la  que  hahian  ya  trascurrido  los  40  de  la 
ley,  puesto  que  desde  el  20  de  Diciembre  de  1876,  en  que  se  entregó  el 
testimonio,  hasta  21  de  Febrero  de  1877,  en  que  se  presentó  el  docu- 
mento que  acredita  el  depósito,  pasaron  49  dias  hábiles; 

No  há  lugar  con  las  costas  a  la  admisión  del  recurso  do  casación 
interpuesto  por  D.  Enrique  Calvet  y  Lara  como  Presidente  de  la  so- 
ciedad minera  titulada  Gloria,  y  devuélvase  al  recurrente  el  depósito 
qoe  constituyó.— (Sentencia  publicada  el  8  de  Marzo  de  1877,  é  inserta 
enla  Gacela  de  3  de  Setiembre  del  mismo  año.) 
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Recurso  de  easacion  ( 10  de  Marzo  de  1877).  —  Pago  de  can- 
tidad. —  Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Eusebio  Castro 
contra  la  senteucia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid, 
en  pleito  con  Doña  Paula  Sanz  García,  y  se  resuelve: 

Io  Que  como  consecuencia  de  las  disposiciones  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil ,  que  establecen  el  modo  de  ejercitar  las  acciones  y  ex- 
cepciones y  el  periodo  en  que  deben  Jijarse  dejini  tic  amenté  los  puntos 
de  hecho  y  de  derecho  objeto  de  la  controversia  jurídica  ,  ha  declarado 
el  Tribunal  Supremo  repetidas  veces  que  no  pueden  ser  lomadas  en 
cuenta  para  decidir  los  recursos  de  casación,  pretendidas  infracciones 
de  leyes  ó  doctrinas  legales  que  sólo  son  aplicables  á  puntos  que  no  han 
sido  propuestos  oportunamente  ni  discutidos  en  el  juicio  ; 

Y  2o  Que  si  en  una  demanda  reclamando  el  pago  de  una  cantidad, 
el  demandado  no  empleó  en  su  defensa  en  el  periodo  oportuno  la  excep- 
ción de  compensación  á  que  se  refiere  la  ley  21,  tit.  14,  Partida  5*, 
aunque  solicitó  alternativamente  que  ó  se  reservase  para  un  nuevo 
juicio  la  liquidación  de  cuentas  con  la  demandante ,  ó  que  se  mandase 
que  en  la  ejecución  de  la  sentencia  se  le  abonara  cierta  cantidad  con 
otras  partidas  de  que  también  hizo  relación,  la  Sala  sentenciadora  debe 
limitarse  á  resolver  la  acción  y  las  excepciones  que  habia*  sido  deba- 
tidas en  el  pleito,  y  haciéndolo,  no  infringe  la  citada  ley  de  Partida.  ' 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid  ,  á  10  de  Marzo  de  1877,  en  los  autos 

3ue  ante  Nós  penden  por  recurso  de  casación,  seguidos  en  el  Juzgado 
e  primera  instancia  del  distrito  de  la  Audiencia  y  en  la  Sala  segunda 
de  la  de  este  territorio  por  Doña  Paula  Sanz  García  con  D.  Eusebio  de 
Castro  sobre  pago  de  192.138  rs. 

Resultando  que  en  Io  de  Enero  de  1868  firmó  D.  Vicente  Guimera 
nn  documento  privado  que  dice:  «Liquidadas  cuentas  en  este  dia  con 
Don  Pedro  Martínez  Lezcano,  resultó  en  deberle  la  suma  de  70.000 
reales  efectivos,  que  me  obligo  á  satisfacerlos  á  dicho  señor  ó  á  la 
persona  que  le  represente,  así  como  el  interés  correspondiente  de 
8  por  100  al  año  tan  pronto  como  lo  permita  la  liquidación  y  realiza- 
ción de  mi  activo ;  »  y  en  Io.  de  Enero  de  1870,  y  firmado  por  D.  Pedro 
Martínez  Lezcano,  aparece  en  dicho  documento  el  endoso  que  sigue: 
«  Páguese  esta  cantidad  de  70.000  rs.  con  sus  intereses  á  la  órden  de 
Don  Eusebio  de  Castro,  valor  recibido  de  dicho  señor  :  » 

Resultando  que  Doña  Paula  Sanz,  viuda  de  D.  Pedro  Martínez 
Lezcano,  en  4  de  Abril  de  1875  dedujo  demanda  contra  D.  Eusebio  de 
Castro,  en  solicitud  de  que  se  declarase  serle  éste  deudor  de  la  canti- 
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dad  de  191.133  rs.  46  cénts.,  á  cuyo  pago,  el  de  intereses  á  razón  de 
un  7  por  100  anual,  á  contar  desde  1°  de  Marzo  de  1873  y  costas  se  le 
condenase  ;  y  al  efecto  expuso  que  según  el  documento  privado  que 
acompañaba,  su  fecha  23  de  Agosto  de  1870,  el  Castro  recibió-de  ma- 
nos de  la  Doña  Paula  en  el  anunciado  día  la  suma  de  232.844  rs.  efec- 
tivos, expresándose  en  dicho  documento  que  eran  para  «  su  coloca- 
ción», pero  obligándose  á  pagar  desde  el  referido  día  el  7  por  1 00  anual 

Sor  razón  de  intereses  que  habia  de  satisfacer  por  meses  vencidos  ;  que 
aMmporte  de  dicha  suma  debían  deducirse  60.223  rs.  77  céntimos 
entregados  por  Castro  á  la  Sociedad  Peninsular  por  cuentas  del  esposo 
de  dicha  señora,  por  lo  que  y  liquidados  los  intereses  hasta  13  de 
Abril  de  1872,  se  puso  nota  en  el  enunciado  -documento  expresiva  de 
estos  hechos  y  de  quedar  reducida  la  deuda  en  la  mencionada  anterior 
fecha,  á  162.620  rs.  23  cénts.;  de  los  cuales  debia  continuar  Castro  pa- 

Sindo  los  réditos  estipulados;  que  en  U  de  Octubre  del  último  de 
chos  años,  recibió  también  Castro  de  la  Doña  Paula  la  suma  de  27.000 
reales  en  igual  forma  y  concepto  que  la  anterior,  dando  el  oportuno 
recibo  ;  que  no  habiendo  paqado  Castro  cantidad  alguna  á  cuenta  del 
capital,  á  pesar  de  habérsele  reclamado,  debia  compelérsele  á  ello,  por 
cnanto  el  que  recibe  una  cantidad  por  vía  de  préstamo,  viene  en  la 
obligación  de  devolverla  ;  que  la  frase  de  a  para  su  colocación, »  usada 
en  el  documento  de  que  se  deja  hecho  mérito,  no  desvirtúa  en  nada  la 
naturaleza  de  dicho  contrato,  y  que  el  término  para  la  devolución  de 
los  préstamos  cuando  no  se  ha  fijado,  es  el  de  10  dias,  á  contar  desde 
el  requerimiento  al  deudor : 

Resultando  que  D.  Ensebio  de  Castro  contestó  á  la  demanda  pre- 
tendiendo su  absolución,  reservando  á  Doña  Paula  su  derecho  para  pe- 
dirle cuentas  sobre  la  inversión  de  los  fondos  en  negocio  llevado  con 
sn esposo,  y  al  intento  alegó  que  encontrándose  perseguido  por  la  So- 
ciedad Peninsular  D.  Pedro  Martínez  Lezcano,  teniendo  embargados 
sus  bienes  por  un  crédito  que  hacia  de  300.000  rs.  á  dicha  Sociedad, 
de  la  que  habia  sido  secretario,  recurrió  en  busca  y  la  encomendó  el 
arreglo  de  la  referida  cuestión,  que  para  ello  recibió  del  Martínez  dos 
créditos,  uno  contra  la  casa  de  Villanova  de  152.000  rs.  y  otro  de 
70.000  rs.  contra  D.  Vicente  Guimerá,  de  los  cuales  sólo  hizo  efectivo 
el  primero,  atendiendo  con  su  importe  á  extinguir,  como  quedó  extin- 
guida, la  deuda  de  la  Peninsular,  y  arregladas  las  cuestiones  con  la 
misma;  que  á  este  negocio  se  refiere  el  recibo  de  23  de  Agosto  de  1870 

Presentado  con  la  demanda,  en  el  que  no  tuvo  intervención  alguna  el 
emandante,  al  que,  miéntras  vivió  su  esposo,  jamás  trató  ;  que  no 
obstante  de  ello,  percibió  los  27.000  rs.  á  que  se  refiere  el  otro  recibo, 
igualmente  presentado  con  la  demanda,  de  cuya  ulterior  suma  estaba 
dispuesto  á  dar  cuentas  para  la  oportuna  liquidación  :  que  el  recibo 
de  23  de  Agosto  de  1870  está  compensado  con  otro,  firmado  por  la  de- 
mandante y  su  esposo  en  31  de  Julio  de  igual  año,  cuyo  recibo  asi- 
mismo presentaba  :  que  por  lo  tanto  siendo  un  verdadero  mandato  el 
que  sé  le  hizo,  está  exento,  de  responsabilidad  desde  el  momento  en 
que  cumplió  con  él :  que  la  Doña  Paula  no  podía  disponer  de  gruesas 
somas,  como  lo  era  la  que  reclamaba  á  espaldas  de  su  marido,  por  lo 
que  no  solamente  necesitaba  acreditar  que  tenia  esa  suma,  sino  tam- 
bién qne  su  expresado  esposo  la  autorizó  para  que  dispusiese  de  ella 
toda  vez  que  á  la  fecha  en  que  efectuaba  su  entrega  todavía  vivía 
aquel : 
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Resultando  que  en  los  escritos  de  replica  y  duplica,  ambas  partes 
reprodujeron  sus  alegaciones  respectivas  á  los  de  demanda  y  contesta- 
ción ;  y  recibido  el  pleito  á  prueba  por  el  demandado  se  presentó  una 
liquidación  para  justificar  que  sólo  era  deudor  i  Doña  Paula  de  33.000» 
y  pico  de  reales  : 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  sentencia  decla- 
rando que  D.  Eusebio  Castro  era  en  deber  á  Doña  Paula  Sanz  y  García 
la  cantidad  de  192.138  rs.  16  cénts  ,  á  cuyo  pago  con  el  de  los  intere- 
ses á  razón  de  un  7  por  100  anual,  á  contar  desde  Io  de  Marzo  de  4 874, 
condenó  hI  referido  ü.  Eusebio  de  Castro,  sin  hacer  expresa  condena- 
ción de  costas : 

Resultado  que  admitida  la  apelación  interpuesta  por  D.  Eusebio 
de  Castro,  al  evacuar  el  traslado  para  expresar  agravios,  solicitó  en  lo 
principal  del  escrito,  que  con  revocación  de  la  sentencia  apelada,  se 
proveyese  en  la  forma  pedida  cuando  contestó  á  la  demanda,  ora  re- 
servando para  otro  juicio  la  cuestión  de  liquidación  de  cuentas  con  la 
demandante,  ora  mandando  que  la  tal  liquidación  se  practique  por 
vía  de  cumplimiento  de  ejecutoria,  abonando  á  D.  Eusebio  de  Cas- 
tro todo  el  valor  del  pagaré  contra  D.  Vicente  Guime  á  de  Io  d*  Enero 
de  4  868,  los  40  000  y  los  8.000  rs.  que  constan  satisfechos  por  el  ex- 
tracto de  cuenta  presentado  en  su  pieza  de  prueba,  y  todos  los  demás 
pagos  legítimos  enumerados  en  el  «Debe»  de  lacueuta: 

Resultando  que  sustanciada  la  instancia,  la  Sala  segunda  de  la  Au- 
diencia, por  sentencia  de  29  de  Enero  de  1876,  confirmó  la  apelada,  sin 
perjuicio  de  que  en  la  liquidación  d3  intereses  ácuyo  pago  había  sido 
condenado  el  Castro,  se  le  admitan  las  cantidades  que  en  concepto  de 
tales  intereses  justifique  haber  satisfecho  á  la  demandante  : 

Y  resultando  que  l).  Eusebio  de  Castro  interpuso  recurso  de  casa- 
ción por  conceptuar  infringida 

La  ley  21,  tít.  24,  Partida  5a,  según  la  que  «descontarse  pueden  en 
manera  de  compensación  todas  las  deudas  que  son  de  cosas  que  se 
pueden  contar,  ó  pesar  ó  medir  fasta  en  aquella  cuantía  que  el  un  deu- 
dor debiese  á  otro:»  Puesto  que  de  dinero  son  la  deuda  de  Doña  Paula 
Sanz,  heredera  de  D.  Pedro  Martínez  Lezcano,  respecto  de  D.  Eusebio 
de  Castro,  endosatario  con  entrega  de  valor  del  pagaré  de  ü.  Vicente 
Guimerá;  y  la  de  D.  Eusebio  de  Castro  respecto  de  Doña  Paula  Sanz 
segun  la  sentencia;  liquidas  ambas  deudas,  compensables  en  fin,  y  sin 
embargo  la  Sala  sentenciadora  prescindió  de  ese  documento  que  adujo 
Don  Eusebio  Castro  al  contestar  á  la  demanda  como  uno  de  los  apoyos 
Je  su  pretensión,  yo  asintió  al  descuento  pedido: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Felipe  Viñas: 

Considerando  que  cwmo  consecuencia  de  las  disposiciones  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil  que  establecen  el  modo  de  ejercitar  las  accio- 
nes y  excepciones  y  el  periodo  en  que  deben  fijarse  definitivamente  los 
puntos  de  hecho  y  de  derecho  objeto  de  la  controversia  jurídica,  ha 
declarado  este  Tribunal  Supremo  repetidas  veces  que  no  pueden  ser 
tomadas  en  cuenta  para  decidir  los  recursos  de  casación,  pretendidas 
infracciones  de  leyes  ó  doctrinas  legales  que  sólo  son  aplicables  á  pun- 
tos que  no  han  sido  propuestos  oportunamente  ni  discutidos  en  el 
juicio : 

Considerando  que  l).  Eusebio  de  Castro  no  empleó  en  su  defensa 
en  el  periodo  oportuno  la  excepción  de  compensación  á  que  se  refiere 
la  ley  21,  tít.  14,  Partida  oa,  que  se  cita  como  infringida  por  el  fallo 
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contra  el  cual  se  recurre,  y  que  aunque  en  la  segunda  instancia  solici- 
tó alternativamente  que  ó  se  reservase  para  un  nuevo  juicio  la  liqui- 
dación de  cuentas  con  la  demandante,  ó  que  se  mandase  que  en  la  eje- 
eocion  de  la  sentencia  se  le  abonen  los  10  000  rs.  del  documento  á  car- 
go de  D.  Vicente  Guimerá,  con  otras  partidas  de  que  también  hizo 
relación,  la  Sala  sentenciadora  ha  debido  limitarse  y  se  limitó  á  resol- 
ver la  acción  y  las  excepciones  que  habian  sido  debatidas  en  el  pleito, 
y  no  infringió  por  consecuencia  la  citada  ley  de  Partida  ni  atinente  á 
aquella  y  á  éstas ; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Eusebio  de  Castro,  á  quien  con- 
denamos en  las  costas;  y  líbrese  la  correspondiente  certificación  a  la 
Audiencia  de  esta  corte  con  devolución  del  documento  remitido. — (Sen- 
tencia publicada  el  10  de  Marzo  de  1877,  é  inserta  en  la  Gacela  de  H  de 
Agosto  del  mismo  año.) 
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Recurso  de  ensacion  (  10  de  Marzo  de  1877). — Expropiación 
de  terrenos. — Se  dentara  por  Li  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo 
no  haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Don  Gregorio  de  las  Pozas  contra  la  sentencia  dictaba  por  la  de  lo  ci- 
vil de  la  Audiencia  de  Clceres,  en  pleito  con  D.  Bernardo  Fernandez 
Villegas,  y  se  resuelve  : 

Io  Que  el  recurso  de  casación  se  da  contra  sentencias  definitivas  de 
*n  juicio  y  contra  las  que,  á  semejanza  de  éstas ,  decidiendo  un  artícu- 
lo, ponen  término  al  pleito  y  hacen  imposible  su  continuación ; 

Y  2o  Que  no  es  definitivo  el  auto  en  que  se  desestima  la  pretensión 
de  nulidad  de  una  posesión  dada  en  ciertas  diligencias  de  expropiación 
declaradas  nulas. 

Don  Mariano  Fernandez  García,  Relator  Secretario  de  la  Sala  pri- 
mera del  Tribunal  Supremo, 

Certifico,  que  seguidos  autos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de 
Navalmoral  de  la  Mata  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Cá- 
cerespor  D.  Bernardo  Fernandez  Villegas  con  la  empresa  constructora 
del  ferro-carril  del  Tajo,  sobre  expropiación  de  terrenos,  por  parte  del 
Director  ile  ésta  se  interpuso  recurso  de  casación  contra  un  auto  dic- 
tado por  la  referida  Sala,  y  la  primera  de  este  Tribunal  Supremo  dictó 
«I  que  dice: 

Resultando  que  declaradas  nulas  ciertas  diligencias  relativas  á  ex- 
propiación forzosa  se  expuso  á  nombre  de  los  expropiados  que  entre 
ellas  estaba  la  de  la  posesión  que  habia  tomado  la  empresa  del  ferro- 
carril del  Tajo,  y  se  pretendió  por  consiguiente,  que  á  su  vez  se  les 
diera  á  ellos: 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  lo  desestimó  por  auto 
que  en  virtud  de  apelación  revocó  la  Audiencia : 
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Resultando  que  contra  esta  decisión  se  ha  interpuesto  recurso  de 
casación  alegando  varias  infracciones  : 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Díaz  de  Rueda: 
Considerando  que  el  recurso  de  casación  se  da  contra  sentencias  de- 
finitivas de  un  juicio  y  contra  las  que  á  semejanza  de  éstas  decidiendo 
un  articulo  ponen  término  al  pleito  y  hacen  imposible  su  continua- 
ción : 

Considerando  que  no  es  de  ninguna  de  estas  dos  clases  el  auto  con- 
tra que  se  recurre  ; 

No  há  lugar  con  las  costas  á  la  admisión  del  recurso  de  casación 
interpuesto  por  D.  Gregorio  de  las  Pozas  como  Director  de  la  empresa 
constructora  del  ferro-carril  del  Tajo. 

Madrid  40  de  Marzo  de  1877.  —(Gacela  de  49  de  Agosto  del  mis- 
mo año.) 
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Recurso  de  casación  (42  de  Marzo  de  1877). — Defensa  por  po- 
bre.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber 
lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Miguel  lftarcella  con- 
tra la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid, 
que  le  denegó  el  beneficio  de  pobreza  para  litigar  con  D.  Francisco 
Blanco  del  Valle,  y  se  resuelve  : 

Que  si  el  incidente  de  pobreza  fué  promovido  en  la  Audiencia,  y  la 
Sala  sentenciadora  aprecia  que  de  las  pruebas  practicadas  no  resulta 
que  el  cambio  de  fortuna  haya  ocurrido  después  de  la  primera  instan- 
cia, como  lo  exige  elarl.  191  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  sin 
que  contra  tal  apreciación  se  alegue  infracción  alguna  de  ley  ó  de  doc- 
trina-, al  denegar  el  citado  beneficio  no  infringe  la  sentencia  los  artícu- 
los 182  y  4  84  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  42  de  Marzo  de  4877,  en  el  inci- 
dente pendiente  ante  Nós  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley,  promovido  por  D.  Miguel  Marcella  en  la  Sala  primera  de 
lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  Corte  para  que  se  le  conceda  el  benefi- 
cio de  litigar  como  pobre  en  el  pleito  que  sigue  con  D.  Francisco 
Blanco  del  Valle : 

Resultando  que  pendiente  dicho  pleito  de  apelación  en  la  referida 
Sala,  al  comparecer  D.  Miguel  Marcella  que  en  la  primera  instancia  se 
había  defendido  como  rico,  promovió  incidente  de  pobreza,  fundado 
en  que  se  le  habia  privado  de  las  utilidades  que  le  proporcionaba  la 
Sociedad,  que  para  expendicion  de  sales  y  otros  géneros  tenia  con  Don 
Francisco  Blanco,  y  que  habia  tenido  que  arráigar  el  juicio  que  pro- 
movió contra  aquel,  á  fin  de  que  le  reconociera  como  socio  : 

Resultando  que  impugnada  esta  pretensión  por  D.  Francisco'Blan- 
co  del  Valle,  se  recibió  el  incidente  á  prueba ;  y  que  oído  el  Ministerio 
fiscal  en  vista  de  las  practicadas,  dictó  sentencia  la  expresada  Sala  en 
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II  de  Octubre  de  1875,  desestimando  la  defensa  por  pobre,  por  no  ha- 
i>er  justificado  Marcella  en  debida  forma  que  con  posterioridad  á  la 
primera  instancia  hubiera  venido  á  pobreza  : 

Resultando  que  interpuesta  súplica  por  Marcella,  y  confirmada  en 
23  de  Enero  de  1876  con  las  costas  la  precitada  sentencia,  dedujo  el 
presente  recurso  por  haberse  infringido  á  su  juicio : 

Io  Los  artículos  182  y  184  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  toda 
vez  que  la  sentencia  reconocía  que  habia  justificado  hallarse  en  las 
circunstancias  de  los  mismos,  sin  que  tal  infracción  pudiera  cohones- 
tarse con  la  cita  del  art.  191,  puesto  que  no  se  estaban  sustanciando 
los  autos  principales  en  la  segunda  instancia  por  virtud  de  sentencia 
definitiva  qu^  pusiera  término \\  juicio,  y  por  tanto  no  habia  fenecido 
la  primera  instancia  que  era  el  caso  de  aplicación  estricto  de  dicho  ar- 
tículo, y  porque  áun  en  el  supuesto  de  tal  inteligencia,  Marcella  habia 
justificado  que  habia  venido  á  peor  fortuna  con  posterioridad  á  haber- 
se incoado  los  autos  en  el  Juzgado  : 

Y  2o  La  doctrina  legal  inconcusa  de  que  habiendo  de  interpretarse 
una  ley  para  aplicación  á  un  caso  que  ofrezca  duda,  debe  seguirse  la 
opinión  que  ménos  perjuicios  irrogue,  cual  era  la  que  no  impidiese  ó 
coartase  la  defensa  legítima  de  los  derechos  invocados : 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Diaz  de  Rueda : 

Considerando  qne  no  se  han  infringido  los  artículos  citados  en  pri- 
mer lugar,  porque  el  incidente  de  pobreza  fué  promovido  en  la  Au- 
diencia, y  la  Sala  sentenciadora  aprecia  que  de  las  pruebas  practica- 
das no  resulta  que  el  cambio  de  fortuna  haya  ocurrido  después  de  la 
primera  instancia,  como  lo  exige  el  art.  191  de  la  ley  de  Enjuiciamien- 
to civil,  sin  que  contra  tal  apreciación  se  alegue  infracción  alguna  de 
ley  6  de  doctrina  : 

Considerando  que  tampoco  debe  estimarse  el  segundo  motivo  que 
alega  el  recurrente,  porque  en  él  se  parte  del  supuesto  de  ser  dudoso 
lo  que  con  tod;i  claridad  prescribe  la  ley  citada ; 

Fallamos  que  debemos  dectarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Miguel  Marcella,  á  quien  conde- 
namos en  las  costas  ;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  esta  Corte  la  certifi- 
cación correspondiente.— (Sentencia  publicada  el  12  de  Marzo  de  1877, 
é  inserta  en  la  Gaceta  de  8  de  Agosto  del  mismo  año.) 
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Recargo  de  casación  (13  de  Marzo  de  1877). — Tercería  k  bie- 
nes embargados  Á  üna  casa  quebrada.  —  Se  declara  por  la  Sala  pri- 
mera del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  la  sociedad  Pérez  y  García  Porrúa  é  hijos  y  consortes 
contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Burgos, 
en  pleito  con  Doña  Antonia  Prieto  Labat,  y  se  resuelve  : 

Que  la  ley  Hipotecaria  declaró  subsistentes,  con  arreglo  á  la  le- 
gislación precedente ,  miéntras  duren  las  obligaciones  que  garanticen, 
fc#  hipotecas  generales  anteriores  á  aquella  que  dicha  legislación  esta» 
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blecia;  entre  otras,  la  de  las  mujeres  casadas  sobre  los  bienes  de  su 
marido:  quedando  vigente  el  derecho  antiguo ,  conforme  al  que  la  mu- 
jer casada  tiene  el  privilegio  de  ser  preferida  para  el  pago  de  su  dotey 
legítimamente  constituida  y  entregada,  lo  mismo  que  sus  hijos  y  des- 
cendientes legítimos,  á  todo  otro  acreedor  de  su  marido  que  no  tenga 
hipoteca  expresa  anterior;  y  por  tanto  la  Sala  sentenciadora,  al  declarar 
la  preferencia  á  favor  de  la  dote,  no  infringe  la  ley  33 ,  til.  13  ,  Par- 
tida  oa,  ni  pudo  infringir  tampoco  los  artículos  23,  24,  158  y  159  y 
doctrina  que  nace  del  preámbulo  de  la  ley  Hipotecaria,  que  no  son 
aplicables  al  caso.  * 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  13  de  Marzo  de  1877,  en  los  auto» 
que  anle  Nos  penden  por  recuiso  de  casación,  seguidos  en  el  Juzgado 
de  primera  instancia  de  Santander  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audien- 
cia de  Burgos  por  Doña  Antonia  Prieto  Labat  romo  curadora  ad  litem 
de  sus  nietas  Doña  María  de  los  Angeles  y  Doña  María  del  Rosario  de 
la  Vega,  con  las  sociedades  denominadas  Pérez  y  García  Pornia  é 
hijos.  Hijos  de  Pombo,  D.  Rafael  Varona,  D.  Santiago  Oyarvide,  Don 
José  Herrera,  Galán  Corliguera  y  compañía,  D.  Benito  Otero,  D.  Nico- 
lás Orufia,  D.  Manuel  Ibañez,  D.  Francisco  Casuso,  D.  Gabriel  del 
Campo,  D.  Ruperto  López  Sedaño,  D.  Marcelino  Cantolla,  D.  Vicente 
Gutiérrez,  D.  Francisco  Güemes,  D.  Tuinas  Gómez  Saravia,  D.  Anto- 
nio María  Solano,  ü.  Luis  Orlizdel  Cerro,  D.  Isidoro  Molin  San  Juan, 
Don  Gaspar  de  la  Lama,  D.  León  Rubin  de  Celis  y  hermanos  y  D.  In- 
dalecio Aguirre  Toca,  y  los  estrados  por  su  no  comparecencia  respecto  , 
á  Doña  Clara  Echeparre,  D.  Francisco  Solares,  D.  Genaro  Cajigal,  Don 
Juan  Marroqum,  Duna  Teresa  Echagüe,  D.  Joaquin  Pérez  Peña  y  Don 
Andrés  Crespo,  los  dos  últimos  como  Síndicos  de  la  quiebra  de  la  viuda 
de  Cajigas  é  hijo,  sobre  tercería  á  bienes  embargados  á  dicha  casa 
quebrada  ,  á  instancia  de  Pérez  García  y  consortes: 

Resultando  que  en  17  de  Julio  de  1872  Doña  Antonia  Prieto  Labat, 
curadora  ad  litem  de  sus  dos  nietas  Doña  María  de  los  Angeles  y  Doña 
María  del  Rosario  Vega  Cajigas  Rábago,  presentó  demanda  de  tercería 
de  mejor  derecho  en  los  autos  ejecutivos  promovidos  por  la  Sociedad 
Pérez  y  García,  Porrúa  é  hijos  y  otros  acreedores  contra  ia  Sociedad 
viuda  de  Cajigas  é  hijo,  y  por  la  cual  se  solicitaba  que  con  el  valor  en 
venta  de  los  bienes  embargados  ó  que  se  embargasen  á  D.  Pedro  Vega 
Cajigas,  se  satisficiese  á  las  demandantes  con  preferencia  á  los  ejecu- 
tantes ó  á  cualquiera  otro  que  se  presentase  la  cantidad  de  410.393 
reales  que  importaba  la  aportación  dotal  y  parafernal  que  Doña  Euge- 
nia Rábago  llevó  á  su  marido  el  expresado  D.  Pedro  Vega,  y  á  justa  y 
prudente  regulación  pericial  el  valor  de  las  alhajas  y  efectos  muebles 
aportados  á  la  sociedad  conyugal,  con  las  costas  : 

Resultando  que  formada  pieza  separada  y  reportado  cierto  testi- 
monio que  la  misma  parte  pidió  con  fecha  '20  de  Agosto,  se  presentó 
nuevo  escrito,  solicitando  que  por  el  actuario,  y  con  relación  á  un  plei- 
to de  desahució  decretado  contra  el  ejecutado,  se  trajese  otro  testimo- 
nie» literal  de  las  alhajas  de  plata  y  efectos  inventariados  en  la  casa  de 
éste,  que  llevaban  las  iniciales  de  Doña  Eugenia  Rábago  y  de  su  padre 
D.  Antonio,  y  verificado  que  se  tuviese  por  modificada  la  tercería  en 
cuanto  á  estas  alhajas  y  efectos  como  convertida  en  tercería  de  domi- 
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nío  que  debía  ir  unida  á  la  otra,  ajustándose  en  su  proeedimiento  á  lo 
establecido  por  las  de  su  ciase  en  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil;  cuyas 
alhajas  y  efectos  se  ignoraba  que  estuviesen  en  la  casa  paterna  de  las 
menores,  y  no  podía  caber  duda  acerca  de  su  propiedad  por  las  inicia- 
les con  que  estaban  marcadas: 

Resultando  que  al  evacuar  el  traslado  de  la  demanda  Pérez  y  García 
y  otros  acreedores  de  la  casa  de  comercio  viuda  de  Cajigas  é  hijo,  ma- 
nifestaron que  aquella  era  improcedente  porque  las  alhajas  y  efectos, 
cuyo  dominio  se  reclamaba,  no  habian  sido  embarcadas  en  la  ejecución 
librada  á  instancia  de  los  mencionados  Pérez  y  García:  que  en  cuanto 
ála  preferencia  que  se  solicitaba  en  favor  de  las  menores  por  los  bie- 
nes dótales  y  parafernales  de  su  madre  tampoco  procedía,  porque  la 
muerte  de  Doña  Eugenia  Hábago  en  26  de  Abril  de  i  866  y  de  su  padre 
D.  Antonio  María  de  Rábago  en  8  de  Abril  de  1863,  madre  y  abuelo 
respectivamente  de  las  menores  demandantes,  convirtió  dichos  bienes 
en  peculio  adventicio  de  las  mismas,  por  los  cuales  no  se  constituyó  la 
hipoteca  especial  que  marca  la  ley  y  podría  darles  la  preferencia  sobre 
aquellos  acreedores  que  tienen  á  su  favor  la  escritura  hipotecaria  de  5 
de  Abril  de  1871,  de  la  cual  se  tomó  razón  en  el  Registro  de  la  propie- 
dad de  aquel  partido : 

Resultando  que  conferido  traslado  de  la  demanda  á  los  ejecutados, 
y  en  su  nombre  á  su  Procurador,  éste  manifestó  que  no  tenía  perso- 
nalidad para  ello,  porque  declarados  aquellos  en  quiebra,  quedaron 
privados  de  la  administración  de  sus  bienes  que  habian  ido  á  constituir 
la  masa  de  aquella,  coya  representación  correspondía  á  los  Síndicos;  y  • 
en  su  virtud  se  les  dió  traslado  de  la  demanda  por  conducto  del  mismo 
Procurador,  contestando  que,  sin  perjuicio  de  ejercitar  á  su  tiempo  la 
acción  de  nulidad  de  la  escritura  que  sirvió  de  título  para  la  ejecución, 
se  adhería  á  la  contestación  dada  por  los  ejecutantes  solicitando  que  se 
declarase  con  las  costas  la  improcedencia  de  las  tercerías  : 

Resultando  que  en  el  escrito  de  réplica,  insistiendo  el  actor  en  su 
demanda,  expresó  que  la  escritura  hipotecaria  de  5  de  Abril  de  1871 
era  nula  por  estar  otorgada  con  fecha  posterior  á  la  á  que  se  habia  re- 
trotraído la  quiebra  ;  y  aunque  se  reconociera  como  válida  solo  podria 
ser  eficaz  en  cuanto  á  los  bienes  radicantes  en  aquel  partido  de  Santan- 
der, únicos  de  que  habia  tomado  razón  en  el  Registro  de  la  propiedad: 
que  de  todos  modos  el  crédito  reclamado  por  las  menores  habia  sido 
reconocido  por  los  mismos  acreedores,  por  cuanto  que  en  el  balance 
qoe  encabeza  el  convenio,  figura  en  el  pasivo  una  nota  que  dice  así: 
«  Se  abona  á-D.  Pedro  Cajigas  Moró  por  perteneciente  á  sus  hijas  por 
hijuela  de  su  madre  400  000  rs. ;  »  concluyendo  por  un  otrosí  con  la 
solicitud  de  que  se  abriese  el  pleito  á  prueba  : 

Resultando  que  el  ejecutante  duplicó  que  no  apareciendo  embarga- 
dos por  los  acreedores  los  bienes,  mal  podía  fundarse  la  tercería  de  do- 
minio, sin  que  tampoco  ta  de  mejor  derecho  pueda  sostenerse  ;  porque 
la  cuestión  está  reducida  á  que  las  menores  presenten  su  crédito  ase- 
arado  con  hipoteca  especial  y  expresa  que  les  diera  la  preferencia  so- 
re  el  de  los  ejecutantes;  y  les  habia  de  ser  indiferente  el  que  el  título 
sea  nulo,  porque  esto  no  les  ha  de  dar  la  preferencia,  y  se  conformó 
con  que  se  recibiera  el  pleito  á  prueba,  en  cuyas  manifestaciones  coin- 
cidió el  Procurador  de  la  Sindicatura,  si  bien  reservándose  su  derecho 
destacar  la  validez  de  la  escritura  de  5  de  Abril  de  1*71  ya  citada: 
Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba  cada  una  de  las  partes 
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practicó  la  que  ásu  derecho  convino  ;  apareciendo  que  Doña  Eugenia 
•Rábugo  aportó  á  su  matrimonio  como  dote  entregada  la  cantidad 
de  160.000  ra.,  recibiendo  posteriormente  como  hijuela  paterna  la  can- 
tidad de  330.393  rs.,  sin  que  á  la  disolución  del  matrimonio  por  la  de- 
función de  aquella  se  hayan  entregado  dichas  cantidades  á  sus  hijas; 
quedando  justificado  asimismo  que  los  ejecutantes  tenian  un  crédito 
hipotecario  otorgado  en  escritura  pública  asegurado  con  varias  fincas 
en  diferentes  partidos;  de  cuya  escritura  sólo  se  ha  tomado  razón  en 
el  Registro  de  la  propiedad  de  Santander,  el  cual  ha  servido  de  título 
para  despachar  la  ejecución,  en  cuyos  autos  recayó  sentencia  de  re- 
mate : 

Resultando  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites,  la  Sala  délo 
civil  de  la  Audiencia  de  Búrgos,  por  sentencia  de  17  de  Enero  de  1876, 
confirmatoria  en  parte  de  la  del  Juez  de  primera  instancia,  declaró  ha- 
ber lugar  á  la  tercería  de  preferente  derecho  interpuesta  por  Doña 
Antonia  Prieto  Labat,  en  nombre  y  representación  de  sus  nietas  las 
menores  Doña  María  de  los  Angeles  y  Doña  María  del  Rosario  de  la 
Vega  Cajigas  Ribago,  respecto  á  la  dote  de  460.000  rs.  que  su  difunta 
madre  Doña  Eugenia  aportó  al  matrimonio  con  el  D.  Pedro,  mandando 
en  su  consecuencia  que  con  el  producto  en  venta  de  los  bienes  embar- 
gados á  éste,  se  haga  pago  á  aquellas  de  la  cantidad  á  que  asciende  la 
expresada  dote,  con  preferencia  á  los  acreedores  ejecutantes  del  mis- 
mo, declarando  asimismo  que  no  há  lugar  á  las  tercerías  de  preferente 
derecho  de  los  parafernales  y  de  dominio  en  cuanto  á  las  joyas  y  efec- 
tos que  bajo  este  concepto  se  reclamaban  á  nombre  de  dichas  menores; 
y  por  último  reservó  á  éstas  los  derechos  de  que  se  creyesen  asistidas, 
relativamente  á  los  citados  bienes  parafernales,  joyas  y  efectos,  á  fin 
de  que  hagan  de  ellos  el  uso  que  estimaren  procedente  en  la  forma  y 
modo  que  mejor  vieren  convenirlas,  sin  hacer  especial  condenación  de 
costas: 

Resultando  que  por  parte  de  las  sociedades  D.  Angel  B.  Pérez  y 
Compañía,  Hijo  de  Porrúa  y  Compañía,  Hijos  de  Pombo  y  D.  Rafael 
Varona  y  Michelena,  en  representación  de  los  acreedores  d<3  la  viuda  de 
Cajigas  é  hijo,  se  interpuso  recurso  de  casación  ante  este  Tribunal  Su- 
premo, alegando  como  motivos: 

1°  Que  según  el  texto  literal  del  art.  23  de  la  ley  Hipotecaria  los 
título?,  mencionados  en  sos  artículos  Io  y  5o  que  no  estén  inscritos  en 
el  Registro  de  la  propiedad  no  podrán  perjudicar  á  tercero,  es  decir, 
que  las  escrituras  dótales  donde  se  ha  justificado  la  constitución  de  la 
otorgada  en  favor  de  Doña  Eugenia  Rábago  y  recibida  por  su  marido 
D.  Pedro  Vega,  no  podia  en  la  actualidad  surtir  efectos  legales  contra 
terceros  interesados,  toda  vez  que  resulta  completamente  justificado  en 
autos  que  ni  la  hipoteca  legal  llegó  á  constituirse  con  arreglo  á  lo 
preceptuado  por  los  artículos  158  y  159  de  la  citada  ley,  ni  por  consi- 
guiente aparece  el  título  inscrito  capaz  de  los  efectos  concedidos  por 
la  Sala  sentenciadora  á  la  referida  aportación  matrimonial,  resultando 
en  su  virtud  desde  aquel  punto  de  vista  la  más  completa  infracción  de 
la  ley  : 

29  Que  por  el  contrario,  cuando  la  Sala  sentenciadora,  prescindiendo 
de  lo  que  se  previene  por  el  siguiente  art.  2  i  de  la  ley  Hipotecaria,  nie- 
ga á  la  escritura  de  obligación  que  sirviera  de  base  al  juicio  ejecutivo 
entablado  por  los  acreedores  de  la  casa  viuda  de  Cajigas  é  hijo,  cuya 
inscripción  en  el  Registro  resulta  en  autos  acreditada,  el  valor  absolu- 
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to  que  se  la  concede  por  la  disposición  ántes  citada,  áun  cuando  se  pre- 
tenda que  surta  sus  efectos  contra  acreedores  singularmente  privile- 

Í iodos  por  la  legislación  común,  la  infringe  desde  luégo,  toda  vez  que 
is  preferencias  declaradas  á  favor  de  las  hijas  de  Doña  Eugenia  Rába- 
go  se  oponen  abiertamente  al  texto  expreso  en  aquel  artículo  de  la  ci- 
tada ley  : 

3°  La  33,  tít.  13,  Partida  5a,  porque  la  Sala  sentenciadora,  haciendo 
caso  omiso  de  sus  esencialísimas  excepciones,  sólo  aplicó  la  ley  en 
cuanto  á  la  prelacion  de  la  dote,  y  los  recurrentes  creen  en  su  virtud 
que  es  otra  no  ménos  importante  infracción  la  que  se  deriva  de  seme- 
jantes apreciaciones,  puesto  que  las  leyes  obligan  á  todas  sus  partes,  y 
no  es  posible  que  se  lleven  á  efecto  en  un  extremo,  contradiciendo  al 
mismo  tiempo  otros  que  merecen  y  que  exigen  el  mismo  interés  en  su 
aplicación  :  que  si  en  virtud  del  primer  período  de  la  invocada  ley  33, 
tít.  i 3,  Partida  3a,  la  Cámara  del  Rey  y  la  dote  de  la  mujer  deben  go- 
zar de  los  eminentes  privilegios,  en  el  segundo  período  de  la  misma 
quedan  limitadas  tan  ventajosas  condiciones  cuando  concurra  en  com- 
petencia  de  un  acreedor  garantizado  con  prenda  ó  hipoteca  especial  y 
expresa,  no  siendo,  por  tanto,  posible  cni3  la  Sala  sentenciadora  pres- 
cindiera de  cuanto  en  los  autos  se  oirecia  á  su  consideración  para 
confirmar  desde  aquel  punto  de  vista  el  fallo  dictado  en  primera  ins- 
tancia : 

Y  4°  Que  también  se  infringe  la  doctrina  legal  nacida  en  el  preám- 
bulo de  la  ley  Hipotecaria,  reflejada  después  en  sus  articulados  y  con- 
firmada seguidamente  por  los  Tribunales  de  justicia,  acerca  del  valor 
único  é  inatacable  de  las  inscripciones  en  el  Registro  de  la  propiedad  y 
la  necesidad  de  concluir  con  las  hipotecas  indeterminadas,  consintién- 
dolas sólo  en  cuanto  lo  exigía  el  principio  de  la  no  retroactividad  de 
la  ley:  que  tan  luégo  la  hipotecaria  vigente  se  publicó,  los  principios 

2uo  ántes  regían  respecto  á  hipotecas  en  general  y  especialmente  tam- 
ien  sobre  las  hipotecas,  sufrieron  la  más  completa  trasformacion ;  las 
hipotecas  generales  y  tácitas  cayeron  ante  la  conveniencia  de  estable- 
cer la  publicidad  y  especialidad  como  principio  absoluto,  dando  para 
ello  la  mayor  importancia  á  la  inscripción  en  el  Registro;  y  la  Sala 
sentenciadora,  ai  interpretar  el  derecho  vigente  afirmando  que  las  hi- 

Sotecas  tácito- generales  no  han  desaparecido,  se  aparta,  infringién- 
olas,  de  las  doctrinas,  no  sólo  generalmente  admitidas,  sino  que  sir- 
vieron de  fundamento  á  la  legislación  vigente  sobre  la  materia  que  ha 
sido  el  objeto  de  la  cuestión  sometida  á  su  conocimiento: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  Ü.  Federico  Guzman: 
Considerando  que  la  ley  Hipotecaria  declaró  subsistentes,  con  arre- 
glo á  la  legiidacion  precedente,  miéntras  duren  las  obligaciones  que 
garanticen  las  hipotecas  generales  anteriores  á  aquella  que  dicha  le- 
gislación establecía,  entre  otras,  la  de  las  mujeres  casadas  sobre  los 
bienes  de  su  marido,  quedando  vigente  el  derecho  antiguo,  conforme 
al  que  la  mujer  casada  tiene  el  privilegio  de  ser  preferida  para  el  pa- 
go de  su  dote  legítimamente  constituida  y  entregada,  lo  mismo  que  sus 
hijos  y  descendientes  legítimos,  á  todo  otro  acreedor  de  su  marido  que 
no  tenga  hipoteca  expresa  anterior,  y  que  no  infringe  por  tanto  la  sen- 
tencia recurrida  la  ley  33,  tit.  13,  Partida  5a,  ni  pudo  infringir  tam- 
poco los  artículos  23,  24,  458  y  1 59  y  doctrina  que  nace  del  preámbu- 
lo de  la  ley  Hipotecaria,  motivos  invocados  en  el  recurso  por  no  ser 
ésta  aplicable  al  caso  de  autos; 
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Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lagar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  las  Sociedades  D.  Angel  B.  Pérez  y 
compañía,  Hijo  de  Porrúa  y  compañía,  hijos  de  Pombo,  y  D.  Rafael 
Varona  y  Michelena,  en  representación  de  los  acreedores  de  la  viuda 
de  Cajigas  é  hijo,  á  quienes  condenamos  en  las  costas:  y  líbrese  la 
correspondiente  certificación  á  la  Audiencia  de  Burgos.  (Sentencia  pu- 
blicada el  1  3  de  Marzo  de  1877,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  8  de  Agosto 
del  mismo  año.) 
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Recurso  de  casación  (13  de  Marzo  de  1877). — Reducción  de 
alimentos  provisionales.  —Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Supremo  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Doña  Ma- 
nuela Puente  y  Gómez  contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de 
la  Audiencia  de  la  Coruña,  en  pleito  con  Doña  Josefa  y  Doña  Cándida 
Gómez;  se  casa  y  anula  la  sentencia,  y  se  resuelve: 

Q  ue  la  sentencia  que  absuelve  de  la  demanda  en  el  juicio  ordi- 
nario que  decide  las  cuestiones  de  alimentos,  Jundándo se  y  dando  fuerza 
de  cosa  juzgada  á  las  providencias  dictadas  en  el  expediente  de  juris- 
dicción voluntaria,  é  incidentes  promovidos  en  el  mismo,  infringe  el 
art.  \USdela  ley  de  Enjuiciamiento  civil  que  dispone  se  sustancien  en 
juicio  ordinario  las  reclamaciones  que  á  consecuencia  de  dicho  expe- 
diente se  promuevan  sobre  el  derecho  á  percibir  alimentos  ó  sobre  su 
entidad. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  13  de  Marzo  de  1877,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nós  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Becerrea"  y  en  la 
Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Coruña  por  Dofla  Manuela  Puente 
y  Gómez  con  Doña  Josefa  y  Doñd  Cándida  Gómez  sobre  reducción  de 
alimentos  provisionales: 

Resultando  que  Doña  Josefa,  Doña  Tomasa  y  Doña  Cándida  Gómez, 
hermanas  de  Doña  Ursula  Gómez,  casada  con  D.  Juan  Lorenzo  López, 
solicitaron  el  26  de  Noviembre  de  1857  en  el  Juzgado  de  primera  ins- 
tancia de  Becerreá  que  se  las  declarase  con  derecho  á  la  percepción  de 
alimentos  provisionales  de  la  fincabilidad  de  su  padre  común  D.  Juan 
Gómez,  en  cuyos  bienes  se  habia  intrusado  D.  Juan  Lorenzo  López, 
sin  que  hubiera  sido  posible  conseguir  se  verificase  la  partición,  por 
más  que  se  habia  promovido  en  el  año  de  1846;  y  que  por  auto  de  la 
Audiencia  de  la  Coruña  de  5  de  Agosto  de  1858  se  señaló  á  cada  una 
de  dichas  hermanas  2  rs.  diarios  de  alimentos,  y  además  á  Doña  Josefa 
y  Doña  Cándida  habitación  como  hasta  entonces,  cocina  y  uso  de 
huerta  preciso  para  su  alimentación  diaria  en  la  casa  patrucial  ínterin 
no  tuviere  efecto  la  partición,  cuyo  importe  satisfaría  por  mensuali- 
dades anticipadas  el  intruso  en  la  fincabilidad  D.  Lorenzo  López,  y  do 


RECURSOS  Y  COMPETENCIAS.  iM 

verificándolo  se  librara  mandamiento  para  e!  embargo  y  venta  de 
bienes: 

Resaltando  qoe  en  93  de  Octubre  de  1860,  D.  Vicente  Nuñez,  c  ,mo 
marido  de  Doña  Vicenta  Puente,  h i j  *  de  Doña  Ursula,  y  apoderado  de 
so  hermana  política  Doña  Manuela  Puente,  solicitó  que  se  declarase 
haber  cesado  la  referida  prestación  de  alimentos  porque  las  tres  her- 
manas habían  aceptado  esta  condición  en  un  convenio  con  los  demás 
interesados,  aprobado  por  la  Audiencia  de  la  Coruña  en  47  de  Diciem- 
bre de  1858;  y  que  sustanciado  este  incidente,  la  misma  Audiencia 
negó  la  petición  de  D.  Vírenle  Nuñez,  mandando  que  miéntras  no  se 
justifícase  haberse  realizado  la  partición  de  D.  Juan  Gómez  conforme 
al  espíritu  del  convenio  ád  Í8  de  Mayo  de  1858,  y  escritura  de  tran- 
sacción de  que  el  mismo  hacia  mérito,  continuase  D.  Juan  Lorenzo 
López  prestando  á  Doña  Josefa,  Doña  Tomasa  y  Doña  Cándida  Gómez 
los  alimentos  que  las  estaban  señalados: 

Resultando  que  las  tres  expresadas  hermanas  solicitaron  liquida- 
ción de  los  alimentos  vencidos  y  no  satisfechos,  y  que  ascendiendo  has- 
ta Junio  de  1866  á  14.232  rs.,  se  mandó  por  auto  de  la  Audiencia  de  la 
Corona  de  25  de  Diciembre  (  asi  dice)  de  dicho  año,  que  no  pagando 
Don  Juan  Lorenzo  dentro  de  cinco  días  continuasen  el  procedimiento 
de  apremio  en  el  estado  que  mantuviese  contra  los  bienes  que  aquel 
poseyera  procedentes  de  la  fincabilidad  de  D.  Juan  Gómez. 

Resultando  que  puestos  á  subasta  los  bienes  embargados,  que  fue- 
ron rematados  por  D.  Francisco  Prieto,  marido  de  Doña  Cándida,  y 
ampliado  el  embargo  á  otras  fincas,  se  promovió  por  Doña  Manuela 
Poente  un  incidente  para  que  se  declarara  que  no  podía  enajenarse 
finca  alguna  de  las  sujetas  á  la  partición,  abonándose  los  alimentos  de 
los  productos  de  los  bienes  hasta  donde  alcanzasen,  y  que  la  Audien- 
cia de  la  Coruña,  por  sentencia  de  4  de  Noviembre  de  1870,  mandó  lle- 
var á  efecto  las  anteriores  disposiciones  sin  alteración  ni  tergiversación 
alguna,  continuándose  pagando  á  las  alimentistas  las  pensiones  que  se 
les  habían  señalado  ;  verificándolo,  caso  de  no  hacerlo  D.  Juan  Loren- 
zo, por  los  bienes  que  éste  administrase  de  la  fincabilidad  de  D.  Juan 
Gómez,  ínterin  no  se  verificase  la  partición  de  los  mismos  : 

Resultando  que  Doña  Manuela  Puente  entabló  la  demanda  objeto 
de  este  pleito,  para  que  se  revocara  la  sentencia  por  la  cual  se  habían 
fijado  alimentos  á  Doña  Josefa  y  Doña  Cándida  Gómez,  declarando  que 
no  habia  logar  á  continuar  en  su  prestación,  condenando  á  las  alimen- 
tistas á  la  devolución  del  exceso  que  pudiera  haber,  teniendo  en  con- 
sideración su  legítima  y  lo  que  percibieron,  y  cuando  á  éste  no  se  ac- 
cediera, que  se  redujeran  los  indicados  alimentos  atendiendo  á  la  mer- 
ma que  habia  experimentado  el  caudal  hereditario  y  á  lo  que  estaba 
disfrutando  alguna  de  las  demandadas,  alegando  en  apoyo  de  su  de- 
manda, que  cabía  la  reclamación  contra  los  alimentos  provisionales  de- 
clarados en  acto  de  jurisdicción  voluntaria,  y  tenú  derecho  á  ejerci- 
tarla como  heredero  de  la  perjudicada  Doña  Ursula  Gómez  :  que  sien- 
do el  marido  el  primer  obligado  á  alimentar  á  su  mujer,  los  parientes 
no  teuian  el  deber  de  cumplir  con  tal  obligación  y  las  demandadas  no 
se  hallaban  en  aquel  caso;  y  que  Doña  Cándida  Gómez  poseía  una  fin- 
ca en  virtud  de  transacción,  lo  cual  producía  innovación  de  los  ali- 
mentos : 

Resultando  que  Doña  Josefa  y  Doña  Cándida  Gómez  impugnaron  la 
-demanda,  sosteniendo  que  Doña  Manuela  Puente  no  tenía  personalidad 
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para  proponerla  á  niénos  por  sí  sola,  porque  no  estaba  condenada  di- 
rectamente á  prestar  los  alimentos  sino  Ü.  Lorenzo  López  y  su  mujer 
Doña  Ursula  Gómez,  intrusos  y  apoderados  de  la  herencia  de  D.  Juan 
Gómez:  que  los  alimentos  se  hallaban  demasiado  reducidos  puesto  que 
habiéndoselas  concedido  además  de  los  2  rs.  diarios,  habitación,  coci- 
na y  huerta,  nada  de  esto  aprovechaban  desde  el  año  de  1862  :  que  el 
caudal  hereditario  era  el  mismo,  pues  áun  cuando  se  vendieron  varios 
bienes  para  pago  de  alimentos,  no  eran  baja  de  aquel  sino  del  haber 
especial  de  D.  Lorenzo  y  su  mujer :  que  no  obstaba  á  la  percepción  de 
alimentos,  el  que  hubiera  transigido  la  otra  alimentista  Doña  Tomasa 
Gómez;  y  que  áun  cuando  hubieran  contraído  matrimonio  necesitaban 
de  los  a  f  nentos  para  su  subsistencia,  produciendo  el  caudal  de  Don 
Juan  G^mez  para  satisfacerlos  : 

Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes,  y  sustanciado 
el  juicio  en  dos  instancias  dictó  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la 
Coruña  en  30  de  Noviembre  de  1875  sentencia  revocatoria  absolviendo 
á  Doña  Josefa  y  Doña  Cándida  Gómez  «le  la  demanda,  y  condenando  á. 
Doña  Manuela  Puente  en  las  costas  de  la  segunda  instancia: 

Resultando  que  el  demandante  interpuso  recurso  de  casación  por 
haberse  infringido  á  su  juicio: 

1°  Al  estimar  la  sentencia  que  tenía  el  carácter  de  cosa  juzgada  y 
la  eficacia  propia  de  ésta,  decisiones  dictadas  en  incidentes  del  juicio 
voluntario  de  alimentos,  el  art.  1218  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
y  la  doctrina  sentada  en  armonía  con  él  en  las  sentencias  de  este  Su- 
premo Tribunal,  entre  otras,  de  26  de  Febrero  de  1859,  16  de  Octubre 
de  1860,  2 i  de  Diciembre  de  1868  y  30  de  Noviembre  de  1869;  porque 
al  establecerse  en  dicho  artículo  que  las  reclamaciones  sobre  el  dere- 
cho á  percibir  los  alimentos  y  sobre  su  entidad,  han  de  reservarse  para 
el  juicio  ordinario,  claro  es  que  determina  que  para  la  decisión  de  éste 
no  han  de  ser  obstáculo  las  resoluciones  dictadas  en  el  expediente  de 
jurisdicción  voluntaria,  y  mucho  niénos  las  pronunciadas  en  inciden- 
tes del  mismo,  sino  que  por  el  contrario,  en  semejantes  decisiones  han 
de  apreciarse  los  datos  de  hecho  y  de  derecho  aducidos  en  el  mismo 
juicio  ordinario,  y  porque  en  las  sentencias  citadas,  ya  se  califican  como 
en  la  primera  de  variables  y  modiíicables  las  decisiones  de  jurisdicción 
voluntaria  en  materia  de  alimentos,  ya  como  en  la  segunda  y  tercera 
se  establece  expresamente  que  después  de  las  actuaciones  de  jurisdic- 
ción voluntaria  cabe  el  juicio  ordinario,  en  el  cual  es  evidente  que  ha 
de  fallarse  sin  que  constituya  el  obstáculo  de  cosa  juzgada  lo  resuelto 
en  el  expediente  de  jurisdicción  voluntaria,  coufirmándolo  lo  que  apa- 
recía de  la  última  de  las  mencionadas  sentencias,  que  se  referia  preci- 
samente á  un  juicio  ordinario  en  el  cual  se  dejaron  sin  efecto,  y  en  vis- 
ta de  los  datos  allí  allegados,  los  alimentos  provisionales  ántes  concedi- 
dos en  actuaciones  de  jurisdicción  voluntaria: 

Y  2o  Al  imponer  las  costas  al  recurrente  habiendo  apelado  ambos 
litigantes  y  revocado  la  sentencia  de  vista  el  fallo  del  inferior,  la  ley  2a, 
título  19,  libro  M  de  la  Novísima  Recopilación,  aplicable  á  las  costas 
en  la  Superioridad,  según  tenía  declarado  con  repetición  este  Supremo 
Tribunal,  porque  en  los  fallos  revocatorios  no  cabe  imponer  las  costas 
de  la  alzada;  pues  considerando  el  punto  con  relación  á  las  demandas 
que  obtuvieron  resultado  más  favorable  en  la  segunda  instancia  que 
en  la  primera,  dice  la  ley  que  si  se  mejora  el  juicio  ninguna  de  las  par- 
tes no  dé  costas  á  la  otra  ;  y  si  se  consideraba  con  relación  á  la  recur- 
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Tente,  sólo  cabria  esa  imposición  porque  se  estimaba  en  la  ejecutoria 
que  se  alzó  sin  derecho  en  el  caso  de  confirmarse  el  fallo,  que  era  el 
opuesto  á  revocarlo,  puesto  que  sólo  en  aquel  era  en  el  que  la  ley  de- 
cía, dé  las  costas  á  la  oirá  parte  que  rescibió  el  juicio: 
Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Hilario  de  Igon: 
Considerando  que  la  sentencia  recurrida,  al  absolver  de  la  deman- 
da del  juicio  ordinario  que  decide,  fundándose  en  las  providencias  dic- 
tadas cu  el  expediente  de  alimentos  é  incidentes  promovidos  en  el 
misino  y  dándolas  la  fuerza  de  cosa  juzgada,  infringe  el  art.  12 18  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil  citado  en  apoyo  del  recurso,  que  dispone 
se  sustancien  en  juicio  ordinario  las  reclamaciones  que  á  consecuencia 
del  expediente  dn  jurisdicción  voluntaria  se  promuevan  sobre  el  dere- 
cho á  percibir  alimentos  0 sobro  su  entidad; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recur- 
so de  casación  interpuesto  por  Doña  Manuela  Puente  y  Gómez,  y  en 
su  consecuencia  casamos  y  anulamos  la  sentencia  que  en  30  de  No- 
viembre de  I875  dictó  la  Sala  de  lo  civil  de  ta  Audiencia  de  la  Coruña, 
á  la  que  se  libre  órden  para  la  remisión  de  los  autos. —-(Sentencia  pu- 
blicada el  13  de  Marzo  de  1877,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  8  de  Agosto 
del  mismo  año.) 
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Recurso  de  casación  (U  de  Mano  de  I  8 7 7  .  —  Pago  de  una 
renta  for al.  —  Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo 
no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Juan  Esté- 
ban  de  Temes  contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia de  la  Coruña,  en  pleito  con  Doña  Dolores  Fernandez  Yebra,  y 
se  resuelve : 

Io  Que  si  la  sentencia  ¡al  absolver  de  la  demanda  resolviéndola 
cuestión  planteada  y  discutida  en  el  pleito  por  las  partes,  no  se  fun- 
da exclusivamente  en  una  excepción  no  alegada  por  el  demandado ,  no 
infringe  la  ley  ii,  tit.  46,  Partida  3a : 

2o  Que  si  dicha  sentencia  no  ha  desconocido  ni  negado  el  valor  y  efi- 
cacia del  contrato  celebrado  por  el  demandante  y  el  padre  de  la  deman- 
dada, sino  que  examinando  los  términos  en  que  se  halla  concebido  y  las 
pruebas  que  las  partes  han  suministrado  acerca  de  lo  que  los  contra- 
yentes se  propusieron  estipular  y  estipularon ,  deduce  de  todo  ello  que 
no  tenía  la  significación  y  alcance  que  el  demandante  pretende  darle,  no 
infringe  la  ley  del  contrato ,  ni  la  doctrina  sentada  por  el  Tribunal 
Supremo  en  la  materia  ; 

Y  3o  Que  prestándose  un  contrato  á  diversas  interpretaciones ,  es 
preciso  para  la  casación  que  se  demuestre  que  la  que  le  ha  dado  la  sen- 
tencia impugnada  es  la  que  más  se  aparta  de  la  verdad. 
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En  ta  villa  y  corte  de  Madrid,  á  14  de  Marzo  de  1877,  en  el  pleito 

f tendiente  ante  Nós  en  virtud  del  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ey,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Ribadavia  y  en  la 
Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Coruña  por  D.  Juan  Estéban  de 
Temes  y  Albiz  con  Doña  Dolores  Fernandez  Yebra,  como  heredera  de 
su  padre  D.  Juan  Fernandez  Várela,  representada  por  su  marido  Don 
Manuel  Cerecedo,  sobre  pago  de  una  renta  foral: 

Resultando  que  con  fecha  en  la  casa  grande  de  Rioboo  á  23  de  Di- 
ciembre de  1870.  Armó  un  documento  privado  D.  Juan  Estéban  de  Te- 
mes y  Albiz,  dueño  de  la  misma,  en  el  que  dijo  que  por  consecuencia 
de  la  grave  enfermedad  de  D.  Juan  Fernandez  Várela,  su  apoderado  y 
administrador  de  dicha  casa  y  de  las  de  Souto,  Madarnás  y  Villaseco, 
y  á  solicitud  del  mismo,  le  habia  relevado  de  dicho  cargo  y  represen- 
tación, ocupándose  por  consiguiente  del  arreglo  de  todo  lo  pertene- 
ciente al  período  de  la  citada  administración  ;  mas  como  por  conse- 
cuencia de  sus  largos  padecimientos  y  gravedad  actual  no  fuese  posi- 
ble al  expresndo  Fernandez  Várela  rendir  una  cuenta  circunstanciada 
y  como  desearía,  en  la  que  recayese  el  oportuno  finiquito,  de  acuerdo 
con  aquel  y  con  la  cooperación  de  U.  Manuel  Cerecedo,  hijo  político  del 
Fernandez,  y  D.  Darío  Falcon,  actunl  apoderado,  habia  examinado  los 
memoriales  cobradores,  libretas  y  demás  documentos  de  cargo  y  data 
que  se  le  habian  presentado,  formando  con  ellos  un  prudente  cálcu- 
lo del  estado  de  sus  intereses,  resultando  de  aquel  saldos  de  insignifi- 
cante importancia  :  que  en  su  consecuencia,  practicado  el  oportuno  in- 
ventario de  efectos,  frutos  y  semovientes,  y  descrito  á  cada  uno  lo  que 
era  de  su  pertenencia,  hecho  cargo  también  de  los  memoriales  cobrado- 
res en  que  se  hallaban  consignados  los  débitos  á  favor  del  dominio,  asi 
co'mo  del  metálico  existente  en  la  parte  que  se  graduó  corresponder 
respectivamente  ;  y  transigidas  por  el  mismo  Temes  cuantas  dificulta- 
des se  habían  ofrecido,  no  sólo  en  obsequio  de  la  tranquilidad  del  ex- 
presado Fernandez  y  justa  consideración  á  su  estado,  sino  también  en 
el  de  la  buena  correspondencia  habida  constantemente  entre  poder- 
dante y  apoderado,  el  mismo  Temes  otorgaba  aquel  documento  en  sus- 
titución del  finiquito  que  debiera  recaer  en  las  cuentas  oue  Fernandez 
hubiese  presentado  á  serle  posible,  y  declaraba  terminado  su  período 
de  administración  y  como  saldadas  todas  las  cuentas  que  pudieran  ha- 
berse producido,  asi  como  sin  responsabilidad  Temes  de  los  créditos 
que,  procedentes  de  la  dicha  administración  y  durante  el  período  de  la 
misma,  le  fuesen  reclamados  desde  esta  fecha.  Enterado  y  hecho  car- 
go D.  Juan  Fernandez  Várela  de  lo  relacionado,  acoge  en  todas  sus 
partes  su  contenido,  acepta  la  responsabilidad  de  los  créditos  arriba  ci- 
tados, y  recibe  con  satisfacción  este  documento  como  finiquito  de  su 
administración,  sin  que  haya  por  consiguiente  lugar  á  mutuas  recla- 
maciones de  ningún  género  ;  firmando  Temes  y  Fernandez  dos  escri- 
tos de  un  mismo  tenor  para  su  respectiva  seguridad,  con  los  testigos 
Don  Javier  Millan  y  D.  Felipe  Várela  : 

Resultando  que  en  9  de  Enero  de  1875  entabló  D.  Juan  Estéban  de 
Temes  y  Albiz  la  demanda  objeto  de  este  pleito  que  dirigió  contra 
Doña  Dolores  Fernandez  Yebra  en  concepto  de  heredera  de  su  padre 
Don  Juan  Fernandez  Várela,  alegando  que  por  el  contrato  méncionado 
de  liquidación  de  cuentas  quedó  Fernandez  responsable  de  todos  los 
créditos  del  período  de  su  administración  que  fuesen  reclamados  en  lo 
sucesivo  :  que  los  herederos  del  Conde  de  Ribadavia  reclamaban  al  de- 
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mandante  4.63)  pesetas  50  eén timos ,  que  importaba  la  renta  de 
I.OUOrs.  anuales,  á  contar  desde  el  de  1854,  de  cuya  pensión  nadie 
como  dieho  antiguo  administrador  tenia  conocimiento  verdadero;  y 
que  requerida  para  su  pago  Doña  Dokres  Fernandez  Yebra,  como  he- 
redera de  su  padre,  se  había  negado á  verificarlo  ;  y  ejercitando  en  su 
virtud  la  acción  personal,  pidió  se  condenase  á  Doña  Dolores  Fernan- 
dez en  el  indicado  concepto,  á  responder  del  crédito  que  reclamaban 
los  herederos  mencionados  del  Conde  de  Ribadavia  : 

Resultando  que  Doña  Dolores  Fernandez  Yebra,  representada  por 
su  marido  D.  Manuel  Cerecedo,  impugnó  la  demanda  sosteniendo  que 
no  podia  darse  á  la  liquidación  referida  la  inteligencia  que  se  preten- 
día, pues  los  créditos  que  aceptó  Fernandez  fueron  los  que  hubiera 
contraído  como  tal  administrador  para  atender  al  gobierno  y  desem- 
peño de  la  administración ,  la  eual  se  declaró  terminada  y  saldadas  to- 
das las  cuentas  que  pudiesen  haberse  producido: 

Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes  dictó  sentencia 
el  Juez  de  primera  instancia,  y  qne  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
de  Ih  Cor  uña  la  revocó  en  28  de  Enero  de  187«,  absolviendo  de  la  de- 
manda á  D.  Manuel  Cerecedo  como  marido  de  Doña  Dolores  Fer- 
nandez: 

Hesultando  que  el  demandante  interpuso  recurso  de  casación  por 
haberse  infringido  á  su  juicio  : 

Io  La  ley  16,  tít.  21  de  la  Partida  3a,  porque  la  sentencia  establecía 
la  razón  de  su  fallo,  fuera  de  las  pretensiones  de  las  partes,  fundándose 
en  una  excepción  no  alegada  por  el  demandado,  quien  ántes  por  el 
contrario  confesaba  que  su  causa-habiente  tenía  conocimiento  de  la 
pensión  foral  que  se  cxigia  hoy  á  la  casa  de  Rioboo  por  los  descendien- 
tes del  Conde  de  Ribadavia,  añadiendo  que  también  era  conocida  al 
que  representó  D.  Juan  Estéban  Temes,  que  hoy  se  veia  demandado: 

2o  La  ley  del  contrato  y  la  doctrina  establecida  por  este  Supremo 
Tribunal  en  sus  decisiones  de  15  y  19  de  Enero  de  1866,  entre  otras, 
porque  el  contrato  aquí  en  cuestión  tenía  el  carácter  de  finiquito  de 
cuentas  con  la  condición  de  responsabilidad  para  el  administrador  por 
el  tiempo  de  su  administración,  según  la  voluntad  de  las  partes  con- 
tratantes consignada  en  el  documento  privado  de  23  de  Diciembre 
de  1870,  donde  expresamente  se  estipuló  que  la  exención  de  responsa- 
bilidad para  Temes  de  toda  duda  que  pudiera  resultar  dentro  del  pe- 
riodo de  dichas  cuentas  y  su  cargo  al  administrador  cuentadante  eran 
condiciones  sine  qua  non  del  finiquito,  y  siendo  las  palabras  en  que  esta 
estipulación  estaba  expresada,  tan  claras  de  suyo  para  dar  la  verda- 
dera inteligencia  de  la  voluntad  y  objeto  de  las  partes  que  en  el  con- 
trato intervenían,  á  ellas  habia  que  atenerse,  según  la  doctrina  tam- 
bién infringida  establecida  por  este  Supremo  Tribunal  en  sentencia  de 
8  de  Junio  de  1866: 

Y  3o  El  axioma  jurídico  ubi  lex  non  distinguit  nec  nos  distinguere 
debemus,  y  las  reglas  de  interpretación  prescritas  por  la  ley  2a,  títu- 
lo 33,  partida  7a,  pues  la  sentencia  habia  hecho  distinción  de  créditos, 
cuando  el  convenio  de  23  de  Diciembre  de  1870  no  distinguía  ni  clasi- 
ficaba por  su  procedencia ,  sino  que  se  refería  indistinta  y  general- 
mente á  todas  las  deudas  que  pudieran  resultar  contra  la  administra- 
ción de  los  bienes  de  D.  Estéban  de  Temes  por  el  tiempo  que  la  ejerció 
Don  Juan  Fernandez  Várela;  siendo  este  y  no  otro  el  entendimiento 
más  acercado  á  la  verdad ,  que  según  la  citada  ley  de  Partida  debia 


Digitized  by  Google 


456  JURISPRUDENCIA  CIVIL.  ' 

dar  al  juzgador  el  criterio  racional  y  legal  para  decidir  la  cuestión  de 
este  pleito: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Joaquín  Ruiz  Cañábate: 
Considerando  que  la  sentencia,  al  pronunciar  la  absolución  de  la 
demanda ,  ha  resuelto  la  cuestión  planteada  y  discutida  en  el  pleito 
por  las  partes  ,  sin  que  se  funde  exclusivamente,  como  supone  el  re- 
currente, en  una  excepción  no  alegada  por  el  demandado,  por  lo  que 
no  ha  sido  infringida  la  ley  22,  título  16  de  la  Partida  3'  citada  en  el 
primer  motivo: 

Considerando  que  tampoco  lo  ha  sido  la  ley  del  contrato,  ni  las 
doctrinas  establecidas  en  las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  que 
se  alegan  en  el  segundo  motivo,  porque  la  dictada  en  estos  autos  por 
la  Audiencia  de  la  Coruña  no  ha  desconocido  ni  negado  el  valor  y  efi- 
cacia del  celebrado  en  23  de  Diciembre  de  1870  por  D.  Juan  Estéban 
Temes  y  D.  Juan  Fernandez  Várela  ,  sino  que  examinando  los  términos 
en  que  se  halla  concebido  y  las  pruebas  que  las  partes  han  suminis- 
trado acerca  de  lo  que  los  contrayentes  se  propusieron  estipular  y  es- 
tipularon ,  ha  deducido  de  to<io  ello  que  no  tenía  la  significación  y  al- 
cance que  el  demandante  pretende  darle  : 

Considerando  que  prestándose  el  referido  contrato  á  diversas  in- 
terpretaciones era  preciso  que  se  demostrara,  lo  cual  no  se  ha  hecho, 
que  la  que  le  hadado  la  sentencia  impugnada  era  la  que  más  se  apar- 
taba de  la  verdad  ,  por  lo  que  no  ha  quebrantado  el  principio  jurídico 
ni  las  reglas  establecidas  en  la  ley  2a,  tit.  33  de  la  Partida  3a  que  se 
citan  en  el  motivo  3o; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y,  declaramos  no  haber  lugar  al  re* 
curso  de  casación  interpuesto  por  D.  Juan  Estéban  de  Temes  y  A. luz, 
á  quien  condenamos  en  las  costas  ;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  la  Co- 
ruña la  certificación  correspondiente,  con  devolución  del  documento 
que  ha  remitido. —  (Sentencia  publicada  elHde  Marzo  de  1877,  é  in- 
serta en  la  Gaceta  de  8  de  Agosto  del  mismo  año.) 


Recurso  de  casación  (  \í  de  Marzo  de  1877).—  Mejor  derecho 
A  los  bienes  de  una  capellanía. — Se  declara  por  la  Sala  primera  del 
Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  Alonso  Cañamero  Collado  contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  Cáceres,  en  pleito  con  D.  Bartolomé  Chamorro 
y  el  Ministerio  fiscal,  y  se  resuelve : 

Io  Que  los  bienes  de  las  capellanías  colativas  á  cuyo  goce  están  lla- 
madasdertas  y  determinadas  familias ,  deben  adjudicarse  á  los  indi- 
viduos de  ellas  en  quienes  concurra  la  circunstancia  de  preferente  pa- 
rentesco, según  los  llamamientos  ;  pero  sin  diferencia  de  sexo,  edad, 
condición  ni  estado,  conforme  se  previene  por  el  art.  Io  de  la  ley  de 
id  de  Agosto  de  1841  : 

2o  Que  si  el  fundador  de  una  capellanía  no  llamo'  á  su  obtención,  con 
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preferencia  de  líneas,  á  los  descendientes  de  sus  tíos  paternos  y  mater- 
nos, sino  al  que  de  ellos  reuniese  la  circunstancia  de  Sacerdote,  al 
adjudicar  la  sentencia  los  bienes  al  pariente  más  inmediato  del  funda- 
dor, no  infringe  el  arl.  2o  de  la  mencionada  ley  ni  en  su  primera  ni  en 
su  segunda  parte  ; 

Y  3o  Que  tampoco  se  infringe  la  voluntad  del  fundador  ni  las 
leyes 5*  Jf  9*,  til.  17,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  sobre  que 
en  materia  sucesoria  la  línea  es  preferente  al  grado,  porque  no  ha- 
biendo línea  preamada,  y  refiriéndose  las  expresadas  leyes  á  vínculos 
y  patronatos  civiles  no  pueden  aplicarse  á  capellanías  colativas,  cuyos 
bienes  se  adjudican  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  leyes  especiales. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  14  de  Marzo  de  1877,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Trujíllo  y  en  la 
Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Cáceres  por  D.  Bartolomé  Díaz 
Bohoyo,  Alonso  Cañamero  Collado,  D.  Bartolomé  Chamorro  Valares 
como  marido  de  Dona  Manuela  Carrasco  Terrones  y  el  Ministerio  fiscal 
sobre  mejor  derecho  á  la  propiedad  de  los  bienes  de  la  capellanía  fun- 
dada por  el  Doctor  D.  Juan  García  Cañamero  : 

Resultando  que  el  Doctor  D.  Juan  García  Cañamero,  Canónigo  de 
la  santa  iglesia  catedral  de  Plasencia,  otorgó  testamento  en  dicha  ciu- 
dad á  30  de  Noviembre  de  1 596,  por  el  que  mandó  á  su  sobrina  María 
Blazquez,  hija  de  su  hermano  Salvador  Sánchez  Cañamero,  las  casas 
que  tenia  en  el  lugar  de  Meajadas,  y  otros  bienes  de  que  hizo  mérito, 
pero  con  la  obligación  de  que  ni  ella  ni  sucesor  alguno  los  pudiera 
vender,  trocar  ni  enajenar,  llevando  solamente  el  usufructo  de  ellos,  y 
después  de  sus  dias,  sucedieran  en  los  dichos  bienes  de  la  misma  ma- 
nera todos  los  llamados  en  aquel  testamento,  que  eran  el  hijo  mayor 
legítimo  de  la  dicha  María  Blazquez,  y  en  defecto  de  varón  la  hija 
mayor  legítima ;  y  así  se  fuera  sucediendo  en  los  dichos  bienes  y 
vínculo,  de  mayor  en  mayor  conforme  á  la  ley  de  Toro,  por  los  descen- 
dientes legítimos  de  la  dicha  su  sobrina,  sucediendo  hembra  y  en  de- 
fecto (le  varón  y  entrando  la  sucesión  en  una  línea  si  en  ella  no  hu- 
biese varón,  sucediera  hembra  aunque  en  otra  línea  hubiera  varón, 
porque  después  que  entrase  la  sucesión  en  una  línea  no  habia  de  salir 
de  ella  sino  fallando  la  descendencia  de  aquella  línea,  y  habiendo 
dos  en  igual  grado,  sucediera  el  mayor  en  edad  excluyendo  á  todas 
las  hembras  aunque  estuviesen  en  grado  más  cercano,  y  no  habiendo 
varón  legítimo  de  la  dicha  descendencia,  sucediera  la  hembra  legítima 
más  propincua,  y  habiendo  dos  en  igual  grado  sucediera  la  mayor  en 
edad  ,  y  así  se  volviera  á  hacer  y  continuar  esta  línea  :  para  el  caso 
que  faltase  la  descendencia  de  dicha  su  sobrina,  dispuso  que  se  hiciera 
una  capellanía  con  carga  de  tres  misas  cada  semana  por  su  alma  y  la 
de  sus  padres  y  parientes,  nombrando  por  patrono  de  ella  al  curador 
antiguo  y  Regidor  más  antiguo  en  sus  oficios  de  dicho  lugar  de  Meaja- 
das  que  por  tiempo  fuesen,  los  cuales  estarían  obligados  á  presentar  á 
la  dicha  capellanía,  siempre  que  vacase,  Clérigo  ó  Presbítero  deudo 
del  fundador  si  le  hubiese  de  la  descendencia  de  Tomé  Hernández  Ca- 
ñamero, Catalina  García,  María  García,  hermanos  que  fueron  de  su 
padre  Juan  García  Cañamero,  ó  de  la  descendencia  de  Juan  Gómez, 
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Catalina  Gómez,  Juana  Gómez,  Ana  Gómez,  Mencía  Gómez,  hermanas 
de  su  madre  María  Blazquez,  prefiriendo  siempre  el  deudo  suyo  Sacer- 
dote de  las  dichas  líneas  y  descendencias  que  fuera  Cura  en  el  lugar 
de  Meajadas:  y  que  por  último,  dispuso  que  en  un  libro  grande  que  ha- 
bría en  el  archivo,  se  pusieran  todos  los  descendientes  de  su  sobrina 
María  Blazquez,  así  los  q*)e  hubiese  al  tiempo  de  su  muerte  como  los 
que  después  fuesen  procediendo  del  mismo  matrimonio;  y  lo  mismo  se 
hiciera  de  las  descendencias  de  los  hermanos  de  su  padre  y  de  su  ma- 
dre, para  que  sin  otra  información  más  que  el  dicho  libro,  supieran  los 
patronos  las  personas  que  eran  de  las  dichas  descendencias  y  el  grado 
en  que  estaba  cada  una  : 

Resultando  que  en  25  de  Marzo  de  1625  los  patronos  de  las  memo- 
rias fundadas  por  el  Doctor  D.  Juan  García  Cañamero,  en  cumplimiento 
de  lo  dispuesto  en  su  testamento,  pusieron  por  memoria  todas  las  des- 
cendencias de  su  sobrina  María  Blazquez  y  de  los  hermanos  y  herma- 
nas de  los  padres  del  testador,  dejando  muchas  hojas  en  blanco  en  me- 
dio de  cada  descendencia  para  que  en  ellas  se  fueran  poniendo  los  des- 
cendientes de  cada  una;  habiéndose  colocado  en  segundo  tugarla 
descendencia  de  Mencía  Gómez,  llamada  en  este  orden,  agregándose 
en  20  de  Julio  de  1733  los  descendientes  de  la  misma  : 

Resultando  que  instruido  expediente  ante  el  delegado  para  el  arre- 
glo de  capellanías  en  la  diócesis  de  Plasencia,  sobre  declaración  de 
renta  conmutable  y  mejor  derecho  á  conmutar  las  rentas  de  la  cape- 
llanía colativa  y  familiar,  ántes  obra  pia  fundado  en  la  parroquia  de 
Meaj.idas  por  el  Doctor  D.  Juan  García  Cañamero,  en  el  que  se  mostra- 
ron opositores  D.  Bartolomé  Antonio  Carrasco,  D.  Félix  Bote  y  Masa, 
Alonso  Cañamero,  D.  Bartolomé  Chamorro  Valares,  como  marido  de 
Doña  Manuela  Carrasco  Terrones,  y  otros,  se  proveyó  auto  por  dicho 
Juez  delegado  en  20  de  Julio  de  4  871,  por  el  que  declaró  subsistente 
la  capellanía  y  el  mejor  derecho  que  pa  a  conmutar  sus  rentas  asistía 
á  Alonso  Cañamero,  vecino  de  Meajadas,  como  de  línea  preferente  y 
grado  más  próximo  de  parentesco  entre  los  opositores  presentados. 

Resultando  que  D.  Bartolomé  Chamorro  y  Valares,  como  marido  de 
Doña  Manuela  Carrasco  y  Terrones,  entabló  demanda  en  20  de  Enero 
de  1872,  para  que  se  declarase  á  su  favor  el  mejor  derecho  á  los  bienes 
de  la  capellanía  fundada  por  el  Doctor  D.  Juan  García  Cañamero,  por 
concurrir  en  ella  la  circunstancia  de  mayor  proximidad  de  parentesco 
con  el  fundador,  como  descendíante  por  línea  directa  de  su  tía  mater- 
na Mencía  Gómez,  una  de  las  cabezas  de  línea  llamada  por  aquel: 

Resultando  que  D.  Bartolomé  Diaz  Bohoyo  compareció  en  los  autos 
coadyuvando  la  acción  de  los  demandantes  y  reproduciendo  sus  alega- 
ciones y  solicitud,  fundado  en  que  tenía  igual  derecho  que  Doña  Ma- 
nuela Carrasco  Terrones  por  descender  de  la  misma  cabeza  de  líuea 
que  ésta,  y  hallarse  en  igual  grado  de  parentesco  con  el  fundador: 

Resultando  que  Alonso  Cañamero  impugnó  la  demanda  y  adhesión, 
solicitando  que  se  declarase  su  mejor  derecho  á  los  bienes  de  la  cape- 
llanía, fundado  esencialmente  en  que  trayendo  causa  directa  de  Tomé 
Hernández  Cañamero,  tio  paterno  del  fundador  y  cabeza  de  línea 
preamada  y  llamada  en  primer  término  á  su  disfrute,  concurría  en  él 
mejor  derecho  que  en  los  actores  como  individuo  de  una  descendencia 
preferida: 

Resultando  que  separado  del  juicio  D.  Bartolomé  Chamorro,  que  se 
ha  sustanciado  únicamente  entre  Bartolomé  Diaz  Bohoyo  como  deman- 
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danto  y  Alonso  Cañamero,  como  demandado,  suministrada  por  uno  y 
otro  prueba,  dictó  sentencia  el  Juez  de  primera  instancia  y  que  la  Sala 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Cáceres  la  revocó  en  9  de  Noviembre  de 
1875,  adjudicando  como  libres  los  bienes  dótales  de  la  citada  capella- 
nía á  Bartolomé  Diaz  Bohoyo,  en  quien  concurria  la  circunstancia  d© 
más  próximo  parentesco  con  el  fundador,  entendiéndose  esta  adjudi- 
cación con  derecho  á  la  conmutación  de  sus  rentas,  y  con  la  obligación 
de  cumplir  las  cargas  que  la  afecten,  sin  perjuicio  de  tercero  de  igual 
ó  mejor  derecho. 

Resultando  que  Alonso  Cañamero  Collado  interpuso  recurso  de  ca- 
sación por  haberse  infringido  á  su  juicio: 

.  Io  La  primera  parte  del  art.  2o  de  la  ley  de  19  de  Agosto  de  4 34 1 . 
que  para  la  adjudicación  de  los  bienes  de  capellanías  colativas,  ordena 
sean  preferidos  los  parientes  que  con  arreglo  á  la  fundación  sean  de 
mejor  línea,  y  entre  los  de  ésta,  á  aquel  ó  aquellos  que  fueren  de  grado 
preferente;  toda  vez  que  se  había  dado  la  preferencia  al  grado  exclu- 

Í rendo  al  pariente  de  mejor  línea,  cual  lo  era  la  designada  en  primer 
ugar  por  el  fundador: 

Y  2°  La  voluntad  del  fundador  que  es  la  ley  suprema  del  caso;  las 
leyes  5a  y  9a,  tít.  17,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  que  orde- 
na se  suceda  por  representación  en  los  patronazgos  y  demás  vincula* 
ciones;  la  doctrina  legal  que  de  ella  se  deduce  de  que  la  línea  es  pre- 
ferida al  grado  de  parentesco,  y  también  la  de  que  cuando  el  funda- 
dor designa  á  varias  personas  como  cabezas  de  linea,  debe  ser  preferi- 
da la  que  coloca  en  primer  lugar  si  expresamente  no  se  ha  dispuesto 
otra  cosa,  infracciones  que  se  habían  cometido  en  la  sentencia  al  de- 
clarar, atendido  tan  sólo  al  grado  de  parentesco,  preferente  el  derecho 
de  Diaz  Bohoyo,  que  pertenecía  á  la  línea  designada  por  el  fundador 
en  último  lugar  sobre  el  que  invocaba  el  recurrente  que  descendía  del 
llamado  en  primero,  y  era  por  tanto  de  mejor  línea: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Fermín  de  Muro: 
Considerando  que  los  bienes  de  las  capellanías  colativas  á  cuyo  goce 
están  llamadas  ciertas  y  determinadas  familias,  deben  adjudicarse  á  los 
individuos  de  ellas  en  quienes  concurra  la  circuntancia  de  preferente 
parentesco  según  los  llamamientos;  pero  sin  diferencia  de  sexo,  edad, 
condición  ni  estado,  conforme  se  previene  por  el  art.  Io  de  la  ley  de  19 
de  Agosto  de  1841 : 

Considerando  que  el  fundador  de  la  capellanía  de  cuyos  bienes  se 
trata,  no  llamó  á  su  obtención  con  preferencia  de  líneas  á  los  descen- 
dientes de  sus  tios  paternos  y  maternos,  sino  al  quede  ellos  reuniese  la 
circunstancia  de  Sacerdote,  por  lo  que  al  adjudicar  la  sentencia  los 
bienes  al  pariente  más  inmediato  del  fundador  no  infringe  el  art.  2o  de 
la  mencionada  ley  ni  en  su  primera  ni  en  su  segunda  parte: 

Considerando  que  tampoco  se  infringe  la  voluntad  del  fundador, 
ni  las  leyes  5a  y  9a,  tít.  17,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  que 
se  citan  en  el  segundo  motivo,  sobre  que  en  materia  sucesoria  la  linea 
es  preferente  el  grado,  porque  no  habiendo  línea  preamada,  y  refirién- 
dose las  expresadas  leyes  á  vínculos  y  patronatos  civiles  no  pueden 
aplicarse  á  capellanías  colativas,  cuyos  bienes  se  adjudican  en  virtud 
de  lo  dispuesto  en  leyes  especiales;  ' 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  Alonso  Cañamero  Collado,  á  quien 
condenamos  en  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Cáceres  la  certi- 
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ficacion  correspondiente,  con  devolución  délos  documentos  que  ha  re- 
mitido.— (Sentencia  publicada  el  U  de  Marzo  de  1877,  é  inserta  en 
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Recurso  de  casación  (14  de  Marzo  de  1877).— Desahucio  por 
falta  de  pago.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo 
no  haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Don  José  María  Torquemada  contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  Madrid  ,  en  pleito  con  D.  José  Fontagud  Gar- 
gollo ,  y  se  resuelve  : 

Que  según  lo  prevenido  en  el  art.  6o  de  la  ley  de  26  de  Junio  de  1 807, 
reformatoria  de  la  de  Enjuiciamiento  civil  relativamente  al  juicio  de 
desahucio,  si  se  interpusiere  por  el  arrendatario  recurso  de  casación 
contra  la  sentencia  que  declara  haber  lugar  al  desahucio,  no  podrá  ser 
admitido,  caso  que  proceda,  si  al  interponerle,  no  acredita  aquel  tener 
satis/echas  las  rentas  vencidas  y  las  que  con  arreglo  al  contrato  deba 
adelantar ;  y  no  habiendo  llenado  los  recurrentes  el  mencionado  re- 
quisito, esta  falta,  por  sí  sola,  hace  inadmisible  su  recurso. 

Resultando  que  interpuesta»en  3  de  Octubre  de  1876  ante  el  Juzga- 
do  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Audiencia  de  esta  corte  por 
el  Procurador  D.  Manuel  María  Villar,  á  nombre  de  D.  José  Fontagud 
Gargollo,  propietario  del  teatro  llamado  de  Apolo,  contra  D.  José  Ma- 
ría Torquemada  y  D.  Federico  Domínguez  García,  arrendatario  del 
mismo  mediante  contrato  verbal,  demanda  de  desahucio  fundada  en  la 
falta  del  pago  del  precio  estipulado  y  en  la  terminación  del  arriendo  á 
virtud  de  la  misma  causa,  mandó  el  Juzgado  citar  á  las  partes  á  jui- 
cio verbal,  señalando  para  su  celebración  el  d¡a  12  del  mismo  mes  : 

Resultando  que  ántes  de  celebrarse  dicho  juicio,  presentaron  escri- 
to los  demandados  con  fecha  del  9  suscitando  cuestión  de  competencia, 
y  pidiendo  que  con  suspensión  de  todo  procedimiento,  se  inhibiera  di- 
cho Juzgado  del  conocimiento  del  negocio  remitiéndolo  al  del  distrito 
del  Hospital,  á  cuya  pretensión  se  acordó  en  auto  del  dia  siguiente  10, 
que  se  diera  cuenta  de  ello  en  el  juicio  verbal  ya  prevenido  : 

Resultando  que  en  su  vista  los  demandados  presentaron  dos  nuevos 
escritos,  uno  con  fecha  11,  pidiendo  reforma  del  mencionado  auto 
del  10,  y  otro  con  la  del  12,  recusando  al  Juez  por  amistad  intima  con 
el  demandante,  dictándose  en  su  consecuencia  con  la  misma  fecha 
<}el  12,  auto  declaratorio  de  no  haber  lugar  á  proveer  sobre  la  recusa- 
ción intentada,  atendida  h  naturaleza  del  juicio  de  desahucio  : 

Resultando  que,  celebrado  el  dia  13  el  junio  verbal  acordado,  sin 
avenencia  ni  resultado  alguno,  los  demandados  solicitaron  en  el  mis- 
mo dia  reposición  de  los  indicados  autos  del  10  y  12,  dictándose  en 
su  vista  en  1  i  del  propio  mes  do  Octubre  de  1876  sentencia  declarato- 
ria de  no  haber  lugar  á  esa  reposición,  y  mandando  á  Torquemada  y 
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Domínguez  que  en  el  término  de  15  dias  desalojaran  la  referida  finca, 
bajo  apercibimiento  de  ser  lanzados  de  ella  á  su  costa  y  sin  considera- 
ción de  ningún  género  : 

Resultando  que  interpuesta  por  los  demandados  y  admitida  por  el 
Juzgado  apelación  de  dicha  sentencia,  y  remitidos  los  autos  á  la  Au- 
diencia de  esta  corte,  la  Sala  segunda  de  la  misma,  en  providencia 
de  16  de  Noviembre  siguiente,  mandó  librar  orden  al  Juzgado  para 
que  requiriera,  como  lo  verificó,  á  Torquemada  y  Domínguez,  que  en 
el  mismo  dia  del  requerimiento  consignaran  en  la  Escribanía  del  Juz- 
gado 22.400  rs.  que  estaban  adeudando  por  alquileres  vencidos, aperci- 
biéndoles que  de  no  hacerlo  se  consideraría  desierta  la  apelación  in- 
terpuesta : 

Resultando  que  á  pesar  del  requerí m'e,- 'o  mencionado,  los  deman- 
dados no  consignaron  los  alquileres  devengados  desde  la  semana  que 
principió  en  17  de  Octubre,  y  ménos  la  corriente  adelantada  á  que  es* 
taban  obligados  con  arreglo  al  contrato;  por  lo  cual  la  Sala  en  senten- 
cia de  27  de  Noviembre  declaré  desierta  la  indicada  apelación: 

Resultando  que  contra  la  misma  sentencia  de  27  de  Noviembre 
de  1876,  los  demandados  interpusieron  á  la  vez  recurso  de  casación 
por  quebrantamiento  de  forma  é  infracción  de  ley,  declarando  la  Sala 
en  su  virtud  en  auto  de  12  de  Diciembre  no  haber  lugar  á  la  admisión 
del  primero  y  teniendo  por  interpuesto  el  segundo: 

Resultando  que  confirmado  con  las  costas  por  la  Sala  tercera  de 
este  Tribunal  Supremo  dichi  auto  denegatorio  de  la  admisión  del  re- 
curso de  casación  por  quebrantamiento  de  forma,  en  otro  de  1 2  de  Ene- 
ro del  corriente  año  desestimó  el  recurso  de  queja  interpuesto  por  los 
demandados : 

Resultando  que  recibido  en  la  Audiencia  certificación  do  dicho  auto 
de  12  do  Enero  por  parte  de  Gargollo  se  formularon  ante  la  misma 
varias  pretensiones,  y  entre  ellas  la  de  que  se  remitiesen  á  este  Tribu- 
nal Supremo  los  autos  originales  para  que  en  su  vista  se  resolviese  lo 
ue  fuera  procedente  respecto  del  recurso  de  casación  por  infracción 
e  ley,  que  conjuntamente  con  el  deducido  por  quebrantamiento  de 
forma  ya  expresado,  interpuso  el  Torquemada:  y  que  desestimada 
esta  última  solicitud  por  la  Audiencia  acudió  Gargollo  á  esle  Tribunal 
Supremo  pidiendo  que  se  declarase  desistido  al  primero  del  referido 
recurso  ó  en  otro  caso  se  reclamasen  los  autos  para  decidir  ó  no  su 
continuación :  1 

Resultando  que  dada  cuenta  á  esta  Sala  mandó  que  so  reclamasen 
los  autos  originales,  lo  que  ha  tenido  lugar : 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Laureano  de  Arrieta. 
Considerando  que,  según  lo  p  «avenido  en  el  art.  6o  de  la  ley  de  26 
de  Junio  de  1867,  reformatoria  de  la  de  Enjuiciamiento  civil  relativa- 
mente al  juicio  de  desahucio,  si  se  interpusiere  por  el  arrendatario  re- 
curso -le  casación  contra  la  sentencia  que  declara  haber  lugar  al  desahu- 
cio no  podrá  ser  admitido,  caso  que  proceda,  si  al  interponerlo,  no 
acredita  aquel  tener  satisfechas  las  rentas  vencidas  y  las  que  con  ar~ 
reglo  al  contrato  deba  adelantar; 

Considerando  que  los  recurrentes  no  han  llenado  el  mencionado  re- 
quisito exigido  por  el  citado  art.  6o  de  la  ley  de  25  de  Junio  de  1367,  y 
que  esta  falta,  por  si  sola,  hace  inadmib.  jle  su  recurso  ; 

No  ha  lugar  á  la  admisión  dtl  recurso  df  casación  por  infracción  de 
ley  interpuesto  por  D.  José  María  Torquemada  y  D.  Federico  Domin- 
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guez  García  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Sala  segunda  de  la  Au- 
diencia de  este  distrito  en  27  de  Noviembre  último:  comuniqúese  este 
proveído  á  dicha  Sala  con  devolución  de  los  autos  que  remitió,  y  pu- 
blícese en  la  forma  prevenida  por  la  ley. 

Madrid  I  i  de  Marzo  de  1877.  (  Gaceta  de  8  de  Agosto  del  mismo 
año.} 
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Recurso  de  casación  (l  í  de  Marzo  de  1 877).  —  Cumplimiento 

DE  UNA  EJECUTORIA  RECAIDA  EN  PLEITO  SOBRE  RESCISION  Y  RECTIFICACION 

de  una  división  de  bienes  .  —  Se  declara  por  la  Sal  í  primera  del  Tri- 
bunal Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
el  curador  ad  litem  del  menor  D.  Francisco  Coppola  contra  la  sentencia 
dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  Don 
Juan  Coppola,  y  se  resuelve: 

1 0  Que  declarado  por  sentencia  firme  que  se  dejasen  libres  y  des- 
embarazados de  la  hipoteca  á  que  estaban  afectos  unos  molinos,  y  dis- 
puesto que  el  curador  del  recurrente  cumpliese  dentro  de  1 5  dias  aque- 
lla obligación,  bajo  apercibimiento  de  que  en  otro  caso  se  ejecutar ia  la 
liberación  á  su  costa,  y  no  habiéndola  verificado,  es  indispensable  liqui- 
dar los  intereses  pactados  en  escritura,  por  lo  que,  al  disponer  la  li- 
quidación y  aprobarla  ,  no  se  infringe  la  sentencia  firme  sobre  cuya 
ejecución  se  litiga ; 

Y  2o  Que  otorgada  la  escritura  con  hipoteca  en  28  de  Enero  de  \  808 
no  puede  tener  aplicación  al  caso  la  ley  Hipotecaria  que  empezó  á  regir 
en  Io  de  Enero  de  1861,  y  por  lo  mismo  no  se  infringen  los  artícu- 
los 1 1 4  y  H7  de  dicha  ley. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  i  i  de  Marzo  de  1877,  en  los  autos 
que  ante  N¿s  penden  por  recurso  de  casación,  seguidos  en  el  Juzgado 
de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Audiencia  de  esta  capital  y  en 
la  Sula  segunda  de  la  del  territorio  por  D.  Juan  Coppola,  Duque  de 
Cauzano,  hoy  D.  Juan  Prichard,  en  representación  de  sus  herederos, 
con  el  curador  ad  litem  del  menor  D.  Fraucisco  Coppola  y  Llanos,  so- 
bre cumplimiento  de  la  ejecutoria  recaida  en  pleito  sobre  rescisión  y 
rectificación  de  la  división  de  bienes  del  Condado  de  Priego  : 

Resultando  que  seguido  pleito  por  D.  Juan  Coppola,  Conde  de  Prie- 
go y  Duque  de  Cauzano,  con  D.  Francisco  Coppola  y  Llanos,  hijo  na- 
tural del  último  Duque  de  Cauzano,  hermano  del  demandante,  y  en  su 
nombre,  por  su  menor  edad,  su  tu  tur  D.  Cárlos  Montesoro,  sobre  res- 
cisión de  la  división  de  bienes  vinculares  practicada  entre  el  prime- 
ro como  inmediato  sucesor,  y  el  segundo  como  heredero  del  difun- 
to Duque  ó  rectificación  en  su  caso  de  la  misma  división,  y  sustan- 
ciado por  sus  trámites,  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  este  dis- 
trito, por  sentencia  de  6  de  Abril  de  \ 868,  confirmó  la  dictada  por 
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el  Juez  de  primera  instancia  en  (4  de  Mayo  de  4  867,  por  la  que  se  de- 
claro :  primero,  no  haber  lugar  á  rescindir  la  división  de  los  bienes 
vinculados  del  Condado  de  Priego  á  que  se  contraía  la  demanda  del 
inmediato  sucesor  D.  Juan  Coppola  y  Duque  de  Cauzano,  fecha  3  de 
Junio  de  1865,  pero  si  á  la  rectificación  que  se  tenía  pretendida  en  la 
anterior  demanda  en  cuanto  á  compensar  al  inmediato  sucesor  el  capi- 
tal equivalente  á  los  censos  y  cargas  con  que  estaban  gravados  los 
bienes  que  le  fueron  adjudicados,  á  no  ser  que  se  rediman,  si  es  posi- 
ble, con  el  producto  que  han  debido  tener  los  bienes  hasta  la  aproba- 
ción de  la  división,  en  cuyo  caso  se  dejasen  libres  las  fincas  y  cancela- 
dos dichos  gravámenes  en  los  Registros  de  la  propiedad ;  segundo,  que 
en  la  misma  rectificación  se  computasen  las  fincas  vendidas  por  el  po- 
seedor anterior  en  Gaibiel  y  Horca,  formando  el  capital  para  deducir 
la  renta  por  las  rentas  que  produjesen  al  tiempo  de  la  enajenación; 
tercero,  que  todas  estas  operaciones  las  practicaría  el  Contador  parti- 
dor con  presencia  deHas  copias  de  las  adjudicaciones  y  datos  que  se  le 
suministrasen  ;  cuarto,  que  se  extendería  la  rectificarion  á  dejar  libres 
y  desembarazados  los  molinos  del  rio  Escabas  en  Priego,  y  del  rio 
Guadiola  en  Albandea,  adjudicados  al  Duque  de  la  hipoteca  á  que  se 
hallasen  afectos;  quinto,  que  así  también  se  extendería  la  rectificación 
á  que  se  abonasen  en  metálico  al  mismo  á  su  elecnon  ó  se  le  compen- 
sasen en  fincas  del  vinculo  los  41.073  rs.,  procedentes  del  préstamo 
pagado  por  él  á  D.  Francisco  Santa  Cruz,  y  á  que  se  hallaba  hipoteca- 
da la  dehesa  de  Valtablado,  que  se  le  habia  adjudicado;  y  sexto,  que 
se  reservaba  su  derecho  al  expresado  I).  Juan  Coppola,  Duque  de  Cau- 
zano,  para  que  en  las  cuentas  generales  de  la  administración  que  de- 
bería rendir  el  administrador  y  testamentario  D.  Cárlos  Monlesoro,  se 
abonasen  á  aquel  las  cantidades  que  por  los  expresados  gravámenes  y 
por  cuenta  de  las  fincas  gravadas  especial  ó  generalmente  se  hubie>en 
satisfecho  sin  hacer  especial  condenación  de  costas  : 

Resultando  que  en  cumplimiento  de  dicha  ejecutoria,  el  Duque  de 
Cauzano  con  relación  al  punto  5°  de  la  misma,  escogitó  el  reintegro  en 
metálico : 

Resultando  que  pasados  los  autos  al  Letrado  D.  Gregorio  Miota,  en 
comunicación  de  II  de  Octubre  de  1870  manifestó  las  dificultades  que 
para  la  rectificación  se  ofrecían,  exponiendo  :  primero,  que  debía  cons- 
tar auténticamente  si  era  ó  no  posible  redimir  los  censos  y  cargas  con 
que  estaban  gravados  los  bienes  que  se  adjudicaron  al  demandante  con 
el  producto  que  habían  debido  tener  hasta  la  aprobación  de  la  división: 
segundo,  que  era  preciso  averiguar  la  renta  de  las  fincas  vendidas  en 
Gaihiel  y  Horca  al  tiempo  de  su  enajenación  ;  y  tercero,  que  debían  su- 
ministrársele los  datos  que  según  ia  ejecutoria  habia  de  tener  á  la  vis- 
ta lo  misqjo  que  las  copias  de  las  adjudicaciones  que  se  le  habían  en- 
tregado con  los  autos  por  haber  presentado  la  parte  actora  la  primera 
copia  de  ia  división  integra  : 

Resultando  que  comunicado  este  escrito  al  demandante  y  al  de- 
mandado, produjeron  pretensiones  opuestas  ;  y  el  Juez  de  primera  ins- 
tancia, por  auto  de  Io  de  Febrero  de  1871,  mandó  que -se  requiriese  á 
D.  Cárlos  Monte^oro,  como  tutor  y  curador  de  D.  Francisco  Coppola  y 
Llanos,  para  que  en  el  término  de  15  días  acreditase  haber  dejado  li- 
bres y  desembarazados  los  molinos  del  rio  Escabas  y  del  rio  Guadiola 
de  la  hipoteca  á  que  se  hallasen  afectos  al  tiempo  de  ser  adjudicados  al 
Duque  de  Cauzano;  bajo  apercibimiento  de  procederse  á  la  liberación 
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por  medio  del  oportuno  pago  de  las  cantidades  líquidas  que  se  debie- 
sen por  la  vía  de  apremio  :  que  se  le  requiriese  también  en  igual  con- 
cepto para  que  en  el  término  de  tresdias  pagase  al  Duque  de  Cauzano 
la  cantidad  de  41.073  rs.,  y  de  no  hacerlo  se  procediese  á  la  exacción 
por  la  misma  vía  de  apremio:  que  se  requiriese á  D.  Carlos  Montesoro 
como  administrador  testamentario  para  (jue  en  el  término  de  20  dias 
presentase  las  cuentas  de  su  administración,  siendo  en  su  caso  de  abo- 
no las  cantidades  que  determinábala  ejecutoria,  bajo  apercibimiento 
de  que  no  cumpliéndolo  asi  se  haría  á  su  costa,  ó  se  entendería  que 
optaba  por  el  resarcimiento  de  perjuicios  :  y  que  después  de  ejecutado 
lo  que  en  este  auto  se  ordenaba,  se  entregasen  todos  los  antecedentes 
al  Contador  partidor  D.  Gregorio  Miota  para  que  en  el  término  de  un 
mes  procediera  á  la  rectificación  ordenada  como  se  determinaba  en  la 
ejecutoria  en  los  puntos  Io  y  2°,  facultándole  para  que  pidiese  directa- 
mente á  los  interesados  cuantos  datos  fueran  conducentes  al  desempeño 
de  su  cargo,  y  para  que  si  era  necesario,  impetrase  de  la  autoridad  ju- 
dicial los  medios  y  providencias  que  facilitasen  el  pronto  y  exacto  cum- 
plimiento de  lo  ejecutoriado: 

Resultando  que  interpuesta  apelación  por  D.  Cárlos  Montesoro  le 
fué  ¡idmitida,  y  sustanciada  la  instancia  la  mencionada  Sala  segunda 
de  la  Audiencia,  por  auto  de  8  de  Julio  de  1871,  confirmó  con  las  cos- 
tas el  apelado  de  l '  de  Febrero  anterior  : 

Resultando  que  requerido  D.  Cárlos  para  la  liberación  de  dicha  hi- 
poteca ,  pago  de  la  expresada  cantidad  y  el  de  2.01 1  rs.  importe  de  las 
costas  en  que  fué  condenado  por  el  Tribunal  Supremo  en  el  citado 
auto  de  8  de  Julio,  no  lo  verificó  ni  señaló  tampoco  bienes  en  que  prac- 
ticar el  embargo  acordado,  por  lo  que  y  habiéndose  mandado  vender 
las  dehesas  tituladas  Lérida  y  Leopard,  la  representación  del  Duque 
manifestó  en  escrito  de  3  de  Mayo  de  1873  que  la  cantidad  que  habia 
i  Entregársele  era  3o  000  rs.  por  el  capital  hipotecado  de  la  deuda 
de  Kennedy,  32.025  por  sus  intereses  al  6  por  100  hasta  28  de  Abril 
anterior,  sin  perjuicio  de  los  que  se  devengasen  hasta  el  dia  de  la  en- 
trega ,  41 .073  por  la  deuda  de  D.  Francisco  Santa  Cruz  ,  y  2. 011  por 
las  costas  ya  reguladas  ;  y  pidió  se  tuviese  por  fijada  27.527  pesetas 
25  cénts.  á  que  asciende  la  suma  de  aquellas  cantidades  la  que  habia 
de  abonarse  en  metálico  al  mismo  Duque  con  la  agregación  en  su  dia 
de  lo  que  importasen  las  costas  devengadas  y  que  se  devengasen  en 
cumplimiento  de  la  ejecutoria: 

Resultando  que  acordada  en  providencia  de  30  de  Junio  de  1874  la 
entrega  al  Duque  de  Cauzano  de  la  cantidad  de  28.052  pesetas  25  cén- 
timos, ó  sea  la  señalada  por  el  mismo  en  su  escrito  de  3  de  Mayo,  con 
el  aumento  de  los  intereses  al  6  por  100  correspondiente  á  la  anualidad 
vencida  en  igual  dia  y  mes  de  1 874 ,  por  la  deuda  de  D.  guillermo 
Kennedy,  y  además  los  que  se  devengasen  hasta  el  dia  de  la  liquida- 
ción que  practicaría  el  actuario,  pidió  el  Procurador  D.  Manuel  Tovar, 
como  curador  para  pleitos  del  menor  D.  Francisco  Coppola,  se  sus- 
pendiese el  pago  acordado,  y  se  le  entregasen  los  autos,  después  de 
verificada  la  liquidación  de  intereses  para  examinarla  y  para  solicitar 
la  compensación  con  otra  suma  que  el  Duque  habia  debido  pagar  al 
menor : 

Resultando  que  practicada  aquella  operación ,  en  que  se  compren- 
dieron los  réditos  devengados  desde  28  de  Enero  de  1858  basta  20  de 
Junio  de  1874  ,  y  comunicada  á  las  partes  con  la  tasación  de  costas,  el 
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Duque  de  Cauzano  pretendió  la  aprobación  de  ésta,  que  se  rectificase 
aquella  de  modo  que  sólo  comprendiera  los  intereses  reunidos  desde 
que  los  presentó  liquidados  en  su  escrito  de  12  de  Mayo  anterior,  y 
q  ue  se  rechazase  en  absoluto  lo  solicitado  por  el  curador  del  menor 
r  especto  á  la  compensación  : 

Resultando  que  el  curador  impugnó  ambas  operaciones,  pidiendo 
se  declarase  que  no  debían  abonarse  intereses,  y  respecto  á  las  costas, 

3ue  sólo  se  comprendieran  aquellas  actuaciones  que  tienen  el  carácter 
e  ejecutivo  ó  de  apremio;  desistiendo  de  la  compensación  que  habia 
indicado,  sin  perjuicio  de  las  reclamaciones  que  correspondieran  al 
menor  contra  el  Duque: 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia,  por  auto  de  31  de 
Agosto  de  1874  ,  aprobó  sin  perjuicio  la  tasación  de  costas  y  liquida- 
ción de  intereses  practicadas  en  11  de  Mayo  y  20  de  Julio,  deduciendo 
de  la  primera  la  cantidad  de  25  pesetas  por  los  honorarios  que  el  Le- 
trado del  Duque  de  Cauzano  señalaba  en  la  ültima  partida  de  su  mi- 
nuta :  que  se  entregase  á  dicho  Duque  la  suma  de  H7.080  rs.  96  cén- 
timos por  los  siguientes  conceptos  :  41.073  rs.  por  la  deuda  de  Don 
Francisco  Santa  Cruz;  35.000  por  la  de  D.  Guilll.mo  Kennedy  :  34.593 
con  86  cénts.  por  los  intereses  liquidados ;  2.01 1  por  las  costas  en  que 
fué  condenado  D.  Cárlos  Montesoro,  y  4.403  rs.  17  cénts.  por  las  com- 
prendidas en  la  última  tasación  :  que  se  llevase  á  efecto  el  reintegro 
acordado  en  providencia  de  12  de  Enero  de  aquel  año;  y  que  hecho 
todo,  volvieran  los  autos  al  contador  partidor  D.  Gregorio  Miota,  se- 
gún y  como  se  mandó  en  el  de  30  de  Junio  anterior: 

Resultando  que  remitidos  los  autos  á  la  Audiencia  en  virtud  de 
apelación  interpuesta  por  el  curador  del  menor  y  sustanciada  la  instan- 
cia ,  la  Sala  segunda,  en  6  de  Diciembre  de  1875,  confirmó  con  las  cos- 
tas y  en  la  parte  apelada  el  mencionado  auto,  en  cuanto  por  él  se  man- 
daron entregar  al  Duque  de  Cauzano  34.593  rs.  8  cénts.  por  los  intere- 
ses liquidados  del  crédito  de  D.  Guillermo  Kennedy,  y  4.403  reales 
10  cénts.  por  las  costas  comprendidas  en  la  última  tasación  practicada: 
Resultando  que  por  parte  del  curador  ad  litem  del  menor  D.  Fran- 
cisco Coppola  y  Llanos  se  interpuso  recurso  de  casación  alegando  como 
motivos: 

Io  Que  la  ejecutoria  de  8  de  Julio  de  187!  mandó  que  el  tutor  y  cu- 
rador del  menor  dejase  libres  los  molinos  que  servían  de  hipotecas  al 
crédito  de  Kennedy,  bajo  apercibimiento  de  procederse  á  la  liberación 
por  medio  del  oportuno  pago  de  las  cantidades  líquidas  que  se  debie- 
sen ;  y  como  sobre  la  manera  de  liquidar  y  el  tanto  ó  importe  de  la  li- 
quidación de  intereses  se  ha  discutido  y  fallado  este  particular  no  com- 
prendido en  la  ejecutoria,  y  el  fallo  que  ha  puesto  término  á  dicha 
cuestión  ha  infringido  la  ejecutoria  que  dió  lugar  á  la  discusión  sobre 
la  liquidación  de  intereses,  ó  sea  para  conocer  ías  cantidades  liquidas 
que  se  debían : 

2o  Que  el  fallo  de  6  de  Diciembre  de  1875  infringe  la  ley  Hipoteca- 
ria en  sus  artículos  114  y  147,  por  cuanto  si  los  molinos  fueron  hipo- 
tecados por  el  Duque  de  Cauzano,  padre  del  menor,  para  la  seguridad 
del  crédito  de  35.000  rs.  con  sus  intereses  al  6  por  100,  y  estas  fincas 
pasaron  á  ser  propiedad  de  D.  Juan  Coppola,  sin  deducción  de  la  carga 


tercer  poseedor  no  asegura  además  del  capital  sino  los  intereses  de 
los  dos  años  últimos,  y  la  parte  vencida  de  la  anualidad  corriente,  se- 
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gun  dispone  el  art.  H4  citado;  y  por  lo  qus  ordena  el  147  D.  Guiller- 
mo Reunedy,  hoy  sus  herederos,  no  podrán  repetir  contra  los  bienes 
hipotecados  por  existir  un  tercer  imteresado  en  los  mismos  de  otras 
cantidades  que  las  correspondientes  al  tiempo  expresado  ;  y  habiendo 
comprendido  la  liquidación  de  los  intereses  16  años,  y  abonándose  al 
tercer  poseedor  34.593  rs.,  se  le  da  mayor  cantidad  de  la  que  por  tal 
concepto  responde  la  hipoteca,  comprendiendo  por  lo  tanto  la  libera- 
ción un  beneficio  considerable  sobre  la  obligación  que  tiene: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Fermín  de  Muro:' 
Considerando  que  declarado  por  sentencia  firme  que  se  dejasen  li- 
bres y  desembarazados  de  la  hipoteca  á  que  estaban  afectos  los  molinos 
del  rio  Guadiota,  y  dispuesto  que  el  curador  de  D.  Francisco  Coppola 
cumpliese  dentro  de  15  «lias  aquella  obligación,  bajo  apercibimiento  de 
que  en  otro  caso  se  ejecutaría  la  liberación  á  su  costa,  y  no  habiéndola 
verificado  era  indispensable  liquidar  los  intereses  pactados  en  escritura 
de  28  de  Enero  de  1858,  por  lo  que  al  disponer  la  liquidación  y  apro- 
barla por  el  fallo  recurrido,  no  se  infringe  la  sentencia  firme  sobre  cuya 
ejecución  se  litiga : 

Considerando  que  otorgada  la  escritura  con  hipoteca  en  28  de  Ene- 
ro de  1858  no  puede  tener  aplicación  al  caso  la  ley  Hipotecaria  que 
empezó  á  regir  <;n  Io  de  Enero  de  i 863,  y  por  lo  mismo  no  se  han  in- 
fringido los  artículos  lUy  147  que  se  citan  como  segundo  motivo  de 
casación ; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  el  curador  ad  litem  del  menor  Don 
Francisco  Coppola  y  Llanos,  al  que  en  tal  concepto  condenamos  en  las 
costas  ;  líbrese  la  correspondiente  certificación  á  la  Audiencia  de  esta 
corte,  con  devolución  de  los  documentos  remitidos.  —  (Sentencia  pu- 
blicada el  14  de  Marzo  de  4 877,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  9  de  Agosto 
del  mismo  año.) 
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Kecurso  de  casaelon  (14  de  Marzo  de  1877).  — Pago  de  canti- 
dad. —  Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Francisco  Al- 
calá Lumbreras  contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia de  Sevilla,  en  pleito  con  D.  Trifon  María  Azpitarte,  y  se  re- 
suelve : 

Io  Que  la  ley  118,  tit.  18  de  la  Partida  3\  trata  de  los  medios  de 
prueba  que  deben  emplearse  para  saber  si  la  carta  pública  es  verdade- 
ra ó  no,  y  por  tanto  no  tiene  aplicación  ni  se  infringe,  si  en  el  pleito 
no  se  presentó  documento  alguno  de  esa  clase: 

2o  Que  la  misma  ley  establece  que  el  juzgador  ha  de  apreciar  á  su 
albedrio  las  pruebas  suministradas  por  las  partes  y  debe  seguirse  la 
que  entendiese  y  creyese  que  es  derecha  ó  verdadera;  ó  que  la  deseche 
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si  entendiese  en  su  corazón  lo  contrario  ;  por  manera  que  en  iodo  caso 
siempre  hay  que  pasar  por  la  apreciación  que  haga  la  Sala  sentencia- 
dora, á  no  ser  que  se  demuestre  que  al  hacerla  haya  infringido  otra  ley 

ó  doctrina  legal : 

3'  Que  es  impertinente  la  cita  de  la  ley  3a,  tit.  \°  de  la  Partida  5a, 
que  trata  de  los  préstamos  que  se  hacen  á  las  Iglesias,  á  los  Reyes,  á 
los  Concejos  y  á  los  menores  de  edad,  si  ninguna  de  las  cuestiones  á 
que  puede  dar  lugar  su  inteligencia  y  aplicación  fué  objeto  del  pleito : 

4o  Que  las  leyes  9a,  tit.  Mde  la  Partida  5a,  y  la  119,  tit.  18  de  la 
Partida  3a,  establecen  que  el  demandado  que  niega  la  deuda  debe  ser 
absuelto,  pero  entendiéndose  cuando  lo  hiciere  bajo  juramento  deci- 
sorio ;  porque  en  otro  caso,  si  el  demandante  prueba  que  debe  la  deuda, 
está  obligado  á  pagarla : 

5o  Que  la  ley  4  a,  tit.  1  i  de  la  Partida  3a  no  se  infringe  cuando  las 
partes  suministran  pruebas  que  aprecia  la  Sala  sentenciadora,  decla- 
rando en  su  consecuencia  probados  ó  no  probados  los  hechos  que  fueran 
objeto  de  las  mismas : 

6o  Que  la  buena  ó  mala  fe  con  que  obran  los  litigantes  constituye 
una  cuestión  de  hecho,  que  la  Sala  sentenciadora  aprecia  cuando  se  so- 
mete á  su  juicio  en  virtud  del  recurso  de  apelación,  y  al  condenar  i  una 
parte  en  las  costas  de  primera  instancia  fundándose  en  que  obró  de 
mala  fe,  no  infringe  la  ley  8a,  tit.  22  de  la  Partida  3a ; 

77°  Que  tampoco  infringe  la  ley  2a,  tit.  19,  libro  \\  de  la  Novísi- 
ma Recopilación  al  condenar  al  apelante  en  las  costas  d$  la  segunda 
instancia,  fundándose  en  que  desestimó  el  recurso  de  apelación,  que  es 
precisamente  el  caso  déla  ley\  y  aun  cuando  taparte  recurrida  se 
adhiriese  á  la  apelación  porque  no  se  habia  condenado  en  las  costas  á  la 
otra,  pretensión  que  fué  eslimada  por  la  Sala  ,  esta  circunstancia  es 
una  razón  más  para  que  se  aplique  aquel  precepto  legal,  porque  agra- 
va la  situación  del  apelante  y  pone  cada  vez  más  en  evidencia  su  te- 
meridad. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  14  de  Marzo  de  1877,  en  los  autos 
ue  ante  Nós  penden  por  recurso  de  casación,  seguidos  en  el  Juzgado 
e  primera  instancia  de  Cabra  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
de  Sevilla  por  D.  Trifon  María  Azpitarle,  como  gerente  de  la  Sociedad 
Sánchez  Azpitarte,  con  D.  Francisco  Alcalá  Lumbreras  sobre  pago  de 
la  cantidad  de  70.482  rs 

Resultando  que  en  28  He  Marzo  de  1871  D.  Francisco  Alcalá  firmó 
un  pagaré  obligándose  por  él  á  satisfacer  en  28  de  Junio  del  mismo 
año  la  cantidad  de  70.482  rs.  vn.  á  la  orden  de  Juan  José  Blanco,  en 
monedas  de  oro  y  plata,  valor  recibido  de  dicho  Blanco:  que  en  28  de 
Julio  del  mismo  año  1871,  el  D.  Juan  José  lí lauto  endosó  dicho  pagaré 
4  la  orden  de  los  Sánchez  y  Azpitarle,  valor  en  cuenta  con  dichos  se- 
ñores: 
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Resultando  que  el  demandado  D.  Francisco  Alcalá  declaró  ante  el 
Juzgado  bajo  de  juramento  que  no  reconocía  el  pagaré,  y  que  la  firma 
que  contenía  se  parecía  á  la  de  su  uso  :  que  reconocida  por  peritos  de 
recíproco  nombramiento  de  las  partes  litigantes  la  firma  y  rubrica  del 
demandado  D.  Francisco  Alcalá,  que  autorizaba  el  pagaré,  cotejada  con 
otros  indubitados  del  demandado,  declararon  dichos  pentos  que  la  mis- 
ma mano  y  con  el  mismo  pulso  que  se  escribieron  las  indubitadas  apa- 
recía escrita  la  que  autoriza  el  pagaré  : 

Resultando  que  en  7«¿e  Noviembre  de  1  871  D.  Trifon  María  Abi- 
tarte y  Blanco,  socio  director  gerente  y  administrador  de  la  Mercantil, 
bajo  la  razón  social  de  Sánchez  y  Azpitarte,  presentó  demanda  en  el 
Juzgado  pidiendo  se  condenase  á  D.  Francisco  Alcalá  Lumbreras  al  pago 
de  la  cantidad  de  70.482  rs.  que  le  estaba  debiendo  por  el  pagaré  do 
28  de  Marzo  de  1871,  á  la  indemnización  de  daños  y  perjuicios  y  rédito 
legal  desde  que  se  constituyó  en  mora,  y  en  todas  las  costas,  sin  per- 
juicio d«*  la  acción  criminal  pe  la  falsedad  de  las  declaraciones  del  Al- 
calá, negándose  á  reconocer  la  firma  del  pagaré,  fundando  la  demanda 
en  la  obligación  consignada  en  el  referido  pagaré,  cuya  cantidad  debió 
el  demandado  satisfacer  en  el  mes  de  Junio  del  mismo  año  de  1871  ;  en 
el  endoso  que  D.  Juan  José  Blanco  hizo  del  pagaré  á  Sánchez  y  Azpi- 
tarte, y  en  que  para  hacer  la  variación  de  la  persona  del  acreedor  co- 
mo sucede  en  el  presente  caso  no  se  necesita  la  conformidad  del  deudor: 

Resultando  que  D.  Francisco  Alcalá,  al  contestar  á  la  demanda,  pi- 
dió se  le  absolviese  de  ella,  y  al  efecto  propuso  la  excepción  de  non 
numerata  pecunia,  porque  no  había  recibido  de  D.  Juan  José  Blanco  la 
cantidad  expresada  en  el  pagaré  de  que  se  trata,  correspondiéndole  al 
demandante  probar  la  entrega  de  dicha  cantidad : 

Resultando  que  practicadas  las  pruebas  que  las  partes  propusieron 
y  después  de  haber  alegado,  el  Juez  dictó  sentencia  declarando  que 
Don  Trifon  María  Azpitarte  y  Blarco,  socio  director  gerente  y  «admi- 
nistrador de  la  Mercantil,  bajo  la  razón  social  de  Sánchez  y  Azpitarte, 
establecida  en  la  ciudad  de  Córdoba  y  parte  demandante  en  este  pleito, 
ha  probado  bien  y  cumplidamente  su  acción  y  demanda,  no  habiéndolo 
hecho  de  sus  excepciones  el  demandado  D.  Francisco  de  Alcalá  y  Lum- 
breras; y  en  su  consecuencia  condenó  al  D.  Francisco  de  Alcalá  Lum- 
breras á  que  dentro  de  tinco  dias,  á  declararse  firme  esta  sentencia, 
dé  y  pague  á  la  parte  demandante  D.  Tritón  María  Azpitarte  v  Blanco 
la  cantidad  de  Jos  70.482  *3.  que  se  pedían  en  la  demanda,  y  además  el 
rédito  de  un  6  por  100  correspondiente  á  dicha  cantidad  desde  el  diá 
28  de  Junio  de  1871  que  se  constituyó  en  mora,  sin  hacer  expresa  con- 
denación de  costas  en  cuanto  á  las  devengadas  en  la  tramitación  de  la 
demandada,  con  exclusión  de  los  incidentes  propuestos  y  terminados 
en  este  pleito: 

•  Resultando  que  admitida  la  interpelación  interpuesta  por  D.  Fran- 
cisco Alcalá  Lumbreras,  á  la  que  se  adhirió  el  demandante  en  cuanto 
no  se  r.iponian  las  costas  á  aquel,  y  sustanciada  la  instancia,  la  Sala 
de  lo  civil  de  la  Audiencia,  por  sentencia  de  29  de  Enero  de  1876,  con- 
firmó la  apelada  con  la  imposición  de  las  costas  de  ambas  instancias  á 
Don  Francisco  Alcálá  Lumbreras: 

Resultando  que  éste  interpuso  recurso  de  casación  por  conceptuar 
infringidas  : 

Io  Las  leyes  118  y  1 19,  tít.  18,  Partida  3a,  refundidas  en  el  art.  290 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  las  sentencias  de  este  Tribunal  Su- 
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premo  de  6  y  30  de  Diciembre  de  f  958,  2  de  Octubre  de  1871  y  21  de 
Junio  de  4 8*74,  según  los  cuales  el  dictamen  pericial  no  tiene  el  carác- 
ter de  verdadera  prueba,  puesto  que  la  Sala  sentenciadora  terminan- 
temente le  otorga  ese  carácter,  y  en  virtud  de  esa  suposición  condenó 
al  Alcalá  al  pago  de  la  cantidad  reclamada  procedente  del  pagaré  que 
aqueja  o  reconoció,  contraviniendo  al  precepto  jurídico  comprendido 
en  la'iey  Ia,  tít.  14,  Partida  3a,  de  adore  non  probante  reus  est  absoi- 
vendus : 

2*  La  ley  3a,  tít.  1°,  Partida  5a,  cuya  doctrina  confirma  la  sentencia 
de  3  de  Julio  de  1 869,  pues  D.  Trifon  María  Azpitarte  reclamaba  70.482 
reales  de  Alcalá  ,v  presentaba  un  documento  simple  en  comprobación 
de  un  aserto ;  Alcalá  no  reconocía  el  documento  y  alegaba  la  excepción 
de  non  numerata  pecunia  ;  y  en  vez  de  probar  el  actor  la  exactitud  del 
documento  y  la  entrega  del  dinero,  tan  solamente  se  acudía  al  exámen 
de  peritos  ;  y  romo  éste  es  el  único  fundamento  que  ha  tenido  la  Sala 
para  el  fallo,  resultan  infringidas  aquellas  disposiciones,  puesto  que 
negado  el  documento  y  no  demostrada  su  legitimidad  por  quien  debia 
hacerlo,  ni  existia  crédito  exigible  ni  cantidad  líquida : 

3%°  La  ley  119,  tít.  18,  Partida  3a,  porque  D.  Trifon  Sánchez  Azpi- 
tartt,  ion  arreglo  á  la  misma,  para  destruir  los  efectos  de  la  negación 
de  Aiealá  debió  probar  que  el  testigo  Ü.  Juan  Cano  que  dice  redactó  el 
pagare,  había  recibido  el  encargo  de  Alcalá  para  redactarle  ;  que  así 
redactado  lo  firmó  Alcalá  en  señal  de  aprobación  y  presentar  en  todo 
caso  otra  carta  del  deudor  supuesto,  confesando  lo  contrario  de  lo  que 
alegaba ;  ninguno  de  cuyos  extremos  fueron  intentados  siquiera  por  ei 
demandante : 

4o  La  doctrina  establecida  en  la  ley  9a,  tít.  14,  Partida  5a,  que  man- 
da, entre  otras  cosas,  que  cuando  e!  demandado  negase  la  deuda  debe 
ser  güito  del  debió  también  corno  si  lo  obiese  pagado;  doctrina  q ue 
comprueban  las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo,  y  entre  otras 
muchas,  las  de  17  de  Junio  de  1 871  y  5  de  Junio  de  1872,  en  lascuales 
establece  que  incumbe  al  demandante  el  deber  de  probar  los  hechos 
fundamentales  de  su  demanda  cuando  no  son  aceptados  y  reconocidos 
por  el  demandado ;  y  en  este  caso  D.  Francisco  Alcalá  ha  negado  esos 
hechos  y  el  documento  origen  d**l  pleito,  y  su  negativa  no  ha  sido  des- 
truida por  los  medios  que  las  leyes  reconocen  : 

5o  Las  leyes  8a,  tít.  22,  Partida  3a,  y  la  2',  tít.  19,  libro  11  de  la 
Novísima  Recopilación,  porque  D.  Francisco  Alcalá  no  ha  obrado  ma- 
liciosamente sabiendo  que  non  ha  derecho  en  la  cosa  que  demanda  ni 
muebe  á  sus  contendores  pleitos  injustos  como  dicen  las  leyes,  siendo 

Srueba  de  ello  la  sentencia  do  primera  instancia  en  que  no  se  le  con- 
ena  en  costas  ;  que  la  sentencia  «ie  30  de  Junio  de  1 871  de  este  Tribu- 
nal Supremo  establece  que  la  condenación  de  costas  de  primera  ins- 
tancia es  de  la  sola  apreciación  del  Juez  que  la  hace  por  resultado  de 
los  autos ;  y  en  la  de  18  de  Marzo  de  1872  se  consigna  que  >uede  im- 
ponerse la  condenación  de  costasen  la  segunda  instancia  cuando  la  sen- 
tencia sea  confirmatoria  de  la  de  primera  ;  que  si  la  condena  de  costas 
en  primera  instancia  es  de  la  sola  apreciación  del  Juez,  y  éste  no  las 
impuso  á  Alcalá  porque  no  lo  tuvo  por  temerario,  y  si  además  la  ley  8a, 
tít.  22,  Partid.i  3a,  sólo  se  refiere  á  esa  misma  instancia,  según  reitera- 
damenté  se  ha  declarado  por  este  Tribunal  Supremo,  es  evidente  que 
no  se  halla  ajustado  á  la  ley  ni  á  la  jurisprudencia  establecida  la  tota- 
lidad de  las  costas  impuestas  á  D.  Francisco  Alcalá : 

tomo  xxxti.  22 
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Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Benito  de  ülloa  y  Rey: 
Considerando  que  la  ley  1 18,  til.  18  de  la  Partida  3a  no  se  infrin- 
ge, como  se  supone,  en  atención  á  que  trata  de  los  medios  de  prueba 
que  deben  emplearse  para  saber  si  la  carta  pública  es  verdadera  ó  no, 
y  en  el  pleito  no  se  presentó  documento  alguno  de  esa  clas  >;  y  además 
la  misma  ley  establece  que  el  juzgador  ha  de  aprtciar  á  su  albedrio  las 
pruebas  suministradas  por  las  partes,  y  debe  seguir  la  que  entendiese 
y  creyese  que  es  derecha  ó  verdadera ;  o  que  la  deseche  si  entendiese  en 
su  corazón  lo  contrario  ;  por  manera  que  en  todo  caso  siempre  había 
que  pasar  por  la  apreciación  que  hiciese  la  Sala  sentenciadora,  á  no 
ser  que  se  demostrase  que,  al  hacerla,  infringía  otra* ley  ó  doctrina 
legal : 

Considerando  que  es  impertinente  la  cita  de  la  ley  3a,  tít.  1°  de  la 
Partida  5a,  que  trata  de  los  préstamos  que  se  hacen  á  las  Iglesias,  á  los 
Reyes,  á  los  Concejos  y  á  los  menores  de  edad,  y  ninguna  de  las  cues- 
tiones á  que  puede  dar  lugar  su  inteligencia  y  aplicación  fué  objeto 
del  pleito: 

Considerando  que  las  leyes  9a,  tít.  I  i  de  la  Partida  5a,  y  la  II 9, 
título  18  d*3  la  Partida  3a,  establecen  que  el  demandado  que  niega  la 
deuda  debe  ser  absuelto;  pero  entendiéndose  cuando  lo  hiciere  bajo  jú- 
rame?^ decisorio  ;  porque  en  otro  caso,  si  el  demandante  prueba  que 
debe  la  deuda  está  obligado  á  pagarla : 

Considerando  que  el  reconocimiento  que  el  demandado  hizo  del  pa- 
garé no  fué  en  el  primero  de  los  conceptos  á  que  se  reliereu  dichas  le- 
leyes,  en  cuyo  caso  baria  prueba  plena,  según  el  art.  294  de  la  de  En 
juiciamiento  civil  ;  y  la  Sala  sentenciadora,  al  condenar  al  pago  de  la 
cantidad  demandada,  se  funda  en  el  resultado  de  las  pruebas  que  apre- 
ció en  conjunto  como  estimó  justo,  tasando  de  las  facultades  que  la 
competen  no  infringen  dichas  leyes,  sino  que,  por  otro  lado,  sede- 
muestra  que  al  hacer  esa  apreciación  infringe  alguna  otra  áque  haya 
debido  atenerse  : 

Considerando  que  la  ley  I*,  tít.  U  de  la  Partida  3a  no  se  infringe 
cuando,  como  en  el  caso  presente  sucede,  bs  partes  suministran  prue- 
bas que  aprecia  la  Sala  sentenciadora,  declarando  en  su  consecuencia 
probados  ó  no  probados  los  hechos  que  fueran  objeto  de  las  mismas : 

Considerando  que  la  buena  ó  mala  fe  con  que  obran  ios  litigantes 
constituyo  una  cuestión  de  hecho,  que  la  Sala  sentenciadora  aprecia 
cuando  se  somete  á  su  juicio  en  virtud  del  recurso  de  apelación,  y  al 
condenar  á  la  parle  recurrente  en  las  costas  de  primera  instancia  fun- 
dándose en  que  obró  de  mala  fe,  no  infringe  la  ley  8a,  tít.  22  de  la 
Partida  3*: 

Considerando  que  tampoco  infringe  la  ley  2a,  tít.  19,  libro  11  de  la 
Novísima  Recopilación,  al  condenar  en  las  costas  de  la  segunda  ins- 
tancia, fundándose  en  que  desestimó  el  recurso  de  apelación  inter- 
puesto por  la  parte  recurrente  que  es  precisamente  el  caso  de  la  ley; 
y  áun  cuando  la  parte  recurrida  se  adhirió  á  la  apelación  porque  no  se 
habia  condenado  en  las  costas  á  la  otra,  pretensión  que  fué  estimada 
por  la  Sala,  esta  circunstancia  es  una  razón  más  para  que  se  aplique 
aquel  precepto  legal  porque  agrava  la  situaciou  del  apelante  y  pone 
cada  vez  más  en  evidencia  su  temeridad  ; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  rasacion  interpuesto  por  D.  Francisco  Alcalá  Lumbreras,  á 
quien  condenamos  en  las  costas  :  y  líbrese  la  correspondiente  certifi- 
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Recurso  de  casación  ( 16  de  Marzo  de  \  877).  —  Cumplimiento 
de  un  contrato  de  compraventa.  —  Se  declara  por  la  Sala  primera  del 
Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casa- 
ción interpuesto  por  Valeriano  Vázquez  Hernández  contra  la  sentencia 
dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Valladolid,  en  pleito  con- 
tra D.  Pablo  San  José  Martin  y  D.  Francisco  Santos  San  José,  y  se 
resuelva  : 

Que  para  que  pueda  admitirse  el  recurso  de  casación,  debe  ser  t*- 
terpuesto  dentro  del  término  que  la  ley  señala  al  intento. 

Insultando  que  seguido  pleito  por  D.  Pablo  San  José  Martin  y  Don 
Francisco  Santos  San  José,  en  concepto  de  testamentarios  de  D.  Euge- 
nio San  José,  contra  Valeriano  Vázquez  Hernández  como  marido  de 
Barbara  lluiz,  y  Gregorio  Martínez  Fernandez  sobre  cumplimiento  de 
un  contrato  de  compraventa,  y  dictada  sentencia  por  la  Sala  de  lo  ci- 
vil de  la  Audiencia  de  Valladolid,  han  pedido  éstos  testimonios  de  las 
sentencias  de  primera  y  segunda  instancia  para  interponer  el  recurso 
de  casación,  v  gue  se  remitiera  directamente  á  este  Tribunal  Supremo 
por  haberss  defendido  como  pobres,  y  que  así  se  efectuó  el  10  de  Ene- 
ro último,  previa  citación  de  las  parles  en  el  mismo  dia  : 

Resultando  que  el  Promotor  D.  Ignacio  de  Santiago  y  Sánchez  se 
mostró  parte  á  nombre  y  con  poder  de  Valeriano  Vázquez  como  mari- 
do de  Bárbara  lluiz,  y  del  Gregorio  Martínez,  y  solicitó  que  pasasen 
los  antecedentes  al  Colegio  de  Abogados  para  la  designación  del  que 
se  hallase  en  turno  :  que  estimado  así  y  señilado  el  Abogado  defensor, 
se  mandó  por  auto  de  21  de  Febrero  priximo  pasado,  notificando  en 
el  mismo  dia  al  referido  Promotor  Santiago  y  Sánchez,  que  se  le  en- 
tregasen los  autos  por  el  término  y  á  los  efectos  prevenidos  en  la  ley, 
y  que  los  ha  devuelto  el  dia  12  del  corrieiüe  mes  acompañando  el  es- 
crito de  interposición  del  recurso : 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Federico  Guzman  : 

Considerandoque  para  que  pueda  admitirse  el  recurso  de  casación, 
debe  ser  interpuesto  dentro  del  término  que  la  ley  sánala  al  intento,  y 
que  habían  trascurrido  los  15  días  que  designa  el  art.  20-dc  la  ley  pro- 
visional sobre  reforma  de  la  casación  civil,  dentro  de  los  cuales  los 
Procuradores  de  pobres  deben  interponerle  y  devolver  los  autos  cuan- 
do presentó  éstos  con  el  recurso  el  D.  Ignacio  de  Santiago  y  Sánchez, 
segnn  se  deja  demostrado  en  el  último  resultando  ; 

Si  declara  no  haber  lugar  coi  las  costas  á  la  admisión  del  recurso 
de  casación  inierpuesto  á  nombre  de  Valeriano  Vázquez  Hernández 
como  marido  de  Bárbara  Buiz,  y  de  Gregorio  Martínez  Fernandez. 

Madrid  16  de  Marzo  de  1877.  —  (  Gaceta  de  9  de  Agosto  del  mis- 
mo año.) 
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Recurso  de  casnoloii  (16  ¿fe  Marzo  de  1877). — Reivindicación 
de  bienes. — Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Josefa  López  Die- 
guez contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
de  laCoruña,en  pleito  con  D.  José  Taboada  y  consortes,  y  se  re- 
suelve : 

Que  la  únicaparte  de  las  sentencias  reclamable  por  recurso  de  ca- 
sación en  el  fondo  es  la  dispositiva  ó  el  fallo,  y  que  á  demostrar  que 
él  vulnera  las  leyes  ó  doctrinas  legales  que  se  citan,  debe  dirigirse  di- 
cho recurso  ;  v  si  léjos  de  hacerlo  así  la  recurrente ,  refiere  los  moti- 
vos del  recurso  d  un  error  material  ya  subsanado  ,  es  improcedente  el 
recurso. 

• 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  16  de  Marzo  de  1877,  en  el  pleito 

S endiente  ante  Nós  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción 
e  ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Lalin  y  en  la 
Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Coruña  por  Josefa  López  Dieguez 
con  D.  José  Taboada  y  D.  Juan  López  y  José  Ramos  sobre  reivindica- 
ción de  bienes : 

Resultando  que  Juan  López  Dieguez  ,  mayor  de  14  años  y  menor 
de  25,  con  su  curador  ad  litem  Fermin  Orza  y  José  Ramos  firmaron  un 
documento  simple  con  tres  testigos  ú  23  de  Mayo  de  1851,  de  que  se 
tomó  razón  en  la  Contaduría  de  hipotecas,  en  el  que  dijeron  que  aquel 
dia  y  á  instancia  de  D.  Ignacio  Valdés  se  iba  á  proceder  judicialmente 
á  la  venta  de  los  bienes  del  menor  para  pago  de  la  cantidad  de  556  rea- 
les que  era  en  deber ,  y  para  evitarla  los  daban  en  foro  perpétuo  á  José 
Ramos,  que  los  recibía  con  la  obligación  de  pagar  cuatro  ferrados  de 
trigo  y  uno  de  centeno  que  había  de  satisfacer  á  los  aforantes  en  los 
meses  de  Agosto  ó  Setiembre  ,  y  además  pagar  á  D.  Ignacio  Valdés 
su  débito  y  costas  a!  tiempo  de  otorgarse  la  escritura  judicial  : 

Resultando  que  Josefa  López  entabló  demanda  en  28  de  Julio 
de  1866  ejercitando  las  acciones  mixtas  real  y  personal  contra  D.  José 
Taboada  y  D.  Juan  López  para  que  le  hicieran  suelta  y  dejación  de  las 
casas  y  bienes  que  comprendía  el  memorial  que  presentó  con  abono  de 
frutos  y  rendimientos  debidos  desde  la  intrusión  en  dichos  bienes  ;  ale- 
gando para  ello  que  su  hermano  Juan  López  ,  siendo  mayor  de  edad  y 
viéndose  ejecutado  por  D.  Ignacio  Valdés  ,  trató  de  evitar  las  conse- 
cuencias de  la  ejecución,  y  de  acuerdo  con  su  curador  dieron  en  foro 
todos  los  bienes  que  tenía  dicho  menor  á  José  Ramos  :  que  posterior- 
mente ,  por  virtud  de  demanda  de  retracto  interpuesta  contra  éste  por 
la  demandante,  convino  en  la  cesión  de  dicho  foro,  según  expresaba 
el  documento  simple  que  acompañaba,  que  no  estaba  registrado  y  del 
cual  derivaba  la  demandante  todo  su  derecho  á  los  bienes  objeto  del 
pleito,  pretendiendo  ¿demás  que  se  declarasen  válidos,  eficaces  y  sob- 
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sistentes  los  citados  foro  y  renuncias  con  la  cesión  del  mismo  hecha 
por  Ramos :  * 

Resultando  que  el  demandado  D.  José  Taboada  impugnó  la  deman- 
da fundado  en  que  el  foro  nunca  tuvo  efecto  legal,  ya  porque  el  afo- 
rante era  menor  de  edad,  ya  porque  recayó  sobre  bienes  que  estaban 
pro  indiviso  y  eran  de  cualidad  vincular  ;  y  porque  áun  en  el  supuesto 
de  que  la  cesión  del  foro  hubiera  existido,  no  tuvo  efecto  práctico  por- 
que la  Josefa  López  nunca  poseyó  los  bienes  por  virtud  de  este  titulo: 
que  además  los  mismos  bienes  fueron  objeto  ue  un  juicio  voluntario  de 
testamentaría  promovido  por  Id  demandante  contra  su  hermano  en  16 
de  Noviembre  de  1858,  y  en  el  cual  recayó  sentencia  en  que  se  le  man- 
daron adjudicar  los  citados  bienes  en  pago  de  la  mitad  reservante 
de  la  vinculación  fundada  por  otro  Juan  López  como  sucesor  de  la 
misma: 

Resultando  que  citado  de  eviccion  José  Ramos  y  sustanciado  el  jui- 
cio en  rebeldía  de  D.  José  López,  suministrada  pruebá,  dictó  sentencia 
el  Juez  de  primera  instancia,  que  confirmó  con  las  costas  en  24  de  Di- 
ciembre de  1875  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Goruña,  ab- 
solviendo á  los  demandados  de  la  demanda  : 

Resultando  que  la  demandante  interpuso  recurso  de  casación  por 
haberse  infringido  á  su  juicio  : 

1°  Al  sentar  la  sentencia  en  el  primer  resultando  que  Juan  López 
era  mayor  de  edad  y  menor  al  tiempo  de  constituir  el  foro  sobre  los 
bienes  que  reclamaba  Josefa  López,  la  doctrina  legal  de  que  una  cosa 
no  puede  ser  y  no  ser  al  mismo  tiempo,  atribuyendo  al  otorgante  del 
foro  dos  estados  distintos  que  se  contradecían  : 
2o  Y  por  la  misma  razón  la  ley  2a,  tit.  19,  Partida  6a  : 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Felipe  Viñas  : 

Considerando  que  la  única  parte  de  las  sentencias,  reclamable  por. 
reaurso  de  casación  en  el  fondo,  es  la  dispositiva  ó  el  fallo,  y  que  á  de- 
mostrar que  él  vulnera  las  leyes  ó  doctrina  legales  que  se  citan,  debe 
dirigirse  dicho  recurso : 

Considerando  que  léjos  de  hacerlo  así,  la  recurrente  Josefa  López 
Dieguez'refiere  los  motivos  del  recurso  á  un  error  material,  hoy  sub- 
sanado, y  relativo  á  la  edad  de  Juan  López  Dieguez  en  23  de  Mayo 
de  1 851  cuando  con  asistencia  de  su  curador  ad  litem  dióen  foro  cier- 
tos bienes  á  José  Ramos  : 

Considerando,  por.  tanto,  que  la  sentencia  recurrida  no  infringe  la 
doctrina  que  como  legal  se  expone  en  ol  primer  motivo,  ni  la  ley  2a, 
tit.  19,  Partida  6a,  citada  en  el  segundo  ó  inaplicable  además  al  caso 
del  pleito ; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  Josefa  López  Dieguez,  á  quien  con- 
denamos por  razón  de  depósito  al  pago  de  la  cantidad  de  1.000  pesetas 
que  satisfará,  si  viniese  á  mejor  fortuna,  distribuyéndose  entónces  con 
arreglo  á  la  ley  y  en  las  costas  ;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  la  Coruña 
la  certificación  correspondiente  con  devolución  del  documento  que  ha 
remitido.  —(Sentencia  publicada  el  16  de  Marzo  de  1877,  é  inserta  en 
la  Gaceta  de  9  de  Agosto  del  mismo  año.) 
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Recurso  de  casación  (16  de  Marzo  de  (877). — Entrega  de  un 
hijo.  —  Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber 
lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Aniceto 
River  Martin  contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia de  Madrid,  en  autos  de  jurisdicción  voluntaria  con  Doña  Ade- 
laida Labandera  Marcó  de  River,  y  se  resuelve  : 

Que  si  aparece  del  auto  recurrido  que  las  actuaciones  del  expediente 
de  jurisdicción  voluntaria  se  han  entendido  y  sustanciado  con  el  recur  - 
rente  sin  protesta  alguna  de  su  parte ,  y  sin  oponerse  en  forma  á  la  so- 
licitud de  su  esposa,  y  que  antes  bien  ha  consentido  la  providencia  en 
que  se  le  mandó  entregarla  su  hijo;  este  auto  y  el  de  primera  instancia 
que  por  él  se  confirma,  están  dictados  para  llevar  á  efecto  los  anterio- 
res ordenando  lo  mismo,  sin  alterar  en  manera  alguna  lo  resuelto  por 
ellos,  y  bajo  este  concepto  no  son  reclamadles  por  recurso  de  casación 
en  el  fondo. 

En  el  recurso  de  casación  en  el  fondo,  interpuesto  por  D.  Aniceto 
River  Martin  en  autos  con  Doña  Adelaida  Labandera  Marcó  de  Hiver 
sobre  entrega  á  la  última  de  un  hijo  de  ambos  llamado  José,  ha  dictado 
la  expresada  Sala  el  auto  siguiente  : 

Resultando  que  en  autos  de  jurisdicción  voluntaria  seguidos  en* el 
Juzgado  de  primera  instancia  de  Segovia  entre  Doña  Adelaida  Laban- 
dera Marcó  de  River  contra  su  esposo  D.  Aniceto  River  Martin,  sobre 
depósito  provisional  de  «aquella  y  entrega  á  la  primera  por  parte  del 
segundo  del  hijo  de  ambos  llamado  José,  recayó  en  30  de  Diciembre 
del  año  último  de  1876  auto  confirmando  el  que  prenunció  el  Juzgado 
de  primera  instancia  en  12  de  Setiembre  del  mismo  año,  mandando  al 
Don  Aniceto  que  cumpliera  con  lo  que  se  le  había  prevenido  en  19 
y  23  de  Agosto  anterior,  y  en  su  consecuencia,  dispusiera  sin  demora 
la  traída  de  su  hijo  á  Segovia  y  entrega  del  mismo  á  su  esposa,  bajo 
los  apercibimientos  que  contiene  de  que  de  no  hacerlo  se  llevaría  á 
efecto  por  los  medios  conducentes  á  su  costa  : 

Resultando  que  de  este  auto  de  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia de  este  territorio  interpuso  D.  Aniceto  River  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley  y  de  doctrina  legal  en  7  del  corriente  mes, 
haciendo  uso  del  testimonio  que  se  le  expidió  por  la  Audiencia  en 
24  de  Enero  próximo  pasado  : 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Felipe  Viñas  : 

Considerando  que  según  aparece  del  auto  recurrido,  las  actuacio- 
nes del  referido  expediente  de  jurisdicción  voluntaria  se  han  entendido 
y  sustanciado  con  D.  Aniceto  River  sin  protesta  alguna  de  su  parte, 
sin  oponerse  en  forma  «1  la  solicitud  de  su  esposa,  y  que  ántes  bien  ha 
consentido  la  providencia  en  que  se  le  mandó  entregarle  á  su  expre- 
sado hijo : 
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Considerando,  en  consecuencia,  que  el  auto  recurrido  y  el  de  pri- 
mera instancia  <|ue  por  él  se  confirma,  están  dictados  para  llevar  á 
efecto  los  de  19  y  23  de  Agosto  sin  alterar  en  manera  alguna  lo  resuel- 
to por  ellos,  y  que  bajo  este  concepto  no  es  reclamable  por  recurso  de 
casación  en  el  fondo ; 

No  há  lugar  con  las  costas  á  la  admisión  del  interpuesto  por  Don 
Aniceto  River  Martin,  y  devuélvasele  el  depósito  que  constituyó. 

Madrid  16  de  Marzo  de  1877.  —  [Gaceta  de  9  de  Agosto  del  mis- 
mo año.) 
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Recurso  de  casación  (  17  de  Marzo  de  1877  )  .  —  Embargo  pre- 
ventivo.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  ha- 
ber lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  interpuesto  por  Don 
Joaquín  Díaz  Tezanos  contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de 
la  Audiencia  de  Sevilla  ,  en  pleito  con  la  razón  social  J.  P.  Echecopar, 
y  se  resuelve : 

Que  conforme  al  art.  6o  de  la  ley  de  casación  civil  y  á  la  jurispru- 
dencia del  Tribunal  Supremo,  no  se  da  el  recurso  contra  las  senten- 
cias que  recaigan  en  los  juicios  ejecutivos  y  sus  incidencias,  ni  en  nin- 
guno después  del  cual  pueda  promoverse  otro  juicio  sobre  el  mismo 
objeto. 

En  el  recurso  de  casación  en  el  fondo,  interpuesto  por  D.  Joaquín 
Díaz  Tezanos  en  autos  con  la  sociedad  J.  P.  Echecopar,  ha  dictado  la 
expresada  Sala  el  auto  siguiente  : 

Resultando  que  la  sociedad  J.  P.  Echecopar  solicitó  y  obtuvo  del 
Juez  de  primera  instancia  del  distrito  de  Santa  Cruz  de  Cádiz  el  em- 
bargo preventivo  de  los  bienes  de  D.  Joaquín  Diaz  Tezanos,  después 
de  lo  cuál  pretendió  que  éste  reconociera  la  (irma  de  un  pagaré  en- 
dosado á  favor  de  aquella  casa,  no  habiendo  sido  posible  citarle  para 
ello : 

Resultando  que  Tezanos  pretendió  que  la  indicada  razón  social 
presentara  la  demanda  ejecutiva  en  el  término  de  ocho  dias  ;  y  que  es- 
timado asi  por  el  Juez,  é  interpuesta  apelación  por  aquella,  la  Sala  de 
lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla  la  revocó  en  4  de  Diciembre  de  1*76, 
declarando  que  habia  quedado  suspenso  el  término  de  20  dias  dentro 
del  cual  debía  ratificarse  el  embargo  preventivo  desde  la  presentación 
del  escrito  del  deudor  : 

Resultando  que  D.  Joaquín  Diaz  Tezanos  ha  interpuesto  contra 
este  auto  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley : 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Casimiro  Huerta  Murillo: 

Considerando  que,  conforme  al  art.  6°  de  la  ley  de  casación  civil  y 
á  la  jurisprudencia  de  este  Tribunal  Supremo,  no  se  da  el  recurso  con- 
tra las  sentencias  que  recaigan  en  los  juicios  ejecutivos  y  sus  inciden- 
cias, ni  en  ninguno  después  del  cual  pueda  promoverse  otro  juicio  so- 
bre el  mismo  objeto : 
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Considerando  que  la  sentencia  que  motiva  el  presente  recurso  fué 
dictada  en  diligencias  incoadas  para  un  embargo  preventivo  y  prepa- 
ratorias para  entablar  un  juicio  ejecutivo  : 

No  há  lugar  con  las  costa*  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  D.  Joaquin  Diaz  Tezanos. 

Madrid  17  de  Marzo  de  1877.  —  (  Gaceta  de  9  de  Agosto  del  mis- 
mo año.) 
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Recurso  de  casación  en  la  forma  en  asunto  de  Ultra- 
mar (19  de  Marzo  de  1877).— Pago  de  cantidad. — Se  declara  por  la 
Sala  tercera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casa- 
ción por  quebrantamiento  de  forma  interpuesto  por  D.  Francisco  Fe- 
liciano Ibañez  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  tercera  de  la  Au- 
diencia de  la  Habana,  en  pleito  con  la  Sociedad  Cail  y  compañía,  y  se  re- 
suelve: 

Que  no  puede  alegarse  la  falta  de  personalidad  en  el  demandante, 
cuando  el  Procurador  que  le  representó,  lo  hizo  en  virtud  de  poder  le- 
galizado y  lastanteado. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  I J  de  Marzo  de  4877,  en  los  autos 
seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Cate- 
dral y  en  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  la  Habana  por  la  Sociedad 
Cai!  y  compañía  con  D.  Francisco  Feliciano  Ibañez  sobre  pago  de  pe- 
sos; autos  que  penden  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por 
quebrantamiento  de  forma,  interpuesto  por  Ibañez  contra  la  semencia 
que  en  18  de  Octubre  de  1 875  dictó  la  referida  Sala  de  la  Audiencia: 

Resultando  que  en  18  de  Febrero  de  1870  firmaron  por  duplicado 
en  la  ciudad  de  la  Habana  un  contrato  J.  F.  Cail  y  compañía  y  Don 
Francisco  Feliciano  Ibañez,  por  el  que  dicha  Sociedad  vendió  í  Ibañez 

Sor  la  cantidad  fija  y  alzada  de  37.000  pesos  las  maquinarias  que  deta- 
aron  para  los  ingenios  San  Joaquin,  Destino  y  Socorro,  de  la  propie- 
dad del  Ibañez,  cuyas  máquinas,  aparatos  y  demás  efectos  encargarían 
dichos  Cail  y  compañía  á  su  casa  de  París  inmediatamente,  y  entre- 
garían en  el  puerto  de  la  Habana  al  costado  del  buque  conductor, 
siendo  á  cargo  del  comprador  los  derechos  que  se  adeudaran  á  su 
entrada ;  y  establecieron,  entre  otras  condiciones,  que  los  referidos 
37.000  pesos  y  lo  demás  que  importasen  otros  efectos  que  determina- 
ron que  habian  de  invertirse  en  la  instalación  de  lo  contratado,  lo  abo- 
naría Ibañez  con  3.000  pesos  que  entregaría  de  contado  al  tiempo  de 
recibir  los  efectos  en  la  Habana  J.  F.  Cail  y  compañía,  y  el  resto,  que 
se  liquidaría  su  ascendencia  al  terminar  las  instalaciones,  la  abonaría 
la  mitad  en  dos  plazos  iguales  que  vencerían  en  los  meses  de  Marzo  y 
Abril  de  1871,  y  la  otra  mitad  en  otros  dos  también  iguales  que  ven- 
cerían en  los  meses  de  Enero  y  Febrero  de  1873;  y  que  aunque  no  80 
determinaba  época  para  el  embarque  en  el  Havre  ni  entrega  en  e! 
puerto  de  la  Habana,  J.  F.  Car!  y  compañía  quedaban  obligados  á  ha- 
cer una  y  otra  operación  en  el  término  más  breve  posible,  y  tan  pron- 
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ío  como  llegase  cualquiera  máquina  ó  aparato  que  tuvieren  ó  Ies  fue- 
re pedida  para  las  instalaciones  que  hubieran  de  servir  en  la  venidera 
safa  de  1871:  . 

Resultando  que  en  5  de  Marzo  de  1873  A.  Tulasne,  apoderado  de 
Cail  y  compañía,  dirigió  desde  la  Habana  una  carta  á  D.  Francisco  Fe- 
liciano Ibañez,  incluyéndole  las  cuentas  pendientes  con  aquella  casa, 
importantes  35.735  pesos  22  centavos,  esperando  tendría  á  bien  revi- 
sar aquellas  ;  y  que  en  6  de  Agosto  de  1873  D.  Francisco  Feliciano 
Ibañez  dirigió  una  carta  á  Cail  y  compañía,  presentes  en  la  Habana, 
manifestándoles  habia  examinado  las  cuentas  que  en  5  de  Marzo  le 
enviaron  á  este  fin  ;  y  después  que  hacen  varias  rebajas  en  las  cuen- 
tas, expresa  o;ue  importando  éstas  35.735  pesos  22  centavos,  y  los  in- 
dicados rebajos  1  .909  pesos  86  centavos,  quedaba  á  favor  de  Cail  y 
compañía  un  saldo  por  lo  que  respectaba  á  las  partidas  comprendidas 
en  las  siete  cuentas  de  33.825  pesos  36  centavos,  el  mismo  que,  si  le 
bailaban  conforme,  les  acreditaría  en  cuenta : 

Resultando  que  en  20  de  Abril  de  4874,  D.  Pedro  Várela,  por  poder 
de  Cail  y  compañía,  dirigió  carta  desde  la  Habana  á  D.  Francisco  Feli- 
ciano Ibañez  contestando  á  la  suya  de  6  de  Agosto  de  1873,  en  la  que 
haciéndose  cargo  de  los  reparos  puestos  por  Ibañez  á  las  cuentas  que 
le  habían  remitido  en  5  de  Marzo,  le  manifiesta  aceptar  la  rebaja,  por 
los  conceptos  que  indica,  de  la  suma  de  990  pesos  29  centavos,  la  que 
deducida  de  los  35.735  pesos  22  centavos,  valor  total  de  las  siete  cuen- 
tas, resultaba  á  favor  de  Cail  y  compañía  34.382  pesos  34  centavos  : 

Resultando  que  en  Io  de  Abril  de  4873  ante  Mr.  Cárlos  Víctor  Anry 
y  su  colega,  Notarios  de  París,  compareció  D.  Antonio  Alfredo  Cail, 
como  uno  de  los  gerentes  con  firma  social  de  la  Sociedad  Cail  y  com- 
pañía, Sociedad  en  comandita  por  acciones  establecida  en  París,  y  cu- 
yos estatutos  establecidos  por  escritura  otorgada  ante  uno  de  los  No- 
tarios que  suscribían  y  su  colega  en  12  y  Í3  de  Julio  de  1870,  habian 
sido  modificados  por  deliberación  de  los  accionistas  de  la  referida  So- 
ciedad acordada  en  junta  general  de  30  de  Diciembre  de  4872,  según 
constaba  en  escritura  otorgada  en  22  y  23  de  Enero  de  1873  ;  cuyo 
compareciente,  á  la  vez  que  mantenía  y  confirmaba  el  poder  conferido 
*  D.  Adolfo  Tulasne,  agente  general  de  las  Colonias  de  la  casa  Cail  en 
París,  constituía  como  mandatario  á  D.  Juan  Pedro  Coliart,  Ingeniero, 
calle  de  San  Ignacio,  ntim.  13,  al  que  daba  y  conferia  poder  por  sí  y 
en  su  nombre  para  que  por  falta  de  pago  y  en  caso  de  cualquiera  difi- 
cultad ejerciera  todo  procedimiento,  apremios  y  diligencias  necesarias 
ante  todos  los  Jueces,  Tribunales  y  Audiencias  del  país,  nombrando 
Procuradores,  presentar  demandas,  hacer  y  firmar  todo  auto  y  protes- 
tar, elegir  domicilio  y  hacer  todo  lo  demás  que  fuere  necesario  y  que 
las  circunstancias  exigieran  hacer  para  la  seguridad  y  defensa  de  los 
derechos  del  compareciente  D.  Adolfo  Cail  y  de  la  Sociedad  :  á  conti- 
nuación se  halla  la  legalización  de  la  firma  del  Notario  Anry  por  el 
Jaez  del  Tribunal  civil  del  Sena ;  la  de  éste  por  el  Guarda  Sellos,  Mi- 
nistro de  la  Justicia  ;  la  de  éste  por  el  Ministro  de  Negocios  Extranje- 
ros ;  y  por  último,  la  del  anterior  por  el  Cónsul  de  España  en  Paris;  y 
en  29  de  Mayo  de  dicho  año  de  1873  D.  Juan  Pedro  Coliart,  á  cuyo  fa- 
vor está  otorgado  el  referido  poder,  le  sustituyó  ante  un  Notario  de  la 
Habana  en  todas  sus  partes  en  D.  Antonio  González  Mendoza,  Abogado, 
y  en  D.  Pedro  Várela,  y  sólo  en  cuanto  bastase  para  representar  en 
juicio  á  sus  poderdantes  en  los  Procuradores  D.  José  Galán  Suarez  y 
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D.  Benigno  González  Alvarez :  el  relacionado  poder  aparece  bastantea- 
do  por  el  Dr.  Mendoza : 

Resultando  que  en  24  de  Julio  de  1874  el  Procurador  D.  José  Galán, 
en  virtud  del  poder  sustituido  á  su  favor  de  la  Sociedad  Cail  y  com- 
pañía establecida  en  París,  acudió  al  Juzgado  rúe  primera  instancia 
acompañando  la  carta  referida  firmada  por  D.  Francisco  Feliciano  Iba- 
ñez  y  otros  documentos ;  y  con  objeto  de  preparar  la  vía  ejecutiva, 
pidió  que  el  ihañez  ;í  la  presencia  judicial  declarase  bajo  juramento  si 
era  cierto  el  contenido  y  de  su  puño  y  letra  la  firma  de  la  carta,  la  le- 
tra con  que  estaba  escrita  una  cuenta  y  parle  de  un  recibo,  que  se  ba- 
ilaban entre  los  recibos  presentados:  que  acordada  la  comparecencia 
de  D.  Francisco  Feliciano  Ibañez,  reconoció  como  de  su  puño  y  letra  la 
firma  de  la  carta  de  6  de  Agosto  de  1 873,  manifestando  no  recordar  los 
demás  particulares  por  que  fué  preguntado  : 

Resultando  que  después  de  practicadas  varias  actuaciones,  el  Pro- 
curador D.  Juan  Martí,  en  nombre  de  la  Sociedad  Cail  y  Compañía,  y 
en  su  virtud  de  sustitu  -ion  otorgada  á  su  favor  en  la  ciudad  de  la  Hi- 
bana  en  21  de  Mayo  de  1874  por  D.  Juan  Pedro  Coliart  del  poder  con- 
ferido á  éste  en  París  en  Io  de  Abril  de  1873  por  D.  Antonio  Alfredo 
Cail  como  gerente  de  dicha  Sociedad,  dedujo  demanda  ejecutiva  con- 
tra D.  Francisco  Feliciano  Ibañez  manifestando  que  las  respectivas  ne- 
gativas de  ésto  contrariaban  el  propósito  de  comprender  en  la  deman- 
da todos  los  créditos  de  la  Sociedad,  y  por  ello  se  limitaba  á  pedir  la 
ejecución  por  los  33.715  pesos  36  centavos  determinados  en  la  carta 
de  6  de  Agosto  de  1873  y  856  pesos  35  centavos  que  Ibañez  habia  con- 
fesado deber;  y  en  su  consecuencia  pidió  se  librase  mandamiento  de 
ejecución  contra  los  bienes  de  D.  Francisco  Feliciano  Ibañez  por  la  can- 
tidad de  34.781  pesos  74  centavos,  sus  intereses  al  8  por  100  anual  y 
las  costas: 

Resultando  que  librado  el  mandamiento  de  ejecución,  se  requirió 
de  pago  á  D.  Francisco  Feliciano  Ibañez;  y  como  no  lo  verificase,  se 
procedió  al  embargo,  citándole  de  remate  ;  y  opuesto  á  la  ejecución, 
excepcionó  falsedad  de  título  en  concepto  civil  é  impersonalidad  en  el 
demandante  y  su  Procurador;  porque  el  poder  presentado  no  cumple 
á  las  condiciones  de  la  ley,  y  no  se  sabe  si  es  tal  poder,  pues  no  estaba 
bastanteado  ni  habia  sido  citado  Ibañez  para  la  traducción  como  era 
indispensable  en  conformidad  á  los  artículos  283  y  284  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil;  que  también  era  deficiente  la  legalización,  pues 
sólo  alcanzaba  á  la  firma  del  Notario  D.  Víctor  Anry  y  no  á  la  de  su 
colega  Perey ;  y  en  todos  casos,  además  de  ios  funcionarios  que  habian 
intervenido,  hacia  falta  que  el  Ministro  de  Estado,  en  España,  legali- 
zase la  d'l  Cónsul  español:  que  asistido  como  estaba  el  ejecutado  del 
derecho  de  negar  á  D.  Antonio  Alfredo  Cail  el  carácter  de  gerente  de 
Cail  y  Compañía  miéntras  no  lo  acreditare,  obraba  su  impersonalidad 
como  un  hecho  indudable:  que  resultando  que  la  parte  que  contrató 
con  Ibañez  tenia  su  establecimiento  en  la  Habana,  y  el  poder  bajo  el 
cual  se  establecía  la  demanda  era  distinta  entidad,  aparte  de  los  gra- 
ves defectos  notados  se  deducia  que  la  personalidad  del  demandante  lo 
mismo  que  la  del  Procurador  eran  informales,  y  por  lo  mismo  inacep- 
tables en  el  procedimiento,  cuyas  formas  esencialmente  lastimaba: 

Resultando  que  conferido  traslado  al  ejecutante,  lo  evacuó  contra- 
diciendo las  excepciones  del  ejecutado;  y  recibido  el  pleito  á  prueba, 
Don  Pedro  Várela,  apoderado  sustituto  de  Cail  y  Compañía,  con  pre- 
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sencia  de  los  libros  de  la  casa  manifestó  que  la  Sociedad  J  P.  Cail  y 
Compañía  terminó  en  30  de  Junio  de  4  870,  é  inmediatamente  después 
se  constituyó  la  nueva  con  la  misma  razón  social,  que  pasó  más  tarde 
á  tener  la  actual  de  Cail  y  Compañía  por  fallecimiento  del  socio  ge- 
rente D.  Juan  Francisco  Cail:  que  D.  Adolfo  Tulasne  babia  sido  el  ge- 
rente y  apoderado  de  la  misma  Sociedad,  como  lo  fué  de  la  antigua,  y 
por  sustitución  suya  lo  habían  reemplazado  en  su  ausencia  D.  Juan 
Pedro  Coliart  y  después  el  mismo  Coliart  y  el  Várela;  que  el  poder  y 
sustitución  se  encontraban  protocolizados  en  la  Escribanía  de  D.  Mi- 
guel Ñuño,  en  la  Habana: 

Resultando  que  por  la  Sociedad  ejecutante  se  presentó  una  certifi- 
cación expedida  por  el  Secretario  del  Gobierno  general  de  la  Habana, 
en  la  que  se  expresa  que  en  el  libro  registro  general  de  Comercio 
que  lleva  dicha  Secretaría,  constaba  tomada  razón  de  la  escritura  de 
Sociedad  que  gira  en  París  bajo  el  nombre  social  de  Cail  y  Compañía, 
la  cual  establece  por  otra  esetilura  de  su  gerencia  en  la  plaza  de  la 
Habana  representada  por  D.  Adolfo  Tulasne,  así  como  de  la  copia  del 
poder  que  á  éste  hahia  conferido  aquella  Sociedad  y  la  sustitución  que 
del  mismo  poder  había  hecho  en  favor  de  D.  Juan  Pedro  Coliart  y  Don 
Pedro  Várela  también  en  L).  José  Galán  y  D.  Benigno  González  Alva- 
rez,  Procuradores  de  dicha  ciudad  de  la  Habana: 

Resultando  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites,  la  Sala  tercera 
de  la  Audiencia  de  la  Habana  por  sentencia  de  18  de  Octubre  de  1815, 
confirmatoria  de  la  del  Juez  de  primera  instancia,  mandó  seguir  ade- 
lante la  ejecución  despachada  contra  D.  Francisco  Feliciano  lbañez  y 
á  favor  de  la  Sociedad  de  Cail  y  compañía  por  la  cantidad  de  34.681 
pesos  74  centavos,  sus  intereses  al  tipo  legal  desde  que  el  deudor  se 
constituyó  en  mora  y  pago  de  las  costas,  haciéndose  trance  y  remate 
de  los  bienes  embargados  : 

Y  resultando  que  D.  Francisco  Feliciano  lbañez  interpuso  recurso 
de i  casacio  i  por  una  de  las  causas  del  art  1013  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento, ó  sea  la  de  fülla  de  personalidad  en  el  ejecutante,  por  creer 
que  la  razón  social  Cail  y  compañía,  no  es  la  misma  que  la  de  J  F. 
Cail  y  compañía,  con  la  cual  celebró  todos  sus  contratos  ;  excepción 
que  babia  alegado  en  tiempo  oportuno  en  la  primera  instancia,  y  de 
que  usó  también  en  la  segunda  : 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Julián  Gómez  lnguanzo  : 

Considerando  que  la  Sociedad  J.  F.  Cail  y  compañía,  que  contrató 
la  venta  de  algunas  máquinas  con  D.  Francisco  Feliciano  lbañez,  ter- 
minó sus  operaciones  y  quedó  disuelta  en  30  de  Junio  de  1870,  según 
los  libros  de  la  casa,  confirmándose  por  la  carta  de  9  de  Abril  de  1872 
del  mismo  lbañez,  en  que  manifiesta  que  el  contrato  de  1870  quedó 
cumplido  y  pagado  el  precio  de  los  objetos  vendidos  ; 

Considerando  que  formada  en  París  en  22  de  Enero  de  1873  la  nue- 
va compañía  bajo  la  razón  social  de  Cail  y  compañía,  continuó  contra- 
tando con  lbañez  sobre  los  efectos  destinados  á  los  ingenios,  recono- 
ciendo el  mismo,  por  carta  de  6  de  Agosto  de  1*73,  un  saldo  A  favor  de 
la  compañía  de  34.382  pesos  : 

Considerando  que  propuesta  la  acción  personal  que  competía  á  la 
compañía  para  promover  el  juicio  ejecutivo,  se  confirió  poder  por  el 
gerente  de  la^Jociedad  á  favor  de  D  Juan  Pedro  Coliart,  legalizado 
por  el  Juez  del  Tribunal  del  Sena,  por  el  Ministro  de  Justicia  y  iNego- 
cios  Extranjeros  y  Cónsul  de  España  en  París : 
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Considerando  que  el  Procurador  D.  Juan  Martí  ha  representado  á 
la  Sociedad  en  virtud  de  institución  del  poder  otorgado  al  Coliart,  le- 
galizado y  bastanteado ;  no  existiendo,  por  consiguiente,  la  falta  de 
personalidad  alegada  como  fundamento  del  recurso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  por  quebrantamiento  en  la  forma,  interpuesto  por 
Don  Francisco  Feliciano  Ibañez,  á  quien  condenamos  en  las  costas  y  á 
Ja  pérdida  de  la  cantidad  que  depositó,  que  se  distribuirá  con  arreglo 
á  la  ley:  líbrese  á  la  Audiencia  de  la  Habana  la  certificación  corres- 
pondiente. —  (  Sentencia  publicada  el  19  de  Marzo  de  1877,  é  inserta 
en  la  Gaceta  de  18  de  Junio  del  mismo  año.) 
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Recurso  de  casación  (19  de  Marzo  de  1877).  —  Adjudicación 
de  los  bienes  de  una  capellanía.  —  Se  declara  por  la  Sala  primera  del 
Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  D.  José  Velazquez  y  Fernandez  contra  ta  sentencia  dictada  por  la 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Oviedo,  en  pleito  con  D.  José  Antonio 
Vegega  y  Arguelles  y  hermanos,  y  se  resuelve  : 

l#  Que  si  la  sentencia  se  funda  principalmente  en  el  articulo  4° 
de  la  ley  de  15  de  Junio  de  1836,  por  el  cual  los  que  se  crean  con  me- 
jor derecho  á  los  bienes  de  una  capellanía  que  hubieran  sido  ad- 
judicados sólo  podrán  ejercitarlo  dentro  de  cuatro  años;  y  habiendo 
trascurrido  con  exceso  ese  plazo  sin  que  el  recurrente  hubiera  hecho  re- 
clamación alguna  para  obtener  los  bienes  objeto  de  su  demanda ,  era 
indudable  que  habia  perdido  todo  derecho  á  los  mismos ,  y  su  demanda 
no  podia  ser  estimada,  fuere  cual  fuere  el  derecho  que  alegara:  al  des- 
estimarla por  este  fundamento  dicha  sentencia  no  infringe  la  voluntad 
del  fundador  ni  la  doctrina  del  Tribunal  Supremo,  y  por  igual  razón 
tampoco  los  artículos  \°  y  2*  de  la  ley  de  19  de  Agosto  de  4841  ; 

T2°  Que  por  la  misma  razón  es  inoportuna  é  inaplicable  al  caso 
presente  la  cita  del  art.  3o  de  dicha  ley. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid ,  á  19  de  Marzo  de  4877,  en  los  autos 

3ue  ante  Nos  penden  por  recurso  de  casación ,  seguidos  en  el  Juzgado 
e  primera  instancia  de  Belmonte  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audien- 
cia de  Oviedo  por  D.  José  Velazquez  Fernandez  con  D.  José  Antonio, 
Don  Gumersindo,  Doña  Adelaida,  Doña  María  de  los  Dolores,  Doña  Mo- 
desta y  Doña  María  de  la  Concepción  Vegega  Florez  y  Arguelles,  y 
Doña  Josefa  Fernandez  y  Fernandez,  como  curadora  de  sus  hijas  me 
ñores  Doña  María  y  Doña  Ramona  García  Fernandez  Heres,  sobre  ad- 
judicación de  bienes  de  una  capellanía: 

Resultando  que  en  20  de  Mayo  de  1750  otorgó  escritura  D.  Juan 
Lúeas  Di  z  Valdés,  Presbítero  y  Capellán  mayor  en  la  iglesia  Colegiata 
de  la  villa  de  Salas  en  la  que  dijo  :  que  á  honra  y  gloria  de  Dios  y  de 
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su  Santísima  Madre  y  para  alivio  de  las  benditas  Animas  del  Purgato- 
rio fundaba  una  capellanía  de  misas  que  se  había  de  decir  en  cada  año 
perpetuamente  en  la  capilla  de  la  Oración  del  Huerto,  sita  en  dicha 
iglesia  Colegiata  por  el  Capellán  que  de  ella  fuere,  para  cuya  congrua 
sustentación  señalaba,  donaba  y  cedía  á  dicha  capilla  y  sus  Capellanes 
de  sus  propios  bienes  libres  de  toda  carga,  fundo ,  pensión  y  tributo, 
los  censos  y  fincas  que  describe,  con  las  siguientes  condiciones  :  que  el 
Capellán  que  fuere  habia  de  decir  en  ella  y  su  altar  de  la  Oración  del 
Huerto  dos  misas  rezadas  en  cada  semana,  las  que  habia  de  cumplir 
dicho  Capellán  estando  en  aquella  villa  de  Salas  por  su  propia  perso- 
na, y  ofreciéndose  la  ausencia  de  ella  por  mucho  ó  poco  tiempo  ó  ha- 
llándose enfermo  ó  por  otra  precisa  ocupación  las  pudiera  encargar  á 
otro  Sacerdote  para  que  las  cumpliese  en  dicha  capilla:  que  el  patrono 
de  dicha  capilla  que  iría  nombrado  y  por  tiempo  fuere  siempre  que  lle- 
gase á  vacar  la  hubiera  de  presentar  en  pariente  del  otorgante  dentro 
del  cuarto  grado  si  lo  hubiere  capaz  para  ello,  aunque  no  fuera  Sa- 
cerdote, solo  con  ser  estudiante,  el  cual  tuviera  la  precisa  obligación 
de  ordenarse  de  prima  luégo  que  se  le  presentase  y  de  misa  luégo  que 
llegase  á  edad  de  25  años;  y  no  lo  haciendo  que  dicho  patrono  la  pue- 
da pasar  á  presentar  en  otro  por  el  Orden  expresado  como  si  efectiva- 
mente se  hallase  vacante  ;  que  en  el  ínterin  que  el  tal  representado, 
siendo  estudiante,  llegare  á  ordenarse  de  Presbítero,  que  habia  de  ser 
luégo  de  llegado  á  la  dicha  edad,  pudiera  encargar  las  misas  á  otro 
Sacerdote  que  dijera,  y  con  la  renta  restante  mantenerse  y  proseguir 
sus  estudios,  si  no  fuese  Sacerdote  al  tiempo  de  dicha  presentación: 
que  faltando  pariente  dentro  del  cuarto  grado  del  otorgante  dicho  pa- 
trono la  pudiera  presentar  en  otro  cualquiera  que  le  pareciera,  como 
fuere  virtuoso  de  buena  vida,  fama  y  opinión,  debiendo  de  atender  en 
primer  lugar  á  los  parientes,  aunque  no  por  eso  dejase  de  valer  dicha 
presentación  :  que  dicho  Capellán  habia  de  tener  su  residencia  y  vi- 
vienda en  aquella  villa  de  Salas,  á  no  ser  que  se  le  ofreciera  ausencia 
fuera  del  Coucejo,  que  entóneos  pudiera  cumplir  las  misas  en  la  forma 
que  quedaba  prevenida  y  a*  excepción  también  de  que  quisiera  vivir  en 
el  lugar  de  Pedregal,  ó  que  el  patrono  le  necesitare  para  alguna  cosa 
en  dicho  lugar,  que  en  este  caso  y  asistiendo  en  él  pudiera  cumplir 
allí  con  dichas  misas  diciéndolas  en  la  capilla  del  Apóstol  San  Bartolo- 
mé :  que  en  cualquiera  ocasión,  modo  y  tiempo  que  sucediera  vacar 
dicha  Capellanía  la  hubiera  de  presentar  insolidum  el  patrono  que 
iría  nombrado  sin  concurrencia  de  otra  persona  alguna,  y  en  caso  que 
por  el  Obispo  ú  otro  prelado  la  llegasen  á  proveer  lo  deberían  hacer  en 
un  pariente  del  otorgante  según  y  en  la  forma  que  quedaba  preveni- 
do :  que  por  lo  correspondiente  al  patronato  de  la  expresada  capilla  el 
otorgante  se  nombraba  á  sí  mismo  por  tal  patrono  insolidum  para 
como  tal  poder  nombrar  el  Capellán  que  le  pareciera  durante  sus  dias 
y  vida,  y  fenecida  ésta,  sucediese  en  dicho  patronato  D.  Francisco 
Vegega  Florez,  su  sobrino,  hijo  de  Doña  Ana  María  Díaz,  su  hermana, 
y  de  D.  Antonio  Vegega  Florez,  su  marido,  ya  difunto,  y  después  de 
él  á  su  hijo  primer  varón,  y  á  falta  de  varón  la  primera  hembra,  con 
preferencia  de  mayor  á  menor  y  de  varón  á  hembra,  y  de  este  modo 
fuera  prosiguiendo  perpetuamente  en  los  descendientes  del  dicho  Don 
Francisco  por  laórden  expresada  y  según  los  llamamientos  hechos  por 
su  padre  D.  Francisco  Díaz  Yaldés  en  la  fundación  de  la  capilla  de  ¿an 
Bartolomé  del  Pedregal,  que  habia  aquí  por  repetidos;  y  reservaba  en 
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sí  el  otorgante  como  tal  fundador  y  primer  patrono  el  añadir,  quitar  6 
enmendar  durante  su  vida  las  cláusulas  y  condiciones  que  le  pareciere 
conveniente  para  la  mayor  permanencia,  utilidad  y  mejor  cumplimien- 
to de  dicha  oupilla  y  sus  Capellanes;  suplicando  al  Obispo  y  Provisor 
«probasen  esta  escritura  y  fundación  de  capilla  y  erigirla  á  colativa  y 
beneficio  eclesiástico  perpetuo,  espiritualizando  los  bienes  y  rentas 
con  que  iba  fundada,  para  que  como  tales  gozasen  del  fuero  y  privile- 
gio que  les  correspondiera,  y  que  en  su  consecuencia  despachasen  ti- 
tulo y  colación  con  mandamiento  de  posesión  y  rendimiento  de  frutos 
á  favor  de  los  Capellanes  en  quienes  fuere  presentada : . 

Resultando  que  en  15  de  Octubre  de  1 844  D.  Antonio  Vegega  Flo- 
rez  acudió  al  Juzgado  de  Bel  monte,  y  fundándose  en  la  ley  de  4  9  de 
Agosto  del  mismo  año,  pretendió  se  declarase  que  le  correspondía  en 
clase  de  libres  la  propiedad  de  los  bienes  que  formaban  la  dotación  de 
la  capellanía  mencionada,  cuya  posesión  solicitaba  se  le  diera  en  forma: 
y  oido  el  Ministerio  fiscal,  de  conformidad  con  su  dictamen,  por  auto 
del  dia  siguiente  se  declaró  á  favor  del  Vegega  la  propiedad  de  los  no- 
minados bienes  y  mandó  se  le  diera  posesión  de  ellos,  sin  perjuicio  de 
tercero,  cuya  diligencia  tuvo  lugar,  librándose  los  exhortos  necesarios 
en  los  dias  25  y  29  de  Noviembre  y  4o  de  Diciembre  del  mismo  año: 

Resultando  <jue  en  24  de  Octubre  de  4843  se  ofició  al  Vegega  Flo- 
rez  por  la  Administración  de  Bienes  nacionales  de  la  provincia  de 
Oviedo  manifestándole  que  el  Intendente  de  Rentas  se  había  servido 
dejar  sin  efecto  el  remate  de  las  rentas  de  la  capellanía  de  la  Oración 
del  Huerto  por  haber  acreditado  que  se  hallaba  en  posesión  de  sus  bie- 
nes á  Yirtud  del  auto  judicial  relacionado: 

Resultando  que  el  mismo  D.  Antonio  Vegega  y  Fiorez  acudió  y  ob- 
tuvo del  Gobernador  eclesiástico  del  Obispado  en  1 4  de  Octubre  de  1870 
la  redención  de  las  cargas  que  pesaban  sobre  los  bienes  de  dicha  ca- 
pellanía, cuya  liquidación  y  pago  tuvo  luuar  en  22  del  mismo  mes: 

Resultando  que  en  8  de  Enero  de  1870  acudió  al  Juzgado  de  Bel- 
monte  D.  José  Velazquez,  solicitando  que  en  su  día  se  declarase  que 
él  era  el  pariente  de  mejor  derecho,  y  por  consiguiente  se  le  adjudi- 
casen en  propiedad  y  usufructo  y  como  de  libre  disposición  los  bienes 
de  la  capellanía  colativa  indicada,  para  lo  cual  expuso:  que  dicha  ca- 
pellanía es  de  patronato  activo  y  pasivo  familiar,  llamando  en  primer 
lugar  á  los  parientes  del  fuudador  dentro  de  cuarto  grado,  y  no  ha- 
biéndolos á  cualquiera  de  ellos  distintamente:  que  el  último  Capellán 
Don  Francisco  Pelaez  habia  fallecido  en  Madrid,  por  cuya  razón  vacó 
dicha  capellanía:  que  como  cuarto  nieto  de  I).  Francisco  Díaz  Valdés, 
padre  del  fundador,  era  el  pariente  más  cercano  de  éste  y  á  quien  le 
correspondía  la  libre  adjudicación  en  propiedad  y  usufructo  de  los  bie- 
. .  nes  de  la  mencionada  fundación  con  arreglo  á  lo  dispuesto  eu  el  ar- 
ticulo Io  de  la  ley  de  19  de  Agosto  de  184! : 

Resultando  que  por  auto  de  17  de  Abril  de  dicho  año  se  hubo  por 
admitida  la  demanda  confiriendo  traslado  de  ella  al  Promotor  fiscal,  y 
mandando  citar  y  emplazar  por  medio  de  edictos  á  los  que  se  conside- 
rasen con  derecho  á  los  bienes  relacionados,  todo  lo  cual  tuvo  efecto; 
y  en  su  consecuencia  se  personó  en  los  autos  como  primer  opositor  Don 
Antonio  Vegegu  Fiorez,  que  falleció  durante  la  sustanciacion,  perso- 
nándose después  sus  hijos  y  herederos,  solicitando  que  se  desestimara 
la  demanda  propuesta  y  en  todo  caso  se  absolviera  de  ella  á  los  de- 
mandados, para  lo  que  alegaron:  que  la  capellanía  de  que  se  trata  no 
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«ra  de  un  modo  absoluto  de  patronato  pasivo  de  sangre,  porque  si 
bien  el  fundador  llamaba  en  primer  término  para  su  obtención  á  sus 
parientes  dentro  del  cuarto  erado,  si  los  hubiese  capaces  para  ello, 
dice  una  cláusula  que  fallando  pariente  dentro  del  cuarto  grado  del 
otorgante,  dicho  patrono  pueda  hacer  la  presentación  en  la  persona 
que  le  parezca  como  sea  virtuosa,  de  buena  fama  y  opinión,  debiendo 
atender  en  primer  lugar  á  los  parientes,  aunque  no  por  eso  deje  de  va- 
ler dicha  presentación  por  excusar  pleitos  y  diferencias  que  en  seme- 
jantes casos  deben  ocurrir:  que  el  demandante  Velazquez  estaba  fuera 
del  cuarto  grado  de  parentesco  tanto  civil  como  canónico  del  funda- 
dor, y  por  consiguiente  sólo  cabía  considerar  como  patronato  familiar 
al  activo  que  residia  en  D.  Antonio  Vegega  y  FJorcz,  al  cual  por  esta 
razón  se  le  adjudicaron  civilmente  los  bienes  de  la  referida  cabellanía 
en  concepto  de  libres  por  providencia  del  Juzgado  de  46  de  Octubre 
de  habiéndosele  dado  posesión  judicial  de  ellos  en  25  y  29  de  No- 
viembre del  mismo  año,  cuya  adjudicación  y  posesión  fué  reconocida 

{tor  la  Hacienda  cuando  en  1843  se  incautó  de  dichos  bienes,  sacando 
as  rentas  á  pública  subasta,  que  dejó  después  sin  efecto,  y  por  haber 
redimido  después  las  cargas  ante  la  delegación  episcopal:  que  áun  en 
el  supuesto  falso  de  que  el  Velazquez  se  hallase  comprendido  en  las 
voces  de  la  fundación,  su  demanda  debería  ser  desestimada  por  tardía 
con  arreglo  al  art.  4°  de  la  ley  de  15  de  Junio  de  1856,  toda  vez  que 
los  terceros  de  mejor  derecho  á  las  adjudicaciones  de  bienes  de  cape- 
llanías sólo  podrían  ejercitar  su  derecho  dentro  cuatro  años,  á  contar, 
respecto  á  las  adjudicaciones  anteriores  á  dicha  ley  desde  el  dia  de  la 
publicación  oficial,  cuyo  plazo  habia  trascurrido  con  exceso  : 

Resultando  que  seguido  el  juicio  por  *us  trámites  después  de  oir  al 
Promotor  fiscal  que  no  hizo  reclamación  alguna,  el  Juez  dictó  senten- 
cia declarando  á  I).  José  Velazquez  y  Fernandez  Heres  con  mejor  dere- 
cho á  la  adjudicación,  propiedad  y  usufructo,  como  de  libre  disposi- 
ción de  los  bienes  y  rentas  de  la  capellanía  colativa  de  sangre,  que 
bajo  la  advocación  de  la  Oración  del  Huerto  fundó  solemnemente  el 
Presbítero  D.  Juan  Lúeas  Diaz  Valdés,  Capellán  mayor  de  la  Iglesia 
colegial  de  la  villa  de  Salas  por  escritura  de  28  de  Mayo  de  1750,  cuya 
adjudicación  se  declaraba  en  favor  del  expresado  Velazquez,  con  la 
obligación  de  cumplir  las  cargas  civiles  y  eclesiásticas  á  que  los  indi- 
cados bienes  estuviesen  afectos,  declarando  expresamente  que  la  adju- 
dicación era  sin  perjuicio  de  mejor  derecho  á  los  mismos  que  podia 
reclamarse  en  el  término  de  cuatro  años  contados  desde  aquella  : 

Resultando  que  por  parte  de  los  herederos  de  D.  Antonio  Vegega 
se  interpuso  apelación,  que  les  fué  admitida,  y  remitidos  los  autos  á  la 
Supprioridad  se  personó  en  ellos  Doña  Josefa  Fernandez  como  madre 
y  legal  representante  de  sus  menores  hijas  Doña  María  y  Doña  Ramo- 
na García  Fernandez  Heres,  exponiendo  que  por  los  periódicos  oficia- 
les habia  tenido  conocimiento  de  este  pleito,  en  el  que  las  referidas 
menores  se  hallaban  en  condiciones  más  ventajosas  que  los  demás  liti- 
gantes, tanto  bajo  el  punto  de  vista  del  patronato  activo  como  del  pa- 
sivo, puesto  que  según  las  partidas  de  bautismo,  matrimonio  y  defun- 
ción qoe  acompañaban  eran  hijas  de  Doña  Josefa  Fernandez  y  D.  Fran- 
cisco García,  el  cual  falleció  con  posterioridad  á  la  ley  de  19  de  Agosto 
de  1841,  trasmitiéndolas  sus  derechos,  nietas  de  D.  José  García  y  Doña 
Francisca  Fernandez  Heres,  la  cual  habia  muerto  también  en  iguales 
circunstancias,  y  biznietas  de  Doña  Teresa  Vegega  Florez  y  D.  Diego 
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Fernandez  Heres,  abuelos  de  D.  José  Velazquez,  é  hija  la  Doña  Teresa 
del  mencionado  primer  patrono  :  que  puesto  que  los  hijos  de  D.  Anto- 
nio Vegega  Florez  sostenían  que  los  bienes  de  la  capellanía  habían  sida 
adjudicados  á  su  padre  en  1841 ,  para  las  menores  áun  no  habían  cor- 
rido los  cuatro  años  que  marcaba  la  ley  de  «856,  puesto  que  debiendo 
contarse  en  este  caso  desde  la  fecha  de  ella  y  habiendo  quedado  en  sus- 
penso sus  disposiciones  por  el  decreto  de  28  de  Noviembre  del  mismo 
año  sin  que  la  suspensión  se  hubiera  levantado  hasta  el  24  de  Junio 
de  1867,  la  menor  edad  las  ponía  á  salvo  de  la  prescripción,  ofrecién- 
dolas el  remedio  de  la  restitución  ininíegrum  contra  el  trascurso  del 
tiempo,  lo  cual  invocabau  lo  mismo  que  la  acción  real  que  deducían 
para  que  en  su  respectivo  lugar  y  caso  surtiera  sus  efectos  ;  y  solicitó 
se  declarase  que  la  Doña  María  y  Doña  Ramona  eran  de  mejor  derecho 
que  los  demás  colitigantes  y  consiguientemente  adjudicarles  como  de 
libre  disposición  los  bienes  de  la  capellanía  litigiosa,  sin  perjuicio  de 
la  redención  ó  conmutación  á  que  estuvieren  sujetos  : 

Resultando  que  sustanciada  la  instancia  la  Sala  de  lo  civil  de  la 
Audiencia,  por  sentencia  de  16  de  Diciembre  de  i  875,  revocándola 
apelada,  desestimó  la  demanda  propuesta  por  el  D.  José  Velazquez  y 
Fernandez  Heres  y  las  pretensiones  de  Doña  Josefa  Fernandez  en  re- 
presentación de  sus  hijas  Doña  María  y  Doña  Ramona  García,  para  que 
se  les  adjudiquen  en  propiedad  y  usufructo  como  libre  disposición  los 
bienes  de  la  capellanía  colativa  que  bajo  la  denominación  de  la  Ora- 
ción del  Huerto  fundó  D.  Juan  Lúeas  Diaz  Valdés  en  la  villla  de  Salas  ; 
y  en  su  consecuencia  absolvió  de  una  y  otra  á  los  hoy  herederos  de 
Don  Antonio  Vegega  Florez,  D.  José  Antonio  Vegega  Florez  y  herma- 
nos, sin  hacer  expresa  condenación  de  costas  : 

Resultando  que  D.  José  Velazquez  y  Fernandez  interpuso  recurso 
de  casación  por  haberse  en  su  concepto  infringido : 

Io  La  voluntad  del  fundador,  de  la  capellanía  solemnemente  expre- 
sada en  la  escritura  de  su  constitución,  según  tiene  declarado  este  Tri- 
bunal Supremo  en  diversas  decisiones,  entre  ellas  la  de  28  de  Setiem- 
bre de  1869: 

2o  Los  artículos  \°  y  2o  de  la  ley  de  19  de  Agosto  de  1841  y  la  doc- 
trina sancionada  por  este  Tribunal  Supremo  en  sentencia  de  31  do 
Enero  de  1873,  porque  por  los  términos  de  la  escritura  de  fundación  y 
por  las  leyes  sobre  capellanías  colativas,  á  contar  desde  !a  de  19  de 
Agosto  de  1841 ,  sólo  subsiste  el  patronato  pasivo  en  virtud  del  cual  ios 
descendientes  de  la  familia  del  fundador  tienen  derecho  exclusivo  á  la 
propiedad  de  los  bienes  dótales  de  la  capellanía: 

3o  La  doctrina  lijada  por  este  Tribunal  Supremo  en  sentenciade5  de 
Diciembre  de  1871  de  que  acuando  la  adjudicación  de  los  bienes  de  una 
capellanía  no  se  verifica  en  juicio  contradictorio  y  en  el  concepto  del 
más  próximo  pariente  del  fundador,  sino  que  solamente  se  da  la  po- 
sesión sin  perjuicio  de  tercero  ,  no  puede  ser  útil  dicha  posesión 
para  prescribir  la  propiedad  de  los  bienes»,  doctrina  conforme  con  el 
precepto  expreso  de  la  ley  que  no  reconoce  otro  título  que  el  paren- 
tesco preferente  demostrado  en  el  correspondiente  juicio,  que  no  pue- 
de ser  otro  que  el  declarativo  ú  crdinario  como  norma  de  toda  conten- 
ción ;  puesto  que  D.  Antonio  Vegega  en  15  de  Octubre  de  1841  solici- 
tó la  propiedad  de  los  bienes  que  constituyen  la  doctrina  de  la  cape- 
llanía, y  el  Juzgado  de  Belmonte  en  providencia  del  día  siguiente  hizo 
la  declaración  pretendida: 
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4o  Que  el  último  Capellán  D.  Francisco  Pelaez  falleció  en  9  de  No- 
viembre de  < 865,  hasta  cuya  fecha  la  adjudicación  obtenida  de  una 
manera  informal  ó  ineficaz  por  D.  Antonio  Vegega  Florez  quedó  bajo 
el  imperio  de  las  leyes  sobre  capellanías  en  cuanto  á  los  plazos  para  la 
reclamación  de  bienes,  y  teniendo  presente  que  á  contar  desde  la  ley 
de  19  de  Agosto  de  1841 ,  es  menester  deducir  las  suspensiones  y  apla- 
zamientos consignados  en  los  Reales  decretos  de  30  de  Abril  de  1852  y 
28  de  Noviembre  de  1856,  es  indudable,  aun  cuando  se  prescindiera  de 
estas  suspensiones,  no  ha  prescrito  el  derecho  del  recurrente,  bien  si 
se  atiende  al  art.  3°  de  la  ley  de  14  de  Junio  de  i 856  ó  á  la  inteligencia 
dada  por  este  Tribunal  Supremo  sobre  este  punto  concreto  en  su  sen- 
tencia de  5  de  Diciembre  de  1871  : 

Y  5°  Que  como  consecuencia  de  las  anteriores  infracciones,  es  de 
notar  que  la  ejecutoria  prescinde  del  derecho  de  D.  Juan  Velazquez, 
que  ocupa  el  lugar  de  su  madre  Doña  Josefa  Fernandez,  que  ocupa  el 
lugar  de  su  madre  Doña  Josefa  Fernandez  Heres,  fallecida  en  4  de  Se- 
tiembre de  1855,  y  por  lo  tanto  comprendida  en  el  art.  Io  de  la  ley  de 
1  4  de  Junio  de  1856;  esto  prescindiendo  de  que  los  Vegega  se  hallan 
un  grado  más  distante  del  primer  patrono,  y  su  padre,  como  fallecido 
en  1836,  no  les  trasmitió  el  derecho  que  es  evidente  en  la  madre  deí 
recurrente,  según  lo  ha  decidido  repetidas  veces  la  jurisprudencia  y 
singularmente  la  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  do  31  de  Enera 
de  1873: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Alejandro  Benito  y  Avila: 
Considerando  que  la  sentencia  dictada  por  la  Sala  civil  de  la  Au- 
diencia de  Oviedo  contra  la  cual  se  ha  interpuesto  el  presente  recurso 
de  casación,  se  funda  principalmente  en  el  art.  4°  de  la  ley  de  15  de 
Junio  de  1856,  por  el  cual  los  que  se  crean  con  mejor  derecho  á  los 
bienes  de  una  capellanía  que  hubieran  sido  adjudicados,  sólo  podrán 
ejercitarlo  dentro  de  cuatro  años,  y  habiendo  trascurrido  con  exceso 
ese  plazo  sin  que  el  recurrente  D.  José  Velazquez  hubiera  hecho  recla- 
mación alguna  nara  obtener  los  bienes  objeto  de  su  demanda,  era  in- 
dudable que  había  perdido  todo  derecho  á  los  mismos,  y  su  demanda 
no  podia  ser  estimada,  sea  cual  fuere  el  derecho  que  alegara;  y  por 
consiguiente,  al  desestimarla  por  este  fundamento  la  sentencia  recur- 
rida no  ha  podido  infringir  ni  ha  infringido  la  voluntad  del  fundador 
ni  la  doctrina  de  este  Tribunal  Supremo  que  como  infringidas  se  citan 
en  el  primer  fundamento  del  recurso,  y  por  igual  razón  tampoco  lo 
han  sido  los  artículos  1°  y  2°  de  la  ley  de  19  de  Agosto  de  1841  ni  la 
doctrina  sancionada  por  este  Tribunal  Supremo  que  se  citan  en  el  2o 
y  5o: 

Considerando  que  es  inaplicable  al  caso  presente  la  doctrina  fijada 
en  la  sentencia  de  5  de  Diciembre  de  1871,  pues  tn  aquella  se  resolvió 
que  el  título  de  heredero  del  último  Capellán  no  era  suficiente  para 
prescribir  la  propiedad  de  los  bienes  de  la  capellanía  por  no  ser  con- 
forme al  precepto  expreso  de  la  ley  de  1841  que  no  reconoce  otro  titu- 
lo que  el  de  parentesco  de  mejor  linea  y  grado  probado  en  el  corres- 
pondiente juicio,  y  en  el  gue  ha  dado  lugar  al  recurso  D.  Antonio  Ve- 
gega Florez  obtuvo  la  adjudicación  y  posesión  de  los  bienes  en  virtud 
de  providencia  judicial  dictada  en  expediente  promovido  al  efecto  en 
el  Juzgado  de  Belmonte  con  audiencia  del  Promotor  fiscal,  y  por  con- 
siguiente no  ha  sido  infringida  dicha  doctrina  legal  que  se  cita  en  el 
tercer  fundamento: 
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Considerando,  por  ultimo,  que  fundándose  principalmente  la  sen- 
tencia recurrida,  como  ya  «íntes  se  ha  dicho,  en  el  art.  4o  de  la  ley 
de  15  de  Junio  de  1836,  es  inoportuna  é  inaplicable  al  caso  presente 
la  cita  del  art.  3o  de  dicha  ley  y  las  consideraciones  que  se  aducen  en 
el  fundamento  4°  del  recurso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
de  casación  interpuesto  por  D.  José  Velazquez  y  Fernandez,  á  quien 
condenamos  en  las  costas;  y  líbrese  la  correspondiente  certificación  á 
la  Audiencia  de  Oviedo  con  devolución  de  los  documentos  remitidos. 
—  (Sentencia  publicada  el  i 9  de  Marzo  de  1877,  é  inserta  en  la  Gaceta 
de  9  de  Agosto  del  mismo  año.) 
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lt  ocurso  de  casación  (20  de  Marzo  de  1877).— Pago  de  un  prés- 
tamo Á  la  gruesa.  —  Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Su- 
remo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  la  razón 
social  J.  B.  Valdeavellano  y  compañía  contra  la  sentencia  dictada  por 
la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Valencia,  en  pleito  con  la  razón  so- 
cial White  Llano  y  Morand,  y  se  resuelve: 

t°  Que  no  te  infringe  la  ley  Í6,  til.  22,  Partida  3a,  que  trata  de 
cómo  non  debe  valer  el  juicio  sobre  cosa  que  non  fué  demandada, 
cuando  la  declaración  hecha  por  la  Sala  sentenciadora,  Aun  sin  pedir- 
lo la  demanda,  de  que  un  contrato  reúne  los  requisitos  legales  necesa- 
rios para  la  validez  con  arreglo  á  una  ley  extranjera,  es  una  mera 
premisa  para  la  condenación,  y  no  altera,  por  tanto,  la  congruencia 
entre  la  demanda  y  el  fallo : 

2o  Que  si  bien  manda  la  ley  15,  tit.  U,  Partida  3a,  que  non  aya 
fuerza  de  prueba  la  ley  ó  fuero  de  otra  tierra  que  se  alegue  en  los 
pleitos,  contiene  también  el  período  fueras  ende  en  contiendas  que  fue- 
sen entre  ornes  de  aquella  tierra,  sobre  pleito  ó  postura  que  oviesen 
fecho  en  ella,  que  establece  una  excepción  para  los  contratos  que  tienen 
lugar  en  país  extranjero,  entre  personas  de  fuera  de  España,  y  que 
de  común  acuerdo  se  sometieron  expresamente  á  una  ley  extranjera: 

3o  Que  tratándose  de  un  préstamo  á  la  gruesa  no  puede  suponerse 
fraude  en  una  sumisión  á  las  leyes  que  eran  las  correspondientes  al 
buque  y  al  Capitán;  y  no  apareciendo  prueba  de  ese  mismo  fraude,  no 
sería  aplicable  la  llamada  doctrina  que  supone  que  deben  observarse 
las  leyes  del  país  en  donde  se  habia  de  cumplir  la  obligación  y  no  las 
del  en  que  ésta  se  contrajo  : 

4°  Que  no  es  aplicable  al  caso  presente,  y  por  tanto  no  se  ha  podido 
infringir  el  art.  671  del  Código  de  Comercio  español,  si  la  Sala,  ocu- 
pándose de  ese  articulo  para  combatir  lo  que  respecto  de  sus  prescrip- 
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dones  se  dijo  durante  el  pleito,  terminantemente  declaró  que  aplicaba 
y  aplicó  el  Código  de  Comercio  italiano  como  ley  á  la  que  se  habían 
explícitamente  sometido  los  contratantes  ; 

7  5o  Que  conforme  á  lo  declarado  por  el  Tribunal  Supremo  no  pue- 
den ser  motivos  de  casación  las  infracciones  de  leyes  extranjeras  que 
no  afectan  á  la  uniformidad  de  nuestra  jurisprudencia,  aunque  dichas 
leyes  puedan  alegarse  como  medios  de  prueba  ante  los  Tribunales  espa- 
ñoles y  apreciarse  en  los  pleitos. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  '20  de  Marzo  de  4877,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Mar  de 
Valencia  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  aquella  ciudad,  por 
la  razón  social  White  Llano  y  M«»rand,  y  después  como  cesionaria  la 
de  i).  José  María  Seria  é  hijo,  del  comercio  de  Barcelona,  con  la  razón 
social  J.  R  Valdeavellano  y  compañía,  sobre  pago  de  un  préstamo  á  la 
gruesa  : 

Resultando  que  la  fragata  italiana  Italia  Libera,  cargada  en  el  Perú 
de  guano  á  la  consignación  de  Valdeavellano  y  compañía,  de  Valencia, 
arribó  á  Kio  Janeiro  con  el  fin  de  reparar  las  averías  que  habia  sufrido; 
que  careciendo  de  fondos  su  Capitán  para  atender  á  los  gastos  de  des 
carga  y  reparación  del  buque  y  no  habiendo  podido  obtenerlos  de  Calvo 
y  compañía,  corresponsales  de  los  cargadores  y  consignatarios,  lopró 
del  Cónsul  de  Italia  autorización  para  contratar  un.  préstamo  á  cambio 
marítimo,  que  fué  adjudicado  al  mejor  postor  D.  Alejandro  Wagner, 
y  que  en  Io  de  Junio  de  1874  otorgó  ante  el  Cónsul  por  D.  Alejandro 
Wagner,  D.  Manuel  Calvo,  por  Calvo  y  compañía  y  el  Capitán  D.  Bar- 
tolomé Luis  Gard^lla,  el  contrato  á  cambio  marítimo,  obligándose  di- 
cho Capitán  á  pagar  cinco  dias  después  de  la  llegada  al  puerto  de  des- 
carga el  capital  que  recibió  y  los  intereses  estipulados,  asegurándolo 
todo  sobre  el  buque,  sus  aparejos  y  pertrechos  y  sobre  el  cargo,  li- 
brando el  C»pitau  á  la  órden  de  D.  Alejandro  Wagner  letra  de  cambio 
marítimo  por  la  suma  de  pesos  fuertes  de  España  66  300  y  90  cénti- 
mos ;  conviniendo,  por  último,  en  sujetarse  para  la  ejecución  de  lo  pac- 
tado á  las  disposiciones  del  Código  de  Comercio  italiano,  y  á  que  cual- 
quier diferencia  que  pudiera  sobrevenir  fuese  juzgada  por  los  Cónsules, 
Vicecónsules  ó  Agentes  consulares  de  Italia  en  España  : 

Resultando  que  la  letra  de  cambio  maritimo  fué  endosada  sucesiva- 
mente á  la  casa  de  París  de  Macenard  André  y  compañía,  á  la  de  Don 
José  María  Serraé  hijos,  de  Barcelona,  y  á  la  de  White  Llano  y  Mo- 
ran I,  de  Valencia,  los  cuales,  trascurridos  los  cinco  dias  de  la  llegada 
del  buque  á  aquel  puerto,  solicitaron  e!  pago  de  dicha  letra  ante  el 
Vicecónsul  de  Italia  en  aquella  capital,  que  se  separó  del  conocimiento 
del  asunto  por  la  oposición  de  los  consignatarios  del  cirgo  : 

Resultando  que  White  Llano  y  Morand  enlabiaron  demanda  ejecu- 
tiva contra  el  Capitán  del  buque  por  la  cantidad  importe  de  dicha  le- 
tra, intereses  y  cos'as,  habiéndose  embargado  la  embarcación  y  resto 
de  fletes,  después  de  haberse  pagado  los  salarios  de  los  tripulantes,  por 
auto  de  24  de  Octubre  de  1870,  que  fué  apelado,  err  cuanto  no  se  ha- 
bia accedido  al  embargo  del  cargo  de  guano  como  pretendía  la  parte 
adora,  y  que  fué  confirmado  por  la  Audiencia  después  de  dictada  sen- 
tencia de  remate : 
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Resultando  que  la  indicada  razón  social  entabló  en  5  de  Junio* 
de  1871  la  demanda  objeto  de  estos  autos  contra  )a  razón  social 
J.  B.  Valdeavellano  y  compañía  ejercitando  la  acción  que  nace  del  de- 
recho de  prenda,  para  que  se  les  condenase  al  pago  del  valor  del  car- 
gamento de  guano  de  la  Italia  Libera  hasta  donde  alcanzase  de  la 
cantidad  de  66.300  pesos  fuertes  90  céntimos,  importe  de  la  póliza  de 
préstamo  á  la  gruesa,  y  los  intereses  legales  de  dicha  suma  desde  el 
(lia  del  vencimiento,  deduciendo  de  ella  las  cantidades  liquidas  que 
hubieran  percibido  6  percibieran  por  remate  de  fletes  y  producto  en 
venta  de  la  nave,  y  los  intereses  correspondientes  á  las  mismas  desde 
el  dia  en  que  las  percibiesen,  ó  en  otro  caso,  al  pago  de  las  cantidades 
que  se  invirtieron  en  gastos  ocasionados  por  el  guano  y  las  demás  que 
se  hallan  en  igual  caso  con  intereses  y  al  pago  de  todas  las  costas : 

Resultando  que  Valdeavellano  y  compañía  impugnaron  la  demanda 
alegando  que  la  Italia  Libera  no  era  un  buque  de  sólida  construcción, 
y  su  Capitán,  al  emprender  el  viaje,  no  la  hizo  reconocer ;  que  los 
gastos  hechos  en  Rio  Janeiro  para  descarga,  almacenaje  y  reembarque 
del  guano,  no  fueron  de  mayor  importancia  que  los  ocasionados  en  la. 
nave  ;  que  la  casa  de  Calvo  y  compañía,  de  Rio  Janeiro,  no  estaba 
autorizada  más  que  i  ara  inspeccionar  la  descarga,  almacenaje  y 
reembarco  del  cargamento,  pero  no  para  obligar  á  los  cargadores,  no 
habiéndose  aquella  allanado  á  que  el  préstamo  se  tomase  sobre  el  car- 
go, puesto  que  lo  hicieron  sin  asentimiento  ni  poder  de  los  demanda- 
dos :  que  áun  cuando  no  era  de  aplicación  al  caso  la  ley  italiana,  no* 
aparecía  registrado  el  préstamo  en  la  Administración  de  Marina  del 

Ímnto  donde  se  hallaba  inscrita  la  nave,  según  prevenía  la  expresada 
ey  :  que  la  parte  demandante  consintió  la  resolución  del  Vicecónsul 
de  Italia  negándose  á  conocer  del  asunto  :  que  la  mayor  parte  de  las- 
partidas  de  la  cuenta  presentada  por  el  Capitán  debían  ser  de  cargo 
del  mismo  ó  de  la  nave  ;  y  que  el  buque  estaba  asegurado  en  una 
gruesa  suma  : 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba  y  sustanciados  en  dos 
instancias,  habiéndose  personado  en  él  la  razón  social  J.  M.  Serra  é 
hijo,  de  Barcelona,  como  cesionaria  de  la  de  White  Llano  y  Morand, 
dictó  sentencia  en  15  de  Febrero  de  1876  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia de  Valencia  que  no  fué  conforme  con  la  del  Juez  de  primera 
instancia,  declarando  que  el  contrato  de  préstamo  á  la  gruesa  cele- 
brado en  la  morada  del  Cónsul  italiano  en  Rio  Janeiro  el  dia  1°  de  Junio- 
de  1870,  entre  el  Capitán  del  buque  Italia  Libera  y  D.  Alejandro 
Wagner,  por  el  cual  y  en  garantía  de  dicho  préstamo  se  pignoró  el 
cargamento  del  buque  con  aprobación  de  D.  Manuel  Calvo  y  compa- 
ñía, corresponsal  de  los  cargadores  y  consignatario  del  referido  cargo, 
para  el  caso  de  arribada  del  repetido  buque  á  aquel  puerto,  reúne  los- 
requisitos  legales  necesarios  para  su  validez  con  arreglo  á  la  legisla- 
ción italiana,  á  que  además  se  sometieron  las  partes  contratantes,  con- 
denando por  lo  tanto  á  los  Sres.  J.  B.  Valdeavellano  y  compañía  á 
pagar  á  D.  José  M.  Serra  é  hijo,  hasta  donde  alcance  el  valor  del  gua- 
no conducido  al  puerto  del  Grao  por  el  buque  Italia  Libera  la  canti- 
dad de  66.300  pesos  fuertes  90  cénts  ,  ó  sean  331.504  pesetas  50  cén- 
timos, importe  de  la  póliza  de  préstamo  á  la  gruesa  de  que  se  trata, 
y  al  de  los  intereses  legales  de  la  suma  entregada  por  el  prestamista 
desde  el  dia  de  su  vencimiento,  deduciéndose  del  capital  las  cantidades, 
líquidas  que  los  demandantes  hubieran  percibido  por  el  remanente  do 
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fletes  y  productos  en  venta  de  la  nave,  así  como  de  la  cuenta  de  los 
intereses  los  correspondientes  á  dicha  suma  percibida  desde  el  día  de 
su  pago,  sin  hacer  expresa  condenación  de  costas : 

Resultando  que  la  razón  social  J.  B.  Valdeavellano  y  compañía  in- 
terpuso recurso  de  casación  por  haberse  infringido  á  su  juicio: 

r  La  ley  16,  tit.  22,  Partida  3a,  con  arreglo  á  la  cual  no  debia  valer 
el  juicio  por  haber  sido  daio  sobre  cosa  que  no  pertenecía  á  la  de- 
manda ,  puesto  que  no  habiéndose  pedido  en  esta  declaración  alguna 
de  derechos,  sino  tan  sólo  la  condenación  del  recurrente  al  pago  del 
capital  é  intereses  del  préstamo  ,  y  esto  en  el  orden  y  caso  y  con  la 
moderación  que  se  expresó  en  ella," no  sólo  se  habia  estimado  dicha 
petición  en  todos  sus  extremos,  sino  que  en  primer  término  y  de  una 
manera  directa  y  principal  y  como  para  que  hiciera  las  v«*ces  de  único 
fundamento  de  la  condena  se  declaraba  que  el  contrato  de  préstamo  á 
la  gruesa  reúna  los  requisitos  legales  necesarios  para  su  validez  y  con 
arreglo  á  la  legislación  italiana  á  que  además  se  habían  sometido  las 
partes,  declaración  completamente  oficiosa,  porque  no  se  habia  pedido: 

2o  Al  aplicar  la  sentencia  la  legislación  de  Italia  y  no  la  española,  la 
ley  15,  tít.  U  de  la  Partida  3a,  en  que  se  dispone  que  si  en  un  pleito  se 
alegase  ley  ó  fuero  de  otra  tierra  extraña  no  hubiera  fuerza  de  prueba 
sin  que  estuviera  comprendido  el  caso  actual  en  la  excepción  de  la  re- 
gla general  que  dicha  ley  establecía  para  las  contiendas  que  fueran 
entre  hombres  de  aquella  tierra  sobre  pleito  ó  postura  que  hubiesen 
hecho  en  ella  ó  en  razón  de  alguna  cosa,  mueble  ó  raíz  de  aquel  lugar; 
puesto  que  para  ello  hubiera  sido  necesario  que  el  contrato  de  présta- 
mo á  la  gruesa  se  hubiera  otorgado  por  italianos  y  en  Italia,  nada  de 
lo  cual  habia  sucedido,  puesto  que  el  prestamista  era  prusiano,  el  due- 
ño de  la  carga  español  ó  á  lo  ménos  peruano,  si  como  á  tal  dueño  no 
quisiese  reconocerse  al  recurrente  y  el  lugar  del  otorgamiento  fué  la 
capital  del  Brasil,  sin  que  importase  nada  que  hubiera  tenido  efecto  en 
la  morada  del  Cónsul  de  Italia,  porque  los  Cónsules  no  disfrutaban  el 
privilegio  de  la  exterritorialidad  de  que  gozaban  los  Ministros  y  Em- 
bajadores de  las  potencias  extranjeras,  y  únicamente  era  italiano  el 
Capitán  del  barco;  que  si  se  habia  de  atender  para  determinar  con  pre- 
cisión la  nacionalidad  de  los  contratantes  con  relación  al  caso  excep- 
cional previsto  en  la  ley  citada,  no  á  la  personalidad  física,  sino  á  la 
jurídica,  ni  áun  podia  ser  tenido  como  italiano  el  que  se  obligó  en  di  - 
cho  contrato  de  préstamo  por  lo  que  se  referia  á  la  carga,  puesto  que 
si  realmente  el  Capitán  hubiera  podido  gravarla  lo  hubiera  hecho,  no 
por  so  propio  derecho,  sino  como  mandatario  nombrado  y  autorizado 
por  la  ley,  puesto  que  así  solamente  podría  explicarse  que  una  cosa 
ajena  pudiera  ser  comprometida  ó  gravada  por  quien  no  era  dueño  sin 
haber  sido  expresamente  autorizado  por  éste  para  hacerlo. 

3o  El  Real  decreto  de  M  de  Octubre  de  1857  en  su  único  artículo  y 
circunstancias  Ia,  2a,  3a  y  5a,  en  que  se  dispone  que  se  tengan  por  vá- 
lidos y  eíicaces  en  España  los  contratos  otorgados  en  el  extranjero  con 
tal  que  reúnan  las  circunstancias  en  dicho  decreto  marcadas,  siendo 
la  Ia,  que  la  materia  del  acto  ó  contrato  sea  permitida  por  las  leyes  de 
España,  y  la  pignoración  de  la  carga  que  hizo  el  Capitán  se  halla  pro  - 
hibida  terminantemente  por  el  art.  671  del  Cólígo  de  Comercio:  la  2a 
que  los  otorgantes  tuvieran  aptitud  legal  para  obligarse,  con  arreglo 
á  las  leyes  de  su  país,  y  según  demostraría  en  el  siguiente  motivo  el 
Capitán  de  la  Italia  Lioera  ni  áun  por  la  ley  italiana  podia  compróme- 
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ter  la  carga  de  la  manera  que  lo  hizo :  la  3a,  «¡  ue  en  el  otorgamiento  sa 
observen  las  fórmulas  prevenidas  por  el  país  donde  se  verifique  el  con- 
trato, y  habiéndose  celebrado  el  de  que  se  trata  en  territorio  del  Bra- 
sil, debía  ser  registrado  según  el  derecho  vigente  en  aquel  imperio,  en 
el  Tribunal  de  Comercio  de  aquella  pía?  ,  en  los  ocho  dias  siguientes 
al  de  su  otorgamiento,  bajo  pena  do  nulidad  respecto  á  terceros;  y  en 
la  5a,  que  en  el  país  de  donde  proceda  el  acto  ó  contrato,  se  conceda 
igual  eticacia  y  validez  á  los  actos  y  contratos  celebrados  en  territorio 
español;  y  no  se  había  probado  ni  se  hacia  tampoco  esta  afirmación 
en  la  sentencia,  q«ie  en  él  Brasil  gozasen  aquellos  del  beneficio  de  la 
reciprocidad: 

4o  Aun  en  el  caso  de  que  no  existiera  obstáculo  de  que  un  Tribunal 
español  pudiera  aplicar  una  legislación  extranjera,  siempre  resultaría 
que  el  contrato  debia  regirse  por  la  lev  española,  puesto  que  siendo 
nula  la  sumisión  á  la  ley  de  Italia  que  en  el  contrato  hicieron  los  otor- 
gantes, como  fraudulenta  para  sustraerse  á  la  que  debia  estar  some- 
tida la  cosa  que  era  objeto  del  contrato,  por  estar  prohibido  por  el  Có- 
digo mercantil  español,  que  era  una  de  las  excepciones  de  la  regla,  de 
ue  los  otorgantes  podían  elegir  la  legislación  por  la  cual  se  habían  de 
e terminar  la  naturaleza  y  efectos  de  sus  contratos;  la  doctrina  gene- 
ral de  que  en  defecto  de  voluntad  expresa  de  los  contratantes  debe 
presumirse  que  estos  quisieron  someter  el  contrato  á  las  leyes  del  lu- 
gar en  que  lo  celebraron;  y  que  cuando  es  notorio  por  el  objeto  mismo 
y  circunstancias  del  contrato  que  su  ejecución  y  cumplimiento  se  ha 
de  efectuar  en  un  lugar  distinto  del  que  se  otorgó,  debe  presumirse 
que  los  contratantes  se  refirieron  no  á  la  ley  del  lugar  del  otorga- 
miento sino  á  la  del  lugar  de  la  ejecución,  que  en  el  caso  actual  por  la 
expresa  voluntad  de  aquellos  era  en  España. 

5°  Al  condenar  á  los  recurrentes  en  concepto  de  dueños  del  carga- 
mento gravado  por  el  Capitán  con  el  préstamo  marítimo,  el  art.  671 
de  nuestro  Código  de  Comercio  que  prohibe  al  Capitán  que  tome  di- 
nero á  la  gruesa  sobre  el  cargamento,  y  se  declara  ineficaz  el  contrato 
respecto  á  esto,  si  á  pesar  de  lo  dispuesto,  el  Capitán  cometiese  tal 
abuso  : 

6°  Aun  suponiendo  que  la  ley  de  Italia  fuera  la  que  debía  aplicarse 
al  contrato,  el  art.  331  del  Código  mercantil  italiano,  que  dispone  que 
si  durante  el  viaje  hay  necesidad  de  reparar  la  nave  ó  dé  aprovisio- 
narla, el  Capitán  del  buque  debe  hacer  constar  esa  necesidad  en  un 
proceso  verbal  que  suscribirán  los  Oficiales  del  equipaje,  y  después 
habrá  de  hacerse  autorizar  en  el  Remo  por  el  Tribunal  de  Comercio,  ó 
en  su  defecto  por  el  Pretor,  y  fuera  del  Reino  por  el  Cónsul  real  ó  en 
su  defecto  por  la  Autoridad  local  para  tomar  á  préstamo  sobre  el 
cuerpo  de  la  nave  ó  para  dar  en  prenda  ó  vender  mercaderías  en  can- 
tidad necesaria;  !o  cual  no  equivalía  á  autorizarle  para  tomar  también 
dinero  á  la  gruesa  sobre  las  mercaderías,  puesto  que  la  diferencia  entre 
lo  uno  y  lo  otro  era  de  la  mayor  trascendencia : 

Y  7o  Y  áun  en  el  caso  de  sostenerse  la  validez  del  gravámen  por  ha- 
llarse acomodado  á  dicho  art.  331,  el  427  en  su  párrafo  2°  del  mismo 
Código,  en  que  se  dispone  que  el  contrato  de  préstamo  á  la  gruesa, 
otorgado  por  el  Capitán  en  puerto  extranjero,  debe  ser  anotado  en  el 
acta  de  nacionalidad  del  buque,  que  el  Capitán  debe  llevar  á  bordo, 
según  el  art.  323  del  mismo  Código,  y  que  dicha  anotación  debe  ha- 
cerse en  el  término  de  10  dias  desde  el  otorgamiento  del  contrato,  bajo 
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pena  de  la  pérdida  del  privilegio  sobre  las  cosas  gravadas;  y  si  bien  se 
acreditó  que  el  préstamo  se  nabia  inscrito  en  la  Administración  de 
Marina  en  que  se  registró  la  nave,  esto  no  excluía  la  anotación  en  el 
acta  de  nacionalidad  que  no  se  habia  hecho  constar  ni  afirmaba  la 
sentencia  que  se  hubiese  verificado  en  el  plazo  referido  : 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Casimiro  Huerta  Murillo: 

Considerando  quo  no  se  ha  infringido  la  ley  16,  tit.  22,  Partida  3a, 
que  trata  de  como  non  debe  valer  el  juicio  sobre  cota  que  non  fué  de- 
mandada, porque  la  declaración  hecha  por  la  Sala  sentenciadora  de 
haber  reunido  el  contrato  los  requisitos  legales  necesarios  para  su  vali- 
dez con  arreglo  á  la  ley  italiana,  es  una  mera  premisa  para  la  condena- 
ción, y  no  altera,  por  consiguiente,  la  congruencia  entre  la  demanda 
y  la  sentencia  condenatoria: 

Considerando  que  tampoco  se  ha  infringí  Jo  la  ley  15,  tit.  14,  Par- 
tida 3a,  porque  si  bien  manda  que  non  aya  fuerza  de  prueba  la  ley  ó 
fuero  de  otra  tierra  que  se  alegue  en  los  pleitos,  el  periodo  fueras 
ende  en  contiendas  que  fuesen  entre  ornes  de  aquella  tierra,  sobre  plei- 
to ó  postura  que  oviesen fecho  en  ella,  establece  la  excepción  en  la  que 
está  comprendido  el  asunto  debatido  en  el  litigio  que  motiva  el  recur- 
so, puesto  que  el  contrato  tuvo  logar  en  país  extranjero,  entre  perso- 
nas de  fuera  de  España,  y  que  de  común  acuerdo  se  sometieron  ex- 
presamente á  una  ley  extranjera: 

Considerando  que  no  hay  infracción  del  Real  decreto  de  11  de  Oc- 
tubre de  1851  en  sus  circunstancias  Ia,  2a,  3a  y  5a.  porque  el  asunto 
materia  del  contrato  es  en  sí  lícito  y  permitido  en  España,  porque  la 
aptitud  legal  del  Capitán  del  buque  no  se  ha  puesto  en  duda  durante 
el  pleito  lo  mismo  que  la  de  los  otros  contratantes;  y  porque  refirién- 
dose la  3a  y  5a  á  las  fórmulas  del  país  en  que  se  otorgó  y  á  la  recipro- 
cidad que  se  ha  negado  por  los  demandados  que  existieran,  á  los  mis- 
mos incumbía  hacer  esa  prueba  que  en  realidad  no  se  ha  hecho: 

Considerando,  con  relación  al  cuarto  fundamento  del  recurso,  que 
no  puede  suponerse  fraude  en  una  sumisión  á  las  leyes  que  eran  las 
correspondientes  al  buque  y  al  Capitán,  ni  aparece  prueba  de  ese  mis- 
mo fraude  ni  sería  por  consiguiente  aplicable  la  llamada  doctrina  de 
que  se  hace  mención  para  suponer  que  deben  observarse  las  leyes  del 
país  en  donde  se  habia  de  cumplir  la  obligación: 

Considerando  que  no  es  aplicable  al  caso  "presente,  y  por  tanto  no 
se  ha  podido  infringir  el  art.  671  del  Código  de  Comercio  español, 
puesto  que  la  Sala,  si  bien  ocupándose  de  ese  articulo  para  combatir 
loque  respecto  de  esas  prescripciones  se  dijo  durante  el  pleito,  termi- 
nantemente declaró  que  aplicaba  y  aplicó  el  Código  de  Comercio  ita- 
liano como  ley  á  la  que  se  habían  explícitamente  sometido  los  contra- 
tantes: 

Considerando,  respecto  á  los  motivos  6o  y  7o,  que  conforme  á  lo 
declarado  por  este  Tribunal  Supremo  no  pueden  ser  motivos  de  casa- 
ción las  infracciones  de  leyes  extranjeras  que  no  afectan  á  la  unifor- 
midad de  nuestra  jurisprudencia  aunque  dichas  leyes  puedan  alegarse 
como  medios  de  prueba  ante  los/Tribunales  españoles  y  apreciarse  en 
los  pleitos; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  la  razón  social  J.  B.  Valdeavellano  y 
compañía,  á  laque  condenamos  en  las  costas:  y  líbrese  la  certificación 
correspondiente  4  la  Audiencia  de  Valencia. —(Sentencia  publicada 
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el  50  de  Marzo  de  1877,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  9  de  Agosto  del  mis- 
mo año.) 

168 

Recurso  de  casación  (28  de  Marzo  de  1877).— Nulidad  de  un 
laudo  arbitral.  —  Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Su- 
premo no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Jaime 
Grifolls  y  Ferrer  contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con  D.  Félix  Via  y  Kafols  y  D.  José 
Raurell ,  y  se  resuelve: 

Io  Que  las  sentencias  que  estiman  la  demanda  y  desestiman  las 
excepciones  propuestas  por  la  parte  demandada ,  son  perfectamente 
congruentes,  y  no  infringen  el  principio  legal  de  que  lodo  fallo  debe 
guardar  congruencia  con  la  demanda-: 

í°  Que  en  el  recurso  de  casación  no  pueden  tratarse  cuestiones  que 
no  se  hayan  discutido  ni  fallado  en  el  pleito ;  y  no  habiéndose  discutido 
ni  fallado  sobre  la  eficacia  de  una  escritura  de  compromiso  por  falta 
de  alguno  de  los  requisitos  de  los  que  se  enumeran  en  el  art.  8J2  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  es  impertinente  citarlo  como  infringido: 

3o  Que  el  art.  i°,  núm.  3o  de  la  ley  de  casación  civil  previene  que 
el  recurso  contra  los  fallos  de  los  amigables  componedores  debe  fun- 
darse en  que  fallaron  sobre  puntos  no  sometidos  á  su  decisión  ,  6  fuera 
del  plazo  señalado  en  el  compromiso  ;  pero  la  cita  de  este  artículo  no 
basta  para  que  el  recurso  proceda  ,  cuando  la  sentencia  recurrida  se 
funda  precisamente  en  que  el  fallo  de  los  amigables  componedores  fué 
dado  en  dia  inhábil : 

i°  Que  el  art,  836  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  establece  indu  - 
dablemente  que  las  sentencias  de  los  amigables  componedores  son  eje- 
cutorias ;  pero  no  puede  alegarse  útilmente  como  infringido  por  la  par- 
te recurrente,  si  en  virtud  de  sus  propios  actos  fué  sometida  la  cuestión 
al  juicio  delJuzgado  primero  y  después  al  de  la  Sala  sentenciadora 
por  el  recurso  de  apelación  interpuesto  por  el  mismo  ; 

Y  5o  Que  el  plazo  dentro  del  que  los  amigables  componedores  han 
de  dar  su  fallo,  se  regula  por  el  pacto  que  las  partes  han  de  consignar 
necesariamente  en  la  escritura  de  compromiso,  y  se  cuenta  de  momento 
á  momento  como  todos  los  que  se  refieren  al  cumplimiento  de  contratos, 
á  no  ser  que  se  exceptúen  expresamente  los  dias  festivos ;  razón  por  la 
que  no  es  aplicable  el  art.  26  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  qne  se 
refere  á  los  términos  de  actuaciones  judiciales. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid  ,  á  20  de  Mano  de  1877,  en  el  pleito 
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pendiente  ante  Nós  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley  ,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Villafranca  del 
Panadés  y  en  ia  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona 
por  D.  Félix  Via  y  Rafols  y  D.  José  Raurell  con  D.  Jaime  Grifolls  y 
Ferrer  sobre  nulidad  de  un  laudo  arbitral : 

Resultando  que  O.  Félix  Via  y  D.  José  Raurell  teoian  constituida 
sociedad  para  la  fabricación  de  espíritu  de  vino  y  aguardiente,  y  que 
por  escritura  de  14  de  Junio  de  1870  dieron  participación  en  ella  á  Oon 
Jaime  Grifolls,  prometiéndole  la  tercera  parte  en  pérdidas  y  ganancias, 
comprometiéndose  por  ello  á  dirigir  los  trabajos  del  taller,  en  que  se 
construirla  toda  clase  de  toneles,  pipas  y  demás  referente  á  aquella 
industria,  incurriendo  en  la  multa  de  2.000  escudos  que  se  distribui- 
ría entre  los  demás  el  que  sin  motivo  justificado  quisiera  separarse  de 
Jo  pactado: 

Resultando  que  en  Mayo  de  18*72  Via  y  Raurell  disolvieron  la  so- 
ciedad á  fin  de  eyitar  la  pérdida  total  del  capital  por  causa  de  los  cam- 
bios con  la  Habana,  y  que  exigiendo  Grifolls  que  le  pagasen  la  multa 
estipulada  por  no  existir  motivo  alguno  para  la  separación,  sometieron 
por  escritura  de  9  de  Agosto  de  4872  la  decisión  de  la  cuestión  de  que 
se  trataba  y  sus  incidentes,  así  como  todos  los  que  se  derivaban  de  la 
referida  escritura,  al  juicio  de  amigables  componedores  á  quienes  se- 
ñalaron el  plazo  de  ocho  dias,  y  el  de  15  al  tercero,  para  sus  respecti- 
vas sent  ncias : 

Resultando  que  los  amigables  componedores  declararon  en  19  de 
Agosto  hallarse  en  discordia ;  que  hecha  saber  el  20  al  tercero  se  dictó 
sentencia  por  mayoría  en  5  de  Setiembre  siguiente: 

Resultando  que  en  31  de  Octubre  de  dicho  año  entablaron  D.  José 
Via  y  D.  José  Raurell  la  demanda  objeto  de  este  pleito  para  que  se  de- 
clarasen nulos  y  de  ningún  valor  ni  efecto  el  auto  de  19  de  Agosto  en 
que  los  amigables  componedores  manifestaban  no  haberse  poaido  po- 
ner de  acuerdo,  y  dispusieron  que  se  hiciera  saber  ai  tercero  para  que 
concurriera  con  ellos  á  dirimir  la  discordia,  así  como  la  sentencia  ó 
laudo  de  5  de  Setiembre  de  1872  con  las  costas,  pretensión  que  funda 
ron  en  que  el  19  de  Agosto  habia  trascurrido  ya  el  plazo  señalado  á  los 
amigables  componedores  para  dictar  su  fallo  :  que  hecha  saber  el  20  la 
discordia  al  tercero,  en  4  de  Setiembre  concluía  el  término  designado 
al  mismo,  habiendo  dictado  la  sentencia  cuando  ya  habia  cesado  la  ju- 
risdicción de  todos  los  árbitros :  que  en  el  fallo  no  se  resolvía  cuestión 
alguna,  pues  respecto  de  la  multa  no  se  declaraba  quién  debía  pagar- 
la ;  y  que  tampoco  se  hacia  mención  de  otras  cuestiones,  como  la  de 
abono  de  daños  y  perjuicios  á  causa  de  la  mala  calidad  de  los  envases, 
valor  y  distribución  de  los  arrendamientos  del  taller  y  liquidación  y 
distribución  de  ganancias  y  pérdidas  del  mismo: 

Resultando  que  el  demandado  impugnó  la  demanda,  pidiendo  que 
se  declarasen  válidos  el  auto  y  sentencia,  y  que  se  le  abonasen  los 
2.000  escudos;  pretensión  que  fundó  en  que  el  laudo  habia  sido  dicta- 
do dentro  del  término  prevenido,  por  deber  descontarse  los  dias  festi- 
vos: que  negaba  que  no  resolviera  cuestión  alguna,  pues  contenía  la 
condena  de  que  Via  y  Raurell  se  hallaban  obligados  á  satisfacer  la 
multa  que  señalaba  la  escritura  de  convenio  por  haberse  separado  de 
ella  sin  motivo  justificado :  que  en  obsequio  á  la  brevedad,  y  por  es- 
tar dispensados  de  las  fórmulas  legales  omitieron  los  nombres  de  Vía 
y  Raurell,  á  quienes  entendían  condenados  en  el  laudo  :  que  no  podían 
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ser  objeto  de  arbitraje  ia  continuación  del  taller,  puesto  que  no  exis- 
tiendo de  hecho  mal  podía  tratarse  de  si  había  de  continuar  :  que  tam- 
poco podía  serlo  la  cuestión  del  valor  y  distribución  de  herramientas 
con  abono  de  daños,  porque  esto  tendría  lugar  después  de  practicada 
una  verdadera  liquidación  ó  balance  de  las  cuentas  de  taller  ;  y  que  la 
frase  general  del  compromiso,  de  que  además  de  las  cuestiones  indi- 
cadas se  sujetarían  todas  las  que  se  derivaban  de  la  escritura  de  con- 
venio, no  significaba  quí  existieran  á  la  sazón,  y  no  viniendo  detalla- 
da  no  debia  fallarlas  sino  para  exigir  el  cumplimiento  en  la  parte  que 
fallasen  : 

Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes  dictó  sentencia 
el  Juez  de  primera  instancia,  que  confirmó  con  las  costas  en  i 8  de  Di- 
ciembre de  1875  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barce- 
lona, declarando  sin  efecto  el  fallo  de  los  amigables  componedores  y 
tercero  en  discordia  de  5  de  Setiembre  de  Í872,  no  habiendo  lugar  por 
1  %  consiguiente  á  aprobarlo  como  se  pedia  por  el  demandado  tal  como  se 
hallaba  redactado,  y  mandando  que  mediante  otro  juicio  de  amigables 
componedores  se  diera  la  sentencia  con  la  claridad  que  estaba  manda- 
do, expresando  por  sus  propios  nombres  y  apellidos  las  personas  con- 
denadas, cantidades  respectivas  que  se  les  impusieran,  y  abrazando 
todas  las  incidencias  y  demás  que  se  derivasen  de  la  sociedad,  según 
se  desprendía  de  la  escritura  para  evitar  más  juicios  de  esta  clase;  toda 
vez  que,  según  lo  convenido,  habían  de  someter  siempre  cualquiera 
diferencia  que  surgiera  sobre  la  sociedad  amigables  componedores 
con  el  tercero  en  discordia,  sin  hacer  especial  condena  de  costas  : 

Resultando  que  D.  Jaime  Grifolls  interpuso  recurso  de  casación  por 
haberse  infringido  á  su  juicio  : 

1°  El  principio  legal  de  que  todo  fallo  debe  guardar  congruencia 
con  la  demanda  al  disponer  la  sentencia  sobre  puntos  que  no  habían 
sido  objeto  de  la  demanda  ni  del  debate: 

2o  El  precepto  de  que  los  árbitros  no  pueden  resolver  nada  que  no 
esté  claramente  expresado  en  la-escritura  de  compromiso  ;  art.  822  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  4°,  núm.  3°  de  la  provisional  sobre 
reforma  de  la  casación  civil,  en  cuanto  se  habia  venido  á  declarar  que 
la  sentencia  era  nula  por  no  comprender  todas  las  cuestiones  que  na- 
cían de  la  escritura  social,  siendo  así  que,  excepción  hecha  de  la  tra- 
tada por  los  amigables  componedores,  ninguna  otra  estaba  completa- 
mente expresada  en  la  de  compromiso  : 

3o  El  art.  2o  de  la  ley  provisional  sobre  reforma  de  la  casación  civil, 
fallando  sobre  una  sentencia  de  amigables  componedores,  contra  la 
que  por  ser  ejecutoria,  según  el  art.  836  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  no  cabía  otro  recurso  que  el  de  casación  establecido  en  el  men- 
cionado art.  2o ; 

Y  4o  El  art.  26  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  al  fundar  la  sen- 
tencia en  que  el  plazo  concedido  á  los  árbitros  no  era  de  los  compren- 
didos en  dicho  artículo : 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Benito  de  Ulloa  y  Rey  : 
Considerando  que  las  sentencias  que  como  la  recurrida  estiman  la 
demanda,  y  desestiman  las  excepciones  propuestas  por  la  parte  do- 
mandada,  son  perfectamente  congruentes,  y  no  infringen  el  principio 
que  á  este  propósito  se  citan: 

Considerando  que  en  el  recurso  de  casación  no  pueden  tratarse 
cuestiones  que  no  se  hayan  discutido  ni  fallado  en  el  pleito;  y  no  ha- 
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biéndose  discutido  ni  fallado  sobre  la  eficacia  de  la  escritura  de  com- 
promiso por  falta  de  alguno  de  los  requisitos  de  los  que  se  enumeran 
en  el  art.  821  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  es  impertinente  citarlo 
como  infringido: 

Considerando  que  el  art.  4o,  núm.  3o  de  la  ley  de  casación  civil 
previene  que  el  recurso  contra  los  fallos  de  los  amigables  componedo- 
res debe  fundarse  en  que  fallaron  sobre  puntos  no  sometidos  á  su  de- 
cisión,  ó  fuera  del  plazo  señalado  en  el  compromiso:  pero  la  citado 
este  artículo  no  basta  para  que  el  recurso  proceda  cuando,  como  en 
este  caso  sucede ,  la  sentencia  recorrida  se  funda  precisamente  en  que 
el  fallo  <le  los  amigables  componedores  fué  dado  en  dia  inhábil: 

Considerando  que  el  art.  836  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  esta- 
blece indudablemente  que  las  sentencias  de  los  amigables  componedo- 
res son  ejecutorias;  pero  no  puede  alegarse  útilmente  como  infringido 
por  la  parte  recurrente  en  atención  á  que  en  virtud  de  sus  propios  ac- 
tos fué  sometida  la  cuestión  al  juicio  del  Juzgado  primero  y  después 
al  de  la  Sala  sentenciadora  por  el  recurso  de  apelación  interpuesto  por 
el  recurrente: 

V  considerando,  por  último,  que  el  plazo  dentro  del  que  los  ami- 

I jabíes  componedores  han  de  dar  su  fallo,  se  regula  por  el  pacto  que 
as  partes  han  de  consignar  necesariamente  en  la  escritura  de  com- 
promiso, y  se  cuenta  de  momento  á  momento  como  todos  los  que  se 
refieren  al  cumplimiento  de  contratos,  á  no  ser  que  se  exceptúen  ex- 
presamente los  dias  festivos ;  razón  por  la  que  no  es  aplicable  el  art.  26 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  que  se  refiere  á  los  términos  de  actua- 
ciones judiciales ; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Jaime  Grifolls  y  Ferrer,  á  quien 
condenamos  en  razón  de  depósito  al  pago  de  la  cantidad  de  1.000  pe- 
setas que  satisfará  si  viniese  á  mejor  fortuna,  distribuyéndose  enton- 
ces con  arreglo  á  la  ley ,  y  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Bar- 
celona la  certificación  correspondiente.  —  (Sentencia  públicada  el  20 
de  Marzo  de  1877,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  \  I  Agosto  del  mismo  año.) 
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Recurso  de  casación  en  asunto  de  Ultramar  (21  de  Marzo 
de  1877).— Desahucio  de  una  casa.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del 
Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  D.  José  Antonio  Ayala  contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil 
de  la  Audiencia  de  la  Habana,  en  pleito  con  D.  Jacinto  Vila,  y  se  re- 
suelve : 

Io  Que  si  en  el  contrato  de  arrendamiento,  base  de  la  demanda  de 
desahucio,  no  se  Jijó  tiempo  para  la  duración  de  aquel,  el  dueño  po- 
dría desalojar  al  arrendatario  y  éste  dejar  el  predio  previo  aviso  á  la 
otra  parte  con  la  anticipación  que  se  hallase  adoptada  por  la  costum- 
bre general  del  pueblo,  y  en  otro  caso  con  la  de  40  dias,  con  arreglo  á 
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lo  dispuesto  en  el  arl.  2*  de  la  ley  de  9  de  Abril  de  í  842;  y  por  consi- 
guiente la  sentencia  que  en  tal  concepto  decreta  el  desahucio  no  infrin- 
ge la  ley  Ia,  til.  Io,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  ni  la  doctri- 
na jurídica  que  la  voluntad  de  los  contratantes  es  la  ley  de  los  con- 
tratos ; 

Y  2°  Que  además  de  que  los  artículos  67  y  68  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  son  de  procedimiento  y  no  puede  fundarse  en  ellos  el  re- 
curso de  casación  en  el  fondo,  son  por  otra  parte  inaplicables  tratán- 
dose de  un  juicio  para  cuya  sustanciacion  tiene  dicha  ley  establecidos 
trámites  especiales. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  21  de  Marzo  de  1877,  en  los  auto» 
seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Catedral 
y  en  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  la  Habana  por  D.  Jacinto  Vila 
y  Neira  con  1).  José  Antonio  Ayala  y  Asber  sobre  desahucio  de  una 
casa  ;  autos  que  penden  ante  Nós  en  virtud  de  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  el  demandado  contra  la  sentencia  que  en  21  de  Junto 
de  1 875  dictó  la  referida  Sala  : 

Resultando  que  por  documento  privado  de  Io  de  Marzo  de  1871 
Don  Jacinto  Vila  y  Neira  dio  en  arrendamiento  é  inquilinato  á  D.  José 
Antonio  Ayala  y  D.  Vicente  Folch  una  casa  situada  en  la  calle  del  Te- 
niente Rey,  esquina  á  la  de  Mercaderes,  núm.  7  ántes  y  hoy  1 1,  con  su 
almacén  llamado  el  Gallito,  estableciendo,  entre  otras  condiciones: 
cuarta,  que  también  seria  á  cargo  del  inquilino  el  pago  de  todas  las 
contribuciones  municipales  ;  quinta,  que  el  inquilino  podria  subar- 
rendar la  casa  ó  posesión  en  todo  ó  en  parte,  pero  quedando  personal 
y  solidariamente  responsable  del  buen  uso  de  la  casa  y  pago  puntual 
de  sus  alquileres  ;  sexta,  que  estos  serian  á  razón  de  23  onzas  ó  sean 
391  pesos  el  dia  \°  de  cada  mes,  pagados  con  puntualidad  al  propieta- 
rio de  la  rasa,  y  que  si  se  faltase  al  pago  puntual  y  efectivo  de  dos 
mesadas,  desde  luégo  y  bajo  el  juramento  del  propietario,  se  procede- 
ría al  desalojo,  al  ménos  que  el  inquilino  presentase  recibo  con  que  se 
acreditase  ó  probase  haberlo  hecho  oportunamente  ;  octava,  que  Don 
José  Ayala  y  D.  Vicente  Folch,  en  consideración  á  la  preferencia  que 
Don  Jacinto  Vila  les  habia  dado  en  el  inquilinato,  se  obligaban  además 
á  entregarle  en  1°  de  Octubre  de  cada  año  10  onzas,  ó  sean  170  pesos 
como  regalía  ;  y  si  llegado  Octubre  dejase  pasar  un  mes  sin  cumplir 
esta  obligación,  podria  el  propietario  ó  herederos  pedir  el  desalojo 
ademas  de  hacer  efectiva  la  cobranza  por  la  vía  ejecutiva  ;  por  ult  - 
mo,  establecieron  que  este  contrato  se  cumpliera  puntual  y  litera - 
mente  ;  añadiendo  por  nota  al  fina!  del  mismo  documento  que  se  au- 
mentaba el  alquiler  de  dicha  casa,  expresado  en  este  contrato,  á  la 
cantidad  de  493  pesos  mensuales  por  haberle  agregado  una  accesoria 
que  pertenecía  A  dicha  finca ;  siendo  de  obligación  del  inquilino  pagar 
todas  las  contribuciones  de  dicha  casa  y  las  composiciones  y  reparos 
que  necesitare,  respetando  el  contrato  en  todas  sus  partes  : 

Resultando  que  D.  Jacinto  de  Vila  en  Io  de  Octubre  de  1871,  15  de 
Octubre  de  1872  y  l*de  Octubre  de  1873  firmó  recibos  á  favor  de  Aya- 
la  y  Folch  por  la  cantidad  cada  uno  de  10  onzas,  ó  sean  170  pesos  por 
la  regalía  anual  nue  abonaban,  cumplida  en  Io  de  Octubre  de  dichos 
respectivos  años  de  la  casa  que  habitaban  calle  del  Teniente  Rey,  nú- 
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mero  H  ;  y  en  Febrero,  Marzo  y  Mayo  de  1874  firmó  otros  recibos  á 
favor  de  los  mismos  Ayala  y  Folch  por  la  cantidad  de  493  pesos  que 
le  habrían  de  abonar  en  oro  mensualmonte  en  lo  sucesivo,  ó  en  su  de- 
fecto en  billetes  del  Banco  español  la  cantidad  de  700  peso*  por  el  al- 
quiler de  la  casa  de  la  calle  del  Teniente  Rey,  número  1  1 ,  que  era  de  su 
propiedad  y  habitaban,  correspondiente  á  los  expresados  meses,  que- 
dando vigente  en  todo  lo  demás  el  contrato  celebrado  con  ellos  en  t° 
de  Mayo  de  4  871  : 

Resultando  que  en  3  de  Setiembre  de  1874  el  D.  Jacinto  Vila  y  Nei- 
ra  demandó  en  acto  conciliatorio  á  D.  José  Antonio  Ayala  y  compañía 
para  que  le  abonase  desde  aquella  fecha  60  onzas  de  oro  españolas  de 
alquiler  mensual  por  la  casa  de  su  propiedad  que  habitaba  en  la  calle 
del  Teniente  Rey,  núm.  11,  con  más  todas  las  contribuciones  ordina- 
rias y  extraordinarias  y  de  su  cargo  todas  las  composiciones  de  ella, 
debiendo  dar  además  un  fiador  principal  pagador  á  su  satisfacción  ó  en 
su  defecto  desalojar  la  casa  en  el  término  de  40  dias,  sirviendo  esta 
demanda  de  previo  aviso  ;  y  no  habiendo  comparecido  el  demandado 
ni  alegado  justa  causa  para  ello,  se  dió  por  evacuado  el  acto  : 

Resultando  que  en  19  de  Octubre  de  dicho  año  de  1874  D.  Jacinto 
vila  y  Neira  dedujo  la  actual  demanda,  pretendiendo  se  declarase  por 
los  trámites  prevenidos  en  los  artículos  638  y  siguientes  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil  haber  lugar  al  desahucio  de  la  citada  casa  calle 
del  Teniente  Rey,  núm.  II,  previniendo  al  D.  José  Antonio  Ayala  que 
la  desalojase  dentro  del  término  improrogable  de  15  dias  conforme  á 
lo  prevenido  en  el  art.  647  de  la  citada  ley;  bajo  apercibimiento  de  ser 
lanzado  de  la  casa  sin  consideración  de  ningún  género  y  á  su  costa;  y 
para  ello  expuso  que  el  D.  Jacinto  Vila  dió  en  arrendamiento  á  D.  José 
Antonio  Ayala  la  casa  de  su  propiedad  calle  del  Teniente  Rey,  núme- 
ro H,  sin  fijar  tiempo  determinado:  que  no  conviniéndole  que  el  in- 
quilino continuase  en  la  casa  abonando  el  mismo  alquiler  que  hasta 
entonces  había  satisfecho,  en  3  de  Setiembre  le  demandó  en  concilia- 
ción para  que  le  abonara  desde  aquella  fecha  60  onzas  de  oro  españo- 
las por  el  alquiler  mensual  de  dicha  casa,  con  lo  demás  que  resultaba 
de  la  certificación  de  dicho  juicio  que  acompañaba;  que  desde  el  3  de 
Setiembre  referido  hasta  la  fecha  de  esta  demanda  habían  trascurrido 
con  exceso  40  dias,  término  dentro  del  cual  el  D.  José  Antonio  Ayala 
debió  desalojar  la  casa  mencionada,  una  vez  que  no  estaba  conforme 
en  abonar  las  60  onzas  que  se  le  exigían  : 

Resultando  que  celebrado  el  juicio  verbal  que  previene  la  ley  y  en 
el  que  el  demandado  negó  los  hechos  de  la  demanda,  se  confirió  tras- 
lado de  ésta  á  D.  José  Antonio  Ayala,  que  evacuó  pretendiendo  se  de- 
clarase aquella  sin  lugar;  y  al  efecto,  acompañando  los  recibos  de  que 
se  ha  hecho  mérito  excepcionó;  que  por  el  contrato  de  Io  de  Marzo  de 
1871  D.  Jacinto  Vila  y  Neira  dió  en  arrendamiento  la  casa  de  la  calle 
del  Teniente  Rey,  núm.  II,  por  la  suma  mensual  de  493  pesos:  que 
posteriormente  esta  suma  de  pesos  tuvo  como  equivalente  616,  y  por 
ultimo  700  pesos  en  billetes  del  Banco  español  como  constaba  de  los 
recibos  mencionados;  que  fué  condición  del  contrato  que  éste  debia 
jurar  miéntras  se  pagase  con  puntualidad  el  alquiler  y  en  el  mes  de 
Octubre  de  cada  año  se  abonase  una  regalía  de  10  onzas;  y  que  Ayala 
nabia  pagado  puntualmente  lo  que  debía,  como  constaba  de  los  men- 
cionados recibos  y  otros  que  se  traerían  á  la  prueba  : 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba  el  demandado  Ayala 
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para  la  suya  presentó  el  expediente  de  jurisdicción  voluntaria  que  ha- 
bía promovido  en  el  Juzgado  del  distrito  del  Pilar,  del  que  resulta: 
primero,  que  en  Io  de  Octubre  de  1871  el  D.  José  Antonio  Ayala,  como 
inquilino  de  la  casa  núm.  H  de  la  calle  del  Teniente  Bey,  proveyendo 
que  el  propietario  Vila  no  compareciese  á  recibir  las  10  onzas  ó  170 
pesos  que  en  aquel  día  debia  entregarle  según  contrato,  con  el  fin  de 
que  en  ningún  tiempo  pudiera  decirse  que  resistía  al  abono  de  dicha 
cantidad,  y  para  impedir  que  el  propietario  tuviera  derecho  al  desalo- 
jo consignó  la  citada  cantidad,  pidiendo  se  hiciera  saber  á  Vila  y  Neira 

3ue  compareciese  á  recibirlas,  en  la  inteligencia  que  de  no  hacerlo  se 
epositarian  por  su  cuenta  y  riesgo  en  las  arcas  nacionales,  parándole 
todo  el  perjuicio  consiguiente:  segundo,  que  en  7  del  mismo  mes  de 
Octubre  de  1874  no  habiendo  comparecido  Vila  y  Neira  á  cobrar  el 
mes  vencido  en  el  día  Io  por  razón  de  alquileres,  consignó  Avala  los 
700  pesos  de  su  importe  en  billetes  de  Banco,  acompañando  además  el 
contrato  de  arrendamiento;  é  instruido  de  ambas  consignaciones  el 
D.  Jacinto  Vila  manifestó  que  estaba  dispuesto  á  recibir  los  700  pesos 
en  billetes  y  las  10  onzas  en  oro  exhibidas,  sin  perjuicio  de  los  dere- 
chos que  le  correspondían  por  el  contrato  celebrado  y  sin  perjuicio 
también  de  la  demanda  de  desahucio  que  tenía  establecida  contra  el 
D.  José  Antonio  Ayala  y  protestando  los  daños  y  perjuicios  que  le  ha- 
bía causado  y  estaba  causando:  tercero,  que  en  su  consecuencia  por 
auto  de  27  del  propio  Octubre  se  le  mandaron  entregar  á  D.  Joaquín 
Vila  y  Neira,  como  tuvo  efecto  bajo  recibo  público  que  expidió  con  las 
protestas  anteriormente  mencionadas: 

Resultando  que  durante  el  término  de  la  prueba  consignó  Ayala  700 
pesos  en  billetes  del  Banco  español  por  el  alquiler  vencido  en  Io  de 
Noviembre,  mas  por  auto  del  10  del  propio  mes  se  le  mandaron  devol- 
ver resolviéndose  que  usase  de  su  derecho  en  la  vía  y  forma  que  cre- 
yese convbniente;  y  si  bien  de  este  proveído  solicitó  reposición,  sede- 
claró  no  haber  lugar  á  ella  por  utro  auto  de  13  de  Noviembre,  consi- 
derando que  no  se  le  había  negado  el  derecho  que  pudiera  asistirle  i 
consignar  los  alquileres,  sino  á  que  lo  hiciese  en  este  expediente  en  que 
sólo  se  trataba  del  desahucio  y  no  fundado  éste  en  el  defecto  del  pago 
de  la  cuota  estipulada : 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia,  por  sentencia  de  23 
de  Diciembre  de  1874,  declaró  con  lugar  el  desahucio  solicitado  por 
Don  Jacinto  Vila  y  Neira,  mandando  en  su  consecuencia  á  D.  José  An- 
tonio Ayala  que  dentro  del  término  improrogable  de  ocho  días  desalo- 
jase la  finca  de  que  se  trata  bajo  apercibimiento  de  ser  lanzado  de  ella, 
imponiéndole  las  costas  del  juicio: 

Resultando  que  D.  José  Antonio  Ayala  interpuso  apelación  de  dicha 
sentencia  en  escrito  de  2  de  Enero  de  1875,  y  por  auto  de  8  del  mismo 
mes  se  acordó  que  ántes  de  proveer  lo  que  correspondiese  ,  acreditara 
la  representación  do  Ayala  que  habia  satisfecho  los  alquileres  venci- 
dos y  pagado  las  contribuciones  municipales  de  la  casa  que  habitaba 
hasta  aquella  fecha,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  692  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil :  que  á  la  vez  el  demandante  Vila,  por  si  Aya- 
la  trataba  de  interponer  apelación,  hizo  presente,  para  que  se  le  dene- 
gara, que  según  el  contrato  que  obraba  en  autos  Ayala  debia  satisfa- 
cer 493  pesos  en  oro  por  el  alquiler  mensual  de  la  casa,  con  más  todas 
las  contribuciones  que  pesasen  sobre  la  misma,  y  ni  una  cosa  ni  otra 
habia  abonado,  pues  respecto  al  alquiler  habia  consignado  1.400  pesos 
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en  billetes,  creyendo  que  «sí  pagaba  las  mensualidades  de  Noviembre 
y  Diciembre,  en  lugar  de  haber  satisfecho  986  pesos  en  oro  conforme 
á  lo  estipulado  en  dicho  contrato:  que  nada  habia  pagado  por  el  mes 
cumplido  en  1°  de  Enero,  así  como  tampoco  todas  his  contribuciones, 
que  también  estaban  vencidas,  como  lo  justificaban  los  cuatro  recibos 

3ue  acompañaba  de  13  de  Agosto,  10  y  26  de  Octubre  de  1 874  expe- 
idos  á  favor  de  Vila  y  Neira,  y  por  auto  del  mismo  dia  8  de  Enero  se 
mandó  estará  lo  proveído  al  escrito  de  la  otra  parte: 

Resultando  que  en  consecuencia  del  expresado  auto  el  D.  José  An- 
tonio Ayala  presentó  escrito  acompañando  cuatro  recibos  firmados  por 
el  demandante  D.  Jacinto  Vila  en  Io  de  Abril  de  1871,  10  de  Agosto 
de  1872,  3  de  Noviembre  de  1873  y  27  de  Abril  de  1874  y  expedidos  á 
favor  de  Ayala  y  Folch  referentes  á  pago  de  contribuciones;  y  después 
de  exponer  que  de  un  expediente,  que  cursaba  ante  el  mismo  actuario, 
constaba  la  consignación  de  los  alquileres  hasta  el  vencido  en  Io  de 
aquel  mes  de  Enero  y  las  10  onzas  en  oro  que  por  el  contrato  debían 
satisfacer  en  todo  Octubre,  y  que  por  consiguiente  no  habia  falta  de 
pago  de  alquileres,  que  todo  lo  que  fuese  contribución  municipal 
Ay  ,1a  estaba  dispuesto  á  pagarla  tan  pronto  como  se  le  dijere  su  im- 
porte; solicitó  que  en  mérito  de  lo  expuesto  y  de  que  se  allanaba  á 
cumplir  con  el  contrato  al  pago  de  toda  contribución  municipal,  se 
ordenase  que  Vila  y  Neira  dentro  de  tercero  dia  hiciere  el  cobro  ó  ex- 
presare, con  presentación  de  los  recibos,  á  lo  que  ascendía,  para  con- 
signarlo ante  el  actuario;  en  la  inteligencia  que  de  no  realizar  una  ú 
otra  cosa  se  oiria  la  alzada  libre: 

Resultando  que  el  demandante  Vila  y  Neira,  en  escrito  de  ti  de 
Enero  de  1875,  solicitó.reposicion  del  auto  mencionado  de  8  del  propio 
mes  de  Enero  pidiendo  se  dejase  sin  efecto  y  se  declarase  desierto  el 
recurso  de  apelación  estabbcido  por  Ayala,  y  en  su  consecuencia  que 
el  fallo  dictado  estaba  firme  y. pasado  en  autoridad  do  cosa  juzgada: 
Resultando  que  por  auto  de  15  del  referido  mes  de  Enero  se  decla- 
ró no  haber  lugar  á  la  reforma  que  se  pedia  de  dicho  auto,  estándose  á 
lo  que  en  él  se  disponía;  y  que  teniendo  en  cuenta  lo  manifestado  en 
el  escrito  de  Ayala,  certificase  el  Escribano  si  aquel  habia  exhibido 
todos  los  alquileres  vencidos  hasta  el  día  8  de  Enero:  y  en  su  virtud 
certificó  el  actuario  que  el  D.  José  Antonio  Ayala  habia  exhibido  en  5 
de  Noviembre  la  cantidad  de  700  pesos  en  billetes  del  Banco  español 
de  la  Habana,  y  que  en  el  expediente  para  tratar  de  la  consignación  de 
s alquileres,  estaban  numeradas  dos  cantidades  de  700  pesos  cada  una 
en  billetes  del  propio  Banco,  exhibidas  ambas  por  la  representación  de 
Ayala,  la  primera  en  7  de  Diciembre  de  1874  y  la  segunda  en  ti  de 
Enero  de  1875. 

Resultando  que  después  de  otras  actuaciones  el  Juez,  por  auto  de  8 
<le  Marzo  de  1875,  teniendo  en  consideración  que  D.  José  Antonio 
Ayala  al  establecer  la  apelación  de  la  sentencia  dictada  habia  acredi- 
tado que  tenía  satisfechos  los  alquileres  vencidos  de  la  casa  que  ocupa, 
<\upí  es  lo  que  sólo  debió  exigírsele  con  arreglo  al  art.  662  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  dejando  sin  efecto  lo  dispuesto  en  auto  de  8  de 
Enero  respecto  al  pago  de  las  contribuciones  municipales  de  la  casa  en 
cuestión,  admitió  libremente  la  apelación  que  interpuso  Ayala  en  su 
escrito  de  2  de  Enero : 

Resultando  que  remitidos  los  ñutos  á  la  Audiencia,  sustanciaba  la 
alzada,  la  Sala  tercera,  por  sentencia  de  21  de  Junio  de  1875,  declaró 
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firme  y  pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada  la  sentencia  de  23  de 
Diciembre  de  1 874,  y  en  su  virtud  que  el  Juzgado  debió  admitir  la  ape- 
lación con  las  costas  al  apelante: 

Resultando  que  contra  este  fallo  interpuso  el  demandado  Ayala  re- 
curso de  casación  por  conceptuar  infringidas: 

t°  En  cuanto  se  declaró  el  desahucio  á  pesar  del  pago  de  las  mesa- 
das y  á  pesar  del  pago  de  la  regalía,  el  contrato  y  con  ello  la  ley  Ia, 
titulo  Io,  lib.  10  de  la  Novísima  Recopilación,  el  principio  de  derecho 
pacta  sunt  servanda,  y  las  resoluciones  de  este  Tribunal  Supremo, 
entre  otras,  las  de  31  de  Diciembre  de  1857,  15  de  Octubre  y  22  de  Di- 
ciembre de  18  >9  y  R  de  Marzo  de  f  861 : 

2o  Q;ie  el  contrato  se  vino  observando  desde  Octubre  de  i  861  hasta 
Setiembre  de  187 i  del  modo  que  sonaban  las  palabras  de  las  cláusu- 
las 6a  y  8tt,  y  que  este  mismo  Tribunal  Supremo  en  sus  sentencias  de  6 
de  Julio  de  1868  y  28  de  Mayo  de  1867  habia  fijado  como  jurispruden- 
cia, que  nada  puede  explicar  mejor  el  objeto,  condiciones  y  limites  de 
un  contrato  que  los  actos  inmediatos  y  posteriores  referentes  á  lo  con- 
venido, y  que  en  los  contratos  consensúales  ha  de  atenderse  ante  todo 
á  la  voluntad  ó  intención  expresamente  demostrada  por  las  partes  para 
conocer  y  fijar  la  amplitud  y  limites  de  las  obligaciones  que  respecti- 
vamente quisieron  contraer. 

3o  Que  respecto  á  la  falla  de  pago  en  los  alquileres  era  de  observar- 
se que  Vilay  Nfira  no  mandó  al  cobro,  que  se  consignaron  todos  los 
que  vencieron  desde  Octubre  y  que  en  la  propia  fecha  del  auto  de  8  de 
Enero  se  hizo  la  del  mes  de  Diciembre,  por  lo  cual  pagados  estaban 
los  plazos  vencidos  cuando  se  dictó  la  sentencia,  y  pagado  estaba  el 
mes  de  Diciembre  cuando  se  proveyó  al  escrito  de  alzada,  como  lo  de- 
mostraba el  documento  que  presentaba  :  que  los  cinco  dias  para  que 
quedase  ejecutoriada  la  sentencia  vencian  en  el  mismo  dia  8,  y  era  por 
lo  tanto  evidente  que  no  era  posible  la  cosa  juzgada  cuando  dentro  de 
los  cinco  dias  señalados  por  el  art.  67  de  la  ley  de  Enjuiciamiento,  que- 
daban cumplidos  los  requisitos  prefijados. 

4o  Y  por  último,  que  por  haberse  violado  el  contrato,  la  ley  y  el 
principio  de  derecho  ya  citado,  así  como  también  la  jurisprudencia  de 
este  Tribunal  Supremo  de  que  dejaba  hecha  referencia,  y  porque  se 
habia  dado  como  ejecutoriada  una  sentencia  apelada  violando  además 
los  artículos  67  y  68  de  la  ley  de  Enjuiciamiento,  establecía  el  recurso 
de  casación. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Alejandro  Benito  y  Avila: 
Considerando  que  en  el  contrato  de  arrendamiento  á  que  se  refiere 
el  presente  litigio  no  se  fijó  tiempo  para  su  duración,  y  en  su  virtud 
el  dueño  podría  desalojar  al  arrendatario  y  éste  dejar  el  predio  previo 
aviso  á  la  otra  parte  con  la  anticipación  que  se  hallase  adoptada  por 
la  costumbre  general  del  pueblo  y*  en  otro  caso  con  la  de  40  dias  con 
arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  2o  de  la  ley  de  9  de  Abril  de  1842,  y 
por  consiguiente  la  sentencia  que  en  tal  concepto  decretó  el  desahucio 
no  infringe  la  ley  Ia,  til.  Io,  lib.  10  de  la  Novísima  Recopilación,  ni  la 
doctrina  jurídica  que  la  voluntad  de  los  contratantes  es  la  ley  de  los 
contratos : 

Considerando  que  además  de  que  los  artículos  67  y  68  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil  son  de  procedimiento  y  no  puede  fundarse  en 
ellos  el  recurso  de  casación  en  el  fondo,  son  por  otra  parte  inaplica- 
bles al  caso  presente,  porque  tratándose  de  un  juicio  para  cuya  sustan- 
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ciae  ion  tiene  dicha  ley  establecidos  trámites  especiales,  y  entre  ellos 
la  c  omücion  sin  la  que  el  Juez  no  admitirá  la  apelación,  el  arl.  662,  en 
que  dicho  precepto  se  establece,  ha  debido  atemperarse  y  se  ha  atempe- 
rado la  sentencia  y  no  han  sitio  infringidos  por  lo  tanto  los  que  se  ci- 
tan en  el  segundo  fundamento  del  recurso  ; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  José  Antonio  Ayala,  á  quien  con- 
denamos en  las  costas  ;  y  líbrese  la  correspondiente  certiGcacion  á  la 
Audiencia  de  la  Habana  ;  y  lo  acordado.  —  (Sentencia  publicada  el  21 
de  Marzo  de  1877,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  M  de  Agosto  del  mismo 
año.) 
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Recargo  de  casación  (21  de  Marzo  de  1877.) — Embargo  pre- 
ventivo —  Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  ha- 
ber lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  interpuesto  por  Don 
Benito  Otero  Rosillo  contra  el  auto  dictado  por  la  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia de  Madrid  ,  en  pleito  con  D.  Juan  Fernandez  Corredor  ,  y  se 
resuelve  : 

i°  Que  conforme  al  art.  2o  de  la  ley  sobre  reforma  de  la  casación 
civil,  el  recurso  de  casación  se  da  contra  las  sentencias  definitivas  de 
las  Audiencias,  entendiéndose  por  tales,  según  el  art.  3o  de  la  misma 
ley,  las  que  ierminan  el  juicio  ó  las  que  recayendo  sobre  un  articulo 
pongan  término  al  p  leito  haciendo  imposible  su  continuación  ; 

Y  2o  Que  el  auto  que  eslima  el  alzamiento  de  un  embargo  preventivo, 
ni  pone  término  al  juicio  ni  hace  imposible  su  continuación,  dejando 
expedito  el  curso  de  la  demanda,  bajo  cuyo  supuesto  no  procede  con- 
tra él  recurso  de  casación. 

Resultando  que  por  D.  Benito  Otero  Rosillo  se  pidió  y  obtuvo  en  el 
Juzgado  del  distrito  de  Palacio  de  esta  corte  embargo  preventivo  por 
su  cuenta  y  riesgo  de  unas  libranzas  que  D.  Juan  Fernandez  Corredor 
debia  recibir  de  la  Dirección  general  ae  Administración  militar,  y  que 
habiendo  pedido  Corredor  que  Rosillo  presentase  su  demanda  en  el 
término  que  señala  el  art.  940  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  lo  eje- 
cutó éste  pidiendo  por  otrosí  de  la  misma  la  ratificación  del  expresado 
embargo : 

Resultando  que  repartido  el  asunto  por  turno  al  Juzgado  de  la  In- 
clusa y  estimado  el  otrosí  sobre  la  ratificación,  salió  al  juicio  Corredor 
y  pidió  con  articulo  de  especial  pronunciamiento  que  se  reformase  la 
providencia  de  8  de  Julio  en  cuanto  se  referia  á  la  ratificación  del  em- 
bargo preventivo,  y  que  se  alzase  desde  luégo  con  imposición  de  cos- 
tas, daños  y  perjuicios  á  Rosillo;  todo  lo  cual  estimó  el  Juez  en  auto  de 
23  de  Setiembre  último,  que  confirmó  con  costas  á  la  Audiencia  de 
Madrid  por  el  suyo  de  26  de  Diciembre  de  1876  : 

tomo  xxxvi.  26 
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Resultando  que  contra  el  expresado  auto  de  Sala  de  26  de  Diciem- 
bre interpone  D.  Benito  Rosillo  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley  y  doctrina  legal,  citando  las  que  supone  quebrantadas  por  el  Tri- 
bunal Superior: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Fermin  de  Muro : 

Considerando  que,  conforme  al  art.  2o  de  la  ley  sobre  reforma  de 
la  casación  civil,  el  recurso  de  casación  se  da  contra  las  sentencias  de- 
finitivas de  las  Audiencias,  entendiéndose  por  tales,  según  el  art.  3o  de 
la  misma  ley,  las  que  terminen  el  juicio  ó  las  que  recayendo  sobre  un 
artículo  pongan  término  al  pleito  naciendo  imposible  su  continuación: 

Considerando  que  el  auto  de  Sala  que  estima  el  alzamiento  del  em- 
bargo preventivo  ni  pone  término  al  juicio  ni  hace  imposible  su  conti- 
nuación, dejando  expedito  el  curso  de  la  demanda,  bajo  cuyo  supuesto 
no  procede  contra  él  recurso  de  casación  ; 

Se  declara  no  haber  lugar  con  las  costas  á  la  admisión  del  inter- 
puesto por  D.  Benito  de  Otero  y  Rosillo,  y  devuélvase  á  éste  el  depó- 
sito que  constituyó. 

Madrid  21  de  Marzo  de  1817.  —  [Gaceta  de  11  de  Agosto  del  mis- 
mo año.) 
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Itecnrso  de  casación  ( 2 1  de  Marzo  de  í  877 ).  —  Reclamación  de 
renta  foral.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Teresa  Barreira  y 
consortes  contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
de  la  Coruña,  en  pleito  con  D.  Pedro  Romero  y  Romero  ;  se  casa  y  anu- 
la la  sentencia,  y  se  resuelve: 

h°  Que  si  la  demanda  por  atrasos  de  una  renta  foral  es  evidente- 
mente la  misma  que  se  dedujo  ántes  en  un  Jutgado  municipal  y  en  otro 
de  primera  instancia,  por  quienes  fueron  absueltos  los  actuales  de  - 
mandados,  concurriendo  entre  ambos  pleitos  identidad  de  personas, 
cosas,  acciones  y  razón  de  pedir,  se  infringe  la  autoridad  de  la  cosa 
juzgada,  por  la  sentencia  que  les  condena  á  un  pago  de  que  habían  sido 
absueltos  por  Tribunal  competente  ; 

Y  2o  Que  se  infringe  la  ley  10,  tit.  Io,  libro  10  déla  Novísima  Re- 
copilación, ni  dar  lugar  á  una  demanda  dirigida  contra  varios  obli- 
gados simplemente  al  pago  anual  de  una  cantidad  de  frutos  y  dinero, 
sin  dividir  entre  ellos  la  obligación,  contraída  en  una  escritura  en 
que  no  dijeron  los  otorgantes  que  se  obligaban  cada  uno  insolidom,  ni 
en  otra  manera  fué  convenido  ni  igualado  entre  ellos  que  habían  de 
pagar  en  esta  forma. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  21  de  Marzo  de  1877,  en  los  autos 
saguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Verin  y  en  la  Sala  da 
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lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Coruña  por  D.  Pedro  Romero  y  Romero 
con  Doña  Teresa  Barreira,  Francisco  García  Salgado,  Martina  Veiga 
Taboada  y  Juan  Barazal  Barrio  y  otros  sobre  reclamación  de  renta  to- 
ral, autos  que  penden  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  los  demandados  contra  la  sentencia  que  en  3  de  Junio 
de  1875  dictó  la  referidi  Sala: 

Resultando  que  en  íz  de  Mayo  de  1859  otorgaron  escritura  Blas 
Santiago,  Gregorio  Villar,  Antonio  Alvarez,  Pascual  Prieto,  Miguel  do 
Pesaf  Valentín  Parada,  Benito  González,  Teresa  Prieto,  luana  Ü  tu  eirá, 
Antonio  Gómez,  María  Rodríguez,  Ursula  Tarrasa,  Leonor  Losada, 
Martin  Vázquez,  Francisco  García,  Cayetana  Veígn  y  D.  Pedro  Rome- 
ro, en  la  que  dijeron  que  por  los  primeros  se  había  otorgado  poder  á 
favor  del  Antonio  Gómez  en  23  de  Setiembre  de  1855  para  la  redención 
de  tres  foralesque  los  vecinos  del  pueblo  de  Trasberca  veni¡»n  pagando 
conocidos  con  los  títulos  de  San  Juan  de  Servoy,  Mitra  de  Orense  y 
Simple :  que  todos  hacían  la  pensión  anual  de  39  fanegas  de  centeno 

Í30  rs.  ()  •  derechura  en  virtud  de  las  facultades  que  la  ley  de  1°  de 
ayo  de  4  854  les  concedía :  que  no  habiendo  éste  practicado  ningunas 
diligencias  para  dicha  redención  ni  satisfecho  los  plazos  vencidos  hasta 
la  fecha,  y  si  el  D.  Pedro  Romero  sin  exigir  de  los  pagadores  cosa  al- 
guna, razón  por  que  habían  venido  contribuyendo  al  mismo  con  dicha 
pensión  toral  como  lo  hacían  anteriormente  á  los  enunciados  señoríos; 
y  con  el  tin  de  dar  áéste  una  garantía  de  las  cantidades  que  tenia  sa- 
tisfecho por  ellos  en  los  plazos  vencidos  y  que  satisficiera  hasta  la  total 
redención  de  los  forales,  otorgaron  que  se  constituían  pagadores  al 
D.  Pedro  Romero  y  su  hermano  de  la  citada  pensión  foral,  sin  que  se 
conceptuase  parte  de  la  cantidad  que  él  satisficiera  por  la  repetida  re- 
dención, la  que  le  admitirían  siempre  que  quisieran  hacerla  en  el  tér- 
mino marcado  por  la  ley  de  los  nueve  años  desde  que  principió  ésta 
contados,  y  abonándole  los  gastos  y  perjuicios  ocasionados,  quedando 
eximidos  miéntras  tanto  de  toda  respons.bilidad  que  por  no  satisfacer 
á  tiempo  los  plazos  pudiera  originarse,  pues  ésta  seria  por  cuenta  del 
D.  Pedro  y  su  hermano,  por  cuya  recompensa  se  constituían  pagado- 
res á  los  mismos,  según  dejaban  relacionado,  asi  como  si  no  le  entre- 
gasen la*  cantidades  anticipadas  en  el  término  de  los  nueve  años,  con- 
tados desde  el  principio  de  la  redención,  á  quedar  pagando  ellos  y  sus 
herederos  la  enunciada  pensión  foral  sin  ningún  derecho  á  rpilimir :  el 
D.  Pedro  Romero  aceptó  este  documento  en  los  términos  referidos  con 
la  expresa  condición  que  cuando  redimiesen,  si  llegasen  á  hacerlo  en 
los  nueve  añcs  designados,  había  de  ser  con  dinero  propio  y  no  de  nin- 

Íjuna  otra  persona,  siendo  ñola  la  redención  en  este  caso,  ni  tampoco 
e  habrían  de  exigir  escritura  judicial  cuando  lo  verificasen,  más  que 
un  simple  recibo  de  cualquiera  de  los  dos  representantes  que  tendrían 
la  misma  fuerza  que  aquella  :  de  esta  escritura  se  tomó  razón  en  la 
Contaduría  de  hipotecas  correspondiente  : 

Resultando  que  D.  Pedro  Romero  demandó  en  juicio  verbal  ante  el 
Juez  de  paz  del  Riosá  varios  vecinos  de  Trasberca  el  pago  de  37  y 
medio  ferrados  de  centeno  y  12  rs.  de  derechura  de  los  años  de  1867, 
6«  y  69  que  le  faltaban  para  completar  29  fanegas  de  la  primera  espe- 
cie y  30  de  la  segunda  con  que  dichos  vecinos  debían  contribuirle 
anualmente  por  los  foros  titulados  San  Juan  de  Servoy,  Simple  y  Mi- 
tra de  Orense,  según  escritura  que  al  efecto  le  otorgaron  :  los  deman- 
dados contestaron  que  no  negaban  la  demanda  que  se  reclamaba,  si 
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bien  se  oponían  á  su  pago,  fundados  en  que  debiendo  el  demandante 
cobrar  individualmente  el  foral  de  que  se  trataba,  nada  les  corrres- 
pondia  á  ellos  por  tener  satisfecho  sus  cuotas;  y  el  Juez  de  paz  ,  por 
sentencia  de  f  I  de  Junio  de  1870,  condenó  á  los  demandados  Gregorio 
Villar,  Antonio  Alvarez,  Miguel  do  Pesa,  Valentín  Parada,  Antonio 
Gómez,  Ursula  Tarrasn ,  Leonor  Losada  ,  Francisco  García,  herederos 
de  Blas  Santiago  ,  los  de  Pascual  Prieto,  María  Alfonso  y  sus  hijos  he- 
rederos de  Juana  Barreira,  los  de  María  Rodríguez,  á  los  de  Martin  Baz 
y  á  los  de  Cayetano  Baya  al  pago  de  los  37  y  medio  ferrados  de  cen- 
4    teño  y  12  rs.  en  dinero,  pagando  á  aquel  los  valores  que  hubiese  te- 
nido en  los  años  de  1868,  69  y  70,  según  la  reclamación  del  actor,  con 
imposición  de  las  costas  á  los  demandados:  interpuesta  por  éstos  ape- 
lación ,  el  Juez  de  primera  instancia  de  Verin  dictó  sentencia  en  18  de 
Julio  del  referido  año  de  1870  confirmando  la  del  Juez  de  paz  sin  ha- 
cer especial  condenación  de  costas : 

Resultando  que  en  6  de  Marzo  de  1873  el  Juez  de  primera  instancia 
de  Verin  ,  conociendo  en  grado  de  apelación  de  un  juicio  verbal  se- 
guido en  el  Juzgado  municipal  del  Rios  á  instancia  de  D.  Alonso  Ro- 
mero contra  los  vecinos  de  San  Pedro  de  Trasberca  sobre  reclamación 
de  ferrados  de  centeno,  dictó  sentencia  fallando  que  debia  revocar  y 
revocaba  la  del  Juez  municipal ,  declarando  que  D.  Pedro  Romero  no 
tenía  derecho  á  percibir  la  pensión  de  los  ferrados  de  San  Juan  de 
Servoy  áque  se  contraía  la  escritura  otorgada  entre  él  y  los  demanda- 
dos, sino  en  la  proporción  y  forma  que  éstos  la  satisfacían  ántes  del 
otorgamiento  de  aquel  instrumento,  y  que  aái  lo  debia  ajustar  sus 
reclamaciones  en  la  materia,  tanto  por  las  rentas  ó  pensiones  vencidas 
desde  que  sucedió  al  Estado  en  su  percepción  ,  cuanto  por  las  que  en 
lo  sucesivo  vencieran  sin  hacer  especial  condenación  de  costas : 

Resultando  que  en  13  de  A-bril  de  1874  D.  Pedro  Romero  dedujo 
demanda  exponiendo  que  los  vecinos  de  Trasberca  satisfacían  en  otro 
tiempo  20  fanegas  de  centeno  y  30  rs.  de  derechura  por  tres  forales 
denominados  San  Juan  de  Servoy,  Mitra  de  Orense  y  Simple,  para 
cuya  redención  facultaron  á  su  convecino  Antonio  Gómez  que  no  cum- 
plió su  cometido,  comisionada  entónces  á  aquel  que  lo  hizo  satisfa- 
ciendo los  plazos  vencidos,  siendo  ésta  causa  de  que  los  demandados  le 
otorgaran  una  escritura  obligándose  á  pagarle  y  á  un  hermano  suyo 
las  rentas  forales  ínterin  tanto  no  las  redimiesen  ,  fijando  para  ello  el 
término  de  nueve  años,  sin  que  el  pago  de  las  rentas  se  entendiese  á 
cuenta  de  la  deuda :  que  á  consecuencia  de  este  contrato  habían  hecho 
algunas  reclamaciones,  quedando  reducida  la  renta  á  98  ferrados  y 
20  rs.,  de  los  que  estaban  debiendo  procedentes  de  atrasos  240  ferra- 
dos, 15  y  media  maquilas  de  centeno  y  20  pesetas,  por  cuya  razón  los 
demandara  en  el  Juzgado  municipal  del  Rios  que  los  condenara  al 
pago;  mas  el  Je  primera  instancia  revocara  la  sentencia  y  en  su  virtud 
les  llamara  á  conciliación  ,  en  cuyo  acto  se  opusieron  á  la  reclamación 
de  dichas  rentas,  alegando  tener  satisfecho  crecidas  sumas  y  ser  nece- 
sario liquidar  lo  aue  debian  ,  por  todo  lo  que,  y  en  consideración  á 
haber  estipulado  dicho  pago,  procedía  la  demanda,  y  en  su  conse- 
cuencia se  les  condenara  á  que  reconociesen  la  obligación  de  pagar 
anualmente  al  demandado  9*  ferrados  de  centeno  y  20  rs.  á  la  satisfac- 
ción de  los  240,  15  maquilas  y  media  de  centeno  á  fe  de  valores  y 
20  pesetas,  y  que  se  declarase  tener  derecho  á  percibir  aquellos  con- 
denándoles en  las  costas : 
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Resullando  que  citados  y  emplazados  los  demandados  se  opusieron 
exponiendo  que  en  6  de  Marzo  de  1873,  según  constaba  de  certifica- 
ción que  acompañaban,  el  Juzgado  decretara  que  los  pagador.es  de  los 
forales  lo  hicieran  en  la  misma  forma  que  anteriormente,  por  cuya 
razón  satisfechas  las  de  70  y  71  no  lo  hicieron  de  las  demás  porque  el 
demandante  se  negara  á  percibirlas  individualmente  como  desde  tiem- 
po inmemorial  se  acostumbraba,  acompañando  al  directo  dominio  para 
este  acto  el  Vicario  de  la  parroquia:  que  Francisco  Villar,  Antonio  Al- 
varez,  Antonio  Gómez,  Patricio  Prieto,  José  Domínguez,  José  y  Ma- 
nuel Villar,  como  herederos  de  Teresa  Prieto,  Francisco  Rolan  y  Fran- 
cisco Rodríguez,  redimieron  sus  cuotas:  que  en  10  de  Setiembre 
de  1870  les  demandara  al  pago  de  un  ferrado  y  cuatro  cuartos  de  cen- 
teno que  habian  cobrado  de  más  en  las  oficinas  de  Orense,  á  lo  que  ac- 
cediera: que  posteriormente  otras  dos  veces  había  reclamado  el  pago 
de  rentas,  entre  ellas  de  algunas  que  las  habian  redimido,  y  como  no 
era  cierto  adeudasen  los  atrasos  que  reclamaba,  procedía  desestimarse 
la  demanda  imponiendo  las  cosUs  al  demandante: 

Resultando  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites,  la  Sala  de  lo  ci- 
vil de  la  Audiencia,  por  sentencia  de  3  de  Junio  de  1875,  revocatoria 
de  la  del  Juez  de  primera  instancia,  declaró  con  derecho  á  D.  Pedro 
Romero  á  percibir  de  Francisco  Villar  y  demás  contenidos  en  la  de- 
manda de  13  de  Abril  de  1874  ó  sus  herederos  los  98  ferrados  de  cen- 
teno y  5  pesetas  en  dinero  anuales  á  que  quedan  reducidos  los  forales 
de  San  Juan  de  Servoy,  Mitra  de  Orense  y  Simple,  después  de  rebajar 
la  parte  reclamada,  y  les  condenó  en  su  consecuencia  á  que  reconozcan 
la  obligación  que  contrajeron  por  la  escritura  pública  ae  22  de  Mayo 
de  1859,  y  á  que  á  fe  de  valores  entreguen  y  satisfagan  al  expresado 
Romero  los  240  ferrados,  15  maquilas  y  media  de  la  mencionada  espe- 
cie, y  20  pesetas  en  dinero  que  le  son  en  deber  de  atrasos  de  renta 
hasta  el  mes  de  Agosto  de  1873  inclusive,  con  deducción  de  lo  que 
hayan  pagado  por  lo  relativo  á  los  años  de  1870  y  71  á  que  se  refiere 
la  pregunta  ha  del  interrogatorio  de  los  demandados,  sin  hacer  espe- 
cial condenación  de  costas: 

Besucando  que  por  parte  de  Teresa  Rarreira,  Martina  Veiga,  Fran- 
cisco García  y  Juan  Barrazal  Barrióse  interpuso  recurso  de  .casación 
por  conceptuar  infringidos: 

1o  La  cosa  juzgada  y  la  verdad  legal  á  que  se  refiere  la  regla  32  de 
derecho,  porque  si  demandados  los  recurrentes  á  juicio  vernal  en  el 
Juzgado  del  Rios  por  Romero  para  que  le  abonasen  los  ferrados  de  cen- 
teno y  demás  reclamados,  fueron  absueltos  por  el  de  primera  instancia 
del  distrito  de  Verin,  en  la  que  dictara  en  virtud  de  la  alzada  que  inter- 
pusiera del  condenatorio  que  pronunciara  el  citado  Juzgado  munici- 
pal, es  por  demás  evidente  que  era  ya  una  verdad  legal  el  que  no  te- 
nían obligación  de  pagar,  y  no  procedía  la  invocación  de  otro  juicio 
sobre  lo  mismo  que  nabia  sido  objeto  del  verbal : 

2o  La  ley  10,  tít.  1°,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  pues  para 
que  se  tenga  por  obligados  á  unos  insolidum  á  dar  á  hacer  alguna 
cosa,  es  preciso  se  consigne  expresamente  en  el  contrato,  y  no  hacién- 
dose, sólo  pueden  tenerse  por  obligados  simplemente  ó  á  prorata,  que 
es  lo  que  aconteció  en  el  que  quiere  hacer  valer  Romero  y  formalizó 
con  los  recurrentes  en  22  de  Mayo  de  1859,  y  sin  embargo  la  Sala  sen- 
tenciadora ha  creído  no  deber  aceptar  la  excepción  propuesta  por  los 
recurrentes  en  tal  sentido  y  sí  la  demanda  de  autos  y  la  inteligencia 
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contraria  dada  en  ella  por  Romero,  en  lo  cual  ha  incurrido  en  la  falta 
indicada  : 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Felipe  Viñas : 

Considerando  que  la  demanda  de  autos  en  el  extremo  relativo  al 
pago  de  240  ferrados,  15  y  media  maquilas  de  centeno  y  20  pesetas 
por  atrasos  de  renta  es  evidentemente  la  misma  que  se  dedujo  ántes 
en  el  Juzgado  municipal  de  Rios  y  en  el  de  primera  instancia  de  Verin, 
por  quien  fueron  absueltos  los  actuales  demandados,  como  reconoce  el 
recurrido  D.  Pedro  Romero  y  consta  además  en  los  documentos  traídos 
al  rollo  á  solicitud  de  las  partes,  y  que  por  consecuencia,  concurrien- 
do entre  ambos  pleitos  identidad  de  personas,  cosas,  acciones  y  razón 
de  pedir,  se  infringe  la  autoridad  de  la  cosa  juzgada,  condenándoles 
hoy  como  lo  hace  !a  sentencia  recurrida  á  un  pago  de  que  habian  sido 
absueltos  por  el  Tribunal  competente  : 

Considerando  que  también  infringe  la  sentencia  recurrida  la  ley  10, 
título  Io,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  al  dar  lugar  á  una  de- 
manda dirigida  contra  varios  obligados  simplemente  al  pago  anual  de 
una  cantidad  de  frutos  y  dinero  sin  dividir  entre  ellos  la  obligación 
contraída  en  la  escritura  de  22  de  Mayo  de  1859,  en  que  no  dijeron  los 
otorgantes  que  «se  obligaban  cada  uno  insolidum»  ni  en  otra  manera 
fué  convenido  é  igualado  entre  ellos  que  habian  de  pagar  en  esta  for- 
ma, infracciones  ambas  citadas  en  el  recurso  ; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recur- 
so de  casación  interpuesto  por  Teresa  Barreira,  Martina  Veiga,  Fran- 
cisco García  y  Juan  Barazal  Barrio  contra  la  sentencia  que  en  3  de  Ju- 
nio de  1875  dictó  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Coruña  :  en 
su  consecuencia  casamos  y  anulamos  dicha  sentencia  ;  líbrese  orden  á 
la  referida  Audiencia  para  que  remita  los  autos  originales  á  los  efectos 
de  la  ley.— (Sentencia  publicada  el  21  de  Marzo  de  1877,  é  inserta  en 
la  Gaceta  de  1 1  de  Agosío  del  mismo  año.) 
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Recurso  de  casación  (22  de  Marzo  de  1877).  —Retracto  comu- 
nero de  acciones  de  varias  sociedades  mineras. —  Se  declara  por  la 
Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casa- 
ción interpuesto  por  D.  Antonio  Abellan  Peñuela,  Marqués  de  Alman- 
zora,  contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
Granada,  en  pleito  con  D.  José  Molina  Sánchez,  y  se  resuelve: 

Io  Que  la  cuestión  del  retracto  comunero  de  unas  acciones  de  minas, 
debe  resolverse  'por  las  leyes  especiales  de  minas  y  de  sociedades  mi- 
neras ,  puesto  que  constituyendo  aquellas  una  legislación  privativa  ho- 
mogénea y  completa  sobre  este  ramo,  establecen  y  regulan  todos  los  de- 
rechos relativos  á  la  propiedad  y  aprovechamiento  de  las  minas,  y  en 
ellas  únicamente  debe  buscarse  el  de  retracto  de  comuneros  en  concepto 
de  coaccionista  de  determinadas  sociedades  especiales  mineras^  en  el 
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caso  de  que  tal  derecho  hubiese  sido  establecido  por  aquella  legislación 
como  excepción  de  sus  disposiciones  generales : 

í°  Que  aun  examinando  la  cuestión  indicada  bajo  el  punto  de  vista 
de  la  legislación  común,  no  pueden  aceptarse  como  eficaz  motivo  de  ca- 
ución las  disposiciones  de  las  leyes  55,  til.  5o  de  la  Partida  5a,  y  Aa, 
Ut  13,  libro  10  déla  Novísima  Recopilación,  porque  si  bien  pudo 
creerse  que  el  derecho  de  tanteo  establecido  por  la  primera  de  estas  le- 
yes para  el  caso  que  señala,  era  igualmente  extensivo  á  los  bienes 
muebles  que  á  los  inmuebles,  está  fuera  de  toda  duda,  mucho  más  en 
vista  de  lo  dispuesto  por  los  artículos  674,  núm.  \°,  675  y  688  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil ,  y  de  las  declaraciones  consignadas  por  el 
Tribunal  Supremo,  que  el  retracto  de  comuneros  creado  por  la  segunda 
de  dichas  leyes,  ó  sea  la  75  de  Toro,  se  concreta  y  limita  á  los  bienes 
inmuebles:  * 

3o  Que  esta  doctrina,  conforme  al  objeto  y  naturaleza  de  todo  retracto 
y  única  conciliable  con  los  requisitos  exigidos  para  el  ejercicio  de  este 
derecho,  forma  el  texto  explícito  y  literal  de  la  misma  ley  75  de  Toro ; 
la  cual  ,  comprendida  en  un  solo  párrafo  y  en  un  corto  número  de 
lineas  estrechamente  ligadas  entre  sí,  ofrece  un  solo  ¿ indivisible  con- 
cepto indicado  ya  en  su  epígrafe,  á  saber  ,  la  solemnidad  y  diligencias 
para  retraer  el  comunero  la  heredad  vendida,  desenvuelto  después  en 
la  parte  principal  de  la  ley  por  las  palabras  de  si  alguno  vendiese  la 
parte  de  alguna  heredad  que  tiene  común  con  otro,  en  las  que  se  fija  el 
caso  único  é  indeclinable  de  la  ley  misma,  pues  si  bien  á  su  terminación 
y  sin  separación  de  periodo  alguno  menciona  la  cosa  vendida ,  es  evi- 
dentemente, y  según  las  reglas  más  triviales  de  gramática,  con  refe- 
rencia á  la  parle  de  heredad  más  arriba  expresada  ,  cuya  inteligencia, 
como  lo  ha  declarado  el  Tribunal  Supremo  ,  se  comprueba  con  el  pre- 
cepto de  la  propia  ley  de  que  en  el  ejercicio  de  aquel  derecho  haya  lugar 
y  se  practique  lo  contenido  en  las  leyes  Ia  y  2a  del  titulo  13,  libro  \  0  de 
la  Novísima  Recopilación,  que  incuestionablemente  se  contraen  á  bienes 
raices: 

4o  Que  las  acciones  de  sociedades  mineras  no  pueden  tener  otro  ca- 
rácter legal  que  el  de  bienes  muebles,  atendidos,  no  tan  sólo  su  índole 
esencialmente  movible  y  mercantil,  sino  principalmente  lo  prevenido 
en  el  art.  2o  de  la  ley  orgánica  de  la  Bolsa  de  Madrid  de  8  de  Febrero 
de  I85i,  que  entre  los  objetos  de  contratación  en  el  mismo  estableci- 
miento comprende  expresamente  la  negociación  de  acciones  de  minas; 
en  los  artículos  17  y  { 8  de  la  ley  de  sociedades  mineras  de  6  de  Julio 
de  1859,  vigente  en  la  actualidad,  según  los  cuales  los  Corredores  y 
Escribanos  observarán  en  las  trasferencias  de  acciones  de  minas  las 
formalidades  establecidas  en  el  Código  de  Comercio  para  las  negocia - 
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dones  de  letras  ú  oíros  valores  endosadles,  debiendo  publicarse  en  el 
Boletín  oficial  la  cotización  de  los  precios  de  las  acciones  trasferidas\ 
en  los  artículos  4o  y  núm.  4  del  108  de  la  ley  Hipotecaria,  que  declaran 
no  considerarse  inmuebles  ni  susceptibles  de  hipoteca  las  obligaciones 
y  acciones  del  Banco,  empresas  ó  compañías  de  cualquiera  especie, 
aunque  sean  nominativas  ;  y  finalmente,  en  el  art.  22  del  reglamento 
para  la  realización  del  impuesto  de  derechos  reales  y  trasmisión  ie 
bienes  de  1 4  de  Enero  de  1 873,  preceptivo  de  que  la  propiedad  minera 
contribuya  como  bienes  muebles,  cuando  esté  representada  por  acciones 
nominativas  ó  al  portador,  y  se  trasmita  por  título  hereditario,  por 
escritura  pública  ó  por  auto  administrativo  ó  judicial,  y  como  bienes 
inmuebles  cuando  no  esté  representada  por  acciones : 

5°  Que  áun  cuando  las  acciones  de  sociedades  mineras  se  califiquen 
de  bienes  inmuebles,  ó  se  suponga  la  citada  ley  75  de  Toro  extensiva  á 
los  muebles,  no  sería  posible  aplicar  esta  ley  á  aquellas  acciones  sin 
desviarse  completamente  del  espíritu  y  propósito  de  la  ley  misma,  y 
sin  contrariar  la  índole  y  naturaleza  esencial  de  dichas  sociedades; 
pues  concretándose  aquella  ley  á  la  parte  de  alguna  heredad  que  une 
tiene  común  con  otro,  establece  el  retracto  para  evitar  los  inconvenien- 
tes de  la  indivisión,  y  venir  á  parar  á  la  unidad  en  el  dominio  de  la 
finca  toda,  á  que  naturalmente  esta  destinada;  miéntras  que  la  sociedad 
minera  cuyo  capital  se  forma  por  acciones,  supone  desde  luego  la  plu- 
ralidad de  socios  y  la  completa  división  ¿  independencia  de  las  acciones 
entre  si,  sin  mancomunidad  alguna  entre  ellas,  antes  bien,  con  el  na- 
tural destino  de  ser  entregadas  á  su  libre  é  individual  circulación,  á 
no  estipularse  lo  contrario  por  pacto  expreso: 

6o  Que  es  ineficaz  é  infundado  el  motivo  de  casación  que  se  alegue, 
citando  de  una  manera  vaga  y  genérica  como  infringido  el  decreto  de 
bases  generales  para  la  nueva  legislación  de  minas  de  29  de  Diciembre 
de  1 868,  sin  determinar  cuál  desús  33  artículos  lo  haya  sido,  pues 
aunque  se  prescinda  de  este  defecto  y  se  suponga  que  el  recurrente  se 
refiera  á  los  artículos  más  favorables  á  su  propósito,  cuales  son  el  W 
y  el  23,  en  que  se  establece  que  las  concesiones  para  la  explotación  de 
sustancias  minerales  son  á  perpetuidad  mediante  el  canon  anual  que 
se  fija  por  hectárea,  y  que  sólo  caducarán  cuando  el  dueño  deje  de  sa- 
tisfacer el  importe  de  un  año  de  este  cánon,  no  cabe  racional  ni  jurí- 
dicamente deducir  de  estas  disposiciones,  en  el  caso  de  una  sociedad 
minera  por  acciones,  el  derecho  de  retracto  á  favor  de  cada  uno  de  sus 
socios  respecto  á  estas  mismas  acciones,  mucho  ménos  si  se  atiende  á 
las  observaciones  anteriormente  expuestas  y  á  la  jurisprudencia  esta- 
blecida por  el  Tribunal  Supremo,  de  que  al  constituirse  toda  sociedad 
industrial  ó  mercantil  se  crea  una  personalidad  jurídica  distinta  de 
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los  socios,  y  de  que  el  retracto,  como  restrictivo  del  derecho  de  propie- 
dad y  de  su  libre  ejercicio,  solamente  puede  ser  admitido  en  los  casos 
en  que  se  halle  clara  y  expresamente  establecido  por  la  ley  ; 

7o  Que  el  art.  3o  de  la  citada  ley  de  sociedades  especiales  mine- 
ras declara  que  será  determinado  el  número  de  acciones,  y  éstas  re- 
presentarán partes  iguales  en  los  gastos,  ganancias,  créditos  y  pérdi- 
das :  que  el  art.  \  5  de  la  misma  ley  previene  que  las  acciones  podrán 
trasmitirse  libremente  :  que  el  mencionado  decreto  de  29  de  Diciembre, 
si  bien  sustituyó  el  antiguo  principio  regalista  con  el  del  dominio 
público,  ó  sea  la  entidad  colectiva  del  Estado^  establece  en  su  art.  6o 
que  el  subsuelo  se  halla  originariamente  bajo  el  dominio  del  Estado;  y 
finalmente,  que  según  reiteradas  decisiones  del  Tribunal  Supremo 
no  procede  el  retracto  de  comuneros,  ni  puede  decirse  que  las  fincas 
se  posean  por  dos  personas,  comunalmente  de  so  uno,  cuando  las  pro- 
piedades están  divididas  con  señales  más  ó  ménos  ostensibles,  pero  co  - 
nocidas  de  sus  dueños. 

8o  Que  no  puede  eslimarse  para  la  casación  la  cita  como  infringida 
de  una  ley  que  contiene  varios  artículos,  hecha  con  vaguedad  y  sin  de- 
terminar cuál  de  ellos  ha  sido  el  quebrantado : 

9o  Que  tampoco  pueden  estimarse  los  motivos  que  se  dirigen  á  im- 
pugnar los  considerandos  de  la  sentencia,  y  además  contrarían  en  vez 
de  favorecer  los  propósitos  del  recurrente : 

10°  Que  no  es  posible  deducir  lógicamente  del  hecho  de  que  las  ac- 
ciones de  sociedades  mineras  puedan  trasferirse  libremente,  una  con- 
secuencia favorable  á  su  retracto;  siendo  evidente,  por  el  contrario, 
que  interponiéndose  el  relrayente  entre  el  tras/ érente  y  la  persona  que 
por  mutua  voluntad  y  consentimiento  de  ambos  ha  de  adquirirlas,  se 
quebranta  este  mutuo  convenio,  oponiéndose  directamente  á  ta  libertad 
de  las  trasferencias  y  de  la  contratación. 

Y  IIo  Que  la  circunstancia  de  que  las  acciones  de  minas  sean  ob- 
jeto de  contratación  y  negociación  en  Bolsa  en  nada  favorece  la  pre- 
tensión de  que  puedan  ser  susceptibles  de  retracto 

En  la  villa  y  corte  da  Madrid,  á  22  de  Marzo  de  1877,  en  los  autos 
que  ante  Nós  penden  por  recurso  de  casación,  seguidos  en  el  Juzgado 
úV  primera  instancia  de  Vera  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
•Granada  por  D.  Antonio  Abeilan  Peñuela,  Marqués  de  Almanzora,  con 
D.  José  Molina  Sánchez,  sobre  retracto  comunero  de  acciones  en  varias 
sociedades  mineras : 

Resultando  que  por  escritura  de  9  de  Diciembre  de  1874,  Doña  Ma- 
ría Jos 'fa  Navarro  Pérez,  viuda  de  D.  Francisco  Casanova  Navas  y  ve- 
cina de  la  villa  de  Cuevas,  vendió  á  D.  José  Molina  Sánchez  en  canti- 
dad de  120  000  pesetas  las  acciones  que  venia  poseyendo  en  varias  so- 
ciedades mineras  : 

Resultando  ;ue  en  18  del  mismo  mes  y  año  D.  Antonio  Abeilan. 
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Peñuela,  por  su  propio  derecho  y  como  marido  de  Dofia  Catalina  Ca- 
sanova  Navarro  en  el  concepto  de  ser  poseedores  de  otras  acciones  en 
las  mismas  sociedades,  dedujo  demanda  de  retracto  comunero  contra 
el  comprador  D.  José  Molina  Sánchez,  en  laque  consignó  como  hechos 
que  había  llegado  á  su  noticia  la  venta  expresada,  consistente  en  dos 
acciones  y  un  décimo  de  otra  acción  de  que  constaba  la  sociedad  de 
las  minas  Verdad  y  su  ampliación,  y  la  Atrevida  cou  su  ampliación, 
situadas  en  las  Herrerías,  cinco  acciones  y  media  de  las  42  de  que 
consta  la  empresa  minera  Amistad,  que  comprende  las  llamadas  San 
Eduardo,  Julio,  Los  Amigos  y  Dolores,  situadas  en  las  Herrerías  ;  un 
cuarto  de  acción  de  las  68  de  que  se  compone  la  sociedad  de  la  mina 
San  Gabriel  de  Flores,  sita  en  Barranco  Jaroso;  media  acción  de  las  48 
en  que  está  dividida  la  empresa  de  la  mina  titulada  Santa  Isabel,  ¡intes 
Templanza,  en  Sierra  Almagrera  ;  media  acción  de  las  que  consta  la 
empresa  de  ía  mina  Purísima  Concepción,  situada  en  Sierra  Almagre- 
ra ;  dos  secciones  de  las  60  en  que  está  dividida  la  empresa  de  la  mina 
nombrada  Villa  Hermosa,  sita  en  las  Herrerías,  y  un  cuarto  de  acción 
de  lasque  consta  la  empresa  de  la  nombrada  Trinidad  de  Lorca,  si- 
tuada en  Sierra  Almagrera :  que  el  D.  Antonio  Abellan  Peñuela  era 
condueño  en  la  sociedad  de  las  minas  Verdad  y  su  ampliación,  y  la 
Atrevida  con  su  ampliación  de  la  vendedora  Doña  María  Josefa  Na- 
varro :'que  Doña  Catalina  Casanova  Navarro,  mujer  del  D.  Antonio 
Abellan,  era  también  condueña  en  las  sociedades  Amistad,  San  Ga- 
briel de  Flores,  Santa  Isabel,  ántes  Templanza,  Purísima  Concep- 
ción, Villa  Hermosa  y  Trinidad  de  Lorca,  cual  con  venia  la  hijuela 

f[ue  se  le  formó,  y  como  fundamentos  de  derecho  alegó  que,  según 
a  ley  recopilada,  el  comunero  ó  condueño  tiene  el  derecho  de  sacar 
por  el  tanto  la  parte  que  otro  condueño  vendiera,  de  la  manera  que 
el  pariente  próximo  cuando  fuese  de  su  patrimonio  ó  abolengo ,  y 
por  lo  tanto  al  Abellan  y  su  consorte  compete  este  derecho,  puesto 
que' acreditado  dejaban  su  condominio  en  las  sociedades  mineras  ci- 
tadas con  la  vendedora  Doña  María  Josefa  Navarro,  debiendo  el  com- 
prador D.  José  Molina  Sánchez  entregar  desde  luego  las  acciones 
de  minas  compradas;  y  fundado  en  ello  y  previa  consignación  del 
precio  de  la  venta,  solicitó  que  á  su  tiempo  se  declarase  haber 
lugar  al  retracto,  mandando  que  se  otorgase  por  el  D.  José  Molina 
la  correspondiente  escritura  de  venta  de  las  acciones  de  minas  rela- 
cionadas á  favor  del  D.  Antonio  Abellan,  recibiendo  en  el  acto  dicho 
precio,  pues  con  este  fin  se  comprometía  á  no  vender  la  participación 
del  dominio  que  retraia  durante  cuatro  años,  á  no  ser  que  se  encon- 
trase en  la  desgracia  de  enajenar  por  venir  á  menor  fortuna  : 

Resultando  que  habida  por  consignada  la  expresada  cantidad  ,  y 
celebrado  acto  de  conciliación  en  21  de  Diciembre  se  confirió  traslado 
al  D.  José  Molina  Sánchez,  que  evacuó  pretendiendo  se  declarase  no 
haber  lugar  al  retracto  de  comunero  intentado  por  el  D.  'Antonio 
Abellan,  á  quien  se  condenase  en  las  costas,  á  cuyo  fin  se  alegó  como 
hechos  que  están  constituidas  y  existen,  según  se  afirma  enja  de- 
manda, las  indicadas  sociedades  mineras  :  que  de  éstas  le  había  ven- 
dido Doña  María  Josefa  Navarro  las  acciones  y  participación  que  de  ter- 
mina el  demandante,  el  cual  es  uno  de  los  accionistas  de  las  sociedades 
Verdad  y  Atrevida,  y  Doña  Catalina  Casanova,  su  esposa,  es  un  socio 
accionista  en  las  otras  sociedades,  según  se  afirma  en  la  demanda  y 
aparece  de  su  hijuela  particional,  y  como  puntos  de  derecho  alegó  que 
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las  acciones  de  minas  son  valores  negociables,  según  el  art.  2o  de  la  ley 
orgánica  de  la  Bolsa  de  Madrid  de  8  de  Febrero  de  1854,  y  por  lo  tanto 
son  de  libre  contratación  :  que  si  se  consideran  como  acciones  de  socie- 
dades especiales  mineras  están  bajo  la  ley  de  6  de  Julio  de  1859,  la 
cual  en  su  art.  5o  prescribe  la  libre  disposición  y  trasmisión  de  las 
acciones,  y  que  la  ley  recopilada,  ó  sea  la  75  de  las  de  Toro  es  abso- 
lutamente impertinente  é  inaplicable  al  caso  presente,  porque  según 
dicha  ley  el  mencionado  retracto  sólo  cabe  en  la  cola  raíz,  y  en  las  mi- 
nas son  industria  aventurada  y  costosa,  y  no  podria  adquirir  el  desar- 
rollo que  hoy  tienen  si  no  se  auxiliaran  de  la  asociación  y  de  la  em- 
presa : 

Resultando  que  citadas  las  partes  á  juicio  verbal,  en  el  que  sostu- 
vieron sus  respectivas  pretensiones,  el  Juez  dictó  sentencia,  de  la  que 
interpuso  apelación  D.  José  Molina  Sánchez,  y  sustanciada  la  instan- 
cia, la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  por  sentencia  de  10  de  Enero 
de  1876,  revocatoria  de  la  del  Juez  de  primera  instancia,  absolvió  de 
la  demanda  á  D.  José  Molina  Sánchez  sin  hacer  especial  condenación 
de  costas : 

Resultando  que  D.  Antonio  Abellan  Peñuela,  Marqués  de  Alman- 
zora,  interpuso  recurso  de  casación  por  conceptuar  infringidas : 

\°  La  ley  55,  tít.  5%  Partida  5a,  y  la  ley  9a,  tít.  «3,  hb.  10  de  la 
Novísima  Recopilación,  ó  sea  la  ley  75  de  Toro,  porque  ésta  no  sólo 
confirmó  la  disposición  de  la  citada  ley  de  Partida  que  daba  el  mero 
derecho  de  tanteo  ó  preferencia  al  comunero  respecto  del  extraño,  sino 
que  le  atendió  á  que  pudiese  usar  del  derecho  de  retracto  ó  sea  de 
sacar  la  cosa  por  el  tanto  de  poder  del  extraño,  y  después  de  perfec 
cionada  la  venta,  según  lo  demuestran  estas  textuales  palabras:  «en 
caso  que  según  la  ley  de  Partida  la  pudiera  el  comunero  sacar  por  el 
tanto,  sea  obligado  el  que  la  quiere  sacar  á  consignar  el  tiempo  é  tér- 
mino é  con  las  diligencias  é  solemnidades  de  la  manera  que  la  pudiera 
sacar  el  pariente  más  propincuo,  cuando  fuera  de  su  patrimonio  ó  abo- 
lengo, de  suerte  que  la  contenida  en  la  dicha  ley  del  fuero  é  ordena- 
miento de  Nieva,  y  en  estas  nuestras  leyes  haya  lugar  y  se  platique  en 
caso  que  el  comunero  quiera  sacar  la  cosa  por  el  tanto.* 

t°  Las  mismas  leyes  por  que  el  fallo  viene  á  establecer  que  el  retrac- 
to de  comuneros  no  tiene  lugar  en  las  cosas  muebles  y  semovientes 
como  en  las  raíces,  desconociendo  por  una  parte  lu  significación  jurí- 
dica de  la  palabra  cosa,  que  como  genérica  comprende  así  los  bienes 
muebles  como  los  inmuebles;  pues  si  bien  la  ley  de  Toro  en  su  parte 
dispositiva,  ó  sea  en  el  caso  con  que  empieza  cuando  dice  :  «Si  alguno 
vendiese  la  parte  de  alguna  heredadlo  ó  se  refiere  á  bienes  inmuebles, 
después  establece  la  conclusión,  la  regla  general,  siendo  por  lo  mismo 
expreso  que  el  comunero  á  quien  la  citada  ley  de  Partida  otorgaba  el 
derecho  de  tanteo  ó  sea  el  do  preferencia  cuando  acudía  á  usar  de  él 
al  tiempo  de  la  celebración  del  contrato,  le  concedió  la  ley  de  Torc  el 
derechojde  sacar  la  cosa  vendida  después  de  perfeccionada  la  venta 
siempre  que  lo  haga  en  el  tiempo,  modo  y  forma  que  prescribe  la  ley, 
supuesto  que  quiere  se  le  aplique  lo  dispuesto  en  la  ley  del  ordena- 
miento de  Nieva: 

3o  El  decreto- ley  de  bases  generales  de  la  legislación  de  mirfes  de  29 
de  Diciembre  de  1868;  porque  estableciéndose  en  ellas  que  las  conce- 
siones mineras  que  por  el  Estado  se  hacen  sean  perpetuas  y  que  cons- 
tituyan propiedades  firmísimas  de  las  que  bajo  ningún  pretexto  pue- 
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dan  ser  despojados  sus  dueños  mientras  que  paguen  el  derecho  que  se 
le  exige  por  esta  concesión,  se  niega  y  desconoce  en  la  sentencia  el 
derecho  pleno  que  la  propiedad  minera  tiene  como  cualquiera  otra 
propiedad  rústica  ó  urbana,  á  que  se  reconozca  á  sus  dueños  el  derecho 
de  retracto  que  las  leyes  conceden  á  los  comuneros  ó  consocios : 

4°  La  ley  de  6  de  Julio  de  1 859  de  sociedades  mineras;  porque  se  la 
atribuye  que  prohibe  el  derecho  de  retracto,  en  razón  á  que  con  arre- 

§lo  á  ella  las'accio«es  han  de  ser  precisamente  nominativas,  expresán- 
ose  en  las  láminas  el  número  de  las  acciones  de  la  Sociedad,  y  entre 
otros  requisitos  el  Real  titulo  de  propiedad  de  las  .mismas;  y  porque 
pueden  trasmitirse  libremente  las  acciones  como  puede  trasmitir  libre- 
mente todo  propietario  la  heredad  que  le  perteoezca : 

5°  El  art.  4°  de  la  ley  Hipotecaria  porque  le  aplica  á  las  sociedades 
mineras  cuando  el  expresado  art.  4o  sólo  se  refiere  para  los  efectos  de 
la  ley  á  los  oficios  públicos  enajenados  de  la  Corona,  á  las  acciones  de 
Bancos  y  Compañías  mercantiles  aunque  sean  nominativas: 

6°  El  art.  15  de  la  ya  citada  ley  de  sociedades  mineras  de  6  de  Julio 
de  1869,  y  el  2°  de  la  ley  orgánica  de  la  Bolsa  de  Madrid  de  8  de  Fe- 
brero de  1854,  porque  al  autorizar  la  libre  contratación  de  la  partici- 
pación que  cada  una  de  las  acciones  representa  en  la  propiedad  de  la 
mina,  se  la  atribuye  que  prohibe  el  derecho  de  retracto  de  comuneros, 
y  cuyo  derecho  quedaría  reducido  á  lo  que  fuera  de  ilícito  comercio, 
que  es  lo  único  cuya  libertad  de  contratación  ó  de  libre  compra  y  ven- 
ta prohibe  la  ley: 

7o  El  art.  49  de  la  citada  ley  de  Bolsa,  pues  no  porque  mande  guar- 
dar un  riguroso  secreto  á  los  agentes  de  Bolsa  en  todo  lo  que  concier- 
na á  la  negociación  que  hicieren  ó  autorizasen,  no  impide  por  eso  el 
ejercicio  de  derecho  de  retracto,  ni  favorece  la  ocultación  de  las  tras- 
misiones, pues  con  arreglo  al  art.  15  de  la  ley  de  Sociedades  mineras 
de  6  de  Julio  de  1859  ha  de  tomarse  razón  de  las  trasferencias  en  cada 
caso  en  el  libro  de  Contador  de  la  sociedad  y  ponerse  la  correspondien- 
te autorización  en  la  lámina  de  la  acción  respectiva: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Laureano  de  Arrieta: 
Considerando  que  la  presente  cuestión  litigiosa  debe  resolverse  por 
las  leyes  especiales  de  minas  y  de  sociedades  mineras,  puesto  que 
constituyendo  aquellas  una  legislación  privativa  homogénea  y  com- 
pleta sobre  este  ramo,  establecen  y  regulan  todos  los  derechos  relati- 
vos á  la  propiedad  y  aprovechamiento  de  las  minas,  y  en  ellas  única- 
mente debe  buscarse  el  de  retracto  de  comuneros  que  invoca  el  de- 
mandante D.  Antonio  Abellan  Peñuela,  Marqués  de  Almanzora,  en 
concepto  de  coaccionistas  de  determinadas  sociedades  especiales  mine- 
ras, en  el  caso  de  que  tal  derecho  hubiese  sido  establecido  por  aquella 
legislación  como  excepción  de  sus  disposiciones  generales: 

Cousiderando  que  áun  examinando  la  cuestión  indicada  bajo  el  pun- 
to de  vista  de  la  legislación  común,  no  puede  aceptarse  como  eficaz 
motivo  de  casación  el  que  se  alega  y  explana  en  los  número%  Io  y  2o 
de  este  recurso  con  relación  á  las  leyes  55t  tít.  5o  de  la  Partida  5*,  y  9a, 
titulo  13,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  porque  si  bien  pudo 
creerse  que  el  derecho  de  tanteo  establecido  por  la  primera  de  estas 
leyes  para  el  caso  que  señala  era  igualmente  extensivo  á  los  bienes 
muebles  que  á  los  inmuebles,  está  fuera  de  toda  duda,  mucho  más  en 
vista  de  lo  dispuesto  por  los  artículos  674,  núm.  1°,  675  y  688  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  de  las  declaraciones  consignadas  por  este 
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Tribunal  Supremo  que  el  retracto  de  comuneros  creado  por  la  segun- 
da de  dichas  leyes  ó  sea  la  75  de  Toro,  única  que  ha  citado  el  Marqués 
de  Almanzora  en  apoyo  de  su  demanda,  se  concreta  y  limita  á  los  bie- 
nes inmuebles: 

Considerando  que  esta  doctrina  única,  conforme  al  objeto  y  nata- 
raleza  de  todo  retracto  y  única  conciliable  con  los  requisitos  exigidos 
para  el  ejercicio  de  este  derecho,  forma  el  texto  explícito  y  literal  de 
la  misma  ley  75  de  Toro,  la  cual  comprendida  en  un  solo  párrafo  y  en 
un  corto  número  de  líneas  estrechamente  ligadas  entre  sí.  ofrece  un 
solo  é  indivisible  concepto  indicado  ya  en  su  epígrafe  ;  á  saber:  la  so- 
lemnidad y  diligencias  para  retraer  el  comunero  la  heredad  vendida, 
desenvelto  después  en  la  parte  principal  de  la  ley  por  las  palabras  de 
si  alguno  vendiese  la  parte  de  alguna  heredad  que  tiene  común  con 
otro,  en  las  que  se  fija  el  caso  único  é  indeclinable  de  la  ley  misma,' 
pues  si  bien  á  su  terminación  y  sin  reparación  de  periodo  alguno  men- 
ciona la  cosa  vendida  es  evidentemente,  y  según  las  reglas  más  tri- 
viales de  gramática,  con  referencia  á  la  parte  de  heredad  más  arriba 
expresada,  cuya  inteligencia,  como  lo  ha  declarado  ya  este  Tribunal 
Supremo,  se  comprueba  con  el  precepto  de  la  propia  ley  de  que  en  el 
ejercicio  de  aquel  derecho  haya  lugar  y  se  practique  lo  contenido  en 
las  leyes  1*  y  2aáel  citado  titulo  y  libro  de  la  Novísima  Recopilación, 
que  incuestionablemente  se  contraen  á  bienes  raices: 

Considerando  que  las  acciones  de  sociedades  mineras  no  pueden  te- 
ner otro  carácter  legal  que  el  de  bienes  muebles,  atendidos  no  tan  sólo 
su  índole  esencialmente  movible  y  mercantil,  sino  principalmente  lo 
prevenido  en  el  art.  2o  de  la  ley  orgánica  de  la  Bolsa  de  Madrid  de  8  de 
Febrero  de  1854,  que  entre  los  objetos  de  contratación  en  el  mismo  es- 
tablecimiento comprende  expresamente  la  negociación  de  acciones  de 
minas,  en  los  artículos  47  y  18  de  la  ley  de  sociedades  mineras  de  6  de 
Julio  de  1859,  vigente  en  la  actualidad,  según  los  cuales  los  Corredo- 
res y  Escribanos  observarán  en  las  trasferencias  de  acciones  de  minas 
las  formalidades  establecidas  en  el  Código  de  Comercio  para  las  nego- 
ciaciones de  letras  ú  otros  valores  endosables.,  debiendo  publicarse  en 
el  Boletín  oficial  la  cotización  de  los  precios  de  las  acciones  trasferi- 
das  ;  en  los  artículos  4°  y  núm.  4  del  108  de  la  ley  Hipotecaria,  que  de- 
claran no  considerarse  inmuebles  ni  susceptibles  de  hipoteca  las  obli- 
gaciones y  acciones  del  Banco,  empresas  ó  compañías  de  cualquiera 
especie,  aunque  sean  nominativas  ;  y  finalmente,  en  el  art.  Í2  del  re- 
glamento para  la  realización  del  impuesto  de  derechos  reales  y  tras- 
misión de  bienes  de  14  de  Enero  de  1873,  preceptivo  de  que  la  pro- 
piedad minera  contribuya  como  bienes  muebles,  cuando  esté  repre- 
sentada por  acciones  nominativas  ó  al  portador,  y  se  trasmita  por  tí- 
tulo hereditario,  por  escritura  pública  ó  por  auto  administrativo  ó  ju- 
dicial, y  como  bienes  inmuebles  cuando  no  esté  representada  por  ac- 
ciones: 

Considerando  que  áun  cuando  las  acciones  de  sociedades  mineras 
se  califiquen  de  bienes  inmuebles  ó  se  suponga  la  citada  ley  75  de  Toro 
extensiva  á  los  muebles,  no  sería  posible  aplicar  esta  ley  á  aquellas  ac- 
ciones sin  desviarse  completamente  del  espirita  y  propósito  de  la  ley 
misma,  y  sin  contrariar  la  índole  y  naturaleza  esencial  de  dichas  so- 
ciedades ;  pues  concretándose  aquella  ley  á  la  parte  de  alguna  heredad, 
que  uno  tiene  común  con  otro  establece  el  retracto  para  evitar  los  in- 
convenientes de  la  indivisión,  y  venir  á  parar  á  la  unidad  en  el  domi- 
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nio  de  la  finca  toda  á  que  naturalmente  está  destinada,  miéntras 
que  la  sociedad  minera  cuyo  capital  se  forma  por  acciones,  supone 
desde  luégo  la  pluralidad  de  socios  y  la  completa  división  é  indepen- 
dencia de  las  acciones  entre  sí,  sin  mancomunidad  alguna  entre  ellas, 
ántes  bien  con  el  natural  destino  de  ser  entregadas  á  su  libre  é  indi- 
vidual circulación,  á  no  estipularse  lo  contrarío  por  pacto  expreso  : 

Considerando  que  es  ineficaz  é  infundado  el  motivo  de  casación  que 
se  alega  bajo  el  núra.  3o  del  recurso,  citando  de  una  manera  vaga  y 
genérica  como  infringida  por  la  sentencia  impugnada  el  decreto  de 
bases  generales  para  la  nueva  legislación  de  minas  de  29  de  Diciembre 
de  4868,  sin  determinar  cuál  de  sus  33  artículos  io  haya  sido,  poea 
aunque  se  prescinda  de  este  defecto  y  st  suponga  que  el  recurrente  se 
refiera  á  los  artículos  más  favorable  á  su  propósito,  cuales  son  el  19  y 
el  23,  en  que  se  establece  que  las  concesiones  para  la  explotación  de 
sustanciad  minerales  son  á  perpetuidad  mediante  el  cánon  anual  que 
se  fija  por  hectárea,  y  que  sólo  caducarán  cuando  el  dueño  deje  de  sa- 
tisfacer el  importe  de  un  año  de  este  cánon,  no  cabe  racional  ni  jurí- 
dicamente deducir  de  es'as  disposiciones  en  el  caso  de  una  sociedad 
minera  por  acciones,  el  derecho  de  retracto  á  favor  de  cada  uno  de  su» 
socios  respecto  á  estas  mismas  acciones,  mucho  ménos  si  se  atiende  á 
las  observaciones  anteriormente  expuestas  y  á  la  jurisprudencia  esta- 
blecida por  este  Tribunal  Supremo,  de  que  al  constituirse  toda  socie- 
dad industrial  ó  mercantil,  se  crea  una  personalidad  jurídica  distinta 
de  los  socios,  y  de  que  el  retracto  como  restrictivo  de  derecho  de  pro- 
piedad y  de  su  libre  ejercicio,  solamente  puede  ser  admitido  en  los  ca- 
sos en  que  se  halle  clara  y  expresamente  establecido  por  la  ley: 

Considerando,  además,  acerca  de  este  punto  que  el  art.  3°  de  la  ci- 
tada ley  de  sociedades  especiales  mineras,  declara  que  será  determina- 
do el  número  de  acciones,  y  éstas  representarán  partes  iguales  en  los 
gastos,  ganancias,  créditos  y  pérdidas  :  que  el  art.  15  de  la  misma  ley 
previene  que  las  acciones  podrán  trasmitirse  libremente  :  que  el  men- 
cionado decreto  de  29  de  Diciembre,  si  bien  se  sustituyó  el  antiguo 
principio  regalista  con  el  del  dominio  público,  ó  sea  la  entidad  colec- 
tiva del  Estado,  establece  en  su  art.  6°  que  el  subsuelo  se  halla  origi- 
nariamente bajo  el  dominio  del  Estado  ;  y  finalmente,  que  según  rei- 
teradas decisiones  de  este  Tribunal  Supremo  no  procede  el  retracto  de 
comuneros,  ni  puede  decirse  que  las  fincas  se  posean  por  dos  personas 
comunalmente  de  so  uno,  cuando  las  propiedades  están  divididas  con 
señales  más  ó  ménos  ostensibles  ;  pero  conocidas  de  sus  dueños,  siendo 
un  hecho  reconocido  en  estos  autos  que  las  acciones  de  las  sociedades 
mineras  de  que  se  trata  están  completamente  divididas  entre  sí  y  son 
bien  conocidas  de  los  socios,  y  que  el  Marqués  de  Almanzora,  que  no 
intenta  de  retraer  las  minas,  sino  simplemente  determinado  número  de 
acciones  de  aquellas  sociedades,  no  ha  poseído  en  común,  ni  por  sí  ni 
por  su  mujer,  las  acciones  que  reclama,  ni  tenido  en  ellas  participa- 
ción alguna : 

Considerando  que  áun  es  más  ineficaz  la  cita  que  en  el  núm.  4°  se 
hace  con  igual  vaguedad  é  indeterminación  de  la  expresada  ley  de  so- 
ciedades mineras  de  6  de  Julio  de  1859,  que  comprende  96  artículos  y 
diferentes  disposiciones  generales  y  transitorias,  pues  aparte  de  esta 
falta  se  limita  á  impugnar  uno  de  los  raciocinios  de  la  parte  exposi- 
tiva de  la  sentencia  impugnada  que  ménos  influencia  tienen  en  su  fallo 
resolutorio  : 
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Considerando  que  los  motivos  señalados  con  los  números  5  y  6,  di- 
rigidos también  á  impugnar  algunos  considerandos  de  la  sentencia  con 
relación  al  art.  4°  de  la  ley  Hipotecaría,  y  45  de  la  mencionada  ley  de- 
sociedades  mineras  de  que  se  ha  hecho'ya  indicación,  contrarían,  en 
lugar  de  favorecer,  el  propósito  del  recurrente,  porque,  de  que  no  se 
consideren  como  bienes  inmuebles  las  acciones  de  las  compañías  mer- 
cantiles, y  de  que  las  acciones  de  las  sociedades  mineras  puedan  tras- 
mitirse libremente,  no  es  posible  deducir  en  buena  lógica  consecuen- 
cias favorables  á  su  retracto,  siendo  evidente  que  por  el  contrario,  in- 
terponiéndose éste  entre  el  trasferente  y  la  persona  qne  por  mutua 
voluntad  y  consentimiento  de  ambos  ha  de  adquirirlas,  ouebranta  este 
común  convenio,  que  se  opone  directamente  á  la  libertad  de  las  trasfe- 
rencias  de  la  contratación  : 

Y  considerando  que  el  mismo  efecto  contraproducente  hay  que  re- 
conocer en  el  sétimo  y  último  motivo  del  recurso,  concerniente  a  los 
artículos  2o  y  49  de  la  indicada  ley  de  la  Bolsa  de  Madrid,  pues  la  cir- 
cunstancia de  que  las  acciones  de  minas  sean  objeto  de  contratación  y 
dé  negociación»  en  aquel  establecimiento,  en  nada  favorece  la  actual 
demanda,  como  tampoco  la  favorecen  las  prescripciones  relativas  á  los 
deberes  de  los  agentes,  que  no  son  aplicables  á  la  cuestión  litigiosa,  ni 
han  sido  aplicadas  en  la  sentencia  impugnada  ; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Antonio  Abellan  Peñuela,  Mar- 
qués de  Almanzora,  á  quien  condenamos  en  las  costas;  líbrese  la  cor- 
respondiente certificación  á  la  Audiencia  de  Granada. — (Sentencia  pu- 
blicada el  22  de  Marzo  de  4877,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  H  de  Agosto 
del  mismo  año.) 
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Recurso  de  casación  (23  de  Marzo  de  1877).  —  Mejor  dere- 
cho A  los  bienes  de  un  patronato.  —  Se  declara  por  la  Sala  primera 
del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpues- 
to por  D.  Ruperto  García  Peña  contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  D.  Miguel  Callejo  y  sus 
herederos,  y  se  resuelve: 

.  i°  Que  no  resultando  del  testimonio  de  la  sentencia  recurrida  que  se 
alegara  la  prescripción  al  contestar  la  demanda,  ni  en  su  caso  cuándo 
pudiera  empezar  á  correr,  por  no  estar  averiguado  el  tiempo  de  la  va- 
cante de  un  patronato,  es  infundado  el  motivo  de  casación  alegado  por 
infracción  de  las  leyes  22,  tit,  29,  Partida  3a,  y  3a  y  5a,  tit.  8o,  libro  i  I 
de  la  Novísima  Recopilación;  siendo  por  otra  parte  inatendible  el  fun- 
damento que  siendo  cierto  perjudicaría  al  recurrente  lo  mismo  que  al 
recurrido : 

2o  Que  es  igualmente  deseslimable,  tratándose  de  bienes  de  una  cape- 
llanía, el  motivo  de  supuesta  infracción  de  la  voluntad  del  testador 
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que  hiciera  algunas  preferencias  en  el  goce  de  dicha  capellanía,  por- 
que la  preferencia  accidental  otorgada  á  los  parientes  presbíteros  cesó 
necesariamente  al  extinguirse  por  la  ley  desvinculadora  la  capellanía 
en  que  aquella  circunstancia  tenía  su  ratón  suficiente ; 

Y  3o  Que  declarada  de  línea  preferente  y  con  mejor  derecho  la  par- 
te del  recurrido,  en  nada  interesa  al  recurrente  la  total  ó parcidl  aaju- 
dicacion  de  los  bienes  no  siendo  inmediato  sucesor,  por  lo  cual  no  pue- 
de alegar  la  infracción  del  art.  2°  de  la  ley  de  M  de  Octubre  de  i  820» 
restablecida  en  30  de  Agosto  de  1836. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  23  de  Marzo  de  1877,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nós  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Sepúlveda  y  en  la 
Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte  por  D.  Miguel 
Callejo  Luengo,  y  hoy  su  viuda  y  herederos,  con  D.  Kuperto  García 
Peña  y  el  Ministerio  fiscal  sobre  mejor  derecho  á  los  bienes  de  un  pa- 
tronato : 

Resultando  que  D.  Antonio  de  Ayllon  Caldoso,  cura  del  lugar  de 
Seguera,  otorgó  lestamento  en  Io  de  Octubre  de  4641,  por  el  que,  con 
los  bienes  de  que  hizo  mérito,  formó  nn  patronato  de  legos,  con  la 
carga  de  que  cada  poseedor  pagase  la  limosna  de  siete  misas  anuales, 
disponiendo  que  fuese  usufructuario  de  dichos  bienes  por  los  días  de 
su  vida  Bernardo  de  Ayllon  Cardoso,  so  sobrino,  hijo  de  Juan,  su  her- 
mano, á  calidad  de  que  estudiase  y  fuese  sacerdote,  sucediéndole  en  el 
usufructo  si  dejase  el  estudio  dicho  Juan,  y  en  su  defecto  sus  hijos  y 
descendientes,  con  preferencia  del  varón  á  la  hembra  por  vía  de  mayo- 
razgo, con  declaración  de  que  si  alguno  de  ellos  quisiese  estudiar  sa- 
case el  usufructo  de  dicha  hacienda  y  fuese  obligado  á  dejarlo  el  lego 
que  lo  gozase,  y  el  que  la  obtuviese  fuera  obligado  á  ordenarse  de  epís- 
tola dentro  de  seis  años,  pasados  los  cuales,  si  no  se  ordenase,  se  le 

Juitase  el  usufructo  y  sucediese  el  otro  descendiente  más  joven  de  Juan 
e  Ayllon  ;  llamando  á  su  falta  á  los  de  Martin  González  y  María  de 
Ayllon,  su  hermana,  y  á  los  de  Juan  Ranz  y  Ana  de  Ayllon,  su  otra 
hermana  ;  y  no  habiendo  estudiantes  de  una  ni  otra  parte,  los  gozasen 
los  legos  en  conformidad  de  lo  dicho  : 

Resultando  que  á  vinud  de  expediente  instruido  en  el  Ministerio 
de  Hacienda  á  instancia  de  D.  Manuel  García,  para  que  se  declarasen 
exceptuados  de  la  desamortización  los  bienes  pertenecientes  al  patro- 
nato de  legos,  fundado  por  D.  Antonio  de  Ayllon  Cardoso,  se  dictó 
Real  órden  en  8  de  Mayo  de  1866,  por  la  que  en  atención  á  que  la  au- 
toridad eclesiástica  no  habia  podido  presentar  dato  ni  prueba  alguna 
para  justificar  que  la  expresada  capellanía  se  erigiera  en  colativa  ;  que 
en  su  virtud  debia  ser  reputada  como  simple  memoria  de  misas  ó  pa- 
tronato real  de  legos  y  ser  tenida  como  una  verdadera  vinculación 
civil,  cuyos  bienes  fueron  restituidos  á  la  clase  de  libres  en  virtud  de 
la  ley  de  desvinculacion  de  1820,  no  pudiendo  aplicársele  las  vigentes 
de  desamortización,  que  sólo  se  referían  á  la  propiedad  que  continua- 
ba amortizada  al  tiempo  de  publicarse  ;  y  que  en  cuanto  al  mejor  de- 
recho al  dominio  de  los  mismos  bienes  competía  exclusivamente  de- 
cidirlo á  los  Tribunales,  declaró  que  procedia  la  indicada  excepción  en 
Ja  forma  dicha,  pero  entendiéndose  que  esta  resolución  no  debia  impe- 
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dir  el  cumplimiento  de  las  cargas  que  pesaban  sobre  la  expresada  ca- 
pellanía, que  seguirían  siempre  á  cargo  del  poseedor  de  los  bienes: 

Resultando  que  por  fallecimiento  de  D.  Manuel  Garría,  su  viuda  . 
Doña  Manuela  Peña,  como  tutora  y  curadora  de  sus  tres  hijos  Ruper- 
to, Domingo  y  Brígida  García,  solicitó  en  el  Juzgado  de  Sepúlveda  en 
13  de  Julio  de  dicho  año  4866  que  se  les  confiriese  la  posesión  de  dicho 
patronato  real  de  legos,  en  atención  al  parentesco  que  acreditaban  con 
el  fundador  y  con  los  llamados  per  éste  á  su  goce  y  disfrute  ;  y  que 
dada  en  efecto  por  auto  de  19  de  dicho  mes,  hechos  los  llamamientos 
oportunos  sin  que  nadie  se  presentase,  fué  ratificada  y  amparado  en 
ella  por  auto  de  26  de  Enero  de  1867  D.  Ruperto  García,  en  quien  sus 
hermanos  cedieron  su  derecho  á  los  bienes  de  la  repetida  fundación, 
do  sólo  por  el  cariño  que  le  profesaban,  sino  por  la  circunstancia  de 
ser  preferido  por. aquella,  por  haber  recibido  órdenes  menores  y  estar 
estudiando  Teología : 

Resultando  que  D.  Miguel  Callejo  Luengo  entabló  en  28  de  Marzo 
de  1873  la  demanda  objeto  de  este  pleito,  exponiendo  :  que  á  pesar  de 
los  años  trascurridos  desde  la  fundación  de  la  capellanía,  no  se  habia 
erigido  nunca  en  colativa,  ni  áun  constaba  quién  había  poseído  sus 
bienes  ;  que  en  el  concepto  de  constituir  un  patronato  real  de  legos, 
se  había  posesionado  de  ellos  el  demandado  D.  Ruperto  García  á  titulo 
de  parentesco  con  el  fundador  ;  pero  que  teniéndole  más  próximo  el 
demandante  y  de  mejor  línea,  como  descendiente  de  Bernardo  de  Ay- 
llon,  primer  llamado  por  el  fundador,  debía  ser  preferido  h1  D.  Ruper- 
to, á  quien  pidió  se  condenase  á  que  dejase  libres  y  á  disposición  del 
demandante  los  referidos  bienes  con  los  frutos  y  rentas  desde  la  fecha 
que  correspondiera  : 

Resultando  que  D.  Ruperto  García  Peña  impugnó  la  demanda  ale- 
gando que  descendía  de  Catalina  de  Ayllon,  hija  mayor  de  Juan  de 
Ayllon  ;  que  su  padre,  no  sólo  vivía  eu  4  836,  sino  que  gestionó  para 
la  adquisición  del  patronato,  habiendo  fallecido  en  1864,  y  que  los 
otros  hijos  de  D.  Manuel,  hermanos  del  D.  Ruperto,  tenían  cedidos  a*  éste 
sus  derechos  á  ios  bienes  del  mismo;  y  en  su  virtud,  terminó  suplican- 
do se  declarase  que  D.  Manuel  García  Andrés,  cuyo  fallecimiento  ha- 
bia ocurrido  en  2  de  Marzo  de  1864,  fué  de  mejor  de j  echo  á  los  bienes 
del  patronato  citado :  que  al  óbito  de  aquel  había  sucedido  el  D.  Ru- 
perto, su  hijo,  en  la  mitad  reservable,  y  en  la  otra  mitad  como  hijo  y 
heredero  de  D.  Manuel,  y  por  consiguiente  se  adjudicasen  al  dicho  Don  • 
Ruperto  en  pleno  dominio  los  dichos  bienes,  si  bien  con  la  obligación  ' 
de  cumplir  las  cargas,  condenando  á  D.*  Miguel  Callejo  en  las  costas: 

Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes  y  sustanciado 
el  juicio  en  dos  instancias,  dictó  en  46  de  Diciembre  de  1875  la  Sala 
primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte  sentencia  confirma- 
toria, declarando  que  D.  Miguel  Callejo  Luengo  habia  probado  bien  y 
cumplidamente  su  parentesco  con  el  primer  llamado  por  el  fundador, 
y  su  mejor  y  más  preferente  derecho  á  la  obtención  de  los  bienes  que 
constituían  la  dotación  del  patronato  real  de  legos,  fundado  por  el  Li- 
cenciado D.  Antonio  de  Ayllon  Cardoso,  mandando  adjudicarle  los  bie- 
nes afectos  al  mencionado  patronato  en  plena  propiedad  y  dominio, 
condenando  á  D.  Ruperto  García  Peña  á  dejarlos  libres  y  á  disposi- 
ción del  demandante  D.  Miguel  Callejo  Luengo,  con  los  frutos  y  rentas 
producidos  desde  la  fecha  de  la  contestación  de  la  demanda,  sin  hacer 
especial  condenación  de  costas;  entendiéndose  la  adjudicación  de  los 
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bienes  mediante  el  fallecimiento  de  D.  Miguel  Callejo  Luengo  con  sos 
hijos  y  herederos  en  concepto  de  libres,  con  obligación  de  levantarlas 
cargas  afectas  á  ellos  : 

Resultando  que  D.  Ruperto  García  Peña  interpuso  recurso  de  ca- 
sación por  haberse  infringido  á  su  juicio: 

4  o  Las  leyes  22,  tít.  29,  Partida  3a,  y  5*,  tít.  8o,  libro  II  de  la  No- 
vísima Recopilación  y  lajurisprudencia.de  este  Tribunal  Supremo  es- 
tablecida entre  otras  sentencias,  en  las  de  23  de  Mayo  de  4855,  25  de 
Junio  de  4868,  20  de  Noviembre  de  4860,  24  de  Enero  de  4863, 
4  4  de  Octubre  de  4864  y  21  de  Setiembre  de  4866,  de  las  cuales  no  se 
había  hecho  la  debida  aplicación,  puesto  que  había  vencido  en  30  de 
Agosto  de  1866  el  término  de  30  años  que  concedían  las  leyes  á  Don 
Miguel  Callejo  Luengo  para  ejercitar  su  pretendido  derecho,  no  pudo 
prevalecer  la  demanda  presentada  siete  años  después  : 

2°  Aun  suponiendo  que  no  hubiese  prescrito  la  acción  ejercitada,  la 
voluntad  del  testador,  ley  en  la  materia,  y  la  jurisprudencia  de  este 
Supremo  Tribunal  establecida  en  sus  fallos  de  4  4  de  Noviembre 
de  4846,  30  de  Setiembre  de  4850,  43  de  Junio  de  4865  y  44  de  Mayo, 
3  de  Junio  y  27  de  Noviembre  de  4874,  toda  vez  que  la  fundación 
daba  preferencia  á  la  aptitud  para  el  sacerdocio,  que  no  tenía  Callejo 
Luengo  en  4  836  y  mucho  ménos  en  4873,  y  que  siempre  concurrió  en 
el  recurrente,  como  lo  demostraba  en  la  circunstancia  de  ser  sa- 
cerdote. 

Y  3o  El  art.  2'  de  !a  ley  de  4  4  de  Octubre  de  4820,  restablecida  en 
30  de  Agosto  de  1836,  según  el  cual  no  puede  concederse  al  poseedor 
de  estas  vinculaciones  la  libre  disposición  ó  sea  la  plena  propiedad  y 
dominio  del  todo  vinculado,  sino  única  y  exclusivamente  la  mitad  de 
ello,  pues  de  la  otra  mitad  tenia  sólo  el  usufructo  y  la  obligación  pre- 
cisa de  reservarlo  al  inmediato  sucesor: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Diaz  de  Rueda  : 
Considerando  que  es  infundado  el  primer  motivo  del  recurso,  por- 
que no  resulta  que  se  alegara  la  prescripción  al  contestar  la  demanda, 
ni  en  su  caso  cuando  pudiera  empezar  á  correr  por  no  estar  averigua- 
do el  tiempo  de  la  vacante,  ni  por  otra  parte  es  atendible  un  funda- 
mento que  siendo  cierto  perjudicaría  al  recurrente  lo  mismo  que  al 
recurrido : 

Considerando  que  es  igualmente  desestimable  el  segundo  motivo, 
porque  la  preferencia  accidental  otorgada  á  los  parientes  presbíteros 
cesó  necesariamente  al  extinguirse  por  la  ley  desvinculadora  la  cape- 
llanía en  que  aauella  circunstancia  tenía  su  razón  suficiente  : 

Considerando,  por  último,  que  no  se  ha  cometido  la  infracción  que 
se  alega  en  el  tercer  motivo,  porque  declarada  de  línea  preferente  y 
con  mejor  derecho  la  parte  de  D.  Miguel  Callejo  Luengo,  en  nada  in- 
teresa al  recurrente  la  total  ó  parcial  adjudicación  de  los  bienes  no 
siendo  inmediato  sucesor,  y  porque  además  no  se  trata  ahora  del  dere- 
cho-habiente en  1836,  tan  desconocido  como  la  fecha  de  la  vacante,  se- 
gún ya  queda  expuesto  ; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Ruperto  García  Peña,  á  quien 
condenamos  á  la  pérdida  del  depósito  que  se  distribuirá  con  arreglo  á 
la  ley,  y  en  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  esta  corte  la  certifi- 
car ion  correspondiente. — (Sentencia  publicada  el  23  de  Marzo  de  4  877, 
é  inserta  en  la  Gacela  de  II  de  Agosto  del  mismo  año.) 
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Recurso  de  casación  (23  de  Marzo  de  1877).  —  Pago  de  can- 
tidades.—  Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no 
haber  logar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Doña  Dolores  Rabi 
de  Grós  contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
de  Barcelona,  en  pleito  con  D.  José  Garriga  y  consortes,  y  se  resuelve: 

Io  Que  la  sentencia  que  condena  á  los  demandados  á  pagar  al  actor 
las  cantidades  por  éste  reclamadas  en  su  demanda  y  que  se  le  dejaron 
en  un  testamento,  sin  hacer,  porgue  lo  impedia  la  ley,  declaración  sobre 
la  capacidad  del  testador ,  resuelve  con  claridad  la  cuestión  litigiosa : 

2o  Que  los  Tribunales,  para  la  apreciación  de  la  existencia  legal 
de  un  testamento  6  codicilo,  deben  ajuslar  su  criterio  á  lo  establecido 
en  derecho,  no  sólo  respecto  al  número  y  capacidad  de  los  testigos,  sino 
además  en  cuanto  á  las  otras  solemnidades  que  han  de  concurrir  en  el 
otorgamiento ;  y  por  consiguiente  no  son  aplicables  al  caso  ni  los  ar- 
tículos 317  y  320  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  ni  las  32  y  40, 
titulo  16,  Partida  3': 

3o  Que  la  cita  de  las  leyes  que  se  crean  infringidas,  debe  hacerse 
concretamente  señalando  el  cuerpo  del  derecho  en  que  existan : 

4*  Que  la  II,  tit.  3o,  Partida  6a,  que  establece  que  el  nombramiento 
de  heredero  no  puede  dejarse  al  arbitrio  de  otro,  no  es  aplicable  al  caso 
en  que  se  reclama  abono  de  cantidades  por  asistencias  ; 

Y  5o  Que  no  infringe  las  leyes  2a  y  3a  del  tit.  \ 9,. libro  II  de  la 
Novísima  Recopilación  y  ántes  bien  se  ajusta  á  sus  disposiciones  y  las 
guarda,  la  sentencia  que  es  confirmatoria  de  la  de  primera  instancia 
que  no  contiene  moderación  de  lo  mandado  por  ésta ,  áun  cuando 
pudiera  tenerse  por  aditamento  para  los  efectos  de  la  ley  el  párrafo  • 
en  que  se  ordena  que  pasen  los  autos  al  Ministerio  fiscal  á  los  fines  que 
crea  procedentes  en  virtud  de  las  peticiones  hechas  por  la  parte  de- 
mandada;  porque  en  uso  desús  facultades  la  Sala  sentenciadora  apre- 
cia las  razones  por  que  fué  la  alzada  fecha  é  impone  las  costas  al  li- 
tigante de  mala  fe,  y  contra  esta  apreciación  no  procede  el  recurso. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  23  de  Marzo  de  4877,  en  los  autos 

3ue  ante  Nos  penden  por  recurso  de  casación,  seguidos  en  el  Juzgado 
e  primera  instancia  de  Santa  Colonia  de  Farnés  y  en  la  Sala  primera 
de  la  Audiencia  de  Barcelona  por  los  consortes  D.  José  Garriga  y  Doña 
Ventura  Bofíll,  D.  Narciso  Bellapart,  Doña  Mercedes  Roca,  Doña  Anto- 
nia Carreras,  D.  José  Vila,  Doña  Francisca  Albá,  Doña  Narcisa  Macía 
Gracia  Uamis,  con  Doña  Cristina  Sala,  por  fallecimiento  de  ésta  su  hijo 
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D.  Pedro  Grós,  y  por  el  de  éste  su  viada  Doña  Dolores  Rabí  de  Grós, 
como  madre  y  legítima  administradora  de  los  bienes  de  sus  menores 
hijos  sobre  pago  de  cantidades: 

Resultando  que  en  el  testamento  que  D.  Juan  Sala  y  Botet  otorgó 
en  la  villa  de  Llore t  de  Alaren  27  de  Abril  de  4870,  nombró  albaceas y 
ejecutores  á  D.  Manuel  Carreras  y  Botet  y  á  D.  Benito  Bofíll  y  Dome- 
nech,  á  quienes  tanto  juntos  como  á  cada  uno  de  ellos  dio  poder  y  fa- 
cultad de  cumplir  y  ejecutar  todo  lo  que  ordenase  ;  legó  á  su  sobrino 
Gerardo  Grós  y  Sala  su  escritorio  vacio  si  muriese  el  testador,  viudo 
y  sin  hijos,  é  instituyó  por  herederos  universales  á  los  hijos  de  legiti 
mo  matrimonio  que  Dios  le  concediese  y  dejase  nacidos  ó  postumos  el 
día  de  su  fallecimiento,  y  á  la  mujer  que  hubiera  tomado  por  legitima 
esposa  por  iguales  partes  y  porciones  á  sus  libres  voluntades,  y  en 
caso  que  muriese  sin  hijos  ni  esposa  ,  á  su  hermana  Cristina  Sala, 
viuda  de  Bartolomé  Grós,  y  luégo  de  muerta  ésta,  aunque  fuera ántes 
que  el  testador,  la  sustituyó  á  sus  hijos  Pedro  y  Gerardo  Grós  por 
iguales  partes  y  porciones,  con  la  obligación  de  que  la  dicha  su  her- 
mana y  en  defecto  de  ella  sus  hijos,  los  referidos  sobrinos  del  testador, 
hubiesen  de  pagar  por  una  sola  vez  á  María  Domenech  ,  viuda  de  Se- 
bastian Botet,  María  Sala  y  Carreras,  viuda  de  Pujol,  Mercedes  Roca 
y  Boíl 1 1  ,  Francisca  Albá,  Cristina  Vidal  y  Carreras  de  Malegrat ,  Do- 
lores Ramis  y  Bofill,  Benito  Bofill  y  Domenech,  Salvador  Bofill  y  Ferrer, 
Cristina  Puig  y  More ,  Catalina  Colome  y  Cali  ,  Josefa  Bofill  y  Font, 
i  Raimundo  Alberti  y  Mataró  200  escudos  por  vía  de  legado:  no  ha- 
iendo  podido  firmar  el  otorgante  con  el  Notario  autorizante  y  testi- 
gos, á  causa  de  su  grave  enfermedad  ,  según  manifestó,  y  lo  hizo  por 
él  uno  de  los  testigos  indicados  que  fueron  rogados  por  el  mismo  Don 
Buenaventura  Sitja,  Narciso  Gelats  y  Parés : 

Resultando  que  D.  Juan  Sala  y  Botet  otorgó  codicilo  ante  el  mismo 
Notario  en  3  de  Junio  de  1870  hallándose  enfermo  de  gravedad  ,  pero 
con  claridad  de  entendimiento,  según  expresó,  en  el  que  después  de 
manifestar  que  había  otorgado  testamento  en  27  de  Abril  de  1870,  al 
oue  quería  añadir  algunas  cosas,  dispuso:  primero,  que  daba  plena 
facultad  á  su  albacea  D.  Manuel  Carreras  y  Botet  para  que  pudiese  re- 
compensar los  servicios  que  le  prestaban  las  personas  que  le  servían 
en  el  modo  que  dicho  albacea  tuviera  por  conveniente  sin  que  nadie 
le  pudiera  contradecir:  segundo,  que  prohibía  ¿  sus  herederos  y  suce- 
sores el  que  pudieran  pedir  ni  cobrarlos  derechos  legitimarios  que  le 
correspondían  de  la  casa  de  sus  padres  ,  pues  que  los  perdonaba  y  no 
quena  cobrarlos;  y  por  último,  ratifico  y  confirmó  todo  lo  demás  con- 
tenido en  dicho  testamento  en  cuanto  no  se  opusiere  al  codicilo  : 

Resultando  que  el  albacea  D.  Manuel  Carreras,  por  escritura  públi- 
ca otorgada  ante  el  mismo  Notario  en  la  expresada  villa  de  Lloret  en 
27  de  Junio  de  1870,  declaró  que  como  pariente  inmediato  y  amigo 
intimo  de  D.  Juan  Sala,  fallecido  el  dia  3  de  aquel  mes,  al  que  había 
asistido  en  la  penosa  enfermedad  que  le  llevó  al  sepulcro ,  se  hallaba 
perfectamente  enterado  de  la  voluntad  del  finado  y  de  cuál  fué  su  in- 
tención al  disponer  en  el  codicilo  que  otorgó  el  mismo  dia,  que  siendo 
indudable  que  para  el  ejercicio  de  las  indicadas  facultades  había  reci- 
bido un  cargo  de  verdadera  confianza  ó  de  albacea  confidencial,  cuyas 
facujtades  eran  ilimitadas,  de  tal  suerte  que  no  podían  ser  residencia- 
das según  estaba  informado,  con  arreglo  á  las  leyes  y  á  la  jurispruden- 
cia admitida  en  la  práctica  de  los  hechos,  á  lo  cual  se  añadía  la  pre- 
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vención  del  codicilante  para  que  nadie  pudiese  contradecirle,  declara- 
baque  la  heredera  Doña  Cristina  Sala,  hermana  del  testador  D.  Juan 
Sala,  había  de  entregar  por  una  sola  vez  las  siguientes  cantidades;  á 
Doña  Ventura  Bofiíl  de  Garriga  3.000  escudos,  á  Narciso  Bellapart 
2.000,  á  Mercedes  Roca  1.300,  a  Antonia  Carreras  de  Zaragoza  1.200, 
á  Buenaventura  Sitja  y  Maura  400,  á  Francisca  Al bá  de  Vil*  1.200,  á 
Gracia  Ramis  de  Albá  400  y  á  Narcisa  Mana  de  Vila  400,  cuya  suma 
total  de  9.800  escudos  debia  ser  pagada  por  una  sola  vez  por  dicha 
heredera  y  distribuida  á  las  personas  indicadas,  previa  la  notificación 
que  haria  el  Notario  autorizante  á  la  propia  heredera  Doña  Cristina 
Sala  de  Grós  de  aquella  declaración: 

Resultando  que  en  el  mismo  día  27  de  Junio  de  1870  fué  notificada 
la  declaración  del  D.  Manuel  Carreras  á  la  heredera  Doña  Cristina  por 
el  Notario,  á  presencia  de  dos  testigos  que  firmaron  la  diligencia  en  ra- 
zón á  haber  manifestado  la  interesada  que  no  sabía  firmar :  , 

Resultando  que  al  fallecimiento  de  D.  Juan  Sala  se  formalizó  in- 
ventario de  sus  bienes  por  D.  Pedro  Grós  y  Sala  y  D.  Gerardo  Grós  y 
Sala,  hermanos,  hijos  de  la  Doña  Cristina,  previa  autorización  de  la 
misma  en  18  de  dicho  mes  de  Junio  de  1870  y  posteriormente  fueron 
pagados  los  legados  dejados  en  el  testamento  : 

Resultando  que  en  14  de  Setiembre  del  repetido  año  de  1870  los 
consortes  D.  José  Garriga  y  Doña  Buenaventura  Bofill,  D.  Narciso  Be- 
llapart, Mercedes  Roca,  Antonia  Carreras,  José  Vila,  Francisco  Albá, 
Narcisa,  María  y  Gracia  Ramis,  dedujeron  demanda,  en  laque,  funda- 
dos en  los  documentos  relacionados  expresaron  :  que  ellos  eran  !<•&  úni- 
cas personas  que  habían  prestado  toda  la  asistencia  á  D.  Juan  Sala  du- 
rante su  última  enfermedad,  en  la  cual  poco  ó  nada  le  auxiliaron  su 
hermana  Doña  Cristina  y  sus  sobrinos  D.  Pedro  y  D.  Gerardo  Grós  y 
Sala,  aquella  por  ser  casi  octogenaria  y  éstos  por  no  haber  frecuenta- 
do la  casa  de  su  tio  con  la  asiduidad  necesaria  ;  que  la  heredera  Doña 
Cristina  Sala  era  la  obligada  á  pagar  las  cantidades  objeto  de  la  decla- 
ración del  albacea;  y  ejercitando  las  acciones  dimanadas  de  la  disposi- 
ción testamentaria  y  de  la  declaración  del  albacea  pidieron  se  conde- 
nase á  la  demandada  Doña  Cristina  Sala  al  pago  de  las  cantidades  ex- 
presadas en  dicha  declaración,  con  los  intereses  legales  devengados 
desde  el  fallecimiento  del  testador  y  las  costas  del  juicio: 

Resultando  que  Doña  Cristina  Sala,  al  contestar  á  la  demanda,  ex- 
puso que  en  3  de  Junio  de  1870  murió  su  hermano  D.  Juan,  con  el  tes- 
tamento que  había  otorgado,  en  el  que  hizo  trece  legados  de  500  pe- 
setas cada  uno  á  favor  de  varias  personas  que  designó,  y  entre  las  cua- 
les figuraban  las  hoy  demandantes  Mercedes  Roca  y  Francisca  Albá: 
que  D.  Manuel  Carreras  en  27  de  Enero  había  extendido  la  declaración 
con  la  que  señalab.i  3.000  pesetas  a*  su  hermano,  haciendo  otros  repar- 
tos hasta  la  suma  de  24.500  pesetas,  atribuyéndose  el  carácter  de  al  - 
bacea  confidencial  y  diciéndose  enterado  de  la  voluntad  del  testador 

Rara  recompensar  los  servicios  de  varias  personas,  entre  las  cuales  se 
aliaban  la  hermana  del  albacea  y  un  testigo  del  codicilo,  sin  que  tu- 
viese en  manera  alguna  tales  facultades  :  que  en  14  de  Junio  Carreras 
satisfizo  á  su  sobrina  Cristina  Vidal  un  legado  de  500  pesetas,  consig- 
nado en  el  testamento,  y  posteriormente  fueron  pagados  también  los 
demás  legados  dispuestos  en  aquel,  extendiéndose  al  efecto  ápocas 
ante  el  Notario,  entre  ellas  la  que  presentaba  referente  á  dos  de  las 
demandantes  :  quo  cuando  éstas  otorgaron  dicha  ánoca  no  se  hicieron 
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reserva  alguna  j  y  que  el  testigo  del  codicilo,  D.  Buenaventura  Sitja, 
se  había  abstenido  de  formar  parte  en  los  autos  sin  reclamar  las  t.000 
pesetas  que  le  había  señalado  Carreras  :  que  la  demandada  era  la  lie- 
redera  y  sus  hijos  los  sustitutos,  debiendo  subsistir  los  legados  consig- 
nados en  dicho  testamento :  que  en  8  del  propio  Junio,  y  en  virtud  de 

Eoder,  sus  dos  hijos  habian  en  su  nombre  tomado  inventario  de  los 
ienes  del  testador,  según  resultaba  también  de  la  escritura  que  pro- 
ducia  ;  y  que  ántes  de  dicha  toma  de  inventario  se  habia  dicho  que  se 
encontraría  mayor  partida  de  dinero  que  la  de  1.000  duros;  y  opo- 
niendo á  la  demanda  las  excepciones  de  falta  de  derecho  y  acción  de 
pago  de  lo  debido,  y  de  dolo  malo,  con  reserva  de  las  acciones  civiles 
y  criminales  pidió  se  le  absolviese  de  la  demanda  imponiendo  á  los  ac- 
tores perpetuo  silencio  sobre  la  misma;  y  sólo  en  el  caso  de  no  haber 
ri  ello  lugar  se  declarase  que  únicamente  procedía  se  satisfaciese  el 
servicio  prestado  á  D.  Juan  Sala,  que  tal  vez  resultare  estarse  adeu- 
dando legítimamente  á  razón  de  dos  pesetas  diarias  ó  de  aquella  otra 
cantidad  que  fuere  más  justa,  según  las  horas  invertidas,  y  no  paga- 
das respectivamente  á  uno  ó  más  de  los  actores  ;  absolviendo  á  la  pro- 
pia Doña  Cristina  Sala  de  la  demanda  en  la  forma  que  venía  extendi- 
da, ó  al  ménos  en  lo  que  excediese  de  dicho  tipo  de  dos  pesetas  diarias 
ú  otro  más  justo  y  restante  mencionado,  con  pago  de  costas  : 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba  y  practicadas  las  pro- 
puestas por  las  partes,  la  demandada  en  su  alegato,  además  de  solici- 
tar, se  la  absolviese  de  la  demanda  y  se  condenase  á  los  actores  al  pago 
de  todas  las  costas,  pidió  que  luégo  de  quedar  ürme  la  sentencia  so 
comunicasen  los  autos  al  Ministerio  fiscal  para  que  promoviese  lo  que 
al  mismo  interesaba  sobre  el  exceso  de  autos  que  sirve  de  base  á  la  de- 
manda cometido  con  varías  circunstancias  agravantes,- inclusas  las  de 
haber  intentado  y  frustrado  la  otorgacion  de  codicilo  el  dia  8  de  Mayo 
en  ocasión  en  que  se  hallaba  presente  e^  sobrino  del  testador  que  com- 
batió la  osadía  de  Carreras,  y  sus  testigos  la  de  haberse  incautado  éste 
por  algunos  días  de  las  llaves  de  la  casa  de  Sala,  hasta  el  acto  de  la 
toma  de  inventario  por  su  heredera,  en  que  sólo  apareció  la  data  coa 
los  f  .000  duros,  y  la  de  haber  perdido  D.  Juan  Sala  el  juicio  ántes  del 
3  de  Junio  con  las  demás  que  se  infieren  de  las  pruebas  y  de  los  autos: 
Resultando  que  en  22  de  Enero  de  1872  el  Juez  de  primera  instan- 
cia dictó  sentencia  condenando  á  Doña  Cristina  Sala  á  entregar  en  el 
término  de  30  días,  contados  desde  el  siguiente  en  que  esta  sentencia 
causase  ejecutoria  y  por  cuenta  de  la  herencia  que  na  obtenido  de  su 
difunto  hermano  D.  Juan  Sala  en  concepto  de  legados,  las  cantidades 
siguientes  :  3.000  escudos  ó  sean  7.500  pesetas  á  Doña  Ventura  Bofill 
Garriga,  2.000  escudos  equivalentes  á  5.000  pesetas  á  Narciso  Bella- 
part,  1.200  escudos  iguales  a  3.000  pesetas  á  Mercedes  Roca  de  Bella- 
part,  1.200  escudos  ó  sean  3.000  pesetas  á  Doña  Antonia  Carreras  de 
Zaragoza,  1.200  escudos  iguales  á  3.000  pesetas  á  Francisca  Albá  de 
Vila,  ¿00  escudos  ó  sean  1 .000  pesetas  á  Narcisa  María  de  Vila  y  400  es- 
cudos ó  1.000  pesetas  á  María  Gracia  Ramis  de  Albá  ;  sin  derecho  que 
pudiera  asistir  á  la  expresada  heredera  Doña  Cristina  Sala  para  recla- 
mar la  deducción  de  la  cuarta  falcidia  ;  y  absolvió  á  la  misma  deman- 
dada respecto  á  los  intereses  y  costas  que  también  se  reclamaban  por 
los  demandantes,  sin  hacer  especial  condenación  de  costas: 

Resultando  que  interpuesta  apelación  por  la  demandada  Doña  Cris- 
tina Sala  se  remitieron  los  autos  á  la  Audiencia,  ante  la  que  compare- 
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rieron  Doña  Buenaventura  Bofill  y  litis-socios,  y  habiendo  fallecido  la 
apelante  Doña  Cristina  Sala  fueron  emplazados  sus  hijos  é  inmediatos 
sucesores  D.  Pedro  y  D.  Gerardo  Grós,  de  los  cuales  sólo  se  personó  el 

E rimero  en  calidad  de  sucesor  único  por  haber  el  segunda  repudiado 
i  herencia,  y  fallecido  luégo  también  el  D.  Pedro  Grós,  compareció  su 
viuda  Doña  Dolores  Babi  como  madre  y  legitima  administradora  de  sus 
hijos  menores,  herederos  ab-intestato  : 

Resultando  que  sustanciada  la  instancia  en  1 0  de  Diciembre  de  1 875, 
la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  dictó  sentencia  contírmaudo  con  las 
costas  la  apelada  en  su  parte  dispositiva  ;  y  respecto  á  las  peticiones  de 
la  parte  demandada  contenidas  en  sus  escritos  de  alegato  de  bien  pro- 
bado y  de  II  de  Febrero  pasasen  los  autos  al  Ministerio  fiscal,  a  los 
fines  que  creyera  procedentes  en  virtud  de  las  indicadas  peticiones; 
entendiéndose  los  efectos  de  esta  sentencia  con  los  sucesores  de  Doña 
Cristina  Sala: 

Resultando  que  por  parte  de  la  demandada  se  pidió  aclaración  de 
la  sentencia  en  el  sentido  de  que  con  la  misma  no  se  prejuzgaban  los 
derechos  y  acciones  de  que  se  creyeran  asistidos  los  menores  Grós  para 
impugnar  civil  y  criminalmente  el  codicilo  que  aparece  otorgado  por 
Don  Juan  Sala  en  3  de  Junio  de  1870  ;  que  en  la  condena  de  costas  de 
la  segunda  instancia  no  venían  comprendidas  las  ocasionadas  con  mo- 
tivo tle  los  incidentes  promovidos  por  Ventura  Bofill  y  litis-socios  so- 
bre anotación  preventiva  ;  y  que  la  comunicación  de  los  autos  ai  Mi- 
nisterio Gscal  se  entendiera  igualmente  extensivo  á  los  méritos  que  de 
autos  resultaban  sobre  sustracción  de  cantidades  de  la  casa  de  D.  Juan 
Sala  y  á  cualquiera  otros  hechos  que  el  propio  Ministerio  fiscal  con- 
siderase punibles  ;  y  la  mencionada  Sala,  por  auto  de  15  de  dicho  mes 
de  Diciembre  de  187o,  declaró  no  haber  lugar  á  lo  pedido  por  el  Pro- 
curador de  los  demandados : 

Resultando  que  por  Doña  Dolores  Babi  de  Grós,  como  administra- 
dora de  los  bienes  de  sus  menores  hijos,  se  interpuso  recurso  de  casa- 
ción por  conceptuar  infringidas : 

\°  La  ley  185,  Digesto,  De  diversis  regulis  Juris,  el  art.  61  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  la  doctrina  constantemente  sentada  por 
este  Tribunal  Supremo  deque  las  sentencias  deben  recaer  sobre  todos 
los  puntos  que  hayan  sido  objeto  de  discusión  en  el  pleito  y  sobre  los 
que  haya  versado  la  prueba:  porque  la  sentencia  prescinde  de  la  cues- 
tión de  la  capacidad  ó  incapacidad  del  Sala  para  testar,  á  pretexto  de 
ue  no  se  presentó  oportunamente  sino  en  el  escrito  de  agravios  cuan- 
o  de  la  propia  sentencia  resultaba  que  fué  objeto  de  larga  y  minu- 
ciosa prueba  y  se  da  lugar  en  la  parte  dispositiva  á  lo  pedido  en  el 
escrito  de  alegato  de  bien  probado,  pues  nada  ménos  que  la  responsa- 
bilidad criminal  que  se  desprende  de  aquella  prueba  y  por  el  hecho  de 
la  incapacidad  : 

2o  Las  propias  doctrinas  a  contrario  sensu  y  la  que  sienta  la  Sala  en 
uno  de  los  considerandos  «  de  que  la  contienda  ha  de  resolverse  como 
se  fijó  en  la  acción;»  en  cuanto  sostiene  la  validez  délas  recompensas 
otorgadas  por  Carreras  á  los  demandantes,  considerando  a  aquel  como 
comisario  para  testar,  y  su  acta  ó  declaración  como  un  verdadero  tes- 
tamento al  que  se  atribuye  en  consecuencia  facultad  omnímoda  no 
sólo  para  fijar  la  cantidad ,  sino  para  designar  las  personas,  y  pre- 
supone interesantes  servicios  sólo  de  él  conocidos,  cuando  los  de- 
mandantes han  fundado  su  derecho  en  haber  asistido  al  enfermo  Sa- 
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la,  habiendo  versado  sólo  sobre  estos  puntos  las  pruebas  y  debates: 
3o  La  ley  9a  del  Código  Qui  testamenta  faceré  possunt,  y  la  13,  tí- 
tulo Io,  Partida  3a,  que  declara  incapaces  para  testar  á  los  que  no  se 
bailan  en  completo  y  cabal  juicio,  como  no  lo  estaba  el  Sala  ,  scgan 
prueba  articulada  y  de  la  que  según  la  propia  sentencia  han  resuelto 
méritos  bastantes  para  que  pasase  al  Ministerio  público  en  averigua- 
ción de  los  hechos  que  caen  bajo  la  jurisdicción  del  Código  penal:  el 
artículo  317  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  la  regla  de  sana  crítica, 
según  la  cual  dos  ó  más  testigos  rontextes  en  el  hecho  y  en  sus  cir- 
cunstancias esenciales,  sin  tachas,  cuyas  declaraciones  no  hayan  sido 
desvirtuadas  por  otras  en  contrario,  hacen  prueba  plena;  lo  que  acon- 
tece en  el  caso  de  autos  respecto  al  hecho  de  la  incapacidad  mental  de 
Sala:  el  propio  artículo  y  el  320  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  y  las  le- 
yes 32  y  40,  tít.  i6,  Partida  3a,  según  la  cual  para  formar  prueba  ple- 
na son  menester  dos  ó  más  testigos  contexles  en  el  hecho  y  en  sus 
circunstancias  esenciales,  sin  tacha,  que  no  tengan  interés  en  faltar  á 
la  verdad ,  etc.,  en  cuanto  al  hecho  de  haber  los  demandantes  asistido 
al  Sala  en  su  última  enfermedad,  que  no  resulta  probado: 

4o  Las  leyes  Ia  y  2a,  tít.  18,  y  la  8a,  tít.  <9,  libro  Í0  de  la  Novísima 
Recopilación,  según  las  cuales  para  que  sea  válido  y  eficaz  el  poder 
para  testar  es  indispensable  que  intervengan  en  la  otoreacion  del 
mismo  el  Notario  y  tres  testigos,  lo  que  no  acontece  en  el  codicilo  que 
se  considera  como  poder,  según  resulta  de  la  'propia  sentencia-,  las 
propias  leyes  y  por  la  propia  razón  en  cuanto  se  refiere  al  acta  de  re- 
compensas que  se  considera  testamento,  en  que  tampoco  concurieron, 
según  reconoce  la  propia  Sala,  más  que  dos  testigos  ;  la  ley  6a,  titu- 
lo 19,  libro  10  de  la  Novísima  Kecopilacion  y  varias  decisiones  de  este 
Tribunal  Supremo  ,  entre  ellas  la  de  6  de  Diciembre  de  1860,  según 
las  que  cuando  existe  heredero  no  puede  mandar  más  que  el  quin- 
to de  la  herencia  pagadas  las  deudas  y  cargas  ;  y  si  hay  cuestión  so- 
bre si  el  comisario  se  ha  ó  no  excedido  debe  acreditar  la  cuantía  de 
la  herencia,  de  cuyas  ambas  cosas  ha  hecho  caso  omiso  la  Sala  senten- 
ciadora : 

5°  En  la  sentencia  se  infringe  de  todas  suertes  al  considerar  la  cláu- 
sula codicilar  como  poder  para  testar  y  á  Carreras  como  comisario: 
primero,  las  constituciones  única,  tít.  3o,  volúmen  i°  y  tít.  <0,  li- 
bro 7°,  volúmen  2o  de  las  de  Cataluña  y  las  leyes  del  Digesto  De  tes- 
Lamen! is  y  2n  del  Código  Qui  testamenta,  que  establecen  como  prin- 
cipios fundamentales  é  inconcusos  que  los  Tribunales  deben  dictar  sus 
fallos  con  arreglo  á  las  leyes  vigentes,  y  que  en  materia  de  disposicio- 
nes testamentarias  debe  decidirse  la  cuestión  á  tenor  de  las  leyes  ó 
costumbres  del  lugar  en  que  aquellas  fueron  otorgadas,  puesto  que  en 
Cataluña,  donde  fueron  otorgadas  las  disposiciones  de  que  se  trata,  no 
es  permitido  tener  por  comisario  ni  por  consiguiente  se  observa  nada 
de  lo  que  sobre  el  particular  disponen  las  leyes  de  Castilla:  segundo, 
la  ley  5a,  tít.  33,  Partida  7a  y  la  jurisprudencia  constante  que  en  con- 
formidad con  ellas  ha  establecido  este  Tribunal  Supremo  de  que  las 
palabras  del  testador  deben  entenderse  llanamente  y  tal  como  ellas 
suenan,  y  la  ley  47,  Digesto  De  leg.  secundo  de  que  caso  de  duda  se 
dará  á  la  voluntad  del  testador  la  interpretación  favorable  al  heredero, 
puesto  que  sólo  violentando  el  sentido  de  la  cláusula  codicilar,  y  dando 
la  interpretación  más  perjudicial  al  heredero,  ha  podido  suponerse  qne 
las  palabras  en  que  faculta  al  albacea  Carreras  para  que  recompense  á 
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tas  personas  que  le  servían,  significan  potestad  para  testar,  fijando  1 
su  arbitrio  la  cantidad  y  las  personas  que  deben  serlo: 

6o  Las  leyes  Ia  De  legat.  secundo,  y  II,  tit.  3o,  Partida  6a,  según  los 
cuales  las  mandas  no  deben  ser  puestas  en  alvedrlo  de  otro,  que  es  lo 
que  sucede  en  oste  caso,  reconociendo  en  Carreras  la  facultad  de  fijar 
el  legado  que  se  supone  hecho  por  Sala  á  las  personas  que  le  asistieron 
en  su  enfermedad: 

7o  Las  leyes  2a  y  3a,  tit.  19,  libro  H  de  la  Novísima  Recopilación, 
y  la  doctrina  á  tenor  de  las  mismls  establecida  por  este  Tribunal  Su- 
premo en  varias  decisiones,  entre  ellas  las  de  tí  de  Mayo  y  26  de  No- 
viembre de  1860,  según  las  cuales  no  debe  ser  condenado  en  las  costas 
de  segunda  instancia  el  que  por  sentencia  de  vista  ha  obtenido  refor- 
ma, aditamento  ó  moderación  de  lo  fallado  en  la  primera,  puesto  que 
en  la  sentencia  recurrida  se  accede  á  una  de  las  cosas  á  que  Ho  se  dió 
lugar  por  el  Juzgado,  y  añade  aquella  sentencia  un  extremo  favorable 
i  la  parte  recurrente,  é  infringe  también  el  principio  contenido  en  uno 
de  los  considerandos  de  la  propia  sentencia  de  que  no  habiendo  teme- 
ridad ni  mala  fe,  no  cabe  hacer  especial  condena  de  costas,  y  en  este 
caso  no  la  ha  habido  según  declara  la  misma  Sala: 

Vistos,  sien  lo  Ponente  el  Magistrado  D.  Federico  Guzman: 
Considerando  que  la  sentencia  contra  la  cual  se  recurre  resuelve 
con  claridad  la  cuestión  litigiosa,  puesto  que  condena  á  los  demanda- 
dos á  pagar  á  los  actores  las  cantidades  por  éstos  reclamadas  en  su  de-' 
manda,  sin  hacer,  porque  lo  impedia  la  ley,  declaración  sobre  la  capa- 
cidad del  testador  ;  que  por  otra  parte  resulta  del  codicilo  nulidad  de 
la  cláusula  codicilar,  ni  sobre  el  nombramiento  de  comisario  de  D.  Ma- 
nuel Carreras,  nulidad  bajo  este  concento  del  codicilo  y  escritura  men- 
cionados por  carecer  de  las  solemnidades  prescritas  el  poder  para  tes- 
tar y  testamento  del  comisario,  en  razón  á  que  dichas,  excepciones  y 
puntos  de  hecho,  no  se  propusieron  en  los  escritos  de  contestación  a  la 
demanda  y  duplica,  miéntras  estaba  abierta  la  discusión  ;  por  lo  que 
la  referida  sentencia  no  infringe  la  ley  1 85  del  Digesto  De  diversis  re- 
pulís juris  y  el  art.  61  de  la  de  Enjuiciamiento  civil,  que  se  invocan  en 
los  motivos  Io  y  2o; 

Considerando  que  los  Tribunales,  para  la  apreciación  de  la  existen- 
cia legal  de  un  testamento  ó  codicilo,  deben  ajustar  su  criterio  á  lo  es- 
tablecido en  derecho,  no  sólo  respecto  al  número  y  capacidad  de  los 
testigos,  sino  además  en  cuanto  á  las  otras  solemnidades  que  han  de 
concurrir  en  el  otorgamiento  ;  y  por  consiguiente  que  no  son  aplica- 
bles al  caso  de  autos  ni  los  artículos  317  y  320  de  la  ley  de  Enjuicia- 
mienro  civil,  ni  las  32  y  40,  tit.  16,  Partida  3a,  y  no  se  infringen  por 
la  sentencia: 

Considerando  que  tampoco  se  infringen  por  ésta  las  demás  leyes 
que  se  invocan  en  los  motivos  3o,  4o  y  5  ,  porque  se  hace  supuesto  de 
resolución  que  contiene  la  sentencia  que  no  es  exacto  ;  porque  por  otra 
parte  los  puntos  áaue  se  contraen  las  disposiciones  legales  y  doctrina 
que  se  dicen  violadas  no  se  han  propuesto  ni  discutido  en  los  autos 
cuando  era  procedente,  y  porque  en  fin  el  recurso  no  procede  contra 
los  razonamientos  y  citas  que  preceden  á  la  parte  resolutiva  de  la  sen  - 
tencia  y  especialmente  cuando  en  la  sentencia  de  la  Sala  se  sientan 
otros  fundamentos  y  se  confirma  la  de  primera  instancia  sólo  en  cuan- 
to á  la  parte  dispositiva,  como  sucede  en  el  presente  caso: 

Considerando  que  la  cita  de  las  leyes  que  se  crean  infringid  <s  deb* 
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hacerse  concretamente  señalando  el  cuerpo  del  derecho  en  que  existan: 
que  respecto  á  la  primera  De  legatis  secundo  que  se  invoca  en  el  sexto 
motivo,  carece  de  dicho  3eñalamieuto  y  á  pesar  de  esto  si  fuese  la  del 
Digesto  no  fué  infringida,  por  el  contrario  la  sentencia  so  ajusta  á  lo 
que  dispone  en  el  sentido  en  que  se  expresa  el  recurrente ;  y  que  Ja  1 1 , 
titulo  3o,  Partida  6a,  que  establece  que  el  nombramiento  de  heredero 
no  puede  dejarse  al  arbitrio  de  otro,  no  es  aplicable  al  caso  de  autos  y% 
no  se  infringe  tampoco  por  la  sentencia  : 

Considerando  que  la  recordada  sentencia  no  infringe  por  último  las 
leyes  2a  y  3a  del  til.  19,  libro  1 1  de  la  Novísima*  Recopilación  y  ántes 
bien  se  ajusta  á  sus  disposiciones  y  las  guarda,  puesto  que  es  confir- 
matoria de  la  de  primera  instancia,  no  contiene  moderación  de  lo  man- 
dado por  ésta,  áun  cuando  pudiera  tenerse  por  aditamento  para  los 
efectos  de  la  ley  el  párrafo  en  que  se  ordena  que  pasen  los  autos  al  Mi- 
nisterio fiscal  á  los  fines  que  crea  procedentes  en  virtud  de  las  peti 
ciones  hechas  por  la  parte  demandada,  y  porque  en  uso  de  sus  faculta» 
des  la  Sala  sentenciadora  apreció  las  razones  porque  fué  la  alzada  fe- 
cha é  impuso  las  costas  al  litigante  de  mala  fe,  y  contra  dicha  aprecia- 
ción no  procede  el  recurso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  Doña  Dolores  Babi  de  Grós  como 
madre  curadora  y  legítima  administradora  de  sus  hijos  menores  habi- 
dos de  su  difunto  marido  D.  Pedro  Grós,  á  la  que  condenamos  en  las 
costas  y  á  pagar  por  razón  de  depósito  la  cantidad  de  1.000  pesetas,  la 
que  caso  de  hacerse  efectiva,  si  mej  »rase  de>  fortuna  ,  se  distribuirá 
con  arreglo  á  la  ley;  y  líbrese  la  correspondiente  certificación  á  la  Au- 
diencia de  Barcelona.  —  (Sentencia  publicada  el  23  de  Marzo  de  1877, 
é  inserta  en  la  Gaceta*  de  \  l  de  Agosto  del  mismo  año.) 
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Competencia  (34  de  Marzo  de  1877).  —  Pago  de  cantidad.  —  So 
decide  por  la  Sala  tercera  del  Tribunal  Supremo  á  favor  del  Juzgado 
de  primera  instancia  de  Pamplona  la  competencia  suscitada  con  el  de 
igual  clase  del  distrito  del  Mercado  de  Valencia,  sobre  conocimiento 
de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Ignacio  Aramburu  contra  los  her- 
manos D.  José  y  D.  Ignacio  Llorens,  y  se  resuelve  : 

\°  Que  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  308  de  la  ley  orgánica 
de  Tribunales,  fuera  de  los  casos  de  sumisión  expresa  ó  tácita,  en  los 
juicios  en  que  se  ejerciten  acciones  personales  será  Juez  competente  el 
del  lugar  en.que  deba  cumplirse  la  obligación,  y  á falta  de  éste,  á  elec- 
ción del  demandante,  el  del  domicilio  del  demandado  ó  el  del  lugar  del 
contrato,  si  hallándose  en  él,  aunque  accidentalmente,  pudiera  hacerse 
el  emplazamiento  ; 

Y  t°  Que  conforme  al  texto  y  espíritu  de  las  leyes  46,  tit.  28  de  la 
Partida  3a,  y  28,  tit.  5o  de  la  Partida  5*,  en  el  contrato  de  venta  la 
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entrega  que  han  de  hacerse  recíprocamente  vendedor  y  comprador  de 
la  cosa  y  de  su  precio  se  entienden  actos  simultáneos,  á  no  ser  que 
haya  mediado  alguna  condición  especial  acerca  de  que  éste  se  pague  i 
plazos  convenidos  ;  y  por  tanto  es  incuestionable  que  donde  se  celebra 
dicho  contrato  y  el  vendedor  entrega  la  cosa  es  el  lugar  en  que  el  com  - 
prador  debe  cumplir  la  obligación  respectiva  de  satisfacer  el  precio,  sin 
necesidad  de  que  se  haya  pactado  expresamente. 

Resultando  que  D.  Ignacio  Aramburu,  vecino  de  Pamplona,  vendió 
en  diferentes  épocas  á  D.  José  Llorens,  vecino  de  Burjasot,  provincia 
de  Valencia,  varias  partidas  de  lana  que  se  entregaban  y  cargaban  en 
el  almacén  del  vendedor,  sito  en  las  afueras  de  dicha  ciudad  de  Pam- 
plona, ascendiendo  su  importe  á  77  952  rs.  H  cénts. : 

Resultando  que  en  10  de  Marzo  de  1876  D.  Ignacio  Aramburu  firm6 
el  extracto  de  cuenta  corriente  con  D.  José  Llorens,  relativo  á  su  ven 
ta  de  lanas,  del  que  aparece  haber  satisfecho  en  parte  del  importe  de 
aquellos  42.549  rs.  90  cénts.,  y  adeudar  por  consecuencia  para  el  com- 
pleto pago  35. 402  rs.  21  cénts.,  constando  del  haber  de  dicho  extracto 
ue  las  cantidades  cobradas  por  Aramburu,  unas  lo  fueron  por  medio 
e  giros  á  cargo  de  D.  José  Llorens,  y  otras  por  entregas  que  le  hizo 
D.  Ignacio  Llóreos  por  cuenta  de  su  hermano  el  D  José  : 

Resultando  que  en  29  de  Julio  de  1876  D.  Ignacio  Aramburu  de- 
mandó en  auto  de  conciliación  en  la  ciudad  de  Pamplona  á  D.  José  v 
Don  Ignacio  Llorens,  vecinos  de  Burjasot,  en  la  provincia  de  Valencia, 
residentes  accidentalmente  en  aquella  ciudad  ,  en  reclamación  de 
35.798  rs.  21  cénts.,  procedentes  del  resultado  final  de  la  cuenta  que 
tenian  pendiente  por  venta  de  lana  :  que  comparecidos  los  demanda- 
dos Durens  contestaron  que  declinaban  desde  luégo  la  competencia 
del  Juzgado,  que  eslimaban  no  tenía  jurisdicción  para  conocer,  puesto 
que  la  ley  no  reconoce  otro  Juez  competente  que  el  del  domicilio  ó  re- 
sidencia de  los  demandados  ;  y  en  su  vista  el  Juez  municipal  dió  por 
intentado  el  acto  : 

Resultando  que  en  Io  de  Setiembre  del  referido  año  de  1876  D.  Ig- 
nacio Aramburu  dedujo  demanda  en  el  Juzgado  de  primera  instancia 
de  Pamplona  contra  los  hermanos  Ü.  José  y  D.  Ignacio  Llorens  sobre 
pago  de  35.402  rs.  21  cénts.  que,  según  las  facturas  y  extracto  de 
cuenta  que  presentaba  referentes  á  la  venta  de  lanas,  resultaban  deber- 
le, con  más  los  réditos  devengados  y  las  costas;  y  para  ello  expuso 
que  los  compradores  Llorens  compraban  las  lanas  en  el  almacén  de 
Aramburu,  siendo  de  cuenta  de  los  .mismos  la  saca  y  trasporte,  y  que 
le  habían  satisfecho  parte  del  importe  de  la  mercancía  en  la  ciudad  de 
Pamplona  y  en  letras  giradas  contra  los  mismos  compradores  en  su 
domicilio : 

Resultando  que  conferido  traslado  de  la  demanda  á  D.  Ignacio  y 
Don  José  Llorens,.  se  citó  y  emplazó  personalmente  al  primero,  que  se 
hallaba  accidentalmente  en  Pamplona,  y  para  el  emplazamiento  del 
Don  José  se  libró  exhorto  al  Juez  decano  de  los  de  primera  instancia 
de  la  ciudad  de  Valencia,  uno  de  los  cuales  pertenece  al  pueblo  de 
Burjasot,  domicilio  del  demandado  : 

Resultando  que  citado  y  emplazado  D.  José  Llorens.  acudió  al  Juez 
de  primera  instancia  del  distrito  del  Mercado  de  la  ciudad  do  Valencia 
pretendiendo  requiriese  de  inhibición  al  de  Pamplona,  fundándose,  en- 
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tre  otras  razones,  en  que  el  D.  José  es  vecino  de  Burjasot,  que  no  se 
halla  acreditado  por  el  demandante  que  la  obligación  que  trata  de  ha- 
cer efectiva  deba  cumplirse  en  Pamplona,  y  que  ántes  por  el  contra- 
rio, reconoce  que  del  importe  de  las  lanas  vendidas  al  D.  José  Llorens 
se  reembolsaba  por  letra  que  aceptaba  y  pagaba  en  Valencia  ó  en  Bur- 
jasot:. 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  del  distrito  del  Mercado 
de  Valencia,  fundado  en  las  consideraciones  expuestas  por  D.  José  Llo- 
rens, se  declaró  competente  para  conocer  de  la  demanda  interpuesta 
contra  éste,  y  requirió  de  inhibición  al  de  Pamplona  : 

Resultando  que  éste  se  negó  á  la  inhibición,  teniendo  en  considera- 
ción para  ello  qae  por  no  constar  el  lugar  en  que  la  obligación  haya 
de  cumplirse,  la  presunción  está  en  favor  del  en  que  se  hizo  el  contra- 
to :  que  dejando  la  ley  la  elección  al  demandante  en  el  caso  que  sean 
de  diferente  domicilio  los  demandados,  y  habiendo  sido  emplazado  ano 
de  los  deudores  en  Pamplona,  en  ella  debe  continuar  la  litis ;  y  que  en 
los  contratos  de  compra-venta,  si  no  se  designa  día  y  lugar  para  hacer 
el  pago,  éste  debe  cumplirse  en  la  localidad  y  al  tiempo  en  que  deba 
hacerse  la  entrega  de  la  cosa  : 

Y  resultando  que  por  haber  insistido  en  su  inhibición  el  Juez  de 
Valencia ,  uno  y  otro  remitieron  á  este  Tribunal  Supremo  sus  respecti- 
vas actuaciones  para  la  decisión  del  conflicto  jurisdiccional: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ignacio  Vieites  y  Tapia: 
'  Considerando  que  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  308  de  la  ley 
sobre  organización  del  Poder  judicial,  fuera  de  los  casos  de  sumisión 
expresa  ó  tácita  en  los  juicios  en  que  se  ejercitan  acciones  personales 
será  Juez  competente  el  del  lugar  en  que  deba  cumplirse  la  obligación, 
y  á  falta  de  éste,  á  elección  del  demandante,  el  del  domicilio  del  de- 
mandado ó  el  del  lugar  del  contrato,  si  hallándose  en  él,  aunque  acci- 
dentalmente, pudiere  hacerse  el  emplazamiento  : 

Considerando  que  conforme  al  texto  y  espíritu  de  las  leyes  46,  tí- 
tulo 28,  Partida  3a,  y  28,  tit.  15  de  la  Partida  5a,  en  el  contrato  de  ven- 
ta la  entrega  que  han  de  hacerse  recíprocamente  vendedor  y  compra- 
dor de  la  cosa  y  de  su  precio  se  entienden  actos  simultáneos,  á  no  ser 
que  haya  mediado  alguna  condición  especial  acerca  de  que  éste  se  pa- 
gue á  plazos  convenidos;  y  que  por  tanto  es  incuestionable  que  donde 
se  celebra  dicho  contrato  y  el  vendedor  entrega  la  cusa  es  el  lugar  en 
que  el  comprador  debe  cumplir  la  obligación  respectiva  de  satisfacer 
su  precio  sin  necesidad  de  que  se  haya  pactado  expresamente  : 

Considerando  que  en  el  caso  sobre  que  versa  el  actual  conflicto  de 
competencia  el  demandante  D.  Ignacio  Aramburu  vendió  en  la  ciudad 
de  Pamplona  á  D.  José  Llorens,  vecino  de  Burjasot,  en  la  provincia  de 
Valencia,  varias  partidas  de  lana  que  entregó  al  hermano  de  éste  Don 
Ignacio  en  dicha  ciudad,  quien  ha  dado  algunas  cantidades  á  cuenta 
de  los  precios  convenidos,  según  resulta  de  las  facturas  y  extracto  de 
la  cuenta  corriente  que  obran  en  autos,  y  por  consiguiente  que  es  in- 
dudable que  Pamplona,  donde  se  celebró  el  referido  contrato  y  el  ven- 
dedor Aramburu  entregó  la  cosa  objeto  del  mismo,  es  el  lugar  en  que 
los  hermanos  Llorens  deben  cumplir  la  obligación  de  entregar  su  pre- 
cio, responder  en  juicio  de  la  reclamación  que  se  les  promueve  con  tal 
motivo,  sin  que  á  ello  obste  que  éstos  hayan  pagado  algunas  sumas  á 
cuenta  del  repetido  precio  por  medio  de  giros  sobre  Valencia,  porque 
ese  hecho,  de  manifiesta  utilidad  para  el  deudor  moroso,  á  que  necesi- 
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tó  acudir  el  acreedor  para  su  reembolso,  no  altera  la  esencia  y  efectos 
legales  de  las  obligaciones  contraidas,  ni  sería  justo  convertirlo  en 
perjuicio  de  éste  :  de  conformidad  con  el  Ministerio  fiscal ; 

Se  declara  que  el  conocimiento  de  la  demanda  interpuesta  por  Don 
Ignacio  Aramburu  contra  los  hermanos  D.  José  y  D.  Ignacio  Llorens 
sobre  pago  de  la  cantidad  de  35.402  rs.  21  cénts.,  procedente  de  saldo 
del  precio  de  los  referidos  contratos  de  venta,  corresponde  al  Juez  de 
Pamplona,  á  quien  se  remitan  todas  las  actuaciones  para  los  efectos 
oportunos;  y  comuniqúese  esta  decisión  al  del  distrito  del  Mercado  de 
Valencia  para  su  inteligencia. 

Madrid  24  de  Marzo  de  1877.  —  (Gacela  de  16  de  Abril  del  mis- 
EDO  año  ) 
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Recurso  de  casación  en  asunto  de  Ultramar  (26  de  Marzo 
de  1877).— Nulidad  de  plazos  convenidos  para  el  pago  del  precio  de 
la  mitad  de  un  ingenio. — Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  el  Ban- 
co de  Cuba  contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  Justicia  de  la  Audien- 
cia de  Santiago  de  Cuba,  en  pleito  con  la  sucesión  de  D.  José  María  Por- 
luondo,  y  se  resuelve ; 

4  °  Que  si  el  recurrente  no  ha  sido  comprador  ni  vendedor  de  los 
bienes  que  adquirió  el  demandante  y  verificada  la  compra  á  plazos,  el 
•  comprador  satisfizo  alguno  de  ellos  y  se  posesionó  de  las  fincas,  no  puede 
dudarse  que  adquirió  el  dominio  de  las  mismas :  por  lo  que  la  sentencia 
al  no  declarar  la  nulidad  de  esos  plazos  que  se  pide  en  la  demanda, 
léjos  de  infringir  la  sentencia  la  ley  46,  tit.  28,  Partida  3',  hace  sus 
declaraciones  con  arreglo  á  los  preceptos  de  la  misma: 

•2o  Que  tampoco  infringe  la  sentencia  la  ley  del  contrato  ,  ni  la  Ia, 
titulo  i  \  lib.  \Q  Uela  Novísima  Recopilación,  ni  las  i ft,  7»  y  9a  del  títu- 
lo 13  de  la  Partida  5'  sobre  peños,  y  por  el  contrario  las  cumple,  al 
condenar  á  los  herederos  del  demandante  á garantir  al  recurrente  den- 
tro de  quinto  dia  el  pago  del  precio  de  la  compra  en  los  plazos  conve- 
nidos con  fincas  propias ,  si  resultaron  ser  de  la  mujer  del  mismo  las 
primeramente  hipotecadas ; 

Y  y  Que  la  ley**,  tit.  33,  Partida  7a  sobre  los  casos  dudosos  que 
necesitan  interpretación  no  es  aplicable  al  pleito  en  que  no  se  ha  pues- 
to en  duda  la  claridad  de  las  cláusulas  de  los  contratos ,  ni  movido 
cuestión  sobre  la  inteligencia  de  los  mismos. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  26  de  Marzo  de  (877,  en  los  autos 

aue  ante  Nos  penden  por  recurso  de  casación,  seguidos  en  el  Juzgado 
e  primera  instancia  del  distrito  del  Sur  y  en  la  Sala  de  Justina  de  la 
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Audiencia  de  Santiago  de  Cuba  por  la  Sociedad  Banco  de  Cuba  con  la 
sucesión  de  D.  José  María  Portuondo  Bravo,  sobre  nulidad  de  los  pla- 
zos convenidos  con  éste  para  el  pago  del  precio  de  la  mitad  del  inge- 
nio Santa  Margarita  del  Quemado : 

Resultando  que  por  escritura  de  13  de  Abril  de  4868  D.  Pablo 
Villhourat,  como  socio  gerente  y  en  representación  de  su  casa  mer- 
cantil que  giraba  bajo  la  razón  y  firma  de  Ducouran  y  compañía,  de 
una  parte,  y  de  la  otra  Dona  Micaela  Vinent.de  Ciria,  D.  José  María 
Portuondo  y  Bravo,  D.  Gonzalo  Villar  y  D.  José  Antonio  Peralta,  estos 
dos  como  representantes  del  Banco  de  Cuba,  otorgaron  que  dichos  Du- 
couran y  compañía  vendían  á  los  expresados  Vinent  de  Ciria  y  Por- 
tuondo Bravo  un  ingenio  de  fabricar  azúcar  nombrado  San  Andrés  con 
toda  su  dotación  de  esclavos,  animales,  establecimientos,  plantaciones, 
máquinas,  aparatos  y  utensilios,  quedando  obligados  los  dos  compra- 
dores á  revocar  la  obligación  y  reconocimiento  hipotecario  de  6.000 
pesos  y  premios  que  Ducouran  y  compañía  tenían  asegurados  en  dicho 
ingenio  á  favor  de  D.  Pedro  Bury,  y  cuyo  capital  no  seria  debido 
hasta  el  3  de  Junio  de  1875  ;  que  vendían  también  Ducouran  y  compa- 
ñía á  los  propios  Doña  Micaela  Vinent  de  Ciria  y  D.  José  María  Por- 
tuondo y  Bravo  en  venta  real  y  enajenación  perpetua  el  otro  ingenio 
de  fabricar  azúcar,  que  les  pertenecía,  titulado  Vega  Grande  con  los 
45  esclavos  de  su  dotación  que  asimismo  se  expresan  :  que  igualmente 
vendían  los  dichos  Ducouran  y^compañía  á  su  citada  Vinent  de  Ciria  y 
al  Portuondo  Bravo  la  mitad  que  pertenecía  en  propiedad  á  aquellos 
del  otro  ingenio  denominado  Santa  Margarita  del  Quemado  con  los 
90  esclavos  de  su  dotación  que  se  expresan,  sus  máquinas,  plantacio- 
nes, establecimientos,  aperos  de  su  cultivo  y  todas  sus  pertenencias  y 
anexidades ;  con  advertencia  de  que  sobre  esta  parte  de  propiedad 
cargaban  8.675  pesos  80  centavos,  ó  sea  la  mitad  de  la  obligación  hipo- 
tecaria de  n.35l  pesos  60  centavos  constituido  á  favor  de  D.  Silverio 
Romero;  y  por  último,  que  vendian  dichos  Ducouran  y  compañía  ala 
Vinent  de  Ciria  y  Portuondo  Bravo  el  almacén  de  depósito  que  les 
pertenecía  situado  en  la  calle  de  la  Factoría  bajo  los  números,  cabida 
y  linderos  que  se  mencionan  :  que  las  tres  fincas  íntegras  San  Andrés, 
Vega  Grande  y  el  almacén  de  depósito  y  la  mitad  del  ingenio  Quemado 
se  vendian  sin  mas  gravamen  que  los  que  se  habían  expresado  res- 
pectivamente de  cada  finca  y  que  verificaban  la  enajenación  de  todas 
ellas  en  precio  de  664.000  escudos,  ó  lo  que  era  lo  mismo  339.000  pe- 
sos que  serían  satisfechos  por  los  compradores  la  Vinent  de  Ciria  y 
Portuondo  Bravo  de  por  mitades  por  ahora  y  miéntras  se  liquidaban  y 
dividían  entre  sí,  en  nveve  plazos  anuales  que  se  vencerían  en  17  de 
Agosto  de  1876  :  que  como  el  objeto  de  esta  venta  por  Ducouran  y 
compañía  era  procurarse  medios  de  pagar  lo  que  adeudaban  al  Banco 
de  Cuba,  éste,  representado  por  los  referidos  Villar  y  Peralta,  recibía 
en  pago  y  percibiría  á  su  tiempo  la  indicada  cantidad  de  332.000  pesos 
que  formaba  el  precio  de  esta  venta  sin  más  intereses  que  los  que  iban 
explicados  y  en  los  plazos  ántes  dichos,  sustituyéndose  los  comprado- 
res Vinent  de  Ciria  y  Portuondo  Bravo  por  mitades  por  ahora  en  la 
responsabilidad  de  esta  suma  para  con  el  Banco  en  lugar  de  Ducouran 
y  compañía  por  quienes  quedaba  hecha  en  forma  Ta  delegación  de 
deuda  y  sin  responsabilidad  alguna  ulterior  por  parte  de  los  últimos  á 
favor  del  mismo  Banco  que  concurría,  aprobaba  y  admitía  en  estos 
términos  dicha  delegación  :  que  los  compradores  garantizaban  el  puu- 
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tual  pago  de  sos  respectivos  plazos  estipulados  con  primera  hipoteca 
qae  otorgarían  derechamente  á  favor  del  Banco  en  las  fincas  siguien- 
tes :  el  cafetal  titulado  el  Diamante  con  80  negros  de  dotación  :  la  casa 
calle  baja  de  la  Catedral,  marcada  con  el  núm.  12,  y  otra  casa  calle 
■alta  de  isanto  Tomás,  con  el  núm.  8,  cuyas  tres  fincas  eran  de  Doña 
Micaela  Vinent  de  Giria  y  de  valor  de  más  de  150.000  pesos  y  el  inge- 
nio titulado  Bañaba  coa  con  95  negros  de  dotación  y  la  casa  de  alto  y 
bajo  de  la  calle  de  San  Francisco  alta,  núm.  4,  cuyas  dos  fincas  eran 
de  D.  José  María  Portuondo  y  Bravo  y  de  valor  de  más  de  450.000  pesos: 

Resultando  que  en  6  de  Junio  del  mismo  año  de  1868  D.  José  María 
Portuondo  y  Bravo,  por  consecuencia  de  la  escritura  precedente  de  la 
<jue  hizo  referencia,  otorgó  otra  por  la  que  después  de  expresar  que  él 
y  la  Vinent  de  Ciria,  por  escritura  de  20  de  Mayo  de  aquel  año,  liqui- 
daron y  dividieron  entre  sí  las  cuatro  fincas  compradas  adjudicándose 
al  otorgante  la  mitad  del  ingenio  Sania  Margarita  del  Quemado  y  el 
almacén  de  la  calle  de  la  Factoría  con  los  números  4,  6,  8,  10  y  1  á  por 
la  cantidad  de  246.916  escudos  220  milésimas  en  que  estaba  inclusa  la 
parte  proporcional  correspondiente  á  estas  d>s  lincas  :  en  los  3tf. 680  es- 
cudos de  intereses  pagaderos  en  el  cuarto  año,  cuya  liquidación  y  di- 
visión participaron  al  Banco  de  Cuba  y  fué  aceptada  en  junta  general 
de  accionistas  del  Banco,  otorgó  que  se  reconocía  y  confesaba  deudor 
al  citado  Banco  de  Cuba  de  la  cantidad  238.468  escudos  420  milésimas 
<jue  abonaría  al  mismo  Banco  en  papel  de  obligación  suyaá  la  par  y 
por  su  valor  nominal  á  razón  de  28.192  escudos  760  milésimas  en  cada 
uno  de  los  años  de  1S69,  70,  72,  73,  74,  75  y  76  y  de  41 .115  escudos 
100  milésimas  en  el  año  de  1871,  venciéndose  éste  y  los  dos  plazos  an- 
teriores el  dia  6  de  Mayo  y  los  defhás  plazos  restantes  el  dia  17  de 
Agosto,  y  para  la  mayor  seguridad  sin  que  la  obligación  especial  dero- 
gase la  general,  hipotecaba  expresa  y  señaladamente  como  de  su  pro- 
piedad las  fincas  siguientes:  una  casa  de  alto  y  bajo  con  su  solar  si- 
tuada en  la  calle  alta  de  San  Francisco,  esquina  á  la  de  San  Pedro,  con 
el  núm.  4  y  bajo  los  linderos  que  menciona  y  el  ingenio  titulado  Ba- 
nabacoa,  establecido  en  65  caballerías  de  tierra  en  el  partido  de  Futi- 
iiien,  cuartón  de  Maroto,  bajo  los  confines  que  expresa  y  con  todas  sus 
anexidades;  y  95  esclavos  con  los  nombres  que  asimismo  se  refieren, 
cuyas  fincas  sólo  la  casa  estaba  afecta  á  un  gravámen  de  capellanía, 
según  constaba  del  certificado  que  exhibía  del  oficio  de  hipotecas  y  las 
sujetaba  y  gravaba  á  esta  responsabilidad,  para  que  en  caso  de  hacer- 
se efectiva  pudiera  dirigirse  la  acción  ejecutiva  contra  las  mismas  fin- 
cas en  el  Orden  que  se  estimase  conveniente,  á  cuyo  fin  quería  se 
tomase  razón  de  esta  escritura  en  el  oficio  de  hipotecas  ;  y  hallándose 
presentes  D.  José  Antonio  Peralta  y  D.  Gonzalo  Villar,  Director  el  pri- 
mero y  Secretario  el  último  de  la  Sociedad  Banco  de  Cuba,  dijeron: 
que  comisionados  para  intervenir  en  esta  escritura  estaban  conformes 
en  todo  lo  que  en  ella  se  expresaba,  aceptando  la  obligación  contraí- 
da por  D.  José  María  Portuondo  y  Bravo  según  y  en  los  términos  que 
quedaban  explicados : 

Resultando  de  certificación  expedida  por  el  anotador  de  hipotecas 
en  4  de  Junio  de  dicho  año  de  18C8  que  la  casa  hipotecada  de  la  calle 
de  San  Francisco  y  San  Pedro,  marcada  con  el  núm.  27,  la  mitad  de  los 
herederos  de  D.  Tomás  Valerino  y  Doña  Juana  de  Acosla,  y  la  otra 
mitad  de  D.  Juan  y  Doña  Josefa  Barceló,  consorte  de  D.  José  María 
Portuondo  Bravo,  heredero  de  Doña  Juana  Repilndo,  no  tenía  ningún 
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otro  gravamen  como  de!  D.  José  María  Portuondo  Bravo,  á  quien  hoy 
se  decia  pertenecer,  que  el  de  t.700  pesos  á  favor  de  la  capellanía  de 
Doña  Catalina  de  Fuentes  y  el  de  300  pesos  á  favor  del  culto  de  Nues- 
tra Señora  del  Cármen  con  réditos  de  un  o  por  100  anual,  roiéntrasno 
verificasen  su  redención,  no  apareciendo  tampoco  sujelo  á  ningún  gra- 
vámen  como  del  propio  Portuondo  Bravo  ,  á  quien  también  se  decia 
pertenecer  el  ingenio  Banabacoa,  establecido  en  el  partido  de  Fuli- 
nien  : 

Resultando  que  en  Jnnta  directiva  del  Banco  de  Cuba,  celebrada 
en  3  de  Mayo  de  I8C9  con  asistencia  del  Director  D.  José  Antonio  Pe- 
ralta, de  D.  José  María  Portuondo  Bravo  y  D.  Vicente  Portuondo  y 
Mustilier,  expuso  el  Portuondo  Bravo  que  habia  solicitado  la  reunión 
de  la  Junta  con  el  objeto  de  manifestar  el  angustioso  y  aflictivo  estado 
á  que  se  hallaba  reducido  con  motivo  de  haber  incendiado  los  insurrec- 
tos su  hacienda  Banabacoa  después  de  haberla  sustraído  tanto  de  esa 
finca  como  del  ingenio  Quemado  un  gran  número  de  esclavos,  con 
cuyas  pérdidas  considerables  se  veia  en  la  imposibilidad  absoluta  de 
dar  cumplimiento  al  pago  de  las  sumas  que  era  en  deber  al  estableci- 
miento, y  que  en  este  concepto,  tanto  por  su  propia  tranquilidad  cooio 
para  dar  al  Banco  un  testimonio  de  su  recto  y  honrado  proceder,  pro- 
ponía que,  para  descargar  su  responsabilidad,  aquella  Sociedad  se  hi- 
ciese cargo  de  las  fincas  que  habia  adquirido,  á  saber:  ingenio  el  Que- 
mado y  el  almacén  de  la  calle  la  Factoría,  puesto  que  no  habia  más 
quebrados  sufridos  en  esas  dos  fincas  que  la  extracción  de  los  esclavos, 
obligándose  á  subsanar  ese  perjuicio;  y  la  Junta  directiva,  después  de 
una  madura  deliberación,  y  en  atención  á  que  era  público  y  notorio  lo 
que  acababa  de  ex  poner  Portuondo  Bravo  y  no  podia  desconocerse  que 
los  siniestros  que  le  habían  colocado  en  tan  desventajosa  situación  pro- 
cedían de  causas  ajenas  á  su  voluntad  y  nadie  podia  dudar  de  su  recto 
y  honrado  proceder,  en  cuyas  consideraciones  habia  tomado  parte 
igualmente  D.  Vicente  Portuondo  Mustilier,  acreedor  también  del  Don 
José  María  Portuondo  Bravo,  convinieron  y  acordaron  unánimemente 
todos  los  presentes  aplazar  toda  determinación  sobre  el  particular  hasta 
de  allí  á  seis  meses,  puesto  que  por  un  lado  era  procedente  esperar  á 
que  se  hallase  completamente  sofocada  la  insurrección  y  restablecida 
la  tranquilidad  del  país  y  los  negocios  á  su  estado  normal,  y  por  otro 
no  tenía  el  Banco  facultad  para  adquirir  bienes  inmuebles  : 

Resultando  que  fallecido  D.  José  María  Portuondo,  D.  Vicente  Por- 
tuondo Muslilier  promovió  demanda  ejecutiva  en  6  de  Mayo  de  1872 
contra  la  sucesión  de  aquel  para  el  cobro  de  10.(78  pesos  50  centavos, 
embargándose  en  su  consecuencia  el  ingenio  titulado  Santa  Margari- 
ta del  Quemado^  y  en  el  dia  10  del  propio  mes  y  año  D.  Bernardo,  Don 
Manuel  Portuondo  y  Barceló  y  su  madre  Doña  María  Josefa  Barceló 
presentaron  en  concurso  la  testamentaría  de  D.  José  María  Portuondo 
y  Bravo,  expresando  en  la  correspondiente  Memoria  las  causas  que  les 
impulsaban  á  ello,  y  entre  otros  particulares,  que  para  cumplir  religio- 
samente con  todos  los  compromisos  que  contrajo  al  adquirir  el  ingenio 
Santa  Margarita  del  Quemado  y  los  almacenes  de  la  calle  de  la  Fac- 
toría, que  le  fueron  vendidos  por  el  Banco  y  por  D.  Vicente  Portuon- 
do Mustilier,  contaba  el  D.  José  María  Portuondo  y  Bravo  con  la  ayuda 
de  los  productos  de  los  bienes  dótales  ó  parafernales  de  su  legítima 
consorte  Doña  María  Josefa  Barceló  y  con  los  demás  recursos  que 
debían  proporcionarle  su  laboriosidad  y  constante  trabajo:  que  siendo 
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el  más  seguro  elemento  el  ingenio  Banabacoa  una  de  las  mejores  ha- 
ciendas de  aquel  departamento  que  fué  heredada  por  la  Barceló  y  á  la 
cual  llegó  la  tea  incendiaria  de  los  insurrectos,  desde  entonces  varia- 
ron completamente  las  circunstancias  para  el  D.  José  María  Portuondo 
'  y  Bravo : 

Resultando  que  declarado  el  concurso  y  acumulada  á  él  la  demanda 
que  habia  deducido  D.  Vicente  Portuondo  Mustilier  por  auto  de  U  del 
mismo  Mayo  de  1873,  que  fué  notificado  ai  representante  del  Banco  de 
Cuba,  así  como  todas  las  demás  providenciéis  que  se  dictaron  en  el  con- 
curso, presentó  nuevo  escrito  en  5  de  Agosto  del  propio  año  la  suce- 
sión del  D.  José  María  Portuondo  Bravo  exponiendo  que  á  solicitud  de 
la  representación  del  Banco  de  Cubase  mandaban  entregar  al  Deposi- 
tario de  los  bienes  del  concurso  la  hacienda  Banabacoa  y  la  casa  nú- 
mero i  de  la  calle  alta  de  San  Francisco  en  concepto  de  pertenecer  al 
Portuondo  Bravo  por  haber  éste  sujetado  dichas  fincas  á  la  responsabi- 
lidad del  crédito  del  citado  Banco:  pero  como  dichos  bienes  correspon- 
dían exclusivamente  á  Doña  María  Josefa  Barceló,  viuda  del  Portuondo 
Bravo,  por  haberlos  heredado  en  parte  de  su  legítima  nadre  Doña 
Juana  Bautista  Repilado,  y  haberlos  adquirido  en  otra  con  caudal  suyo 
propio  que  le  daban  un  dominio  absoluto  sobre  ellas,  y  suplicó  se  tu- 
viese por  hecha  esta  manifestación,  de  la  que  fe  instruyese  al  Banco 
de  Cuba  para  que  en  su  vista  representase  lo  que  mejor  correspondiese, 
exigiendo,  si  lo  creia  conveniente,  los  títulos  con  que  Doña  Josefa 
Barceló  poseia  los  expresados  bienes,  excusando  así  reclamaciones  que 
podrian  entorpecer  la  marcha  regular  del  concurso: 

Resultando  de  certificación  traída  de  estes  autos  con  referencia  á 
los  de  la  test  a  menta  ría  concursada  del  Portuondo  Bravo,  que  habiendo 
manifestado  la  sucesión  de  éste  en  escrito  de  6  de  Setiembre  de  dicho 
año  de  1872  que  no  le  con  venia  seguir  el  juicio  de  concurso  que  volun- 
tariamente habia  promovido,  retirando  por  consiguiente  la  cesión  de 
bienes  que  hizo  6  favor  de  los  acreedores  los  que  quedarían  en  aptitud 
de  ejercitar  los  derechos  de  que  se  creyeran  asistidos  sin  que  le  sirviese 
de  obstáculo  la  promoción  de  dicho  concurso,  se  dictó  providencia 
en  6  de  Noviembre  del  mismo  año,  por  la  que  visto  la  conformidad  de 
los  acreedores  se  sobreseyó  en  cuanto  al  expresado  concui so  en  los 
términos  solicitados  por  la  sucesión  deudora,  cuya  providencia  fué  no- 
tificada al  Banco  de  Cuba  y  demás  acreedores,  sin  fjue  interpusieran 
contra  ella  recurso  alguno,  causando  por  lo  tanto  ejecutoria  y  proce- 
diéndose  á  su  cumplimiento: 

Resultando  que  en  su  consecuencia  la  Sociedad  del  Banco  de  Cuba 
dedujo  la  actual  demanda  en  13  de  Diciembe  de  dicho  año  de  1872, 
pretendiendo  se  declarasen  sin  ningún  valor  ni  efecto  los  plazos  con» 
venidos  con  D.  José  María  Portuondo  Bravo  para  el  pago  del  precio  de 
la  mitad  del  ingenio  Santa  Margarita  del  Quemado,  por  la  manifesta- 
ción que  la  sucesión  de  aquel  habia  hecho  de  no  ser  suyas  las  fincas 
con  que  las  garantizara,  y  que  siendo  por  esa  razón  exigible  el  precio 
al  contado,  si  no  se  cumplió  la  obligación  de  garantizarlo  en  los  tér- 
minos convenidos,  no  adquiriría  la  representación  del  comprador  el 
dominio  de  las  fincas  vendidas  miéntras  no  pagase  su  precio  ó  le  ga- 
rantizase, señalándose  el  término  de  quinto  dia  para  el  pago  del  otor- 
gamiento de  la  garantía  ,  reservándose  hacer  efectiva  la  hipoteca 
constituida  en  cuanto  á  lo  que  pudiera  corresponder  al  O.  José  María 
Portuondo  y  Bravo  de  las  fincas  hipotecadas;  y  para  ello,  haciendo 
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mérito  de  varios  de  los  antecedentes  mencionados  en  los  supuestos  y 
de  que  al  presentarse  el  Banco  de  Cuba  en  la  testamentaría  del  Por- 
tuondo  Bravo  al  notar  que  entre  los  bienes  designados  como  de  éste  no 
estaban  las  fincas  que  se  le  hipotecaron  babia  hecho  la  oportuna  re- 
clamación, á  que  manifestaron  los  herederos  que  dichas  fincas  eran  de  * 
la  exclusiva  propiedad  de  la  viuda ,  alegó  que  en  virtud  de  la  formal 
delegación  que  la  Sociedad  de  Ducouran  y  compañía  hizo  en  D.  José 
María  Portuondo  Bravo,  éste  se  constituyó  responsable  de  la  suma  que 
dicha  Sociedad  adeudaba  al  Banco  de  Cuba  en  la  parle  que  le  corres- 
pondía ,  desapareciendo  en  un  todo  la  personalidad  de  aquella  y  que- 
dando en  su  lugar  la  del  Banco  en  lo  relativo  al  contrato  de  compra- 
venta celebrado  :  que  en  los  contratos  bilaterales  las  obligaciones  son 
siempre  recíprocas  y  la  falta  de  cumplimiento  de  uno  de  los  contratan- 
tes desligaba  al  otro  de  la  obligación  ;  y  así  era  que  no  habiendo  cum- 
plido D.  José  María  Portuondo  y  Bravo  con  garantizar  el  pago  de  los 
plazos  con  fincas  de  su  propiedad  ,  el  Banco  quedó  desligado  por  su 
parte  de  la  obligación  que  contrajera  respecto  á  admitir  el  pago  del 
precio  por  los  plazos  que  se  estipularon,  y  anulados  éstos  vino  á  ser 
exigible  dicho  precio  de  contado:  que  con  arreglo  á  la  ley  46,  tít.  28, 
Partida  3a,  áun  cuando  el  vendedor  haya  hecho  entrega  de  la  cosa,  no 
la  adquirirá  el  comprador  hasta  tanto  que  no  satisfaga  el  precio,  pues 
sólo  cuando  ésto  se  paga  se  trasfiero  el  dominio  ;  y  aunque  como  ex- 
cepción del  precepto  general  que  dicha  ley  establece  se  encuentra  el 
de  señalar  plazos  para  el  pago,  en  cuyo  caso  el  dominio  se  trasfiere 
desde  luego,  no  era  posible  aplicar  dicha  excepción  á  la  cuestión  pre- 
sente porque  aquí,  romo  se  habia  demostrado,  los  plazos  quedaron 
anulados  desde  el  momento  en  que  aparecía  ineficacia  de  la  hipoteca 
que  le  servia  de  resguardo  y  en  cuya  virtud  se  otorgaron:  y  que  las 
cosas  litigiosas  no  podian  enajenarse  y  en  esta  categoría  quedaban 
comprendidas  las  fincas  vendidas  á  Portuondo  Bravo  por  versar  esta 
demanda  sobre  su  dominio: 

Resultando  que  a)  contestar  á  la  demanda  la  sucesión  de  D.  José 
Mana  Portuondo  y  Bravo  pretendió  se  declarase  sin  lugar,  para  lo  que 
excepción  ó  que  con  la  escritura  de  6  de  Junio  de  i  868  se  renovó  la 
primera  obligación  contraída  en  el  contrato  de  venta,  y  como  el  reno- 
vamiento  dice  la  ley  15,  til.  14,  Partida  5a,  desata  la  obligación  prin- 
cipal de  la  deuda,  bien  así  como  la  paga,  era  claro  que  ya  no  tenían 
para  qué  mencionar  la  deuda  como  una  consecuencia  de  la  vendida, 
sino  como  si  hubiese  sido  emprestado  por  virtud  de  ese  nuevo  contra- 
to: que  aunque  se  quisiera  dar  por  firme  y  subsistente  el  primer  con- 
trato de  venta  en  cuanto  á  la  cantidad  que  por  el  precio  de  la  compra 
se  quedó  adeudando,  nunca  sería  el  Banco  quien  tendría  derecho  para 
pretender  que  se  despojase  á  la  sucesión  de  D  José  María  Portuondo 
del  dominio  de  la  mitad  de  la  hacienda  Santa  Margarita  del  Quemado 
y  del  almacén  de  la  calle  de  la  Factoría,  porque  áun  dado  caso  de  que 
existiera  ese  derecho,  lo  cual  tampoco  concedía,  no  sería  el  Banco 
quien  de  él  estuviera  revestido  sino  Ducouran  y  compañía,  que  eran  los 
que  án tes  teni;m  el  dominio  de  aquellas  fincas  que  jamás  residió  en  el 
Banco,  habiendo  cedido  á  éste  únicamente  el  derecho  de  cobrar  los 
plazos,  así  como  habían  cedido  al  D.  José  María  Potuondo  todo  el  de- 
recho de  posesión,  propiedad  y  dominio  que  sobre  ellas  tenían,  como 
constaba  de  la  escritura  de  venta  de  13  de  Abril  de  1868:  que  si  el 
contrato  de  que  se  trata  era  bilateral  y  producía  acciones  reciprocas 
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de  este  principio,  lo  que  se  deducía  era  que  el  comprador  la  tenia  para 
pedir  la  cosa,  y  el  vendedor  para  exigir  el  precio:  que  en  el  inespera- 
do evento  de  que  se  pudiera  declarar  la  nulidad  de  los  plazos,  para 
cuya  solicitud  no  tenía  personalidad  en  el  Banco  por  los  fundamentos 
ántes  expuestos,  tendría  que  devolver  á  la  sucesión  de  Portuondo  Bra- 
vo, no  sólo  los  4.2*8  pesos  90  centavos  que  en  la  escritura  de  6  de  Ju- 
nio confesaba  haber  recibido  por  el  primer  plazo,  sino  los  22.296  pesos 
44  centavos  que  últimamente  recibió  también  después  de  la  reunión 
tenida  en  su  oficina :  que  la  ley  46,  tit.  28,  Partida  3a,  que  se  citaba 
de  contrario,  no  favorecía  en  nada  al  Banco,  porque  ella  se  refiere 
taxativamente  al  contrato  de  compra-venta  y  acetónos  que  nacen  á 
favor  del  vendedor  y  del  comprador ;  pero  como  aquí  el  Banco  no  tenía 
ninguno  de  esos  dos  caractéres,  era  evidente  que  no  podía  invocarla  á 
su  favor  porque  él  no  era  más  que  un  acreedor  de  la  sucesión  de  Don 
José  María  Portuondo,  y  noel  vendedor  de  Santa  Margarita  del  Que- 
mado y  del  almacén  de  la  calle  de  la  Factoría,  que  jamás  le  habían  per- 
tenecido ni  había  poseído  con  ningún  título:  y  por  último,  que  ¿un 
cuafcdo  el  Banco  hubiese  tenido  derecho  para  pedir  la  nulidad  que  ha- 
bía reclnmado,  hoy  carecería  absolutamente  de  él,  porque  impuesto  de 
que  las  fincas  hipotecadas  no  pertenecían  á  D.  José  María  Portuondo 
Bravo,  sino  á  su  legitima  consorte  Doña  María  Josefa  Barceló,  de  lo 
cual  se  le  dió  conocimiento  en  la  sesión  que  se  tuvo  en  sns  mismas  ofi- 
cinas cuando  los  herederos  de  Portuondo  reunieron  extrajudicialmente 
á  todos  sus  acreedores  para  imponerles  de  la  situación  en  que  se  en- 
contraban, y  léjos  de  hacer  reclamac.iun  alguna  sobre  el  particular, 
prestó  su  consentimiento  tácito  y  ratificó  con  él  la  misma  escritura  de 
6  de  Junio  de  1868,  de  tal  manera  que  recibió  por  cuenta  de  su  crédito 
la  cantidad  de  22.296  pesos  44  centavos  de  que  otorgó  el  correspon- 
diente recibo: 

Resultando  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites,  la  Sala  de  Justi- 
cia de  la  Audiencia,  por  sentencia  de  26  de  Octubre  de  1874,  confirma- 
toria de  la  del  Juez  de  primera  instancia,  declaró  no  haber  lugar  á  la 
declaración  de  nulidad  de  los  plazos  en  que  la  sucesión  de  D.  José  Ma- 
ría Portuondo  Bravo  debía  satisfacer  el  precio  de  la  mitad  del  ingenio 
Santa  Margarita  del  Quemado  y  almacén  de  la  calle  de  la  Factoría,  ni 
á  que  sea  exigible  al  contado  el  precio  de  dichas  fincas,  ni  á  que  por 
falta  de  satisfacerlo  en  esa  forma  no  adquirirá  dicha  sucesión  el  domi- 
nio de  las  expresadas  fincas,  y  declaró  que  la  referida  sucesión  de  Por- 
tuondo Bravo  estaba  obligada  á  garantizar  al  Banco  de  Cuba  el  pago 
del  expresado  precio  en  los  plazos  convenidos  con  fincas  propias  de  la 
misma  sucesión,  y  la  condenó  á  que  dentro  de  cinco  dias  otorgase  la 
correspondiente  garantía,  según  se  había  pactado  en  su  escritura  de 
venta  de  13  de  Abril  de  1868,  reservándose  al  expresado  Banco  hacer 
efectiva  la  hipoteca  constituida  en  cuanto  á  lo  que  pudiera  correspon- 
der al  D.  José  María  Portuondo  Bravo  en  las  fincas  hipotecadas: 

Resultando  que  por  parte  del  Banco  de  Cuba  se  interpuso  recurso 
de  casación,  porque  en  su  concepto  se  habían  infringido : 

Io  La  ley  46,  tit.  28  de  la  Partida  3a,  que  hace  depender  la  trasmi- 
sión del  dominio  de  la  solución  del  precio  :  el  contrato  consignado  en 
las  escrituras  de  43  de  Abril  y  6  de  Junio  de  1868,  que  son  leyes 

Sara  los  contratantes,  y  en  armonía  con  ellas  la  ley  Ia,  tit.  Io,  libro  10 
e  la  Novisima  Recopilación,  en  cuanto  se  prescinde  de  aplicar  lo  pac- 
tado en  esas  escrituras  respecto  de  la  concesión  de  plazos  y  otorga- 
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miento  de  hipoteca  de  finos  propias  de  Portuondo  Bravo  con  sos  con- 
secuencias legales,  dado  el  caso  de  estar  conformes  las  parles,  y  las 
leyes  Ia,  7a  y  9a,  tit.  13,  Partida  5a,  que  definen  las  clases  de  peños, 
comprendiendo  entre  ellas  la  hipoteca  de  bienes  raices  que  determi- 
nan quiénes  puedan  dar  en  peño  y  que  definen  la  nulidad  de  las  cons- 
tituidas con  finca  ajena  á  no  mediar  la  aprobación  del  dueño,  y  las 
sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  29  de  Marzo  de  185X  y  10  de 
Setiembre  de  1863,  según  las  que  es  nula  la  hipoteca  constituida  por 
el  que  no  era  dueño  y  tiene  aplicación  la  mencionada  ley  46  en  caso, 
como  el  que  aquí  ocurre,  de  no  haberse  entregado  el  precio  una  ver  que 
las  hipotecas  y  los  plazos  consecuencia  de  ellas  son  ineficaces  : 

2°  L*  doctrina,  ó  mejor  dicho,  el  axioma  jurídico  sancionado  repeti- 
das veces  por  este  Tribunal  Supremo  de  que  en  los  contratos  bilate- 
rales son  reciprocas  l¡<s  obligaciones  de  los  contratantes,  bastando  la 
falta  de  cumplimiento  para  desatar  al  otro  de  la  obligación  que  le 
compete:  priucipio  que  se  había  contrariado  en  el  fallo  suponiendo 
trasmitir  el  dominio  al  comprador  cuando  éste  no  había  pagado  el  pre- 
cio y  garantizado  los  plazos  que  se  le  concedieron  en  la  forma  conve- 
nida . 

3o  La  disposición  de  que  las  obligaciones  condicionales  son  eficaces 
cuando  se  llenan  las  condiciones  estipuladas,  y  la  sentencia  de  este  Tri- 
bunal Supremo  de  24  de  Diciembre  de  4  866  que  establece  aquella  doc- 
trina; porque  habiéndose  pactado  la  constitución  de  hipotecas  sobre 
bienes  propios  del  comprador  para  la  seguridad  délos  plazos,  el  efecto 
del  contrato  de  compra-venta  ó  sea  la  trasmisión  del  dominio  tenia 
que  quedar  y  quedó  en  suspenso  hasta  el  cumplimiento  de  aquella 
condición  : 

4°  Los  contratos  de  13  de  Abril  y  6  de  Jur  io  de  1868  y  la  ley  Ia,  ti- 
tulo Io,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación  porque  en  el  celebrado 
con  Portuondo  Bravo  estipuló  la  concesión  de  plazos  para  el  pago  del 
precio  bajo  la  obligación  de  garantizarlos  con  hipotecas  sobre  lincas 
de  la  propiedad  del  comprador,  ni  el  vendedor  podia  exigir  la  consti- 
tución de  dichas  garantías  sin  haber  concedido  los  plazos,  ni  el  com- 
prador tenia  derecho  á  ellos  y  al  dominio  que  le  era  inherente  sin  el 
otorgamiento  de  las  garantías  en  los  términos  convenidos: 

5o  Además  de  los  dos  contratos  y  ley  recopilada  ya  mencionados,  el 
principio  de  que  los  pactes  cuando  están  claros  no  necesitan  interpre- 
tación ;  la  ley  2a,  tit.  33,  Partida  ~n,  que  fija  las  realas  de  interpreta- 
ción de  los  contratos,  puesto  que  en  todo  c;<so  y  suponiendo  también 
en  el  contrato  oscuridad  en  cuanto  á  que  la  concesión  de  plazos  era 
consecuencia  de  la  existencia  de  hij  otecas  eficaces  6e  interpretaría  el 
contrato  mismo  en  pro  de  quien  se  hubiera  expresado  oscuramente  y 
contra  los  preceptos  legales  al  no  consignar  que  las  hipotecas  deben 
de  ser  eficaces,  esto  es,  constituidas  sobre  fincas  de  su  propiedad: 

Y  6°  El  principio  de  que  la  trasmisión  de  un  derecho  comprende  la 
de  todos  sus  accesorios  porque  se  limitaba  la  acción  del  Banco  de  Cuba 
subrogado  á  Ducouran  y  compañía  á  reclamar  el  precio  de  la  lincas 
vendidas  sin  la  garantía  legal  sobre  el  dominio  que  le  favorecía  mién- 
tras  no  se  constituyesen  las  garantías  convencionales  de  la  hipoteca 
en  la  forma  que  f=e  estableció :  las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo 
de  23  de  Setiembre  de  1868,  26  de  Marzo  de  1870  y  3  de  Junio  de  1872, 
en  las  cuales  se  establece  que  al  subrogado  por  cesión  se  le  trasmiten 
lodos  los  derechos  y  acciones  que  al  cedente  competían:  que  el  cesio- 
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nario  de  cualquiera  acción  ó  derecho  se  constituye  en  un  todo  en  el 
lugar  del  cedente,  y  que  por  regla  general  el  cesionario  por  cualquier 
causa  ocupa  el  lugar  del  cedente  :  porque  según  es  evidente  en  la  eje- 
cutoria ésta  niegH  al  Banco  de  Cuba  derechos  que  reconococe  compe- 
tían á  Ducouran  y  compañía  de  quienes  era  aquel  cesionario,  infrin- 
giendo a^i  á  la  vez  los  contratos  ya  mencionados,  que  son  ley  en  l;i  ma- 
teria y  la  ley  del  ordinamiento  también  expresada  ya,  y  que  igual- 
mente citaba  como  parte  de  este  último  fundamento  : 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D  José  Fermín  de  Muro  : 

Considerando  que  el  Banco  de  Cuba  no  ha  sido  comprador  ni  ven- 
dedor de  los  bienes  procedentes  do  la  Sociedad  Ducouran  y  compañía, 
que  adquirió  D.  José  María  Portuondo,  y  que  verificada  la  compra  á 
plazos,  habiendo  satisfecho  el  comprador  alguno  de  ellos  y  posesioná- 
dose  de  las  fincas,  no  puede  dudarse  que  adquirió  el  dominio  de  las 
mismas,  por  lo  que  lejos  de  infringir  la  sentencia  la  ley  46,  tít.  28, 
Partida  4a,  como  se  supone  en  el  primer  fundamento  del  recurso,  ha 
hecho  sus  declaraciones  con  arreglo  á  los  preceptos  de  la  misma  : 

Considerando  que  tampoco  infringe  la  sentencia  los  contrates  de  13 
de  Abril  y  6  de  Junio  de  1868,  ni  la  ley  Ia,  tít.  Io,  lih.  10  de  la  Noví- 
sima Recopilación,  ni  las  Ia,  7a  y  9a  del  tít.  13  de  la  Partida  5a  sobre 
peños,  ántes,  por  el  contrario,  en  cumplimiento  de  los  expresados  con- 
tratos y  leyes  referidas  condena  á  Jos  herederos  de  Portuondo  á  garan- 
tir al  Banco  dentro  de  quinto  dia  el  pago  del  precio  de  la  compra  en 
los  plazos  convenidos  con  fincas  propias,  ya  que  resultaron  ser  de  la 
mujer  del  Portuondo  las  primeramente  hipotecadas : 

Considerando  que  la  ley  2a,  tít.  33,  Partida  7a,  sobre  los  casos  du- 
dosos que  necesitan  interpretación  no  es  ap'icable  al  pleito  porque  no 
se  ha  puesto  en  duda  la  claridad  de  las  cláusulas  de  los  contratos  refe- 
ridos ni  movido  cuestión  sobre  la  inteligencia  de  los  mismos,  y  por  lo 
tanto  no  ha  podido  ser  infringida  la  mencionada  ley  :  • 

Considerando,  por  último,  que  la  sentencia  no  niega  al  Banco  nin- 
gún derecho  que  le  pertenezca  ni  hace  más  que  declarar  lo  procedente 
sobre  las  pretensiones  de  las  partes,  en  cuya  virtud  el  recurso  de  casa- 
ción no  puede  estimarse  en  ninguno  de  los  extremos  que  contiene  ; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  el  Banco  de  Cuba,  á  quien  condena 
mos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  la  cantidad  de  5  000  pesgtas  que 
depositó,  que  se  distribuirá  en  la  forma  prevenida  por  la  ley;  y  líbrese 
la  correspondiente  certificación  á  la  Audiencia  de  Santiago  de  Cuba  — 
(Sentencia  publicada  el  26  de  Marzo  de  1877,  é  inserta  en  la  Gaceta 
de  13  de  Agosto  del  mismo  año.) 
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la  Audiencia  de  Sevilla,  en  pleito  con  la  compañía  del  ferro- carril  de 
Córdoba  á  Sevilla,  y  se  resuelve: 

Que  como  tiene  repetidamente  declarado  el  Tribunal  Supremo,  no 
pueden  invocarse  útilmente  para  fundar  el  recurso  de  casación  en  el 
fondo  los  artículos  333  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  669  de  la- 
orgánica  del  poder  judicial,  porque  se  refieren  y  afectan  sólo  al  orden 
del  proce  dimiento. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  26  de  Marzo  de  1877,  en  los  autos 
seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Magda- 
dalena  de  la  ciudad  de  Sevilla  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
del  mismo  territorio  por  D.  Lamberto  Vital  con  la  compañía  del  ferro- 
carril de  Córdoba  á  Sevilla  sobre  liquidación  de  cuentas  y  cobro  de  su 
alcance  ;  autos  que  penden  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación 
interpuesto  por  Vital  contra  la  sentencia  que  en  27  de  Abril  de  1575 
dictó  la  referida  Sala  de  la  Audiencia  : 

Resultando  que  con  el  membrete  compañía  del  ferro-carril  de  Cór- 
doba á  Sevilla  y  firmada  por  Verger  en  2o  de  Octubre  de  1860  se  diri- 
gió una  carta  á  D.  Lamberto  Vital  diciéndole  :  Ayer  he  recibido  carta 
ae  V.,  por  la  cual  me  enria  !a  cuenta  de  los  ladrillos  que  ha  hallado 
en  su  última  medición  :  no  comprendo  la  diferencia  de  63  metros  cú 
bicos  que  V.  encuentra  conmigo,  atendiendo  á  que  nosotros  habíamos 
hecho  justamente  la  medición  :  no  puedo,  por  consiguiente,  admitirla 
ántes  de  comprobarla  contradictoriamente  :  tampoco  podré  admitir  la 
cantidad  de  476  ladrillos  por  metro  cúbico,  sino  cuando  V.  los  haya 
dispuesto  para  medir  por  metros  y  contado  un  metro  cúbico  delante 
de  mí ;  por  lo  demás,  Rapin  me  ruega  decir  á  V.  que  para  abreviar 
toda  discusión,  lo  más  sencillo  es  hacerlos  contar  todos  ;  yo  asistiré  ni 
recuento  ó  pondré  alguno  para  que  asista  á  él : 

Resultando  que  en  24  de  Julio  de  4859  Juan  Gamero  firmó  un  do- 
cumento en  Lora  del  Rio,  diciendo  haber  recibido  de  D.  Lamberto  Vi- 
tal 900  ladrillos  para  los  trabajos  de  las  grúas  :  aue  con  fecha  en  Lora 
del  Rio  á  24  de  Diciembre  de  1859  y  firmada  V.  Rapin  aparece  una 
nota  de  ladrillos  entregados  por  Vilal  á  la  compañía  del  ferro-carril  de 
Sevilla  á  Córdoba  desde  Octubre  de  aquel  año,  ascendiendo  el  total  de 
las  entregas  parciales  comprendidas  en  la  nota  á  la  cantidad  de  141.100 
ladrillos :  que  con  la  misma  firma  de  V.  Rapin  y  fecha  18  de  Mayo 
de  1860  aparece  otra  nota  de  ladrillos  entregados  en  Lora  del  Rio  por 
Vital  á  la  expresada  compañía  desde  1U  de  Enero  de  aquel  año,  ascen- 
diendo el  total  de  las  entregas  parciales  a  396.119  ladrillos;  poniéndose 
como  primera  partida  216.119,  suma  anterior  desde  8  de  Agosto  á  24 
de  Diciembre  de  1859:  que  en  25  de  Octubre  de  1860  D.  A.  Palomeque, 
Jefe  de  la  estación  de  Lora  del  Rio,  firmó  una  nota  de  los  ladrillos  que 
había  recibido  de  Vital  para  remitirá  los  puntos  que  se  expresan  des- 
de el  19  de  Mayo  al  23  de  dicho  mes  de  Octubre,  ascendiendo  el  total 
de  las  partidas  parciales  A  60.200  ladrillos  :  y  que  el  mismo  Jefe  de  es- 
tación Palomeque  firmó  en  17  de  Mayo  de  1871  una  nota  de  los  ladri- 
llos que  habia  recibido  de  Vital  desde  el  28  de  Octubre  de  1860  hasta 
el  referido  dia  U  de  Mayo  de  1861 ,  importando  el  total  de  las  entregas 
parciales  189.500  ladrillos: 

Resultando  de  una  nota  sin  fecha  ni  firma  extendida  en  papel  co- 
mún de  las  expediciones  hechas  en  la  estación  de  Lora  del  Rio  de  los 
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ladrillos  de  Vital  desde  20  de  Julio  de  1861  hasta  18  de  Marzo  de  1863, 
que  el  total  de  dichas  expediciones  ascendió  á  327.255  ladrillos  : 

Resultando  que  en  16  de  Diciembre  de  1871  D.  Lamberto  Vital  de- 
dujo demanda  exponiendo:  que  obtenida  por  (a  compañía  del  ferro- 
carril de  Córdoba  á  Sevilla  la  concesión  de  la  vía  contrató  la  construc- 
ción de  las  obras  con  la  compañía  de  que  fué  Director  Mr.  Eduardo 
Olivier  Mamby,  éste  ajustó  con  Vital  el  suministro  de  ladrillo  estable- 
ciéndose al  efecto  una  fábrica  próxima  á  la  estación  de  Lora  del  Rio 
en  terrenos  de  la  compañía:  que  rescindido  el  contrato  entre  la  empre- 
sa constructora  y  la  compañía  concesionaria  se  liquidó  y  saldó  la  cuenta 
que  con  aquella  tenía  Vital,  recibiendo  éste  el  precio  de  todos  los  la- 
drillos que  le  había  suministrado:  que  habiendo  quedado  á  Vital  gran- 
des existencias,  el  Ingeniero  de  la  empresa  concesionaria  Víctor  Rapin 
propuso  á  Vital  y  éste  aceptó  continuar  el  suministro,  y  se  verificó  un 
nuevo  ajuste  ofreciendo  Rapin  nueve  duros  por  el  millar,  en  vez  de 
ocho  que  la  otra  empresa  le  venía  pagando:  que  desde  entónces  vino 
Vital  entregando  ladrillos  en  las  fechas  y  cantidades  que  se  expresaba 
en  una  nota  adjunta,  acreditándose  su  recibo  por  empleados  ó  repre- 
sentantes de  la  compañía  según  órden  ó  pedidos  de  ésta:  que  la  com- 
pañía habia  satisfecho  á  Vital  algunas  cantidades  á  cuenta,  cuya  im- 
portancia no  podia  fijar;  pero  que  resultaría  de  los  recibos  facilitados: 
que  á  fines  de  1860,  fué  acometido  Vital  de  una  enfermedad  gravísima 
que  le  impidió  ocuparse  de  asuntos  «le  ninguna  especie,  y  la  compañía, 
sin  contar  con  él,  dispuso  de  las  grandes  existencias  que  tenia  aquel 
en  la  fábrica  sin  darle  recibos,  y  después  le  habia  sido  imposible  al 
mismo  averiguar  con  toda  exactitud  los  millares  de  ladrillos  que  la 
compañía  llevara;  pero  sí  podia  asegurar  que  la  cantidad  existente  en 
fábrica  en  25  de  Octubre  de  1860,  era  muy  considerable:  que  de  las  in- 
vestigaciones hechas  aparecía  haberse  expedido  por  la  estación  de  Lora 
327.225  ladrillos  en  la  época  de  que  ahora  se  trata,  según  resultaba  de 
la  nota  extendida  por  el  Jefe  de  la  estación,  qu3  presentaba  igualmente : 
que  durante  ese  último  período  la  compañía  hizo  desbaratar  los  tres 
hornos  existentes  próximos  á  la  estación  de  Lora  y  en  que  se  hubian 
invertido  100.000  ladrillos  para  utilizar  los  que  resultasen  aprovecha- 
bles, pudiendo  asegurarse  que  no  bajarían  de  75.000.  Y  concluyó  so- 
licitando se  declarara  que  la  compañía  del  ferro-carril  de  Sevilla  á  Cór- 
doba estaba  obligada,  á  liquidar  y  satisfacer  el  alcance  que  contra  la 
misma  resultase  por  los  ladrillos  que  de  la  propiedad  de  Vital  habia 
invertido  en  sus  obras,  y  que  no  verificando  la  expresada  liquidación 
en  el  término  que  el  Juzgado  señalase,  tendría  que  estar  y  pasar  por  la 
que  el  recurrente  formulase: 

Resultando  que  conferido  traslado  á  la  compañía  del  ferro-carril  le 
evacuó  pretendiendo  que  se  le  tuviera  por  conforme  en  abonar  á  Don 
Lamberto  Vital  los  2  280  rs.  que  según  la  liquidación  de  D.  José  Ver- 
ger,  y  la  que  se  formaba  en  este  escrito  estaría  cuanto  más  obligada  á 
pagarle  con  el  importe  de  los  2  ó  3.000  ladrillos  que  pudo  producir 
aprovechables  el  derribo  del  horno  del  actor ;  y  se  le  absolviera  de  la 
demanda  en  cuanto  á  las  pretensiones  de  éste  que  no  estuvieran  con- 
formes con  las  solicitudes  que  se  formulaban,  y  al  efecto  expuso  :  que 
el  recibo  presentado  por  Vital  de  24  de  Diciembre  de  1859  era  com- 
prensivo de  todas  las  entregas  hechas  á  la  compañía  después  del  1 1  de 
Octubre  hasta  23  de  Diciembre  del  mismo  año  ;  pues  de  haberse  hecho 
otro,  Vital  no  hubiera  recibido  ese  resguardo  en  tales  términos,  apare- 
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ciendo  de  él  un  total  de  141  100  ladrillos,  cuya  partida  resultaba  du- 
plicada como  comprendida  en  el  recibo  de  18  de  Mayo  de  1860,  por 
cuanto  en  él  se  incluían  todas  las  partidas  entregadas  desde  8  de  Agos- 
to al  24  de  Diciembre  de  1859:  que  el  actor,  por  cálculo  y  sin  sujeción 
á  otras  reglas,  consideraba  que  no  bajarían  de  75.000  ladrillos  los  que 
la  compañía  utilizó  procedentes  del  derribo  de  los  hornos,  cuyo  cálcu- 
lo no  podia  aceptarse,  porque  construyéndose  los  hornos  con  medios  y 
con  el  material  más  endeble,  y  estando  siempre  á  la  acción  del  fuego  se 
vitrificaban  formando  una  masa  compacta  ;  debiendo,  por  lo  tanto,  que- 
dar rebajada  esa  partida  sólo  á  2  ó  3.000  ladrillos:  que  según  los  datos  de 
Vital  sumaban  los  ladrillos  entregados  á  la  compañía  1.190.074,  de  los 
que  babia  que  deducir  una  partida  duplicada  de  141.100,  procedentes 
del  derribo  de  los  hornos  75.000,  y  por  Ls  que  en  la  situación  dió 
Mamby  á  la  compañía  400.000  ;  y  resultaba  una  diferencia  á  favor  de 
Vital  de  S73  974,  á  los  que  aunque  se  agregaran  2  ó  3.000  que  pudie- 
ran salir  útiles  de  uno  de  les  hornos,  no  pasaría  el  saldo  de  576.974: 
que  la  cubicación  hecha  por  Vital  y  Verger  dió  una  existencia  de  470.000, 
y  se  convino  en  que  dentro  de  los  hornos  podrían  existir  77.000,  áquo 
agregándose  52.500  recibidos  por  la  compañía  bajo  resguardo  de  Don 
Antonio  Palomeque  y  396.000  por  varias  entregas  reasumidas  en  el  re- 
cibo del  Rapin,  daban  un  resultado  total  de  995.500,  y  rebajados  los 
400.000  que  pagó  la  compañía  demandada  á  la  empresa  constructora, 
quedaba  un  saldo  á  favor  de  Vital  de  595  500  ladrillos :  que  si  por 
cuenta  de  la  referida  existencia  había  recibido  Vital  en  varias  parti- 
das 93  000  rs.,  y  el  precio  de  contrata  era  de  95.280,  se  le  adeudaban 
aún  2.280  rs. : 

Resultando  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites,  la  Sala  de  lo  ci- 
vil de  la  Audiencia,  por  sentencia  de  27  de  Abril  de  1875,  confirmato- 
ria en  parte  de  la  del  Juez  de  primera  instancia  ,  declaró  haber  lugar  i 
la  demanda  interpuesta  por  D.  Lamberto  Vital  ,  sirviendo  de  base  á  la 
liquidación  que  pretende  la  partida  de  649.719  ladrillos  á  que  dejaba 
reducid?  el  cargo  de  1.190.074  ladrillos  quo  aparece  de  los  documentos 
que  á  la  demanda  acompaña,  condenando  á  la  compañía  demandada  á 
que  satisfaga  su  importe  á  D.  Lamberto  Vital  á  razón  de  160  rs.  el  mi 
llar,  deduciendo  los  93.000  rs.  que  resulta  haberle  pagado  ;  y  revocó 
el  auto  de  1 1  dé  Abril  de  1874  en  cuanto  condenaba  á  la  compañía  en 
las  costas  de  lo  actuado  sobre  la  aclaración  que  solicitó  de  la  sentencia 
de  primera  instancia : 

Resultando  que  por  D  Lamberto  Vital  se  interpuso  recurso  de  ca- 
sación, alegando  como  fundamentos  : 

1°  Que  las  sentencias  definitivas  deben  redactarse  consignando  en 
párrafos  separados  cuanto  resulte  del  pleito  respecto  á  cada  uno  de  los 
hechos  alegados  por  las  partes  litigantes,  según  disposición  terminante 
de  ios  artículos  333  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  669  de  la  ley 
orgánica  del  poder  judicial  :  que  la  Sala  sentenciadora  no  expresó  en 
ninguno  de  los  resultandos  lo  que  han  declarado  los  testigos  y  peritos 
examinados  en  el  término  de  prueba  sobre  cada  uno  de  los  hechos  con- 
tenidos en  los  escritos  de  demanda ,  contestación  ,  réplica  y  dú plica, 
ni  tampoco  ha  consignado  lo  que  resulta  de  los  documentos  presenta- 
dos con  la  demanda  en  apoyo  del  cargo  de  1.190.074  ladrillos,  y  de 
consiguiente  ha  infringido  los  mencionados  artículos : 

t°  Que  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales  es  la  que  constituye  la 
doctrina  legal  y  formulándose  por  este  Tribunal  Supremo  y  todos  los 
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de  la  Nación  tal  como  prescriben  la  ley  de  Enjuiciamiento  y  la  de  Or- 
ganización del  poder  judicial  ,  es  indudable  también  que  la  Sala  sen 
tenciadora  ha  infringido  la  doctrina  legal  sobre  las  reglas  establecidas 
para  la  redacción  de  las  sentencias  definitivas,  omitiendo  en  los  resul- 
tandos la  relación  del  contenido  de  los  documentos  presentados  con  la 
demanda  y  de!  de  las  declaraciones  de  los  testigos  y  .peritos  examina- 
dos en  el  término  de  prueba  : 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Alejandro  Benito  y  Avila- 
'  Considerando  que  como  tiene  repetidamente  declarado  este  Tribu- 
nal Supremo,  no  pueden  invocarse  útilmente  para  fundar  el  recurso 
de  casación  en  el  fondo  los  artículos  333  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil  y  669  de  la  orgánica  del  poder  judicial  porque  se  refieren  y  afec- 
tan sólo  al  Orden  del  procedimiento  : 

Considerando  que  en  el  mismo  caso  y  por  igual  razón  se  encuentra 
la  jurisprudencia  de  los  Tribunales  que  como  infringida  se  cita  en  el 
segundo  fundamento  del  recurso  ; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Lamberto  Vital,  á  quien  conde- 
namos en  las  costas;  líbrese  la  correspondiente  certificación  á  la  Au- 
diencia de  Sevilla  con  devolución  «le  los  documentos  remitidos.— (Sen- 
tencia publicada  el  26  de  Marzo  de  1877,  é  inserta  en  la  Gaceta  de 
12  de  Agosto  del  mismo  año.) 
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Competencia  (26  de  Marzo  de  1877).  —  Pago  de  cantidad.  —  Se 
decide  por  la  S<>  1  a  tercera  del  Tribunal  Supremo  á  favor  del  Juzgado  de 
primera  instancia  del  distrito  de  Palacio  de  Barcelona  la  competencia 
suscitada  con  el  de  igual  clase  de  Santo  Domingo  de  Málaga,  sobre  co- 
nocimiento de  la  demanda  entablada  por  D.  Federico  Boada  contra  Don 
Joaquín  Servet,  y  se  resuelve : 

Que  si  la  escritura  en  virtud  de  la  que  se  entabló  una  ejecución 
causó  todos  sus  efectos,  dando  por  terminada  la  obligación  con  la  sen- 
tencia de  remate;  la  demanda  ordinaria  que  se  incoe  en  virtud  de  la 
reserva  del  art.  972  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  es  un  pleito 
nuevo,  y  atendida  la  acción  personal  que  se  ejercita,  no  puede  descono  - 
cerse  la  competencia  del  Juez  del  domicilio  del  demandado,  conforme  lo 
dispone  la  segunda  parle  del  art.  308  de  la  ley  orgánica  del  poder  ju- 
dicial y  la  jurisprudencia  establecida  por  el  Tribunal  Supremo. 

Resultando  que  en  25  de  Enero  de  1868  otorgaron  escritura  ante 
un  Notario  de  la  ciudad  de  Málaga  D.  Antonio  Caro  Mártos  Padilla  y 
Don  Federico  Boada  y  Bonilla,  vecinos  de  dicha  ciudad,  socios  de  la 
titulada  Padilla  y  Boada ;  D.  Joaquín  Servet  y  Albarcda,  vecino  y  del 
comercio  de  Barcelona,  y  D.  Nicasio  Calle  y  Rubio,  socio  gerente  de  la 
que  giraba  en  dicha  ciudad  de  Málaga  bajo  la  razón  Ar.  Calle  y  Com 
pañia,  en  la  que  dijeron  D.  Antonio  Caro  Mártos  Padilla  y  D.  Federico 
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Boa  Ja  que  bajo  la  razón  social  Je  Padilla  y  Boada  tenían  estableciJo 
en  aquella  plaza  Je  Málaga  sociedad  común  inJuslrial  ,  concerniente 
al  ramo  Je  sastrería,  con  arreglo  á  las  cláusulas  y  condiciones  de  la 
escritura  que  otorgaron  en  \°  Je  Octubre  Je  1866,  fijando  el  capital  en 
4.000  escuJOs,  y  el  término  para  la  duración  en  siete  años  :  que  en  la 
actualidad  existía  el  establecimiento  situado  en  la  calle  de  Santa  María, 
número  8,  de  dicha  ciuJad:  que  para  su  sostenimiento  les  habia  faci- 
litado D.  Nicasio  Calle,  según  escritura  de  1 1  de  Diciembre  de  1866,  la 
cantidad  de  30  150  escudos  735  milésimas,  cuyo  crédito  había  sido  sa- 
tisfecho en  su  mayor  parte,  estando  en  el  Jia  reJuciJo  á  i. 921  escuJos 
839  milésimas:  que  en  tal  estajo  habían  convenid»»  en  la  modificación 
de  algunas  de  las  cláusulas  y  condiciones  de  la  escritura  social,  lo  que 
verificaban,  estableciendo  las  alteraciones  que  conceptuaron  convenir- 
les .  por  la  cláusula  novena  D.  Nicasio  Calle  declaró  recibir  en  el  acto 
de  D.  Joaquín  Servet  la  cantidad  de  i. 921  escudos  839  milésimas,  saldo 
Je  la  obligación  que  por  mayor  suma  contrajeron  Pajilla  y  BoaJa  en 
la  escritura  de  1 1  de  Diciembre  de  <866  ;  y  como  reintegrado  de  ese 
crédito  lo  traspasó,  cedió  y  renunció  en  favor  de  D.  Joaquín  S»rvet, 
colocándole  en  el  lugar  y  grado  que  ocupab.t  como  acreedor  preferen- 
te :  décima,  que  Padilla  y  Boada  reconocían  corro  acreedor  preferente 
por  dicha  suma  á  D.  Joaquín  Servet,  mediante  la  subrogación  de  los 
derechos  que  asistían  á  D.  Nicasio  Calle  ;  y  confesaban  además  que 
adeudaban  al  mismo  6.129  escudos  634  milésimas,  cuyo  crédito,  unido 
al  anterior,  componía  la  cantidad  de  8.051  escudos  473  milésimas,  que 
se  obligaban  á  satisfacer  á  Servet,  verificando  el  pago  con  los  produc- 
tos del  mismo  establecimiento,  teniendo  siempre  dicha  cantidad  á  dis- 
posición del  Servet  ó  de  quien  legítimamente  le  representase,  así  como 
los  intereses  de  9  por  1 00  al  año  sobre  la  misma  por  lodo  el  tiempo 

3ue  tardase  en  satisfacerlo  ;  y  se  obligaron  igualmente  Padilla  y  Boa- 
a  á  no  hacer  cesión  de  bienes  á  sus  acreedores  ni  presentarse  en  quie- 
bra ó  concurso  miéntras  el  acreedor  Servet  no  estuviese  reintegrado 
de  su  crédito:  undécima,  que  en  garantía  del  derecho  y  de  los  intere- 
ses de  Servet  quedaba  establecida  la  intervención  directa  de  éste  en  el 
establecimiento,  en  la  contabilidad  y  en  la  caja,  que  Padilla  y  Boada 
aceptaban  ;  pero  como  aquel  debia  regresar  á  su  país  para  atenJer  á 
sus  negocios,  y  no  podia  quedar  al  frente  de  la  dependencia,  apodera- 
ba á  D.  Leandro  Diez  Llamazares  para  que  en  nombre  del  Servet  in- 
terviniera las  operaciones  de  Jicho  establecimiento,  conservanJo  en 
su  poJer  una  llave  Je  la  caja  en  que  se  guarJasen  los  fonJos  Je  la  So- 
ciedad : 

Resultando  que  D.  Joaquín  Servet  promovió  juicio  ejecutivo  en  el 
Juzgado  de  primera  instancia  del  Jistrito  Je  Santo  Domingo  Je  la  ciu- 
dad de  Málaga  contra  D.  Federico  Boada,  en  uso  del  derecho  concedi- 
do por  el  art.  972  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  dedujo  en  el  refe- 
rido Juzgado  de  Santo  Domingo  de  Málaga  demanda  ordinaria  contra 
Servet  para  que  le  restituyera  la  cantidad  que  recibiese  del  principal 
y  costas  del  juicio  ejecutivo  á  su  instancia  incoado,  con  más  las  costas, 
daños  y  perjuicios  á  Boada  inferidos  por  aquella  demanda  y  por  este 
pleito,  sin  perjuicio  de  que  por  cuenta  de  su  crédito  retuviera  el  im- 
porte de  los  semestres  que  fueran  vencidos: 

Resultando  que  conferido  traslado  de  dicha  demanda  á  D.  Joaquín 
Servet,  y  librado  exhorto  para  su  emplazamiento  á  la  ciudí  d  de*Bar- 
c elona,  fué  cumplimentado  por  el  Juez  del  Jistrito  Je  Palacio,  ante  el 
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que  acudió  Servet  pidiendo  se  requiriese  de  inhibición  a)  de  Santo  Do- 
mingo de  Málaga,  cuya  pretensión  denegó  aquel  Juez  ;  pero  interpues- 
ta apelación  por  Servet,  la  Sala  extraordinaria  en  vacaciones  de  la  Au- 
diencia de  Barcelona,  por  sentencia  de  \0  de  Agosto  último,  revocando 
la  providencia  apelada,  mandó  se  devolvieran  los  autos  al  Juez  de  pri- 
mera instancia  para  que  proveyera  lo  correspondiente:  que  en  su  con- 
secuencia,, aquel,  por  auto  de  13  de  Setiembre  próximo  pasado,  decla- 
ró haber  lugar  á  la  inhibición  propuesta  por  Servet,  y  en  su  virtud 
que  se  dirigiese  el  oportuno  oficio  al  Juez  de  primera  instancia  del 
distrito  de  Santo  Domingo  de  Málaga  para  que  se  inhibiera  del  cono- 
cimiento de  la  demanda  de  que  se  trata,  y  remitiera  los  autos  al  de 
Barcelona;  y  para  ello  se  fundó  en  que  en  el  presente  caso  se  ejercita 
una  acción  personal  y  no  hay  designado  punto  en  que  deba  cumplirse 
la  obligación,  al  paso  que  se  reconoce  que  el  domicilio  y  vecindad  de 
Don  Joaquin  Servet  es  la  ciudad  de  Barcelona  :  que  el  juicio  ejecutivo 
que«aquel  siguió  contra  Boada  quedó  finido  con  la  sentencia  de  remate 
consentida,  y  que  el  que  se  entabla  por  Boada  es  un  pleito  nuevo: 

Resultando  que  recibido  por  el  Juez  de  la  ciudad  de  Málaga  el  ofi- 
cio de  inhibición,  se  negó  á  ella  sosteniendo  su  competencia,  porque  el 
actual  pleito  ordinario  tiene  su  fundamento  y  nace  del  ejecutivo,  sien- 
do su  objeto  conocer  de  la  misma  cuestión  tratada  en  éste,  en  virtud 
de  la  facultad  que  la  ley  concede  con  mayor  amplitud  y  garantía  que 
al  ejercitarse  la  acción  ejecutiva:  que  en  este  concepto  no  puede  de- 
cirse nuevo  pleito  el  ordinario,  sino  complemento  del  ejecutivo,  puesto 
que  de  él  y  sólo  por  su  resultado  nace  la  acción  que  en  aquel  se  ejer- 
cita: que  el  actor  ejecutante,  al  acudir  al  Juzgado  del  domicilio  del 
ejecutado,  se  sometió  á  su  fuero  para  la  reclamación  que  en  él  hacia, 
como  para  las  incidencias  y  cuantas  cuestiones  pudieran  promoverse 
con  relación  directa  á  la  acción  que  ejercitaba;  y  que  áun  cuando 
pudiera  suponerse  que  la  acción  personal  hoy  entablada  fuese  un  nuevo 
pleito,  siendo  su  objeto  deshacer  por  completo  los  efectos  del  juicio 
ejecutivo,  la  obligación  de  devolver  lo  mal  recibido  debe  cumplirse  en 
los  mismos  términos  y  en  el  propio  lugar  donde  se  recibió,  poniéndolo 
en  poder  del  perjudicado,  y  por  tanto  en  su  domicilio: 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  de  Barcelona  insistió 
en  la  inhibición  propuesta,  y  en  su  consecuencia  uno  y  otro  remitie- 
ron á  este  Tribunal  Supremo  sus  respectivas  actuaciones  para  la  deci- 
sión de  la  competencia  jurisdiccional: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Julián  Gómez  In^uanzo: 
Considerando  que  la  escritura  otorgada  entre  D.  Juan  Servet  y  Don 
Antonio  Caro  Mártos  Padilla  y  D.  Federico  Boada  en  2o  de  Enero 
de  1868  causó  todos  sus  efectos,  dando  por  terminada  aquella  obliga- 
ción con  la  sentencia  de  remate : 

Considerando  que  la  demanda  de  Boada  es  un  pleito  nuevo  que  tiene 
por  objeto  la  reparación  del  daño  que  se  dice  causado,  sin  que  pueda 
alegarse  hoy  contrato  alguno  para  cimentar  la  competencia  jurisdic- 
cional, ni  sumisión  voluntaria  al  Juzgado  de  Santo  Domingo  de  Mála- 
ga, pues  citado  y  emplazado  el  demandado,  propuso  ante  el  de  Palacio 
de  Barcelona  la  declinatoria  de  jurisdicción  : 

Considerando  que  por  los  fundamentos  expuestos  y  la  acción  per- 
sonal deducida  no  puede  desconocerse  la  competencia  del  Juez  del  do- 
micilio del  demandado,  conforme  lo  dispuesto  también  en  la  segunda 
parle  del  art.  308  de  la  ley  de  organización  del  Poder  judicial  y  la  ju- 


244  JURISPRUDENCIA  CIVIL. 

risprudencia  establecida  en  la  sentencia  de  este  Tribnnal  Supremo 
de  22  de  Marzo  de  1 805 ; 

Se  declara  que  el  conocimiento  de  estos  autos  corresponde  al  Jaez 
de  primera  instancia  del  distrito  de  Palacio  de  Barcelona,  donde  se  re- 
mitirán todas  las  actuaciones  para  los  efectos  oportunos,  dándose  co- 
nocimiento de  ello  al  Juzgado  de  Santo  Domingo  de  la  ciudad  de  Má- 
laga ;  y  publíquese  este  auto  en  la  Gaceta  dentro  de  los  10  dias  al  de 
su  fecha  y  á  su  tiempo  en  la  Colecion  legislativa,  pasándose  al  efecto 
las  copias  necesarias.— (Madrid  26  de  Marzo  de  1877.— Gaceta  de  16 
de  Abril  del  mismo  año.) 


179 

Recurso  de  casación  en  asunto  de  Ultramar  (28  de  Mano 
de  1877). — Restitución  de  varios  esclavos  y  sus  jornales.— Se  de- 
clara por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  aire- 
curso  de  casación  interpuesto  por  D.  Manuel  Clemente  contra  la  sen- 
tencia dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  en  pleito 
con  Doña  María  Josefa  Festa,  Marquesa  viuda  de  Villalva,  y  se  re- 
suelve : 

\°  Que  la  ley  32,  lít.  5o  de  la  Partida  5a  impone  al  tendedor  la  obli- 
gación de  sanear  al  comprador  la  cosa  vendida;  y  la  36  del  mismo  titulo 
y  Partida  establece  taxativamente  los  casos  de  excepción  á  esta  regla 
general : 

2o  Que  en  virtud  de  tales  prescripciones  es  evidente  é  indeclinable 
la  obligación  de  la  Hacienda  pública,  citada  oportunamente  de  evie- 
cion,  y  no  hallándose  en  ninguno  de  los  casos  excepcionales  indicados, 
á  garantir  y  sanear  al  comprador  el  dominio  y  posesión  de  unos  escla- 
vos vendidos  por  ella  en  público  y  solemne  remate : 

3o  Que  si  bien  la  ley  28,  tít.  2o,  Partida  3a  declara  que  no  proban- 
do el  dominio  de  una  cosa  aquel  que  lo  demanda,  continúa  la  posesión 
de  ella  en  el  que  la  tiene,  y  es  igualmente  cierto  que  la  ley  Ia,  til.  14 
de  la  misma  Partida  impone  al  demandante  la  obligación  de  probar 
su  acción,  carece  completamente  de  valor  y  de  eficacia  cuanto  con  el 
recuerdo  de  estas  leyes  se  alegue  en  un  recurso,  si  la  persona  subroga- 
da en  lugar  del  comprador  de  los  esclavos,  y  después  por  la  Hacienda 
pública,  demuestra  la  legitima  adquisición  de  dichos  esclavos  á  virtud 
de  una  escritura  no  tachada  ni  impugnada  por  nadie  ; 

Y  4o  Que  es  igualmente  ineficaz  ¿  inoportuno  cuanto  alegue  el  re- 
currente con  relación  á  la  nulidad  de  dicho  remate,  si  previamente  no 
se  solicitó  y  obtuvo  de  la  Administración  pública,  única  competente, 
la  declaración  previa  y  decisiva  de  dicha  nulidad ,  y  si  léjos  de  presen- 
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tar  los  autos  motivos  suficientes  para  suponerla,  la  Sala  sentencia- 
dora afirma  terminantemente  que  la  Intendencia  general  de  Hacienda 
y  la  Administración  central  de  la  isla  de  Cuba,  oido  el  Letrado  consul- 
tor, han  manifestado  oficialmente  que  el  remate  se  celebró  con  las  debi- 
das solemnidades. 

En  la  villa  y  corle  de  Madrid,  á  28  de  Marzo  de  1877,  en  los  autos 
qne  ante  Nós  penden  por  recurso  de  casación,  seguidos  en  el  Juzgado 
de  primera  instancia  de  Guadalupe  y  en  la  Sala  segunda  de  la  Audien- 
cia de  la  Habana  por  Doña  María  Josefa  Festa,  Marquesa  viuda  de  Vi- 
lialva,  y  como  eviccionarios  primero  D.  José  Menendez  y  Menendez,  y 
después  el  Ministerio  fiscal,  á  nombre  do  la  Hacienda,  con  D.  Manuel 
Clemente  y  Cañarte  sobre  restitución  de  varios  esclavos  y  sus  jor- 
nales : 

Resultando  que  en  los  autos  del  intestado  de  D.  Rafael  Bertemati 
prbmovió  incidente  D.  Manuel  Clemente  sobre  ratificación  de  un  pro- 
yecto de  adjudicación  del  ingenio  Maravillas  de  M ajana,  y  con  fecha 
18  de  Noviembre  de  1862  se  proveyó  el  auto  que  dice  «vistos:»  atento 
el  mérito  que  brinda  el  incidente  á  los  autos  del  intestado  de  D.  Ra- 
fael Bertemati  formados  sobre  el  despojo  del  ingenio  Maravillas  que 
se  tiene  á  la  vista,  y  especialmente  los  provistos  de  9  de  Noviembre 
de  1855  y  17  de  Noviembre  de  1 860,  que  constituyen  ejecutorias  por 
haberse  confirmado  por  la  Real  Audiencia  en  sus  superiores  deter- 
minaciones, por  las  cuales  se  declaró  corresponder  á  Doña  Ana  Ber- 
temati la  administración  del  ingenio  Maravillas  :  atento  el  que  ofrece 
el  testimonio  de  escritura  por  la  que  se  convino  por  los  contra- 
tantes que  se  trasmitía  á  Doña  Clara  Bertemati  la  posesión  real,  cor- 
poral y  civil  del  ingenio  y  sus  pertenencias,  y  continuaría  en  su 
administración  ;  pero  que  de  no  pagar  las  cantidades  que  quedaba  de- 
biendo en  los  plazos  fijados,  perderia  la  administración  y  volvería  á  to- 
marla Doña  Ana  Bertemati,  ó  por  su  defecto  cualquiera  de  sus  herede- 
ros con  sólo  la  presentación  de  esta  escritura  y  sin  perjuicio  de  poder 
seguir  contra  Clemente  la  vía  de  apremio  ó  la  que  mejor  proceda  hasta 
obtener  el  pago,  y  que  durante  la  tramitación,  todos  los  efectos  de  la 
finca  vendrían  á  disposición  de  Doña  Ana,  no  habiéndose  cumplido 
por  parte  de  Doña  Clara  el  pago  de  las  cantidades  á  que  se  constituya 
aunque  han  trascurrido  ventajosamente  los  plazos  designados  para  ve- 
rilicarlo;  es  de  llevarse  á  efecto  en  todas  sus  partes  lo  convenido  en  la 
citada  escritura,  y  en  su  consecuencia  líbrese  el  oficio  que  se  solicita 
por  el  escrito  de  fojas  166;  admitiéndose  con  lugar  en  derecho  la  pro- 
testa que  se  hace  en  el  otrosí  del  expresado  escrito  : 

Resultando  de  un  expediente  remitido  con  escrito  anónimo  al  Te- 
niente Gobernador  de  San  Cristóbal ,  por  éste  al  Alcalde  mayor  del 
mismo  partido  y  por  éste  á  la  Audiencia  del  territorio,  á  solicitud  de 
Don  José  Menendez,  cuando  los  presentes  autos  se  hallaban  por  virtud 
•le  apelación  ante  aquella  Superioridad  ,  que  en  \t  de  Julio  de  1868  el 
Contador  de  la  administración  de  contribuciones  de  Pinar  del  Rio  cer- 
tificó que,  según  constaba  en  aquella  Contaduría,  los  herederos  de  Don 
Rafael  Bertemati  adeudaban  la  suma  de  3.522  escudos  720  milésimas 
por  los  cuatro  trimestres  de  la  contribución  territorial  de  1867  A  1868; 
y  en  consecuencia  de  esto,  el  Administrador  de  contribuciones  de  dicho 
partido,  en  nombre  y  por  delegación  del  Intendente  general  de  Ad- 
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ministrador!,  después  de  haber  empjeado,  según  expresa,  los  avisos  de 
costumbre  para  que  se  verificara  el  pago  de  dicha  suma,  los  que  ha- 
bían sido  despreciados,  mandó  en  el  propio  dia  12  de  Julio  que  se  le 
apreciase  con  arreglo  á  la  instrucción  que  regía,  y  nombró  como  Mi- 
nistro ejecutor  á  D.  Pablo  José  Reyes  :  que  después  de  varias  diligen- 
cias, el  colector  Reyes,  en  20  de  Agosto,  acordó  que  el  ejecutor  de 
apremios  D.  José  Miguel  Blanco  procediera  á  embargar  á  favor  de  la 
Hacienda  varios  esclavos  que  cubriesen  3  522  escudos  720  milésimas 
que  adeudaba  por  contribución  territorial,  asi  como  para  saldar  tam- 
bién los  2.036  escudos  480  milésimas  por  diezmo  de  1866  y  67,  por 
cuya  ultima  partida,  y  en  aquel  año,  se  le  impuso  por  el  ejecutor 
Blanco  expediente  de  apremio  que  giraba  en  segundo  grado,  sin  en- 
contrársele bienes  que  afectar :  que  en  su  cumplimiento  dicho  ejecutor 
Blanco  en  H  de  Setiembre  de  1868,  constituido  en  el  iugenio  Maravi- 
llas, con  testigos,  y  auxiliado  del  Capitán  interino  de  aquel  partido, 
manifestó  al  Administrador  presentase  la  dotación  de  esclavos  que  exis- 
tia en  la  finca  y  cubriesen  los  6.459  escudos  200  milésimas  que  adeu- 
daba el  ingenio  por  contribución  territorial  y  diezmos  de  1866  y  67, 
así  como  para  cubrir  las  costas  originadas :  que  seguidamente  pre- 
sentó al  frente  la  dotación,  sacó  de  ella  la  negra  Isabel*  y  ocho  negros 
más,  cuyos  nombres  y  señas  menciona,  poniéndolo  por  diligencia;  y 
acto  continuo  nombrados  dos  tasadores,  uno  por  parte  del  administra- 
dor del  ingenio,  á  nombre  de  los  herederos  de  D.  Rafael  Bertemati,  y 
otro  por  el  ejecutor,  á  nombre  de  la  Hacienda,  procedieron  éstos  á  su 
tasación,  valorándolos  en  diferentes  cantidades,  que  en  junto  exten- 
dieron á  la  de  15.600  escudos,  y  se  nombró  depositario  para  dichos 
esclavos  á  D.  Luis  Trevejo,  designado  por  el  administrador,  haciéndo- 
sele entrega  de  los  mismos  :  que  en  vista  de  estas  diligencias,  el  co- 
lector Reyes  dispuso  en  15  del  indicado  Setiembre  que  se  anunciase 
por  medio  de  edictos  en  aquel  partido  y  sus  inmediatos,  asi  como  en  la 
\Gaceta  oficia]  haber  lijado  el  dia  15  de  Octubre  siguiente  para  la  su- 
basta de  los  bienes  embargados,  según  prevenía  el  art.  26  de  la  ins- 
trucción :  que  en  el  dia  señalado,  trasladados  á  San  Cristóbal  los  escla- 
vos embargados,  con  excepción  de  uno  que  habia  sido  reclamado  pur 
el  Juez  de  primera  instancia,  se  procedió  a'  remate  de  los  ocho  que  se 
designan,  quedando  todos  ellos  á  favor  de  D.  José  Menendez,  como  me- 
jor postor,  en  la  cantidad  de  13.000  escudos  al  contado:  que  llevados  al 
depósito  judicial  los  esclavos  rematados,  y  remitida  para  su  aprobación 
copia  certificada  del  acta  del  remate  á  la  Administración  de  Pinar  del 
Rio.  manifestando  el  colector  Reyes  que  no  remitia  el  expediente  ori- 
ginal por  temor  de  que  se  extraviase  y  por  tener  aún  que  agregar 
varios  documentos  que  faltaban  de  los  tasadores  y  depositarios,  y  prin- 
cipalmente por  seguir  la  tramitación  de  él  y  consignar  del  producto 
del  remate  la  cantidad  que  debia  aplicarse  á  la  Hacienda,  según  dispo- 
nía el  art.  22  de  la  instrucción  para  la  cobranza  administrativa;  á  lo 
que  formado  en  los  términos  que  prescribían  las  instrucciones  vigen- 
tes pudiendo  decir  que  se  atrevería  á  constituirse  responsable  81  al- 
guna causa  ó  circunstancia  hubiese  omitido,  contestó  dicha  Adminis- 
tración de  contribuciones  de  Pinar  del  Rio  en  17  del  indicado  mes  de 
Octubre,  que  impartía  su  aprobación  al  acto  del  remate,  y  en  su  vir- 
tud en  18  del  propio  mes,  previa  exhibición  de  los  13.000  escudos  por 
el  D.  José  Menendez,  se  le  dió  posesión  de  los  ocho  esclavos  remataos 
á  su  favor,  haciéndosele  entrega  de  los  mismos  por  el  depositario  judi- 
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ciai  y  ofreciéndose  al  Capitán  dé  las  Mangas  para  que  los  empadronase 
en  favor  del  citado  Menendez:  que  el  colector  Reyes  practicó  la  opor- 
tuna liquidación  fijando  lo  que  correspondí  a  á  la  Hacienda  por  diezmos, 
contribución  territorial  y  como  costas  causadas  por  los  recargos  del 
primero,  segundo  y  tercer  grado,  por  la  publicación  del  anuncio  para 
e  1  remate  en  la  Gaceta,  derechos  de  pregonero  y  del  Escribano  que 
autorizó  el  remate,  dietas  y  gastos  ocasionados  al  depositario  de  los 
negros,  derecho  de  los  tasadores  del  ingenio  y  de  los  esclavos  en  la 
cantidad  total  de  7.503  escudos  25  milésimas,  quedando,  en  su  conse- 
cuencia, de  los  t3.000  escudos  del  importe  de  los  ocho  negros  remata- 
dos, un  remanente  de  5.496  escudos  975  milésimas,  que  se  entregaría 
a*  sus  dueños  ;  á  cuyos  efectos  dirigió  oficio  al  administrador  del  inge- 
nio Maravillas  para  que  lo  hiciera  presente  á  los  dueños  y  que  rein- 
tegrasen el  papel  que  se  habia  invertido  en  el  expediente:  que  en 
21  de  Setiembre  de  4 868,  la  Sección  general  de  contribuciones  y  esta- 
dística de  la  Habana  comunicó  al  Administrador  de  contribuciones  de 
Pinar  del  Hio  para  su  conocimiento  y  efectos  correspondientes  :  que 
habiendo  acudido  á  dicha  Sección  Doña  Ana  Bertemati  en  instancia 
del  18  manifestando  que  por  aquella  Administración  se  habia  proce- 
dido á  embargarle  nueve  negros  de  la  dotación  de  su  ingenio  Ma- 
ravillas para  el  pago  de  contribuciones  vencidas,  habia  acordado  la 
misma  Sección  remitirle  la  referida  instancia,  á  fin  de  que  con  la 
mayor  brevedad  posible  y  con  devolución  de  dicho  documento,  infor- 
mase lo  que  se  le  ofreciera  para  resolver  el  asunto  como  procediese, 
pues  según  el  art.  39,  cap.  4o,  párrafo  6o  de  la  instrucción  de  recauda- 
dores, los  eslavos  destinados  á  las  labores  de  los  ingenios  estaban 
exentos  de  embargo  en  concepto  de  bienes  inmuebles,  y  en  cuya  dis- 
posición se  fundaba  la  interesada  :  que  la  Sección  central  de  contribu- 
ciones, con  vista  del  informe  del  Administrador  de  Pinar  del  Hio,  le 
manifestó  en  13  di  Octubre  que  se  atuviera  á  lo  dispuesto  en  el  párra- 
fo 6o,  art.  3o de  la  instrucción  provisional  de  recaudadores,  en  donde 
bien  terminantemente  se  expresaba  que  para  hacer  el  embargo  de  una 
finca  habia  de  ser  por  toda  ella,  es  decir,  con  la  dotación  de  esclavos 
que  tuviera,  no  pudiendo  separarse  éstos  por  formar  parle  de  la  mis- 
ma finca  y  no  deber  ser  considerados  como  bienes  muebles,  encar- 
gándole al  propio  tiempo  que  si  la  exponente  no  pagaba  el  total  de  la 
cantidad  por  que  era  deudora  á  la  Hacienda,  prosiguiese  el  expe- 
diente en  la  forma  y  por  los  grados  de  apremio  que  marcaba  la  ins- 
trucción : 

Resultando  que  en  los  autos  que  como  incidente  al  intestado  de  Don 
Rafael  Bertemati  promovió  D  Manuel  Clemente  en  concepto  de  mari- 
do de  Doña  Clara  Bertemati  contra  su  hermana  Doña  Ana  Bertemati, 
sobre  intervención  en  la  administración  del  ingenio  Maravillas,  reca- 
yó ejecutoria  en  22  de  Noviembre  de  1869,  por  laque  la  Audiencia  de 
la  Habana  revocó  el  auto  apelado  de  20  do  Mayo  de  1869  en  la  parte 
que  lo  fué  por  D.  Manuel  Clemente,  y  declaró  que  Doña  Ana  Berte- 
mati prestara  fianza  hipotecaria  dentro  de  30  dios  por  valor  de  50.000 
pesos  para  responder  de  la  administración  del  ingenio  Maravillas,  y 
que  no  presentándola  debia  encargarse  D.  Manuel  Clemente  de  dicha 
administración,  sin  perjuicio  del  derecho  de  Doña  Ana  Bertemati  para 
intervenir  en  la  misma,  declarando  asimismo  que  Doña  Ana  debia  res- 
tituir inmediatamente  á  la  finca  los  efecios  y  esclavos  que  justificase 
Don  Manuel  Clemente  haberse  extraído  del  ingenio  ;  y  que  debia  acu- 
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dirse  al  incidente  de  cuentas  en  cuanto  al  particular  del  pago  de  con- 
tribuciones, sin  especial  condenación  de  costas: 

Resultando  que  á  consecuencia  de  esta  ejecutoria  el  D.  Manuel  Cle- 
mente presentó  escrito  en  10  de  Enero  de  4870  por  el  que  después  de 
expresar  que  Doña  Ana  Bertemati  no  habia  prestado  la  fianza  acorda- 
da por  la  referida  ejecutoria,  debiendo  entrar,  por  consiguiente,  desde 
luégo,  el  D.  Manuel  Clemente  en  la  administración,  y  que  del  ingenio 
faltaban,  entre  otros  esclavos  y  yuntas  de  bueyes  que  menciona,  ocho 
negros  llamados  Isabel,  Germán,  Anselmo,  Serapio,  Cárlos,  Casiano, 
Jacinto  y  Orion,  que  fueron  rescatados  por  D.  M.  Pejan  de  la  jurisdic- 
ción de  San  Cristóbal,  por  cuanto  Doña  Ana  Bertemati  debia  por  con- 
tribución unos  1  300  pesos,  y  la  administración  de  Pinar  del  Rio  babia 
embargado  y  vendido  dichos  esclavos  en  subasta,  recibiendo  la  Duna 
Ana  la  diferencia  de  aquella  suma  á  la  del  valor  de  los  negros;  solicitó 

?[ue  se  le  confiriese  la  administración  del  expresado  ingenio  Maravi- 
las,  librándose  el  exhorto  correspondiente;  y  que  se  ordenase  á  Doña 
Ana  Bertemati  que  devolviera  inmediatamente  sin  excusa  ni  pretexto 
alguno  las  especies  cuyas  faltas  consignaba  ó  su  valor  en  tasación,  y 
que  se  librase  exhorto  al  Alcalde  mayor  del  Pilar  suplicándole  dejase 
sin  efecto  todo  embargo  sobre  especies  del  ingenio  Maravillas  por 
créditos  particulares  contra  Doña  Ana  Bertemati  y  hermanos,  y  dis- 
pusiere la  devolución  de  lo  que  hubiese  sido  extraído  en  virtud  de  em- 
bargo ya  realizado : 

Resultando  que  por  escritura  pública  de  25  de  Agosto  de  1871  Don 
José  Menendez  y  Menendez  vendió  á  Doña  María  Josefa  Festa,  Marque- 
sa viuda  de  Villalva,  en  precio  de  25.500  pesos  en  billefes  del  Banco 
Español  26  negros  cuyos  nombres  y  edades  se  mencionan,  y  entre 
ellos  los  ocho  que  correspondieron  á  la  dotación  del  ingenio  Maravillas 
y  fueron  rematados  á  su  favor  en  el  año  de  1868  ;  unos  y  otros  por 
cautivos  sujetos  á  servicio  sin  lugar  á  redhibitoria  porhaberlo  conveni- 
do así  con  la  compradora  p  ra  que  <  sta  corno  suyos  los  poseyera  ó  ven- 
diera á  su  voluntad  en  virtud  de  esta  escritura  que  le  otorgaba  en  se- 
ñal de  real  entrega  sin  necesidad  de  otra  prueba,  obligándose  á  la 
eviccion  ó  saneamiento  y  expresando  que  no  presentaban  las  cédulas 
de  los  esclavos  por  no  haberse  librado  todavía,  pero  que  se  hallaban 
empadronados  á  nombre  del  vendedor,  según  los  pases  que  presentaba, 
expedidos  los  de  los  esclavos  de  que  se  trata  por  el  Teniente  Gober- 
nador de  San  Cristóbal  en  20  de  aquel  mes: 

Resultando  que  en  16  de  Enero  de  1*72  el  D.  José  Menendez  solicitó 
y  obtuvo  del  Juzgado  de  San  Cristóbal  que  el  Escribano  del  mismo  Don 
Andrés  Praga  certificase  á  continuación  y  le  devolviera  los  documen- 
tos originales  que  exhibía  y  necesitaba  presentar  en  juicio  referentes 
al  rescate  de  los  esclavos  que  fueron  del  ingenio  Maravillas,  y  el  Es- 
cribano certificó  trascribiendo  el  contenido  de  dichos  documentos  que 
eran  un  oficio  firmado  por  D.  Pablo  Joaquín  Reyes  en  18  de  Octubre 
de  1868  y  dirigido  á  D.  José  Menendez,  manifestándole  que  en  el  día 
anterior  el  administrador  de  Pinar  del  Rio  encargaba  le  entregase  con 
las  formalidades  de  estilo  los  ocho  esclavos  del  ingenio  Maravillas 
que  en  remate  de  15  de  aquel  mes  se  le  adjudicó  en  subasta  pública, 
previos  los  1 3.000  escudos  que  en  el  acto  pasaría  á  exhibir :  y  un  recibo 
firmado  en  el  propio  dia  18  de  Octubre  por  el  mismo  colector  de  con- 
tribuciones D.  Pablo  Joaquín  Reyes  á  favor  de  D.  José  Menendez,  por 
Ja  cantidad  de  13.000  escudos  en  que  el  dia  15  de  aquel  mes  subastó  á 
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su  favor  en  aquella  colecturía  los  ocho  esclavos  que  fueron  embarga- 
dos del  ingenio  Maravillas  para  pago  de  contribuciones  que  adeudaba 
según  expediente  número  224  formado  por  la  administración  de  Pinar 
del  Rio,  cuyos  nombres  y  edades  eran  los  que  menciona,  quedando, 
según  se  expresaba  en  el  acta  de  entrega,  en  dar  conocimiento  á  la  au- 
toridad competente  para  que  bicierau  la  variación  en  el  padrón  que 
figuraban :  \ 

Resultando,  según  se  refiere  en  la  demanda  de  que  en  seguida  se 
hará  mención,  D.  Manuel  Clemente,  legitimo  consorte  de  Doña  Clara 
Berteraati  en  las  diligencias  formadas  para  cumplir  el  superior  despa- 
cho de  la  Audiencia  y  librado  en  el  incidente  al  intestado  de  D.  Rafael 
fiertemati  promovido  por  la  Doña  Clara  contra  su  hermana  Doña  Ana, 
sobre  entrega  del  ingenio  Maravillas,  pidió  y  obtuvo  que  se  librase 
exhorto  al  Alcalde  mayor  de  Jaruco  á  ñn  de  que  donde  quiera  que  se 
encontrasen  los  esclavos  Carlos,  Serapio,  Cenon,  Jacinto,  Casiano,  An- 
selmo, Germán  é  Isabel  y  su  prole,  los  cuales  ingresaron  en  aquella 
jurisdicción  en  6  de  Octubre  de  1869  de  la  de  San  Cristóbal  á  nombre 
de  D.  José  Menendez,  se  recogiesen  y  entregasen  al  Clemente  como 
habia  tenido  efecto: 

Resultando  que  la  Marquesa  viuda  de  Villalva  dedujo  la  actual  de- 
manda en  18  de  Enero  de  1872  pretendiendo  que  Don  Manuel  Clemente 
le  restituyera  los  ocho  esclavos  designados,  con  más  los  jornales  á  ra- 
zón de  25  pesos  mensuales  y  las  costas  del  juicio:  y  para  ello,  haciendo 
mérito  de  algunos  de  los  antecedentes  referidos,  alegó  que  la  ejecuto- 
ria de  a 2  de  Noviembre  de  1869  no  tenía  la  extensión  que  Clemente 
habia  querido  darle,  ni  era  aplicable  al  caso  actual,  puesto  que  los  ocho 
esclavos  comprados  por  la  Marquesa,  no  fueron  extraídos  dolosamente 
del  ingenio,  sino  rematados  públicamente  por  la  Hacienda  para  pago 
de  contribuciones  vencidas:  que  contra  los  actos  de  la  Hacienda  exis- 
tían disposiciones  especiales  á  que  debia  atemperarse  D.  Manuel  Cle- 
mente, y  nunca  pudo  proceder  como  lo  habia  verificado:  que  la  Mar-r  ' 
quesa  demandante  tenía  derecho  á  perseguir  y  reclamar  los  esclavos 
de  su  propiedad  donde  quiera  que  se  hallasen  en  virtud  del  dominio 
que  sobre  ellos  ejercía  al  tenor  de  lo  preceptuado  en  la  ley  27,  tit.  2°, 
Partida  3a:  por  un  otrosí  pidió  que  se  citase  de  eviccion  al  D.  José  Me- 
nendez para  que  compareciese  á  defenderla  en  este  pleito: 

Resultando  que  conferido  traslado  de  la  demanda  al  D.  Manuel  Cle- 
mente se  le  acusó  la  rebeldía  por  no  haber  comparecido  á  contestarla; 

J habiéndose  presentado  el  D.  José  Menendez  para  que  con  él  se  enten- 
ieran  las  diligencias,  pidiendo  igualmente  que  se  citase  de  eviccion 
al  Intendente  de  Hacienda  pública,  reprodujo  en  su  escrito  de  réplica 
el  contenido  de  la  demanda  en  todas  sus  partes : 

Resultando  que  D.  Manuel  Clemente,  al  evacuar  el  traslado  en  du- 
plica, pretendió  que  se  le  absolviese  de  la  demanda  imponiendo  á  la 
parte  actora  perpetuo  silencio  y  el  íntegro  pago  de  las  costas  causadas 
y  que  se  causasen  por  la  manifiesta  temeridad  con  que  procedía  al  re- 
clamar con  acción  reivindicatoria  cosas  que  no  habían  entrado  en  su 
dominio  con  título  legítimo  y  eficaz  :  y  al  efecto,  haciendo  mérito  de 
varios  de  los  antecedentes  expuestos  y  de  que  no  constaba  en  forma  de 
derecho  la  relación  del  remate  de  los  negros,  ni  fué  citado  ni  intervino 
en  él  el  dueño  de  la  finca,  excepcionó  :  que  la  acción  real  de  dominio 
sólo  puede  ejercitarla  el  que  la  haya  adquirido  por  medio  legítimo,  en 
cuyo  caso  no  se  encontraba  la  Marquesa  viuda  de  Villalva  ni  su  cau- 
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sanie  D.  José  Menendez  :  que  perteneciendo  los  esclavos  Cirios  y  sos 
compañeros  á  la  dotación  del  ingenio  Maravillas,  y  habiendo  sido  ex- 
traíaos de  dicho  fundo  durante  la  administración  de  Doña  Ana  Berte- 
mati, su  restitución  al  fundo  era  un  efecto  indeclinable  de  la  ejecutoria 
que  asi  lo  dispuso  recaída  en  el  incidente  al  intestado  de  D.  Rafael  Ber- 
temati sobre  administración  y  entrega  del  mencionado  ingenio,  y  era 
sabido  que  no  podia  deducirse  ni  estorbarse  el  cumplimiento  de  la  eje- 
cutoria :  que  siendo  Doña  Clara  Bertemati  propietaria  del  ingenio  Ma- 
ravillas, sus  dotaciones  y  demás  pertenencias  por  titulo  de  adjudica- 
ción, no  podia  privársela  del  goce  de  los  referidos  esclavos  miéntrasno 
constase  y  se  probase  que  éstos  pasaron  al  dominio  de  otro  por  título 
traslativo,  eficaz  y  valedero  :  que  no  podia  aceptarse  como  tal  el  rema- 
te que  D.  José  Menendez  decía  fué  celebrado  á  su  favor  en  la  adminis- 
tración de  rentas  de  Pinar  del  Rio,  miéntras  no  constase  y  se  probara 
que  tal  remate  se  celebró  con  las  solemnidades  legales  y  audiencia  y 
citación  ó  intervención  de  Doña  Clara  Bertemati:  que  por  el  articulo  II 
de  la  Instrucción  para  la  cobranza  administrativa  de  los  débitos  liqui- 
dados á  favor  de  la  Real  Hacienda,  aprobada  por  S.  M.  en  Real  Orden 
de  24  de  Enero  de  1857,  estaban  exceptuados  de  embargo  y  venta  los 
esclavos  destinados  á  la  labor  de  los  ingenios  y  al  cultivo  de  cualquiera 
otra  clase  de  fincas;  por  lo  que  no  era  tampoco  posible  que  se  hubiese 
efectuado  valederamente  el  remate  a"  que  se  referia  D.  José  Menendez; 
que  el  actor  con  acción  real  está  obligado  á  exhibir  en  el  juicio  su  ti- 
tulo de  dominio;  y  refiriéndose  el  que  Menendez  pretendía  tener  á  un 
remate,  era  indispensable  que  presentase  compulsa  certificación  ó  tes- 
timonio del  acto  de  dicho  remate :  que  las  cosas  producen  para  su  due- 
ño y  el  parto  sigue  al  vientre  según  conocidas  reglas  de  derecho: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba  se  propuso  por  D.  José 
Menendez  para  la  suya,  y  tuvo  efecto  el  cotejo  de  la  escritura  de  venta  ' 
presentada  con  la  demanda,  así  como  el  de  la  certificación  del  recibo 
del  colector  D.  Pablo  Joaquín  Reyes,  acompañada  también  á  la  deman- 
da con  el  recibo  original  que  al  efecto  exhibió  el  Menendez,  certificán- 
dose ad  más  á  su  instancia  las  anotaciones  ó  asientos  que  aparecían  en 
el  libro  de  caja  de  la  colecturía  de  Hacienda  de  San  Cristóbal,  de  un 
cargaréme  por  depósito  gubernativo  de  5  484  escudos  975  milésimas 

2ue  tenía  al  márgen  escrita  con  lápiz  la  palabra  «Maravilla»  y  en  el 
aber  un  libramiento  de  igual  suma  por  lo  satisfecho  á  D.  Rafael  Ber- 
temati por  depósito  gubernativo:  también  se  certificó  á  su  instancia  el 
anuncio  que  para  el  remate  de  los  esclavos  en  el  dia  15  de  Octubre 
Apareció  en  la  Gaceta  de  la  Habana  correspondiente  al  dia  Í4  de  Se- 
tiembre de  1868  : 

Resultando  que  comparecido  en  los  autos  el  Promotor  fiscal  en  re- 
presentación de  la  Hacienda  pública ,  alegaron  éste  y  el  demandado 
Clemente  de  su  derecho  reproduciendo  aquel  la  pretensión  deducida 
en  la  demanda  y  éste  la  de  su  escrito  de  duplica,  y  llamados  los  au- 
tos, citadas  las  partes,  dictó  sentencia  el  Juez  de  primera  instancia  en 
5  de  Julio  de  1874,  declarando  sin  lugar  la  demanda  con  reserva  al 
demandante  de  la  acción  que  le  correspondiera  contra  la  administra- 
ción de  rentas  de  Pinar  del  Rio,  sin  hacer  especial  condenación  de 
costas : 

Resultando  que  admitida  la  apelación  que  interpuso  el  Promotor 
fiscal  y  sustanciada  entre  el  mismo  y  el  demandado  con  las  pretensio- 
nes consiguientes  ,  habiéndose  remitido  á  la  Audiencia  el  expediente 
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de  que  ántes  se  ha  hecho  mérito,  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia,  por 
sentencia  de  16  de  Junio  de  1875,  revocando  la  apelada  condenó  á  Don 
Manuel  Clemente  á  que  restituya  á  la  Marquesa  de  Villalva  dentro  de 
tercero  dia  los  esclavos  que  ésta  demanda,  y  le  abone  los  jornales  po- 
didos devengar  desde  la  fecha  en  que  se  extrajeron  del  poder  de  aque- 
lla á  razón  de  25  pesos  en  billetes  del  Banco  español  mensuales ,  y  las 
costas  de  la  primera  instancia  ,  y  que  se  devolviera  á  la  Dirección  ge- 
neral de  Hacienda  el  expediente  de  apremio  traído  á  estos  autos  para 
los  fines  que  a  la  misma  convienen: 

Resultando  que  D.  Manuel  Clemente  interpuso  recurso  de  casación 
en  la  forma  ,  por  denegación  de  diligencia  de  prueba  ,  y  en  el  fondo 
por  haberse  infringido  en  su  concepto: 

i°  Las  leyes  32  y  36,  título  5o,  Partida  5a,  las  cuales  obligan  sola- 
mente á  la  eviccion  y  saneamiento  al  vendedor  de  una  cosa  cuando 
sohre  la  propiedad  ó  posesión  de  la  misma  se  mueva  pleito  ó  se  in- 
quiete al  comprador,  no  afectando  nunca  esa  obligaciou  al  acreedor  á 
cuya  infancia  se  hacia  el  remate,  ni  al  Juzgado  que  lo  autorizaba  y 
sancionaba,  y  que  á  Clemente  se  le  compelió  á  litigar  con  la  Hacienda, 
sér  moral  privilegiado  que  pudiera  repudiar  mañana  los  actos  del  jui- 
cio si  llegase  á  resolverse  éste  á  favor  de  Clemente  ,  invocando  la  im- 
procedencia del  saneamiento  á  que  se  prestó  bajo  dos  preces  equivo- 
cadas á  saber,  la  legalidad  del  remate  y  su  sanción  por  la  Intendencia, 
cuyos  dos  hechos  eran  inexactos  : 

2o  La  ley  2*,  tít.  2o,  Partida  3a,  pues  según  ella  al  que  ejercita  la 
acción  reivindicatoría  incumbe  la  prueba  del  dominio,  y  no  verificán- 
dolo debe  ser  absuelto  el  demandado;  y  á  que  la  marquesa  de  Villalva 
no  había  justificado  el  dominio  que  pretendía  tener  en  los  esclavos, 
porque  la  escritura  de  venta  que  á  su  favor  otorgó  Menendez  no  pudo 
trasmitirle  un  dominio  que  el  vendedor  no  tenia  ,  no  importando  que 
la  Sala  sentenciadora  hubiese  apreciado  que  la  Marquesa  justiiicó  su 
derecho  con  la  escritura  de  venta  otorgada  por  Menendez  y  con  el  re- 
mate celebrado  á  favor  de  éste  en  San  Cristóbal ,  porque  al  hacer  esa 
apreciación  la  Sala  habia  infringido  la  ley  2a,  título  16,  libro  1 1  de  la 
Novísima  Recopilación  ,  por  la  aue  se  manda  que  los  pleitos  se  deter- 
minen y  juzguen ;  según  la  verdad  probada  en  estos  autos  era  que  la 
Intendencia  prohibió  que  se  verificara  el  remate  de  los  negros  por 
igual  y  aue  abusivamente  realizado  no  lo  aprobó,  por  lo  que  atribu- 
yendo eucacia  al  remate  era  infringir  también  los  artículos  14  y  30  de 
Ja  Instrucción  para  la  cobranza  administrativa  de  los  débitos  liquida- 
dos á  favor  de  la  Real  Hacienda  aprobada  por  S.  M.  en  Real  órden  de 
24  d©  Enero  de  1857  : 

3o  La  ley  Ia,  til.  14,  Partida  3a,  pues  habiendo  Clemente  negado  la 
demanda,  á  la  parte  actora  incumbía  probarla,  que  fundándose  en  el 
remate  de  los  siervos  á  favor  de  Menendez  y  estando  probado  que  ese 
remate  no  había  sido  sancionado  por  la  Intendencia,  era  evidente  que 
la  parte  actora  no  habia  probado  su  acción,  al  paso  que  la  adjudica- 
ción del  ingenio  Maravillas  á  favor  de  la  esposa  de  Clemente  no  de- 
jaba duda  acerca  del  dominio  que  ésta  tenía  en  los  esclavos  adjudi- 
cados : 

4o  Las  leyes  114  y  119,  tít.  18,  Partida  3a,  porque  al  apreciarla 
Sala  el  mérito  de  los  autos  habia  desconocido  el  valor  legal  de  la  adju- 
dicación del  ingenio  Maravillas  y  su  dotación  de  esclavos  á  favor  de 
Doña  Clara  Bertemati,  á  quien  privaba  de  la  propiedad  y  posesión  de 
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los  últimos  sin  haberlos  ella  enajenado  y  sin  que  constare  que  otra 
persona  tuviera  mejor  título  y  preferente  derecho  ¡ 

5o  La  ley  <9,  tit.  22,  Partida  3a,  y  la  regla  32,  tit.  34,  Partida  7a, 
porque  al  condenar  á  Clemente,  la  Sala  habia  negado  el  valor  y  des- 
truido los  efectos  de  la  sentencia  ejecutoria  de  22  de  Noviembre 
de  1869,  que  dispuso  la  devolución  al  ingenio  de  los  esclavos  extraídos 
durante  la  administración  de  Doña  Ana,  que  fueron  precisa  y  única- 
mente los  que  Menendez  prctemia  haber  rematado;  y  dicho  precepto 
tendía  á  restablecer  de  hecho  las  cosas  al  estado  que  de  derecho  no  de- 
jaron nunca  de  tener:  asi  pues  al  declarar  la  Sala  que  Clemente  no 
pudo  reclamar  la  restitución  preceptuada  en  la  ejecutoria,  infringia  la 
ley  y  la  regla  jurídica  citadas  : 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Laureano  de  Arrieta  : 

Consideiando  que  la  ley  32,  lit.  5o  de  la  Partida  5%  impone  al  ven- 
dedor la  obligación  de  sanear  al  comprador  la  cosa  vendida,  y  la  36  del 
mismo  título  y  Partida  establece  taxativamente  los  casos  de  excepción 
¿i  esta  regla  general : 

Considerando  que  en  virtud  de  tales  prescripciones,  era  evidente 
é  indeclinable  la  obligación  de  la  Hacienda  pública,  citada  oportuna- 
mente de  eviccion,  y  no  hallándose  en  ninguno  de  los  casos  excepcio- 
nales indicados  á  garantir  y  sanear  á  D.  José  Menendez  como  la  misma 
Hacienda  lo  ha  reconocido,  el  dominio  y  posesión  de  los  esclavos  que 
vendió  á  éste  en  el  público  y  solemne  remate  de  15  de  Octubre  de  1868, 
y  que  Menendez  trasfirió  á  la  Marquesa,  viuda  de  Villalva  por  la  es- 
critura pública  de  venta  de  25  de  Agosto  de  1 871 : 

Considerando  que,  si  bien  la  ley  28,  tit.  2°,  Partida  3a  declara  que 
no  probando  el  dominio  de  una  cosa  aquel  que  lo  demanda,  continúa 
la  posesión  de  ella  en  el  que  la  tiene,  y  si  es  igualmente  cierto  que  la 
ley  Ia,  tít.  U  de  la  misma  Partida  impone  al  demandante  la  obliga- 
ción de  probar  su  acción,  carece  completamente  de  valor  y  de  eficacia 
cuanto  con  el  recuerdo  de  estas  leyes  se  alega  en  los  motivos  2o  y  3o 
de  este  recurso,  pues  que  la  Marquesado  Villalva,  subrogada  en  estos 
autos  primeramente  por  D.  José  Menendez,  y  después  por  la  Hacienda 
pública,  ha  demostrado  la  legitima  adquisición  de  dichos  esclavos  á 
virtud  de  la  mencionada  escritura  de  25  de  Agosto,  no  tachada  ni  im- 
pugnada por  nadie : 

Considerando  que  es  igualmente  ineficaz  é  inoportuno  cuanto,  en 
impugnación  de  los  derechos  de  la  Marquesa,  alega  el  recurrente  con 
relación  al  mencionado  remate  de  15  de  Octubre  de  U68,  ya  porque 
para  ello  debió  solicitar  y  obtener  de-la  Administración  publica,  única 
competente,  la  declaración  previa  y  decisiva  de  la  nulidad  de  aquel 
remate,  ya  porque  lejos  de  presentar  estos  autos  motivos  suficientes 
para  suponer  tal  nulidad,  la  Sala  sentenciadora  afirma  terminante- 
mente que  la  Intendencia  general  de  Hacienda  y  la  Administración 
central  de  rentas  de  la  Isla  de  Cuba,  oído  el  Letrado  consultor,  han 
manifestado  oficialmente  que  el  remate  se  celebró  con  las  debidas  so- 
lemnidades : 

Considerando  que  no  es  cierto  haya  desconocido  la  Sala  sentencia- 
dora el  valor  legal  de  la  adjudicación  que  á  favor  de  Doña  Clara  Ber- 
temati  se  hiciese  en  el  infestado  de  D  Andrés  Bertemati  del  ingenio 
Maravillas  con  su  dotación  de  esclavos,  ni  tenia  que  ocuparse  de  este 
hecho  muy  anterior  y  completamente  extraño  á  los  que  han  motivado 
el  actual  litigio : 
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Considerando  que  tampoco  es  cierto  que  la  Sala  haya  notificado  el 
valor  ni  destruido  los  efectos  de  la  sentencia  de  22  de  Noviembre  de 
1 869,  la  cual,  limitada  á  resolver  las  cuestiones  sostenidas  exclusiva- 
mente entre  las  dos  hermanas  Doña  Clara  y  Doña  Ana  sobre  la  admi- 
nistración de  dicho  ingenio,  en  nada  afecta  A  la  presente  cuestión  liti- 
giosa, ni  dio  derecho  á  la  primera  de  estas  interesadas,  ó  sea  á  su  ma- 
rido O.  Manuel  Clemente,  para  dirigir  reclamación  alguna  contra  otra 
persona  distinta  do  la  Doña  Ana  : 

Considerando  por  todo  ello  que  en  el  fallo  impugnado  no  se  ha  co- 
metido ninguna  de  las  infracciones  alegadas  por  el  recurrente ; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  cnsacion  interpuesto  por  D.  Manuel  Clemente,  á  quien  con- 
denamos en  las  costas;  y  líbrese  la  correspondiente  certificación  á  la 
Audiencia  de  la  Habana.— (Sentencia  publicada  el  28  de  Marzode  1877, 
é  inserta  en  la  Gaceta     12  de  Agosto  del  mismo  año. 
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Recurso  de  casación  (31  de  Marzo  de  IS77).  —  Entrega  db 
aceite  ó  devolución  de  parte  de  su  precio.  —  Se  declara  por  la  Sala 
primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  por  D  José  Martin  Rondan  contra  la  sentencia  dictada  por 
la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla,  en  pleito  con  D.  Ramón  María 
Peña,  y  se  resuelve  : 

1  °  Que  según  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo  en  repetidas 
decisiones,  la  sentencia  que  absuelve  de  la  demanda  resuelve  todas  y 
cada  una  de  las  cuestiones  del  pleito  ;  no  pudiendo  por  lo  mismo  ser 
atacada  como  incongruente  ni  infringir  la  ley  16,  tit,  22,  Partida  3a, 
nvelart.  61  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  disponen  «  como 
non  debe  valer  el  juicio  que  da  el  juzgador  sobre  cosa  que  non  fué 
demandada  ante  él :» 

2°  Que  las  sentencias  deben  ser  claras  y  precisas,  condenando  ó  ab- 
solviendo de  la  demanda,  y  que  la  absolución  de  la  demanda  satisface 
plenamente  al  referido  precepto  : 

F3°  Que  según  doctrina  consignada  en  repetidas  sentencias  del 
Tribunal  Supremo,  la  apreciación  de  las  pruebas  corresponde  á  la  Sala 
sentenciadora,  y  contra  ella  no  se  da  el  recurso  de  casación  á  no  probar 
que  al  hacerla  se  ha  infringido  ley  ó  doctrina  legal. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  i  31  de  Marzo  de  1877,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nós  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Salva- 
dor de  Sevilla  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Au  liencia  de  aquel  territo- 
rio por  D.  José  Martin  Rondan  con  D.  Ramón  María  Peña  sobre  entrega 
de  aceite  ó  devolución  de  parte  de  su  precio  : 
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Resultando  que  D.  Ramón  María  de  la  Peña  y  D.  José  Martin  fir- 
maren un  documento  en  unión  de  tres  testigos,  con  fecha  en  Sevilla 
á  16  de  Octubre  de  1808,  en  que  dijeron  que  Peña  habia  entregado 
151.250  rs.  á  Martin  que  se  obligaba  á  pagarlos  en  aceite  de  oliva  de 
buen  olor,  color  y  sabor  de  la  próxima  cosecha  con  3  rs.  ménos  en  ar- 
roba del  precio  que  tuviera  en  la  Calzada  de  la  Cruz  del  Campo  en 
Enero  y  Febrero  de  1869,  entregando  la  mitad  en  Enero  y  la  otra  mi- 
tad en  Febrero,  en  cuya  época  habia  de  quedar  entregado  todo  lo  que 
correspondiera  al  pago  de  dicha  cantidad  ;  y  que  si  á  Peña  no  le  con- 
venia recibir  el  referido  aceite  le  pagaría  Martin  dicha  cantidad  con 
más  3  rs.  en  arroba  del  aceite  á  (Jue  equivaliera : 

Resultando  que  por  escritura  de  7  de  Agosto  de  4869  D.  Ramón  de 
Jesús  García  se  constituyó  deudor  de  Martín  Rondan  por  la  cantidad 
de  73.810  rs.,  precio  de  1.220  arrobas  de  aceiie  que  le  compró  en  Se- 
tiembre de  1868,  procedente  de  una  partida  que  Martin  tenía  com- 
prada de  2.500  arrobas,  cuya  cantidad  se  obligó  García  á  pagar  en  31 
de  Diciembre  de  1869: 

Resultando  que  D.  Ramón  María  de  la  Peña  y  D.  José  Martin  Ron- 
dan otorgaron  escrilura  en  1 1  de  Agosto  de  1869,  en  la  que  dijeron  que 
habiendo  celebrado  un  contrato,  y  queriendo  que  sus  condiciones 
constasen  en  un  documento  público  para  mutua  garantía,  lo  formali- 
zaban declarando  que  D.  Ramón  María  de  la  Peña  habia  entregado  con 
anterioridad  á  D.  José  Martin  74.574  rs.  en  efectivo,  que  obligaba  á 
pagar  en  aceite  de  oliva  de  buen  olor,  color  y  sabor,  de  la  próxima  co- 
secha, con  3  rs.  ménos  en  cada  arroba  del  precio  que  dicho  líquido  tu- 
viera en  la  Calzada  de  la  Cruz  del  Campo  en  los  15  primeros  dias  del 
mes  de  Enero  del  año  próximo  de  1870,  obligándose  Martin  á  entregar 
para  el  dia  15  de  Enero  el  número  de  arrobas  de  aceite  que  correspon- 
diera al  pago  de  dicha  cantidad,  hasta  que  fuera  reintegrado  total- 
mente de  ella  D.  Ramón  María  Peña  :  que  el  mismo  Martin  se  obligaba 
á  poner  dicho  aceite  á  boca  de  tinaja  en  los  almacenes  de  la  Calzada  de 
San  Rafael  ó  Casillas  del  Pedroso,  para  el  dia  anteriormente  estipulado: 
que  Martin  declaraba  haber  recibido  á  su  entera  satisfacción  y  ántes 
de  ahora  de  D.  Ramón  María  Peña  la  cantidad  de  los  74.574  rs.  en  efec- 
tivo metálico,  valor  del  aceite  que  se  obligaba  á  entregar,  y  si  no  con- 
viniera á  D.  Ramón  María  Peña  recibir  el  aceite,  ya  fuera  por  el  precio 
que  tuviese  ó  por  cualquiera  otra  circunstancia,  en  este  caso  Martin  le 
abonaría  además  de  la  cantidad  ya  expresada  3  rs.  por  cada  una  de  las 
arrobas  de  aceite  que  fueran  necesarias  para  cubrir  con  su  valor 
los  74.574  rs.  qu¿  le  habia  facilitado  y  cuyo  pago  le  haria  sin  excusa  ni 
pretexto  alguno  en  efectivo  metálico,  y  que  si  Martin  no  entregase  el 
aceite  ó  el  dinero  según  iba  expresado  para  el  dia  15  de  Enero  de  1870, 
se  obligaba  á  abonar  á  Peña  por  todo  el  tiempo  que  se  demorase  ó  ex- 
cediera en  verificarlo  la  parte  de  intereses  que  correspondiera  á  los  3 
reales  que  se  fijaba  en  arroba,  según  el  tiempo  de  este  contrato,  y  ade- 
más los  daños  y  perjuicios  que  se  irrogasen  á  Peña: 

Resultando  que  los  mismos  otorgantes  de  la  anterior  escritura  otor- 
garon otra  en  3  de  Febrero  de  1870,  por  la  que  Martin  recibió  en  el 
acto  en  calidad  de  préstamo  sin  interés  de  D.  Ramón  María  Peña  85.519 
reales  en  metálico,  que  se  obligó  á  devolverle  en  el  plazo  de  un  año, 

5 asado  el  cual  sin  verificarlo,  devengaría  la  cantidad  prestada  el  interés 
eun  8  por  100  anual,  y  en  garantía  constituyó  D.  José  Martin  hipo- 
teca sobre  una  hacienda  de  olivar  llamada  Las  Patronas,  al  sitio  de  los 
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Caños,  término  de  la  villa  de  Cantillana,  que  habia  adquirido  de  D.  José 
López  y  López  en  27  de  Junio  de  1867  y  que  estaba  afecta  al  pago 
de  «5.000  escudos : 

Resultando  que  erf  31  de  Octubre  de  1872  entabló  D.José  Martin 
Rondan  la  demanda  objeto  de  este  pleito,  para  que  se  condenase  á  Don 
Ramón  María  Peña  á  entregarle  2.500  arrobas  de  aceite  que  le  habia 
comprado  á  60  rs.  50  céntimos  cada  una  en  12  de  Agosto  de  1 868,  ó  en 
otro  caso  se  tuviera  por  rescindido  el  contrato,  y  se  le  condenase  á  la 
devolución  de  76.676  rs.  que  en  efectivo  habia  entregado  al  mismo  por 
cuenta  de  dicho  aceite,  con  indemnización  de  daños  y  perjuicios  y  del 
interés  legal,  y  que  se  cancelara  la  escritura  de  hipoteca  constituida  á 
favor  de  Peña  en  3  de  Febrero  de  1870,  y  obligación  en  la  misma  refun- 
dida, librándose  mandamiento  al  Registrador  de  la  propiedad  de  Lora 
del  Rio  para  las  debidas  anotaciones,  y  que  se  le  condenase  además  en 
las  costas ;  pretensión  que  fundó  en  lo  convenido  en  las  escrituras  de  ( I 
de  Agosto  de  1869  y  3  de  Febrero  de  1870  ;  no  habiendo  podido  conse- 
guir de  Peña,  á  pesar  de  las  garantías  que  le  habia  dado,  que  le  entre- 
gase las  2.500  arrobas  de  aceite,  excusándose  siempre  con  pretextos 
frivolos  y  declinando  la  responsabilidad  en  su  medidor  Ramón  de  Jesús 
García,  á  quien  decia  habia  dado  órden  para  su  entrega  : 

Resultando  que  D.  Ramón  María  de  Peña  impugnó  la  demanda  ne- 
gando que  hubiera  existido  semejante  cuenta  de  aceite  por  su  parte 
á  D.  José  JHartin  Rondan,  del  cual  habia  recibido  en  metálico  151.250 
reales  en  16  de  Octubre  de  1868  y  en  12  de  Agosto  como  aquel  decia, 
para  pagarlos  en  aceite  de  oliva  de  la  entónces  próxima  cosecha  con  3 
reales  ménos  en  cada  arroba  del  precio  que  tuviera  en  la  Calzada  de  la 
Cruz  del  Campo  en  los  meses  de  Enero  y  Febrero  de  1869  como  apare- 
cía en  el  contrato  privado  de  aquella  fecha;  lo  cual  demostraba  no  ser 
verdad  la  compra  de  aceite  que  el  actor  aseguraba  haberle  hecho,  y  sí 
al  contrario  haber  recibido  éste  del  mismo  la  cantidad  ánles  referida,  á 
cuenta  de  lo  cual,  llegada  la  época  del  vencimiento  no  habiendo  hecho 
la  entrega  del  aceite,  habia  satisfecho  á  Peña  desde  30  de  Enero  de  1 869 
hasta  el  16  de  Abril  del  mismo  año  varias  partidas  de  dinero  por  cuen- 
tas de  aquella  suma,  que  quedó  reducida  á  la  de  74.574  males,  por  la 
que  se  otorgó  la  escritura  de  H  de  Agosto  de  1  869,  y  á  su  vencimiento 
se  hizo  la  liquidación  que  el  actor  esperaba,  y  se  otorgó  la  escritura 
de  3  de  Febrero  de  1870,  á  cuyo  tenor  y  al  de  la  anterior,  como  tam- 
bién al  de  la  contrata  de  Octubre  de  1868  habia  que  estar,  y  en  las 
cuales  no  se  hacia  mérito  del  contrato  de  venta  de  Agosto  del  mismo 
año,  que  no  habia  existido,  ni  en  cuyos  documentos  habia  manifestado 
el  actor  ser  su  acreedor : 

Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes  y  sustanciado 
el  juicio  en  dos  instancias  dictó  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
Sevilla  en  45  de  Junio  de  1875  sentencia  revocatoria,  absolviendo  á 
Don  Ramón  María  Peña  de  la  demanda:  N 

Resultando  que  el  demandante  interpuso  recurso  de  casación  por 
haberse  infringido  á  su  juicio: 

Io  La  ley  16,  tit.  22  de  la  Partida  3a,  la  de  Enjuiciamiento  en  sus  ar- 
tículos 61  y  siguientes,  y  la  jurisprudencia  de  este  Tribunal  Supremo, 
consignada  en  las  sentencias  de  30  de  Enero  de  1861,  13  y  27  de  Fe- 
brero y  1°  de  Abril  de  1865,  2  de  Julio  de  1868,  4  de  Febrero  de  1870, 
y  más  especialmente  las  de  24  de  Febrero  y  12  de  Mayo  de  1865  y  la 
de 3  de  Diciembre  de  1866,  con  arreglo  á  las  cuales  la  congruencia  re- 
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querida  entre  la  cuestión  litigiosa  y  el  fallo  debe  considerarse  no  sólo 
con  respecto  á  la  demanda,  sino  en  relación  con  la  excepción,  y  el  de- 
mandado en  este  pleito  negando  el  contrato  negaba,  por  tanto,  estar 
obligado  á  su  cumplimiento,  sin  embargo  de  lo  cual  la  sentencia  le 
daba  pur  quito  y  absuelto  de  la  demanda  en  consideración,  no  á  la  ex- 
cepción que  presentaba,  sino  precisamente  á  que  dicha  excepción  ha- 
bía quedado  destruida  en  el  pleito  y  válido  y  reconocido  el  contrato 
que  negará: 

2°  El  principio  legal,  según  el  que  todo  el  que  afirma  está  obligado 
á  probar;  la  ley  2a,  tit.  1 4  de  la  Partida 3",  que  confirma  dicho  princi- 
pio, y  la  jurisprudencia  esiablecida  por  este  Supremo  Tribunal  en  las 
sentencias,  entre  otras,  de  22  de  Enero  de  \  849  y  31  de  Octubre  de  '865, 
en  que  expresamente  se  consigna  que  la  prueba  de  las  excepciones  que» 
se  apoyan  en  una  afirmación,  incumbe  al  demandado,  siendo  proce- 
dente la  acción  deducida  por  el  demandante,  puesto  que  reconocida 
por  la  sentencia  la  existencia  del  contrato  que  en  su  contestación  á  la 
demanda  negó  D.  Ramón  María  Peña,  quedaba  por  probar  su  cumpli- 
miento por  parte  de  éste  y  reducida  la  cuestión  á  si  había  entregado  ó 
no  las  2  500  arrobas  de  aceite  que  se  lereclamaban,  y  no  habiendo  so- 
bre esto  presentado  excepción  alguna  el  demandado,  la  Audiencia  de- 
bió atenerse  á  lo  preceptuado  por  las  leyes  generales  que  rigen  en  la 
contratación : 

Y  3o  Las  leyes  28,  tit.  5o,  y  35,  tit.  H,  Partida  5a,  que  establecen 
la  obligación  del  vendedor  de  entregar  la  cosa  vendida,  áun  cuando  no 
estuviese  establecido  plazo  para  ello  y  que  no  permiten  se  infiera  su 
entrega  por  deducciones  ni  conjeturas: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Hilario  de  Igon: 
Considerando,  con  relación  al  primer  fundamento  del  recurso,  que 
según  tiene  declarado  este  Tribunal  Supremo  en  repetidas  deci- 
siones, la  sentencia  que  absuelve  de  la  demanda  resuelve  todas  y  solas 
las  cuestiones  del  pleito,  no  pudiendo  por  lo  mismo  ser  atacada  como 
incongruente  ni  infringir  la  ley  16,  tit.  22,  Partida  3a,  ni  el  art.  61  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  citados  en  dicho  fundamento,  que  dis- 
ponen «como  non  debe  valer  el  juicio  que  da  el  juzgador  sobre  cosa  que 
non  fué  demandada  ante  él,»  y  que  las  sentencias  deben  ser  claras  y 

Í»recisas,  condenando  ó  absolviendo  de  la  demanda,  puesto  que  la  so- 
ucion  de  la  demanda  satisface  plenamente  á  los  reíeridos  preceptos: 
Considerando  que,  según  doctrina  consignada  en  repetidas  senten- 
cias de  este  mismo  Tribunal,  la  apreciación  de  las  pruebas  correspon- 
de á  la  Sala  sentenciadora,  y  contra  ella  no  se  da  el  recurso  de  casación 
á  no  probar  que  al  hacerla  ha  infringido  ley  ó  doctrina  legal,  y  no  ha- 
biéndose alegado  al  efecto  ley  ni  doctrina  como  infringida,  no  son 
aplicables  ni  han  sido  infringidas  la  ley  2a,  tit.  <4,  Partida  3a,  la  28, 
titulo  5°,  y  la  35,  tit.  H,  Partida  5a,  ni  la  doctrina  de  las  sentencias 
citadas  en  los  fundamentos  2o  y  3",  que  declaran  (¡como  la  parte  non 
es  tcnudo  de  probar  lo  que  niega  si  non  fuere  en  cosas  señaladas.  Qué 
cosas  é  qué  pleitos  son  aquellos  que  deben  facer  é  guardar  los  que  ven- 
den é  compran,»  y  «Qué  pena  merece  el  que  promete  de  dar  ó  de  facer 
alguna  cosa  á  dia  cierto,'»  puesto  que  al  apreciar  la  Sala  sentenciadora 
la  prueba  de  la  existencia  del  contrato  objeto  de  la  demanda,  combina- 
da con  los  hechos  posteriores  y  enlazados  con  el  mismo,  ha  podido  es- 
timar y  estimado  que  la  compra  de  las  2.500  arrobas  de  aceite,  basede 
ia  acción  negada  por  el  demandado  en  la  forma  sostenida  por  el  de- 
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mandante,  áun  estimada  cierta  se  hallaba  cumplida  con  la  entrega  de 
la  cosa  vendida  como  consecuencia  de  las  alegaciones  mismas  del  de- 
mandante y  de  los  documentos  obrantes  en  autos,  careciendo  en  con- 
secuencia de  derecho  el  actor; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  José  Martin  Rondan,  á  quien  con- 
denamos en  las  costas  ;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Sevilla  la  certifica- 
ción correspondiente  con  devolución  de  las  actuaciones  que  ha  remi- 
tido.—(Sentencia  publicada  el  31  de  Marzo  de  1877,  é  inserta  en  la 
Gaceta  de  14  de  Agosto  del  mismo  año.) 

t 

181 

Recurso  de  casación  (31  de  Marzo  de  \  877).— Declaración  de 

SUBSISTENCIA  DE  ÜN  CENSO,  PAGO  DE  ATRASOS  Y  OTORGAMIENTO  DE  ESCR1TU- 

RA  de  reconocimiento.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Supremo  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Don 
Mariano  Tellez  Girón,  Duque  de  Osuna,  contra  la  sentencia  dictada  por 
la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Valladolid,  en  pleito  con  el  Ayunta- 
miento de  Manganeses  de  la  Polvorosa  ;  se  casa  y  anula  la  sentencia  y 
se  resuelve  : 

P  Que  la  ley  43  ,  tít.  2o  de  la  Partida  3'  ordena  que  ^cuando  po- 
*nen  los  demandadores  más  en  sus  demandas  que  non  les  deben,  ma~ 
tgilerel  demandador  non  pruebe  todo  cuanto  pusiese  en  su  demanda, 

» que  en  aquello  que  probare  quel  va  la  Eque  el  Juzgador  dé  sen- 

» tencia  contra  el  demandado  en  cuanto  fuere  probado  contra  él;  » 

T%°  Que  áun  en  el  supuesto  de  haber  establecido  su  acción  el  de- 
mandante reclamando  el  pago  de  pensiones  y  el  reconocimiento  de  un 
censo  enjitéutico,  sin  justificar  que  tuviese  ese  carácter  y  sí  el  de  una 
pensión  procedente  de  contratos  celebrados  en  las  escrituras  que  pre- 
sentó; cualquiera  que  sea  la  naturaleza  de  dicho  censo,  tiene  derecho  á 
que  se  estime  su  demanda  en  lo  probado :  y  al  no  hacerlo ,  la  sentencia 
infringe  la  referida  ley  43,  tit.  2o,  Partida  3a,  por  cuanto  la  condena- 
ción en  una  pensión  de  menor  gravámenpara  el  deudor  que  el  censo 
enfitéulico  no  constituye  cosa  diversa  de  la  pedida. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  31  de  Marzo  de  1877,  en  los  autos 
<iue  ante  Nos  penden  por  recurso  de  casación,  seguidos  en  el  Juzgado 
de  primera  instancia  de  Benavente  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia de  Valladolid  por  D.  Ceferino  Martinez  como  apoderado  de  Don 
Mariano  Tellez  Girón,  Duque  de  Osuna,  Conde-Duque  de  Benavente, 
con  el  Ayuntamiento  de  Manganeses  de  la  Polvorosa  sobre  que  se  de- 
clare subsistente  un  censo,  pago  de  atrasos  y  otorgamiento  de  escri- 
tura de  reconocimiento : 

tomo  xxxvi.  33 
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Resultando  de  un  testimonio  expedido  en  1 1  de  Diciembre  de  «823 
por  el  NoUrio  D.  Feliciano  García  Sancha  con  referencia  á  otro  que  le 
fué  exhibido  por  el  contador  de  la  casa  de  la  Condesa-Duquesa  de  Be- 
navente,  fechado  en  7  de  Enero  de  1533,  que  en  escritura  otorgada  en 
31  de  Marzo  de  f  506  por  Luis  Márcos,  jurado  del  lugar  de  Manganesos 
de  la  Polvorosa,  Alonso  de  la  Iglesia,  Fernando  Carracajo  y  Macías  Al- 
varez,  vecinos  de  dicho  lugar,  en  voz  y  en  nombre  del  concejo,  Alcal- 
des y  hombres  buenos  del  mismo,  y  por  virtud  del  poder  que  del  con- 
cpjo  tenían,  dijeron  que  por  cuanto  el  dicho  concejo  hubo  arrendado 
del  Conde  D.  Rodrigo  Alfonso  Pimentel  las  rentas,  pechos  y  derechos, 

J términos,  montes,  rios  y  picones  y  pastos  y  todos  los  otros  pechos  y 
erechosque  al  referido  Conde  pertenecían  por  término  de  25  años  y 
cierto  precio,  con  cuyo  arrendamiento  el  concejo  y  hombres  buenos  de 
Manganeses  habían  recibido  mucha  fatiga,  promoviéndose  muchas  di- 
ferencias y  pleitos  entre  ellos;  que  á  suplicación  de  dicho  concejo  el 
Conde  de  Benavente  D.  Alfonso  Pimentel,  por  hacerles  merced  Ies 
quería  quitar  el  arrendamiento  que  les  tenia  hecho  por  los  25  años,  y 
tomar  las  dichas  rentas  para  si  y  arrendarlas  como  cumpliese  á  su  ser- 
vicio; y  porque  ellos  y  el  dicho  concejo  quedasen  libres  de  algunas 
cosas  de  lo  que  eran  por  el  dicho  arrendamiento  primero;  y  creyendo 
que  les  era  ülil  y  provechoso  al  dicho  concejo  y  moradores  dijeron  que 
hacían  é  hicieron  con  el  Conde  el  concierto  é  iguala  y  asiento  siguien- 
te: primeramente,  que  dicho  concejo,  Alcaldes  y  hom  bres  buenos  se 
obligaban  á  pagar  al  Conde  de  Benavente,  sus"  herederos  y  sucesores 
perpetuamenle  y  en  cada  un  año  9.000  maravedises  en'  dinero,  conta- 
dos de  fuero  perpetuo,  pagados  por  los  tercios  de  cada  un  año,  y  ade- 
más seis  cargas  de  pan,  mitad  trigo  y  centeno  en  cada  un  año:  que  por 
ello  dicho  concejo  de  Manganeses  había  de  gozar  para  siempre  del 
pasto  y  leña  del  término  del  referido  lu^ar,  que  sea  término  redondo 
sobre  si  á  monte  cerrado,  excepto  el  prado  del  Soto  que  era  del  Conde 
y  para  sus  ganados  ;  que  el  dicho  concejo  de  Manganeses  pudiera  pren- 
der y  prendiese  del  dicho  su  término  así  del  pacer  como  del  rozar 

Ír  cortar  en  su  monte  á  todas  y  cualesquiera  personas  las  penas  que  se 
levasen  de  los  términos  que  tenia  el  Conde  propios  para  sus  ganados 
aquellas  mismas  pudieren  llevar:  que  todas  las  viñas  que  tenían  pues- 
tas y  las  nue  pusieran  en  adelante  fueren  libres  de  todo  fuero  y  tribu- 
to y  sus  dueños  las  pudierau  vender,  y  asimismo  los  arrotos  que  ha- 
bían roto  ó  rompieren  fueran  suyos  sin  pagar  por  ellos  más  fuero  que 
lo  dicho:  que  los  9.000  maravedises  y  seis  cargas  de  pan  de  fuero  eo 
cada  un  año,  5.000  serian  por  razón  del  lérmino  de  Manganeses  pa- 
cilgo,  leñas  que  se  les  dabaá  monte  cerrado,  y  los  otros  4.000  por  ra- 
zón de  que  el  dicho  concejo,  sus  vecinos  y  moradores  que  son  ó  fueren 
en  adelante  pocos  ó  muchos,  sean  libres,  francos  y  exentos  de  pagar 
la  paja  al  Conde  y  de  la  vela  de  la  fortaleza  de  la  villa  de  Benavente  y 
porque  no  sean  obligados  á  hacer  ni  hagan  ninguna  serventía  en  ella 
ni  en  la  cerca  de  la  villa,  ni  en  la  molinera  <le  Villabrazavo,  ni  en  el 
bosque  y  bosques  del  Conde  ni  en  otra  facendera  ó  serventía  alguna: 
que  el  dicho  concejo  y  vecinos  y  moradores  fueran  siempre  libres  de 
ir  á  guerra  asi  hidalgos  como  pecheros,  salvo  cuando  toda  la  tierra 
saliere  á  repique  de  campanas;  que  el  dicho  concejo,  vecinos  y  mora- 
dores de  más  de  los  dichos  maravedises  y  pan  quedaban  obligados  á 
pagar  al  Conde  y  sus  sucesores  lo  que  debieren  de  las  alcabalas  y 
meaja  del  dicho  lugar  en  cada  un  año  y  la  martiniega,  asi  como  2.500 
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maravedís  del  pedido  que  dicen:  «pedido  del  Conde»  en  cada  un  año, 
y  la  moneda  forera  y  todos  los  demás  pechos  y  tributos  reales  y  con- 
cejiles y  del  Conde,  cuando  se  echaren  y  repartieren  en  toda  la  tierra 
del  Reino  lo  habían  de  pagar  como  lo  pagasen  los  otros  lugares  de 
tierra  de  Benavente  y  quedaba  para  el  -Conde  el  Barco  y  el  diezmero 
del  Rey  y  el  picón  de  las  dos  riberas  del  rio  para  que  lo  mandase  ar- 
rendar á  quien  quisiere  y  pudiere  llevar  las  rentas  de  ello  sin  que  al 
dicho  concejo  le  quede  en  ello  derecho  de  pescar  ni  pasar  en  el  barco 
sin  pagárselo  ni  otro  derecho  alguno  en  ningún  tiempo: 

Resultando  que  por  escritura  otorgada  en  15  de  Abril  del  mismo 
año  1506,  en  el  lugar  de  Man  gañeses  de  la  Polvorosa  ,  estando  juntos 
en  concejo  Juan  Martin  y  Luis  Márcos  jurados,  Márcos  Alvarez  y  otros 
vecinos  del  citado  lugar,  convocados  según  costumbre  aprobaron  y 
ratificaron  en  la  escritura  referida  de  concierto  é  iguala  que  Fer- 
nando Carracajo  y  Alonso  de  la  Iglesia,  Luis  Márcos  y  Macias  Al- 
varez otoPgaron  con  el  Conde  de  Benavente  y  con  Cristóbal  García 
su  contador  en  nombre  de  aquel  por  virtud  del  poder  que  el  concejo 
para  ello  les  dió,  y  se  obligaron  por  sus  personas  y  bienes,  y  del  di- 
cho concejo  vecinos  y  moradores  que  eran  entonces  y  fueron  de  allí 
adelante  á  tener  por  firme  y  valedero  para  en  todo  tiempo  todo  lo  en 
dicha  escritura  de  concierto  contenido  : 

Resultando  que  en  13  de  Febrero  de  1509,  D.  Alfonso  Pimentel, 
Conde  de  Benavente,  vista  la  carta  de  fuero  y  concierto  y  asiento  que 
Cristóbal  García  su  contador  en  su  nombre  y  por  su  mandato,  hizo  y 
otorgó  con  el  concejo,  Alcaldes  y  hombres  buenos  de  Manganeses  de 
la  Polvorosa,  otorgó  que  estaba  bien  hecha,  y  la  aprobaba  y  habia  por 
buena  y  firme,  estable  y  valedera  en  todo  tiempo  y  prometía  por  sí  y 
por  sus  herederos  sucesores,  guardarla  y  no  ir  ni  venir  contra  ella  ni 
contra  parte  ni  articulo  de  lo  en  ella  contenido  : 

Resultando  oue  en  1837,  el  administrador  del  Duque  de  Osuna  y  del 
Infantado,  Conue-Duque  de  Benavente,  promovió  expediente  en  el  Juz- 
gado de  primera  instancia  de  Benavente  á  fin  de  que  se  declarase  que 
el  señorío  territorial  de  dicha  villa,  sus  aldeas,  pueblos  y  términos  con 
las  demás  pertenencias  y  cosas  que  habían  disfrutado  los  Condes  de 
Benavente,  á  excepción  de  la  jurisdicción  y  derechos  jurisdiccionales, 
debían  ser  considerados  en  la  clase  de  propiedad  particular,  mandando 
que  continuasen  en  la  percepción  de  dichas  rentas,  censos,  foros  y  de- 
más pensiones  provenientes  de  dicha  propiedad  particular,  territorial 
y  solariega,  y  que  se  requiriese  á  los  renteros,  censualistas  y  íoristas 
y  todos  los  demás  pensionistas  con  el  objeto  de  que  no  pusieran  obsr 
táculo  alguno  á  la  recaudación  ,  y  previa  audiencia  del  Ministerio 
fiscal : 

Resultando  que  en  26  de  Abril  de  1837  el  Juez  de  primera  instan- 
cia dictó  auto  definitivo,  por  el  que  dijo  que  habiéndose  dado  cumpli- 
miento por  la  parte  del  Conde  de  Benavente,á  lo  sancionado  por  la  ley 
aclaratoria  de  señoríos  con  la  presentación  del  título  de  donación  perpe- 
tua de  Benavente,  su  castillo,  todas  sus  aldeas  y  términos  con  el  dicta- 
do de  condado,  debia  de  mandar  y  mandaba  que  continuase  en  la  per- 
cepción de  sus  rentas,  foros,  censos  y  demás  prestaciones,  como  hasta 
el  dia,  á  excepción  de  las  abolidas  por  la  misma  ley:  y  para  los  efectos 
consiguientes  á  lo  establecido  por  e!  art.  7o  de  ella  se  hiciese  saber 
esta  providencia  á  los  Ayuntamientos  de  los  pueblos  del  Condado,  á 
fin  de  que  en  el  término  de  nueve  dias  expusieran  lo  que  les  convinie- 
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se  :  notificado  el  Ayuntamiento  de  Manganesos  de  la  Polvorosa,  el 
Juez  en  26  de  Abril  de  1838  dictó  auto  definitivo,  declarando  que  el 
señurio  territorial  y  solariego  adquiridos  por  el  Conde- Duque  de  Be- 
navente  fuera  considerado  como  propiedad  particular  no  revestible  ni 
incorporado  á  la  Nación,  según  de  su  contexto  resultaba,  quedando 
sujeto  á  las  reglas  del  derecho  común  el  pa^o  de  las  rentas,  foros,  cen- 
sos y  pensiones  provenientes  de  esta  adquisición  territorial :  hecho  sa- 
ber al  Ayuntamiento  de  Manganeses  de  la  Polvorosa,  por  no  haberse 
hecho  reclamación  alguna,  por  auto  de  21  de  Mayo  se  declaró  por  con- 
sentido y  pasado  en  autoridad  de  cosa  juzgada  el  auto  de  26  de  Abril 
anterior  : 

Resultando  de  una  certificación  expedida  en  20  de  Mayo  de  4859 
por  el  Secretario  del  Ayuntamiento  de  Manganeses  con  el  visto  bueno 
del  Alcalde,  que  el  Ayuntamiento  de  aquel  pueblo  viene  pagando 
anualmente  al  Duque  de  Osuna  ,  Conde- Duque  de  Benavente.  12  fane- 
gas de  trigo  y  12  de  centeno,  y  367  rs.  18  maravedís  en  metálico  por 
foro  sobre  todo  el  término  común  de  aquel  pueblo  por  el  dominio  di- 
recto que  le  pertenece  como  señor  territorial  del  mismo: 

Resultando  que  por  parte  del  Duque  de  Osuna ,  Conde  Duque  de 
Benavente,  se  dedujo  demanda  contra  el  Ayuntamiento  y  vecinos  de 
Manganeses  de  la  Polvorosa  ,  sobre  que  se  declarase  subsistente  un 
censo  de  9.000  maravedís,  tres  cargas  de  trigo  y  tres  de  centeno,  que 
el  Ayuntamiento  y  vecinos  otorguen  escritura  de  reconocimiento  y 
paguen  las  pensiones  vencidas  desde  1838  inclusive  basta  la  fecha, 
con  más  nna  fanega  y  cuatro  celemines  de  trigo,  dos  fanegas  y  un 
celemín  de  centeno,  resto  de  1857;  para  lo  que  expuso  que  el  Conde- 
Duque  de  Benavente  dió  en  arrendamiento  al  concejo  y  vecinos  de 
Manganeses  de  la  Polvorosa  por  tiempo  de  25  añ  >s  y  cierto  precio  los 
terrenos  de  su  propiedad  que  en  dicho  lugar  y  su  término  tenía,  que 
siendo  propiedad  este  arrendamiento  al  citado  concejo  y  vecinos,  y  á 
virtud  de  suplicación  que  éstos  hicieron,  fué  modificado  aquel  y  en 
su  lugar  otorgaron  la  escritura  de  constitución  de  31  de  Marzo  de  1*506, 
por  la  que  se  obligaron  á  pagar  al  Conde-Duque  anualmente  la  canti- 
dad de  9.000  maravedís  y  tres  cargas  de  trigo  con  tres  de  centeno  por 
foro  de  arrotos  y  aprovechamientos  de  pastos  y  leñas  :  que  el  Ayun- 
tamiento y  vecinos  de  Manganeses  han  satisfecho  la  mencionada  pen- 
sión hasta  el  año  1857  inclusive,  desde  cuya  fecha  han  dejado  de  ha- 
cerlo por  las  vicisitudes  que  venía  atravesando  la  casa  del  Conde -Du- 
que: que  éste  dió  en  ennteusiSj  entre  otros  terrenos  que  no  le  eran 
conocidos,  un  prado  en  término  del  referido  pueblo  contiguo  al  Mar- 
teruelo,  un  monte  denominado  la  Chana,  que  vendieron  por  de  propios 
y  comunes  de  dicho  pueblo,  y  una  porción  de  terrenos  denominados 
la  Chana,  que  en  la  actualidad  pertenecían  á  particulares  por  haberse 
dividido  entre  todos  los  vecinos  : 

Resultando  que  los  demandados  expusieron  que  el  Ayuntamiento 
de  Manganeses,  ni  por  si  ni  por  medio  de  apoderado  ha  celebrado  con- 
trato alguno  de  censo  enfitéutico  con  el  Conde  de  Benavente  ;  que  el 
referídoAyuntamiento  no  es  poseedor  ni  administrador  legal  de  bie- 
nes inmuebles  que  estén  afectos  al  censo  enfitéutico,  cuyas  pensiones 
y  reconocimiento  se  piden;  y  que  respecto  á  las  percibidas  indebida- 
mente proponían  reconvención  : 

Resultando  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites,  la  Sala  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  ,  por  sentencia  de  22  de  Octubre  de  1875  confir- 
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mataría  de  la  del  Juez  de  primera  instancia ,  declaró  no  haber  probado 
la  parte  demandante  la  existencia  del  censo  objeto  de  la  demanda  ,  de 
la  cual  absolvía  á  D.  Juan  Fidalgo  Nuevo,  D.  Juan  Martin  Gil  ,  Don 
Santiago  Rodríguez  Martínez,  y  al  Ayuntamiento  y  vecinos  de  Man- 
ganeso» de  la  Polvorosa ;  absolviendo  asi  bien  al  Duque  de  Osuna, 
Conde-Duque  de  Benaveote,  de  la  reconvención  contra  él  propuesta 
por  dichos  demandados,  sin  hacer  especial  condenación  de  costas  : 

Resultando  que  por  parte  de  D.  Mariano  Tellez  de  Girón,  Duque 
de  Osuna,  se  interpuso  recurso  de  casación  por  conceptuar  infrin- 
gidas : 

Io  La  doctrina  de  que  la  antigüedad  de  un  documento  hace  presu- 
mir la  veracidad  de  su  relato,  con  arreglo  á  la  que  habia  debido  repu- 
tarse veraz  al  Notario  autor  del  traslado  de  las  escrituras  dado  en  7  de 
Enero  de  1533,  al  afirmar  hace  más  de  tres  siglos  haber  tenido  á  la 
vista  el  original  de  las  escrituras  cuyo  tenor  literalmente  trascribía: 

2o  La  doctrina  de  que  la  grande  antigüedad  de  un  documento  pú- 
blico ajeno  á  todo  indicio  de  suplantación  basta  acreditar  la. calidad  de 
Escribano  en  la  persona  ante  quien  aparecía  otorgado,  ahora  bien  por 
virtud  de  estas  dos  máximas  queda  de  todo  punto  establecida  la  irrecu- 
sable fuerza  del  testimonio  de  1533  ;  por  la  una  se  justifica  que  Acacio 
de  Carbajal  era  en  efecto  Notario  de  Bcnavente,  sin  que  para  ello  se 
echen  de  ménos  legalizaciones  ni  pruebas ;  por  la  otra  que  dio  lesti 
monio  de  verdad  en  su  traslado,  sin  que  se  haya  menester  de  ulterior 
cotejo  con  el  registro  ó  el  original  verdadero  ;  ambas  pueden  reunirse 
en  esta  sola,  infringida  manifiestamente  por  la  sentencia  ;  la  falta  de 
escritura  original  puede  cumplirse  en  juicio  por  una  mera  copia  sufi- 
cientemente antigua  autorizada  por  Escribano  : 

3o  La  doctrina  de  que  el  trascurso  de  largo  tiempo  convalida  la 
fuerza  probatoria  de  un  traslado  cuyo  original  ha  desaparecido  aun- 
que le  falte  alguna  solemnidad,  cuando  ha  sido  confirmado  por  la  po- 
sesión durante  aquel  tiempo : 

4o  La  ley  2a,  tít.  16,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  que  trata 
de  'a  inscripción  en  los  registros  de  las  escrituras  antiguas  de  censos 
é  hipotecas  y  dice:  «  que  si  acaeciese  como  cada  dia  sucede,  perderse 
los  protocolos,  registros  y  originales  ,  que  se  tengan  por  original  para 
dicho  efecto  cualquier  copia  auténtica  : 

5o  La  doctrina  y  la  jurisprudencia  que  imponen  al  que  se  cree  per- 
judicado por  un  documento  público  producido  en  autos  y  que  cuando 
ménos  tiene  á  su  favor  la  presunción  de  autenticidad  la  obligación  de 
redargüirle  de  falso  :  doctrina  consignada  en  numerosas  sentencias  de 
este  Tribunal  Supremo,  que  confirman  á  la  vez  las  anteriores  doctrinas, 
entre  ellas  las  de  Io  de  Mayo  de  1858,  2i  de  Mayo  de  1860,  23  de  Mayo 
de  1863,  18  de  Noviembre  de  1865,  29  de  Setiembre  de  1866  y  20  de 
Febrero  de  1861 : 

6o  En  cuanto  la  sentencia  desconoce  que  hubo  constitución  de  cen- 
so y  cosa  censida,  y  que  ésta  fué  el  término  del  pueblo  de  Mangane- 
ses,  infringe  las  escrituras  de  1506  y  el  auto  ejecutorio  de  26  de  Abril 
de  1838,  dictado  en  el  expediente  sobre  presentación  de  títulos  : 

T  En  cuanto  la  sentencia  deriva  de  la  inexistencia  de  censo  enfitéu- 
tico,  la  absolución  de  una  demanda  en  la  que  sólo  se  habia  pedido  el 
reconocimiento  y  pago  de  pensiones  del  constituido  por  las  repelidas 
escrituras  infringe  la  ley  16,  tít.  22,  Partida  3a: 

Y  8°  Que  si  la  intención  del  actor  hubiese  sido  obtener  la  declaración 
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del  censo  con  tal  carácter  de  enfitéutico,  y  sus  pruebas,  en  sentir  de  la 
Audiencia,  no  hubiesen  bastado  á  demostrar  que  tuviese  tal  calidad, 
hubiera  sido  lo  procedente  declarar  precisamente  la  existencia  del  cen- 
so aunque  sin  ella,  y  tal  como  resulta  de  las  escrituras  de  4506  y  la 
sentencia  al  no  hacerlo  así  ha  infringido  la  ley  43,  tít.  2o,  Partida  3a, 
y  las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  basadas  en  la  misma,  entre 
ellas  las  de  18  de  Marzo  de  1862  y  18  del  mismo  mes  de  1868: 
Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Hilario  de  Igon: 
Considerando  que  la  ley  43,  tít.  2°,  Partida  3a,  ordena  que  cuando 
«ponen  los  demandadores  más  en  sus  demandas  que  non  les  deben, 
«maguer  el  demandador  non  pruebe  todo  cuanto  pusiese  en  su  deman- 
ada ,  que  en  aquello  que  probare  quel  vala  E  que  el  Juzgador  dé 

«sentencia  contra  el  demandado  en  tanto  cuanto  fuere  probado  con- 
«tra  él: a 

Considerando  que  áun  en  el  supuesto  de  haber  establecido  su  acción 
el  Duque  de  Osuna  reclamando  el  pago  de  pensiones  y  el  reconocimien- 
to de  un  censo  enfitéutico,  todavía  no  habiendo  justificado  que  el  cen- 
so tenga  carácter  de  enfitéutico  y  sí  el  de  una  pensión  procedente  de 
los  contratos  celebrados  en  las  escrituras  de  1506  que  presentó  en  su 
justificación,  cualquiera  que  sea  su  naturaleza,  tiene  derecho  á  que  se 
estime  su  demanda  en  lo  probado,  y  al  no  hacerlo  la  sentencia  recurri- 
da infringe  la  referida  ley  43,  tít.  2o,  Partida  3a,  citada  en  el  sétimo 
fundamento  del  recurso,  por  cunnto  la  condenación  en  una  pensión  de 
menor  gravámen  para  el  deudor  que  el  censo  enfitéutico  no  constitu- 
ye cosa  diversa  de  la  pedida; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recor- 
dé casación  interpuesto  por  D.  Mariano  Tellez  Girón,  Duque  de  Osu- 
na, contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audien- 
cia de  Vallado! id  en  22  de  Octubre  de  1815,  en  su  consecuencia  casa- 
mos y  anulamos  dicha  sentencia;  líbrese  órden  á  la  referida  Audiencia 
para  que  remita  los  autos  originales  á  los  efectos  de  la  ley,  y  devuél- 
vase al  recurrente  el  depósito  que  constituyó.  —  (Sentencia  publicada 
el  31  de  Marzo  de  1877,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  14  de  Agosto  del 
mismo  año.) 
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Recurso  de  casación  (31  de  Marzo  de  1877).— Pago  de  reales. 
—  Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lu- 
gar al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Diego  Hamos  y  Robles 
contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla, 
en  pleito  con  Doña  María  de  la  Concepción  Amigo  y  Doña  Teresa  Illa- 
na,  y  se  resuelve: 

Io  Que  si  un  testador  lega  á  los  hijos  de  un  hermano  tres  inscrip  - 
dones  de  renta  anual  sobre  el  Gran  libro  de  la  Deuda  de  Francia,  sien* 
do  su  expresa  voluntad  que  por  entónces  y  miéntras  no  ocurriese  justa 
causa,  que  habia  de  ser  calificada  tal  por  uno  de  sus  sobrinos,  habian  de 
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continuar  sus  capitales  impuestos  donde  se  hallaban ,  debiéndose  sólo 
procurar  su  trasferencia  en  virtud  de  aquella  cláusula,  asignando  una 
sexta  parte  de  su  importancia  nominalmenle  á  cada  uno  de  los  expre- 
sados sus  sobrinos;  al  condenar  la  Sala  sentenciadora  á  uno  de  éstos 
al  pago  de  6.000  rs.,  importe  de  la  sexta  parte  de  los  gastos  hechos 
para  la  nueva  inscripción  en  el  Gran  libro  de  la  renta  francesa  á  nom- 
bre de  los  seis  legatarios  de  esas  mismas  inscripciones,  entiende  y 
aprecia  llanamente  y  como  suenan  las  palabras  del  testador,  teniendo 
en  cuenta  la  facultad  expresa  y  terminante  concedida  para  hacer  la 
trasferencia;  y  por  tanto  no  infringe  el  testamento,  ley  particular  del 
caso,  ni  la  doctrina  legal  dictada  por  el  Tribunal  Supremo,  de  que 
el  testamento  es  verdadera  ley  á  la  cual  deben  atenerse  los  Tribu- 
nales para  fallar: 

2o  Que  esa  operación  necesaria  de  trasferencia  á  favor  de  los  lega- 
tarios  de  las  inscripciones  hechas  por  el  que  estaba  exclusivamente 
facultado  para  ello  en  el  testamento,  no  es  venta  ni  transacción,  ni 
préstamo  al  menor,  ni  contrato  que  hiciera  necesaria  la  autorización 
judicial  y  la  intervención  del  curador  ó  marido  de  la  mujer  casada, 
sino  un  acto  cumplidamente  ajustado  á  la  voluntad  del  testador  y  con- 
sentido por  los  demás  legatarios;  y  en  su  virtud,  estimándose  asi,  no  se 
infringen  las  leyes  5a,  tit.  19,  Partida  68,  55  de  Toro,  y  59,  tit.  18, 
Partida  3a. 

JT3°  Que  no  habiéndose  excepcionado  la  prescripción,  no  pueden 
alegarse  como  infringidas  las  leyes  que  se  refieren  á  la  misma. 

En  la  villa  y  corle  de  Madrid,  á  31  de  Marzo  de  4877,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nós  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Sanlúcar  la  Mayor 
y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla  por  Doña  María  de  la 
Concepción  Amigo  y  Mier  y  Doña  Teresa  Mana  y  Mier  con  D.  Diego 
Ramos  y  Robles  como  marido  de  Doña  Manuela  de  Mier  y  Jiménez,  y 
hoy  ésta  por  si  por  fallecimiento  de  aquel  sobre  pago  de  reales: 

Resultando  que  D.  José  de  Mier  y  Salcedo  otorgó  testamento  en 
esta  corte  en  20  de  Setiembre  de  1851,  bajo  el  que  falleció  en  3  de  Ju- 
lio de  1353,  en  el  cual  legó  á  los  seis  hijos  de  su  difunto  hermano  Don 
Antonio  de  Mier,  habidos  en  sus  dos  matrimonios,  D.  Antonio,  Doña 
Hilaria,  y  Doña  Manuela  de  Mier  y  Jiménez,  y  Doña  Rosario,  Doña  Cár- 
men  y  Doña  Antonia  de  Mier  y  Santos  las  tres  inscripciones  de  renta 
anual  sobre  el  Gran  libro  de  la  Deuda  de  Francia  que  habian  producido 
hasta  entónces  6.500  francos  por  partes  iguales,  no  pudiendo  reclamar 
ninguno  de  ellos  más  que  una  sexta  parte  de  dichas  tres  inscripcio- 
nss;  siendo  su  expresa  voluntad  que  á  lo  ménos  por  entónces  y  mien- 
tra» no  ocurriera  causa  justa,  que  habia  de  ser  calificada  de  tai  por  su 
sobrino  D.  Manuel  María  Amigo  y  Mier,  habian  de  continuar  sus  capi- 
tales impuestos  donde  se  hallaban,  debiéndose  sólo  procurar  su  tras- 
ferencia en  virtud  de  aquella  cláusula,  asignándose  una  sexta  parte  de 
su  importancia  nominalmente  á  cada  uno  de  los  expresados  sus  sobri- 
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nos,  y  aunque  desde  luégo  ó  cuando  lo  tuviera  por  conveniente  podría 
disponer  libremente  de  la  suya  D.  Antonio  de  Mier  y  Jiménez,  no  así 
sus  hermanas,  pues  aunque  llegara  el  caso  de  que  extrajeran  de  donde 
se  hallaban  las  otras  cinco  sextas  partes  de  las  inscripciones,  quería 
ue  se  impusieran  de  nuevo  donde  se  conservase  con  seguridad  y  pro- 
ujeren  los  réditos  reculares,  que  serian  los  que  solamente  podrían 
percibir  por  partes  iguales  miéntras  permaneciesen  solteras,  pues 
ueria  y  era  su  voluntad  que  los  capitales  no  entrasen  nunca  en  su  po- 
er,  y  que  sólo  pudieran  disponer  individualmente  de  ellos  cuando  to- 
masen estado  ó  al  tiempo  de  su  fallecimiento,  pues  su  intención  era 
úe  si  no  lo  tomaban  contaran  siempre  con  lo  necesario  para  vivir  con 
ecencia  y  evitarles  que  se  vieran  reducidas  á  la  miseria;  que  viendo 
que  si  llegaba  el  caso  de  que  los  capitales  se  hubieran  de  imponer 
nuevamente,  la  imposición  se  hiciera  precisamente  por  su  sobrino  el 
Presbítero  D.  Manuel  María  Amigo  y  Mier,  á  quien  autorizó  para  que 
si  alguna  de  sus  indicadas  sobrinas  no  observase  la  conducta  que  debia 
tener,  pudiera  privarla  del  usufructo  y  propiedad  de  la  parte  que  la 
correspondiese,  acreciendo  á  sus  hermanas  aquello  de  que  la  privase. 
Instituyó  heredera  á  su  cuñada  Doña  Manuela  de  Mier  y  Salcedo,  ca- 
sada con  D.  Manuel  Illana;  y  en  una  adición  que  hizo  á  su  testamento,, 
mandó  á  cada  una  de  sus  seis  sobrinas  i.OOO  rs.  para  comprar  ropa  y 
poder  mantenerse  miéntras  ponían  corriente  y  en  su  favor  el  legado 
que  les  dejaba  en  su  testamento  de  las  tres  inscripciones  de  renta 
francesa  : 

Resultando  que  D.  Manuel  Amigo,  para  cumplir  el  encargo  que  le 
hizo  su  tio,  verificó  la  trasferencia  de  las  inscripciones  de  la  deuda 
francesa,  ascendiendo  los  derechos  y  demás  gastos  á  la  cantidad  de 
38.000  rs.  18  mrs.,  según  la  cuenta  que  presentó,  correspondiendo  á 
cada  uno  de  los  seis  sobrinos  6.338  rs.  3  mrs.  que  cobró  respectivamen- 
te de  cada  uno  de  ellos,  excepto  de  Doña  Manuela  Mier: 

Resultando  que  ésta  contrajo  matrimonio  con  D.  Diego  Ramos,  y 
que  habiéndola  hablado  D.  José  Fernandez  Santa  Cruz  por  encargo  de 
D.  Manuel  Amigo  para  que  le  abonase  la  partida  de  los  derechos  de 
trasferencia,  le  dirigió  una  carta  que  no  tiene  fecha,  manifestándole 
que  la  había  sorprendido,  no  porque  dejase  de  ser  justa,  sino  por  la 
ocasión  en  que  se  hacia  ;  que  no  tenía  por  entónccs  recursos  con  que 
pagarle,  y  si  se  conseguía  lo  que  le  tenía  dicho,  podrian  salir  de  su 
compromiso  sin  causarles  grandes  males: 

Resultando  que  D.  Manuel  Amigo  falleció  en  S2  de  Agosto  de- I 869 
y  que  en  8  de  Agosto  de  «870  sus  herederas  Doña  Concepción  Amigo  y 
Doña  Teresa  Illana  entablaron  la  demanda  objeto  de  este  pleito,  para 

Sue  se  condenase  á  D.  Diego  Ramos  y  Robles  como  marido  de  Doña 
ianuela  Mier  al  pago  de  6. 000  rs.  que  aquella  confesaba  por  su  carta 
sor  en  deber,  con  la  protesta  de  reclamar  el  exceso  que  según  la  cuenta 
llevada  al  efecto  aparecía  sobre  dicha  cantidad,  con  más  las  costas  de 
la  instancia,  exponiendo  al  efecto  como  hechos  la  cláusula  del  legado 
de  l.s inscripciones  porD.  José  de  Mier;  el  pago  de  los  derechos  por 
Don  Manuel  Amigo;  el  cobro  de  su  parte  respectiva  á  los  demás  lega- 
tarios y  la  confesión  de  la  obligación  de  deuda  por  Doña  Manuela  en> 
su  carta  sin  fecha  ;  y  como  fundamentos  de  derecho  la  máxima  reco- 
nocida de  que  nadie  puede  enriquecerse  con  daño  de  tercero,  cuando 
por  ese  gasto  indispensable  obtuvo  cobrar  la  parte  que  le  correspon- 
día en  aquel  legado : 
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Resultando  que  D.  Diego  Ramos  impugnó  ]a  demanda,  alegando 
que  D.  Manuel  Amigo  satisfizo  los  derechos  de  irasferencia  sin  inter- 
vención de  nadie  ni  autorización  ni  justificación  de  su  necesidad  y  uti- 
lidad por  parte  de  Doña  Manuela,  ni  exámen  ni  aprobación  posterior 
de  la  cuenta  ni  autorización  para  su  abono;  que  la  falta  de  reclama- 
ción á  Doña  Manuela  Mier  miénlras  estuvo  soltera  y  á  su  marido  des- 
pués de  casada,  indicaba  que  no  habia  querido  cobrarle  aquella  suma 
haciéndole  "gracia  de  su  importe  por  su  especial  afecto  ;  y  que  la  carta 
sin  fecha  en  que  se  apoyaba  la  demanda  no  tenía  valor  alguno,  puesto 
que  se  hallaba  escrita  por  una  mujer  casada  sin  intervención  de  su 
marido : 

Resultando  que  el  demandado  dedujo  ásu  vez  reconvención  contra 
las  demandantes  para  el  pago  de  cierta  cantidad  por  otro  concepto,  lo 
cual  no  es  objeto  del  recurso,  y  que  sustanciado  el  juicio  en  dos  ins- 
tancias, dictó  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla  en  11  de 
Enero  de  1876  sentencia  revocatoria  condenando  á  D.  Diego  Ramos  y 
Robles,  como  marido  de  Doña  Manuela  de  Mier  y  Jiménez,  al  pago  de 
los  6.000  rs.  á  las  demandantes  absolviéndolas  de  la  reconvención, 
sin  hacer  especial  condenación  de  costas  : 

Recitando  que  D.  Diego  Ramos  y  Robles  interpuso  recurso  de  ca- 
sación por  haberse  infringido  á  su  juicio: 

i°  La  ley  particular  del  caso,  ó  sea  el  testamento  de  D.  José  Mier  y 
Salcedo  de  26  de  Mayo  de  1851,  y  la  doctrina  legal  de  que  el  testa- 
mento es  verdadera  ley,  á  la  cual  deben  atenerse  los  Tribunales  para 
fallar,  contenida  en  las  sentencias  de  este  Supremo  Tribunal  de  24  de 
Marzo  de  1857,  23  de  Diciembre  de  1859  y  30  de  Junio  de  1866,  cuan- 
do á  pesar  de  que  el  testador  legó  en  su  testamento  á  Doña  Manuela 
Mier  una  sexta  parte  del  valor  de  las  tres  inscripciones  de  renta  anual 
que  tenian  en  el  Gran  libro  de  la  Deuda  francesa  sin  reducción  ni  des- 
cuento de  ningún  género,  reducía,  sin  embargo,  el  legado  en  la  can- 
tidad de  6.000  rs.  que  condenaba  á  pagar  á  la  legataria  por  la  Irasfe- 
rencia de  la  cosa  legada: 

2o  La  doctrina  legal  de  que  las  palabras  de  los  testadores  deben  en- 
tenderse llanamente  y  como  suenan,  y  de  que  separándose  una  senten- 
cia de  la  expresa  voluntad  de  los  testadores,  que  es  la  ley  de  los  litigios 
sobre  sucesión,  la  infringe  y  procede  contra  ella  el  recurso  de  casa- 
ción, doctrina  contenida  en  las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo 
de  30  de  Abril  de  1857,  30  de  Diciembre  de  1861  y  28  de  Enero  y  30 
de  Diciembre  de  1862;  porque  no  obstante  deducirse  claramente  de  la 
cláusula  legataria  del  testamento  d<?  D.  José  Mier  que  su  voluntad  era 
dejar  íntegra  la  sexta  parte  del  legado  á  Doña  Manuela  Mier,  suponía 
por  el  contrario  que  debia  gravarse  esta  sexta  parte  con  los  derechos 
de  traslación  exigidos  en  Francia,  gravámen  que  debia  pesar  exclusi- 
vamente, no  habiéndose  expresado  nada  en  oposición  sobre  la  herede- 
ra universal  de  D.  José  Mier,  y  rto  sobre  los  legatarios  de  un  legado  de 
cantidad: 

3o  La  ley  5a,  tit.  19  de  la  Partida  6a,  que  dice  por  cuáles  razones 
puede  el  menor  desatar  los  pleitos  é  las  posturas  que  fueron  fechas  á 
daño  de  sí,  y  la  doctrina  legal  de  que  los  menores  no  pueden  obligarse 
sino  con  la  intervención  de  sus  tutores  y  curadores,  toda  vez  que  hacia 
responsable  la  sentencia  á  Doña  Manuela  Mier  de  una  cantidad  suplida 
por  D.  Manuel  Amigo  sin  autorización  ni  consentimiento  de  la  menor 
«i  del  curador  ad  lona  que  entónces  tenía,  y  aunque  se  quisiera  supo- 
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nerque  la  cantidad  que  se  decía  pagada  por  D.  Manuel  Amigo  para  la 
trasferencia  de  las  inscripciones  fué  en  la  parte  correspondiente  á  Doña 
Manuela  Mier  un  préstamo  ó  adelanto  hecho  á  una  menor  habría  tam- 
bién infringido  la  sentencia,  al  condenar  al  pago  á  la  recurrente,  la 
ley  3a,  tit.  4°  déla  Partida  5a  que  dice:  que  el  empréstito  hecho  en 
daño  del  menor  no  vale;  que  se  negaría  ciertamente  reduciendo  con 
«se  préstamo  ó  adelanto  el  capital  legado  á  la  menor  que  redundó  eu 
su  perjuicio. 

4°  Al  considerarla  obligada  á  Doña  Manuela  Mier  al  pago  de  los 
6.000  rs.  por  virtud  de  la  carta  sin  fecha  dirigida  á  D.  Manuel  Amigo, 
después  de  estar  casada  con  D.  Diego  Ramos,  la  ley  55  de  Toro  que 
dice  que  la  mujer  durante  el  matrimonio  no  puede  hacer  contrato  al- 

Íjuno  sin  licencia  de  su  marido;  y  no  constaba  que  Doña  Manuela  Mier 
a  hubiera  solicitado  y  obtenido  al  escribir  dicha  carta: 

5°  La  ley  59,  tit  18  de  la  Partida  3a,  y  los  artículos  140 1,  1411 
y  1412  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  que  exigen  licencia  judicial 
para  la  venta  de  bienes  de  menores  y  para  la  transacción  de  derechos 
de  los  mismos,  puesto  que  se  consideraba  válido  el  acto  ejecutado  por 
Don  Manuel  Amigo  como  albacea  de  D.  José  Mier  al  gestionar  la  tras- 
ferencia de  las  inscripciones,  cuya  sexta  parte  correspondía  á  Doña 
Manuela  Mier,  y  al  satisfacer  una  suma  de  la  cual  privaba  á  ésta,  que 
era  menor,  sin  autorización  judicial  y  sin  previa  justificación  de  utili- 
dad y  necesidad: 

Y  6o  La  ley  15,  tit.  89  de  la  Partida  3a,  que  sólo  exige  tres  años 
para  prescribir  las  cosas  muebles  y  las  deudas,  y  aunque  quisiera  su- 
ponerse nue  al  crédito  de  ü.  Manuel  Amigo  debía  aplicarse  la  regla 
general  de  la  prescripción  de  10  años  entre  presentes  y  20  entre  ausen- 
tes, siempre  resultaría  trascurrido  con  exceso  a  favor  de  Doña  Manue- 
la Mier  el  tiempo  de  la  prescripción  ;  porque  si  la  deuda  nació  el 
año  1852  no  se  había  reclamado  judicialmente  hasta  1870,  y  no  se  ne- 
garía que  estaban  presentes  y  vivían  en  la  misma  vencidad  el  que  se 
consideraba  acreedor  y  la  que  se  reputaba  como  deudora  : 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Casimiro  Huerta  Murillo  : 
Considerando  que  al  condenar  la  Sala  sentenciadora  á  Doña  Manue- 
la Mier  al  pago  de  6.000  rs.  importe  de  la  sexta  parte  de  los  pastos  he- 
chos para  la  nueva  inscripción  en  el  Gran  libro  de  la  renta  francesa  á 
nombre  de  los  seis  legatarios  de  esas  mismas  inscripciones,  ha  enten- 
dido y  apreciado  llanamente  y  como  suenan  las  palabras  del  testador 
Don  José  de  Mier,  teniendo  en  cuenta  la  facultad  expresa  y  terminante 
que  concede  á  D.  Manuel  Amigo  y  Mier  para  hacer  la  trasferencia  ; 
y  por  tanto  no  se  ha  infringido  el  testamento  de  D.  José  de  Mier, 
ley  particular  del  caso,  ni  la  doctrina  que  se  cita  en  los  motivos  Io 
y  2o : 

Considerando  que  esa  operación  necesaria  de  trasferencia  á  favor 
de  los  legatarios  de  las  inscripciones  hechas  por  D.  Manuel  Amigo  y 
Mier  exclusivamente  facultado  para  ello  en  el  testamento  de  su  tio 
D.  José  de  Mier,  no  es  venta  ni  transacción  ni  préstamo  al  menor  ni 
contrato  que  hiciera  necesaria  la  autorización  judicial  y  la  interven- 
ción del  curador  ó  marido  de  la  mujer  casada,  sino  un  acto  cumplida- 
mente ajustado  á  la  voluntad  del  testador  y  consentido  por  los  demás 
legatarios,  y  en  su  virtud  estimándose  asi  no  han  sido  infringidas  las 
leyes,  doctrinas  y  artículos  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  citadas 
en  los  motivos  3o,  4o  y  5o: 
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Considerando  qae  no  habiéndose  excepcionado  la  prescripción,  no 
pueden  alegarse  como  infringidas  leyes  que  se  refieren  á  la  misma  ; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Diego  Ramos  y  Mobles  como  ma- 
rido de  Doña  Manuela  Mier  y  Jiménez,  y  sostenido  por  ésta  por  si  por 
fallecimiento  de  aquel,  á  la  que  condenamos  en  las  costas;  y  líbre- 
se la  oportuna  certificación  á  la  Audiencia  de  Sevilla  con  devolución 
de  los  documentos  que  ha  remitido. — (Sentencia  publicada  el  31  de 
Marzo  de  Í.S77,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  I i  de  Agosto  del  mismo 
año.) 
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Itccurgo  de  «anadón  (2  de  Abril  de  1877).  —  Pago  de  reales. 
—  Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar 
al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Hilario  Ruiz  y  Ortiz  contra 
la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en 
pleito  con  D.  José  Ayuso,  y  se  resuelve: 

\°  Que  los  motivos  en  que  se funde  un  recurso  han  de  apreciarse  con 
relación  al  fallo  y  á  los  hechos  consignados  en  el  pleito  en  forma  feha- 
ciente, porque  contra  los  considerandos  de  la  sentencia  no  se  da  el  re- 
curso de  casación : 

2o  Que  el  Tribunal  Supremo  tiene  declarado  que  por  autorizados  y 
respetables  que  sean  los  escritores  de  derecho,  no  puede  fundarse  en  sus 
opiniones  el  recurso  de  casación,  sino  que  ha  de  apoyarse  en  las  verda- 
deras doctrinas,  que  son  las  admitidas  por  la  jurisprudencia  de  los 
Tribunales : 

3o  Que  la  ley  10,  tít.  U,  Partida  5a,  no  resuelve  la  aplicación  que 
ha  de  darse  á  los  payos  á  cuenta  de  deuia  agravada  con  peño  ó  por 
otro  agravamiento  semejante : 

4o  Que  es  inoportuno  invocar  los  preceptos  de  dicha  ley,  cuando  no 
está  justificado  que  haya  más  de  una  sola  deuda: 

5o  Que  si  el  auto  recurrido  se  limita  á  aprobar  una  liquidación  he- 
cha por  el  actuario  de  conformidad  con  las  bases  determinadas  en 
otro  auto  firme  por  el  consentimiento  de  las  partes,  léjos  de  infringir 
la  autoridad  de  la  cosa  juzgada  en  ese  auto  consentido,  la  respeta  y  la 
ejecuta ; 

6o  Que  la  ley  de  U  de  Marzo  de  1859,  no  contraria  la  facultad  de 
las  partes  para  convenir  el  interés  que  ha  de  abonar  el  deudor,  ni  pro- 
hibe que  capitalizando  intereses  líquidos  y  no  satisfechos  se  estipulen 
de  nuevo  réditos  sobre  el  aumento  de  capital ; 
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Y  7o  Que  no  puede  tener  aplicación  á  un  caso  la  doctrina  sentada 
en  la  decisión  de  otro  distinto  de  aquel  á  que  trata  de  aplicarse. 

En  la  villa  y  rorte  de  Madrid  ,  á  2  de  Abril  de  1877,  en  los  autos 

3ne  ante  Nos  penden  por  recurso  de  casación  seguidos  en  el  Juzgado 
e  primera  instancia  del  distrito  de  la  Latina  y  en  la  Sala  primera  de 
la  Audiencia  de  este  territorio  por  D.  Hilario  Ruii  y  Ortiz  con  D.  José 
Ayuso  sobre  pago  de  reales,  hoy  aprobación  de  una  liquidación  : 

Resultando  que  en  8  de  Julio  de  \ 865  celebraron  D  Hilario  Ruiz 
Ortiz  y  D.  José  Ayuso  un  acto  de  conciliación,  en  el  cual  el  primero 
reclamó  al  segundo  el  pago  de  3.450  rs.  que  le  era  en  deber  por  ade- 
lantos que  le  tenia  hechos  á  lo  que  contestó  el  reconvenido  que  reco- 
nocía la  deuda  y  su  procedencia,  y  para  su  pago  cedia  120  rs.  mensua- 
les ó  la  parte  que  correspondiese  del  sueldo  que  disfrutaba  como  Te- 
niente del  provincial  de  Madrid,  consintiendo  en  que  se  pasara  A  su 
Jefe  respectivo  el  correspondiente  oficio  de  retención  ;  obligándose 
además  á  pagar  el  5  por  100  mensual  desde  aquel  dia,  caso  que  por 
cualquier  motivo  no  tuviese  efecto  la  retención,  hasta  que  ésta  se  veri- 
fícase, con  cuya  contestación  se  conformó  Ruiz  y  Ortiz: 

Resultando  que  seguidos  autos  para  llevar  á  efecto  lo  convenido  en 
47  de  Julio  de  1875  se  practicó  la  liquidación  acordada  en  5  del  mismo 
mes,  y  comunicada  á  las  partes,  la  impugnó  el  acreedor,  pidiendo  que 
se  declarase  bien  hecha  otra  de  H  de  Diciembre  de  1874,  y  el  deudor 
devolvió  los  autos,  conformándose  con  la  de  17  de  Julio  que  se  le  ha- 
bía comunicado: 

Resultando  que  por  auto  de  19  de  Agosto  de  1875  el  Juez  de  pri- 
mera instancia  aprobó  cuanto  há  lugar  en  derecho  la  referida  liquida- 
ción por  halarse  ajustada  á  las  bases  establecidas  en  el  auto  de  5  del 
expresado  mes  de  Julio  consentido  por  las  partes,  y  condenó  á  las  mis- 
mas á  estar  y  pasar  por  ella,  y  á  D.  Hilario  Ruiz  además  en  todas  las 
costas  causadas  desde  el  folio  33  en  adelante,  fundando  esta  condena  en 
que  la  ocultación  que  ha"bia  hecho  sobre  las  cantidades  que  tenía  reci- 
bidas de  D.  José  Ayuso  dió  lugar  á  la  reforma  de  la  liquidación  de 
\  1  de  Diciembre  de  1874,  así  corno  su  infundada  oposición  á  la  última- 
mente practicada  ha  ocasionado  costas  que  se  hubieran  evitado  si  hu- 
biese manifestado  los  verdaderos  datos  que  para  la  misma  debería  te- 
ner presente  el  actuario  encargado  de  la  operación: 

Resultando  que  apelado  este  auto  por  D.  Hilario  Ruiz,  la  Sala  pri- 
mera de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  este  territorio,  en  auto  de  28  de 
Enero  de  4 876  aceptando  los  fundamentos  que  había  expuesto  el  Juez 
de  primera  instancia,  y  entre  ellos  el  de  que  los  pagos  hechos  por 
Ayuso  deben  imputarse  al  capital  adeudado  por  no  haberse  pactado 
que  se  pagasen  primero  los  intereses,  y  limitándose  á  resolver  el  par- 
ticular que  era  objeto  de  la  apelación  ,  cualquiera  que  fuese  la  inteli- 
gencia y  alcance  de  ly  convenido  en  el  acto  de  conciliación,  de  cuya 
ejecucio'n  se  trata  ,  confirmó  con  las  nuevas  costas  dicho  auto  ape- 
lado: 

Resultando  por  manifestación  del  acreedor  que  la  retención  del 
sueldo  de  D.  José  Ayuso  principió  en  2  de  Agosto  de  1870,  y  que  en 
Abril  de  1873  tenía  percibidas  2.989  pesetas  75  céntimos,  ó  sean 
1 1.959  rs.  vn.,  y  que  en  la  liquidación  que  impugna  se  reconoce  un 
saldo  á  su  favor  de  1  194  pesetas  25  céntimos. 

Resultando  que  contra  el  expresado  auto  de  la  Sala  de  28  de  hinero 
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de  1876  interpuso  D.  Hilario  Ruiz  recurso  de  casación  por  conceptuar 
infringidas: 

Io  La  ley  del  contrato,  ó  sea  el  principio  pacta  sunt  servanda,  y  la 
máxima  legal  de  que  la  voluntad  de  los  contrayentes  es  la  ley  en  la 
materia  del  contrato,  según  doctrina  repetidamente  sancionada  por 
este  Tribunal  Supremo  en  sentencias,  entre  otras,  en  la  de  31  de  Di- 
ciembre de  1859,  porque  entre  D.  Hilario  Ruiz  y  D.  José  Ayuso  existe 
el  contrato  contenido  en  el  acta  del  juicio  convenido,  cuyo  cumpli- 
miento ha  dado  lugar  á  este  pleito,  y  en  él  al  incidente  de  la  liquida- 
ción que  se  ventila,  y  según  la  voluntad  expresa  de  las  partes  en 
aquel  contrato  se  convinieron  en  que  desde  la  fecha  ó  sea  10  de  Julio 
de  1865  ,  D.  José  Ayuso  habia  de  P  'gar  en  concepto  de  pena  el  interés 
de  5  por  100  mensual  de  la  cantidad  convenida  hasta  tanto  que  extin- 
guiese toda  la  deuda,  y  por  tanto,  según  su  intención  y  los  términos 
también  del  contrato,  hasta  tanto  que  no  estuviesen  cubiertos  los  in- 
tereses y  el  capital,  éste  debia  devengar  intereses: 

2o  La  doctrina  legal  de  que  no  habiendo  convenido  otra  cosa  el 
acreedor  y  el  deudor,  lo  que  se  paga  se  aplica  primero  á  los  intereses  y 
después  al  principal  sancionada  por  este  Tribunal  Supremo  en  varias 
sentencias,  entre  otras,  en  la  de  13  de  Abril  de  1861 ,  cuya  doctrina  la 
lian  adoptado  desde  los  primeros  tiempos  los  Códigos  y  los  juriscon- 
sultos, no  pudiendo  ser  más  explícita  acerca  de  ella  la  ley  5a,  til.  3°, 
libro  46  del  Digesto,  la  cual  ha  aceptado  nuestro  derecho,  pues  la 
ley  10,  tít.  14,  Partida  5a  está  casi  literalmente  traducida  de  la  roma- 
na ,  y  Gregorio  López,  al  comentar  aquella  ley,  emplea  las  mismas 
palabras  de  la  romana  : 

3°  La  autoridad  de  la  cosa  juzgada  según  la  sancionan  la  ley  19,  ti- 
tulo 22  de  la  Partida  3a,  y  muchas  sentencias  de  este  Tribunal  Supre- 
mo, porque  estando  fuera  de  duda  que  lo  convenido  en  acto  de  conci- 
liación tiene  fuerza  de  sentencia  ejecutoria,  es  consiguiente  que  el 
mismo  valor  tendrá  lo  que  en  8  de  Julio  de  1 865  convinieron  D.  Hila- 
rio Ruiz  v  D.  José  Ayuso,  y  contra  ella  va  directamente  la  sentencia, 
así  como  contra  el  auto  de  5  de  Junio  de  1872  ,  que  fué  consentido  por 
las  parles,  y  tiene  por  lo  tanto  fuerza  ejecutoria  : 

4o  El  art.  2°  de  la  ley  áá  14  de  Marzo  de  1856  sobre  la  libertad  del 
interés  en  su  relación  con  el  art.  "¡°y  y  la  sentencia  de  31  de  Enero 
de  1868  que  estableció  que  ínterin  no  se  devuelve  la  cantidad  que  se 
ha  recibido  á  préstamo  ó  no  se  extingue  por  otro  medio  legal  la  obliga- 
ción ,  está  el  deudor  obligado  á  satisfacer  á  su  acreedor  los  intereses 
pactados  en  el  contrato,  todo  lo  cual  supone  que  lo  último  que  en  el 
préstamo  á  interés  se  devuelve  ó  paga  es  el  capital  : 
Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Felipe  Viñas: 
Considerando  que  los  motivos  en  que  se  funda  el  recurso  de  casa- 
ción han  de  apreciarse  con  relación  al  fallo  y  á  los  hechos  consignados 
en  el  pleito  en  forma  fehaciente,  puesto  que  contra  Ioj  considerandos 
de  la  sentencia  no  se  da  aquel  recurso: 

Considerando  que  el  auto  contra  que  se  recurre  no  infringe  la  ley 
del  contrato,  el  axioma  de  derecho  y  las  doctrinas  de  jurisprudencia 
que  se  invocan  en  el  primer  motivo,  porque  en  la  conciliación  de  8  de 
Julio  de  1865  no  se  pactó  acerca  de  la  aplicación  que  preferentemente 
liabia  de  darse  á  las  cantidades  que  se  fueren  descontando  de  su  suel- 
do á  D.  José  Ayuso,  ni  tampoco  que  el  5  por  100  mensual  que  se  obli- 
gó á  pagar  si  por  cualquier  motivo  no  tenía  efecto  la  retención,  hasta 
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que  ésta  se  verifícase  había  de  durar  más  allá  del  dia  en  que  la  reten- 
ción se  efectuó,  que,  según  el  mismo  acreedor,  tuvo  lugar  en  t  de 
Agosto  de  1870: 

Considerando  que  este  Tribunal  Supremo  ha  declarado  repetida- 
mente que  por  autorizados  y  respetables  que-sean  los  escritores  de  de- 
recho, no  puede  fundarse  en  sus  opiniones  el  recurso  de  casación, 
sino  que  ha  de  apoyarse  en  las  verdaderas  doctrinas,  que  son  las  admi- 
tidas ppr  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales,  y  que  por  tanto  no  pueden 
ser  tenidas  en  cuenta  en  las  leyes  romanas  que  se  citan  en  el  segundo 
motivo  en  las  diversas  opiniones  de  que  en  él  se  hace  mérito,  y  tanto 
más  cuanto  el  mismo  glosador,  que  como  autoridad  invoca  el  recur- 
rente, expone  terminantemente  rjue  la  ley  10,  tit.  14,  Partida  5a,  que 
como  infringida  se  cita,  no  resuelve  la  aplicación  que  ha  de  darse  á  los 
pagos  á  cuenta  de  deuda  agravada  con  peño  ó  por  otro  agravamiento 
semejante: 

Considerando,  por  otra  parte,  que  es  inoportuno  invocar  los  pre- 
ceptos de  dicha  ley,  como  también  tiene  declarado  este  Tribunal  Su- 
premo, cuando  no  está  justificado  que  haya  más  de  una  sola  deuda, 
como  en  el  caso  de  autos  acontece,  y  que  si  así  no  fuera  y  se  pudiese 
estimar  una  la  deuda  anterior  a  8  de  Julio  de  1865,  y  otra  la  contraída 
entonces  por  D.  José  Ayuso,  la  citada  ley  JO,  tít.  14,  Partida  5a,  no 
habría'  sido  infringida,  como  no  lo  fué  tampoco  la  doctrina  contenida 
en  la  sentencia  de  casación  de  23  de  Abril  de  1861  que  resuelve  una 
cuestión  completamente  distinta  de  la  controvertida  en  estos  autos, 
como  lo  demuestra  la  exposición  que  de  ella  hace  el  mismo  recur- 
rente: 

Considerando  que  limitado  el  auto  recurrido  á  aprobar  la  liquida- 
ción de  17  de  Julio  de  \  875  hecha  por  el  actuario,  de  conformidad  con 
las  bases  determinadas  en  otro  auto  firme  por  consentimiento  de  las 
partes  cuyos  términos,  así  como  los  de  la  operación  aprobada,  sólo 
conoce  esta  Sala  por  las  afirmaciones  del  recurrente,  lejos  de  infringir 
la  autoridad  de  la  cosa  juzgada  en  ese  auto  consentido,  se  ve  que  la 
respeta  y  ejecuta: 

Considerando  que  áun  comprendiendo  en  las  disposiciones  de  la  ley 
de  14  de  Marzo  de  1856  la  avenencia  de  8  de  Julio  de  1865  entre  Ortiz 
y  Ayuso,  no  se  ha  infringido  por  la  Sala  el  art.  2o  de  dicha  ley  en  re- 
lación con  el  art.  7o  como  en  el  cuarto  motivo  se  pretende,  porque  ni 
se  contraría  la  facultad  con  que  las  partes  han  convenido  lo  que  tu- 
vieron por  conveniente  respecto  al  interés  que  el  deudor  había  de  sa- 
tisfacer en  los  términos  allí  pactados  ni  se  les  prohibe  que  capitalizan- 
do intereses  líquidos  y  no  satisfechos,  estipulen  de  nuevo  réditos  so- 
bre el  aumento  de  capital,  que  es  lo  que  dichos  artículos  ordenan  y 
permiten : 

Considerando,  por  último,  que  no  es  aplicable  al  presente  pleito  la 
doctrina  consignada  en  la  sentencia  de  31  de  Enero  de  1868  citada 
también  en  el  cuarto  motivo,  puesto  que  la  diferencia  de  casos  se  per- 
cibe teniendo  en  cuenta  que  en  el  de  dicha  sentencia  se  pretendía  que 
los  réditos  expresamente  estipulados  cesasen  desde  que  el  deudor  esti- 
puló en  acto  de  conciliación  al  acreedor  á  que  cediese  en  favor  de  uno 
6  más  terceros  todos  los  derechos  hipotecarios  que  por  diferentes  es- 
crituras tenia  contra  él,  recibiendo  de  aquellos  en  su  virtud  la  canti- 
dad que  resultara  líquida,  y  en  el  presente  pleito  se  trata  de  llevar  á 
efecto  un  contrato  y  un  auto  consentido,  con  arreglo  al  cual  se  fija  de- 
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fmtivamente  el  importe  de  la  deuda  allí  reconocida  en  parte  y  en  par- 
te contraída  de  nuevo; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Hilario  Ruiz  y  Ortiz,  á  quien  con- 
denamos en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  la  cantidad  de  1.000  pesetas 
que  depositó,  que  se  distribuirán  con  arreglo  á  derecho  :  líbrese  á  la 
Audiencia  de  esta  corte  la  correspondiente  certificación  con  devolución 
del  documento  remitido.  —  (Sentencia  publicada  el  2  de  Abril  de  1877, 
é  inserta  en  la  Gaceta  de  \ 6  de  Mayo  del  mismo  año.) 
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* 

Recurso  de  casación  (í  de  Abril  de  1877).  —Abono  del  im- 
porte del  mineral  extraído  de  una  mina.  —  Se  declara  por  la  Sala 
primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  á  la  admisión  del  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  José  Ruiz  Medina  contra  el  auto 
dictado  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Granada,  en  pleito  con 
Don  Antonio  del  Castillo  y  Cobo,  y  se  resuelve  : 

\°  Que  según  los  artículos  2o  y  3o  de  la  ley  sobre  reforma  de  la  casa- 
don  civil,  el  recurso  de  casación  sólo  se  da  contra  las  sentencias  defi- 
nitivas pronunciadas  por  las  Audiencias,  entendiéndose  por  definitivas 
las  que  terminen  el  juicio  ó  las  que,  recayendo  sobre  un  artículo,  pon- 
gan término  al  pleito  haciendo  imposible  su  continuación  ; 

F2°  Que  el  auto  en  que  se  decide  una  competencia,  lejos  de  poner 
término  al  pleito  y  hacer  imposible  su  continuación,  se  limita  á  deter- 
minar cuál  es  el  Juez  que  debe  continuar  conociendo  del  litigio;  por  lo 
que  el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  contra  él  interpuesto 
es  improcedente. 

• 

Resultando  que  per  D.  Antonio  del  Castillo  y  Cobo,  vecino  de  Can- 
jayar,  como  presidente  de  la  Sociedad  minera  San  Antonio  Carmelo,. 
se  interpuso  ante  el  Juzgado  de  la  expresada  villa  en  15  de  Junio 
de  1875  demanda  civil  ordinaria  contra  D.  José  Ruiz  Medina,  vecino 
de  Berja,  como  presidente  de  la  Sociedad  á  que  pertenece  la  mina  plo- 
miza nombrada  Santa  Susana,  solicitando  que  se  le  condenase  al  pago 
de  3.599  arrobas  de  mineral  que  se  supone  extraído  en  la  mina  San 
José  de  Martin,  y  de  las  costas  que  se  causasen  en  el  juicio  : 

Resultando  que  conferido  traslado  con  emplazamiento  de  esta  de- 
manda al  D.  José  Ruiz  Medina,  promovió  inhibitoria  en  el  Juzgado  de 
primera  instancia  de  Berja,  y  que  habiendo  sostenido  uno  y  otro  Juez 
la  competencia  de  su  jurisdicción  elevaron  á  la  Audiencia  de  Granada 
sus  respectivas  actuaciones,  la  cual  declaró  que  el  conocimiento  del 
asunto  competía  al  Juez  del  partido  de  Canjayar,  y  que  contra  este  fallo 
interpuso  Ruiz  Medina  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  y  por 
quebrantamiento  de  forma,  cuyo  recurso  admitió  la  Sala  de  Granada 
paia  ante  este  Tribunal  Supremo  en  cuanto  al  quebrantamiento  de  la 
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forma,  reservando  para  este  mismo  Tribunal  el  admititir  ó  negaren  su 
tiempo  y  caso  el  recurso  por  infracción  de  ley  : 

Resultando  que  la  Sala  tercera  de  este  Tribunal  Supremo  ha  decla- 
rado que  no  debía  admitirse  el  recurso  por  quebrantamiento  en  la  for- 
ma por  improcedente,  condenando  en  Ls  costas  al  que  lo  interpuso 
y  mandando  pasar  los  autos  á  esta  Sala  primera  para  que  resuelva  lo 
que  proceda  sobre  el  recurso  por  infracción  de  ley : 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Fermin  de  Muro  : 

Considerando  que  según  los  artículos  2o  y  3o  de  la  ley  sobre  refor- 
ma de  la  casación  civil,  el  recurso  de  casación  sólo  se  da  contraías 
sentencias  definitivas  pronunciadas  por  las  Audiencias,  entendiéndose 
por  definitivas  las  que  terminen  el  juicio  ó  las  que  recayendo  sobre  un 
artículo,  pongan  término  al  pleito  haciendo  imposible  su  continuación: 

Considerando  que  el  auto  de  la  Sala  de  Granada  contra  el  que  se  re- 
curre, léjos  de  poner  término  al  pleito  y  hacer  Imposible  su  continua- 
ción, se  limita  á  determinar  cuál  es  el  Juez  que  debe  continuar  cono- 
ciendo del  litigio,  por  lo  que  el  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley.  que  se  ha  interpuesto  es  improcedente  : 

'Se  declara  no  haber  lugar  con  las  costas  á  la  admisión  del  expresa- 
do recurso,  interpuesto  por  D.  José  Ruiz  Medina. 

Madrid  J  de  Abril  de  1877.— < Gaceta  de  14  de  Agosto  del  mis- 
mo año.) 
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Competencia  (2  de  Abril  de  1 877). — Pago  de  réditos  de  una 
cantidad. — Se  decide  por  la  Sala  tercera  del  Tribunal  Supremo  á  favor 
del  Juzgado  de  primera  instancia  de  la  Puebla  de  Alcocer,  la  compe- 
tencia suscitada  con  el  de  igual  clase  de  Jaén  sobre  conocimiento  de  la 
demanda  entablada  por  D.  Juan  Blazquez  contra  D.  Juan  Vergara,  y 
se  resuelve  : 

4  o  Que  el  Juzgado  á  que  los  litigantes  se  someten  expresa  ó  táci- 
tamente es  el  competente  para  conocer  de  los  pleitos  y  actos  á  que  dé 
origen  el  ejercicio  de  las  acciones  civiles ,  siempre  que  la  sumisión  se 
haga  en  quien  tenga  jurisdicción  para  conocer  en  la  misma  clase  de  ne- 
gocios y  en  el  mismo  grado : 

2o  Que  se  ha  de  entender  hecha  la  sumisión  tácita  por  parte  del  de- 
mandado con  cualquier  acto  que  ejecute  después  de  personado,  que  no 
fea  la  declinatoria  de  jurisdicción,  según  se  determina  en  los  artículos 
303  y  305  de  la  ley  del  Poder  judicial ; 

Y  3o  Que  fuera  de  la  sumisión  expresa  ó  tácita,  en  los  casos  en  q%e 
se  ejerciten  acciones  personales,  será  Juez  competente  el  del  lugar  e% 
que  haya  de  cumplirse  la  obligación,  con  arreglo  al  art.  307,  regla  I* 
de  la  expresada  ley. 

Resultando  que  por  medio  de  un  contrato  privado  fechado  en  Ks- 
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arragosa  de  Lares,  pueblo  correspondiente  al  partido  judicial  de  la 
uebla  de  Alcocer,  en  r  de  Junio  de  IS66,  D.  Francisco  Marín  y  Daza 
vendió  á  D.  Juan  Vergara  51  cochinas  por  la  cantidad  en  junto  de 
8.3  iO  rs.  vn.  que  se  obligó  el  segundo  á  pagar  para  el  dia  1°  de  Julio 
de  1868,  con  el  interés  anual  de  1.500  rs.,  habiendo  recibido  el  com- 
prador el  ganado  en  3  del  mismo  mes: 

Resultando  que  D.  Francisco  Marín  demandó  de  conciliación  en  17 
de  Julio  de  1867  ante  el  Juez  municipal  de  Esparragosa  á  D.  Juan  Ver- 
gara  sobre  pago  de  los  réditos  de  la  citada  cantidad,  y  que  en  él  convi- 
nieron aplazarle  hasta  el  dia  \°  de  Agosto: 

Resultando  que  Marín  endosó  en  26  de  Octubre  siguiente  el  crédi- 
to referido  á  su  hermano  D.  Víctor,  el  cual  entabló  ejecución  contra  el 
deudor,  á  la  que  se  declaró  no  haber  lugar;  que  en  5  de  Mayo  de  1869 
demandó  de  conciliación  á  D.  Juan  Vergara  para  el  pago  del  capital 
mencionado  y  réditos,  á  lo  que  el  demandado  contestó  que  nádale 
d*bia  porque  no  había  contratado  con  él;  y  que  en  25  de  Agosto  de 
1870  cedió  D.  Víctor  Marín  el  crédito  á  D.  Juan  Blazquez: 

Resultando  que  por  éste  se  interpuso  demanda  ordinaria  en  el  Juz- 

f ado  de  la  Puebla  de  Alcocer  reclamando  la  mencionada  suma  de'  Don 
uan  Vergara,  y  que  opuesta  por  éste  la  excepción  de  defecto  en  el 
m<»do  de  proponerla  por  no  haber  precedido  el  acto  conciliatorio,  se  es- 
timó dicha  excepción  por  la  Audiencia  de  Cáceres: 

Resultando  que  cedido  después  el  crédito  por  D.  Juan  Blazquez  á 
Don  Víctor  Marín  entabló  éste  demanda  en  el  referido  Juzgado  contra 
Vergara,  y  que  conferido  traslado  se  libró  exhorto  para  emplazar  al  de- 
mandado al  Juez  de  primera  instancia  de  Jaén,  donde  residía: 

Resultando  que  este  Juzgado,  á  instancia  de  D.  Juan  Vergara,  re- 
quirió de  inhibición  al  de  Alcocer,  fundado  en  que  el  demandado  era 
vecino  de  Jaén,  y  que  no  mediando  sumisión  de  ninguna  especie  ni  ex- 
presándose en  el  documento  de  deber  el  lugar  en  que  debia  cumplirse 
la  obligación,  habia  de  ser  emplazado  en  el  de  su  domicilio: 

Resultando  que  el  Juez  de  la  Puebla  de  Alcocer  se  negó  á  la  inhi- 
bición, fundando  su  competencia  en  la  sumisión  tácita  del  demandado 
al  obligarse  á  pagar  en  el  acto  de  Conciliación  referido  y  proponerdes- 
pués  excepciones  dilatorias,  sin  que  le  sirviera  de  excusa  el  cambio  de 
domicilio ;  y  que  habiendo  insistido  el  Juez  de  primera  instanciade  Jaén 
en  la  inhibición,  han  remitido  las  actuaciones  de  que  respectivamente 
conocen  á  este  Supremo  Tribunal: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Manuel  Almonací  y  Mora: 
Considerando  que  el  Juzgado  á  que  los  litigantes  se  sometiesen  ex- 
presa ó  tácitamente  es  el  competente  para  conocer  de  los  pleitos  yac- 
tos  á  que  dé  origen  el  ejercicio  de  las  acciones  civiles,  siempre  que  la 
sumisión  se  haga  en  quien  tenga  jurisdicción  para  conocer  de  la  misma 
clase  de  negocios  en  el  mismo  grado,  y  que  se  ha  de  entender  hecha  la 
sumisión  tácita  por  parte  del  demandado  con  cualquier  acto  que  eje- 
cute después  de  personado  que  no  sea  la  declinatoria  de  jurisdicción, 
según  se  determina  en  los -artículos  303  y  305  de  la  ley  sobre  organi- 
zación del  poder  judicial : 

Considerando  que  fuera  de  los  casos  de  sumisión  expresa  ó  tácita, 
en  los  juicios  en  que  se  ejerciten  acciones  personales  será  Juez  compe- 
tente el  del  lugar  en  que  haya  de  cumplirse  la  obligación  con  arreglo 
al  art.  307,  regla  Ia  de  la  expresada  ley: 

Considerando  que  convocado  dos  veces  D.  Juan  Vergara  ante  el 
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Juez  municipal  de  Esparragosa  de  Lares  para  acto  de  conciliación  con- 
currió una  y  otra  sin  oponer  ningún  obstáculo,  y  que  emplazado  tam- 
bién á  instancia  de  su  acreedor  por  el  Juez  de  primera  instancia  de  la 
Puebla  de  Alcocer,  á  cuyo  partido  corresponde  aquel  pueblo,  no  sólo 
concurrió,  sino  que  propuso  cierta  excepción  dilatoria  que  estimó  el 
Juzgado  y  confirmó  la  Audiencia  de  Cáceres,  con  lo  cual  quedó  some- 
tido á  dicho  Juzgado  conforme  á  la  disposición  legal  que  queda  citada: 

Considerando,  en  fin,  que  otorgado  en  el  dicho  pueblo  de  Esparra- 
gosa el  contrato  de  compra-venta  origen  de  estas  actuaciones,  y  en- 
tregada en  él  la  cosa  vendida,  este  mismo  lugar  es  el  en  que  ha  de 
cumplirse  la  obligación  de  pago  del  precio  de  ella,  según  tiene  decla- 
sadoeste  Tribunal  Supremo  en  diferentes  sentencias; 

Se  declara  que  el  conocimiento  de  estos  autos  corresponde  al  Juez 
de  primera  instancia  de  la  Puebla  de  Alcocer,  á  quien  se  remitan  todas 
las  actuaciones  para  que  proceda  con  arreglo  á  derecho,  dándose  cono- 
cimiento de  esta  resolución  al  Juzgado  de  Jaén,  la  cual  se  publique  en 
la  Gaceta  dentro  del  término  de  10  dias,  á  contar  desde  esta  fecha,  y 
á  su  tiempo  en  la  Colección  legislativa,  á  cuyo  efecto  se  pasen  las  co- 
pias necesarias.— (Madrid  2  de  Abril  de  1877.— Gaceta  de  U  de  Junio 
del  mismo  año.) 

< 

186 

Recurso  de  casación  (3  de  Abril  de  1 877).  —  Pago  de  can- 
tidad.—Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  ha- 
ber lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  interpuesto  por  Don 
Luis  González  Martínez  contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil 
de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  D.  Francisco  Villanueva,  y 
se  resuelve : 

\°  Que  los  expedientes  que  se  incoan  sobre  impugnación  de  una  cuen- 
ta de  derechos  que  los  Notarios  devengan  por  los  actos  y  contratos  en 
que  intervienen,  se  sustancian  y  determinan  con  arreglo  y  sujeción  á 
las  disposiciones  generales  de  la  ley  de  reforma  de  los  aranceles  nota- 
riales de  11  de  Junio  de  i  870 ; 

Y  2o  Que  según  lo  establecido  en  la  4a  de  las  referidas  disposiciones, 
contra  las  resoluciones  que  en  estos  negocios  dictan  las  Audiencias,  no 
se  da  ulterior  recurso. 

En  el  recurso  de  casación  en  el  fondo  interpuesto  por  D.  Luis  Gon- 
zález Martínez  en  autos  con  D.  Francisco  Villanueva,  sobre  pago  de 
cierta  cantidad  procedente  de  una  cuenta  de  derechos,  ha  dictado  la 
expresada  Sala  el  auto  siguiente  : 

Resultando  que  el  Notario  de  esta  capital  O.  Luis  González  Marti- 
nez reclamó  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  Buena- 
vista  de  la  misma  el  pago  de  los  derechos  devengados  en  una  escritura 
otorgada  por  D.  Francisco  Villanueva,  y  que  éste  los  impugnó  por  sos- 
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tener  que  el  citado  Notario  habia  aplicado  indebidamente  los  artículos 
del  Arancel : 

Resaltando  queoido  el  Colegio  Notarial,  el  Juez  proveyó  auto,  y 
que  apelado  por  González  Martínez,  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  de  esta  corte  le  confirmó  con  las  costas  en  18  de  Enero  últi- 
mo desestimando  las  pretensiones  de  aquel : 

Resultando  que  D.  Luis  González  Martínez  ha  interpuesto  contra 
dicho  auto  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley : 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Joaquín  Ruiz  Cañábate  : 

Considerando  que  los  expedientes  que  se  incoan  sobre  impugnación 
de  la  cuenta  de  derechos  que  los  Notarios  devengan  por  los  actos  y 
contratos  en  que  intervienen,  se  sustancian  y  determinan  con  arreglo 
y  sujeción  á  las  disposiciones  generales  de  la  ley  de  reforma  de  los 
aranceles  notariales  de  i\  de  Junio  de  4870  : 

Considerando  que  según  lo  establecido  en  la  4a  de  las  referidas  dis- 
posiciones contra  las  resoluciones  que  en  estos  negocios  dictan  las  Au- 
diencias, no  se  da  ulterior  recurso,  y  por  consiguiente,  no  procede  el 
de  casación ; 

No  há  lugar  á  la  admisión  del  interpuesto  por  el  Notario  D.  Luis 
González  Martínez,  á  quien  se  condena  en  las  costas  ;  y  devuélvasele 
el  depósito  que  ha  constituirlo. 

Madrid  3  ó>  Abril  de  mi.— {Gaceta' de  U  de  Agosto  del  mis- 
mo año  ) 


187 

Recurso  de  casación  (  4  de  Abril  de  1877 ).  — Elevación  á 

ESCRITURA  PÚBLICA  DEL   INVENTARIO  Y  PARTICION  DE  UNOS  BIENES.—  Se 

declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Javier  Romero  contra  la  sen- 
tencia dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Coruña,  en 
pleito  con  D.  Vicente  Romero,  y  se  resuelve  : 

1°  Que  habiendo  sido  objeto  del  litigio  el  que  se  eleven  á  escritura 
pública  el  inventario,  liquidación  y  partición  aprobados  por  los  inte- 
resados de  los  bienes  quedados  por  fallecimiento  de  una  tia  y  del  ma- 
rido de  ésta y  sin  que  en  lo  más  mínimo  se  haya  discutido  acerca  de  la 
validez  ó  nulidad  de  la  Compañía  que  éstos  tuvieron  con  el  cuñado  y 
hermano  respectivamente ,  carece  de  aplicación  la  ley  61  de  Toro,  que 
según  su  texto,  declarado  reiteradamente  por  el  Tribunal  Supremo,  se 
limita  á  los  casos  en  que  la  mujer  se  obligue  por  fiadora  de  su  marido 
ó  se  obliguen  ambos  á  mancomún  : 

2o  Que  por  la  misma  razón  de  no  haber  sido  objeto  de  discusión  la 
existencia  y  condiciones  de  la  indicada  Compañía,  y  mucho  ménos  la  . 
circunstancia  de  si  ejerció  ó  no  el  comercio  la  mujer  del  testador,  fa- 
llecida con  anterioridad,  son  inoportunos  é  inadmisibles  los  motivos 
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de  casación  que  se  aleguen  fundados  en  infracción  del  art.  5o  del  Có- 
digo de  Comercio  y  de  la  doctrina  legal  sobre  los  requisitos  para  que 
un  documento  otorgado  por  uno  de  los  socios  obligue  á  la  sociedad,  y  de 
la  ley  7a,  til.  10,  Partida  5*, que  dispone  que  las  ganancias  de  una  so- 
ciedad deben  ser  comunes  entre  los  socios ; 

F3°  Que  la  sentencia  que  condena  al  demandado  á  que  eleve  á  es- 
critura pública  el  documento  simple  que  formó  con  otros  interesados  que 
contiene  el  inventario  y  avalúo,  cuenta  y  partición  de  unos  bienes, 
no  infringe  la  doctrina  legal  de  que  la  lesión  enormísima  no  prescribe 
hasta  los  20  años  por  lo  ménos,  y  mientras  corre  este  plato  no  tienen 
fuerza  y  eficacia  los  actos  que  por  error  6  ignorancia  ejecuta  el  lesio- 
nado, aprobando  hechos  que  notoria  y  considerablemente  le  han  de  per- 
judicar, si  resulla  que  la  Sala  sentenciadora  declara  que  las  indicadas 
operaciones  de  inventario,  cuenta  y  partición  reunieron  todas  las  con- 
diciones de  validez  y  fueron  aprobadas  por  todos  los  interesados,  y  que 
el  recurrente  no  ha  justificado  que  en  ellas  interviniese  dolo,  error, 
lesión  enormísima  ni  otro  vicio  alguno  de  los  que  pudieran  invalidar- 
las, corroborando  todas  estas  afirmaciones  producidas  por  la  aprecia- 
ción hecha  de  las  pruebas  practicadas  por  los  litigantes,  sin  que  con- 
tra esta  apreciación  se  haya  alegado  infracción  alguna  de  ley  ni  de 
doctrina,  y  con  el  recuerdo  del  hecho  reconocido  por  ambas  parles  de 
que  el  mismo  recurrente  intervino  directamente  en  las  operaciones 
mencionadas. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  4  de  Abril  de  4877,  en  los  autos 

3ue  ante  Nos  penden  por  recurso  de  casación,  seguidos  en  el  Juzgado 
e  primera  instancia  de  Orense  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
de  la  Coruña  por  D.  Jaime  Romero  Pérez  con  D.  Vicente  Romero  Pé- 
rez sobre  que  se  eleve  á  escritura  pública  el  inventario  y  partición  de 
los  bienes  de  D.  Alonso  Romero: 

Resultando  que  en  i  I  de  Marzo  de  1845  otorgaron  testamento  Don 
Alonso  Romero  y  su  esposa  Doña  Justa  Pérez,  y  habiendo  falleci- 
do ésta,  se  otorgó  codicilo  por  aquel  en  28  de  Abril  de  4858,  decla- 
rando que  habían  vivido  en  Compañía  con  su  hermano  y  cuñado  Don 
Vicente  ;  que  éste  no  percibiera  cosa  alguna  de  lo  que  le  correspondie- 
ra por  herencia  de  sus  padres,  y  nombró  albaceas  testamentarios  y 
partidores  de  su  herencia  con  poderes  absolutos,  prohibiendo  toda  in- 
tervención judicial,  á  D.  Vicente  y  D.  Javier  Romero : 

Resultando  que  en  1  i  de  Junio  de  1863  aprobaron  el  inventario  y 
tasa  de  los  bienes  de  la  Sociedad  los  D.  Javier,  D.  Vicente  y  D.  Benito 
Romero  y  el  apoderado  de  Doña  Obdulia  Romero,  esposa  de  D.  Emilio 
Santamarina,  y  adicionado  éste  formó  resúmen,  se  dividió  y  adjudicó 
el  caudal  yacente  por  los  mismos  interesados  en  22  de  Octubre  de  di- 
cho año  63: 

Resultando  que  en  8  de  Mayo  de  1866,  se  propuso  por  el  D.  Benito 
Romero  demanda  de  nulidad  contra  el  referido  inventario,  cuenta  y 
partición  fundado  en  error,  dolo  y  mala  fe,  cuya  demanda  fué  contes- 
tada por  D.  Vicente  y  D.  Javier  Romero,  combatiendo  las  razones  en 
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que  se  apoyaba  el  demandante,  sosteniendo  la  validez  de  dicho  docu- 
mento, terminándose  la  cuestión  por  la  aprobación  y  desistimiento  del 
Don  benito,  aceptándolo  el  D.  Vicente  y  D.  Javier  Romero  : 

Resultando  que  en  9  de  Diciembre  de  1 869  se  otorgó  escritura  por 
Doña  Obdulia  Romero  .1  favor  de  su  hermano  Don  Javier  en  que  apro- 
bando aquella  la  referida  cuenta  y  partición  y  fundada  en  sus  bases, 
vendió  al  D.  Javier  todo  lo  que  le  correspondía  por  la  misma  ,  y  éste, 
aprobando  también  dichas  bases,  aceptó  la  venta: 

Resultando  que  por  D.  Vicente  se  interpuso  demanda  contra  sus 
sobrinos  D.  Javier,  D.  ígnito  Romero  y  D.  Emilio  Santamarina  para 
que  se  declarara  como  cierto  y  verdadero  el  inventario,  liquidación  y 
partición  de  los  bienes  fincables  al  óbito  de  D.  Alonso  Romero,  por 
virtud  del  cual  cesó  la  Compañía  en  que  vivieran  con  su  hermano  el 
Don  Vicente,  cuyo  inventario  los  demandados  D.  Javier  y  D.  Benito 
con  el  representante  legal  de  la  Doña  Obdulia,  prestando  su  conformi- 
dad, lo  autorizaron  con  sus  firmas  á  presencia  de  testigos,  y  en  su  vir- 
tud se  les  condenase  á  elevarlo  á  escritura  pública,  y  en  su  defecto  se 
otorgue  de  oficio: 

Resultrr.uu  quo  por  D.  Javier  Romero  se  opusieron  excepciones 
dilatorias  de  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda  y  falta 
d  ;  personalidad  en  el  Procurador  de  D.  Vicente,  cuyo  incidente  terminó 
admitiendo  la  primera  y  denegando  la  segunda,  y  en  su  vista  se  re- 
produjo por  el  actor  la  demanda:  D.  Benito  Romero  presentó  escrito 
sometiéndose  á  la  demanda,  reconociendo  como  cierto  y  verdadero  el 
inventario,  liquidación  y  partición  presentados  por  el  actor  y  accedien- 
do á  que  se  elevase  á  escritura  pública,  y  ratificado  se  le  hubo  por 
conforme  con  la  demanda,  y  D.  Emilio  Santamarina  como  marido  de 
Doña  Obdulia  Romero  Pérez  y  á  su  nombre  el  Procurador  D.  Manuel 
Rodríguez,  con  poder  especial,  se  sometió  también  á  la  demanda  y 
habiéndose  ratificado  se  les  tuvo  por  conformes  con  dicha  demanda  : 

Resultando  que  D.  Javier  Romero  al  contestar  á  la  demanda  se 
opuso  á  ella  y  solicitó  que  aquel  documento  privado  se  declarase  nulo 
ó  se  rescindiese,  fundado  en  que  su  aprobación  y  firma  había  sido  he- 
cha inconscientemente  :  que  había  mediado  error,  dolo  ó  mala  fe  por 
parte  del  demandante  y  á  mayor  abundamiento  lesión  enormísima; 
puesto  que  los  bienes  de  su  madre  Doña  Justa  Pérez  habían  sido  apli- 
cados al  pago  de  deudas  de  la  Compañía,  y  sin  embargo  no  se  la  tu- 
viera como  socia  para  la  adjudicación  de  utilidades,  constituyendo  un 
contrato  leonino:  que  se  habían  supuesto  grandes  deudas  de  la  Socie- 
dad que  no  se  hallaban  justificadas,  para  reintegro  de  las  cuales  y  del 
capital  de  D.  Vicente  se  le  adjudicaron  á  éste  lo  mejor  y  bien  parado 
de  las  fincas  tasándolas  por  ménos  de  la  mitad  de  su  justo  valor ;  y  por 
el  contrario  se  adjudicó  á  los  demandados  créditos  incobrables  sufrien- 
do la  lesión  consiguiente,  y  en  consecuencia  debía  absolvérsele  de  la 
demanda  y  mandar  se  ratificase  el  inventario,  cuenta  y  partición  con 
arreglo  á  varias  clases: 

Resultando  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites,  la  Sala  de  lo  ci- 
vil de  la  Audiencia,  por  sentencia  de  13  de  Diciembre  de  1875  confir- 
matoria de  la  del  Juez  de  primera  instancia,  condenó  á  D.  Javier  Ro- 
mero, D.  Emilio  Santamarina  como  marido  de  Doña  Obdulia  Romero  y 
Don  Benito  Romero  á  que  eleven  á  escritura  pública  el  documento  sim- 
ple unido  á  estos  autos,  aportando  en  II  de  Junio  y  22  de  Octubre 
de  1873  y  que  contiene  el  inventario,  avalúo,  cuenta  y  partición  de  los 
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bienes  de  D.  Alfonso  Romero  y  Doña  Justa  Pérez  y  compañía  uue  tu- 
vieron con  el  D.  Vicente,  y  caso  de  no  hacerlo  se  otorgase  de  oficio,  y 
absolvió  al  demandante  D.  Vicente  Romero  de  las  excepciones  propues- 
tas por  el  demandado : 

Resultando  que  D.  Javier  Romero  interpuso  recurso  de  casación 
por  conceptuar  infringidas: 

r  La  ley  6 1  de  Toro  ó  sea  3a,  tit.  1 1 ,  libro  40  de  la  Novísima  Reco- 
pilación, que  prohibe  Á  la  mujer  obligarse  de  maucomun  con  su  mari- 
do á  cosa  alguna  ;  pues  que  las  obligaciones  que  contraen  los  socios  son 
mancomunadas,  y  en  el  caso  presente  lejos  de  demostrarse  que  la  so- 
ciedad redundó  en  provecho  de  Doña  Justa  Pérez,  está  probado  quede 
las  utilidades  obtenidas  durante  el  periodo  social  nada  ha  percibido  di- 
cha señora  Doña  Justa  : 

2o  El  art,  5o  del  Código  de  Comercio,  que  exige,  para  que  la  mujer 
casada  lo  ejerza,  que  tenga  autorización  expresa  de  su  marido  dada  en 
escritura  pública,  ó  que  esté  separada  legítimamente  de  su  cohabita- 
ción, circunstancias  que  no  concurren  en  Doña  Justa  Pérez,  para  po- 
derse asociar,  ejerciendo  un  acto  mercantil  á  la  Compañía  de  D.  Alon- 
so y  D.  Viceute  Romero : 

3°  La  doctrina  legal  de  que  para  que  obligue  á  una  Sociedad  un  do- 
cumento otorgado  por  uno  <le  los  socios  es  necesario  que  todos  los  so- 
cios aprueben  lo  hecho  por  su  compañero,  ó  que  se  apruebe  qae  éste 
estaba  autorizado  para  otorgarla  por  los  demás  :  doctrina  consignada 
en  repetidos  fallos  de  este  Tribunal  Supremo,  entre  ellos  la  sentencia 
de  29  de  Diciembre  de  1364  :  porque  la  sentencia  estimaba  bastante  el 
el  codicilo  de  D.  Alonso  Romero  para  admitir  la  existencia  de  la  Socie- 
dad entre  D.  Alonso  Romero  y  su  esposa  Doña  Justa  Pérez  y  su  her- 
mano D.  Vicente,  haciendo  pesar  sus  consecuencias  sobre  los  herederos 
de  Doña  Justa  Pérez  : 

4°  La  ley  7a,  tít.  10  de  la  Partida  5*,  que  dispone  que  las  ganancias 
de  una  Suciedad  deben  ser  comunes  entre  los  socios  toda  vez  que  al 
aprobar  el  inventario,  avalúo,  cuenta  y  partición  de  D.  Alonso  Rome- 
ro y  Doña  Justa  Pérez,  y  la  liquidación  de  cuentas  de  la  Compañía  que 
tuvieron  con  D.  Vicente  Romero,  no  ha  considerado  á  Doña  Justa  Pé- 
rez como  socia  parala  adjudicación  de  utilidades,  infringiendo  también 
la  doctrina  legal  contenida  en  la  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo 
dictada  en  27  de  Octubre  de  1866,  que  declara  que  por  ser  oneroso  el 
contrato  de  Compañía  es  también  condición  precisa  yt  esencial  del  mis- 
mo que  sean  comunes  y  proporcionadas  las  pérdidas  ó  las  ganancias: 

5o  Al  desestimar  la  excepción  de  nulidad  que  por  lesión  enormísima 
opuso  D.  Javier  Romero  á  la  demanda  de  D.  Vicente,  fundándose  en 
que  alguna  vez  ha  de  terminar  el  derecho  de  D.  Javier  i  reclamar  con- 
tra la  suposición  de  deudas  injustificadas  en  el  inventario  y  la  tasación 
de  fincas  por  mucho  ménos  de  la  mitad  de  su  justo  precio,  se  ha  in- 
fringido la  doctrina  legal  de  que  la  lesión  enormísima  no  prescribe 
"hasta  los  20  años  por  lo  ménos,  y  miéntras  corre  este  plazo  no  tienen 
fuerza  y  eficacia  los  actos  que  por  error  ó  ignorancia  ejecuta  el  lesio- 
nado aprobando  hechos  que  notoria  y  considerablemente  le  han  de  per- 
judicar: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Laureano  de  Arrieta: 
Considerando  que  ha  sido  objeto  de  este  litigio  el  que  se  eleven  i 
escritura  pública  el  inventario,  liquidación  y  partición  aprobados  por 
los  interesados  en  II  de  Junio  y  22  de  Octubre  de  1863  de  los  bienes 
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quedados  por  fallecimiento  de  Doña  Justa  Pérez  y  de  su  mar^o  Don 
Alonso  Romero,  sin  qne  en  lo  más  mínimo  se  haya  discutido  acerca 
de  la  validez  ó  nulidad  de  la  Compañía  que  estos  tuvieron  con  D.  Vi- 
cente Romero  Pérez,  cuñado  y  hermano  respectivamente,  en  cuya  vir- 
tud carece  d<*  aplicación  la  ley  6t  de  Toro  que,  según  su  texto,  decla- 
rado reiteradamente  por  este  Tribunal  Supremo,  se  limita  á  los  casos 
en  que  la  mujer  se  obligue  por  fiadora  de  su  marido  ó  se  obliguen 
ambos  á  mancomún: 

Considerando  que  por  la  misma  razón  de  no  haber  sido  objeto  de 
discusión  la  existencia  y  condiciones  de  la  indicada  Compañía  de  que 
sólo  se-hace  una  mera  enunciativa  en  el  codicilo  de  D.  Alfonso,  y  mu- 
cho ménos  la  circunstancia  de  si  ejerció  ó  no  el  comercio  su  mujer 
Doña  Justa  Pérez,  falleciaTcon  anterioridad,  son  inoportunos  é  inad- 
misibles los  motivos  de  casación  que  se  alegan  en  los  números  2o,  3o 
y  4o  del  recurso  : 

Considerando  que  lo  son  igualmente  los  comprendidos  bajo  el  nú- 
mero 5°,  puesto  que  la  Sala  sentenciadora  declara  que  las  indicadas 
operaciones  de  inventario,  cuenta  y  partición  reunieron  todas  las  con- 
diciones de  validez  y  fueron  aprobadas  por  todos  los  interesados  ,  y 
que  el  recurrente  no  ha  justificado  que  en  ellas  interviniese  dolo,  error, 
lesión  enormísima  ni  otro  vicio  alguno  de  los  que  pudieran  invalidar- 
las, corroborando  todas  estas  afirmaciones  producidas  por  la  aprecia- 
ción que  ha  hecho  d«  las  pruebas  practicadas  por  los  litigantes,  sin 
que  contra  esta  apreciación  se  haya  alegado  infracción  alguna  de  ley 
ni  de  doctrina,  con  el  recuerdo  de  los  hechos  reconocidos  por  ambas 
partes  de  que  el  mismo  recurrente  intervino  directamente  en  las  ope- 
raciones mencionadas  :  que  en  II  de  Junio  de  1863,  las  aprobó  expre- 
samente en  unión  de  sus  hermanos  y  de  su  tio  D.  Vicente:  que  en  1866 
sostuvo  su  validez  ante  los  Tribunales  impugnando  la  demanda  de 
Don  Benito  su  hermano,  y  que  en  1869,  reiterando  su  aprobación  á  la 
referida  cuenta  y  partición  ,  compró  ásu  hermana  Doña  Obdulia  por 
escritura  de  9  de  Diciembre  todo  lo  que  á  virtud  de  la  misma  le  corres- 
pondía; cuyos  actos,  por  sí  sólos,  bastarian  para  hacer  improcedente 
é  inadmisible  su  actual  reclamación  ; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Javier  Romero,  á  quien  condena- 
mos en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  la  cantidad  de  TOOO  pesetas  que 
depositó,  que  se  distribuirán  con  arreglo  á  la  ley;  líbrese  á  la  Audien- 
cia de  la  Cor u ña  la  correspondiente  certificación. —  (Sentencia  publi- 
cada el  4  de  Abril  de  1877,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  14  de  Agosto  del 
mismo  año.) 
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Recurso  de  casación  (4  de  Abril  de  1877).  —  Pertenencia  de 
dos  partes  de  una  dehesa.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribu- 
nal Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
D.  Pantaleon  Irisarri  contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de 
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la  Audiencia  de  Cáceres,  en  pleito  con  Doña  Agustina  Orellana  y  Bravo* 
y  se  resuelve  : 

i°  Que  si  resulta  del  testimonio  que  en  el  año  de  1825  se  hizo,  con 
aprobación  judicial,  la  división  de  la  herencia  fincable  entre  los  hijos 
del  finado;  y  consta  de  ese  documento  que,  excepto  el  primogénito,  los 
demás  renunciaron  la  herencia,  en  atención  á  que  no  alcanzaba  á  ftagar 
las  deudas,  y  que  la  viuda  y  el  hijo  mayor  se  obligaron  á  pagarlas  y 
además  dieron  graciosamente  á  las  hijas  y  hermanas  respectivamente, 
entre  las  que  figuran  la  esposa  del  recurrente,  en  consideración  al  ca- 
riño que  las  profesaban,  á  su  sexo  y  orfandad,  una  cantidad  mayor  que 
la  que  importaba  el  haber  activo  hereditario  :  ante  la  existencia  de  este 
contrato,  que  es  ley  para  los  otorgantes  lo  mismo  que  para  sus  causa- 
habientes,  es  insostenible  legalmente  la  demanda  entablada  por  el  re- 
currente dirigida  á  reclamar  concretamente  la  parte  de  la  herencia  li- 
bre de  su  suegro,  suponiendo  que  existe  herencia  contra  lo  consignado 
por  sus  causantes  en  el  documento  citado  ; 

Y  -¿°  Que  interpuesta  la  demanda  á  los  50  años  de  celebrado  aquel 
contrato,  á  virtud  del  que  cada  interesado  posee  la  parte  de  herencia 
que  han  aceptado  y  han  dispuesto  de  ella  como  han  tenido  por  conve- 
niente, el  trascurso  de  tiempo  hace  ineficaz  cualquiera  acción  que  ejer- 
citada en  tiempo  oportuno  pudiera  favorecer  á  la  parle  recurrente  ó  á 
sus  causantes. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  4  de  Abril  de  1877,  en  los  autos  que 
ante  Nóá  penden  en  virtud  de  recurso  de  casación,  seguidos  en  el  Juz- 
gado de  primera  instancia  deTru/illo  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia de  Cáceres  por  D.  Pantaleon  Irisarri  con  Doña  Agustina  Orella- 
na y  Bravo  sobre  pertenencia  de  dos  partes  de  dehesa  : 

Resultando  que  por  testamento  cerrado  otorgado  por  Doña  María 
Manuela  de  Orelrana  y  Pizarro  en  6  de  Febrero  de  1798,  fundó  un  víncu- 
lo de  segundos  cuya  dotación  la  constituían,  entre  otros  bienes,  una 

Sarte  de  yerbas  creciendo  y  menguando,  que  la  fundadora  tenia  en  la 
ehesa  del  Herruz  de  Abajo  y  había  heredado  de  su  padre  : 
Resultando  que  por  escritura  otorgada  en  30  de  Junio  de  4806  ad- 
quirió el  Conde  de  Quintanilla,  de  la  Memoria  de  niños  expósitos  de  . 
Trujillo,  la  parte  mayor  que  en  la  dehesa  de  D.  Lúeas  Labrado  poseía 
aquella  fundación  en  precio  de  71.000  rs.  de  los  que  pagó  51.000  en 
.  vales  y  20.000  en  metálico  : 

Resultando  que  en  3  de  Noviembre  de  1807  el  Corregidor  de  Truji- 
llo otorgó  escritura  de  venta  judicial  de  la  parle  de  yerbas  de  la  de- 
hesa de  Herruz  de  Abajo,  perteneciente  al  dicho  vinculo,  fundado  por 
Doña  María  Manuela  de  Orellana,  que  poseía  á  la  sazón  D.  Joaquín  de 
Mendoza,  hijo  segundo  del  Conde  de  Quintanilla,  á  favor  de  D.  Fran- 
cisco Gutiérrez,  D.  Francisco  del  Barrio  y  D.  Antonio  Casado,  por  la 
cantidad  de  23.000  rs.,  precio  de  su  tasación  en  venta  : 

Resultando  de  otra  escritura  otorgada  en  8  de  Enero  de  1808,  que 
en  remate  celebrado  en  21  de  Febrero  de  1807  D.  Cárlos  Muñoz  adqui- 
rió para  ceder,  como  en  efecto  cedió,  al  Conde  de  Quintanilla  la  parte 
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de  yerbas  que  en  la  propia  dehesa  de  D.  Lúeas  Labrado  pertenecía  á  la 
congregación  del  Hospital  del  Espíritu  Santo  en  precio  de  30.000  rea- 
les  que  pagó  en  vales  en  30  de  Octubre  del  mencionado  año  de  1807: 

Resultando  que  fallecido  el  Conde  de  Quintanilla  D.  José  Mendoza 
y  Manuel  Viltena.  bajo  disposición  testamentaria  que  otorgó  en  22  de 
Setiembre  de  1820,  instituyendo  por  sus  únicos  y  universales  herede- 
ros á  sus  hijos  D.  José,  D.  Joaquín,  Doña  Antonia,  Doña  Josefa  y  Doña 
María  del  Rosario,  y  á  su  nieto  D.  Vicente  de  Vera,  Conde  de  los  Ace- 
yedos,  en  representación  de  su  hija  Doña  Rafaela,  se  procedió  á  prac- 
ticar la  liquidación  y  división  del  caudal  relicto,  de  cuyas  operaciones 
aparece:  primero,  que  el  activo  de  los  bienes  del  Conde  difunto,  que 
ascendían  á  95.588  rs.,  se  hallaba  afecto  á  un  pasivo  reconocido  y  líqui- 
do de  138  192  reales ;  segundo,  que  fallando  para  cubrir  el  total  im- 
porte de  las  deudas  42.601  rs.,  los  herederos  tenian  que  abonar  el  dé- 
ficit, pero  que  habiendo  renunciado  la  herencia  en  tien¡po  hábil  á 
nada  quedaban  responsables ;  tercero,  que  la  Condesa  viuda  y  su 
hijo  primogénito  D.  José  se  obligaron  voluntariamente  á  pagar  todas 
las  deudas  de  la  testamentaría  y  cedieron  ademas  los  95  588  rea- 
les del  activo  testamentario  á  sus  hijas  y  hermanas  respectivamente 
Doña  Antonia,  Doña  Josefa  y  Doña  Rosario,  con  más  5.400  rs.,  importe 
de  unas  yeguas  que  en  todo  forman  100.988  rs.,  correspondiendo  á 
cada  una  33.661  rs.,  según  constaba  de  las  hijuelas  que  se  les  forma- 
lizaron; cuarto,  que  dichas  particiones  se  hallan  autorizadas  por  la 
Condesa  viuda,  por  sus  hijos  D.  José,  D.  Joaquín,  Doña  Josefa,  Doña 
Antonia  y  Doña  Rosario,  y  por  el  curador  de  su  nieto  el  Conde  de  los 
Acevedos  como  constituido  en  la  menor  edad,  y  aprobadas  por  auto 
judicial  de  22  de  Diciembre  de  1825: 

Resultando  que  en  28  de  Abril  de  1824  se  practicó  una  información 
ante  el  Corregidor  de  Trun!  lo,  á  instancia  de  D.  Joaquín  de  Mendoza,  se- 

S undo  hijo  del  Conde  de  Quintanilla,  ya  difunto,  y  poseedor  del  vínculo 
e  segundogenitura ,  fundado  por  Doña  Manuela  Orellana  y  Pizarro,  de 
la  que  resulta  por  declaraciones  de  la  viuda  del  dicho  Conde  difunto, 
de  su  hijo  primogénito  D.  José  y  de  otros  dos  testigos  que  Don  Leandro 
Gutiérrez  trató  por  encargo  de  D.  Francisco,  vecino  de  Segovia,  de  per- 
mutar la  dehesa  del  Herruz  de  Abajo  con  el  Conde  de  Quintanilla,  por 
la  de  D.  Lúeas  Labrado,  perteneciente  á  la  congregación  del  Espíritu 
Santo,  que  se  vendía  por  reglas  de  amortización;  y  que  con  efecto  se 
convinieron  en  que  saliese  el  Conde  á  su  compra  por  la  utilidad  que 
resultaba  al  mayorazgo  de  segundas  que  entónces  poseía  D.  Joaquín 
como  interesado  y  particionero  en  la  misma  dehesa,  facilitando  el  Don 
Leandro  los  intereses  para  su  compra,  y  desde  entónces,  aunque  la 
permuta  no  parecía  hecha  como  debía,  cada  uno  habia  venido  poseyen- 
do la  dehesa  permutada  ;  habiéndose  anotado  el  resultado  de  esta  in- 
formación por  judicial  mandato  en  la  escritura  de  8  de  Enero  de  1  sos,  - 
y  tomádosc  razón  de  ella  y  de  la  información  en  la  Contaduría  de  hipo- 
tecas en  Io  de  Setiembre  de  1825: 

Resultando  que  por  testamentos  otorgados  por  Doña  Josefa  y  Doña 
Antonia  de  Mendoza,  y  por  D.  Vicente  de  Vera,  Conde  de  los  Acevedos, 
en  20  de  Octubre  de  1831  y  10  de  Marzo  y  16  de  Diciembre  de  1838, 
recayeron  sus  herencias  en  su  hermana  y  tia  respectiva  Doña  Rosario 
de  Mendoza  que  les  sobrevivió,  laque  á  su  vez  otorgó  el  suyo  en  29 
de  Enero  de  1845,  instituyendo  por  su  único  y  universal  heredero  á  su 
esposo  D.  Pantaleon  Irisarri  y  Huele  : 
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Resultando  que  en  15  de  Junio  de  1841  D.  Joaquín  de  Mendoza 
otorgó  escritura  de  venta  como  poseedor  del  vínculo  de  segundas  á  fa- 
vor de  su  hermano  D.  José  de  la  parte  de  dehesa  de  D.  Lúeas  Labrado 
que  adquirió  por  permuta  que  su  padre  hizo  con  D.  Francisco  Gutiér- 
rez, dándole  otra  parte  en  la  Herruz  de  Abajo,  perteneciente  á  dicho 
vinculo  por  precio  de  1 5.000  rs. : 

Resultando  que  fallecido  D.  José  de  Mendoza  y  Fernandez  de  Cór- 
doba en  5  de  Febrero  de  1343,  bajo  testamento  otorgado  en  11  de  Abril 
de  1832,  por  el  que  instituyó  heredera  de  la  parte  libre  de  sus  bienes 
á  su  legítima  esposa  Doña  Agustina  de  Orellana,  se  procedió  á  la  di- 
visión de  los  vínculos  entre  ésta  y  las  herederas  del  inmediato  sucesor 
Don  Joaquín  de  Mendoza,  y  fallecido  éste  se  dividió  su  vínculo  de  se- 
gundos entre  sus  herederos  y  Doña  Rosario  en  el  año  1847,  de  cuya 
división  se  tomó  razón  en  el  antiguo  oflcio  de  hipotecas  en  20  de  Enero 
y  2  de  Febrero  del  mismo  año  : 

Resultando  que  en  8  de  Marzo  de  1850  otorgaron  escritura  de  con- 
venio ó  transacción  las  herederas  de  L).  Joaquín  de  Mendoza,  Doña  Agus- 
tina de  Orellana  y  Bravo,  como  heredera  igualmente  de  la  parte  'libre 
de  los  bienes  de  su  esposo  D.  José,  y  D.  Pantaleon  Irisarri,  bajo  el 
concepto  de  marido  de  Doña  Rosario  de  Mendoza,  y  entre  otras  de  sos 
cláusulas  se  consignó  que  reconocían  á  Doña  Agustina  de  Orellana 
como  única  y  universal  heredera  de  su  esposo  D.  José  de  Mendoza,  y 
en  su  consecuencia  aprobaban  la  división  hecha  por  escritura  de  16  de 
Abril  de  1843,  asi  de  los  mayorazgos  de  primogenitura  como  de  los 
bienes  que  pudieran  corresponder  á  los  de  segundogenitura  por  haber- 
se practicado  en  toda  legalidad  y  exactitud,  y  sin  que  mediare  lesión 
ó  engaño,  y  que  la  Doña  Agustina  con  los  herederos  de  D.  Joaquín  de 
Mendoza  cederían  de  por  mitad  ó  Doña  Rosario,  esposa  de  D.  Panta- 
leon, una  casa,  una  parte  de  dehesa  y  120.000  rs.  en  metálico,  renun- 
ciando éstos  su  compensación,  entre  otras  cosas,  al  derecho  que  pu- 
dieran tener  á  alguna  parte  de  los  bienes  de  D.  José  Mendoza,  por  cau- 
sas anteriores  al  otorgamiento  de  la  escritura  que  otorgaban,  pues  to- 
das se  habian  de  considerar  sin  mérito  ni  valor  por  quedar  refundidas 
y  comprendidas  en  aquel  documento  : 

Resultando  que  en  7  de  Marzo  de  1875  D.  Pantaleon  Irisarri  pre- 
sentó demanda  pretendiendo  por  acción  mixta  de  real  y  personal  que 
se  declarase  que  á  la  herencia  del  padre  común  D.  José  de  Mendoza  y 
Manuel  de  Vi  llena,  Conde  de  Quiuutanilla,  correspondían  como  uno  de 
tantos  bienes  las  dos  partes  de  dehesa'  que  en  la  de  D.  Lúeas  Labrado 
compró  en  1806  y  1808,  y  no  se  comprendieron  en  el  inventario  ni  fue- 
ron objeto  de  división  entre  sus  seis  hijos  y  herederos,  condenando  á 
Doña  Agustina  Orellana,  esposa  y  heredera  del  primogénito  D.  José, 
á  que  divida  y  parta  dicha  finca  entre  todos  los  herederos  instituidos 
por  el  padre  común  en  su  testamento,  y  á  entregar  por  consiguiente 
al  demandante  ,  como  sucesor  de  su  esposa  Doña  Rosario,  lo  que  á  ésta 
correspondió  en  su  propio  nombre  y  las  otras  tres  partes  que  á  su  vez 
correspondieron  á  sus  hermanas  Doña  Josefa  y  Doña  Antonia,  y  á  su 
sobrino  D.  Vicente  Vera ,  Conde  de  los  Acevedos,  también  instituido 
como  hijo  de  Doña  Rafaela  ,  con  más  los  frutos  y  rentas  producidos  y 
debidos  producir  desde  que  la  ocupó  por  sucesión  hereditaria  de  su 
difunto  esposo  D.  José  de  Mendoza,  para  lo  que  expuso  que  habiendo 
adquirido  el  Conde  de  Quintanilla  por  compras  que  hizo  al  IMado 
en  1806  y  1808  las  dos  partes  de  la  dehesa  de  D.  Lúeas  Labrado  que 
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pertenecieron  á  la  Memoria  de  niños  expósitos,  y  á  la  congregación 
del  Espíritu  Santo,  y  habiéndose  im  luido  en  el  inventario  y  divi- 
sión que  se  practicaron  de  sus  bienes  libres ,  no  fué  distribuida  como 
debiera  entre  los  hijos  de  sus  herederos,  ni  D.  Joaquín  de  Men- 
doza pudo  trasmitirla  por  asto  de  enajenación  á  su  hermano  D.  José> 
por  no  hallarse  legalmente  agregada  ai  vinculo  de  segundos  que  po- 
seía :  que  representando  D.  Pantaleon  Irisarri  el  derecho  que  á  dichas 
partes  de  dehesa  tenían  su  esposa  Doña  Rosario,  sus  hermanas  Üoña 
Josefa  y  Doña  Antonia  y  su  sobrino  el  Conde  de  los  Acevedos,  por  ha- 
berse refundido  en  él  todos  mediante  á  una  serie  de  sucesiones  que  vi- 
nieron  á  acumularse  eu  su  esposa,  de  quien  traia  causa  hereditaria,  le 
debían  corresponder  cuatro  sextas  partes  en  la  mencionada  dehesa  por 
haber  sido  seis  los  hijos  herederos  ;  y  que  siendo  herencia  de  los  hijos 
todo  lo  que  los  padres  poseen  deducido  el  quinto,  y  siendo  manifiesto 
e\  agravio  que  se  había  inferido  á  los  causantes  del  D.  Pantaleon  Iri- 
sarri al  practicarse  la  partición  de  bienes  del  Conde  de  Quiutanilla 
en  18¿o,  concurría  en  él  la  acción  ordinaria  aue  la  ley  reserva  á  los 
ingresados  en  las  particiones  para  reclamar  la  subsanacion  del  perjui- 
cio su  t  rido : 

Resultando  que  conferido  traslado  de  la  demanda  á  Doña  Agustina 
de  Orellana  pidió  que  se  desestimase  por  carecer  de  fundamentos  bas- 
tantes, con  imposición  de  costas  al  actor;  fundándose  para  ello  en  que 
Doña  Agustina  Orellana  no  poseía  ni  era  dueña  de  la  parte  de  dehesa  de 
Don  Lúeas  Labrado,  adquirida  por  compra  al  Estado  en«1806  como  pro- 
cedente de  la  Memoria  de  niños  expósitos,  y  que  aunque  lo  era  de  la 
otra  parte  de  la  misma  dehesa  comprada  en  U08  á  la  congregación  del 
Hospital  del  Espíritu  Santo,  tenía  derecho  á  ello  como  heredera  legi- 
tima de  su  esposo  D.  José  en  1 843 ,  quien  la  había  adquirido  por  com- 
pra á  su  hermano  D.  Joaquín ,  como  poseedor  del  vinculo  de  segundos 
en  Junio  de  1841  :  que  no  habiendo  pertenecido  al  Conde,  de  Quinta- 
nilla,  padre  común  de  los  interesados,  la  parte  de  dehesa  procedente 
del  Hospital  á¿\  Espíritu  Santo,  única  de  las  dos  reclamadas  que  poseía 
como  propia  Doña  Agustina  ,  el  título  de  heredero  ,  que  ostentaba  el 
actor  era  inadmisible  :  que  la  conformidad  con  las  operaciones  parti- 
culares del  caudal  relicto  del  dicho  Conde  se  deducia  del  acto  de  haber 
dispuesto  los  interesados  del  haber  que  se  les  adjudicó,  quedando  por 
este  hecho  subsanado  el  defecto  que  pudieran  tener  :  que  la  acción  por 
lesión  interviniente  en  las  partijas  sólo  es  utilizable  cuatro  años  des- 
pués de  terminadas  :  que  la  agregación  al  mayorazgo  de  segundos  por 
permuta  de  la  parte  de  la  dehesa  del  Herruz  á  él  perteneciente,  por  la 
de  D.  Lúeas  Labrado  fué  asunto  de  cjnveniencia  de  su  poseedor  Don 
Joaquín,  en  el  que  nada  puso  de  su  parte  su  padre;  y  que  poseyendo 
la  demandada  la  parte  de  la  dehesa  de  D.  Lúeas  Labrado  desdo  el  año 
de  1843,  y  antes  su  marido  desde  que  la  compró  á  su  hermano  D.  Joa- 
quín en  15  de  Junio  de  1841  y  mediando  buena  fe,  título  justo  y  ca- 
pacidad prescriptible  en( la  cosa,  ehtrascurso  de  34  años  de  posesión 
continuada  había  consumado  la  prescripción  en  su  favor  : 

Resultando  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites,  el  Juez  de  pri- 
mera instancia,  por  sentencia  de  22  de  Setiembre  de  1875,  declaró  no 
haber  lugar  á  la  reforma  del  inventario  y  partición  efectuado  en  el 
año  de  1826  por  defunción  del  Conde  de  t/u  i  n  lanilla  D.  José  de  Men- 
doza y  Manuel  Villen»,  ni  á  la  inclusión,  por  lo  tanto,  en  el  expresado 
inventario  de  la  dehesa  que  compró  el  D.  José  en  permuta  y  para  agre- 
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gar  al  mayorazgo  de  segundogenitura  que  poseía  su  hijo  D.  Joaquín, 
absolviendo  de  la  demanda  á  Duna  Agustina  de  Orellana,  con  imposi- 
ción de  costas  á  D.  Pantaleon  Irisarri: 

Resultando  que  admitida  la  apelación  que  el  demandante  interpuso 
y  sustanciada  la  instancia,  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia,  por  sen- 
tencia de  46  de  Marzo  de  1876,  confirmó  la  apelada  en  cuanto  por  ella 
se  absolvía  de  la  demanda  á  Doña  Agustina  de  Orellana,  y  se  condena- 
ba en  las  costas  á  D.  Pantaleon  Irisarri,  á  quien  condenó  también  at 
pago  de  todas  las  causadas  en  la  segunda  instancia: 

Resultando  que  D.  Pantaleon  Irisarri  interpuso  recurso  de  casación 
por  conceptuar  infringidos: 

T  La  ley  4a,  tít.  17,  lib.  10  de  la  Novísima  Recopilación,  por  cuanto 
no  se  ha  probado  por  la  parte  de  D.  Lúeas  Labrado,  que  se  supone  ser 
de)  mayorazgo  de  segundogenitura  perteneciente  á  D.  Joaquín  de 
Mendoza  haya  pertenecido  a  este  vinculo  en  tiempo  alguno: 

2o  La  ley  Ia,  tít.  20,  lib.  40  de  la  Novísima  Recopilación,  según  la 
cual,  los  hijos  heredan  los  hienes  de  sus  padres;  porque  habiendo  de- 
jado el  Conde  de  Quintanilla  herederos  de  la  porción  libre  de  sus  bie- 
nes á  los  causantes  dei  recurrente,  no  se  ha  adjudicado  á  éstos  la  parte 
de  dehesa  de  D.  Lúeas  Labrado  sólo  por  haberse  apoderado  de  ello  Don 
Joaquín  Mendoza  á  titulo  de  que  la  expresada  parte  de  dehesa  era 
'  vincular: 

3°  La  doctrina  de  este  Tribunal  Supremo  consignada  en  sentencia 
de  4  2  de  Junio  de  4  862,  según  la  cual,  toda  partición  en  que  por  error 
manifiesto  y  evidente  se  causase  perjuicio  ó  agravio  debe  subsanarse  y 
repararse  para  que  cada  interesado  perciba  lo  que  legítimamente  le 
corresponda: 

4°  El  art.  2°  de  la  ley  de  4 1  de  Octubre  de  4820,  según  el  cual  Don 
Jaaquin  Mendoza,  dueño  de  la  mencionada  parle  de  dehesa  á  título  de 
mayorazgo, jio  pudo  disponer  completamente  de  ella  ó  enajenarla  como 
lo  hizo  en  1841  á  su  hermano  D.  José,  esposo  de  la  demandada,  sino 
que  estaba  obligado  por  virtud  de  la  mencionada  ley  á  reservar  para 
después  de  su  muerte  la  mitad  de  esa  parte  de  dehesa  á  favor  de  su 
sucesor  inmediato  en  el  vínculo,  que  lo  era  la  mujer  de  D.  Panta- 
leon Irisarri : 

5o  La  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  30  de  Diciembre 
de  1864,  según  la  cual  la  ley  de  4 1  de  Octubre  de  4  820,  restablecida 
en  30  de  Agosto  de  4  83(1,  al  declarar  suprimidas  las  vinculaciones,  v 
libres  por  lo  tanto  los  bienes  de  que  constaban,  sólo  autorizó  a  los  po- 
seedores para  la  venta  de  la  mitad  de  las  /incas  de  cada  una  de  ellas  f 
previa  la  correspondiente  tasación  y  división  con  audiencia  del  inme- 
diato sucesor,  so  pena  de  nulidad  de  venta,  doctrina  que  en  el  caso  de 
ser  vincular  la  parte  de  dehesa  habría  sido  infringida  la  sentencia  al 
declarar  ésta  que  es  válida  y  eficaz  la  venta  que  el  poseedor  de  la  mis- 
ma hizo  en  4  844  á  su  hermano  primogénito  ó  sea  el  Conde  de  Quinta- 
nilla,  puesto  que  se  hizo  dicha  enajenación  sin  consentimiento  y  sin  re- 
servar la  mitad  del  producto  á  favor  del  Inmediato  sucesor  en  el 
vínculo,  que  lo  era  la  esposa  del  recurrente  : 

6o  La  doctrina  consignada  por  este  Tribunal  Supremo  en  sentencia 
de  27  de  Mayo  de  4858,  según  la  cual,  la  compra  de  una  parte  de  de- 
rechos poseídos  en  común,  no  trasmite  en  el  comprador  más  que  aque- 
llos que  pertenecen  al  vendedor,  así  en  lo  benéfico  como  en  lo. 
gravoso : 


Digitized  by  Google 


RECURSOS  Y  COMPETENCIAS .  285 

• 

V  La  ley  7a,  lít.  U,  Partida  6a,  porque  aplicándola  al  caso  presente 
contra  lo  que  la  misma  dispone,  se  infringe  terminantemente  la  19  y  21, 
título  19,  Partida  3\  según  las  cuales  el  «que  recibe  una  cosa  del  que 
non  ha  derecho  non  la  puede  ganar  por  menos  de  30  años,  y  si  conti- 
nuamente viene  seyendo  sucedor  y  no  le  moviesen  pleito  en  todo  este 
tiempo  magüer  fuese  la  cosa  hurlada  ó  robada: » 

8o  La  ley  5a,  tit.  8o,  lib.  i  I  de  la  Novísima  Recopilación,  con  arreglo 
á  la  que  la  acción  mixta  prescribe  á  los  30  años  ;  porque  habiéndose 
interrumpido  el  tiempo  en  el  caso  presente  no  es  aplicable  tampoco  ;  y 
la  29,  lít.  29,  Partida  6a,  porque  siendo  esta  ley  de  aplicación  general, 
y  habiéndose  comprendido  en  el  pleito  promovido  á  la  muerte  de  Don 
José  Mendoza,  esposo  de  la  demandada  de  que  se  trata,  se  interrumpió 
su  prescripción  y  perdió  aquella  el  tiempo  que  ántes  la  hubiera  poseído 
su  marido,  no  pudiéndose  contar  para  ella  el  tiempo  sino  desde  que 
concluyó  dicho  pleito  y  pudo  inscribir  los  bienes  que  le  correspondie- 
ron por  sucesión  en  1851,  y  no  habiendo  trascurrido  hasta  (a  fecha  de 
la  demanda  el  término  de  la  prescripción,  se  infringe  esta  ley  declaran- 
do como  lo  hace  la  Sala  sentenciadora  dicha  prescripción  : 

Y  9o  La  ley  65  de  Toro,  (6a,  tít.  8o,  lib.  10  de  la  Novísima  Recopila- 
ción), según  la  cual  la  interrupción  en  la  posesión  a  interrumpe  la 
prescripción  en  la  propiedad,  é  por  el  contrario  la  interrupción  en  la 
propiedad  interrumpe  la  prescripción  en  la  posesión ; »  porque  en  cual- 
quiera de  los  dos  casos  que  comprende  la  ley  ha  debido  tenerse  en 
cuenta  la  interrupción  que  establece,  y  sin  embargo,  se  declara  pres- 
crita la  finca  reclamada  sin  tener  en  cuenia  la  interrupción  que  dicha 
prescripción  sufría  por  el  pleito  sobre  el  testamento  y  sucesión  del  Don 
José  de  Mendoza : 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Benito  de  Uiloa  y  Rey: 

Considerando  que  en  el  año  de  1825,  se  hizo,  con  aprobación  judi- 
cial, la  división  de  la  herencia  fincable  á  la  muerte  del  Conde  de  Quin- 
tanilla,  entre  sus  hijos,  y  consta  de  ese  documento  que,  excepto  «1 
primogénito,  los  demás  renunciaron  la  herencia  en  atención  á  que  no 
alcanzaba  á  pagar  las  deudas,  y  que  la  viuda  y  el  hijo  mayor  se  obliga- 
ron á  pagarlas  y  además  dieron  graciosamente  á  las  hijas  y  hermanas 
respectivamente,  entre  las  que  figuran  Doña  Rosario  de  Mendoza,  es- 
posa de  D.  Pantaleon  Irisarri,  en  consideración  al  cariño  que  las  pro- 
fesaban, á  su  sexo  y  orfandad,  una  cantidad  mayor  que  la  que  impor- 
taba el  haber  activo  hereditario  : 

Considerando  que  ante  la  existencia  de  este  contrato,  que  es  ley 
para  los  otorgantes  lo  mismo  que  para  sus  causa -habientes,  cuya  efi- 
cacia jurídica  no  se  anuló  ni  desvirtuó  siquiera,  es  insostenible  legal- 
mente la  demanda  entablada  por  D.  Pantaleon  Irisarri,  dirigida  á  re- 
clamar concretamente  la  parte  de  la  herencia  libre  de  su  suegro  el 
Conde  de  Quintanilla,  suponiendo  que  existe  herencia  centra  lo  con- 
signado por  sus  causantes  en  el  documento  de  4825: 

Considerando  que  interpuesta  la  demanda  á  los  50  años  de  celebra- 
do aquel  contrato,  á  virtud  del  que  cada  interesado  posee  la  parte  de 
herencia  que  han  aceptado  y  han  dispuesto  do  ella  como  han  tenido 
por  conveniente,  el  trascurso  de  tiempo  haria  ineficaz  cualquiera  ac- 
ción que  ejercitada  en  tiempo  oportuno  pudiera  favorecer  á  la  parte 
recurrente  ó  á  sus  causantes: 

Considerando,  además,  que  Doña  Rosario  de  'Mendoza  debidamente 
autorizada  por  su  marido  D.  Pantaleon  Irisarri,  otorgó  la  transacción. 
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de  1850  con  Doña  Agustina  de  Oreüana,  viuda  de  D.José  de  Mendoza» 
hermano  de  la  primera,  á  virtud  de  la  cual  aprobaron  las  particiones 
de  las  herencias  de  éste  hechas  en  el  año  1843,  y  del  otro  hermano  Don 
Joaquín,  renunciándola  Doña  Rosario  al  derecho  que  pudiera  tener  á 
los  bienes  de  dicha  procedencia,  y  reconociesen  eausas  anteriores  á  la 
fecha  de  dicha  transacción,  recibiendo  en  compensación  los  bienes  y 
cantidades  que  en  dicho  documento  se  expresan,  contrato  sobre  el  cual 
no  puede  volver  la  parte  recurrente  ;  por  el  contrario  está  obligada  á 
su  cumplimiento,  y  bastaría  para  desmostrarla  improcedencia  del  de- 
recho que  alega  á  la  herencia  de  su  suegro,  lo  mismo  que  á  la  de  sus 
euñados  D.  José  y  D.  Joaquin  de  Mendoza,  áun  cuando  no  existiera  el 
de  J825  y  el  lapso  de  tiempo  no  lo  hubiera  extinguido  : 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora,  al  absolver  de  la  demanda 
fundándose,  entre  otras,  en  las  razones  expuestas  anteriormente,  no 
infringe,  como  se  supone,  ley  alguna  de  las  que  se  citan  profusamente 
á  este  propósito ; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Pantaleon  Irisarri,  á  quien  con- 
denamos en  las  costas ;  y  líbrese  la  correspondiente  certificación  á  la 
Audiencia  de  Cáceres.  —  (  Sentencia  publicada  el  4  de  Abril  de  1877,  é 
inserta  en  la  Gaceta  de  14  de  Agosto  del  mismo  año.) 


189 

Recurso  de  casación  (5  de  Abril  de  1877).  —  Aprovechamiento 
de  aguas.  —  Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Máximo  Chulvi 
y  Lledó  contra  I;i  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
Valencia,  en  pleito  con  D.  Ernesto  Rendós  y  Ciñó,  y  se  resuelve: 

1°  Que  si  lejos  de  hacerse  en  una  sentencia  caso  omiso  del  uso  inmemo- 
rial de  unas  aguas,  se  declara  probado  por  el  contrario  que  ese  uso  no 
le  ha  tenido  la  finca  del  recurrente  sino  la  del  recurrido,  y  se  consigna 
además  que  los  dueños  de  terrenos  inferiores  no  adquieren  derecho  á 
las  aguas  con  perjuicio  de  los  superiores,  aunque  los  propietarios  de  és- 
tas dejen  de  aprovecharlas  por  más  ó  minos  tiempo,  no  concurriendo 
tampoco  las  condiciones  inequívocas  que  según  la  ley  1 5,  tit.  3 1 ,  Parti- 
da 3a,  revelan  haberse  constituido  una  verdadera  servidumbre  sobre 
cosa  ajena  ;  al  declarar  el  derecho  del  recurrido,  no  se  infringe  dicha 
ley  de  Partida  ni  los  artículos  34  y  39  de  la  ley  de  aguas  de  3  de  Agosto 
de  1 866  : 

2o  Que  si  el  recurrente  no  interpuso  una  apelación  dividua,  y  la 
otra  parle  se  adhirió  á  ella  en  el  extremo  que  le  pareció  perjudicial  el 
fallo  de  primera  instancia,  son  inaplicables  y  por  consiguiente  no  pue- 
den considerarse  infringidas  las  leyes  13,  14  y  19,  tit.  ti,  Partida  3a, 
que  dan  por  firmes  las  sentencias,  áun  las  dadas  condicionalmente ,  de 
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que  no  se  alzan  las  partes  ;  la  14,  tíL  23  de  la  misma  Partida  que 
permite  las  apelaciones  dividuas  y  previene  valga  la  sentencia  respecto 
á  los  extremos  de  que  no  apelaron  los  litigantes  y  la  doctrina  de  que 
el  fallo  definitivo  consentido  por  las  partes  adquiere  la  autoridad  de 
tosa  juzgada : 

3°  Que  aun  cuando  el  dueño  de  la  finca  superior  no  la  hubiera  re- 
gado en  15  ó  1 6  años,  no  por  eso  resulta  á  favor  de  la  inferior  un  es- 
tado posesorio  legitimo  que  haya  de  respetarse  según  la  jurisprudencia 
admitida  por  los  Tribunales ; 

Y  4o  Que  si  no  existió  la  perturbación  base  del  interdicto,  sino  que 
el  dueño  de  la  finca  superior  hizo  dentro  de  ella  ciertas  obras  que  le 
parecieron  adecuadas  para  utilizar  sin  invasión  alguna  las  aguas,  que 
el  recurrente  no  poseía,  miéniras  no  hubiera  sobrantes  que  entraran  en 
su  heredad',  al  condenar  en  las  costas  al  demandante  en  el  interdicto, 
no  se  infringen  por  la  Sala  sentenciadora  las  leyes  2a,  tit.  Io,  libro  8o 
del  Fuero  Juzgo;  4\  tit.  4o,  libro  4o  del  Fuero  Real;  10,  tít.  10,  Par- 
tida  7a,  ni  los  artículos  724  y  726  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid  ,  á  5  de  Abril  de  1877,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción 
de  ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Onteniente  y  en 
la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Valencia  por  D.  Ernesto  R»*ndós  y 
Ciñó  con  D.  Máximo  Chulvi  y  Lledó  sobre  aprovechamiento  de  aguas: 

Resultando  que  en  23  de  Julio  de  1872  entabló  D.  Máximo  Chulvi 
interdicto  de  recobrar  el  uso  exclusivo  de  las  aguas  de  la  fuente  de  Al- 
moreig,  que  nace  en  las  tierras  de  la  heredad  de  Medina,  de  que  esta- 
ba en  posesión  desde  tiempo  inmemorial,  y  de  cuyo  disfrute  lo  había 
despojado  D.  Ernesto  Rendós  por  haber  variado  por  medio  de  sus  de- 
pendientes el  conducto  de  dichas  aguas,  aprovechándolas  en  el  riego 
de  un  bancal  que  habia  formado  in  nediato  á  dicha  fuente,  y  en  cuyo 
interdicto,  sustanciado  que  fué  sin  audiencia  del  despojante,  recayó 
sentencia  restitutoria  en  2  de  Agosto  del  mismo  año: 

Resultando  que  D.  Ernesto  Rendós,  haciendo  uso  de  la  acción  real 
para  el  aprovechamiento  del  agua  y  de  la  negatoria  de  servidumbre, 
entabló  en  9  de  Diciembre  de  1872  la  demanda  objeto  de  este  pleito, 
para  que  se  declarase  que  le  competia  el  derecho  de  aprovechar  el 
agua  de  la  fuente  de  Almoreig  miéntras  discurriera  por  su  heredad  de 
Medina,  sin  que  D.  Máximo  Chulvi  pudiera  coartar  ó  limitar  este  de- 
recho por  estarlo  el  suyo  al  aprovechamiento  del  agua  subíante  que 
entraba  en  su  heredad  de  Morera,  condenándole  á  reponer  las  cosas  al 
estado  en  que  se  hallaban  ántes  de  entablar  el  interdicto,  á  la  restitu- 
ción de  las  costas,  daños  y  perjuicios  que  abonó  á  consecuencia  del 
mismo  y  en  todas  las  de  este  juicio  ;  pretensión  que  fundó  en  que  por 
escritura  de  5  de  Agosto  y  7  de  Octubre  de  1870  adquirió  de  los  here- 
deros de  Doña  Josefa  Llinares  una  heredad  titulada  Medina,  sita  en  tér- 
mino de  Onteniente,  que  Mudaba  por  Levante  con  la  de  Morera,  propia 
de  Chulvi,  que  la  adquirió  á  su  vez  de  la  testamentaria  de  la  Duquesa 
de  Almodóvar,  sin  que  se  expresase  en  la  venta  otorgada  á  su  favor  que 
sobre  la  heredad  de  Medina  pesase  servidumbre  alguna ;  que  en  esta 
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heredad  existia  una  pequeña  rambla  que  recogía  las  aguas  pluviales 
que  vertían  á  ella  por  unos  pequeños  cauces,  rambla  que  al  salir  de  la 
heredad  de  Medina  entraba  en  la  de  Morera,  situada  en  la  parte  infe- 
rior: que  dentro  del  cauce  de  esta  rambla  y  heredad  de  Medina,  á 
unos  100  metros  poco  más  ó  ménos  de  la  linea  divisoria  entre  ambas 
heredades,  nacia  una  fuente  llamada  de  Almoreig,  cuya  agua,  desde 
tiempo  inmemorial,  se  había  considerado  como  propia  de  dicha  here- 
dad, aprovechándola  sus  colonos  para  sus  usos  domésticos  y  para  el 
riego  de  un  bancal  formado  en  el  cauce  de  la  rambla  junto  á  una  de 
sus  laderas,  entrando  la  sobrante  que  por  la  situación  del  nacimiento 
no  era  posible  aprovecharla,  en  la  heredad  de  Morera  que  las  utilizaba 

Í)ara  el  riego,  sin  que  jamás  se  permitiese  á  su  dueño  ó  colonos  entrar  en 
a  de  Medina  ni  ejercer  acto  alguno  de  dominio  ó  posesión  sobre  el  agua: 
que  era  doctrina  legal  que  el  dueño  de  un  predio  lo  era  también  de  la 
que  en  él  nacia  y  que  podia  disponer  de  sus  aguas  según  le  conviniera, 
salvo  el  derecho  que  otro  hubiera  adquirido  por  título  ó  pescripcion: 
que  para  haber  adquirido  Chulvi  por  este  último  medio  el  aprovecha- 
miento exclusivo  del  agua  no  le  bastaría  haberla  utilizado  luégo  de  sa- 
lir de  la  heredad  de  Medina,  sino  que  sería  necesaria  la  prohibición  á  los 
dueños  de  dicha  heredad  de  utilizarla  ó  que  estuviere  construido  acue- 
ducto para  conducirla  á  la  suya  ;  y  que  no  eiistiendo  inscrito  en  el  Re- 
gistro de  la  propiedad  servidumbre  de  derecho  real  á  favor  de  la  de 
Morera  sobre  la  de  Medina,  éste  no  podia  perjudicar  á  tercero  : 

Resultando  que  D.  Máximo  Chulvi  impugnó  la  demanda  fundado 
en  que  había  adquirido  de  la  testamentaría  de  la  Duquesa  de  Almodó- 
var  la  heredad  de  la  Morera,  trasmitiéndole  con  ella,  entre  otros  dere- 
chos, el  de  utilizar  exclusivamente  para  su  riego  las  aguas  delacitada 
fuente :  que  puesto  en  posesión  del  aprovechamiento  exclusivo  de 
ellas,  Rendós  le  pidió  por  favor  que  le  permitiera  sacar  algunas  para 
el  uso  y  demás  necesidades  de  su  casa-masía,  permiso  que  le  concedió 
porque  la  duración  dependía  de  su  voluntad  ;  que  Rendós,  por  el  deseo 
inmoderado  de  aprovechar  las  aguas,  elevó  su  nacimiento  y  cauce 
hasta  la  altura  de  un  metro  y  desmontó  un  terreno  secano  para  que  las 
aguas  pudieran  penetrar  en  él,  ron  lo  cual  irrogó  perjuicio  á  su  here- 
dad, que  desde  inmemorial  las  habia  aprovechado,  teniendo  construido 
acueducto  desde  la  fuente,  que  limpiaron  cuando  tuvieron  por  conve- 
niente, sin  permitir  aprovechar  las  aguas  á  la  citada  heredad,  y  qae 
en  las  escrituras  de  venta  á  favor  de  Rendós  no  se  hacia  mérito  de  la 
fuente,  siendo  así  que  valia  tanto  ó  más  que  la  finca: 

Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes  y  sustanciado  el 
juicio  en  dos  instancias,  dictó  sentencia  en  10  de  Marzo  de  4876  la 
Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Valencia,  que  no  fué  conforme,  de 
toda  conformidad,  con  la  del  Juez  de  primera  instancia,  declarando 
que  á  D.  Ernesto  Rendós,  como  dueño  de  la  heredad  de  Medina,  en  la 
que  nace  la  fuente  de  Almoreig,  corresponde  el  derecho  de  aprovechar 
exclusivamente  las  aguas  de  dicha  fuente  miéntras  discurran  por  sa 
expresada  heredad,  y  que  el  derecho  de  D.  Máximo  Chulvi  respecto  á 
dichas  aguas,  como  dueño  de  la  heredad  de  la  Morera,  está  limitado  al 
uso  eventual  de  las  sobrantes  ó  no  aprovechadas  que  entren  en  su  pre- 
dio después  de  haber  salido  del  de  Medina  ;  condenando  á  D.  Máximo 
Chulvi  á  reponer  las  cosas  al  estado  que  tenían  ántes  de  proponer  el 
interdicto  de  recobrar  ;  á  la  devolución  de  las  cantidades  pagadas  por 
Don  Ernesto  Rendós  por  costas,  daños  y  perjuicios  á  consecuencia  de 
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la  restitución,  y  además  en  los  perjuicios  sufridos  desde  que  ésta  se 
verificó  hasta  la  ejecución  de  esta  sentencia,  tasados  por  peritos,  y  en 
las  costas  de  la  primera  instancia  de  este  juicio: 

Resultando  que  D.  Máximo  Chulvi  y  Lledó  interpuso  recurso  de 
casación  por  haberse  infringido  á  su  juicio: 

\°  Al  declarar  que  Rendós  tenia  el  derecho  exclusivo  de  aprovechar 
las  aguas  de  la  citada  fuente  para  su  heredad  de  Medina,  miéntras  dis- 
currieran por  ella,  y  que  el  recurrente  sólo  tenía  un  derechu  eventual 
á  las  sobrantes,  fundándose  para  ello  en  que  las  leyes  determinan  que 
las  aguas  que  nazcan  en  un  fundo  pertenecen  al  dueño,  y  no  haciendo 
mérito  del  uso  inmemorial,  suponiendo  que  se  necesitaban  además  ac- 
tos obstativos  del  dominio  de  Rendas  que  no  se  habían  justificado,  la 
ley  15,  tit.  31,  Partida  3a ,  y  los  artículos  34  y  39  de  la  ley  de  aguas 
de  3  de  Agosto  de  1866: 

2°  Al  declarar  que  Rendós  tenía  el  derecho  exclusivo  de  aprovechar 
las  aguas  de  la  fuente  para  su  heredad  de  Medina  miéntras  discurrie- 
ran por  ella,  y  que  D.  Máximo  Chulvi  sólo  tenía  un  derecho  eventual 
á  las  sobrantes,  á  pesar  de  que  esos  puntos  no  eran  objeto  de  la  apela- 
lacion,  puesto  que  ésta  se  limitaba  por  parte  de  Chulvi  á  que  sede- 
clarase  que  no  tenía  D.  Ernesto  Rendós  derecho  á-  aprovechar  las 
aguas  para  los  determinados  usos  que  le  concedía  la  sentencia  de  pri- 
mera Instancia  y  por  parte  de  Rendós  que  debia  condenarse  á  Chulvi 
¡i  reponer  las  cosas  al  estado  que  tenían  ántes  de  la  admisión  del  inter- 
dicto, las  leyes  13,  14  y  19,  tit.  22,  Partida  3a,  que  da  por  firmes  las 
setencias  áun  las  dadas  condicionalmente,  de  las  que  no  se  alzan  las 
partes;  la  14,  tit.  23  de  la  misma  Partida  3a,  que  permite  las  apelacio- 
nes dividuas,  y  previene  que  valga  la  sentencia  respecto  á  los  extre- 
mos de  que  no  apelaron  los  litigantes  y  la  doctrina  de  la  sentencia  de 
22  de  Abril  de  1861  de  que  el  fallo  definitivo  consentido  por  las  partes 
adquiere  la  autoridad  de  cosa  juzgada  : 

3o  Hallándose  reconocido  en  la  sentencia  que  hacia  lo  ó  16  años  que 
Rendós  no  regaba  el  campo  por  haberlo  llevado  una  avenida  y  que  al- 
teró el  cauce  del  manantial,  elevándolo  para  regar  el  campo  nuevo,  al 
mandar  que  Chulvi  reponga  las  cosas  al  estaco  que  tenían  ántes  del 
interdicto,  y  por  consiguiente  después  de  la  perturbación  introducida 
por  Rendós,  que  quedaba  sancionada  la  doctrina  admitida  por  la  juris- 
prudencia de  los  Tribunales  y  especialmente  en  la  sentencia  de  esle 
Supremo  de  30  de  Junio  de  1860,  según  la  que,  en  materia  de  aguas, 
ha  de  respetarse  el  estado  posesorio: 

Y  4o  Y  al  condenará  Chulvi  á  la  devolución  déla  cantidad  que  pagó 
Rendós  por  costas,  danos  y  perjuicios  sufridos  á  consecuencia  de  la 
restitución  mandada  en  el  interdicto  de  recobrar,  la  doctrina  que  se 
deduce  de  la  ley  2a,  tít.  Io,  libro  8o  del  Fuero  Juzgo;  4a.  tit.  4o,  li- 
bro 4o  del  Fuero  Real;  10,  tít.  10,  Partida  7a  y  artículos  724  y  726  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  á  saber:  que  la  perturbación  en  el  es- 
tado posesorio  de  una  cosa,  es  suficiente  causa  para  que  proceda  el  in- 
terdicto; que  el  que  tenga  derecho  á  ella  el  despojante  no  le  autoriza 
para  el  despojo,  sino  que  le  hace  perder  el  derecho  que  tenia;  y  que 
áun  cuando  se  le  haya  declarado  este  derecho,  si  no  se  ha  resuelto  que 
era  falsa  la  perturbación  de  la  posesión  alegada  por  el  despojado  y  en 
cuya  virtud  se  accedió  al  interdicto,  las  costas  y  perjuicios  que  causó 
y  en  que  fué  condenado  no  han  de  devolvérsele  al  despojante  porque 
se  le  impusieron,  no  porque  careciese- de  derecho,  sino  por  el  simple 
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hecho  de  ejercitarlo  contrariando  la  posesión  continua  por  su  propia 
autoridad  y  sin  acudir  A  la  del  Juez  : 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Díaz  de  Rueda: 

Considerando  que  no  es  de  estimar  el  primer  motivo  del  recurso, 
porque  léjos  de  hacerse  en  la  sentencia  caso  omiso  del  uso  inmemorial, 
se  declara  probado  por  el  contrario  que  ese  uso  no  lo  ha  tenido  la  finca 
del  recurrente,  sino  la  del  recurrido,  y  porque  los  düeños  de  terrenos 
inferiores  no  adquieren  derecho  á  las  aguas  con  perjuicio  de  ios  supe- 
riores aunque  los  propietarios  de  éstas  dejen  de  aprovecharlas  por  más 
ó  ménos  tiempo,  si  á  la  vez  no  concurren  las  condiciones  iueqnívo'as 
que  según  la  ley  15.  tit.  31,  Partida  3a,  revelan  haberse  constituido 
una  verdadera  servidumbre  sobre  cosa  ajena  : 

Considerando  que  es  igualmente  infundado  el  segundo  motivo, 
porque  el  recurrente  no  interpuso  una  apelación  dividua,  al  paso  que 
la  otra  parte  se  adhirió  á  ella  en  el  extremo  que  la  pareció  perjudicial 
el  fallo  de  primera  instancia,  conforme  por  lo  demás  en  lo  sustancial 
con  el  de  la  Audiencia : 

Considerando  que  es  desestimante  asimismo  el  tercer  motivo,  por- 
que ánn  cuando  el  dueño  de  la  linca  superior  no  la  hubiera  regado  en 
15  ó  16  años,  no  por  eso  resulta  á  favor  de  la  inferior  un  estado  pose- 
sorio legítimo  que  haya  de  respetarse  según  la  jurisprudencia  que  sin 
razón  se  invoca  : 

Considerando,  por  último,  que  no  se  han  infringido  las  leyes  cita- 
das en  cuarto  lugar,  porque  no  existió  la  perturbación  base  del  inter- 
dicto, sino  que  Rendós,  dueño  de  la  finca  superior,  hizo  dentro  de  ella 
ciertas  obras  que  le  parecieron  adecuadas  para  utilizar  sin  invasión  al- 
guna las  aguas,  que  el  recurrente  no  poseia  mientras  no  hubiera  so- 
brantes que  entraran  en  su  heredad  ; 

Pallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curs)  de  casación  que  interpuso  D.  Máximo  Chulvi  y  Lledó  y  sosteni- 
do por  su  viuda  Doña  Josefa  Ruiz  y  Belvis  por  si  y  en  representación 
de  sus  hijos  menores,  á  los  que  condenamos  en  las  costas;  y  líbrese  á 
la  Audiencia  de  Valencia  la  certificación  correspondiente. — (Sentencia 

Sublicada  el  5  de  Abril  de  1877,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  i  5  de  Agosto 
el  mismo  año.) 


190 

Recnrso  de  casación  (6  de  Abril  de  1877).— Nulidad  de  un 
testamento  cerrado.  —  Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Supremo  no  haber  lugar  á  los  recursos  de  casación  interpuestos  por  . 
Don  Miguel  Fernandez  de  la  Oliva  y  consortes  contra  la  sentencia  dic- 
tada por  la  de  lo  civil  de.  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  Don 
Angel  Alonso  Retana,  y  se  resuelve: 

Io  Que  la  sentencia  que  declara  válido  el  testamento  cerrado  hecKo 
por  el  que  no  sabe  letr  ni  escribir,  no  infringe  la  ley  2a,  tit.  18,  li- 
bro 10  de  la  Novísima  Recopilación,  puesto  que  la  referida  ley  no  pro- 
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hibe  que  Jírme  por  el  testador  que  no  sabe  hacerlo  la  escritura  del  tes- 
tamento uno  de  los  testigos  que  intervengan  en  su  otorgamiento,  y  An- 
tes bien,  después  de  ordenar  que  la  firmen  testigos  y  testador ,  «si 
supieren  y  pudieren,*  dispone  á  seguida,  «y  si  no  supieren,  y  el  testa- 
dor 110  pudiera,*  comprendiendo  respecto  á  éste  los  casos  de  ignorancia 
y  de  impotencia ,  «que  los  unos  firmen  por  los  otros  de  manera  que 
sean  ocho  firmas  y  más  el  signo  del  Escribano,*  sin  hacer  tampoco 
distinción  alguna  de  testigos  y  testador: 

2o  Que  no  ofreciendo  duda  alguna  que  la  referida  ley  recopilada  no 
tuvo  otro  objeto,  ni  se  propuso  tampoco  más  que  establecer  la  solemni- 
dad externa  de  los  testamentos,  es  improcedente,  por  carecer  de  todo 
apoyo,  la  deducción  qut  bajo  un  supuesto  inexacto ,  se  hace  de  algunas 
de  las  palabras  de  dicha  ley  para  sentar  que  dispone  que  no  puede  tes- 
tar por  escrito  el  que  no  sabe  escribir,  cuando  no  se  trata  en  ella  de  la 
capacidad  del  testador ,  sino  de  la  solemnidad  del  testamento ,  como 
hasta  el  epígrafe  de  la  misma  ley  lo  demuestra ;  y  que  existiendo  y 
estando  vigente  la  ley  de  Partida  que  declara  este  derecho ,  debió  ha- 
berlo derogado  ó  establecido  con  claridad  y  precisión,  sin  dar  lugar  d 
deducciones  el  derecho  nuevo,  y  aun  prescindiendo  de  esto,  pudo  fácil-  • 
mente  realizarlo,  si  hubiera  querido,  con  sólo  declarar  al  que  no  sabe 
leer  equiparado  al  ciego,  que  no  podia  ántes  ni  puede  hoy  otorgar  por 
escrito  su  testamento,  cuya  solemnidad  reformó  la  referida  ley ; 

Y  3o  Que  contra  los  razonamientos  y  citas  que  preceden  á  la  parle 
dispositiva  de  una  sentencia,  por  equivocados  que  estuvieren,  no  pro 
cede  el  recurso  de  casación,  como  tiene  consignado  el  Tribunal  Su- 
premo en  diferentes  sentencias',  porque  la  infracción  de  las  leyes  no 
se  comete  más  que  en  la  parte  resolutiva  del  fallo. 

En  la  villa  y  corle  de  Madrid,  á  6  de  Abril  de  4877,  en  los  autos 
que  ante  Nós  penden  por  recurso  de  casación,  seguidos  en  el  Juzgado 
de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Audiencia  y  en  la  Sala  segunda 
de  lo  civil  de  la  de  este  territorio  por  Doña  Gregoria  Fernandez  de  la 
Oliva,  Doña  Antonia  Martínez  Fernandez  de  la  Oliva,  D.  Miguel  Fer- 
nandez de  la  Oliva,  D.  Juan  José  Piados,  marido  de  Doña  María  Fer- 
dez  de  la  Oliv:i,  y  Doña  Victoriana  Fernandez  de  la  Oliva,  con  D.  An- 
gel Alonso  Retana,  hoy  sus  hijos  y  herederos  D.  Vicente,  l).  Emilio, 
Doña  Pilar,  D.  Benito,  Doña  Benita  y  Doña  Telesfora  Alonso  y  Gómez 
sobre  nulidad  ie  un  testamento  cerrado: 

Kesultando  que  en  26  de  Noviembre  de  1870  falleció  Doña  Antonia 
Fernandez  de-la  Oliva,  bajo  el  testamento  cerrado  que  tenia  otorgado 
ante  el  Notario  D.  Santiago  Saenz  Hermúa  en  20  de  dicho  mes  y  año,  y 
que  fué  abierto  y  publicado  con  las  solemnidades  de  derecho  a  instan- 
cia de  D.  Angel  Alonso  Retana: 

Resultando  que  en  la  carpeta  de  dicho  testamento  firmada  por  ocho 
testigos  y  por  el  Notario  D.  Santiago  Saenz  Hermúa  en  el  expresado 
día  20  de  Noviembre  de  1870,  se  consigna  que  compareció  ante  el  No- 
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tario  y  testigos  Doña  Antonia  Fernandez  de  la  Oliva,  enferma  en  cama 
gravemente,  pero  en  el  completo  uso  de  sus  facultades  intelectuales  y 
con  cap  icidad  legal  necesaria  para  testar,  lo  cual  observó  el  Notario  y 
también  los  testigos,  hallándose  entre  éstos  el  Facultativo  que  la  asis- 
tía ;  que  habia  ordenado  su  testamento  por  escrito  mandándolo  exten- 
der de  mano  ajena  y  firmar  á  su  ruego  á  D.  Manuel  Basarrate  y  Ro- 
dríguez, cerrándolo  bajo  cubierta  para  otorgarlo  con  las  formalidades 
necesarias,  á  cuyo  fin  le  exhibía  en  un  pliego  sellado  ya  y  cerrado,  y 
declaraba  que  en  él  se  contenía  su  mencionado  testamento  el  cual  ha- 
bia de  ser  fielmente  cumplido  : 

Resultando  que  el  referido  testamento,  fecha  de  20  de  Noviembre 
de  1870,  aparece  firmado  á  ruego  de  Doña  Antonia  Fernandez  y  Ca- 
ñada, y  por  no  saber  hacerlo,  D.  Manuel  Basarrate  :  que  en  él  expresa 
la  testadora  hallarse  enferma  en  cama  ;  pero  en  su  entero,  cabal  juicio, 
memoria,  entendimiento  y  voluntad  :  declaró  ser  viuda  en  primeras 
nupcias  de  D.  Francisco  Rodríguez,  y  en  segundas  de  D.  Tomás  Her- 
ranz, de  cuyo  matrimonio  no  le  habia  quedado  sucesión  ;  y  que  los 
bienes  que  poseía  le  pertenecían  como  gananciales  de  su  segundo  ma- 
trimonio y  como  heredera  de  su  segundo  marido,  y  los  restantes  como 
adquiridos  durante  viudez  :  legó  á  su  hermana  María  Fernandez,  que 
vivía  en  su  compañía,  3.000  rs.  :  á  su  sobrina  Antonia  Martínez  y  Fer- 
nandez, 2.000  rs. ;  á  Antonia  Rodríguez,  hija  de  su  primer  marido, 
I.OOOrs.  ;á  su  pariente  María,  viuda  de  Antonio  Fernandez  de  la 
Riva,  1.000  rs.:  legó  así  bien  por  una  vez  á  su  sobrino  Lucio  Herranz, 
45  000  rs.  ;  X  su  actual  esposa  Andrea,  también  por  una  vez,  otros 
15.000  rs.,  sin  perjuicio  de  que  abonase  á  la  testamentaría  los  35.600 
reales  que  le  tenía  prestados  á  su  dicho  sobrino  :  manifestó  que  era  su 
voluntad  que  el  establecimiento  de  pollería  que  tenia  en  la  casa  que  ha- 
bitaba pasase  á  dicho  su  sobrino  Lucio  Herranz  :  legó  el  establecimien- 
to de  carnes  en  la  calle  Mayor,  núm  76,  á  su  sobrino  Francisco  Espi- 
nosa: legó  á  su  sobrino  Miguel  Oliva,  1.000  rs.  :  declaró  que  todas  las 
cuentas  que  tenía  pendientes  hasta  aquella  fecha  con  D.  Angel  Alonso 
habían  quedado  liquidadas  .y  terminadas  definitivamente,  sin  que  se 
debieran  cosa  alguna  uno  á  otro  :  dispuso  que  luégo  de  verificado  su 
fallecimiento  que  designaría  se  incautara  de  todos  sus  bienes  y  sin  de  - 


cuanto  dejaba  prevenido  y  encargado  en  este  su  testamento,  el  rema- 
nente que  quedare  le  aplicaría  y  distribuiría  el  testamentario  en  los 
fines  piadosos  y  demás  que  le  tenía  comunicados  anteriormente,  y  sin 
que  persona  ni  Autoridad  alguna  civil  ni  eclesiástica  taviera  derecho 
á  pedirle  cuenta  ni  razón  de  sus  actos,  prohibiendo  terminantemente 
el  que  Autoridad  alguna  interviniera  en  su  testamentaría;  haciendo 
esta  prohibición  extensiva  á  cualquiera  de  sus  parientes  que  intentase 
llevarla  á  los  Tribunales,  por  cuyo  solo  hecho  quedaría  privado  del  le- 
gado que  apareciese  á  su  favor  en  este  testamento:  eligió  y  nombró 
por  su  único  y  universal  albacea  testamentario  á  D.  Angel  Alonso,  el 
cual  por  ante  el  Notario  autorizante  del  testamento  llevaría  á  efecto 
esta  disposición  en  todas  sus  partes,  prorogándole  el  año  de  albaceazgo 
por  el  más  tiempo  que  necesitare  para  llevar  su  encargo,  á  cuyo  fin  Te 
instituía  cuantas  facultades  generales  ó  especiales  necesitase  para  ello; 
y  revocó  y  anuló  cuantas  disposiciones  testamentarias  hubiere  otorga- 
do con  anterioridad : 

Resultando  que  en  Octubre  de  1871  se  acudió  al  Juzgado  de  pri- 
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mera  instancia  de  la  Inclusa  por  Victoriana  Fernandez  de  la  Oliva,  ca- 
sada con  Antonio  María  Regatero,  pretendiendo  informaciou  de  po- 
breza para  litigar  contra  Angel  Alonso,  obteniendo  sentencia  en  f°  de 
Mayo  de  1 872  con  la  que  solicitó  se  reclamara  del  Juzgado  del  Hospital 
un  testimonio  del  testamento  cerrado  otorgado  por  Doña  Antonia  Fer- 
nandez de  la  Oliva  el  2o  de  Noviembre  de  1872  ante  el  Nolario  D.  San- 
tiago Saenz  Hermúa  ,  unido  á  los  autos  de  testamentaría  de  la  misma, 
á  lo  que  se  accedió,  no  teniendo  efecto  la  remisión  por  haber  solicitado 
después  la  misma  parte  que  en  vez  de  dirigirse  la  oportuna  comunica- 
ción al  Juzgado  del  Hospital,  se  librase  el  correspondiente  manda- 
miento al  archivero  de  escrituras  públicas,  para  que  p*»r  el  mismo  y 
por  haber  fallecido  dicho  Notario  se  enliegara  el  mencionado  testimo- 
nio sacado  del  protocolo  correspondiente  á  Hermúa,  ya  difunto,  á  lo  que 
se  accedió  en  providencia  de  6  de  Setiembre  siguiente,  en  vista  de  lo 
que  se  libró  en  efecto  el  testimonio  pedido,  que  se  unió  á  las  diligen- 
cias de  pobreza  repetidas,  con  las  cuales  se  incoó  la  demanda,  que  fué 
sustanciada  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  la  Inclusa  en  el  que 
se  había  pedido  y  sustanciado  la  pobreza  hasta  su  remisión  al  de  la 
Audiencia  en  virtud  de  la  sentencia  de  acumulación  formulada,  solici- 
tándose en  dicha  demanda  la  nulidad  y  falsedad  del  testamento  cerrado 
y  la  validez  del  nuncupativo  de  fecha  anterior  hecho  por  la  misma 
testadora : 

Resultando  que  en  la  demanda  se  expuso  que  la  testadora  tenía 
otorgada  su  disposición  testamentaria  año  y  medio  ántes  de  su  última 
enfermedad  y  de  la  fecha  en  que  aparece  lo  fué  el  comprendido  en  el 
término  referido,  dejando  en  el  primero  como  herederos  á  sus  parien- 
tes y  no  en  el  secundo,  sin  que  para  justificar  este  cambio  hubiera 
mediado  razón  ni  notádose  motivo  que  demostrara  la  idea  de  revocar 
aquel  no  sabiendo  leer  ni  escribir :  que  por  las  inexactitudes  que  con- 
tenia  el  segundo  no  fué  obra  de  la  testadora ,  ni  pudo  inspirarle,  pues 
era  viuda  de  tres  maridos  y  se  afirmaba  en  que  lo  era  de  dos,  debiendo 
á  los  gananciales  del  tercer  matrimonio  la  cuantiosa  fortuna  que  po- 
seía, y  no  del  segundo  como  consignaba;  que  en  su  segundo  testa- 
mento se  nombró  á  D.  Angel  Alonso  albacea  universal  y  no  heredero, 
sin  que  haya  cumplido  ninguna  de  las  obligaciones  que  le  imponían 
las  leyes  por  tal  concepto  ;  que  el  referido  albacea  era  deudor  á  la  tes- 
tadora de  106.000  rs.,  sin  que  entre  ambos  mediaran  otras  relaciones 
que  fas  de  acreedora  y  deudor,  y  la  amistad  del  Alonso  con  el  marido 
último  de  ésta  ;  y  que  no  pudo  olvidar  á  sus  parientes  en  los  últimos 
momentos  para  que  pasara  su  herencia  á  manos  de  un  extraño  ;  y  por 
las  consideraciones  que  expuso  reclamó  de  falsedad  contra  el  segundo 
de  tos  referidos  testamentos,  siendo  también  causa  bastante  para  decla- 
rar la  nulidad  del  mismo  la  ley  3a  de  Toro,  áun  cuando  no  fuese  falso: 

Resultando  que  conferido  traslado  de  la  demanda  con  emplaza- 
miento, se  libró  el  oportuno  exhorto  al  Juzgado  delllescas  que  fué  di- 
ligenciado y  devuelto,  en  virtud  de  lo  que  compareció  en  los  autos  y 
53  mostró  parte  el  demandado,  y  le  fueron  entregados  por  el  Juzgado 
de  la  Inclusa,  solicitando  en  ellos  que  se  acumulasen  á  los  que  sobre 
lo  mismo  se  seguían  en  la  Audiencia,  á  cuya  acumulación  se  accedió 
mandando  corrieran  unidos  á  los  ya  acumulados,  dejando  en  suspenso 
éstos  por  estar  más  adelantado  ef estado  de  los  mismos,  entregándose 
aquellos  al  demandado  Alonso  para  contestar  la  demanda  : 

Resultando  que  en  efecto  la  contestó  exponiendo :  que  la  testa- 
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dora  carecía  de  herederos  forzosos  en  la  fecha  en  que  hizo  e!  testa- 
mento cuya  nulidad  se  pide,  y  tuvo  términos  hábiles  para  disponer  de 
sus  bienes  en  favor  de  un  extraño,  sin  ob  igaeion  alguna  de  reservar 
ó  dejar  el  todo  ó  parte  de  ellos  á  sus  parientes  colaterales;  qué  el  tes- 
tador que  no  sabe  leer  puede  mandar  llamar  á  la  persona  (jue  quiera 
y  mandarla  escribir  en  secreto  su  testamento,  en  conformidad  á  la 
ley  2a,  tít  Io,  Partida  6',  por  Jo  que  es  legal  y  válido  el  de  que  se 
trata,  porque  en  él  concurren  estas  circunstancias,  y  porque  en  la  aper- 
tura del  mismo  se  observaron  todas  las  solemnidades  legales,  en  él  in- 
tervinieron ocho  testigos  y  el  Notario,  y  la  carpeta  del  mismo  conte- 
nia también  los  requisitos  de  la  ley  3a  de  Toro  ;  y  que  el  legatario  que 
acude  á  los  Tribunales  exponiéndose  á  la  voluntad  de  la  persona  que 
le  hace  el  legado,  debe  ser  condenado  por  su  temeridad  :  que  la  testa- 
dora no  careciade  vista  al  otorgar  el  testamento  ni  se  hallaba  comple- 
tamente desmemoriada,  ni  en  ella  se  advertía  síntoma  alguno  de  locu- 
ra :  que  el  albacea  fiduciario  no  debía  cantidad  alguna  á  la  testadora: 
que  el  testigo  Basarrate,  por  quien  aparece  firmado  el  testamento,  co- 
nocía con  antelación  á  la  testadora  :  y  potella  firmó  á  su  ruego  dicho 
testamento  escrito,  el  cual  no  redactó  ;  que  el  Notario  Hermúa  también 
conocía  á  la  testadora ,  y  que  dicho  albacea,  ni  impidió  á  los  parientes 
de  la  testadora  «jue  la  vieran  ni  que  buscaran  á  un  Notario,  como  al- 
gunos de  éstos  afirmaban  ;  y  estableció  á  la  vez  contra  el  demandante 
Don  Miguel  Fernandez  reconvención  nara  la  restitución  ó  devolución 
del  legado  hecho  á  su  favor,  y  que  había  percibido  según  la  carta  de 
pago  que  acompañó  á  la  contestación,  mediante  á  que  faltó  á  la  condi- 
ción expresa  de  la  testadora  promoviendo  su  demanda  acumulada,  pi- 
dió que  se  desestimasen  las  pretensiones  de  los  demandantes  y  se  de- 
clarase válido  y  eficaz  el  testamento  escrito  ;  solicitando  por  medio  de 
otrosí  la  licencia  para  deducir  la  acción  de  calumnia  por  las  que  se  le 
habian  inferido : 

Resultando  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites,  la  Sala  segunda 
de  la  Audiencia,  por  sentencia  de  13  de  Julio  de  1875,  revocatoria  en 
parte  de  la  del  Jnez  de  primera  instancia,  absolvió  a*  D.  Angel  Alonso 
y  Retana  de  la  demanda  de  nulidad  del  testamento  cerrado  otorgado 
en  20  de  Noviembre  de  1870  por  Doña  Antonia  Fernandez  de  la  Oliva, 
contra  el  deducido  por  Doña  Gregoria  Fernandez  de  la  Oliva,  Doña 
Antonia  Martínez  y  Fernandez  de  la  Oliva,  D.  Miguel  Fernandez  de  la 
Oliva,  D.  Juan  José  Prados,  como  marido  de  Doña  María  Fernandez  de 
la  Oliva,  y  Doña  Victoriana  Fernandez  de  la  Oliva,  absolvió  á  Doña 
Antonia  Martínez  Fernandez  de  la  Oliva  y  á  D.  Miguel  Fernandez  de 
la  Oliva  de  la  reconvención  propuesta  por  D.  Angel  Alonso  y  Retana, 
deelaró  no  haber  lugar  á  conceder  á  este  último  la  licencia  que  ha- 
ia  solicitado  para  querellarse  de  calumnia,  sin  hacer  especial  conde- 
nación de  costas : 

Resultando  que  por  parte  de  Doña  Gregoria  Fernandez  de  la  Olivn, 
D.  Miguel  Fernandez  de  la  Oliva  y  Villanueva,  Doña  Antonia  Martínez 
Fernandez  de  la  Oliva  y  D.  Juan  José  Prados,  como  marido  de  Doña 
María  Fernandez  de  la  Oliva,  se  interpuso  recurso  de  casación  por  con- 
ceptuar como  infringidas : 

<°  La  ley  3a  de  Toro,  ó  sea  la  2a,  tít.  t8,  libro  10  de  la  Novísima 
Recopilación,  según  la  cual  solamente  se  autoriza  que  un  extraño  firme 
en  el  testamento  cerrado  ó  in  scripíis  por  el  testador,  cuando  éste  no 
pudiese  firmar,  á  diferencia  de  los  testigos  los  cuales  habráu  de  firmar 
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unos  por  otros  cuando  alguno  ó  algunos  no  supieren  ó  no  pudieren; 
los  términos  de  la  ley  expresan  claramente  la  diferencia  señalada  entre 
ios  testigos  y  el  testador,  aquellos  están  autorizados  para  firmar  unos 
por  otros  y  en  el  caso  de  ignorancia  é  imposibilidad  ;  pero  el  testador 
sólo  está  autorizado  para  reemplazar  su  firma  con  la  de  un  extraño  en 
el  de  imposibilidad,  pero  no  en  el  de  ignorancia,  en  cuyo  caso,  pues, 
no  hay  forma  hábil  para  otorgar  el  testamento  cerrado,  porque  la  ley 
no  establece  la  manera  de  suplir  el  defecto  de  la  firma  del  testador,  y 
al  no  establecerlo,  ó  mejor,  al  omitirla  deliberadamente,  revela  con 
suma  claridad  que  fué  su  ánimo  privar  de  este  medio  de  testar  al  que 
por  su  ignorancia  no  puede  usarle  sin  correr  el  gravísimo  riesgo  de  ser 
victima  de  suplantaciones,  de  errores,  ó  de  publicidad  de  la  disposi- 
ción que  queria  conservar  secreta  : 

2o  La  ley  3a,  tít.  2o,  libro  3o  de  la  Novísima  Recopilación,  que  esta- 
blece el  ónlen  de  preferencia  de  los  Códigos  ;  la  jurisprudencia  decla- 
rada por  este  Supremo  Tribunal  en  sentencias  de  28  de  Julio  de  1846 
y  en  20  de  Octubre  de  4  860,  y  la  doctrina  legal  emanada  de  aquella 
ley  y  de  esta  jurisprudencia,  según  la  cual  las  leyes  recopiladas  for- 
man el  derecho  común  y  las  de  las  Partidas  el  supletorio,  habiendo 
sido  éstas  modificadas  por  aquellas  ;  puesto  que  dictadas  las  leyes  de 
Toro  para  fijar  los  puntos  de  derecho  que  ofrecían  dudas  ó  que  esta- 
ban variamente  resueltos  por  diferentes  preceptos  legales,  y  encomen- 
dada especialmente  la  tercera  de  aquella  colección  á  determinar  las  so- 
lemnidades externas  de  los  testamentos,  es  ella  únicamente,  y  no  las 
de  Partida,  la  que  debe  conservarse  y  aplicarse  en  esa  materia,  pues 
de  otra  suerte  quedaría  vano  el  propósito  que  presidió  á  su  formación, 
y  se  reduciría  á  nulidad  su  precepto : 

Y  resultando  que  por  Doña  Victoriana  Fernandez  de  la  Oliva  se  in- 
terpuso también  recurso  de  casación,  alegando  que  encontraba  en  la 
sentencia  las  mismas  infracciones  que  la  otra  parte  recurrente,  y  por 
ello  citaba  como  infringidas  las  mismas  leyes,  jurisprudencia  y  doctri- 
na legal  : 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Federico  Guzman  : 
Considerando  que  la  sentencia  recurrida  no  infringe  la  ley  2a,  títu- 
lo 18,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  citada  como  primer  funda- 
mento del  recurso,  puesto  que  la  referida  ley  no  prohibe  que  firme  por 
el  testador  que  no  sabe  hacerlo  la  escritura  del  testamento  uno  de  los 
testigos  que  intervengan  en  su  otorgamiento,  y  ántes  bien,  después  de 
ordenar  que  la  firmen  testigos  y  testador,  a  si  supieren  y  pudieren,» 
dispone  á  seguida,  «y  si  no  supieren,  y  el  testador  no  pudiera,»  com- 
prendiendo respecto  á  éste  los  casos  de  ignorancia  y  de  impotencia 
termina  mandando,  «que  los  unos  firmen  por  los  otros  de  manera  que 
.  sean  ocho  firmas  y  más  el  signo  del  Escribano,  »  sin  hacer  tampoco 
distinción  alguna  de  testigos  y  testador : 

Considerando  que  no  ofreciendo  duda  alguna  que  la  referida  ley 
Tecopilada  no  tuvo  otro  objeto,  ni  se  propuso  tampoco  más  que  esta- 
blecer la  solemnidad  externa  de  los  testamentos,  es  improcedente,  por 
carecer  de  todo  apoyo,  la  deducción  que  bajo  un  supuesto  que  no  es 
exacto,  como  se  deja  manifestado,  se  hace  de  algunas  de  las  palabras 
de  dicha  ley  para  sentar  que  dispone  que  no  puede  testar  por  escrito 
el  que  no  sabe  escribir,  cuando  no  se  propuso  tratar  de  la  capacidad 
del  testador,  sino  de  la  solemnidad  del  testamento,  como  hasta  el  epí- 
grafe de  la  misma  ley  lo  demuestra;  y  que  existiendo  y  estando  vi- 
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gente  la  ley  de  Partida  qae  declara  este  derecho,  debió  haberlo  dero- 
gado ó  establecido  con  claridad  y  precisión,  sin  dar  lugar  á  deduccio- 
nes el  derecho  nuevo,  y  que  áun  prescindiendo  de  esto,  tan  fácilmente 
pudo,  si  hubiera  querido  realizarlo,  con  sólo  declarar  al  que  no  sabe 
leer  y  equiparado  al  ciego,  que  no  podía  ántes  ni  puede  hoy  otorgar 
por  escrito  su  testamento,  cuya  solemnidad  reformó  la  tantas  veces  re- 
cordada ley : 

Considerando  que  contra  los  razonamientos  y  citas  que  preceden  á 
1  a  parte  dispositiva  de  una  sentencia,  por  equivocados  que  estuvieren, 
no  procede  el  recurso  de  casación,  como  lo  tiene  consignado  este  Tri- 
bunal Supremo  en  diferentes  de  sus  sentencias  ;  porque  la  infracción 
de  las  leyes  no  se  comete  más  que  en  la  parte  resolutiva  del  fallo  ;  y 
por  lo  mismo,  tampoco  la  sentencia  objeto  del  presente  recurso  infrin- 
ge la  ley  3a,  tit.  42\  libro  3o  de  la  Novísima  Recopilación,  y  doctrina 
sentada  por  este  Tribunal  en  las  sentencias  que  se  citan  como  base  del 
segundo  motivo,  referentes  á  que  las  leyes  recopiladas  forman  el  dere- 
cho común  y  las  de  Partida  el  supletorio; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  á  los 
recursos  de  casación  interpuestos  por  Doña  Gregoria  Fernandez  de  la 
Oliva,  D.  Miguel  Fernandez  de  la  Obva  y  Vilhnueva,  Doña  Antonia 
Martínez  Fernán  lez  de  la  Oliva,  D.  Francisco  Prados,  como  marido  de 
Doña  María  Fernandez  de  la  Oüva,  y  Doña  Victoriana  Fernandez  de  la 
Oliva,  á  quienes  condenamos  en  las  costas,  y  á  pagar,  si  mejorasen  de 
fortuna,  la  cantidad  que  respectivamente  debieron  depositar  para  la 
interposición  de  los  recursos;  líbrese  la  correspondiente  certificación 
á  la  Audiencia  de  esta  Corte  cun  devolución  de  los  documentos  remi- 
tidos.—  (Sentencia  publicada  en  6  de  Abril  de  1877,  é  inserta  en  la 
(¿aceta  de  15  de  Agosto  del  mismo  año.) 
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Recurso  de  casación  (6  de  Abril  de  1877).  —  Aprovechamiento 
de  aguas  de  riego. —  Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Su- 
premo no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Joa- 
quín Avendaño  contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia de  la  Coruña,  en  pleito  con  D.  Eugenio  Fernandez  de  Torres  y 
otros,  y  se  resuelve  : 

Io  Que  si  de  la  escritura  de  convenio,  fundamento  de  las  preten- 
siones del  demandante  y  demandado,  aparece  con  claridad  que  se  re- 
conocieron y  concedieron  terminantemente  ambos  contratantes  derecha 
igual  para  disfrutar  y  dividir  como  suyas  y  por  mitad  ciertas  aguas 
y  que  establecieron  la  manera  de  disfrutarlas,  señalando  48  horas  con- 
seculivas  para  cada  participe,  con  la  idea  de  que  por  este  medio  reci- 
proco pudieran  hacerse  con  mayor  abundancia  los  riegos  de  los  campos, 
marcando  que  esa  distribución,  que  habia  de  hacerse  con  la  exactitud 
correspondiente  y  en  los  términos  designados  en  las  bases  anteriores, 
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empezaria  i  contarte  desde  \°  de  Junio  hasta  Jln  de  Setiembre;  no  exis- 
tiendo ningún  otro  documento  mis  que  esta  escritura,  otorgada  entre 
personas  cuyos  derechos  eran  iguales,  no  hay  ratón  para  creer  que  en 
tila  se  reservara  el  recurrente  más  participación  que  su  contratante  y 
que  solamente  para  éste  hubiera  de  entenderse  la  designación  de  meses; 

72°  Que  si  la  Sala  sentenciadora  interpreta  rectamente  las  cláu- 
sulas del  contrato,  combinándolas  entre  si  y  con  las  pruebas  que  apre- 
cia en  uso  de  sus  facultades,  sin  que  contra  esa  apreciación  se  ci- 
ten leyes  ni  doctrina  legal  infringidas,  es  improcedente  el  recurso. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  6  de  Abril  de  1877,  en  los  autos 

3uc  ante  Nós  penden  por  recurso  de  casación,  seguidos  en  el  Juzgado 
e  primera  instancia  de  Vigo  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
la  Coruña  por  D.  Eugenio  Fernandez  de  Torres,  como  marido  de  Doña 
Josefa  Cappa,  Doña  Rogelia  Hubin  Velazquez  y  D.  Francisco  Javier 
Cotón,  éste  como  apoderado  de  D.Eugenio  Torres  Moreno,  con  D.  Joa- 
quín Avendaño  sobre  aprovechamiento  de  aguas  de  riego  : 

Resultando  que  por  escritura  otorgada  en  la  ciudad  de  Vigo  en  13 
do  Setiembre  de  1836,  D.  Norberto  Velazquez  Moreno  y  D.  Domingo 
Antonio  Avendaño  dijeron,  que  en  el  año  1827  D.  Sixto  Maseti,  vecino 
de  San  Salvador  de  Teis,  por  si  y  como  apoderado  de  D.  Joaquin  Ma- 
seti y  más  hermanos,  y  como  herederos  de  D.  Gaspar  Maseli,  su  tío, 
entabló  en  aquel  Juzgado  querella  de  perturbación  de  posesión  sobre 
usos  y  aprovechamiento  de  aguas  que  bajaban  de  los  terrenos  que  te- 
nía en  la  motivada  feligresía  de  Santiago  de  Vigo  D.  Sebastian  de  la 
Cuesta,  y  dehesas  nombradas  de  Pito,  con  las  que  su  fertilizaban  las 
granjas  nombradas  de  la  Barja  y  Telleiro,  propias  la  primera  del  indi- 
cado D.  Domingo  Avendaño  y  la  segunda  del  sobredicho  D.  Norberto, 
que  por  justos  títulos  se  halla  de  ella  legítimo  poseedor,  y  como  tal 
continuó  la  referida  demanda  ó  querella  contra  el  expresado  Avenda- 
ño, como  parte  dominical  de  la  repetida  granja  de  la  Barja,  y  tanto 
una  como  otra  se  hallan  cerradas  y  circundadas  sobre  sí ;  que  habien- 
do convenido  en  transigir  tales  diferencias,  lo  verificaban  bajo  las  con- 
diciones siguientes  :  primera,  que  todas  las  aguas  que  bajan  y  pueden 
descender  de  los  terrenos  referidos  de  Cuesta  y  dehesas  del  Pito  para 
las  citados  dos  granjas,  ha  de  ser  visto  de  que  se  han  de  dividir  dichas 
aguas  por  mitad  y  tendrán  efecto  á  la  entrada  ó  boquete  de  la  granja 
del  insinuado  D  Domingo  Antonio  Avendaño,  recibiendo  éste  su  parte 
y  la  otra  el  motivado  D.  Norberto  Velazquez  Moreno;  segunda,  que 
para  el  uso  y  aprovechamiento  de  la  parte  de  agua  de  por  mitad  que 
iban  expresadas,  se  convenían  igualmente  se  ente*.diera  el  uso  de  to- 
das ellas  por  dos  dias  ó  48  horas  seguidas  y  sin  intermisión,  para  que 
con  este  medio  recíproco  pudieran  hacerse  con  mayor  abundancia  los 
riegos  de  los  campos  que  cad¿  uno  posee,  empezando  á  su  uso  y  apro- 
vechamiento el  D.  Domingo  Antonio  Avendaño  i  la  hora  de  las  aoce 
del  día,  y  en  seguida  el  D.  Norberto  alternativamente,  de  dos  en  dos 
dias ;  tercera,  que  esta  división  de  aguas  se  habia  de  hacer  con  la 
exactitud  que  corresponde  y  en  los  términos  que  quedaban  designados, 
empezaría  desde  Io  de  Junio  hasta  fin  de  Setiembre  de  todos  los  años, 
sin  dar  lugar  á  cuestiones  ni  interpretaciones  más  que  las  que  iban  ex- 
presadas ;  por  manera  que  ambos  otorgantes  y  sus  herederos  queda- 
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ban  por  dueños  por  mitad  de  torta  el  agua  que  descendía  de  los  referi- 
dos terrenos;  y  cuarta,  que  si  en  el  arreglo  que  quedaba  hecho  de  la 
división  de  aguas  tuvieran  los  otorgantes  por  corriente  alterar  el  or- 
den referido  del  uso  y  aprovechamiento  de  aquellas,  sería  visto  po- 
derse verificar  aquel  por  medio  de  nuevo  convenio,  como  asimismo 
lo  era  de  que  todos  los  gastos  del  litigio  de  que  iba  hecho  mérito 
y  de  la  presente  escritura  serán  satisfechos  por  mitad  entre  los  olor- 
gantes: 

Resultando  que  D.  Domingo  Avendaño  cortó  dejando  seco  el  regato 
nombrado  de  Telleiro,  dirigiendo  el  agua  hnsta  embocarla  en  un  moli- 
no que  construyera  pegado  d  su  casa  de  la  Barja  ;  que  D.  Sixto  Mase- 
ti,  como  pos-edor  de  la  granja  y  lugar  de  Telleiro,  en  que  tenia  una 
fábrica  de  aguardiente  á  que  atendía  con  la  indicada  agua,  presentó  en 
Julio  de  1827  querella  de  perturbación  en  la  posesión  de  tal  agua, 
concluyendo  á  que  se  le  amparase  en  ella  é  indemnizase  de  los  perjui- 
cios ocasionados  con  la  paralización  del  artefacto  y  falta  de  riego  en 
los  maíces;  y  citado  Avendaño  produjo  contraquerella  contra  Maseti, 
alegando  que  desde  tiempo  inmemorial  se  hallaba  en  posesión  de  la 
repetida  agua,  de  la  que  no  siendo  furtivamente,  sólo  con  permiso  se 
utilizaba  el  querellante,  concluyó  á  que  se  le  amparase  en  dicha  po- 
sesión : 

Resultando  que  D.  Eugenio  Fernandez,  Doña  Rogelia  Rubin  y  Don 
Eugenio  Torres  Moreno,  como  causa  habientes  de  l).  Norberto  Velaa- 
quez,  acompañando  certificación  de  hiiber  intentado  el  previo  acto  con- 
ciliatorio, y  un  cróquis  de  la  situación  de  las  fincas,  produjeron  de- 
manda, en  la  que,  después  de  hacer  mérito  de  los  antecedentes  relacio- 
nados, expusieron  :  que  en  invierno,  desde  la  fecha  de  la  transacción 
venian  aprovechando  dichas  granjas  el  agua  que  precisaban,  dirigién» 
dose  la  sobrante  á  la  mar,  hasta  que  el  in\ierno  último,  escasode 
aguas  D.  Joaquín  Avendaño,  sucesor  del  D.  Domingo  Antonio,  muró 
por  la  parte  del  Sur  la  linca  de  la  Barja,  entrando  en  ella  toda  el  agua 
sin  bajar  por  el  Telleiro  más  que  la  sobrante  de  aquella  que  caía  por 
los  canales  dejados  al  efecto  en  el  muro  nuevo,  lo  cual  constituia  una 
infracción  de  lo  pactado  ;  y  pidieron  que  declarándose  correspondían 
on  todo  el  año  dichas  aguas  á  las  mencionadas  lincas  en  la  forma  que 
las  usaban  de  verano,  se  condenase  al  demandado  á  que  se  limitase  á 
aprovechar  su  mitad,  dejando  á  la  otra  su  libre  curso  por  el  cauce  con- 
ductor que  las  llevaba  á  las  boqueras  de  Telleiro,  con  imposición  de 
las  costas  : 

Resultando  qne  al  contestar  á  la  demanda  D.  Joaquín  Aveudaño 

Srelendió  se  le  absolviera  de  ella  ;  para  lo  que  excepcionó  que  después 
e  la  referida  transacción  continuara  en  tiempo  de  invierno  en  la  po- 
sesión de  todas  las  ¿guas  para  su  finca  de  la  Barja  y  molino  que  en  ella 
tenia,  que  subsistió  hasta  el  año  de  187Í,  y  no  prestó  conformidad  al 
cróquis  en  contrario  producido : 

Resultando  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites,  la  Sala  de  lo  ci- 
vil de  la  Audiencia,  por  sentencia  de  de  Abril  de  1875,  revocatoria 
de  la  del  Juez  de  primera  instancia,  declaró  haber  logar  á  la  demanda, 
y  de  conformidad  con  ésta  mandó  s«i  cumpliese  lo  pactado  en  la  escritu- 
ra expresada,  y  declaró  dueñosde  por  mitad  de  las  a^uas  que  descien- 
den y  puedan  descender  de  los  terrenos  de  D.  Sebastian  de  la  Cuesta  y 
dehesas  del  Pito,  á  las  partes  contendientes  ;  sin  hacer  especial  conde- 
nación de  costas: 
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Resaltando  que  por  D.  Joaquín  Avendaño  se  interpuso  recurso  de 
casación  por  conceptuar  infringidas: 

i°  La  ley  del  contrato,  y  la  4a,  tít.  1o,  libro  10  de  la  Novísima  Re- 
copilación, porque  en  la  demanda  se  pide  el  aprovechamiento  de  las 
aguas  en  todo  el  año,  por  virtud  del  pacto  contenido  en  la  transa  xión 
de  13  de  Setiembre  de  18 16,  y  como  el  pacto  no  dice  semejante  cosa, 
sino  que  sólo  se  refiere  al  verano  se  infringe  por  la  sentencia  interpre- 
tándole mal  y  dándole  una  extensión  que  ni  tiene,  ni  los  contratantes 
se  propusieron  darle  : 

2°  La  ley  Ia,  tít.  14  de  la  Partida  3a,  y  la  doctrina  lega!  de  ella  ema- 
nada y  admitida  como  jurisprudencia  en  innumerables  sentencias  de 
este  Tribunal  Supremo,  de  que  al  demandante  incumbe  la  prueba  sobre 
todo,  si  su  acción  consiste  en  una  afirmación  ;  poique  el  contrato  no 
dice  lo  que  la  Sala  sentenciadora  supone  ;  y  como  según  ésta  reconoce 
"o  hay  otra  prueba  para  otorgar  lo  demandado,  ni  se  ha  intentado,  es 
«vidente  la  infracción  al  otorgarse,  sin  embargo,  lo  pedido  en  la  de- 
manda : 

3o  La  doctrina  legal  admitida  como  jurisprudencia  por  lodos  los 
Tribunales  y  consignada  en  sentencias  de  este  Supremo,  de  que  para 
reivindicar  no  hasta  que  el  actor  pruebe  que  la  cosa  pedida  no  es  del 
que  la  posee,  sino  que  es  indispensable  que  pruebe  que  le  pertenece 
en  propiedad  ó  dominio  sin  lo  cual  la  acción  no  puede  prosperar:  por- 
que la  Audiencia  dice  claramente  que  otorga  al  demandante  el  domi- 
nio de  la  mitad  de  las  aguas  por  todo  el  año ;  para  esto  es  menester  que 
lo  haya  reivindicado  el  demandante,  porque  en  efecto,  de  hecho  no  la 
tenía  ni  estaba  en  posesión,  y  la  misma  Audiencia  confiesa  que  no  se 
han  presentado  los  títulos  del  dominio,  ni  hay  otros  que  el  convenio  es- 
criturado, el  cual  es  obligatorio  para  los  otorgantes,  pero  no  título  de 
dominio  ;  y  además  y  á  su  vez,  está  también  infringido  como  queda 
demostrado: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Casimiro  Huerta  Murillo: 
Considerando  que  examinada  la  escritura  de  convenio  de  13  de  Se- 
tiembre de  1836,  fundamento  de  las  pretensiones  del  demandante  y 
demandado,  aparece  con  claridad  en  su  base  Ia  que  se  reconocieron  y 
concedieron  terminantemente  ambos  contratantes  derecho  igual  para 
disfrutar  y  dividir  como  suyas  y  por  mitad  las  aguas  que  bajan  y  pue- 
dan descender  de  los  terrenos  Cuesta  y  Pito  á  sus  granjas  Barja  y  Te- 
lleiro,  y  que  al  establecer  en  la  2a  la  manera  de  disfrutarlas  señalando 
48  horas  consecutivas  para  cada  partícipe  con  la  idea  de  que  por  este 
medio  recíproco  pudieron  hacerse  con  mayor  abundancia  los  riegos  de  los 
campos,  no  se  altera  en  lo  más  pequeño  la  perfecta  igualdad  contenida 
en  la  Ia,  como  tampoco  lo  establecido  en  la  3",  marcando  que  esa  dis- 
tribución, que  hahia  de  hacerse  con  la  exactitud  correspondiente  y  en 
los  términos  designados  en  las  anteriores,  empezaría  á  contarse  desde 
Io  de  Junio  hasta  fin  de  Setiembre,  puesto  que  no  existiendo  ningún 
otro  documento  más  que  la  escritura  de  convenio,  otorgada  entre  per-  - 
sonas  cuyos  derechos  eran  iguales,  no  hay  razón  para  creer  que  en 
ella  se  reservara  Avendaño  más  participación  que  su  contratante  y  que 
solamente  para  éste  hubiera  de  entenderse  la  designación  de  meses: 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora  ha  interpretado  rectamente 
las  cláusulas  de!  contrato  combinándolas  entre  si  y  con  las  pruebas 
que  ha  apreciado  en  uso  de  sus  facultades,  sin  que  contra  esa  aprecia- 
ción se  citen  leyes  ni  doctrina  legal  infringidas: 
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Considerando  que,  en  virtud  de  todo  lo  expuesto,  no  han  sido  in- 
fringidas las  leyes  que  se  citan  en  los  tres  motivos  del  recurso  ; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  de 
casación  interpuesto  por  D. Joaquín  Avendaño,  á  quien  condenamos  en 
las  costas  ;  líbrese  la  correspondiente  certificación  á  la  Audiencia  de  la 
Coruña,  con  devolución  del  documento  remitido  por  la  misma.  —  (Sen- 
tencia publicada  el  6  de  Abril  de  1877,  é  inserta  en  ia  Gaceta  de  lo  de 
Agoslo  del  mismo  año.) 


192 

Kecarso  de  casación  (9  de  Abril  de  1877).  —  Defensa  por  po- 
bre. —  &e  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber 
lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Rafael 
de  la  Bastida  contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia de  Sevilla,  que  le  denegó  el  beneficio  de  pobreza  para  litigar 
con  D.  Antonio  Benitez  Criado,  y  se  resuelve  :• 

<°  Que  según  lo  dispuesto  por  el  art.  191  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  y  la  jurisprudencia  á  su  tenor  establecida  por  el  Tri- 
bunal Supremo,  el  litigante  que  no  se  haya  defendido  por  pobre  en  (a 
primera  instancia,  si  pretende  gozar  de  este  beneficio  en  la  segunda, 
deberá  justificar  que  con  posterioridad  ha  venido  á  ser  efectivamente 
pobre ; 

Y  2o  Que  si  el  recurrente  no  se  ha  defendido  en  la  primera  instancia 
en  el  concepto  indicado,  y  á  juicio  de  la  Sala  sentenciadora  no  ha  jus- 
tificado que  con  posterioridad  ha  venido  al  estado  de  pobreza  que  supo- 
ne, sin  que  se  haya  impugnado  como  contraria  á  ley  ó  doctrina  le- 
gal la  apreciación  de  la  prueba,  al  denegarle  el  beneficio  de  pobreza  no 
se  infringe  el  art.  182  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  inaplicable 
al  presente  caso,  siendo  improcedente  el  recurso. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  9  de  Abril  de  1877,  en  los  autos 
que  ante  Nós  penden  por  recurso  de  casación,  seguidos  en  la  Sala  de 
lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla  por  D.  Rafael  (le  la  Bastida  con  Don 
Antonio  Benitez  Criado  como  apoderado  de  D.  Juan  Albiz  de  Pablo  y  el 
Ministerio  fiscal  sobre  defensa  por  pobre  del  primero: 

Resultando  que  seguidos  autos  en  el  Juzgudo  de  primera  instancia 
de  Montoro  á  instancia  de  D.  Antonio  Benitez  Criado,  como  apoderado 
de  D.  Juan  Albiz,  contra  D.  Rafael  y  D.  Bartolomé  Bastida  por  cobro 
de  reales,  se  dictó  sentencia  definitiva  en  5  de  Setiembre  de  1874,  de 
la  que  se  interpuso  apelación  por  los  demandados,  y  admitida  libre- 
mente se  personaron  las  partes  ante  la  Superioridad: 

Resultando  que  entregados  los  autos  á  la  parte  apelante  para  que 
expresara  agravios,  los  devolvió  con  el  oportuno  escrito,  y  por  medio 
de  un  otrosí  dijo  su  procurador  que  D.  Rafael  de  la  Bastida  había  ve- 
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• 

nido  á  pobreza  luégo  de  terminada  la  anterior  instancia,  y  para  justi- 
ficarlo y  gozar  los  beneficios  que  la  ley  concede  á  los  que  se  encuen- 
tran en  este  caso,  suplicó  que  se  practicara  la  información  que  ofrecía: 

Resultando  que  formado  ramo  separado  á  instancia  de  la  parte 
contraria  y  oido  al  Fiscal,  se  recibieron  los  autos  á  prueba  y  se  prac- 
ticó la  que  las  partes  articularon : 

Resultando  que  la  referida  Sala  de  la  Audiencia,  por  sentencia  de  19 
de  Octubre  de  <  875,  denegó  á  D  Rafael  de  la  Bastida  y  Romero  los  be- 
neficios de  b  defensa  gratuita  que  había  solicitado  en  el  otrosí  de  su 
escrito  de  expresión  de  agravios,  condenándole  en  las  costas  de  este 
incidente  y  al  reintegro  del  papel  invertido  en  este  ramo: 

Resultando  que  denegada  la  súplica  que  D.  Rafael  de  la  Bastida 
dedujo,  interpuso  recurso  de  casación  por  conceptuar  infringido  el  ar- 
ticuh  182  de  la  ley  de  Enjuiciamiento,  puesto  que  se  denegaba  al  re- 
currente los  beneficios  de  la  defensa  gratuita  cuando  no  contaba  con 
nada  de  positivo,  ni  áun  para  sostener  el  decoro  de  su  clase,  y  no  se  ha 
prubado  tenga  los  bienes  y  medios  que  la  ley  exige  para  litigar  como 
rico: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Joaquín  Ruiz  Cañábate: 
Considerando  que  según  lo  dispuesto  por  el  art.  191  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil  y  la  jurisprudencia  á  su  tenor  establecida  por 
este  Tribunal  Supremo,  el  litigante  que  no  se  baya  defendido  Dor  po- 
bre en  la  primera  instancia,  si  pretende  gozar  de  este  beneficio  en  la 
segunda,  deberá  justificar  que  con  posterioridad  ha  venido  á  ser  efec- 
tivamente pobre: 

(  Considerando  que  el  recurrente  no  se  ha  defendido  en  la  primera 
instancia  en  el  concepto  indicado,  y  que  á  juicio  de  la  Sala  sentencia- 
dora no  ha  justificado  que  con  posterioridad  ha  venido  al  estado  de 
pobreza  que  supone,  sin  que  se  haya  impugnado  como  contrario  á  ley 
ó  doctrina  legal  la  apreciación  que  de  las  pruebas  ha  hecho  el  referido 
Tribunal : 

Y  considerando,  en  virtud  de  lo  expuesto,  que  no  ha  sido  infringido 
el  art.  182  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  inaplicable  al  presente 
caso ; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Rafael  de  la  Bastida,  á  quien  con- 
denamos en  las  costas  y  á  pagar  por  razón  de  depósito  la  cantidad 
di>  1 .000  pesetas  que  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley  ;  y  líbrese  la 
correspondiente  ccrtificaciun  á  la  Audiencia  de  Sevilla.  — (Sentencia 
publicada  el  9  de  Abril  de  1877,  é  inserta  en  la  Gacela  de  15  de  Agos'o 
del  mismo  año.) 


193 

» 

Recurso  de  casación  (9  de  Abril  de  1877).— Indemnización 
de  perjuicios.  —  Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo 
no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Valerio  Ro- 
se!! contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
Barcelona,  en  pleito  con  D.  Francisco  Portóla,  y  se  resuelve  : 
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Que  si  bien  los  Procuradores  deben  seguir  los  pleitos  de  la  ma- 
nera prescrita  en  la  ley  sobre  organización  del  poder  judicial,  esta  re- 
gla general  se  sujeta  á  instrucciones  y  hechos  que  necesitan  prueba 
apreciada  por  la  Sala  sentenciadora  para  determinar  la  responsabi- 
lidad de  los  funcionarios  de  esa  clase;  apreciación  á  que  hay  que  ate- 
nerse Ínterin  contra  ella  no  se  exponga  infracción  alguna. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  9  de  Abril  de  1 877,  en  los  autos 
que  ante  Nos  penden  por  recurso  de  casación,  seguidos  en  el  Juzgado 
ae  primera  instancia  de  Balaguer  y  en  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  de  Barcelona  por  D.  Valerio  Rosell  con  D.  Francisco  Porto- 
la,  y  por  su  fallecimiento  con  su  viuda  Doña  Mariana  Puig  sobre  in- 
demnización de  perjuicios: 

Resultando  que  en  los  autos  de  tercena  de  preferente  derecho,  se- 
guidos á  instancia  de  D.  José  Farré  contra  D.  Valerio  Rosell,  se  dictó 
sentencia  por  el  Juez  en  16  de  Setiembre  de  1868,  declarando  no  ha- 
ber lugar  á  la  reclamación  de  dote  y  esponsalicio  que  hizo  Josefa  Vila, 
esposa  del  hoy  demandante  Rosell,  cuya  sentencia  se  notificó  al  Procu- 
rador Portóla  á  los  dos  días,  ó  sea  el  18  del  propio  Setiembre  : 

Resultando  que  en  13  de  Febrero  de  1873  D.  Valerio  Rosell  presen- 
tó demanda  contra  el  citado  Procurador  Portóla,  en  la  cual  consignó 
los  siguientes  fundamentos  :  que  en  2  de  Noviembre  de  1867  se  pre- 
sentó por  dicho  Portóla,  en  nombre  de  la  mujer  del  demandante  Josefa 
Vila,  demanda  de  preferencia  de  derecho  sobre  varias  fincas  que  tenía 
embargadas  D.  José  Farré;  que  dicho  expediente  de  tercería  se  siguió 
por  sus  trámites,  recayerído  sentencia  denegatoria  de  cuanto  su  mujer 
había  pedido;  que  la  cantidad  por  ésta  reclamada  era  de  1.333  libras 
catalanas,  importe  de  la  dote  y  su  esponsalicio  :  que  á  pesar  de  serle 
tan  desfavorable  no  procuró  su  Procurador  Portóla  interponer  el  es- 
crito de  apelación;  por  consecuencia  de  cuyo  fallo  habia  el  alegante 
quedado  reducido  á  la  mayor  miseria,  pues  no  habia  logrado  la  indem- 
nización de  perjuicios  que  habia  propuesto  á  Portóla,  por  lo  cual  con- 
cluyó pidiendo  se  condenase  al  repetido  Procurador  Portóla  al  pago  de 
las  4.333  libras  catalanas,  importe  de  la  tercería  dotal  de  su  mujer 
Josefa  Vila  y  al  de  los  perjuicios  causados  con  el  de  los  gastos  y 
costas : 

Resultando  que  al  contestar  á  la  demanda  D.  Francisco  Portóla, 
expuso  que  D.  Valerio  Rosell  siguió  la  tercería  sin  haber  sufrido  per- 
juicio alguno  por  no  haberse  apelado  á  causa  de  no  existir  el  dote  ni 
el  esponsalicio  que  reclamaba  :  que  dicho  Rosell  cometió  el  delito  de 
estafa  gravando  por  el  crédito  de  D.  José  Earré  una  finca  que  va  tenía 
ántes  vendida,  y  queria  cometer  otra  con  el  alegante  haciéndole  res- 
ponsable de  unos  perjuicios  que  no  habia  sufrido  pof  no  haber  aporta- 
do en  matrimonio  el  dote  y  esponsalicio  que  reclamaba  después  de  ha- 
ber consentido  la  sentencia  expresando  categóricamente  que  no  queria 
apelar  de  ella : 

Resultando  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites,  la  Sala  segunda 
de  la  Audiencia,  por  sentencia  de  8  de  Febrero  de  (876,  confirmatoria 
de  la  del  Juez  de  primera  instancia,  absolvió  de  la  demanda  de  D.  Va- 
lerio Rosell  al  Procurador  del  Juzgado  D.  Francisco  de  Portóla  sin  ha- 
cer especial  condenación  de  costas: 

Resultando  que  por  parte  de  D.  Valerio  Rosell  se  interpuso  recurso 
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de  casación  por  conceptuar  infringido  el  art.  885  en  su  caso  t°  de  la 
ley  sobre  organización  del  poder  judicial : 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Diaz  de  Rueda : 
Consideran  Jo  que  no  es  fundado  el  motivo  del  recurso,  porque  si 
bien  los  Procuradores  deben  seguir  los  pleitos  de  la  manera  prescrita 
en  la  ley  que  se  invoca,  esta  regla  general  se  sujeta  á  instrucciones  y 
hechos  que  necesitan  prueba  apreciada  por  la  Sala  sentenciadora  para 
determinar  la  responsabilidad  de  los  funcionarios  de  esa  clase;  apre- 
ciación que  en  el  caso  actual  no  fué  favorable  á  la  parte  recurrente, 
sin  que  contra  ella  se  haya  expuesto  infracción  alguna; 

Pallamos  que  debemos  declarar  y- declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Valerio  Rosell  contra  la  sentencia 
dictada  por  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  Audiencia  de  Barcelona  en 
8  de  Febrero  de  1876,  y  en  su  consecuencia  condenamos  en  las  costas 
á  dicho  Rosell,  y  mandamos  se  libre  la  correspondiente  certiQcacion 
á  la  referida  Audiencia. — (Sentencia  publicada  el  9  de  Abril  de  1817,  6 
inserta  en  la  Gaceta  de  15  de  Agosto  del  mismo  año.) 


191 

Recurso  de  casación  (9  de  Abril  de  1877). —  Nulidad  de 
usa  escritura. —Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Su- 
premo no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Luis  y 
Doña  .Vicenta  Beltran  de  Lis  contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  Valencia,  en  pleito  con  la  Sociedad  denomi- 
nada Crédito  Valenciano  ,  y  se  resuelve : 

Que  no  existe  la  incongruencia  á  que  se  refieren  las  leyes  3a  y  16, 
título  ¿2  de  la  Partida  3a,  ni  se  infringe  el  principio  de  que  debe  juz- 
garse juxta  allégala  et  probata,  cuando  la  Sala  sentenciadora,  lejos  de 
hacer  caso  omiso  de  la  simulación  de  un  contrato,  tomó  en  cuenta  ex- 
presamente que  los  demandantes  no  lo  habían  probado. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  9  de  Abril  de  1877,  en  el  pleito 

fundiente  ante  Nós  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ey,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  Cuartel  del  Mer- 
cado de  Valencia  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  su  territo- 
rio por  Doña  Vicenta  y  D.  Luis  Beltran  de  Lis  y  Espinosa  de  los  Mon- 
teros, con  la  Sociedad  denominada  Crédito  Valenciano  sobre  nulidad 
de  una  escritura : 

Resultando  que  D.  Rafael  y  D.  Luis  Beltran  de  Lis  constituyeron 
sociedad  colectiva  en  Valencia  en  17  de  Febrero  dé  1857,  como  suce- 
sora  de  la  de  D.  Rafael  Beltran  de  Lis  haciéndose  cargo  de  su  conti- 
nuación y  realización  ,  habiéndose  autorizado  A  los  socios  por  otra  es- 
critura posterior  para  poder  firmar  fuera  de  Valencia  : 

, Resultando  que  por  acuerdo  de  la  Sociedad  se  estableció  D.  Rafael 
Beltran  de  Lis,  en  Madrid  bajo  su  propia  razón  social ,  dando  cuenta 
de  su  instalación  á  la  Sociedad  Beltran  de  Lis  hermanos,  de  que  for- 
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niaba  parte,  expresando  que  so  objeto  era  ocuparse  de  todo  cuanto 
condujera  á  la  prosperidad  de  la  casa  á  quien  se  dirigía ,  con  cuyo  mo- 
tivo le  era  indispensable  cargar  en  cuenta  á  la  Sociedad  los  gastos  que 
le  originase  su  establecimiento  en  Madrid  : 

Resultando  que  la  Sociedad  Crédito  Valenciano  anunció  en  25  de 
Agosto  de  1864  la  subasta  de  5.000  obligaciones  de  á  2.000  rs  cada 
una,  y  que  «1  nombre  de  D.  Rafael  Beltran  de  Lis  se  presentó  propo- 
sición prometiendo  tomarlas  por  lodo  su  valor  nominal  entregando  los 
10  millones  en  10  pagarés  de  un  millón  cada  uno,  que  deberían  satis- 
facerse el  31  de  Diciembre  de  cada  año,  á  contar  desde  el  de  1 865,  y 
por  intereses  de  tres  millones  abonables  en  pagarés  á  iguales  venci- 
mientos, y  además  en  concepto  de  comisión  un  millón  de  reales,  la  mi- 
tad en  31  de  Diciembre  de  i  si.  i  y  la  otra  mitad  en  igual  dia  de  1865, 
hipotecando  á  favor  de  la  Sociedad  en  garantía  de  su  obligación  fincas 
e.n  Valencia  por  valor  de  5.400.000  rs.;  2.400  000  en  tierras  en  la  pro- 
vincia  de  Córdoba;  dos  millones  en  terrenos  del  ensanche  de  Madrid  ó 
en  Compañías  de  ferro  carriles  ,  y  5.300.000  rs.  en  acciones  del  ferro- 
carril de  Medina  del  Campo  á  Zamora;  y  que  aceptada  esta  proposición 
por  el  Crédito  Valenciano,  se  otorgo  escritura  en  22  de  Octubre 
de  IS6 i  ,  en  la  que  D.  Antonio  Genovés  y  Calvo  declaró  que  el  dia 
31  de  Agosto  ¡interior  habia  recibido  del  Crédito  Valenciano  las  5.000 
obligaciones,  y  D.  José  Villalva,  director  de  dicha  sociedad,  que  habia 
recibido  de  Genovés  todos  los  pagarés  estipulados  y' 5.200.000  redes 
en  acciones  de  la  Compañía  del  ferro-carril  de  Medina  del  Campo  á 
Zamora;  y  que  no  siendo  posible  en  aquel  acto  prestar  las  garantías 
de  tierras  en  la  provincia  de  Córdoba  y  terrenos  de  ensanche  en  Ma- 
drid, la  Sociedad  Crédito  Valenciano  se  retenia  en  garantía  2.200 
obliga-íiones  de  las  5  000  emitidas,  las  cuales  entregaría  á  D.  Rafael 
Beltran  de  Lis  tan  luégo  como  completase  la  garantía: 

Resultando  que  por  escritura  de  9  de  Enero  de  1865  Doña  Rafaela 
Espinosa  de  los  Monteros,  acompañada  de  su  marido  D.  Luis  Beltran 
de  Lis,  hipotecó  todo  su  patrimonio  en  favor  del  Crédito  Valenciano, 
obligación  que  esta  Sociedad  aceptó,  devolviendo  en  el  acto  á  D.  Ra 
fael  Beltran  de  Lis  las  obligaciones  que  se  habia  quédalo  en  ga- 
rantía : 

Resultando  que  Doña  Vicenta  y  D  Luis  Beltran  de  Lis  y  Espinosa 
de  los  Monteros  entablaron  en  24  de  Diciembre  de  1868  la  demanda 
objeto  de  este  pleito,  en  la  que  consignando  los  hechos  que  quedan  re- 
feridos, pretendieron  que  se  declarase  nula  y  sin  valor  alguno  la  escri- 
tura de  fianza  que  en  9  de  Enero  de  1865  otorgó  su  madre  Doña  Rafae- 
la Espinosa  de  los  Monteros  en  unión  de  su  marido  D.  Luis  Beltran  de 
Lis,  garantizando  á  la  Sociedad  Crédito  Valenciano  el  compromiso  que 
con  ella  contrajo  D.  Rafael  Beltran  de  Lis,  de  tomar  las  5.000  obliga- 
ciones por  lo  que  la  mencionada  escritura  se  referia  á  Doña  Rafaela 
Espinosa  de  les  Monteros,  declarándose  libres  de  la  hipoteca  con  que 
se  gravaron  las  fincas  de  dicha  señora: 

Resultando  que  la  sociedad  demandada  impugnó  la  demanda  pi- 
diendo que  se  declarase  válida  y  subsistente  la  citada  escritura,  ale- 
gando al  efecto  que  la  sociedad  colectiva  Beltran  de  Lis  hermanos  era 
una  entidad  legal  perfectamente  distinta  de  la  que  pudiera  tener  cual- 
quiera de  ambos  socios  particularmente  considerados,  pues  aquella  no 
podia  confundirse  con  cualguiera  de  los  socios  en  particular:  que  Don 
Rafael  Beltran  de  Lis  fué  el  que  celebró  con  la  Sociedad  el  contrato  á 
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cuya  seguridad  se  constituyó  fiadora  con  sus  fincas  Doña  Rafaela  Es- 
pinosa de  los  Monteros;  sin  que  los  móviles  que  decidieron  á  D .  Rafael 
Beltran  de  Lis  á  hacer  una  operación  mercantil,  fe  dieran  ni  le  quitasen 
fuerza  y  mucho  ménos  para  desnaturajizarla  hasta  el  punto  de  que  no 
fuera  D.  Rafael  sino  otra  persona  diversa  quien  contratara  con  la  So- 
ciedad: que  no  era  cierto  que  la  casa  de  Beltran  de  Lis  fuera  la  que 
practicase  la  operación  de  la  admisión  de  obligaciones,  por  cuanto  apa- 
recía que  el  contrato  pasaba  sólo  entre  el  apoderado  de  D.  Rafael  Bel- 
tran de  Lis  y  la  Sociedad,  y  que  luéjro  otras  terceras  personas  repre- 
sentadas por  el  mismo  que  tenía  también  el  carácter  de  apoderado  de 
aquel  intervenían  en  el  contrato,  no  para  compartir  sus  obligaciones  y 
derechos,  sino  para  responder  del  cumplimiento  de  los  compromisos 
que  éste  contraía  :  que  Doña  Rafaela  Espinosa  constituyó  la  hipoteca, 
no  sólo  con  licencia  de  su  marido,  sino  después  de  enterada  por  el  No- 
tario de  lo  dispuesto  en  la  ley  que  prohibía  á  las  mujeres  salir  fiadoras 
por  otro,  y  de  la  en  que  entre  los  varios  casos  que  permite  la  fian- 
za señala  el  de  que  sabedora  la  mujer  que  no  puede  ni  debe  ser  fia- 
dora, afianza,  sin  embargo,  habiendo  renunciado  con  juramento  en 
forma  el  beneficio  que  le  concedían  las  leyes  ,  y  además  el  derecho  que 
le  otorgaba  la  hipotecaria  de  exigir  A  su  marido  garantías  en  sustitu- 
ción Je  los  bienes  por  la  misma  hipotecados: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba,  se  solicitó  por  los  de- 
mandantes que  D.  Vicente  Perrer  y  Bartual,  Director  que  habiasido 
del  Crédito  Valenciano,  absolviera  posiciones,  y  que  por  no  haber  com- 
parecido á  verificarlo,  fué  declarado  confeso  por  providencia  de  28  de 
Abril  de  1871,  de  que  interpuso  apelación  el  Crédito  Valenciano : 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  sentencia  absol- 
viendo á  la  referida  Sociedad  de  la  demanda  y  declarando  válida  y  sub- 
sistente la  escritura  de  fianza  de  9  de  Enero  de  1865,  otorgada  por 
Don  Luis  Beltran  de  Lis  y  su  mujer  Doña  Rafaela  Espinosa  de  los 
Monteros: 

Resultando  que  confirmada  esta  sentencia  y  la  providencia  de  28 
de  Abril  de  1871  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Valencia 
en  27  de  Marzo  de  1876,  interpusieron  los  demandantes  recurso  de  ca- 
sación por  haberse  infringido  á  su  juicio: 

Io  Las  leyes  3a  y  16,  til.  22  de  la  Partida  3a,  y  el  art.  62  de  la  de 
Enjuiciamiento  civil,  que  establecen  que  la  sentencia  debe  ser  en  un 
todo  conforme  con  la  demanda;  y  el  principio  de  que  debe  juzgarse 
junta  allegata  et  probata,  siendo  también  inconcuso  el  principio  de 
que  los  Tribunales  no  tienen  más  remedio  que  aceptar  la  cuestión  que 
plantean  los  litigantes  y  resolverla  en  todos  sns  extremos,  toda  vez 
que  la  sentencia  decia  que  en  la  demanda  se  pidió  la  declaración  de 
nulidid  de  la  hipoteca  por  que  se  había  simulado  el  contrato  en  que 
se  constituyó,  y  sin  embargo  no  habia  declarado  si  la  hubo  ó  no: 

2o  La  ley  61  de  Toro,  3',  tít  11  de  la  Novísima  Recopilación,  que 
prohibe  que  la  mujer  se  pueda  obligar  por  fiadora  -de  su  marido  aun- 
que se  diga  ó  alegue  que  se  convirtió  la  deuda  en  provecho  de  la  mu- 
jer, y  que  dispone  que  cuando  se  obligaren  de  mancomún  marido  y 
muj^r  en  un  contrato  ó  diversos,  que  la  mujer  no  sea  obligada  á  cosa 
alguna,  salvo  si  se  probare  que  se  convirtió  la  tal  deuda  en  provecho 
suyo,  puesentónces  por  rata  del  dicho  provecho  fuera  obligada,  toda 
vez  que  en  este  caso  no  sólo  constaba  que  Doña  Rafaela  de  Espinosa 
afianzó  en  un  negocio  de  intereses  para  su  ni  arillo,  sino  que  simuló  el 
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contrato,  tardándose  en  formalizarle  el  tiempo  necesario  para  vencer 
las  resistencias  de  Doña  Rafaela  y  persuadirla  á  que  consintiere  en  su 
hipoteca,  y  prescindiéndose  del  hecho  de  la  simulación,  si  D.  Luis  y 
Doña  Rafaela  se  obligaron  juntamente  ó  en  un  mismo  contratono 
quedó  obligada  á  cosa  alguna. 

3°  La  sentencia  de  este  Supremo  Tribunal  de  17  de  Enero  de  1857, 
que  declara  que  para  la  validez  de  las  obligaciones  mancomunadas  de 
marido  y  mujer,  debe  probarse  la  circunstancia  en  lo  que  á  ésta  afec- 
ten, de  que  redundaren  en  su  provecho,  que  la  ley  61  de  Toro  no  pue- 
de renunciarse  ni  áun  con  juramento  por  la  mujer  casada  :  que  las  le- 
yes prohibitivas  no  son  generalmente  renunciables  sin  autorización 
expresa  de  la  ley,  y  que  áun  siendo  verdaderos  privilegios  no  son  sus- 
ceptibles de  renuncia  sin  dicho  requisito;  y  que  es  visiblemente  con- 
traria, así  á  la  letra  romo  al  espíritu  de  dicha  ley,  toda  doctrina  ó  in- 
terpretación que  tienda  á  rebajar  su  observancia,  cualesquiera  que 
sean  los  precedentes  en  que  se  funde,  las  autoridades  en  que  se  apoyo 
y  los  casos  en  que  haya  prevalecido:  la  de  M  de  Octubre  de  1859,  que 
establece  que  la  mujer  casada  no  puede  obligarse  mancomunadamente 
con  su  marido  sin  que  baste  la  renuncia  de  la  ley  6t  de  Toro,  que  es- 
tablece dicha  prohibición,  siendo  por  lo  tanto  nula  la  obligación  que 
contraiga;  y  que  aunque  exceptúa  el  caso  en  que  la  obligación  redun- 
da en  beneficio  de  la  mujer,  es  necesario,  sin  embargo,  que  éste  se 
pruebe,  y  la  de  <0  de  Octubre  de  1861  en  que  se  declara  que  la  ley  61 
de  Toro,  que  prohibe  á  la  mujer  ser  fiadora  de  su  marido  y  declara  a 
aquella  libre  de  todo  compromiso  cuando  se  obliga  mancomunada- 
mente  con  éste,  no  es  aplicable  al  caso  en  que  no  se  trata  de  fianza  ni 
de  las  obligaciones  mancomunadas  á  que  dicha  ley  se  refiere. 

4o  El  art.  53  del  Código  mercantil,  según  el  cual  los  libros  de  Co- 
mercio que  tengan  todas  las  formalidades  prescritas  y  no  presente 
vicio  alguno  legal  serán  admitidos  como  medios  de  prueba  en  las  con- 
testaciones judiciales  que  concurran  sobre  asuntos  mercantiles  entre 
comerciantes^  contra  los  cuales  probarán  los  asientos  sin  admitirles 
prueba  en  contrario  ;  pero  el  adversario  no  podrá  aceptar  las  cuentas 
que  le  sean  favorables  y  desechar  las  que  le  perjudiquen  ,  sino  que 
habiendo  adoptado  este  medio  de  prueba ,  deberá  estar  por  las  resultas 
combinadas  que  presenten  todos  los  asientos  relativos  á  la  disputa; 
toda  vez  que  la  sentencia,  según  resultancia  de  los  libros  que  indi- 
caba ,  debió  apreciar  y  declarar  la  simulación: 

5o  La  ley  2á,  til.  U  de  la  Partida  3a,  y  los  artículos  279,  297  y  302 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  que  declaran  que  la  conoscencia  ó 
confesión  en  juicio  constituye  prueba  plena  contra  la  persona  que  la 
presta  ,  toda  vez  que  la  simulación  constaba  también  por  la  confesión 
de  D.  Vicente  Ferrer,  que  como  director  del  Crédito  gestionó  en  los  he- 
chos de  que  se  trata : 

6°  Y  por  último,  el  principio  deque  una  misma  cosa  no  puede  ser 
y  dejar  de  ser  á  un  mismo  tiempo  ;  pues  siendo  una  misma  quiebra  la 
de  Beltran  de  Lis  hermanos  y  la  de  D.  Rafael  no  podia  la  sentencia 
afirmar  que  D.  Luis  no  tuvo  interés  en  la  operación  é  hipoteca  de  las 
obligaciones,  afirmando  al  propio  tiempo  que  su  quiebra  era  una  mis- 
ma con  la  de  D.  Rafael : 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Díaz  da  Rueda: 
Considerando  que  no  existe  la  incongruencia  alegada  en  primer 
lugar,  porque  la  Sala  sentenciadora,  léjos  de  hacer  caso  omiso  de  la 
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simulación  del  contrato  tomó  en  cuenta  expresamente  que  los  deman- 
dantes no  la  habían  probado: 

Considerando  que  no  son  de  estimar  los  demás  motivos  del  recurso 
subordinados  todos  á  la  ley  61  de  Toro,  porque  dicha  Sala,  apreciando, 
en  uso  de  sus  facultades,  los  asientos,  diversos  entre  si,  de  los  libros 
mercantiles  y  todas  las  demás  pruebas  practicadas,  especialmente  las 
documentales  ,  no  incurrió  en  las  infracciones  que  se  la  atribuyen  al 
absolver  de  la  demanda  por  no  haberse  justificado  que  el  negocio  con 
el  Crédito  Valenciano  se  realizara  por  cuenta  y  en  interés  de  la  socie- 
dad Beltran  de  Lis  hermanos  ; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  Jugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Luis  y  Doña  Vicenta  Beltran  de 
Lis,  á  quienes  condenamos  á  la  pérdida  del  depósito,  que  se  distri- 
buirá con  arreglo  á  la  ley,  y  en  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de 
Valencia  la  certificación  correspondiente.  —  (Sentencia  publicada  el 
9  de  Abril  de  1877,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  15  Agosto  del  mismo  año.) 


195 

Recargo  de  casación  (10  de  Abril  de  18*77).— Entrega  de  va^ 
lores. — Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  ha- 
ber lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  interpuesto  por  la  Com- 
pañía de  los  caminos  de  hierro  de  Ciudad  Real  á  Badajoz  y  de  Almor- 
chon  á  Belmez  contra  el  auto  dictado  por  la  de  lo  civil  de  Madrid  en  el 
incidente  de  ejecución  de  sentencia  del  pleito  con  D.  Pedro  Alvarez 
Carballo  y  D.  Enrique  Bengoechea,  y  se  resuelva 

Que  el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  ó  de  docrina  legal 
no  se  da  contra  las  sentencias  que  recaigan  en  los  juicios  ejecutivos, 
según  se  establece  $or  el  art.  6o  de  la  ley  sobre  reforma  de  la  casación 
civil;  y  que  habiéndose  dictado  el  auto  recurrido  en  diligencias  de  apre- 
mio, que  son  el  complemento  del  juicio  ejecutivo,  es  por  consiguiente 
improcedente  el  recurso. 

En  el  recurso  de  casación  en  el  fondo  interpuesto  por  la  Compañía 
del  ferro-carril  de  Ciudad-Real  4  Badajoz  y  de  Almorchon  á  Belm«  z  en 
autos  con  D.  Pedro  Alvarez  Carballo  y  D.  Enrique  Bengoechea  sobre 
entrega  de  ciertos  valores,  ha  dictado  la  expresada  Sala  el  auto  si- 
guiente: 

Resultando  que  seguidos  autos  ejecutivos  por  D.  Pedro  Alvarez 
Carballo  contra  D.  Enrique  Bengoechea  para  el  pago  de  15.000  escu- 
dos y  las  costas,  se  dictó  sentencia  de  remate  en  7  de  Junio  de  i  867  que 
fué  ejecutoria : 

Resultando  que  en  las  diligencias  que  se  practicaron  para  el  cum- 
plimiento de  dicha  sentencia  se  pidió  y  ha  mandado  requerir  á  la  Com- 
pañía del  ferro-carril  de  Ciudad-Real  á  Badajoz  y  de  Almorchon  á  Bel- 
mez, para  qae  consignase  en  la  Escribanía  á  disposición  del  Juzgado, 
de  los  fondos  existentes  en  su  poder  correspondiente  al  Bengoechea', 
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la  sama  de  211.318  rs.  en  efectivo  metálico  ó  las  acciones  suficientes  á 
cubrir  dicha  suma  al  precio  de  cotización  en  Bolsa;  bajo  apercibimien- 
to en  otro  caso  de  proceder  al  embargo  de  bienes  de  la  propiedad  de 
dicha  Compañía ;  y  que  este  auto  llegó  á  ser  ejecutorio: 

Resultando  que  después  de  practicadas  diligencias  pedidas  por  la 
referida  Compañía  y  estimadas  por  el  Juzgado  con  audiencia  del  ejecu- 
tante,  se  volvió  á  solicitar  por  éste  que  se  hiciese  de  nuevo  el  requeri- 
miento, y  que  estimado  le  suspendió  el  Juez  reclamando  esta  provi- 
'  dencia  por  su  auto  de  29  de  Abril  del  año  próximo  pasado,  mientras 
no  se  justifique  por  Alvarez  Carballo  que  la  Compañía  tiene  en  su  po- 
der valores  ó  efectos  pertenecientes  al  D.  Enrique  de  Bengoechea: 

Resultando  que  apelado  y  revocado  el  mencionado  auto  por  el  de  la 
Sala  primera  de  la  Audiencia  de  esta  corte  de  24  de  Enero  de  este  ano, 
en  cuanto  declara  haber  lugar  á  la  reforma  de  la  providencia  que  esti- 
mé el  requerimiento  á  la  consignación  de  los  valores  ó  efectos  perte- 
necientes al  ejecutado  que  obrasen  en  poder  de  la  mencionada  Compa- 
ñía de  los  ferro  carriles  de  Ciudad- Real  á  Badajoz  y  de  Almorchooá 
Belmez,  se  interpuso  contra  dicho  auto,  á  nombre  de  ésta  en  tiempo  y 
forma,  recurso  de  casación  en  el  fondo  por  quebrantamiento  de  ley  y 
de  doctrina  sentada  por  este  Tribunal  en  varias  de  su  sentencias  que 
cita,  entendiendo  por  definitivo  el  auto  de  24  de  Enero  por  haber  re- 
caído en  un  incidente  que  le  pone  término  haciendo  imposible  su  con- 
tinuación, y  en  atención  á  que  además  ni  en  este  ni  en  otro  juicio  que- 
da á  la  Compañía  recurso  alguno;  ni  acción  nueva  que  intentar  para 
oponerse  al  requerimiento  de  la  entrega  de  valores  que  se  suponen  en 
su  poder,  y  que  se  exigen  en  trámite  de  la  vía  de  apremio,  aunque  la 
Compañía  ni  es  deudora,  ni  fué  ejecutada,  ni  es  ya  depositaría  de  los 
valores  embargados  al  D  Enrique  de  Bengoechea : 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Federico  Guzman : 

Considerando  que  el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  ó  de 
doctrina  legal  no  se  da  contra  las  sentencias  que  recaigan  en  los  jui- 
cios ejecutivos,  según  se  establece  por  el  art.  6°  de  la  ley  sobre  refor- 
ma de  la  casación  civil,  y  que  habiéndose  dictado  el  auto  de  24  de  Ene- 
ro último  en  diligencias  de  apremio,  que  son  el  complemento  del  juicio 
ejecutivo,  es  por  consiguiente  improcedente  el  interpuesto  á  nombre 
de  la  expresada; 

No  há  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  interpuesto  á 
nombre  de  la  Compañía  de  los  caminos  de  hierro  de  C i udad- Real  á  Ba- 
dajoz y  de  Almorchon  á  Belmez,  á  la  que  se  condena  en  las  costas.— 
(Sentencia  publicada  el  10  de  Abril  de  1877,  ó  inserta  en  la  Qacctato 
U  de  Agosto  del  mismo  año.) 

• 
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Recurso  de  casación  ( 10  de  Abril  de  1877).— Formación  dbw 
juicio  de  testamentaría.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Supremo  firme  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
de  Barcelona,  en  pleito  seguido  por  Doña  Cármen  Pujol  con  Doña  Ma- 
ría Culell  y  otros,  y  se  resuelve  : 
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i*  Que  según  dispone  el  art.  26  de  la  ley  provisional  sobre  reforma 
de  la  casación  civil «  la  parte  que  hubiere  obtenido  el  testimonio  inter- 
pondrá el  recurso  de  casación  en  el  Tribunal  Supremo  en  el  término 
de  40  dias¡  contados  desde  la  fecha  de  la  entrega  del  mismo  testimonio, 
y  que  pasado  este  término  quedará  firme  la  sentencia  y  no  podrá  admi- 
tirse el  recurso  : 

Io  Que  dicha  disposición  es  aplicable  lo  mismo  al  que  litigando 
como  rico  recibe  el  testimonio,  que  al  pobre  en  cuyo  beneficio  se  remite 
de  oficio,  previa  su  citación  para  presentarse  en  tiempo  ante  el  Tribu- 
nal Supremo :  *  - 

Y  3o  Que  habiendo  trascurrido  desde  la  fecha  de  la  remesa  del  tes- 
timonio, hasta  la  fecha  de  la  presentación,  más  de  los  40  dias  útiles 
que  señala  el  articulo  citado,  la  parte  recurrente  pierde  el  derecho  de 
interponer  el  recurso.  ' 

Resaltando  que  seguidos  autos  en  el  Juzgado  dei  distrito  de  las 
Afueras  y  en  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Barcelona  por  Doña 
Cármen  Pujol  y  su  marido  D.  Isidro  Gaya,  Doña  María  Culell  y  Doña 
Mercedes  Tomás  y  Esteve  sobre  formación  del  juicio  de  testamentaria 
de  D.  Mauricio  Pujol,  y  dictada  sentencia  por  dicha  Sala  en  2  de  Octu- 
bre de  1876,  Doña  María  Culell  solicitó  en  16  del  mismo  que  litigando 
en  concepto  de  pobre  se  remitiera  á  este  Tribunal  Supremo  el  testi- 
monio correspondiente  para  hacer  uso  del  derecho  é  interponer  el  re- 
curso de  casación  por  quebrantamiento  de  ley  : 

Resultando  que  estimada  la  petición  tuvo  lugar  la  remesa  del  tes- 
timonio en  JO  de  Noviembre,  previa  citación  de  las  partes  para  com- 
parecer en  el  Tribunal  Supremo  : 

Resultando  que  llegado  el  testimonio  se  dictó  en  23  de  Noviembre 
auto  mandando  acusar  el  recibo  y  esperar  á  que  se  personen  los  liti- 
gantes : 

Resultando  que  en  23  de  Marzo  se  presentó  la  Doña  María  Culell 
y  Sola,  por  medio  de  Procurador  pidiendo  la  entrega  del  testimonio 
para  interponer  con  la  dirección  de  Letrado  el  correspondiente  recurso 
de  casación : 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Hilario  de  Igon: 

Considerando  que,  según  dispone  el  art.  26  de  la  ley  provisional 
sobre  reforma  de  la  casación  civil  t  la  parte  que  hubiere  obtenido  el 
testimonio  interpondrá  el  recurso  de  casación  en  el  Tribunal  Supremo 
en  el  término  de  40  dias,  contados  desde  la  fecha  dé  entrega  del  mismo 
testimonio,  y  que  pasado  este  término  quedará  firme  la  sentencia  y  no 
podrá  admitirse  el  recurso  :  » 

Considerando  que  dicha  disposición  es  aplicable  lo  mismo  al  que 
litigando  como  rico  recibe  el  testimonio,  que  al  pobre  en  cuyo  benefi- 
cio se  remite  de  oficio,  previa  su  citación  para  presentarse  en  tiempo 
ante  el  Tribunal  Supremo  : 

Considerando  que  habiendo  trascurrido  desde  10  de  Noviembre,  fe- 
cha de  la  remesa  del  testimonio,  hasta  23  de  Marzo,  fecha  de  la  pre- 
sentación, más  de  los  40  dias  útiles  que  señala  el  artículo  citado,  la 
Doña  María  Culell  ha  perdido  el  derecho  de  interponer  el  recurso  de 
casación ; 
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No  há  lugar  con  las  costas  á  la  entrega  del  testimonio  que  se  so- 
licita ,  y  se  declara  firme  la  sentencia  de  la  Audiencia  de  Barcelona. 

Madrid  10  de  Abril  de  1877.  —  {Caceta  Je  17  de  Agosto  del  mis- 
mo año.) 
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Itecnrso  de  «agadón  [\  \  de  Abril  de  1877).  —  Pago  de  reales 
procedentes  de  perjdicios.  —  Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tri- 
bunal Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
la  Compañía  del  ferro  carril  del  Norte  contra  la  sentencia  dictada  por 
la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  D.  Federico  0r- 
tiz  y  López,  y  se  resuelve: 

\°  Que  aunque  eí  remitente  de  una  mercancía  no  contratase  direc- 
tamente su  conducción  con  ¿a  Compañía  del  ferro-carril  que  se  la  ha- 
bía de  entregar,  si  ésta,  en  aquella  fecha,  se  hallaba  en  combinado* 
para  hacer  el  servicio,  con  la  que  recibió  dicha  mercancía,  y  por  tanto 
consideradas  ambas  como  una  sola  empresa,  pagando  el  cargador  el 
porte  á  la  rompañía  receptora,  y  recibiendo  la  segunda  la  mercancía 
en  la  estación  de  su  empalme  con  aquella,  sin  detención  ni  protesta  al- 
guna, adquiriendo  por  consiguiente  los  derechos  que  asistian  á  la  pri- 
mera Compañía  porteadora,  con  tos  mismos  deberes  y  responsabilida- 
des, subrogándose  en  su  lugar,  según  el  art.  228  del  Código  de  Comer- 
cio y  el  espíritu  de  lo  establecido  por  el  232  del  mismo;  es  incuestiona- 
ble que  aun  sólo  por  este  último  concepto  está  obligada  la  segunda 
empresa  á  la  indemnización  por  el  retardo  en  la  entrega  de  dicha  mer- 
cancía, y  al  ordenarlo  así,  la  sentencia  no  infringe  la  ley  del  contrato, 
ni  la  Ia,  tít.  10,  libro  10  de  la  Notísima  Recopilación,  ni  el  art.  205 
del  Código  de  Comercio,  ni  el  principio  de  derecho  res  inter  alios  acta 
alten*  non  nocet,  «t  el  art.  141  del  Reglamento  de  1*59,  inaplicables  al 
caso  é  invocados  en  el  supuesto  de  que  la  segunda  empresa  no  contrajo 
la  obligación  de  entregar  en  la  estación  de  destino  la  mercancía  qM 
habia  recibido  de  la  de  su  empalme  con  la  otra  empresa  ; 

Yt°  Que  no  pueden  fundarse  los  recursos  de  casación  en  hipótesis, 
sino  que  es  indispensable  fijar  determinadamente  la  ley  ó  doctrina  g*e 
se  suponga  infringida  y  en  el  sentido  en  que  lo  haya  sido,  según  tiene 
declarado  en  repetidas  sentencias  el  Tribunal  Supremo. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  H  de  Abril  de  1877,  eri  el  pleito 
pendiente  ante  Nós  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Au- 
diencia de  esta  capital  y  en  la  Sala  segunda  de  lo  civil  del  Tribunal 
superior  del  territorio  por  D.  Federico  Ortiz  y  López  con  la  Compás 
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<lel  ferro- carril  del  Norte  sobre  pago  de  reales  procedentes  de  perjui- 
cios: 

Resultando  que  D.  Federico  Ortiz  entregó  en  la  estación  del  ferro- 
carril de  Santander  en  18  de  Agosto  de  1873,  para  remitir  al  mismo  en 
esta  corte  y  en  gran  velocidad,  una  caja  de  muestras  de  quincalla  :  que 
por  no  haberlas  recibido  hizo  la  oportuna  reclamación  en  21  de  Agosto 
de  1873  en  la  estación  de  esta  corte,  valorando  en  6.200  rs.  las  mues- 
tras que  contenía  la  caja  y  á  1 .000  rs.  diarios  los  daños  y  perjuicios 
ocasionados  desde  el  día  18  de  aquel  mes  hasta  que  le  fuese  entregada: 

Resultando' que  el  Jefe  de  la  oficina  de  reclamaciones  le  contestó  en 
el  dia  23  que  habia  dispuesto  la  formación  del  oportuno  expediente, 
cuyo  resultado  le  comunicaría,  y  que  después  de  mediar  varias  cartas 
sobre  el  particular,  el  Jefe  de  la  oficina  comercial  se  dirigió  al  de  la  es- 
tación de  Alar  para  que  le  dijera  si  recibió  la  expedición  núm.  4601, 

Sran  velocidad,  de  Santander,  de  16  de  Agosto,  compuesta  de  una  caía 
e  muestras  de  quincalla  con  destino  á  Madrid,  y  contestó  que  pasó  di- 
recta y  sin  reconocimiento  con  dicho  número  de  expedición  : 

Resultando  que  dicho  Jefe  manifestó  á  Ortiz  en  carta  de  8  de  Mayo 
de  1874  que,  encontrándose  en  la  estación  de  esta  capital  la  caja  que  se 
sospechaba  fuera  la  que  tenía  reclamada  á  la  Compañía,  le  agradece- 
ría se  tomara  la  molestia  de  pasar  á  la  oficina  de  investigaciones  á  re- 
conocerla, y  que  habiéndolo  verificado  en  presencia  del  perito  de  la 
Compañía,  no  se  hizo  cargo  de  ella  por  haber  notado  la  lalta  de  algu- 
nos objetos : 

Resultando  que  en  30  de  Julio  de  dicho  año  1874  entabló  D.  Fede  - 
rico  Ortiz  y  López  la  demanda  objeto  de  este  pleito,  para  que  se  con- 
denase á  Ja  empresa  del  ferro-carril  del  Norte  al  pago  de  30.000  rs.  lo 
ménos  de  perjuicios  ocasionados  al  demandante  por  la  negligencia  en 
el  trasporte  y  entrega  de  la  caja  que  consignó  aquel  en  Santander  y 
que  se  hallaba  en  los  almacenes  de  la  Compañía  con  las  costas  : 

Resultando  que  la  Compañía  del  ferro-carril  del  Norte  impugnó  la 
demanda,  alegando  que  el  demandante  contrató  el  traspprte  de  la  caja 
con  la  empresa  del  ferro-carril  de  Alar  á  Santander,  distinta  de  la  que 
en  el  dia  demandaba  :  que  la  empresa  remitente  hizo  el  trasporte  de 
dicna  mercadería  en  condiciones  distintas  de  las  indicadas  por  el  car- 
gador, verificándolo  en  concepto  de  equipaje,  cuando  tenia  el  de  en- 
cargo, y  por  un  tren  de  algunos  días  más  tarde,  lo  que  fué  causa  de 
que  la  Compañía  demandada  no  diese  aviso  de  llegada  al  consignata- 
rio, y  destinase  el  bullo  del  demandante  á  los  almacenes  de  sobrantes 
de  equipajes  hasta  que  fuese  reclamado  ;  y  que  habiendo  llegado  á  des- 
cubrirse el  error  cometido,  se  avisó  al  reclamante  para  que  reconocie- 
se y  se  hiciese  cargo  de  la  caja,  lo  cual  no  habia  hecho  á  pesar  del  lar- 

fo  tiempo  trascurrido  desde  entónces  :  que  los  contratos  sólo  obliga- 
an  á  las  partes  que  los  celebran,  por  lo  cual  Ortiz  carecía  de  acción 
para  exigir  el  cumplimiento  del  celebrado  con  la  empresa  de  Alar  á 
otra  distinta  de  ella:  que  nadie  era  responsable  más  que  de  sus  propios 
actos  ó  de  las  faltas  que  éstos  ocasionasen,  por  lo  que  la  Compañía  de- 
mandada no  podía  serlo  del  error  cometido  por  la  de  Alar  á  Santander; 
y  que  en  el  supuesto  de  la  necesidad  de  discutir  los  daños  y  perjuicios, 
reasumiéndose  en  la  estimación  de  una  cosa  la  indemnización  corres- 
pondiente á  la  pérdida  total  de  la  misma,  cuando  esta  pérdida  sólo  era 
temporal  como  sucedía  en  el  caso  de  retardo,  no  cabía  que  hubiera  de 
ser  satisfecha  en  mayores  proporciones  que  aquella  otra : 
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Resultando  que  a]  replicar  el  demandante  presentó  un  ejemplar  de 
la  Gaceta  del  27  de  Agosto  de  1874,  en  que  se  inserta  la  Orden  del  Po- 
der Ejecutivo  de  la  República  aprobando  la  trasferencia  de  la  conce- 
sión del  ferro-carril  de  Alar  del  Rey  á  Santander  en  favor  de  la  Com- 
pañía del  Norte,  que  quedaría  desde  luégo  subrogada  en  todos  los  de- 
rechos y  obligaciones  inherentes  á  su  concesión  ,  alegando  en  su  virtud 
que  todo  cesionario  debía  hacer  efectivas  las  responsabilidades  que 
alcanzaban  al  cedente  ;  y  que  la  Compañía  demandada  sostuvo  en  la 
dúplica  con  presentación  del  contrato  celebrado  entre  ambas  Compa- 
ñías, que  los  compromisos  y  obligaciones  anteriores  al  dia  de  su  rea- 
lización continuaban  á  cargo  de  la  misma  Sociedad  de  Alar  á  San- 
tander : 

Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes,  los  peritos  que 
nombraron  para  apreciar  los  perjuicios  lo  hicieron  en  discordia;  y  que 
acordada  la  designación  del  tercero  que  la  dirimiese  no  llegó  á  tener 
efecto  : 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  sentencia,  y  que 
la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte  la  revocó  en 
II  de  Marzo  de  < 876,  declarando  que  la  Compañía  del  ferro-carril  del 
Norte  se  halla  obligada  á  abonar  al  demandante  los  perjuicios  que  haya 
sufrido  por  la  negligencia  en  el  trasporte  y  entrega  al  mismo  de  la 
caja  muestrario,  facturada  el  7  de  Agosto  de  1873  en  la  estación  de 
Santander  para  su  remisión  á  esta  corle,  condenándola  á  su  pago  pre- 
via liquidación  por  el  Juzgado  con  arreglo  á  derecho,  en  la  forma  y 
por  los  trámites  marcados  en  el  art.  910  y  sus  concordantes  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil ,  sin  hacer  especial  condenación  de  costas: 

Resultando  que  la  Compañía  del  ferro-carril  del  Norte  interpuso 
recurso  de  casación  por  haberse  infringido  á  su  juicio: 

1°  La  ley  del  contrato  sobre  que  se  fundaba  la  demanda  á  que  en 
primer  término  debía  atender  y  sujetarse  ,  toda  vez  que  violentando 
sus  términos  lo  hacia  efectivo  contra  la  Compañía  del  ferro- carril  del 
Norte,  que  no  era  en  él  parte  contratante;  y  con  esa  ley,  la  Ia,  tít.  1°, 
libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  que  la  corrobora  en  general ;  el 
artículo  205  del  Código  de  Comercio,  que  lo  hace  especialmente  en 
cuanto  á  los  trasportes  terrestres,  y  para  el  cargador  y  portador  que 
hacen  su  contrata  ;  el  principio  de  derecho  res  inter  altos  acta  alteri 
non  nocet,  una  de  cuyas  derivaciones  es  la  de  que  los  contratos  dan 
acción  sólo  entre  las  partes  otorgantes;  y  el  art.  141  del  reglamento 
de  los  caminos  de  hierro  de  8  de  Julio  de  1859,  que  está  calcado  en  es- 
tos principios,  con  arreglo  á  los  cuales  la  acción  de  los  contratos  de 
trasportes  ha  de  dirigirse  contra  la  empresa  que  los  haya  cele- 
brado: 

Y  2o  En  el  caso  de  que  fallando  sobre  acción  diversa  de  la  propuesta 
por  el  demandante,  y  rompiendo  la  congruencia  esencial  que  con  ella 
debe  tener  el  fallo,  se  entendiese  éste  derivado  de  una  acción  in factó- 
tum ó  del  mero  hecho  de  alguna  falta  cometida  en  el  trasporte  quien 
quiera  que  materialmente  lo  ejecutase  sobre  existir  una  incongruen- 
cia, y  la  infracción  con  ella  de  la  ley  16,  tít.  22  de  la  Partida  3a,  que 
manda  «  catar  no  sólo  la  cosa  que  se  demanda  sino  también  la  manera 
en  que  se  face;»  la  ley  18,  tít.  34,  Partida  7a,  regla  de  derecho  y 
principio  de  justicia  universal ,  según  lo  que  cada  cual  tiene  la  res- 
ponsabilidad de  sus  culpas  ó  faltas  y  no  de  las  de  otros ;  y  el  art.  14$ 
del  reglamento  de  ferro- carri les ,  que  en  armonía  con  ellos  declara  esa 
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responsabilidad  á  la  empresa  que  haya  faltado,  lo  cual  no  se  declaraba 
que  hubiera  hecho  la  recurrente  ni  se  había  alegado  siquiera  : 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Federico  Guzman  . 

Considerando  que  estando  conformes  las  partes  litigantes  en  que  la 
responsabilidad  de  las  empresas  de  ferro-earriles  comienza  desde  et 
momento  en  que  se  han  hecho  cargo  de  las  entregas  en  el  local  desti- 
nado á  recibirlas,  según  los  artículos  HO  del  reglamento  de  1859  y  2 17 
del  Código  de  Comercio,  en  que  también  las  empresas  no  pueden  re- 
trasar el  plazo  señalado  con  el  remitente,  y  el  retardo  en  el  trasporte 
da  derecho  á  indemnización  de  daños  y  perjuicios  como  disponen  los 
artículos  114  y  131  de  dicho  reglamento,  y  los  226  y  227  del  referido 
Código  de  Comercio,  en  que  además  D.  Federico  Ortiz  entregó  á  la 
empresa  del  ferro-carril  de  Alar  del  Rey  á  Santander  en  la  estación  de 
este  pueblo,  y  aquella  recibió  el  17  de  Agosto  de  1873  para  remitir  en 
gran  velocidad  á  Madrid,  á  la  consignación  del  mismo  cargador,  un 
bulto  con  muestras  de  quincalla,  según  acredita  el  recibo-talon  núme- 
ro 4601  ,  expedido  por  el  Jefe  de  la  estación  de  dicho  punto  de  San- 
tander, y  en  que,  por  último,  el  D.  Federico  Ortiz  hizo  el  21  de  Agosto 
la  reclamación  del  bulto  en  esta  capital  á  la  empresa  del  ferro  carril 
del  Norte,  y  no  se  hizo  entrega  de  él  ni  obra  en  su  poder,  queda  toda 
la  cuestión  reducida  á  declarar  y  resolver  si  el  Ortiz  tiene  derecho  á 
demandar  á  la  Compañía  del  ferro  carril  del  Norte,  con  la  que  direc- 
tamente no  contrató  el  trasporte  del  bulto  á  esta  capital,  la  indemni- 
zación de  perjuicios  que  se  le  causaron  por  el  retnrdo  y  falta  de  cum- 
plimiento del  contrato  celebrado  con  la  de  Alar  del  Rey  á  Santander: 

Considerando  que  si  bien  es  cierto  que  Ortiz  no  contrató  directa- 
mente con  la  Compañía  del  ferro-carril  del  Norte,  lo  es  también  que 
en  aquella  fecha  se  hallaba  en  combinación  para  hacer  el  servicio  con 
la  de  Alar  del  Rey  á  Santander,  y  por  tanto  que  son  consideradas  co- 
mo una  sola  empresa,  pagando  el  cargador  el  porte  según  lo  hizo  Or- 
tiz á  la  de  Santander;  y  que  por  otra  parte  recibió  además  la  del  Nor- 
te de  la  referida  de  Alar  la  caja  con  muestras  de  quincalla  en  la  estación 
de  empalme,  y  expedición  núm.  4601,  gran  velocidad,  con  destino  á 
Madrid,  sin  detención  ni  protesta  alguna,  adquiriendo  por  consiguien- 
te los  derechos  que  asistían  á  la  primera  Compañía  porteadora,  con 
los  mismos  deberes  y  responsabilidades,  subrogándose  en  su  lugar, 
según  el  art.  228  del  Código  de  Comercio  y  el  espíritu  de  lo  estableci- 
do por  el  232  del  mismo,  por  lo  cual  es  incuestionable  que  áun  sólo 
por  el  último  concepto  está  obligada  la  empresa  del  ferro  carril  del 
Norte  á  la  indemnización  estimada  por  la  sentencia  recurrida  por  el 
retardo  de  la  entrega  de  la  caja,  y  que  ésta  no  infringe  la  ley  del  con- 
trato, ni  la  Ia,  tít.  1°,  lib.  10  de  la  Novísima  Recopilación,  ni  el  ar- 
ticulo 205  del  Código  de  Comercio,  ni  tampoco  el  principio  de  dere- 
cho res  inter  altos  acta  alteri  non  nocet,  y  ni  en 'fin  el  art.  141  del  re- 
glamento de  1859,  inaplicables  al  caso  de  autos,  que  se  invocan  como 
fundamento  del  motivo  1°  del  recurso,  en  el  supuesto  de  que  dicha 
empresa  recurrente  no  contrajo  la  obligación  de  entregar  en  esta  ca- 
pital al  Ortiz  la  caja  de  muestras  cuyo  porte  habia  pagado  y  que  to- 
mó en  la  estación  de  empalme  de  la  combinada  de  Alar  del  Rey  á  San- 
tander : 

Considerando  que  no  pueden  fundarse  los  recursos  de  casación  en 
hipótesis,  porque  es  indispensable  para  resolverlos  fijar  terminante- 
mente la  ley  ó  doctrina  infringida,  y  en  el  sentido  en  que  lo  ha  sido, 
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según  en  repetidas  sentencias  lo  tiene  consignado  este  Supremo  Tri- 
bunal ;  que  por  otra  parte  es  evidente  que  la  acción  propuesta  por  Don 
Federico  Ortiz,  y  sobre  la  que  versó  el  debate  jurídico  ,  es  la  que  nace 
ó  proviene  del  contrato  de  trasporte  en  favor  del  cargador  contra  el ' 

Sorteador  para  indemnizarle  de  los  daños  y  perjuicios  causados  por 
aber  fallado  al  cuín  plimiento  del  contrato  que  celebró ,  ó  ha  aceptado 
é  incurrido  por  lo  mismo  en  la  responsabilidad  que  la  ley  determina; 
siendo,  por  consiguiente,  conforme  con  la  demanda  la  sentencia  re- 
currida, é  inaplicable  la  ley  16 ,  til.  2  2  de  la  Partida  3',  que  establece 
la  congruencia  entre  la  demanda  y  la  sentencia  ,  como  igualmente  lo 
son  también  además  la  22 ,  tit.  34  de  la  Partida  7a  ,  la  regla  de  derecho 
según  la  que  cada  cual  tiene  la  responsabilidad  de  sus  culpas  y  faltas 
y  no  de  los  otros  ,  y  el  art.  143  del  referido  reglamento  que  en  armo- 
nía declara  esa  responsabilidad  á  la  empresa  que  faltó  ,  lo  cual  no  se 
declaraba  hubiese  hecho  la  del  Norte  ni  se  habia  alegado  siquiera  que 
se  invocan  y  cilan  en  el  segundo  motivo  en  la  hipótesis  fijada  en  el 
mismo ,  de  que  fallando  sobre  acción  diversa  de  la  propuesta,  se  enten- 
.  diese  la  sentencia  derivada  de  una  acción  in factor um  ,  y  no  conforme 
aquella  con  la  demanda  y  como  consecuencia  las  demás  infracciones 
indicadas  por  el  recurrente  ; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  la  Compañía  del  ferro-carril  del 
Norte  de  España,  á  la  que  condenarnos  en  las  costas;  y  líbrese  á  la 
Audiencia  de  esta  capital  la  certificación  correspondiente.  —  (Senten- 
cia publicada  el  H  de  Abril  de  1877  ,  é  inserta  en  la  Gacela  de  17  de 
Agosto  del  mismo  año.) 


198 

Recurso  de  casación  (12  de  Abril  de  1877). — Tercería  db 
dominio.  —  Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  José  Briones 
y  Várela  contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
de  la  Coruña,  en  pleito  con  Doña  María  Piñeíro  y  Borrajo  y  otros,  y  se 
resuelve : 

Io  Que  reducida  la  cuestión  de  un  pleito  á  saber  si  los  bienes  que 
memorializó  un  testador  son  vinculares  ,  como  pretende  el  demandante, 
ó  si,  por  el  contrario,  corresponden  á  una  herencia  Ubre  como  sostie- 
ne el  demandado ,  al  declarar  la  Sala  sentenciadora  que  los  bienes 
que  numera  y  determina  son  vinculares,  implícitamente  declara  que 
los  demás  de  que  no  hace  mención  pueden  ser  objeto  de  la  posesión 
solicitada  por  el  demandado ,  y  por  tanto  la  sentencia  resuelve  con 
perfecta  claridad  todas  las  cuestiones  objeto  del  pleito,  y  no  incurre  en 
el  defecto  de  incongruencia: 

Io  Que  si  la  Sala  sentenciadora,  al  hacer  esa  declaración,  no  sólo  ha 
tenido  en  cuenta  la  copia  testimoniada  de  la  fundación  del  vinculo 
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sino  también  lo  contenido  e  n  las  diligencias  de  posesión  de  los  bienes 
vinculados  y  la  prueba  testifical  suministrada  en  el  pleito;  y  todo  esto 
demuestra  que  en  un  largo  trascurso  de  tiempo  se  viene  sucediendo  en 
los  bienes  litigiosos  como  vinculares,  elementos  de  prueba  que  mutua- 
mente se  robustecen  y  completan,  no  es  lógico  ni  legal  descomponerlos, 
concretando  la  apreciación  de  la  Sala  á  uno  de  ellos  ,para  deducir  que 
infringe  la  ley  41  de  Toro,  ó  sea  la  Ia,  tít.  17,  libro  10  de  la  Novísi- 
ma Recopilación  y  el  art.  581  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil; 

Y  3o  Que  el  principio  de  derecho  de  que  lodos  los  bienes  se  reputan 
libres  miénlras  no  se  prueba  lo  contrario,  no  se  infringe  cuando  las 
partes  suministran  pruebas  que  son  objeto  de  la  apreciación  de  la  Sala 
sentenciadora  ,  sin  que  se  demuestre  que  al  hacerla  se  infringió  ley  ó 
doctrina  legal. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  12  de  Abril  de  1877,  en  ios  autos 
que  ante  Nós  penden  por  recurso  de  casación,  seguidos  en  el  Juzgado 
de  primera  instancia  de  Cambados  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia de  la  Coruña  por  Doña  María  y  Doña  Juana  Piñeiro  y  Borrajo, 
Doña  Lorenza  Martínez  Velasco,  viuda  de  D.  Manuel  Piñeiro,  como 
curadora  de  su  hijo  D.  Km  i  lio  Piñeiro  y  Martínez,  con  D.  José  Briones 
Várela  y  otros  que  citados  no  se  personaron,  entendiéndose  por  ellos 
las  actuaciones  con  los  estrados  sobre  tercería  de  dominio: 

Resultando  de  un  testimonio  expedido  de  mandato  judicial  á  ins- 
tancia de  D.  José  Briones  por  el  Escribano  D.  Juan  Monasterio  en  22 
de  Octubre  de  1713,  sacado  de  una  copia  firmada  por  el  Escribano  Don 
Domingo  de  Saa  en  14  de  Julio  de  1653,  presentado  en  cierto  pleito 
ue  radicaba  en  el  oficio  del  referido  Monasterio,  que  D.  Alonso  Dozo 
a  Torre  otorgó  testamento  en  38  de  Enero  de  1653  ante  el  menciona- 
do D.  Domingo  de  Saa,  en  el  que  declaró  :  que  estaba  casado  en  se- 
gundo matrimonio  con  Jerónima  Muñoz;  que  hacia  mejora  y  donación 
"  del  tercio  y  quinto  de  todos  sus  bienes  muebles  y  raíces,  derechos  y 
acciones  á  Ana  Valladares,  su  hija  y  de  su  primera  mujer  Ana  Vallada- 
res, cuya  mejora  señalaba  en  la  casa,  corral,  era  y  quinleiros  que  á  la 
sazón  vivía  el  otorgante,  la  viña  que  se  decía  de  Pumbal  y  Dehesa 
grande  y  en  lo  demás  <jue  ella  escogiese  en  el  Carrascal  y  Gandorela  y 
en  otros  cualesquiera  bienes  si  no  llegasen  los  señalados  ;  cuyos  bienes 
expresados  y  los  que  dicha  Ana  Valladares  escogiera  era  su  voluntad 
que  anJasen  unidos  y  agregados  é  incorporados  en  una  sola  cabeza, 
sin  que  pudieran  trocarse  ni  enajenarse,  sino  que  habían  de  andar  en 
forma  de  vínculo  :  que  á  falta  de  dicha  Ana  Valladares  teniendo  hijos 
legítimos  de  legítimo  matrimonio  sucediere  el  varón,  y  á  falta  de  va- 
ron  la  hija  suya,  y  no  teniendo  hijos  dicha  Ana  Valladares  sucediesen 
por  el  dicho  nombramiento  y  calidades  los  hijos  de  María  Valladares 
v  Juan  de  Morana,  siempre  eí  varón  y  mayor  en  dhs,  y  á  falta  de  ellos 
entrasen  en  dichos  bienes  los  hijos  de  Alonso  Dozo  Valladares,  difunto, 
su  hijo  mayor  y  varón,  y  á  falta  de  éstos  hembra  ,  y  á  falta  de  lodos 
entrasen  Antonio  Dozo  Valladares,  su  hijo,  con  las  mismas  calidades  : 
que  dicha  Ana  Valladares  y  los  que  la  sucediesen,  si  tuvieren  hijos, 
agregasen  á  esta  fundación  el  tercio  de  sus  bienes,  y  si  no  los  tuviesen 
el  quinto  ;  y  que  en  todos  los  dichos  bienes  mejor  y  más  bien  pasado 
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de  ellos,  situaba  y  formaba  una  memoria  de  tres  misas  cada  año  re- 
zadas y  una  cantada  el  día  de  San  Ildefonso  en  la  manera  que  ex- 
presa : 

Resultando  que  en  19  de  Agosto  de  1754  D.  Antonio  Benito  Briones 
y  Moscoso  acudió  al  Juez  ordinario  de  Lanzada,  exponiendo  haber  que- 
dado hijo  legítimo  de  D.  Jusé  Briones  y  Torres  y  Doña  María  Angela 
Moscoso,  de  quienes  también  quedaron  por  hijas  legítimas  Doña  Lo- 
renza, que  casó  con  D.  José  Camina,  de  quienes  quedaron  dos  hijas,  y 
Doña  Antonia  Rufina  Briones ;  que  como  tal  había  sido  tenido  como 
menor  en  el  vínculo  fundado  por  Alonso  Dozo  da  Torre:  que  por  muer- 
te de  sus  padres  quedaron  muchos  bienes  libres,  y  en  especial  tres 
•  prados  que  llamaban  de  Sentencias,  álias  las  Pedras,  otro  de  Juan  Mar- 
tínez, otro  de  Fobayños  y  otros  más  y  otras  rentas,  todo  lo  más  esta- 
ba aún  sin  partir  ni  dividir  ;  y  pidió  se  le  diera  la  posesión  insolidum 
de  los  bienes  del  vínculo  y  proindiviso  de  los  libres  de  que  á  su  tiempo 
se  hiciera  la  separación  ;  que  para  ello  sus  dichas  hermanas  y  sobrina» 
jurasen  con  licencia  de  sus  curadores,  siendo  menores,  si  aceptaban  ó 
repudiaban  dichas  herencias,  y  con  citación  de  dichos  interesados  se- 
le  recibiese  información  á  tenor  de  este  pedimento  sobre  dicha  filiación 
y  fincabilidad  de  bienes  que  también  pedia  jurasen  :  que  el  Juez  ordi- 
nario mandó  se  diese  traslado  á  las  partes  que  se  expresaba,  hacién- 
deles saber  jurasen  como  se  pedia  en  órden  á  la  aceptación  de  herencia 
y  fincabilidad  de  bienes;  y  seguido  el  expediente  por  ciertos  trámites, 
dicho  Juez,  por  auto  de  4  de  Mayo  de  1755,  mandó  dar  sin  perjuicio 
de  tercero  la  posesión  proindiviso  de  los  bienes  fincables  de  Doña  Ma- 
ría Angela  Moscoso  y  de  los  del  vínculo  fundado  por  Alonso  Dozo 
da  Torre  in  tolum  á  D.  Antonio  Benito  Briones  Moscoso ;  y  en  el  mis- 
mo dia  4  de  Mayo  se  dió  á  aquel  la  posesión  de  los  bienes: 

Resultando  que  en  20  de  Junio  de  1863,  D.  José  Briones  firmó  un 
memorial  de  los  bienes  ratees  que  su  abuelo  D.  Antonio  Benito  Briones 
y  Figueroa  tenía  á  su  fallecimiento  en  el  lugar  titulado  Suo  da  Torre, 
parroquia  de  Santa  Marina  Dozo,  en  la  villa  de  Cambados,  San  Adrián 
ele  Villariño,  San  Pedro  de  Palmcira,  distrito  municipal  de  Santa  Eu- 
genia, partido  judicial  de  Noya,  ciudad  de  Santiago,  designando  los 
sujetüsque  respectivamente  los  poseian: 

Resultando  que  en  pleito  disputado  por  Juliana  Cancelo,  madre  y 
curadora  de  su  hijo  D.  José  Antonio  Benito  Briones,  al  que  representó 
el  hijo  de  éste  D.  José  Briones  Várela,  con  Doña  María  y  Doña  Juana 
Piñeiro  y  Borrajo  y  Doña  Lorenza  Martínez  Velasco,  viuda  de  D.  Ma- 
nuel Piñejro  Borrajo,  por  si  y  como  curadora  ad  litem  de  su  hijo  Don 
Emilio  Piñeiro  Martínez  y  otros,  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  la 
Coruña,  en  12  de  Marzo  de  4863,  dictó  sentencia  confirmando  la  del 
Juez  de  primera  instancia  de  Cambados,  por  la  que  declaró  haber  que- 
dado por  hijo  natural  ünico  de  D.  Antonio  Benito  Briones,  habido  en 
Juliana  Cancelo,  el  D.  José  Antonio  Briones,  y  en  tal  concepto  su  he- 
redero, á  falta  de  legítimos,  en  todos  los  bienes,  derechos  y  acciones 
que  de  aquel  fincaron  y  de  que  no  se  hallaba  excluido  por  la  circuns- 
tancia y  condición  de  ser  natural,  haciéndosela  de  ellos  suelta  y  deja- 
ción con  frutos  desde  la  contestación  á  la  demanda,  por  los  que  los  de- 
tentaban, á  quienes  se  reservaba  el  derecho  d^  que  se  creyeran  asisti- 
dos para  que  en  su  caso  y  dia  pudieran  ejercitar  las  acciones  que  con- 
dujeran á  su  respectivo  saneamiento: 

Resultando  que  el  D.  José  Briones  Várela  pidió  la  ejecución  de  la 
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expresada  sentencia,  produciendo  al  efecto  el  memorial  de  bienes  en 
el  uue  discretaba  la  herencia  ñncable  de  su  padre  D.  Antonio  Benito, 
expresando  al  mismo  tiempo  sus  detentadores: 

Resultando  que  las  expresadas  Doña  Vf  aria  y  Doña  Juana  Piñeiro 
Borrajo  y  Doña  Lorenza  Martínez  Veiasco,  por  consecuencia  de  dicha 
ejecución,  propusieron  ¡a  actual  demanda  de  tercería  de  dominio,  ex- 
poniendo que  al  pedir  la  ejecución  de  la  sentencia  D.  JoséBriones  Vá- 
rela, acompañaba  un  memorial  de  bienes  que  descansa  en  su  simple 
aserción,  comprendiendo  los  que  le  correspondían  á  la  vinculación  que 
ha  disfrutado  en  sus  días  ;  el  D.  Antonio  Benito  Briones,  como  posee- 
dor del  mayorazgo  de  la  casa  de  Suo  da  Turre  y  en  las  que  sucedió  por 
las  cláusulas  de  la  fundación  D.  Narciso  Piñeiro  en  concepto  de  pri- 
mogénito legítimo:  que  la  expresada  casa  de  Suo  da  Torre  y  más  bie- 
nes de  anexión,  son  de  la  clase  de  vinculares  por  la  fundación  de  Alon- 
so Dnzo  da  Torre  en  su  testamento  última  voluntad  de  28  de  Enero 
de  1653:  que  el  D.  Antonio  Benito  Briones  solicitó  en  sus  días  la  mi- 
sión en  posesión  de  los  indicados  bienes  vinculares,  incautándose  tam- 
bién de  la  herencia  libre  de  sus  padres,  por  agregación  y  proindi  viso, 
y  que  la  herencia  que  pudiera  corresponder  al  hijo  nAtural  D.  José 
Antonio  Briones  de  la  fincabilidad  de  su  padre,  habia  que  aclararla  por 
el  órden  legal  para  que  fuesen  adjudicadas  las  dos  dozavas- partes  que 
dividiría  con  su  madre,  cuya  porción  le  señala  la  enunciada  sentencia; 
y  pidió  que  se  excluyeran  del  memorial  de  bienes  presentado  por  Don 
José  Várela  Briones  los  que  estaban  poseyendo  por  ser  de  la  casa  de 
Suo  da  Torre  y  más  de  su  anexión,  declarando  que  pertenecían  á  la 
vinculación  fundada  por  Alonso  jDozo  da  Torre,  con  las  costas  al  eje- 
cutante 6  peticionario: 

Resultando  que  emplazados  todos  los  demás  poseedores,  unos  no 
se  personaron  siguiéndose  las  actuaciones  en  su  rebeldía,  y  D.  Juan 
Domínguez  González  y  Doña  Adriana  López  manifestaron  que  no  que- 
rían ser  parte  en  ella  : 

Resultando  que  D.  José  Briones  Várela  se  opuso  á  la  demanda,  fun- 
dado en  que  por  la  parte  dispositiva  de  la  sentencia  estaban  mandados 
entregar  al  hijo  natural  D.  José  Antonio  Briones  y  en  el  dia  al  hijo  de 
éste  D.  José,  lodos  los  bienes  que  fueron  libres  y  correspondiesen  á  la 
herencia  de  D.  Antonio  Benito  Briones,  excepto  los  vinculares  si  los 
hubiere,  que  no  los  hay,  por  ser  como  debe  entenderse  dicha  senten- 
cia y  no  las  dos  dozavas  partes ;  que  el  memorial  de  bienes  producido 
no  descansaba  en  su  simple  aserción,  porque  de  todos  ha  estado  en 
posesión  en  calidad  de  dueño  el  D.  Antonio  Benito  Briones,  según 
reconocía  la  adversa  y  en  concepto  de  libres  de  ninguna  manera  vin- 
culares, por  no  haber  semejante  vinculación  ó  mayorazgo  do  la  casa 
del  uro  da  Torre;  y  dado  caso  que  existiera,  habían  prescrito  las  ac- 
ciones vinculares;  que  la  copia  presentada  de  la  llamada  fundación  no 
probaba  ésta,  por  ser  copia  de  copia,  la  que  redargüía  civilmente  de 
falsa ,  habiendo  muerto  en  presidio  por  falsario  Domingo  de  Saa  que 
dió  fe  de  ella  ;  que  en  su  consecuencia  nada  suponían  tampoco  las  di- 
ligencias de  misión  en  posesión  de  que  se  hacia  méritos,  las  que  tam- 
bién redargüía  de  falsas  ;  y  que  la  tal  fundación  adolecía  del  defecto 
de  no  discretar  con  separación  y  claridad  lo»  bienes  amayorazgados, 
y  concluyó  pretendiendo  que  en  definitiva  fuese  desestimada  la  terce- 
ría por  no  existir  el  vínculo  en  que  se  fundaba,  y  se  declarase  que  los 
bienes  relacionados  en  el  mencionado  memorial  presentado  pertenecían 
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á  la  clase  de  libres  y  á  la  herencia  fíncable  de  D.  Antonio  Benito  Brio- 
nes,  de  los  que  tienen  que  hacer  suelta  y  dejación  con  frutos  sus  de- 
tentadores: 

Resultando  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites  ,  la  Sala  de  lo 
civil  de  la  Audiencia,  por  sentencia  de  13  de  Enero  de  1876,  confirma- 
toria de  la  del  Juez  de  primera  instancia ,  declaró  que  estimando  la 
demanda  de  tercería  de  dominio  propuesta  y  continuada  por  Doña 
María  y  Doña  Juana  Piñeiro  y  Borrajo,  curadora  ejemplar  de  su  her- 
mano demente  D  Narciso  Piñeiro  ,  hoy  difunto ,  y  Doña  Lorenza 
M.trtinez  de  Velasco,  viuda  del  D.  Manuel  Piñeiro  Borrajo,  por  si  y  como 
curadora  ad  litem  de  su  hijo  D.  Emilio  Piñeiro  Martinez,  debía  decla- 
rar y  declaraba  de  la  propiedad  y  dominio  de  las  indicadas  terceristas  y 
corno  vinculares  los  bienes  comprendidos  en  el  memorial  producido  por 
Don  José  Briones  Várela,  bajo  los  nombres  y  números  siguientes,  la  casa 
del  uso  da  Torre,  marcada  con  el  núm.  1 ;  la  viña  del  Pombal  y  Dehesa 
grande  con  el  núm.  2  ;  el  Carrascal  y  Gandorela  con  el  núm.  3;  1* 
huerta  del  Levante  de  la  casa  con  el  4 ;  la  Tomada  de  Tiboya  con  el  6; 
el  prado  de  Loalada  con  el  7;  el  prado  de  Lagoa  con  el  9;  en  el  Agri- 
ño  con  el  10;  en  el  Barruro  grande  y  pequeño  y  Pardineiro  con  el  \t\ 
en  la  misma  situación  con  el  13  ;  en  el  Amena!  la  que  llaman  Loalada 
con  el  1 4 ;  en  el  mismo  sitio  de  Loalada  con  el  15;  en  el  Zapateiro  á  la 
bradio,  braña  y  tojarcon  el  19;  la  parte  de  Junquera  en  el  24;  el  de- 
recho á  la  capilla  de  San  Nicolás  en  el  convejito  de  San  Agustín  de  la 
ciudad  de  Santiago  con  el  25;  según  en  el  mismo  se  hallan  reseñados 
y  demarcados  desde  el  folio  3  al  6  inclusive  : 

Resultando  que  D.  José  Briones  Várela  interpuso  recurso  Je  casación 
por  conceptuar  infringidas: 

Io  La  ley  16,  tit.  22  de  la  Partida  3a,  y  los  artículos  61  y  62  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  puesto  que  la  sentencia  recurrida  sólo  se 
contrae  á  una  parte  de  ios  bienes  qu<?  fueron  objeto  de  cuestión  en  el 
pleito,  guardando  silencio  sobre  los  demás  comprendidos  en  la  vincu- 
lación, cuya  existencia  negada  por  el  recurrente  declara  la  Sala  senten- 
ciadora, siendo  así  que  el  memorial  de  bienes  presentado  por  aquel 
para  que  se  le  hiciese  la  adjudicación  de  ellos  comprendía  otros,  cuya 
condición  de  libres  no  se  ha  negado,  y  qne  la  demanda  con  que  los  ac- 
tores se  opusieron  á  aquella  pretensión  abrazaba  otros  extremos  como 
el  de  las  supuestas  agregaciones  al  vínculo  que  3e  han  discutido  tam- 
bién en  el  pleito  y  sobre  los  cuales  ha  guardado  la  Sala  profundo  si- 
lencio en  su  sentencia,  dejándolos  en  tela  de  juicio  como  al  principio 
del  pleito: 

2o  La  ley  41  de  Toro  y  la  jurisprudencia  sentada  por  este  Tribunal 
Supremo  en  sus  sentencias  de  28  de  Junio  de  1860,  1  s  de  Noviembre 
de  1865,  18  de  Marzo  de  1872,  y  otras  que  exigen  para  demostrarla 
eiistencia  de  un  mayorazgo,  la  escritura  ó  instrumento  público  feha- 
ciente otorgada  por  el  fundador  ó  por  medio  de  testigos  fidedignos, 
que  depongan  al  tenor  del  instrumento  indicado,  no  pudiendo  esti- 
marse comp  tal  escritura  una  copia  de  copia  redargüida  en  forma  legal 
y  cuya  autenticidad  no  haya  podido  demostrarse: 

3°  El  art.  281  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  con  arreglo  al  cual 
y  á  la  doctrina  legal  definida  en  muchas  sentencias  de  este  Tribunal 
para  que  los  instrumentos  públicos  y  solemnes  sean  eficaces  en  juicio, 
es  necesario  que  se  cotejen  precisamente  con  los  originales  con  las  de- 
bidas citaciones,  áno  ser  que  la  persona  á  quien  perjudiquen  les  haya 
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prestado  su  asentimiento  expreso;  puesto  que  la  sentencia  á  pesar  de 
que  D.  José  Briones  Várela  redargüyó  de  falsa  civilmente  la  copia 
presentada  de  la  fundación,  da  á  ese  docnmcnlo  una  validez  que  la  ley 
y  la  jurisprudencia  establecida  por  este  Tribunal  Supremo  le  niegan, 
prescindiendo  por  completo  de  su  indispensable  cotejo  con  el  original^ 
sin  que  se  le  haya  probado  ni  intentado  siquiera  acreditar  en  forma  la 
pérdida  ó  extravio  de  aquel  cuya  prueba  correspondía  ai  demandante  : 
4°  La  doctrina  legal  de  que  todos  los  bienes  se  reputan  libres  mién- 
tras  no  se  pruebe  su  vinculación,  correspondiendo  siempre  al  deman- 
dante la  prueba  de  que  los  bienes  pertenecían  al  mayorazgo  que  se  de- 
fiende ;  puesto  que  se  atribuía  al  demandado  la  obligación  de  probar 
que  los  bienes  de  que  se  trata  fuesen  libres: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Benito  de  Ulloa  y  Rey: 

Considerando  que  la  cuestión  debatida  en  este  pleito  está  reducida 
á  saber  si  los  bienes  que  memorializó  D.  José  Briones  Várela  son  vin- 
culares, como  pretende  la  parte  demandante,  ó  si,  por  el  contrario, 
corresponden  á  la  herencia  libre  que  dejó  D.  Antonio.  Benito  Briones, 
como  pretende  la  parte  demandada  : 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora,  al  declarar  que  los  bienes 
que  numera  y  determina  son  vinculares,  implícitamente  declara  que 
los  demás  de  que  no  hace  mención  y  se  hallan  relacionados  en  el  me- 
morial aludido  pueden  ser  objeto  de  la  posesión  solicitada  por  D.  José 
Briones  Várela  ,  conforme  á  lo  dispuesto  en  la  ejecutoria  recaída 
en  1863,  y  por  lo  tanto  la  Sentencia  recurrida  resuelve  con  perfecta  cla- 
ridad todas  las  cuestiones  objeto  del  pleito,  y  no  incurre  en  el  defecto 
de  incongruencia  que  se  le  atribuye : 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora,  al  hacer  esa  declaración, 
no  sólo  ha  tenido  en  cuenta  la  copia  testimoniada  de  la  fundación  del 
vinculo  otorgado  en  1*53,  sino  también  lo  contenido  en  las  diligencias 
de  posesión  de  los  bienes  vinculados  pedida  en  U5í  y  obtenida  en  t755 
por  D.  Antonio  Benito  Briones,  y  la  prueba  testifical  suministrada  en 
este  pleito,  y  todo  esto  demuestra  que  en  ese  largo  trascurso  de  tiempo 
se  viene  sucediendo  en  los  bienes  litigiosos  como  vinculares:  elemen- 
tos de  prueba  que  mutuamente  se  robuitecen  y  completan,  y  no  es  ló- 
gico ni  legal  descomponerlos,  concretando  la  apreciación  de  la  Sala  á 
uno  de  ellos  para  deducir  que  infringe  la  ley  í\  de  Toro,  ó  sea  la  ta, 
título  t7,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación  y  el  art.  281  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  como  si  la  copiado  la  fundación  fuese  el  úni- 
co dato  de  qne  la  prueba  se  compone : 

Considerando  que  el  principio  de  derecho  de  que  todos  los  bienes 
se  reputan  libres  miéntras  no  se  prueba  lo  contrario,  no  se  infringe 
cuando  las  partes  suministraron  pruebas  que  fueron  objeto  de  la  apre- 
ciación de  la  Sala  sentenciadora,  sin  que  por  otro  lado  se  demuestre 
que  al  hacer  esa  apreciación  infringe  otra  ley  ó  doctrina  legal; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  José  Briones  y  Várela,  á  quien 
condenamos  en  las  costas  ;  líbrese  la  correspondiente  certificación  á  la 
Audiencia  de  la  Coruña  con  devolución  de  los  documentos  remitidos. — 
(Sentencia  publicada  el  12  de  Abril  de  1877,  é  inserta  en  la  Gaceta 
de  17  de  Agosto  del  mismo  año.) 
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ICecnrgo  de  casación  (li  de  Abril  de  1877). —Cumplimiento  de 
/  una  sentencia  arbitral. — Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribu- 
nal Supremo  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Don 
Jacobo  López  Cepero  contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  de  Sevilla,  en  pleito  con  D.  Francisco Teodomiro  López  Ce- 
pero;  se  casa  y  anula  la  sentencia,  y  se  resuelve  : 

\°  Que  conforme  al  art.  836  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  U 
sentencia  que  diciaren  los  amigables  componedores  es  ejecutoria,  y  ha 
de  llevarse  á  efecto  de  la  manera  que  se  previene  en  el  titulo  de  la 
ejecución  de  las  sentencias  :  ' 

2o  Que  las  ejecutorias  sólo  pueden  destruirse  por  el  recurso  de  casa- 
ción interpuesto  en  tiempo  y  forma)  y  que  contra  el  laudo  arbitral  es 
preciso  recurrir  en  los  términos  que  señalan  los  artículos  2o  y  i*  de  la 
ley  provisional  sobre  reforma  de  casación  civil,  fundado  en  haberlos 
amigables  componedores  fallado  puntos  no  sometidos  á  su  decisión  ó 
fuera  de  plazo  señalado  en  el  compromiso  ; 

V  3"  Que  el  auto  que  deniega  la  ejecución  de  la  sentencia  arbitral 
á  pretexto  de  que  se  había  interpuesto  contra  la  misma  una  demanda 
ordinaria  de  nulidad,  destruye  con  esta  negativa  de  ejecución  los  efec- 
tos de  la  cosa  juzgada,  é  infringe  estrictamente  el  expresado  art.  836 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  2o  y  4o  de  la  ley  provisional  sobre 
reforma  de  la  casación  civil. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  12  de  Abril  de  1877,  en  los  autos 

aue  ante  Nos  penden  por  recurso  de  casación,  seguidos  en  el  Juzgado 
e  primera  instancia  del  distrito  de  San  Vicente  de  la  ciudad  de  Sevi- 
lla y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  del  mismo  territorio  por  Don 
Jacobo  López  Cepero  con  D  Francisco  Teodomiro  López  Cepero  sobre 
cumplimiento  de  una  sentencia  arbitral  : 

Resultando  que  en  29  de  Julio  de  187 i,  D.  Jacobo  y  D.  Francisco 
Teodomiro  López  Cepero  otorgaron  escritura  de  próroga,  establecien- 
do por  la  cláusula  10 :  que  tos  otorgantes  querían  y  conse  ntian  en  que 
fuese  firme  y  ejecutorio  lo  acordado  y  hecho  dentro  del  término  por 
los  arbitrad  o  res,  hasta  el  punto  de  que  cualquiera  acción  que  les  asis- 
tiera, se  entendiese  por  convención  expresa  prescrita  y  no  ejercitable 
al  mes  de  otorgadas  las  escrituras  de  los  laudos  y  protocolización  men- 
cionadas en  ta  condición  5a,  cualquiera  acción  que  se  intentase  hacer 
valer  por  los  otorgantes  no  sería  admisible,  ni  áun  dentro  del  mes  á 
que  se  había  limitado  convencionalmente  su  duración,  sin  que  el  actor 
consignase  con  la  demanda  y  á  disposición  del  Juzgado  donde  se  in- 
terpusiere la  cantidad  de  50.000  pesetas,  la  cual  se  entregaría  en  el 
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acto  del  emplazamiento  al  demandado,  haciendo  éste  suya  dicha  suma 
independientemente  del  éxito  que  alcanzare  la  acción  ejercitada: 

Resultando  que  por  escritura  otorgada  ante  el  Notario  de  Sevilla 
Don  Fernando  Bermudez  en  13  de  Febrero  de  1875,  D.  Bernardo  Gon- 
zález Coronado,  D.  Nicolás  Gómez  de  Orozco  y  D.  Miguel  Martínez 
Payu,  los  dos  últimos  arbitradores,  liquidadores  y  contadores  partido- 
res, y  el  primero  como  tercero  para  los  casos  de  discordia,  nombrados 
por  D.  Jacobo  y  D.  Francisco  Teodomiro  López  Cepero  y  por  D.  Mar- 
tin Gallegos  y  Doña  Catalina  Gutiérrez  su  mujer,  en  escritura  de  14  de 
Julio  y  24  de  Octubre  de  1873,  ratificada  por  la  última  de  próroga  de 
29  de  Julio  y  6  de  Agosto  de  1 874,  manifestaron  :  D.  Miguel  Martínez 
Payu  y  D.  Nicolás  Gómez  de  Orozco,  que  con  arreglo  á  la  recordada 
escritura  de  29  de  Julio  de  1874  habían  de  elevar  á  instrumento  pú- 
blico, como  lo  hicieron  en  14  de  Noviembre  del  mismo  año,  el  laudo 
que  pronunciaron  decisorio  de  las  cuestiones  sometidas  por  los  com- 
promisarios, según  se  prefijó  minuciosamente,  determinando  las  can- 
tidades ú  obligaciones  y  derechos  que  entre  sí  tuvieren;  pero  habién- 
dose de  ultimar  después  dichas  liquidaciones  ó  fijación  de  derechos, 
estableciendo  el  tiempo  y  forma  de  pago  y  otros  particulares  en  el  tér- 
mino de  tres  meses,  en  cuyo  tiempo  habían  de  efectuar  también  y  pro- 
tocolar las  particiones  ó  bienes  relictos  por  Doña  María  del  Rosario 
López  Cepero,  procediendo  en  ella  y  en  la  solución  de  las  cuestiones 

Í, endientes  ó  que  se  suscitaran  con  arreglo  á  derecho  :  después  de  fijar 
os  supuestos  y  considerandos  que  estimaron  oportunos  respecto  á  las 
cuestiones  que  debían  decidir,  laudaron  y  resolvieron  dichas  cuestio- 
nes en  los  términos  que  juzgaron  procedentes :  que  con  arreglo  á  lo 
establecido  en  la  condición  10  de  la  escritura  de  29  de  Vilio  de  1874,  á 
<jue  se  adhirieron  D.  Martin  Gallegos  y  Doña  Catalina  Gutiérrez  en  6  de 
Agosto  inmediato,  las  cantidades  gue  arrojaban  las  siguientes  liquida- 
ciones habrían  de  pagarse  en  la  forma  preestablecida  por  los  que  re- 
sultaban deudores  de  las  mismas  el  día  17  de  Marzo  de  aquel  año 
de  1875;  exceptuándose  de  esta  regla  80  000  rs.,  parte  de  la  acrecencia 
de  ü.  Jacobo  López  Cepero  contra  su  hermano  D.  Francisco,  cuyo  ven- 
cimiento, según  escritura  de  6  de  Julio  de  1865,  se  verificaría  en  igual 
día  y  mes  de  dicho  año  de  1875:  pasando  á  seguida  á  practicar  las 
respectivas  liquidaciones  entre  los  interesados,  resulta  que  D.  Fran- 
cisco Teodomiro  López  Cepero  debe  á  su  hermano  D.  Jacobo,  á  saber: 
primero.  segun  laudo  de  14  de  Noviembre  anterior,  226.434  rs.  9  y  un 
tercio  cénts  :  segundo,  por  réditos  de  104.000  rs.  parte  de  la  cantidad 
anterior,  que  los  devengan  según  escritura  á  razón  de  6  por  100  al  año 
desde  6  de  Julio  anterior,  á  que  alcanzó  la  liquidación  precedente  has- 
ta el  6  de  Marzo  próximo,  4.160  rs.:  tercero,  por  idem  de  80.000  rea- 
les durante  igual  período  al  4  por  100  según  escritura,  2.133  rs.  33  cén- 
timos :  cuarto,  ñor  id.  de  1 25.000  rs.  al  3  por  1 00  según  laudo  y  durante 
el  mismo  periodo,  2.500  rs  :  quinto,  por  percibo  de  más  del  oaldo  de  las 
cuentas  de  Boña  María  Teresa  Lidier,  399  rs.  96  cénts.:  sexto,  por  idem 
idem  de  lo  entregado  por  D.  Antonio  Camacho  en  parte  de  pago  del 
saldo  de  sus  cuentas,  2.000  rs.:  sétimo,  por  cuarta  parte  de  la  renta  de 
la  casa  en  Cazalla,  calle  Iglesias,  núm.  8,  por  el  medio  año  último, 
4  82  rs.  50  cénts:  y  octavo,  por  honorarios  que  eran  de  su  exclu- 

tiva  cuenta,  10.000  rs.,  resultando  un  total  débito  de  547.809  rs.  88  un 
ercio  céntimos:  y  rebajada  de  esta  cantidad  la  de  1.347  rs.  75  cénti- 
mos por  las  razones  que  se  expresa,  aparece  liquido  débito  de  D.  Fran- 
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cisco  Teodomiro  López  Cepero  á  favor  de  su  hermano  D.  Jacobo 
546.462  rs.  13  cents  ,  equivalentes  á  1 36.61 5  pesetas  y  53  un  cuarto 
céntimos  de  peseta  que  de  esta  cantidad  466.462  rs.  13  cénts.,  ó  sean 
«66.625  pesetas  (asi  dice)  y  53  un  cuarto  céntimos  de  peseta  eran  exi- 
gibles  el  17  de  Marzo  inmediato,  y  ios  80.000  restantes  equivalentes  á 
20.000  pesetas,  vencían,  como  se  habia  dicho,  el  6  de  Julio  del  referido 
año  de  1875:  y  concluyeron  diciendo,  entre  otras  declaraciones,  que 
en  cumplimiento  de  la  condición  6a  de  la  repetida  escritura  de  29  de 
Julio  de  1864  entregaban  concluidas  v  firmadas  y  protocolaban  por 
separado  en  este  dia  las  particiones  á  bienes  de  Doña  María  del  Rosario 
López  Cepero : 

Resultando  que  en  16  del  mismo  mes  de  Febrero  se  notificó  el  lau- 
do anterior  á  D.  Francisco  Teodomiro  y  á  D.  Jacobo  López  Cepero  y 
en  26  del  propio  mes  lo  fué  en  Jerez  de  la  Frontera  á  D.  MartinGalle- 
gos  y  su  mujer  Doña  Catalina  Gutiérrez : 

Resultando  que  en  1  I  de  Marzo  del  repetido  año  de  1875,  D.  Fran- 
cisco Teodomiro  López  Cepero  dedujo  demanda  contra  D.  Jacobo  Ló- 
pez Cepero,  D.  Martin  Gallegos  y  su  mujer  Doña  Catalina  Gutiérrez,  y 
en  la  que  expuso  que  el  demandante  y  su  hermano  D.  Jacobo  nombra- 
ron amigables  componedores  y  contadores  partidores  por  escrituras 
dH  1 4  de  Julio  de  1 873  y  29  de  Julio  de  1 874,  á  que  se  adhirieron  Don 
Martin  Gallegos  y  su  mujer  Doña  Catalina  Gutiérrez  con  objeto  de 

Í[ue  laudasen  las  cuestiones  pendientes  entre  los  susodichos  é  hiciesen 
a  partición  de  los  bienes  quedados  por  fallecimiento  de  Doña  María  del 
Rosario  López  Cepero,  y  habiendo  dictado  sus  laudos,  que  elevaron  á 
escrituras  públicas  en  14  d*  Noviembre  de  1874  y  13  de  Febrero 
de  1875  y  hecho  la  partición  en  esta  última  fecha,  protocolándola  en  la 
Notaría  de  D.  Fernando  Bermudez,  ante  quien  se  otorgaron  las  escri- 
turas donde  se  hallan  consignados  los  laudos  sin  llenar  muchas  de  las 
condiciones  que  tales  actos  necesitan  para  su  validez  y  eficacia,  y  sin 
ajustarse  en  muchos  puntos  á  lo  convenido  en  las  propias  escrituras  de 
compromiso  ;  y  solicitó  que  el  Juzgado  se  sirviera  declarar  nulos  y  de 
ningún  valor  ni  efecto  los  referidos  laudos  y  partición,  y  condenar  en 
las  costas  á  las  partes  que  á  esta  solicitud  se  opusieran  ;  y  se  declarase 
que  el  demandante  no  se  hallaba  obligado  á  la  entrega  previa  de  las 
50.000  pesetas  para  la  presentación  de  esta  demanda  : 

Resultando  que  con  copia  del  referido  laudo  de  13  de  Febrero 
de  1875,  expedida  en  17  del  mismo  mes  escritura  de  próroga  de  29  de 
Julio  de  1874  y  copia  simple  de  la  demanda  deducida  en  1 1  de  Marzo 
por  D.  Francisco  Teodomiro  López  Cepero,  se  presentó  escrito  en  el 
Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  San  Román  de  la  ciudad 
de  Sevilla  en  19  de  Marzo  por  parte  de  D.  Jacobo  López  Cepero,  pre- 
tendiendo se  requiriese  á  D.  Francisco  Teodomiro  López  Cepero  al  pago 
de  la  expresada  cantidad  de  166.625  pesetas  53  un  cuarto  céntimos 
de  otra,  y  que  no  verificándolo  en  el  acto  se  procediese  al  embargo  de 
sus  bienes  en  la  forma  prevenida  por  la  ley: 

Resultando  que  llevados  á  la  vista  los  autos,  el  indicado  Juez  de 
San  Román  dictó  uno  en  24  de  Marzo  denegando  la  pretensión  dedu- 
cida por  D.  Jacobo  López  Cepero:  que  pedida  por  éste  en  tiempo  y 
forma  reposición  de  dicho  proveido,  y  ¡tasados  los  autos  al  reparto  de 
negocios  civiles,  tocó  su  conocimiento  al  expresado  Juzgado  de  Sa> 
Vicente : 

Resultando  que  para  mejor  proveer  se  ofició  al  Juzgado  de  San 
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Román  para  que  manifestase  si  la  demanda  ordinaria  de  que  se  ha 
hecho  mérito,  propuesta  por  D.  Francisco  Teodomiro  López  Cepero 
contra  su  hermano  D.  Jacobo,  D.  Martin  Gallegos  y  su  mujer  Doña 
Catalina  Gutiérrez  sobre  nulidad  de  dicho  laudo  y  de  la  partición  de 
ios  bienes  quedados  por  fallecimiento  de  Doña  María  del  Rosario  López 
Cepero,  se  había  admitido  y  cuál  fuese  su  estado ,  el  expresado  Juez 
del  distrito  de  San  Román  contestó  que  la  demanda  se  encontraba  en 
el  Tribunal  superior  del  territorio  á  virtud  de  la  apelación  interpues- 
ta por  los  demandados  del  auto  en  que  se  admitió  la  referida  de- 
manda: 

Resultando  que  en  23  de  Abril  de  f  875,  el  referido  Juez  del  distrito 
de  San  Vicente  declaró  no  haber  lugar  á  la  reposición  solicitada  por 
parte  de  D.  Jacobo  López  Cepero  en  su  escrito  fecha  de  24  de  Marzo 
anterior : 

Resultando  que  admitida  la  apelación  que  interpuso  D.  Jacobo  Ló- 
pez Cepero  y  sustanciada  la  instancia,  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audien- 
cia ,  por  auto  de  16  de  Junio  de  1875,  confirmó  con  las  costas  el  ape- 
lado : 

Resultando  que  D.  Jacobo  López  Cepero  interpuso  recurso  de  casa- 
ción por  conceptuar  infringidas : 

Io  La  ley  I*,  tít.  Io,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación  :  la  ley  12, 
título  11,  Partida  5a  en  su  última  parte  sobre  obligaciones  condiciona- 
les ;  la  escritura  de  29  de  Julio  de  i 874  considerada  en  su  conjunto,  y 
especial  y  determinadamente  la  cláusula  10  ,  que  no  admite  la  inter- 
pretación que  la  Sala  sentenciadora  ha  querido  darle  :  la  ley  2a,  títu- 
lo 33,  Partida  7',  que  rechaza  también  tan  extraña  interpretación  ;  y 
la  doctrina  constante  de  los  Tribunales,  que  enseña,  como  lo  prueba, 
entre  otras,  la  sentencia  de  28  de  Octubre  de  1867,  que  miéntras  no  se 
haya  obtenido  la  declaración  de  nulidad  de  un  documento  ó  de  una  de 
sus  cláusulas  deben  respetarse  y  cumplirse  en  los  términos  mismos  en 

3ue  se  hayan  celebrado,  lo  cual  se  olvidó  por  la  Audiencia  al  prescin- 
ir  de  lo  que  en  la  cláusula  10  de  la  expresada  escritura  de  29  de  Julio 


Y  2o  La  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  en  sus  artículos  819  al  836.  y 
particularmente  este  último  :  las  leyes  23  y  35  ,  tít.  4o  ,  Partida  3*,  y 
la  doctrina  legal  que  enseña  que  los  laudos  de  amigables  componedo- 
res son  fallos  ejecutorios  siempre  y  deben  llevarse  á  ejecución  ,  no  ha- 
biéndose interpuesto  contra  ellos  recurso  de  casación  :  y  que  adquie- 
ren además  el  carácter  de  sentencias  ejecutorias,  contra  las  cuales  no 
es  posible  recurso  alguno  después  de  pasados  los  10  días,  á  contar  des- 
de su  notificación,  como  en  el  caso  presente  habia  pasado  cuando  se 
entabló  la  demanda  de  nulidad  de  11  de  Abril  de  1875,  hallándose  la 
prueba  de  esta  doctrina  legal  en  la  sentencia  de  este  Tribunal  Supre- 
mo, entre  otras,  de  20  de  Octubre  de  1873: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Fermín  de  Muro: 
Considerando  que  conforme  al  art.  836  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil ,  la  sentencia  que  dictaren  los  amigables  componedores  es  ejecu- 
toria, y  ha  de  llevarse  á  efecto  de  la  manera  que  se  previene  en  el  títu- 
lo de  la  ejecución  de  las  sentencias: 

Considerando  que  las  ejecutorias  sólo  pueden  destruirse  por  el  re- 
curso de  casación  interpuesto  en  tiempo  y  forma ,  y  que  contra  el  laudo 
arbitral  no  se  ha  recurrido  en  los  términos  que  señalan  los  artículos  2° 
y  4o  de  la  ley  provisional  sobre  reforma  de  la  casación  civil ,  fundado 
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en  haber  los  amigables  componedores  fallado  puntos  no  sometidos  i  SO 
decisión  ó  fuera  de  plazo  señalado  en  el  compromiso: 

Considerando  que  ,  á  pesar  de  tan  terminantes  preceptos  legales, 
el  auto  de  Sala  de  i 6  de  Junio  de  1 875  deniega  la  ejecución  de  la  sen- 
tencia arbitral  pedida  por  el  recurrente  ,  á  pretexto  de  que  se  había 
interpuesto  contra  la  misma  una  demanda  ordinaria  de  nulidad  ,  des- 
truyendo con  esta  negativa  de  ejecución  los  efectos-de  la  cosa  juzgada, 
é  infringiendo  abiertamente  el  expresado  art.  836  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento y  los  2o  y  4o  de  la  provisional  sobre  reforma  de  la  casación  civil; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  D.  Jacobo  López  Cepero  contra  el  auto  que 
en  16  de  Junio  de  1875  dictó  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Se- 
villa ;  en  su  consecuencia  casamos  y  anulamos  dicho  auto  y  manda- 
mos se  libre  orden  á  la  referida  Audiencia  para  que  remita  los  autos 
originales  á  los  efectos  de  la  ley;  y  devuélvase  al  recurrente  el  depó- 
sito que  constituyó.  —  (Sentencia  publicada  el  12  de  Abril  de  1877,  é 
inserta  en  la  Gaceta  de  17  de  Agosto  del  mismo  año. ) 


200 

Recurso  de  casación  (12  de  Abril  de  i  877.)-—  Devolución  di 

CIERTA  CANTIDAD  Y  CANCELACION  DE  ESCRITURAS  HIPOTECARIAS. — Se  decla- 
ra por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  D.  Francisco  Galvez  y  Bonilla  y  consor- 
tes contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
Granada,  en  pleito  con  D.  Pedro  Bordenave,  y  se  resuelve  : 

1 0  Que  el  art.  \  8  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  cuyo  párrafo  se- 
gundo exige  que  el  litigante  presente  enjuicio  el  documento  que  acre- 
dite el, carácter  con  que  lo  hate,  y  la  ley  1a,  til.  14,  Partida  5a,  que 
dispone  aqué  quiere  decir  paga  é  quitamiento,  é  á  que  tiene  pro^ 
son  inaplicables  al  pleito  y  no  han  podido  ser  infringidas  cuando  re* 
sulta  que  el  demandado  es  el  mismo  que  litiga  por  derecho  projpio ;  Jf 
que  la  definición  de  la  paga  no  tiene  relación  con  la  personalidad  del 
litigante  : 

2o  Que  si  la  Sala  sentenciadora  aprecia  en  vista  de  las  pruebas  adu- 
cidas por  el  demandado  bastante  acreditada  su  personalidad  para  re- 
cibir unos  créditos  y  cancelar  unas  hipotecas ,  al  hacer  esta  declara- 
ción no  infringe  el  art.  82  de  la  ley  Hipotecaria  ni  la  Real  órden  de  20 
de  Abril  de  1867  que  exigen  que  para  cancelar  las  inscripciones  debe 
el  heredero  acreditar  debidamente  su  calidad  de  tal;  ni  la  ley  38,  titu- 
lo 13,  Partida  5a,  que  declara  «por  qué  razones  se  desata  la  obligación 
del  peño,»  ni  la  6a,  tit.  14,  Partida  3a,  que  declara  acornó  debe  probar 
el  que  hace  pago  á  otro  que  lo  hizo  por  yerro,*  ni  las  leyes  8a,  tit.  I4i 
y  33,      \3y  Partida 
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3o  Que  tampoco  infringe  la  sentencia  la  ley  5a,  tít.  1  4,  Partida  5a 
por  la  cual  se  declara  «como  es  quito  el  orne  de  la  debda,  pagándola 
al  Señor  que  la  debe  haber  ó  á  su  mandad»,»  si  resulta  que  los  pode- 
res presentados,  al  auiorizar  para  cobrar,  llevan  consigo  la  aproba- 
ción y  ratificación  de  lo  cobrado  ; 

Y  4o  Que  no  pudiendo  dudarse  de  la  autenticidad  de  esos  poderes,  y 
no  expresándose  él  motivo  concreto  en  que  se  funda  el  supuesto  de  ha- 
berles dado  la  sentencia  un  mérito  probatorio  superior  al  que  deben 
tener,  tampoco  se  infringen  las  leyes  111  y  114,  tit.  18  ,  Partida  3a, 
que  declaran  «por  cuántas  razones  los  privilegios  é  las  cartas  pueden 
desechar  los  ornes  con  derecho  que  non  sean  valederas»  y  la  «de  qué 
manera  las  cartas  deben  valer,  non  habiendo  en  ellas  alguna  de  las 
falsedades  ó  menguas  que  de  suso  son  dichas. » 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  12  de  Abril  de  1 877,  en  los  autos 
que  ante  Nós  penden  por  recurso  de  casación,  seguidos  en  el  Juzgado 
de  primera  instancia  de  Antequera  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia de  Granada'  por  D.  Juan,  D.  Francisco  y  Doña  María  Josefa 
Galvez  y  Bonilla,  ésta  representada  por  su  marido  D.  Ramón  Martínez 
y  D.  Bernardino  del  Solar  con  D.  Pedro  Bordenave  sobre  devolución  de 
cierta  cantidad  y  cancelación  de  escrituras  hipotecarias: 

Resultando  que  en  17  de  Diciembre  de  1 830  D.  Juan  Bonilla  Diaz  y 
su  mujer  Doña  María  Sánchez  Moreno  otorgaron  escritura,  por  la  que 
se  obligaron  de  mancomún  é  insolidum  á  dar  y  pagar  llanamente  á 
Don  Juan  de  Auroux  y  D.  Juan  Pedro  Loussaux  la  cantidad  de  48.500 
reales  que  les  habían  prestado  para  sus  urgencias  y  gastos  de  casa  y 
labor  en  diversas  partidas  hasta  aquel  día,  de  cuya  cantidad  se  confe- 
saban legítimos  y  verdaderos  deudores,  obligándose  á  pagarla  y'satis- 
facerla  á  los  dichos  D.  Junn  Auroux  y  D.  Juan  Pedro  Toussaux  en  esta 
forma:  46.750  rs.  para  el  dia  de  San  Juan  de  Junio  de  1831,  y  la  res- 
tante igual  cantidad  para  el  dia  de  San  Juan  de  Junio  de  1835;  y  para 
seguridad  de  lo  otorgado  hipotecaron  especial  y  señaladamente  73 
aranzadas  y  tres  cuartas  de  tierra  y  olivar,  que  pertenecían  á  la  otor- 
gante Doña  María  Sánchez  Moreno,  la  cual  renunció  todas  (as  leyes  y 

Srivilegios  de  su  favor :  de  esta  escritura  se  tomó  razón  en  la  Conta- 
uría  de  hipotecas :  , 
Resultando  que  D.  Juan  Pedro  Nousitan  Toussaux  otorgó  testamento 
ante  un  Escribano  de  la  ciudad  de  Antequera  en  31  de  Agostode  1832, 
por  el  que,  entre  otros  particulares,  declaró  que  desde  el  año  1820 
ó  24  no  estaba  interesado,  ni  era  socio  de  la  casa  de  comercio  de  Don 
Juan  Auroux  en  que  vivía,  y  si  por  separado  tuviera  alguna  otra  ne- 
gociación al  tiempo  de  su  fallecimiento  lo  sabrían  y  les  constaría  á  sus 
albaceas,  lu  que  realizarían  por  medio  de  oportuno  inventario  extraju- 
dicial  bajo  sus  conciencias,  como  asimismo  lo  harian  de  los  intereses 

Sue  no  tenía  sacado  del  tiempo  pasado  que  estuvo  en  compañía  con  el 
i.  Juan  Auroux  y  demás  socios,  según  les  constaba  á  dichos  albaceas, 
nombró  para  este  cargo  á  D.  Juan  Auroux  y  D.  Juan  Binos,  á  los  cua- 
les y  á  cada  uno  insolidum  facultó  para  que  judicial  ó  extrajudicial- 
mente  verificado  su  fallecimiento,  se  apoderasen  de  sus  bienes  que 
vendieran  en  pública  almoneda  ó  fuera  de  ella,  y  con  su  valor  cum- 
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pliesen  y  pagasen  este  su  testamento,  prorogándoles  el  año  de  alba- 
ceazgo :  instituyó  y  nombró  por  sus  únicos  y  universales  herederos, 
mediante  á  no  tenerlos  forzosos,  á  Doña  Juana,  Doña  Mariana,  D.  Pedro 
y  Ü.  Miguel  Nousitan  Toussaux,  sus  cuatro  hermanos  naturales  veci- 
nos de  la  villa  de  Feas  en  el  reino  de  Francia,  jos  que  dividirían  la  he- 
rencia con  arreglo  á  los  hijos  é  hijas  que  cada  cual  tuviera  vivos  cuan- 
do falleciere  el  testador,  pues  era  su  voluntad  que  se  partiera  en  tantas 
porciones  comohijos  tuvieran  dichos  sus  hermanos,  llevándolos  en  esta 
forma:  el  que  tuviera  más  hijos  llevaría  más  parte  que  el  que  tuviera 
ménos,  pues  porcada  hijo  habían  de  llevar  una  parte,  y  en  el  caso  de 
que  fuera  alguno  de  sus  hermanos  difunto,  percibirán  sus  hijos  la  he- 
rencia que  debiera  percibir  su  padre  si  viviera: 

Resultando  que  en  14»  de  Febrero  de  1835  Doña  María  Sánchez, 
viuda  de  D.  Juan  Bonilla, otorgó  escritura  obligándose  á  pagar  á  Don 
Juan  Auroux  la  cantidad  de  76  415  rs  que  en  metálico  y  otros  efectos, 
por  hacerla  merced,  le  habia  suministrado  para  atender  á  las  urgen- 
cias de  su  casa  sin  premio  de  intereses  algunos;  cuya  cantidad  satisfa- 
ría al  citado  D.  Juan  Auroux  en  10  años  y  otros  tantos  plazos  iguales, 
siendo  el  primero  de  7  641  rs.  17  mrs.  en  todo  el  mes  de  Enero 
de  1836,  y  asi  los  demás,  sin  intermisión,  conforme  se  fueran  vencien- 
do, hasta  extinguir  el  total  adeudo,  que  debería  ser  en  el  mes  de  Enero 
de  1845,  sin  otrus  plazos  ni  demoras,  y  si  cumplido  cualquiera  de  ellos 
no  hubiere  satisfecho  el  todo  ó  parte  de  su  importe  por  lo  que  debiere 
respectivamente,  quería  se  le  apercibiese  y  apremiase  :  adviniéndose 
que  esta  nueva  obligación  no  destruia  ni  invalidaba  en  lo  más  mínimo, 
ántes  bien  ratificaba  y  dejaba  en  su  fuerza  y  vigor  la  contraída  por  la 
otorgante  y  su  difunto  esposo  D.  Juan  Bonilla  en  17  de  Diciembre 
de  1820,  ni  tampoco  el  resultado  de  las  cuentas  de  la  labor  seguida  de 
compañía  entre  dicha  otorgante  y  el  D.  Juan  Auroux  desde  10  de  Se- 
tiembre de  dicho  año  de  1830  hasta  fin  de  Diciembre  de  1834  :  y  á  la 
seguridad  de  todo  lo  contenido  en  esta  escritura,  además  de  la  obliga- 
ción general  que  hizo  de  todos  sus  bienes  y  rentas,  hipotecó  especial  y 
señaladamente  una  casería  de  su  propiedad  nombrada  Granadino  y 
otras  fincas  rústicas  que  determinó  que  valían  má«  de  160.000  rs.,  y 
sobre  lasque  no  pesaban  más  gravámenes  é  hipotecas  que  ciertos  cen- 
sos de  que  hizo  mérito:  y  presente  el  D.  Juan  Auroux  aceptó  esta  obli- 
gación hipotecaria  :  de  esta  escritura  se  tomó  razón  en  la  Contaduría 
áe  hipotecas  correspondiente : 

Resultando  que  Doña  Cármen  Bonilla,  de  estado  viuda,  como  hija 
y  heredera  de  Dt  Juan  Bonilla  y  Doña  María  Sánchez  Moreno,  otorpó 
en  10  de  Febrero  de  '1841  escritura  de  arrendamiento  de  la  casería  del 
Granadino  en  favor  de  D.  José  María  González  del  Pino  y  D.  Francisco 
de  Paula  Galvez  por  término  de  seis  años  por  la  cantidad  de  7  000  rea- 
les en  cada  uno,  siendo  condición  que  esta  cantidad  la  habían  de  en- 
tregar cada  año  á  D.  Juan  Auroux,  recogiendo  recibo  da  él  que  le  ser- 
viría de  documento  en  la  liquidación  final  que  practicasen  : 

Resultando  que  en  18  de  Julio  de  1856  D.  Juan  Auroux  Nousitan 
Toussaux  otorgó  testamento  ante  un  Notario  de  la  ciudad  de  Anteque- 
ra, por  el  que  en  el  remanente  que  quedare  y  resultare  de  todos  sus 
bienes,  después  de  cumplidas  y  pagadas  las  mandas,  legados  y  demás 
que  dejaba  establecido,  nombró  é  instituyó  por  su  único  y  universal 
heredero  á  su  sobrino  D.  Pedro  Bordenave  y  Auroux,  por  cuanto  no 
tenia  herederos  forzosos  que  le  debieran  heredar  : 
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Resultando  que  D.  Pedro  Bordenave  y  Auroux,  como  heredero  de 
Don  Juan  Auroux,  dedujo  demanda  contra  D.  Juan  y  O.  Francisco  de 
Paula  Galvez  Bonilla,  D.  Joaquín  del  Solar  como  padre  y  legitimo  ad- 
ministrador de  D.  Bernardino  y  D.  Joaquín  del  Solar  y  Galvez  y  Don 
Ramón  Martínez  Hernández,  marido  de  Doña  María  Galvez  Bonilla,  de 
Doña  María  Sánchez,  pidiendo  se  les  condenase  al  pago  de  81.132  rea- 
les 12  cénts.,  que  dijo  estaban  adeudando  por  principal  ó  intereses  de 
la  escritura  de  6  d*  Febrero  de  1835  :  los  demandados  se  opusieron  á 
la  demanda  de  Bordenave,  y  seguido  el  juicio  por  sus  trámites,  la  Sala 

Srimera  de  la  Audiencia  de  Granada  ,  por  sentencia  de  22  de  Mayo 
e  1863,  confirmó  la  del  Juez  de  prim  era. instancia,  en  cuanto  por  ella 
se  absolvía  a  los  herederos  de  Doña  María  Sánchez  de  la  demanda  pro- 
puesta contra  ellos  por  D.  Pedro  Bordenave  respecto  de  la  cantidad  de 
7,4.207  rs.  que  por  réditos  se  reclamaban,  y  en  cuanto  á  los  7.125  rea- 
les que  estaba  pronto  á  entregar  la  parte  demandada,  usase  el  deman- 
dante del  derecho  que  le  asistía  donde  y  como  viere  convenirle  : 

Resultando  que  en  10  de  Noviembre  de  1873  D.  Juan  ,  D.  Francisco 
y  Doña  María  Josefa  Galvez  y  Bonilla,  ésta  representada  por  su  marido 
D.  Ramón  Martinez  y  Hernández,  y  D.  Bernardino  del  Solar  y  Galvez, 
como  heredero  de  D.  Juan  Bonilla  Díaz  y  Doña  María  Sánchez  Moreno, 
ejercitando  acción  personal,  dedujeron  demanda  contra  D.  Pedro  Bor- 
denave y  Auroux,  en  la  que  después  de  alegar  los  hechos  anterior- 
mente relacionados,  expusieron  :  que  percibidas  por  Bordenave  las 
cantidades  importe  de  las  dos  escrituras  hipotecarias,  excepto  los 
7.125  rs.  que  aún  se  adeudaban,  habia  cobrado  á  la  vez  la  parle  del 
crédito  perteneciente  á  D.  Juan  Auroux.  de  quien  tenía  causa  por  ser 
su  heredero;  pero  no  la  respectiva  á  D.  Juan  Pedro  Toussaux,  de  quien 
no  tenía  ni  de  sus  herederos  testamentarios  la  correspondiente  autori- 
zación como  se  demostraba  por  el  testamento  de  éste  :  que  en  su  con- 
secuencia, el  pago  hecho  i  D.  Pedro  Bordenave  de  39.625  rs.  corres- 
pondientes á  D.  Juan  Pedro  Toussaux  no  hatia  sido  hecho  á  persona 
legítima;  y  solicitaron  se  le  condenara  en  definitiva  á  que  si  acredita- 
ba la  legítima  representación  de  los  herederos  de  D.  Juan  Pedro  Tous- 
saux recibiera  la  cantidad  de  7.125  rs.  que  aún  se  le  adeudaban  como 
resto  del  crédito  contraído  por  D.  Juan  Bonilla  Diaz  y  Doña  María  Sán- 
chez Moreno,  cancelando  las  escrituras  hipotecarías  de  17  de  Diciem- 
bre de  1830  y  6  de  Febrero  de  1835,  ó  en  otro  caso  áque  restituyera  la 
suma  de  39.625  rs.  que  sin  derecho  habia  percibido  por  los  herederos 
de  D.  Juan  Pedro  Toussaux,  con  un  10  por  100  por  razón  de  daños  y 
perjuicios  desde  que  se  verificó  el  cobro,  y  á  que  desde  luégo  cance- 
lase las  hipotecas  en  la  parte  que  legítimamente  percibió  como  here- 
dero de  D.  Juan  Auroux,  importante  la  cantidad  de  46.750  rs.  y  al 
pago  de  las  costas : 

Resultando  que  conferido  traslado  al  demandado,  le  evacuó  en  el  . 
sentido  de  que  era  nieta  de  Doña  María  Ana  Toussaux,  una  de  las  her- 
manas del  D.Juan  Pedro,  instituidas  herederas  en  su  testamento  y  por 
ello  con  representación  bastante ;  que  ínterin  acreditaba  el  apodera- 
rr.iento  de  los  demás  herederos,  no  sólo  para  cancelar  las  hipotecas  que 
se  le  exigían,  sino  también  para  demostrar  la  legitimidad  de  los  pagos 
percibidos,  estaba  pronto  á  otorgar  una  fianza  hipotecaria  por  canti- 
dad igual  á  la  que  se  suponía  indebidamente  cobrada;  y  solicitó  se  le 
tuviera  por  conforme. en  cancelar  la  hipoteca  del  crédito  perteneciente 
á  D.  Juan  Auroux,  cuya  representación  se  le  reconocía  y  la  mitad  del 
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que  el  mismo  D.  Juan  Pedro  Toussaux,  y  por  la  mitad  restante  se  le 
admitiera  la  fianza-ofrenda : 

Resultando  que  los  demandantes  en  el  escrito  de  réplica  aceptaron 
la  conformidad  del  demandado  en  cuanto  á  la  cancelación  de  la  fiann; 
pero  no  por  lo  relativo  á  la  prestación  de  Ganza  á  la  seguridad  de  la 
cantidad  reclamada  como  pagada  indebidamente  : 

Resultando  que  el  demandado  en  la  dúplica  solicitó  la  absolución 
de  la  demanda  en  cuanto  por  ella  se  le  exigía  la  devolución  de  los  4 
39  625  rs.  y  el  interés  del  10  por  100  desde  que  los  percibió  en  con- 
cepto de  daños  y  perjuicios,  ó  en  otro  caso  se  le  concediera  un  plazo 
para  obtener  los  poderes  de  los  demás  herederos  de  D.  Juan  Pedro 
Toussaux;  y  alegó  que  como  heredero  del  D.  Juan  Pedro,  con  conoci- 
miento de  sus  copartícipes  en  la  herencia,  había  percibido  y  podido 
percibir  diferentes  cantidades  por  asistirle  derecho  para  ello,  atendida 
la  liquidación  practicada  por  los  albaceas,  sin  que  hasta  el  dia  hubiese 
habido  reclamación  alguna  desde  1845  en  que  tuvo  lugar,  por  ser  éste 
un  asunto  completamente  terminado ;  que  no  habia  exigido  antes  los 
poderes  por  considerar  que  su  carácter  de  heredero  y  aquiescencia  de 
los  demás  le  eximia  de  esta  obligación : 

Resultando  que  concluido  el  término  de  prueba  alegaron  las  partes 
de  bien  probado  insistiendo  en  sus  respectivas  pretensiones:  y  antes 
de  proveerse  al  escrito  del  demandado,  presentó  otro  acompañando 
dos  copias  de  poder,  uno  otorgado  en  Antequera  en  19  de  Julio  de  1874 
y  otro  en  Francia  en  la  Alcaldía  de  Feas,  Bajos  Pirineos,  en  13  de  Ju- 
nio del  mismo  año,  y  una  traducción  simple,  pretendiendo  compare- 
cieran los  demandantes  ante  Notario  para  hacer  entrega  de  los  7.125 
reales,  que  aún  restaban  de  la  obligación  contraída  por  sus  causantes 
en  17  de  Diciembre  de  f  830,  y  al  otorgamiento  de  la  escritura  de  can- 
celación y  alzamiento  de  las  hipotecas  : 

Resultando  que  opuesta  la  parte  demandante  á  la  admisión  de  di- 
chos documentos  por  no  haberse  presentado  durante  el  término  pro- 
batorio para  que  hubieran  sido  traducidos  por  la  interpretación  de  len- 
guas el  uno,  y  cotejado  el  otro,  el  Juez,  para  mejor  proveer,  acordó  su 
traducción  pur  la  interpretación  de  lenguas  del  documento  presentado 
en  idhma  francés  ;  y  según  aparece  de  la  traducción  oficial,  los  here- 
deros y  sucesores  de  Juana,  María  Ana,  Pedro  y  Miguel  Nousitany 
Tousseaux  otorgaron  poder  en  la  fecha  indicada  á  favor  de  D.  Pedro 
Bordenave  y  Auroux  para  que  recogiera  la  herencia  que  á  sus  causan- 
tes correspondía  como  herederos  de  D.  Juan  Pedro  Nousitan  Toussaux, 
y  especialmente  la  cantidad  de  93.500  rs.  que  á  éste  y  al  difunto  Don 
Juan  Auroux  adeudaban  D.  Juan  Bonilla  Diaz  y  su  mujer  Doña  María 
Sánchez  Moreno;  según  escritura  hipotecaria  de  17  de  Diciembre 
de  1830,  consintiera  el  levantamiento  y  cancelación  de  cualquier  ins- 
cripción hipotecaria  que  pudiera  haber,  practique  liquidaoion  de  cuen- 
tas con  los  deudores,  recibiese  los  créditos,  extendiendo  á  su  favor  las 
cartas  de  pago,  y  en  caso  necesario  practicase  las  diligencias  judicia- 
les que  fueren  necesarias  :  la  copia  de  esta  escritura  de  poder  fué  re- 
gistrada en  Oloron  en  19  de  Junio  de  1874  y  en  23  vista  por  el  Presi- 
dente del  Tribunal  de  primera  instancia  del  distrito  para  la  legaliza- 
ción* de  la  firma  del  Notario,  y  en  el  mismo  dia  fué  legalizada  la  firma 
del  Juez  del  Tribunal  de  primera  instancia  por  el  Vicecónsul  de  £spaña 
en  Oloron  : 

Resultando,  del  poder  otorgado  en  Antequera  á  1 9  de  Julio  de  1 874, 
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que  otros  herederos  y  sucesores  de  María  Ana  Nousitan  Toussaux  le 
confirieron  á  D.  Pedro  Bordenave  y  Auroux,  para  que  en  so  nombre 
perciba  la  parte  que  les  corresponda  á  María  Ana,  como  heredera  de 
Don  Juan  Pedro  Nousitan  Toussaux,  cancele  las  hipotecas  que  hubie- 
re y  perciba  la  parte  que  les  corresponda  de  los  deudores  D.  Juan  Ho- 
rnija Diaz  y  su  mujer  María  Sánchez  Moreno  ó  sus  sucesores : 

Resultando  que  dictada  sentencia  por  el  Juez,  é  interpuesta  apela- 
ción por  los  demandantes,  se  remitieron  los  autos  á  la  Audiencia  ;  y  al 
expresar  agravios,  presentaron  una  certificación  del  Registrador  de  la 
Propiedad  de  Antequera,  de  la  que  aparece  no  se  halla  inscrita  en  la 
antigua  Contaduría  de  Hipotecas  á  favor  de  Doña  Juana,  Doña  María 
Ana,  D.  Pedro  y  D.  Miguel  Nousitan  Toussaux  la  herencia  de  su  her- 
mano D.  Juan  Pedro  en  io  respectivo  á  la  mitad  del  crédito  de  93.500 
reales  que  adeudaban  D.  Juan  Bonilla  y  su  esposa : 

Resultando  que  por  la  parte  apelada,  al  contestar  al  escrito  de  ex- 

Sresion  de  agravios  presentó  dos  copias  de  escrituras  otorgadas  ante 
otario  con  residencia  en  Oloron,  compulsadas  en  Í864  y  legalizadas 
las  firmas  que  las  autorizan  por  el  Presidente  del  Tribunal  de  partido 
y  la  de  éste  por  el  Vicecónsul  español  en  H  de  Setiembre  del  mismo 
año,  de  cuyos  documentos  redactados  en  idioma  francés  se  acompañó 
una  traducción  sin  autorizar,  y  á  la  que  prestó  su  asentimiento  expre- 
so la  parte  apelante,  consintiendo  los  hechos  que  con  dichos  documen- 
tos se  pretende  justificar,  y  conformándose  con  la  inteligencia  que  á 
ellos  da  D.  Pedro  Bordenave  ;  y  de  la  traducción  simple  aparece  que 

Sor  una  de  dichas  escrituras  otorgada  en  U  de  Mayo  de  1839,  Pedro 
ousitan  y  Miguel  Nousitan,  llamados  Toussaux  hermanos;  Antonio, 
José,  Juan,  Pedro,  Magdalena  y  María  Juana  Cerramon,  en  represen- 
tación de  la  difunta  Juana  Nousitan  Toussaux,  su  madre,  María  Juana 
Auroux,  en  representación  de  su  difunta  madre  María  Ana  Nousitan 
Toussaux  como  coherederos  del  difunto  Juan  Pedro  Nousitan,  su  her- 
mano y  tio,  que  falleció  en  la  ciudad  de  Antequera,  reconocieron  haber 
recibido  de  D.  Luciano  Brun,  domiciliado  en  Oloron,  estipulando  por 
Don  Juan  Auroux  y  D.  Juan  Binos,  domiciliados  en  dicha  ciudad  de 
Antequera,  encarnados  verbalmenle  de  liquidar  la  herencia  del  citado 
Juan  Pedro  Nousitan  Toussaux  la  cantidad  de  14.6(3  fraucos  un  cén- 
timo, realizándolos  en  el  acto  en  la  proporción  que  respectivamente 
les  correspondía,  dándose  por  satisfechos  y  otorgando  carta  de  pago 
cada  uno  por  la  parte  que  le  concernía  en  favor  de  los  D.  Juan  Binos  y 
Don  Juan  Auroux,  encargados  de  liquidar  la  expresada  herencia,  pro- 
metiendo no  pedir  nunca  nada  sobre  ello  :  que  por  otra  escritura  otor- 
gada en  23  de  Mayo  de  1843,  Miguel  Nousitan,  llamado  Toussaux,  en 
representación  del  difunto  Juan  Pedro  Nousitan  Toussaux,  su  herma- 
no, que  falleció  en  la  ciudad  de  Antequera,  Enrique  Nousitan  Toussaux, 
Juan  Nousitan  Toussaux,  Juan  Pedro  Nousitan  Toussaux,  María  Juana 
Nousitan  Toussaux  y  María  Ana  Nousitan  Toussaux,  estos  cinco  re- 
presentantes de  su  padre  difunto  Pedro  Nousitan  Toussaux:  Antonio, 
José,  Juan,  Pedro,  Magdalena  y  María  Juana  Cerramon,  hermanos,  en 
representación  de  su  difunta  madre  Juana  Nousitan  Toussaux,  y  María 
Juana  Auroux,  representando  su  difunta  madre  María  Ana  Nousitan 
Toussaux:  lodos  en  calidad  de  coherederos  del  difunto  Juan  Pedro  Nou- 
sitan Toussaux  que  falleció  en  la  ciudad  de  Antequera,  reconocieron 
haber  recibido  de  D.  Augusto  Brun,  domiciliado  en  Oloron  y  obrando 
por  D.  Juan  Auroux  y  D.  Juan  Binos,  domiciliados  en  dicha  ciudad  de 
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Antequera,  encargados  verbalmente  de  liquidar  la  herencia  del  preci- 
tado difunto  Juan  Pedro  Nousitan  Toussaux  la  suma  de  22.444  fran- 
cos 45  céntimos  del  dinero  que  le  habia  sido  remitido  por  los  precita- 
dos Auroux  y  Binos,  en  la  proporción  que  respectivamente  les  corres- 
pondía y  á  presencia  del  Notario  y  testigos  y  á  satisfacción  de  las  par- 
tes, quienes  otorgaban  carta  de  pago  cada  uno  por  la  parte  que  le 
correspondía  á  favor  de  los  citados  l).  Juan  Auroux  y  D.  Juan  Binos, 
encargados  verbalmente,  como  quedaba  expresado,  de  liquidar  ta  di- 
cha herencia,  prometiendo  que  en  ningún  tiempo  pedirían  nada  so- 
bre ello : 

Resultando  que  en  10  de  Diciembre  de  1875,  la  Sala  de  lo  civil  de 
la  Audiencia  dictó  sentencia  confirmando  con  las  costas  la  apelada, 
por  la  que  se  absolvía  á  D.  Pedro  Bordenave  y  Auroux  de  la  demanda 
en  su  contra  deducida  por  D  Juan  Galvez  Bonilla  y  consortes,  en 
cuanto  á  la  restitución  de  las  9.906  pesetas  65  céntimos  y  perjuicios 
reclamados,  entendiéndose  que  se  tenia  por  conforme  á  D.  Pedro  Bor- 
denave y  Auroux  en  percibir  las  1 .73 1  pesetas  25  céntimos,  resto  de 
las  1.687  pesetas  50  céntimos  correspondientes  á  los  herederos  de  Don 
Juan  Pedro  Nousitan  Toussaux,  y  en  cancelar  por  sí  y  en  la  represen- 
tación que  ostenta  en  el  término  de  quinto  dia  las  hipotecas  constitui- 
das en  las  escrituras  de  47  de  Diciembre  de  1830  y  6  de  Febrero 
de  1835: 

Resultando  que  por  parte  de  D.  Juan,  D.  Francisco  y  Doña  María 
Josefa  Galvez  y  Bonilla  y  D.  Bernardino  del  Solar,  se  interpuso  ante 
este  Tribunal  Supremo  recurso  de  casación  por  haberse  á  su  juicio  in- 
fringido: 

1¿  El  art.  18  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  la  ley  Ia,  tít.  14, 
Partida  5a,  y  las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo,  que  imponen 
al  actor  la  obligación  de  probar  los  hechos  que  afirma  y  la  legalidad 
de  la  representación  con  que  demanda,  porque  no  siendo  el  poder  en 
la  Alcaldía  de  Feos,  en  los  Bajos  Pirineos,  á  13  de  Junio  de  1874,  ni  los 
que  le  otorgan  en  Antequera  á  1 9  de  Julio  del  mismo  año,  ninguno  de 
los  cuatro  hermanos  Doña  Juana,  Doña  Mariana,  D.  Pedro  y  D.  Migoel 
á  quienes  D.  Juan  Pedro  Toussaux  instituyó  por  sus  herederos  en  el 
testamento  de  31  de  Agosto  de  1832,  y  otorgando,  sin  embargo,  aque- 
llos poderes  como  herederos  de  algunos  de  los  hermanos,  sin  que  esto 
se  haya  acreditado,  sino  porque  así  lo  dicen  lo  otorgantes  del  poder, 
concediendo  lo  mismo  respecto  á  ser  Bordenave  heredero  de  Doña  Ma- 
riana Nousitan  Toussaux,  no  ha  podido  considerarse  como  apoderado 
de  los  herederos  de  D.  Juan  Pedro  Toussaux  á  D.  Pedro  Bordenave,  i 
cuyo  favor  aparecen  otorgados  esos  poderes: 

2o  La  ley  1 1 1 ,  tít.  1 8,  Partida  3a,  y  la  jurisprudencia  de  este  Tribu- 
nal Supremo  que  establece  «cuando  alguna  de  las  partes  aduce  enjui- 
cio dos  cartas  que  contradigan  la  una  á  la  otra  en  un  mismo  fecho  non 
deba  valer  ninguna  de  ellas,»  porque  á  pesar  de  que  en  el  poder  otor- 
gado en  Francia  aparecen  como  herederos  y  sucesores  de  Juana  María 
Ana,  Pedro  y  Miguel  Nousitan  Toussaux,  en  el  testamento  otorgado 
en  Antequera  á  19  de  Julio  de  1864,  aparecen  otros  como  herederos  y 
sucesores  de  María  Ana  Nousitan  Toussaux,  se  da  sin  embargo  valora 
poderes  que  de  esa  manera  se  contradicen  : 

3°  El  art.  82  de  la  ley  Hipotecaria  y  la  Real  órden  de  20  de  Abril 
de  1867,  que  imponen  al  heredero  la  obligación  de  acreditar  debida- 
mente su  calidad  para  que  pueda  cancelar  las  inscripciones,  y  como  i 
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pesar  de  que  los  que  se  dicen  herederos  de  I).  Juan  Pedro  Toussaux  no 
justifican  ese  carácter,  y  no  pueden,  por  lo'  tanto,  de  una  manera  efi- 
caz y  válida,  cancelar  las  obligaciones  que  fóIo  los  que  acrediten  ser 
verdaderos  herederos  pueden  cancelar,  se  les  faculta  para  que  puedan 
hacerlo  como  su  representante  D.  Pedro  Bordeuave  : 

4°  La  ley  38,  tít.  43,  Partida  5a.  que  establece  que  se  extingue  la 
obligación  hipotecaria  cuando  el  deudor  paga  al  acreedor,  y  como  que 
no  lo  es  D.  Pedro  Bordenave  en  representación  de  los  herederos  de  Don 
Juan  Pedro  Toussaux,  el  abono  del  resto  de  la  cantidad  adeudada  á 
Toussaux,  como  no  le  hace  el  verdadero  acreedor,  no-puede  surtir  el 
efecto  de  extinguir  la  obligación  ni  el  de  facultar  para  cancelar  la  es- 
critura, dando  por  resultado  la  infracción  de  la  ley,  que  mióntras  Don 
Juan  de  Galvez  y  Bonilla  y  consortes  habrán  pagado  en  totalidad  lo 

?ue  se  adeudaba  á  D.  Juan  Pedro  Toussaux,  las  hipotecas  no  quedarán 
ihres  ni  extinguida  la  obligación  : 

5o  La  ley  6a,  tít.  14,  Partida  3a,  pues  á  pesar  de  que  con  arreglo  á 
ella  el  que  paga  por  error  lo  <|ue  no  deba  ó  á  quien  no  debe  tiene  de- 
recho á  que  se^e  restituya  lo  pagado,  y  sin  embargo  de  que  Borde- 
nave  no  na  probado  que  sea  válida  la  paga  que  se  le  hizo  de  la  canti- 
dad de  39.625  rs.,  la  sentencia  la  tiene  por  bien  hecha  y  «o  otorga  el 
derecho  á  Id  restitución  de  ella  : 

6o  La  ley  8a,  tít.  14,  y  la  38,  tít.  13,  Partida  5a,  porque  según  la 
primera  D.  Juan  de  Galvez  Bonilla  y  consortes,  en  tanto  tienen  la  obli- 
gación de  pagar  las  cantidades  que  sus  causantes  recibieran  en  prés- 
tamo, en  cuanto  los  acreedores  les  libren  de  las  hipotecas  que  ga- 
rantizan los  créditos,  y  con  arreglo  á  la  segunda  cuando  el  deudor 
paga  lo  que  debe  al  acreedor  cesa  la  hipoteca,  y  como  al  que  no  acre- 
dita ser  acreedor  hipotecario  no  sólo  se  le  reconoce  el  derecho  á  perci- 
bir lo  que  ya  ha  cobrado,  sino  lo  que  le  resta  de  pagar  ,  la  paga  que 
con  arreglo  á  la  sentencia  verifiquen  no  les  servirá  ,  ni  para  librar  las 
hipotecas,  ni  para  poder  verificar  su  cancelación: 

7o  La  ley  5a,  tít.  14,  Partida  5a,  que  da  por  firmes  los  pagos  hechos 
á  un  tercero  cuando  los  ratifica  el  acreedor ;  poique  á  pesar  de  que  ni 
en  las  escrituras  de  poder  de  13  de  Junio  y  19  de  Junio  de  1874,  ni  en 
las  escrituras  de  14  de  Mayo  de  1839  y  23  de  Mayo  de  1843  se  dice  que 
los  denominados  herederos  de  D.  Juan  Pedro  Toussaux  y  losque  se  figu- 
ra que  de  ellos  traen  causa,  expresan  que  tengan  por  firmes  los  pagos 
hechos  á  D.  Pedro  Bordenave,  se  tienen  por  bien  hechos  los  pagos  á 
él  realizados : 

Y  8°  En  la  apreciación  de  las  pruebas  documentales  la  ley  111  y 
•la  114,  tít.  18,  Partida  3a,  porque  á  los  poderes  que  ha  presentado 
Don  Pedro  Bordenave  de  los  que  supone  herederos  de  D.  Juan  Pedro 
Toussaux,  les  atribuye  un  mérito  probatorio  superior  y  áun  contrario 
al  que  con  arreglo  á  esas  leyes  deben  tener  : 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Hilarjo  de  Igon: 
Considerando  que  el  art.  18  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  cuyo 
párrafo  segundo  exige  que  el  litigante  presente  enjuicio  el  documen- 
to que  acredite  el  carácter  con  que  lo  hace,  y  la  ley  Ia,  tít.  14,  Parti- 
da 5a,  que  dispone  «que  quiere  decir  paga  é  quitamiento,  é  á  que  tie- 
ne pro,»  disposiciones  citadas  en  el  primer  fundamento  del  recurso, 
son  inaplicables  al  pleito  y  no  han  podido  ser  infringidas,  puesto  que 
el  demandado  es  el  mismo  D.  Pedro  Bordenave  que  litiga  por  derecho 
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propio,  y  la  definición  deia  paga  no  tiene  relación  con  la  personalidad 
iel  litigante  en  cuyo  concepto  se  alega: 

Considerando  que  no  infringe  la  sentencia  la  ley  4  4,  tít.  48,  Parti- 
da 3a,  citada  en  el  segundo  motivo  que  declara  «por  cuántas  razones 
los  privilegios  é  las  cartas  pueden  desechar  los  ornes  con  derecho,  que 
no  sean  valederas,»  puesto  que  en  este  caso  no  existe  la  contradicción 

3ue  alega  la  parte  recurrente  entre  Jos  dos  poderes  presentados  por  Bor- 
enave,  pues  es  bien  compatible  que  otorgaran  el  de  Francia  los  here- 
deros residentes  en  aquel  país,  y  el  otorgado  en  Antequera  los  que  resi- 
den en  dicha  chfdad  ,  pues  el  poder  de  Francia  no  excluye  ta  existen- 
cia de  otros  herederos; 

Considerando  que  tampoco  infringe  el  art.  82  de  la  ley  Hipotecaria 
ni  la  Real. orden  de  20  de  Abril  de  1867  que  exigen  que  para  cancelar 
las  inscripciones  debe  el  heredero  acreditar  debidamente  su  calidad  de 
tal;  ni  la  ley  38 ,  tit.  43,  Partida  5a,  que  declara  «por  qué  razones  se 
desata  la  obligación  del  peño,»  ni  la  6a,  tít.  4  4,  Partida  3a,  que  decla- 
ra acornó  debe  probar  el  que  hace  pago  á  otro  que  lo  hizo  por  yerro,» 
ni  las  leyes  8a,  tit.  14,  y  38,  tit.  13,  Partida  5a,  citadas  en  los  funda- 
mentos 3°,  4o,  o°  y  6°,  puesto  que  la  Sala  sentenciadora  ha  apreciado 
con  vista  de  las  pruebas  aducidas  por  fiordenave  bastantemente  acre- 
ditada la  personalidad  para  percibir  los  créditos  y  cancelar  las  hipote- 
cas constituidas: 

Considerando  que  tampoco  infringe  la  sentencia  la  ley  5a,  tit.  14, 
Patida  5a,  citada  en  el  sétimo  fundamento  del  recurso,  por  la  cual  se 
declara  acornó  es  güilo  el  orne  de  la  debda,  pagándola  al  Señor  que  la 
debe  haber  ó  á  su  mandado,»  puesto  que  no  puede  desconocerse  que 
los  poderes  presentados  al  autorizar  para  cobrar,  llevan  consigo  la 
aprobación  y  ratificación  de  lo  cobrado: 

Y  considerando,  por  último,  que  no  pudiendo  dudarse  de  la  au- 
tenticidad de  los  poderes,  y  no  expresándose  en  el  octavo  fundamento 
del  recurso  el  motivo  concreto  en  que  se  funda  el  supuesto  de  haberles 
dado  la  sentencia  un  mérito  probatorio  superior  al  que  deben  tener, 
tampoco  infringe  las  leyes  411  y  4  44,  tít.  4  8,  Partida  3a,  que  declaran 
«por  cuántas  razones  los  privilegios  é  las  cartas  pueden  desechar  los 
ornes  con  derecho  que  non  sean  valederas»  y  la  «de  qué  manera  las  car' 
tas  deben  valer,  non  habiendo  en  ellas  alguna  de  las  falsedades  ó  men- 
guas que  de  suso  son  dichas ;» 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Juan,  D.  Francisco  y  Doña  Josefa 
Galvez  y  Bonilla  y  D.  Bernardiuo  del  Solar,  á  quienes  condenamos  en 
las  costas;  y  á  la  perdida  de  la  cantidad  de  1.000  pesetas  que  deposita- 
ron, que  se  distribuirá  con  anreglo  á  la  ley;  líbrese  la  correspondiente 
certificación  á  la  Audiencia  de  Granada  con  devolución  de  los  •iocu- 
mentos  remitidos. — (Sentencia  publicada  el  12  de  Abril  de  1877,  é  in- 
serta en  la  Gaceta  de  47  de  Agosto  del  mismo  año.) 
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haber  lagar  a)  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Juan  Joaquín 
Yiralta  contra  )a  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
de  Barcelona,  en  pleito  con  Doña  Paula  Ramoneda,  y  se  resuelve: 

Que  la  sentencia  pronunciada  por  el  Tribunal  Supremo  en  5  de 
Octubre  de  1869,  acatando  y  dando  cumplimiento  á  las  prescripciones 
de  los  artículos  28,  30,  67  y  68  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  de- 
clara que  los  términos  judiciales  empiezan  á  correr  desde  el  día  *t- 
guiente  al  en  que  se  hubiesen  hecho  el  emplazaminnto,  citación  ó  noti- 
Jlcacion  :  que  el  término  para  apelar  es  improrogable  :  y  que  este  tér- 
mino, tanto  para  las  sentencias  definitivas  como  para  las  interlocuto- 
rias  que  decidan  un  articulo,  es  el  de  cinco  días,  pasados  los  cuales  sin 
interponerse  apelación,  quedan  de  derecho  consentidas  y  pasadas  en 
autoridad  de  cosa  juzgada  sin  necesidad  de  declaración  alguna. 

r 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid  ,  á  13  de  Abril  de  1877,  en  los  autos 

3ue  ante  Nós  penden  por  recurso  de  casación,  seguidos  en  el  Juzgado 
e  primera  instancia  del  distrito  del  Tino  de  la  ciudad  de  Barcelona  y 
en  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  del  mismo  territorio 
por  Doña  Paula  Ramoneda  con  D.  Juan  Joaquín  Viralta  sobre  pago  de 
cantidades: 

Resultando  que  Doña  Paula  Ramoneda  dedujo  demanda  contra  Don 
Juan  Joaquin  Yiralta  sobre  pago  de  cantidades  :  que  emplazado  Viral- 
ta no  compareció;  y  seguido  el  juicio  en  su  rebeldía  ,  el  Juez  de  pri- 
mera instancia  dictó  sentencia  en  13  de  Diciembre  de  1873,  condenan- 
do al  Viralta  á  pagar  á  la  demandante  ciertas  cantidades,  sus  intereses 
y  costas : 

Resultando  que  notificada  la  sentencia  personalmente  á  Viralta  en 
28  de  Julio  de  1874,  acudió  por  medio  de  Procurador  en  26  de  Agosto 
interponiendo  apelación  que  le  fué  admitida  ;  y  remitidos  los  autos  á 
la  Audiencia  y  sustanciada  la  instancia,  la  Sala  primera  de  lo  civil, 
por  sentencia  de  23  de  Diciembre  de  1875,  declaró  que  carecia  de  ju- 
risdicción para  decidir  por  apelación  la  cuestión  litigiosa  por  haber 
causado  estado  la  sentencia  que  dictó  el  Juez  de  primera  instancia  ;  al 
que  se  devolvieron  los  autos  para  que  proveyese  lo  que  correspondiera 
con  areglo  á  derecho: 

Resultando  que  D.  Juan  Joaquin  Viralta  interpuso  recurso  de  casa- 
ción por  conceptuar  infringidas  la  sentencia  de  5  de  Octubre  de  1869,  y 
el  art.  67  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  porque  si  bien  es  indu- 
dable quo  la  apelación  se  interpuso  trascurridos  los  cinco  dias  impro- 
rogables  de  la  ley  para  ejercitar  este  derecho,  causas  poderosas  existi- 
rían para  que  esto  tuviera  lugar,  y  para  admitirla  el  Juez  después  de* 
oponerse  la  parte  contraria,  a  la  que  se  dió  vista,  y  tramitado  dicho 
recurso,  es  perfectamente  legal  suponer  que  la  Sala,  al  admitir  y  con- 
«entir  la  tramitación  de  la  apelación,  creyó  procedente  A  la  ley  y  prác- 
tica la  providencia  que  la  motivó,  salvando  el  defecto  legal  de  haberse 
interpuesto  fuera  de  término  :  * 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Laureano  de  Arricia: 

Considerando  que  la  sentencia  pronunciada  por  este  Tribunal  Su- 
premo en  5  de  Octubre  de  1869,  acatando  y  dando  cumplimiento  á  las 
prescripciones  de  los  artículos  25,  30,  67  y  68  de  la  ley  de  Enjuicia- 
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miento  civil,  declara  que  los  términos  judiciales  empiezan  á  correr  des- 
de el  dia  siguiente  al  en  que  se  hubiesen  hecho  el  emplazamiento,  cita- 
ción ó  notificación  :  que  ei  término  para  apelar  es  improrogable  :  y 
que  este  término,  tanto  para  las  sentencias  definitivas  como  para  las 
interior  ulorias  que  decidan  un  articulo  es  el  de  cinco  dias,  pasados  los 
cuales  sin  interponerse  apelación,  quedan  de  derecho  consentidas  y  pa- 
sadas en  autoridad  de  cosa  juzgada  sin  necesidad  de  declaración  al- 
guna: 

Considerandaque  en  el  presente  caso,  la  Sala  sentenciadora  no  po- 
día dejar  de  cumplir  como  lo  habia  ya  hecho  este  Tribunal  Supremo 
los  preceptos  referidos  ,  ya  decidiese  ese  artículo  previo,  ya  con  mayor 
conocimiento  de  causa  en  sentencia  definitiva  ;  la  cuestión  relativa  á 
la  tardía  y  extemporánea  apelación  de  D.  Juan  Joaquín  Viralta;  y  que 
habiendo  la  Sala  dado  en  efecto  el  debido  cumplimiento  i  dichas  dis- 
posiciones legales,  no  ha  infringido  la  doctrina  de  la  mencionada  sen- 
tencia de  5  de  Octubre  de  1869  ni  el  art.  67  de  dicha  ley  de  Enjuicia- 
miento ; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Juan  Joaquín  Viralta,  á  quien  con- 
denamos en  las  costas  ;  y  líbrese  la  correspondiente  certificación  á  la 
Audiencia  de  Barcelona.  — (Sentencia  publicada  el  13  de  Abril  de  1817, 
é  inserta  en  la  Gaceta  de  17  de  Agosto  del  mismo  año.) 
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Recurso  de  casación  (  13  de  Abril  de  1877 ).  —  Reivindicación 
de  una  heredad.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supre- 
mo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Ramón 
Garcés  y  Sánchez  contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  de  Madrid ,  en  pleito  con  Doña  Catalina  Mendoza  de  la 
Guarda,  y  se  resuelve  : 

Io  Que  no  basta  para  fundar  el  recurso  de  casación  citar  vagamente 
las  leyes  6  doctrinas  legales  que  se  suponga  quebrantadas  por  el  fallo 
sino  que  es  preciso  razonar  la  aplicación  que  tengan  á  las  cuestiones 
del  pleito  y  determinar  el  concepto  en  que  se  pretende  que  la  infracción 
se  ha  verificado : 

2o  Que  si  el  recurrente,  desentendiéndose  de  estas  reglas  reiterada- 
mente prescritas  por  la  jurisprudencia  ,  se  limita  á  invocar  las  leyes 
Ia,  2a  y  3',  til.  3o,  Partida  3ft,  y  la  2a,  ttí.  4o,  libro  4o  del  Fuero  Vie- 
jo que  tratan  de  la  posesión  ,  no  puede  la  Sala  de  casación  formar  su 
juicio  acerca  de  la  oportunidad  y  exactitud  con  que  estas  citas  se  hacen; 

Y'd°  Que  la  apreciación  de  las  pruebas  corresponde  á  las  Salas  sen- 
tenciadoras, y  que  á  ella  debe  atenerse  el  Tribunal  Supremo  miéntras 
no  se  demuestra  que  han  faltado  d  ley  ó  doctrina  legal.  . 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  13  de  Abril  de  1877,  en  el  pleito 
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pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recorso  de  casación  por  infracción  de 
ley  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Guadalajara  y  en  la 
Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  «Je  esta  corte  por  Doña  Cata- 
lina Mendoza  de  la  Guarda,  por  sí  y  como  administradora  legal  de  los 
bienes  de  sus  hijos  menores  D.  Julio  y  Don*  María  Luisa  Carrillo,  ha- 
bidos en  su  primer  matrimonio  con  D.  Fernando  Carrillo  de  Albornoz 
y  Zavala,  con  D.  Ramón  Garcés  y  Sánchez  sobre  reivindicación  de  una 
heredad  : 

Resultando  que  la  viuda  y  herederos  de  D.  Fernando  Carrillo  y  Al- 
bornoz, Conde  de  Montemar,  solicitaron  en  24  de  Mayo  de  1868  que  se 

Srocedieseal  avalúo  y  deslinde  de  los  bienes  que  en  término  de  Gua- 
alajara  y  Chiloeches  correspondían  á  la  testamentaría  del  Conde ;  y 
qne  practicadas  dichas  operaciones,  que  fueron  aprobadas  por  auto  de 
26  de  Abril  de  1839,  se  comprendió  en  ellas  una  tierra  situada  en  el 
denominado  Peña-Cerrada,  de  12  fanegas,  seis  celemines  y  cuatro  es- 
tadales de  cabida : 

Resultando  que  arrendada  en  Io  de  Enero  de  1873  á  Pedro  Tortuero 
al  tratar  de  utilizar  las  yerbas  con  ganados,  le  impidió  hacerlo  Ramón 
Garcés  Sánchez  que  se  hallaba  á  la  sazón  labrándola ;  y  que  en  su  vir- 
tud Doña  Catalina  Mendoza  de  la  Guarda,  por  sí  y  en  la  representación 
indicada,  entabló  en  6  de  Febrero  de  I «74  la  demanda  objeto  de  este 

Sleito,  para  que  se  declarase  que  la  citada  tierra  pertenecía  en  propie- 
dad á  la  misma  y  á  sus  hijos,  y  que  se  condenase  á  Ramón  Garcés  á  de- 
jarla á  su  disposición  con  los  frutos  y  rentas  producidos  y  debidos  pro- 
ducir desde  que  ilegalmente  las  poseía  y  las  costas;  pretensión  que 
fundó  en  que  la  expresada  finca  la  había  poseído  constantemente  el 
Conde  de  Montemar,  comprendiéndola  siempre  sus  administradores  en 
los  arrendamientos,  de  lo  cual  es  buena  prueba  el  hecho  de  haber  so- 
licitado el  Ayuntamiento  de  Chiloeches  permiso  del  Conde  para  cortar 
algunas  maderas  de  la  alameda  que  existia  en  ella  con  destino  á  com- 
poner la  barca  de  los  vecinos  de  aquel  pueblo: 

Resultando  que  el  demandado  impugno  la  demanda  sosteniendo 
que  poseía  la  mencionada  finca,  y  que  en  las  estadísticas  de  amillara- 
mientos  formados  en  1859  y  4864  aparecía  como  contribuyente  por 
una  tierra  de  su  propiedad  de  cabida  de  ocho  fanegas,  donde  decían 
Barca- vieja,  que  era  el  mismo  de  Peña-Cerrada: 

Resultando  que  suministrada  por  las  partes  prueba  testifical  y  de 
documentos  aparece  demostrado,  según  apreciación  de  la  Sala  senten- 
ciadora, de  la  que  dió  la  parte  demandante  corroborada  por  la  del  de- 
mandado, que  la  finca  de  que  se  trata  fué  reconocida  como  de  la  pro- 
piedad del  Marqués  de  San  Gil,  y  después  del  Conde  de  Montemar,  y 
en  la  actualidad  de  sus  herederos,  que  por  concesión  de  los  adminis- 
tradores de  dichos  dueños  la  tuvieron  en  arriendo  el  abuelo  de  la  mu- 
jer del  demandado  y  sucesivamente  un  yerno  suyo  y  un  hijo  de  éste, 
pagando  todos  en  sus  respectivas  épocas  la  renta  estipulada;  y  final- 
mente por  haberse  ausentado  el  último  arrendatario,  el  actual  deman- 
dado y  hoy  recurrente,  quien  habiendo  excepcionado  que  la  referida 
finca  pertenece  á  su  mujer  por  herencia  de  su  padre,  no  sólo  no  probó 
esta  afirmación,  sino  que,  por  el  contrario,  consta  en  los  amiilara- 
mientos  del  pueblo  de  chiloeches  de  los  años  1818  y  1854  que  ninguno 
de  sus  causantes  la  comprendió  en  la  relación  de  su  propiedad,  hasta 
que  en  1859  lo  hizo  Garcés  de  una  tierra  de  ocho  fanegas  al  sitio  lla- 
mado Barca-vieja,  conocido  por  Peña-Cerrada,  por  cuya  razón,  aunque 
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en  1865  el  mismo  Garcés  la  inscribió  á  su  nombre  en  el  Registro  de  la 
propiedad,  previa  información  .posesoria,  le  faltaba  la  bnena  fe  y  el 
justo  título  para  adquirir  por  prescripción,  y  aquel  acto  no  perjudica 
á  tercero  que  tenga  mejor  derecho  aunque  su  titulo  no  haya  sido  ins- 
crito : 

Resultando  que  en  su  vista  dictó  sentencia  el  Juez  de  primera  ins- 
tancia que  confirmó  con  las  costas  en  15  de  Marzo  de  4876  la  Sala  pri- 
mera de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte,  por  la  que  declaró  que 
la  propiedad  y  posesión  de  la  finca  anteriormente  deslindada  pertenece 
á  la  representación  de  la  demandante  ó  sea  á  la  testamentaría  de  su 
difunto  marido  D.  Fernando  Carrillo  de  Albornoz,  Conde  de  Montemar, 
con  los  frutos  y  rentas  producidos  ó  debidos  producir  desde  la  deten- 
tación, y  por  ello  condenó  á  D.  Ramón  Garcés  y  Sánchez  á  restituirla 
y  entregarla  á  Doña  Catalina  Mendoza  de  la  Guarda,  con  el  carácter 
que  habia  comparecido,  dejándola  libre  y  desembarazada  á  su  disposi- 
ción, á  quien  satisfaría  dichos  frutos  y  rentas  á  justa  tasación  pericial, 
con  expresa  condenación  de  costas  al  demandado  : 

Resultando  que  D.  Ramón  Garcés  y  Sánchez  interpuso  recurso  de 
casación  citando  como  infringidas  las  leyes  Ia,  2a  y  3a,  tít.  30,  Parti- 
da 3a,  y  la  2',  tít.  4o,  libro  4o  del  Fuero-Viejo  referentes  á  la  posesión: 

Visto,  siendo  Ponenle  el  Magistrado  D.  Felipe  Viñas: 

Considerando  que  no  basta  para  fundar  el  recurso  de  casación  citar 
vagamente  las  leyes  ó  doctrinas  legales  que  se  suponen  quebrantadas 
por  el  fallo  recurrido,  sino  que  es  preciso  razonar  la  aplicación  que 
tengan  á  las  cuestiones  del  pleito  y  determinar  el  concepto  en  que  se 
pretende  que  la  infracción  se  ha  verificado  : 

Considerando,  por  haberse  desentendido  el  recurrente  de  estas  re- 
glas reiteradamente  prescritas  por  la  jurisprudencia,  limitándose  á  in- 
vocar las  leyes  «a,  ?a  y  3a,  tít.  3o,  Partida  3a,  y  la  5a,  tít.  4o,  libro  4* 
del  Fuero  Viejo  que  tratan  de  la  posesión,  no  puede  esta  Sala  formar 
su  juicio  acerca  de  la  oportunidad  y  exactitud  con  que  estas  citas  se 
hacen  : 

Considerando  que  la  apreciación  de  las  pruebas  corresponde  á  las 
Salas  sentenciadoras,  y  que  á  ella  debe  atenerse  este  Tribunal  miéntras 
no  se  demuestra  que  han  faltado  á  la  ley  ó  doctrina  legal: 

Considerando  que  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
este  distrito  ha  declarado  quo  de  las  pruebas  practicadas  por  los  de- 
mandantes, confirmadas  por  las  que  suministró  el  demandado,  aparece 
que  la  finca  de  cuya  reivindicación  se  trata  ha  sido  reconocida  siempre 
como  de  la  propiedad  del  Marqués  de  San  Gil  y  Conde  de  Montemar  de 
que  aquellas  traen  causa,  y  que  D.  Ramón  Garcés  y  Sánchez,  á  imitar 
cion  de  los  de  quienes  deriva,  la  ha  tenido  y  conserva  por  el  precario 
titulo  de  arrendamiento  concedido  por  los  administradores  de  dichos 
dueños : 

Considerando  que  esta  apreciación  no  infringe  las  citadas  leyes  de 
Partida  que  se  contraen  á  definir  y  clasificar  la  posesión  y  establecer 
«  como  puede  el  orne  ganar  la  tenencia  de  las  cosas ;  »  y  mucho  menos 
la  del  Fuero- Viejo,  citada  también,  derogada  por  la  ley  Ia,  tít.  8o,  li- 
bro 1 1  de  la  Novísima  Recopilación,  que  dispone  que  no  se  puedan  de- 
fender por  tiempo  los  que  posean  alguna  heredad  ú  otra  cosa  arrenda- 
da ó  alogada,  porque  estos  tales  no  son  poseedores  por  sí  más  por  aque- 
llos de  quien  la  cosa  tienen,  precepto  contraproducente  y  al  caal  se 
ajusta  estrictamente  la  sentencia  recurrida; 
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•  Fallamos  qne  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re 
curso  de  casación  que  interpuso  D.  Ramón  Garcés  y  Sánchez,  á  quien 
condenamos  por  razón  de  depósito  al  pago  de  1.000  pesetas  que  satis- 
fará si  viniese  á  mejor  fortuna,  distribuyéndose  entónces  con  arreglo 
á  la  ley  y  en  las  costas  ;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  esta  corte  la  certi- 
ficación correspondiente.  — (Sentencia  publicada  el  \3  de  Abril  de  1877, 
é  inserta  en  la  Gaceta  de  18  de  Agosto  dej  mismo  año.) 
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Itccurso  de  casación  {\i  de  Abril  de  1877).  —  Acumulación 
y  suspensión  de  un  interdicto.  —  Se  declara  por  la  Sala  primera  del 
Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  á  la  admisión  deí  recurso  de  casación 
interpuesto  por  D.  Inocencio  Vilardebó,  como  gerente  del  ferro  carril 
compostelano  contra  el  auto  dictado  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
de  la  Coruña,  en  pleito  con  D.  Juan  Stephenson ,  y  se  resuelve : 

Que  el  auto  por  el  que  se  deniega  la  acumulaciou  de  un  interdicto 
en  los  autos  de  suspensión  de  pagos  no  es  de  tos  comprendidos  en  el  ar- 
tículo 3o  de  la  ley  de  casación  civil,  porque  no  tiene  el  carácter  de  de- 
finitivo, ni  decide  un  articulo  que  ponga  término  al  juicio  y  haga  im- 
posible su  continuación. 

Resultando  que  la  Sociedad  Ferro -carril  compostelano  se  presentó 
en  estado  de  suspensión  de  pagos,  y  en  su  virtud  se  acordó  la  paraliza- 
ción de  los  expedientes  ejecutivos  y  de  apremio  que  habia  contra  la 
i  misma  ,  y  se  convocó  á  los  acreedores  con  arreglo  á  la  ley  de  ü  de 
Noviembre  de  1869  : 

Resultando  que  á  nombre  de  la  misma  Sociedad  se  pidió  que  se  pa- 
ralizara igualmente  un  juicio  sumarísimo  promovido  contra  ella  por 
Don  Juan  Stephenson  Mould,  constructor  de  dicha  via  férrea,  ó  que 
acumulase  á  los  expresados  autos  de  suspensión  de  pagos  : 

Resultando  que  contra  el  auto  de  la  Audiencia  denegatorio  de  la 
acumulación  y  suspensión  del  interdicto  se  ha  interpuesto  recurso  de 
casación  alegando  varias  infracciones  de  ley: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Díaz  de  Rueda  : 

Considerando  que  el  auto  mencionado  no  es  de  los  comprendidos 
en  el  art.  3o  de  la  ley  de  casación  civil ,  porque  no  tiene  el  carácter  di 
definitivo,  ni  deciilc  un  artículo  que  ponga  término  al  juicio  y  haga 
imposible  su  continuación  ; 

No  há  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Don  Inocencio  Vilardebó  como  gerente  del  ferro-carril  compostelano, 
á  quien  se  condena  en  las  costas. — (Sentencia  publicada  el  1*  do 
Abril  de  1877,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  18  de  Agosto  del  mismo 
año.) 
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Recurso  de  casaeiod  (\kde  Abril  de  1  877).  —  Tercería  de  do- 
minio.—  Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber 
lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Juan  de  Clemente  y 
Pineda  contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
Sevilla,  en  pleito  con  D.  José  Sánchez  Rubin,  y  se  resuelve  : 

1°  Que  s¿  bien  la  ley  Ia,  til.  1  i,  Partida  3a,  establece  como  principio 
que  la  prueba  incumbe  al  demandante  siempre  que  el  demandado  nega- 
se la  cosa  6  el  fecho  sobre  que  versa  la  demanda,  esta  disposición  debe 
armonizarse  con  la* segunda  del  mismo  título  y  Partida,  que  designa 
los  casos  en  que  decepcionando  el  demandado  tiene  que  probar  el  que 
afirma-.  1 

2o  Que  con  arreglo  á  esta  doctrina,  el  que  solicita  que  se  declare 
nula  la  venta  de  unos  bienes,  por  suponerla  maliciosa,  debe  probar 
que  el  comprador  sabia  que  la  enajenación  fué  hecha  maticiosamente  y 
con  engaño  para  perjudicar  á  tercero ,  afirmaciones  necesarias  para 
reputar  la  venta  como  lecha  con  fraude  de  acreedores ;  y  no  habiéndose 
probado  estos  extremos,  según  la  apreciación  de  la  Sala  sentenciadora, 
contra  la  cual  no  se  alega  ley  ni  doctrina  legal  infringida,  no  lo  son 
tampoco  la  Ia  y  2a,  tit.  14,  Partida  3a,  ni  la  7a  y  1  1,  tit.  15,  Parti- 
da 5a,  ni  la  doctrina  consignada  por  el  Tribunal  Supremo ; 

Y  3o  Que  no  pueden  servir  como  fundamento  del  recurso  de  casa- 
ción en  el  fondo  la  infracción  de  los  artículos  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  que  se  refieren  al  órden  del  procedimiento  que  establece 
que  para  la  revocabilidad  de  una  venta  en  el  concepto  de  haberse  ve- 
rificado en  fraude  de  acreedores ,  deben  éstos  justificar  que  por  tal 
enajenación  el  deudor  se  constituyó  en  insolvencia. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  II  de  Abril  de  1877,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nós  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  Santa 
Cruz  de  Cádiz  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla  por 
Don  José  Sánchez  Rubin  con  la  razón  social  Topaldo  Pérez  y  Moyano, 
y  como  su  cesionario  con  D.  Juan  de  Clemente  y  Pineda,  sobre  tercena 
de  dominio  á  los  bienes  embargados  á  D.  .Manuel  Camacho  : 

Resultando  que  D.  José  Sánchez  Rubin  demandó  de  conciliación 
en  27  de  Noviembre  de  1873  á  D.  Manuel  Camacho  Ortiz,  para  que  le 
pagase  12.133  rs.  que  le  debia  procedentes  de  préstamos  en  efectivo 
metálico,  y  cebada  que  !e  había  vendido ;  y  que  reconocida  por  el  de- 
mandado la  deuda,  convino  en  venderle  dos  carros  y  las  caballerías  que 
Je  servian  de  tiro  con  todos  sus  arreos  en  14.900  rs.,  de  los  que  se  des- 
contaría el  débito  y  la  diferencia  le  sería  abonada  por  el  actor  i  Cama- 
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cho  al  otorgar  la  escritura  de  venta,  conviniendo  además. en  que  Ca- 
macho  continuarla  de  barbero  en  clase  de  dependiente,  percibiendo  en 
concepto  de  jornal  la  tercera  parte  de  las  utilidades  líquidas  por  men- 
sualidades, pudiendo  retirarse  respectivamente  si  al  vencimiento  de  al- 
guna de  ellas  no  les  conviniera  continuar ; 

Resultando  que  otorgada  la  escritura  de  venta  en  los  términos  re- 
feridos en  29  de  dicho  mes  de  Noviembre  ,'y  embargado  con  carro  y 
tres  caballerías  como  de  propiedad  de  D.  Manuel  Camacho  en  autos 
'  ejecutivos  promovidos  contra  él  por  Topaldo  Pérez  y  Moyano,  entabló 
Don  José  Sapchez  Hubin  la  demanda  objeto  de  este  pleito,  en  la  que 
fundado  en  la  escritura  referida  que  presentó,  solicitó  se  declarase  que 
le  pertenecían  el  carro  y  las  caballerías  embargadas  ;  que  se  alíase  el 
embargo  de  ellos  y  que  se  condenase  á  los  ejecutantes  en  todos  los  da- 
ños y  perjuicios  con  las  costas  : 

Resultando  que  Topaldo  Pérez  y  Moyano  impugnaron  la  demanda, 
fundados4  en  que  no  habían  embargado  otros  bienes  que  los  que  públi- 
camente se  conocían  como  de  D.  Manuel  Camacho;  y  pidieron  por  vía 
de  reconvención  que  se  declarase  nula  y  sin  ningún  valor  ni  efecto  la 
venta  hecha  á  Sánchez  Hubin  : 

Resultando  que  D.  Manuel  Camacho  coadyuvó  la  demanda,  y  su- 
ministrada prueba  por  las  partes,  y  sustanciado  el  juicio  en  dos  ins- 
tancias, habiendo  presentado  en  la  segunda  certificación  del  acto  de 
Conciliación  referido,  dictó  en  26  de  Enero  de  1876  la  Sala  de  lo  civil 
de  la  Audiencia  de  Sevilla  sentencia  revocatoria  declarando  haber  lu- 
gar á  la  demanda  de  tercería  de  dominio  deducida  por  D.  José  Sánchez 
Rubín;  y  absolviendo  á  éste  de  la  reconvención  de  D.  Juan  de  Clemen- 
te, cesionario  de  Topaldo  Pérez  y  Moyano  ,  sobre  nulidad  de  la  escri- 
tura de  venta,  alzándose  el  embargo  de  las  caballerías  y  carro  y  en- 
tregándose á  Sánchez  Robín  : 

Resultando  que  Ü.  Juan  de  Clemente  y  Pineda  interpuso  recurso  de 
casación  por  haberse  infringido  á  su  juicio  : 

Io  Las  leyes  Ia  y  2a,  til.  U,  Partida  3a,  que  obligan  á  una  parte  á 
probar  los  hechos  que  negase  la  contraria;  las  sentencias  de  22  de  No  - 
viembre  de  (862  y  4  4  deNovie.mbre  de  4870,  que  declaran  que  la  es- 
critura de  confesión  de  deuda  de  cierta  cantidad,  si  bien  puede  ser  obli- 
gatoria para  el  que  la  otorga  y  da  derechos  á  aquellos  A  cuyo  favor  se 
constituye,  no  sirve  ni  puede  perjudicar  á  otro  acreedor,  y  mucho  mé- 
nos  cuando  el  deudor  aparece  insolvente,  como  sucedía  en  este  caso: 
las  sentencias  de  28  de  Junio  de  1852,  28  de  Junio  de  1858  y  12  de  Di- 
ciembre de  4859,  que  establecen  que  los  hechos  que  uno  afirma  en  be- 
neficio propio  y  en  perjuicio  de  un  tercero  no  pueden  considerarse  dig- 
nos de  crédito  si  no  se  aducen  otras  pruebas  legales  ;  y  que  la  prueba 
incumbe  al  demandante  que  afirma  un  hecho  negado  por  el  demanda- 
do, según  dispone  la  ley  4a,  tít.  44,  Partida  3a,  y  las  sentencias  de 
4  4  de  Junio,  5  de  Julio  y  4o  de  Octubre  de  4  869  y  28  de  Setiembre 
de  4  870,  que  declaran  también  que  la  falsa  causa  anula  el  contrato; 
que  es  fraudulento  el  contrato  cuando  se  promueve  de  insolvencia  que 
enajenan  ó  simulan  venta  de  todos  los  bienes,  y  que  hay  fraude  en 
contratos  celebrados  en  escritura  cuando  no  se  habia  acreditado  la 
causa  onerosa : 

2o  Las  leyes  7a  y  41,  tít.  45,  Partida  5',  que  dicen  que  el  que  ena- 
jena todos  sus  bienes,  lo  hace  en  fraude  de  sus  acreedores  y  debe  ser 
nula  la  enajenación ;  y  que  debe  ser  vuelta  la  cosa  que  el  deudor  ena- 
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jenase  maliciosamente  ,  cuyas  dos  disposiciones  se  aplicaban  perfecta- 
mente áeste  caso;  pues  cuando  D.  Manuel  Camacho  enajenó  sus  caba- 
llerías y  los  carros  que  constituían  todos  sus  bienes,  tenía  conocimiento 
de  la  ejecución  que  se  le  seguia  ;  y  la  sentencia  de  este  Tribunal  Su- 
premo de  1 1  de  Mayo  de  i 873 ,  q ue  establece  que  para  la  revocabilidad 
de  una  venta  en  el  concepto  de  haberse  verificado  en  fraude  de  acree- 
dores, deben  éstos  justificar  que  por  tal  enajenación  el  deudor  se  cons- 
tituyó en  insolvencia  : 

3o  El  arl.  266  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  en  el  hecho  de  haber 
admitido  la  Audiencia  con  el  escrito  de  agravios  el  certificado  del  acto 
de  conciliación  celebrado  en  Conil ,  no  pudiendo  decirse  que  el  actor 
ignorara  su  existencia  ,  ni  que  le  fuera  imposible  su  adquisición  en 
primera  instancia,  y  los  artículos  278  y  281  de  la  regla  2a  de  la  misma 
ley,  puesto  que  el  certificado  habia  venido  tí  los  autos  sin  citación  de 
Don  Juan  de  Clemente  : 

Y  4o  Los  artículos  867  y  869  de  la  citada  ley  de  Enjuiciamiento, 
pues  para  admitir  dicho  documento  no  habían  concurrido  ninguna  de 
las  causas  que  en  ellos  se  consignaban,  y  la  sentencia  de  15  de  Abril 
de  1862,  que  establece  que  para  presentar  en  segunda  instancia  docu- 
mentos no  sacados  con  citación  contraria,  debía  pedirse  el  recibimiento 
á  prueba  para  que  tuviera  lugar  el  cotejo,  á  ménos  que  la  contraria 
prestase  su  asentimiento : 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Alejandro  Benito  y  Avila: 

Considerando  que  si  bien  la  ley  Ia,  tít.  14,  Partida  3a,  establece 
como  principio  que  la  prueba  incumbe  al  demandante  siempre  que  el 
demandado  negase  la  cosa  ó  el  fecho  sobre  que  versa  la  demanda ,  esta 
disposición  debe  armonizarse  con  la  segunda  del  mismo  título  y  Par- 
tida, que  designa  los  casos  en  que  excepeionando  el  demandado  tiene 
que  probar  el  que  afirma  : 

Considerando  que  con  arreglo  á  esta  doctrina  la  parte  demandada 
ha  debido  probar  que  el  comprador  sabía  que  la  enajenación  fué  hecha 
maliciosamente  y  con  engaño  para  perjudicar  á  tercero,  afirmaciones 
necesarias  para  respetar  la  venta  como  hecha  con  fraude  de  deudores, 
y  por  consiguiente  para  que  pudiera  ser  estimada  su  excepción  y  re- 
convención ,  y  no  habiéndose  prohado  estos  extremos  según  la  apre- 
ciación de  la  Sala  sentenciadora  ,  contra  la  cual  no  se  alega  ley  ni  doc- 
trina legal  infringida,  no  lo  han  sido  tampoco  la  Ia  y  2a,  tít.  14  ,  Par- 
tida 3a,  ni  la  7a  y  II,  tít.  15,  Partida  5a,  ni  las  doctrinas  consignadas 
en  la  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  que  se  citan  en  el  recurso: 

Considerando  que  no  pueden  servir  como  fundamento  del  recurso 
de  casación  en  el  fondo  la  infracción  de  los  artículos  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil  que  se  refieren  al  órden  del  procedimiento  como  los 
que  se  citan  en  el  presente  recurso  ; 

Fallamos  que  debernos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  L).  Juan  de  Clemente  y  Pineda,  á 
quien  condenamos  en  las  costas  ;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Sevilla  la 
certificación  correspondiente,  con  devolución  del  documento  que  ha 
remitido.  — (Sentencia  publicada  el  14  de  Abril  de  1 877,  é  inserta  en 
la  Gaceta  de  18  de  Agosto  del  mismo  año.) 
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Competencia  (16  de  Abril  de  1877).  —  Pago  de  cantidad.*-  Se 
•decide  por  la  Sala  tercera  del  Tribunal  Supremo  á  favor  del  Juzgado 
de  primera  instancia  de  Lorca,  la  competencia  suscitada  con  el  de  igual 
clase  de  Huercal  Overa  sobre  conocimiento  de  la  demanda  entablada 
por  Doña  Josefa  Santos  Pareja  contra  D.  Pedro  Sánchez  sobre  pago 
de  cantidad,  y  se  resuelve  : 

Que  fuera  de  los  casos  de  sumisión  expresa  ó  tácita,  en  los 
juicios  en  que  se  ejerciten  acciones  personales  es  Juez  competente  el 
del  lugar  en  que  debe  cumplirse  la  obligación,  según  lo  prevenido 
en  el  art.  308,  regla  I4,  de  la  ley  de  organización  del  poder  ju- 
dicial. 

Eu  la  competencia  civil  entre  el  Juzgado  de  primera  instancia 
de  Lorca  y  el  (Je  Huercal  Overa,  la  Sala  tercera  del  Tribunal  Supremo 
ha  dictado  el  auto  del  tenor  siguiente : 

Resultando  que  Doña  Josefa  Santos  Pareja,  vecina  de  Lorca,  ter- 
ritorio de  la  Audiencia  de  Albacete,  presentó  demanda  de  menor  cuan- 
tía ante  el  Juez  de  primera  instancia  de  aquella  ciudad,  reclamando 
de  í).  Pedro  Sánchez  y  Parra,  vecino  de  Huercal  Overa,  territorio 
de  la  Audiencia  de  Granada,  la  cantidad  de  3.000  rs.  que  le  prestó 
graciosamente,  según  pagaré  firmado  en  Lorca  á  13  de  Octubre 
de  1874: 

Resultando  que  con  dicho  pagaré  acompañó  la  demandante  dos 
cartas  de  D.  Pedro  Sánchez  Parra,  fechas  en  10  de  Agosto  y  22  de 
Octubre  de  1875,  en  que  éste  manifestaba  á  su  acreedora  que  pasada 
á  Lorca  para  liquidar  su  cuenta,  cartas  reconocidas  como  ciertas  por  el 
mismo: 

Resultando  que  no  habiéndolo  verificado  Sánchez  Parra,  Doña  Jo- 
sefa Santos  Pareja  presentó  la  demanda  referida,  con  la  cual  fué  citado 
y  emplazado  aquel  por  medio  de  exhorto  que  el  Juez  de  Lorca  dirigió 
al  de  Huercal  Overa,  al  que  acudió  el  deudor  proponiéndole  que  requi- 
riese de  inhibición  al  exhortante,  como  lo  verificó,  promoviéndose  el 
presente  conflicto  jurisdiccional: 

Resultando  que  perteneciendo  ambos  Juzgados  á  territorio  de  dis- 
tintas Audiencias,  los  dos  remitieron  sus  actuaciones  para  la  decisión 
de  la  competencia  á  este  Supremo  Tribunal,  donde  se  ha  oidoal  Minis- 
terio público: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Joaquín  José  Cervino  : 
Considerando  que  fuera  de  los  casos  de  sumisión  expresa  ó  tácita, 
en  los  juicios  en  que  se  ejerciten  acciones  personales  es  Juez  compe- 
tente el  del  lugar  en  que  deba  cumplirse  la  obligación,  según  lo  pre- 
venido en  el  art.  308,  regla  Ia  de  la  ley  de  organización  del  poder  ju- 
dicial : 

Considerando  que  en  las  dos  cartas  reconocidas  por  el  demandado 
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ántes  de  que  venciera  el  pagaré  se  obligó  á  liquidar  en  Lorca  el  con- 
trato ú  obligación  que  tenia  con  la  demandante,  único  sobre  que  versa 
este  conflicto; 

Se  declara  que  el  conocimiento  de  estos  autos  corresponde  al  Juz- 
gado de  primera  instancia  de  Lorca,  al  que  se  remitan  unas  y  otras  ac- 
tuaciones, poniéndose  esta  decisión  en  conocimiento  del  de  Huercal 
Ovewf  con  la  certificación  oportuna  ;  y  publiquese  en  la  Gaceta  dentro 
de  los  10  dias  siguientes  al  de  su  fecha,  y  á  su  tiempo  en  la  Colección 
legislativa. 

Madrid  10  de  Abril  de  1877.  —  (  Gaceta  de  11  de  Junio  del  mismo 
año.) 


Recurso  de  casación  (18  de  Abril  de  1  «77 ).—  Reclamación 
de  bienes. —  Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Benito  Searez 
Vázquez  contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de#  la  Audiencia 
de  la  Coruña,  en  pleito  con  D.  José  María  Romero;  se  casa  y  anula  la 
sentencia,  y  se  resuelve  : 

Io  Que  el  que  enjuicio  afirma  un  hecho  que  cede  en  provecho  propio 
y  en  perjuicio  ajeno,  debe  probar  la  verdad  de  su  afirmación  ; 

F2°  Que  si  la  alegada  en  un  pleito  por  el  demandante  para  inva- 
lidar una  donación,  consiste  en  que  el  valor  de  los  bienes  donados  ex- 
cede de  los  500  maravedís  que  permite  la  ley  9a,  titulo  4o.  Partida  5*, 
sin  necesidad  de  insinuación;  y  según  apreciación  de  la  Sala  senten- 
ciadora no  consta  probado  el  valor  de  los  referidos  bienes,  pues  si 
bien  se  intentó  el  juicio  pericial,  éste  no  llegó  á  completarse  ni  por 
consiguiente  á  ofrecer  resultado  alguno  positivo ,  porque  discordes  los 
peritos  nombrados  por  las  partes  no  se  nombró  tercero  que  dirimiese 
la  discordia ;  y  no  obstante  esta  falta  de  prueba,  reconocida  por  la 
Sala  sentenciadora ,  y  no  constando  por  consiguiente  el  valor  de  los 
bienes  donados,  aquella  estima  que  excedía  de  los  500  maravedís,  de- 
duciéndolo, no  de  la  apreciación  de  una  prueba  más  ó  ménos  comple- 
ta, sino  de  la  misma  falta  de  prueba  por  la  discordia  de  los  peritos: 
con  tal  apreciación  se  infringe  la  ley  1R,  tit.  14,  Partida  3a,  y  el  prin- 
cipio que  consagra  de  que,  no  probando  el  actor  debe  ser  absuelto  el 
demandado ,  y  la  doctrina  que  emanada  de  aquella  y  éste  se  establece 
en  las  sentencias  del  Tribunal  Supremo. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid  ,  á  18  de  Abril  de  1877,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Caldas  de  Reyes  y 
en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Coruña  por  D.  José  María 
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Romero,  tomo  marido  do  Doña  Josefa  Magariños  Oliveira,  con  D.  Be- 
nito Searez  Vázquez  sobre  reclamación  de  bienes  : 

Resultando  que  el  Presbítero  D.  Francisco  Oliveira  Ferro  otorgó 
testamento  en  el  lugar  de  Forno  en  16  de  Mayo  de  1870,  en  el  cual, 
después  de  varios  legados,  instituyó  por  única  y  universal  heredera  en 
el  remanente  de  sus  bienes  á  su  sobrina  Doña  Josefa  Magariños  Oli- 
veira ,  casada  con  D.  José  María  Romero  :  N 

Resultando  que  en  24  de  Marzo  de  1872  el  mismo  Presbítero  otorgó 
un  codicilo,  por  el  que  legó  áD.  Benito  Searez  Vázquez  los  bienes  ob- 
jeto de  este  pleito,  y  que  en  29  de  Abril  siguiente  otorgó  una  escritu- 
ra ante  Notario  y  cinco  testigos,  por  la  cual  donó  á  D.  Benito  Searez 
Vázquez  los  mismos  bienes  para  darle  una  prueba  del  mucho  amor  y 
cariño  que  le  profesaba,  haciéndole  de  ellos  gracia  y  donación  perpe- 
tua é  irrevocable,  que  el  derecho  llamaba  ínter  vivos;  expresando  que 
dichos  bienes  se  los  habia  legado  en  codicilo  de  24  de  Marzo  anterior 
ante  el  mismo  Notario'  estableciendo  como  condiciones  que  se  reser- 
vaba durante  su  vida  el  usufructj,  y  que  á  su  muerte  adquiriría  el  do- 
natario el  dominio  absoluto,  pudiendo  desde  luégo  apoderarse  de  ellos 
con  los  efectos  que  contuvieran,  incluso  los  semovientes;  que  los  bie- 
nes no  valían  más  de  1.875  pesetas,  y  si  más  valieran  también  hacia 
donación  del  exceso  á  Searez:  que  al  ocurrir  su  muerte,  ó  ánles,  si  lo 
creyera  conveniente  el  donatario,  podría  mandar  ó  hacer  que  D.  José 
María  Romero  extrajese  ó  desalojase  un  hórreo  que  por  gracia  del  do- 
nante había  colocado  en  la  finca  llamada  Asiento;  y  que  si  alguno  de 
los  herederos  instituidos  en  su  testamento  de  16  de  Mayo  de  1870,  ó 
que  por  su  revocación  instituyera  en  lo  sucesivo,  fuera  contra  lo  esti- 
pulado en  la  donación,  se  entendiera  de  hecho  desheredado,  pasando  la 
parte  de  herencia  en  que  la  institución  consistiera  al  donatario  D.  Be- 
nito Searez,  terminando  el  donante  con  la  manifestación  de  que  no  te- 
nia herederos  forzosos  ni  la  donación  era  inmensa,  cabiendo  dentro  de 
lo  que  las  leyes  permitían  donar : 

Resultando  que  D.  Francisco  Oliveira  falleció  en  6  de  Octubre  de 
dicho  año  1872,  y  que  D.  Benito  Searez,  fundado  en  la  escriturado 
donación,  solicitó  y  obtuvo  los  bienes  de  la  misma,  habiéndola  obte- 
nido igualmente  la  heredera  Doña  Josefa  Magariños  de  los  demás  bie- 
nes de  dicho  Presbítero;  y  que  seguido  pleito  entre  ambos  sobre  nuli- 
dad del  codicilo  otorgado  por  D.  Fraucisco  Oliveira  fué  declarado  vá- 
lido: 

Resultando  que  D.  José  María  Romero,  como  marido  de  Doña  Jose- 
fa Magariños  Oliveira,  entabló  la  demanda  objeto  de  este  pleito,  recla- 
mando los  bienes  en  que  consistía  la  donación;  fundado  en  que  el 
Presbítero  Oliveira  se  hallaba  A  otorgarla  incapacitado  para  contratar 
por  estar  desmemoriado  á  consecuencia  de  un  accidente  apoplético  que 
eriurbó  sus  facultades  mentales;  y  en  que  además  era  nula,  por  ha- 
erse  otorgado  sin  la  correspondiente  insinuación,  excediendo  el  va- 
lor de  los  bienes  donados  de  la  suma  de  500  maravedís  de  oro,  tipo  se- 
ñalado por  la  ley  de  Partida : 

Resultando  que  D.  Benito  Searez  Vázquez  contestó  á  la  demanda 
pidiendo  que  se  le  absolviera  de  ella,  con  imposición  de  costas  y  per- 

Setuo  silencio  al  demandante,  declarando  á  la  voz  que  Doña  Josefa 
tagarinos,  por  el  mero  hecho  do  haberla  entablado,  habia  perdido  el 
derecho  que  tenía  á  la  herencia  de  D.  Francisco  Oliveira,  y  pasado  al 
demandado,  condenándole  en  su  consecuencia  á  entregársele  con  los 
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frutos  desde  la  muerte  del  testador,  sobre  lo  cual  le  reconvenía;  soste- 
niendo que  D.  Francisco  Oliveira  se  hallaba  en  la  integridad  desús  fa- 
cultades mentales:  que  la  donación  inter  vivos  era  irrevocable,  y  los 
bienes  en  ella  comprendidos  no  pertenecían  \ a  á  la  herencia  del  do- 
nante; y  que  el  Presbítero  Oliveira,  asi  comí»  era  árbilro  de  don¿r  los 
bienes  que  donó  al  demandado,  podia  también  imponer  al  heredero  la 
cláusula  por  virtud  de  la  cual  éste  había  perdido  la  herencia  : 

Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes  sobre  el  valor 
de  los  bienes  objeto  de  la  donación,  se  intentó  sólo  la  pericial,  que  no 
se  realizó,  porque  discordes  los  peritos,  puesto  que  el  nombrado  por  el 
demandante  los  valoró  en  55.151  pesetas,  y  el  del  demandado  en  1 .900, 
no  llegó  á  nombrarse  tercero  que  dirimiese  la  discordiar 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  sentencia,  que 
contírmó  en  18  de  Febrero  de  1876  la  Sala  de  lo  civil  de  Ja  Audiencia 
de  la  Cpruña,  declarando  que  D.  Francisco  Oliveira  Ferro,  al  otorgar 
la  escritura  de  donación  de  29  de  Abril  de  1872  en  favor  de  D.  Benito 
Searez  Vázquez,  estaba  en  condiciones  de  capacidad  para  otorgarla, 
siendo  válida  y  eficaz  dicha  escritura  hasta  la  cantidad  de  500  niara- 
vedis  de  oro  establecida  por  la  lev  9a,  tít.  4o  de  ta  Partida  5a,  ó  sea  su 
equivalencia  en  nuestra  moneda  de  25.600  rs.,  por  tener  para  el  exceso 
el  defecto  de  falta  de  insinuación,  y  ser  por  consiguiente  por  él  nula 
en  beneficio  de  la  heredera  Doña  Josefa  Magariños  Oliveira,  como  tal 
instituida  en  su  testamento  de  16  de  Mayo  de  1870;  y  en  su  consecuen- 
cia, p;ira  poder  separar  y  determinar  la  parte  que  á  cada  uno  de  estos 
interesados  hubiera  de  corresponder,  se  procediera  en  el  período  de 
ejecución  da  sentencia  al  avalúo  y  división  correspondientes  por  medio 
de  peritos  elegidos  por  las  partes  y  tercero  en  caso  de  discordia,  con 
arreglo  á  lo  dispuesto  en  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  absolviendo  al 
demandante  en  cuanto  á  la  reconvención  contra  él  propuesta  por  el  de- 
mandado en  su  escrito  de  contestación  á  la  demanda,  sin  hacer  espe- 
cial condenación  de  costas: 

Resultando  que  D.  Benito  Searez  Vázquez  interpuso  recurso  de  ca- 
sación por  haberse  infringido  á  su  juicio: 

Io  Al  coartar  la  Sala  sentenciadora  la  voluntad  del  donante,  que  no 
tenía  herederos  forzosos  ni  posibilidad  de  tenerlos  atendida  su  avanza- 
da edad  y  su  carácter  sacerdotal,  la  ley  8a,  tít.  4o  de  la  Partida  5a,  que 
coexiste  y  es  perfectamente  compatible  con  la  siguiente  en  que  esta- 
blece la  insinuación  para  casos  y  situaciones  distintas: 

2o  La  ley  siguiente  9a  del  tít.  4o  de  la  Partida  5a,  que  al  establecer 
las  insinuaciones  para  ciertas  donaciones,  no  todas,  si  pasasen  de  500 
maravedís  de  oro,  no  tuvo  más  objeto  que  prevenir  la  ruina  de  los  pró- 
digos y  dadivosos  en  demasía,  y  cuando  el  donante  reservaba  durante 
los  dias  de  su  vida  el  usufructo  de  lo  donado,  había  más  que  una  ver- 
dadera donación,  una  promesa  de  donar,  y  siendo  entónces  ó  imposi- 
ble ó  de  todo  punto  inútil  la  insinuación,  no  era  lógico  ni  procedente 
sostener  la  aplicación  rígida  de  la  referida  ley,  doctrina  sancionada 
por  las  sentencias  de  este  Supremo  Tribunal  de  23  de  Diciembre  de  1857 
y  16  de  Diciembre  de  1862,  en  la  que  se  establece  que  no  se  necesita  la 
formalidad  de  la  insinuación  cuando  lo  donado  se  da  con  la  limitación 
y  gravámen  de  usufructo,  y  cuando  el  donante  impone  al  donatario  la 
obligación  de  mantenerle  durante  su  vida: 

3o  Al  consignar  que  no  estaba  probado  legalmente  el  valor  de  los 
bienes  donados,  y  estimar  sin  embargo  la  nulidad  de  la  donación  en 
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cuanto  excedía  de  500  maravedís  de  oro  ,  dándose  además  la  particu- 
laridad de  que  se  dejara  para  el  período  de  ejecución  de  sentencia 
averiguar  )a  existencia  y  cuantía  de  ese  exceso,  cuando  á  priori  de- 
biera constar  en  los  autos,  las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo 
de  23  de  Diciembre  de  1857  y  2  de  Diciembre  de  1862 ,  que  establecen 
que  no  puede  anularse  por  falta  de  intervención  judicial  cuando  no 
consta  que  excede  de  500  maravedís  de  oro ,  esto  es ,  no  probándose  en 
autos  que  el  valor  de  los  bienes  donados  excede  de  la  cantidad  seña- 
.  lada  en  la  ley  9a,  tit.  4o  de  la  Partida  5' ;  el  axioma  jurídico  adore  non 
probante  reus  es t  absolvendus,  reconocido  por  diversas  sentencias  de 
este  Supremo  Tribunal .  entre  ellas  la  de  9  de  Julio  de  1847  en  que  se 
establece  que  la  absolución  de  la  demanda  es  procedente  y  justa  cuando 
el  demandante  no  ha  probado  su  acción ,  la  de  15  de  Julio  de  1848  en 
que  se  determina  que  no  probando  el  actor  su  demanda  debe  ser  ab- 
suello  el  demandado  ;  la  de  29  de  Marzo  de  1858,  en  que  se  recuerda 
que  la  ley  Ia,  tít.  14  de  la  Partida  Ia,  manda  dar  por  quito  al  deman- 
dado, de  las  cosas  que  no  fueren  probadas  contra  61 ;  la  de  (3  de  Oc- 
tubre de  1856,  en  que  se  fija  que  la  absolución  de  la  demanda  es  la  con- 
secuencia legal  de  la  falta  de  prueba  por  el  demandante ,  y  por  último 
Ja  de  12  de  Julio  de  1864,  en  que  se  dicé  que  no  justificándose  la  peti- 
ción del  demandante  procede  de  hecho  la  absolución  de  la  demanda; 
sentencias  todas  infringidas,  así  como  la  ley  Ia,  tít.  14  de  la  Partida  3a, 
que  está  vigente: 

4o  Al  prescindir  la  Sala  sentenciadora  del  codicilo  de  24  de  Marzo 
de  1874  en  que  D.  Francisco  Oliveira  legaba  á  D.  Benito  Searez  los 
bienes  objeto  luégo  de  la  donación' y  del  litigio,  la  última  voluntad  del 
testador,  ley  suprema  en  cuanto  á  la  disposición  de  sus  bienes: 

5°  Y  en  cuanto  la  sentencia  absolvía  al  demandante  de  la  reconven- 
ción para  que  se  hiciera  efectiva  la  cláusula  penal  de  desheredación 
establecida  en  la  escritura  de  29  de  Abril  de  1872  si  llegaba  el  caso  de 
que  cualquiera  desús  heraderos  voluntarios  fuera  contra  lo  estipulado 
en  ella  ,  la  ley  del  contrato  en  el  cual  podia  D.  Francisco  Oliveira  se- 
ñalar reglas  y  establecer  condiciones  á  que  hubieran  de  sujetarse  los 
herederos  voluntarios  tan  pronto  como  les  fueran  coho.  idas: 

Visto  ,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Alejandro  Benito  y  Avila: 

Considerando  que  el  que  en  juicio  afirma  un  hecho  que  cede  en  pro- 
vecho propio  y  en  perjuicio  ajeno,  debe  probar  la  verdad  de  su  afir- 
mación, que  en  el  caso  preséntela  alegada  por  el  demandante  para 
invalidar  la  donación,  consiste  en  que  el  valor  de  los  bienes  donados 
excede  de  los  500  maravedís  que  permite  la  ley  9a  ,  tit.  4o,  Partida  5a, 
sin  necesidad  de  insinuación  : 

Considerando  que  según  apreciación  de  la  Sala  sentenciadora  no 
consta  probado  el  valor  de  los  referidos  bienes,  pues  si  bien  se  intentó 
el  juicio  pericial ,  este  objeto  no  llegó  á  completarse  ni  por  consiguiente 
á  ofrecer  resultado  alguno  positivo,  porque  discordes  los  peritos  nom- 
brados por  las  partes  no  se  nombró  tercero  que  dirimiese  la  discordia: 

Considerando  que,  no  obstante  esta  falta  de  prueba,  reconocida  por 
la  Sala  sentenciadora  y  no  constando  por  consiguiente  el  valor  de  los 
bienes  donados,  aquella  estima  que  excedía  de  los  500  maravedís,  de- 
duciéndolo no  de  la  apreciación  de  una  prueba  más  ó  menos  completa, 
sino  de  la  misma  falta  de  prueba  por  la  discordia  de  los  peritos: 

Considerando  que  por  ello  ha  infrigido  la  ley  Ia,  tit.  14,  Parti- 
da 3a,  y  el  principio  que  consagra  deque  no  probando  el  actor  debo 
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ser  absuelto  el  demandado,  y  la  doctrina  que  emanada  de  aquella  y 
éste  se  establece  en  las  sentencias  de  este  Supremo  Tribunal  que  se 
citan  como  infringidas  en  el  tercer  motivo; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recur- 
so de  casación  interpuesto  por  D.  Benito  Searez  Vázquez,  y  en  su  con- 
secuencia casamos  y  anulamos  la  sentencia  que  en  (6  de  Febrero  del 
año  pasado  (fe  1876  dictó  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Co- 
ruña,  á  la  que  se  libre  orden  para  la  remisión  de  los  autos ;  y  devuél- 
vase al  recurrente  el  depósito  constituido. — (Sentencia  publicada  el  18 
de  Abril  de  1 877,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  1 8  de  Agosto  del  mismo  año.) 
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Recurso  de  mención  ( 18  de  Abril  de  4877).  —  Entrega  de  un 
testimonio  de  hijuela. —  Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Juan 
Garrido  Marrón  contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia de  Madrid,  en  pleito  con  D.  Antonio  y  Doña  Cármen  Sánchez 
Herrera,  y  se  resuelve: 

Que  la  ley  II,  til.  Io,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación  (55  de 
Toro)  que  dispone  que  la  mujer  durante  el  matrimonio  no  puede  hacer 
contrato  alguno  sin  licencia  de  su  marido,  y  la  doctrina  de  las  senten- 
cias del  Tribunal  Supremo  que  establecen  la  armonía  entre  dicha  dis- 
posición y  la  ley  1 7,  til.  U,  Partida  *tt,  que  declara  á  favor  de  la  mujer 
el  derecho  de  administrar  los  bienes  extra- dótales,  son  inaplicables  al 
caso  y  no  han  podido  ser  infringidas  por  la  sentencia  que  decide 
solamente  en  poder  de  cuál  de  los  cónyuges  que  se  hallan  separados 
en  virtud  de  demanda  de  divorcio  admitida  deben  obrar  los  títulos  de 
propiedad  de  los  referidos  bienes  parafernales. 

• 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  18  de  Abril  de  1877,  en  los  autos 
que  ante  Nós  penden  por  recurso  de  casación,  seguidos  en  el  Juzgado 
de  primera  instancia  del  distrito  del  Hospicio  y  en  la  Sala  primera  de 
lo  civil  de  ia  Audiencia  de  este  territorio  por  D.  Juan  Garrido  Marrón 
con  D.  Antonio  y  Doña  Cármen  Sánchez  Herrera,  y  por  fallecimiento 
del  D.  Antonio,  su  viuda  Doña  Ildefonsa  Polanco,  por  sí  y  en  repre- 
sentación de  sus  menores  hijos,  sobre  entrega  de  un  testimonio  de  hi- 
juela paterna  de  la  Doña  Cármen  : 

Resultando  que  en  3  de  Setiembre  de  1873  D.  Juan  Garrido  pro- 
dujo demanda  ordinaria  contra  su  esposa  Doña  Cármen  Sánchez  Her- 
rera y  hermano  de  ésta  D.  Antonio,  y  alegando  la  acción  personal,  pi- 
dió se  condenase  á  los  dos  á  hacerle  entrega  del  testimonio  de  la  hi- 
juela paterna  de  Doña  Cármen  y  de  todos  los  documentos  pertenecien- 
tes á  la  misma,  y  que  además  se  condenase  al  D.  Antonio  en  concepto 
de  testamentario  de  su  padre  D.  Diego,  á  rendirle  cuentas  de  los  inte- 
reses que  hubiera  percibido  y  entregarle  los  bienes  ó  cantidades  que 
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hubiera  correspondido  á  la  referida  Doña  Cármen  por  legítima  pater- 
na, y  las  costas: 

Resultando  que  citados  y  emplazados  los  demandados,  contestó  la 
demandada  Doña  Cármen  en  Tí  de  Abril  de  1874  y  pidió  se  la  absol- 
viese de  ella  imponiendo  á  D.  Juan  Garrido  perpetuo  silencio  y  las 
costas,  y  además  se  le  condenase  á  devolver  á  la  demandada  el  testi- 
monio de  su  hijuela  materna,  y  que  aquel  retenia  indebidamente  y  no 
habia  entregado  á  su  esposa  :  y  por  parte  de  D.  Antonio  Sánchez  se 
contestó  la  demanda  en  31  de  Agosto  de  4874,  después  de  los  escritos 
de  réplica  y  dúplica  de  los  otros  litigantes,  y  reiteró  las  mismas  pre- 
tensionesde  su  hermana  doña  Cármen  de  absolución  de  la  demanda, 
condena  al  demandante  á  perpetuo  silencio  y  las  costas : 

Resultando  que  en  virtud  del  expediente  sustanciado  en  el  Juzgado 
de  la  Universidad  de  esta  corte  Doña  Cármen  Sánchez  fué  constituida 
en  depósito  en  12  de  Enero  de  1864,  y  con  intervención  de  su  marido 
Don  Juan  Garrido  se  ratificó  dicho  depósito  en  26  de  Enero  del  mismo 
año  : 

Resultando  que  en  23  de  Febrero  de  1865  Doña  Cármen  Sánchez 
presentó  demanda  de  divorcio  en  el  Tribunal  eclesiástico  de  esta  capi- 
tal, fundada  en  sus  malos  tratamientos  por  parte  de  su  marido  1).  Juan 
Garrido,  y  practicada  prueba  de  los  hechos,  y  oído  el  Fiscal,  fué  admi- 
tida dicha  demanda  por  auto  de  26  de  Abril  del  mismo  y  se  confirió 
traslado  de  ella  al  marido  dándola  por  contestada  ;  y  posteriormente 
se  personó  en  el  juicio  D.  Juan' Garrido  en  4  de  Junio,  promoviendo 
incidente  de  pobreza  que  se  recibió  á  prueba,  quedando  dichos  autos 
sin  curso : 

Resultando  que  por  sentencia  ejecutoria  del  Juzgado  de  la  Univer- 
sidad en  21  de  Marzo  de  1864,  en  juicios  de  alimentos  reclamados  por 
Doña  Cármen  Sánchez  se  condenó  á  D.  Juañ  Garrido  á  dar  y  pagar  á 
la  referida  Doña  Cármen  16  rs.  diarios  por  vía  de  alimentos,  los  cuales 
se  harían  efectivos  con  los  intereses  ó  rédilos  que  la  correspondieran 
por  sus  hijuelas  paterna  ó  materna,  á  cuyo  fin  se  mandó  requerir  á  los 
deudores  D.  Pedro  Crende  ,  D.  Sisebuto  García  y  D.  Antonio  Sán- 
chez: 

Resultando  que  Doña  Cármen  Sánchez  solicitó  en  el  Juzgado  de  la 
Universidad  autorización  para  percibir  el  capital  del  préstamo  de  Don 
Pedro  Crende,  que  ésta  se  empeñaba  en  reducir  é  imponerlo  de  nuevo 
con  hipoteca;  su  marido  se  opuso  á  que  se  concediese  esta  autoriza- 
ción, y  se  negaba  al  mismo  tiempo  á  concedérsela  su  mujer,  por  lo  cual 
el  Juzgado  ha  providenciado  reservando  su  derecho  á  la  Doña  Cármen 
para  que  pida  y  use  de  su  derecho  en  donde  corresponda : 

Resultando  que  á  la  muerte  de  D.  Die^o  Sánchez,  padre  de  la  Doña 
Cármen,  se  formaron  cuenta  y  particiones  y  se  adjudicó  áésta  80.000 
reales  en  un  crédito  hipotecario  de  120.000  constituido  en  favor  de 
Don  Diego  por  D.  Pedro  Crende  con  interés  del  6  por  100  é  hipoteca 
de  una  casa  tahona  en  las  calles  del  Tribulete  y  Sombrerete,  números 58 
y  12,  de  la  cual  se  formó  hijuela  á  Doña  Cármen,  que  ha  sido  inscrita 
en  el  Registro  de  la  propiedad : 

Resultando  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites  la  Sala  primera 
de  la  Audiencia,  por  sentencia  de  8  de  Abril  de  1876,  confirmatoria  de 
la  del  Juez  de  primera  instancia,  absolvió  á  Doña  Cármen  y  D.  Anto- 
nio Sánchez  Herrera  de  la  demanda  propuesta  contra  los  mismos  por 
Don  Juan  Garrido:  y  condenó  á  éste  á  que  devolviese  y  entregase  á  su 
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mujer  la  Doña  Cármen  el  testimonio  de  su  hijuela  materna,  que  resul- 
taba haber  recibido  y  no  devuelto  : 

Resultando  que  D.  Juan  Garrido  y  Marrón  interpuso  recurso  de  ca- 
sación por  conceptuar  infringidas:  ' 

Io  La  ley  55  de  Toro,  ó  sea  la  II,  tit.  lib.  10  de  la  Novísima  Re- 
copilación, en  la  que  se  prescribe  eque  la  mujer  durante  el  matrimonio 
sin  licencia  de  su  marido  no  puede  facer  contrato  alguno,  y  asimismo, 
no  se  puede  apartar  y  desistir  de  ningún  contrato  que  á  ella  toque  ,  ni 
dar  por  quito  á  nadie  de  él ,  ni  puede  facer  cuasi  contrato  ni  estar  en 
juicio  haciendo  ni  defendiendo  si  la  dicha  licencia  de  su  marido  man- 
dando que  si  estuviera  por  sí  ó  por  su  Procurador  no  vala  lo  que  ficie- 
re  :  »  porque  sin  embargo  de  ser  un  hecho  indiscutible  y  cierto  que 
Doña  Cármen  Sánchez  se  encuentra  en  una  situación  anómala  y  extra- 
legal por  no  vivir  con  su  esposo  ni  hallarse  separada  de  él  por  virtud 
de  ejecutoria,  ni  tampoco  sjguiendo  contra  el  mismo  los  proceJimien- 
tos  de  divorcio  que  en  su  caso  pudieran  encaminarlos  á  la  separación,, 
la  Sala  sentenciadora  ha  conceptuado  en  contra  del  espíritu  y  hasta 
del  texto  expreso  de  la  ley,  que  la  Doña  Cármen  se  halla  facultada  para 
administrar  los  pocos  bienes  que  la  corresponden  con  absoluta  y  en- 
tera independencia  de  su  marido  : 

2o  La  jurisprudencia  establecida  por  este  Tribunal  Supremo  en  va- 
rias sentencias,  entre  las  que  puede  citarse  la  de  26  de  Octubre 
de  1863,  25  de  Noviembre  de  1864,  8  de  Octubre  de  1866,  con  respec- 
to á  que  si  bien  por  lo  expuesto  en  la  ley  16,  tít.  H  ,  Partida  4a,  y 
por  las  declaraciones  hechas  en  su  consecuencia,  corresponde  á  la  mu- 
jer la  administración  de  sus  bienes  parafernales  ,  esto  se  entiende  sin 
perjuicio  de  la  intervención  que,  según  otras  disposiciones  legales, 
debe  tener  el  marido  en  los  actos  ó  contratos  á  que  sin  su  autoriza- 
ción no  puede  aquella  concurrir  ni  celebrar  por  sí;  y  que  como  jefe 
de  la  familia  y  para  atender  á  sus  necesidades  perciba  y  disponga  «le 
los  rendimientos  de  los  expresados  bienes: 

3°  La  jurisprudencia  también  sancionada  por  este  Tribunal  Supre- 
mo en  su  sentencia  de  12  de  Marzo  de  1866,  que  contiene  la  siguiente 
decisión  :  a  corresponde  á  la  mujer  casada  el  señorío  y  la  administra- 
ción de  los  bienes  parafernales  cuando  no  los  ha  entregado  expresa- 
mente á  su  marido  con  ánimo  de  que  tenga  su  dominio  durante  el 
matrimonio; »  pero  esta  facultad  se  halla,  sin  embargo,  limitada  ó  es 
sin  perjuicio  de  la  prohibición  consignada  en  la  ley  11,  tít.  Io,  lib.  10 
de  la  Novísima  Recopilación  de  no  poder  la  mujer  celebrar  contrato 
alguno  sin  la  licencia  ó  consentimiento  de  su  marido  : 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Hilario  de  Igon: 

Considerando  que  la  ley  11,  tít.  1°,  lib.  10  de  la  Novísima  Recopi- 
lación (55  de  Toro),  que  dispone  que  la  mujer  durante  el  matrimonio 
no  puede  hacer  contrato  alguno  sin  licencia  de  su  marido,  y  la  doctri- 
na de  las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  que  establecen  la  ar- 
monía entre  dicha  disposición ,  y  la  ley  17,  tit.  14,  Partida  4*,  que  . 
declara  á  favor  de  la  mujer  el  derecho  de  administrar  los  bienes  extra  - 
dótales,  citadas  en  los  tres  fundamentos  del  recurso,  son  inaplicables 
al  caso  y  no  han  podido  ser  infringidas  por  la  sentencia  que  decide 
solamente  en  poder  de  cual  de  los  cónyuges  que  se  hallan  separados 
en  virtud  de  demanda  de  divorcio  admitida  deben  obrar  los  títulos  de 
propiedad  de  los  referidos  bienes  parafernales; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
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corso  de  casación  interpuesto  por  D.  Joan  Garrido  y  Marrón  ,  á  quien 
condenamos  en  las  costas  ,  y  á  pagar  por  razón  de  depósito  la  cantidad 
de  1 .000  pesetas,  la  que  caso  de  nacerse  efectiva,  si  mejorase  de  for- 
tuna ,  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley  ;  líbrese  á  la  Audiencia  de  esta 
corte  la  correspondiente  certificación.  —  (Sentencia  publicada  el  18  de 
Abril  de  1877,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  18  de  Agosto  del  mismo  año.) 
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86 e curso  de  casaoion  (19  de  Abril  de  i  877). — Mejor  derecho  i 
los  rienes  de  una  capellanía  laical.  —  Se  declara  por  la  Sala  prime- 
ra del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  D.  José  Laleona  contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  Zaragoza,  en  pleito  con  D.  Joaquín  María 
Cejador,  y  se  resuelve: 

\°  Que  no  habiendo  sido  objeto  del  pleito  el  extremo  relativo  á  la 
necesidad  del  título  de  elección  que  ninguno  de  los  pretendientes  pre- 
senta para  determinar  el  mejor  derecho  á  los  bienes  de  una  fundación, 
son  inaplicables  y  no  han  podido  ser  infringidas  la  ley  de  H  de  Octu- 
bre de  1820,  en  su  art.  5o ,  y  la  doctrina  de  la  sentencia  del  Tribunal 
Supremo  de  9  de  Marzo  de  4  87 1 ,  bajo  el  supuesto  de  ser  necesaria  la 
presentación  de  dicho  titulo  para  pretender  los  bienes  de  una  funda- 
ción litigiosa : 

2o  Que  el  axioma  jurídico  «  cuando  cesa  la  causa  desaparece  la  obli- 
gación y  todas  sus  consecuencias,»  no  tiene  aplicación  al  caso  en  que 
la  ley  llama  expresamente  á  la  sucesión  de  una  fundación  en  su  ar- 
tículo 2°,  al  que  sucedería  en  el  mayorazgo  si  subsistiere,  faltando  por 
lo  mismo  el  supuesto  de  la  extinción  en  dicho  concepto : 

3o  Que  el  mismo  art  2o  de  la  ley  citada  y  la  fundación,  no  se  in- 
fringen por  la  sentencia,  bajo  el  supuesto  de  que  poseyendo  un  Pres- 
bítero otro  beneficio,  estaba  incapacitado  para  suceder  en  el  patronato 
objeto  del  pleito,  si  no  se  ha  probado  que  dicho  beneficio  exigiera  resi- 
dencia ,  circunstancia  que  requiere  la  fundación,  ni  probado ,  y  pu- 
diendo  renunciarlo ,  podría  considerarse  privado  de  su  derecho  al 
referido  Presbítero ; 

4o  Que  el  llamado  axioma  de  derecho  de  que  no  se  trasmiten  los  de- 
rechos que  dependan  de  una  cualidad  personalísima,  es  inaplicable  al 
caso  en  que  adquirido  ya  un  derecho  por  el  indicado  Presbítero,  y 
dueño  de  los  bienes,  los  trasmitió  á  su  heredero  como  todos  los  de  su 
propiedad. 

75°  Que  los  artículos  2o  y  393  de  la  ley  hipotecaria  ,  que  se  rejle- 
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ren  á  la  necesidad  de  la  inscripción  de  los  documentos  que  la  requie- 
ren para  su  eficacia  enjuicio,  son  inaplicables  tratándose  de  un  pleito 
en  que  se  habia  declarado  ya  ejecutoriamente  que  el  que  presentaba  un 
testamento  de  su  hermano  ,  sin  suscribir,  era  el  heredero  y  represen- 
tante de  los  derechos  de  dicho  su  hermano. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  19  de  Abril  de  4 877,  en  los  autos 

3ue  ante  Nos  penden  por  recurso  de  casación,  seguidos  en  el  Juzgado 
e  primera  instancia  del  distrito  de  Ateca  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  de  Zaragoza  por  D.  José  Laleona  con  D.  Joaquín  María  Ce- 
jador,  subrogado  en  los  derechos  de  su  hermano  D.  Francisco,  y  el 
Ministerio  fiscal  sobre  mejor  derecho  á  la  mitad  de  los  bienes  de  una 
capellanía  laical  : 

Resultando  que  por  escritura  de  28  de  Setiembre  de  1603  Juan 
Minguijon  y  Juana  Tarragona,  su  mujer,  y  Andrés  de  Minguijon,  her- 
mano del  primero,  instituyeron  y  fundaron  un  servicio  si  quiere  dota- 
ción y  celebración  natural  de  misas  de  Jure  patronatos  laicorumy  con 
las  cargas,  obligaciones  y  limitaciones,  adhesiones  y  capítulos  entre 
otros  que  instituían,  querían  y  ordenaban  que  en  la  iglesia  de  San  Bar- 
tolomé del  lugar  de  Contamina,  y  en  la  capilla  y  altar  de  San  Bartolo- 
mé en  cada  un  año  perpetuamente  se  dijeran  208  misas  con  responso, 
repartiéndoles  en  cada  semana  cuatro  de  ellas:  que  instituían  y  orde- 
naban que  el  Presbítero  Capellán  que  tuviera  y  sirviera  dicha  celebra- 
ción de  misas,  hubiera  de  hacer  é  hiciera  continua  y  personal  residen- 
cia por  sí  mismo  con  su  casa  y  familia  en  dicho  lugar  de  Contamina  y  no 
en  otra  parte  alguna,  diciendo  y  celebrando  por  sí  mismo  dichas  mi- 
sas: que  habia  de  hacer  personal  asistencia  en  la  dicha  iglesia  en  todos 
los  oficios  divinos  que  en  ella  se  dijeran  y  celebraran  los  dias  de  fiesta 
ó  misa  y  vísperas,  y  á  las  procesiones;  y  que  la  presente  celebración 
si  quiere  Capellanía,  hubiere  de  ser  y  fuese  presbiteral,  y  no  pudiera 
ser  dada  por  los  patronos  á  persona  alguna  que  no  fuese  Presbítero  y 
de  todas  las  Sagradas  Ordenes  constituido,  del  linaje  y  parentela  de 
los  instituyentes,  de  esta  manera:  que  habiendo  Presbítero  de  Ijnaje  y 
parentela  paterna  ó  materiia  de  los  dichos  Juan  y  Andrés  Minguijon  no 
pudiera  ser  presentado  y  nombrado  otro  alguno,  y  habiendo  muchos 
de  dicho  linaje  fuera  preferido  el  más  próximo,  y  entre  los  de  un  mis- 
mo grado  el  más  próximo  por  la  parte  paterna,  y  habiendo  muchos  de 
ésta  el  más  benemérito  á  falta  de  los  del  dicho  linaje,  v  fuera  nombra- 
do el  más  próximo  pariente  del  linaje  de  los  dichos  Fray  Martin  de 
Monreal  y  Juana  do  Tarragona,  y  á  falta  de  ellos  fuese  nombrado  el 
Presbítero  de  Alhama  que  quieran  los  patronos:  nombraron  por  pa- 
tronos de  dicha  celebración  á  los  jurados  que  eran  y  por  tiempo  fue- 
ren del  lugar  de  Alhama,  y  á  los  hijos  y  descendientes  de  los  dichos 
Juan  Minguijon  y  Juana  Tarragona,  los  más  próximos  y  más  antiguos, 
y  en  falta  de  todos  ellos  á  los  hijos  y  descendientes  de  su  parentela  los 
•más  próximos  y  antiguos;  ordenaron  que  el  dicho  Capellán,  por  ser 
como  habia  de  ¿er  la  Capellanía  de  personal  residencia  no  pudiera  te-^ 
ner  otra  Capellanía,  beneficio,  Vicaría,  ni  cura  de  almas  que  requiriese  ^ 
personal  residencia  la  dicha  iglesia  del  lugar  de  Contamina  ni  otra  al- 
guna, y  si  tuviere  ú  obtuviera  la  tai  ú  otra  diferente  Capellanía  ó  be- 
neficio ó  Vicaría  ó  cura  de  almas,  el  dicho  Capellán  en  tal  caso  que- 
rían y  ordenaban  que  iysofacto  vacase  de  hecho  y  de  derecho  la  Ca- 
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pellapía  que  instituían  sin  otra  declaración  alguna,  y  en  dicho  caso  los 
patronos  presentasen  y  nombrasen  otro  Capellán  para  ella: 

Resultando  que  el  Presbítero  Capellán  de  Contamina  Mosen  Manuel 
Martínez  falleció  el  28  de  Agosto  de  1865,  habiendo  otorgado  pocos 
dias  ántes,  ó  sea  el  21  de  aquel  mes  y  año,  con  el  carácter  de  actual 

Eoseedor  de  la  Capellanía  ya  dicha,  una  escritura  de  división  do  sus 
ienes  con  el  Síndico  del  Ayuntamiento  en  representación  del  inme- 
diato sucesor  conocido: 

Resultando  que  en  8  de  Noviembre  de  1866  compareció  D.  José  La- 
leona  pidiendo  se  llamase  por  edictos  á  cuantos  se  consideraran  coa 
derecho  A  los  bienes  de  dicha  Capellanía  ;  y  hecho  así,  se  presentaron 
el  Presbítero  de  Villalengua  Mosen  Francisco  Marco,  Blas  Martínez  y 
Don  Ventura,  O.  Cárlos y  D.  Celestino  Padilla,  y  tanto  el  Martínez 
como  los  hermanos  Padilla  nada  pidieron  ni  alegaron,  por  lo  que  la 
cuestión  de  mejor  derecho  y  preferencia  á  bienes  de  esta  Capellanía  se 
ha  sostenido  entre  D.  José  Laleona  y  Mosen  Francisco  Marco  . 

Resultando  que  D.  José  Laleona,  en  su  demanda  y  demás  alegacio- 
nes pretendía  se  le  declarase  el  dominio  en  todos  los  bienes  pertene- 
cientes á  la  Capellanía,  fundándose  principalmente  en  que  descendien- 
te de  los  fundadores  era  preferido  por  las  cláusulas  de  la  fundación  á 
Mosen  Francisco  Marco,  que  aunque  Presbítero,  tenía  la  incompatibi- 
lidad proveniente  de  gozar  de  otro  beneficio  en  la  iglesia  parroquial 
de  Villalengua  ;  lo  que  contradijo  Mosen  Francisco  Marco,  sooteniendo 
que  se  le  declarase  el  derecho  á  la  mitad  de  los  bienes  como  inmediato 
sucesor  del  último  poseedor  Mosen  Manuel  Martínez,  ya  porque  su  pa- 
rentesco era  más  inmediato  que  el  de  Laleona,  ya  porque  era  Presbíte- 
ro, circunstancia  de  marcada  preferencia  según  la  fundación,  ya  por- 
que el  beneficio  simple  y  renunciable  que  gozaba  en  Villalengua  uo 
era  impedimento  para  pretender  la  Capellanía: 

Resultando  que  después  de  practicadas  las  pruebas  que  al  intento 
conducían  por  Laleona  y  Mosen  Francisco,  éste  falleció  ántes  de  alegar 
de  bien  probado  ó  sea  en  19  de  Noviembre  de  1874,  por  lo  que  vino  á 
subrogarse  en  su  lugar  su  hermano  l).  Joaquín  Marco,  heredero  uni- 
versal para  que  dispusiera  de  la  herencia  en  sus  hijos: 

Resultando  que  en  S9  de  Setiembre  de  1875  el  Juez  de  primera  ins- 
tancia dictó. sentencia  declarando  que  la  mitad  de  los  bienes  de  la  Ca- 
pellanía de  que  se  trata  corresponde  con  la  mitad  desús  rentas  desde  que 
falleció  Mosen  Manuel  Martínez,  último  poseedor,  á  D.  Joaquín  Marco 
Cejador,  como  heredero,  en  los  términos  que  lo  era  do  su  hermano  di- 
funto Mosen  Francisco  Marco,  inmediato  sucesor  y  pretendiente,  á 
quien  se  adjudicaban  en  pleno  dominio  con  la  precisa  obligación  de 
acreditar  ántes  de  la  toma  de  posesión  de  sus  bienes,  con  certificación 
del  Diocesano,  el  importe  de  las  cargas  que  contra  sí  tenía  dicha  Ca- 
pellanía, y  la  cantidad  que  para  el  cumplimiento  de  obligación  hasta 
que  vencidas  y  satisfechas  prefijase  el  mismo  Diocesano,  desestimando^ 
como  desestimaba  la  demanda  do^D.  José  Laleona  y  los  demás  recla- 
mantes, entendiéndose  todo  sin  pe'rjuicio  de  otro  mejor  derecho;  sin- 
hacer  especial  condenación  de  costas : 

Resultando  que  remitidos  los  autos  á  la  Audiencia,  en  virtud  de> 
apelación  interpuesta  por  D.  José  Laleona,  éste,  durante  la  segunda 
instancia,  opuso  la  excepción  de  falta  de  personalidad  en  D.  Joaquín 
Marco,  fundándose  para  ello  en  que  el  testamento  presentado  para 
acreditar  que  era  heredero  de  su  hermano  D.  Francisco  carecía  del  re- 
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quisito  de  la  inscripción  en  el  Registro  de  la  propiedad  del  partido;  y 
la  Sala  déla  Audiencia,  por  auto  de  23  de  Febrero  de  1869,  declaró  no 
haber  lugar  á  lo  solicitado,  por  cuanto  la  providencia  por  la  que  se 
declaró  al  D.  Joaquín  Marco  subrogado  en  los  derechos  de  su  herma- 
no, fué  notificada  á  las  partes,  sin  que  por  la  de  D.  José  Laleonase 
hubiera  interpuesto  recurso  de  casación  alguno  dentro  del  término 
legal : 

"  Resultando  que  la  referida  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia,  por 
sentencia  de  22  de  Febrero  de  1876,  confirmó  con  las  costas  de  la  se- 
gunda instancia  la  apelada: 

Resultando  que  Ü.  José  Laleona  y  Ferrer  interpuso  recurso  de  ca- 
sación por  conceptuar  infringidas: 

I*  Bajo  el  supuesto  de  ser  estimable  la  cualidad  sacerdotal,  el  ar- 
tículo 55  de  la  ley  de  11  de  Octubre  de  1 820 ;  puesto  que  siendo  el  pa- 
tronato laical  y  electivo ,  el  sacerdote  D.  Francisco  Marco  no  podia 
aspirar  á  la  obtención  de  la  mitad  de  los  bienes  de  la  Capellanía,  en 
concepto  de  inmediato  sucesor,  sin  presentar  en  autos  el  título  de  su 
elección,  que  ni  siquiera  invocó  como  fundamento  de  su  derecho;  doc- 
trina legal  admitida  por  la  jurisprudencia,  y  en  particular  por  la  sen- 
tencia de  este  Tribunal  Supremo  de  9  de  Marzo  de  i  871 ,  que  por  con- 
siguiente  también  ha  sido  quebrantada: 

2o  En  el  propio  supuesto,  el  art.  2o  de  la  misma  ley  y  la  fundación; 
pues  no  habiendo  negado  el  recurrido  que  el  último  poseedor  D.  Ma- 
nuel Martínez  obtuvo  la  Capellanía,  no  en  concepto  de  pariente  sino 
de  sacerdote  de  Alhama,  por  no  haberlos  de  la  parentela  contemplada, 
era  indudable  que  éste  la  adquirió  en  encomienda  ó  como  previene  la 
institución  hasta  que  hubiera  sacerdote  de  dicha  familia  ;  y  siendo  esto 
así,  claro  es  que  Francisco  Marco  tenía  no  la  cualidad  de  sucesor  in- 
mediato, sino  de  poseedor  actual  de  derecho,  con  cuyo  carácter  debió 
reclamar  la  primera  mitad  de  los  bienes,  única  á  que  podia  aspirar: 

3o  El  axioma  jurídico  «de  que  desaparece  una  obligación  y  todas  sus 
consecuencias  cuando  cesa  la  causa  en  virtud  de  la  que  se  contrajo;* 
porque  sea  extinguida  la  Capellanía  que  fué  la  causa  del  llamamiento 
preferente  á  los  parientes  sacerdotes  desapareció  el  efecto,  uue  era  la 
preferencia  por  razón  de  la  última  cualidad;  semejante  llamamiento 
presbiteral  envolvía  el  contrato  innominado  Doy  para  que  hagas;  y 
habiendo  desaparecido  la  obligación  que  los  sacerdotes  elegidos  con- 
trai  «n  por  el  hecho  de  aceptar  el  nombramiento  de  rendir  y  celebrar 
por  sí  las  misas,  pues  que  la  mitad  de  los  bienes  pasó  como  libre  á  los 
herederos  del  poseedor  actual  ,  que  ya  no  son  Presbíteros,  y  el  adju- 
dicatario podia  enajenar  á  un  tercero  la  otra  mitad  ,  que  ya  no  tendría 
semejante  obligación  como  él  tampoco  la  tenía  ;  se  desprendía  que  la 
cualidad  sacerdotal  caducó  desde  el  momento  en  que  vino  ta  desvincu- 
lacion  como  inconciliable  con  las  consecuencias  inherentes  á  la  exen- 
ción del  patronato  y  á  la  condición  de  libres  que  desde  luégo  se  dió  á 
los  bienes  vinculados: 

4o  El  propio  art.  2o  de  la  ley  de  1 820  y  la  fundación,  porque  aun 
cuando  en  abstracto  se  supusiera  viva  y  estimable  la  cualidad  sacerdo- 
tal, y  en  el  Mosen  Marco  el  carácter  de  inmediato  sucesor,  en  el  cas> 
del  pleito  no  eran  de  apreciar  esas  circunstancias,  por  cuanto  la  incom- 
patibilidad con  todo  otro  beneficio  que  establecieron  los  fundadores  fué 
radical ,  constituyendo  por  consiguiente  no  una  obligación  sino  una 
condición  indispensable  pura  adquirir  la  Capellanía  : 
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5°  El  axioma  de  derecho  de  que  no  se  trasmiten  los  derechos  que  de- 
penden de  una  cualidad  personalísima,  pues  fenecida  con  la  muerte  de 
Alosen  Francisco  en  condición  de  Presbítero,  caducó  el  derecho  que  en 
su  caso  pudiera  tener;  y  no  pudo  trasmitirlo  á  su  hermano  D.  Joaquín 
á  titula  hereditario  que  este  invocó: 

6o  Los  artículos  2o  y  393  de  la  ley  Hipotecaria  vigente  á  la  sazón; 
pues  habiendo  presentado  el  D.  Joaquin  para  justificar  tal  cualidad  de 
heredero  el  testamento  de  su  difunto  hermano,  sin  inscribir»  á  pesar  de 
que  era  registrable,  debió  repelerse  por  el  Juzgado  y  por  la  Sala  de 
oficio,  por  lo  que  debe  tenerse  por  no  presentado  y  por  no  justificado 
el  derecho  hereditario  invocado  por  el  D.  Joaquin : 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Hilario  de  Igon: 
Considerando  que  no  habiendo  sido  objeto  del  pleito  el  extremo  re- 
lativo á  la  necesidad  del  titulo  de  elección  que  ninguno  de  los  preten- 
dientes ha  presentado,  son  inaplicables  y  no  han  podido  ser  infringidas 
la  ley  de  1  i  de  Octubre  de  i  820,  en  su  art.  5o,  y  la  doctrina  de  la  sen- 
tencia de  este  Tribunal  Supremo  de  9  de  Marzo  de  187f  citadas  en  el 
rimer  fundamento,  bajo  el  supuesto  de  ser  necesaria  la  presentación 
e  dicho  título  para  pretender  los  bienes  de  la  fundación  litigiosa: 
Considerando  que  se  halla  en  igual  caso  la  cita,hecha  en  el  segun- 
do fundamento  del  art.  2°  de  la  misma  ley,  en  el  sentido  de  que  el 
Presbítero  D.  Francisco  Marco  debió  reclamar  el  concepto  y  derechos 
de  poseedor  actual  y  no  de  sucesor  inmediato,  puesto  que  tampoco  se 
trabó  el  debate  en  dicho  concepto: 

Considerando  que  el  axjpma  jurídico  de  que  «cuando  cesa  la  causa, 
desaparece  la  obligación  y  todas  sus  consecuencias,*  citado  en  el  ter- 
cer fundamento  del  recurso  en  el  supuesto  de  que  extinguido  el  vincu- 
lo debe  entenderse  innecesaria  la  cualidad  de  sacerdote,  y  para  oblar 
á  la  sucesión  inmediata  no  tiene  aplicación  al  caso  en  que  la  ley  llama 
expresamente  á  dicha  sucesión  en  su  art.  2o  al  que  sucedería-  en  el  ma- 
yorazgo si  subsistiere y  faltando  por  lo  mismo  el  supuesto  de  la  extin- 
ción en  dicho  concepto : 

Considerando  que  el  mismo  art.  2o  de  la  ley  citada  y  la  fundación, 
que  se  suponen  infringidas  en  el  cuarto  fundamento  del  recurso,  en  el 
supuesto  de  que  poseyendo  el  Presbítero  citado  otro  beneficio,  estaba 
incapacitado  para  suceder  en  el  patronato  objeto  del  pleito,  no  han  si- 
do infringidos  por  la  sentencia;  puesto  que  ni  se  ha  probado  que  di- 
cho beneficio  exigiera  residencia,  circunstancia  que  requiere  la  funda- 
ción, ni  probado  ,  y  pudiendo  renunciarlo  podría  considerarse  privado 
de  su  derecho  al  Presbítero  Marco  : 

Considerando  que  el  llamado  axioma  de  derecho  citado  en  quinto 
lugar,  de  que  no  se  trasmiten  los  derechos  que  dependan  de  una  cua- 
lidad personalísima,  sería  inaplicable  á  un  caso  en  que  adquirido  ya  el 
derecho  por  el  Presbítero  y  dueño  de  los  bienes,  los  trasmitió  á  su  he- 
redero como  todos  los  de  su  propiedad  : 

Y  considerando,  por  último,  que  los  artículos  2o  y  393  de  la  ley 
Hipotecaria  citados  en  el  último  fundamento  y  que  se  refieren  á  la  ne- 
cesidad de  la  inscripción  de  los  documentos  que  la  requieren  para  su 
eficacia  en  juicio,  son  inaplicables  al  pleito  en  que  ejecutoriamente  se 
había  declarado  ya  que  D.  Joaquin  Marco  era  el  heredero  represen- 
tante de  los  derechos  de  su  hermano  en  el  mismo; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  José  Laleona  y  Ferrer,  á  quien 
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condenamos  en  las  costas.y  á  pagar  por  razón  de  depósito  la  cantidad 
de  1.000.  pesetas,  la  que  caso  de  hacerse  efectiva  si  mejorase  de  fortu- 
na, se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley  ;  líbrese  la  correspondieute  cer- 
fícicion  á  la  Audiencia  de  Zaragoza.  —  (Sentencia  publicada  el  19  de 
Abril  de  1877,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  18  de  Agosto  del  mismo  año.) 


209 

Recurso  de  casación  (20  de  Abril  de  1877).  —  Reclamación  de. 
pesetas. — Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  José  Velazquez 
Bobillo  contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
Oviedo,  en  pleito  con  D.  Manuel  Menendez  y  otros;  se  casa  y  anula  ia 
sentencia,  y  se  resuelve: 

Que  si  en  los  términos  claros  y  precisos  del  convenio  celebrado 
entre  el  demandante  y  demandados,  se  ve  su  terminante  voluntad  de 
satisfacer  por  iguales  partes  los  gastos  judiciales  necesarios  para  con- 
seguir la  apertura  del  camino  cerrado  por  un  tercero,  que  impedia  el 
paso  de  aquellos  á  sus  respectivas  fincas,  habiéndose  conseguido  el  ob- 
jeto beneficioso  para  todos  por  las  oportunas  y  reiteradas  gestiones  del 
demandante  comisionado  al  efecto,  es  indudable  la  obligación  en  que 
están  los  demandados  de  pagar  las  cantidades  invertidas  en  el  pleito, 
cumpliendo  por  su  parle  lo  pactado  como  ántes  lo  cumplió  su  encarga- 
do, y  no  apreciándolo  así  la  Sala  sentenciadora,  va  en  contra  de  lo  esti- 
pulado, infringiendo  por  tanto  el  contrato,  ley  principal  para  los  con- 
tratantes. 

* 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  20  de  Abril  de  1877,  en  los  autos 

3ue  ante  Nos  penden  por  recurso  de  casación,  seguidos  en  el  Juzgado 
e  primera  instancia  de  Cangas  de  Tineo  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  de  Oviedo  por  D.  José  Velazquez  Bobillo  con  D.  Manuel  Me- 
nendez, D.  Pedro  Pertierra  y  D.  Antonio  Yelazquez  sobre  reclamación 
de  pesetas : 

Resultando  de  documento  privado  otorgado  ante  testigos  en  I  i  de 
Setiembre  de  1870  por  D.  José  y  D.  Antonio  Velazquez,  D.  Pedro  Per- 
tierra,  por  sí  y  en  representación  de  D.  Pedro  Velazquez,  D.  Atanasio 
García,  en  nombre  de  D.  Juan  Velazquez,  ausente  en  Castilla,  y  Don 
Manuel  Menendez  Sierra,  que  después  de  manifestar  que  tenían  cues- 
tión pendiente  con  O.  Manuel  Valdés  sobre  la  apertura  ó  franquicia  de 
un  camino  sito  entre  los  huertos  del  ültimo,  y  que  para  conseguir  di- 
cha apertura  se  originarían  varios  gastos  de  justicia,  dijeron  literal- 
mente: « los  arriba  expresados  de  acuerdo,  á  una  voz  y  unánimemente, 
nos  obligamos  á  pagarlos  mancomunadamente  lo  que  corresponda  á 
cada  uno  n  partes  igu  ales  ó  persona  que. haya  su  representación  en 
nombre  de  los  anotados,  y  al  mismo  tiempo  el  oficio  de  agente  de  ne- 
gocios, el  que  salió  aprobado  en  votos  para  el  asunto  de  D.  José  Ve- 
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lasques,  y  se  constituyen  también  á  abonar  al  D.  José  cuatro  pesetas 
y  media  de  dietas  por  cada  dia  que  ocupase  ó  saliese  á  practicar  algu- 
na agencia  en  el  litigio;  entendiéndose  que  si  no  llegaba  á  terminarlo 
por  sentencia  definitiva  no  se  le  abonaría  cosa  alguna  por  este  concep- 
to, comprometiéndose  igualmente  á  satisfacer  todas  las  costas  que  á 
dicho  D.  José  Velazquez  se  le  originasen  para  hacer  efectivo  el  im- 
porte de  las  repetidas  dietas  y  gastos  judiciales  : » 

Resultando  que  en  el  mismo  dia  en  que  se  otorgó  dicho  documento 
celebró  D.  José  Velazquez  acto  conciliatorio  con  D.  Manuel  Valdés,  y 
con  fecha  23  del  propio  mes  y  año  dedujo  aquel  en  su  exclusivo  nom- 
bre contra  Valdés  demanda  ordinaria  por  las  acciones  confesoria  y  ne- 
gatoria  de  servidumbre,  exponiendo,  como  fundamentos  de  ella,  que 
al  cerrar  Valdés  aquel  camino  y  reducirá  prados  los  huertos  contiguos, 
le  había  privado  de  la  servidumbre  que  él  tenía  sobre  el  mismo  para  el 
servicio  de  cuatro  fincas  de  su  propiedad,  y  que  las  aguas  que  trajera 
para  el  riego  de  dicho  pmdo  refluían,  encharcaban  y  esterilizaban  otra 
finca  de  su  pertenencia,  sita  á  la  parte  inferior  del  mencionado  prado, 
solicitando  que  en  definitiva  se  condenase. á  Valdés  á  que  dejase  en 
franquicia  el  camino  carretero  y  á  que  desviase  las  aguas  en  términos 
que  no  refluyan  á  la  tierra  inferior:  que  habiéndose  opuesto  O.  Manuel 
Valdés  á  esta  demanda  y  seguido  el  pleito  por  todos  sus  trámites,  sen- 
tenciado por  el  Juzgado  y  por  el  Tribunal  superior  en  apelación,  é  in- 
terpuesto recurso  de  casación,  terminó  por  sentencia  de  este  Tribunal 

•  Supremo,  el  cual,  después  de  haber  casado  la«de  la  Audiencia,  condenó 
por  la  suya  de  9  de  Diciembre  de  (873  á  D.  Manuel  Valdés  á  que  abra 

♦  el  camino  cerrado,  dejando  las  cosas  en  el  ser  y  estado  que  tenian  án- 
tes  de  su  cerramiento  : 

Resultando  que  D.  José  Velazquez,  con  presentación  del  citado  do- 
cumento de  U  de  Setiembre  de  1870  y  de  las  cuentas  de  los  Procura* 
dores  que  le  representaron  en  las  tres  instancias  del  litigio  de  que  que- 
da hecho  mérito,  entabló  la  demanda  objeto  de  este  pleito,  exponien- 
do :  que  bajo  el  convenio  consignado  en  el  precitado  documento,  habia 
seguido  en  nombre  propio  contra  D.  Manuel  Valdés  el  litigio  que  en  el 
mismo  le  encomendaran  D.  Antonio  Velazquez,  D.  Pedro  Pertierra,  por 
sí  y  en  representación  de  D.  Pedro  Velazquez,  D.  Atanasio  García, 
como  representante  de  D.  Juan  Velazquez  y  D.  Manuel  Menendez,  ob- 
teniendo en  este  Tribunal  Supremo  sentencia  firme  y  favorable  al  ob- 
jeto que  se  propusieran  los  otorgantes  ,  que  suplió  de  su  bolsillo  todos 
los  gastos  judiciales  originados  en  aquel  asunto,  los  cuales,  según  las 
cuentas  que  acompañaba  de  sus  Procuradores,  ascendían  á  1.817  pese- 
tas con  82  cénts.,  y  las  extrajudiciales  de  conciliación,  testimonio  de 
éste,  consultas,  manutención  de  testigos  en  la  prueba  y  otras  cosas 
importantes  146  pesetas  25  cents.,  que  sumadas  á  la  partida  anterior 
hacían  una  de  1 .964  pesetas  7  cénts.,  de  cuya  partida,  dividida  por 
iguales  partes  entre  los  seis  otorgantes  del  documento,  segnn  lo  con- 
venido en  éste,  tocaba  satisfacer  á  cada  uno  327  péselas  34  y  medio 
céntimos  :  que  en  la  agencia  durante  el  curso  del  pleito  en  viajes  y  es- 
tancias en  Oviedo  y  esta  corte  á  la  mira  del  negocio  empleara  ¿H  dias, 
que  á  razón  de  las  4  y  media  pesetas  capituladas  importaban  1.053  pe- 
setas, que  divididas  entre  los  cinco  co-otórgantes,  correspondían  á  cada 
uno  210  con  60  cénts. ;  y  finalmente  que  sólo  D.  Atanasio  García,  en 
nombre  de  su  representado  D.  Juan  Velazquez,  le  habia  satisfecho 
las  537  pesetas  94  y  medio  céntimos  que  le  correspondían  por  los  tres 
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conceptos  expresados  de  dietas,  gastos  judiciales  y  extrajudiciales,  sin 
que  hubiese  conseguido  igual  pago  de  los  demás  co-partícipes  :  y  fun- 
dado en  la  ley  Ia,  tít.  4o,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  pidió 
se  condenase  á  los  demandados  á  satisfacerle  cada  uno  de  ellos  la  can- 
tidad de  537  pesetas  con  94  y  medio  céntimos,  y  a)  Pertierra  además 
otra  igual  suma  por  la  representación  del  D.  Pedro  Velazquez  : 

Resultando  que  D.  Antonio  Velazquez,  D.  Pedro  Pertierra  y  D.  Ma- 
nuel Menendez  impugnaron  la  demanda,  exponiendo  :  que  Menendez 
Sierra  no  otorgó  el  documento  de  1 4  de  Setiembre  de  1 870,  ni  era  suya 
la  firma  que  con  su  nombre  aparecía  en  el  mismo,  ni  autorizó  en  ma- 
nera alguna  al  demandante  para  el  objeto  que  en  aquel  se  expresa; que 
si  bien  D.  Antonio  Velazquez  y  D.  Pedro  Pertierra  otorgaron  y  firma- 
ron el  citado  documento,  no  son  responsables  de  la  reclamación  que 
les  hacia  el  aetor,  por  cuanto  éste  en  el  pleito  que  sostuvo  con  D.  Ma- 
nuel Valdés  no  ha  gestionado  en  representación  de  los  otorgantes, 
como  estaba  capitulado  en  el  referido  documento,  sino  en  nombre  pro- 
pio y  en  su  exclusivo  beneficio,  según  se  advertía  del  mismo  pleito; 
que  la  misión  de  D.  José  Velazquez  no  era  defender  únicamente  sus  in- 
tereses, sino  también  y  en  más  alto  grado  los  de  sus  comitentes  ;  que 
habiéndose  franqueado  el  camino  sólo  para  el  servicio  de  las  fincas  del 
Don  José  por  haber  éste  gestionado  en  nombre  suyo  y  no  en  el  de  sus 
comitentes,  no  estaba  ligado  al  que  también  debe  prestar  á  las  fincas 
de  los  demandados  y  á  muchas  fincas  de  su  pertenencia;  negaron  que  el 
actor  hubiese  ocupado  los  234  días  que  decia  empleó  en  el  curso  del  • 
litigio  con  Valdés  ;  y  por  último,  en  el  escrito  de  duplica  impugnaron 
la  personalidad  del  demandante  para  el  efecto  de  reclamar  las  dietas 
que  pide,  fundándose  para  ello  en  que  habiendo  ejercido  con  lucro  el 
oficio  de  agente  de  negocios  en  el  referido  pleito,  debería  justificar  y 
Tío  justifico  al  interponerse  la  presente  demanda  tener  satisfecho  el  úl- 
timo trimestre  de  contribución  de  subsidio  industrial  y  de  comercio, 
según  lo  prescrito  por  el  art.  163  del  reglamento  de  tarifas  de  7  de 
Mayo  de  1873;  concluyendo  á  que  en  definitiva  se  declarase  inadmisi- 
ble la  demanda  en  la  parte  referente  á  la  reclamación  de  dietas,  y  so- 
licitando en  todo  caso  la  absolución  de  la  misma: 

Resultando  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites,  la  Sala  de  lo  ci- 
vil de  la  Audiencia,  por  sentencia  de  15  de  Marzo  de  1876,  confirmato- 
ria de  la  del  Juez  de  primera  instancia,  absolvió  á  los  demandados  de  la 
demanda  interpuesta  por  D.  José  Velazquez : 

Resultando  que  por  parte  de  éste  se  interpuso  recurso  de  casación 
por  conceptuar  infringidas : 

Io  El  contrato  de  Io  de  Setiembre  de  1870,  que  es  ley  que  rige  en 
primer  término  el  caso. 

2o  El  principio  jurídico  que  se  deriva  de  las  leyes  20,  21  y  22,  títu- 
lo <2,  Partidas',  do  que  el  mandatario  que  cumple  su  cometido  con 
condiciones  ventajosas  para  sus  comitentes  no  falta  ni  infringe  el 
mandamiento. 

3o  La  ley  Ia,  tít.  Io,  lib.  10  de  la  Novísima  Recopilación  ,  á  la  vex 
que  la  ley  2a,  tít.  33  de  la  Partida  Ia,  que  precisa  que  el  juzgador  debe 
tomar  el  entendimiento  que  es  más  acertado  á  la  razón  y  á  la  verdad, 
toda  vez  que  más  racional  aparece  que  varios  hombres  pacten  contri- 
buir á  los  gastos  que  exige  un  pleito  cuya  ganancia  favorece  á  todos, 
sígase  á  nombre  de  uno  ó  de  todos,  que  suponer,  como  lo  hace  la  Sala 
sentenciadora,  que  el  objeto  fué  que  se  siguiese  precisamente  con  una 
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fórmula  determinaba ,  cuya  sola  omisión  bastaba  para  libertar  á  los  fa- 
vorecidos de  contribuir  á  los  dispendios  de  la  ejecutoria  favorable  á 
todos : 

4o  El  principio  de  derecho  consignado  en  varias  sentencias  de  este 
Tribunal  Supremo  de  que  nadie  puede  enriquecerse  en  perjuicio  de 
otro  torcidamente : 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Casimiro  Huerta  Murillo: 
Considerando  que  en  los  términos  claros  y  precisos  del  convenio 
celebrado  en  14  de  Setiembre  de  1870  entre  el  demandante  y  deman- 
dados, se  ve  su  terminante  voluntad,  de  satisfacer  por  iguales  partes 
los  gastos  judiciales  necesarios  para  conseguir  la  apertura  del  camino 
cerrado  por  D.  Manuel  Valdés  que  impedia  el  paso  de  aquellos  á  sus 
respectivas  fincas,  y  que  habiéndose  conseguido  el  objeto  beneficioso 
para  todos  por  las  oportunas  y  reiteradas  gestiones  de  D.  José  Velaz- 
quez, comisionado  al  efecto,  es  indudable  la  obligación  en  que  están 
los  demandados  de  pagar  las  cantidades  invertidas  en  el  pleito,  cum- 
pliendo por  su  parte  lo  pactado  como  ántes  lo  cumplió  su  encargado 
Velazquez  : 

Considerando  que  na  habiéndolo  apreciado  así  la  Sala  sentenciado- 
ra ha  ido  en  contra  de  lo  estipulado,  infringiendo  por  tanto  el  con- 
trato, ley  principal  para  los  contratantes; 

Fallarnos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  D.  José  Velazquez  Bobillo  contra  la  sen- 
tencia que  en  15  de  Marzo  de  1876  dictó  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia de  Oviedo:  en  su  consecuencia  casamos  y  aoulamosdicha  sen- 
tencia; líbrese  órden  ¿la  referida  Audiencia  para  que  remita  los  autos 
originales  ¿  los  efectos  de  la  ley  ,  y  devuélvase  al  «-ocurrente  el  depó- 
sito que  constituyó.  —  (Sentencia  publicada  el  20  ae  Abril  de  1 877  ,  é 
inserta  en  la  Gaceta  de  18  de  Agosto  del  mismo  año.) 
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ltecurso  de  casación  en  asunto  de  Ultrajnar  (21  de  Abril 
de  1877).  —  Rescisión  de  un  contrato  ó  entrega  de  pesos. —  Se  de- 
clara por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Otto  Does  contra  la  sentencia  dic- 
tada por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Santiago  de  Cuba,  en  pleito 
con  D.  Juan  Paadin,  y  se  resuelve  : 

1  *  Que  si  formulada  una  demanda  'con  las  conclusiones  alternativas 
de  que  se  condenase  al  demandado  á  que  se  prestara  á  rescindir  un  con- 
trato, ó  á  abonar  á  tercero  dia  el  precio  convenido  en  moneda  corriente 
de  oro  ó  plata,  la  Sala  sentenciadora,  consignando  las  razones  por  qué 
no  daba  lugar  á  la  primera  conclusión,  estimó  la  segunda  en  los  mis- 
mos  términos  en  que  estaba  concebida,  y  resolvió  al  propio  tiempo  la 
cuestión  del  pleito,  relativa  á  si  las  monedas  corrientes  habían  de  com- 
putarse por  el  valor  que  les  daba  el  Tesoro  y  no  tenían  en  la  plaza  en 
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la  época  del  contrato  ó  tan  sólo  por  los  valores  señalados  en  los  res- 
pectivos cuños  extranjeros  y  español,  sin  el  sobreprecio  establecido  por 
el  decreto  de  \  6  de  Marzo  de  i  874 ;  este  fallo  está  dictado  guardando 
las  reglas  prevenidas  en  los  artículos  61  y  62  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento' civil,  es  congruente  con  la  demanda  y  con  las  excepciones,  res- 
peta la  ley  del  contrato  y  se  ajusta  al  citado  decreto  de  16  de  Mano 
de  1874,  cuyo  alcance  Jijan  los  de  20  de  Mayo  y  27  de  Setiembre 
¿H875:  ' 

2o  Que  tampoco  se  infringe  la  ley  19,  tU.  Io,  libro  \0,  Novísima 
Recopilación  ,  inaplicable  cuando  no  se  trata  de  a  nueva  moneda  y  más 
valor  dado  á  una  especie  determinada  de  ella , »  sino  del  cumplimiento 
de  un  contrato  en  que  se  señala  la  moneda  con  que  el  comprador  ha  de 
satisfacer  el  precio  al  vendedor ; 

Y  3o  Que  á  la  Sala  sentenciadora  compete  apreciar  la  buena  ó  mala 
fe  de  los  litigantes;  y  que  habiendo  estimado  que  el  demandado  litigó 
con  temeridad,  hay  que  estar  á  esta  apreciación  que  recae  sobre  una 
cuestión  de  hecho. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  21  de  Abril  de  i  877,  en  el  pleito  pen- 
diente ante  Nós  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Sur  de  San- 
tiago de  Cuba  y  en  la  Audiencia  de  aquel  territorio,  por  D.  Juan  Paadin 
con  D.  Olio  Does  sobre  rescisión  de  un  contrato  ó  entrega  de  1.500 
pesos : 

•  Resultando  que  D.  Juan  Paadin  dedujo  en  12  de  Abril  de  48751a 
demanda  objeto  de  estos  autos,  exponiendo  que  en  el  mes  de  Marzo 
vendió  á  D  Otto  Does  los  escaparates,  vidrieras,  mostradores  y  demá* 
enseres  del  establecimiento  de  joyería  de  propiedad  del  demandante, 
titulado  la  Concha  de  Oro,  en  precio  de  1.500  pesos  en  moneda  cor- 
riente de  oro  ó  plata,  y  con  la  precisa  é  indispensable  condición  deque 
el  pago  habia  de  ser  al  contado:  que  en  27  de  dicho  mes  quedó  cerra- 
do definitivamente  el  contrato,  y  en  Io  de  Abril  tomó  posesión  el  com- 
prador de  los  efectos  vendidos,  que  traspasó  inmediatamente  á  su  es- 
tablecimiento, pero  sin  que  le  pagase  la  cantidad  convenida ;  y  que 
después  de  varios  requerimientos  le  habia  manifestado  que  le  pagaría 
en  monedas  extranjeras  ó  napoleones  franceses,  lo  cual  no  era  acepta- 
ble, toda  vez  que  tenían  un  enorme  descuento,  y  la  obligación  fué  en 
moneda  corriente,  que  no  lo  era  más  que  la  española;  y  haciendo  uso 
de  la  acción  personal  que  nacia  del  contrato  de  compra-venta,  pidió 
que  se  condenase  á  D.  Otto  Does  á  que  se  presentara  á  la  rescisión  del 
contrato  de  venta  de  que  quedaba  hecho  mérito,  devolviendo  en  su 
consecuencia  al  demandante  todos  los  enseres  que  habían  sido  objeto 
del  mismo,  con  más  los  daños  y  perjuicios  que  por  este  concepto  se  le 
habían  causado  y  se  le  causasen;  ó  á  que  en  el  término  de  tercero  día 
le  abonase  los  I  500  pesos  en  moneda  corriente  de  oro  ó  plata,  según 
lo  estipulado,  con  el  interés  del  19  por  100  al  año,  que  era  el  tipo  cor- 
riente en  la  plaza,  y  los  daños  y  perjuicios  con  las  costas  á  que  su  te- 
meridad y  mala  fe  habían  dado  lugar: 

Resultando  que  D.  Otto  Does  impugnó  la  demanda  en  los  dosex- 
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tremos  que  comprendía,  alegando  que  era  cierto  que  Paadin  le  vendió 
los  enseres  de  una  platería  de  que  le  hizo  entrega  el  dia  Io  de  Abril, 
en  precio  de  1.500  pesos,  pagaderos  al  contado  en  moneda  corriente; 
que  el  demandado,  sin  mediar  requerimiento  alguno,  le  ofreció  inme- 
diatamente el  pago  con  71  y  media  águilas  mejicanas,  que  no  quiso  re- 
cibir por  decir  que  no  eran  corrientes:  que  de  estos  hechos  no  se  dedu- 
cía en  derecho  la  rescisión  del  contrato  de  compra-venta,  ni  podian  de- 
ducirse fundamentos  legales  para  demandar  por  escrito  la  paga  del 
precio,  porque  las  causas  de  rescisión  eran  la  lesión  y  las  cargas  y  vi- 
cios de  la  cosa  vendida;  y  no  habiendo  habido  resistencia  al  pago,  no 
babia  razón  para  acudir  á  los  Tribunales;  no  disculpándole  las  condi- 
ciones de  las  monedas  con  que  se  ofreció  la  paga,  pues  pactado  que  se 
hiciera  en  moneda  corriente  lo  eran  el  águila  mejicana  y  el  napoleón 
francés,  según  disposición  del  Gobierno  general  de  la  isla  de  13  de 
Marzo  de  1 874,  y  que  tenia  á  disposición  del  demandante  las  71  y  me- 
dia águilas  mejicanas,  y  podia  ofrecerle  además  273  centines  españo- 
les, con  cuyas  monedas  mejicanas  ó  españolas  quedaban  cubiertos  los 
1.500  pesos  del  precio,  con  un  pequeño  exceso  que  dejaba  á  beneficio 
de  Paadin : 

Resultando  que  el  dimandante  replicó  reproduciendo  los  funda- 
mentos de  su  demanda,  á  los  que  añadió  los  que  se  desprendían  del  de- 
creto del  Gobierno  general  de  la  Habana  de  4  de  Mayo  de  1875,  inserto 
en  un  periódico  oficial  que  presentó,  por  el  que  en  atención  á  los  per- 
juicios qne  se  irrogaban  al  Tesoro  con  el  sobreprecio  que  por  el  decre- 
to de  16  de  Marzo  del  año  anterior  se  dió  ¿  las  monedas  extranjeras, 
que  no  habían  adquirido  en  la  plaza  el  valor  que  les  daba  aquella  su- 
erior  disposición,  por  más  que  el  Tesoro  las  recibiese  con  dicho  so- 
reprecio,  se  derogó  desde  el  dia  20  de  Mayo  el  decreto  de  16  de  Marzo 
del  año  anterior  en  cuanto  á  la  admisión  por  el  Tesoro  de  la  isla  de  las 
monedas  extranjeras  de  oro  y  plata,  con  el  sobreprecio  ó  tipo  señalado 
por  la  Intendencia  general  de  Hacienda  en  13  del  mismo  mes;  pero 
continuaría  libre  la  importación  de  las  expresadas  monedas,  y  se  ad- 
mitirían por  entónces  en  el  Tesoro  por  los  valores  señalados  en  sus  res- 
pectivos cuños  extranjeros,  sin  el  sobreprecio  establecido;  y  que  asi- 
mismo continuarían  admitiéndose  por  el  Tesoro  al  tipo  de  5  y  medio 
pesos  las  monedas  de  oro  españolas  de  1 00  rs.  vn.,  y  relativamente  sus 
fracciones: 

Resultando  que  al  duplicar  reiteró  el  demandado  el  ofrecimiento  de 
pagar  á  Paadin  lo  que  se  le  restaba  con  monedas  corrientes,  pero  con 
el  valor  que  tenían  en  los  momentos  de  celebrarse  el  contato;  y  acre- 
ditó haber  satisfecho  por  su  cuenta  á  D.  Calixto  Duany  216  pesos  75 
céntimos  en  oro  que  adeudaba  por  tres  meses  de  alquileres  de  la  casa 
donde  tenía  su  establecimiento: 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  sentencia  de  que 
interpuso  apelación  el  demandante,  y  que  remitidos  los  aulos  á  la  Au- 
diencia de  Santiago  de  Cuba,  presentó  en  ella  un  periódico  en  que  se 
inserta  un  decreto  del  Gobierno  superior  civil  de  27  de  Setiembre 
de  1 875,  publicado  en  la  Gaceta  de  la  Habana  del  dia  30,  por  el  que  ha- 
biendo dirigido  á  su  Autoridad  muchas  de  las  principales  casas  de  co- 
mercio de  aquella  plaza  una  razonada  exposición  solicitando  que  se 
pusiera  nuevamente  en  vigor  el  decreto  de  aquel  Gobierno  de  16  de 
Marzo  del  año  anterior,  y  derogado  en  4  de  Mayo  de  aquel,  por  el  cual 
se  concedió  una  prima  ó  sobreprecio  á  las  monedas  extranjeras,  oidos 
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los  principales  hacendados  y  comerciantes  de  la  isla,  coya  opinión  ha- 
bía sido  unánime,  y  habiéndose  tenido  en  cuenta  para  el  anterior  de- 
creto evitar  los  perjuicios  que  sufría  el  Tesoro  por  recibir  las  monedas 
extranjeras  á  mayor  precio  que  el  que  les  daba  el  público,  lo  cual  no 
existiría  desde  que  la  prima  fuera  aceptada  poréste,  y  queera  indispen- 
sable estimular  la  afluencia  de  especies  metálicas  á  los  mercados  de  la 
isla,  se  restableció  en  toda  su  fuerza  y  vigor  el  decreto  de  16  de  Marzo 
de  1 874,  por  el  cual  se  concedió  una  prima  ó  sobreprecio  á*  las  monedas 
extranjeras,  que  fué  derogado  en  4  de  Mayo  de  aquel  año,  modificán- 
dose en  lo  relativo  á  las  monedasdeoro  de  5 pesos  del  cuño  español  que 
sólo  disfrutarían  sobre  su  valor  el  premio  de  30  centavos  cada  uno, 
equiparándose  de  esta  suerte  en  lo  posible  al  que  obtenía  la  onza  de 
oro  española  ;  que  el  Tesoro  recibiría  y  daría  todas  estas  monedas  al 
tipo  que  se  fijaba  en  el  citado  decreto  de  16  de  Marzo,  con  la  modifi- 
cación que  establecía  el  presente  ;  y  que  este  mismo  tipo  regiría  en  las 
transacciones  comerciales  y  en  todas  las  operaciones  relativas  á  la  cir- 
culación de  dichas  monedas : 

Resultando  que  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  dictó  en  9  de  Di- 
ciembre de  1X75  sentencia  revocatoria  condenando  á  D.  Otto  Doesá 
entregar  á  D.  Joan  Paadin  1.500  pesos  en  término  de  tercero  día  en  mo- 
nedado oro  ó  plata  corriente,  sin  sobreprecio  al  tiempo  de  la  celebra- 
ción del  contrato  de  compra- venta  de  que  se  trata,  y  los  intereses  lega- 
les desde  Io  de  Abril  último,  descontándose  los  216  pesos  75  centa- 
vos que  Does  entregó  á  D.  Calixto  Duany  por  cuenta  de  Paadin,  y 
los  intereses  correspondientes  á  esta  suma,  imponiendo  á  dicho  Does 
las  costas  de  primera  instancia,  y  sin  expresa  condenación  de  las  de 
segunda : 

Resultando  que  D.  Otto  Does  interpuso  recurso  de  casación,  citando 
al-interponerle  y  después  en  tiempo  oportuno  en  este  Supremo  Tribu- 
nal como  infringidos : 

t°  El  art.  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  terminantemente 
previene  que  cuando  hayan  sido  varios  los  puntos  litigiosos,  se  haga 
con  la  debida  separación  el  pronunciamiento  correspondiente  á  cada 
uno  de  ellos;  toda  vez  que  la  demanda  contenia  dos  extremos,  la  res- 
cisión, y  si  el  pago  del  precio  debía  verificarse  precisamente  en  mone- 
das españolas;  y  respecto  del  primero  nada  se  decía  en  la  parte  dispo- 
sitiva del  fallo,  por  más  que  en  un  considerando,  que  no  era  el  fallo 
como  tenia  declarado  este  Supremo  Tribunal,  se  estimase  improceden- 
te; y  en  cuanto  al  segundo,  si  bien  se  condenaba  á  pagar  en  monedas 
corrientes  sin  sobreprecio,  se  dejaba  la  duda  de  si  por  tal  debia  enten- 
derse únicamente  la  moneda  española  : 

2o  Con  relación  á  este  último  extremo,  el  art.  61  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil,  que  dispone  que  las  sentencias  sean  claras  y  precisas, 
declarando,  condenando  ó  absolviendo  de  la  demanda,  sin  que  bajo 
ningún  pretexto  puedan  los  Jueces  ni  los  Tribunales  aplazar,  dilatar  ni 
negar  la  resolución  de  las  cuestiones  que  hayan  sido  discutidas  en  el 
pleito  : 

3o  La  ley  16,  tít.  22,  Partida  3a  en  todo  su  contexto,  según  la  cual 
la  sentencia  debe  guardar  entera  conformidad  con  la  demanda,  pero 
principalmente  en  su  sanción  final  que  dice  tal  juicio  en  que  non  nowt- 
braba  señaladamente  la  cosa  ó  la  cuantía  sobre  que  se  daoa>  non  seria 
valedera  ;  pues  conteniendo  la  demanda  de  Paadin  dos  extremos,  res- 
cisión ó  pago  en  moneda  española,  la  sentencia  no  hacia  pronuncia- 
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miento  sobre  lo  ano  ni  lo  otro,  sino  que  se  limitaba  á  condenar  á  Does 
á  pagar  con  monedas  corrientes  sin  sobreprecio : 

4°  Con  relación  á  la  condenación  de  costas  de  la  primera  instancia 
toda  vez  que  no  habia  obrado  con  temeridad  ,  la  ley  8a,  tit.  22  de  la 
Partida  3a  y  otras  concordantes  del  mismo  Código,  y  la  4a,  tít  49,  li- 
bro 14  de  la  Novísima  Recopilación  : 

5°  La  ley  4a,  tit.  4°,  libro  40  de  la  Novísima  Recopilación ,  toda  vez 
que  en  el  contrato  de  compra- venta  se  obligaron  las  partes  respectiva- 
mente á  pagar  y  á  recibir  el  precio  de  la  cosa  en  moneda  corriente  de 
oro  ó  plata,  sin  calificación  especial  de  moneda  ni  exclusión  ni  califi- 
cación especial ,  según  lo  habia  resuelto  la  Sala  sentenciadora,  que  al 
mandarlo  quebrantaba  la  ley  del  contrato,  que  lo  era  la  voluntad  ex- 
presa de  los  contratantes,  y  por  tanto  la  que  quedaba  citada: 

6o  La  ley  19,  tit.  Io,  lib.  40  de  la  Novísima  Recopilación,  en  cuanto 
dispone  que  no  habiéndose  capitulado  especialmente  al  tiempo  del 
contrato  la  especie  en  valor,  clase  y  ley  de  la  moneda,  se  podían  sa- 
tisfacer las  obligaciones  con  las  que  estuvieran  labradas  ó  se  labrasen 
y  conforme  al  valor  que  se  las  daba  en  la  ley  : 

Y  7o  El  decreto  de  i 6  de  Marzo  de  4  874,  expedido  en  uso  de  las  fa- 
•  cu  Hades  extraordinarias  de  que  se  hallaba  investida  por  la  Autoridad 
superior  civil  de  la  Isla  de  Cuba  ,  por  el  cual  no  sólo  se  declaró  libre  y 
legítima  la  importación  de  monedas  extranjeras,  entre  otras,  france- 
sas y  mejicanas,  sino  que  hasta  se  les  asignó  un  sobreprecio,  lo  cual  las 
investía  del  título  de  corrientes  y  á  más  del  de  privilegiadas,  toda  ve¿ 
que  la  sentencia  excluía  en  su  fallo  de  la  moneda  corriente  la  que 
tenía  sobreprecio: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Felipe  Viñas : 
Considerando  que  la  sentencia  recurrida  no  infringe  las  leyes  y  dis- 
posiciones citadas  en  los  motivos  4  o,  2o,  3o,  5o  y  7o,  porque  formulada 
la  demanda  con  las  conclusiones  alternativas  de  que  se  condenase  al 
demandado  á  que  se  prestara  á  rescindir  el  contrato,  ó  á  abonar  á  ter- 
cero dia  el  precio  convenido  en  moneda  corriente  de  oro  ó  plata,  la 
Sala  sentenciadora,  consignando  las  razones  por  qué  no  daba  lugar  á 
la  primera  conclusión,  estimó  la  segunda  en  los  mismos  términos  en 
que  estaba  concebida ,  y  resolvió  al  propio  tiempo  la  cuestión  del 
pleito,  relativa  á  si  las  monedas  corrientes  habían  de  computarse  por 
el  valor  que  les  daba  el  Tesoro  y  no  tenían  en  la  plaza  en  la  época  del 
contrato  ó  tan  sólo  por  los  valores  señalados  en  los  respectivos  cuños 
extranjeros  y  español,  sin  el  sobreprecio  establecido  por^l  decreto  de 
46  de  Marzo  de  4874  : 

Considerando  que  este  fallo,  por  consecuencia,  esta  dictado  guar- 
dando las  reglas  prevenidas  en  los  artículos  61  y  62  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil,  es  congruente  con  la  demanda  y  con  las  excepcio- 
nes, respeta  la  ley  del  contrato  y  se  ajusta  al  citado  decreto  de  16  de 
Marzo  de  487*,  cuyo  alcance  fijan  los  de  20  de  Mayo  y  27  de  Setiembre 
de  4875  : 

Considerando  que  tampoco  ha  sido  infringida  la  ley  49,  tít.  4°,  li- 
bro 40,  Novísima  Recopilación  citada  en  el  sexto  motivo,  cuyo  carác- 
ter transitorio  y  de  circunstancias  que  ninguna  analogía  tienen  con  las 
del  presente  pleito,  le  hacen  inaplicable  al  mismo,  puesto  que  no  se 
trata  da  «  nueva  moneda  y  más  valor  dado  á  una  especie  determinada 
de  ella  ;  »  sino  del  cumplimiento  de  un  contrato  en  que  se  señala  la 
moneda  con  que  el  comprador  ha  de  satisfacer  el  precio  al  vendedor: 
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Considerando,  por  último,  respecto  al  coarto  motivo,  que  á  la  Sala 
sentenciadora  compete  apreciar  la  buena  ó  mala  fe  de  los  litigantes,  y 
que  habiendo  estimado  que  D.  Otto  Does  litigó  con  temeridad,  hay 
que  estar  á  esta  apreciación  que  recae  sobre  una  cuestión  de  hecho  ; 

Fallamos  qye  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Otto  Does,  á  quien  condenamos 
en  las  costas ;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Santiago  de  Cuba  la  certifi- 
cación correspondiente. — ( Sentencia  publicada  el  21  de  Abril  de  1877, 
é  inserta  en  la  Gaceta  de  13  de  Agosto  del  mismo  año.) 
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Recurso  de  casación  (21  de  Abril  de  1877). — Indemnización 
de  perjuicios.  —  Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo 
no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Miguel  Al-  " 
dabó  contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
Valencia,  en  pleito  con  la  Sociedad  del  ferro-carril  de  Almansa  á  Va- 
lencia y  Tarragona  y  D.  José  Campo,  y  se  resuelve  : 

Io  Que  al  establecer  el  art.  221  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  el 
principio  de  que  ¿odas  las  contiendas  entre  partes  en  reclamación  de 
un  derecho  que  no  tengan  señalada  tramitación" especial,  serán  ventila- 
das enjuicio  ordinario,  no  se  opone  al  237,  que  admite  como  excepción 
dilatoria  la  litis -pendencia  en  otro  Juzgado  ó  Tribunal  competente; 
por  lo  que  el  auto  estimando  la  expresada  excepción  no  infringe  nin- 
guno de  los  mencionados  artículos  i 

2o  Que  tampoco  infringe  la  doctrina  legal  de  que  la  excepción  de 
lilis  -pendencia  no  tiene  otro  objeto,  además  de  evitar  gastos,  que  el  de 
que  la  sentencia  que  recaiga  en  un  pleito  no  produzca  en  el  otro  excep- 
ción de  cosa  juzgada,  si  resulta  que  la  Sala  ha  estimado  la  litis-pen- 
dencia de  acuerdo  con  la  expresada  doctrina : 

3o  Que  la  ley  3a,  til.  16,  Partida  V,  en  que  se  expresa  «quien puede 
demandar  enmienda  del  engaño,  ante  quién  y  á  qué  personas»  no  pue- 
de infringirse  por  un  auto  que  resuelve  una  cuestión  de  procedimiento 
sin  ninguna  declaración  de  fondo ; 

Y  4o  Que  no  habiéndose  resuelto  sobre  la  demanda  de  indemnización 
de  daños,  no  es  posible  deducir  que  se  perjudique  al  recurrente,  en- 
riqueciéndose los  recurridos  en  su  daño. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid  ,  á  21  de  Abril  de  1877,  en  los  autos 
aue  ante  Nós  penden  por  recurso  de  casación,  seguidos  en  el  Juzgado 
de  primera  instancia  del  Cuartel  de  Serranos  y  en  la  Sala  de  lo  civil 
de  la  Audiencia  de  Valencia  por  D.  Miguel  Aldabó  y  Basart  con  la  So- 
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ciedad  de  los  ferro-carriles  de  Almansa  á  Valencia  y  Tarragona  y  Don 
José  Campo,  sobre  indemnización  de  perjuicios,  hoy  excepción  dilato- 
ria de  litis-pendencia: 

Resultando  que  D.  Miguel  Aidabó,  accionista  y  obligacionista  de  la 
Sociedad  de  ferro -carriles  de  Almansa  á  Valencia  y  Tarragona,  pro- 
movió demanda  basada  en  la  acción  de  dolo  contra  la  expresada  Socie- 
dad y  en  su  nombre  la  Administración  social  ó  gerencia  de  la  misma 
y  contra  D.  José  Campo,  constructor  del  camino  de  hierro  de  la  ciudad 
de  Valencia  á  Tarragona,  y  para  que  la  declarase  responsable  soli- 
dariamente de  los  perjuicios  causados  por  los  actos  dolosos  que  se  con- 
signan en  el  escrito  de  demanda,  no  produzca  ningún  efecto  legal  el 
reconocimiento  hecho  hasta  ahora  por  la  expresada  Dirección  ó  geren- 
cia del  llamado  Crédito  de  construcción,  acordándose  deberá  fijarse  el 
anterior,  procediéndose  á  la  debida  y  legal  liquidación  de  la  cuenta 
del  constructor  D.  José  Campo,  practicándose  lo  demás  que  expresa  y 
i ondenando  en  definitiva  á  los  demandados  al  abono  de  cuantos  daños 
y  perjuicios  justificase  el  demandante  haberse  irrogado  con  los  actos 
denunciados  y  con  el  dolo: 

Resultando  que  conferido  traslado  de  la  demanda  á  la  referida  So- 
.  ciedad  de  los  ferro-carriles  de  Almansa  á  Valencia  y  á  D.  José  Campo, 
y  emplazándose  al  Director  gerente  de  la  primera,  se  personó  éste  pro- 
poniendo la  excepción  dilatoria  de  litis- pendencia,  fundándose  en  el 
hecho  de  haber  acudido  dicha  Sociedad  al  Juzgado  de  primera  instan- 
cia del  distrito  del  Mercado,  pretendiendo  la  declaración  de  hallarse 
en  suspensión  de  pagos,  con  arreglo  a  las  disposiciones  de  la  ley  de  12 
de  Noviembre  de  1869,  haber  sido  declarado  en  esa  situación  y  presen- 
tando una  proposición  de  convenio  que  fué  aprobada  por  el  Juzgado  y 
declarado  obligatorio  para  todos  los  acreedores  por  sentencia  de  5  de 
Febrero  de  1872,  de  cuya  resolución  apeló  el  hoy  demandante  D  Mi- 
guel Aldabó  y  otros  obligacionistas,  hallándose  los  autos  originales  en 
la  Audiencia  pendientes  de  resolución;  y  concluyó  pidiendo  se  decla- 
rase que  la  Sociedad  de  ferro-carriles  de  Almansa  á  Valencia  y  Tar- 
ragona no  venia  obligada  á  contestar  la  demanda  propuesta  por  D.  Mi- 
guel Aldabó,  condenándose  en  costas  á  éste: 

Resultando  que  D.  José  Campo  propuso  también  la  expresada  ex- 
cepción dilatoria  de  litis-pendencia,  reproduciendo  los  fundamentos 
de  hecho  y  de  derecho  en  que  la  apoya  la  representación  del  gerente 
de  la  Sociedad  de  ferro-carriles  de  Almansa  á  Valencia  pidiendo  igual- 
mente la  declaratoria  de  aquella  con  expresa  condenación  de  costas  al 
demandante,  y  que  no  venia  obligado  á  contestar  la  demanda: 

Resultando  que  conferido  traslado  al  actor  por  término  de  tres  días, 
se  opuso  á  la  excepción  propuesta,  aunque  reconociendo  los  hechos 
expuestos  por  los  demandados  de  haberse  declarado  en  suspensión  de 
pagos  á  la  Sociedad  de  ferro-carriles  de  Almansa  á  Valencia  y  Tarra- 
gona y  aprobado  judicialmente  la  proposición  de  convenio  que  como 
consecuencia  presentó,  asi  como  la  apelación  interpuesta  á  la  aproba- 
ción por  el  mismo  actor  y  otros  obligacionistas;  y  pidió  que  se  deses- 
timase con  expresa  condenación  de  costas  dicha  excepción  ddatoria  de 
litis-pendencia:  , 

Resultando  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites,  la  Sala  de  lo  ci- 
vil de  la  Audiencia  por  auto  de  21  de  Febrero  de  1876  revocando  el 
•del  Juez  de  primera  instancia,  declaró  haber  lugar  á  la  excepción  dila- 
toria de  litis-pendencia  propuesta  por  la  Sociedad  de  ferro-carriles  do 
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Al  mansa  á  Valencia  y  Tarragona,  y  el  constructor  del  camino  D.  José 
Campo;  y  en  su  virtud  que  no  vienen  obligados  á  contestar  la  deman- 
da interpuesta  contra  los  mismos  por  D.  Miguel  Aldabo  en  4  de  Mayo 
de  4875  sin  especial  condenación  de  costas: 

Resultando  que  D.  Miguel  Aldabó  interpuso  recurso  de  casación 
por  conceptuar  infringidos : 

<°  El  art.  237  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  por  cuanto  no  tra- 
tándose en  la  apelación  del  convenio  del  mismo  objeto  que  en  la  de- 
manda de  dolo  deducida  por  el  recurrente,  no  cabe  se  dé  lugar  á  la 
litis-pendencia:  , 

2o  La  doctrina  legal  relativa  á  la  litis  pendencia,  pues  según  ella 
esta  excepción  no  tiene  otro  objeto,  además  de  evitar  gastos  y  costas 
inútiles,  que  impedir  que  la  sentencia  que  recaiga  en  un  pleito  produz- 
ca en  el  otro  excepción  de  cosa  juzgada,  ó  que  en  dos  pleitos  entabla- 
dos con  un  mismo  objeto,  recaigan  sentencias  contradictorias,  lo  cual, 
no  cabe  que  suceda  en  el  presente  caso: 

3o  La  doctrina  sentada  por  este  Tribunal  Supremo  en  la  decisión 
de  5  de  Marzo  de  1863,  según  la  que,  áun  concediendo  que  el  objeto  de 
ambos  pleitos  fué  el  mismo,  figurando  en  ellos  personas  distintas,  pue- 
den serlo  asimismo  sus  excepciones  las  pruebas  y  las  sentencias,  sin 
que  por  ello  impliquen  contradicción  : 

4o  La  ley  3a,  tit.  16,  Partida  7a,  que  establece  que  el  perjudicado 
con  el  dolo  tiene  derecho  á  exigir  á  sus  autores  la  iudemnizacion  de  los 
perjuicios  causados  : 

5°  El  principio  sentado  en  el  art.  221  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  según  el  cual  las  contiendas  entre  partes  en  reclamación  de  un 
derecho  que  no  tengan  señalada  tramitación  especial  han  de  ser  ven- 
tiladas en  juicio  ordinario  ;  puesto  que  por  la  ley  de  12  de  Noviembre 
de  1869  se  estableció  tramitación  especial  para  el  caso  en  que  fueran 
declaradas  las  Compañías  de  ferro-carriles  en  estado  de  suspensión  de 
pagos  ;  mas  ni  dicha  ley  ni  ninguna  otra  se  ha  establecido  que  las  cues- 
tiooes  á  que  den  origen  los  actos  dolosos  de  las  mismas  y  un  terceto  se 
ajustan  á  las  reglas  prescritas  para  la  sustanciacioa  de  la  suspensión 
de  pagos  de  estas  empresas : 

6°  La  doctrina  legal  de  que  á  nadie  es  licito  enriquecerse  en  perjui- 
cio de  otro  ;  porque  la  sentencia  recurrida  que  imposibilita  el  natural 

Íirogreso  de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Miguel  Aldabó  contra  Don 
osé  Campo  reclamándole  indemnización  de  los  perjuicios  que  le  causa- 
ra con  ciertos  actos  dolosos,  contradice  dicha  doctrina  y  principio 
legal,  privando  á  D.  Miguel  Aldabó  el  ejercicio  de  un  derecho  indis- 
putable : 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Fermín  de  Muro  : 
Considerando  que  al  establecer  el  art.  221  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  el  principio  de  que  todas  las  contiendas  entre  partes  en 
reclamación  de  un  derecho  que  no  tenga  señalada  tramitación  espe- 
cial, serán  ventiladas  enjuicio  ordinario,  no  se  opone  al  237  que  admi- 
te como  excepción  dilatoria  la  litis-pendencia  en  otro  Juzgado  ó  Tri- 
bunal competente,  por  lo  que  el  auto  recurrido  estimando  la  expresada 
excepción  do  Ütis-penJencia  no  infringe  ninguno  de  los  mencionados 
artículos : 

Considerando  que  tampoco  infringe  la  doctrina  legal  de  que  la  ex- 
cepción de  litis-pendencia  no  tiene  otro  objeto  además  de  evitar  gastos, 
que  el  de  que  la  sentencia  que  recaiga  en  un  pleito  no  produzca  en  el 
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otro  excepción  de  cosa  juzgada,  puesto  que  ta  Sala  ha  estimado  la 
litis-pendencia  de  acuerdo  con  la  expresada  doctrina: 

Considerando  que  no  es  aplicable  al  caso  y  por  lo  mismo  tampoco 
ha  sido  quebrantada  la  doctrina  de  la  sentencia  de  este  Tribunal  Su- 
premo de  5  de  Marzo  de  1 863  de  que  se  hace  mérito  en  el  tercer  funda- 
mento del  recurso,  porque  aquella  sentencia  fué  dictada  para  una 
cuestión  que  no  tiene  relación  de  ningún  género  con  la  excepción  di- 
latoria sobre  que  versa  el  presente  recurso : 

Considerando  que  la  ley  3a,  til.  16,  Partida  7a,  en  que  se  expresa 
«quién  puede  demandar  enmienda  del  engaño,  ante  quién  y  á  qué 
personas  »  no  puede  infringirse  por  el  auto  de  21  de  Febrero  de  4  876, 
oue  resuelve  una  cuestión  de  procedimiento  sin  ninguna  declaración  de 
fondo  : 

Considerando,  por  ültimo,  que  no  habiéndose  resuelto  sobre  la  de- 
manda de  indemnización  de  daños,  no  es  posible  deducir  que  se  perju* 
dique  al  recurrente,  enriqueciéndose  los  recurridos  en  su  daño  siendo 
por  ello  desestimable  el  último  motivo  de  casación  como  los  demás  de 
que  va  hecho  mérito  ; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Miguel  Aldabó,  á  quien  condena- 
mos en  las  costas;  y  líbrese  la  correspondiente  certificación  á  la  Au- 
diencia de  Valencia.  — (Sentencia  publicada  el  21  de  Abril  de  1877,  é 
inserta  en  la  Gaceta  de  49  de  Agosto  del  mismo  año.) 
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Recurso  de  casación  en  la  forma  (21  de  Abril  de  1877). 
—  Interdicto  de  obra  nueva.  —  Se  declara  por  la  Sala  tercera  del 
Tribuna!  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  quebran- 
tamiento de  forma  interpuesto  por  D.  Juan  Cervilla  y  Várela  contra  la 
sentencia  dictada  per  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Granada,  en 
pleito  con  D.  Antonio  Esienaga,  y  se  resuelve: 

4  o  Que  con  arreglo  á  los  artículos  7o  y  8o  de  la  ley  de  18  de  Junio 
de  1870,  *los  recursos  de  casación  por  quebrantamiente  deforma  sólo 
son  admisibles  cuando  se  hubiese  'pedido  la  subsanacion  de  la  falta  en 
la  instancia  en  que  se  cometió,  y  reproducido  la  veticion  en  la  según- 
da,  si  la  falta  procediese  de  la  primera;  no  siendo  necesario  haber  re- 
clamado la  subsanacion  de  la  falta,  en  el  caso  de  que  ésta  hubiese  sido 
cometida  en  la  segunda  instancia,  cuando  fuese  ya  imposible  pedirla;» 

Y  2o  Que  no  puede  alegarse  como  fundamento  de  casación  en  la 
forma  la  falla  de  citación  para  vista  en  primera  instancia,  si  no  re- 
sulta  que  se  haya  pedido  su  subsanacion  en  la  segunda;  no  bastando 
para  cumplir  con  este  requisito  esencial,  la  simple  manifestación  ó 
pretensión  hecha  en  el  acto  de  la  vista,  sino  que  es  preciso  una  reclama- 
ción especial  y  determinada,  y  que  contra  los  autos  dictados  en  la  se- 
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gunda  instancia  en  incidentes  de  esta  naturaleza,  se  promueva  además 
el  recurso  ordinario  de  súplica,  conforme  al  art.  890  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  21  de  Abril  de  1877,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  quebranta- 
miento de  forma,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  dis- 
trito del  Campillo  de  Granada  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
de  aquel  territorio  por  D.  Juan  Cervilla  y  Várela,  como  marido  de  Doña 
Trinidad  Martin,  con  D.  Antonio  Estenaga  y  Faiñaga  sobre  interdicto 
de  obra  nueva: 

Resultando  que  D.  Juan  Cervilla  y  Várela  entabló  en  24  de  Mano 
de  1876,  en  la  representación  indicada,  demanda  de  interdicto  de  obra 
nueva,  solicitando  que  se  suspendiera  la  que  estaba  practicando  Don 
Antonio  Estenaga  en  un  solar  contiguo  á  la  casa  del  demandante,  con 
la  cual  impediría  el  uso  de  una  servidumbre  de  luces;  y  que  admitida 
la  demanda  y  decretada  la  suspensión  provisional  de  la  obra,  se  con- 
vocó á  las  partes  á  juicio  verbal : 

Resultando  que  celebrado  en  29  de  dicho  mes,  solicitó  el  deman- 
dante que  se  recibiera  el  pleito  á  prueba  para  justificar  el  extremo  de 

3ue  existíala  servidumbre  desde  ántes  ae  1859,  pretensión  que  fué 
enegada,  se  mandó  por  auto  del  siguiente  dia  30  para  mejor  proveer 
que  se  practicase  una  inspección  del  terreno,  á  cuyo  efecto  el  Juez 
nombró  un  perito: 

Recitando  que  practicada  la  diligencia  el  dia  3  de  Abril  con  asis- 
tencia de  las  partes  y  de  los  peritos  que  éstas  nombraron,  las  partes  se 
reservaron  contestar  á  los  particulares  porque  fueron  interrogadas 
para  examinar  los  hechos;  que  en  8  del  propio  mes  comparecieron  de 
nuevo  y  las  contestaron  de  conformidad,  y  en  el  10  dictó  el  Juez  sen- 
tencia denegando  la  suspensión  de  la  obra: 

Resultando  que  notificada  á  las  partes  en  el  siguiente  dia,  en  el  13 

Sromovió  incidente  D.  Juan  Cervilla  para  que  se*  declarase  la  nulidad- 
e  todo  lo  actuado  desde  la  celebración  del  juicio  verbal,  porque  se 
había  admitido  la  comparecencia  del  demandado  sin  que  estuviera  re- 
presentado por  Procurador;  porque  el  juicio  verbal  no  se  recibió  á 
prueba;  porque  se  habia  dilatado  por  más  de  tres  dias  su  celebración, 
y  porque  se  dictó  la  sentencia  sin  previa  citación  de  las  partes,  inter- 

Í)oniendo  además  de  apelación  para  el  caso  de  que  aquel  incidente  no 
legase  á  resolverse  ántes  de  cumplirse  el  plazo  señalado  para  apelar: 
Resultando  que  desestimado  el  incidente  y  admitida  la  apelación, 
Cervilla  pidió  reforma  en  cuanto  á  la  nulidad,  apelando  de  lo  contrario; 
y  negada  la  reforma,  se  admitió  la  apelación: 

Resultando  que  remitidos  los  autos  á  la  Audiencia  de  Granada,  so- 
licitó el  apelante  que  se  recibiese  el  pleito  á  prueba  ;  pretensión  que 
le  fué  negada,  y  que  la  Sala  de  lo  civil  dictó  sentencia  en  22  de  Se- 
tiembre de  1876  confirmando  con  las  costas  la  apelada: 

Resultando  que  D.  Juan  Cervilla  interpuso  recurso  de  casación  por 

auebrantamiento  de  forma,  que  fundó  en  la  tercera  de  las  causas 
el  art.  5°  de  la  ley  sobre  reforma  de  la  casación  civil ,  ó  sea  en  la 
faltado  citación  para  sentencia  en  la  primera  instancia;  falta  que  ha- 
bia reclamado  cuando  tuvo  noticia  de  ella  al  serle  notificada  dicha  sen- 
tencia, habiéndose  además  pretendido  en  el  acto  de  la  vista  la  declara* 
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cion  de  nulidad  del  juicio  al  intento  de  obtener  la  subsanacion  de  la 
misma : 

Visto,  siendo^Ponente  el  Magistrado  D.  Ignacio  Vieítes: 
Considerando  que,  con  arreglo  á  los  artículos  7o  y  8o  de  la  ley  de 
48  de  Junio  de  1870,  a  los  recursos  de  casación  por  quebrantamiento  de 
forma  sólo  son  admisibles  cuando  se  hubiese  pedido  la  subsanacion 
de  la  falta  en  la  instancia  en  que  se  cometió,  y  reproducida  la  petición 
en  la  segunda ,  si  la  falta  procediese  de  la  primera  ;  no  siendo  necesa- 
rio haber  reclamado  la  subsanacion  de  la  falta  en  el  caso  de  que  ésta 
hubiese  sido  cometida  en  la  segunda  instancia  cuando  fuese  ya  impo- 
sible pedirla :» 

Considerando  que  si  bien  consta  en  los  autos  que  D.  Juan  Cervilla 
y  Várela  reclamó  en  la  primera  instancia  del  interdicto  de  obra  nueva, 
á  que  se  contrae  el  presente  recurso,  la  nulidad  del  procedimiento, 
f andándola: 

1°  En  la  infracción  del  art.  13  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

2°  En  la  falta  de  recibimiento  A  prueba  :  * 
3°  En  haberse  practicado  la  diligencia  fuera  de  los  términos  seña- 
lados en  el  art.  741  de  la  misma  ley  de  Enjuiciamiento  : 

Y  4o  En  haberse  dictado  dicha  sentencia  sin  citación  de  las  partes, 
no  obstante  en  la  segunda  instancia  se  limitó  á  reclamar  la  subsanacion 
de  la  segunda  de  las  expresadas  faltas  : 

Considerando  que  respecto  de  la  mencionada  falta  de  citación  para 
sentencia  en  primera  instancia,  única  causa  que  se  alega  como  infrin- 
gida en  este  recurso  de  casación ,  no  resulta  que  se  haya  pedido  su 
subsanacion  en  la  segunda  instancia  ,  puesto  que  no  basta,  para  cum- 
plir con  este  requisito  esencial ,  la  simple  manifestación  ó  pretensión 
que  se  dice  haber  hecho  en  el  acto  de  la  vista  en  la  predicha  instancia, 
sino  que  para  cumplir  con  el  precepto  de  los  referidos  artículos  7o  y  8o 
es  necesaria  una  reclamación  especial  y  determinada,  y  que  contra  los 
autos  dictados  en  la  segunda  instancia  en  incidentes  de  esta  natura- 
leza ,  se  promueva  además  el  recurso  ordinario  de  súplica  ,  conforme 
al  art.  890  de  la  aludida  ley  de  Enjuiciamiento,  según  lo  tiene  decla- 
rado la  constante  y  reiterada  jurisprudencia  de  este  Supremo  Tribu- 4 
nal ;  que  tan  conocida  es  del  recurrente,  que  la  consiguió  en  idénti-' 
eos  términos,  aunque  con  otro  propósito,  en  el  escrito  presentado 
ante  la  Audiencia  el  \  9  de  Agosto  último : 

Y  considerando,  por  tanto,  que  es  improcedente  el  actual  recurso, 
porque  acerca  de  la  infracción  de  forma  en  que  se  funda  ,  no  se  hicie- 
ron las  reclamaciones  previas  en  la  segunda  instancia  para  la  subsa- 
nacion de  la  falta  que  se  exigen  como  requisito  imprescindible  en  los 
repetidos  artículos  7°  y  8°  de  la  ley  de  18  de  Junio  de  1870; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  no  há  lugar  al 
recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  interpuesto  por 
Don  Juan  Cervilla  y  Várela  contra  la  sentencia  que  en  22  de  Setiembre 
del  año  último  dictó  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Granada; 
condenamos  al  recurrente  en  las  costas  y  á  la  pérdida  del  depósito, 
que  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley;  y  devuélvanse  los  autos  á  la 
predicha  Sala  con  la  certificación  correspondiente.  —  (Sentencia  pu- 
blicada el  21  de  Abril  de  1877,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  18  de  Junio 
del  mismo  año.) 
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Apelación  por  denegatoria  de  recargo  de  casación  es  la 
forran  en  asunto  de  Ultramar  (21  de  Abril  de  1877).  — Tercería 
de  dominio  — Se  confirma  por  la  Sala  tercera  del  Tribunal  Supremo 
el  auto  dictado  por  la  Sala  de  justicia  de  la  Audiencia  de  Tuerto-Rico, 
que  declaró  no  haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  por 
quebrantamiento  de  forma,  interpuesto  por  D.  Lorenzo  Cayo!,  en  plei- 
to con  la  Sociedad  C.  F.  Storer  y  Compañía  y  otros,  y  se  resuelve: 

1°  Que  según  los  artículos  1010  y  1 01 1  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  los  recursos  de  casación  sólo  se  dan  contra  las  sentencias  defini- 
tivas de  las  Audiencias,  ó  contra  los  autos  que,  aun  cuando  resuelvan 
%n  articulo,  pongan  término  al  pleito  ó  hagan  imposible  su  continua- 
ción ; 

Y  2o  Que  no  tiene  dichos  caractéres  el  auto  en  que  se  manda  prose- 
guir los  procedimientos  de  apremio  pendientes  contra  fincas  determi- 
nadas. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  21  de  Abril  de  1877,  en  los  autos 

3ue  ante  Nós  penden  por  recurso  de  apelación,  seguidos  en  el  Juzgado 
e  primera  instancia  de  la  Catedral  de  la  ciudad  de  Puerto-Rico  y  en 
la  Sala  de  justicia  de  la  Audiencia  del  mismo  territorio  por  D.  Lorenzo 
Cayol  con  la  Sociedad  C.  F.  Storer  y  Compañía  y  Doña  Eddarda  Ken- 
ney  y  Doña  Elisa  Kortriglit  sobre  tercería  de  dominio : 

Resultando  que  promovidos  autos  ejecutivos  por  la  Sociedad  C.  F. 
Storer  y  Compañía  contra  Doña  Eduarda  Kenney  y  Doña  Elisa  Kortri- 
glit, viuda  é  hija  respectivamente  de  D.  Cornelio  Kortriglit  en  cobro 
de  pesos,  se  procedió  al  embargo  de  las  haciendas  Plazuela  y  Pajas 
como  de  la  propiedad  del  deudor;  y  en  su  consecuencia,  en  *7  de 
Agosto  de  1875  D.  Lorenzo  Cayol,  acompañando  varios  documentos, 
dedujo  tercería  de  dominio,  pretendiéndose  mandase  alzar  el  embargo 
decretado  sobre  las  haciendas  Plazuela  y  Pajas,  sus  mejoras,  aumentos 

Í demás  pertenencias,  y  que  se  dejasen  á  la  libre  disposición  de  Don 
orenzo  Cayol  con  los  frutos  producidos  y  debido  producir,  condenan- 
do á  C.  F.  Storer  y  Compañía  al  pago  de  todas  las  costas  y  á  la  indem- 
nización de  los  daños  y  perjuicios:  por  un  otrosí  pidió  que  siendo  de 
dominio  la  presente  tercería,  procedía  que  se  suspendiera  el  apremio 
contra  los  bienes  embargados  hasta  que  aquella  se  decidiese  por  ejecu- 
toria, con  arreglo  al  art.  996  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  vi- 
gente : 

Resultando  que  por  auto  de  19  de  Agosto  de  1875  se  hubo  por  ad- 
mitida la  demanda  de  tercería  de  dominio  interpuesta  á  nombre  de 
Don  Lorenzo  Cayol,  confiriéndose  traslado  al  ejecutante  en  represen- 
tación de  la  ejecutada  por  el  término  ordinario,  se  mandó  traerá  estos 
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autos  testimonio  de  la  diligencia  de  embargo  que  se  hubiese  acordado 
contra  las  fincas  á  que  la  demanda  se  contraía,  poniéndose  también 
constancia  del  estado  en  que  se  encontraba  el  juicio  ejecutivo,  en  el 
que  habria  de  ponerse  testimonio  de  esta  providencia,  á  fin  de  que  en 
él  se  suspendiesen  los  procedimientos  de  apremio,  según  el  art.  996  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil : 

Resultando  que  citados  y  emplazados  para  contestar  á  la  demanda 
el  apoderado  de  la  Sociedad  C.  F.  Storer  y  Compañía  en  liquidación  y 
Doña  Eduarda  Kenney  y  su  hija  Doña  Elisa  Kortriglit  por  parte  del 
primero  se  acudió  con  escrito  de  23  del  referido  mes  de  Agosto,  expo- 
niendo se  hallaba  en  el  caso  de  pedir  reposición  del  auto  de  19  en  la 
parte  en  que  se  mandaba  poner  testimonio  del  mismo  en  los  ejecutivos 
que  la  misma  Compañía  seguia  contra  la  viuda  y  sucesión  de  D.  Cor- 
nelio  Kortriglit,  á  fin  de  que  .se  suspendieran  los  procedimientos  de 
apremio,  según  el  art.  996  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  fundán- 
dose para  ello  en  que  el  art.  996  sólo  se  refiere  á  las  tercerías  de  do- 
minio cuando  tienen  por  objeto  libertar  de  una  ejecución  bienes  que 
no  están  afectos  á  responsabilidad  alguna  real  en  favor  del  acreedor 
ejecutante  y  que  sean  propios  de  un  tercero  contra  quien  nada  recla- 
mó aquel ;  y  pidió  que  habiendo  por  interpelado  el  auto  del  dia  19,  se 
repusiera  por  contrario  imperio  ó  como  mejor  en  derecho  procediese, 
disponiendo,  en  su  consecuencia,  dejase  de  ponerse  en  los  menciona- 
dos procedimientos  de  apremio  el  testimonio  de  dicho  proveido  para 
que  siguieran  aquellos  su  curso  independientemente  de  la  tercería  de- 
ducida por  D.  Lorenzo  Cayol,  y  por  auto  de  26  del.  referido  mes  de 
Agosto  se  declaró  sin  lugar  la  reposición  del  proveido  del  19  : 

Resultando  que  interpuesta  apelación  por  parte  de  C.  F.  Storer  y 
Compañía  en  liquidación  de  los  proveídos  de  19  y  26  de  Agosto,  se  re- 
mitieron los  autos  á  la  Audiencia,  y  sustanciada  la  instancia,  la  Sala 
de  justicia,  por  sentencia  de  2i  de  Diciembre  de  1875,  revocó  el  auto 
de  19  de  Agosto  en  la  parte  apelada  y  su  concordante  de  26  del  mis- 
mo, y  declaró  que  en  el  presente  caso  no  habia  lugar  á  la  suspensión 
á  que  se  refiere  el  art.  996  de  la  ley  de  Enjuiciamento  civil  en  cuanto 
á  las  haciendas  expresamente  hipotecadas  á  la  seguridad  de  la  deuda, 
sin  especial  condenación  de  costas: 

Resultando  que  D.  Lorenzo  Cayol  interpuso  recurso  de  casación  en 
el  fondo  fundado  en  la  infracción  de  los  artículos  61,  62  y  996  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  en  cuanto  á  la  forma  por  haberse  resuel- 
to implícitamente  sobro  la  personalidad  de  C.  F.  Storer  y  Compañía  y 
demás  puntos  propuestos  en  la  demanda  sin  observarse  el  órden  esta- 
blecido por  la  ley  para  la  sustanciacion  de  los  litigios,  lo  que  importa 
el  quebrantamiento  de  las  formas  del  juicio  particularmente  por  no  ha- 
berse recibido  el  pleito  á  prueba,  que  es  una  de  las  causas  comprendi- 
das en  el  art.  1013  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

Y  resultando  que  la  mencionada  Sala  de  la  Audiencia,  por  auto 
de  29  de  Enero  de  1876,  declaró  no  haber  lugar  á  la  admisión  del  re- 
curso de  casación  deducido  por  D.  Lorenzo  Cayol,  el  cual,  en  su  virtud, 
interpuso  apelación  que  le  fué  admitida  para  ante  este  Tribunal  Su- 
premo: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Julián  Gómez  lnguanzo: 
Considerando  que  según  los  artículos  1010  y  101 1  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil,  los  recursos  de  casación  sólo  se  dan  contra  las  sen- 
tencias definitivas  de  las  Audiencias,  ó  contra  los  autos  que  áun  cuan* 
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do  resuelvan  un  artículo,  pongan  término  ai  pleito  ó  hagan  imposible 
so  continuación : 

Considerando  que  el  auto  contra  el  que  se  ha  intentado  el  recurso 
por  quebrantamiento  en  la  forma  por  parte  de  D.  Lorenzo  Cayol,  ni  es 
sentencia  definitiva,  porque  no  resuelve  la  cuestión  principal  del  plei- 
to, ni  le  pone  término,  ni  hace  imposible  su  continuaciou,  porque  se 
mandan  proseguir  los  procedimientos  de  apremio  pendientes  contra 
fincas  determinadas; 

Fallamos  que  debemos  confirmar  y  confirmamos  con  las  costas  el 
auto  dictado  en  29  de  Enero  de  1876  por  la  Sala  de  justicia  de  la  Au- 
diencia de  Puerto-Rico,  en  cuanto  por  él  declaró  sin  lugar  la  admisión 
del  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  interpuesto  por 
Don  Lorenzo  Cayol ;  y  mandamos  que  pasen  los  autos  á  la  Sala  prime- 
ra de  este  Tribunal  Supremo  para  la  resolución  de  lo  que  corresponda 
en  cuanto  á  la  cuestión  de  fondo. — (Sentencia  publicada  el  21  de  Abril 
de  1 877,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  25  de  Julio  del  mismo  año.) 
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Apelado»  por  denegatoria  de  recurso  de  nulidad  por 
quebrantamiento  de  forma  (21  de  Abril  de  1877). — Rendición  de 
cuentas  de  tutela. — Se  confirma  por  la  Sala  tercera  del  Tribunal 
Supremo  el  auto  dictado  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Corona 
denegatorio  del  recurso  de  nulidad  por  quebrantamiento  de  forma  in- 
terpuesto por  D.  Manuel  Valdés,  en  pleito  con  D.  José  Rey  Villarde- 
f raucos,  y  se  resuelve: 

Io  Que  conforme  á  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  no  há  lugar  al 
recurso  de  súplica  contra  la  sentencia  dictada  en  segunda  instancia; 

Y  2o  Que  no  puede  tener  aplicación  el  decreto  de  i  de  Noviembre 
de  1 838  á pleitos  seguidos  con  arreglo  á  dicha  ley. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  21  de  Abril  de  1 877,  en  los  autos 
ue  ante  Nos  penden  en  virtud  de  apelación,  seguidos  en  el  Juzgado 
e  primera  instancia  de  Carballo  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audien- 
cia de  la  Coruña  por  D.  Manuel  Valdés,  D.  José  Valdés  y  D.  José  Rey 
Villardefrancos  y  otros  sobre  rendición  de  cuentas  tutelares  : 

Resultando  que  seguido  pleito  por  D.  Manuel  Valdés  y  D.  José  Rey 
Villardefrancos  sobre  rendimiento  de  cuentas  tutelares  y  pago  de  al- 
cance, el  Juez  de  primera  instancia  de  Carballo,  por  sentencia  de  27  de 
Setiembre  de  1844,  declaró  que  la  acción  propuesta  por  D.  Manuel  Val- 
dés en  27  de  Junio  de  1 840  no  había  prescrito  que  D.  Ramón  Rey  Vi- 
llardefrancos era  responsable  por  sí  y  su  difunto  padre  D.  José  á  ren- 
dir la  cuenta  de  la  administración  de  las  personas  y  bienes  del  D.  Ma- 
nuel y  Doña  María  de  los  Dolores  Valdés  desde  25  de  Mayo  de  1810 
hasta  el  año  de  1817  por  los  inventarios  formados  y  que  habían  debido 
formarse  de  las  fincabilidades  de  D.  Gregorio  Valdés,  su  esposa  Doña 
Juana  Romero  y  D.  Antonio  Valdés,  y  señaladamente  de  alimentos  de 
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los  menores  D.  Manuel  y  Doña  María  de  los  Dolores  Valdés;  en  su  con- 
secuencia condenó  á  D.  Ramón  Rey  de  Villardefrancos  á  que  rindiese 
la  cuenta  de  dicha  administración  con  arreglo  á  las  bases  establecidas 
auxiliada  de  los  comprobantes  necesarios,  con  ios  cuales  y  cuentas 

Sroducidas  por  D.  Manuel  Valdés  se  hiciera  la  liquidación  por  medio 
e  peritos  contadores  elegidos  en  la  forma  y  con  las  reservas  ordina- 
rias y  á  que  dentro  del  término  de  10  dias  pagase  al  propio  Valdés  el 
alcance  que  contra  él  resultase  con  las  costas  á  que  por  su  omisión 
diese  lugar : 

Resultando  que  interpuesta  apelación  por  I).  Ramón  Rey  le  fué  ad- 
mitida, y  sustanciada  la  instancia,  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de 
la  Coruña,  por  sentencia  de  22  de  Febrero  de  1870,  falló  que  enten- 
diéndose condenado  á  D.  José  Rey  Carracedo  por  si  y  como  apoderado 
de  su  madre  Doña  Manuela  Rodríguez  y  sus  hermanas  Doña  María  del 
Cármen,  Doña  María  del  Socorro,  mujer  de  D.  Félix  Rodríguez,  y  Doña 
Josefa,  que  lo  era  de  D.  Baltasar  Amado,  en  representación  de  D.  Ra- 
món Rey  Villardefrancos  y  éste  de  su  padre  D.  José  al  pago  de  los  in- 
tereses á  razón  de  un  3  por  400  anual  del  saldo  que  en  la  cuenta  tute- 
lar resulla  á  favor  del  demandado  desde  que  legalmente  feneció  la  tu- 
tela y  por  consecuencia  debió  rendirse  dicha  cuenta,  y  comprendién- 
dose en  ésta  como  cargo  todss  las  cantidades  ó  frutos  que  ñor  los  bie- 
nes de  los  entónces  menores  hubieran  percibido  los  D.  José  y  D.  Ramón 
Rey,  se  confirmaba  la  sentencia  «pelada  en  27  de  Setiembre  de  1844 
sin  hacer  especial  condenación  de  costas:  que  Doña  Manuela  Rodríguez 
Carracedo,  viuda  de  D  Manuel  Rey  Villardefrancos,  interpuso  súplica, 
y  sustanciada,  la  Sala  primera  de  la  Audiencia,  por  sentencia  de  4  de 
Noviembre  de  1870,  declaró  que  entendiéndose  condenados  los  «leman- 
dados  al  pago  del  interés  del  3  por  100  estimado  por  la  sentencia  su- 
plicada de  la  cantidad  que  en  cada  un  año  de  tutela  y  curaduría  al- 
cancen según  la  cuenta  tutelar  los  menores  á  su  tutor  y  curador  y  del 
alcance  total  únicamente  después  de  interpuesta  la  demanda,  debia 
confirmar  y  confirmaba  la  sentencia  de  vista  con  las  costas: 

Resultando  que  declarada  dicha  sentencia  pasada  en  Juzgado  y  tra- 
tándose de  su  cumplimiento,  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  senten- 
cia en  19  de  Junio  de  1875  :  que  interpuesta  apelación  por  D.  José  Rey 
y  consortes,  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia,  por  sentencia  de  Io  de 
Febrero  de  1876,  confirmó  la  apelada  en  cuanio  por  ella  se-  declaraba 
no  ser  de  abono  los  46.200  rs.  por  razón  de  alimentos  y  demás  que  so- 
bre dicho  particular  se  expresaba,  reconociéndose  sólo  los  4.400  rea- 
les por  dichos  alimentos;  que  revocándola  en  lo  demás  se  declaraban 
de  abono  los  alquileres  de  la  casa  de  Esperante  y  demás  fincas  recla- 
madas por  los  demandantes  que  tenia  justificadas  ser  de  su  pertenen- 
cia por  medio  de  la  documental  y  testifical  al  efecto  practicada  para  la 
más  exacta  liquidación  y  rendición  de  cuentas  de  la  tutela,  siendo 
igualmente  de  abono  el  valor  de  la  casa  calle  de  la  Amargura,  supues- 
to que  aparece  justificado  que  vendida  por  la  esposa  del  tutor  Don 
José  Rey  con  poder  dfc  éste,  revocó  asi  bien  la  sentencia  apelada  en 
cuanto  se  desviaba  de  la  sentencia  de  revista  respecto  del  3  por  100 
que  según  ésta  debía  abonarse  desde  después  de  entablada  la  demanda 
y  llevarse  á  ejecución  en  el  término  de  10  dias:  que  de  conformidad 
coíi  la  de  vista  fué  el  señalado  y  declaró  abonable  á  favor  de  los  de- 
mandados ó  como  cargo  legal  y  procedente  la  partida  de  los  1.452  rea- 
Jes  y  3  maravedises  que  en  Abril  de  1826  recibió  el  demandante  Don 
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Manuel  Valdésde!  administrador  de  los  bienes  de  D.  Manuel  Berma- 
dez.  todo  sin  especial  condenación  de  costas: 

Resultando  que  notificada  la  sentencia  en  4  del  mismo  mes  de  Fe- 
brero, en  el  siguiente  dia  5  por  parte  de  D.  José  Rey  y  consortes  se  pi- 
dió cierta  aclaración  de  aquella,  y  mandado  dar  cuenta  por  Relator,  lo 
cual  tuvo  efecto  en  el  16,  la  mencionada  Sala  de  la  Audiencia,  por  auto 
de  18  del  referido  Febrero  de  1870,  declaró  que  confirmando  dicha  sen- 
tencia la  apelada  en  cuanto  á  no  ser  de  abono  los  47.200  rs.  por  razón 
de  alimentos  y  demás  que  sobre  dicho  particular  se  expresaba,  recono- 
ciéndose sólo  los  4.400  rs.  por  los  referidos  alimentos,  sólo  comprendía 
y  eliminaba  de  la  data  dicha  partida  terminantemente  marcada  y  las 
que  siguen  á  aquella  hasta  la  última  con  que  termina  la  cuenta,  según 
se  establece  en  la  sentencia  de  primera  instancia  confirmada  en  esta  par- 
te y  no  á  las  cantidades  que  en  aquella  preceden  ó  sean  las  relativas  á  la 
décima,  contribuciones,  pensiones  y  demás  de  dicha  data  sobre  cuyo 
abono  no  se  cuestionó  ni  hizo  modificación,  y  refiriéndose  la  revoca- 
ción repetida  á  las  rentas,  intereses,  época  de  su  pago  y  á  la  venta  de 
)a  casa  de  la  calle  de  la  Amargura,  se  declaraba  que  al  fijar  como  car- 
go los  alquileres  y  renta  de  la  casa  de  Esperante  y  demás  fincas  recla- 
madas por  los  demandantes,  se  referia  este  período  á  la  mitad  de  dicha 
casa  y  su  huerta,  y  á  los  productos  del  prado,  de  la  vina,  del  palo- 
mar, de  la  de  Lnngareira  y  de  los  sotos,  montes  y  prados  de  Peña  y 
Tragelos,  todo  lo  qne  constituía  los  diestros  de  la  casa  de  Esperante,  y 
que  en  cuanto  á  la  casa  de  la  calle  de  la  Amargura  se  entendía  come 
partida  de  cargo  la  cantidad  que  por  ella  recibió  el  tutor  al  verificar  su 
enajenación,  ó  sean  2.000  rs.,  en  cuyo  sentido  se  había  por  resuelta  la 
pretensión  del  Procurador  del  D.  José  Rey  y  consortes: 

Resultando  que  notificado  dicho  auto  en  el  mismo  dia  18  de  Febrero 
Á  los  Procuradores  de  las  partes  por  el  de  D.  Manuel  Valdés,  en  escrito 
de  26  del  propio  mes  pidió  se  dejase  sin  efecto  y  valor  alguno  la  acla- 
ración decretada  en  el  dia  18  de  la  sentencia  de  vista  pronunciada  en  el 
primero,  y  de  no  estimarse  asi,  y  habiendo  por  reclamada  la  nulidad 
para  su  tiempo  y  lugar  subsidiariamente,  suplicó  respecto  á  la  referida 
aclaración,  para  cuyo  caso  y  de  no  estimarse  la  primera  parte  de  esta 
pretensión  se  le  admitiera  el  recurso  de  súplica,  y  se  pasaran  los  autos 
á  la  Sala  que  correspondiera  para  verificar  su  mejora;  pretensión  que 
fundó,  entre  otras  consideraciones,  en  que  la  aclaración  no  pudo  dic- 
tarse en  el  término  en  que  se  dictó,  careciendo  por  tanto  la  Sala  de 
competencia  y  jurisdicción  para  dictarla;  que  revocaba  ó  modificaba 
esencialmente  los  acuerdos  de  la  sentencia  de  vista  y  estaba  en  abierta 
oposición  con* puntos  fundamentales  de  la  sentencia  firme  de  revista 
que  puso  término  al  pleito  principal,  y  por  ello  parecía  no  ser  dado 
que  la  aclaración  introdujese  modificaciones  de  tanta  trascendencia  : 

Resultando  que  la  referida  Sala  de  la  Audiencia,  por  auto  de  li  de 
Marzo,  declaró  no  haber  lugar  á  lo  que  se  solicitaba  por  D.  Manuel 
Valdés: 

Resultando  que  notificado  aquel  auto  el  dia  43  del  mismo  mes  de 
Marzo,  en  el  18  O.  Manuel  Valdés  acudió  interponiendo,  con  arreglo 
á  los  artículos  3o  y  4o  del  Real  decreto  de  4  de  Noviembre  de  1838 
contra  el  auto  aclaratorio  de  18  de  Febrero,  recurso  de  nulidad  en  la 
forma  y  en  el  fondo,  fundado  aquel  en  la  infracción  de  la  ley  3a,  ti- 
tulo 32,  Partida  3a  y  Srt.  695  de  la  ley  orgánica  del  poder  judicial, 
por  haberse  dictado  el  aclaratorio  fuera  del  término  legal :  el  art.  67 
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del  reglamento  provisional  para  la  administración  de  justicia  :  las  sen- 
tencias de  este  Tribunal  Supremo  de  31  de  Marzo  de  1843,  28  de  Oc- 
tubre de  1851,  23  de  Diciembre  de  1861  y  10  de  Abril  de  1862,  y  ar- 
tículo 3o  del  Real  decreto  de  5  de  Octubre  de  1855,  por  haberse  dene- 
gado por  el  auto  de  11  de  Febrero  la  súplica  interpuesta  por  el  recur- 
rente; y  respecto  al  recurso  en  el  fondo  citó  como  infringidas  varias 
disposiciones  legales : 

Resultando  que  la  Sala  de  la  Audiencia ,  por  auto  de  17  de  Abril 
de  1876,  declaró  no  haber  lugar  á,  la  admisión  del  recurso  de  nulidad 
interpuesto  por  D.  Manuel  Valdés  Salazar,  el  que  interpuso  apelación 
de  aquel  proveído  que  le  fué  admitida  para  ante  este  Tribunal  Su- 
premo. 

Vistos,  siendo  .Ponente  el  Magistrado  D.  Manuel  Almonací  y  Mora: 

Considerando  que  el  antiguo  pleito  sobre  rendición  de  cuentas  ¿u- 
telares  quedó  concluido  con  Ta  sentencia  de  4  de  Noviembre  de  1870 
dada  en  grado  de  súplica  ,  y  que  Ik  reclamación  para  la  ejecución  de 
la  misma  formó  un  nuevo  pleito  sujeto  á  la  sustanciacion  determinada 
en  la  vigente  ley  de  Enjuiciamiento  civil  : 

Considerando  que  conforme  á  ella  no  hay  lugar  á  súplica  de  la  sen- 
tencia dictada  en  segunda  instancia,  y  de  consiguiente  no  pudo  ni  de- 
bió admitirse  la  que  del  auto  de  la  Sala  de  Io  de  Febrero  de  1876  se 
interpuso  por  parte  de  D.  Manuel  Valdés,  y  que  tampoco  puede  tener 
aplicación  el  decreto  de  4  de  Noviembre  de  1838  ; 

Fallamos  que  debemos  confirmar  y  confirmamos  con  las  costas  el 
auto  dictado  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Coruña  en 
11  de  Abril  de  1876,  en  cuanto  por  él  se  denegó  la  admisión  del  recur* 
so  de  nulidad  por  quebrantamiento  de  forma,  interpuesto  por  Don 
Manuel  Valdés  ;  y  pasen  los  autos  á  la  Sala  primera  de  este  Tribunal 
Supremo  para  lo  que  proceda  respecto  al  recurso  en  el  fondo.  —  (  Sen- 
tencia publicada  el  21  de  Abril  de  1N77,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  25  de 
Julio  del  mismo  año.) 
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Recurso  de  casación  (23  de  Abril  de  1877). —  Pago  de  can- 
tidades ó  dejación  de  fincas.  —  Se  declara  por  la  Sola  primera  del 
Tribunal  Supremo  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Doña  Soledad  López  de  Sahajosa,y  no  haber  lugar  al  que  interpuso  Don 
Jerónimo  Nuñez  Flores  contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil 
de  la  Audiencia  de  Albacete  en  pleito  entre  los  mismos ;  se  casa  y  anula 
la  sentencia,  y  se  resuelve  : 

Io  Que  en  el  mero  hecho  de  haber  aceptado  el  demandado  la  venta 
de  ciertos  bienes  con  el  gravdmen  de  compensación  impuesto  por  el 
causante  del  vendedor  á  favor  de  la  inmediata  sucesor  a  en  unos 
vínculos  que  aquel  poseía ,  se  subrogó  en  lugar  del  vendedor: 

2o  Que  declarado  un  derecho  por  sentencia  firme ,  no  puede  anularse 
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ni  modificarse  por  otra  posterior,  cuando  son  unas  mismas  las  perso- 
nas de  los  litigantes,  las  cosas  que  se  litigan  y  la  ratón  de  pedir,  se- 
gún lo  que  dispone  la  ley  19,  tit.  22  de  la  Partida  3a: 

3o  Que  no  pueden  ser  estimadas  las  infracciones  legales  que  se  fun- 
dan en  supuestos  inexactos ; 

1  4o  Que  las  leyes  27,  tü.  2o,  y  Ia,  tit.  28  de  la  Partida  3a  definen 
respectivamente  la  propiedad  y  la  posesión,  determinan  la  diferencia 
entre  una  y  otra  ,  y  cómo  deben  pedirse,  y  qué  es  señorío  y  de  cuán- 
tas maneras  es ;  siendo  impertinente  la  cita  de  esas  leyes  en  un  pleito 
en  que  no  se  trataron  esas  cuestiones. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  23  de  Abril  de  1877,  en  los  autos 
que  ante  Nos  penden  por  recurso  de  casación,  seguidos  en  el  Juzgado 
de  primera  instancia  de  Chinchilla  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audien- 
cia de  Albacete  por  Doña  Soledad  López  de  Sahajosa  y  su  hijo  Don 
Tomás  Aguilera  de  López  con  D.  Jerónimo  Nuftez  y  Flores  sobre  pago 
de  ciertas  cantidades  ó  dejación  de  fincas: 

Resultando  que  D.  Jesualdo  López  Sahajosa,  poseedor  de  varias 
vinculaciones,  y  su  hermana  Doña  Rosa  Ana,  inmediata  sncesora  de 
las  mismas,  vendieron  por  escritura  de  25  de  Agosto  de  1845  á  D.  Ni- 
colás Melgajero  varias  fincas  de  las  vinculadas  en  la  villa  de  Infantes 
y  Aihambra  en  precio  de  140.000  rs.,  y  por  fallecimiento  de  la  Doña 
Rosa  Ana,  ocurrido  ántes  que  el  del  D.  Jesualdo,  vino  á  ocupar  su  lu- 
gar de  inmediata  su  ceso  ra  su  bija  Doña  Josefa  Aguado  y  Gómez,  es- 
posa de  D.  Pablo  Pocurulí: 

Resultando  que  en  8  de  Abril  de  1859  otorgó  testamento  el  D.  Je- 
sualdo López  de  Sahajosa,  diciendo  en  una  de  sus  cláusulas :  «declaro 
que  la  cláusula  en  que  se  dice  que  las  haciendas  de  Corral  Rubio, 
Campo  de  Albacete,  llamados  Torre  de  Reina  y  Blancares,  en  el  caso 
de  sobrevivir  yo  á  mi  hermana  las  hereden  la  mitad  mi  primo  D.  Joa- 
quín Aguado  y  Cañas,  y  la  otra  mitad,  que  en  mí  es  libre,  mi  otro 
primo  Ü.  Manuel  Aguado  y  Cañas  y  D.  José  y  D.  Juan  Fernandez  Agua- 
do, hijos  de  mi  prima  ya  difunta  Doña  María  del  Rosario  Aguado  y 
Cañas,  se  entienden  con  la  cualidad  de  que  estos  herederos  de  la  mitad 
de  lo  libre  compensen  al  inmediato  á  la  mitad  vinculada  la  mitad  que 
en  tal  concepto  le  hubiera  correspondido  de  los  bienes  que  de  la  pro- 
pia vinculación  existían  en  Infantes,  y  que  ya  vendí  en  unión  con -mi 
hermana,  entónces  la  inmediata,  como  que  no  llegaban  á  la  mitad  que 
era  de  mi  libre  disposición  ;»  y  nombró  á  Doña  Soledad  López  de  Sana- 
josa  y  á  su  hijo  D.  Tomás  Aguilera: 

Resultando  que  ocurrido  en  7  de  Abril  de  1860  el  fallecimiento  del 
D.  Jesual.Jo  López  Sahajosa,  D.  Pablo  Pocurulí,  como  marido  de  Doña 
Josefa  Aguado,  inmediata  sncesora  de  los  mayorazgos  que  aquel  había 
poseído,  entabló  demanda  contra  D.  Nicolás  Melgarejo  para  reivindi- 
car la  mitad  de  los  bienes  que  le  había  vendido  el  D.  Jesualdo  con  in- 
tervención de  su  hermana  ;  y  sustanciado  el  juicio,  para  lo  cual  fueron 
citados  de  eviccion  los  herederos  Jesualdo,  se  delaró  por  ejecutoria  de 
la  Audiencia  de  Albacete  de  7  de  Octubre  de  1864  nula  en  su  mitad  la 
citada  enajenación,  condenando  á  Doña  María  del  Rosario  Melgarejo, 
como  heredera  de  su  padre  D.  Nicolás,  á  entregar  á  la  demandante  la 
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referida  mitad  de  bienes;  y  habiendo  recurrido  de  casación  la  Doña 
Bfan'a,  se  declaró  no  haber  lugar  al  recurso  con  las  costas: 

Resultando  que  entablada  á  su  vez  demanda  por  D.  José  Melga  - 
jero  como  mando  de  la  Doña  María  del  Rosario  contra  Doña  Soledad 
López  y  D.  Tomás  Aguilera,  herederos  del  D.  Jesualdo,  para  que  le 
abonasen  el  precio  de  las  fincas,  frutos,  rentas  y  costas  oue  había  sa- 
tisfecho á  Pocurull,  y  que  ascendían  á  56*. 054  rs.28  cénts.,  los  de- 
mandados la  impugnaron  porque  no  obstante  ser  ellos  los  herederos 
del  vendedor,  lo  habían  sido  especialmente  de  los  bienes  vendidos 
afectos  á  la  misma  vinculación  D.  Manuel  Aguado  y  D.  José  y  D.  Juan 
Fernandez,  á  auienes  citaron  de  eviccion,  y  personados  éstos  cuando 
ya  el  pleito  se  hallaba  en  estado  de  sentencia,  allanándose  á  pagar  los 
7.000  escudos,  mitad  del  valor  en  que  habian  sido  vendidas  las  fincas 
vinculadas,  proposición  que  no  fué  admitida  por  la  Doña  Soledad  López 
y  su  hijo,  siguió  el  pleito  sus  trámites,  y  por  ejecutoria  de  la  Audien- 
cia de  Albacete  de  25  de  Junio  de  1868  fueron  éstos  condenados  con 
las  costas  al  pago  de  la  cantidad  demandada: 

Resultando  que  á  solicitud  de  ambas  partes,  durante  la  sustancia- 
ron del  pleito  anterior,  ó  sea  en  29  de  Diciembre  de  1 866,  D.  Juan 
Manuel  Fernandez  Aguado  y  D.  Jerónimo  Nuñez  Flores  y  Moreno  otor- 
garon escritura  pública,  diciendo  el  primero  gue  por  muerte  de  D.  Je- 
sualdo López  de  Sahujosa,  ocurrida  en  1  de  Abril  de  1800,  en  el  juicio 
de  testamentaria  que  hubo  de  incoarse  en  el  Juzgado  de  primera  ins- 
tancia de  Albacete,  y  que  fué  terminado  por  auto  de  aprobación  de  la 
partición  de  sus  bienes  vinculados  y  de  libre  disposición  que  entre  la 
inmediata  sucesora  de  aquel  Doña  Josefa  Aguado  y  Cañas  y  el  que 
dice  y  otros  legatarios,  ejecutaron  D.  José  Eugenio  de  Eguizabal  y 
Don  Cándido  Nocedal,  Abogados  de  este  Colegio,  en  concepto  de  con- 
tadores nombrados  por  las  partes,  su  fecha  26  de  Mayo  de  1862,  la  que 
se  mandó  protocolizar  en  la  Escribanía  de  D.  Juan  Vicen,  le  fueron 
adjudicados  en  concepto  de  legatario  del  D.  Jesualdo,  según  el  testi- 
monio que  exhibía,  entre  otros  diferentes  bienes,  un  trozo  de  tierra  de 
labor  existente  en  el  término  de  la  villa  de  Corral  Rubio,  partido  ju- 
dicial de  Chinchilla,  con  la  cabida  y  linderos  que  menciona,  y  las  ha- 
zas conocHas  con  el  nombre  de  Casavana,  Oya  grande,  Oficio  de  Or- 
cajo  y  Oya  del  Cuevetillo,  que  también  deslinda,  un  trozo  de  tierr.i  de 
labor  en  el  mismo  termino,  con  una  cabida  de  547  almudes,  situado  en 
el  camino  de  Montealegre  al  de  Bachiller,  con  los  linderos  que  también 
se  expresan,  y  dos  casas  que  también  deslinda,  existentes  en  Corral 
Rubio,  calle  de  las  Animas,  núm.  < ,  y  de  la  plaza  de  la  Posada,  núme- 
ro 8,  cuyas  fincas  fueron  inscritas  en  el  Registro  de  la  propiedad  de 
Chinchilla,  con  vista  del  testimonio  de  adjudicación  referido,  y  escrito 
adicional  de  subsanacion  de  defectos,  firmado  por  el  compareciente 
con  D.  Juan  de  Dios  Aguado  y  Alarcon  y  D.  Pablo  Pocurull  en  21  de 
Diciembre  de  1863  por  anotación  preventiva  por  no  haberse  concluido 
el  índice  de  los  antiguos  libros  de  la  extinguida  Contaduría  de  hipo- 
tecas: que  todas  estas  fincas  venía  poseyéndolas  bajo  el  titulo  ya  ex- 
puesto, sin  que  contra  ellas  reconociera  carga  real  alguna  ni  responsa- 
bilidad de  otro  género;  y  que  habiéndose  propuesto  su  enajenación 
por  convenir  asi  á  sus  intereses,  la  propuso  al  D.  Jerónimo  Nuñez  Flo- 
res, quien  defirió  á  su  adquisición,  estableciéndose  entre  ambos  al 
efecto  las  bases:  primera,  que  el  D.  Juan  Manuel  Fernandez  Aguado 
otorgaría  venta  real  al  D.  Jerónimo  Nuñez  Flores  y  Moreno  de  las  tier- 
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ras  y  casas  anteriormente  descritas  para  el  mismo  ó  quien  en  su  dere- 
cho suceda  por  el  precio  de  260.000  rs. ;  segunda,  que  la  venta  de  di- 
chas fincas  era  y  habia  de  entenderse  libres  de  toda  carga  y  gravamen, 
aunque  fuese  desconocido  el  presente,  pero  que  pudiera  aparecer  en 
lo  sucesivo ;  tercera,  que  como  quiera  que  sobre  la  indemnización  á  la 
inmediata  sucesora  de  la  vinculación  de  que  procedían  estos  bienes 
Doña  Josefa  Aguado  y  Cañas,  existia  aún  cuestión  entre  el  vendedor 
y  demás  legatarios  con  la  misma  sobre  el  completo  pago  de  la  mitad 
reservahle  que  con  arreglo  á  la  ley  la  correspondía  según  la  fundación, 
era  condición  entre  ambas  que  del  precio  de  ésta  habían  de  quedar 
consignados  60.000  rs.  por  el  comprador  en  la  Caja  general  de  De- 
pósitos como  depósito  voluntario  trasferible  por  endoso,  y  cuyo  res- 
guaruo  sin  éste  entregaría  al  vendedor  para  que  fuera  realizable  el  dia 
que  se  hallase  legal  y  legítimamente  pagada  la  Doña  Josefa  Aguado  y 
Cañas,  ó  quienes  sus  derechos  tuviesen,  en  cuyo  momento  el  compra- 
dor ó  quien  los  suyos  y  obligac¡ones  sucediera,  estamparía  el  endoso 
á  la  órden  del  vendedor  ó  los  suyos  para  el  percibo  de  los  60.000  rs., 
asi  cerno  de  sus  intereses  que  en  la  totalidad  serian  del  mismo  vende- 
dor; cuarta,  que  los  derechos  que  devengase  la  escritura  de  venta,  su 
copia  y  papel  serian  satisfechos  por  mitad  entre  ambos,  y  de  la  exclu- 
siva cuenta  del  comprador  los  devengados  por  razón  de  trasmisión  é 
inscripción  :  que  concertado  asi  el  contrato  y  elevándolo  desde  luégo 
á  escritura  pública,  el  D.  Juan  Manuel  Fe/nandez  y  Aguado  otorgaba 
que  daba  en  venta  real  y  enajenación  perpetua  al  D.  Jerónimo  Nuñeí 
Flores  y  Moreno  las  fincas  rústicas  y  urbanas  ántes  descritas,  sin  car- 
ga real  ni  gravámen  de  otro  género  por  el  precio  estipulado  de  los 
260.000  rs. :  que  habia  recibido  los  200.000  con  anterioridad  y  en  el 
acto  el  resguardo  del  depósito  hecho  de  los  60.000  al  tenor  de  lo  esta- 
blecido en  la  base  3a;  todo  lo  cual  fué  aceptado  por  el  D.  Jerónimo 
Nuñez  Flores  y  Moreno,  obligándose  uno  y  otro  á  su  cumplimiento: 

Resultando  que  la  Doña  Soledad  Sahajosa  y  su  hijo  entablaron  de- 
manda en  3  de  Setiembre  de  1868  para  que  se  condenase  á  D.  Juan  Ma- 
nuel Fernandez  Aguado  y  demás  legatarios  de  D.  JesuaMo  López 
Sahajosa  al  pago  del  principal  y  costas  que  habían  satisfecho  á  Melga- 
rejo, y  en  su  defecto  se  declarase  extinguido  el  legado,  cuya  carga  po- 
testativa no  se  habia  cumplido  ;  pretensión  que  fundaron  en  lo  orde- 
nado por  el  testador  y  en  que  de  los  legados  onerosos  ó  modales  de  que 
se  trataba  no  adquiría  el  legatario  el  dominio  pleno  de  las  cosas  lega- 
das hasta  que  hiciese  efectiva  la  carga  con  que  lo  hubiesen  sido,  extin- 
uiéndose  cuando  no  quería  cumplir  la  condición  ó  carga  que  se  le  lia- 
ia  impuesto :  los  demandados  impugnaron  la  demanda  sosteniendo 
que  los  legatarios  no  tenian  más  obligación  que  cumplir  la  carga  im- 
puesta á  los  bienes,  no  teniendo  el  legado  hecho  á  su  favor  más  carga 
que  la  compensación  de  la  mitad  de  los  bienes  vinculados  vendidos  que 
eran  los  7.000  escudos  que  estaban  prontos  á  entregar,  con  lo  cual  de- 
bían darse  por  cumplidos,  declarándoles  libres  y  exentos  de  cualquiera 
otra  obligación,  como  se  despren-lia  de  la  voluntad  del  testador  ;  y  se- 
guido el  pleito  por  sus  trámites,  el  Juez  de  primera  instancia  dictó 
sentencia,  que  confirmó  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Albacete 
en  6  de  Diciembre  de  1869  condenando  á  I).  Juan  Manuel  Fernandez 
Aguado,  Doña  Cármen  García  Ladrón  de  Guevara,  D.  Juan  de  Dios 
Aguado  y  Alarcon,  D.  Andrés  Manuel  Poggio,  como  marido  de  Doña 
Natividad  Aguado  y  Alarcon,  y  D.  José  y  D.  Elias  Pelayo  y  Aguado  á 
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que  abonasen  i  Dona  Soledad  López  Sahajosa  y  D.  Tomás  Aguilera  Ló- 
pez la  cantidad  de  63.86 1  escudos  707  milésimas,  á  que  indemnizasen 
a  los  mismos  los  daños  y  perjuicios  inferidos  v  que  se  les  infirieran 
hasta  el  abono  de  dicha  cantidad  desde  la  notificación  de  la  sentencia 
ejecutoria  en  <°  de  Julio  de  1868  ó  el  6  por  100  de  la  misma  cantidad, 
cada  uno  en  proporción  de  su  haber  en  el  legado  que  les  hizo  el  difun- 
to D.  Jesualdo  López  Sahajosa  ;  y  si  esto  no  les  conviniera  dejasen  á 
disposición  de  los  demandantes  las  fincas  en  que  consistía  el  legado,  de 
las  que  se  daría  á  éstos  posesión  en  forma  legal,  sin  hacer  expresa 
condenación  de  costas ;  y  si  bien  contra  este  fallo  interpusieron  los 
legatarios  demandados  recurso  de  casación,  se  declaró  no  haber  lu- 
gar á  él  por  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  12  de  Octubre 
de  1870: 

Resultando  que  en  cumplimiento  de  la  eipresada  ejecutoria  se 
acordó  por  auto  de  28  de  Enero  de  1871  que  se  requiriese  á  los  deman- 
dados para  que  manifestasen  en  el  acto  de  la  notificación  por  cuál  do 
los  dos  extremos  optaron,  si  dejar  á  disposición  de  los  demandantes 
las  fincas  en  que  consistía  el  legado  de  cada  cual,  ó  pagar  las  cantida- 
des que  respectivamente  les  correspondían  con  abono  de  perjuicios  ó 
réditos;  y  habiéndose  practicado  dichos  requerimientos,  sólo  se  obtuvo 
contestación  de  Doña  Cármen  Ladrou  de  Guevara  como  heredera  de 
Don  José  Fernandez  Aguado,  D.  Juan  de  Dios  Aguado  y  Alarron  y  Don 
José  y  D.  Elias  Pelayo  y  Aguado,  ni»*tos  del  citado  D.  José  Fernandez 
Aguado,  optando  por  el  abono  en  metálico  de  la  cantidad  principal  y 
del  6  por  100  de  ella  por  razón  de  daños  y  perjuicios,  y  con  respecto 
á  la  Doña  Natividad  Aguado  y  Alarcon,  hija  de  D.  Manuel  Aguado  y 
Cañas,  en  fincas  que  la  importaran  de  las  mismas  del  legado  que  les 
habían  sido  adjudicadas;  y  no  habiendo  sido  requerido  el  D.  Juan  Ma- 
nuel Fernandez  Aguado  por  no  haberle  hallado,  se  le  emplazó  por  me- 
dio de  la  Gaceta  de  Madrid  y  Boletín  oficial  de  la  provincia  de  Alba- 
cete, señalándole  el  plazo  de  10  días  para  contestar,  y  lo  mismo  á  los 
demás  para  verificar  el  pago  de  las  respectivas  cantidades  á  que  eran 
responsables,  con  apercibimiento  de  la  pérdida  del  legado  si  uo  lo  ve- 
rificaban dentro  del  indicado  término  : 

Resultando  que  trascurrido  éste  sin  haber  cumplido  ni  unos  ni  otros 
con  lo  preceptuado  en  la  mencionada  sentencia,  se  proveyeron  autos  su- 
cesivamente á  solicitud  de  los  demandantes  en  22  de  Junio,  14  y  18  de 
Julio  y  2  de  Octubre  de  1871,  declarando  extinguidos  los  legados  que 
disfrutaban  y  les  hiciera  D.  Jesualdo  López  de  Sahajosa,  y  que  pasasen 
los  bienes  en  que  consistían  al  dominio  de  Doña  Soledad  López  Saha- 
josa y  su  hijo  D.  Tomás  Aguilera  y  López,  á  quienes  se  les  diera  la 

Sosesion  de  ellos,  y  que  se  procediera  al  embargo  de  otros  bienes  de 
ichos  legatarios  hasta  la  cantidad  que  se  menciona  para  atender  á  las 
demás  responsabilidades  de  costas  á  cada  uno  correspondientes :  míe 
en  virtud  de  estos  proveídos  se  dió  á  la  Doña  Soledad  López  de  Saha- 
josa, y  al  D.  Tomás  Aguilera  en  21  y  29  de  Agosto  y  18  de  Octubre 
de  1871  la  posesión  de  los  mencionados  bienes,  y  entre  ellos  los  que 
procedentes  de  dicho  legado  se  habían  adjudicado  al  D.  Juan  Manuel 
Fernandez  Agnado,  y  por  otro  auto  de  23  de  Noviembre  de  dicho  año 
de  1871,  se  adjudicaron  en  pleno  dominio  á  la  Doña  Soledad  Lojez  de 
Sahajosa  y  á  D.  Tomás  Aguilera  López  las  fincas  rústicas  y  urbanas 
descritas  en  las  diligencias  de  posesión,  amparándoles  en  ella  y  man- 
dando que  para  la  inscripción  á  su  favor  en  el  Registro  de  la  propie- 
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dad  que  correspondiera  se  expidiese  testimonio  con  los  insertos  nece- 
sarios que  se  remitiría  con  exhorto  á  los  Jueces  de  los  partidos  com- 
petentes, lo  cual  tuvo  efecto  verificándose  la  inscripción  en  el  Registro 
de  la  propiedad  de  Chinchilla  en  97  de  Abril  de  1872: 

Resultando  que  por  no  haber  sido  real  y  efectiva  la  posesión  judi- 
cial dada  de  las  fincas  del  legado  de  D.  Juan  Fernandez  Aguado  y  Doña 
Soledad  López  y  D.  Tomás  Aguilera,  en  atención  á  que  algunas  fincas 
habian  sido  ántes  vendidas  á  D.  Jerónimo  Nuñez  Flores,  pidiendo  los 
demandantes  al  Juez  de  Caravaca  que  exhortara  al  de  Chinchilla  á  fin 
de  que  se  raliücara  dicha  posesión  y  fuera  lanzado  el  D.  Jerónimo  da 
los  que  intentaba  retener;  á  lo  cual  se  accedió  y  tuvo  efecto,  habién- 
dose hecho  saber  al  D.  Jerónimo  que  se  negó  á  firmar  la  diligencia;  y 
que  éste  en  su  virtud  promovió  interdicto  de  despojo  contra  Doña  So- 
ledad López  y  D.  Tomás  Aguilera  pidiendo  se  le  restituyese  en  la  po- 
sesión de  las  fincas  que  procedentes  del  legado  hecho  por  D.  Jesuatdo 
López  Sahajosa  á  D.  Juan  Fernandez  Aguado  habia  adquirido  de  éste, 
y  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  auto  reslitutorio,  condenando  i  la 
Doña  Soledad  y  su  hijo  en  las  costas,  daños  y  perjuicios,  cuya  senten- 
tencia  fué  ejecutada : 

Resultando  que  ta  Doña  Soledad  López  y  D.  Tomás  Aguilera  dedu- 
jeron la  actual  demanda  contra  D.  Jerónimo  Nuñez  Flores  como  posee- 
dor de  los  bienes  del  legado  hecho  por  D.  Jesualdo  López  Sahajosa  á 
Don  Juan  Fernandez  Aguado,  en  la  que  en  virtud  de  los  hechos  que  se 
han  relatado,  y  haciendo  uso  de  la  acción  real  persecutoria  respecto  á 
los  bienes  del  legado  que  reclaman  y  la  personal  por  lo  que  hace  rela- 
ción al  abono  que  pide,  por  lo  que  satisfizo  en  el  interdicto  al  expre- 
sado Nuñez  Flores,  pidió  se  le  condenara  á  que  en  el  término  de  10  días 
pagase  á  los  actores  207.511  rs.  y  medio  por  principal  é  intereses  hasta 
Io  de  Julio  de  1873  con  más  el  interés  legal  desde  dicho  dia  de  la  can- 
tidad de  159.252  rs.,  ó  áque  deje  las  fincas  á  disposición  de  la  parte 
actora  que  compró  del  legado  hecho  á  D.  Juan  Fernandez  Aguado  con 
los  frutos  producidos  desde  el  29  de  Agosto  de  1874,  y  se  declara  en 
caso  necesario  ineficaz  y  nulo  el  contrato  de  venta  por  el  que  las  ad- 

3uirió  el  D.Jerónimo,  y  sin  efecto  la  sentencia  resti tutoría  del  inter- 
icto,  con  devolución  del  importe  de  las  costas  y  con  imposición  de 
las  de  este  pleito  al  demandado: 

Resultando  que  D.  Jerónimo  Nuñez  Flores  se  opuso  á  la  demanda 
pidiendo  se  le  absolviese  de  ella,  para  lo  que  excepcionó  que  las  fincas 
que  D.  Juan  Manuel  Fernandez  Aguado  le  vendió  procedentes  del  lega- 
do que  le  hizo  D.  Jesualdo  López  Sahajosa,  lo  fueron  como  libres  de  todo 
censo  y  responsabilidad,  inscribiéndose  el  dominio  de  las  mismas  en  el 
Registro  de  la  propiedad:  que  la  obligación  impuesta  por  los  Tribuna- 
les á  los  legatarios  de  D.  Jesualdo  fué  posterior  á  la  venta  que  le  Jiizo 
Don  Juan  Manuel  Fernandez  Aguado  :  que  los  autos  del  Juzgado  de 
Caravaca  declarando  extinguido  el  legado  hecho  á  éste  sin  oirle  eran 
ilegales  como  asimismo  el  de  23  de  Noviembre  de  1871  y  el  de  Febrero 
siguiente  :  que  por  lo  tanto  hizo  uso  de  su  derecho  el  demandado,  pro- 
moviendo el  interdicto  de  despojo  contra  los  demandantes,  pidiendo  la 
restitución  en  la  posesión  de  las  fincas  que  procedentes  del  legado  ha- 
bia adquirido  por  compra:  que  estando  la  parte  actora  en  la  posesión 
y  pleno  disfrute  de  las  otras  fincas  que  correspondieron  á  D.  José  Fer- 
nandez Aguado  y  demás  legatarios,  á  excepción  de  D.  Juan  de  Dios, 
que  satisfizo  su  parte  en  metálico  con  lo  que  habian  recibido,  tenían 
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percibida  mayor  suma  de  la  que  tenían  derecho  á  adquirir  y  además, 
que  el  demandado  no  poseía  (odas  las  fincas  del  legado  de  D.  Juau 
Manuel  Fernandez  Aguado  que  se  le  suponen  al  reclamarle  la  cuarta 
parle  íntegra  de  la  responsabilidad  que  afecta  a  dichos  bienes,  pues 
vendió  el  legatario  algunas  de  Corral  Rubio  á  otras  personas ;  y  por 
Ultimo,  citando  de  eviccion  á  D.  Juan  Manuel  Fernandez  Aguado  no 
ha  comparecido  á  defenderse  en  este  pleito  : 

Resultando  que  en  uso  de  los  traslados  nuevamente  conferidos  fiia- 
ron  las  partes  definitivamente  los  hechos,  reduciendo  la  actora  la  de- 
manda á  la  proporción  que  en  el  legado  de  D.  Juan  Manuel  Fernandez 
Aguado  representarían  las  (incas  adquiridas  por  el  demandado ;  y  éste 
adicionó  su  contestación,  alegando  el  hecho  que  D.  Joaquín  Aguado  y 
Cañas,  padre  de  Doña  Josefa,  esposa  de  D.  Pablo  Pocurull,  fué  here- 
dero de  la  mitad  de  los  bienes  libres  legados  por  D.  Jesualdo  López  Sa- 
hajosa,  con  la  obligación  de  compensar  que  anteriormente  se  ha  men- 
cionado: 

Resultando  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites,  la  Sala  de  lo  ci- 
vil de  la  Audiencia,  por  sentencia  de  87  de  Enero  de  1876,  revocatoria 
de  la  del  Juez,  condenó  á  D.  Jerónimo  Nuñez  Flores  á  que  en  el  térmi- 
no de  40  dias  pague  á  Doña  Soledad  López  de  Sahajosa  y  D.  Tomás 
Aguilera  la  cantidad  de  137.968  rs.,  ó  á  que  deje  á  disposición  de  los 
mismos  demandantes  las  fincas  que  adquirió  de  D.  Juan  Manuel  Fer- 
nandez Aguado  del  legado  hecho  por  D.  Jesualdo  López  de  Sahajosa, 
y  cuyas  fincas  constan  de  la  escritura  de  compra-venta  testimoniada 
en  autos ;  y  en  caso  de  optar  el  Nuñez  Flores  por  esto  segundo  extre- 
mo, restituya  los  frutos  que  han  producido  desde  la  fecha  de  la  sen- 
tencia dictada  en  el  interdicto  de  recobrar  que  entabló  contra  los  de- 
mandantes ;  y  de  uno  y  otro  caso  á  la  devolución  de  las  costas  que  los 
.  mismos  satisfacieron  del  expresado  interdicto,  y  reservaban  al  D.  Jeró- 
nimo Nuñez  Flores  la  acción  que  creyera  asistirle  contra  el  vendedor 
de  las  referidas  fincas  D.  Juan  Manuel  Fernandez  Aguado  sin  hacer  es- 
pecial condenación  de  costas : 

Resultando  que  Doña  Soledad  López  Sahajosa  y  D.  Tomás  Aguilera 
interpusieron  recurso  de  casación  contra  dicha  sentencia  en  cuanto  no 
condenaba  á  D.  Jerónimo  Nuñez  Flores  á  que  en  el  caso  de  optar  por 
el  pago  de  la  cantidad,  abonase  el  interés  legal  del  6  por  100  desde  Ju- 
lio de  4868  en  que  se  notificó  la  sentencia  ejecutoria  de  4°  del  mismo 
mes,  y  citaron  como  infringidas  : 

4  o  Lo  juzgado  y  sentenciado  en  6  de  Diciembre  de  4*67  y  con  ello 
las  leyes  4  9,  20  y  24,  tít.  22,  Partida  3a,  porque  esta  sentencia  empece 
á  D.  Jerónimo  Nuñez  Flores  con  arreglo  á  dichas  leyes  ;  toda  vez  que 
compró  los  bienes  sabiendo  que  pesaba  sobre  ellos  responsabilidad: 
que  sabía  asimismo  que  acerca  de  esta  responsabilidad  había  reclama- 
ciones judiciales  entabladas  y  que  las  tomó  sobre  sí,  reservándose  para 
solventarlas  una  parte  del  precio  : 

V  El  art.  8o  de  la  ley  de  4  4  de  Marzo  de  4  856,  porque  desde  dicha 
focha  el  deudor  Nuñez  Flores  se  constituyó  en  mora  atentando  por  me- 
dio del  interdicto  contra  lo  sentenciado  judicialmente  como  así  lo  de- 
claraba la  Sala : 

3°  La  ley  39,  tít.  28,  Partida  3a,  y  la  doctrina  jurídica  de  que  desde 
la  contestación  de  la  demandase  interrumpe  la  buena  fe,  al  no  conde- 
nar al  pago  de  interés  desde  dicha  contestación  ;  incurriendo  en  el 


Digitized  by  Google 


580  JURISPRUDENCIA  CIVIL. 

contraprincipio  de  condenar  al  pago  de  frutos  si  el  deudor  opta  por  la 
entrega  de  las  fincas  y  no  condenar  al  de  intereses  si  opta  por  pagaren 
metálico;  siendo  así  que  precisamente  para  este  caso  era  para  el  que 
expresamente  estableció  el  6  por  100  por  via  de  indemnización  de  da- 
ños la  ejecutoria  de  6  de  Diciembre  de  4 869  : 

Y  resultando  que  el  demandado  D.  Jerónimo  Nuñez  Flores  también 
interpuso  recurso  de  casación  por  habérsele  condenado,  teniendo  com- 
pradas como  libres  en  precio  de  260.000  rs.  unas  fincas  que  en  el  Re- 
gistro de  la  propiedad  aparecían  sin  gravámen,  á  que  pague  137.968 
reales  á  una  tercera  persona,  ó  á  que  les  deje  las  fincas,  por  lo  que  con- 
ceptuaba infringidos: 

Io  Los  jirtículos  24,  34  y  36  de  la  ley  Hipotecaria  de  8  de  Febrero 
de  4  861  vigentes  cuando  tuvo  lugar  la  compra  y  conformes  con  la  le- 
gislación y  jurisprudencia  anteriores,  contenida  en  las  leyes  Ia  y  3*, 
titulo  16,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  y  sentencia  de  este 
Tribunal  Supremo  de  9  de  Junio  do  1857,  corroboradas  por  la  juris- 
prudencia posterior,  según  se  veía  en  la  sentencia  de  19  de  Diciembre 
de  1*64,  y  reproducidas  por  la  ley  Hipotecaria  de  21  de  Diciembre 
de  1869,  todas  las  cuales,  del  mismo  modo  que  la  regla  47,  tít.  34,  Par- 
tida 7a,  que  prohibe  que  nadie  se  enriquezca  torticeramente  en  perjui- 
cio de  otro,  se  habían  infringido  por  la  sentencia  al  no  absolver  al  de- 
mandado de  la  demanda  temerariamente  interpuesta  por  Doña  Soledad 
López  de  Sahajosa  y  D.  Tomás  Aguilera  : 

2o  La  ley  22,  tít.  22,  Partida  3\  según  la  que  «el  mandamiento  que 
da  el  Juez  contra  una  persona,  non  emplazándole  primeramente  nin 
sabiendo  la  verdad  non  vale,  nin  lia  fuerza  de  juicio ; »  y  las  leyes  27, 
título  2o,  y  Ia,  tít.  28  de  la  misma  Partida  3a,  la  10,  tít.  33,  Parti- 
da 7a,  el  art.  13  de  la  Constitución  de  1869,  y  los  artículos  694,  párra- 
fo último,  y  724  y  siguientes  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  en  su. 
parte  sustantiva;  todo  ello  al  fundarse  el  fallo  de  la  Audiencia  por  lo 
relativo  al  interdicto  en  la  firmeza,  valor  legal  y  efectos  que  atribuye 
á  la  providencia  del  Juzgado  de  Caravaca  ;  y  al  suponer  que  D.  Jeró- 
nimo Nuñez  Flores,  poseedor  de  las  fincas  en  cuestión,  dejó  de  serl»,  y 
por  lo  tanto  debió  convertirse  en  demandante,  y  al  declarar  también 
improcedente  el  interdicto  de  recobrar  que  D.  Jerónimo  Nuñez  enta- 
bló, no  contra  resolución  alguna  del  Tribunal  de  Justicia,  en  cuyo  caso 
se  habría  dirigido  el  procedimiento  contra  el  Juez,  sino  contra  Doña 
Soledad  López  y  D.  Tomás  Aguilera,  para  recobrar  la  posesión  de  las 
fincas  que  legitima,  pacifica  y  justamente  venía  poseyendo  hacia  seis 
años,  y  de  que  sin  oírsele  y  vencerle  en  juicio  se  le  despojó  : 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D  Benito  de  Ulloa  y  Rey : 

Considerando  que  D.  Jerónimo  Nuñez  Flores  compró  en  1866  áDon 
Juan  Manuel  Fernandez  Aguado  los  bienes  que  á  éste  habia  legado  Don 
Jesualdo  López  Sahajosa,  aceptando  el  comprador  el  gravámen  de 
compensación,  impuesto  sobre  dichos  bienes  por  el  testador  á  favor  de 
la  inmediata  sucesora  en  los  vhicuIos  que  aquel  poseía,  y  las  conse- 
cuencias de  las  reclamaciones  pendientes  contra  los  legatarios  á  qtfe 
dió  lugar  el  cumplimiento  de  esa  cláusula  testamentalia  : 

Considerando  que  por  ejecutoria  de  6  de  Diciembre  de  1869  se  con- 
denó á  D.  Juan  Manuel  Fernandez  Aguado  como  de  los  legatarios  á 
pagar  en  proporción  al  importe  de  su  legado  la  parte  de  la  cantidad 
que  en  dicha  ejecutoria  se  refiere  y  el  interés  de  un  6  por  100  desde 
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el  Io  de  Julio  do  1868,  siempre  que  prefiriese  este  medio  de  indemnizar 
á  los  herederos  de  Doria  Soledad  Sahajosa  y  D.  Tomás  Aguilera,  á  la 
entrega  de  los  bienes  que  constituían  el  legado: 

Considerando  que  en  el  mero  hecho  de  haber  aceptado  Nuíiez  Flo- 
res la  venta  de  los  bienes  en  cuestión  con  el  gravámen  ántes  referido, 
se  subrogó  en  lugar  del  vendedor,  y  está  por  lo  lanto  obligado  á  cum- 
plir lo  que  se  manda  en  la  ejecutoria  de  1 869 ;  y  áun  cuando  no  media- 
se esta  circunstancia, »esa  ejecutoria  le  perjudica  porque  al  otorgar  la 
escritura  de  I8«6  sabia  que  el  vendedor  habia  entrado  en  pleito  sobre 
la  cosa  vendida,  conforme  á  lo  dispuesto  en  la  ley  82  de  la  Partida  3a: 

Considerando  que  declarado  sin  derecho  por  sentencia  firme  no  pue- 
de anularse  ni  modificarse  por  otra  posterior,  cuando,  como  aquí  su- 
cede, son  unas  mismas  las  personas  de  los  litigantes,  las  cosas  que  se 
litigan  y  la  razón  de  pedir,  según  lo  que  dispone  la  ley  19,  tít.  22  do  la 
Partida  3" : 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora,  al  condenar  á  D.  Jerónimo 
Nuñez  Flores  al  pago  de  la  cantidad  principal  y  no  al  de  los  intereses, 
infringe  las  leyes  de  que  queda  hecho  mérito,  y  que  se  alegan  á  este 
propósito  por  Doña  Soledad  Sahajosa  y  D.  Tomás  Aguilera  : 

Considerando,  en  cuanto  al  recurso  interpuesto  por  D  Jerónimo 
Nuñez  Flores,  que  las  infracciones  de  ley  alegadas  profusamente  en  el 

Srimer  motivo  de  casación  se  fundaren  el  supuesto  de  que  se  le  con- 
ene  á  pagar  un  gravámen  sobre  bienes  que  compró  libres;  y  para 
comprender  lo  impertinente  de  esas  citas  basta  tener  en  cuenta  que  es 
inexacto  el  supuesto  según  se  indicó  anteriormente  : 

Considerando  que  algunas  de  las  leyes  que  como  infringidas  se  ale- 

Íran,en  el  segundo  motivo  del  recurso  se  refieren  á  la  declaración  que 
a  sentencia  recurrida  hace  respecto  al  abono  de  las  costas  causadas  en 
el  interdicto  de  recobrar  promovido  á  instancia  de  la  parte  recurrente, 
suponiendo  quo  so  la  con  lena  sin  que  ántes  hubiese  sido  oída  y  ven- 
cida en  juicio,  y  cita  á  este  propósito  las  leyes  22,  tit.  22  de  la  Par- 
tida 3a,  el  art.  13  de  la  Constitución  de  1869  y  el  694  de  ía  ley  de  En- 
juiciamiento civil  ;  supuesto  cuya  inexactitud  se  demuestra  teniendo 
presente  que  esa  reclamación  se  ventiló  en  este  juicio  ordinario,  con- 
forme á  lo  prevenido  en  los  artículos  730,  731  y  732  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil : 

Considerando  que  las  leyes  27,  tít.  2o,  y  Ia,  tít.  28  de  la  Partida  3a 
definen  respectivamente  la  propiedad  y  la  posesión,  determinan  la  di- 
ferencia entre  una  y  otra  cosa,  y  cómo  deben  pedirse,  y  qué  es  señorío 
y  de  cuántas  maneras  es ;  cuestionas  que  no  fueron  objeto  del  pleito,  y 
por  consiguiente  la  cita  de  esas  leyes  es  impertinente: 

Considerando  que  en  el  mismo  caso  se  halla  la  cita  que  se  refiere  á 
la  ley  10,  tít.  33  de  la  Partida  7a,  y  al  art.  724  de  la  de  Enjuiciamiento 
civil,  en  atención  $  que  la  primera  trata  del  declaramiento  de  otras 
palabras  dubdosas,  y  el  segundo  de  los  requisitos  que  deben  acompañar 
á  la  demanda  en  el  juicio  de  interdicto  de  recobrar,  y  de  nada  de  esto 
se  trató  en  este  pleito: 

Fallimos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recur- 
so de  casación  interpuesto  por  Doña  Soledad  Sahajosa  y  ü.  Tomás 
Aguilera,  y  que  no  há  lugar  al  interpuesto  por  D.  Jerónimo  Nuñez 
Flores;  y  en  su  consecuencia  casamos  y  anulamos  la  sentencia  recur- 
rida en  cuanto  por  ella  no  se  condena  á*  D.  Jerónimo  Nuñez  al  pago  de 
los  intereses  á  razón  del  6  por  100  desde  Io  de  Julio  de  1868,  dejándola 
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firme  en  todas  las  demás  declaraciones  que  comprende,  sin  hacer  espe- 
cial condenación  de  costas  :  líbrese  orden  á.  la  Audiencia  de  Albacete 
para  qu<»  remita  los  autos  originales  á  los  efectos  que  haya  lugar.— 
(Sentencia  publicada  el  23  de  Abril  de  1877,  é  inserta  en  la  Gaceiaáe 
19  de  Agosto  del  mismo  año.) 

216 

flecurso  «le  casación  en  asunto  de  Ultramar  (24  de  Abril 
de  f  877).  —  Tercería  de  dominio.  —  Se  declara  por  la  Sala  primera 
del  Tribunal  Supremo  haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casa- 
ción interpuesto  por  D.  Francisco  Gómez  de  la  Maza  contra  la  sen- 
tencia dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  en  pleito 
con  D.  Miguel  Valdes  Chacón  y  otro,  y  se  resuelve  : 

\°  Que  según  lo  dispuesto  en  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  el  re- 
curso de  casación  se  da  contra  las  sentencias  de  los  Tribunales  supe- 
riores  que  recaigan  sobre  definitiva ,  entendiéndose  por  tales  las  que 
aun  cuando  hayan  recaído  sobre  un  artículo ,  pongan  término  al  juicio 
y  hagan  imposible  su  continuación  : 

2o  Que  la  demanda  de  tercería  de  dominio  debe  sustanciarse  por  los 
trámites  establecidos  en  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  observándose 
el  precepto  contenido  en  su  art.  996  y  fallando  en  su  dia  conforme  á 
derecho  ;  , 

Y  3o  Que  la  sentencia  que  manda  no  suspender  la  vía  de  apremio 
mi én tras  se  sustancia  la  tercería  de  dominio  ,  puede  hacer  ilusoria  la 
cuestión  que  entraña  la  demanda  de  tercería  ,  y  por  esta  razón  reviste 
el  carácter  de  definitiva  ,  y  procede  contra  ella  el  recurso  de  casación. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  24  de  Abril  de  4 877,  en  los  autos 
que  ante  Nos  penden  ñor  recurso  de  apelación,  seguidos  en  el  Juzgado 
de  primera  instancia  de  Guadalupe  y  en  la  Sala  segunda  de  la  Audien- 
cia de  la  Habana  por  D.  Francisco  Gómez  de  la  Maza  con  D.  Miguel 
Vaklés  Chacón  y  D.  Ambrosio  María  Rendon  ,  éste  en  rebeldía,  sobre 
tercería  de  dominio: 

Resultando  que  D.  Miguel  Valdés  Chacón  promovió  juicio  ejecu- 
tivo contra  D.  Ambrosio  María  Rendon  en  cobro  de  la  cantidad  de 
10.768  pesos  18  centavos,  ampliado  á  igual  suma  por  plazos  vencidos 
procedentes  de  su  herencia  paterna  asegurada  en  el  ingenio  Los  Apu* 
ros,  en  cuyo  juicio  fué  mejorada  I»  ejecución  en  dicho  ingenio;  dictada 
sentencia  en  27  de  Agosto  de  1814  disponiendo  hacer  trance  y  remate 
del  expresado  ingenio  embargado,  se  entró  en  la  vía  de  apremio  : 

Resultando  que  en  26  de  Octubre  de  1874  D.  Francisco  Gómez  de 
la  Maza  acudió  á  los  expresados  autos  ejecutivos  deduciendo  demanda 
de  tercería  de  dominio  respecto  al  ingenio  Divina  Pastora,  álias  Los 
Apuros,  y  expuso  :  que  el  Marqués  de  Rendon  no  era  dueño  de  aquel 
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ingenio,  porque  le  vendió  por  escritura  de  \ 3  de  Noviembre  de  1857  á 
la  Sociedad  del  Crédito  Territorial  Cubano,  y  ésta  en  Í8  de  Julio 
de  1864  á  los  hermanos  Maza  :  que  éstos  no  se  comprometieron  á  abo- 
nar á  D.  Miguel  Yaldés  Chacón  cantidad  alguna :  que  al  pactársela 
venta  como  al  consumarse  el  contrato,  la  Sociedad  vendedora  se  com- 
prometió á  gestionar  lo  necesario  para  que  el  Rendon  cancelara  las  hi- 
potecas que  afectaban  y  gravaban  el  fundo  en  favor  de  la  sucesión  de 
Valdés  Herrera  en  los  términos  y  plazos  en  que  el  referido  Rendon  es- 
tipuló realizarlo:  que  Maza  habia  cumplido  todas  las  obligaciones  que 
contrajo  en  el  contrato  que  celebró  con  la  Sociedad  del  Crédito  Ter- 
ritorial Cubano :  que  D.  Miguel  Chacón  habia  hecho  reclamaciones 
judicialmente  á  D.  Francisco  Gómez  de  la  Maza  para  que  efectuara  la 
paga  del  importe  de  su  aseguración  ;  pero  que  éste  manifestó  que  es- 
taba pronto  á  satisfacer  su  alcance  por  cuenta  del  Marqués  de  Rendon 
tan  luégo  se  liquidara  el  crédito  con  su  citación  é  intervención  por  ser 
el  Marqués  el  legítimo  y  verdadero  deudor  de  Yaldés  Chacón  :  que 
Gómez  de  la  Maza  estaba  conforme  en  hacerla  paga  por  cuenta  del 
Marqués:  que  Valdés  Chacón  desistió  de  formar  la  liquidación  y  pro- 
cedió contra  el  Marqués  de  Rendon  por  la  via  ejecutiva  sin  conocimiento 
ni  intervención  de  Maza,  actual  poseedor  y  dueño  de  la  finca  hipotecada; 
por  todo  lo  que,  y  diciendo  hacer  uso  de  la  acción  real  que  le  competía, 
pidió  se  diese  por  establecida  demanda  en  forma  de  tercería  de  domi- 
nio y  definitivamente  juzgando  declarar  con  lugar  en  derecho,  y  me- 
diante la  conformidad  de  D.  Francisco  Gómez  de  la  Maza,  en  realizar 
la  paga  de  la  suma  que  se  adeudase  á  D.  Miguel  Yaldés  Chacón  por 
cuenta  del  Marqués  de  Rendon,  ordenar  que  se  le  instruyese  dr  la  as- 
cendencia del  crédito  reclamado,  declarando  á  dicho  Rendon  responsa- 
ble para  con  Gómez  de  la  Maza  de  lo  que  importe  y  haya  éste  de  des- 
embolsar para  el  pago  del  ejecutante,  asi  como  de  los  intereses,  per- 
'  juicios  y  costas  que  se  ocasionasen  ;  por  un  otrosí  pidió  se  mandase 
con  arreglo  al  art.  996  de  la  ley,  y  en  consideración  á  que  la  tercería 
propuesta  era  de  dominio,  que  se  suspendiese  el  procedimiento  de 
apremio,  poniéndose  nota  en  el  expediente  ejecutivo: 

Resultando  que  por  auto  de  2  de  Diciembre  de  1874  se  hubo  por 
establecida  la  demanda  de  tercería  de  dominio  confiriéndose  traslado 
de  ella  al  ejecutante  y  al  ejecutado;  se  mandó  sustanciar  en  pieza  se- 
parada, poniéndose  en  ella  certificación  relativa  al  estado  del  juicio 
principal  ;  que  se  suspendiese  en  el  mismo  el  procedimiento  de  apremio 
contra  los  bienes  embargados  que  fueron  objeto  de  esta  demanda  hasta 
su  oportuna  resolución,  y  que  se  pusiera  en  los  referidos  autos  princi- 
pales la  debida  constancia  de  la  iniciación  de  esta  demanda: 

Resultando  que  emplazados  D.  Miguel  Valdés  Chacón  y  D.  Ambro- 
sio María  Rendon,  por  parte  de  aquel  se  acudió  pidiendo  se  repusiera 
el  auto  de  2  de  Diciembre  disponiendo  no  se  suspendieran  los  procedi- 
mientos de  apremio,  fundándose  para  ello  en  que  la  suspensión  d9  pro- 
cedimiento de  apremio  que  dispone  el  art.  946  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento, se  refiere  al  caso  en  que  la  demanda  de  tercería  de  dominio 
tenga  por  objeto  libertar  de  una  ejecución  bienes  no  afectos  á  respon- 
sabilidad real  en  favor  del  ejecutante,  y  que  sean  propios  de  un  ter- 
cero que  nada  deba,  ó  contra  quien  nada  reclame  aquel,  mas  no  cuan- 
do los  bienes  se  hallan  legalmente  afectos  á  la  misma  obligación  que  se 
intente  hacer  efectiva  por  el  ejecutante,  cualquiera  que  sea  su  po- 
seedor : 
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Resultando  que  por  auto  de  25  de  Enero  se  accedió  á  la  reposición 
solicitada  por  D.  Miguel  Valdés  Chacón  del  auto  de  2  de  Diciembre  an- 
terior en  la  parte  que  decretó  la  suspensión  del  procedimiento  de  apre- 
mio; y  mandó  poner  constancia  de  este  proveído  en  los  mencionados 
autos  ejecutivos:  que  admitida  la  apelación  que  D.  Francisco  Gome* 
de  la  Maza  interpuso,  se  remitieron  los  autos  á  la  Audiencia,  y  sustan- 
ciada la  instancia,  la  Sala  segunda  de  lo  civil,  por  sentencia  de  20  de 
Agosto  de  «815,  confirmó  el  auto  apelado  de  25  de  Enero  anterior  con 
las  costas  á  cargo  del  apelante  : 

Resultando  que  D.  Francisco  Gómez  de  la  Maza,  fundado  en  que  la 
relacionada  sentencia  recaía  sobre  un  artículo  que  ponía  término  al 
pleito  imposibilitando  su  continuación,  pues  equivale  á  una  resolución 
a  priori  contra  la  tercería  de  dominio,  interpuso  recurso  de  casación 
alegando  como  infringidos  el  art.  966  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
yil,  las  cláusulas  de  las  escrituras  constantes  en  los  autos,  de  las  cua- 
les se  acredita  que  Gómez  de  la  Maza  nada  tiene  concertado  con  Val- 
dés Chacón,  los  artículos  9íi  y  998  de  la  referida  ley  de  Enjuciamien- 
to  civil,  la  ley  Ia,  tít.  Io,  lib.  10  de  la  Novísima  Recopilación,  la  juris- 
prudencia establecida  por  este  Tribunal  Supremo  en  sentencias  de 
4o  de  Octubre,  24  de  Noviembre,  13  y  22  de  Diciembre  de  1859,  27  de 
Junio  de  1862,  17  de  Marzo  de  1863,  19  de  Mayo  y  14  de  Octubre 
de  1 86i,  29  de  Marzo  de  1865  y  Io  de  Diciembre  de  1866:  la  doctrina 
consignada  en  sentencias  de  30  de  Enero,  i  y  1 0  de  Marzo,  21  de  Abril, 
2  de  Mayo,  17  de  Noviembre  y  11  de  Diciembre  de  1865,  8  de  Junio, 
20  de  Julio  y  21  de  Diciembre  de  1866:  la  jurisprudencia  declarada  en 
sentencias  de  11  de  Mayo  de  1861,  30  de  Junio  de  1866,  y  las  senten- 
cias de  10  de  Mayo,  U  de  Noviembre  y  18  de  Diciembre  de  1860  y 
29  de  Abril  de  1863: 

Resultando  que  la  mencionada  Sala  de  la  Audiencia  por  auto  de 
16  de  Setiembre  de  1875,  declaró  no  haber  lugar  á  la  admisión  del  re- 
curso de  casación  establecido  por  D.  Francisco  Gomez'de  la  Maza;  el 
que  en  su  virtud  interpuso  apelación,  que  le  fué  admitida  para  aote 
este  Tribunal  Supremo: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Benito  de  Ulloa  y  Rey  : 

Considerando  que,  según  lo  dispuesto  eu  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  el  recurso  de  casación  se  da  contra  las  sentencias  de  los  Tribuna- 
les superiores  que  recaigan  sobre  definitiva,  entendiéndose  por  tales 
las  que  áun  cuando  hayan  recaído  sobre  un  artículo,  pongan  término»* 
al  juicio  y  hagan  imposible  su  continuación  : 

Considerando  que  la  demanda  de  tercería  de  dominio  interpuesta 
por  D.  Francisco  Gómez  de  la  Maza  ha  debido  sustanciarse  por  los 
trámites  establecidos  en  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  observándose 
el  precepto  contenido  en  su  art.  996  y  fallando  en  su  dia  conforme  i 
derecho : 

Considerando  que  la  sentencia  de  20  de  Agosto  de  (875  puede  ha- 
cer ilusoria  la  cuestión  que  entraña  la  demanda  de  tercería  de  domi- 
nio, y  por  esta  razón  reviste  el  carácter  de  definitiva,  y  concurriendo 
en  el  recurso  las  demás  circunstancias  á  que  se  refiere  el  art.  1025  de 
la  citada  ley,  procede  la  admisión  ; 

Fallamos  que  debemos  revocar  y  revocamos  el  auto  de  16  de  Se- 
tiembre de  1875  dictado  por  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  la  Ha- 
bana, y  en  su  consecuencia  admitimos  el  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  D.  Francisco  Gómez  de  la  Maza,  contra  la  sentencia  de  la 
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referida  Sala  de  40  de  Agosto  de  aquel  afio:  y  mandamos  se  proceda  á 
su  sustanciaron,  constituido  que  sea  por  el  recurrente  el  depósito  de 
5.000  pesetas.dentro  del  término  de  la  ley.  —  (Sentencia  publicada  el 
24  de  Abril  de  1877,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  t9  de  Agosto  del  mis- 
mo año.J 


217 

Recargo  de  casación  (25  de  Abril  de  1877).  —  Restitución  de 

FRUTOS  POR  CIERTAS  PORCIONES  DE  TERRENOS  EN  UNAS  DEHESAS.  —  Se  de- 
Clara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Pedro  García  Picón  contra  la 
sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Cáceres,  en  pleito 
con  D.  José  Obando  y  otros,  y  se  resuelve  : 

Io  Que  si  la  Sala  sentenciadora,  al  aceptar  los  puntos  de  hecho  y  de 
derecho  expuestos  por  el  Juez  de  primera  instancia  y  confirmar  su 
fallo  menos  en  un  extremo  determinado ,  hizo  el  mismo  pronuncia- 
miento qu*  aquel  sobre  la  reconvención,  y  no  alteró  el  concepto  de  pa- 
trono y  administrador  invocado  por  la  parte  adora,  no  infringe  los  ar- 
tículos 61  y  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil : 

2o  Que  si  en  otro  pleito  habido  entre  las  partes  no  se  trató  de  los 
frutos  ahora  reclamados,  ni  existe  en  el  actual  incongruencia  alguna 
entre  la  sentencia  y  la  demanda ,  porque  corresponden  entre  si  exac- 
tamente ,  tanto  por  la  igualdad  de  lo  pedido  y  otorgado ,  como  por  la 
identidad  del  ya  expresado  concepto  de  patrono  y  administrador  en  que 
una  y  otra  se  fundan,  no  se  infringen  las  leyes  16  y  <9,  tit.  22, 
Partida  3a ; 

T3°  Que  no  estando  reconocido  el  demandado  como  poseedor  de 
fuena  fe,  no  puede  impugnar  que  la  condena  de  frutos  se  retrotraiga  á 
la  época  en  que  se  empezaron  á  deber  á  la  fundación  en  favor  del  que 
estaba  en  posesión  del  patronato. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  25  de  Abril  de  1877,  en  los  autos 
que  ante  Nós  penden  por  recurso  de  casación,  seguidos  en  el  Juzgado 
de  primera  instancia  de  Mériday  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
de  Cáceres  por  D.  José  Obando  y  Ceballos,  por  sí  y  como  curador  de 
su  hermano  D.  Francisco  de  Paula  Obando  y  Ladrón  de  Guevara,  Doña 
María  Josefa  Obando  y  Ladrón  de  Guevara  y  D.  Alvaro  Ceballos  y  Rico, 
como  marido  de  Deña  Ana  Obando  y  Ladrón  de  Guevara,  con  D.  Pe- 
dro García  Picón  sobre  restitución  de  frutos  por  las  porciones  de  ter- 
renos que  á  los  primeros  correspondían  en  varias  dehesas: 

Resultando  que  en  22  de  Octubre  de  1873  presentó  demanda  Don 
José  Obando  y  Ceballos,  en  la  que  expuso  :  que  D.  José  Obando  y  Gra- 
gera  entabló  demanda  en  el  Provisorato  de  la  ciudad  de  Alérida  como 
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poseedor  del  patronato  y  administrador  de  las  rentas  de  la  capellanía 
que  fundó  el  Capitán  D.  Cristóbal  Rodríguez  de  la  Serna  con  objeto  de 
que  se  declarase  le  correspondía  cobrar  los  réditos  de  los  capitales  de 
censos  impuestos  sobre  los  propios  de  aquella  ciudad  á  favor  de  dichas 
fundaciones,  y  se  condenara  al  Presbítero  D.  Manuel  María  Picón  á  que 
en  el  término  de  10  dias  le  entregara  la  cantidad  de  332.003  rs.  y  28 
maravedises  que  en  fincas  y  metálico  babia  recaudado  por  aquel  con- 
cepto ;  en  cuyo  pleito  y  por  virtud  de  ejecutoria  del  Tribunal  especial 
de  las  Ordenes  militares  de  15  de  Junio  de  1856  se  condenó  al  Picón  á 
que  entregase  inmediatamente  dicha  cantidad  :  que  instruido  expe- 
diente para  llevar  á  efecto  dicha  sentencia,  y  en  el  cual  fué  yaparte 
D.  Pedro  García  Pirón  como  heredero  de  D.  Manuel  Mana  Picón  y 
D.  José  Obando  y  Torres  como  heredero  de  D.  José  Obando  y  Gragera, 
y  en  el  que  según  liquidación  practicada  por  la  Notaría  eclesiástica, 
por  las  decursas  cobradas  A  los  propios  de  dicha  ciudad  por  el  Presbí- 
tero Picón  correspondieron  ál  D.  José  Obando  y  Torres  en  el  concepto 
expresado  1.044  rs.  y  95  cénts.  en  metálico  y  58.681  rs.  8  cénts.  en 
fincas;  que  para  pago  de  esta  última  suma  se  adjudicaron  á  los  de- 
mandantes como  herederos  de  D.  José  Obando  y  Torres  45  fanegas  y 
19  milésimas  en  la  dehesa  del  Cauchal,  44  fanegas  y  143  milésimas  en 
la  dehesa  del  Hinojo.  102  fanegas  en  la  de  Yeguas  y  12  fanegas  y 
170  milésimas  en  la  Rinconada  ó  Rabira  del  Mentidero,  conocida  tam- 
bién por  la  dehesa  del  Gamo  ó  Montes  de  Cornalba;  y  tanto  D.  Manuel 
María  Picón  como  D.  Pedro  García  Picón  han  disfrutado  dichas  por- 
ciones de  terrenos  desde  el  año  1846  hasta  el  de  1873  en  que  se  dió  po- 
sesión de  ellos  á  ios  demandantes  ;  cuyo  dominio  justificaban  por  la  es- 
critura que  presentaban  otorgada  á  su  favor  como  herederos  de  Don 
José  Obando  y  Torres,  inscrita  en  el  Registro  de  la  propiedad  del  par- 
tido :  y  después  de  alegar  las  consideraciones  de  derecho  que  estimó 
conducentes,  pretendió  se  condenase  A  D.  Pedro  García  Picón  á  la  res- 
titución á  los  demandantes  de  los  frutos  producidos  desde  el  año 
de  1851  al  1872  por  las  porciones  de  los  terrenos  indicados  y  en  las 
costas: 

Resultando  que  al  contestar  á  la  demanda  D.  Pedro  García  Picón, 
excepcionó:  que  la  copia  de  la  escritura  presentada  por  los  deman- 
dantes referia  los  hechos  de  una  manera  inexacta,  omitiendo  los  datos 
ilegales  en  que  aquella  descansaba,  porque  las  actuaciones  que  la 
precedieron  fueron  dictadas  por  un  Juez  que  si  bien  reunía  cualidades* 
canónicas,  no  así  las  que  exigían  las  leyes  recopiladas,  por  lo  que  el 
demandado  tenía  pendiente  la  petición  de  nulidad  de  los  actos  del  fina- 
do Provisor  y  apelado  de  todos  los  autos  dictados  por  el  mismo,  con 
protesta  de  nulidad  y  pendiente  de  resolución  de  la  Superioridad  :  que 
el  derecho  sustentado  por  los  demandantes  á  las  porciones  de  terrenos 
que  se  les  habían  adjudicado  y  á  sus  productos,  procedían  de  la  sen- 
tencia de  21  de  Enero  de  1857,  que  es  á  la  que  se  refiere  la  de  15  de 
Diciembre  de  1864,  en  la  cual ,  si  bien  se  habia  hecho  la  declaración 
a  favor  del  Obando  de  la  cantidad  de  58.000  y  pico  de  reales  que  se  le 
habían  de  pagar  proporcionalmente  en  las  fincas  que  determinaba,  de- 
bían deducirse  las  mejoras  hechas  por  el  referido  Picón  á  la  fecha  áe 
la  sentencia  cuyo  extremo  no  estaba  cumplido,  y  sin  embargo  se  mandó 
otorgar  la  escritura  citada  por  auto  de  29  de  Julio  de  1 871 ,  del  cual  se 
alzó  el  demandado  solicitando  Á  la  par  la  nulidad  del  auto,  admitiéndo- 
sele aquella  en  un  solo  efecto  ;  que  los  demandantes  jamás  pudieron 
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reclamar  los  frutos  desde  el  año  1851,  pues  cuando  más  podían  dedu- 
cirlos d  'sde  Enero  de  1857,  que  se  declaró  á  su  favor  el  pago  de  los 
58.000  y  pico  de  reales  porque  la  sentencia  estaba  redactada  en  tér- 
minos absolutos,  y  reclamar  otra  cosa  seria  dar  á  la  sentencia  efectos 
retroactivos  ;  y  que  dado  caso  que  se  condenase  á  Picón  al  pago  de  los 
productos  reclamados,  era  justo  que  el  que  los  recibiera  abonase  al 
poseedor  lo  que  éste  ha  satisfecho  por  contribuciones  y  gastos  de 
guardería :  que  el  Obando  aprovechó  con  sus  ganados  las  dehesas  de 
Yeguas  é  Hinojo  y  Cauchal  en  los  años  de  1848  y  1859,  y  nueve  meses 
del  de  1850:  que  si  se  resolviese  concediendo  el  derecho  de  dominio  á 
los  demandantes,  sería  con  la  obligación  de  abonar  éstos  las  contribu- 
ciones y  costo  de  guardería;  é  interpuesta  la  demanda  con  arreglo  al 
artículo  254  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  siendo  los  demandantes 
deudores  al  demandado  de  otras  sumas  procedentes  de  los  propios 
bienes  procedía  la  reconvención  para  el  pago  de  9.343  pesetas  75  cén- 
timos, importe  del  aprovechamiento  que  hizo  el  Obando  de  los  terre- 
nos indicados  en  los  años  expresados  ;  y  pidió  se  le  absolviera  de  la 
demanda;  y  si  á  esto  no  hubiere  lugar,  por  vía  de  reconvención  se 
condenase  á  los  demandantes  ¿  que  pagasen  al  García  Picón  la  suma 
de  9.343  pesetas  75  céntimos  á  que  ascendieron  el  valor  de  los  frutos 
referidos  con  las  costas  :  , 

Resultando  que  at  replicar  y  al  duplicar  las  partes  acompañaron  á 
sus  respectivos  escritos,  la  demandante,  cuenta  de  aprovechamientos 
de  las  dehesas  sin  autorizar;  y  la  demandada  una  cuenta  fechada  en 
la  Fuente  del  Maestre  el  25  de  Julio  de  1873,  suscrita  por  D.  José 
Obando  y  Ceballos,  dirigida  á  D.  Pedro  García  Picón  ,  manifestándole 
á  éste  que  si  quería  arreglar  las  cuestiones  de  productos  y  costas  pa- 
sase á  la  Fuente  del  Maestre  inmediatamente,  en  la  inteligencia  de  que 
sí  llegaban  á  ponerse  de  acuerdo  arreglando  sus  diferencias,  quedaria 
de  hecho  paralizado  el  expediente  sobre  cumplimiento  de  cargas: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba,  se  unió  á  los  autos  cer- 
tificación expedida  por  el  Secretario  del  Ayuntamiento  de  la  ciudad 
de  Mérida,  con  relación  á  los  libros  de  arniJluramicnto,  para  acreditar 
las  cantidades  impuestas  á  D.  Manuel  María  Picón  y  á  su  heredero 
desde  el  alio  de  1852  por  las  dehesas  mencionadas;  y  además  un  testi- 
monio de  la  sentencia  dictada  en  15  de  Diciembre  de  I8ü4  por  el  Tri- 
bunal de  las  Ordenes,  condenando  á  D.  Pedro  García  Picón,  como  he- 
redero de  su  tio  D.  Manuel  María  Picón,  á  que  pagase  ;í  D.  José  Obando 
y  Gragera  58.681  rs.  8  cénts.  en  parte  proporcional  de  c*da  una  délas 
dehesas  de  Yeguas,  Hinojo,  Rinconada  del  Mentidero  y  Cauchal  por 
el  valor  que,  deducidas  las  mejoras  hechas  por  D.  Manuel  María  Picón, 
tenían  curndo  fué  declarada  ejecutoria  la  sentencia  de  2t  de  Enero 
de  1 857  dictada  por  el  mismo  Tribunal,  por  lo  cual  se  haria  saber  á  los 
interesados  nombrasen  peritos  que  procedieran  á  la  partición  y  deslin- 
de de  las  que  habían  de  ser  adjudicadas  en  pago,  y  de  ellas  otorgaría 
Picón  las  oportunas  escrituras,  debiéndose  otorgar  en  otro  ca^o  por 
Provisor,  Juez  eclesiástico  de  dicha  ciudad,  si  á  ello  se  negare,  luégo 
que  la  sentencia  causase  ejecutoria ;  y  otros  testimonios  sacados  del 
expediente  para  llevar  á  efecto  dicha  sentencia,  por  el  cual  se  acredi- 
taba haberse  hecho  por  los  peritos  nombrados  por  las  partes  y  tercero 
en  discordia  el  señalamiento  de  los  terrenos  pertenecientes  á  los  Oban- 
do, la  posesión  dada  á  éstos  y  otorgamiento  de  escritura  y  oposición 
hecha  por  el  demandado  á  estos  actos  y  disposiciones  que  los  motiva- 
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ron,  de  las  cuales  se  alzó  para  ante  el  Tribunal  superior  con  protesta 
de  nulidad ;  cuyas  apelaciones  le  fueron  admitidas  en  un  solo  efecto, 
fundándose  las  protestas  y  peticiones  de  nulidad  en  que  el  Juez  ecle- 
siástico no  estaba  adornado  de  los  requisitos  legales: 

Resultando  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites,  la  Sala  de  lo  ci- 
vil, por  sentencia  de  19  de  Febrero  de  1876  confirmó  la  del  Juez  de 

I)rimera  instancia,  por  la  que  se  condenaba  á  D.  Pedro  García  Picón  á 
a  restitución  de  los  frutos  producidos  en  las  porciones  de  terrenos  del 
dominio  y  posesión  de  los  demandantes  en  las  dehesas  del  Canchal, 
Yeguas,  Hinojo  y  Rinconada  del  Mentidero  desde  el  mes  de  Enero 
de  1857  hasta  el  en  que  se  confinó  la  posesión  de  dichas  fincas  á  Don 
José  Obando  y  Cebados  y  consortes,  deduciéndose  el  pago  de  guardas 
y  de  contribuciones  y  arreglándose  para  la  cuantía  de  aquellos  á  los 
artículos  898  y  siguientes  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  sirviendo 
de  base  para  la  regulación  de  los  frutos  los  arriendos  de  las  mismas 
dehesas  ú  otras  análogas  en  las  épocas  á  que  se  contraían,  y  se  absuel- 
ve á  los  demandantes  de  la  reconvención;  pero  entendiéndose  la  resti- 
tución de  frutos  desde  el  año  de  1851  inclusive,  con  igual  deducción 
de  pago  de  guardas  y  de  contribuciones  y  base  de  regulación,  respepto 
de  cuyo  extremo  se  revocaba  la  sentencia  apelada  sin  hacer  especial 
condena  de  costas : 

Resultando  que  por  D.  Pedro  García  Picón  se  interpuso  recurso  de 
casación  por  conceptuar  infringidas: 

Io  Al  confirmar  la  sentencia  el  extremo  de  la  apelada  relativo!  la 
reconvención  que  en  el  pleito  aparecía  sin  hacer  sobre  el  particular  los 
pronunciamientos  correspondientes,  infringía  los  artículos  61  y  62  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  ordenan  que  las  sentencias  sean 
claras  y  precisas,  y  con  separación  se  ocupen  de  los  diferentes  puntos 
que  fueron  objeto  de  la  demanda  : 

2o  El  mismo  art.  61  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  por  cuanto  la 
Sala  sentencia  tora,  al  mismo  tiempo  que  invocaba  como  fundamento 
de  sus  declaraciones  el  derecho  del  patrono  para  percibir  los  réditos 
d  ■  censos  que  allí  no  se  habian  disputado  y  cuando  daba  á  los  derechos 
dominicales  de  los  Obando  un  carácter  reivindicatorío  que  cierta- 
mente no  tenían  igualmente: 

3°  Que  los  pronunciamientos  hechos  por  la  Sala  sentenciadora  han 
modificado  claramente  la  ejecutoria  sobre  cuyo  cumplimiento  versaba 
únicamente  el  pleito,  dando  á  la  cuestión  debatida  un  giro  completa- 
mente distinto  del  que  por  derecho  le  correspondiera,  y  con  ello  no 
sólo  infringe  la  ley  13,  tit.  22  de  la  Partida  3a,  sino  que  se  aparta  de 
la  doctrina  legal  establecida  en  primer  lugar  por  la  sentencia  de  este 
Tribunal  Supremo  de  30  de  Enero  de  1861,  según  la  cual,  los  fallos  de 
aquella  naturaleza,  además  de  resolver  las  cuestiones  concretas  á  qoa 
se  refieren,  deben  servir  de  regla  á  los  Jueces  en  casos  análogos  como 
sucede  en  este  pleito,  por  ejemplo  :  con  las  de  25  de  Mayo  de  1860,  I* 
de  Febrero  de  1864,  21  de  Noviembre  de  1846,  8  de  Jumo  de  185*.  16 
de  Octubre  de  1858,  18  de  Mayo  de  1859  y  tantas  otras  como  precep- 
túan y  exigían  terminantemente  la  congruencia  indispensable  entre  la 
demanda  y  la  sentencia  : 

4*  Las  leyes  16  y  19  del  tít.  22  de  la  Partida  3a,  según  las  cuales  na 
es  posible  que  los  Jueces  se  aparten  de  lo  que  fué  objeto  del  pleito,  ni 
lleguen  á  introducir  en  los  mismos  modificaciones  que  no  se  ajusten  á 
su  índole  propia,  como  claramente  resulta  en  el  caso  de  autos,  puesto 
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que  los  Obando  vinieron  A  los  Tribunales  á  pedir  el  cumplimiento  de 
una  ejecutoria,  fundándose  en  títulos  y  razones  completamente  distin- 
tos de  los  que  luego  aparecen  sancionados  por  la  sentencia  objeto  del 
recurso,  donde  se  nacen  concesiones  por  razón  del  derecho  de  patrona- 
to, cuando  los  demandantes  habian  pedido  el  abono  de  ciertos  frutos 
por  razón  del  derecho  de  propiedad  : 

5°  Que  al  conceder  la  sentencia  á  los  demandantes  derechos  á  los 
frutos  de  las  fincas  mencionadas  en  la  demanda  desde  el  año  de  1851, 
ó  lo  que  es  lo  mismo,  desde  el  tiempo  de  la  reclamación  y  no  desde  el 
tiempo  en  que  por  sentencia  firme  debió  llevarse  á  efecto  la  adjudica- 
ción en  pago  que  con  las  mismas  se  realizara,  señalando  a)  efecto  como 
punto  de  parjidael  año  de  1857,  se  infringían  con  la  ley  Ia,  tit.  28  de 
la  Partida  3a  todas  las  otras  del  mismo  Código  que  sirven  de  funda- 
mento á  la  doctrina  legal  umversalmente  recibida,  que  sólo  el  dueño  ó 
el  poseedor  de  buena  fe,  según  la  29  del  mismo  titulo  y  Partida,  ha  - 
cen  suyos  los  frutos  producidos  por  la  cosa,  puesto  que  sin  que  exis- 
tan semejantes  condiciones  en  los  actores  ha  querido  concederles  lo 
que  de  manera  alguna  tenian  derecho  á  percibir,  dando  á  sus  declara* 
ciones  un  efecto  retroa  tivo  que  no  puede  dejar  de  considerarse  como 
una  solución  abiertamente  opuesta  al  espíritu  de  todas  nuestras  le- 
yes, á  la  justicia,  A  la  equidad  y  áun  hasta  al  buen  sentido  y  la  recta 
razón  : 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Diaz  de  Rueda  : 

Considerando  que  no  son  de  estimar  los  dos  primeros  motivos  del 
recurso,  porque  la  Sala  sentenciadora,  al  aceptar  los  puntos  de  hecho 
y  de  derecho  expuestos  por  el  Juez  de  primera  instancia  y  confirmar 
su  fallo  ménos  eu  un  extremo  determinado,  hizo  el  mismo  pronuncia- 
miento que  aquel  sobre  la  reconvención,  y  no  alteró  el  concepto  de 
patrono  y  administrador  invocado  por  la  parte  actora  : 

Considerando  que  son  igualmente  infundados  los  motivos  3o  y  4o, 
porque  en  el  pleito  fallado  el  año  de  1856  no  se  trató  de  los  frutos 
ahora  reclamados,  sin  que  por  otra  parte  exista  incongruencia  alguna 
entre  la  sentencia  y  la  demanda  del  actual  litigio,  las  cuales  se  corres- 
ponden entre  sí  exactamente,  tanto  por  la  igualdad  de  lo  pedido  y 
otorgado,  como  por  la  identidad  del  ya  expresado  concepto  de  patro- 
no y  administrador  en  que  una  y  otra  se  fundan: 
?  Considerando,  por  último,  que  es  contraproducente  el  quinto  mo- 
tivo, porque  no  estando  reconocido  el  demandado  como  poseedor  de 
buena  fe,  no  puede  impugnar  que  la  condena  de  frutos  se  retrotraiga 
al  año  de  1851  en  favor  del  que  estaba  en  posesión  del  patronato  ; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Pedro  García  Picón  á  quien  con- 
denamos en  las  costas:  líbrese  la  correspondiente  certificación  á  la  Au- 
diencia de  Cáceres.  —  ( Sentencia  publicada  el  25  de  Abril  de  1 817, é  in- 
serta en  la  Gaceta  do  19  de  Agosto  del  mismo  año.) 
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Supremo  no  haber  lugar  a]  recurso  de  casación  interpuesto  por  Don 
Pedro  Pagan  y  Ayuso  y  consortes  contra  la  sentencia  dictada  por  h 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Albacete,  en  pleito  con  D.  Antonio  Fon- 
tes  y  Contreras  y  otros,  y  se  resuelve: 

\ 0  Que  en  el  hecho  de  declarar  la  sentencia  no  haber  lugar  á  la  apro- 
bación de  la  partición  de  la  herencia  combatida  por 
dando  que  se  proceda  á  practicarla  en  conformidad  á  lo  que  dispone 
el  art.  467  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  haciendo  declaraciones 
sobre  cada  uno  de  los  puntos  litigiosos,  no  infringe  los  artículos  61 , 6! 
y  63  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  ni  las  leyes  2a  y  ib,  tit.  18, 
Partida  3a,  que  disponen  que  las  sentencias  sean  claras  y  precisas,  sin 
aplazar  ni  dejar  de  resolver  ninguna  de  las  cuestiones  propuestas ;  ni 
tampoco  la  regla  32,  tit.  34,  Partida  7a  ,  que  declara  la  eficacia  de  la 
cosa  juzgada  ,  por  no  tener  fuerza  de  tal  en  el  pleito  la  sentencia  del 
Tribunal  Supremo  recaida  en  un  recurso  de  casación  en  la  forma  qu 
se  limitó  á  revocar  la  aprobación  que  habia  recaído  á  la  partición ,  y 
que  el  pleito  se  sustanciara  con  arreglo  á  derecho  ;  ni  la  doctrina  que 
establece  que  no  puede  remitirse  á  otro  juicio  la  resolución  de  las  cues- 
tiones que  han  sido  objeto  principal  del  pleito : 

2o  Que  hecha  la  oposición  á  la  operación  de  partición,  los  demandan- 
tes pueden  adicionar  en  el  escrito  de  réplica  puntos  de  hecho  y  de  dere- 
cho en  apoyo  de  la  misma,  sin  que  esto  constituya  una  acción  nueva, 
y  sin  que  al  resolver  sobre  los  mismos ,  se  infrinjan  los  artículos  224 
y  256  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil : 

3°  Que  si  la  testadora  no  prohibid  en  su  testamento  que  después  de 
su  muerte  se  dividiesen  los  bienes  correspondientes  á  los  vínculos  de 
que  era  poseedora,  y  cuya  mitad  le  correspondía,  y  no  dió  reglas  distin- 
tas á  las  establecidas  por  la  ley  para  su  inventario,  avalúo,  liquida- 
ción y  división  entre  sus  herederos  y  el  inmediato  sucesor,  la  declara- 
ción de  la  sentencia  que  dispone  se  dividan  los  bienes  de  cada  vinculo 
por  separado,  no  infringe  el  testamento  citado,  ni  la  ley  5a,  título  33  de 
la  Partida  3a,  ni  ei  art.  496  de  la  de  Enjuiciamiento  civil,  ni  la  doc- 
trina del  Tribunal  Supremo  por  la  cual  se  declara  que  es  indudable  el 
derecho  del  inmediato  sucesor  para  pedir  que  se  efectúe  la  división  de 
vínculos  que  no  se  ha  verificado  en  vida  del  poseedor ; 

Y  i°  Que  si  uno  de  los  demandados  ,  al  serlo  y  presentarse  en  el 
pleito,  hizo  causa  común  con  los  demandantes  del  pleito  primitivo,  sos- 
teniendo las  mismas  pretensiones  por  ser  igual  su  derecho ;  al  dic- 
tarse la  sentencia  en  forma  de  declarar  sobre  los  puntos  litigiosos,  y  no 
con  la  de  absolver  y  condenar  ,  en  cuyo  solo  caso  habría  sido  diferente 
la  declaración  relativa  al  mism  o  que  tenía  ei  carácter  de  demandado,  es 
indudable  que  las  declaraciones  hechas  le  comprenden  lo  mismo  que  i 
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sus  litis-socios,  aunque  se  omitiera  su  nombre  por  un  olvido  mate- 
rial. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  26  de  Abril  de  1877,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Ca- 
tedral de  Murcia  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Albacete 
por  D.  Anto'nio  Fontes  y  Contreras,  Marqués  de  Ordoño,  como  marido 
de  Doña  Dolores  Alemán  y  Rossique,  D.  Diego  Alemán  y  Rossique, 
Doña  Purificación,  Doña  María  de  la  Fuensanta  y  D.  Jesús  Fontes  y 
Rossique,  D.  Enrique  Fulgencio  Fuster,  Conde  de  Roche,  como  marido 
da  Doña  Pilar  Fontes  Ro>sique,  D.  Alfonso  y  D.  Francisco  Rossique  y 
Hernández,  D.  Gabriel  Corbalan  y  Aceves,  como  marido  de  Doña  As- 
censión Rossique  y  Hernández  y  D.  José  de  la  Canal  y  Pareja  ,  como 
marido  de  Doña  Dolores  Rossique  y  Mayoli  con  D.  Pedro  Pagan  y 
Ayuso,  por  si  y  como  tutor  de  D.  Francisco  Rossique  y  Pagan,  Mar- 
qués de  Camachos  y  curador  de  D.  Enrique  Pagan  y  Ayuso  y  D  Ju- 
lián Pagan  y  Ayuso  sobre  agravios  á  una  partición  de  bienes  : 

Resultando  que  Doña  Dolores  Borja  y  Fernandez  Buenache,  Mar- 
quesa de  Camachos  y  Osa-Tilly,  falleció  en  28  de  Agosto  de  1861  con 
testamento  otorgado  en  29  de  Enero  del  mismo  año,  en  el  que  declaró 
que  habia  estado  casada  en  primeras  nupcias  con  D.  Fernando  Soto- 
mayor  y  Padilla,  y  á  la  sazón  lo  estaba  con  D.  Pedro  Rossique  y  Her- 
nández, su  primo,  sin  haber  tenido  sucesión  en  ninguno  de  dichos  ma- 
trimonios :  que  al  contraer  el  segundo  aportó  y  heredó  con  posteriori- 
dad cuantos  bienes  aparecían  de  las  hijuelas,  testamentos,  escrituras  y 
documentos  que  obraban  en  sus  archivos,  á  excepción  de  los  que  apa- 
recían vendidos  de  escrituras  públicas :  queriendo  corresponder  á  su 
esposo  en  el  afecto  y  confianza  que  le  habia  merecido  nombrándola  por 
única  y  universal  heredera  de  todos  sus  bienes,  era  su  voluntad  que  si 
fallecía  ántes  que  la  otorgante,  los  bienes  que  hubiese  adquirido  y  con- 
servase en  su  poder  hasta  su  muerte,  procedentes  de  sus  padres,  pasa- 
sen á  sus  hermanos  políticos  D.  Julián,  D.  Francisco,  D.  Alfonso,  Do- 
ña Asunción  y  Doña  Dolores  Rossique  y  Hernández  por  iguales  partes, 
si  bien  con  las  restricciones  de  que  haria  después  mención  :  legó  en 
propiedad  y  por  partes  iguales  á  D.  Pedro,  D.  Julián  y  D.  Enrique  Pa- 
gan todas  las  fincas  rústicas,  artefactos  y  edificios  sacados  de  cimiento 
que  hubiese  adquirido  y  construido  durante  su  matrimonio  con  D.  Pe- 
dro Rossique  y  le  perteneciesen  por  sus  gananciales,  legado  que  no 
tendria  efecto  hasta  después  del  fallecimiento  de  su  esposo;  mas  si  le 
'sobreviviere  la  testadora  y  por  consiguiente  entrase  en  el  goce  y  dis- 
frute de  sus  bienes,  legaba  además  á  los  citados  D.  Pedro,  D  Julián  y 
Don  Enrique  Pagan,  libremente  y  por  partes  iguales,  los  bienes  en  que 
consistiese  el  caudal  ganancial  correspondiente  á  su  esposo  ;  respecto 
de  cuyos  legados  nombró  las  personas  que  habian  de  administrarlos 
durante  la  menor  edad  de  los  legatarios,  estableciendo  que  si  fallecia 
alguno  de  estos  tres  sin  sucesión  legítima,  acrecería  su  parte  á  los  her- 
manos que  sobreviviesen  !  instituyó  á  su  citado  marido  único  y  uni- 
versal heredero  de  todos  sus  bienes,  acciones  y  derechos  para  que  dis- 
frutase en  usufructo  la  parte  que  le  correspondiese  de  su  caudal  patri- 
monial y  ganancia),  excepto  la  sexta  parte  del  patrimonial  que  llevaría 
libremente  y  en  propiedad,  mas  si  llegaba  á  contraer  nuevo  matrimo- 
nio con  señora  de  su  rango  y  circunstancias  y  tenía  sucesión  legítima, 
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recaerían  en  él  libremente  y  á  todas  pasadas  dichos  sus  bienes,  suce- 
diendo en  ellos  sus  hijos  y  descendientes  legítimos  por  testamento  6 
abintestato,  quedando  sin  valor  ni  efecto  alguno  los  instituciones  de 
herederos  que  á  continuación  hacia  ;  pero  si  lallecia  antes  de  casarse  6 
casado  sin  sucesión  legitima,  se  distribuirían  sus  bienes  patrimoniales, 
solamente  deducida  la  sexta  parle  de  ellos  que  dejaba  en  propiedad  á 
su  espuso,  libremente  y  por  partes  iguales  entre  sus  hermanos  políti- 
cos D.  Julián,  D.  Francisco,  Ü.  Alfonso,  Doña  Ascensión  y  Doña  Dolo- 
res Rossique  Hernández,  á  quienes  prohibía  que  á  pretexto  de  suce- 
dería en  sus  bienes,  en  el  caso  que  anteriormente  quedaba  consignado, 
pudiesen  exigirá  su  marido  ni  á  sus  herederos  que  les  garantizasen  su 
conservación,  ni  que  se  justipreciasen  para  reclamarles  después  per- 
juicios aunque  los  hubiese  en  las  ñucas  asi  rústicas  como  urbanas;  pues 
en  el  caso  de  que  llegasen  á  heredarlos,  los  percibirían  tal  como  á  su 
muerte  se  encontrasen,  sin  derecho  á  reclamar  indemnización  alguna 
por  ningún  concepto  :  que  con  el  recto  fin  de  evitar  todo  motivo  de 
duda  en  lo  sucesivo,  y  las  cuestiones  privadas  ó  judiciales  que  sus  he- 
rederos ó  sus  sucesores  pudieran  producir  contra  su  expresado  marido 
ó  los  suyos,  lo  que  no  era  de  esperar,  declaraba:  que  parte  de  los  bie- 
nes que  constituían  su  aportación  patrimonial  pertenecían  á  laclase  de 
vinculados,  con  cuyo  carácter  los  habia  heredado  antes  de  la  promul- 
gación de  la  ley  de  desvinculacion,  y  que  si  bien  por  una  condescen- 
dencia de  su  marido,  que  era  su  inmediato  sucesor,  no  se  habia  proce- 
dido todavía  á  practicar  la  correspondiente  división,  era  innegable  que 
con  arreglo  á  las  prescripciones  de  dicha  ley,  le  correspondían  la  mitad 
de  los  referidos  bienes  vinculados  como  de  libre  disposición,  y  la  res- 
restante  mitad  á  su  citado  esposo  :  que  luégo  que  estuviere  ejecutada 
dicha  partición,  cuyos  trabajos  se  estaban  preparando,  no  podrían  de 
modo  alguno  sus  herederos  ni  sus  sucesores  intervenirla  ni  reclamar 
de  agravios  á  pretexto  de  que  fuesen  mayores  ó  menores  los  valores 
que  se  diesen  á  las  fincas,  ni  tampoco  en  orden  á  su  distribución  ni 
con  otro  motivo  ;  pues  áun  cuando  habia  quien  dudaba  acerca  de  si 
efectivamente  era  vinculación  la  fundada  por  el  bisabuelo  de  la  testa- 
dora por  falta  de  ciertos  requisitos,  era  su  voluntad  que  bien  se  repu- 
tasen vinculados  ó  libres  los  bienes  que  constituían  dicha  vinculación, 
llevase  la  mitad  que  de  ella  resultare  en  la  partición,  libremente  y  a 
tod<s  pasadas,  sin  sujetarla  á  usufructo  su  referido  esposo:  que  sus 
demás  herederos  estuviesen,  pasasen  y  respetasen,  sin  género  alguno 
de  reclamación  ni  oposición,  este  testamento,  como  igualmente  por  lo 
tocante  al  vinculo  de  Panés ;  y  que  sólo  tendrían  derecho  sus  herede- 
ros á  percibir  los  bienes  que  constituían  su  mitad  libre,  tal  y  como  re- 
sultase y  en  la  forma  y  manera  que  dejaba  dispuesta  y  determinaría 
después  :  más  que  si,  á  pesar  de  todo  ello,  alguno  ó  algunos  de  sus  he- 
rederos ó  sus  sucesores  no  llegaba  á  prestar  su  entera  conformidad  á 
cnanto  dejaba  consignado  en  esta  disposición  testamentaria,  tanto  por 
lo  *|ue  respectaba  á  sus  bienes  patrimoniales  y  gananciales,  como  á  los 
demás  extremos  que  abrazaba  en  el  hecho  de  llevar  su  oposición  á  re- 
clamación á  los  Tribunales,  se  le  tendría  al  que  la  hiciere  por  excluido 
de  su  parle  de  herencia,  y  acrecería  ésta  por  iguales  partes  á  los  que 
prestaren  su  conformidad,  y  si  uno  sólo  fuere  el  conforme,  en  él  sólo 
recaerían  las  partes  de  los  demás:  que  queria  y  era  su  expresa  voluntad 
que  de  los  bienes  que  habia  vendido  hasta  el  día  de  su  exclusiva  pro- 
piedad, y  los  que  vendiese  en  lo  sucesivo,  no  se  descontase  su  impor- 
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te,  tanto  el  que  hubiesen  tenido  ó  tuvieren  en  venta,  como  el  con  que 
figuraban  en  sus  hijuelas  del  caudal  ganancial  que  resultase  á  su  fa- 
Ikcimiento,  porque  de  verificarlo  se  inferiría  un  grave  perjuicio  al 
haber  ganancial  de  su  marido  y  á  los  legatarios  del  de  la  otorgante» 
siendo  así  que  al  producto  de  las  ventas  que  habia  realizado  hasta  el 
dia  le  habia  dado  la  inversión  ó  el  destino  que  habia  tenido  por  con- 
veniente :  y  por  último,  determinó  la  manera  en  que  debían  disfrutar 
su  hermanos  políticos  D.  Julián  y  Doña  Doña  Dolores  Rossique  y  Her- 
nández, la  parte  de  herencia  que  les  señalaba  para  su  caso,  nombran- 
do por  sus  albaceas  testamentarios  y  jueces  partidores  á  su  esposo  Don 
Pedro  Rossique  y  Hernández,  á  su  hermano  D.  Julián,  á  D.  Andrés 
Fació  Rolando  y  á  D.  José  Monassot  juntos  é  insolidum  confiriéndo- 
les la  autorización  más  cumplida  para  el  desempeño  de  ambos  cargos: 

Resultando  que  D  Pedro  Rossique  y  Hernández,  como  albacea  y 
juez  partidor,  formalizó  el  inventario,  avalúo,  división  y  adjudicación 
de  los  bienes  relictos  por  fallecimiento  de  su  esposa,  y  que  en  27  de 
Enero  de  1866  presentó  dichas  operaciones  al  Juzgado  de  primera  ins- 
tancia de  la  Catedral  de  la  ciudad  de  Murcia,  para  que  sin  embargo  de 
que  los  interesados,  como  herederos  voluntarios,  no  podían  oponerse 
en  ningún  concepto  á  ellas  por  estarles  prohibido  por  la  testadora, 
como  no  obstante  habia  algún  extremo  por  el  que  sin  ser  oposición  pu- 
dieran considerarse  con  derecho  á  intervenir,  como,  por  ejemplo,  el 
asegurarse  de  que  estaban  incluidos  lodos  los  bienes  en  el  inventario, 
presentaba  la  referida  partición  á  fin  de  que  se  pusiese  de  manifiesto 
en  la  Escribanía  para  su  inspección  por  los  interesados,  los  que  expu- 
siesen lo  que  se  les  ocurriese,  recayendo  después  la  aprobación  judi- 
cial mandando  protocolar  el  expediente,  y  que  se  expidiesen  los  testi- 
monios que  se  pidieren  para  su  inscripción  en  el  Registro  de  la  propie- 
dad y  demás  fines: 

Resultando  que  en  24  de  Marzo  de  1869  otorgaron  escritura  en 
Murcia  D.  Mariano  Fontes  Queipo,  Marqués  de  Ordoño,  en  represen- 
tación de  su  esposa  Doña  Dolores  Rossique  y  Hernández  y  en  concepto 
de  tutor  de  Doña  Purificación,  Doña  Fuensanta  y  D.  Jesús  Fontes  y 
Rossique,  D.  Alfonso  y  D.  Francisco  Rossique  y  Hernández,  D.  José  de 
la  Canal  Pareja,  en  representación  de  su  esposa  Doña  Dolores  Rossique 
y  Mayoli,  D.  Gabriel  Corbalan  y  Aceves  en  la  de  su  esposa  Doña  As- 
censión Rossique  y  Hernández,  D  Antonio  Fontes  Coutreras  como 
marido  de  Doña  Dolores  Alemán  y  Rossique,  y  en  representación  de  la 
menor  Doña  Pilar  Fontes  y  Rossique  y  D.  Diego  Alemán  y  Rossique, 
por  la  que  mancomunadamente  y  de  su  libre  consentimiento  en  la  re- 
presentación que  respectivamente  ostentaban ,  se  comprometieron  á 
intervenir  en  todos  los  actos  que  legalmente  les  incumbiesen  con  rela- 
ción á  sus  respectivos  derechos  provenientes  del  testamento  bajo  e) 
qne  habia  fallecido  Doña  Dolores  de  Borja  y  Fernandez  Buenache, 
Marquesa  de  Camachos  y  Casa- Tilly  ,  que  acataban  y  respetaban  cual 
correspondía;  y  en  su  consecuencia  convinieron  todos  en  formar  un 
solo  pensamiento  y  una  sola  voluntad,  así  para  distribuirse  los  bienes 
que  de  la  procedencia  indicada  debían  recaer  en  los  otorgantes  relati- 
vamente á  sus  derechos,  como  igualmente  para  pagar  y  satisfacer  por 
partes  alícuotas  cuantos  gastos  se  originasen  en  el  expresado  negocio 
á  que  dieren  lugar  las  reclamaciones  que  debian  entablarse  y  sostener- 
se sobre  la  genuina  y  verdadera  inteligencia  de  la  disposición  testa- 
mentaria de  dicha  señora,  así  como  á  participar  en  igual  forma  de  los 
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beneficios  que  se  obtuvieren  por  el  resultado  favorable  de  las  mencio- 
nadas reclamaciones,  sobre  lo  cual  formalizaban  aquella  escritura  de 
compromiso  y  convenio  que  se  obligaban  á  guardar,  cumplir  y  ejecu- 
tar con  toda  religiosidad  y  con  la  responsabilidad  de  los  gastos,  daños 
y  perjuicios  que  pudieran  irrogárseles: 

Resultando  que  puesta  de  manifiesto  la  partición  y  notificados  los 
herederos  en  propiedad  de  la  difunta  Marquesa  de  Camachos,  solicita- 
ron todos,  excepto  D.  Alfonso  Rossique,  que  se  les  entregasen  los  au- 
tos por  15  días  á  cada  uno;  y  estimado  asi,  pidieron  cada  cual  separa- 
damente se  suspendiese  ó  negase  la  «probación  de  las  operaciones  de 
partición,  ínterin  no  se  reformaban  conforme  á  las  observaciones  y  re- 
paros que  cada  cual  propuso  en  sus  respectivos  escritos: 

Resultando  que  comunicados  los  autos  á  los  demás  interesados  en 
la  herencia,  D.  Pedro  Pagan  y  Ayuso;  por  sí  y  como  tutor  de  D.  Fran- 
cisco Rossique  y  Pagan,  hijo'legítimo  del  juez  partidor  D.  Pedro  Ros- 
sique Hernández,  y  como  curador  de  su  hermano  D.  Enrique  Pagan, 
Don  Víctor  Soler,  como  curador  de  D.  Julián  Pagan  y  D.  Alfonso  Ros- 
sique y  Hernández,  comparecieron  todos,  excepto  este  último,  bajo 
una  misma  representación  é  impugnaron  los  reparos  opuestos,  pidien- 
do la  rectificación  de  dos  errores  materiales  que  se  habían  cometido 
en  la  partición,  manifestando  que  el  expediente  para  la  aprobación  de 
las  referidas  particiones  no  procedía  ni  dependía  de  juicio  de  testa- 
mentaria, ni  tenia  esa  tramitación  el  de  aprobación,  pidiendo,  por 
tanto,  qne  el  Juzgado  aprobase  las  particiones  conforme  se  habían  pre- 
sentado, salvo  las  dos  equivocaciones  de  que  se  habia  hecho  mención, 


en  la  Escribanía  no  habia  sido  más  que  una  condescendencia  del  juez 
partidor,  y  no  para  tramitar  los  reparos  ó  agravios  que  hiciesen  los 
interesados  como  juicio  de  testamentaria,  por  cuanto  se  hallaba  esto 
prohibido  en  el  testamento  : 

Resultando  que  el  Juez  aprobó  la  partición  mandando  subsanar  las 
equivocaciones  en  que  se  hallaban  conformes  ambas  partes,  y  que  pro- 
tocolizada se  librasen  los  testimonios  que  se  pidiesen;  y  que  inter- 
puesto por  el  Marqués  de  Ordoño  y  litis-consortes  recurso  de  nulidad 
por  no  haberse  observado  en  la  sustanciacion  los  trámites  prescritos 
por  los  artículos  486  al  489  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  el  de 
apelación  por  ser  el  fallo  gravoso  y  perjudicial  á  su  derecho,  admiti- 
dos dichos  recursos,  dictó  sentencia  la  Audiencia  de  Albacete  confir- 
mando el  auto  apelado  y  declarando  no  haber  lugar  á  la  nulidad  soli- 
citada: 

Resultando  que  los. referidos  Marqués  de  Ordoño  y  litis  consortes 
interpusieron  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  y  por  quebran- 
tamiento de  las  causas  3a  y  4a  del  art.  1013  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  y  haberse  faltado  á  los  artículos  486,  488,  489,  490 
y  1207  de  la  referida  ley,  y  que  admitido,  dictó  sentencia  este  Supre- 
mo Tribunal  en  25  de  Enero  de  í  871  casando  y  anulando  la  de  la  Sala 
de  la  Audiencia  de  Albacete,  estableciendo  al  efecto  como  fundamento: 
que  la  Marquesa  de  Camachos  no  prohibió  á  sus  herederos  intervenir 
en  la  partición  de  sus  bienes  y  toda  pretensión  judicial  con  la  genera- 
lidad que  se  suponía  en  la  sentencia  de  que  se  recurría,  sino  que  desig- 
nó expresamente  lo  que  prohibía  y  aquello  en  que  no  podían  hacer  re- 
clamación; determinando  que  si  alguno  de  sus  herederos  no  prestaba 
entera  conformidad  á  lo  consignado  en  su  disposición  testamentaria 
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en  el  hecho  de  llevar  so  oposición  á  los  Tribunales,  se  le  tendría  ex- 
cluido de  la  herencia:  que  el  Marqués  de  Camachos,  albaceayjuez 

{partidor  nombrando  insolidum  por  su  esposa,  al  presentar  al  Juzgado 
a  partición,  lo  hizo  con  el  fin  de  que  los  interesados  se  enterasen  y 
expusiesen  lo  que  se  les  ocurriera  sobre  algún  extremo,  que  sin  ser 
oposición,  pudiera  considerarse  con  derecho  á  intervenir  y  después  se 
aprobasen ;  y  que  D.  Francisco  Rossique  y  Hernández  y  otros  herede- 
ros á  quienes  se  entregaron  los  autos  por  término  de  45  dias  á  cada 
uno,  con  arreglo  al  art.  483  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  opusie- 
ron reparos  relativamente  á  particulares  distintos  de  aquellos  á  que  so 
referían  las  prohibiciones  de  la  testadora,  por  lo  cual  á  dicha  oposi- 
ción debió  darse  la  sustanciacion  correspondiente  á  esta  clase  de  jui- 
cios,  para  que  á  su  tiempo  pudiera  recaer  el  fallo  definitivo  con  cita- 
ción de  las  partes;  falta  que  reclamada  oportunamente  sin  haberse 
.subsanado,  conslituia  la  causa  3a  del  art.  f  0 i 3  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  invocada  en  apoyo  del  recurso  ;  y  en  su  consecuencia  se 
mandan.n  reponer  los  autos  al  estado  que  tenían  ántes  de  dictarse  el 
auto  que  aprobó  la  partición,  para  que  se  sustanciasen  con  arreglo  á 
derecho: 

Resultando  que  devueltos  los  autos  al  Juzgado,  se  citó  á  junta  á  los 
interesados  y  contadores  de  la  testamentaria,  y  no  habiendo  habido 
acuerdo  mandaron  entregar  los  autos  á  las  partes  por  su  órden  ,  en 
atención  á  haber  fallecido  los  contadores  : 

Resultando  que  el  Marqués  de  Ordoño  y  consortes  insistieron  en  el 
derecho  y  necesidad  que  tenían  de  intervenir  en  las  particiones  prac- 
ticadas por  el  albacea  y  partidor  nombrado  por  la  testadora  ,  y  de  este 
modo  que  desaparecieran  las  omisiones,  errores  y  agravios  de  que  te- 
nían hecha  mención  en  sus  escritos  de  oposición  á  la  cuenta-partición 
presentada  ,  que  reprodujeron  con  el  carácter  de  demanda  de  oposi- 
ción, pidiendo  que  se  formase  inventario  con  los  bienes  que  dejaron 
de  incluirse,  que  habían  ya  resenado  y  probarían  á  su  tiempo  ;  valo- 
rándose todos  los  bienes  dejados  por  la  testadora  por  peritos  nombra- 
dos por  las  partes;  con  lo  que  se  rectificarían  las  omisiones,  errores  y 
agrajúos  que  sufrían  con  la  partición  presentada,  convocándose  luégo 
á  junta  para  nombramiento  de  contadores  que  hubiesen  de  practicar 
Ja  división  correspondiente : 

Resultando  que  los  demandados  D.  Francisco  Rossique  y  Pagan  y 
Don  Pedro  Pagan  y  hermanos  rechazaron  las  pretensiones  de  los  de- 
mandantes, solicitando  que  se  aprobasen  las  particiones  presentadas, 
subsanándose  los  dos  errores  materiales  de  que  tenian  hecho  mérito 
en  ¿us  primeros  escritos:  y  por  mu  tu*  reconvención ,  que  se  declarase 
haber  incurrido  los  demandantes  en  la  pena  de  perder  la  parte  de  he- 
rencia que  Ies  correspondiese  por  haber  faltado  á  la  prohibición  im- 
puesta por  la  testadora,  formulando  reclamaciones  contra  la  partición 
cuando  no  eran  más  que  herederos  voluntarios  y  no  podian  llevar  sus 
pretensiones  á  más  que  lo  que  la  testadora  les  había  dejado  y  con  las 
trabas  por  ella  determinadas: 

Resultando  que  los  demandantes  en  la  réplica  fijaron  los  puntos  de 
hecho  que  constituyen  los  agravios  presentados  á  la  partición,  en  loa 
que  se  consignan  varias  alhajas,  mueblas,  efectos  y  créditos  y  otros 
particulares  que  no  se  habian  comprendido  en  el  inventario  de  las 
particiones;  que  tampoco  se  habian  incluido  los  valores  de  las  venta- 
nas, puertas  de  las  casas  vinculadas  arrancadas  y  utilizadas  algunas 
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en  las  casas  de  campo  del  caudal  ganancial,  ni  el  prorateo  de  rentas, 
alquileres  y  frutos  de  la  época  del  fallecimiento  de  la  testadora  ;  que 
faltaba  reseñar  las  fincas  patrimoniales  que  habían  pertenecido  á  esta 
por  aportaciones  y  herencia  ,  determinando  las  que  se  hubiesen  ena- 
jenado, cedido  ó  permutado ;  que  al  consignar  las  bajas  se  padeció  el 
error  de  bajar  2.000  escudos  para  los  pobres  del  hospital ,  cuando  el 
legado  era  sólo  de  200;  que  se  habia  fechado  la  partición  en  1848, ' 
13  años  ántes  que  el  testamento;  que  bajo  el  pretexto  de  ser  legado 
especifico  los  gananciales,  se  habían  eliminado  de  contribuir  al  pago 
de  los  gastos  del  funeral  y  misas,  y  que  en  las  minutas  de  estos  gastos 
habia  partidas  sin  conexión;  que  se  habian  omitido  los  justificantes  de 
las  obras  ejecutadas,  en  especial  en  los  molinos  de  harina  y  de  aceite; 
que  no  se  habia  ejecutado  la  división  de  los  vínculos,  sin  lo  cual  no 
podia  conocerse  los  que  se  iban  á  partir,  ni  hecho  liquidación  de  los 
dótales,  no  pudiendo  conocerse  los  gananciales  ;  consignaron  además 
las  diferencias  de  valores  que  existían  entre  las  fincas  adjudicadas  al 
inmediato  sucesor  de  la  finada  y  la  aplicada  á  los  herederos  de  las  cinco 
sextas  partes  de  los  bienes  patrimoniales  de  aquella  ;  que  las  operacio- 
nes las  habia  practicado  D.  Pedro  Rossique,  que  era  el  que  más  inte- 
rés ostentaba  en  la  testamentaría  ;  que  los  demandados  negaban  la 
fuerza  de  la  sentencia  dictada  en  estos  autos  por  este  Supremo  Tribu- 
nal, al  pretender  que  acreciese  á  ellos  la  posesión  de  los  bienes  que 
correspondían  á  los  demandantes;  que  la  testadora  no  estableció  este 
derecho  á  favor  de  ellos,  que  no  eran  más  que  legatarios  ;  que  tam- 
poco debia  ser  excluido  ele  la  herencia  D.  Alfonso  Rossique,  heredero 
instituido,  porque  no  habia  hecho  gestión  de  oposición  alguna  ;  que 
los  demandantes  no  habian  hecho  gestión  de  oposición  al  testamento, 
v  para  que  éste  tuviera  cumplido  efecto  era  por  lo  que  impugna- 
ban las  partidas  practicadas ;  que  era  contradictoria  la  reconvención 
contraria  con  la  aprobación  pedida,  pues  ésta  era  inútil  si  aquella  se 
estimaba  ;  que  los  demandados  D.  Pedro  Pagan  y  consortes  eran  lega- 
tarios específicos  sin'derecho  á  heredar  los  bienes  patrimoniales  de 
Doña  Dolores  Borja,  y  que  este  Supremo  Tribunal  en  la  sentencia  de 
25  de  Enero  de  1871,  l  abia  declarado  que  la  oposición  hecha  ptr  los 
demandados  era  distinta  de  la  prohibida  por  la  testadora  : 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba,  dedujeron  D.  Pedro 
Pagan  y  consortes  demanda  por  separado  contra  D.  Alfonso  Rossique 
y  Hernández,  uno  de  los  participes  en  las  cinco  sextas  partes  de  los 
bienes  patrimoniales,  alegando  que  habia  sido  notificado  como  los  de- 
más interesados  en  las  cinco  sextas  partes  al  ponerse  de  manifiesto  las 
particiones,  y  sin  embargo  hábil  guardado  silencio  sin  presentarse  en 
oposición  á  las  operaciones  de  partición  como  los  otros;  pero  teniendo 
en  cuenta  que  el  D.  Alfonso  habia  otorgado  una  escritura  de  convenio 
que  acompañaban  en  24  de  Marzo  de  1869  con  sus  hermanos  los  opo- 
sitores á  la  aprobación  de  las  particiones,  comprometiéndose  manco- 
mu.. adámente  con  ellos  á  intervenir  en  todos  losados  que  les  incum- 
biesen con  relación  á  sus  derechos  procedentes  de  la  testamentaría  de 
Doña  Dolores  Borja,  conviniendo  y  formando  un  solo  pensamiento  y 
voluntad,  así  para  distribuir  los  bienes  que  debian  heredar  de  aquella 
señora,  como  para  pagarlos  gastos  que  ocurriesen  por  las  reclamacio- 
nes judiciales  que  al  efecto  sostuviesen  los  otros  partícipes,  y  partici- 
par de  los  beneficios  que  éstos  obtuviesen  por  resultado  de  sus  recla- 
maciones, debia  ser  condenado  como  los  demás  opositores  á  la  pena  es- 
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tablecida  por  la  testadora  á  los  que  hiciesen  oposición  á  lo  consignado 
€ii  so  testamento,  debiendo  acrecer  su  parte  de  herencia  al  sucesor  le- 
gítimo del  D.  Pedro  Rossique  y  Hernández,  Marqués  de  Camachos, 
Don  Francisco  Rossique  y  Pagan  y  á  los  ires  legatarios  de  los  bienes 
gananciales  correspondientes  á  la  testadora,  D.  Pedro,  D.  Julián  y  Don 
Enrique  Pagan,  que  habian  respetado  las  disposiciones  testamentarias, 
y  lo  practicado  por  el  albacea  nombrado  con  amplias  facultades  por  la 
testadora,  D.  Pedro  Rossique  Hernández: 

Resultando  que  conferido  traslado  de  esta  demanda  á  D.  Alfonso 
Rossique,  excepcionó  que  no  se  habia  presentado  en  oposición  á  la  vo- 
luntad de  la  finada  ;  pero  que  ya  que  se  le  provocaba,  unía  sus  recla- 
maciones á  los  demás  participes  de  las  cinco  sextas  partes  de  los  bie 
nes  patrimoniales  de  dicha  señora,  no  como  oposición  a.  su  disposición 
testamentaria,  ántes  bien  sosteniendo  lo  ordenado  por  ella  y  no  prohi- 
bido, corno  que  las  reclamaciones  interpuestas  no  estaban  prohibidas 
por  la  testadora,  según  asi  se  sentaba  en  la  sentencia  de  este  Supremo 
Tribunal,  que  la  voluntad  de  la  testadora  era  que  las  sextas  partes  de 
sus  bienes  patrimoniales,  que  dejaba  una  en  propiedad  á  su  marido  y 
las  otras  cinco  á  los  hermanos  de  éste  se  dividiesen  por  partes  iguales, 
cuya  igualdad  no  existia  por  las  omisiones  que  se  advertían  en  el  in- 
ventario y  los  diferentes  valores  dados  á  las  fincas  adjudicadas  al  he- 
redero sucesor  del  Marqués  de  Camachos,  y  á  los  legatarios  de  los  bie- 
nes gananciales  y  á  las  adjudicadas  á  los  otros  cinco  herederos  de  los 
patrimoniales  ;  y  que  como  esto  era  contra  la  voluntad  de  la  testadora, 
resultaba  que  los  demandantes  contra  D.  Alfonso  Rossique  eran  los 
que  se  oponían  á  las  disposiciones  del  testamento  de  Doña  Dolores 
Borja,  y  por  consiguiente,  sobre  ellos  debia  recaer  la  pena  impuesta 
*  por  la  testadora,  y  acrecer  á  los  herederos  de  las  cinco  sextas  partes  la 
parte  de  herencia  que  les  correspondía  ¡ 

Resultando  que  acumulada  esta  demanda  de  conformidad  de  las  par- 
tes á  lo  anterior,  que  se  suspendió  hasta  que  ambas  se  hallasen  en  el 
mismo  trámite,  dictó  á  su  tiempo  senté  cia  el  Juez  de  primera  instan- 
cia y  que  apelada  por  ambas  partes,  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
de  Albacete  la  revocó  en  Io  de  Noviembre  de  1871,  declarando:  pri- 
mero, no  haber  lugar  á  aprobar  la  partición  y  división  de  los  bienes 
quedados  al  fallecimiento  de  Doña  Dolores  Borja,  Marquesa  de  Cama- 
chos, hechas  por  su  marido  D  Pedro  Rossique  Hernández,  en  la  forma 
presentada  por  el  mismo:  segundo,  que  tampoco  habia  tugará  que  se 
incluyan  en  los  inventan  s  los  objetos,  alhajas,  dinero  y  fincas  que  se 
reclaman  por  Corbalan  y  consortes ;  tercero,  haber  lugar  á  que  se  re- 
formen los  inventarios  respecto  á  las  partidas  que  al  efecto  se  enume- 
ran; cuarto,  que  procede  que  en  los  mismos  inventarios  se  modifiquen 
los  valores  de  las  fincas  que  fueron  apreciadas  por  los  peritos  nombra- 
dos por  las  partes  y  por  un  tercero,  debido  á  la  discordancia  de  aque- 
llos, con  los  valores  que  este  último  les  figuró  en  su  aprecio,  á  excep- 
ción de  la  casa  palacio  sita  en  la  calle  Mayor  de  Cartagena;  quinto, 
que  asimismo  procede  que  los  errores  que  se  determinan  en  la  senten- 
cia de  primera  instancia  se  subsanen  en  la  forma  que  en  ella  se  acuer- 
da ;  sex'o,  que  el  importe  del  reintegro  que  D.  Pedro  Rossique  y  Her- 
nández se  hace  como  invertido  en  las  obras  del  molino  del  Rincón  de 
la  Seca,  término  de  Murcia,  y  otro  de  aceite  en  Manzanares,  calle  dei 
Pósito,  núm.  B,  figura  en  el  cuerpo  general  de  bienes,  toda  vez  que, 
con  sujeción  á  lo  dispuesto  por  la  Marquesa  de  Camachos  no  son  rein- 
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tegrables  por  corresponder  aquellos  bienes  á  los  patrimoniales;  séti- 
mo, que  el  legado  hecho  por  la  citada  Marquesa  á  D.  Pedro,  D.  Julián 
y  D.  Enrique  Pagan  es  especifico  y  en  ello  convienen  las  partes,  y  por 
consiguiente  sólo  tienen  derecho  á  percibir  los  bienes  que  constituyen 
el  legudo;  octavo,  que  O.  Antonio  Fon  les  Contreras,  D.  Gabriel  Cor- 
balan,  l».  Enrique  Fuster,  Doña  Dolores  Rossique  y  Ú.- Francisco  Ros- 
sique  y  Hernández,  en  la  representación  que  intervienen  en  estos  autos, 
no  han  incurrido  en  Ja  cláusula  pena!  del  testamento  de  la  Marquesa 
de  Camachos,  ni  tampoco  D  Pedro,  D.  Julián  y  D.  Enrique  Pagan, 
porque  ni  los  unos  ni  los  otros  se  han  opuesto  á  la  voluntad  de  la  tes- 
tadora en  la  forma  y  de  la  manera  que  en  su  caso  les  alcanzaría  la 
mencionada  cláusula;  noveno  y  último,  que  la  división  de  los  bienes 
de  los  vínculos  que  poseía  Doña  Dolores  Borja,  Marquesa  de  Camachos, 
se  baga  de  cada  uno  de  ellos  con  la  debida  separación,  conforme  lo  de- 
termina la  ley  de  desvincufacion  del  año  de  1820,  restablecida  en  el 
de  1836,  y  la  sentencia  de  este  Supremo  Tribunal  de  9  de  Novieenera 
de  4865  ya  citada,  y  no  en  la  forma  que  la  tiene  hecha  y  figura  mb  lo 
división  practicada  por  D.  Pedro  Rossique  y  Hernández,  que  ha  dad- 
lugar  á  este  litigio,  y  que  m  devolvieran  los  autos  al  Juzgado  de  done 
de  proceden  con  certificación  de  esta  sentencia,  á  fin  de  que  por  él  s- 
acuerde  su  cumplimiento  y  lo  que  proceda  con  sujeción  á  lo  que  esta, 
blece  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  en  sus  artículos  467  y  siguientes 
sin  especial  condenación  de  costas: 

Resultando  que  D.  Pedro  Pagan  y  consortes  interpusieron  recurso 
de  casación,  por  haberse  infringido  á  su  juicio  : 

i*  Los  artículos  61,  62  y  333  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  las 
leyes  2  y  15  del  art.  22  de  la  Partida  3a,  y  la  doctrina  contenida  en  la 
sentencia  de  29  de  Noviembre  de  1861,  asi  como  también  la  misma 
sentencia  de  2o  de  Enero  de  1871  dictada  por  este  mismo  Tribunal  eu 
el  recurso  que  por  quebrantamiento  de  forma  se  interpuso  en  estos 
mismos  autos,  en  el  hecho  de  haberse  mandado,  al  no  aprobar  las  par- 
ticiones presentadas  al  Juzgado,  que  por  éste  se  acuerde  lo  que  proce- 
da con  sujeción  á  lo  establecido  por  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  en 
los  artículos  467  y  siguientes,  esto  es,  reponiendo  el  juicio  de  testa- 
mentaría al  principio  del  período  de  división,  y  dejando,  por  tanto,  sin 
resolver,  aplazando  su  decisión,  varias  de  las  cuestiones  ventiladas  en 
el  litigio,  todas  las  que  se  conexionaban  con  el  referido  período  de  di- 
visión de  los  bienes,  y  no  resolviendo  nada  tampoco  acerca  de  la  de- 
manda deducida  contra  D.  Alfonso  Rossique  ;  que  además  con  arreglo 
á  lo  que  procedía  hacer  en  virtud  de  la  sentencia  dictada  en  este  asun- 
to por  este  Supremo  Tribunal,  que  dejaba  citada  como  infringida,  se 
celebró  la  junta  expresada  en  el  art.  486  de  la  misma  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  y  que  al  declararse  en  la  actualidad  que  el  juicio  retroce- 
da á  su  estado  anterior,  se  contrariaba  la  eficacia  de  una  sentencia  ir- 
revocable á  la  vez  que  la  ley  ó  regla  32,  til.  34  de  la  Partida  7a,  que 
fijaba  cuál  era  esa  eficacia,  y  que  citaba  también  como'infringida : 

2°  Los  artículos  224  y  256  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que 
exige  el  uno  que  en  la  demanda  se  fije  con  precisión  lo  que  se  pida,  y 
autoriza  el  otro  á  adicionar  en  los  escritos  de  réplica  los  puntos  de  he- 
cho consignados  en  la  demanda,  pero  no  á  ampliar  la  petición  en  ésta 
contenida,  y  las  sentencias  de  este  Supremo  Tribunal  de  12  de  Mayo 
de  1865  y  15  de  Junio  de  1866,  que  fijan  en  completa  armonía  la  inte- 
ligencia de  los  dos  artículos  citados;  toda  vez  que  la  sentencia  estima- 
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ba  varios  reparos  formulados  contra  la  partición  que  no  fueron  com- 
prendidos en  ninguno  de  los  siete  escritos  presentados  dentro  del  tér- 
mino marcado  en  el  art.  483  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  que 
eran  objeto  de  las  declaraciones  4a,  6a  y  9a  del  fallo  y  del  precepto 
final  del  mismo,  habiendo  por  tanto  infringido  además  los  artículos  482, 
483,  484,  486  y  490  de  la  propia  ley,  que  determinan  el  periodo  dentro 
del  que  lia  de  hacerse  oposición  en  forma  á  las  particiones  presentadas 
á  la  aprobación  judicial,  y  la  instrucción  que  en  su  caso  ha  de  darse  á. 
las  reclamaciones  formuladas,  consideráudolas  como  una  demanda,  así 
como  las  sentencias  de  24  de  Diciembre  de  1868  y  27  de  Abril  de  1870, 
en  las  que  se  hace  aplicación  de  algunos  de  los  artículos  citados ;  y  por 
la  misma  razo»,  la  ya  expresada  sentencia  de  25  de  Enero  de  1871  dic- 
tada en  estos  autos,  según  la  cual  debió  darse  la  sustanciacion  cor- 
respondiente á  los  reparos  ya  opuestos  y  no  á  ningunos  otros,  y  la 
ley  32,  tit.  34  de  la  Partida  7a  ya  citada,  asi  como  la  16,  til.  22  de  la 
Partida  3a,  porque  debiendo  reducirse  las  cuestiones  del  pleito  á  las 
que  en  él  fueron  oportunamente  planteadas,  habiendo  sido  resueltas 
otras  en  la  ejecutoria,  no  habia  entre  lo  pedido  y  lo  fallado  la  con- 
gruencia que  esta  ley  exigía:  . 

3°  En  cuanto  se  acordaba  en  la  cuarta  declaración  de  la  sentencia 
que  se  modificasen  los  valores  asignados  en  uvalúo  de  las  particiones  1 
varias  fincas,  además  de  la  infracción  relativa  á  este  punto  y  consig- 
nada en  el  número  precedente,  el  testamento  de  la  Marquesa  de  Cama- 
chos,  ley  en  la  materia,  y  especialmente  su  cláusula  19, que  prohibe  á 
los  herederos  de  sus  bienes  patrimoniales  hacer  reclamación  alguna  4 
pretexto  de  que  sean  mayores  ó  menores  los  valores  dados  á  las  fincas, 
dándoles  derecho  tan  sólo  para  percibir  los  bienes  que  constituyeran 
su  mitad  libre  tal  y  como  resultase  y  en  la  forma  y  manera  que  dejaba 
•  dispuesto  y  determinaría  después;  y  exigiéndoles  ser  completa  con- 
formidad con  cuanto  dejaba  consignado  en  su  disposición  testamenta- 
ria, tanto  por  lo  relativo  á  sus  bienes  patrimoniales  y  gananciales, 
como  á  los  demás  extremos  que  abrazaba,  cláusula  que  se  ligaba  en 
este  punto  con  la  posterior,  también  infringida,  en  que  nombró  sus 
albaceas  testamentarios  y  jueces  partidores  con  la  calidad  de  insoli- 
dum,  confiriéndoles  la  autorización  más  cumplida  para  el  desempeño 
de  ambos  cargos;  habiéndose  infringido  por  tanto  también  la  ley  5a, 
título  33  de  la  Partida  7a,  que  establece  la  manera  de  entender  las  pa- 
labras del  testador;  y  el  articulo  496  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
que  obliga  á  los  herederos  voluntarios  á  respetar  las  reglas  que  hubie- 
sen establecido  los  testadores  para  el  inventario,  avalúo,  liquidación  y 
división  de  sus  bienes;  y  por  el  mismo  concepto  las  leyes  2a  y  4a,  ti- 
tulo 13  de  la  Partida  3a,  relativas  á  la  conoscencia  y  su  eficacia,  toda 
vez  que  habiendo  reconocido  dos  de  los  actores  la  aplicación  de  la  pro- 
hibición hecha  por  la  testadora  al  caso  mismo  en  que  la  sentencia  no 
aplica  semejante  prohibición,  esta  conoscencia  tenia  eficacia  respecto 
á  todos  los  colitigantes;  porque  discutiendo  unidos  desde  el  escrito  de 
reproducción  de  los  de  reparos,  aceptaron  respectivamente  cada  uno 
lo  que  los  demás  habían  depuesto: 

4o  En  cuanto  se  acordaba  por  la  declaración  6a  que  figuraba  en  el 
cuerpo  general  de  bienes  el  reintegro  que  el  juez  partidor  y  marido  de 
la  testadora  se  hacia  como  invertido  en  las  obras  de  unos  molinos, 
además  de  la  infracción  relativa  á  este  punto  y  consignada  en  el  nú- 
mero 2",  el  mencionado  testamento,  y  con  especialidad  su  cláusula  20, 
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que  prohibe  reintegrar  los  bienes  patrimoniales  á  costa  de  los  ganan- 
ciales; la  ley  5a,  tit.  33  de  la  Partida  T,  y  el  art.  496  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil  ya  mencionados,  y  las  leyes  3a  y  9a,  tít.  4°,  libro  3o 
del  Fuero  Real,  que  determinan  loque  ha  de  hacerse  con  las  mejoras 
que  se  realizan  en  fincas  de  un  cónyuge  durante  la  sociedad  conyugal; 
así  como  la  'ey  5a,  tit.  4°,  libro  40  de  la  Novísima  Recopilación,  que 
sea  de  ambos  cónyuges,  esto  es,  ganancial  lo  mejorado  durante  el  ma- 
trimonio: 

5°  Al  ordenar  la  sentencia  en  su  novena  declaración  que  se  haga 
con  separación  la  división  de  cada  uno  de  los  vínculos  que  poseía  la 
Marquesa,  además  de  la  infracción  relativa  á  este  punto  y  consignada 
en  el  segundo  motivo  de  casación,  el  susodicho  testamento  y  su  cláu 
sula  19,  que  al  hablar  de  la  partición  que  con  arreglo  á  la  ley  había 
de  darse  á  los  bienes  de  la  dotación  de  los  vínculos,  usaba  siempre  en 
singular  las  palabras  división  y  partición,  ordenando  se  respetase  la 
división  cuyos  trabajos  se  estaban  preparando;  y  al  tratar  de  los  bienes 
que  por  efecto  *de  ella  habian  de  pertenecería  en  propiedad,  dice  la 
corresponde  la  mitad  de  los  referidos  bienes  vinculados  y  la  mitad 
libre,  usando  también  en  singular  constantemente  la  voz  mitad  por 
referirse  á  una  sola  mitad  y  no  á  tantas  mitades  como  vínculos  hubie- 
se; infringiendo  además  el  testamento,  ley  en  la  materia,  por  este 
concepto,  la  5a,  tit.  33  de  la  Partida  Ia,  y  el  art.  496  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil  ya  mencionados:  la  doctrina  consignada  por  este 
Supremo  Tribunal  en  sentencia  de  1 4  de  Junio  de  1 871 ,  en  que  tratan- 
do de  la  testamentaria  del  poseedor  de  varias  vinculaciones,  admite 
ue  de  todas  ellas  se  haga  una  sola  división;  y  la  misma  sentencia  de  9 
e  Noviembre  de  i  865  invocada  por  la  Sala  sentenciadora,  porque  tra- 
tándose en  ella  de  la  enajenación  de  todos  los  bienes  de  una  de  las  vin- 
culaciones que  poseía  una  persona,  enajenación  que  se  había  verifica- 
do sin  intervención  de  quien  resultó  ser  su  inmediato  sucesor,  y  ven- 
tilándose su  nulidad  á  instancia  de  éste,  caso  distinto  por  completo  del 
ue  tenía"' lugar  en  estos  autos,  se  aplicaba  sin  embargo  al  presente 
icha  sentencia,  y  las  leyes  y  doctrinas  se  violaban  también  cuando  se 
aplicaban  á  rasos  distintos  de  los  que  resolvían: 

Y  6°  Al  resolverse  en  la  octava  declaración  de  la  sentencia  que  los 
colitigantes  no  han  incurrido  en  la  cláusula  penal  consignada  en  el  tes- 
tamento de  la  Marquesa,  negándose,  en  su  consecuencia,  la  aplicación 
del  derecho  de  acrecer  reclamado  para  D.  Francisco  Rossique  y  Pagan, 
varias  leyes  y  doctrinas  que  se  enumerarían  ;  pero  que  ántes  era  de 
advertir  que  en  esta  declaración  de  la  sentencia  no  se  mencionaba  á 
D.  Alfonso  Rossique,  contra  quien  dedujeron  los  recurrentes  una  de- 
manda especial  precisamente  para  la  aplicación  de  dicha  cláusula ;  que 
si  tal  omisión  era  involuntaria,  producto  de  urja  mera  omisión,  era 
evidente  que  el  presente  fundamento  del  recurso  le  era  aplicable  ;  y  si 
la  omisión  era  intencional,  entónces  era  punto  debatido  y  no  fallado, 
por  lo  cual  había  hecho  mérito  de  él  en  el  primer  motivo  de  casación: 
que  era  un  punto  establecido  en  la  misma  sentencia  que  entre  los  re- 
paros formulados  á  la  partición  los  había  de  aquellos  que  la  testadora 
prohibió  formular,  como  los  relativos  á  emitir  perjuicios  en  las  valo- 
raciones y  adjudicaciones ;  que  era  también  evidente  que  se  habian 
formulado  reparos  pidiendo  que  se  reintegrasen  los  bienes  patrimonia- 
les á  costa  de  los  gananciales,  en  extremos  determinados,  como  el  de 
la  finca  comprada  en  1837;  y  que  habiéndose  formulado  tales  reparos 
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aunque  muchos  de  ellos  no  hubiesen  prosperado,  no  aplicándose  la  cx- 

Íiresada  cláusula  penal,  ya  cuando  se  trataba  de  la  división  de  los  víncu- 
os  que  la  Marquesa  poseia,  como  cuando  de  la  partición  de  los  bie- 
nes patrimoniales  de  procedencia  libre  se  infringía  la  expresada  cláusu- 
la penal  contenida  en  la  19  del  testamento  ;  asi  como  la  ley  5a,  tít.  33 
de  la  Partida  7a,  y  el  art.  496  diferentes  veces  citados  :  que  se  habia 
infringido  la  ley  3a,  til.  4o  de  la  Partida  6a,  con  arreglo  á  la  que  deben 
cumplirse  las  condiciones  lícitas  puestas  en  los  testamentos  ;  así  como 
las  sentencias  de  este  Supremo  Tribunal  de  15  de  Diciembre  de  1860, 
3  de  Marzo  y  28  de  Setiembre  de  1866  ;  26  de  Junio  de  1869  y  27  de 
Mayo  de  1871  :  en  todas  las  que  se  determina  que  es  aplicable  la  cláu-i 
sula  penal  establecida  en  su  testamento  respecto  de  los  herederos  vo- 
luntarios, ó  de  la  porción  en  que  á  los  forzosos  corresponde  aquel  ca- 
rácter ;  y  que  se  habia  infringido,  por  último,  la  sentencia  dictada  en 
estos  autos  por  este  Supremo  Tribunal  én  25  de  Enero  de  1871,  y  la 
ley  32,  tít.  34  de  la  Partida  7a,  puesto  que  en  aquella  se  establecía  la 
sentencia  de  la  mencionada  cláusula  penal  de  la  herencia  y  su  aplica- 
ción al  heredero,  al  que  no  prestase  su  conformidad  á  lo  consignado  en 
la  mis  na  disposición  testamentaria  : 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Federico  Guzman  : 
Considerando  que  en  el  hecho  de  declarar  la  sentencia  recurrida  no 
haber  lugar  á  la  aprobación  de  la  partición  de  la  herencia  combatida 
por  la  demanda,  mandando  que  se  proceda  á  practicarla  en  conformi- 
dad á  lo  que  dispone  el  art.  467  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y 
haciendo  declaraciones  sobre  cada  uno  de  los  puntos  litigiosos, .no  in- 
fringe los  artículos  61 ,  62  y  63  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  ni  las 
leyes  2a  y  15,  tít.  22,  Partida  34,  que  disponen  que  las  sentencias  sean 
claras  y  precisas,  sin  aplazar  ni  dejar  de  resolver  ninguna  de  las  cues- 
tiones propuestas  ;  ni  tampoco  la  regla  32,  tít.  34,  Partida  7a,  que  de- 
clara la  eficacia  de  la  cosa  juzgada  por  no  tener  fuerza  de  tal  en  el 
pleito  la  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  d^  25  de  Enero  de  1871 
recaída  en  un  recurso  de  casación  en  la  forma  que  se  limittf  á  revocar 
la  aprobación  que  habia  rec»ido  á  la  partición;  y  que  el  pleito  se  sus- 
tanciara con  arreglo  á  derecho;  ni  la  doctrina  de  29  de  Noviembre 
de  1 861 ,  que  establece  no  puede  remitirse  á  otro  juicio  la  resolución  de 
las  cuestiones  que  han  sido  objeto  principal  del  pleito;  leyes  y  doctri- 
na citadas  en  el  primer  fundamento  del  recurso  : 

Considerando,  con  relación  al  segundo  fundamento,  que  los  artícu- 
los 224  y  256  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  los  demás  artículos, 
leyes  y  doctrina  legal  que  se  citan  en  el  mismo,  en  el  supuesto  de  ha- 
ber resuelto  la  sentencia  sobre  extremos  no  alegados  oportunamente 
en  el  pleito,  tampoco  han  sido  infringido*,  supuesto  que  hecha  la  opo- 
sición á  la  operación  de  partición,  bien  pudieron  les  demandantes  adi- 
cionar en  el  escrito  de  réplica  puntos  de  hecho  y  de  derecho  en  apoyo 
de  la  misma,  sin  que  esto  constituya  una  acción  nueva,  y  asi  lo  reco- 
noció la  parte  recurrente  que  aceptó  dichos  extremos  y  discutió  sobre 
ellos  en  el  pleito : 

Considerando  que  tampoco  infringe  la  sentencia  la  cláusula  19  del 
testamento  de  la  Marquesa  de  Camachos,  ni  las  leyes  que  se  citan  en 
el  tercer  fundamento  del  recurso  en  apoyo  de  la  eficacia  de  la  voluntad 
del  testador,  por  cuanto  la  prohibición  que  en  dicha  cláusula  impone 
á  sus  herederos  se  refiere  exclusivamente  á  establecer  en  beneficio  de 
*u  marido  usufructuario  la  dispensa  del  deber  de  garantir  el  buen  uso 
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del  usufructo  y  responder  de  los  desperfectos  que  pudieran  resultaren 
los  mismos  bienes;  y  ninguna  regla  especial  da  para  el  inventario, 
avalúo  y  distribución,  que  es  el  objeto  único  de  la  partición  : 

Considerando  que  la  disposición  del  mismo  testamento  para  que  no 
se  reintegre  con  los  bienes  gananciales  el  valor  de  los  patrimoniales  que 
hubiere  enajenado  la  testadora,  y  las  leyes  5a,  tít.  33,  Partida  7a  y  de- 
más que  se  citan  en  el  cuarto  fundamento  del  recurso  relativas  á  las 
mejoras  hechas  en  fincas  de  uno  de  los  cónyuges  y  á  que  se  considere 
de  ambos  como  ganancial  lo  mejorado  durante  el  matrimouio,  no  han 
sido  infringidas  por  la  sexta  declaración  de  la  sentencia  que  se  limita 
á  disponer  que  el  importe  de  las  obras  de  los  dos  molinos  objeto  de  la 
declaración  figure  en  el  cuerpo  general  de  bienes: 

Considerando  que  la  Doña  Dolores  Borja  no  prohibió  por  su  testa- 
mento que  después  de  su  muerte  se  dividiesen  los. .bienes  correspon- 
dientes á  los  vínculos  de  que  era  poseedora,  y  cuya  mitad  la  corres- 
pondía, y  que  no  dió  reglas  distintas  á  las  establecidas  per  la  ley  para 
su  inventario,  avalúo,  liquidación  y  división  entre  sus  herederos  y  el 
inmediato  sucesor,  y  de  consiguiente,  la  novena  declaración  de  la  sen- 
tencia recurrida,  que  dispone  se  dividan  los  bienes  de  cada  vínculo  por 
separado  no  infringe  el  testamento  citado  y  su  cláusula  19,  ni  la  ley  5a, 
titulo  33  de  la  Parlida  3a,  ni  el  art.  496  de  la  de  Enjuiciamiento  civil, 
ni  las  sentencias  de  este  Supremo  Tribunal  de  14  de  Junio  de  1871, 
por  la  cual  se  declara  que  es  indudable  el  derecho  de  inmediato  suce- 
sor para  pedir  que  se  efectúe  la  división  de  vínculos  que  no  se  ha  ve- 
rificado en  vida  del  poseedor,  y  la  de  9  de  Noviembre  de  1865,  que  se 
citan  como  fundamento  del  recurso  en  el  quinto  motivo  : 

Y  considerando,  por  último,  que  D.  Alfonso  Rossique  al  ser  deman- 
dado y  presentarse  en  el  pleito,  hizo  causa  común  con  los  demandantes 
del  pleito  primitivo,  sosteniendo  las  mismas  pretensiones  por  ser  igual 
su  derecho  ;  por  lo  cual  habiéndose  dictado  la  sentencia  en  forma  de 
declarar  sobre  los  puntos  litigiosos,  y  no  con  la  de  absolver  y  conde- 
nar, en  cuyo  solo  caso  habría  sido  diferente  la  declaración  relativa  al 
mismo  que  tenia  el  carácter  de  demandado,  es  indudable  que  las  de- 
claraciones hechas  le  comprenden  lo  mismo  que  á  sus  litis-socios  aun- 
que se  omitiera  su  nombre  por  un  olvido  material  entre  los  compren- 
didos en  la  declaración  octava,  por  lo  cual  no  son  aplicables  al  pleito 
ni  han  podido  ser  infringidas  por  la  sentencia  las  leyes  y  doctrinas  ci- 
tadas en  el  sexto  fundamento  del  recurso,  en  el  supuesto  de  que  dicha 
omisión  deja  sin  resolver  sobre  la  demanda  contra  el  D.  Alfonso,  rela- 
tiva á  haber  incurrido  en  la  cláusula  penal  del  testamento; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Pedro  Pagan  y  Ayuso  y  consor- 
tes, á quienes  condenamos  en  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de 
Albacete  la  certificación  correspondiente  con  devolución  de  los  docu- 
mentos que  ha  remitido.  —  ( Sentencia  publicada  el  26  de  Abril  de  1 877, 
é  inserta  en  la  Gaceta  de  19  de  Agosto  del  mismo  año.) 

* 
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banal  Supremo  no  hab'er  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Don  Baldomcro  Sánchez  Ortiz  contra  la  sentencia  dictada  por  la  de 
lo  civil  de  la  Audiencia  de  Granada,  en  pleito  con  D.  Andrés  Moreno 
Suarez  y  otros,  y  se  resuelve: 

i°  Que  el  art.  289  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  señala  los 
documentos  públicos  ó  privados  que  deben  considerarse  indubitados 
para  el  cotejo  que  las  partes  litigantes  soliciten,  de  los  que  las  mismas 
hayan  presentado  oportunamente  enjuicio;  y  es,  por  consiguiente,  m- 
aplicable  al  cotejo  practicado  á  virtud  de  auto  de  la  Sala  sentenciado- 
ra para  mejor  proveer,  con  arreglo  al  art.  48  de  dicha  rey ; 

Y  ít°  Que  si  iSQala  sentenciadora  no  funda  su  fallo  tan  sólo  en  el 
resultado  del  mencionado  cotejo,  sino  más  principalmente  en  las  prue- 
bas testificales  y  periciales  suministradas  por  las  partes,  cuya  apre- 
ciación la  corresponde  y  autoriza  á  resolver  las  cuestiones,  meramente 
de  hecho,  no  habiéndose  alegado  contra  ella  infracción  alguna  de  ley 
ni  de  doctrina  legal ,  es  improcedente  el  recurso. 
• 

En  la  villa  y  corté  de  Madrid,  á26  de  Abril  de  1877,  en  los  autos 
que  ante  Nos  penden  por  recurso  de  casación,  seguidos  en  el  Juzgado 
de  primera  instancia  de  Ugijar,  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audien- 
cia de  Granada  por  Andrés  Moreno  Suarez  en  representación  de  sus  hi- 
jos, Ramón  Moreno  Pérez  y  Mariano  González  en  representación  délos 
suyos,  José  María,  Esperanza,  Agustina  y  Dolores  Pérez  González 
con  Baldomero  Sánchez  Ortiz  sobre  nulidad  de  una  cédula  testamen- 
tarme 

Resultando  que  en  21  de  Enero  de  1869  falleció  en  el  lugar  de  Ca- 
diaY  Salvador  Pérez  Romero,  de  apoplegía,  á  los  65  años  de  edad  y  ha- 
biendo recibido  el  Sacramento  de  la  Extremaunción  : 

Resultando  que  en  el  referido  lugar  de'Cadiar,  á  20  de  Enero 
de  i  869,  y  hora  de  las  cinco,de  su  mañana,  poco  más  ó  ménos,  apare- 
ce una  cédula  testamentaria  por  Salvador  Pérez  Romero,  en  la  que  ex- 
presa que  encontrándose  algo  enfermo  y  deseando  hacer  testamento, 
no  hallándose  á  la  sazón  el  Notario  de  aquella  población,  hizo  compa- 
recer ante  sí  á  Juan  Rojas  Cañas,  Cristóbal  Sánchez  y  López,  Domingo 
Maldonado  Vicente,  Antonio  Arboleas  Diaz  y  Francisco  López  Manza- 
no, los  que  observaban  en  aquel  momento  que  si  bien  estaba  enfermo, 
su  entendimiento  claro,  su  memoria  despejada,  su  habla  expedita,  y 
otorgaba  esta  cédula  testamentaria  á  la  que  era  su  exclusiva  voluntad 
se  le  diese  en  juicio  y  fuera  de  él  toda  la  validación  y  fuerza  en  dere- 
cho necesaria,  haciendo,  entre  otras,  las  siguientes  declaraciones: 
que  nombraba  por  albacea  testamentario  á  Cristóbal  Ortega  Lara: 
que  era  soltero  y  no  tenia  ascendientes  ni  descendientes  :  instituyó  por 
su  único  y  universal  heredero  á  Baldomero  Sánchez  Ortiz,  por  haber- 
le criado  y  educado  desde  su  más  tierna  edad  hasta  que  tomó  estado: 
en  cuyos  términos  hacía  esta  cédula  testamentaria  ante  los  testigos 
que  le  habian  visto  y  oido  de  su  propia  boca  esta  última  y  final  volun- 
tad que  queria  se  cumpliese  en  todasvsos  partes,  facultando  por  ella'á 
su  único  y  universal  heredero  para  que  la  elevase  á  instrumento  pú- 
blico acudiendo  á  los  Tribunales  de  justicia,  tomando  posesión  de  todo 
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cuanto  poseía  luégo  que  estuvieran  cumplidas  Fus  mandas  que  hacía: 
según  se  expresa  en  el  testimonio  unido  á  los  autos  ;  después  de  la  fir- 
ma «Salvador  Pérez  Romero»  hay  los  siguientes  nombres  que  terminan 
con  dos  rayas  cruzadas:  testigo,  Juan  de- Rojas  Cañas.  =  Cristóbal 
Sánchez  López.  =  Domingo  Maldonado  de  Vicente.  =  Antonio  Arbo- 
leas l)iaz.  =  Francisco  López  Manzano,  y  termina  con  una  firma  y  ru- 
brica que  dice:  y  Serafín  Peinado  : 

Resultando  que  en  26  del  repetido  mes  de  Enero  de  1869  P.  Baldo- 
mcro Sánchez  Ortiz  acudió  al  Juzgado  de  primera  instancia  de  Albn- 
ñol,  acompañando  la  relacionada  cédula  testamentaria,  y  con  objeto  de 
que  se  cumpliese  la  voluntad  de  D.  Salvador  Pérez  Romero,  pidió  que 
los  testigos  Juan  de  Rojas  Cañas,  Cristóbal  Sánchez  López,  Domingo 
Maldonado  Vírente.  Antonio  Arboleas  Díaz  y  Franojfco  López  Manza- 
no, comparecieran  á  dar  sus  declaraciones  en  fornW  sobre  la  ultima 

Joluntad  de  Pérez  Romero,  y  constando  por  ellas  el  ánimo  deliberado 
el  testador,  conforme  con  lo  que  expresaba  la  cédula  testamentaria, 
se  elevase  á  instrumento  público,  protocolizándose  en  la  Escribanía  del 
actuario : 

Resultando  que  por  auto  del  mismo  dia  26  de  Enero  se  mandó  re- 
cibir las  declaraciones  que  en  el  anterior  escrito  se  pretendían  ;  en  so 
consecuencia  comparecieron  ante  el  Juzgado  á  declarar  los  testigos. 
Serafín  Peinado,  Francisco  López,  Cristóbal  Sanchéz,  Juan  Rojas  y  An- 
tonio Arboleas,  no  haciéndolo  Domingo  Maldonado,  que  también  apa- 
rece como  testigo  en  la  cédula,  todos  aquellos  jornaleros,  y  de  los  qoe 
sólo  sabo  firmar  Peinado  ;  y  sustancialmente  dijeron  que  era  cierto  el 
contenido  de  la  cédula  testamentaria  otorgada  por  Salvador  Pérez  Ro- 
mero á  su  presencia,  y  llamado  por  aquel  que  oyeron  de  boca  del  tes- 
tador su  voluntad,  que  lo  ejecutó  en  buen  sentido  y  que  la  cédula  la 
extendió  Serafín  Peinado;  y  por  auto  del  repetido  mes  de  Enero 
de  1869  el  Juez  de  primera  instancia  de  Albuñol,  en  vista  de  las  dili- 
gencias practicadas,  declaró  testamento,  la  cédula  testamentaria  otor- 
gada por  Salvador  Pérez  Romero  en  20  del  mismo  mes,  sin  perjuicio 
de  tercero  ;  mandando  se'  protocolizase  el  expediente  en  el  registro  del 
actuario,  y  que  se  diesen  los  testimonios  Qjue  se  solicitaran  : 

Resultando  que  á  nombre  de  los  menores  hijos  de  Josefa  y  Fran- 
cisco Pérez  Romero,  hermanos  difuntos  del  testador,  se  dedujo  deman- 
da contra  Baldomero  Sánchez  Ortiz  para  que  se  declarara  falsa  y  como 
tal  nula  la  cédula  testamentaría  que  se  suponia  otorgada  por  su  tio 
Don  Salvador,  que  murió  intestado,  y  que  á  ellos  como  parientes  más 
próximos  les  correspondían  cuantos  bienes,  acciones  y  derechos  dejó 
éste  por  su  muerte,  condenando  á  Baldomero  Sánchez  Ortiz  á  su  devo- 
lución con  los  frutos  producidos  y  debidos  producir  desde  que  los  de- 
tenta con  las  costas;  para  ello  alegaron  que  Pérez  Romero  fué  repente 
ñámente  atacado  en  19  de  Enero  de  una  apoplegía  que  le  condujo  al 
sepulcro  la  noche  del  21,  perdiendo  en  el  acto  de  la  invasión  la  pala- 
bra y  facultades  mentales-,  que  no  recobró  en  las  horas  que  sobrevivió, 
que  ni  el  párroco  que  acudió  pudo  prestarle  mas  auxilios  espirituales 

?[ue  el  Sacramento  de  la  Extremaunción,  ni  el  Notario  del  pueblo  que 
ué  llamado  pudo  otorgar  el  testamento  del  que  por  su  estado  no  po- 
día manifestar  su  voluntad  :  que  con  conocimiento  de  que  Pérez  Ro- 
mero habia  muerto  sin  testamento,  el  Juzgado  de  paz  de  Cadiar  se 
constituyó  en  la  casa  mortuoria  al  dia  siguiente,  ó  sea  el  22  de  Enero, 
intervino  y  depósitó  el  caudal  yacente  en  Baldomero  Sánchez  Ortiz, 


Digitized  by  Googl 


RECURSOS  Y  COMPETENCIAS*  405 

que  presenció  y  autorizó  la  diligencia  sin  hacer  advertencia  ni  protesta 
de  ningún  género :  que  en  los  días  siguientes  Sánchez  Ortiz  trató  de 
seducir  á  algunas  personas  para  que  se  prestaran  á  figurar  como  testi- 
gos de  una  cédula  testamentaria  en  que  habia  de  constar  que  fué  la 
voluntad  del  finado  instituirle  por  su  único  y  universal  heredero:  que 
en  26  del  citado  mes  y  año  presentó  al  Juzgado  la  falsa  cédula,  que 
previos  los  procedimientos  legales  fué  elevada  á  instrumento  público 
por  auto  de  29  del  repetido  mes  de  Enero  :  que  aparecía  esta  cédula 
firmada  y  rubricada  por  Salvador  Pérez  á  las  cinco  de  marrana  del 
20  de  Enero,  pero  que  la  firma  y  rúbrica  eran  falsas,  y  como  tales  de- 
semejantes Alas  que  usaba  el  supuesto  testador:  que  habiendo  éste 
muerto  ab-intestato,  á  los  actores,  como  sus  únicos  parientes  más 
próximos,  tocaba  sucederle  en  todos  sus  bienes  y  derechos,  cargas  y 
obligaciones : 

Resultando  que  conferido -traslado  al  demandado  le  evacuó,  pre- 
tendiendo se  desestimara  la  demanda,  con  imposición  de  costas  á  los 
actores  y  alegó  :  que  no  era  cierto  que  el  19  de  Enero  fuese  acometido 
Pérez  Romero  de  apoplegía,  pues  aquella  noche  sólo  tuvo  una  ligera 
indisposición:  que  el  Notario  no  fué  á  las  seis  de  la  mañana  del  20, 
sino  á  las  nueve  y  media,  y  que  no  obstante  estuviera  ya  extendida  la 
,  cédula,  quiso  el  testador  que  su  voluntad  fuera  más  solemne  y  se  evi- 
taran los  gastos  que  habría  de  originar  el  elevarla  á  instrumento  pú- 
blico: que  si  consintió  Sánchez  Ortiz  en  la  intervención  é  inventario 
que  de  los  bienes  yacentes  hizo  el'  Juez  municipal,  fué  porque  se  le 
manifestó  que  la  cédula  carecía  de  valor  legal  en  tanto  que  no  fuera 
elevada  á  instrumento  público  : 

Resultando  que  practicadas  las  pruebas  que  las  partes  propusieron 
y  seguido  el  juicio  por  sus  trámites,  el  Juez  dictó  sentencia  absolvien- 
do á  Baldomero  Sánchez  de  la  demanda,  y  condenando  á  los  actores  á 
perpetuo  silencio  y  en  las  costas  : 

Resultando,  que  admitida  la  apelaeion  que  interpusieron  los  de- 
mandantes y  sustanciada  la  instancia  después  de  celebrada  la  vista  pú- 
blica, la  Sala  de  la  Audiencia,  para  mejor  proveer,  acordó  se  trajeran  á 
los  autos  dos  firmas  indubitadas  del  testador  y  la  cédula  original  que 
aparece  autorizada  por  él ;  y  practicada  diligencia  de  cotejo  por  dos 
peritos  calígrafos,  declararon  que  la  firma  de  Salvador  Pérez  Rome- 
ro, ó  sea  la  de  la  cédula  testamentaria,  no  está  hecha  al  parecer  por  la 
misma  mano  que  trazara  las  otras  dos  que  habían  servido  para  el  co- 
tejo, no  pudiendo  emitir  una  opinión  tan  determinada  respecto  de  la 
rúbrica  por  estar  borrada  en  la  firma  dudosa  casual  ó  intencionada- 
mente : 

Resultando  que  la  referida  Sala  de  la  Audiencia,  por  sentencia 
de  26  de  Junio  de  1875,  declaró  falso  y  como  tal  nulo  el  testamento 
que  se  supone  hizo  Salvador  Pérez  Romero  en  la  madrugada  de  20  de 
Enero  de  1 869 ;  revocó  la  sentencia  dictada  por  el  Juez  de  primera  ins- 
tancia de  Ugijar  en  22  de  Diciembre  de  1871.  declaró  herederos  ab-in- 
testato de  Salvador  Pérez  Romero,  sin  perjuicio  de  tercero  de  mejor 
derecho,  á  los  demandantes  Andrés  Moreno  Suarez  y  Mariana  Gonzá- 
lez, en  representación  ambos  de  sus  menores  hijos,  el  primero  de  Ra- 
món Moreno  Pérez  y  la  segunda  de  José  María,  Agustina,  Dolores  y 
Esperanza  Pérez  González,  sobrinos  de  aquel ;  condenó  al  Baldomero 
Sánchez  Ortiz  á  que  entregase  á  aquellos  todos  los  bienes  que  por 
muerte  de  Pérez  Romero  recibió  como  herencia  de  éste  con  los  frutos 
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producidos  y  debidos  producir  desde  que  entró  en  la  tenencia  de  los 
mismos,  y  pago  de  todas  las  costas  de  primera  instancia:  y  mandó  que 
se  sacase  por  el  Juez  de  primera  instancia,  luégo  que  esta  sentencia 
fuera  firme,  el  correspondiente  testimonio,  tanto  de  culpa,  y  procedie- 
ra criminalmente  por  la  falsificación  del  documento  que  se  suponía  til- 
tima  voluntad  de  Salvador  Pérez  Homero,  sin  hacer  especial  condena- 
ción de  costas  de  la  segunda  instancia: 

Resultando  que  D.  Baldomcro  Sancbez  Ortiz  interpuso  recurso  de 
casación  porque  á  su  juicio  se  ha  infringido: 

El  arl.  289  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  porque  la  firma  que 
ha  servido  como  indubitada  para  cotejar  la  del  documento  motivo  del 
litigio,  no  se  encuentra  en  ninguno  de  los  casos  que  menciona  el  ex- 
presado articulo;  o/ie  dicha  firma  se  halla  en  el  borrador  de  un  repar- 
timiento vecinal  del  pueblo  de  Gadiar,  cuyo  documento  fué  allegado  á 
los  autos  en  segunda  instancia  después  de  la  vista  y  en  virtud  de  auto 
para  mejor  proveer,  y  por  esta  razón  las  partes  no  habían  podido  estar 
de  acuerdo  ni  expresa  ni  tácitamente  en  reconocer  como  indubitada  la 
firma  objeto  del  cotejo,  con  lo  cual  no  le  comprende  el  número  prime- 
ro del  artículo  infringido:  que  tampoco  se  encueutra  comprendido  en 
el  número  segundo,  pues  no  tiene  las  condiciones  de  escritura  pública 
y  solemne  ni  en  los  que  enumera  los  números  3*  y  4o:  u 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Laureano  de  Arrieta: 

Considerando  que  el  art.  289  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  cuya 
infracción  se  alega  como  único  fundamento  del  presente  recurso,  se- 
ñala los  documentos  públicos  ó  privados  que  deben  considerarse  indu- 
bitados para  el  cotejo  que  las  partes  litigantes  soliciten,  de  los  que  las 
mismas  hayan  presentado  oportunamente  en  juicio  y  es,  por  consi- 
guiente inaplicable  al  cotejo  practicado  á  virtud  de  auto  de  la  Sala 
sentenciadora  para  mejor  proveer  con  arreglo  al  art.  48  de  dicha  ley 
entre  la  firma  dudosa  que  con  el  nombre  de  «Salvador  Pérez  Romero» 
aparece  en  la  supuesta  cédula  testamentaria,  objeto  de  este  litigio,  y 
las  indubitadas  que  se  hallan  consignadas  en  el  padrón  oficial  de  los 
contribuyentes  del  pueblo  de  Cadiar,  al  que  no  se  le  puede  negar  el  ca- 
rácter de  fehaciente  : 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora  no  funda  su  fallo  tan  sólo 
en  el  resultado  del  mencionado  cotejo,  sino  más  principalmente  en  las 
pruebas  testificales  y  periciales  suministradas  por  las  partes,  cuya 
apreciación  la  corresponde  y  autoriza  á  resolver  la  cuestión,  mera- 
mente de  hecho,  debatida  en  estos  autos,  no  habiéndose  alegado  con- 
tra ella  infracción  alguna  de  ley  ni  de  doctrina  legal; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Baldomero  Sánchez  Ortiz,  á  quien 
condenamos  en  las  costas;  líbrese  la  correspondiente  certificación  á  la 
Audiencia  de  Granada  con  devolución  de  los  documentos  remitidos.  — 
(Sentencia  publicada  el  26  de  Abril  de  1877,  é  inserta  en  la  Gaceta  de 
28  de  Agosto  del  mismo  año.) 
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Recurso  do  casación  (26  de  Abril  de  1877).  —  Recdamacion 

DE  DAÑOS  Y  PERJUICIOS  POR  FALTA  DE  CUMPLIMIENTO  DE  UN  CONTRATO. — Se 

declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  T-iburcio  Chavan-i  y  Alisal 
contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Bur- 
gos, en  pleito  con  D.  Eusebio  García  Lejarraga,  y  se  resuelve : 

i°  Que  si  en  unos  contratos  sobre  minas  se  pactó  que  no  serian  obli- 
gatorios en  el  caso  de  sobrevenir  dificultades  ú  obstáculos  que  no  pu- 
dieran vencer  los  contratantes,  y  si  bien  hubo  guerra  en  el  señorío  de 
Vizcaya,  no  impidió  al  demandado  cumplir  con  la  entrega  del  mine- 
•  ral)  al  condenarle  la  sentencia  á  cumplir  los  expresados  contratos  en 
la  forma  y  tiempo  que  determina ,  léjos  de  infringirlos ,  les  da  la  fuer- 
za  legal  que  tienen  : 

2o  Que  la  sentencia  tampoco  infringe  la  ley  Ia,  tit.  i°,  libro  10  de 
la  Novísima  Recopilación,  sobre  las  obligaciones,  si  los  contratos  re- 
feridos son  claros  y  terminantes,  y  la  Sala  no  los  interpreta,  sino 
que  los  aplica  con  exactitud: 

3o  Que  el  art.  247  del  Código  de  Comercio  que  da  reglas  sobre  la  in- 
terpretación de  los  contratos  mercantiles,  tampoco  tiene  aplicación  al 
caso,  si  se  prueba  que  el  demandado  pudo  y  no  quiso  cumplirlos,  como 
cumplió  otros  de  la  misma  naturaleza  : 

i°  Que  no  se  infringe  el  principio  jurídico  de  que  á  tanto  se  obliga 
el  hombre  á  cuanto  ha  querido  obligarse^  si  justamente  sirve  de  fun- 
damento al  fallo  recurrido : 

5o  Que  no  tiene  aplicación  el  principio  de  que  el  que  usa  de  su  de- 
recho no  causa  injuria,  cuando  el  recurrente  no  ha  tenido  derecho  pa- 
ra dejar  de  cumplir  lo  prometido ; 

76°  Que  las  leyes  6a  del  tit.  5o  y  28  del  lit.  8o,  Partida  5a,  la  pri- 
mera sobre  el  modo  en  que  puede  ejecutarse  la  venta,  y  la  segunda  so- 
bre las  cosas  que  se  dan  d  censo,  no  pueden  decirse  infringidas  cuando 
no  tienen  aplicación  al  caso  litigioso. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  26  de  Abril  de  1877,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Bilbao  y  en  la  Sala 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Burgos  por  D.  Eusebio  García  y  Lejarra- 
ga, por  si  y  como  representante  de  la  razón  social  Brijant  Forter  jr 
Compañía,  del  comercio  de  New-Castell,  con  D.  Tiburcio  deChavarri 
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y  Alisal,  y  hoy  con  sus  herederos,  sobre  reclamación  de  daños  y  per- 
juicios por  falta  de  cumplimiento  de  un  contrato* 

Resultando  que  D.  Eduardo  Ros  Brijant,  comerciante  de  New-Cas- 
tell,  trabajando  bajo  la  ñrmade  Brijant  Forter  y  Compañía,  nombró  á 
Don  Eusebio  García,  del  comercio  de  Bilbao,  su  apoderado  y  agente 
para  contratar  mineral  de  hierro  con  D.  Tiburcio  Chavarri,  con  arre- 
glo á  las  instrucciones  que  habían  pasado  con  los  poderdantes,  con  fa- 
cultad adelantar  efectivo  con  arreglo  á  las  mismas  instrucciones, 
verificando  éstas  mediante  escritura  pública  aceptando  y  conviniendo 
que  estiman  oportuno  un  testimonio  de  lo  cual  había  puesto  y\  fijado 
su  firma  y  sello  á  24  de  Julio  de  \  871  : 

Resultando  que  con  fecha  en  Bilbao  á...  de  Julio  de  1871  (la  fecha 
del  dia  se  halla  en  blanco),  . firmaron  un  documento  D.  Tiburcio  de 
Chavarri,  propietario  de  minas,  y  D.  Eusebio  García,  representante  de 
Brijant  Forter  y  Compañía,  por  la  que  Chavarri  se  comprometió  á  en- 
tregar á  García  90.000  toneladas  de  mineral  de  hierro  de  Somorrostro, 
de  las  minas  que  explotaba  hacía  algunos  años,  en  el  término  de  tres 
años  á  contar  desde  la  fecha  de  aquella  escritura,  por  terceras  partes 
en  partidas  mensuales  poco  más  ó  ménos  iguales,  haciendo  la  entrega 
á  bordo  de  los  buques  en  los  embarcaderos  usuales,  excepcionando  los 
casos  en  que  sobrevinieran  dificultades  ú  obstáculos  independientes  de 
la  voluntad  de  los  contrayentes  que  lo  impidieran,  tales  como  guerra, 
fuerza  mayor,  averías  de  los  buaues,  huelgas,  inundaciones  y  todos 
los  demás  análogos  que  no  los  pudieran  vencer  las  partes;  obligándose 
García  en  la  indicada  representación  á  pagar  á  Chavarri  5  chelines  y  6 
peniques  por  tonelada  franca  á  bordo,  y  al  cambio  que  se  cotizase  en 
la  plaza,  sin  más  aumento  ni  variación  de  precio  en  los  tres  años;  y 
que  este  contrato  se  elevaría  á  escritura  pública,  firmando  entretanto, 
para  seguridad  do  ambas  partes,  aquel  papel  privado: 

Resultando  que  con  fecha  en  Bilbao  á  10  de  Noviembre  de  1371, 
firmaron  otro  documento  en  papel  simple  D.  Eusebio  García  y  D.  Ti- 
burcio de  Chavarri,  por  el  que  éste  se  obligó  á  entregar  á  aquel  90.000 
toneladas  de  mineral  de  hierro  de  Somorrostro,  de  las  minas  que  ex- 
plotaba, en  tres  años  por  terceras  partes,  á  bordo  de  buques  ó  vapores 
en  los  embarcaderos  usuales  en  los  que  D.  Eusebio -García  se  obligaba 
á  recibirlos,  empezando  á  regir  el  contrato  en  \ 0  de  Marzo  de  \  872,  ve- 
rificándose la  entrega  en  partidas  mensuales,  poco  más  ó  ménos  igua- 
les, exceptuándose  en  los  casos  en  que  sobrevinieran  dificultades  á 
obstáculos  independientes  de  la  voluntad  de  los  contrayentes  que  lo 
impidieran,  tales  como  guerra,  fuerza  mayor,  averias  de  los  buques  y 
vapores,  huelgas,  inundaciones  y  todos  los  demás  análogos  que  no  los 
pudieran  vencer  las  partes  :  fijaron  el  precio  del  mineral  y  establecie- 
ron, por  último,  que  el  contrato  se  elevaría  sin  demora  á  escritura 
pública : 

Resultando  que  D.  Eusebio  García,  por  sí  y  como  representante  y 
apoderado  general  de  Brijant  Forter  y  Compañía,  entabló  en  42  de  Ju- 
nio de  1873  la  demanda  objeto  de  este  pleito,  en  uso  de  la  acción  per- 
sonal que  nacía  de  los  contratos  referidos,  para  que  se  condenase  á 
Don  Tiburcio  de  Chavarri  á  dar  y  pagar  al  demandante  los  daños  y 
perjuicios  que  se  le  hubieran  seguido,  á  justa  tasación  pericial,  por 
no  haber  cumplido  sus  contratos  en  el  día  que  fué  requerido  para  ello 

Ít  que  les  cumpliera  en  adelante  hasta  el  en  que,  según  los  términos  de 
os  mismos,  debían  cesar,  con  las  costas  y  gastos  del  juicio: 
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Resultando  que  D.  Tiburcio  de  Chavarri  impugnó  la  demanda  ale- 
gando que  todas  las  condiciones  y  pactos  de  un  contrato  eran  de  ob- 
servancia rigurosa  entre  los  contratantes,  y  habiéndose  estipulado  que 
se  elevaria  sin  demora  á  escritura  pública,  la  cual  no  se  habia  ejecu- 
tado, quedaban  sujetos  á  las  consecuencias  de  la  ley  6a,  tít.  5o  de  la 
Partida  5a  que  permitía  su  rescisión;  que  áun  cuando  estuvieran  redu- 
cidos á  escritura  pública,  determinándose  que  el  convenio  quedaría 
ineficaz  en  el  caso  de  sobrevenir  obstáculos  insuperables  á  los  contra- 
tantes, guerra,  fuerza  mayor  y  otros  análogos  que  no  pudieran  vencer 
las  partes,  quedaba  demostrada  la  ineficacia  prevista,  por  la  evidente 
situación  de  guerra  [■reclamada  por  las  Autoridades,  por  la  fuerza 
mayor  que  según  la  ley  de  Partida  era  cosa  hecha  á  otro  torticera- 
ramente  de  que  no  se  podia  amparar  el  que  la  recibía;  y  porque  ha- 
biendo alterado  completamente  el  estado  de  guerra  la  base  esencial  de 
la  legalidad  general  en  que  se  apoyaban  todos  los  derechos  el  conve- 
nio era  ineficaz,  porque  el  contratante  no  podia  invocar  con  éxito  en 
su  favor  las  leyes  de  la  libertad  política  y  civil : 

Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes,  dictó  sentencia 
el  Juez  de  primera  instancia,  que  confirmó  con  las  costas  eti  23  de  Di- 
ciembre de  1874  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Burgos,  conde- 
nando á  D.  Tiburcio  de  Chavarri  á  cumplir  los  contratos  en  cuestión 
hasta  el  1 6  de  Agosto  de  1873  que  se  prohibió  la  circulación  ó  traspaso 
de  minerales  por  el  ferro-carril  de  Triano,  y  desde  que  cesase  este  im- 
pedimento hasta  la  terminación  de  los  mismos  contratos,  indemnizando 
los  danos  y  perjuicios  que  se  hubieran  ocasionado  al  demandante  Don 
Eusebio  García  á  justa  tasación  de  peritos  nombrados  por  las  partes,  r> 
tercero,  casode  discordia,  que  eligieran  las  mismas, con  apercibimiento 
en  otro  caso  de  hacerlo  de  oficio : 

Resultando  que  D.  Tiburcio  Chavarri  interpuso  recurso  de  casación 
por  haberse  infringido  á  su  juicio: 

\°  La  ley  del  contrato,  porque  en  los  de  4  de  Julio  y  10  de  Noviem- 
bre de  1871  se  pactó  que  si  sobreviniesen  obstáculos  ó  dificultades  in- 
dependientes de  la  voluntad  de  los  contrayentes,  tales  como  guerra, 
fuerza  mayor  y  todos  los  análogos  que  no  pudieran  vencer  los  mismos, 
cesarían  las  consecuencias  de  loen  ellos  estipulado  ;  y  sin  embargo  de 
que  sobrevino,  en  efecto,  el  caso  de  guerra,  lo  cual  estaba  probado  y 
reconocido  en  la  sentencia,  no  se  estimaba  bastante  dicha  expresa  con- 
dición con  que  excepcionó  el  recurrente  la  demanda  establecida  por 
Don  Eusebio  García: 

2o  Al  consignar  en  el  considerando  5o  de  la  sentencia  que  la  guerra 
no  era  motivo  bastante  que  impidiera  la  explotación  de  las  minas  y 
conducción  de  mineral  al  puerto  de  embarque,  dando  á  los  contratos 
diversa  inteligenciado  la  que  verdaderamente  tenian,  y  tratando  de 
interpretarlos  á  pesar  de  que  su  contexto  era  claro  y  terminante,  la 
ley  1  ,  tít.  1°,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  según  habían  de- 
clarado, entre  otras  sentencias  de  este  Supremo  Tribunal,  las  de  30  de 
Noviembre  de  1860  y  Diciembre  de  1864,  24  de  Febrero  de  1865  y 
21  de  Noviembre  de  1862: 

3o  El  art.  247  (no  dice  de  qué)  que  dispone  que  los  contratos  se  han 
de  cumplir  según  los  términos  en  que  fueron  hechos  y  redactados,  sin 
tergiversar  con  interpretaciones  arbitrarias  el  sentido  propio  y  genui- 
no de  las  palabras  escritas,  lo  cual  también  habia  declarado  la  senten- 
cia de  casación  de  15  de  Enero  de  1867  al  establecer  que  no  hay  nece- 

tomo  xxxvi.  52 
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sidad  de  recurrir  á  reglas  de  interpretación  en  los  contratos  mercanti- 
les cuando  el  contexto  de  los  mismos  es  claro  y  terminante,  y  los  de  és- 
tos expresamente  determinaban  el  caso  de  guerra  como  motivo  bas- 
tante para  la  suspensión  de  sus  efectos,  apareciendo  relevante  por  los 
términos  de  )a  cláusula  que  lo  consignaba,  que  tanto  é>ta,  como  cual- 
quiera de  las  que  taxativamente  indicaba,  era  por  sí  sola  y  sin  consi- 
deración ni  concurrencia  d*  las  otras  suficiente  causa  para  que  cesasen 
las  consecuencias  de  lo  estipulado: 

4o  El  principio  jurídico  de  que  á  tanto  se  obliga  el  hombre  á  cuanto 
ría  querido  obligarse,  sin  que  pueda  oponerse  á  la  razón  de  que  D.  Ti- 
burcio  Chavarri  hubiera  trasportado  minerales  después  de  haber  sus- 
pendido la  entrega  de  los  mismos  al  demandante,  porque  ni  estaba 
obligado  á  regular  sus  demás  actos  por  las  condiciones  convenidas  con 
Don  Eusebio  García,  ni  éste  podia  fundar  su  pretensión  en  hechos 
sujetos  á  condiciones  diversas  é  independientes  de  lo  con  él  estipu- 
lado : 

5o  El  principio  de  derecho  non/acit  injuriam  qui  utitur  jure  suo, 
«egun  establece  la  sentencia  de  31  de  Enero  de  1868  porque  Chavarri 
obró  conforme  á  la  ley  del  contrato: 

Y  6o  Las  leyes  6a,  tít.  5o,  y  38,  til.  8o  de  la  Partida  5a,  porque  no 
habiéndose  elevado  á  escritura  pública  el  contrato  de  10  de  Noviembre 
de  1871,  sin  embargo  de  haber  convenido  en  la  necesidad  de  revestirle 
de  dicha  solemnidad,  pudo  fundadamente  el  demandado  oponer,  como 
lo  hizo,  el  derecho  de  retraerse  de  su  cumpl  miento,  por  no  Conside- 
rarle perfeccionado,  y  la  Sala  debió  atender  la  fuerza  legal  de  dicha 
excepción,  que  encontraba  apoyo  en  una  cláusula  del  contrato  que  por 
su  naturaleza  y  el  carácter  de  urgencia  con  que  fué  estipulado  vino  á 
convertirse  en  condición  esencial  y  ley  del  mismo. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Fermín  de  Muro  : 

Considerando  que  en  los  contratos  de  i  de  Julio  y  10  de  Noviembre 
de  1871  se  pactó  que  no  serian  obligatorios  en  el  caso  de  sobrevenir 
dificultades  ú  obstáculos  que  no  pudieran  vencer  los  contratantes,  y 
que  si  bien  hubo  guerra  en  el  señorío  de  Vizcaya  no  impidió  á  D.  Ti- 
burcio  Chavarri  cumplir  con  la  entrega  del  mineral  como  ha  probado 
el  demandante,  en  cuya  virtud  al  condenarle  la  sentencia  á  cumplir  los 
expresados  contratos  en  la  forma  y  tiempo  que  determina,  léjos  de  in- 
fringirlos, les  da  la  fuerza  legal  que  tienen  :  • 

Considerando  que  la  sentencia  tampoco  infringe  la  ley  Ia,  tít.  Io, 
libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  sobre  las  obligaciones,  porque 
los  contratos  referidos  son  claros  y  terminantes,  y  la  Sala  no  los  inter- 
preta, sino  que  los  aplica  con  exactitud  : 

Considerando  que  el  art.  247  del  Código  de  Comercio  que  da  reglas 
sobro  la  interpretación  de  los  contratos  mercantiles,  tampoco  ha  sido 
quebrantado  toda  vez  que,  como  va  dicho,  se  ha  probado  que  Chavar- 
ri pudo  y  no  quiso  cumplirlos,  como  cumplió  otros  de  la  misma  nata- 
raleza  : 

Considerando  que  el  principio  jurídico  de  que  á  tanto  se  obliga  el 
hombre  á  cuanto  ha  querido  obligarse,  en  vez  de  infringirse  sirve  de 
fundamento  al  fallo  recurrido  : 

Considerando  que  no  tiene  aplicación  al  caso  el  principio  de  que  el 
que  usa  de  su  derecho  no  causa  injuria,  porque  el  recurrente  no  ha  te- 
nido derecho  para  dejar  de  cumplir  lo  prometido  : 

Considerando  que  las  leyes  6a  del  tít.  5o  y  Í8  del  tít.  8o,  Partida  5a, 
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la  primera  sobre  el  modo  en  que  puede  ejercitarse  la  venta,  y  la  se- 
gunda sobre  las  cosas  que  se  dan  á  censo,  no  tienen  aplicación  al  caso 
y  por  ello  tampoco  han  sido  quebrantadas  ; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Tiburcio  Chavarri  y  Alisal,  hoy 
sus  herederos,  a  quienes  condenamos  á  la  pérdida  del  depósito,  que  se 
distribuirá  con  arreglo  á  la  ley,  y  en  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audien- 
cia de  Burgos  la  certificación  correspondiente  cun  dev.olucion  de  los 
documentos  que  ha  remitido.  —  (Sentencia  publicada  en  26  de  Abril 
de  1877,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  23  de  Agosto  del  mismo  año.) 

221 

• 

Hectirso  de  casación  (27  de  Abril  de  \  877).  —  Deslinde  y  par- 
tición material  de  la  sétima  parte  i>e  una  casa.  — Se  declara  por  la 
Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  ca- 
sación interpuesto  por  Jaime  Nogués  y  Calatayud  contra  la  sentencia 
dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Valencia,  en  pleito  con  Vi- 
cente Niclós  y  Llopis,  y  se  resuelve  : 

Que  habiéndose  dirigido  la  demanda  exclusivamente  á  que  se  hicie- 
se la  división  material  de  una  casa,  y  la  excepción  propuesta  á  que 
aquella  se  había  verijlcado por  medio  de  peritos  de  reciproco  nombra- 
miento, versando  sobre  este  extremo  la  prueba,  que  en  uso  de  sus  facul- 
tades apreció  la  Sala  sentenciadora ,  contra  esa  apreciación  no  se  da  el 
recurso  cuando  no  se  alega  que  al  hacerla  se  ha  infringido  alguna  ley. 
4  doctrina  legal. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  27  de  Abril  de  1877,  en  el  pleito 

Í, endiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación,  por  infracción  de 
ey,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Alcira  y  en  la  Sala 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Valencia  por  Jaime  Nogués  y  Calatayud 
con  Vicente  Niclós  y  tlopis,  sobre  deslinde  y  partición  material  de  una 
sétima  parte  de  casa  : 

Resultando  que  D.  Jaime  Nogués  y  Calatayud  dedujo  en  26  de  Mar- 
zo de  1873  la  demanda  objeto  de  este  pleito,  para  que  se  declarara  que 
Vicente  Niclós  y  Llopis  estaba  obligado  á  permitir  el  deslinde  y  parti- 
ción material  de  la  sétima  parte  que  poseía  indivisa  con  el  demandado 
en  la  casa  con  su  corral,  compuesta  de  piso  inferior  y  superior,  sita  en 
la  villa  de  Algemesí  y  su  calle  de  Barberá,  señalada  con  el  núm.  6, 
condenándole  en  su  consecuencia  á  que  dentro  de  tercero  dia  nombra- 
ra perito,  bajo  apercibimiento  de  hacerse  de  oficio,  en  unión  del  que 
designase  el  demandante  y  tercero  en  su  caso,  procediera  á  efectuar  la 
división  indicada,  practicándose  las  obras  de  medianería  necesarias  de 
cuenta  de  ambos : 

Resultando  que  D.  Vicente  Niclós  contestó  á  la  demanda  con  la 
pretcnsión  de  que  se  desestimara,  con  las  costas,  con  protesta  de  que 
estaba  pronto  á  ponerse  de  acuerdo  con  el  actor  para  terminar  las  obras 
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de  la  pared  medianera  de  sus  propiedades  respectivas,  á  euya  conclu- 
sión á  sus  costas  se  obligó  José  Moran  causante  de  aquel  ;  alegando, 
en  apoyo  de  su  pretensión,  que  en  el  año  de  4867  se  llevó  á  efecto  la 
partición  de  la  casa  de  que  se  trata  por  los  maestros  de  obras  D.  José 
Marco  y  D.  Salvador  Galiana,  nombrados  de  común  acuerdo  de  los  con- 
dueños, y  que  por  tanto  no  existia  la  mancomunidad  dé* dominio  desde 
que  el  copropietario  anterior  y  el  demandado  proveyeron  á  su  parti- 
ción material :. 

Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes,  dictó  sentencia 
el  Juez  de  primera  instancia,  que  confirmó  con  las  costas  en  16  de  Mar- 
zo de  1876  la  Sala  de  lo  civil  ele  la  Audiencia  de  Valencia,  absolviendo 
á  Vicente  Niclós  de  la  demanda,  condenando  al  demandante  en  todas 
las  costas,  con  reserva  de  cuantas  acciones  puedan  competirle  para  pe- 
dir la  nulidad  de  la  partición  de  la  sétima  parte  de  la  casa  que  habia 
sido  objeto  del  litigio  : 

Resultando  que  Jaime  Nognés  interpuso  recurso  de  casación  por 
haberse  infringido  á  su  juicio  ios  artículos  2o  y  23  de  la  ley  Hipoteca- 
ria, el  art.  Io  de  su  reglamento,  y  en  su  consecuencia  el  27  de  dicha 
ley,  en  la  determinación  que  taxativamente  fija  de  quién  sea  .tercero 
en  los  contratos,  y  con  arreglo  á  la  cual  es  tercero  el  que  no  intervie- 
ne directa  ni  indirectamente  en  el  contrato  inscrito,  cuya  eficacia  se 
controvierte  : 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Casimiro  Huerta  Murillo: 

Considerando  que  habiéndose  dirigido  la  demanda  exclusivamente 
á  que  se  hiciese  la  división  material  de  la  casa,  y  la  excepción  pro- 
puesta á  que  aquella  se  habia  verificado  por  medio  de  peritos  de  recí- 
proco nombramiento,  versando  sobre  este  extremo  la  prueba,  que  en 
uso  de  sus  facultades  apreció  la  Sala  sentenciadora,  contra  cuya  apre- 
ciación no  se  da  el  recurso  cuando  no  se  alega  que  al  hacerla  se  ha  in- 
fringido alguna  ley  ó  doctrina  legal : 

Y  considerando  que  en  tal  concepto  no  son  aplicables  al  caso  pre- 
sente, y  por  tanto  no  han  podido  infringirse  los  artículos  de  la  ley  Hi- 
potecaria que  se  citan  en  el  único  motivo  del  recurso  ; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  Jaime  Nogués  y  Calatayud,  á  quien 
condenamos  por  razón  de  depósito  al  pago  de  i. 000  pesetas,  que  sa- 
tisfará si  viniese  á  mejor  fortuna,  distribuyéndose  entónces  con  arre- 
•  glo  á  la  ley,  y  en  las  costas  ;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Valencia  la 
certificación  corrrespondiente.  — (Sentencia  publicada  el  27  de  Abril: 
<L  i 877,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  23  de  Agosto  del  mismo  año.) 
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Recurso  de  casación  (27  de  Abril  de  \  877).— Reivindicación 
de  fincas. — Se  declarador  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no 
haber  lugar  en  parte  y  en  parte  haber  lugar  al  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  D.  Manuel  Casas  y  Font  contra  la  sentencia  dictada  por 
la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con  DjJosé  Prats 
y  Batllía  y  otros  ;  se  casa  y  anula  la  sentencia,  y  se  resuelve  : 
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Io  Que  los  artículos  254  y  256  déla  ley  de  Enjuiciamiento  civil  se 
refieren  á  la  contestación  de  la  demanda  y  á  los  escritos  de  réplica  y 
duplica  entre  el  actor  y  el  demandado ;  pero  no  á  los  que  son  citados  de 
eviccion  en  tiempo  oportuno ,  y  oponen  las  excepciones  convenientes 
para  defender  %l  derecho  de  los  demandados :  . 

2o  Que  habiendo  comprado  los  demandados  las  fincas  de  buena  fe 
■ú  los  que  lasposeian  y  teniendo  justo  título  adquirieron  los  comprado- 
res el  dominio  por  prescripción  ,  debiendo  para  este  objeto  contarse  el 
tiempo  desde  la  enajenación  de  las  expresadas  fincas]  por  tanto,  al  ab- 
solverles de  la  demanda  en  que  se  les  reclaman  las  fincas  prescritas 
no  se  infringen  las  leyes  i*,  párrafo  Io,  Código  De  anuale  exceptione, 
ni  la  tercera  también  del  Código  De  prescriptione  triginta  vel  cuadra- 
ginta  annorum : 

3o  Que  no  procede  la  acción  reivindicatoría  desde  que  el  demandado 
posee  30  años  con  buena  fe  y  justo  título,  según  se  dispone  por  el  usat- 
ge  omnes  causae,  que  es  la  legislación  especial  vigente  en  Cataluña, 
por  lo  que  al  desestimarla ,  no  se  infringe  la  ley  3a,  párrafo  3°,  Código 
Communia  de  legatis  et  fideicomisis; 

Y 4  o  Que  si  al  condenará  los  demandados  á  la  restitución  de  unas 
fincas  demandadas,  no  se  les  condena  al  abono  de  los  frutos  percibidos 
y  podidos  percibir  desde  la  litis- contestación ,  ¿pesar  de  haberse 
pedido  expresamente  en  la  demanda  ,  la  sentencia  infringe^  la  ley  35, 
Digesto  De  usuris  et  fructibus,  la  25,  párrafo  7o,  Digesto ,  según  las 
cuales  los  frutos  deben  reputarse  siempre  como  obtenidos  de  mala  fe 
después  de  la  contestación  de  la  demanda  y  deben  abonarse  al  dueño  de 
la  cosa  que  los  ha  producido. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  27  de  Abril  de  1877,  en  el  pleito 

I tendiente  ante.  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ey,  seguido  en  e)  Juzgado  de  primera  instancia  de  La  Bisbal  y  en  la 
Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  por  D.  Manuel 
Casas  y  Font  con  D.  losé  Piats  y  Batllía ,  D.  José  Olmo  y  Rahull  y  su  ( 
mujer  Doña  Josefa  Prats  y  Perich ,  y  como  citados  de  eviccion  los  con- 
sortes Juan  Castelló  y  Teresa  Almar,  sobre  reivindicación  de  fincas  : 

Resultando  que  Cielo  Rupiana  y  Concha  otorgó  testamento  en 
19  de  Noviembre  de  1757,  por  el  que  nombró  heredero  universal  á  su 
hijo  Bernardo,  habido  en  su  matrimonio  con  Ana  María  Pagés,  sustitu- 
yéndole con  todos  sus  hijos  en  órden  sucesivo,  con  preferencia  de  los 
varones  á  las  hembras  y  de  los  mayores  á  los  menores;  y  para  el  caso 
de  faltar  dichos  hijos  sin  prole,  lo  sustituyó  con  otro  hijo  del  testador 
llamado  Juan  ,  habido  en  su  segunda  consorte  Teresa  Diana,  sustitu- 
yendo en  todo  caso  con  sus  hijos  en  el  mismo  órden  que  los  del  Ber- 
nardo :  ~ 

Resultando  que  Cicio  Rupiana  falleció  en  14  de  Enero  de  H73,  en- 
trando á  poseer  sus  bienes  su  hijo  Bernardo,  y  que  la  mujer  de  éste, 
Inés  Frías,  otorgó  testamento  en  31  de  Agosto  de  177  i  instituyendo 
heredero  á  su  hijo  Luis  y  á  los  demás  que  tuviese,  y  en  su  falta  á  su 
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marido  Bernardo  Rupiana  ,  y  muerto  éste  en  cualquier  tiempo  á  quien 
él  determinase: 

Resultando  que  Bernardo  Rupiana  en  el  testamento  que  otorgó  en 
20  de  Noviembre  de  1764,  instituyó  heredero  ó  su  hijo  Luis,  sustitu- 
yéndole con  los  demás  que  tuviese  el  testador,  y  en  falta  de  todos,  en 
el  que  fuese  llamado  por  el  testamento  de  su  padre  :  * 

Resultando  que  no  habiendo  sobrevivido  ninguno  de  los  hijos  de 
Inés  Frías  y  de  Bernardo  Rupiana,  las  tres  herencias  de  ambos  de 
Rupiana  y  Javar,  hijo  de  Juan  Rupiana  y  Diana,  segunda  linca  llama- 
da ,  en  quien  se  resolvió  la  condición  de  la  sustitución  para  poder  dis- 
poner de  los  bienes  de  la  herencia  de  Cicio  Rupiana,  por  haber  falle- 
cido con  hijos  Inés  y  Juan  que  llegaron  á  la  edad  de  testar  : 

Resultando  que  Narciso  Rupiana  y  Javar  cedió  por  escritura  de  4  de 
Diciembre  de  1859  todos  sus  derechos  á  D.  Manuel  Casas  y  Font ,  el 
cual  en  7  de  Marzo  de  1874  entabló  la  demanda  objeto  de  estos  autos 
contra  D.  José  Prats  y  Batllía,  D.  José  Olmo  y  Rahull  y  Doña  Josefa 
Prats  y  Perich,  el  primero  como  heredero  de  D.  José  Prats,  el  segundo 
por  los  derechos  que  tuviera  en  los  bienes  de  su  esposa,  y  la  última 
como  heredera  de  su  hermano  D.  Miguel  Prats,  poseedores  de  las  fin- 
cas de  que  hizo  mérito,  consignadas  en  un  cabreo  celebrado  por  Ber- 
nardo Rupiana  y  consta  como  heredero  de  su  padre  Cicio  Rupiana, 
para  que  se  les  condenase  á  dimitirlas  á  favor  del  demandante  con 
todos  los  frutos  percibidos  y  podidos  percibir  desde  la  contestación  de  . 
la  demanda: 

Resultando  que  los  demandados  impugnaron  la  demanda,  alegando 
que  Doña  Josefa  Prats  poseia  los  bienes  que  se  les  reclamaban,  en  vir- 
tud de  los  legítimos  títulos  de  venta  al  quitar  de  10  de  Enero  de  1810, 
6  de  Noviembre  de  1841,  31  de  Octubre  de  1842,  respecto  á  la  finca 
denominada  Quintar;  de  17  de  Enero  de  1803,  7  de  Marzo  de  1839,  28 
de  Noviembre  de  1842,  respecto  del  campo  Puig  y  de  las  dos,  de  8  de 
Enero  de  1851,  referente  al  ClosBoffill  por  los  precios  que  se  marca- 
ban en  las  escrituras  y  accesorios  de  éstas,  laudemioí*  é  hipotecás  que 
se  pactó  reintegrar  en  caso  de  devolución  ;  que  D.  José  Prats  poseia 
las  tierras,  costas,  Campo  mayor  y  el  Oíos  Boffill  por  los  títulos  de  ven- 
ta al  quitar  de  27  de  Abril  de  1812,  12  de  Noviembre  de  1844,  31  de 
Agosto  de  1849  y?  de  Enero  de  18!  8,  previa  entrega  de  las  cantidades 
estipuladas,  con  más  accesorios  de  escrituras,  laudemios  é  hipotecas, 
habiendo  pactado  en  todas  las  escrituras  el  reintegro  de  la  cantidad 
'  percibida  y  gastos  accesorios  caso  de  reivindicación  ;  que  en  todos  los 
títulos  se  decía  ser  las  fincas  vendidas  de  la  pertenencia  exclusiva  de 
los  vendedores;  que  se  habían  realizado  mejoras  en  todas  las  fincas 
especialmente  en  el  Clos  Boffill  ;  y  que  el  demandante  se  titulaba  he- 
redero de  la  triple  herencia  de  Cicio  Rupiana,  Inés  Frías  y  Bernardo 
Cendra,  interponiendo  reconvención  contra  el  actor  como  sucesor  in- 
condicional de  los  vendedores : 

Resultando  que  citados  de  eviccion  Juan  Castellá  y  Teresa  Almar 
por  las  fincas  Quintá  del  Mas,  Cendra  y  Campo  Puig,  comparecieron 
alegando  que  por  el  trascurso  del  tiempo,  ó  fuera  más  de  30  años,  ha- 
bían prescrito  los  poseedores  el  dominio  de  dichas  fincas : 

Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes  ,  dictó  senten- 
cia el  Juez  de  primera  instancia,  que  confirmó  con  las  costas  en  i 4  de 
Diciembre  de  1874  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Bar- 
celona, absolviendo  de  la  demanda  á  los  demandados  respecto  á  las  fin- 


Digitized  by  Google 


RECURSOS  Y  COMPETENCIAS. 

cas  denominadas  Quinta  del  Mas,  Cendra  y  Campo  Puig,  y  condenán- 
doles respecto  á  las  otras  cuatro  llamadas  Horta  ó  Clos  Boffíll  las  cos- 
tas, Campo  Mayor  y  Clos  Boffíll,  á  entregarlas  al  demandante,  pero 
imponiendo  á  éste  la  obligación  de  devolver  á  aquellos  las  cantidades 
percibidas  por  sus  causautes,  gastos  ocasionados  por  el  otorgamiento 
de  escrituras,  laudemios,  hipotecas  y  gastos  y  mejoras  útiles  y  nece- 
sarias hechas  en  las  fincas  y  que  se  justificase  en  debida  forma  : 

Resultando  que  D.  Manuel  Casas  y  Font  interpuso  recurso  de  casa- 
ción por  haberse  infringido  á  su  juicio : 

Io  Al  admitir  la  excepción  de  prescripción  no  alegada  en  los  escritos 
de  contestación  á  la  demanda  ó  de  dúplica  los  artículos  254  y  256  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  la  doctrina  establecida  en  las  sentencias 
de  este  Supremo  Tribunal  de  13  de  Junio  de  1863,  30  de  Junio  de  1 86  i, 
<8  y  22  de  Setiembre  y  30  de  Diciembre  de  1865,  2  de  Marzo  de  1866, 
21  de  Febrero  de  1867  y  18  de  Junio  y  29  de  Diciemhre  de  1868  : 

2°  En  cuanto  se  había  admitido  la  prescripción  contándola  desde 

2ue  las  enajenaciones  de  las  fincas  reivindicadas  tuvieron  lugar  y  no 
esde  que  sucedió  Narciso  Rupiana  en  el  fideicomiso  y  pudo  por  lo 
mismo  utilizar  las  acciones  deducidas  en  juicio,  las  leyes  Ia,  párra- 
fo Io,  Código  De  anuali  exceplione  ;  3o,  Código  De prescriptione  tri- 
ginta  vel  cuadraginta  annorum  y  30,  Código  De  jure  dotium,  y  las  sen- 
tencias de  este  Tribunal  Supremo  de  13  de  Junio  de  1863,  19  de  Junio 
de  1869,  28  de  Febrero  de  1870  y  14  de  Febrero  de  1874. 
•  3o  Por  no  haberse  tomado  en  cuenta  que  siendo  condicional  el  fidei- 
comiso en  virtud  del  cual  los  bienes  de  Cicio  Rupiana  pasaron  á  Nar- 
ciso Rupiana,  no  habian  podido  perjudicar  á  éste  las  enajenaciones 
hechas  por  los  anteriormente  llamadas  á  él,  con  obligación  de  resti- 
tuirlos, ni  oponerse  á  su  acción  la  excepción  de  prescripción  por  los 
detentadores  de  los  bienes  enajenados,  la  ley  3a,  párrafo  3o,  Código 
Communia  de  legalis  et  fideicomisis;  la  66,  Digesto  De  reivindicatione; 
la  12,  párrafo  2o  ,  Digesto  familia  erciscunda  ,  y  la  205  ,  Digesto  De 
regulis juris. 

4o  Al  condenar  al  causa-habiente  de  Narciso  Rupiana  á  restituir 
á  los  dimitentes  de  las  fincas  Horta  ó  Clos  Boffíll  las  costas,  Campo 
mayor  y  Clos  Boffíll,  las  cantidades  percibidas  por  sus  supuestos  cau- 
santes, gastos  ocasionados  por  el  otorgamiento  de  escrituras,  laude- 
mios, hipotecas  y  gastos;  las  leyes  Ia,  párrafo  Io,  Digesto  Devulga- 
ri  et  pupilari  %sustitutioney  y  la  Ia,  párrafo  8o,  55,  párrafos  2o  y  7o, 

Eroemio  Digesto  at  senatusconsultum  Trevellianum  ,  por  cuanto  se 
abia  supuesto  que  el  sustituto  fideicomisario  llevaba  derecho  de  sus 
predecesores  en  el  fideicomiso  y  le  había  considerado  heredero  de  éstos 
y  ohligado  por  los  actos  de  sus  supuestos  causantes; 

Y  5°  En  cuanto  se  habia  dejado  de  condenar  á  los  demandados  á 
abonar  al  recurrente  los  frutos  percibidos  y  podidos  percibir  desde  la 
contestación  á  la  demanda,  de  las  fincas  á  cuya  dimisión  habian  sido 
aquellos  condenados,  las  leyes  15,  17  y  22,  Código  De  reinindicatione; 
la  2a,  Código  De  fructibus  et  sitium  expensis;  la  lu,  Código  De  peti- 
tione  hereditatis;  la  17,  párrafo  1°  ,  Digesto  De  reivindicalione;  la  25, 
párrafo  2',  y  la  35,  Digesto  De  usuris  et  fructibus  >  y  la  25,  párrafo  7o, 
Digesto  De  hereditatis  petüiqne,  y  la  doctriua  de  este  Tribunal  Supre- 
mo de  5  de  Marzo  de  1874  : 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Fermín  de  Muro: 
Considerando  que  al  admitir  la  excepción  de  prescripción  no  infrin- 
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ge  la  sentencia  los  artículos  254  y  256  de  la  ley  de  Enjuicimiento  civil, 
ni  la  doctrina  de  las  sentencias  de  este  Tribunal  que  se  citan,  porque 
unos  y  otras  se  refieren  á  la  contestación  de  la  demanda  y  á  los  escri- 
tos de  réplica  y  duplica  entre  el  actor  y  el  demandado  ;  pero  no  á  los 
que  son  citados  de  eviccion  en  tiempo  oportuno,  y  oponen  las  excep- 
ciones convenientes  para  defender  el  derecho  de  los  demandados,  que 
es  lo  que  ha  sucedido  en  este  caso,  por  lo  que  es  infundado  el  primer 
motivo  de  c  isacion  ; 

Considerando  que  tampoco  se  han  infringido  las  leyes  Ia,  pár- 
rafo Io,  Código  De  anuali  exceptione ,  ni  la  3a,  también  del  Código  De 
prescriptione  triginla  vel  cuadraginta  annorum,  ni  las  demás  disposi- 
ciones legales  que  se  citan  en  el  segundo  fundamento,  porque  hamen- 
do  comprado  las  (incas  de  buena  fe  á  los  que  las  poseían,  y  teniendo 
justo  título  adquirieron  los  compradores  el  dominio  por  prescripción, 
debiendo  para  este  objeto  contarse  el  tiempo  desde  la  enajenación  de 
las  expresadas  fincas : 

Considerando  que  no  procede  la  acción  reivindicatoría  desde  que 
el  demandado  posee  30  años  con  buena  fe  y  justo  título  según  se  dis- 
pone por  el  usalge  omnes  causa  de  que  hace  expresión  la  sentencia, 
que  es  la  legislación  especial  vigente  en  Cataluña,  por  lo  que  no  se 
han  infringido  la  ley  3a,  párrafo  3o,  Código  Communia  de  íegaiis  et 
Jldeicomisis,  ni  las  otras  que  se  citan  en  el  tercer  fundamento: 

Considerando  que  al  condenar  al  demandante  á  restituir  á  los  dimi- 
tentes  de  Jas  fincas  Horta  ó  Cios  Boffill  las  costas,  Campo  mayor  y 
Clos  Boffil,  el  importe  de  las  cantidades  percibidas  por  precio  de  las 
mismas  con  todos  los  gastos  de  escrituras,  laudemios  y  registros  no  se 
infringen  las  leyes  Ia,  párrafo  t°,  Digesto  Devulgari  et  pupilari  sub- 
stitutíone,  ni  las  demás  que  se  citan  en  cuarto  lugar,  puesto  que  siendo 
el  demandante  dueño  de  todos  los  bienes  y  derechos  que  le  cedió  Nar- 
ciso Ru piaña  y  éste  heredero  de  los  vendedores,  debe  responder  de 
todas  las  obligaciones  que  éstos  contrajeron  por  las  escrituras  de  ena- 
jenación y  cumplir  los  pactos  y  compromisos  establecidos  en  ellas: 

Considerando  por  último,  que  condenados  D.  José  Prats,  D.  José 
Olmo  y  Doña  Josefa  Prats  y  Perich  á  la  restitución  de  cuatro  de  las 
fincas  demandadas,  no  se  las  condena  al  abono  de  los  frutos  percibidos 
y  podidos  percibir  desde  la  litis-contestacion,  á  pesar  de  hauerse  pe- 
dido expresamente  en  la  demanda,  bajo  cuyo  supuesto  la  sentencia  in- 
fringe la  ley  35,  Digesto  De  usuris  et/ructibus,  la  25,  párrafo  7o,  Di- 
gesto y  las  otras  que  se  citan  en  el  recurso,  según  las  cuales  los  frutos 
deben  reputarse  siempre  como  obtenidos  de  mala  fe  después  de  la  con- 
testación de  la  demanda  y  deben  abonarse  al  dueño  de  la  cosa  que  les 
ha  producido; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Manuel  Casas  y  Font,  á  excepción 
del  particular  referente  al  no  abono  de  frutos  producidos  ó  debidos 
producir  desde  la  titis-contestacion  por  las  fincas  mandadas  restituir, 
en  cuyo  único  particular  casamos  y  anulamos  la  sentencia  que  en  14 
de  Diciembre  de  4  874  dictó  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
de  Barcelona,  á  la  que  se  libre  órden  para  la  remisión  de  los  autos;  y 
devuélvase  al  recurrente  el  depósito  constituido.  —  (Sentencia  publi- 
cada el  27  de  Abril  de  1877,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  23  de  Agosto  del 
mismo  año.) 


» 


Digitized  by 


RECURSOS  Y  COMPETENCIAS.  417 


> 

223 

llecurso  de  casación  (  23  de  Abril  de  1877).  —  Pago  de  canti- 
dades procedentes  de  ün  següro. —  Se  declara  por  la  Sala  primera  del 
Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  la  Compañía  Catalana  de  Seguros  contra  incendios  á  prima  fija 
contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Bar- 
celona, en  pleito  con  D.  Tomás  Kocaberti  de  Larneto,  y  se  resuelve: 

\ 0  Que  tratándose  de  un  seguro,  para  suponer  infringida  la  ley  del 
contrato  y  la  doctrina  legal  declarada  en  las  sentencias  del  Supremo 
Tribunal  de  31  de  Diciembre  de  \  857  y  22  de  Diciembre  de  1,859,  es  ne- 
cesario dar  por  sentado  que  la  casa  objeto  del  contrato  de  seguro  otor- 
gado no  es  la  misma  que  sufrid  el  incendio  que  motiva  la  reclama- 
ción del  demandante;  y  si  léjos  de  ser  esto  asi,  y  según  apreciación 
de  la  Sala  sentenciadora,  contra  la  cual  no  se  ha  alegado  ley  ni  doc- 
trina alguna  infringida,  se  ha  justificado  que  el  edificio  y  efectos  in- 
cendiados eran  los  mismos  que  constan  asegurados  en  la  referida  pó- 
liza; dado  este  hecho,  tal  como  lo  ha  creído  justificado  la  referida 
Sala  en  su  sentencia,  al  condenar  á  la  Compañía  á  pagar  el  daño  su- 
frido en  el  incendio,  no  infringe  la  ley  del  contrato  ni  la  doctrina  legal 
antes  mencionadas  : 

2o  Que  tampoco  lo  han  sido  la  misma  ley  y  doctrina,  por  la  razón 
de  las  reticencias  y  falsas  declaraciones  por  parte  del  asegurado,  que 
0  le  hagan  perder  todo  derecho  á  indemnización  cuando  disminuyen  la 
gravedad  del  riesgo  ó  cambian  el  objeto  del  mismo,  con  arreglo  al  ar- 
ticulo 11  de  la  póliza,  si  ni  éstas  ni  la  equivocación  padecida  en  ella 
respecto  al  número  de  la  casa  que  habitaba  el  administrador  del  de- 
mandante, no  consta  que  éste  la  causara,  ni  puede  atribuirse  al  propó- 
sito de  disminuir  la  gravedad  del  riesgo,  según  apreció  la  referi- 
da Sala : 

3o  Que  aunque  en  la  póliza  se  establezca  la  forma  de  determinar  el 
importe  de  la  indemnización,  si  ésto,  según  de  su  contexto  se  deduce, 
debe  entenderse  sólo  cuando  se  haga  extrajudicialmente,  no  tiene  apli- 
cación cuando  es  objeto  de  un  juicio,  en  el  cual  pueden  utilizarse  todos 
los  medios  de  prueba  que  el  derecho  reconoce,  para  fijar  la  cuantía 
del  daño  causado  por  el  incendio  ; 

Y  4o  Que  si  en  un  pleito  no  se  ha  debatido  la  cuestión  de  prescrip- 
ción, no  puede  invocarse  para  la  casación  como  motivo  del  recurso. 
En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  28  de  Abril  de  1877,  en  el  pleito» 
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Í, endiente  ante  Nós  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ey,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  las 
Afueras  de  Barcelona  y  en  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
de  aquel  territorio  porD.  Tomás  flocaberti  de  Lameto,  Conde  de  Pera- 
lada,  con  la  Compañía  Catalana  de  seguros  contra  incendios  á  prima 
fija,  domiciliada  en  Barcelona,  sobre  pago  de  cantidades  procedentes 
de  un  seguro : 

Resultando  que  la  Compañía  de  Seguros  á  prima  fija  contra  incen- 
dios titulada  U  Catalana,  aseguró,  se^gun  póliza  núm.  66  hecha  por 
duplicado  en  Barcelona  á  9  de  Octubre  de  1867,  á  D.  José  Soler,  que 
vivia  en  Recasens,  caserío  núm.  12,  partido  de  Fi güeras,  obrando 
como  administrador  del  Conde  de  Peralada,  la  cantidad  de  16.000  es- 
cudos sobre  los  objetos  siguientes :  4.000  escudos  sobre  una  casa 
compuesta  de  bajos  y  un  piso  alto,  situada  en  el  caserío  de  Recasens, 
número  12;  12.000  escudos  sobre  corcho  en  (pana  que  existiera  ó  pu- 
diera existir  en  el  piso  de  dicha  casa.  El  asegurado  declaró  que  el  edi- 
ficio estaba  construido  de  manipostería  y  cubierto  de  teja,  y  que  no  es- 
taba contiguo  á  ninguno  de  los  riesgos  mencionados  en  el  art.  8o  de 
las  condiciones  impresas  de  la  póliza,  que  habian  sido  convenidas  y 
aceptadas,  asi  como  las  manuscritas  por  ambas  partes,  y  quo  el  seguro 
se  hacia  por  10  años,  á  contar  desde  el  dia  siguiente  al  de  la  fecha  de 
la  póliza : 

Resultando  que  en  el  art.  6o  de  las  condiciones  generales  impresas 
de  la  póliza,  se  establece  que  el  asegurado  debe  declarar  si  los  objetos 
asegurados  le  pertenecen  en  su  totalidad  ó  en  parte;  si  ha  sufrido  ántes 
los  efectos  del  siniestro;  si  es  propietario  del  terreno  sobre  el  cual  está 
construido  el  inmueble  asegurado  ó  del  edificio  que  contiene  los  obje- 
tos asegurados;  si  es  usufructuario,  acreedor,  apoderado,  administra- 
dor, ó  en  fin,  en  qué  calidad  contrata  :  que  en  el  art.  1 1  se  dispone  que 
el  seguro  se  verifica  en  vista  de  las  declaraciones  del  asegurado,  y  las 

S rimas  se  perciben  según  la  tarifa,  de  la  que  declara  haberse  entcra- 
o;  y  toda  reticencia  ó  falsa  declaración  por  parte  de  éste  que  dismi- 
nuya la  gravedad  del  riesgo  ó  cambie  el  objeto  del  mismo,  hace  per- 
der todo  derecho  á  la  indemnización,  áun  en  el  caso  en  que  la  reticen- 
cia ó  falsa  declaración  no  hayan  influido  sobre  los  daños  ó  pérdidas 
sufridos  por  el  objeto  asegurado :  el  asegurado  no  puede  invocar  ó 
prevalerse  del  reconocimiento  de  las  localidades  hecho  por  los  comi- 
sionados ó  agentes  de  la  Compañía  :  si  se  trata  de  un  seguro  hecho  y 
declarado  en  la  póliza  por  cuenta  ajena,  las  excepciones  y  motivos  de 
caducidad  que  pueden  oponerse  al  firmante  de  la  póliza  son  igualmen- 
te aplicables  á  los  terceros  que  pretendiesen  aprovecharse  de  Tos  bene- 
ficios del  seguro  :  en  el  art.  17,  que  los  daños  causados  por  el  incendio 
ó  las  explosiones  especialmente  garantidas  se  arreglan  amistosamente 
ó  se  evalúan  después  de  una  información  y  transacción  contradictoria 
por  dos  peritos  elegidos,  uno  por  cada  parte,  en  el  lugar  del  siniestro 
ó  en  cualquiera  otro  punto  :  en  caso  de  discordia,  éstos  nombran  un 
tercero,  y  los  tres  obran  entónces  en  común  y  resuelven  por  mayoría: 
las  partes  pueden  exigir  respectivamente  que  el  tercer  perito  sea  elegi- 
do de  fuera  del  pueblo  en  que  reside  el  asegurado:  si  los  dos  peritos  no 
se  pusiesen  de  acuerdo  para  el  nombramiento  de  tercero  lo  nombra 
de  oficio  el  Presi Jente  del  Tribunal  de  Comercio  ó  el  Juez  de  primera 
instancia  en  los  distritos  donde  no  lo  hubiere:  el  informe  de  peritos  6 
cualquiera  otra  operación  hecha  con  objeto  de  justificar  los  danos,  uo 
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perjudica  en  nada  los  derechos,  excepciones  ó  prescripciones  de  dere 
cho  que  la  Compañía  tenga  contra  el  asegurado  :  en  el  art.  19,  que  si 
de  la  valoración  amistosa  ó  pericial  resulta  que  el  valor  de  los  objetos 
asegurados  os  inferiora  la  suma  asegurada,  el  asegurado  sólo  tiene 
derecho  al  abono  de  la  pérdida  efectiva  y  justificada :  si  al  contrario 
queda  reconocido  que  el  valor  de  los  objetos  asegurados  excedia  en  el 
momento  del  siniestro  de  la  suma  asegurada,  el  asegurado  queda  en 
propio  asegurador  por  el  excedente,  y  á  cargo  queda  la  parte  de  da- 
ños correspondientes  al  mismo  :  si  hay  varios  aseguradores  y  si  las  de- 
claraciones prescritas  por  el  art.  6o  constan  en  debida  forma,  la  Com- 
pañía, en  caso  de  incendio,  soporta  en  proporción  de  la  suma  por  ella 
asegurada  la  parte  correspondiente  de  la  pérdida  fijada,  según  las  con- 
diciones y  cláusulas  de  la  presente  póliza:  en  ningún  caso  la  Compa- 
ñía puede  ser  obligada  a  pagar  más  que  la  suma  asegurada  y  su  parte 
de  gastos  en  la  traslación;  y  por  último,  en  el  25,  que  toda  acción  para 
el  pago  de  los  daños  caduca  á  los  seis  meses,  contados  desde  el  dia  del 
incendio  ó  de  las  últimas  diligencias  judiciales;  en  su  consecuencia, 
pasado  dicho  plazo,  el  asegurado  ó  sus  causa-habientes  no  tienen  de- 
recho á  indemnización  alguna : 

Resultando  que  instruida  causa  en  el  Juzgado  de  Figueras  con  mo- 
tivo del  incendio  que  en  28  de  Octubre  de  4  869  tuvo  lugar  en  propie- 
dad del  Conde  de  Peralada,  certificaron  en  5  de  Noviembre  de  dicho 
año  Pedro  Sobrepera  y  Francisco  Vila,  vecinos  y  propietarios  del  pue- 
blo de  Cantallops,  espontáneamente  y  para  entregar  al  Inspector  de  la 
Sociedad  la  Catalana,  que  los  edificios  del  caserío  ó  lugar  de  Recasens 
se  hallaban  numerados  con  azulejos,  conforme  estaba  mandado,  y  que 
el  edificio  conocido  por  el  almacén,  sito  en  despoblado,  ó  sea  como  me- 
dia hora  poco  más  del  grupo  de  casas  donde  vulgarmente  se  decía  Re- 
casens, tenía  un  azulejo  con  el  núm.  13: 

Resultando  que  en  las  diligencias  instruidas  por  el  Secretario  de  la 
Compañía,  que  fueron  ratificadas  por  el  Juez  de  primera  instancia,  de- 
claró D.  José  Soler,  Procurador  del  Conde  de  Peralada,  que  el  edificio 
incendiado  se  conocía  por  almacén  y  tenia  el  núm.  18  de  color  encar- 
nado, puesto  en  el  lindar  de  la  puerta:  que  la  numeración  empezaba 
por  el  Convento,  y  que  el  edificio  más  cercano  era  el  conocido  por  el 
Castillo,  que  ántes  no  estaba  habitado,  pero  si  hacia  dos  ó  tres  añ  >s: 
que  en  Recasens  tenía  el  Conde  15  edificios,  fallando  números  en  tres, 
que  eran  los  12,  14  y  15,  por  esperar  á  que  hubiera  de  hacerse  alguna 
reparación  en  cuanto  á  dos  edificios  que  les  correspondía  el  14  y  el  15, 
pues  el  12  le  correspondía  á  la  puerta  única  de  entrada  del  almacén  del 
corcho,  y  no  se  colocó  por  no  ser  habitación,  y  al  mismo  tiempo  por 
estaren  proyecto,  hacerse  obras  y  agrandar  el  edificio:  que  el  Alcalde 
le  mandó  los  azulejos  para  que  los  hiciera  colocar,  y  que  él  mandó 
después  su  colocación  á  costas  suyas,  no  teniendo  presente  el  año;  pero 
sí  que  se  iban  colocando  á  medida  que  se  hacia  alguna  reparación  en 
los  edificios:  que  el  fuego  empezó  por  el  tejado  construido  de  cañas  y 
tejas,  según  lo  manifestó  el  que  ocupaba  la  habitación  contigua,  lla- 
mado Vicente  Palón,  que  era  el  que  tenía  las  llaves  del  almacén,  en  el 
cual  hacia  poco  más  de  un  mes  que  no  se  habia  entrado  ántes  del  in- 
cendio ;  y  que  en  aquel  año  se  habian  colocado  unos  170  quíntales  de 
corcho  en  una  cuadra  contigua  al  edificio  convento,  por  haber  metido 
en  el  almacén  del  corcho  la  leña  de  él  para  no  dejarla  en  descubierto: 

Resultando  que  dos  guardias  civiles  del  puesto  de  la  Junquera  de- 
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clararon  en  12  de  Diciembre,  por  medio  de  certificación,  que  habiendo 
encontrado  en  el  monte  del  caserío  de  Recasens  al  guarda  particular  del 
Conde  de  Petalada,  preguntándole  sobre  las  causas  y  circunstancias 
del  incendio,  les  dijo  que  el  número  puesto  en  el  edificio  era  el  1 3 ;  que 
el  incendio  empezó  por  el  tejado  construido  de  cañas  y  tejas  ;  que  la 
entrada  principal  estaba  caída  y  que  ni  en  el  lindar  de  la  puerta  tra- 
sera ni  en  la  pared  se  veia  número  alguno: 

Resultando  que  I).  Juan  Tocabens,  dependiente  del  Conde  de  Pera- 
lada,  dijo  que  el  edificio  incendiado  tenía  el  número  13,  y  que  la  nu- 
meración empezaba  por  la  casa  que  habitaba  el  administrador  y  aca- 
baba en  el  conocido  por  el  almacén,  tres  cuartos  de  hora  distante,  y 
cuyo  edificio  era  el  incendiado;  pero  que  había  tres  edificios  sin  nú- 
mero, de  propiedad  también  del  Conde ,  que  eran  conocidos  con  los 
nombres  del  Castillo,  Puigcal  y  Mirapols,  los  cuales  no  se  pusieron  por 
no  haberlo  mandado  el  administrador  y  que  á  éstos  les  corresponderían 
los  números  12,  14  y  15 : 

Resultando  que  practicado  el  reconocimiento  de  la  casa  con  asisten- 
cia de  un  perito,  se  hizo  constar  que  tenía  al  parecer  piso  bajo  y  otro 
alto;  que  tenía  su  puerta  de  entrada  hacia  Oriente  notándose  otra  hácia 
la  parte  de  Poniente,  por  la  que  se  daba  entrada  al  almacén  alto  de 
corcho,  no  ad virtiéndose  señal  alguna  de  haber  tenido  numeración  : 

Resultando  que  D.  Tomás  Rocaberti,  Conde  de  Peralada,  entabló  la 
demanda  objeto  de  este  pleito,  para  que  se  condenase  á  la  Compañía 
Catalana  de  Seguros  contra  incendios  á  satisfacer  al  demandante  la 
cantidad  de  13.860  escudos,  importe  del  daño  sufrido  en  el  incendio 
referido,  intereses  legales,  á  contar  desde  la  fecha  del  acto  de  conci- 
liación, y  las  costas;  pretensión  que  fundó  en  que  al  contratar  la  Com- 
pañía con  el  apoderado  del  demandante  el  seguro  del  almacén  y  cor- 
chos existentes  en  él,  se  obligó  á  responder  de  todo  daño  que  sufriesen 
á  consecuencia  de  un  caso  fortuito  é  inevitable  :  que  el  representante 
de  la  Compañía  pasó  personalmente  al  caserío,  examinó  por  si  las  con- 
diciones de  los  edificios  y  artículos  que  iban  á  asegurarse,  y  llevándose 
los  apuntes  y  notas  que  estimó  convenientes,  estando  ya  en  Figueras, 
extendió  la  póliza  de  seguro  á  favor  del  demandante  ;  que  al  extender- 
la padeció  la  equivocación  de  decir  que  el  apoderado  del  Conde  vivia 
en  el  edificio  casa  señalada  con  el  núm.  12,  siendo  así  que  jamás  había 
habitado  en  ella  ni  era  posible  por  no  existir  habitación,  y  que  aconte- 
cido el  siniestro  para  el  cual  fué  contratado  el  seguro,  la  Compañía 
venía  obligada  á  indemnizar  el  daño  sufrido,  con  los  intereses  de 
demora : 

Resultando  que  la  Compañía  Catalana  impugnó  la  demanda,  ale- 
gando que  según  la  póliza,  el  seguro  recaía  sobre  el  edificio  señalado 
con  el  núm.  12,  sin  que  se  le  atribuyera  denominación  especial,  situa- 
do en  el  caserío  de  Recasens  con  el  corcho  eiistente  en  el  mismo,  y  el 
siniestrado  que  el  actor  llamaba  almacén,  estaba  señalado  con  el  nú- 
mero 13,  distante  del  caserío  tres  ó  cuatro  kilómetros  :  que  el  edificio 
asegurado  era  además  habitación  del  apoderado  del  Conde,  construido 
de  manipostería  y  cubierto  de  tejas,  y  el  apoderado  del  Conde  no  ha- 
bía habitado  nunca  el  edificio  del  siniestro,  el  cual  estaba  cubierto  de 
cañas  y  tejas  :  que  en  cualquiera  otro  contrato  de  seguros,  estas  nota- 
bles diferencias  bastarían  para  deducir  que  el  objeto  siniestrado  no  era 
el  asegurado  ;  pero  mucho  más  en  este  caso,  en  que  concurría  la  cir- 
cunstancia de  ser  15  los  edificios  que  el  Conde  poseía  en  el  caserío  de 
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Recasens  y  uno  sólo  el  asegurado  en  términos  tan  vagos  ¿  intenciona- 
dos, que  áun  supuesta  la  inentidad  entre  lo  siniestrado  y  lo  asegurado, 
bastaba  considerar  el  aumento  de  riesgo  que  producía  hallarse  el  al- 
macén en  despoblado,  idea  que  estaba  en  contradicción  con  la  de  case- 
río, y  la  de  no  vivir  en  él  el  apoderado,  y  la  existencia  en  el  mismo  de 
materias  más  fáciles  de  inflamación  que  las  aseguradas  para  deducir 
que  faltaba  el  consentimiento  concreto  de  la  Sociedad  aseguradora: 
que  según  la  condición  II  de  la  póliza,  toda  falsa  declaración  que  dis- 
minuyera la  gravedad  del  riesgo  ó  cambiase  su  objeto,  hacia  perder 
todo  derecho  á  indemnización,  áun  en  el  caso  de  que  la  falsa  declara- 
ción no  hubiera  influido  en  los  daños  ó  pérdidas  sufridos  por  el  objeto 
asegurado,  sin  que  pudiera  invocarse  el  reconocimiento  hecho  por  los 
comisionados  ó  agentes  .le  la  Compañía ;  pena  que  imponía  también  la 
condición  16  cuando  se  empleaban  medios  ó  documentos  falsos  ó  se 
ocultaban  pruebas  para  la  averiguación  de  la  verdad ;  y  que  aunque  se 
pudiera  prescindir  de  estos  pactos,  todavía  no  podría  prosperar  la  de- 
manda en  los  términos  en  que  venía  propuesta,  porque  en  ella  se  pre- 
tendía una  cantidad  Jija  y  determinada  á  capricho  del  mismo  deman- 
dante ;  y  según  la  condición  17  de  la  póliza,  cuando  los  daños  causados 
por  algún  siniestro  no  se  arreglan  amistosamente,  hay  que  acudir  á  la 
valoración  por  peritos  nombrados  por  las  partes  y  tercero  en  discordia 
en  los  términos  establecidos  por  dicho  pacto  : 

Resultando  que  el  Juez  <fe  primera  instancia  dictó  sentencia  con- 
denando á  la  Compañía  á  pagar  al  demandante  13.860  escudos,  impor- 
te del  daño  sufrido  en  el  incendio,  é  intereses  legales  desde  la  fecha  de 
la  interposición  de  la  demanda,  y  en  las  costas;  y  que  la  Sala  segunda 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  confirmó  dicha  sentencia  en  i 
de  Diciembre  de  1875,  pero  entendiéndose  el  pago  de  los  intereses  des- 
de la  fecha  de  la  contestación  á  la  demanda,  y  sin  hacerse  condena  de 
costas  en  ninguna  de  las  instancias : 

Resultando  que  la  Compañía  demandada  interpuso  recurso  de  casa- 
ción por  haberse  infringido  d  su  juicio  : 

Io  La  ley  del  contrato  y  la  doctrina  legal  declarada  en  repetidísimas 
sentencias,  entre  ellas  las  de  31  de  Diciembre  de  1857  y  22  de  Diciem- 
bre de  1859,  en  que  se  establece  la  misma  doctrina  ;  toda  vez  que  no 
conviniendo  la  casa  asegurada  con  laque  había  sido  pasto  de  las  lla- 
mas, se  le  exigía  como  consecuencia  de  una  estipulación  lo  que  no  fué 
objeto  de  la  misma  : 

2"  £1  art.  H  de  la  póliza,  y  por  tanto  la  ley  del  contrato,  y  la  doc- 
trina legal  establecida  en  las  mencionadas  sentencias,  puesto  que  se- 
gún el  asegurado,  la  casa  objeto  del  seguro  estaba  habitada  por  él  y  se 
hallaba  en  poblado,  declaraciones  que  eran  falsas,  y  que  haCian  que  el 
asegurado  incurriera  en  la  prescripción  del  citado  articulo : 

3°  Los  artículos  17  y  19  de  la  póliza,  que  establecen  la  forma  de  de- 
terminar el  importe  de  la  indemnización  ;  y  áift  cuando  era  cierto  que 
la  fijación  del  importe  causado  por  el  jncendio  hecho  por  la  Sala  sen- 
tenciadora, era  consecuencia  de  la  apreciación  de  la  prueba  practicada 
en  el  litigio,  que  según  jurisprudencia  competía  á  la  misma  Sala  ;  ese 
principio  tenia,  entre  otras,  la  excepción  de  que  cuando  el  Tribunal 
sentenciador  infringe  ley  ó  doctrina  al  apreciar  la  prueba,  da  con  tal 
infracción  motivo  á  la  casación  : 

Y  4o  Kl  art.  25  de  la  misma  póliza,  toda  vez  que  habían  trascurrido 
durante  el  pleito,  no  sólo  seis  meses  sino  muchos  más,  desde  la  última 
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diligencia  judicial,  dando  así  lugar  á  la  prescripción  que  establecía  di- 
cho articulo  que  había  sido  estimado  en  un  caso  análogo  como  motivo 
suficiente  de  casación  en  sentencia  de  este  Supremo  Tribunal  de  11  de 
Noviembre  de  1874: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Alejandro  Benito  y  Avila  : 

Considerando  que  para  suponer  infringida  la  ley  del  contrato  y  la 
doctrina  legal  declarada  en  la  sentencia  de  este  Supremo  Tribunal 
de  31  de  Diciembre  de  1857  y  22  de  Diciembre  de  1 859  es  necesario  dar 
por  sentado  que  la  casa  objeto  del  conirato  de  seguro  otorgado  por  la 
Compañía  La  Catalana  y  D.  José  Soler  como  representante  del  Conde 
de  Peralada,  á  que  se  refiere  la  póliza  núm.  66,  no  es  la  misma  que  su- 
frió el  incendio  que  motiva  la  reclamación  del  demandante  : 

Considerando  que  léjos  de  ser  esto  asi,  y  según  apreciación  de  la 
Sala  sentenciadora,  contra  la  cual  no  se  ha  alegado  ley  ni  doctrina  al- 
guna infringida,  se  ha  justificado  que  el  edificio  y  efectos  incediados 
eran  1<>s  mismos  que  constan  asegurados  en  la  referida  póliza  : 

Considerando  que  dado  este  hecho  como  tal  lo  ha  creído  justificado 
la  referida  Sala  en  su  sentencia,  no  infringe  la  ley  del  contrato  ni  la 
doctrina  legal  antes  mencionadas,  y  que  como  infringidas  se  citan  en 
el  primer  motivo  del  recurso  : 

Considerando  que  tampoco  lo  han  sido  la  misma  ley  y  doctrina  por  la 
razón  que  se  alega  en  el  segundo,  porque  las  reticencias  y  falsas  decla- 
raciones por  parte  del  asegurado  hacen  perder  todo  derecho  á  indem- 
nización cuando  disminuyen  la  gravedad  del  riesgo  ó  cambian  el  obje- 
to del  mismo,  con  arreglo  al  art.  1 1  de  la  póliza,  y  la  equivocación  pa- 
decida en  ella  respecto  al  número  de  la  casa  que  habitaba  el  adminis- 
trador del  Conde  de  Peralada  D.  José  Soler,  ni  consta  que  éste  la  cau- 
sara ni  puede  atribuirse  al  propósito  de  disminuir  la  gravedad  del 
riesgo  según  apreció  la  referida  Sala: 

Considerando  que  si  bien  los  artículos  17  y  19  de  dicha  póliza,  que 
se  suponen  infringidos  en  el  tercer  motivo,  establecen  la  forma  de  de- 
terminar el  importe  de  la  indemnización,  esto,  según  de  su  literal  con- 
texto se  colige,  debe  entenderse  cuando  aquella  se  haga  extrajudi- 
judicialmente,  y  en  el  caso  presente,  habiendo  sido  objeto  de  un  jui- 
cio, no  sólo  el  valor  del  daño  causado  por  el  incendio  sino  el  derecho  á 
percibir  la  indemnización,  han  podido  utilizarse  en  él  todos  los  medios 
de  prueba  que  el  derecho  reconoce  para  lijar  el  importe  del  daño  cau- 
sado por  el  incendio  y  apreciar  la  Sálalas  pruebas  practicadas  con  arre- 
glo á  sus  facultades,  no  se  infringió  por  ello  los  artículos  citados  17  y  49: 

Considerando,  por  último,  que  ni  ha  sido  objeto  del  pleito  ni  en  él 
se  ha  debatido  la  cuestión  de  prescripción  que  se  alega  como  cuarto 
fundamento  del  recurso,  y  no  puede,  por  consiguiente,  invocarse  para 
la  casación ; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso interpuesto  por  la  Compañía  Catalana  de  Seguros  contra  incen- 
dios á  prima  fija,  á  la  que  se  condena  en  las  costas  ;  y  líbrese  á  la  Au- 
diencia de  Barcelona  la  certificación  correspondiente,  con  devolución 
de  los  documentos  que  ha  remitido.  —-(Sentencia  publicada  el  28  de 
Abril  de  1877,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  25  de  Agosto  del  mismo  año.) 
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llccurso  de  casación  (28  de  Abril  de  1877).  —  Anotación  pre- 
ventiva.—  Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no 
haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  interpuesto  por  Don 
José  María  Ossorio  y  Carbajal,  Duque  de  Sessa,  contra  la  sentencia  dic- 
tada por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  Don 
Juan  Jiménez  de  Sandoval,  Marqués  de  la  Rivera,  y  se  resuelve: 

i°  Que  el  recurso  de  casación  se  da  contra  las  sentencias  definitivas 
que  pronuncian  las  Audiencias,  entendiéndose  por  tales  las  que  termi- 
nan el  juicio  6  las  que  recayendo  sobre  un  articulo  ponen  término  al 
pleito  y  hacen  imposible  su  continuación ; 

Y  2o  Que  el  Tribunal  Supremo  tiene  establecida  repetidas  teces 
la  doctrina  de  que  el  auto  por  el  que  se  estimg  ó  desestima  la  anotación 
preventiva  de  una  demanda  no  reviste  los  caracteres  de  sentencia  de- 
finitiva para  los  efectos  de  la  casación,  porque  ni  termina  el  juicio,  ni 
pone  término  al  pleito  haciendo  imposible  su  continuación,  ni  resuelve, 
en  fin,  ninguna  cuestión  esencial  de  las  que  en  el  pleito  se  contro- 
vierten . 

i 

En  el  recurso  de  casación  en  el  fondo  interpuesto  por  D.  José  Ma- 
ría Ossorio  y  Carbajal,  Duque  de  Sessa  y  Montemar,  en  autos  con  Don 
Juan  Jiménez  de  Sandoval,  Marqués  de  la  Rivera,  como  curador  ad 
lilem  interino  del  menor  D.  Alfonso  Ossorio  de  Moscoso,  sobre  que  se 
deje  sin  efecto  la  anotación  preventiva  de  ciertos  bienes,  ha  dictado 
la  expresada  Sala  el  auto  del  tenor  siguiente: 

Resultando  que  D.  Juan  Jiménez  de  Sandoval,  Marqués  de  la  Ri- 
vera, curador  ad  litem  del  menor  D.  Alfonso  Ossorio  de  Moscoso,  pi- 
dió en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  la  Audiencia  de  esta  corte, 
que  se  dejase  sin  efecto  la  anotación  preventiva  acordada  por  el  mis- 
mo y  auto  de  13  de  Marzo  de  1876  ;  pretensión  impugnada  por  D.  José 
María  Ossorio  y  Carbajal,  Duque  de  Sessa  y  Montemar: 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  por  auto  de  30  de  Se- 
tiembre desestimó  dicha  pretensión  : 

Resultando  que  D.  Juan  Jiménez  Sandoval  interpuso  apelación,  y 
sustanciada  el  recurso  ante  la  Audiencia,  ésta,  por  auto  de  3  de  Febre- 
ro último,  revocó  el  dictado  por  el  Juez  de-  primera  instancia,  y  dejó 
sin  efecto  la  anotación  preventiva  que  por  ésta  se  habia  acordado  : 

Resultando  que  contra  este  auto  recurrió  el  Duque  de  Sessa  y 
Montemar: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Bsnito  de  Ulloa  y  Rey: 
Considerando  que  el  recurso  de  casación  se  da  contra  las  senten- 
cias definitivas  que  pronuncian  las  Audiencias,  entendiéndose  por  tales 
las  que  terminan  el  juicio  ó  las  que  recayendo  sobre  un  artículo  ponen 
término  al  pleito  y  hacen  imposible  su  continuación: 
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Considerando  que  este  Tribunal  Supremo  tiene  establecida  repe- 
tidas veces  la  doctrina  de  que  el  aut  o  por  el  que  se  estima  ó  desestima 
la  anotación  preventiva  de  una  demanda  no  reviste  los  caracléres  de 
sentencia  definitiva  para  los  efectos  de  la  casación,  porque  ni  termina 
el  juicio,  ni  pone  término  al  pleito  haciendo  imposible  su  continuación, 
ni  resuelve,  en  fin,  ninguna  cue  slion  esencial  de  las  que  en  el  pleito  se 
controvierten : 

Y  considerando  que  el  auto  contra  el  que  se  recurre  se  halla  en  este- 
caso  ; 

No  há  lugar,  con  las  costas,  á  la  admisión  del  recurso  de  casación 
interpuesto  por  D.  José  María  Ossorio  y  Carbajal,  Duque  de  Sessay 
Monte  mar. 

Madrid  28  de  Abril  de  mi.— [Gaceta  de  2o  de  Agosto  del  mis- 
mo año.) 


225 

Hecnrso  de  casación  (3  de  Mayo  de  1877). — Devolución  de  uk 
talón  ó  del  importe  del  mismo  É  intereses. — Se  declara  por  la  Sala 
primera  del  Tribunal  Supremo  haber  lugar  en  parte  al  recurso  de  ca- 
sación interpuesto  por  D.  Salvio  Almató  contra  la  sentencia  dictada 
por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con  D.  José 
Prat ;  se  casa  y  anula  la  sentencia ,  y  se  resuelve : 

\°  Que  con  arreglo  á  lo  prevenido  en  la  ley  46,  iit.  22  de  la  Par- 
tida 3*,  y  art.  62  de  la  de  Enjuiciamiento  civil,  la  sentencia  debe  ser 
congruente  con  la  demanda,  y  cuando  ésta  comprenda  varios  puntos, 
hacer  el  pronunciamiento  correspondiente  á  cada  uno  de  ellos; 

Y  2o  Que  la  sentencia  que  después  de  revocar  de  una  manera 
completa  y  absoluta  la  pronunciada  por  el  Juzgado  de  primera  instan- 
cia y  de  condenar  al  demandado  á  que  devuelva  al  demandante  el  talón 
litigioso  ó  su  importe,  con  los  intereses  estipulados,  omite  hacer  la  de- 
bida declaración  acerca  de  la  devolución  ofrecida  expresamente  por 
este  último  en  su  demanda,  délos  valores  que  aquel  le  entregó  en  ga- 
rantía, infringe  la  expresada  ley. 

• 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  3  de  Mayo  de  1877,  en  los  autos 

3ue  ante  Nós  penden  por  recurso  de  casación,  seguidos  en  el  Juzgado 
e  primera  instancia  del  distiito  de  Palacio  y  en  la  Sala  primera  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  por  D.  José  Prat  y  Giben  con  Don 
Salvio  Almató  Rivera,  sobre  devolución  de  un  talón  ó  el  importe  del 
mismo  é  intereses. 

Resultando  que  en  documento  privado  de  iO  de  Febrero  de  1865 
Don  Salvio  Almató  confesó  haber  recibido  de  D.  José  Gibert  un  talón 
<lé  la  Constructora  Catalana,  núm.  514,  clase  Ia  de  imposiciones,  de 
valor  70.000  reales,  con  facultad  que  le  habia  dado  éste  de  liquidar- 
Jo  ó  hacer  de  él  el  uso  que  tuviese  por  conveniente  ;  pero  con  obliga- 
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eion  de  devolvérselo  ó  bien  la  cantidad  que  representaba  con  los  inte- 
reses que  durante  el  tiempo  que  lo  tuviese  en  su  poder  hubiera  podido 
percibir  dicho  talón,  más  los  que  habia  percibido  desde  f  4  de  Julio  de 
1864  hasta  la  fecha:  en  cambio  el  Almaló  entregó  en  depósito  al  cita- 
do D.  José  Gibert  los  papeles  anotados  en  la  adjunta  factura,  cuyo  va- 
lor importa  70.87B  rs.,  que  Gibert  tendría  en  depósito  los  citados  pa- 
peles hasta  que  el  Almaló  le  hubiese  devuelto  el  talón  de  la  Construc- 
tora Catalana  ó  su  valor  equivalente;  pero  se  dignaría  prestártelos 
papeles  necesarios  para  el  cobro  de  intereses,  bajo  recibo  que  le  firma- 
ría en  este  caso,  con  obligación  de  devolvérselos  inmediatamente  que 
hiciera  de  ellos  el  expresado  uso:  á  continuación  de  este  documento  so 
halla  la  factura  de  los  papeles  que  Almató  entregaba  á  Gibert  en  depó- 
sito é  hipoteca  del  talón  á  que  dicho  documento  se  refiere  : 

Resultando  que  el  mismo  Almató  en  19  de  Febrero  de  1865  Íirm6 
otro  oocumento  privado,  en  el  que  declaró  que  el  recibo  de  20.000  rs. 
que  con  fecha  17  de  Febrero  de  4865  habia  firmado  D.  José  de  Prat  y 
Giben  haber  recibido  de  la  Constructora  Catalana,  debia  entenderse- 
que  esta  cantidad  quedaba  en  |  oder  de  D.  Salvio  Almató,  según  con- 
venio mutuo  firmado  en  Vich  el  Io  de  Febrero  de  aquel  año: 

Resultando  que  D.  José  Prat  presentó  demanda  ordinaria  en  31  de 
Diciembre  de  1874,  en  laque  utilizando  la  acción  de  mandato  pidió 
que  D.  Salvio  Almató  fuese  condenado  al  cumplimiento  del  contrato 
que  expresa  el  documento  de  10  de  Febrero  de  1 865,  ó  sea  á  devolver 
el  talón  núm.  514  de  la  Constructora  Catalana,  ó  su  importe  con  ios 
intereses  podidos  percibir  durante  el  tiempo  que  lo  había  tenido  y  tu- 
viera en  su  poder  y  los  percibidos  desde  Julio  de  1864  hasta  la  fecha 
de  dicho  documento,  con  resarcimiento  de  daños  y  pago  de  costas, 
ofreciendo  y  teniendo  á  disposición  del  demandante  los  valores  que  en- 
tregó en  garantía : 

Resultando  que  D.  Salvio  Almató  opuso  á  la  demanda  la  excepción 
de  falta  de  acción,  y  negó  que  el  documento  de  10  de  Febrero  de  1865 
sea  un  contrato  de  mandato,  puesto  que  al  concederle  Prat  la  omní- 
moda facultad  de  hacer  del  talón  el  uso  que  tuviera  por  conveniente, 
le  trasfirió  su  dominio,  y  en  consecuencia  que  el  contrato  sería  de  mu- 
tuo ó  venta  con  pacto  de  retro;  que  en  virtud  de  la  expresada  facultad 
convirtió  el  talón  núm.  514  en  otro  de  núm  3039,  imposición  de  cla- 
se 3a,  á  nombre  de  Gibert,  y  con  pagarés  hipotecarios  de  la  misma 
Constructora  Catalana  vencederos  en  1876;  y  por  lo  tanto  hasla  que 
llegase  el  vencimiento  de  los  pagarés  que  son  el  equivalente  del  talón 
número  114,  ni  podia  verificarse  la  liquidación,  ni  podia  entregar  Gi- 
bert, ni  reclamar  Almató  los  valores  depositados  en  garantía,  y  pidió 
que  se  dispusiese  que  el  actor  debia  aguardar  al  vencimieuto  de  los 
pagarés  para  verificar  las  correspondientes  liquidaciones  y  devolución, 
imponiéndole  hasta  dicha  época  silencio  y  callamiento  y  el  pago  de  las 
costas : 

Resultando  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites,  la  Sala  primera 
de  la  Audiencia,  por  sentencia  de  Io  de  Diciembre  de  1875,  revocato- 
ria de  la  del  Juez  de  primera  instancia,  condenó  á  D.  Salvio  Almató  á 
que  devuelva  á  D.  José  de  Prat  y  Gibert  el  talón  de  70.000  rs.  que  éste 
le  entregó  en  10  de  Febrero  de  1865,  ó  que  en  su  defecto  lo  satisfaga 
dicho  D.  Salvio  Almató,  dentro  del  término  de  10  dias,  el  importe  de 
dicho  talón  con  los  intereses  podidos  percibir  durante  el  tiempo  que  lo 
hubiese  tenido  en  su  poder,  más  los  percibidos  desde  14  de  Julio  de  1864 
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hasta  la  fecha  del  documento  ó  sea  el  10  de  Febrero  de  4 865,  no  ha- 
biendo lugar  al  resarcimiento  de  perjuicios  pedido  en  el  último  térmi- 
no de  la  demanda,  sin  hacer  expresa  condenación  de  costas: 

Resultando  que  I).  Salvio  Alinató  interpuso  resurso  de  casación  por 
por  conceptuar  infringidas: 

1°  Al  revocar  la  sentencia  en  su  totalidad  el  fallo  dictado  en  prime- 
ra instancia,  omitiendo  después  consignar  un  procedimiento  especia.! 
y  definitivo  sobre  la  oferta  que  hizo  el  actor  en  su  escrito  de  demanda 
de  tener  á  disposición  de  D.  Salvio  Almató  los  valores  entregados  por 
éste  en  garantía  del  contrato  de  10  de  Febrero  de  1865,  los  artícu- 
los 61  y  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  en  cuanto  tiene  carácter 
sustantivo  para  los  efectos  de  la  casación. 

2°  Por  igual  concepto  la  jurisprudencia  establecida  por  este  Tribu- 
nal Supremo  en  numerosos  fallos,  y  entre  otros  los  de  6  y  7  de  Julio 
de  1875,  según  los  cuales  es  doctrina  de  derecho  que  la  ejecutoria  debe 
resolver  deíinitivamerte  todas  y  cada  una  de  las  cuestiones  que  han 
sido  objeto  del  pleito. 

3°  Por  la  misma  causa  la  ley  16,  tít.  22,  Partida  3a,  que  prescribe 
la  conformidad  sustancial  entre  lo  pedido  y  lo  callado. 

4°  La  ley  del  contrato  de  acuerdo  con  la  doctrina  jurídica  pacta  sunt 
servanda,  y  la  ley  Ia,  tít.  H,  Partida  5a,  al  imponer  al  D.  Salvio  Al- 
mató  la  obligación  de  devolver  el  talón  núm.  51  i  6  su  equivalente  en 
metálico  ántes  de  llegar  á  su  término  natural;  la  operación  verificada 
por  el  mismo  á  tenor  de  las  omnímodas  facultades  que  le  dispensó  Don 
José  Prat  y  Gibert,  según  expresa  el  documento  privado  de  10  de  Fe- 
brero de  1865. 

5U  Por  igual  concepto  la  jurisprudencia  de  este  Tribunal  Supremo, 
consignada  en  repetidos  fallos,  y  entre  otros  los  de  1 9  de  Abril  y  1 5  de 
Octubre  de  1859,  27  de  Junio  de  1862,  19  de  Marzo  de  1864  y  19  de 
Enero  de  1866. 

6o  El  precepto  consignado  en  las  leyes  2a,  párrafo  último  Digesto 
De  oblig.  et  act.  y  11,  párrafo  Io,  Digesto  De  act.  cund.  et  vend.\  se- 
gún las  cuales  los  contratos  obligan,  no  sólo  á  lo  expresamente  pacta- 
do, sino  á  todas  las  consecuencias  de  la  ley  ó  la  equidad,  al  prescindir 
de  que  D.  José  Prat  y  Gibert,  por  el  mero  hecho  de  haber  conferido  á 
Don  Salvio  Almató  facultades  amplias  para  hacer  del  talón  el  uso  que 
estimase  conveniente,  quedó  sujeto  á  esperar  el  resultado  de  las  ope- 
raciones que  verificase,  y  relacionar  con  ellas  la  liquidación  definitiva 
del  negocio. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Hilario  de  Igon: 
Considerando  que  con  arreglo  á  lo  prevenido  en  la  ley  16,  tít.  22 
de  la  Partida  3a,  y  art.  62  de  la  de  Enjuiciamiento  civil,  la  sentencia 
debe  ser  congruente  con  la  demanda  ,  y  cuando  ésta  comprenda  varios 
puntos,  hacer  o!  pronunciamiento  correspondiente  á  cada  uno  de  ellos: 
Considerando  que  la  sentencia  objeto  del  presente  recurso  ha  fal- 
tado á  este  precepto  legal ,  infringiendo  por  consiguiente  Us  citadas 
leyes  en  que  se  consigna,  puesto  que  después  de  revocar  de  una  manera 
completa  y  absoluta  la  pronunciada  por  el  Juzgado  de  primera  instan- 
cia y  de  condenar  á  D.  Salvio  Almató  á  que  devuelva  á  D.  José  Prat 
Gibert  el  talón  litigioso  ó  su  importe  ,  con  los  intereses  estipulados, 
omite  hacer  la  debida  declaración  acerca  de  la  devolución  ofrecida  ex- 
presamente por  esto  último  en  su  demanda,  de  los  valores  que  Almató 
le  entregó  en  garantía  : 
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Considerando  que,  por  el  contrario,  la  Sala  sentenciadora  no  ha  in- 
currido en  ninguna  de  las  infracciones  que  se  alegan  en  los  motivos 
4o,  5o  y  6o  del  recurso,  puesto  que  ya  se  califique  de  mandato  el  con- 
trato en  cuestión  ,  ya  más  bien  de  mutuo,  era  evidente  el  derecho  de 
Don  José  Prat  y  Giben  bajo  el  primer  concepto,  á  revocar  el  mandato 
cuando  lo  tuviera  por  conveniente  ,  y  bajo  el  segundo,  á  reclamar  la 
devolución  del  referido  talón  ó  su  valor  equivalente  ,  y  los  intereses 
pactados,  con  tanta  mayor  razón  como  que  en  dicho  contrato  de  10  de 
Febrero  de  1S65  no  se  fijó  término  para  esta  devolución ,  y  la  demanda 
de  Prat  y  Gibert,  presentada  después  de  haber  celebrado  infructuosa- 
mente dos  actos  de  conciliación  para  aquel  objeto  con  D.  Salvio  Almató, 
es  de  31  de  Diciembre  de  1874  ; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  re- 
corso de  casación  interpuesto  por  D.  Salvio  Almató  contra  la  sentencia 
pronunciada  por  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barce- 
lona en  i°  de  Diciembre  de  1875,  únicamente  en  cuanto  al  primer  ex- 
tremo referido,  de  haber  ésta  omitido  el  pronunciamiento  correspon- 
diente á  la  devolución  ofrecida  por  parte  de  D.  José  Prat  y  Gibert  á 
Don  Salvio  Almató,  de  los  valores  entregados  por  éste  á  aquel  en  ga- 
rantía del  talón  mencionado;  en  cuyo  sólo  extremo  casamos  y  anula- 
mos dicha  sentencia;  líbrese  órdon  á  la  referida  Audiencia  para  que 
remita  los  autos  originales  á  los  efectos  de  la  ley.  —  (Sentencia  publi- 
cada el  3  de  Mayo  de  1 877 ,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  2o  de  Agosto  del 
mismo  año.) 
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lleeurso  de  capación  (3  de  Mayo  de  1877).  —  Pago  de  canti- 
dad. —Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber 
lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Rafael  y  D.  Bartolomé 
la  Bastida  y  Romero  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  de  lo  civil 
de  la  Audiencia  de  Sevilla,  en  pleito  con  D.  Antonio  Benitez  Criado,  y 
se  resuelve: 

i°  Que  no  es  de  estimar  la  infracción  de  las  leyes  118  y  U9, 
Ululo  1 8  déla  Partida  3a  sobre  el  cotejo  de  letras,  si  la  Sala  sentencia- 
dora se  funda  en  la  apreciación  de  lodo  el  conjunto  de  prueba,  y  no  en 
el  solo  cotejo  de  letras,  el  cual,  por  otra  parte ,  está  sometido  á  las  no- 
vísimas reglas  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil : 

2o  Que  no  hay  razón  para  suponer  que  tiene  la  naturaleza  y  efectos 
de  condición  suspensiva  el  pacto  de  elevar  á  escriturario  el  crédito 
quirografario : 

3o  Que  se  exponen  inútilmente  los  motivos  en  que  se  enuncia  en  ge- 
neral la  infracción  de  varias  leyes  correspondientes  á  un  título  que 
contiene  \*\,sino  se  expresa  el  concepto  en  que  pudieran  quebrantarse 
las  leyes  allí  invocadas  : 
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4o  Que  las  leyes  8a  y  II,  tit,  14,  Partida  3a  no  aconsejan,  ni  seria 
propio  de  ellas  aconsejar,  que  no  se  contrate  con  personas  insolventes; 

Y  5o  Que  si  bien  la  novación  es  una  de  las  excepciones  admisibles, 
tanto  en  el  juicio  ejecutivo  como  en  el  ordinario ,  no  puede  invocarse 
como  infringido,  por  no  haberla  admitido  ,  el  caso  sétimo  del  art.  963 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  si  para  alegar  dicha  escepcion  se 
fiarte  del  supuesto  falso  de  que  tenga  ese  carácter  un  pacto  otorgado  en 
documento  privado,  por  haber  ofrecido  elevar  éste  á  escritura  pública. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  3  de  Mayo  de  1877,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Montoro  y  en  la 
Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla  por  D.  Antonio  Benitez  Cria- 
do en  concepto  de  apoderado  de  D.  Juan  Albiz  de  Pablo  con  D.  Rafael 
y  D.  Bartolomé  de  la  Bastida  y  Romero  sobre  pago  de  reales : 

Resultando  que  los  hermanos  D.  Rafael  y  D.  Bartolomé  Bastida, 
firmaron  con  los  testigos  D.  Francisco  Criado  Notario  y  D.  Antonio 
Canales  en  29  de  Octubre  de  1869,  un  recibo  de  54.000  rs.  que  se  obli- 
garon á  satisfacer  á  D.  Juan  Albiz  de  Pablo  en  igual  dia  y  mes  de  1871 
con  el  interés  de  un  14  por  100  y  á  hipotecarle  cualquiera  finca  que 
pudiesen  adquirir : 

Resultando  que  en  20  dé  Mayo  de  1871  firmaron  otro  recibo  con 
iguales  condiciones  que  el  anterior  por  la  cantidad  de  31.000  rs.  que 
le  abonarían  lo  más  tarde  en  29  de  Octubre  de  aquel  año  ;  y  que  con 
posterioridad  á  este  mismo  dia  firmaron  otros  cinco  recibos  con  iguales 
condiciones,  importantes  en  junto  19.200  rs. : 

Resultando  que  por  no  haber  reconocido  las  firmas  de  estos  docu- 
mentos los  hermanos  Bastida,  ni  las  deudas  á  que  los  mismos  se  refe- 
rían, entabló  en  27  de  Octubre  de  1873  D.  Antonio  Benitez  Criado* 
como  apoderado  especial  de  D.  Juan  Albiz  de  Pablo,  la  demanda  objeto 
de  este  pleito,  para  que  se  les  condenase  al  pago  de  la  cantidad  de 
104.200  reales,  intereses  devengados  y  que  se  devengasen  hasta  la  total 
solvencia,  fundándose  para  ello  en  la  validez  de  los  mencionados  reci- 
bos, en  haber  cumplido  el  término  fijado  en  los  mismos,  y  en  que  el 
que  tomaba  algo  á  préstamo  estaba  obligado  á  devolver  al  prestamista 
otro  tanto  de  igual  especie  y  calidad  en  el  tiempo  y  forma  estipu- 
lados : 

Resultando  que  el  demandado  impugnó  la  demanda  fondado  en  que 
áun  cuando  se  supusieran  válidos  los  recibos,  nunca  podria  el  actor 
exigir  la  cantidad  que  representaban  en  la  forma  que  lo  hacia,  puesta 
que  al  contraer  en  los  cinco  de  fecha  posterior  al  vencimiento  de  los 
dos  primeros  la  obligación  de  otorgar  escritura,  hubo  ya  novación  en 
el  primitivo  contrato,  debiendo  ajustarse  estrictamente  en  sus  reclama- 
ciones   lo  pactado  en  dichos  cinco  últimos  recibos  : 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba,  el  perito  que  nombró 
el  demandante,  por  haberse  negado  por  su  parte  á  designar  ninguno 
los  dumandados,  practicó  un  reconocimiento  de  las  firmas  de  los  reci- 
bos con  otras  indubitadas  de  aquellos,  manifestando  que  eran  iguales 
entre  sí  y  procedentes  de  una  misma  mano,  habiendo  producido  igual 
resultado  el  cotejo  que  practicó  de  la  firma  del  testigo  del  primer  do- 
cumento Antonio  Canales,  y  reconocido  la  suya  el  otro  testigo  del  mis- 
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mo  D.  Francisco  Criado  Notario,  además  de  lo  cual  se  recibieron  otras 
dos  declaraciones  testificales  á  instancia  de  la  parle  actjra,  cuyo  re- 
bultado fué  conforme  á  tus  preguntas  formuladas  por  la  misma  : 

Resultando  que  condenados  los  demandados  por  la  sentencia  con- 
firmatoria que  en  21  de  Febrero  de  1 876  dictó  la  Sala  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  de  Sevilla  al  pago  de  la  cantidad  reclamada,  con  los  intere- 
ses estipulados  y  las  costas  de  ambas  instancias,  interpusieron  recurso 
de  casación  por  haberse  infringido  á  su  juicio  : 

Io  La  ley  1  19,  tí t.  18  de  de  la  Partida  3a,  que  terminantemente  dice 
que  no  se  debe  admitir  la  prueba  de  cotejo  ele  letras  en  los  documen- 
tos privados  que  niegue  ser  suyos  la  parte  contra  quien  se  presentan;  y 
la  118  del  mismo  título  y  Partida  que  la  admite  con  respecto  á  las  es- 
crituras públicas  cuando  no  puede  reconocerlas  el  Escribano  querías 
hizo,  y  para  eso  deja  al  arbitrio  del  Juez  darle  ó  no  valor,  según  su 
conciencia,  aunque  todos  los  peritos  opinen  de  un  mismo  modo  : 

2o  La  ley  12,  tít.  16  de  la  Partida  3a,  que  determina  que  la  cbliga- 
-cion  contraída  bajo  una  condición  posible  sea  potestativa,  casual  ó 
mixta,  no  existe  realmente  sino  después  del  cumplimiento  de  la  condi- 
ción, pues  si  bien  hasta  este  caso  hay  una  convención,  no  hay  todavía 
obligación,  sino  sólo  la  esperanza  de  que  la  habrá: 

38  Vanas  leyes  del  tít.  18  de  la  misma  Partida  3*.  (No  dice  más): 

4°  La  ley  8a,  tít.  15  de  la  Partida  5a,  que  aconseja  la  conveniencia 
de  no  tratar  con  personas  insolventes: 

5°  Las  leyes  8a  y  H,  tít.  U  de  la  Partida  3a: 

Y  6°  El  caso  7°  del  art.  968  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que 
admite  como  excepción  para  el  juicio  ejecutivo,  acción  más  eficaz  y  rá- 
pida, si  cabe,  que  la  ordinaria,  la  excepción  de  novación  : 

Visto,  siendo  Ppnente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Diaz  de  Rueda: 
Considerando  que  no  es  de  estimar  el  primer  motivo  del  recurso, 
porque  la  Sala  sentenciadora  se  funda  en  la  apreciación  de  todo  el 
conjunto  de  prueba,  y  no  en  el  solo  cotejo  de  letras,  el  cual,  por  otra 
parte,  está  sometido  á  las  novísimas  reglas  de  la  ley  de  Enjuiciamien- 
to civil : 

Considerando  que  es  también  infundado  el  segundo  motivo,  porque 
además  de  estar  equivocada  la  cita  del  titulo  y  Partida,  se  supone  sin 
Tazón  que  tiene  la  naturaleza  y  efectos  de  condición  suspensiva  el  pac- 
to de  elevar  á  escriturario  el  crédito  quirografario : 

Considerando  que  se  h«n  expuesto  inútilmente  los  motivos  3o  y  5o, 
porque  en  el  uno  se  enuncia  en  general  la  infracción  de  varias  leyes 
correspondientes  á  un  título  que  contiene  121,  y  en  el  otro  no  se  ex- 
presa el  concepto  en  que  pudieran  quebrantarse  las  leyes  allí  invo- 
cadas : 

Considerando  que  la  ley  citada  en  quinto  lugar  no  aconseja,  ni  sería 
propio  de  ella  aconsejar  que  no  se  contrate  con  personas  insolventes,  ni 
por  otra  parte  se  comprende  la  exposición  de  este  motivo  para  fundar 
la  casación  : 

Considerando,  por  último,  que  no  está  ménos  destituido  de  funda- 
mento el  sexto  motivo,  porque  si  bien  la  novación  es  una  de  las  exc3p- 
ciones  admisibles,  tanto  en  el  juicio  ejecutivo  como  en  el  ordinario,  se 
parle  del  falso  supuesto  de  que  tenga  ese  carácter  el  referido  pacto 
hecho  en  algunos  documentos  privados  sobre  elevarlos  á  escritura 
pública; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
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curso  de  casación  interpuesto  por  D.  Rafael  y  D.  Bartolomé  de  la  Bas- 
tida y  Romero,  A  quienes  condenamos  por  nizon  de  depósito  al  papo 
de  1.000  pesetas,  que  satisfarán  si  vinieren  á  mejor  fortuna,  distribu- 
yéndose entonces  con  arreglo  a  la  ley,  y  en  las  costas  ;  y  líbrese  á  la 
Audiencia  de  Sevilla  la  certificación  correspondiente. —  (Sentencia  pu- 
blicada el  3  de  Mayo  de  1877,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  25  de  Agosto  del 
mismo  año.) 
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Recurso  de  casación  (3  de  Mayo  de  1877).— Declaración 

DE  PROPIEDAD  DE  VARIAS  FINCAS  Y  NULIDAD  DE  UNA  ESCRITURA.  — Se  de- 
Clara  por  la'  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Ramón  Ocampo  y  Breijo  con- 
tra la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Cor  uña, 
en  pleito  con  D.  Ramón  Pose  y  Canora,  y  se  resuelve  : 

\°  Que  los  recursos  de  casación  han  de  sostenerse  por  las  partes  re- 
currentes y  resolverse  por  el  Tribunal  Supremo  con  relación  á  las  cues- 
tiones que  hayan  sido  planteadas  oportunamente  y  discutidas  durante 
el  pleito  ,  según  aparezcan  del  testimonio  de  la  ejecutoria  y  de  los  do- 
cumentos que,  como  comprendidos  en  el  art.  28  de  la  ley  de  18  de  Junio 
de  \ 870,  se  haya  mandado  traer  á  los  autos: 

2o  Que  en  el  caso  de  haberse  empleado  la  excepción  de  haberse  ad- 
mitido al  demandante  documentos  no  inscritos  en  el  Registro  de  lapro- 
picdad,  esta  omisión  no  viciaría  la  sentencia,  porque  cuando  esta  se 
ajusta  á  la  demanda  y  resuelve  según  lo  pedido  por  el  demandante  es- 
timando su  acción  ,  no  se  infringen  los  artículos  61  y  62  déla  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  pues  que  naturalmente  se  entiende  que  se  denie- 
gan ó  no  se  admiten  las  excepciones  del  demandado : 

3o  Que  no  se  quebrantan  los  artículos  23,  27  y  396  de  la  ley  Hipo- 
tecaria, si  además  de  aparecer  en  autos  que  la  escritura,  base  de  la  de- 
manda, ha  sido  registrada  á  debido  tiempo  en  la  antigua  y  extinguida 
Contaduría  de  hipotecas,  y  los  demás  documentos  presentados  por  el 
demandante  no  precisaban  este  requisito,  ni  por  su  naturaleza  ni  por 
el  objeto  con  que  fueron  llevados  al  pleito,  conforme  al  último  de  los 
citados  artículos,  el  demandado  no  opuso  á  estos  títulos  otros  que  hu- 
biesen sido  inscritos,  circunstancia  que  es  indispensable  para  que  le- 
galmente pueda  ser  considerado  como  tercero  en  la  acepción  del  art.  27, 
y  disfrutar  de  los  beneficios  del  art,  23  de  la  citada  ley  Hipotecaria ; 

Y  4a  Que  la  ley  25,  tit.  2o,  Partida  3*,  ordena  solamente  alas  cosas 
que  el  demandador  debe  catar  ante  que  ponga  la  demanda,*  como  se 
lee  en  el  proemio  de  dicho  título,  disponiendo  entre  ellas  «que  debe  se- 
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ñalar  lo  que  demanda  por  ciertas  señales;»  y  que  si  bien  el  desconoci- 
miento de  este  precepto  pudiera  dar  lugar  á  una  excepción  dilatoria 
por  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda,  no  puede  servir 
de  fundamento  de  casación  de  una  sentencia,  que  por  haberse  pronun- 
ciado en  los  mismos  términos  que  aquella  fué  formulada  y  haciendo 
las  mismas  declaraciones  que  solicitaba  el  demandante,  guarda  toda  la 
congruencia  que  previenen  la  ley  16  del  titulo  y  Partida  citados,  el 
articulo  6 I  de  la  de  Enjuiciamiento  civil  y  la  doctrina  consignada  en 
el  fallo  del  Tribunal  Supremo  de  25  de  Mayo  de  1874. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  3  de  Mayo  de  1877,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  par  infracción  de 
ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Corcubion  y  en  la 
Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Coruña  por  D.  Ramón  Pose  y  Ca- 
nora con  D.  Ramón  Ocampo  y  Breijo  y  Manuel  Barrientos,  como  ma- 
rido de  Francisca  Campos  y  Lemus,  sobre  declaración  de  propiedad  de 
varias  fincas  y  uulidad  de  una  escritura: 

Resultando  que  María  Rosa  Lemus,  con  licencia  de  su  marido  Agus- 
tín de  Campos  vendió  por  escritura  de  14  de  Febrero  de  1 850  á  Don 
Francisco  Pose  las  tierras  labradías  procedentes  de  su  herencia,  sitas 
en  término  de  Villarmid,  que  á  tasación  pericial  valiesen  de  renta 
anual  30  ferrados  de  trigo  libres  por  precio  de  5.840  rs.  que  la  Rosa 
tenía  recibidos,  constituyéndose  como  colona  en  la  llevanza  de  las  fin- 
cas ínterin  el  comprador  no  tomara  posesión  de  ellas;  escritura  de  la 
que  se  tomó  razón  en  la  Contaduría  de  hipotecas: 

Resultando  que  D.  Francisco  Pose  solicitó  en  Í6  de  Febrero  de  1850 
que  se  le  diese  posesión  de  las  fincas  vendidas  previa  la  tasación  peri- 
cial, á  cuyo  efecto  Rosa  Lemus  eligiera  perito;  que  nombrado  de  co- 
mún acuerdo  D.  Manuel  Senin,  fijó  el  valor  en  renta  de  SO  fincas,  ex- 
cluyendo de  ellas  las  señaladas  con  los  números  41  y  74,  por  ser  las 
,  restantes  suficientes  á  cubrir  la  renta  anual  de  30  ferrados;  y  que  no 
habiéndose  conformado  con  la  tasación  Rosa  Lemus  y  su  marido,  por 
lo  que  se  opusieron  á  la  posesión  pretendida  por  Pose,  tuvo  ésta  lugar 
en  virtud  de  providencia  judicial: 

Resultando  que  habiendo  mediado  con  este  motivo  diferentes  con- 
testaciones entre  el  comprador  y  los  vendedores,  transigieron  sus  dife- 
rencias en  el  acto  de  conciliación  que  tuvo  lugar  el  1 8  de  Mayo  de  1 361 , 
conviniendo  en  que  D.  Francisco  Pose  no  molestaría  á  Rusa  Lemus  en. 
el  despojo.de  dichos  bienes,  siempre  que  le  pagase  libres  de  toda  pen- 
sión y  contribución  20  ferrados  de  maíz;  que  no  verificándolo  se  en- 
tendería despojada  de  ellos  á  favor  de  Pose,  y  no  se  la  oiria  en  justi- 
•  «  cia;  y  que  si  por  las  partes  hubiese  oposición  que  diera  lugar  á  dis- 
pendios acerca  del  despojo,  facultaban  para  proceder  al  mismo  á  la  au- 
toridad judicial  de  Murguía  ó  Corcubion,  á  elección  de  Pose,  sin  que 
esta  avenencia  debilitase  el  derecho  que  el  mismo  derivaba  de  la  escri- 
tura primordial,  actos  de  posesión  y  demás  diligencias  que  en  forma 
de  pleito  formaban  la  cuestión  indicada,  ántes  bien  sirviera  para  más 
vigorizarla  y  suplir  lo  que  faltase : 

Resultando  que  en  16  de  Diciembre  de  1860  otorgó  escritura  Fran- 
cisca Campos  y  Lemus,  hija  de  Rosa  Lemus,  con  intervención  de  su 
marido  Manuel  Barrientos,  por  la  que  para  satisfacer  el  importe  de 
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unas  costas  por  las  cuales  se  hallaba  ejecutada,  se  obligó  a  vender  per- 
petuamente á  D.  Ramón  Ocarapo  30  ferrados  de  tierra  en  las  fincas  y 
agros  de  que  hizo  mérito  que  serian  reconocidas,  medidas  y  deslinda- 
das por  el  Agrimensor  D.  Manuel  Senin,  siendo  el  precio  de  la  venta 
720  escudos;  y  que  D.  Ramón  Ocampo,  que  aceptó  la  escritura,  entre- 
gó en  el  acto  á  la  vendedora  323  escudos,  que  con  146  que  le  adeuda- 
ba, importaban  449,  obligándose  á  entregar  el  resto  á  tres  acreedores 
de  aquella  y  un  pequeño  residuo  á  la  misma: 

Resultando  que  D.  Ramón  Pose  y  Canora  entabló  en  27  de  Abril  de 
1874  la  demanda  objeto  de  este  pleito,  contra  D.  Ramón  Ocampo  y 
Breijó,  Francisca  Campos  Lernus  y  su  marido  Manuel  Barrientos,  para 
que  se  declarase  que  las  78  partidas  de  bienes  de  la  tasa  practicada  en 
7  de  Junio  de  1851,  le  pertenecían  en  propiedad  y  posesión,  y  en  su 
consecuencia,  que  la  venta  de  las  mismas  otorgada  á  favor  de  Ocampo 
por  Francisca  Campos  y  su  marido,  era  nula  y  de  ningún  valor  ni  efec- 
to, mandando  que  unos  y  otros  dejasen  dichos  bienes  libres  y  á  dispo- 
sición del  demandante :  ' 

Resultando  que  D.  Ramón  Ocampo  contestó  á  la  demanda  solici- 
tando que  se  le  absolviera  de  ella  alegando  falta  de  personalidad  en  el 
demandante  por  no  ser  el  único  heredero  de  D.  Francisco  Pose,  y  que 
él  había  comprado  las  fincas  objeto  del  pleito  á  personas  que  podian 
venderlas: 

Resultando  que  D.  Manuel  Barrientos  y  Francisca  Campos  se  con- 
formaron con  los  hechos  de  la  demanda  que  impugnaron,  por  haber 
habido  lesión  en  el  contrato  celebrado  con  D.  Francisco  Pose,  y  por 
falta  de  personalidad  en  el  demandante: 

Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes,  dictó  sentencia 
el  Juez  de  primera  instancia,  que  confirmó  en  19  de  Febrero  de  1876  la 
Sala  de  lo  civil  do  la  Audiencia  de  la  Coruña,  declarando  que  las  80 
fincas  que  comprendía  la  tasación  mencionada,  exceptuando  las  seña- 
ladas con  los  números  41  y-74,  pertenecían  y  eran  del  dominio  y  pro- 
piedad del  demandante  D.  Ramón  Pose,  declarando  nula  y  de  ningún 
valor  ni  efecto  la  escritura  de  compra-venta  otorgada  por  los  deman- 
dados Francisca  Campos  y  su  marido  D.  Manuel  Barrientos  en  16  de 
Diciembre  de  1870,  mandando  que  las  dichas  fincas  quedaran  á  dispo- 
sición de  D.  Ramón  Pose  tan  pronto  como  esta  sentencia  fuera  firme: 
Resultando  que  I).  Ramón  Ocampo  interpuso  recurso  de  casación 
por  haberse  infringido  á  su  juicio : 

1°  Los  artículos  61,  62,  y  regla  4a  del  333  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  que  prohiben  á  los  Jueces  y  Tribunales  aplazar,  dilatar 
ni  negar  las  cuestiones  que  hayan  sido  discutidas  en  el  pleito,  dispo- 
niendo que  cuando  hayan  sido  varios  los  puntos  litigiosos,  se  haga  con 
la  debida  separación  el  pronunciamiento  correspondiente  á  cada  uno 
de  ellos,  preceptos  legales  corroborados  por  las  sentencias  de  este  Tri- 
bunal Supremo  de  12  de  Mayo  de  1860,  3  de  Octubre  de  1861,  y  otras 
y  que  habían  sido  infringidos  al  hacer  caso  omiso  la  sentencia,  de  la 
excepción  opuesta  á  la  demanda,  de  no  ser  admisibles  en  juicio  de  los 
títulos  y  documentos  que  servían  de  base  á  la  acción. 

2o  Los  artículos  23,  27  y  396  do  la  ley  Hipotecaria,  en  cuanto  se  de- 
claraba con  perjuicio  de  tercero  pertenecer  al  demandante  D  Ramón 
Pose  el  dominio  y  posesión  de  los  bienes  á  que  el  pleito  se  referia,  en 
virtud  de  los  mencionados  títulos  y  documentos,  á  pesar  de  no  estar 
inscritos  en  el  Registro  de  la  propiedad  cuando  los  adquirió  el  recur- 
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renle  que  tenía  el  carácter  de  tercero,  y  á  quien  por  tanto  no  podían 
perjudicar. 

Y  3o  Las  leyw  23,  til.  2o,  y  16,  tít.  82  de  la  Partida  3*,  y  la  juris- 
prudencia establecida  por  este  Tribunal  Supremo,  de  que  las  senten- 
cias deben  ajustarse,  no  solamente  á  la  cosa  sobre  que  contienden  las 
partes,  sino  también  á  la  manera  en  que  hacen  la  demanda,  ó  sea  la 
acción  que  ejercitan  y  razón  ó  fundamento  en  que  la  apoyan;  asi  como 
el  precitado  art.  61,  párrafo  1°  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  la 
sentencia  de  25  de  Mayo  de  i  874,  según  la  cual  se  infringe  este  artícu- 
lo cuando  se  resuelve  sobre  puntos  no  formulados  por  las  partes,  toda 
vez  que  se 'declaraba  nula  la  escritura  de  compra -venta  otorgada  por 
los  demandados  Francisca  Campos  y  su  marido  Manuel  Barrientos  en 
46  de  Diciembre  de  f  870,  siendo  asi  que  ni  este  documento  compren- 
día ana  verdadera  venta  real  y  efectiva,  ni  la  nulidad  pedida  por  el 
demándame  se  referia  á  ella,  sino  á  la  escritura  pública  de  2l<iel  mis- 
mo mes  y  año  que  expresamente  se  citó  : 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Felipe  Viñas  : 

Considerando  que  los  recursos  de  casación  han  de  sostenerse  por 
las  partes  recurrentes  y  resolverse  por  este  Tribunal  Supremo  con  re- 
lación á  las  cuestiones  que  hayan  sido  planteadas  oportunamente  y 
discutidas  durante  el  pleito,  según  aparezcan  del  testimonio  de  la  eje- 
cutoría y  de  los  documentos  que,  como  comprendidos  en  el  art.  28  de 
la  ley  de  18  de  Junio  de  1 870,  se  haya  mandado  traer  á  los  autos : 

Considerando  que  de  la  sentencia  recurrida  no  resulta  que  el  de- 
mandado, hoy  recurrente,  hubiese  opuesto  más  excepciones  que  las  re- 
sueltas por  la  Sala  sentenciadora,  clara  y  directamente,  por  falta  de 
personalidad  del  demandante  la  primera,  y  la  segunda  por  haber  ad* 
quirido  el  mismo  demandado  los  bienes  de  que  se  trata  de  personas 
que  podían  venderlos,  excepciones  desechadas  en  el  fallo  por  razones 
legales,  contra  las  cuales  no  se  citan  infracciones  de  ley  ó  de  doctrina 
que  este  Tribunal  Supremo  puede  tener  en  cuenta : 

Considerando  que  áun  en  el  caso  de  haber  empleado  también  la  otra 
exrepcion  que  se  supone  aludida  en  la  sentencia,  por  haberse  admitido 
al  demandante  documentos  no  inscritos  en  el  llegistro  de  la  propie- 
dad, esta  omisión  no  viciaría  la  sentencia,  porque  cuando  ella  se  ajusta 
á  la  demanda  y  resuelve  según  lo  pedido  por  el  demandante,  y  esti- 
mando su  acción  como  en  el  caso  de  autos  acontece,  no  se  infringen 
los  artículos  61  y  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civd,  porque  natural- 
mente se  entiende  que  se  deniegan  ó  no  se  admiten  las  excepciones  del 
demandado  : 

Resultando  que  tampoco  han  sido  quebrantados  los  artículos  23,  27 
y  396  de  la  ley  Hipotecaria,  no  sólo  porque  aparéce  en  autos  que  la 
escritura  de  ti  de  Febrero  de  1850,  base  de  la  demanda,  ha  sido  regis- 
trada á  debido  tiempo  en  la  antigua  y  extinguida  Contaduría  de  Hi- 
potecas, y  los  demás  documentos  presentados  por  el  demandante  no 
precisaban  este  requisito,  ni  por  su  naturaleza  ni  por  el  objeto  con 
que  fueron  llevados  al  pleito,  conforme  al  último  de  los  citados  ar- 
tículos, sino.en  primer  término,  porque  el  demandado  no  opuso  A  estos 
títulos  otros  que  hubiesen  sido  inscritos,  circunstancia  que  es  indispen- 
sable para  que  legalmente  pueda  ser  considerado  como  tercero  en  la 
acepción  del  art.  27,  y  disfrutar  de  los  beneficios  del  art.  23  de  la  ci- 
tada ley  Hipotecaria: 

Considerando  que  respecto  al  último  motivo  qoe  la  ley  25,  tít.  2\ 
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Partida  3a,  ordena  solamente  «  las  cosas  que  el  demandador  debe  catar 
ante  que  ponga  la  demanda,  »  como  se  lee  en  el  proemio  de  dicho  ti- 
tulo, posponiendo  entre  ellas  «  que  debe  señalar  lo  que  demanda  por 
ciertas  señales,  »  y  que  si  bien  el  desconocimiento  de  este  precepto 
pudiera  dar  lugar  á  una  excepción  dilatoria  por  defecto  l«>gal  en  el 
modo  de  proponer  la  demanda  ,  no  puede  servir  de  fundamento  de  ca- 
sación de  una  sentencia  que  por  haberse  pronunciado  en  los  mismos 
términos  que  aquella  fué  formulada  y  haciendo  las  mismas  declaracio- 
nes que  solicitaba  el  demandante,  guarda  toda  la  congruencia  que 
previenen  la  ley  16  del  titulo  y  Partida  citados,  el  art.  61  de  la  de  En- 
juiciamiento civil  y  la  doctrina  consignada  en  el  fallo  de  este  Tribunal 
Supremo  de  25  de  Mayo  de  J  874,  puesto  que  ni  omite  la  decisión  de 
todos  los  puntos  litigiosos,  ni  resuelve  alguno  no  controvertido  por 
las  partes  como  se  pretende  por  el  recurrente,  estableciendo  hechos 
corttrarios  al  resultado  de  los  autos,  tales  como  se  han  expuesto  por  la 
Sala  sentenciadora; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  car  ación  interpuesto  por  D.  Ramón  Ocampo  y  Breijó,  á  quien 
condenamos  A  la  pérdida  del  depósito,  que  se  distribuirá  con  arreglo  á 
la  ley  y  en  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  la  Coruña  la  certifi- 
cación correspondiente,  con  devolución  de  los  documentos  que  ha  re- 
mitido.—  (Sentencia  publicada  el  3  de  Mayo  de  1877,  é  inserta  en  la 
Gaceta  de  25  de  Agosto  del  mismo  año.) 
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Recurso  de  casación  (  4  de  Mayo  de  1877  ).  — Defensa  por  po  - 
bre.  —  Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  .ha- 
ber lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  interpuesto  por  Don 
Andrés  Orejas  Méndez  contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de 
la  Audiencia  de  Madrid,  que  le  negó  el  beneficio  de  pobreza  para  li- 
tigar, y  se  resuelve: 

Que  el  término  para  interponer  el  recurso  de  casación  es  improro- 
gable,  conforme  al  art.  30  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  á  la  ju- 
risprudencia constante  del  Tribunal  Supremo;  y  si  kan  corrido  con 
exceso  los  I  o  dias  que  señala  el  expresado  art.  20  desde  la  entrega  de 
los  autos  hasta  la  presentación  del  recurso,  es  evidente  que  éste  na 
viene  en  tiempo,  y  por  lo  tanto  no  puede  admitirse. 

Resultando  que  seguido  incidente  sobre  defensa  por  pobre  á  instan- 
cia de  D,  Andrés  Orejas  Méndez  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del 
distrito  del  Hospicio  y  en  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  esta  cor- 
te, denegada  por  ésta  la  pretensión,  pidió  y  se  libró  testimonio  de  las 
sentencias  de  primera  y  segunda  instancia  para  interponer  recurso  de 
casación  en  este  Tribunal  Supremo  : 

Resultando  que  entregado  el  testimonio  al  Procurador  del  D.  An- 
drés Orejas  en  el  dia  3  de  Abril,  según  nota  del  Relator  Secretario,  no 
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se  ha  devuelto  hasta  el  24  del  mismo  mes,  habiendo  corrido  con  exce- 
so los  15  días,  que  señala  el  art.  20  sobre  reforma  de  la  casación  civil, 
para  la  interposición  del  recurso  al  que  litiga  como  pobre: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Fermín  de  Muro : 

Considerando  que  el  término  para  interponer  el  recurso  de  casación 
es  improrogahle,  conforme  el  art.  30  de  ta  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
y  á  la  jurisprudencia  constante  de  este  Tribunal  ¡ 

Considerando  que  habiendo  corrido  con  exceso  los  *5  dias  que  se- 
ñala el  expresado  art.  20  desde  la  entrega  de  los  antos  hasta  la  presen- 
tación del  recurso,  es  evidente  que  éste  no  viene  en  tiempo,  y  por  lo 
tanto  no  puede  admitirse  ; 

No  há  lugar  é  la  admisión  del  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley  interpuesto  á  nombre  de  D.  Andrés  Orejas  y  Méndez,  contra  la 
sentencia  que  en  5  de  Enero  último  dictó  la  Sala  primera  de  lo  civil  de 
la  Audiencia  de  esta  corte,  y  se  le  condena  en  las  costas. 

Madrid  4  de  Mayo  de  1877.  —  {Gaceta  de  25  de  Agosto  del  mis- 
mo año.) 
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Competencia  (4  de  Mayo  de  1877).  —  Pago  de  cantidad.  —  Se 
decide  por  la  Sala  tercera  del  Tribunal  Supremo  á  favor  del  Juzgado 
de  primera  instancia  del  Barco  de  Valdeorras  la  competencia  suscitada 
con  el  de  igual  clase  de  León,  sobre  conocimiento  de  la  demanda  eje- 
cutiva entablada  por  D.  Ignacio  y  D.  Manuel  Herrero  contra  D.  Ilde- 
fonso Rodríguez  Pérez  y  Doña  Manuela  Simón,  y  se  resuelve  : 

Io  Que  según  el  art.  308,  núm.  4o,  de  la  ley  del  poder  judicial,  en 
los  juicios  en  que  se  ejercitan  acciones  mixtas  es  fuero  competente  el 
del  lugar  en  que  se  hallen  las  cosas  ó  el  del  domicilio  del  demandado,  á 
elección  del  demandante ; 

Y  2o  Que  si  la  acción  que  ejercita  el  demandante  es  mixta,  porque 
procede  de  una  obligación  personal  que  contrajeron  el  deudor  y  su  mu- 
jer por  escritura  pública,  en  la  cual  hipotecaron  también  la  casa  de  su 
habitación,  se  está  en  el  caso  determinado  expresamente  en  dicho  ar- 
tículo 308,  núm.  4*,  no  debiendo  tener  aplicación  lo  dispuesto  en  el 
número  Io  del  mismo,  que  sólo  se  refiere  al  ejercicio  de  acciones  sim- 
plemente personales. 

En  la  competencia  entre  los  Juzgados  de  primera  instancia  de  León 
y  Barco  de  Valdeorras,  la  Sala  tercera  del  Trib'inal  Supremo  ha  dictado 
el  auto  del  tenor  siguiente  : 

Resultando  que  por  escritura  otorgada  en  la  villa  de  Villafranca  del 
Vierzo,  á  22  de  Octubre  de  1861,  D.  Ildefonso  Rodríguez  y  Pérez  y  su 
mujer  Doña  Manuela  Sim  ;n,  vecinos  y  del  comercio  de  Valdeorras,  se 
obligaron  A  pagar  i  los  señores  Herrero  y  Compañía,  del  comercio  de 
la  misma,  en  el  término  de  un  año,  en  la  ciudad  de  León  13.200  reales 
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que  confesaron  adeudarles  por  géneros  que  habían  sacado  de  su  co- 
mercio, hipotecando  á  la  seguridad  de  la  obligación  la  casa  de  su  ha- 
bitación en  la  citada  villa  del  Barco  de  Valdeorras : 

Resultando  que  los  hermanos  D.  Ignacio  y  D.  Manuel  Herrero  re- 
clamaron ejecutivamente  en  el  Juzgado  de  León  en  28  de  Junio  de  1873 
de  Doña  Manuela  Simón  y  de  los  herederos  de  su  marido  D.  Ildefonso 
Rodríguez,  el  pago  de  la  citada  suma  y  los  intereses  que  se  adeudaban, 
y  que  despachada  la  ejecución,  embargada  la  casa  hipotecada,  para 
lo  cual  se  libró  exhorto  al  Juzgado  de  Valdeorras,  sin  que  se  opusieran 
los  ejecutados,  se  dictó  sentencia  de  remate,  habiéndose  adjudicado 
aquella  á  los  ejecutantes  en  6  de  Octubre  de  1875  por  falta  de  licita- 
dores: 

Resultando  que  á  virtud  de  lo  convenido  en  acto  de  conciliación  en 
que  Doña  Manuela  Simón,  por  sí  y  como  tutora  y  curadora  de  sus  hi- 
jos menores,  reconoció  que  su  difunto  marido  D.  Ildefonso  Rodriguez 
era  en  deber  á  D.  Joaquín  María  Salgado,  otorgó  escritura  en  29  de 
Febrero  de  1 872,  obligándose  á  su  pago  con  hipoteca  de  diferentes  bie- 
nes, entre  ellos  una  casa-habitacion  en  aquella  villa  del  Barco  de  Val- 
deorras : 

Resultando  que  Doña  Felisa  López  Cancelada,  viuda  de  D.  Joaquín 
María  Salgado,  por  sí  y  en  representación  de  Doña  María  del  Pilar  Sal- 
gado, entabló  demanda  ejecutiva  en  17  de  Agosto  de  1874  en  el  Juz- 
gado del  Barco  contra  los  bienes  hipotecados  y  más  que  fuesen  del  di- 
funto l).  Ildefonso  Rodriguez,  por  la  citada  cantidad,  interés  y  costas; 
y  que  despachada  la  ejecución  y  dictada  á  su  tiempo  sentencia  de  re- 
mate por  falta  de  licitadores,  se  adjudicó  á  Doña  Felisa  López  Cance- 
lada la  citada  casa  que  había  sido  anteriormente  embargada,  y  de  la 
cual  se  dió  posesión  en  15  de  Mayo  de  1875  : 

Resultando  que  recibido  en  el  Juzgado  del  Barco  el  exhorto  que  le 
dirigió  el  de  León  para  que  se  diera  posesión  á  los  hermanos  Herrero 
de  la  repetida  casa  que  fes  habia  sido  adjudicada,  fué  retenida  i  ins- 
tancia de  Doña  Felisa  López,  requiriendo  de  inhibición  al  Juez  de  León, 
fundando  el  del  Barco  su  competencia  en  que  no  constaba  que  Doña 
Manuela  Simón  y  los  herederos  de  D.  Ildefonso  Rodriguez  se  hubieran 
sometido  ni  expresa  ni  tácitamente  á  la  jurisdicción  del  de  León  ;  que 
siendo  el  domicilio  de  los  demandados  el  pueblo  donde  radicaba  el  Juz- 
gado, y  habiéndose  celebrado  en  él  el  contrato,  éste  sólo  era  el  compe- 
tente, cuando  las  partes  no  se  habían  sometido  á  otro  distinto,  y  que 
la  casa  radicaba  en  término  del  Barco  ;  en  cuyo  Juzgado,  por  tanto, 
dobia  conocerse  de  las  reclamaciones  que  sobre  ella  se  hicieran  en  vir- 
tud de  1q  dispuesto  en  la  ley  orgánica  del  poder  judicial : 

Resultando  que  el  Juzgado  de  León  se  negó  á  la  inhibición  fundando 
su  competencia  en  que  en  la  escritura,  base  de  la  ejecución,  se  desig- 
naba aquella  ciudad  como  lugar  del  cumplimiento  de  la  obligación; 
que  hallándose  los  autos  en  la  vía  de  apremio  se  daría  el  caso,  contra- 
riando la  doctrina  sentada  por  este  Tribunal  Supremo,  de  ser  un  Juez 
el  sentenciador  y  otro  distinto  el  ejecutor,  siendo  contemporánea  ó 
inadmisible,  la  ingerencia  en  ellos  de  Doña  Felisa  López,  que  tenía 
como  tercera  interesada  un  juicio  aparte,  y  eo  que  el  Juzgado  del  Bar- 
co habia  reconocido  la  competencia  del  de  León  al  acept»r  y  cumpli- 
mentar varios  exhortos : 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Julián  Gómez  Inguanzo  : 

Considerando  que  según  el  art.  308,  núm.  4°  de  la  ley  del  poder 
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judicial  en  los  juicios  en  que  se  ejerciten  acciones  mixtas  será  fuero 
competente  el  lugar  en  que  se  hallen  las  cosas  ó  el  del  domicilio  del 
demandado,  á  elección  del  demandante  : 

Considerando  que  la  acción  que  han  ejercitado  y  siguen  ejercitando 
los  hermanos  Herrero  es  notoriamente  mixta,  porque  procede  de  la 
obligación  personal  que  contrajeron  el  deudor  Rodríguez  Pérez  y.  su 
mujer  por  la  escritura  de  1861 , en  la  cual  hipotecaron  también  la  casa 
de  su  habitación,  sita  en  el  pueblo  del  Barco  de  Valdeorras  :  de  modo 
<jue  se  esta  en  el  caso  determinado  expresamente  en  dicho  art.  308, 
num.  4o  de  la  ley  orgánica  del  poder  judicial,  no  debiendo  tener  apli- 
cación al  mismo  caso  lo  dispuesto  en  el  num.  1°  del  propio  articulo,  que 
sólo  se  refiere  al  ejercicio  de  acciones  simplemente  personales;  * 

Se  declara  competente  al  Juez  de  primera  instancia  del  Barco  de 
Valdeorras,  á  quien  se  remitan  las  actuaciones,  dándose  conocimiento 
al  de  León;  y  publiquese  este  auto  en  la  Gaceta  dentro  de  los  10  dias 
siguientes  al  de  su  fecha,  y  á  su  tiempo  en  la  Colección  legislativa, 
pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias. 

Madrid  4  de  Mayo  de  1877.  —  [Gaceta  de  H  de  Junio  del  mis- 
mo año.) 
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It ocurso  de  casación  (8  de  Mayo  de  1877). — Nulidad  y  res- 
cisión de  una  escritura. — Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Doña 
María  de  las  Mercedes  de  Lianza  y  de  Mora  contra  la  sentencia  dictada 
por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con  D.  José 
María  Nadal  y  otros,  y  se  resuelve  : 

\ 0  Que  apreciadas  en  conjunto  por  la  Sala  sentenciadora  las  prue- 
bas periciales,  documentales  y  de  testigos,  estimando  no  hallarse  pro- 
bada la  incapacidad  de  uno  de  los  otorgantes  de  una  escritura  en  la 
época  del  otorgamiento,  no  es  impugnable  la  apreciación  del  hecho  á  no 
justijtcarse  que  al  hacerla  se  ha  infringido  alguna  ley  ó  doctrina  le- 
gal, según  lo  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo: 

2o  Que  no  se  da  el  recurso  de  casación  contra  el  fundamento  de  las 
sentencias,  cualesquiera  que  sea  la  doctrina  que  se  alegue  en  los  con- 
siderandos, sino  contra  taparte  dispositiva  : 

3*  Que  el  art.  \° de  la  ley  de  ?8  de  Junio  de  18*21  autoriza  la  enaje- 
nación de  los  bienes  vinculados  sin  la  previa  tasación,  obteniendo  el 
consentimiento  del  que  era  inmediato  sucesor-,  y  si  concurrió  dicho 
consentimiento  para  la  enajenada  de  la  finca  vincular  objeto  del 
pleito,  al  declarar  válida  la  escritura,  no  se  infringe  ley  ni  doctrina 
legal; 

Y 4o  Que  si  la  Sala  apreciando  las  pruebas  en  uso  de  sus  atribu- 
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dones,  estima  no  probada  la  lesión  alegada,  sin  que  se  cite  contra  la 
apreciación  ley  ó  doctrina  legal  infringida,  pues  no  tiene  fuerza  de 
las  reglas  de  la  sana  crítica  hecha  en  abstracto,  no  puede  apreciarse 
tal  la  de  ese  motivo  de  casación. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  8  de  Mayo  de  í  877,  en  el  pleito  pen- 
diente ante  Nós  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Pino  de 
Barcelona  y  en  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  aquella 
ciudad  por  Doña  María  de  las  Mercedes  de  Lianza  y  de  Mora,  consorte 
de  D:  Antonio  de  Vía  de  Puig  con  D.  José  Mana  Nadal  y  Vilardaga  y 
Don  Antonio  Nadal  y  Pujóla,  y  hoy  por  su  fallecimiento  su  viuda  é 
hija,  y  los  consortes  D.  Ramón  Prats  y  Doña  Dorotea  Vilardaga  sobre 
nulidad  y  rescisión  de  una  escritura: 

Resultando  que  el  Real  patrimonio,  por  escritura  de  2  de  Setiembre 
de  1677,  estableció  y  concedió  en  enfiteusis  á  D.  José  de  Mora  y  Pons, 
perpetuamente  para  él  y  sus  sucesores  un  terreno  situado  en  la  calle 
del  Codols  de  la  ciudad  de  Barcelona,  que  es  el  mismo  á  que  se  refiere 
el  establecimiento  enfítéutico  de  cuya  nulidad  se  trata  en  este  pleito, 
con  las  condiciones  propias  de  esta  clase  de  contratos  y  la  de  satisfa- 
cer 20  sueldos  todos  los  años  y  40  por  derecho  de  entrada: 

Resultando  que  D.  José  Mora  y  Pons  otorgó  testamento  en  II  de 
Octubre  de  1705,  por  el  que  instituyó  heredero  universal  á  su  hijo  Don 
José  Mora  y  Pons,  y  él  premuerto,  á  sun  hijos  legítimos  ó  naturales 
que  le  sucederían  en  sus  bienes  ;  que  si  el  dia  de  su  muerte  no  vivie- 
ra, ó  no  quisiera,  ó  no  pudiera  ser  su  heredero,  ó  muriera  en  cualquier 
tiempo  sin  hijos  legítimos  ó  naturales  y  de  legítimo  y  carnal  matrimo- 
nio procreados,  alguno  de  los  cuales  no  llegase  á  cierta  edad  de  testar, 
dicho  su  heredero  sólo  podría  disponer  de  los  bienes  del  testador 
de  1 .000  libras  barcelonesas  una  vez  tan  solamente  á  su  voluntad ;  y  en 
dichos  casos  y  en  cada  uno  de  ellos  sustituía  al  expresado  D.José  Mora 
y  Pons  con  su  otro  hijoD.  Pedro  á  quien  instituía  heredero  universal 
durante  su  vida  tan  solamente,  y  premuerto  éste,  á  su  otro  hijo  y  de 
María  su  mujer,  el  Doctor  D.  Félix,  y  premuerto  éste,  á  sus  hijos  le- 
gítimos y  naturales,  á  quienes  instituyó  para  los  casos  expresados  an- 
teriormente respecto  del  primer  llamado  D.  José,  y  para  iguales  casos 
establecidos  respecto  á  éste,  sustituyó  al  dicho  Félix  á  su  otra  hija 
María  Rosa,  mujer  del  Doctor  D.  Francisco  Matheu,  y  |>  re  muerta  ésta, 
á  sus  hijos  legítimos  y  naturales  que  fueren  sus  herederos,  sustituyén- 
dola para  los  casos  ántes  mencionados  con  su  otra  hija  Francisca,  y 

Jremuerta  ésta,  á  sus  hijos  legítimos  y  naturales  que  fueren  sus  here- 
eros  ;  ordenando,  en  fin,  que  en  el  caso  de  vivir  entónces  y  no  ser  su 
heredera  ó  morir  sin  hijos  legítimos  y  naturales  procreados,  alguno 
de  los  cuales  no  llegase  á  edad  de  hacer  testamento,  por  ser  la  última 
llamada  de  la  prole  del  testador,  podría  disponer  de  todos  sus  bienes  á 
sus  libres  voluntades:  para  cuyo  caso  instituyó  y  fundó  un  beneficio 
en  una  capilla  de  su  propiedad  :  que  para  mayor  declaración  de  su  vo- 
luntad y  deseando  que  su  universal  herencia  y  bienes  fuese  conserva- 
da, quería  y  declaraba  que  fuese  y  siguiese  á  toda  su  descendencia, 
prole  y  sucesión,  del  uno  al  otro,  guardando  entre  ellos  órden  de  pri- 
mogenilura,  precediendo  siempre  los  varones  á  las  hembras  aunque  los 
padres  fuesen  premuertos;  privando  de  dicha  su  herencia  á  cualquiera 
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de  dichos  sus  hijos  y  descendientes  que  fuese  sacerdote  ó  profeso  de 
alguna  orden,  en  cuyo  caso  haria  traspaso  al  inmediato  sucesor,  pri- 
vándoles de  poder  detraer  de  su  herencia,  legitima  ni  cuarta  trebe- 
liánica :  que  además  queria  y  mandaba  que  si  el  Doctor  José  Pons  y 
Mora,  su  hijo,  muriese  dejando  hijos  en  pupilar  edad,  queria  que  le  su- 
cediera siempre  el  más  próximo  hermano  y  que  no  volviesen  los  bienes 
á  ninguno  de  sus  ascendientes  sino  en  caso  de  que  faltasen  todos  sus 
descendientes ;  dando  y  concediendo  al  D.  José  su  hijo  en  primer  lugar 
instituido,  facultad  para  que  pudiera  poner  otros  vínculos  á  sus  lujos 
no  deshaciendo  los  que  anteriormente  dejaba  dispuestos,  sino  añadien- 
do los  que  bien  le  pareciera:  y  prohibió,  por  último,  á  todos  sus  des- 
cendientes llamados  y  á  cada  uno  de  ellos  perpetuamente  toda  venta  y 
enajenación  de  las  propiedades  de  su  herencia  y  bienes,  ni  censales  al- 
gunos sin  el  parecer  de  los  más  próximos  parientes  de  su  linaje,  uno 
ae  parte  de  padre  y  otro  de  parte  de  madre,  á  los  que  habria  de  cons- 
tar la  utilidad  de  la  venta  ;  lo  cual  habria  de  ser  además  con  la  condi- 
ción deque  el  precio  que  de  la  venia  resultara  se  invirtiera  en  com- 
prar otra  cosa  mejor  y  más  provechosa  para  aumentar  la  herencia 
y  bienes  y  no  de  otra  manera ;  prohibiendo  que  no  pudieran  pedir 
prestado,  censales,  cambios  viólanos  ni  deudas  sencillas  ni  otorgar 
lianza: 

Resultando  que  D.  José  María  Pons  formalizó  en  19  de  Diciembre 
de  1705  el  inventario  de  los  bienes  que  le  habian  correspondido  por 
fallecimiento  de  su  padre,  comprendiendo  entre  ellos  una  casa  huerta 
situada  en  la  calle  de  Codols  de  la  ciudad  de  Barcelona: 

Resultando  que  D.  Justino  de  Mora  y  de  Gironclla,  segundo  nieto 
de  D.  José  de  Moray  Pons,  otorgó  testamento  en  21  de  Diciembre 
de  1816  instituyendo  heredero  de  todos  sus  bienes  á  su  hijo  D.  Fer- 
nando de  Mora  y  de  Lianza,  en  defecto  de  él  y  de  su  descendencia  á  su 
hija  Doña  Rafaela,  y  por  su  falta  á  sus  hijos  y  demás  descendientes: 

Resultando  que  en  21  de  Agosto  d«  1839  acudió  Doña  Rafaela  de 
Mora  y  de  Lianza  al  Juez  de  primera  instancia  de  Llobregat,  solicitan- 
do que  se  la  nombrase  curadora  de  la  persona  y  bienes  de  su  hermano 
Don  Fernando,  en  atención  á  no  disfrutar  de  todas  sus  facultades  in- 
telectuales, sobre  lo  cual  ofreció  información,  qne  recibida  y  oido  el 
Promotor  fiscal,  fundado  en  que  no  eran  suficientes  las  declaraciones 
de  los  te>tigos  para  calificar  de  inepto  á  D.  Fernando  de  Mora,  y  en  la 
falta  de  aptitud  de  Doña  Rafaela  para  ejercer  aquel  cargo,  opinó  que 
no  debia  aceederse  á  su  pretensión,  y  el  Juez  lo  acordó  asi  en  provi- 
dencia de  29  de  Setiembre  de  dicho  año: 

Resultando  que  por  escritura  de  24  de  Diciembre  de  1847  D.  Fer- 
nando de  Mora  estableció  en  enfiteusis  á  D.  Juan  Nadal  y  Pujóla  y  á 
sus  sucesores  una  casa  baja,  señalada  con  el  número  Io  en  la  calle  de  • 
Codols  de  Barcelona,  con  el  terreno  y  demás  contiguo  á  ella,  que  el  es- 
tabiliente  tenía  y  poseía  como  descendiente  de  D.  José  de  Mora  y  Pons, 
y  en  virtud  del  testamento  que  otorgó  en  \  I  de  Octubre  1705;  debien- 
do prestar  el  censo  de  750  libras  al  año  pagadero  por  medias  anuali- 
dades, y  pudiendo  redimirlo  á  razón  de  3  por  100  ;  siendo  el  precio  de 
entrada  el  de  tres  dineros  que  habia  recibido  y  de  que  le  otorgó  carta 
de  pago: 

Resultando  que  Doña  Rafaela  de  Mora  otorgó  escritura  en  29  de 
Enero  de  18*8,  por  la  que  haciendo  mérito  do  la  anterior  otorgada  por 
•  su  hermano  D.  Fernando,  atendiendo  á  que  para  el  caso  de  que  este 
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falleciese  sin  sucesión  entraría  á  poseer  todos  sos  bienes  como  primera 
heredera  instituida  por  su  padre,  y  cediendo  i  ia  súplica  de  D.  Juan 
Nadal  para  que  aprobase  el  contrato  de  establecimiento  por  el  interés 
que  en  él  podia  llegará  tener  como  inmediata  sucesora  de  su  citado 
hermano,  lo  aprobó  en  efecto,  en  unión  de  su  marido  D.  Francisco  de 
Lianza,  por  sí  y  sus  descendientes,  obligándose  para  su  caso  á  tenerlo 
por  firme  y  subsistente  sin  pedir  cosa  alguna,  en  atención  á  que  el  ca- 
pital del  censo  impoestoera  el  verdadero  valor  intrínseco  de  las  cosas 
establecidas: 

Resultando  que  D.  Juan  Nadal  vendió  en  29  de  Noviembre  de. 1849 
parle  del  terreno  establecido  á  su  hermano  D.  Antonio,  que  ámbos  edi- 
ficaron en  el  terreno  de  su  respectiva  propiedad,  y  que  por  falleci- 
miento de  I).  Juan  sucedió  en  sus  bienes  su  hijo  D.  José  María  Nadal  y 
Vílardaga: 

Resultando  que  Doña  Rafaela  de  Mora  falleció  en  20  de  Agosto 
de  1863,  dejando  de  su  matrimonio  con  I).  Francisco  Lianza  una  sola 
hija,  Doña  Maria  de  las  Mercedes,  la  cual  con  consenliaiiento  é  inter- 
vención de  su  marido  D.  Antonio  de  Vía  de  Puig,  formalizó  inventario 
en  19  de  Setiembre  siguiente  de  todos  los  bienes  y  derechos  que  le 
correspondían  como  heredera  única  y  universal  de  su  difunta  madre  : 

Resultando  que  en  28  de  Febrero  de  1865  los  citados  consortes  Don 
Antonio  de  Puig  y  Doña  María  de  las  Mercedes  de  Lianza  y  de  Mora, 
solicitaron  que  se  nombrase  un  curador  ejemplar  al  repetido  D.  Fer- 
nando de  Mora  ;  que  suministrada  información  con  23  testigos  estu- 
vieron conformes  en  que  se  hallaba  en  un  estado  completo  oe  enaje- 
nación mental  que  refirieron  algunos  al  año  de  1833  ó  34;  siendo  re- 
conocido por  tres  facultativos  que  dijeron  que  padecía  una  alteración 
en  sus  facultades  mentales  que  podia  clasificarse  de  manía  crónica  con 
intervalos  lúcidos,  razonados  á  veces,  y  de  todo  punto  inofensiva,  con 
tendencia  á  un  estado  de  demencia  que  le  inhabilitaba  absoluta  y  con- 
tinuamente para  la  administración  de  su  patrimonio  y  cuidado  de  si 
mismo  ;  y  que  con  audiencia  del  Promotor  fiscal,  se  le  declaró  incapa- 
citado por  auto  de  4  de  Agosto  de  dicho  año,  nombrándose  para  el 
cargo  de  curador  ejemplar  á  su  más  próximo  pariente,  que  resultó 
ser  D.  Antonio  Vía,  el  cual  en  el  inventarío  de  los  bienes  del  incapaci- 
tado, que  al  efecto  formó,  incluyó  la  casa  y  terreno  objeto  de  este 
pleito  : 

Resultando  que  D.  Fernando  de  Mora  falleció  en  26  de  Setiembre 
de  1867,  y  que  en  II  de  igual  mes  de  1871  entabló  Dona  Mercedes  de 
Lianza  y  de  Mora  la  demanda  objeto  de  este  pleito  contra  D.  Antonio 
Nadal  y  Pujóla  como  poseedor  ó  detentador  de  parle  del  terreno  esta- 
blecido por  D.  Fernando  de  Mora,  y  contra  D.  José  María  Nadal  y  Vi- 
lardaga  y  Doña  Dorotea  Vilardaga  de  Nadal,  consortes  en  segundas 
nupcias  de  D.  Ramón  Prats,  en  calidad  también  de  poseedores  ó  deten- 
tadores de  la  restante  parle  de  dicho  terreno,  aquel  como  heredero  y 
ésta  como  usufructuaria  de  los  bienes  de  su  respectivo  padre  y  marido 
Don  Juan  Nadal  y  Pujóla,  alegando  que  la  escritura  de  establecimiento 
referida  era  nula  y  de  ningún  valor,  de  la  mi-ma  manera  que  todos  los 
demás  actos  jurídicos  realizados  por  D.  Fernando  de  Mora  y  de  Lianza, 
al  ménos  desde  el  año  de  1833,  por  carecer  desde  aquella  fecha  do  ca- 
pacidad para  contratar  por  su  demencia  habitual  y  ordinaria,  según 
era  público  y  notorio  en  Martorell :  que  en  dicho  contrato  existia  una 
desproporción  enorme  entre  las  cosas  que  aparecían  enajenadas  y  lo 
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que  se  había  prometido  como  equivalente,  que  constituía  una  lesión, 
r.o  sólo  enorme  sino  también  enormísima,  que  hacia  ñuto  dicho  con- 
trato, aunque  no  existiera  la  primera  causa  alegada;  y  que  además 
era  contrario  á  lo  dispuesto  en  el  art.  3°  de  la  ley  de  II  de  Octubre 
de  4820,  cuyo  cumplimiento  debía  haberse  respetado,  teniendo  como 
tenía  la  finca  que  se  suponía  enajenada  un  carácter  vincular,  según  lo 
demostraban  los  testamentos  de  sus  antecesores,  de  que  hizo  mención; 
y  ejercitando  la  acción  de  nulidad  y  en  cuanto  fuese  menester  la  resci- 
soria  por  lesión,  reivindicatoría  y  demás  que  se  desprendían  de  los 
hechos  referidos  solicitó  que  se  declarase  la  nulidad  de  la  escritura  de 
establecimiento  perpetuo  otorgada  por  D.  Fernando  de  Mora  á  favor 
de  D.  Juan  Nadal  y  Pujóla  en  24  de  Diciembre  de  1847,  y  de  los  demás 
traspases  sucesivos  que  en  su  consecuencia  habían  tenido  lugar;  que 
en  el  caso  de  no  estimarse  la  nulidad,  se  declarase  la  rescisión,  conce- 
diéndola, si  fuere  menester,  el  beneficio  de  la  restitución  in  iníegrnm, 
v  que  se  condenase  á  los  demandados  á  dimitir  á  su  favor  toda  aque- 
lla finca  que  aparecia  enajenada  en  la  mencionada  escritura,  con  todos 
sus  derechos,  servidumbres  y  acciones  y  con  los  réditos  ó  frutos  perci- 
bidos y  podidos  percibir  ;  mandándose  que  ejecutoriada  la  sentencia 
se  inscribiese  la  finca  que  se  reivindicaba  en  el  Registro  de  la  propie- 
dad á  nombre  i!e  la  misma,  cancelándose  las  inscripciones  que  en  la 
actualidad  existiesen  á  nombre  de  dichos  demandados,  á  quienes  de- 
bían imponerse  todas  las  costas  : 

Resultando  que  D.  José  María  Nadal  y  Vilardaga  impugnó  la  de- 
manda negando  los  tres  motivos  de  nulidad  alegados  contra  el  esta- 
blecimiento otorgado  por  D.  Fernando  de  Mora  á  favor  de  D.  Juan 
Nadal  y  los  suyos,  que  habian  venido  pagando  todos  los  años  la  pen- 
sión estipulada  hasta  que  la  actora  se  habia  resistido  á  aceptarla,  con 
el  propósito  de  Intentar  esta  demanda,  á  pesar  de  lo  cual  se  hallaba 
dispuesta  á  cumplir  el  contrato  en  todas  sus  partes  ;  que  dicha  escri- 
tura, cuya  validez  nadie,  y  ménos  la  demandante,  podia  impugnar, 
era  el  título  en  que  se  fundaba  el  dominio  útil  que  él  y  su  lio  D.  An- 
tonio tenían  en  el  terreno  en  el  que  edificaron  las  casas  señaladas  res- 
pectivamente con  los  números  18,  20  y  22  ;  y  que  sin  duj|a  debían  ha- 
berse cumplido  todos  los  requisitos  legales  en  el  acto  de  establecimien- 
to, cuando  los  padres  de  la  actora  no  liabian  dudado  en  ratificar  su  va- 
lidez y  legitimidad,  por  sí  y  sus  sucesores  ,  obligando  sus  bienes, 
siendo,  por  tanto,  la  demandante  responsable  por  el  reconocimiento 
hechopor.su  madre  y  causante,  hallándose  tenida  á  la  evíceion  del 
contrato;  que  la  finca  no  era  vinculada,  pues  los  llamamientos  hechos 
por  D.  José  Mora  y  Pons,  no  tenían  otro  carácter  que  el  de  una  susti- 
tución vulgar  y  de  un  fideicomiso  familiar ;  y  que  Doña  Dorotea  de 
Vilardaga,  viuda  de  D.  Juan  Nadal,  no  tenía  interés  alguno  en  el  plei- 
to, porque  con  su  segundo  matrimonio  con  D.  Ramón  Prats  se  habia 
consolidado  el  usufructo  con  la  propiedad  : 

Resultando  que  D.  Antonio  Nadal  impugnó  asimismo  la  demanda, 
pretendiendo  por  vía  de  reconvención,  que  se  declarase  que  Doña  Mer- 
cedes de  Lianza,  en  virtud  de  la  promesa  de  su  madre  Doña  Rafaela,  se 
hallaba  inhibida  de  impugnar  el  establecimiento  otorgado  por  D.  Fer- 
nando de  Mora  á  favor  de  D.  Juan  Nadal  y  Pujóla,  por  causa  de  lesión, 
ni  por  ningún  otro  motivo  ó  causa  de  derecho;  y  que  por  la  infrac- 
ción de  la  promesa  solemne  de  su  causante,  que  se  la  condenase  al 
pago  de  los  perjuicios  y  costas  que  se  ocasionasen  en  este  pleito  : 
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Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba  se  suministró  por  las 
pártes  respecto  al  Estado  de  capacidad  mental  de  D.  Fernando  de  Mura 
y  al  valor  de  la  casa  y  terreno  establecido  en  eníiteusis;  y  que  el  Juez 
de  primera  instancia  dictó  sentencia  declarando  que  Doña  María  de  las 
Mercedes  de  Lianza  carecía  de  acción  para  impugnar  el  establecimien- 
to enfitéutico  otorgado  por  D.  Fernando  de  Mora  i  favor  de  D.  Juan 
Nadal  y  Pujóla  en  24  de  Diciembre  de  1847,  absolviendo  en  su  conse- 
cuencia á  los  demandados,  sin  especial  condenación  de  costas:* 

Resultando  que  interpuesta  apelación  por  la  demandante,  solicitó 
al  mejorarla  que  se  le  concediese  el  beneficio  de  la  restitución  in  inte- 
grum  por  el  tiempo  trascurrido  durante  la  incapacidad  de  su  tio  y 
causante  D.  Fernando  de  Alora,  añadiendo  á  la  solicitud  de  rescisión 
del  contrato  por  lesión  la  alternativa  de  que  pudieran  en  tal  caso  op- 
tar los  demandados  por  satisfacer  el  suplemento  del  precio  ó  valor  de 
la  finca: 

Resollando  que  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Bar- 
celona dictó  sentencia  en  4  de  Diciembre  de  1875  confirmando  la  ape- 
lada: 

Resultando  que  Doña  María  de  las  Mercedes  de  Danza  interpuso 
recurso  de  casación  respecto  á  los  ires  extremos  de  nulidad  alegados, 
por  haberse  infringido  á  su  juicio  : 

En  cuanto  al  referente  i  la  incapacidad  de  D.  Fernando  de  Mora: 

1°  Al  no  apreciarse  la  fuerza  probatoria  de  los  testigos  y  de  la  prue- 
ba documental  practicada  para  probar  la  incapacidad  mental  de  Don 
Fernando  de  Mora,  según  las  realas  de  la  sana  crítica,  estas  mismas 
reglas  que  se  invocaban  como  fundamentos  de  la  sentencia,  y  por  con- 
siguiente el  ait.  347  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  doctrina  legal 
consignada  en  las  leyes  18,  28,  33  y  40,  tít.  16,  Partida  3a  : 

2o  La  ley  Ia  y  la  42,  Digesto,  De  Uslibus,  que  establecen  reglas  para 
apreciar  el  valor  /eficacia  de  las  declaraciones  de  los  testigos  no  ta- 
chados : 

3°  La  doctrina  legal  consignada  por  este  Supremo  Tribunal  en  sen- 
tencias de  23  de  Diciembre  de  1857,  13  de  Junio  de  4862  y  27  de  Mar- 
zo de  1865,  s^gun  la  cual  la  Sala  sentenciadora  debe  atenerse  á  las 
prescripciones  de  la  razón  y  del  buen  sentido  : 

4°  La  doctrina  legal  también  consignada  por  este  Supremo  Tribu- 
nal en  sentenciare  41  de  Mayo  de  4875,  según  laque,  acreditado  el 
estado  habitual  de  falta  de  juicio  de  una  persona,  la  prueba  de  haber 
otorgado  esta  una  escritura  en  un  lúcido  intervalo,  correspondiente  al 
que  sostiene  la  validez  de  dicho  documento,  por  ser  el  intervalo  lúcido 
una  excepción  del  estado  habitual  del  que  se  halla  falto  de  juicio,  y  el 
principio  legal  de  que  la  prueba  incumbe  al  que  afirma  un  hecho  ex- 
cepcional en  que  pretende  fundar  su  derecho  ó  excepción,  y  no  al  que 
lo  niega  : 

5o  El  art.  281  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  trata  de  la  fuer- 
za probatoria  de  los  documentos  presentadas  en  juicio  : 

6o  La  doctrina  legal  admitida  por  los  Tribunales  y  consignada  por 
este  Supremo  en  sentencia  de  28  de  Diciembre  de  1 863,  de  que  la  inca- 
pacidad de  una  persona  para  gobernarse  á  sí  misma  y  administrar  sus 
bienes  puede  justificarse  por  testigos  que  sean  facultativos  y  también 
por  testigos  que  no  reúnan  dicha  cualidad,  la  cual  no  es  esencial  ni  la 
exige Jey  alguna,  mayormente  siendo  pública  y  notoria  la  incapacidad 
en  el  punto  de  la  residencia  del  loco  ó  demente  : 
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Y  7o  El  principio  de  derecho  de  que  la  primera  condición  que  se 
exige  para  que  sea  válido  un  contrato,  es  la  capacidad  de  los  contra- 
yentes para  contratar  y  obligarse,  pues  fallando  ésta  no  hay  términos 
hábiles  para  que  se  considere  como  válido  ningún  contrato;  principio 
establecido  <  n  la  ley  Ia,  Digesto,  lib.  *¿°,  tít.  14  De  pactas,  en  sus  pár- 
rafos 2o  y  3o,  en  los  párrafos  8o  y  10  de  la  Instituía  de  inutilibm  sli- 
pulat\onib%$,  y  en  la  ley  4a,  tít.  34,  Partida  7",  que  por  consiguiente 
se  habían  infringido,  así  como  la  jurisprudencia  consignada  por  este 
Supremo  Tribunal  en  sentencia  de  6  de  Noviembre  de  1848  : 

En  cuanto  á  la  nulidad  fundada  en  la  naturaleza  vincular  de  la 
finca : 

1o  La  voluntad  dei  testador  D.  José  Mora  y  Pons,  ley  en  la  materia, 
y  la  jurisprudencia  de  este  Supremo  Tribunal  en  sentencia  de  24  de 
Marzo  de  1857 : 

2o  La  doctrina  legal  también  consignada  por  este  Tribunal  Supremo 
«n  sentencia  de  30  de  Setiembre  de  1850,  de  que  las  palabras  del  testa- 
dor deben  ser  entendidas  llanamente,  asi  como  ellas  suenan,  con  arre- 
glo á  lo  que  dispone  la  ley  5a,  tít.  33,  Partida  7a,  y  la  consignada  en 
sentencia  de  10  de  Marzo  de  1863,  de  que  aun  cuando  la  designación 
de  heredero  hecha  á  favor  de  un  primogénito  con  llamamiento  subsi- 
diario de  sus  hermanos  y  de  los  hijos  de  éstos,  puede  decirse  que  es  un 
.  heredamiento  general;  sin  embargo,  si  después  de  éstos  se  llama  á  su- 
ceder en  los  bienes  á  los  descendientes  del  testador,  con  la  prevención 
de  que  ni  éstos  ni  aquellos  puedan  enajenarlos  para  que  así  se  conser- 
ven perpetuamente  en  la  familia,  como  estas  condiciones  por  su  ca- 
rácter de  perpetuidad  sólo  son  aplicables  á  los  mayorazgos  y  vínculos, 
no  puede  dudarse  que  el  testador  quiso  hacer  una  fundación  de  esta 
clase;  y  en  este  caso  la  sentencia  que  en  vez  de  considerarla  como  un 
vinculo  decia  que  era  una  sustitución  vulgar  fideicomisaria,  infringía 
la  voluntad  del  testador:  r 

3o  Los  artículos  V  y  3°  de  la  ley  de  1 1  de  Octubre  de  1820  y  Io  de 
la  de  28  de  Junio  de  1821,  que  prescriben  las  formalidades  que  habrán 
de  observarse  en  toda  enajenación  de  fincas  ó  bienes  que  fueran  vincu- 
lados, y  declaran  la  nulidad  de  todo,  de  enajenación  en  que  se  hubiesen 
aquellos  omitido  ;  y  la  doctrina  legal  establecida  por  este  Supremo 
Tribunal  en  sentencia  de  9  de  Octubre  de  1*61,  según  la  cual,  lo  mis- 
mo el  art.  3o  de  la  citada  ley  de  11  de  Octubre  de  1820  como  la  de  19 
de  Junio  de  1821,  exigen  para  la  validez  y  subsistencia  de  las  enajena- 
ciones de  bienes  que  hubiesen  sido  vinculados,  la  intervención  y  con- 
sentimiento de  los  inmediatos  sucesores,  y  en  su  defecto,  el  del  Síndico 
Procurador,  cuando  no  se  hubiese  realizado  precisamente  formal  tasa- 
ción y  división  de  dichos  bienes,  y  que  estos  defectos  no  se  subsanan 
ni  pueden  suplirse  ni  siquiera  por  la  intervención  del  mismo  inmediato 
sucesor  en  otras  enajenaciones  : 

4a  El  principio  de  derecho,  de  que  lo  que  se  hace  contra  prohibición 
expresa  de  la  ley,  es  esencialmente  nulo  ;  principio  consignado  en  la 
ley  5a,  Código,  De  legibus;  y  que  cuando  la  misma  ley  declara  la  nuli- 
dad de  un  acto,  no  puede  ésta  cubrirse  con  la  ratificación  ni  con  la 
prescripción,  porque  está  tocado  de  un  vicio  radical  que  le  impide  pro- 
ducir efecto  alguno:. 

5o  La  sentencia  de  este  Supremo  Tribunal  de  1 1  de  Octubre  de  1 865, 
«n  que  se  consigna,  que  las  leyes  60,  Digesto,  Dediversis  regulis,  y  10, 
tít.  24,  Partida  7a,  solo  hablan  del  caso  en  que  uno  ratifica  ó  tiene  por 
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firme  lo  que  se  ha  hecho  ó  gestionado  en  su  nombre  ;  y  la  de  M  de 
Marzo  de  1864,  según  la  cual  la  renuncia  de  un  derecho  especial  ó  de- 
terminado no  se  amplia  á  la  de  otro,  ni  tampoco  se  presume  rtnuncia- 
do  el  que  ignore  tener  el  renunciante,  doctrina  establecida  por  las  le- 
yes 19,  til.  6o,  Partida  6a,  y  12,  tit.  15,  libro  2o,  Digesto,  De  trama- 
ctionibus,  las  cuales  habían  sido  también  infringidas,  por  cuanto  Dona 
Rafaela  de  Mora  no  aprobó  aquella  escritura  de  establecimiento  en 
concepto  de  inmediata  sucesora  en  el  vínculo,  sino  bajo  otra  calidad  y 
con  relación  á  otra  herencia  distinta  de  la  del  vinculador  : 

6°  Si  se  consideraba,  además,  que  tanto  dicha  aprobación  como  las 
renuncias  ó  promesas  que  hizo  la  nombrada  Doña  Rafaela  en  lasóla 
calidad  de  sustituía  fideicomisaria,  condicionalmente  llamada  por  su 
padre  D.  Justino  respecto  á  los  bienes  y  herencia  de  éste,  fueron  todas 
condicionales,  habiendo  expresado  aquella  que  las  hacia  para  el  caso  y 
en  el  supuesto  de  justificarse  á  sn  favor  la  sustitución,  lo  cual  no  había 
tenido  efecto  por  premoriencia  de  la  suslituta  al  sustituido,  se  había 
infringido  igualmente  la  doctrina  consignada  por  este  Supremo  Tribu- 
nal en  sentencia  del!  de  Noviembre  de  1864,  de  que  para  fijar  los  lí- 
mites de  una  obligación  consignada  en  escritura  pública,  ha  de  aten- 
derse al  tenor  de  sus  condiciones,  sin  que  sea  exigible  ninguna  otra 
que  no  hubiese  sido  pactada;  pues  caso  de  exigirse  se  infringiría  el 
contrato  mismo,  así  como  el  principio  legal  de  la  eficacia  de  las  condi- 
ciones en  la  manera  en  que  aparezcan  haber  sido  estipuladas;  así  como 
la  sentencia  de  8  de  Febrero  de  4861 ,  según  la  que,  para  exigir  el  cum- 
plimiento de  una  obligación  eventual,  es  indispensable  que  haya  llega- 
do el  caso  previsto  en  el  convenio  ó  cumplido  la  condición  bajo  la  que 
se  contrajo  ;  de  donde  se  deducía  que  se  había  también  infringido  la 
ley  del  contrato  en  el  hecho  de  considerar  la  Sala  sentenciadora  que  á 
pesar  de  no  haber  llegado  el  caso  previsto  en  dicho  contrato,  era  éste 
obligatorio  para  la  recurrente  y  la  impedia  gestionar  como  inmediata 
sucesora  en  el  vínculo  creado  por  Ü.  José  Mora  y  Pons,  sin  tener  en 
cuenta  dicha  calidad  de  inmediata  sucesora  en  el  vínculo  que  adquirió 
á  la  muerte  del  poseedor  de  los  bienes  ántes  vinculados,  la  cual  le  atri- 
buía derechos  que  en  ningún  caso  podrían  considerarse  confundidos 
con  los  de  la  herencia  intestada  de  Doña  Rafaela,  de  la  que  se  había 
formalizado  oportunamente  inventario  ;  de  manera,  que  áun  en  el  su- 
puesto de  que  hubiese  llegado  el  caso  previsto  por  Doña  Kafaeia  de 
purificarse  á  su  favor  la  sustitución  ordenada  por  su  padre  D.  Justino, 
se  habría  también  infringido  la  ley  última,  libro  6°,  tít.  30  del  Código 
de  Justiniano ; 

Y  7o  Que  en  el  hecho  de  haberse  verificado  la  enajenación  como  se 
dejaba  dicho,  sin  tasación  ni  división  de  los  bienes  y  sin  el  consenti- 
miento del  inmediato  sucesor  que  había  de  preceder  al  acto  de  la  ena- 
jenación para  que  fuese  válida,  en  los  términos  que  establecía  el  art.  3* 
de  la  citada  ley  de  19  de  Junio  de  1821,  se  habia  infringido  también 
este  articulo : 

Respecto  á  la  rescisión  por  lesión  enormísima : 

Io  El  art.  317  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  por  cuanto  no  se 
habia  apreciado  la  prueba  testifical,  según  las  reglas  de  la  sana  cri- 
tica : 

2o  Las  reglas  de  sana  crítica  consignadas  en  las  leyes  18,  28,  3* 
y  40,  tit.  16,  Partida  3a;  la  2a,  tit.  II,  libro  H  de  la  Novísima  Reco- 
pilación y  la  12,  Digesto,  De  testibus,  acerca  del  valor  que  debe  darse 
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á  las  declaraciones  de  testigos  no  tachados,  y  la  doctrina  legal  esta- 
blecida por  este  Supremo  Tribunal  en  sentencia  de  23  de  Diciembre 
de  1857,  13  de  Junio  de  1862,  27  de  Marzo  de  1865  y  8  de  Octubre 
de  18«4  ;  según  la  cual  la  Sala  sentenciadora  debe  atenerse  á  las  pres- 
cripciones de  la  razón  y  del  buen  sentido,  que  son  reglas  de  una  criti- 
ca racional,  y  sólo  así  es  válida  su  apreciación,  así  como  la  establecida 
en  sentencia  de  30  de  Enero  de  4 865,  de  que  ni  el  precepto  de  la  ley 
moderna  es  absolutamente  contrario  á  la  legislación  antigua,  sitio  que 
ambas  están  conformes  en  cuanto  ésta  prescribe  reglas  de  sana  crí- 
tica : 

3o  El  art.  281  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  declara  cuándo 
son  eficaces  en  juicio  los  documentos  públicos;  y  la  doctrina  legal  de 
que  no  tiene  aplicación  la  disposición  del  art.  317  de  la  misma  ley  do 
Enjuiciamiento  civil,  cuando  el  f .« I lo  de  la  Audiencia  se  reíiere  á  la 
prueba  documental,  ni  cuando  se  dicta  la  semencia  apreciando  en  con- 
junto el  resultado  de  las  diferentes  pruebas  suministradas  : 

Y  4o  La  ley  152,  párrafo  3o,  Digesto,  De  regulis  ;wm,  y  10,  libro  4o, 
tit.  14,  Código,  según  las  cuales  el  que  ha  sido  engañado  y  perjudica- 
do puede  pedir  la  rescisión  del  contrato;  y  la  ley  áa,  tít.  44,  lib.  4o  del 
Código  de  Justiniano,  que  declara  que  por  causa  de  lesión  puede  tam- 
bién exigirse  la  restitución  de  la  cosa  vendida,  si  bien  podrá  el  com- 
prador optar  por  la  entrega  de  la  cosa  por  él  adquirida  ó  por  el  suple  - 
mentó  del  precio  ;  suplemento  que  no  habia  sido  ofrecido  por  los  de- 
mandados : 

Y  que,  por  último,  y  áun  cuando  no  existieran  ninguna  de  las  tres 
causas  de  nulidad  alegadas,  y  por  consiguiente  las  infracciones  cita- 
das, siempre  resultarían  infringidas  al  absolver  á  los  demandados,  la 
ley  13,  párrafo  27,  Digesto,  libro  19,  tit.  Io  y  la  doctrina  legal  con- 
signada por  este  Supremo  Tribunal  en  sentencia  de  20  de  Mayo  de 
4864,  de  que  la  ley  34,  tít.  14,  Partida  5a  prescribe,  léjos  de  repeler- 
la, la  declaración  de  nulidad  del  contrato  en  casos  específicos  de  dolo: 
Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Hilario  de  león  : 
Considerando  con  relación  á  la  nulidad  fundada  en  el  estado  de  in- 
capacidad mental  de  D.  Fernando  de  Mora,  que  apreciadas  en  coniun- 
to  por  la  Sala  sentenciadora  las  pruebas  periciales,  documentales  y  de 
testigos,  estimando  no  hallarse  probada  dicha  incapacidad  en  la  época 
del  otorgamiento  de  la  escritura,  no  es  impugnable  la  apreciación  del 
hecho  á  no  justificarse  que  al  hacerla  se  ha  infringido  alguna  ley  ó 
doctrina  legal  según  lo  tiene  declarado  este  Tribunal  Supremo,  y  que 
las  reglas  de  la  sana  crítica  que  se  citan  en  abstracto  en  los  motivos  Io 
y  3o  en  consonancia  con  el -art.  317  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  no 
constituyen  motivo  concreto  de  infracción  ;  siendo  inaplicables  las 
otras  leyes  y  doctrinas  citadas,  ó  por  estar  derogadas  como  la  1*  y  12, 
Digesto,  De  tetiibus,  fundamento  2°  por  la  citada  de  Enjuiciamiento;  ó 
por  hacer  supuesto  de  la  dificultad  como  las  de  los  motivos  4°  y  7o 
fundadas  en  estar  probada  la  demencia;  ó  por  alegarse  con  vaguedad 
y  sin  expresar  el  concepto  de  la  infracción,  como  se  verifica  con  el  ar- 
tículo 281  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  citado  en  el  quinto  motivo  ;  ó 
por  no  ser  pertinentes  á  cuestión  alguna  debatida  como  sucede  con  el 
sexto  motivo,  fundado  en  ser  aceptables  ciertos  medios  de  prueba, 
cuya  eficacia  no  puede  suponerse  negada  al  apreciarlos  todos  en  con- 
junto : 

Considerando  sobre  la  nulidad  fundada  en  la  naturaleza  vincular  de 
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la  Anca  estable» ida,  que  no  se  da  el  recurso,  de  casación  contra  el  fun- 
damento de  las  sentencias,  cualesquiera  que  sea  la  doctrina  que  se  ale- 
gue en  los  considerandos,  sino  contra  la  parte  dispositiva  ;  y  que  al 
absolver  la  sentencia  recurrida  á  los  demandados  no  infringe  la  volun- 
tad del  testador  ni  las  leyes  y  doctrina  que  se  citan  en  los  siete  moti- 
vos que  se  niegan  á  este  propósito,  puesto  que  dada  la  naturaleza  vin- 
cular de  la  finca,  que  es  el  fundamento  de  las  alegaciones  del  recur- 
rente, el  art.  4°  de  la  ley  de  28  de  Junio  de  1 8*1  autoriza  la  enajena- 
ción de  los  bienes  vinculados  sin  la  previa  tasación  obteniendo  el  con- 
sentimiento del  que  era  inmediato  sucesor  al  prestarlo,  y  que  en  este 
caso  concurrió  dicho  consentimiento  consignado  en  la  escritura  de 
aprobación  de  29  de  Enero  de  1848,  cuya  importancia  no  disminuyen 
las  palabras  empleadas  al  hacerlo  titulándose  el  otorgante  sucesor  in- 
mediato de  un  fideicomiso: 

Y  considerando  sobre  el  tercer  motivo  de  nulidad  fundado  en  la  le- 
sión, que  la  Sala  ha  apreciado  las  pruebas  en  uso  de  sus  atribuciones, 
estimando  no  probada  la  lesión  alegada,  sin  que  se  cite  contra  la  apre- 
ciación ley  ó  doctrina  legal  infringida,  pues  no  tiene  fuerza  de  tal  la 
de  las  reglas  de  lasaña  crítica  hecha  en  abstracto  en  el  primero  y  se- 
gundo fundamentos  ;  ni  la  cita  hecha  igualmente  sin  concretar  el  sen- 
tido en  el  tercer  motivo,  ni  son  aplicables  las  leyes  citadas  en  el  cuar- 
to fundamento,  ni  t  n  el  que  se  aduce  en  último  lugar  que  parten  del 
supuesto  no  deparado  de  haber  mediado  en  el  coatrato  engaño  6 
dolo ; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  Doña  María  de  las  Mercedes  de  Lianza 
y  de  Mora,  á  quien  condenamos  á  la  pérdida  de  la  cantidad  de  1 .000  pe- 
setas depositada,  que  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley,  y  en  las 
costas ;  y  líbrese  A  la  Audiencia  de  Barcelona  la  certificación  corres- 
pondiente, con  devolución  ile  los  documentos  que  ha  remitido. — (Sen- 
tencia publicada  el  «  de  Mayo  de  1877,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  25  de 
Agosto  del  mismo  año.) 
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Recurso  de  casación  (  9  de  Mayo  de  1877  ).  —  Pago  de  can- 
tidad. —  Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Donato  Mar- 
tin contra  la  sentencia  dictada  por  Iü  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
Madrid,  en  pleito  con  D.  Vicente  Teigeiro  Tapia,  Marqués  de  Villasan- 
te,  y  se  resuelve: 

Que  la  sentencia  en  que  se  condena  al  demandado  al  pago  de 
una  cantidad  como  resto  de  otra  que  era  en  deber  al  demandante,  el  que 
á  su  vez  tendría  que  satisfacer  ó  admitir  en  pago  una  suma  asi  como 
igualmente  á  cuenta  cualquier  otra  cantidad  que  el  demandado  jus  • 
tijlcara  tener  legalmente  satis/echa  y  no  le  hubiese  sido  abonada,  et 
congruente  y  conforme  con  la  petición  deducida  en  la  demanda,  para 
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que  se  condenase  al  demandado  al  pago  de  la  cantidad  que  resultare 
liquida  de  la  que  le  adeudaba  por  los  conceptos  expresados  en  dicha 
demanda,  y  por  lo  tanto,  no  infringe  la  ley  16,  til.  22  de  la  Partida  3% 
ni  la  jurisprudencia  consignada  por  el  Tribunal  Supremo. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  9  de  Mayo  de  1877,  en  los  autos 


de  primera  instancia  de  Arévalo  y  en  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  do 
este  distrito  por  D.  Vicente  Teigeiro  Tapia,  Marqués  de  Villasante,  con 
Don  Donato  Martin  Rodríguez  sobre  pago  de  pesetas. 

Resultando  que  por  documento  privado  de  29  de  Octubre  de  1865 
el  Marqués  de  Villasante,  D.  Luciano  Martin,  D.  Donato  Martin  y  otros, 
hasta  en  número  de  13  vecinos  y  propietarios  de  la  villa  de  Fuentes 
de  Año,  convinieron  en  comprar  por  de  todos  en  unión  y  mancomuni- 
dad todas  las  fincas  que  se  vendiesen  en  aquel  término  y  sus  coníines 
pertenecientes  á  bienes  nacionales,  estableciendo,  entre  otras  condi- 
ciones: segunda  ,  que  las  fincas  que. se  comprasen  por  la  Sociedad  se 
habían  de  dividir  en  acciones  de  1.000  duros  cada  una,  pudiéndose 
subdividir  cada  acción  por  mitades  y  cuartas  parles,  afianzando  cada 
socio  con  fincas  ó  personas,  relevándose  de  dar  fianza  á  los  que  toma- 
ran ménos  de  una  acción  ,  y  quedando  éstos  sujetos  á  ceder  á  la  Socie- 
dad las  fincas  que  les  correspondieran  no  satisfaciendo  los  pagos  en 
tiempo  oportuno,  abonándoles  las  cantidades  que  tupieren  satisfechas 
en  anualidades  vencidas;  tercera  ,  que  ningún  socio  poilria  vender  ni 
enajenar  su  parte  sin  permiso  de  la  Soeiadad  durante  los  años  que  du- 
rasen los  pagos  ;  cuarta  ,  que  las  fincas  que  se  comprasen  se  gubdivi- 
dirían en  razón  directa  de  las  acciones;  sexta,  que  los  gastos  que  se 
originasen  en  la  adquisición  de  las  fincas  que  se  comprasen  serian  pa- 
gados por  mancomunidad  por  los  socios  á  prorata  ;  octava  ,  que  los 
pagos  se  harían  al  tiempo  del  vencimiento  del  plazo  en  Arévalo  al 
Marqués  de  Villasante  ó  á  otro  socio  que  se  designase  en  lo  sucesivo; 
novena  ,  que  ningún  socio  podría  tomar  más  de  seis  accciones  de 
\  .000  duros  cada  una  y  ménos  de  una  cuarta  parte  de  acción ,  ó  sean 
5.000  rs.;  décima,  que  ningún  socio  podría  adquirir  directamente  ni 
por  segunda  ni  tercera  persona  finca  alguna  que  saliera  á  remate  de 
las  de  aquel  pueblo,  y  si  alguno  adquiría  una  ó  más  rachas  cedia  en 
la  Sociedad  la  porción  que  rematase  :  y  al  cumplimiento  de  este  con- 
trato se  obligaron  á  poner  en  sociedad  el  Marqués  de  Villasante,  Don 
Luciano  Martin  y  D.  Donato  Martin  seis  acciones  cada  uno  de  á 
1.000  duros,  y  los  demás  interesados  en  la  proporción  que  indican ,  sin 
perjuicio  de  admitir  á  los  demás  vecinos  y  por  las  cantidades  que  qui- 
sieran interesarse,  no  excediendo  las  cláusulas  expresadas  ;  á  conti- 
nuación del  relacionado  documento  y  con  fecha  2  de  .Enero  de  1866, 
se  halla  una  nota  firmada  «Lorenzo  Herrero,»  que  expresa  que  los  que 
componían  la  Sociedad  habían  acordado  se  admitiese  á  Lorenzo  Herre- 
ro suscribirse  en  ella  por  media  acción  ,  ó  sean  10.000  rs.,  y  que  en  lo 
sucesivo  no  se  admitiese  en  el  convenio  sujeto  alguno  por  haberse  pa- 
sado con  exceso  la  admisión  en  él : 

Resultando  que  en  5  de  Abril  de  1866,  reunidos  los  individuos  de  la 
Sociedad  D.  Teodosio  Gómez,  D.  Gregorio  Romo,  D.  Luciano  Martin, 
el  Marqués  de  Villasante,  D.  Julián  Alvarez  y  I).  Gregorio  Valle,  firma- 
ron una  acta  expresando  que,  habiéndose  hecho  presente  por  D.  Teo- 
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dosio  Gómez  la  separación  de  la  Sociedad,  fué  admitida  por  mayoría 
de  votos,  y  acordaron  se  admitiera  la  separación  de  los  demás  que  gus- 
tasen hacerlo,  en  virtud  de  lo  cual  pidieron  su  separación  D.  Gregorio 
Romo,  D.  Luciano  Marlin,  el  Marqués  de  Villasante  y  D.  Julián  Alva- 
rez,  que  igualmente  les  fué  admitida : 

Resultando  que  por  documento  privado  de  19  de  Noviembre  de 
«866  se  hizo  constar,  entre  otros  particulares,  que  por  la  mayoría  de 
la  Sociedad  se  acordó  disolver  6  separarse  de  ésta  para  lo  sucesivo,  asi 
corno  que  la  parte  que  correspondía  á  D.  Luciano  Martin  en  la  heredad 
de  D.  Donato  Martin,  se  la  cedia  á  éste,  y  que  la  correspondiente  al 
mismo  citado  D.  Donato  en  la  heredad  de  D.  Luciano  la  cedia  á  la  So- 
ciedad; cuyas  determinaciones  se  tomaron  por  acuerdo'  de  los  nueve 
socios  que  á  aquella  reunión  asistieron,  ontre  ellos  los  expresados  Don 
Luciano  y  D.  Donato  Martin  : 

Resultando  que  por  escritura  de  Ift  de  Enero  de  1869  el  Juez  de 
primera  instancia  de  Arévalo  vendió  á  D.  Vicente  Teigeiro  y  Tapia, 
Marqués  de  Villasante,  15' tierras  sitas  en  término  de  Fuentes  de  Año, 
Barroman  y  Raliegos,  que  pertenecieron  al  Beneficio  de  Raliegos  y  que 
fueron  puestas  en  venta  por  el  Estado  con  arreglo  á  las  leyes  de  Io  de 
Mayo  de  1855  y  II  de  Julio  de  4856,  rematándose  á  favor  del  Marqués 
como  mejor  postor  en  la  suma  de  i. 000  escudos,  á  pagar  en  10  plazos, 
el  cual  verificó  el  paco  del  primer  plazo,  expidiéndose  á  su  nombre  la 
correspondiente  carta  de  pago  en  5  de  Mayo  de  1856,  que  se  insertó  en 
la  escritura  : 

Resultando  que  por  parte  del  Marqués  de  Villasante  se  acudió  al 
•  Juzgado  de  Arévalo  en  9  de  Setiembre  de  1873  preparando  demanda 
ejecutiva  contra  D.  Donato  Martin  en  reclamación  de  6.252  reales  50 
eéntimos,  procedentes  de  plazos  y  contribuciones,  que  por  el  mismo 
Don  Donato  tenía  suplidos  al  Estado  por  la  compra  de  una  heredad  de 
tierras  procedentes  del  Beneficio  de  Raliegos  y  de  cuya  cantidad  le  era 
deudor,  según  liquidación  recientemente  practicada  entre  el  expresado 
Don  Donato  y  el  apoderado  del  Marqués,  pretendiendo  declarase  aquel 
bajo  juramento  indecisorio  al  tenor  de  los  particulares  que  interesaba, 
y  así  verificado  se  le  entregasen  las  diligencias  para  solicitar  en  sus 
escritos  lo  que  viere  convenir  á  su  representado: 

Resultando  que  no  habiendo  confesado  el  D.  Donato  Martin  los  par- 
ticulares necesarios  para  poder  solicitar  la  ejecución,  produjo  ni  Don 
Vicente  Teigeiro  Tapia,  Marqués  de  Villasante,  demanda  ordinaria 
pretendiendo  se  condenase  al  D.  Donato  Martin  al  pago  de  la  cantidad 
que  resultase  líquida  de  6.25Í  rs.  50  cénts.  que  se  le  adeudaba  por  los 
conceptos  expresados,  toda  vez  que  estaba  pronto  á  abonarle  á  cuenta 
de  aquella  suma  los  700  y  pico  de  reales  que  al  D.  Donato  le  debía  por 
abonaré  librado  á  su  favor,  con  imposición  además  al  demandado  de 
resarcimiento  de  perjuicios  y  todas  las  costas,  fundándose  en  que  el 
Mnrqués,  como  comisionado  al  efecto  por  el  demandado  y  demás  aso- 
ciados, se  interesó  en  el  remate  de  dicha  heredad  de  tierras  en  término 
de  Puentes  de  Año,  y  habiendo  recaído  en  él  como  mejor  licitador,  se 
otorgó  á  su  favor  la  correspondiente  escritura  pública  que  acompaña- 
ba, previo  el  pago  del  primer  plazo,  en  que  con  el  mismo  Marqués  se 
entendió  la  Hacienda  pública  para  hacer  efectivos  los  plazos  sucesivos, 
«orno  aparecía  evidenciado  por  los  siete  pagarés  que  presentaba;  que 
de  la  indicada  heredad  correspondieron  12  acciones  al  demandado,  y 
se  hallaba  éste  en  posesión  de  las  tierras  que  le  tocaron  en  la  división 
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ejecutada  ,  y  que  el  referido  D.  Donato  Martin  le  era  deudor  de  los 
6.251  rs.  50  cénts.  que  por  él  tenía  satisfechos;  6.000  como  importe  de 
seis  plazos  á  la  Hacienda  pública  y  los  restantes  252  rs.  50  cénts.  por 
razón  de  contribuciones: 

Resultando  que  D.  Donato  Martin  contestó  á  la  demanda  preten- 
diendo se  le  absolviera  de  ella  y  se  condenase  al  actor  á  que  cediese 
legalmente  ó  en  escritura  pública  al  D.  Donato,  previa  la  división  que 
se  hiciera  de  acuerdo  con  todos  los  socios,  las  lincas  que  le  correspon- 
dieran con  arreglo  á  las  acciones  por  qué  se  suscribió  en  dicha  heredad 
del  Beneficio  de  Haliegos,  y  á  que,  practicando  la  correspondiente  li- 
quidación de  cuentas,  recibiese  en  pago,  no  sólo  el  saldo  ó  resto  de  la 
comenzada  en  i 864,  y  que  es  mucha  más  cantidad  que  la  que  el  de- 
mandante fijaba,  sino  el  vino  y  otros  efectos  que  con  posterioridad  le 
tenía  entregados  el  Martin  ;  así  como  también  a  que  no  siendo  suscritor 
más  que  por  seis  acciones  cuando  le  pide  12,  se  le  absuelva  en  esta 
parte  igualmente  de  la  demanda,  con  imposición  de  todas  las  costas  al 
actor;  y  al  efecto  expuso:  que  habia  plus  peticionen  la  demanda, 
puesto  que  se  reclamaban  el  importe  de  12  acciones  cuando  D.  Donato 
Martin  no  se  suscribió  más  que  por  seis,  lo  cual  daba  lugar  á  que  éste 
sea  por  quito  de  ella  y  el  demandante  condenado  en  todas  las  costas; 
que  teniendo  que  hacer  una  liquidación  de  lo  que  el  Marqjués  (leuda- 
ba al  demandado  por  saldo  de  la  referida  cuenta,  así  como  del  importe 
de  ios  plazos,  gastos  y  contribuciones,  no  era  posible  fijar  la  cantidad 
que  el  demandado  le  adeudase,  ó  si  por  el  contrario  era  aquel  el  al- 
canzado, puesto  que  la  cuenta  que  se  decia  practicada  no  se  concluyó  , 
por  falta  de  justificantes,  ni  demostraba  se  terminase  el  hecho  de  no 
haberse  presentado  partida  por  partida  y  tal  como  se  hizo ;  que  estan- 
do obligado  el  Marqués,  como  comprador  de  la  heredad  del  Beneficio 
de  Haliegos,  á  ceder  á  la  Sociedad  las  fincas  adquiridas  por  él,  y  no 
habiéndolo  verificado,  puesto  que  la  escritura  estaba  hecha  en  su  nom- 
bre y  legalmente  sólo  él  podia  disfrutar  de  ella,  los  socios  no  estaban 
obligados  á  pagarle  cantidad  alguna  por  el  importe  de  precio  mientras 
no  se  las  traspasase  como  correspondía,  puesto  que  la  falta  de  cumpli- 
miento de  las  condiciones  de  un  contrato  dan  lugar  á  la  nulidad  de  la 
obligación  ;  y  que  el  haber  algunos  socios  particularmente  hecho  la 
división  de  las  (incas,  no  podia  perjudicar  al  D.  Donato,  que  no  la  ha- 
bia aceptado,  puesto  que  á  nadie  puede  obligársele  contra  su  voluntad 
y  sin  que  manifieste  su  asentimiento  ó  sea  convencido  en  juicio: 

Resultando  que  en  los  escritos  de  réplica  y  dúplica  reprodujeron  las 
partes  sus  respectivas  pretensiones  ;  que  recibido  el  pleito  á  prueba  se 
practicaron  las  que  cada  cual  propuso,  y  al  alegar  de  bien  probado, 
manifestó  el  actor  su  conformidad  en  admitir  á  cuenta  los  948  rs.,  im- 
porte del  documento  de  liquidación  expedido  por  su  administrador  á 
favor  del  demandado  : 

Resultando  que  seguido  el  juicio  pr.r  sus  trámites,  la  Sala  primera  . 
de  la  Audiencia  por  sentencia  de  4  de  Diciembre  de  1815,  confirmato- 
ria de  la  del  Juez  de  primera  instancia,  condenó  al  demandado  D.  Do- 
nato Martin  á  que  dé  y  pague  al  demandante  D.  Vicente  Teigeiro  y 
Tapia,  Marqués  de  Villasante,  la  cantidad  de  1.326  pesetas  12  y  medio 
céntimos,  ó  sean  5.304  rs.  50  céntimos,  que  por  los  plazos  3o  al  8o 
inclusive  y  contribuciones  era  en  deber  á  dicho  demandante,  el  que  á 
su  vez  tenía  que  satisfacer  ó  admitir  en  pago  948  rs.;  así  como  se  ad- 
mitirá igualmente á  cuenta  délas  1.326  pesetas  12  y  medio  céntimos 
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cualquiera  otra  cantidad  que  el  D.  Donato  Martin  justifique  á  su  tiem- 
po tener  legalmente  satisfecha  y  no  le  hubiese  sido  abonada,  absol  - 
viendo  al  actor  de  lo  á  su  vez  solicitado  por  D.  Donato  Martin  al  pre- 
tender se  condenara  al  D.  Vicente  Teigeiro  á  que  se  le  cediera  legal- 
mente ó  en  escritura  pública,  previa  división,  las  fincas  que  le  corres- 
pondieran con  arreglo  á  las  acciones  por  que  se  suscribió,  con  reserva 
al  mismo  D.  Donato  Martin  del  derecho  ó  derechos  de  que  se  concep- 
túe asistido,  para  que  en  la  vía  y  forma  correspondiente  pudiera  ejer- 
citarlos según  viere  convenirle,  sin  hacer  especial  condenación  de 
costas: 

Resultando  que  D.  Donato  Martin  interpuso  recurso  de  casación  por 
conceptuar  infringidas: 

Io  La  ley  16,  til.  22,  Partida  3',  y  la  jurisprudencia  consignada,  en- 
tre otras,  en  sentencia  de  26  de  Mayo  1866,  según  las  cuales  las  sen- 
tencias deben  ser  conformes  y  ajustadas  no  sólo  á  la  cosa  sobre  que 
contienden  las  partes,  sino  también  á  la  manera  en  que  facen  la  de- 
manda y  averiguamiento  ó  prueba  que  es  fecha  sobre  ella  ;  por  cuanto 
en  la  demandase  pide  una  cantidad  que  el  actor  dice  que  le  debe  Don 
Donato  Martin  según  liquidación;  es  decir,  que  á  partir  de  ésta,  re- 
clama una  suma  cierta  que  fija  y  determina,  miéntras  la  Audiencia  en 
su.  fallo,  en  vez  de  estimarlo  asi  ó  absolver  al  recurrente,  le  condena  al 
pago  de  5.304  rs.  50  céntimos,  sin  perjuicio  de  que  se  le  admita  á  cuen- 
ta de  dicha  suma' cualquier  otra  cantidad  que  justifique  á  su  tiempo 
tener  legalmente  satisfecha  y  no  le  hubiera  sido  abonada,  con  reserva 
al  mismo  del  derecho  ó  derechos  de  que  se  conceptúe  asistido: 

2o  La  ley, Ia,  tí t.  <°,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  por  cuan- 
to el  convenio  de  29  de  Octubre  de  1865  ha  debido  cumplirse  en  los 
mismos  términos  que  se  pactó;  y  si  según  él.  ningún  socio  podia  ad- 
quirir directa  ni  indirectamente  finca  alguna  que  saliese  á  remate 
en  Fuentes  de  Año,  sino  que  había  de  adquirirse  por  la  Sociedad,  el 
Marqués  faltó  á  esta  condición  al  comprar  para  sí  las  fincas  de  Ralie- 
gos,  y  recoger  la  carta  de  pago  en  este  sentido,  como  lo  demuestra  la 
escritura  de  16  de  Enero  de  1869;  y  la  sentencia  que  se  apoya  en  esta 
escritura  infringe  dicha  ley,  pues  condena  al  pago  di  la  cantidad  por 
plazos  y  contribución  de  una  finca  que  no  resulta  se  ha  comprado  por 
la  Sociedad,  condición  precisa  para  que  aquellos  se  pudieran  reclamar, 
sino  por  el  Marqués  de  Villasante  por  sí:  que  también  la  infringía  al 
condenar  al  recurrente  como  poseedor  de  \  %  acciones,  cuando  la  cláu- 
sula 9*  del  convenio  está  acreditando  que  para  los  efectos  de  la  Socie- 
dad no  puede  poseer  ninguno  de  los  que  la  constituyen  si«o  seis,  cua- 
lesquiera que  sean  las  propiedades  que  puedan  tener  aparte  de  la 
misma : 

Vistos,  siendo  Ponente  ol  Magistrado  D.  Alejandro  Benito  y  Avila: 
Considerando  que  la  sentencia  recurrida  por  la  que  se  "condenó  ai 
•    demandado  D.  Donato  Martin  al  pago  de  1 .326  pesetas  1 2  y  medio  cén- 
timos, 6  sean  5.304  rs.  50  céntimos  como  resto  de  6.252  rs.  50  cénti- 
mos que  por  los  plazos  del  3o  al  8o inclusive  y  contribución  era  en  deber 
al  demandante,  el  que  á  su  vez  tenía  que  satisfacer  ó  admitir  en  pago 
9 48  rs.,  asi  como  se  admitirá  igualmente  á  cuenla  cualquier  otra  can- 
tidad que  el  D.  Donato  Martin  justifique  á  su  tiempo  tener  legalmen- 
te satisfecha  y  no  le  hubiese  sido  abonada,  es  congruente  y  conforme 
con  la  petición  deducida  en  ia  demanda  para  que  se  condenase  al  de- 
smandado al  pago  de  la  cantidad  que  resultare  líquida  de  6.252  rs.  50 
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céntimos  que  le  adeudaba  por  los  conceptos  expresados  en  dicha  de- 
manda, y  que  por  lo  tando,  la  sentencia  no  ha  infringido  la  ley  16,  tí- 
tulo 22  de  la  Partida  3ft,  ni  la  jurisprudencia  que  se  cita  consignada 
por  este  Tribunal  Supremo  por  el  motivo  que  se  anuncia  en  el  recurso: 

Considerando  que  tampoco  lo  ha  sido  la  ta,  tít.  Io,  libro  <0  de  la 
Novísima  Recopilación,  pues  lejos  de  haberse  faltado  á  los  pactos  que 
contiene  el  convenio  de  29  dé  Octubre  de  1865,  la  sentencia  se  ajusta 
perfectamente  á  ellos,  puesto  que  resulta  demostrado  en  autos,  según 
apreciación  de  la  Sala  sentenciadora  contra  la  cual  no  se  ha  alegado 
infracción  de  ley  ni  doctrina  legal,  no  sjlo  que  la  heredad  llamada 
«Beneficio  de  Raliegos»  fué  adquirida  por  el  demandante  como  encar- 
gado del  D.  Dónalo  Martin  y  sus  consocios,  sino  que  el  demandado  es- 
taba poseyendo  y  disfrutando  las  seis  acciones  que  como  á  tal  le  cor- 
respondían y  que  las  otras  seis  las  había  adquirido  de  D.  Luciano  Mar- 
tin por  permuta  consentida  por  sus  compañeros  de  otras  seis  acciones 
que  les  correspondieron  de  la  heredad  llamada  de  Santa  María  del  Cu- 
billo en  Aldeavieja; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Donato  Martin,  á  quien  condena- 
mos en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  la  cantidad  de  221  pesetas  que  de- 
pósito,  que  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley;  líbrese  la  correspon- 
diente certificación  á  la  Audiencia  de  esta  corte,  con.  devolución  de  los 
documentos  remitidos. — (Sentencia  publicada  el  9  de  Mayo  de  1877,  é 
inserta  en  la  Gaceta  de  27  de  Agosto  del  mismo  año.) 
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Recargo  de  casación  (I I  de  Mayo  de  l$77).  —  Aprobación  de 
vxk  partición.  —  Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo 
no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Fernando  Fontan 
y  Rodríguez  contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Au-  , 
diencia  de  la  Coruña,  en  pleito  con  Fernando  Díaz  Manteiga,  y  se  re- 
suelve : 

Que  los  principios  de  derecho  que  se  supongan  infringidos  por  una 
sentencia,  no  pueden  ser  tomados  en  cuenta  para  fundar  la  casación ,  si 
además  de  ser  inaplicables  al  pleito  no  hubo  en  éste  discusión  sobre  los 
puntos  d  que  los  principios  alegados  se  refieren,  ni  sobre  los  mismos 
hubo  pronunciamiento  en  la  sentencia. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  1 1  de  Mayo  de  1877,  en  el  pleito  * 

fundiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ey,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Betanzos  y  en  la 
Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Coruña  por  Fernando  Fontan  y 
Rodríguez,  por  si  y  como  marido  de  Francisca  Fachal,  con  Fernando 
Diaz  Manteiga,  en  representación  de  su  mujer  María  Fachal  Bao,  sobre 
aprobación  de  una  partición  : 

Resultando  que  Fernando  Diaz  Manteiga,  como  marido  de  María 
Fachal  Bao,  entabló  la  demanda  objeto  de  este  pleito,  exponiendo:  que 
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eran  dueños,  en  unión  de  Fernando  Fontan,  Lúeas  Meizoso  y  José  Fa- 
riña, como  maridos  de  Francisca,  Antonia  y  Andrea  Fachal  y  Ventura 
Fachal,  del  lugar  de  Quintan,  que,  procedente  del  Cabildo  catedral 
de  Santiago,  había  poseído  su  abuelo  D.  Andrés  Fachal,  y  tuégo  su  pa- 
dre Luis  desde  el  año  1800,  cultivando  dicho  lugar  en  la  actualidad 
Fernando  Fontan  ;  que  convencidos  los  herederos  de  Luis  Fachal  de 
los  inconvenientes  que  tenía  !a  prohibición  de  los  bienes  que  compo- 
nían dicho  lugar,  acordaron  su  partición,  nombrando  de  común  acuer- 
do perito  que  la  practicó,  y  la  presentaron  ai  Juzgado  para  su  aproba- 
ción, á  laque  Fernando  Fontan  se  habia  opuesto  suponiendo  que  eran 
suyos  dichos  bienes  ;  y  á  fin  de  que  aquella  tuviese  efecto,  pidió  que 
se  aprobase  dicha  partición,  declarando  sin  ningún  valor  todo  docu- 
mento que  en  contrario  se  intentase  hacer  valer,  condenando  A  Fontan 
á  dejar  libre  y  á  disposición  del  demandante  el  cupo  que  se  le  habia 
adjudicado  : 

Resultando  que  Fernando  Fontan  impugnó  la  demanda  alegando: 

Sue  creyó  en  algún  tiempo  que  era  foral  dicho  lugar,  y  dueña  de  él  la 
acíenda,  y  persuadido  de  ello,  adquirió  de  Juana  Fachal,  viuda  de 
Manuel  Meizoso,  la  mitad  del  mismo  por  medio  de  un  documento  sim- 
ple registrado,  y  la  otra  mitad  de  Lúeas  Meizoso,  como  marido  de  An- 
tonia Fachal,  por  otro  documento  de  igual  clase  sin  registrar,  cons- 
tando en  ambos  documentos  por  manifestación  de  Jos  vendedores  que 
dicho  lugar  era  pensional  al  Cabildo  de  la  Catedral  de  Santiago : 
que  para  evitar  esta  carga,  acudió  á  la  Hacienda  solicitando  su  reden- 
ción, que  obtuvo  á  plazos,  y  careciendo  de  recursos  para  su  pago,  ce- 
dió su  derecho  á  D.  Ventura  Beade,  á  quien  seguía  pagando  48  ferra- 
dos de  centeno,  2.000  peros  pardos  y  dos  gallinas,  en  lugar  de  44  que 
ántes  eran,  comprometiéndose  Beade  á  pagar  á  la  Hacienda  los  plazos 
de  la  redención  ;  siendo  lo  cierto,  según  continúa  diciendo  el  deman- 
dado, que  los  vendedores  enajenaron  lo  que  no  era  suyo  ni  pensional  á 
la  Hacienda,  por  la  circunstancia  que  ésta  tenía  ambos  dominios  de 
dichos  bienes,  y  aunque,  salvas  las  indemnizaciones  por  la  misma  y 
expresados  vendedores  á  lo  que  diese  lugar,  no  puede  el  Fontan  apro- 
bar la  partija  de  que  se  trata,  pidiendo  en  consecuencia  que  se  declare 
improcedente  la  demanda : 

Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes,  dictó  sentencia 
el  Juez  de  primera  instancia,  que  confirmó  con  las  costas  la  Sala  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  la  Coruña  en  20  de  Junio  de  <«76,  declarando 
bien  hecha  la  partija  del  dominio  útil  de  los  bienes  del  lugar  de  Quin- 
tan á  que  se  referia  la  demanda,  y  aprobándola  en  su  consecuencia, 
entendiéndose  respecto  á  los  demandantes  y  demandado  y  á  los  «]ue 
habían  sido  notificados  legalmente  del  proveído  de  15  de  Abril  de  1874, 
y  mandando  que  en  su  día  se  dejara  á  disposición  de  Fernando  Diaz  y 
su  esposa  el  cupo  que  les  correspondiera  por  la  misma  partija  con  re- 
serva de  su  derecho  á  los  interesados  en  dicha  operación  que  no  ha- 
bían mostrado  su  conformidad  á  ella,  para  que  lo  ejerciten  si  vieren 
convenirles  respecto  de  la  misma,  y  á  Fernando  Fontan  por  lo  que  to- 
caba á  Jian  Fachal,  viuda  de  Manuel  Meizoso  y  Lúeas  Meizoso,  como 
marido  de  Antonia  Fachal,  la  acción  que  creyera  convenirles  las  ven- 
tas que  éstos  le  hicieron  de  dicho  lugar  y  con  imposición  de  costas  ü 
Fernando  Fontan  : 

Resultando  que  por  éste  se  interpuso  recurso  de  casación  por  ha- 
berse infringido  á  su  juicio: 


Digitized  by  Google 


* 


RECURSOS  Y  COMPETENCIAS.  455 

Io  El  principio  consignado  en  la  ley  Ia,  tít.  1*,  libro  10  de  la  Noví- 
sima Recopilación ,  en  cava  virtud  aparecía  vendido  al  recurrente  el 
dominio  útil  del  lugar  de  Quintan,  por  quien  tenia  la  posesión  legíti- 
tima  de  61,  según  reconocía  la  misma  sentencia  ; 

Y  2o  El  principio  inconcuso  de  derecho  de  que  la  compra- venta 
trasfiere  la  propiedad  de  las  cosas,  y  en  su  consecuencia  pertenece  ál 
recurrente  la  propiedad  y  dominio  de  la  parte  correspondiente  á  sus 
cuñadas  Juana  y  Antonia  Fachal  por  haberla  comprado  : 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Federico  Guzman  : 

Considerando  que  los  dos  principios  de  derecho,  referentes  el  uno 
al  cumplimiento  de  obligaciones  contraidas  según  la  ley  Ia,  tít.  1°,  li- 
bro 10  de  la  Novísima  Recopilación,  y  el  otro  á  que  por  la  compra-ven- 
ta se  trasfiere  al  comprador  la  propiedad  de  las  cosas,  que  se  invocan 
como  apoyo  del  recurso  en  los  motivos  primero  y  segundo  del  mismo, 
no  pueden  tomarse  en  cuenta  para  su  decisión,  no  sólo  porque  no  son 
aplicables  dichos  principios  al  caso  del  pleito  más  que  bajo  el  supuesto 
inexacto  que  establece  el  recurrente  de  la  existencia  de  una  obliga- 
ción, que  ni  áan  seftala  quién  la  contrajo  ni  el  motivo  ú  objeto  de  la 
-  misma,  y  de  haber  adquirido  los  bienes  del  lugar  de  Quintan  en  virtud 
del  contrato  de  compra-venta,  sino  porque,  además,  sobre  estos  dos 
dos  puntos  no  hubo  discusión  en  el  juicio,  y  acerca  de  los  mismos  no 
pudo  hacerse  ni  hizo  pronunciamiento  en  la  sentencia  ; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  Fernando  Fontan  y  Rodríguez,  por 
sí  y  en  la  indicada  representación,  A  quien  condenamos  por  razón  de 
*.  depósito  al  pago  de  1.000  pesetas,  que  satisfará  si  viniere  á  mejor  for- 
tuna, distribuyéndose  entóneos  con  arreglo  á  la  ley,  y  en  las  costas;  y 
líbrese  la  certificación  correspondiente  á  la  Audiencia  de  la  Coruña. — 
( Sentencia  publicada  el  1 1  de  Mayo  de  1 877,  é  inserta  en  la  Gacela  de  S7 
de  Agosto  del  mismo  año.) 
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Ileeureo  de  casación  en  la  forma  (II  de  Mayo  de  1877). 
—  Aprobación  de  un  convenio  celebrado  en  quiebra.  —  Se  declara 
por  la  Sala  tercera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  interpuesto  por  D.  Anto- 
nio González  Taraba  contra  la  sentencia  dictada  por* la  de  lo  civil  de 
la  Audiencia  de  Sevilla,  en  pleito  con  D.  Angel  Joánico  y  Gallegos,  y 
se  resuelve  : 

Io  Que  si  resulta  que  la  solicitud  de  declaración  en  estado  de  quie- 
bra se  presentó  en  escrito  de  Procurador  apoderado  del  único  interesa-  ' 
do  en  ta  casa  quebrada,  autorizado  además  con  la  firma  de  ésta,  no. 
existe  en  la  parte  que  la  formuló  ni  en  su  Procurador  la/alta  de  per- 
sonalidad á  que  se  contrae  el  núm.  2o,  art.  5o  de  la  ley  de  18  de  Junto 
de  1 870  sobre  reforma  de  la  casación  civil: 

V  Que  si  hecha  la  expresada  dicción  de  estado  de  quiebra  fueron 
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convocados  á  junta  de  acreedores  todos  los  que  lo  eran  de  la  casa,  y  al 
cumplirse  esta  exigencia  legal  fueron  debidamente  emplazadas  todas  las 
personas  que  debieron  serlo,  no  se  está  en  el  caso  Io  del  citado  ari.  5o 
de  la  mencionada  ley ; 

F3°  Que  la  alegación  sobre  síes  uno  sólo  el  interesado  en  ¿a  casa 
quebrada,  ó  lo  son  además  otras  personas  que  deberán  concurrir  al 
cumplimiento  de  las  obligaciones  de  la  misma,  es  propia  del  fondo  del 
negocio ,  y  del  convenio  celebrado  sin  afectar  á  la  forma  del  proce- 
dimiento. 

*  • 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  11  de  Mayo  de  1877,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  quebranta- 
miento de  forma,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  dis- 
trito de  Santiago  de  la  ciudad  de  Jerez  de  la  Frontera  y  en  la  Sala  de 
lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla  por  D.  Antonio  González  Taraba  cotí 
Don  Angel  Joánico  y  Gallegos  sobre  aprobación  de  un  convenio  veri- 
ficado en  la  quiebra  de  este  último  : 

Resultando  que  D.  Angel  Joánico  y  Gallegos  otorgó  poder  en  la 
ciudad  de  Jerez  de  la  Frontera  á  II  de  Junio  de  4875  á  favor  del  Pro- 
curador D.  ¿Manuel  de  la  Rosa  y  Roldan  para  que  le  presentase  en 
quiebra  ante  el  Juzgado  de  primera  instancia  correspondiente,  con  ti  - 
nuase  el  juicio  por  todos  sus  trámites  hasta  su  terminación,  y  para 
que  en  cualquier  estado  de  él  pudiese  presentar  los  convenios  que  con- 
siderase convenientes  para  el  otorgante  y  sus  acreedores: 

Resultando  que  acompañando  este  poder  un  balance  general,  que 
se  dice  ser  de  los  negocios  de  la  casa  de  comercio  establecida  en  dicha 
ciudad  de  Jerez  bajo  la  razón  de  Joánico  hermanos,  en  la  cual  era  úni- 
co interesado  D.  Angel  Joánico  y  Gallegos,  firmado  por  el  citado  Pro- 
curador D.  Manuel  de  la  Rosa,  por  Joánico  hermanos,  y  una  memoria 
ó  relación  de  las  causas  que  habian  motivado  la  quiebra  de  la  referida 
casa  de  Joánico  hermanos,  suscrita  por  los  mismos,  presentó  escrito  el 
referido  Procurador  á  nombre  de  D.  Angel  Joánico  y  Gallegos,  como 
único  interesado  de  la  casa  Joánico  hermanos,  con  fecha  26  de  Junio 
de  4875,  autorizado  por  Letrado  y  con  la  firma  de  Joánico  hermanos, 
manifestando  que  su  representado  era  comerciante  de  aquella  ciudad, 
y  que  habiendo  tenido  que  suspender  el  pago  de  sus  obligaciones  en 
22  de  aquel  mes,  solicitaba  se  le  declarase  en  estado  de  quiebra,  con- 
forme al  art.  1024 del  Código  de  Comercio,  y  se  procediese  á  lo  demás 
que  correspondiera  con  arreglo  á  derecho  : 

Resultando  que  por  auto  de  4°  de  Julio  se  declaró  en  estado  de  quie- 
bra á  D.  Angel  Joánico  y  Gallegos,  acordando  las  diligencias  preveni- 
das por  la  ley,  y  haciénduse  en  los  periódicos  los  anuncios  y  llama- 
mientos oportunos: 

Resultando  que  en  7  del  mismo  mes  presentó  escrito  el  Procurador 
Don  Manuel  de  la  Rosa  á  nombre  de  O.  Angel  Joánico  y  Gallegos,  como 
único  interesado  en  la  casa  de  comercio  establecida  en  aquella  ciudad 
con  el  titulo  As  Joánico  hermanos,  manifestando  que  á  pesar  de  haber 
encabezado  su  primer  escrito  en  la  misma  forma  que  éste,  se  habia 
consignado  en  los  edictos,  por  una  equivocación  involuntaria,  que  se 
habia  declarado  en  estado  de  quiebra  á  D.  Angel  Joánico,  en  vez  de  la 
casa  Joánico  hermanos',  que  como  las  obligaciones  conlraidas  por  su 
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representado  D.  Angel,  lo  estaban  con  la  firma  Joánico  hermanos,  po- 
día suceder  que  algunos  acreedores,  principalmente  los  de  fuera  de  la 
población,  entendieran  que  no  se  había  declarado  en  quiebra  á  su  re- 
presentado, sino  á  otro  comerciante  que  girase  con  la  firma  Angel  Joá- 
nico; y  que  con  objeto  de  evitar  reclamaciones  fundadas,  con  perjui- 
cio de  los  acreedores  y  del  deudor,  habia  suspendido  la  inserción  de  los 
edictos  en  el  Boletín  oficial  y  en  la  Gaceta,  y  solicitaba  que  se  le  en- 
tregasen nuevos  edictos  en  que  se  expresase  que  se  habia  declarado  en 
quiebra  á  la  casa  Joánico  hermanos,  y  se  hiciese  saber  esto  mismo  al 
Comisario  y  Depositario  nombrados  y  al  Administrador  de  Corret<s,  á 
quien  se  habia  ya  oficiado  para  la  intervención  de  la  correspon- 
dencia : 

Resultando  que  estimado  así,  y  convocados  en  igual  forma  á  junta 
los  acreedores,  presentó  eicrito  el  Procurador  D.  Manuel  de  la  llosa, 
acompañando  un  nuevo  poder  que  en  2  de  Julio  le  confirió  D.  Angel 
Joánico  Gallegos,  en  el  que  manifestó  que  en  el  especial  que  le  tenía 
conferido  para  que  lo  presentase  en  quiebra  en  el  Juzgado  correspon- 
diente, se  habia  omitido  que  el  mandato  lo  otorgaba  como  único  inte- 
resado en  la  casa  de  comercio  establecida  en  aquella  ciudad  con  el  nom- 
bre de  Joánico  hermanos,  y  para  que  nadie  pudiera  poner  en  duda  la 
personalidad  de  dicho  Procurador  para  representarlo  con  el  expresado 
carácter,  le  otorgaba  este  nuevo  poder,  por  el  cual  ratificaba  todas  las 
facultades  que  en  el  anterior  le  habia  conferido  ,  y,  si  necesario  fuese, 
se  las  conferia  de  nuevo  ;  poder  que  se  tuvo  por  presentado  y  se  unió 
á  los  autos : 

•Resultando  que  celebrada  en  2  de  Agosto  de  dicho  año  1875  la 
junta  general  de  acreedores,  se  concedió  al  quebrado  D.  Angel  Joánico 
y  Gallegos  por  la  mayoría  de  aquellos  una  espera  de  cuatro  años,  den- 
tro de  cuyo  término  ofreció  pagarles  la  totalidad  de  sus  créditos  sin 
interés  alguno  en  los  plazos  y  en  la  forma  que  expresó:  convenio  que 
se  publicó  en  los  periódicos  oficiales  para  conocimiento  de  los  que  tu- 
vieran derecho  á  oponerse: 

Resultando  quo  en  i  I  de  Agosto  compareció  D.  Antonio  González 
Taraba  acompañando  una  letra  de  cambio  y  un  pagaré  librados  en  Je- 
rez de  la  Frontera  por  Joánico  hermanos,  y  pidiendo  que  previa  de- 
claración de  nulidad  de  todo  lo  actuado,  se  denegase  la  aprobación  del 
convenio;  reservando  su  derecho  á  D.  Angel  Joánico,  para  que  en  su 
particular  usase  del  que  creyera  asistirle,  condenándole  en  todas  las 
costas;  alegando  que  bajo  la  razón  social  de  Joánico  hermanos  habia 
venido  girando  en  aquella  población  una  casa  de  comercio,  presen  Lin- 
dóse en  el  escritorio  y  dependencias  de  la  misma  varios  hermanos  que 
llevaban  el  apellido  de  Joánico,  y  dando  documentos  de  crédito  con 
aquella  firma  social;  cuyos  hermanos,  que  según  creía  eran  tres,  po- 
seían una  buena  fortuna;  <;ue  uno  de  ellos,  L).  Angel,  solicitó  la  decla- 
ración de  quiebra  como  único  interesado  de  la  casa  de  comercio  Joá- 
nico hermanos,  confiriendo  para  dicho  objeto,  y  en  su  particular,  un 
poder  á  D.  Manuel  de  la  Rosa;  y  que  el  Juzgado  desentendiéndose  al 
principio  de  la  frase  como  único  interesado,  habia  declarado  en  quie- 
bra á  dicho  D.  Angel  y  no  á  la  Sociedad  Joánico  hermanos,  pero  que 
comprendiendo  el  L).  Angel  que  no  salvaba  de  este  modo  á  sus  herma- 
nos, presentó  nuevo  escrito  al  que  recayó  providencia,  diciéndose  que 
se  declaraba  en  quiebra  á  D.  Angel  Joánico,  como  único  intensado  cu 
la  casa  de  comercio  Joánico  hermanos;  que  í»egun  de  público  se  decia, 
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no  se  había  otorgado  escritura  social  dt  niie  se  expresaran  los  socios  á 
cuyo  cargo  habia  de  estar  la  administración;  que  no  se  explicaba  el 

3ue  en  una  Sociedad  colectiva  hubiera  un  solo  interesado  que  pudiera 
escargará  los  demás  socios  colectivos  de  las  obligaciones  que  la  so- 
ciedad hubiese  contraído,  siendo  por  derecho  responsables  cada  uno  de 
ellos  con  todos  sus  bienes,  y  que,  por  lo  tanto,  estando  en  quiebra  la 
Sociedad  Joánico  hermanos,  no  bastaba  que  uno  de  los  socios  dijera 
que  era  el  único  interesado;  que  si  no  existia  la  Sociedad  indicada  Don 
Angel  Joánico  se  habia  atribuido  facultades  que  no  terina,  girando  con 
una  tirina  social  supuesta,  y  que  de  todas  maneras  nadie  podia  repre- 
sentar á  otro  ó  hacer  operaciones  á  su  nombre  sin  estar  legítimamente 
autorizado  para  ello : 

Resultando  que  la  casa  de  comercio  Argons  y  López,  de  Zara- 
goza, se  personó  también  en  los  autos,  oponiéndose  por  igual  motivo 
á  la  aprobación  del  convenio,  y  que  sostenida  su  validez  por  D.  Angel 
Joánico,  y  practicada  prueba  por  las  partes,  fue  aprobado  por  el  Juez 
de  primera  instancia  en  auto  de  27  de  Octubre  de  1875  : 

Resultando  que  interpuesta  apelación  por  González  Taraba,  la  Sala 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla  dictó  sentencia  en  24  de  Noviem- 
bre de  1876  declarando  no  haber  lugar  á  la  nulidad  pretendida,  y  con- 
firmando con  las  costas  el  auto  apelado  : 

Resultando  que  D.  Antonio  González  Taraba  interpuso  contra  esta 
sentencia  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  y  por  in- 
fracción de  ley,  fundándolo  en  cuanto  al  primer  extremo  : 

Io  En  el  caso  Io  del  art.  5o  de  la  ley  de  casación  civil,  de  falta  de 
citación  y  emplazamiento,  toda  vez  que  siendo  el  emplazamiento  en 
los  juicios  de  quiebra  la  convocatoria  que  se  hace  á  los  acreedores  del 
quebrado  para  la  primera  junta  general,  habia  debido  convocarse  en 
este  pleito  á  los  de  la  casa  de  comercio  Joánico  hermanos,  puesto  que 
á  la  establecida  en  Jerez  con  este  nombre  era  á  la  que  declaró  en  esta- 
do de  quiebra  D.  Angel  Joánico,  según  se  expresaba  en  la  súplica  del 
escrito  en  que  se  pidió,  y  en  vez  de  hacerlo  así,  se  habia  convocado  á 
los  acreedores  de  la  que  giraba  en  el  comercio  de  Jerez  con  et  nombre 
de  Angel  Joánico,  como  único  interesado  en  la  casa  de  comercio  Joáni- 
co hermanos  ; 

Y  2o  En  el  caso  2o  del  mismo  art.  5°,  de  falta  de  personalidad  en 
Don  Angel  Joánico  y  Gallegos  y  en  su  Procurador  para  presentar  en 
estado  de  quiebra  á  la  casa  de  comercio  Joánico  hermanos,  toda  vez 
que  los  hermanos  que  formaban  esta  casa  uo  habian  conferido  á  aque- 
llos el  poder  especial  para  solicitar  la  declaración  de  quiebra,  según 
se  previene  en  el  art.  1021  del  Código  de  Comercio;  puesdel  poder 
que  obraba  en  autos,  no  aparecía  conferida  aquella  facultad  á  D.  An- 
gel. Joánico,  y  mucho  ménos  al  Procurador  de  éste  D.  Manuel  de  la 
Rosa;  siendo,  por  tanto,  incuestionable  que  uno  de  los  que  figuraban 
en  parte  en  este  juicio,  carecia  absolutamente  de  personalidad: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Manuel  Almonací  y  Mora: 
Considerando  que  la  solicitud  de  declaración  en  estado  de  quiebra 
se  presentó  en  escrito  de  Procurador  apoderado  de  D.  Angel  Joánico, 
como  único  interesado  en  la  casa  Joánico  hermanos,  autorizado  además 
con  la  firma  de  .'oánico  hermanos ;  por  lo  cual  no  existe  en  la  parte 
que  la  formuló  ni  en  su  Procurador  la  falta  de  personalidad  á  que  se 
contrae  el  número  2o,  art.  5o  de  la  ley  de  18  de  Junio  de  1870,  sobre 
reforma  de  la  casación  civil : 
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Considerando  que  hecha  la  expresada  dicción  de  estado  de  quiebra 
fueron  convocados  á  junta  de  acreedores  todos  l<  s  que  lo  eran  de  la 
casa  de  que  queda  hecha  exposición,  y  que  al  cumplirse  esta  exigen- 
cia legal  fueron  debidamente  emplazadas  todas  las  personas  que  de- 
bieron serlo,  no  se  est¡í  en  el  caso  Io  del  citado  art.  5o  de  la  menciona- 
da ley : 

Considerando  que  la  alegación  propuesta  por  el  recurrente  sobre 
si  D.  Angel  Joánico  es  efectivamente  el  único  interesado  en  la  casa 
Joinico  hermanos,  ó  lo  son  además  otras  personas  que  deberán  concur- 
rir al  cumplimiento  de  las  obligaciones  de  la  misma,  es  propia  del 
fondo  del  negocio,  y  del  del  convenio  celebrado  sin  afectar  á  la  forma 
del  procedimiento ; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  interpuesto  por  Don 
Antonio  González  Taraba,  á  quien  condenamos  en  las  costas  y  á  la 
pérdida  del  depósito,  que  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley;  y  pasen 
los  autos  á  la  Sala'primera  de  este  Supremo  Tribunal,  para  que  res- 
pecto del  recurso  de  casación  interpuesto  por  infracción  de  ley,  provea 
lo  que  corresponda.  —  (Sentencia  publicada  en  H  de  Mayo  de  1877,  é 
jnserta  en  la  Gaceta  de  25  de  Julio  del  mismo  año.) 
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i  12  Apelación  por  denegatoria  de  recurso  de  casación  en 
asunto  de  Ultramar  ( 15  líe  Febrero  de  i  n77).—  Pa- 
go de  pesos. —  Se  revoca  por  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Supremo  el  auto  apelado  dictado  por  la  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  de  la  Habana,  que  denegó  la  admisión  del  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  ü.  Gustavo  Bock  con- 
tra la  sentencia  de  la  misma  Sala,  en  pleito  con  D.  José 
María  Rodríguez   5 

H3  Recurso  de  casación  ( 15  de  Febrero  de  1877).  —  Pago 
de  laudemio. —  Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribu- 
nal Supremo  no  haber  lugar  en  un  concepto,  y  en  otro 
haber  lugar,  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  la 
Sociedad  de  Crédito  y  Fomento  de  Barcelona  y  consortes, 
contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audien- 
cia de  aquel  territorio,  en  pleito  con  D.  Melchor  de  Bru- 
guera,  y  se  casa  y  anula  la  sentencia   7 

114  Recurso  de  casación  en  asunto  de  Ultramar  ( 15  de 
Febrero  de  1877). — Defensa  por  pobre.  — Se  declara  por 
la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Gustavo  Bock 
contra  el  auto  dictado  por  la  tercera  de  la  Audiencia  de 
la  Habana  que  le  denegó  el  beneficio  de  pobreza  para  li- 
tigar con  I).  José  María  Rodríguez  

115  Recurso  de  casación  (15  de  Febrero  de  1877).—  Anota- 
ción preventiva  de  una  hacienda  y  secuestro  de  unos  en- 
teres.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Su- 
premo no  haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casa- 
ción interpuesto  por  D.  Francisco  de  Paula  Gago  contra 
el  auto  dictado  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Se- 
villa, en  pleito  con  D.  Federico  García  Quijano  

116  Recurso  de  casación  (17  de  Febrero  de  1877).  —  Recla- 
mación de  la  mitad  de  los  bienes  que  constituyen  un  ani- 
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versario.—  Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  D.  Gregorio  León  Alonso  contra  la  sentencia 
dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Valladolid,  en 
pleito  con  0.  Patricio  Obregon  y  otros   ?í 

\  17  Recurso  de  casación  (17  de  Febrero  de  1877). — Pago  de 
cantidad  procedente  de  obras  en  cumplimiento  de  una  eje- 
cutoria.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Supremo  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  la  Compañía  del  ferro- carril  del  Norte  contra  la  sen- 
tencia dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Bur- 
gos, en  pleito  con  1).  Bruno  Arcocha,  y  se  casa  y  anulá 
la  sentencia  


1 1 8  Recurso  de  casación  ( 1 9  de  Febrero  de  1 877 ) .  —  Agrá- 
rios  en  la  partición  de  unos  bienes.  —  Se  declara  por  la 
Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Lúeas  Bajo  Mar- 
tínez contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  de  Sevilla,  en  pleito  con  Doña  Aurora  Qsuna  y 
González   3t 

1 19  Recurso  de  casación  ( 19  de  Febrero  de  1877).  —  Servi- 
dumbre negativa. —  Se  declara  por  la  Sala  primera  del 
Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  por  Francisco  Barreras  Pazos  contra  la  sen- 
tencia dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Co- 
rana en  pleito  con  Doña  Antonia  Martínez  Chan   39 

!  20  Competencia  ( 20  de  Febrero  de  1  877)  — Negativa  de  ser- 
vidumbre.— Se  decide  por  la  Sala  tercera  del  Tribunal 
Supremo  á  favor  del  Juzgado  municipal  de  Reinosa  la 
competencia  suscitada  con  el  de  igual  clase  del  distrito 
de  la  Magdalena  de  Sevilla,  sobre  conocimiento  del  acto 
de  conciliación  á  que  Doña  Rosalía  fiustamente  citó  á 
Don  Tomás  y  D.  Saturnino  Fernandez  González  sobre  que 
ninguno  de  éstos  utilizara  ni  usara  ninguna  clase  de  ser- 
vidumbre en  las  aguas  y  cauce  de  la  fábrica  de  la  Bar- 
cenilla,  propia  de  la  demandante   40 

12t  Recurso  dk  casación  ( 20  de  Febrero  de  1877).  —Aban- 
dono  de  un  cargamento. — Se  declara  por  la  Sala  primera 
del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de 
casación  interpuesto  por  D.  Cárlos  Hoppe  y  Compañía 
contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia de  Búrgos,  en  pleito  seguido  con  D.  Agustín  Gon- 
zález ^   4* 

122  Recurso  de  casación  (20  de  Febrero  de  1877). — Recia- 
macion  de  pensió?ies  de  un  ceuso.  —  Se  declara  por  la 
Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Rafael  de  Lianza 
y  Esquivel  contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil 


Digitized  by  Google 


ÍNDICE  DE  L\S  SENTENCIAS.  461 
NÚMEROS.  PÁGINAS. 

de  la  Audiencia  de  Barcelona  ,  en  pleito  con  D.  Salva- 
dor Reverter   48 


4 23  Recurso  de  casación  (21  de  Febrero  de  i Rll  —  Desem- 
bargo de  bienes.— $e  declara  por  la  Sala  primera  del  Tri- 
bunal Supremo  no  haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso 
de  casación  imterpueslo  por  María  del  Pino  Ojeda  con- 
tra el  auto  dictado  por  la  de  justicia  de  la  Audiencia  de 
las  Palmas,  en  pililo  con  D.  Juan  Cabrera  López   51 

1 24  Recurso  de  casación  (21  de  Febrero  de  1877). — Tercería 
de  dominio  y  preferencia  de  créditos. — Se  declara  por  la 
Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  Doña  María  Ferrer 
contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audien- 
cia de  Zaragoza,  en  pleito  con  D.  Justo  Arévalo,  Conde 

de  Rodezno   53 

125  Recurso  de  casación  (23  de  Febrero  de  \  877). — Reclama- 
ción del  importe  de  una  indemnización.— Su  declara  por 
la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  José  Berónda  y  Es- 
pina contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  de  Oviedo,  en  pleito  con  D.  Fernando  de  Lla- 
no, después  sus  sucesores   58 

<26  Recurso  de  casación  en  asunto  de  Ultramar  (23  de 
Febrero  de  1877). — Pago  del  importe  de  una  letra. — Se 
declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  la  ra- 
zón social  Marzan  hermanos,  contra  la  sentencia  dictada 
por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  en  plei- 
to con  D.  Francisco  de  Paula  Retortillo   62 

127  Recurso  de  casación  (23  de  Febrero  de  1877.)— .Pa^o  de 

pesetas. — Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  D.  Francisco  Roselló  y  Pujol  contra  la  senten- 
cia dictada  por  la  de  justicia  de  la  Audiencia  de  Palma 
en  pleito  con  D.  Juan  Muntaner  y  Vallespir  sobre  pago  de 
pesetas   67 

128  Recurso  de  casación  (24  de  Febrero  de  1877).  —Forma- 
ción de  un  inventario. — Se  declara  por  la  Sala  primera 
del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  á  la  admisión  del 
recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Luis  Guilhou  con- 
tra el  auto  dictado  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
Madrid,  en  pleito  con  D.  Numa  Guilhou   70 

129  Recurso  de  casación  (24  de  Febrero  de  1877).  —Petición 
de  herencia  y  declaración  de  heredero. — Se  declara  por  la 
Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  Doña  Ramona  García 
Comendera  contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil 
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de  la  Audiencia  de  la  Coruña,  en  pleito  con  Doña  Caroli- 
na Nicasia  Villamil  y  García,  y  se  casa  y  anula  la  senten- 
cia   71 

130  Recurso  de  casación  (24  de  Febrero  de  1877).— Sanea- 
miento de  una  finca. — Se  declara  por  la  Sala  segunda 
del  Tribunal  Supremo  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  por  Pedro  Juan  Mestres  y  Albons  contra  la 
sentencia  dictado  por  la  de  Justicia  de  la  Audiencia  de 
Palma,  en  pleito  con  Doña  Micaela  Carrió  y  hermanas,  y 

se  casa  y  anula  la  sentencia   75 

131  Recurso  de  casación  (27  de  Febrero  de  1877).— Cumpli- 
miento de  un  contrato. — Se  declara  por  la  Sala  segunda 
del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casa- 
ción interpuesto  por  D.  Plácido  Lesaca  contra  la  senten- 
cia dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Oviedo, 

en  pleito  con  D.  Manuel  Riera   78 

1 3t  Recurso  de  casación  (27  de  Febrero  de  1877). — Entrega 
de  bienes. — Se  declara  ;  ur  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casaciou  inter- 
puesto por  D.  Francisco  Vaz  y  Dieguez  contra  la  semen- 
cia dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Coru- 
ña, en  pleito  con  Doña  Isabel  Rúa  Martinez   83 

133  Recurso  de  casación  (27  de  febrero  d*  1877).— Cumpli- 
miento de  un  remate. — Se  declara  por  la  Sala  primera  del 
Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  á  la  admisión  del  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Juan  de  Dios  Ma- 
clas contra  el  auto  dictado  por  la  de  justicia  de  la  Au- 

cia  do  las  Palmas   86 

134  Recurso  de  casación  (?8  de  Febrero  de  1877). — Cumpli- 
miento de  un  contrato  .Se  declara  por  la  Sala  primera 
del  Tribunal  Supremo  no  haber  Jugar  al  recurso  de  casa- 
ción interpuesto  por  D.  Jáime  Baguñá  contra  la  senten- 
cia dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelo- 
na, en  pleito  con  D.  Francisco  Escriu   87 

135  Recurso  de  casación  (28  de  Febrero  de  1877).— Declara- 
ción de  heredero  y  entrega  de  bienes. — Se  declara  por  la 
Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  haber  lugar  al  recur- 
so de  casación  interpuesto  por  D.  Juan  Sabadell  Lloverás 
contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia de  Barcelona,  en  pleito  con  Doña  Hermenegilda 
Sabadell  Corbella,  y  se  casa  y  anula  la  sentencia   89 

136  Recurso  de  casación  (Io  de  Marzo  de  1877). — Bendición 
de  cuentas. — Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  D.  Rafafel  Sevillano  y  üceda,  contra  la  sen- 
tencia dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Ma- 
drid, en  pleito  con  Doña  Tomasa  Sevillano   91 
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4  37  Recübso  de  casación  (2  de  Marzo  de  4  877).— Defensa  por 
pobre.— Se  declara  por- la  Sala  primera  del  Tribunal  bu- 
premo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  D.  Joaquín  Schmid  contra  la  sentencia  dictada  por  la 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  Don 
Francisco  Camacho  y  D.  Genaro  Martin  de  Vidales   95 

138  Recurso  de  casación  (2  de  Marzo  de  1877).— Pago  de  can- 
tidad.—Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Su- 
premo no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpues- 
to por  D.  Joaquín  Berdú  y  Martínez  contra  la  sentencia 
dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Albacete,  en 
pleito  con  D.  Pedro  Jiménez  Morcillo.  :   96 

439  Recurso  de  casación  en  la  forma  (15  de  Febrero  de  1877). 
— Devolución  de  unos  talones  de  depósito.  —  Se  declara 
por  la  Sala  tercera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar 
al  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma 
interpuesto  por  D.  Andrés  Balaguer  contra  la  sentencia 
dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona, 

en  pleito  con  Doña  Filomena  Fagés  y  Martí   99 

440  Recurso  de  casación  en  la  forma  (2  de  Marzo  de  1877). — 
Pago  de  cantidad.  —  Se  declara  por  la  Sala  tercera  del 
Tribunal  Supremo  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
por  quebrantamiento  de  forma  interpuesto  por  D  José 
González  Ojeda  contraía  sentencia  dictada  por  la  de  jus- 
ticia de  la  Audiencia  de  Las  Palmas,  en  pleito  con  Don  - 
Francisco  Doreste,  y  se  casa  y  anula  la  sentencia   101 

4  41  Recurso  de  casación  en  asunto  de  Ultramar  (3  de 
Marzo  de  1877).  —  Pago  de  cantidades.  —  Se  declara  por 
la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Adolfo  Márquez 
Sterling  contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de 
la  Audiencia  de  la  Habana,  en  pleito  con  la  Sociedad  Gra- 
taco's,  Quesada  y  Compañía   405 

442  Recurso  de  casación  (5  de  Marzo  de  1 877). — Mejor  dere- 
cho d  los  bienes  de  unas  capellanías.  —  Se  declara  por  la 
Sala  primera  del  Tribuna]  Supremo  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Antonio  José  López 
Sánchez  contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de 
la  Audiencia  de  Granada,  en  pleito  con  D.  Manuel  García 
Ledesma  ,   412 

4  43  Recurso  de  casación  en  asunto  de  Ultramar  (5  de 
Marzo  de  1877). — Pago  de  cantidad.  —  Se  declara  por  la 
Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  Doña  Dolores  Alva- 
rez  de  Bada  contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil 
de  la  Audiencia  de  la  Habana,  en  pleito  con  D.  José 
Reyes   4  46 
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1  44  Recurso  de  casación  (5  de  Marzo  de  1877).  —  Retracto.— 
Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Pablo 
Pérez  contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  de  Valladolid ,  en  pleito  con  D.  Bernardino 
Alonso,  y  se  casa  y  anula  la  sentencia   111 

145  Recurso  de  casación  (5  de  Marzo  de  1877).  —  Reclama- 
ción de  bienes.  — Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tri- 
bunal Supremo  no  haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso 
de  casación  interpuesto  por  Doña  María  de  los  Angeles 
López  Cervantes  contra  el  auto  dictado  por  la  de  lo  civil 
de  la  Audiencia  de  Granada,  en  pleito  con  D.  Francisco 
Gallardo  López   113 

146  Competencia  (5  de  Marzo  de  1877).  —  Nulidad  de  la 
venia  de  una  muía. —Se  declara  por  la  Sala  tercera  del 
Tribunal  Supremo  mal  formada  la  competencia  suscitada 
entre  el  Juez  municipal  de  San  Martin  de  Rubiales  y  el 
de  igual  clase  de  Sepúlveda  sobre  conocimiento  del  juicio 
verbal  entablado  por  Doroteo  Valcabado  contra  Julián 
Pérez   124 

1 47  Recurso  de  casación  (8  de  Marzo  de  1877}.  —  Pago  de  un 
legado.  —  Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Su- 
premo haber  lugar  al  recurso*  de  casación  interpuesto  por 
Doña  Mercedes  Sancho  y  Chia  de  Escofet  contra  la  sen- 
tencia dictada  por  la  de  justicia  de  la  Audiencia  de  las  Pal- 
mas, en  pleito  con  Doña  Aurora  y  Doña  Olimpia  Diaz 
Aguilar,  y  se  casa  y  anula  la  sentencia   1 25 

148  Recurso  de  casación  (8  de  Marzo  de  1877).  —  Cumplí  - 
miento  de  un  contrato.  —  Se  declara  por  la  Sala  primera 
del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casa- 
ción interpuesto  por  D.  Pedro  González  Ortiz  y  consortes 
contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia de  Albacete,  en  pleito  con  D.  Juan  Rueda  Espar- 
tero  1 39 

149  Recurso  de  casación  (8  de  Marzo  de  1877).  —  Pago  de 
pesetas.  —  Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  Doña  María  Montón  y  Sancho  contra  la  sen- 
tencia dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Ma- 
drid, en  pleito  con  D.  Baltasar  Mata  y  García   133 

1 50  Recurso  de  casación  (8  de  Marzo  de  1 877) .  —  Restitución 
de  minerales.  —  Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tri- 
bunal Supremo  no  haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso 
de  casación  interpuesto  por  D.  Enrique  Calvet  y  Lara 
contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia de  Madrid,  en  pleito  con  D.  Feliciano  Ramirez 

de  A  re  Dan  o  ,   138 
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151  Recürso  de  casación  (10  de  Marzo  de  1877J.  —  Pago  de 
cantidad.  —  Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  D.  Eusebio  Castro  contra  la  sentencia  dictada 
por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con 
Doña  Paula  Sanz  García   1 40 

158  Recurso  de  casación  (10  de  Marzo  de  1877).  —  Expro- 
piación de  terrenos.  —  Se  declara  por  la  Sala  primera  del 
Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  á  la  admisión  del  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  u.  Gregorio  de  las  Po- 
zas contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  de  Cáceres,  en  pleito  con  D.  Fernando  Fernan- 
dez Villegas   143 

153  Recurso  de  casación  (12  de  Marzo  de  1877).  —  Defensa 
por  pobre.  —  Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  inter- 

Susslo  por  I).  Miguel  Márcella  contra  la  sentencia  dicla- 
a  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  que  le  de- 
negó el  benéticio  de  pobreza  para  litigar  con  D.  Francisco 
Blanco  del  Valle   «44 

154  Recurso  de  casación  (1 3  Marzo  de  1877).— Tercería  á  bie- 
nes embargados  á  una  casa  quebrada.  — Se  declara  por  la 
Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  logar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  la  sociedad  Pérez  y 
García  Porrúa  é  hijos  y  consortes  contra  la  sentencia  dic- 
tada por  Ih  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Burgos,  en  plei- 
to con  Doña  Antonia  Prieto  Labat   1 45 

155  Recurso  de  casación  (  13  de  Marzo  de  1877). —  Reduc- 
ción de  alimentos  provisionales.  —  Se  declara  por  la  Sala 
primera  del  Tribunal  Supremo  hab.T  lugar  al  recurso  de 
casación  interpuesto  por  Doña  Manuela  Puente  y  Gómez 
contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Au 
diencia  de  la  Coruña  ,  en  pleito  con  Doña  Josefa  y  Doña 
Cándida  Gómez,  y  se  casa  y  anula  la  sentencia   150 

156  Recurso  de  casación  ( 1 4  de  Marzo  de  1877).  —  Pago  de 
una  renta/oral. — Se  declara  por  la  Sala  primera  del 
Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  por  D.  Juan  Estéban  de  Temes  contra  la  sen- 
tencia dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Co- 
ruña ,  en  pleito  con  Doña  Dolores  Fernandez  Yebra   15J 

157  Recurso  de  casación  (14  de  Marzo  de  1877).  —  Mejor 
derecho  á  ¿os  bienes  de  una  capellanía.  —  Se  declara  por 
la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  Alonso  Cañamero 
Collado  contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de 
la  Audiencia  de  Cáceres,  en  pleito  con  D.  Bartolomé  Cha- 
morro y  el  Ministerio  fiscal   156 

tomo  xxxvi.  59 
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158  Recurso  de  casación  (14  de  Marzo  de  1  Sil).  —  Desahu- 
cio por  falta  de  pago. — Se  declara  por  la  Sala  primera 
del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  á  la  admisión  del 
recurso  de  casación  interpuesto  por  Ü.  José  María  Tor- 
quemada  contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil 
de  la  Audiencia  de  Madrid  ,  en  pleito  con  D.  José  Fonta- 

guú*  Gargollo   160 

1 59  Recurso  de  casación  (14  de  Marzo  de  1877).  —  Cumpli- 
miento de  una  ejecutoria  recaída  en  pleito  sobre  rescisión 
y  recalcación  de  una  división  de  bienes.  —  Se  declara 
por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lu- 
gar al  recurso  de  casación  interpuesto  por  el  curador  ad 
litem  del  menor  D  Francisco  Goppola  contra  la  senten- 
cia dictada  por  la  de  lo  civil  de  h  Audiencia  de  Madrid, 

en  pleito  con  D.  Juan  Goppola   162 

160  Recurso  de  casación  (14  de  Marzo  de  1877).  —Pago  de 
I       cantidad.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal 

Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  D.  Francisco  Alcalá  Lumbreras  contra  la  sen- 
tencia dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevi- 
lla, en  pleito  con  D.  Trifon  María  Azpitarte   166 

161  Recurso  de  casación  (16  de  Marzo  de  1877).  —  Cumpli- 
miento de  un  contrato  de  compra-venta. — Se  declara  por 
la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  á 
la  admisión  del  recurso  de  casación  interpuesto  por  Vale- 
riano Vázquez  Hernández  contra  la  sentencia  dictada  por 
la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Valladolid ,  en  pleito  con- 
tra D.  Pablo  San  José  Martin  y  D.  Francisco  Santos  San 

José   nt 

162  Recurso  de  casación  (10  de  Marzo  de  1877). — Reivindi- 
cación de  bienes. —  Se  declara  por  la  Sala  primera  del 
Tribunal  Supremo  no  haber  lu^ar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  por  Josefa  López  Dieguez  contra  la  senU  ncia 
dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Coruña, 

en  pleito  con  D.  José  Taboada  y  consortes   171 

163  Recurso  de  casación  (16  de  Marzo  de  1877). — Entrega 
de  un  hijo.  —  Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Supremo  no  haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  ca- 
sación interpuesto  por  D.  Aniceto  River  Martin  contra  la 
sentencia  dict  da  por  la  de  |o  civil  de  la  Audiencia  de 
Madrid  ,  en  autos  de  jurisdicción  voluntaria  con  Doña 
Adelaida  Labandera  Marco  de  River   174 

164  Recurso  de  casación  (17  de  Marzo  de  1877).  —  Embargo 
preventivo. — Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Supremo  no  haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  ca- 
sación interpuesto  por  D.  Joaquín  Diaz  Tezanos  contra  la 
sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Se- 
villa, en  pleito  con  la  raz,on  social  J.  P.  Echecopar   175 
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165  Recurso  de  casación  en  la  forma  en  asunto  de  Ul- 
tramar (19  de  Marro  de  1871).-—  Pago  de  cantidad. — 
Se  déclara  por  la  Sala  tercera  del  Tribunal  Supremo  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  quebrantamiento 
de  forma  interpuesto  por  D.  Francisco  Feliciano  Ibañez 
contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  tercera  de  la  Au- 
diencia de  la  Habana  ,  en  pleito  con  la  Sociedad  Cail  y 
Compañía   176 

166  Recurso  de  casación  ( 49  de  Mareo  de  1877  ). — Adjudica- 
ción de  los  bienes  de  una  capellanía.— Se  declara  por  la 
Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  José  Velazquez  y 
Fernandez  contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de 
la  Audiencia  de  Oviedo,  en  pleito  con  Ü.  José  Antonio  Ve- 
gega  y  A¡  agüelles  y  hermanos   180 

167  Recurso  de  casación  (  20  Marzo  de  1877  ).— Pago  de  un 
préstamo  á  la  gruesa.Se  declara  por  la  Sala  primera 
del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  ca- 
sación interpuesto  por  la  razón  social  J.  R.  Valdeavellano 
y  compañía  contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil 
de  la  Audiencia  de  Valencia,  en  pleito  con  la  razón  social 
While  Llano  y  Morand   186 

168  Recurso  de  casación  (  28  de  Marzo  de  1877). —  Nulidad 
de  un  laudo  arbitral. — Se  declara  por  la  Sala  primera  del 
Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  por  D.  Jaime  Grifoils  y  Ferrer  contra  la  sen- 
tencia dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Bar- 
celona, en  pleito  con  D.  Félix  Vfay  Rafols  y  D.  José  Rau- 

rell   192 

169  Recurso  de  casación  en  asunto  de  Ultramar  (  21  de 
Marzo  de  1877 ).— Desahucio  de  una  casa» — Se  declara 
por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar 
al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  José  Antonio 
Ayala  contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  de  la  Habana,  en  pleito  con  D.  Jacinto  Vila.. .  195 

170  Recurso  de  casación  (  21  de  Marzo  de  1877 Embargo 
preventivo. — Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Supremo  no  haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  ca- 
sación interpuesto  por  Ü.  Benito  Otero  Rosillo  contra  el 
auto  dictado  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid, 

en  pleito  con  D.  Juan  Fernandez  Corredor   201 

171  Recurso  de  casación  (  21  de  Marzo  de  1877  ). — Reclama- 
cion  de  renta  /oral. — Se  declara  por  la  Sala  primera  del 
Tribunal  Supremo  haber  lugar  al  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  Teresa  Barreira  y  consortes  contra  la  sen- 
tencia dictada  por  l.i  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Co- 
ruña,  en  pleito  con  D.  Pedro  Romero  y  Romero,  y  se  casa 

y  anuíala  sentencia   202 
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171  Recurso  de  casación  (  22  de  Marzo  de  I M7 ).— Retracto 
comunero  de  acciones  de  varias  sociedades  mineras.  — -Se 
declara  por  la  Sala  primara  del  Tribunal  Supremo  no  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Anto- 
nio Abellan  Poñuela,  Marqués  de  Almanzora,  contra  la 
sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
Granada,  en  pleito  con  D.  José  Molina  Sánchez   206 

173  Recurso  de  casación  (23  de  Marzo  de  1877).  —  Mejor 
derecho  á  los  bienes  de  un  patronato.  —  Se  declara  por  la 
Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Ruperto  García 
Peña  contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la 
Audieucia  de  Madrid,  en  pleito  con  D.  Miguel  Callejo  y 
sus  Herederos   *15 

•74  Recurso  de  casación  (23  de  Marzo  de  1877).  —  Pago  de 
cantidades  .—Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  Doña  Dolores  Rabí  de  Grós  contra  la  senten- 
cia dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audieucia  de  Barcelo- 
na, en  pleito  con  D.  José  Garriga  y  consortes   tlí> 

175  Competencia  (24  de  Marzo  de  1877). — ,  Pago  de  canti- 
dad.—  Se  decide  por  la  Sala  tercera  del  Tribunal  Supre- 
mo á  favor  del  Juzgado  de  primera  instancia  de  Pamplo- 
na la  competencia  suscitada  con  el  de  igual  clase  del  dis- 
trito del  Mercado  de  Valeucia,  sobre  conocimiento  de  la 
demanda  interpuesta  por  D.  Ignacio  Aramburu  contra  los 
hermanos  D.  José  y  D.  Ignacio  Llorens   226 

176  Recurso  de  casación  en  asunto  de  Ultramar  (26  de 

Marzo  de  1 877 j .  —  Nulidad  de  plazos  convenidos  para  el 
pago  del  precio  de  la  mitad  de  un  ingenio.  —  Se  declara 
por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar 
al  recurso  de  casación  intei  puesto  por  el  Banco  de  Cuba 
contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  Justicia  de  la  Au- 
diencia de  Santiago  de  Cuba,  en  pleito  con  la  sucesión 
de  D.  José  María  Porluondo   229 

177  Recurso  de  casación  (26  de  Marzo  de  1877). — Liquidación 
de  cuentas  y  cobro  de  su  alcance. — Se  declara  por  la  Sala 

S limera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso 
e  casación  interpuesto  por  D.  Lamberto  Vital  contra  la 
sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Se- 
villa, en  pleito  con  la  compañía  del  ferro  carril  de  Cór- 
doba á  Sevilla   237 

178  Competencia  (26  de  Marzo  de  1877).  —  Pago  de  cantidad. 
—  Se  decide  por  la  Sala  tercera  del  Tribunal  Supremo 

.  á  favor  del  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de 
Palacio  de  Barcelona  la  competencia  suscitada  con  el  de 
igual  clase  de  Santo  Domingo  de  Málaga,  sobre  conoci- 
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miento  de  la  demanda  entablada  por  D.  Federico  Boada 
contra  D.  Joaquín  Servet   24 1 

f  79  Recurso  de  casación  en  asunto  de  Ultramar  (28  de 
Mareo  de  1817).  —  Restitución  de  varios  esclavos  y  sus 
jornales.  — Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  D.  Manuel  Clemente  contra  la  sentencia  dic- 
iada por  la  de  lo' civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  en 
pleito  con  Doña  María  Josefa  Festa,  Marquesa  viuda  de 
Villalva   244 

180  Recurso  de  casación  (31  de  Mario  de  1877).  —  Entrega 
de  aceite  ó  devolución  de  parte  de  su  precio.  —  Se  declara 
por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar 
al  recurso  de  capación  interpuesto  por  D.  José  Martin 
Rondan  contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  de  Sevilla,  en  pleito  con  D.  Ramón  María  Peña.  253 

181  Recurso  de  casación  (31  de  Marzo  de  1877).  —  Declara- 
ción de  subsistencia  de  un  censo,  pago  de  atrasos  y  otor- 
gamiento de  escritura  de  reconocimiento  — Se  declara 
por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Mariano  Tellez 
Girou,  Duque  de  Osuna,  contra  la  sentencia  dictada  por 
la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Valladolid,  en  pleito  con 
el  Ayuntamiento  de  Manganeses  de  la  Polvorosa,  y  se  casa 

y  anula  la  sentencia   257 

182  Recurso  de  casación  (31  de  Marzo  de  1877). — Pago  de 
reales.  —  Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Su- 
premo no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  D  Diego  Ramos  y  Robles  contra  la  sentencia  dictada 
por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla,  en  pleito  con 
Doña  María  de  la  Concepción  Amigo  y  Doña  Teresa 
Illana   261 

183  Recurso  de  casación  (2  de  Abril  de  1877).  —  Pago  de 
reales  —  Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Su- 
premo no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  D.  Hilario  Ruiz  y  Ortiz  contra  la  sentencia  dictada 
por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito 

con  D.  José  Ayuso   267 

184  Recurso  de  casación  (2  de  Abril  de  18'7).  — Abono  del 
importe  del  mineral  extraído  de  una  mina.  —  Se  declara 
por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar 
á  la  admisión  del  recurso  de  casación  interpuesto  por  hon 
José  Ruiz  Medina  contra  el  auto  dictado  por  la  de  lo  civil 
de  la  Audiencia  de  Granada,  en  pleito  con  D.  Antonio 

del  Castillo  y  Cobo...   271 

185  Competencia  (2  de  Abril  de  1877).  —  Pago  de  réditos  de 
una  cantidad,  —  Se  decide  por  ia  Sala  tercera  del  Tribu-  . 
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nal  Supremo  á  favor  del  Juzgado  de  primera  instancia 
de  la  Puebla  de  Alcocer,  la  competencia  suscitada  con  el 
de  igual  clase  de  Jaén  sobre  conocimiento  de  la  demanda 
entablada  por  D.  Juan  Blazquez  contra  D.  Juan  Vergara.  175 

186  Recurso  de  casación  (3  de  Abril  de  1877).— Pag o  de  canti- 
dad.—  Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Su- 
premo no  haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casa- 
ción interpuesto  por  D.  Luis  González  Martínez  contra  la 
sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
Madrid,  en  pleito  con  D.  Francisco  Villanueva   274 

187  Recurso  de  casación  (4  de  Abril  de  1 877 ) .  —  Elevación  á 
escritura  pública  del  inventario  y  partición  de  unos  He- 
nes. — Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supre- 
mo no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Don  Javier  Romero  contra  la  sentencia  dictada  por  la  de 
lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Coruña,  en  pleito  con  Don 
Vicente  Romero   275 

• 

188  Recurso  de  casación  (4  de  Abril  de  1877).— Pertenencia 
de  dos  garles  de  una  dehesa). — Se  declara  por  la  Sala  pri- 
mera del  Tribuíial  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de 
casación  interpuesto  por  I).  Panlaleon  Irisarri  contra  la 
sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Cá- 
ceres,  en  pleito  con  Doña  Agustina  Orellana  y  Bravo   179 

189  Recurso  de  casación  {5  de  Abril  de  1877).  —  Aprovecha- 
miento de  aguas. — Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tri- 
bunal Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  D  Máximo  Chulvi  y  Lledó  contra  la  sen- 
tencia dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Valen- 
cia, en  pleito  con  D.  Ernesto  Rendós  y  Ciñó   286 

\ 90  Recurso  de  casación  (6  de  Abril  de  1 877).  —  Nulidad  de 
un  testamento  cerrado. — Se  declara  por  la  Sala  primera 
del  Tribunal  Supremo  no  huber  lugar  a  los  recursos  de 
casación  interpuestos  por  D.  Micuel  Fernandez  de  la  Oliva 
y  consortes  contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil 
de  1 1  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  I)  Angel  Alon- 
so Relana   190 

191  Recurso  de  casación  (6  de  Abril  de  1877).  —  Aprovecha- 
miento de  aguas  de  riego.  —  Se  declara  por  la  Sala  pri- 
mera del  Tribunal  Supremo  no  haber  lagar  al  recurso  de 
casación  interpuesto  por  D.  Joaquín  Avendaño  contra  la 
sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la 
Coruña,  en  pleito  con  D.  Eugenio  Fernandez  de  Torres  y 
otros   19ft 

191  Recurso  de  casación  (9  de  Abril  de  1877).—  Defensa  por 
pobre. — Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Su- 
premo no  haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casa- 
ción interpuesto  por  D.  Rafael  de  la  Bastida  contra  la 
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sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  do 
Sevilla,  que  le  denegó  el  beneficio  de  pobrefa  para  liti- 
gar con  Ü.  Antonio  Benitez  Criado   300 

193  Recurso  de  casación  ( 9  de  Abril  de  1  877) .  —Indsmniia- 
cion  de  perjuicios.  —  Se  declara  por  la  Sala  primera  del 
Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  porD.  Valerio  Rosell  contra  la  sentencia  dic- 
tada por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  en 
pleito  con  Don  Francisco  Portóla*   301 

194  Recurso  pe  casación  (9  de  Abril  de  (877).— Nulidad  de 
una  escritura. — Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tri- 
bunal Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  D.  Luis  y  Doña  Vicenta  Deliran  de  Lis  con- 
tra la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
de  Valencia,  en  pleito  con  la  Sociedad  denominada  Cré- 
dito Valenciano   303 

195  Recurso  de  casación  (10  de  Abril  de  1877). — Entrega  de 
'   de  valores. — Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal 

Supremo  no  haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  ca- 
sación interpuesto  por  las  Compañías  de  los  caminos  de 
hierro  de  Ciudad-Real  á  Badajoz  y  de  Almorchon  á  Bel  - 
mez  contra  el  auto  dictado  por  la  de  lo  civil  de  Madrid  en 
el  incidente  :le  ejecución  de  sentencia  del  pleito  con  Don 
Pedro  Alvarez  Carballo  y  D.  Enrique  Bengoechea   307 

196  Recurso  de  casación  (10  de  Abril  de  1877).  —  Formación 
de  un  juicio  de  testamentaria.  —  Se  declara  por  la  Sala 
primera  del  Tribunal  Supremo  firme  la  sentencia  dictada 
por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito 
seguido  por  Doña  Carmen  Pujol  con  Doña  María  Culell 

y  otros   308 

197  Recurso  de  casación  (11  de  Abril  de  1877). — Pago  de  rea- 
les procedentes  de  perjuicios.— Se  declara  por  la  Sala  pri- 
mera del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de 
casación  interpuesto  por  la  Compañía  del  ferro-carril  del 
Norte  contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  D.  Federico  Ortiz  y 
López   310 

198  Recurso  de  casación  (12  de  Abril  de  1877). — Tercería  de 
dominio.  — Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpues- 
to por  D.  José  Briones  y  Várela  contra  la  sentencia  dicta- 
da por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Coruña,  en 
pleito  con  Doña  María  Piñeiro  y  Borrajo  y  otros   314 

199  Recurso  de  casación  (12  de  Abril  de  1877).  —  Cumpli- 
miento de  una  sentencia  arbitral).— Se  declara  por  la  Sala 
primera  del  Tribunal  Supremo  haber  lugar  al  recurso  de 
casación  interpuesto  por  D.  Jacobo  López  Cepero  contra 
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la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
Sevilla,  en  plfito  con  D.  Francisco  Teodomiro  López  Ce- 
pero,  y  se  casa  y  anula  la  sentencia   320 

200  Recurso  de  casación  (12  de  Abril  de  1877). — Devolución 
de  cierta  cantidad  y  cancelación  de  escrituras  hipoteca- 
rias.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Su- 
premo tío  haber  lu^aral  recurso  de  casación  interpuesto 

,  por  0.  Francisco  Galvez^p  Bonilla  y  consortes  contra  la 
sentencia  dictada  por  In^Je  lo  ri vil  de  la  Audiencia  de 
Granada,  en  pleito  con  L).  Pedro  Bordenave   324 

201  Recurso  de  casación  (13  de  Abril  de  1877). — Pago  de  can- 
tidades.—Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Su- 
premo no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  D.  Juan  Joaquín  Viralta  contra  la  sentencia  dictada 
por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito 

con  Doña  Paula  Ramoneda   332 

202  Recurso  de  casación  (13  de  Abril  de  1877). — Reivindica- 
ción de  una  heredad. — Se  declara,  por  la  Sala  primera  del 
Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  por  D.  Ramón  Garcés  y  Sánchez  contra  la 
sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
Madrid,  en  pleito  con  Doña  Catalina  Mendoza  de  la 
Guarda  >   334- 

203  Recurro  de  casación  (  I  i  de  Abril  de  1877  ). — Acumula- 
ción y  suspensión  de  un  interdicto. — Se  declara  por  la 
Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  á  la 
admisión  del  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Ino- 
cencio Vilardebó,  como  gerente  del  ferro  carril  compos- 
telano  contra  el  auto  dictado  por  la  <le  lo  civil  de  la  Au- 
diencia de  la  Coi  uña,  en  pleito  con  Juan  Slephenson. . . .  337 

204  Recurso  de  casación  (  14  de  Abril  de  1877). — Tercería 
de  dominio.— declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  D  Juan  de  Clemente  y  Pineda  contra  la  sen- 
tencia dictada  por  la  «le  lo  civil  de  ta  Audiencia  de  Sevi- 
lla, en  pleito  con  D.  José  Sánchez  Rubin   339 

205  Competencia  (  16  de  Abril  de  1877  ). — Pago  de  cantidad. 
— Se  decide  por  la  Sala  tercera  del  Tribunal  Supremo  á 
favor  del  Juzgado  de  primara  instancia  de  Lorca,  la  com- 
petencia suscitada  con  el  de  igual  clase  de  Huercal  Overa 
sobre  conocimiento  de  la  demanda  entablada  por  Doña  Jo- 
sefa Santos  Pareja  contra  D.  Pedro  Sánchez,  sobre  pago 

de  cantidad   341 

206  Recurso  de  casación  (  18  de  Abril  de  1877  ).— Reclama- 
ción de  bienes. — Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tri- 
bunal Supremo  haber  lugar  al  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  D.  Benito  Searez  Vázquez  contra  la  sentencia 
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dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Coruña, 
en  pleito  con  D.  José  María  Romero,  y  se  casa  y  anula  la 
sentencia   342 

107  Recurso  de  casación  (  18  de  Abril  de  1877). — Entrega 
de  un  testimonio  de  hijuela. — Se  declara  por  la  Sala  pi  i  - 
mera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  D.  Juan  Garrido  Marrón 
contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia de  Madrid,  en  pleito  con  O.  Antonio  y  Duña 
Cármen  Sánchez  Herrera  .   346 

208  Recurso  de  caíacion  ( 19  de  Abril  de  1877)  .—  Mrjor  de- 
recho á  los  bienes  de  una  capellanía  laical— declara 
por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lu- 
gar al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  José  La- 
leona  contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  de  Zaragoza,  en  pleito  con  D.  Joaquín  Maria 
Cejador  %   349 

209  Recurso  de  casación  (20  de  Abril  de  1877  Reclama- 
ción de  pesetas.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tri- 
bunal Supremo  haber  lugar  al  recurso  de  casación  inter- 

Suesto  por  ü.  José  Velazquez  Bobillo  contra  la  sentencia 
tetada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Oviedo,  en 
pleito  con  D.  Manuel  Menendez  y  otros,  y  se  casa  y  anu- 
la la  sentencia  t   354 

210  Recurso  de  casación  en  asunto  de  Ultramar  (  21  de 
Abril  de  1877). — Rescisión  de  un  contrato  ó  entrega  de 
pesos. — Se  d* clara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Su- 
premo no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  D.  Olto  Does  contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  Santiago  de  Cuba,  en  pleito  con 

Don  Juan  Paadin   357 

211  Recurso  de  casación  (21  de  Abril  de  1877)  —Indemni- 
zación de  perjuicios. — So  declara  por  la  Sala  primera  del 
Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  por  D.  Miguel  Aldabó  contra  la  sentencia 
dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Valencia,  en 
pleito  con  la  Sociedad  del  ferro  carril  de  Almansa  á  Va- 
lencia y  Tarragona  y  D.  José  Campo   362 

212  Recurso  de  casación  en  la  forma  (21  de  Abril  de  1877). 
,  — Interdicto  de  obra  nueva. — Se  declara  por  la  Sala  ter- 
cera del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de 
casación  por  quebrantamiento  de  forma  interpuesto  por 
Don  Juan  Cervilla  y  Várela  contra  la  sentencia  dictada  por 
la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Granada,  en  pleito  con 

Don  Antonio  Estenaga   365 

213  Apelación  por  denegatoria  de  recurso  de  casación  en 
la  forma  en  asunto  de   Ultramar   (21  de  Abril 

TOMO  XXXVI.  60 
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de  1877).—  Tercería  de  dominio.— Se  confirma  por  U  Sala 
tercera  del  Tribunal  Supremo  el  auto  dictado  por  la  Sala 
de  justicia  de  la  Audiencia  de  Puerto-Rico,  que  declaró 
no  haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  por 
quebrantamiento  de  forma,  interpuesto  por  D.  Lorenzo 
Cayol,  en  pleito  con  la  Sociedad  C.  F.  Storer  y  Compa- 
ñía y  otros   368 

Si 4  Apelación  por  denegatoria  de  recurso  de  nulidad  por 
quebrantamiento  de  forma  (21  de  Abril  d*  1877). — 
Rendición  de  cuentas  de  tutela.  —  Se  confirma  por  la 
Sala  tercera  del  Tribunal  Supremo  el  auto  dictado  por  la 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Coruña  denegatorio  del 
recurso  de  nulidad  por  quebrantamiento  de  forma  inter- 
puesto por  D.  Manuel  Valdés,  en  pleito  con  D.  José  Rey 
Villardcfrancos   370 

215  Recurso  de  casación  (23  de  Abril  de  1877).— Pago  de 
cantidades  ó  dejación  de  ¡incas.  —  Se  declara  por  la  Sala 
primera  del  Tribunal  Supremo  haber  lugar  al  recurso  de 
casación  interpuesto  por  Doña  Soledad  López  de  Sahajo- 
sa,  y  no  haber  lugar  al  que  interpuso  D.  Jerónimo  Nuñez 
Flores  contra  la  semencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  de  Albacete  en  pleito  entre  los  mismos,  y  se 

casa  y  anula  la  sentencia   373 

216  Recurso  de  casación  en  asunto  de  Ultramar  (24  de 

Abril  de  1877).—  Tercería  de  dominio.  —  Se  declara  por 
Sala  la  primera  del  Tribunal  Supremo  haber  lugar  á  la 
admisión  del  recurso  de  casación  inlerpuesto  por  D.  Fran- 
cisco G  mez  de  la  Maza  contra  la  sentencia  dictada  por 
la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  en  pleito  con 
D.  Miguel  Valdés  Chacón  y  otro,   382 

217  Recurso  de  casación  (2o  de  Abril  de  1 877) .  — Restitu- 
ción de  frutos  por  ciertas  porciones  de  terrenos  en  unas 
dehesas.  —  Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  D.  Pedro  García  Picón  contra  la  sentencia 
dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Cáceres,  en 
pleito  con  D.  José  Obando  y  otros   38S 

218  Recurso  de  casación  (26  de  Abril  de  ^ 877).  —  Agravios 
á  una  varticion  de  bienes.  —  Se  declara  por  la  Sala  pri- 
mera del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de 
casación  interpuesto  por  D.  Pedro  Pagan  y  Ayoso  y  con- 
sortes contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  de  Albacete,  en  pleito  con  D.  Antonio  Fontes 

y  Gontreras  y  otros   38* 

219  Recurso  de  casación  (26  de  Abril  de  1877).  —  Nulidad 
de  una  cédula  testamentaria.  —  Se  declara  por  la  Sala 
primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recur- 
so de  casación  interpuesto  por  D.  Baldomero  Sánchez 
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Ortiz  contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  de  Granada  ,  en  pleito  con  D.  Andrés  Moreno 
Suarez  y  otros  

220  Recurso  de  casación  («6  de  Abril  de  1877).  —  Reclama- 
ción de  daños  y  perjuicios  por  falla  de  cumplimiento  de 
un  contrato.  —  Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribu- 


puesto  por  D.  Tiburcio  Ch  avarri  y  Alisal  contra  la  sen- 
tencia dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Búr- 
go«,  en  pleito  con  D.  Eusebio  García  Lejarraga   407 

221  Recurso  de  casación  (27  de  Abril  de  1877).  —  Deslinde 
y  partición  material  de  la  sétima  parte  de  una  casa.  —  Se 
declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Jáime 
Noches  v  Calatayud  contra  la  sentencia  dictada  por  la  de 
lo  civil  de  la  Audiencia  de  Valencia  ,  en  pleito  con  Vi- 
cente Nidos  y  Llopis   4H 

2Í2  Recurso  de  casación  (27  de  Abril  de  1877). — Reivindi- 
cación de  fincas.  —  Se  declara  por  la  Sala  primera  del 
Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  en  parte  y  en  parte 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Don 
Manuel  Casas  y  Font  contra  la  sentencia  dictada  por  la 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con 
D.  José  Prats  y  Batllía  y  otros,  y  se  casa  y  anula  ta  sen- 
tencia  412 

223  Recurso  de  casación  (28  de  Abril  de  1877).  —  Pago  de 
cantidades  procedentes  de  un  seguro.  —  Se  declara  por  la 
Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  la  Compañía  Catalana 
de  Seguros  contra  incendios  á  prima  fija  contra  la  sen- 
tencia dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Bar- 
celona, en  pleito  con  D.  Tomás  llocaberti  de  Lameto   417 

224  Recurso  de  casación  (28  de  Abril  de  1877).  —Anotación 
preventiva.  —  Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribu- 
nal Supremo  no  haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de 
casación  interpuesto  por  D.  José  María  Ossorio  y  Carba- 
jal ,  Duque  de  Sessa  ,  contra  la  sentencia  dictada  por  la 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid  ,  en  pleito  con  Don 

Juan  Jiménez  de  Sandoval ,  Marqués  de  la  Rivera   423 

225  Recurso  de  casación  (3  de  Mayo  de  1877).— Devolución 
de  un  talón  ó  del  importe  del  mismo  ¿  intereses.  —  Se  de- 
clara por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  haber 
lugar  en  parte  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Don 
Sal  vio  Al  mató  contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con  D.  José 

Prat ,  y  se  casa  y  anula  la  sentencia   424 

226  Recurso  de  casación  (3  de  Mayo  de  1877).  —  Pago  de 


nal  Supremo  no  haber  1 


de  casación  inter- 
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cantidad.  —  Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  D.  Rafael  y  U.  Bartolomé  la  Bastida  y  Rome- 
ro contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  de  lo  cítü  de 
la  Audiencia  de  Sevilla,  en  pleito  con  D.  Antonio  Beni- 
tez  Criado   427 

227  Recurso  de  casación  (3  de  Mayo  de  1877). — Declara- 
ción de  propiedad  de  varias  fincas  y  nulidad  de  una  es- 
critura.—  Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  D.  Ramón  Ocampo  y  Breijo  contra  la  senten- 
cia dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Coru- 

ña,  en  pleito  con  D.  Ramón  Pose  y  Canora   430 

228  Recurso  de  casación  (4  de  Mayo  de  1877). — Defensa*  por 
pobre.  —  Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Su- 
premo no  haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casa- 
ción interpuesto  por  D.  Andrés  Orejas  Méndez  contra  la 
sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
Madrid ,  que  le  negó  el  beneficio  de  pobreza  para  litigar.  434 

229  Competencia  (4  de  Mayo  de  1877).— Pago  de  cantidad  — 
Se  decide  por  la  Sala  tercera  del  Tribunal  Supremo  á  fa- 
vor del  Juzgado  de  primera  instancia  del  Barco  de  Val- 
deorras  la  competencia  suscitada  con  el  de  igual  clase  de 
León,  sobre  conocimiento  de  la  demanda  ejecutiva  en- 
tablada por  D.  Ignacio  y  D.  Manuel  Herrero  contra  Don 
Ildefonso  Rodríguez  Pérez  y  Doña  Manuela  Simón   435 

230  Recurso  de  casación  (8  de  Mayo  de  Nulidad  y 
rescisión  de  una  escritura.  — Se  declara  por  la  Sala  pri- 
mera del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  ni  recurso  de 
casación  interpuesto  por  Doña  María  de  las  Mercedes  de 
Lianza  y  de  Mora  contra  la  sentencia  dictada  por  la  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  ,  en  pleito  con  D.  José 
María  Nadal  y  otros   437 

231  Recurso  de  casación  (9  de  Mayo  de  1877. — Paao  de  can- 
tidad. —  Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Su- 
premo no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  D.  Donato  Martin  contra  la  sentencia  dictada  por  la 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  Don 
Vicente  Teigeiro  Tapia ,  Marqués  de  Villasante   446 

232  Recurso  de  casación  (41  de  Mayo  de  1877)  —  Aproba- 
ción de  una  partición.  —  Se  declara  por  la  Sala  primera 
del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  ae  casa- 
ción interpuesto  por  Fernando  Fontan  y  Rodríguez  con- 
tra la  sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audien- 
cia de  la  Coruña,  en  pleito  con  Fernando  Diaz  Manteiga.  451 

233  Recurso  de  casación  ( 11  de  Mayo  de  1877).— Aproba- 
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cion  de  un  convenio  celebrado  en  quiebra  —  Se  declara 
por  la  Sala  tercera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lu- 

fjar  al  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma 
nterpuesto  por  D.  Antonio  Gomales  Taraba  contra  la 
sentencia  dictada  por  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
Sevilla,  en  pleito  con  D.  Angel  Joánico  y  Gallegos.  453 
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RESUELTOS  POR  EL  TRIBUNAL  SUPREMO  EN  LAS  SENTENCIAS  CONTENIDAS 

EN  ESTE  TOMO  (1). 


A 

PAGINAS. 


Absolución  de  la  demanda.  —  Según  reiteradas  declaracio- 
nes del  Tribunal  Supremo,  la  sentencia  que  absuelve  la  de- 
manda, y  con  mayoría  de  razón  la  que  añade-  la  expresión  de 
en  todos  sus  extremos,  es  necesariamente  congruente  con  la 
demanda  misma,  y  resuelve  todas  las  cuestiones  por  ésta  pro- 
movidas, apareciendo,  por  tanto,  completamente  inaplicables 
é  impertinentes  cuanias  citas  de  leyes  y  doctrinas  se  hagan 
bajo  este  concepto  contra  la  mencionada  sentencia  (a,  nú- 
mero H6.  —  17  de  Febrero  1 877)   21 

  Si  la  Sala  sentenciadora,  al  pronunciar  la  sentencia  ab- 
solutoria de  la  demanda,  se  ha  atenido  á  lo  alegado  y  pro- 
bado en  autos,  sin  que  contra  so  apreciación  se  cite  como  in- 
fringida ley  ó  doctrina  legal,  no  infringe  la  ley  3a,  tít.  22  de 
la  Partida  3a,  que  manda  que  debe  ser  dado  todo  juicio  catada 
é  escodriñada  ¿  sabida  la  verdad  del  fecho,  ni  infringe  ni 
puede  infringir  tampoco  la  ley  2a,  tit.  16,  libro  10  de  la  No- 
vísima Recopilación,  porq-ue  ésta  se  halla  derogada,  como  de 
procedimiento  que  es,  por  el  art.  UI5  de  la  de  Enjuicia- 
miento civil  (G\,  núm.  Í24.  —21  de  Febrero  de  1877). .   53 

— —  Si  la  sentencia,  al  absolver  de  la  demanda  resolviendo 
la  cuestión  planteada  y  discutida  en  el  pleito  por  las  parles, 


O)  Implicación  de  las  abreviaturas  de  os  te  Repertorio.—  V.,  quiere  dedr  Véate;  Como., 
sentencia  dictada  en  decisión  sobre  competencia;  C,  en  recurso  de  casación ;  C.  de  tí., 
en  recurso  de  catacion  en  materia  de  la  jurisdicción  ie  Hacienda;  O.  de  f/.,en  recurso 
de  casación  en  asunto  de  Ultramar  ;  Nul.,  en  recurso  de  nulidad  ;  ¿Va/,  de  I..  en  recorsj» 
de  nulidad  en  materia  de  imprenta  ;  Apel.  en  C,  sentencia  dictada  en  apelación  por  de- 
negarse la  admisión  del  recurso  de  casación;  Apel.  en  Nul.,  apelación  por  no  admitirse 
el  recurso  de  nulidad;  Inj.  not.,  sentencia  en  recurso  de  injusticia  notoria;  Cuest.p.en  C, 
cuestión  privia  sobre  admisión  del  recurso  de  casación. — A  continuación  de  la  cuestionó 
punto  de  derecho  que  se  resuelve,  se  ponen  el  número  que  la  sentencia  lleva  en  el  tomo, 
la  fecha  de  la  resolución  y  )a  página  donde  se  encuentra. 
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no  se  funda  exclusivamente  en  nna  excepción  no  alegada  por 
el  demando,  no  infringe  la  ley  22,  tit.  16,  Partida  3a  (C,  nú- 
mero 456.  —  14  de  Marzo  de  1877)   153 

 Según  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo  en  repeti- 
das decisiones,  la  sentencia  que  absuelve  de  la  demanda  re- 
suelve todas  y  cada  una  de  las  cuestiones  del  pleito;  no  pu- 
diendo  por  lo  mismo  ser  atacada  como  incongruente  ni  in- 
fringir la  ley  IH,  til.  2í,  Partida  3a,  ni  el  art.  6  i  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  q4je  disponen  acornó  non  debe  valer  el 
juicio  que  da  el  juzgador  sobre  cosa  que  non  fué  demandada 

ante  él  {C,  núm.  180.  —  31  de  Marzo  de  1877)   15* 

  Las  sentencias  deben  ser  elaras  y  precisas,  condenando 

ó  absolviendo  de  la  demanda,  y  la  absolución  de  la  deman- 
da satisface  plenamente  al  referido  precepto  (  C.  ,  núme- 
ro 180.  —  31  de  Marzo  de  f  877)  

  V.  Conoscencia. 

Acción  —  V.  Prescripción. 

Acción  mista.  —  V.  Juez  competente. 

Acción  personal.  —  V.  Juez  competente. 

Acción  reivindicatoría.  —  Si  no  es  exacto  que  el  deman- 
dante hubiese  propuesto  la  acción  reivindicatoría  ni  pedido  la 
cosa  por  raz<>n  del  duminio,  ni  que  alterase  la  naturaleza  de 
la  acción  entablada  6  que  nidificara  la  demanda,  sino  que  se 
limitó  á  pedir  una  alternativa  dejándola  á  la  elección  del  de- 
mandado, á  quien  es  útil  seguramente,  sobre  que  se  le  entre- 
gara el  precio  de  unos  animales  que  éste  le  había  comprado 
ó  le  devolviese  los  mismos  ;  es  inaplicable  al  caso  del  pleito  y 
no  puede  ser  infringido;  por  consiguiente,  el  principio  de  de- 
recho de  que  fundándose  la  demanda  en  un  contrato  de  com- 
pra venta  y  ejercitando  la  acción  personal,  es  improcedente 
la  reivindicación  de  la  cosa  (C.  de  U.y  núm.  143.  —  5  de  Mar- 
zo de  1 877)  

  No  procede  lu  acción  reivindicatoría  desde  que  el  de- 
mandado posee  30  años  con  buena  fe  y  justo  titulo,  según  se 
dispone  p«r  el  usalge  omnes  causa,  que  es  la  legislación  es- 
pecial vigente  en  Cataluña,  |ior  lo  que  al  desestimarla,  no  se 
infringe  la  ley  3",  párrafo  3o,  Coligo  Communia  de  legatis  et 
fideicomisis  (C,  núm.  222.  -  27  de  Abril  de  i  877)  

Acciones  de  minas  —V.  Retracto. 

Acto  de  conciliación.  —  Si  la  demandante  no  ha  pedido  ni  la 
sentencia  ha  estimado  la  nulidad  de  ningún  acto  de  concilia- 
ción, no  se  infringe  el  art.  217  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  que  establece  que  contra  lo  convenido  en  acto  de  con- 
ciliación sólo  se  admite  la  demanda  de  nulidad  (C,  núm.  132. 

-27  de  Febrero  de  1877)  

  V.  Juez  competente. 

Acnmulacion.  —  V.  Sentencia  definitiva. 
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Aguas. — Si  léjos  de  hacerse  en  una  sentencia  caso  omiso  del 
uso  inmemorial  de  unas  aguas,  se  declara  probado  por  el  con- 
trario que  ese  uso  no  le  ha  tenido  la  finca  del  recurrento  siuo 
la  del  recurrido,  y  se  consigna  además  que  los  dueños  de  ter- 
renos inferiores  no  adquieren  derecho  á  las  aguas  con  perjui- 
cio de  los  superiores,  aunque  los  propietarios  de  éstas  dejen 
de  aprovecharlas  por  más  ó  ménos  tiempo,  no  concurriendo 
tampoco  las  condiciones  inequívocas  que  según  la  ley  15,  ti- 
tulo 31,  Partida  3a,  revelan  haberse  constituido  una  verdade- 
ra servidumbre  sobre  cosa  ajena ;  al  declarar  el  derecho  del 
recurrido,  no  se  infringe  dicha  ley  de  Partida  ni  los  artícu- 
los 34  y  39  de  la  ley  de  aguas  de  3  de  Agosto  de  1866(6.,  nú- 
mero 189.— 5  de  Abril  de  1877)   286 

  Aun  cuando  el  dueño  de  la  finca  superior  no  la  hubie- 
ra regado  en  15  6  1  u  años,  no  por  eso  resulla  á  favor  de  la  in- 
ferior un  estado  posesorio  legitimo  que  haya  de  respetarse 
según  la  jurisprudencia  admitida  por  los  Tribunales  (O.,  nú- 
mero 1 89.-5  de  A  bril  de  1  877)   2 87 

  Si  no  existió  la  perturbación  base  del  interdicto,  sino 

que  el  dueño  de  la  finca  superior  hizo  dentro  de  ella  ciertas 
obras  que  le  parecieron  adecuadas  para  utilizar  sin  invasión 
alguna  las  aguas  que  el  recurrente  no  poseía,  miéntras  no 
hubiera  sobrantes  que  entraran  en  su  heredad  ;  al  condenar 
en  las  costas  al  demandante  en  el  interdicto,  no  se  infringen 
por  la  Sala  sentenciadora  las  leyes  2a,  tit.  Io,  libro  8°  del 
Fuero  Juzgo;  4",  tit.  4%  libro  4'  del  Fuero  Real ;  10,  tit.  40, 
Partida  7a,  ni  los  artículos  724  y  726  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  (C,  núm.  1 89.-5  de  Abril  de  1877)   287 

  Si  de  la  escritura  de  convenio,  fundamento  de  las  pre- 
tensiones del  demandante  y  demandado  parece  con  claridad 
que  se  reconocieron  y  concedieron  terminantemente  ambos 
contratantes  derecho  igual  para  disfrutar  y  dividir  como  su- 
yas y  por  mitad  ciertas  aguas,  y  que  establecieron  la  manera 
de  difrutarlas,  señalando  48  horas  consecutivas  para  cada  par- 
tícipe, con  la  ¡dea  de  que  |  or  este  medio  reciproco  pudieran 
hacerse  con  mayor  abundancia  los  riegos  de  los  campos,  mar- 
cando que  esa  distribución,  que  habia  de  hacerse  con  la  exac- 
titud correspondiente  y  en  los  términos  designados  en  las  ba- 
ses anteriores,  empezaría  á  contarse  desde  Io  de  Junio  hasta 
fin  de  Setiembre  ;  no  existiendo  ningún  otro  documento  más 
que  esta  escritura,  otorgada  entre  personas  cuyos  derechos 
eran  iguales,  no  hay  razón  para  creer  que  en  ella  se  reserva- 
ra el  recurrente  más  participación  que  su  contratante  y  que 
solamente  para  éste  hubiera  de  entenderse  la  designación  de 

meses  (C,  núm.  191.— 6  de  Abril  de  1*77)   296 

Si  la  Sala  sentenciadora  interpreta  rectamente  las  cláu- 
sulas del  contrato,  combinándolas  entre  sí  y  con  las  pruebas 
que  aprecia  en  uso  de  sus  facultades,  sin  que  contra  esa  apre- 
ciación se  citen  loyes  ni  doctrina  legal  infringidas,  es  impro- 
cedente el  recurso  (C,  núm.  191.— 6  de  Abril  de  1877)   297 

Albacea.— V.  legado  y  venta. 

tomo  xxxyi.  61 
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Alimentos. — La  sentencia  que  absuelve  de  la  demanda  en  el 
juicio  ordinario  que  decide  las  cuestiones  de  alimentos,  fun- 
dándose y  dando  fuerza  de  cosa  juzgada  á  las  providencias 
dictadas  en  el  expediente  de  jurisdicción  voluntaria,  é  inci- 
dentes promovidos  en  el  mismo,  infringe  el  art.  i  SI  8  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil  que  dispone  se  sustancien  en  jui- 
cio ordinario  las  reclamaciones  que  á  consecuencia  de  dicho 
expediente  se  promuevan  sobre  el  derecho  á  percibir  alimen- 
tos ó  sobre  su  entidad  (C.,núm.  455. — 13  de  Marro  de  1877).  (50 

Amigables  componedores.— Si  resulta  que  los  interesados 
en  unos  bienes  celebraron  acto  de  conciliación,  por  el  que  se 
convinieron  en  comprometer  sus  derechos  en  árbitros  amiga- 
bles componedores,  para  lo  cual  se  habia  de  otorgar  el  opor- 
tuno instrumento,  y  esto  no  tuvo  consecuencias  legales  por 
no  haberse  otorgado  la  escritura  pública  de  compromiso,  la 
sentencia  que  estima  la  demanda  incoada  sobre  los  mismos 
bienes  no  prescinde  de  ningún  pacto  solemne,  y  por  lo  mismo 
tampoco  infringe  la  ley  4a,  tít.  M  de  la  Partida  5a,  que  de- 
fine qué  cosa  es  promisión  y  en  qué  manera  se  hace  (¿\,  nú- 
mero 432.— 27  de  Febrero  de  4877)   83 

  El  art.  836  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  establece 

indudablemente  que  las  sentencias  de  los  amigables  compone- 
dores son  ejecutorias;  pero  no  puede  alegarse  útilmente  como 
infringido  por  la  parte  recurrente,  si  en  virtud  de  sus  propios 
actos  fué  sometida  la  cuestión  al  juicio  del  Juzgado  primero 
y  después  &|  de  la  Sala  sentenciadora  por  el  recurso  de  ape- 
lación interpuesto  por  el  mismo  (G\,  núm.  168. — 28  de  Marzo 

de  4877)  ,   192 

  El  plazo  dentro  del  que  los  amigables  componedores  han 

de  dar  su  fallo,  se  regula  por  el  pacto  que  las  parles  han  de 
consignar  necesariamente  en  la  escritura  de  compromiso,  y 
se  cuenta  de  momento  á  momento  como  todos  los  que  se  re- 
fieren al  cumplimiento  de  contratos,  á  no  ser  que  se  excep- 
túen expresamente  los  dias  festivos;  razón  por  la  que  no  es 
aplicable  el  art.  26  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  que  se 
refiere  á  los  términos  de  actuaciones  judiciales  (C,  núm.  168. 

—28  de  Marzo  de  4877)   19* 

  Conforme  al  art.  836  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 

la  sentencia  que  dictaron  los  amigables  componedores  es  eje- 
cutoria, y  ha  de  llevarse  á  efecto  de  la  manera  que  se  previe- 
ne en  el  titulo  de  la  ejecución  de  las  sentencias  (C,  núme- 
ro 199.— 42  de  Abril  de  1877)   320 

—  Las  ejecutorias  sólo  pued»  n  destruirse  por  el  recurso  de 
casación  interpuesto  en  tiempo  y  forma ;  y  contra  el  lau- 
do arbitral  es  preciso  recurrir  en  los  términos  que  señalan  los 
artículos  2'  y  4o  de  la  ley  provisional  sobre  reforma  de  casa- 
ción civil,  fundado  en  haber  los  amigables  componedores  fa- 
llado puntos  no  sometidos  á  su  decisión  ó  fuera  de  plazo  se- 
ñalado en  el  compromiso  (  C.  ,  núm.  499.  —  42  de  Abril 
de  4877)   320 
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  El  auto  que  deniega  la  ejecución  de  la  semencia  arbi- 
tral á  pretexto  de  que  .se  habia  interpuesto  contra  la  misma 
una  demanda  ordinaria  de  nulidad,  destruye  con  esta  nega- 
tiva de  ejecución  los  efectos  de  la  cosa  juzgada,  é  infringe 
estrictamente  el  expresado  art.  836  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  y  2o  y  4o  de  la  ley  provisional  sobre  reforma  de 
la  casación  cjvil  (&,  núm.  499.— II  de  Abril  de  1877)   320 

Amigables  componedores. — V.  Acto  de  conciliación. 

Anotación  de  demanda. — V.  Sentencia  definitiva. 

Apelación.— No  infringe  las  leyes  2a  y  3a  del  tit.  19,  libro  4  I 
de  la  Novísima  Recopilación  y  antes  bien  se  ajusfa  A  sus  dis- 
posiciones y  las  guarda,  la  sentencia  que  es  confirmatoria  de 
la  de  primera  instancia  que  no  contiene  moderación  de  lo 
mandado  por  ésta,  áun  cuando  pudiera  tenerse  por  aditamen- 
to para  los  efectos  de  la  ley  el  párrafo  en  que  se  ordena  que 
pasen  los  ¡lUtosal  Ministerio  fiscal  á  los  fines  que  crea  proce- 
dentes en  virtud  de  las  peticiones  hechas  por  la  parte  deman- 
dada ;  si  en  uso  de  sus  facultades  la  Sala  sentenciadora  apre- 
cia las  razones  por  que  fue  la  alzada  fecha  é  impone  las  costas 
al  litigante  de  mala  fe,  y  contra  esta  apreciación  no  procede 

el  recurso  (C,  núm.  474. — 23  de  Marzo  de  '877)   249 

  Si  el  recurrente  no  interpuso  una  apelación  dividua,  y  la 

otra  parle  se  adhirió  á  ella  en  el  extremo  que  le  pareció  per- 
judicial el  fallo  de  primera  instancia,  son  inaplicables,  y  por 
consiguiente  no  pueden  considerarse  infringidas  la  leyes  13, 
44  y  19,  tit.  22,  Partida  3a,  que  dan  por  firmes  las  sentencias 
áun  las  dadas  condictonalmente,  de  que  no  se  alzan  las  partes; 
la  4  4,  tit.  23  de  la  misma  Partida  que  permite  las  apelaciones 
dividuas  y  previene  valga  la  sentencia  respecto  á  ios  extremos 
de  que  no  apelaron  los  litigantes,  y  la  doctrina  de  que  el  fallo 
definitivo  consentido  por  las  partes  adquiere  la  autoridad  de 

cosa  juzgada  (<7.,núm.  189.— 5  de  Abril  de  »877)   286 

  La  sentencia  pronunciada  por  el  Tribunal  Supremo  en 

5  de  Octubre  de  4869,  acatando  y  dando  cumplimiento  á  las 
prescripciones  de  los  artículos  25,  30,  67  y  68  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  declara  que  los  términos  judiciales  em- 
piezan á  correr  desde  el  dia  siguiente  al  en  que  se  hubiesen 
hecho  el  emplazamiento,  citación  ó  notificación  ;  que  el  tér- 
mino para  apelar  es  improrogable ;  y  que  este  término,  tanto 
para  las  sentencias  definitivas  como  para  las  interiocutorias 
que  decidan  un  artículo,  es  el  de  cinco  dus,  pasados  los  cua- 
les sin  interponerse  apelación,  quedan  de  derecho  consenti- 
das y  pasadas  en  autoridad  de  cosa  juzgada  sin  necesidad  de 

declaración  alguna  [C,  núm.  304.— 13  de  Abril  de  4877)   333 

  V.  Cosías. 

Apreciación  de  prueba  — Según  doctrina  consignada  en  re- 
petidas sentencias  del  Tribunal  Supremo,  la  apreciación  de 
las  pruebas  corresponde  á  la  Sala  sentenciadora,  y  contra  ella 
no  se  da  el  recurso  de  casación  á  no  probar  que  al  hacerla  se 
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ha  infringido  ley  ó  doctrina  legal  (C,  núm.  1 80. — 31  de 

Marzo  de  1877)  

—  La  apreciación  de  las  pruebas  corresponde  á  las  Salas 
sentenciadoras,  y  á  ella  debe  atenerse  el  Tribunal  Supremo 
miéntras  no  se  demuestra  que  han  faltado  á  ley  ó  doctrina  le- 
gal (C,  núm.  202.— 13  de  Abril  de  1877)  

  V.  Capacidad  para  contratar ,  Documentos,  Lesión,  Per- 
juicios y  Prueba. 

Arrendamiento. — Y.  Desahucio. 

Ascendientes. — V.  Recurso  de  competencia. 

B 

Beneficio  de  competencia.  —  El  beneficio  de  competencia 
que  concede  la  ley  Ia,  tit.  15  de  la  Parida  5a ,  entre  otros,  i 
los  ascendientes  respecto  á  sus  descendientes,  para  no  ser 
obligados  á  más  de  lo  que  puedan  pagar  después  de  atender 
á  su  precisa  subsistencia,  no  se  limita  al  caso  de  cesión  de 
bienes,  sino  que  áun  sin  la  cesión  compete  a  los  privilegiados 
este  privilegio ;  y  por  lo  tanto,  la  sentencia  que  rechaza  la 
excepción  que,  fundada  en  dicho  beneficio,  alega  el  deman- 
dado para  restringir  los  efectos  de  la  demanda,  bajo  el  con  - 
cepto  de  que  aquel  no  puede  utilizarse  más  que  en  la  cesión 
de  bienes,  infringe  la  referida  ley  (6'.,  núm.  135.— 28  de  Fe- 
brero de  1877)   89 

Bienes  vinculados — Reducida  la  cuestión  de  un  pleito  á  sa- 
ber si  los  bienes  que  memorializó  un  testador  son  vinculares, 
como  pretende  el  demandante,  ó  si,  por  el  contrario,  corres- 
ponden á  una  herencia  libre  como  sostiene  el  demandado,  al 
declarar  la  Sala  sentenciadora  que  los  bienes  que  numera  y 
determina  son  vinculares,  implícitamente  declara  que  los  de- 
más de  que  no  hace  mención  pueden  ser  objeto  de  ta  pose- 
sión solicitada  por  el  demandado,  y  por  tanto  la  senteucia  re- 
suelve con  perfecta  claridad  todas  las  cuestiones  objeto  del 
pleito,  y  no  incurre  en  el  defecto  de  incongruencia  [C,  nú- 
mero 198.— 12  de  Abril  de  1877)   314 

  Si  la  Sala  sentenciadora,  al  hacer  esa  declaración,  no 

sólo  ha  tenido  en  cuenta  la  copia  testimoniada  de  la  funda- 
ción del  vínculo,  sino  también  lo  contenido  en  las  diligencias 
de  posesión  de  los  bienes  vinculados  y  la  prueba  testifical  su- 
ministrada Hn  el  pleito,  y  todo  esto  demuestra  que  en  un  lar- 
go trascurso  de  tiempo  se  viene  sucediendo  en  los  bienes  liti- 
giosos como  vinculares, •elementos  de  prueba  que  mutuamen- 
te se  robustecen  y  completan,  'no  es  lógico  ni  legal  descom- 
ponerlos, concretando  la  apreciación  de  la  Sala  á  uno  de  ellos, 
para  deducir  que  infringe  la  ley  41  de  Toro,  ósea  la  Ia  títu- 
lo 17,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación  y  el  art.  281  de 
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la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  [C.t  nünu  198. — 12  de  Abril 

de  1877)   3U 

  El  principio  de  derecho  de  los  bienes  se  reputan  libres 

miéntras  no  se  prueba  lo  contrario,  no  se  infringe  cuando  las 
partes  suministran  pruebas  que  son  objeto  de  la  apreciación 
de  la  Sala  sentenciadora,  sin  que  se  demuestre  que  al  hacerla 
se  infringió  ley  ó  doctrina  legal  (£7.,  núm.  198. — 12  de  Abril 

de  1877)   315 

  El  art.  1°  de  la  ley  de  28  de  Junio  de  1821  autoriza  la 

enajenación  de  los  bienes  vinculados  sin  la  previa  tasación, 
obteniendo  el  consentimiento  del  que  era  inmediato  sucesor; 
si  concurrió  dicho  consentimiento  para  la  enajenación  de  la 
nca  vincular  objeto  tlel  pleito  al  declarar  válida  la  escritura, 
no  se  infringe  ley  ni  doctrina  legal. — (C.,  núm.  230. — 8  de 
Mayo  de  1877)   437 

Buena  fe. — La  buena  o  mala  fe  con  que  obran  los  litigantes 
constituye  una  cuestión  de  hecho,  que  la  Sala  sentenciadora 
aprecia  cuando  se  somete  á  su  juicio  en  virtud  del  recurso  de 
apelación,  y  al  condenar  á  una  parte  en  las  costas  de  primera 
instancia  fundándose  en  que  obró  de  mala  fe,  no  infringe  la 
ley  8',  tít.  22  de  la  Partida  3*  (<7.,  núm.  160.— U  de  Marzo 

de  1877)   167 

  A  la  Sala  sentenciadora  compete  apreciar  la  buena  ó 

mala  fe  de  los  litigantes;  y  habiendo  eslimado  que  el  de- 
mandado litigó  con  temeridad,  hay  que  estar  á  esta  aprecia- 
ción que  recae  sobre  nnn  cuestión  de  hecho  [C.  de  K,  núme- 
ro 210.— 21  de  Abril  de  1877)   358 

  V.  Frutos. 


Cancelación.— V.  Sentencia  definitiva. 

Capacidad  para  contratar.— Apreciadas  en  conjunto  por  la 
Sala  sentenciadora  las  pruebas  periciales,  documentales  y  de 
testigos,  estimando  no  hallarse  probada  la  incapacidad  de 
anos  de  los  otorgantes  de  una  escritura  en  la  época  del  otor- 
gamiento ,  es  impugnable  la  apreciación  del  hecho  ú  no 
justificarse  que  al  hacerla  se  ha  infringido  alguna  ley  ó  doc- 
trina legal,  según  lo  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo 
(C.,  núm.  230.— 8  de  Mayo  de  1877)   437 

Capellanía. — Adjudicados  como  libres  los  bienes  de  unas  ca- 
pellanías al  demandado,  por  sentencia  firme,  y  sin  perjuicio 
de  acreedor  de  mejor  derecho,  éste  tenia  que  usar  del  que  cre- 
yera asistirle  dentro  del  término  de  cuatro  años  que  señalaba 
la  ley  de  i 5  de  Junio  de  1856,  y  no  habiéndolo  ejecutado  has- 
ta el  año  de  1870,  al  absolver  de  la  demanda  al  demandado 
no  infringe  la  sentencia  el  art.  4o  de  la  expresada  ley  (£7.,  nú- 
mero 1 42.-5  de  Marzo  de  1 877)   I  i  2 
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  El  decreto  de  28  de  Noviembre  de  4  856,  por  el  que  que- 
daron en  suspenso  los  juicios  y  reclamaciones  pendientes  so- 
bre capellanías  colativas  no  es  aplicable  al  caso,  y  por  lo  mis- 
mo no  na  sido  infringido,  si  el  pleito  de  adjudicación  de  los 
bienes  al  demandado  no  estaba  suspenso  sino  fenecido  (C, 

número  14;».— 5  de  Marzo  de  1877)   H2 

 Tampoco  infringe  la  sentencia  la  regla  de  derecho  36  del 

titulo  34,  Partida  7a,  en  que  se  dispone  que  no  se  deben  ha- 
cer las  leyes  sino  sobre  las  cosas  que  suceden  á  menudo,  ni 
el  axioma  jurídico  de  que  donde  hay  identidad  de  razón  debe 
haber  identidad  de  derecho,  porque  las  leyes  sobre  supresión 
de  mayorazgos  tienen  distinta  razón  y  objeto  que  las  de  ca- 
pellanías colativas,  y  son  diferentes  los  principios  que  rigen  á 
unos  y  á  otros,  tanto  sobre  la  trasmisión  de  bienes,  como  so- 
bre los  plazos  y  términos  para  reclamarlos  (C,  uum.  142. — 

5  de  Marzo  de  1877)   H3 

 Los  bienes  do  las  capellanías  colativas  á  cuyo  goce  están 

llamadas  ciertas  y  determinadas  familias,  deben  adjudicarse  A 
los  individuos  de  ellas  en  quienes  concurra  la  circunstancia 
de  preferente  parentesco,  según  los  llamamientos;  pero  sin 
diferencia  de  sexo,  edad,  condición  ni  estado,  conforme  se 
previene  por  el  art.  Io  de  la  ley  de  19  de  Agosto  de  1841  (C, 

número  157.— 14  de  Marzo  de  1877)   156 

 Si  el  fundador  de  una  capellanía  no  llamó  á  su  obtención, 

con  preferencia  de  lineas,  á  los  descendientes  de  sus  lios  pa- 
ternos y  maternos,  sino  al  que  de  ellos  reuniese  la  circuns- 
tancia de  Sacerdote,  al  adjudicar  la  sentencíalos  bienes  al  pa- 
riente más  inmediato  del  fundador,  no  infringe  el  art.  2o  de 
la  mencionada  ley  ni  en  su  primera  ni  en  su  segunda  parte 

(£7.,  157.— 14  de  Marzo  de  1877)   «56 

  Tampoco  infringe  la  voluntad  del  fundador  ni  las  leyes 

5*  y  9a,  tit  17,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  sobre 
que  en  materia  sucesoria  la  linea  es  preferente  al  grado,  por- 

3 ue  no  habiendo  linea  preamada,  y  refiriéndose  las  expresa- 
as  leyes  á  vínculos  y  patronatos  civiles  no  pueden  aplicarse 
á  capellanías  colativas,  cuyos  bienes  se  adjudican  en  virtud 
de  lo  dispuesto  en  leyes  especiales  (C,  núm.'  157. — 14  de 

Marzo  de  1877)   157 

 Si  la  sentencia  se  funda  principalmente  en  el  art.  4°  de 

la  ley  de  1  o  de  Junio  de  1856,  por  el  cual  los  que  se  crean  con 
mejor  derecho  á  los  bienes  de  una  capellanía  que  hubieran 
sidoadjudicadossólo  podrán  ejercitarlo  dentro  de  cuatro  años; 
habiendo  trascurrido  con  exceso  ese  plazo  sin  que  el  recur- 
rente hubiera  hecho  reclamación  alguna  para  obtener  los  bie- 
nes objeto  de  su  demanda,  era  indudable  que  habia  perdido 
todo  derecho  á  los  mismos,  y  su  demanda  no  podia  ser  esti- 
mada, fuere  cual  fuere  el  derecho  que  alegara,  y  al  desesti- 
marla por  este  fundamento  dicha  sentencia  no  infringe  la  vo- 
luntad del  fundador  ni  la  doctrina  del  Tribunal  Supremo,  y 

Sor  itfual  razón  tampoco  los  artículos  Io  y  2*  de  la  ley  de  19 
e  Agosto  de  1841  (£.,  núm.  166.— 19  de  Marzo  de  1877)   180 
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  Por  la  misma  razón  es  inoportuna  é  inaplicable  al  caso 

presente  la  cita  del  art.  3o  de  dicha  ley  ((7.,  núm.  166.— 19  de 
Marzo  de  1877)   180 


  No  resultando  del  testimonio  de  la  sentencia  recurrida 

que  se  alegara  la  prescripción  al  contestar  la  demanda,  ni  en 
su  caso  cuándo  pudiera  empezar  á  correr,  por  no  estar  ave- 
riguado el  tiempo  de  la  vacante  de  un  patronato,  es  infundado 
el  motivo  de  casación  alegado  por  infracción  de  las  leyes  22, 
tít.  29,  Partida  3a,  y  3a  y  5a,  tít.  8o,  libro  11  de  la  Novísima 
Recopilación  ;  siendo  por  otra  parte  inatendible  el  fundamen- 
to que  siendo  cierto  perjudicaria  al  recurrente  lo  mismo  que 

al  recurrido  (C,  núm.  173.— 23  de  Marzo  de  1877)*.   215 

  Es  igualmente  desestimable,  tratándose  de  bienes  de 

una  capellanía,  el  motivo  de  supuesta  infracción  de  la  volun- 
tad de!  testador  que  hiciera  algunas  preferencias  en  el  goce 
de  dicha  capellanía,  porque  la  preferencia  accidental  otorga- 
da á  los  parientes  presbíteros  cosó  necesariamente  al  extin- 
guirse por  la  ley  desvinculadora  la  capellanía  en  que  aquella 
circunstancia  tenía  su  razón  suficiente  (C,  núm.  173.— 23  de 

Marzo  de  1877)  .   215 

  Declarada  de  línea  preferente  y  con  mejor  derecho  la 

parte  del  recurrido,  en  nada  interesa  al  recurrente  la  total  ó 
parcial  adjudicación  de  los  bienes  no  siendo  inmediato  suce- 
sor, por  lo  cual  no  puede  alegar  la  infracción  del  art.  Io  de ' 
la  ley  de  1 1  de  Octubre  de  1820,  restablecida  en  30  de  Agosto 
de  1*36  {C.y  núm.  173.-23  de  Marzo  de  1877)   216 

Capitalización  de  intereses.— V.  Intereses. 

Carretera.  —  Si  aparece  que  por  escritura  el  demandante  y  su 
mujer  vendieron  á  la  demandada  en  términos  claros  y  precisos, 
entre  diferentes  fincas,  una  en  el  estado  en  que  á  la  sazón  se 
hallaba,  y  manifestando  que  toda  ella  «formaba  una  finca  ó 
coto  según  la  dividía  la  carretera  central,»  sin  consignar  pa- 
labra ni  expresión  alguna  de  que  pueda  inferirse  racional  ni 
jurídicamente  que  los  vendedores  trasmitieran  al  mismo  tiem- 
po á  la  compradora  el  derecho  que  cinco  años  ánles,  al  cons- 
truirse dicha  carretera  habían  adquirido  contra  el  Estado,  y 
que  éste  les  haliia  reconocido  de  ser  indemnizados,  no  sola- 
mente del  valor  de  los  terrenos  expropiados  para  aquella  obra 
pública,  sino  también  de  los  perjuicios  que  les  habían  sido 
causados  por  la  destrucción  de  cercas,  excavaciones,  movi- 
mientos de  tierras  y  demás  operaciones  consiguientes  á  ta 
obra  misma  ;  la  Sala  sentenciadora,  al  condenar  á  la  deman- 
dada y  á  su  marido  áque  entreguen  á  los  causa-habientes  del 
demandante  la  cantidad  que  por  consentimiento  de  este  últi- 
mo bajo  un  carácter  puramente  provisional  y  con  reserva  de 
su  propio  derecho  recibió  la  compradora  de  la  Hacienda  pú- 
blica, por  el  segundo  de  los  indicados  conceptos,  no  infringe 
la  escritura  ni  la  ley  29,  tít.  33,  Partida  7a,  que  carece  de 
aplicación  al  litigio  (C,  núm.  125.— 23  de  Febrero  de  1877;.  58 

Casación.  —  V.  Principios  de  derecho. 
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Censo. — Aun  en  el  supuesto  de  haber  establecido  su  acción  el 
demandante  reclamando  el  pago  de  pensiones  y  el  reconoci- 
miento de  un  censo  enfitéutico,  sin  justificar  que  tuviese  ese 
carácter  y  si  el  de  una  pensión  procedente  de  contratos  cele- 
brados en  las  escrituras  que  presentó  ;  cualquiera  que  sea  la 
naturaleza  de  dicho  censo,  tiene  derecho  á  que  se  estime  su 
demanda  en  lo  probado :  y  ai  no  hacerlo,  la  sentencia  infrin- 
ge la  referida  ley  43,  tit.  2o,  Partida  3a,  por  cuanto  la  conde- 
nación en  una  pensión  de  menor  gravamen  para  el  deudor 
que  el  censo  eníiléutico  no  constituye  cosa  diversa  ti e  la  pe- 
dida (6T.,  núm.  181.  —  31  de  Marzo  de  1877)   257 

—  V.  Venia. 

Cita  de  la  ley  infringida.  —  La  cita  de  las  leyes  que  se  crean 
infringidas,  deb-1  hacerse  concretamente  señalando  el  cuerpo 
del  derecho  en  que  existan  (C,  núm.  174.  —  23  de  Marzo 
de  1877)   219 

Citación  para  vista.  —  V.  Recurso  de  casación. 

Citación  de  eviccion.  —  Los  artículos  254  y  256  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil  se  refieren  1  la  contestación  de  la  de- 
manda y  A  los  escritos  de  réplica  y  dúplica  entre  el  actor  y  el 
demandado ;  pero  no  á  los  que  son  citados  de  eviccion  en 
tiempo  oportuno,  y  oponen  las  excepciones  convenientes  para 
defender  el  derecho  de  los  demandados  [C,  núm.  222.-27  de 
Abril  de  1877)   413 

Compensación.  —  Si  en  una  demanda  reclamando  el  pago  de 
una  cantidad,  el  demandado  no  empleó  en  su  defensa  en.  el 

Seriodo  oportuno  la  excepción  de  compensación  á  que  se  re- 
ere  la  ley  21,  tit.  14,  Partida  5a,  aunque  solicitó  alternati- 
vamente que  ó  se  reservase  para  un  nuevo  juicio  la  liquida- 
ción de  cuentas  con  la  demandante,  ó  que  se  mandase  que  en 
la  ejecución  de  la  sentencia  se  le  abonara  cierta  cantidad  con 
otras  partidas  de  que  también  hizo  relación,  la  Sala  senten- 
ciadora debe  limitarse  á  resolver  la  acción  y  las  excepciones 
que  habían  sido  debatidas  en  el  pleito,  y  haciéndolo,  no  in- 
fringe la  citada  ley  de  Partida  (C,  núm.  151.  — .10  de  Marzo 
de  1877)   140 

Competencia. — Conforme  al  art.  376  de  dicha  ley,  debe  acom- 
pañarse al  auto  en  que  se  sostenga  la  competencia  testimonio 
del  dictamen  fiscal  y  el  del  escrito  de  la  parte  interesada 

(  Comp.,  núm.  146.— 5  de  Marzo  de  1877)   124 

  V.  Inhibitoria  y  Sentencia  definitiva. 

Confesión  judicial.—  V.  Conoscencia. 

Congruencia. — Habiéndose  reducido  la  excepción  propuesta  á 
la  nulidad  del  documento  privado  por  suponerle  simulado,  y 
á  los  hechos  expresados  en  el  escrito  de  ampliación. ,  respecto 
de  lo  que  ha  fallado  la  Sala,  no  pueden  servir  de  fundamento 
al  recurso  las  leyes  Ia,  tit.  14,  Partida  3a;  15,  tít.  14,  Parti- 
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da  5a,  ni  los  artículos  61  y  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil (<?.,  núm.  M8.— 8  de  Marzo  de  1877)   129 

  Las  sentencias  que  estiman  la  demanda  y  desestiman  las 

excepciones  propuestas  por  la  parte  demandada,  son  perfec- 
tamente congruentes,  y  no  infringen  el  principio  legal  de  que 
todo  fallo  debe  guardar  congruencia  con  la  demanda  ir.,  nú- 
mero 168— «8  de  Marzo  de  1877)   192 

  No  existe  la  incongruencia  á  que  se  refieren  las  leyes  3a 

y  <6,  tit.  22  de  la  Partida  3a,  ni  se  infringe  el  principio  de 
que  debe  juzgarse  justa  allégala  et  probata,  cuando  la  Sala 
sentenciadora,  léjos  de  hacer  caso  omiso  de  la  simulación  de 
un  contrato,  tomó  en  cuenta  expresamente  que  los  demandan- 
tes no  lo  habían  probado  (C,  núm.  A  9  í.—  9  de  Abril  de  1877).  303 

  Si  la  Sala  sentenciadora,  al  aceptar  los  puntos  de  hecho 

y  de  derecho  expuestos  por  el  Juez  de  primera  instancia  y 
confirmar  su  fallo  ménos  en  un  extremo  determinado,  hizo  el 
mismo  pronunciamiento  que  aquel  sobre  la  reconvención,  y 
no  alteró  el  concepto  de  patrono  y  administrador  invocado 
por  la  parte  actora,  no  infringe  los  artículos  61  y  62  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil  [C.y  núm.  217.— 25  de  Abril  de  1877).  385 

  Si  en  otro  pleito  habido  entre  las  partes  no  se  trató  de 

los  frutos  ahora  reclamados,  ni  existe  en  el  actual  incongruen- 
cia alguna  entre  la  sentencia  y  la  demanda,  porque  corres- 
ponden entre  sí  exactamente,  tanto  por  la  igualdad  de  lo  pe- 
dido y  otorgado,  como  por  la  identidad  del  ya  expresado  con- 
cepto de  patrono  y  administrador  en  que  una  y  otra  se  fun- 
dan, no  se  infringen  las  leyes  16  y  19,  tít.  22,  Partida  3a  (6\, 

número  217.— 25  de  Abril  de  1877). ....   38* 

—  Con  arreglo  á  lo  prevenido  en  la  ley  4tf,  tít.  22  de  la 
Partida  3a,  y  art.  62  de  la  de  Enjuiciamiento  civil,  la  senten- 
cia debe  ser  congruente  con  la  demanda,  y  cuando  ésta  com- 
prenda varios  puntos,  hacer  el  pronunciamiento  correspon- 
diente á  cada  uno  de  ellos  [C.t  núm.  225.  —  3  de  Mayo 

de  1877)   424 

  La  sentencia  que  después  de  revocar  de  una  manera 

completa  y  absoluta  la  pronunciada  por  el  Juzgado  de  prime- 
ra instancia  y  de- condenar  al  demandado  á  que  devuelva  al 
demandante  el  talón  litigioso  ó  su  importe,  con  los  intereses 
estipulados,  omite  hacer  la  debida  declaración  acerca  de  la 
devolución  ofrecida  expresamente  por  este  último  en  su  de- 
manda, de  los  valores  que  aquel  le  entregó  en  garantía,  in- 
fringe la  expresada  ley  (<?.,  núm.  225  — 3  de  Mayo  de  1887).  424 
  V.  Absolución  de  la  demanda  y  Pago  de  cantidad. 

C  onoscencia.  —  Si  la  sentencia  recurrida  se  funda,  no  en  la 
confesión  judicial,  sino  en  la  prueba  testifical  suministrada 
por  el  demandante,  la  cual  la  Sala  apreció,  tanto  más  eslima- 
ble,  cuanto  que  los  testigos  declararon  contra  sí,  como  inte- 
resados que  eran  en  el  caudal  deudor,  ninguna  aplicación  tie- 
nen al  caso  de  autos  las  leyes  de  Partida  y  las  doctrinas  que 
tratan  de  la  conoscencia ,  sus  clases,  por  quiénes  y  de  qué 
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modo  puede  ser  fecha  y  de  cuántas  maneras  son  de  pruebas; 
leyes  que  por  lo  mismo  no  han  podido  ser  infringidas  (C,  nú- 
mero 138—2  de  Marzo  de  I877\  .   9& 

  Si  habiéndose  suministrado  por  la  parte  actora  prueba 

documental,  pericial  y  de  testigos  las  apreció  todas  en  con- 
junto la  Sala  sentenciadora,  siendo  un  supuesto  del  recurren- 
te el  que  apreciase  como  conoscencia  la  declaración  que  pres- 
tó una  persona  que  no  litigaba,  para  reconocer  la  firma  que 
obra  al  final  de  un  documento  privado,  fundamento  de  la  ac- 
ción, tiene  perfecta  aplicación  al  caso  de  la  ley  2a,  tít.  <3, 
Partida  3a  y  la  doctrina  del  Tribunal  Supremo,  según  la  que 
ia  confesión  en  juicio  sólo  constituye  prueba  contra  el  que  la 
hace,  las  cuales,  por  tanto,  no  se  infringen  al  aplicarlas  (C. 

de  U.t  núm.  *43.— 5  de  Marzo  de  < 877)   116 

 Si  el  demandado  no  ha  confesado  que  deba  lo  que  en  la 

demanda  se  le  pide,  al  absolverle  de  dicha  demanda  no  se. in- 
fringen las  leyes  2a  y  4',  tit.  43  de  la  Partida  3a,  ni  la  doctrina 
sentada  por  el  Tribunal  Supremo  sobre  el  valor  enjuicio  déla 
conoscencia  (C,  núm.  H9.— 8  de  Marzo  de  1877)   133 

Considerandos. — V.  Recurso  de  casación. 

Contrato. —Se  cita  inoportunamente  como  infringido  el  ar- 
tículo 355  del  Código  de  Comercio,  si  la  Sala  sentenciadora 
no  ha  tenido  por  existente  el  contrato  objeto  del  pleito,  apre- 
ciando en  uso  de  sus  facultades  la  prueba  testifical  única  prac- 
ticada al  efecto,  sin  que  contra  esta  apreciación  se  haya  cita- 
do como  infringida  ley  alguna  ó  doctrina  legal  (C,  núm.  134. 

—  28  de  Febrero  de  1877)  .   87 

  Si  dicha  sentencia  no  ha  desconocido  ni  negado  el  valor 

y  eficacia  del  contrato  celebrado  por  el  demandante  y  el  pa- 
dre de  la  demandada,  sino  que  examinando  los  términos  en 
que  se  halla  concebido  y  las  pruebas  que  las  parles  han  sumi- 
nistrado acerca  de  lo  que  los  contrayentes  se  propusieron  es- 
tipular y  estipularon,  deduce  de  todo  ello  que  no  tenia  la  sig- 
nificación y  alcance  que  el  demandante  pretende  darl«,  no 
infringe  la  ley  del  contrato,  ni  la  doctrina  sentada  por  el  Tri- 
bunal Supremo  en  la  materia  (C,  núm.  156.  —  14  de  Marzo 

de  1877)   153 

  Prestándose  un  contrato  á  diversas  interpretaciones,  es 

preciso  para  la  casación  que  se  demuestre  que  la  que  le  ha 
dado  la  sentencia  impugnada  es  la  que  más  se  aparta  de  la 

verdad  (£.,  núm.  156.  —  i 4  de  Marzo  de  1877)   163 

  No  se  infringe  la  ley  16,  tit.  21,  Partida  3a,  que  trata 

de  cómo  non  debe  valer  el  juicio  sobre  cosa  que  non  fui 
demandada,  cuando  la  declaración  hecha  por  la  Sala  senten- 
ciadora, áun  sin  pedirlo  la  demanda,  de  que  un  contrato  re- 
uue  los  requisitos  legales  necesarios  parala  validez  con  arreglo 
é  una  ley  extranjera,  es  una  mera  premisa  para  la  condena- 
ción, y  no  altera,  por  tanto,  la  congruencia  entre  la  demanda 
y  el  fallo  (C,  núm  í  67.  —  20  de  Marzo  de  1877)   18S 
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  La  ley  2a,  tit.  33,  Partida  7*  sobre  los  casos  dudosos  que 

necesitan  interpretación  no  es  aplicable  al  pleito  en  que  no  se 
ha  puesto  en  duda  la  claridad  de  las  cláusulas  de  los  contra- 
tos, ni  movido  cuestión  sobre  la  inteligencia  de  los  mismos 

{C.  de  U.,  núm.  176.  —  26  de  Marzo  de  1877)   229 

  Si  formulada  una  demanda  con  las  conclusiones  alter- 
nativas de  que  se  condenase  al  demandado  á  que  se  prestara 
á  rescindir  un  contrato,  ó  á  abonaren  tercero  dia  ef  precio 
convenido  en  moneda  corriente  de  oro  ó  plata,  la  Sala  sen- 
tenciadora, consignando  las  razones  por  qué  no  daba  lugar  á 
la  primera  conclusión,  estimó  la  segunda  en  los  mismos  tér- 
minos en  que  estaba  concebida,  y  resolvió  al  propio  tiempo 
la  cuestión  del  pleito,  relativa  á  si  las  monedas  corrientes  ha- 
v  bian  de  computarse  por  el  valor  que  les  daba  el  Tesoro  y  no 
tenían  en  la  plaza  en  la  época  del  contrato  ó  tan  sólo  por  los 
valores  señalados  en  los  respectivos  cuños  extranjeros  y  es- 
pañol, sin  el  sobreprecio  establecido  por  el  decreto  de  16  de 
Marzo  de  4874  ;  este  fallo  está  dictado  guardando  las  reglas 
prevenidas  en  los  artículos  61  y  62  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  es  congruente  con  la  demanda  y  con  las  excep- 
ciones, respeta  la  ley  del  contrato,  y  se  ajusta  al  citado  de- 
creto de  16  de  Marzo  de  1874,  cuyo  alcance  fijan  los  de  20  de 
Mayo  y  27  de  Setiembre  de  1875  [O.  de  ¿7.,  núm.  210.  —  21  de 

Abril  de  1877)   357 

  Tampoco  se  infringe  la  ley  19,  tít.  Io,  libro  10,  Novísi- 
ma Recopilación,  inaplicable  cuando  no  se  trata  de  anueva 
moneda  y  más  valor  dado  á  una  especie  determinada  de  ella», 
«¡no  del  cumplimiento  de  un  contrato  en  que  se  señala  la  mo- 
neda con  que  el  comprador  ha  de  satisfacer  el  precio  al  ven- 


dedor [C.  de  ¿7.,  núm.  210.  —  21  de  Abril  de  1877)   358 

  Nq  se  infringe  e!  principio  jurídico  de  que  á  tanto  se 

obliga  el  hombre  á  cuanto  ha  querido  obligarse,  si  justamente 
■sirve  de  fundamento  al  fallo  recurrido  (6'.,  núm.  220.  —  26  de 

Abril  de  1877)   407 

— —  No  tiene  aplicación  el  principio  de  que  el  que  usa  de  su 
derecho  no  causa  injuria,  cuando  el  recurrente  no  ha  tenido 
derecho  para  dejar  de  cumplir  lo  prometido  (C,  núm.  220.— 

26  de  Abril  de  1877)   407 

  Las  leyes  8a  y  H,  tit.  14,  Partida  3a  no  aconsejan,  ni 

sería  propio  de  ellas  aconsejar,  que  no  se  contrate  con  per- 
sonas insolventes  (C,  núm.  226.  —  3  de  Mayo  de  1877)   428 

  V.  Minas. 


Convenio.  —  Si  en  virtud  de  contrato  los  demandados,  á  fin  de 
cortar  un  pleito,  se  obligaron  clara  y  terminantemente  á  sa- 
tisfacer á  la  mujer  del  demandante  una  cantidad  por  los  per- 
juicios que  le  fuesen  causados,  principalmente  para  cortar 
toda  cuestión  judicial,  al  condenarlos  al  pago  de  la  misma 
cantidad,  no  infringe  la  Sala  senienciadora  la  ley  del  contrato 
base  de  la  demanda  [C.f  núm.  148.  —8  de  Marzo  de  1877). .  129 
— -  V .  Aguas  y  Pago  de  gastos. 
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Cosa  juzgada.  —  V.  Derechos,  Juicio  pericia^  Liquidación  de 
obras  y  Pago  de  reñía  ¡oral. 

Costas.  —  No  infringe  la  ley  2a,  tit.  19,  libro  H  de  la  Noví- 
sima Recopilación  al  condenar  al  apelante  en  las  costas  de 
la  segunda  instancia,  fundándose  en  que  desestimó  el  recurso 
de  apelación  ,  que  es  precisamente  el  caso  de  la  Uy  ;  y  áun 
cuando  la  parte  recurrida  se  adhiriese  a"  la  apelación  porque 
no  se  habia  condenado  en  las  costas  á  la  otra,  esta  circunstan- 
cia es  una  razón  más  para  que  se  aplique  aquel  precepto  legal, 
porque  agrava  la  situación  del  apelante  y  pone  cada  vez  más 
en  evidencia  su  temeridad  (  C.  ,  núm.  160.  —  14  de  Marzo 

de  1877)  %   167 

  V.  Sentencia  definitiva. 

Cotejo.  —  V.  Documentos. 

Crédito.  —  No  existiendo  relación  ninguna  entre  dos  créditos 
extendidos  A  favor  de  distintas  personas,  no  es  posible  con- 
siderar á  dichos  interesados  como  una  y  sola  personalidad  en 
la  ejecución  despachada  por  uno  de  aquellos  (C,  núm.  140.— 

t  de  Marzo  de  A  877)   10* 

  Al  condenar  una  sentencia  al  demandado  al  pago  de  la 

mitad  del  crédito  liquidado,  que  la  Sala  entendió  que  fué  lo 
averiguado  y  razonado  ante  ella,  conforme  á  la  ley  5a,  tit.  íí, 
Partida  3*,  no  se  reliere  á  ningún  crédito  iliquidado  ni  per- 
judica á  la  menor,  consorte  del  demandado,  y  además  es  con- 
forme con  la  demanda  en  la  parte  averiguada,  y  en  su  virtud 
no  se  infringen  las  leyes  5*,  15,  16  y  50,  tít.  ít ,  Partida  3a 
[C.  de  U.,  núm.  141.  —  3  de  Marzo  de  1871)   Í0& 

Crédito  quirografario.  —  No  hay  razón  para  suponer  que 
tiene  la  naturaleza  y  efectos  de  condición  suspensiva  el  pacto 
de  elevar  á  escriturario  el  crédito  quirografario  (  C. ,  núme- 
ro Í26.  —  3  de  Mayo  de  i 877)   427 

Cuestión  de  hechos.  —  V.  Perjuicios. 

D 

Daño.  —  V.  Enriquecimiento  torticero. 

Defensa  por  pobre.  —  Si  el  condenado  en  una  ejecutoria  se 
defendió  como  rico  en  primera  y  segunda  instancia,  al  dene- 
garlo la  pretensión  de  pobreza  hecha  lisa  y  llanamente  al 
tiempo  de  la  ejecución  de  la  sentencia,  no  se  infringe  dicha 
ejecutoria,  ni  la  regla  32,  tít.  34.  Partida  7a,  relativa  á  la 
fuerza  de  la  cosa  juzgada  (C  de  U.,  núm.  114.  —  15  de  Fe- 
brero de  18771   17 

— —  No  se  infringen  los  artículos  1 94  y  195  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil  ni  la  doctrina  de  que  á  nadie  puede  conde- 
liársele  sin  ser  oido,  si  para  denegar  la  pretensión  de  pobreza  ^* 
se  le  admitió  ésta  y  dió  traslado  al  colitigante,  que  es  lo 
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mandado  en  dichos  artículos,  oyendo  también  al  Ministerio 

fiscal  (6\  de  U.y  núm.  414  —  45  de  Febrero  de  1 877)   47 

  Elart.  182  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  se  halla 

subordinado  á  lo  que  dispone  el  184,  según  el  cual  es  de  la 
competencia  de  la  Sala  sentenciadora  apreciar  las  pruebas  su- 
ministradas por  las  partes  y  las  otras  circunstancias  á  que  di- 
cho último  artículo  se  refiere  (C,  núm.  137.  —  2  de  Marzo 

de  1  877)   95 

  Si  el  incidente  de  pobreza  fué  promovido  en  la  Audien- 
cia, y  la  Sala  sentenciadora  aprecia  que  de  las  pruebas  prac- 
ticadas no  resulta  que  el  cambio  de  fortuna  haya  ocurrido 
después  de  la  primera  instancia,  como  lo  exige  el  art.  191  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  sin  que  contra  tal  apreciación 
se  alegue  infracción  alguna  de  ley  ó  de  doctrina  legal,  al  de- 
negar el  citado  beneficio  no  infringe  la  sentencia  los  artícu- 
los 482  y  184  de  la  ley  He  Enjuiciamiento  civil  (C.,  número 

153.— 12  de  Marzo  de  4877  )   14* 

- —  Según  lo  dispuesto  por  el  art.  491  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  y  la  jurisprudencia  á  su  tenor  establecida  por  el 
Tribunal  Supremo,  el  litigante  que  no  se  baya  defendido  por 
pobre  en  la  primera  instancia,  si  pretende  gozar  de  este  bene- 
ficio en  la  segunda,  deberá  justificar  que  con  posterioridad 
ha  venido  á  ser  efectivamente  pobre  (C,  núm.  192. —  9  de 

Abril  de  1877)   300 

- —  Si  el  recurrente  no  se  ha  defendido  en  la  primera  ins- 
tancia en  el  concepto  indicado,  y  á  juicio  d*  la  Sala  senten- 
ciadora no  ha  justificado  que  con  posterioridad  ha  venido  al 
estado  de  pobreza  que  supone,  sin  que  se  haya  impugnado 
como  contraria  á  la  ley  ó  doctrina  legal  la  apreciación  de  la 
prueba,  al  denegarle  el  beneficio  de  pobreza  no  se  infringe 
el  art.  482  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  inaplicable  al 
presente  caso,  siendo  improcedente  el  recurso  (67.,  núm.  192. 
—9  de  Abril  de  1877)   300 

Demanda  —  La  ley  43,  tít.  2o  de  la  Partida  3a  ordena  que 
a  cuando  ponen  los  demandadores  más  en  sus  demandas  que 
»  non  les  deben,  maguer  el  demandador  non  pruebe  todo  cuan  • 
»to  pusiese  en  su  demanda  ,  que  en  aquello  que  probare  quel 
»vala...  E  que  el  Juzgador  dé  sentencia  contra  el  demandado 
»  en  cuanto  fuere  probado  contra  él  »  (C,  núm.  181.— 31  de 

Marzo  de  1877)   257 

  La  ley  25,  tít.  2o,  Partida  3a,  ordena  solamente  alas 

cosas  que  el  demandador  debe  catar  ante  que  ponga  la  de- 
manda » ,  como  se  lee  en  el  proemio  de  dicho  título,  dispo- 
niendo entre  ellas  «que  det'e  señalar  lo  que  demanda  por 
ciertas  señales  » ,  y  que  si  bien  el  desconocimiento  de  este 
precepto  pudiera  dar  lugar  á  una  excepción  dilatoria  por  de- 
fecto legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda,  no  puede 
servir  de  fundamento  de  casación  de  una  sentencia,  que  por 
haberse  pronunciado  en  los  mismos  términos  que  aquella  fué 
formulada,  y  haciendo  las  mismas  declaraciones  que  solicitaba 
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el  demandante,  guarda  toda  la  congruencia  que  previenen  la 
ley  16  del  titulo  y  Partida  citados,  ei  art.  61  de  la  de  Enjui- 
ciamiento civil  y  la  doctrina  consignada  en  el  fallo  del  Tri- 
bunal Supremo  de  25  de  Mayo  de  1874  [CL%  núm.  227. — 3  de 
Mayo  de  1877)  

Demandante —V.  Demanda. 

Derecho*.— Declarado  un  derecho  por  sentencia  firme,  no  pue- 
de anularse  ni  modificarse  por  otra  posterior,  cuando  son 
unas  mismas  las  personas  de  los  litigantes,  las  cosas  que  se 
litigan  y  la  razón  de  pedir,  según  lo  que  dispone  la  ley  49, 
título  22  de  la  Partida  3a  (C,  núm.  215. —  23  de  Abril 
de  1877)  

Derechos  notariales.— Los  expedientes  que  se  incoan  sobre 
impugnación  de  una  cuenta  de  derechos  que  los  Notarios  de- 
vengan por  los  actos  y  contratos  en  que  intervienen,  se  sus- 
tancian y  determinan  con  arreglo  y  sujeción  á  las  disposicio- 
nes generales  de  la  ley  de  reforma  de  los  aranceles  notariales 
de  1 1  de  Junio  de  1870  (<?.,  núm.  186.— 3  de  Abril  de  1877)  274 
 Según  lo  establecido  en  la  4a  de  las  referidas  disposi- 
ciones contra  las  resoluciones  que  en  estos  negocios  dictan  las 
Audiencias,  no  se  da  ulterior  recurso  (C.  núm.  186.  —  3  de 
Abril  de  1877)   274 

Desahucio  — Según  lo  prevenido  en  el  art.  6o  de  la  ley  de 
26  de  Junio  de  1867,  reformatoria  de  la  de  Enjuiciamiento 
civil  relativamente  al  juicio  de  desahucio,  si  se  interpusiere 
por  el  arrendatario  recurso  de  casación  contra  la  sentencia 
que  declara  haber  lugar  al  desahucio,  no  podrá  ser  admitido, 
caso  que  proceda,  si  al  interponerle,  no  acredita  aquel  tener 
satisfechas  las  rentas  vencidas  y  las  que  con  arreglo  al  con- 
trato deba  adelantar,  y  no  habiendo  llenado  los  recurrentes 
el  mencionado  requisito,  esta  falta  por  sí  sola  hace  inadmi- 
sible su  recurso  (C,  núm.  158. — 14  de  Marzo  de  1877)   160 

Si  en  el  contrato  de  arrendamiento,  base  de  la  demanda 
de  desahucio,  no  se  fijó  tiempo  para  la  duración  de  aquel ,  el 
dueño  podría  desalojar  al  arrendatario,  y  éste  dejar  el  predio 
previo  aviso  á  la  otra  parte  con  la  anticipación  que  se  hallase 
adoptada  por  la  costumbre  general  del  pueblo,  y  en  otro  caso 
con  la  de  40  dias,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  2°  de  la 
ley  de  9  de  Abril  de  1842;  y,  por  consiguiente,  la  sentencia 
que  en  tal  concepto  decreta  el  desahucio  no  infringe  la  ley  Ia, 
título  í°,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación  ,  ni  la  doctrina 
jurídica  que  la  voluntad  de  los  contratantes  es  la  ley  de  los 
contratos  [C.  de  U.,  núm.  169.— 21  de  Marzo  de  1877)   195 

Deuda.— Las  leyes  9a,  tit.  14  de  la  Partida  5a,  y  119,  tít.  18 
de  la  Partida  3\  establecen  que  el  demandado  que  niega  la 
deuda  debe  ser  absuelto,  pero  entendiéndose  cuando  lo  hicie- 
re bajo  juramento  decisorio ;  porque  en  otro  caso,  si  el  de- 
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mandante  prueba  que  debe  la  deuda,  está  obligado  á  pngarla 

C7„  núni.  160.— 14  de  Marzo  de  1877)   167 

  V.  Compensación  y  Conoscencia. 

División.— Habiéndose  dirigido  la  demanda  exclusivamente  á 
que  se  hiciese  la  división  material  de  una  casa ,  y  la  excepción  . 
propuesta  á  que  aquella  se  habia  verificado  por  medio  de  pe- 
ritos de  reciproco  nombramiento,  versando  sobre  este  extre- 
mo la  prueba,  que  en  uso  de  sus  facultades  apreció  la  Sala 


sentenciadora ,  contra  esa  apreciación  no  se  ¿a  el  recurso, 
cuando  no  se  alega  que  al  facerla  se  ha  infringido  alguna  iey 
6  doctrina  legal  (<?.,  núm.  221. — 27  de  Abril  de  1877}   411 

Doctrina. — No  puede  tener  aplicación  á  un  caso  la  doctrina 
sentada  en  la  decisión  de  otro  distinto  de  aquel  á  que  trata 
de  aplicarse  (C,  núm.  183. — 2  de  Abril  de  ^77)   26a 

Documento. — Cuando  el  fallo  no  se  funda  en  la  falta  de  eficacia 
probatoria  del  documento  presentado  en  autos,  sino  que  da 
por  cierlo  que  la  tiene,  no  se  infringe  la  ley  114,  tit.  18  de  la 
Partida  3a,  según  lo  tiene  sancionado  el  Tribunal  Supremo 
en  varias  de  sus  sentencias  (C,  núm.  127.  — 23  de  Febrero 
de  1877)   67 


Documento.  —  La  ley  118.  tít.  18  de  la  Partida  3a,  trata  de 
los  medios  de  prueba  que  deben  emplearse  para  saber  si  la 
carta  pública  es  verdadera  ó  no,  y  por  tanto  no  tiene  aplica- 
ción ni  se  infringe,  si  en  el  pleito  no  se  presentó  documento 
alguno  de  esa  clase  (C,  núm.  160.  —  14  de  Marzo  de  1877)..  166 

  La  misma  ley  establece  que  el  juzgador  ha  de  apreciar 

á  su  alvedrio  las  pruebas  suministradas  por  las  partes  y  debe 
seguirse  la  que  entendiese  y  creyese  que  es  derecha  ó  verda- 
dera ;  ó  que  la  deseche  si  entendiese  en  su  corazón  lo  contra- 
rio ;  por  manera  que  en  todo  caso  siempre  hay  que  pasar  por 
la  apreciación  que  haga  la  Sala  sentenciadora,  á  no  ser  que 
se  demuestre  que  al  hacerla  haya  infringido  otra  ley  ó  doc- 
trina legal  [C,  núm.  160.  —  14  de  Marzo  de  1877)   16G 

  El  art.  289  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  señala  los 

documentos  públicos  ó  privados  que  deben  considerarse  in- 
dubitados para  el  cotejo  que  las  partes  litigantes  soliciten,  de 
los  que  las  miomas  hayan  presentado  oportunamente  en  jui- 
cio; y  es,  por  consiguiente,  inaplicable  al  cotejo  practicado  á 
virtud  de  auto  de  la  Sala  sentenciadora  para  mejor  proveer, 
con  arreglo  al  art.  48  de  dicha  ley  (C,  núm.  219.  —  26  de 

Abril  de  1877)   403 

  Si  la  Sala  sentenciadora  no  funda  su  fallo  tan  sólo  en  el 

resultado  del  mencionado  cotejo,  sino  más  principalmente  en 
las  pruebas  testificales  y  periciales  suministradas  por  las  par- 
tes, cuya  apreciación  la  corresponde  y  autoriza  á  resolver  las 
cuestiones  meramente  de  hecho,  no  habiéndose  alegado  con- 
tra ella  infracción  alguna  de  ley  ni  de  doctrina  legal,  es  im- 
procedente el  recurso  ((?.,  núm.  219.  —  26  de  Abril  de  1877).  403 
  No  es  de  estimar  la  infracción  de  las  leyes  118  y  119, 
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título  f  8  de  la  Partida  3a  sobre  el  cotejo  de  letras,  si  la  Sala 
sentenciadora  se  funda  en  la  apreciación  de  tndo  el  conjunta 
de  prueba,  y  no  en  el  solo  cotejo  de  letras,  el  cual,  por  otra 
parle,  está  sometido  á  las  novísimas  reglas  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil  (C.y  núm.  226.  —  3  de  Mayo  de  4877)   427 

Dominio.  —  Si  bien  la  ley  28,  til.  2o,  Partida  3*  declara  que 
no  probando  el  dominio  de  una  cosa  aquel  que  lo  demandí, 
continúa  la  posesión  de  ella  en  el  que  la  tiene,  y  es  igual- 
mente cierto  que  la  ley  Ia,  tít.  14  de  la  misma  Partida  impo- 
ne al  demandante  la  obligación  de  probar  su  acción,  carece 
completamente  de  valor  y  de  eficacia  cuanto  con  el  recuerdo 
de  estas  leyes  se  alegue  en  un  recurso,  si  la  persona  subroga- 
da en  lugar  del  comprador  de  los  esclavos,  y  después  por  la 
Hacienda  pública,  demuestra  la  legitima  adquisición  de  di- 
chos esclavos,  á  virtud  de  una  escritura  no  tachada  ni  im- 
pugnada por  nadie  ( C.  de  U.  ,  núm.  179.  —  28  de  Marzo 

de  1877)   244 

  V.  Prescripción  y  Venta. 

Donación.  — No  versando  un*  pleito  sobre  ninguna  clase  de  do- 
nación, no  es  aplicable,  y  por  tanto  no  puede  ser  en  él  infrin- 
gida la  ley  5a,  tít.  4o,  Partida  5a  {C.  de  U.%  Dúm.  141.— 

3  de  Marzo  de  !877)   «06 

  V.  Donación  y  Prueba. 

■ 

E 


Ejecución  —V.  Créditos. 

Ejecución  de  sentencia.  —  V.  Recurso  de  casación. 
Embargo.  —  V.  Sentencia  definitiva. 
Endosante.  —  V.  Letra  de  cambio. 

Engaño.  —  La  ley  17,  tít.  34,  Partida  7a,  y  la  doctrina  de  que 
la  ley  favorece  á  los  engañados,  mas  no  á  los  engañadores, 
no  se  puede  utilizar  como  motivo  de  casación,  cuando  el  pun  • 
to  debatido  en  los  autos  se  halla  previsto  y  resuelto  en  leyes 
especiales,  según  repetidamente  lo  tiene  consignado  el  Tri- 
bunal Supremo  (C\,  núm.  127.  —23  de  Febrero  de  1877)   67 

—  La  ley  3a,  tít.  Ifi,  Partida  Ia,  en  que  se  expresa  «quién 
puede  demandar  enmienda  del  engaño,  ante  quién  y  á  qué 
personas»  no  puede  infringirse  por  un  auto  qne  resuelve  una 
cuestión  de  procedimiento  sin  ninguna  declaración  de  fondo 
(6.,  núm.  2H.— 21  de  Abril  de  1877)   362 

Enriquecimiento  torticero.  —  El  que  ejercita  un  derecho 
que  le  asiste  no  perjudica  á  tercero  ni  se  enriquece  torticera- 
mente iC.  de  U.y  núm.  1 43.  —  5  de  Marzo  de  1877)   1  IT 

  No  habiéndose  resuelto  sobre  la  demanda  indemnización 

de  daños,  no  es  posible  deducir  que  se  perjudique  al  recur- 
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rente,  enriqueciéndose  los  recurridos  en  sn  daño  (C,  nú- 
mero 211.—  21  de  Abril  de  4877)   362 


Entrega  de  hijos.  —  V.  Recurso  de  casación. 

F 

Falta  de  personalidad.  —  La  falta  de  personalidad  com- 
prendida en  la  causa  2*  del  art.  5°  de  la  ley  de  18  de  Junio  " 


de  1870  es  inadmisible  si  no  se  ha  pedido  su  subsanacion  en  • 
ninguna  de  las  instancias,  según  previene  el  art.  7o  de  la 

misma  ley  (C,  núm.  139.  —  15  de  Febrero  de  1877)   99 

  No  puede  alegarse  la  falta  de  personalidad  en  el  deman- 
dante, cuando  el  Procurador  que  le  representó,  lo  hizo  en  vir- 
tud de  poder  legalizado  "y  bastanteado  {C.  de  U.%  núme- 
ro 156.-19  de  Marzo  de  1877)   176 


Ferro-carril.  —  Aunque  el  remitente  de  una  mercancía  no 
contratase  directamente  su  conducción  con  la  Compañía  del 
ferro-carril  que  se  la  había  de  entregar,  si  ésta,  en  aquella 
fecha  se  hallaba  en  combinación  para  hacer  el  servicio,  con 
la  que  recibió  dicha  mercancfa>  y  por  tanto  consideradas  am- 
bas como  una  sola  empresa,  pagando  el  cargador  el  porte  á 
la  Compañía  receptora,  y  reciñiendo  la  segunda  la  mercancía 
en  la  estación  de  su  empalme  con  aquella,  sin  detención  ni 
protesta  alguna,  adquiriendo  por  consiguiente  los  derechos 
que  asistían  á  la  primera  compañía  porteadora,  con  los  mis- 
mos deberes  y  responsabilidades,  subrogándose  en  su  lugar, 
según  el  art.  228  del  Código  de  Comercio  y  el  espíritu  de  lo 
establecido  por  el  232  del  mismo  ,  es  incuestionable  que  áun 
sólo  por  este  último  concepto  está  obligada  la  segunda  em- 
presa á  la  indemnización  por  el  relardo  en  la  entrega  de  di- 
cho mercancía;  y  al  ordenarlo  asi,  la  sentencia  no  infringe  la 
ley  del  contrato,  ni  la  Ia,  tít.  10,  libro  10  de  la  Novísima  Re: 
copilacion,  ni  el  art.  205  del  Código  de  Comercio,  ni  el  prin- 
cipio de  derecho  res  iníer  alios  acta  alíeri  non  nocet,  ni  el 
artículo  141  del  reglamento  de  1859,  inaplicables  al  caso,  é 
invocados  en  el  supuesto  de  que  la  segunda  empresa  no  con- 
trajo la  obligación  de  entregar  en  la  estación  de  destino  la 
mercancía  que  habia  recibido  de  la  de  su  empalme  con  la 
otra  empresa  (C,  núm.  197.  —  1 1  de  Abril  de  1877)   310 

Feudo.  —  La  disposición  del  capítulo  13  de  las  costumbres  ge- 
nerales de  Cajaluña,  elevadas  á  ley  por  la  3a,  tít.  4o,  Kb.  8o, 
volúmen  1*,  se  refiere  al  caso  de  fincas  enclavadas  en  terreno 
enfeudado,  que  se  presumen  ser  del  señor  del  feudo  miéntras 
con  documentos  no  se  pruebe  lo  contrario,  y  por  lo  mismo  no 
es  aplicable  al  pleito  en  que  se  litiga  sobre  la  totalida  de  un 


manso,  ni  puede  ser  infringida  por  la  sentencia  (C,  nú- 
mero 122.  —  20  de  Febrero  de  1877)   49 

Frutos.  — No  estando  reconocido  el  demandado  como  poseedor 
de  buena  fe,  no  puede  impugnar  que  la  condena  de  frutos  se 

tomo  xxxti.  63 
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retrotraiga  A  la  época  en  que  se  empezaron  á  deber  á  la  fun- 
dación en  favor  del  que  estaba  en  posesión  del  patronato 

(£\,  núm.  217. —  25  de  Abril  de  1877.)   358 

  Si  al  condenar  á  los  demandados  á  la  restitución  de  unas 

fincas  demandadas,  no  se  les  condena  al  abono  de  los  frutos 
percibidos  y  podidos  percibir  desde  la  litis- contestación,  á 
pesar  de  haberse  expedido  expresamente  en  la  demanda,  la 
sentencia  infringe  la  ley  35,  Digesto  De  usuris  et  fructibus, 
la  25,  párrafo  7°,  Digesto,  según  las  cuales  los  frutos  deben 
reputarse  siempre  como  obtenidos  de  mala  fe  después  de  la 
contestación  de  la  demanda  y  deben  abonarse  al  dueño  de  la 
cosa  que  los  ha  prodycido*  (C,  nüm.  222.  —  27  de  Abril 
de  1877)   413 

Fuerza  mayor.  —  V.  Minas. 

Fundación.  —  No  habiendo  sido  objeto  del  pleito  el  extremo 
relativo  a  la  necesidad  del  titulo  de  elección  que  ninguno  de 
los  pretendientes  presenta  para  determinar  el  mejor  derecho 
á  los  bienes  de  una  fundación,  son  inaplicables  y  no  han  po- 
dido ser  infringidas  la  ley  de  1 1  de  Octubre  de  1 8 ? 0 ,  en  su 
articulo  5°,  y  la  doctrina  de  la  sentencia  del  Tribunal  Supre- 
premo  de  9  de  Marzo  de  1871 ,  bajo  el  supuesto  de  ser  necesa- 
ria la  presentación  de  dicho  titulo  para  pretender  los  bienes 
de  una  fundación  litigiosa  (<?.,  núm.  208.  —  19  de  Abril 

de  1877)   349 

  El  axioma  jurídico  «  cuando  cesa  la  causa  desaparece 

la  obligación  y  todas  sus  consecuencias*,  no  tiene  aplicación 
al  caso  en  que  la  ley  llama  expresamente  á  la  sucesión  de  una 
fundación  en  su  art.  2o,  al  que  sucedería  en  el  mayorazgo 
si  subsistiere,  faltando  por  lo  mismo  el  supuesto  do  la  ex- 
tinción en  dicho  concepto  (C,  núm.  208. —  19  de  Abril 

de  1877)   349 

 1  El  mismo  art.  2o  déla  ley  citada  y  la  fundación,  no  se 

infringen  por  la  sentencia,  bajo  el  supuesto  de  que  poseyen- 
do un  Presbítero  otro  beneficio,  estaba  incapacitado  para  su- 
ceder en  el  patronato  objeto  del  pleito,  si  no  se  ha  probado 
que  dicho  beneficio  exigiera  residencia,  circunstancia  que  re- 
quiere la  fundación,  y  pudiendo  renunciarlo,  podria  conside-  » 
rarse  privado  de  su  derecho  al  .referido  Presbítero  [C. ,  nú- 
mero 208.  —  19  de  Abril  de  1877)   349 

  El  llamado  axioma  de  derecho  de  que  no  se  trasmiten 

los  derechos  que  dependan  de  una  cualidad  personalísima,  es 
inaplicable  al  caso  en  que  adquirido  ya  un  derecho  «por  el  in- 
dicado Presbítero,  y  dueño  de  los  bienes,  los  trasmitió  su  he- 
redero como  todo**,  h  8  de  su  propiedad  (C,  núm.  208.  — 
19  de  Abril  de  1877)   349 

H 

Hacienda  pública. — V.  Saneamiento. 
Hechos  —V.  Prueba. 
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Heredero  —La  ley  11,  tit.  3o,  Partida  6*,  o,ue  establece  que  el 
nombramiento  de  heredero  no  puede  dejarse  al  arbitrio  de 
otro,  no  es  aplicable  al  caso  en  que  se  reclama  abono  de  can- 
tidades por  asistencias  ((?.,  núm.  174.— 23  de  Marzo  de  1877).  219 

Hijos  naturales. — V.  Hijos  espúreos  y  Sucesión. 

Hipoteca  — V.  Intereses. 

Hipoteca  general. — La  ley  Hipotecaria  declaró  subsistentes, 
con  arreglo  á  la  legislación  precedente,  miéntras  duren  las 
obligaciones  que  garanticen,  las  hipotecas  generales  anterio- 
res á  aquella  que  dicha  legislación  establecía  ,  entre  otras,  la 
de  las  mujeres  casadas  soore  los  bienes  de  su  mari  lo:  que- 
dando vigente  el  derecho  antiguo,  conforme  al  que  la  mujer 
casada  tiene  el  privilegio  de  ser  preferida  para  el  pago  de  su 
dote,  legítimamente  constituida  y  entregada,  lo  mismo  que 
sus  hijos  y  descendientes  legítimos,  á  todo  otro  acreedor  de 
su  marido  que  no  tenga  hipoteca  expresa  anterior  ;  y  por 
tanto  la  Sala  sentenciadora,  al  declarar  la  preferencia  á  favor 
de  la  dote,  no  infringe  la  ley  33,  tit.  13,  Partida  5a,  ni  pudo 
infringir  tampoco  los  artículos  23,  24,  158  y  159  y  doctrina 
que  naife  del  preámbulo  de  la  ley  Hipotecaria,  que  no  son 
aplicables  al  caso  (C,  núm.  154.  —  13  de  Marzo  de  1877). . .  145 

Hipótesis.  —  V.  Recurso  de  Casación. 


i 

Impugnación.  —  V.  Derechos  notariales. 

Indemnización.  —  V.  Carretera  y  Ferro  carril. 

Inhibitoria.  —  Según  erart.  365  de  la  ley  orgánica  del  poder 
judicial,  la  inhibitoria  de  jurisdicción  debe  formularse  en  es- 
crito y  con  firma  de  Letrado  (Comp  ,  núm.  146.  —  5 de Marzó 
de  1877)   124 

Infracción  de  ley. —No  pueden  citarse  útilmente  como  in- 
fringidas por  una  sentencia  leyes  inaplicables,  y  que  no  han 
sido  por  ello  aplicadas  á  la  resolución  de  la  cuestión  litigiosa 

(C,  núm.  1 1 H.  —  11  de  Febrero  de  1877)   21 

  No  pueden  decirse  infringidas  por  una  sentencia  leyes 

que  no  son  aplicable  al  caso  de  autos  (C,  núm.  127.  —  23  de 

Febrero  de  1877)   67 

  V.  Recurso  de  Casación. 

Inscripción.  —  Los  artículos  2°  y  393  de  la  ley  Hipotecaria, 
que  se  reiteren  á  la  necesidad  de  la  inscripción  de  los  documen- 
tos que  la  requieren  para  su  eficacia  en  juicio,  son  inaplica- 
bles tratándose  de  un  pleito  en  que  se  habia  declarado  ya  eje- 
cutoriamente que  el  que  presentaba  un  testamento  de  su  her- 
mano, sin  inscribir,  era  el  heredero  y  representante  de  los 
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derechos  de  dicho  su  hermano  í<£,  ntím.  208.  — 19  de  Abril 

de  1  877   349 

  En  el  caso  de  haberse  empleado  la  excepción  de  haberse 

admitido  al  demandante  documentos  no  inscritos  en  el  Regis- 
tro de  la  propiedad,  esta  omisión  no  viciaría  la  sentencia, 
porque  cuando  ésta  se  ajusta  á  la  demanda  y  resuelve  según 
lo  pedido  por  el  demandante  estimando  su  acción,  no  se  in- 
fringen los  artículos  61  y  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil, pues  que  naturalmente  se  entiende  que  se  deniegan  ó  no 
se  admiten  las  excepciones  del  demandado  {O  ,  núm.  227.  — 

3  de  Mayo  de  1877)   430 

  No  se  quebrantan  los  artículos  23,  27  y  396  de  la  ley 

Hipotecaria,  si,  además  de  aparecer  en  autos  que  la  escritura, 
base  de  la  demanda,  ha  sido  registrada  á  debido  tiempo  en  la 
antigua  y  extinguida  Contaduría  de  hipotecas,  y  los  demás 
documentos  presentados  por  el  demandante  no  precisaban 
este  requisito,  ni  por  su  naturaleza  ni  por  el  objeto  con  que 
fueron  llevados  al  pleito,  conforme  al  ültimo  de  los  citados 
artículos,  el  demandado  no  opuso  á  estos  títulos  otros  que 
hubiesen  sido  inscritos,  circunstancia  que  es  indispensable 
para  que  legalmente  pueda  ser  considerado  como  tercero  en 
Ja  acepción  del  art.  27,  y  disfrutar  de  los  beneficios  del  ar- 
tículo $3  de  la  citada  ley  Hipotecaria  (C,  núm.  227.-3  de 
Mayo  de  1877)   430 

Intereses. — Según  el  art.  8o  de  la  ley  de  14  de  Marzo  de  1856 
y  la  doctrina  establecida  por  el  Tribunal  Supremo,  sólo  debe 
pagar  intereses  el  deudor  constituido  en  mora  y  cuando  se 
reclama  cantidad  líquida  ({?.,  núm.  113. —  15  de  Febrero 

de  1877)   8 

  La  ley  de  14  de  Mar*  de  1856,  que  suprimió  la  tasa 

del  interés  del  dinero  y  fijó  la  cuantía  del  mismo  para  los  ca- 
sos de  no  estar  pactado  y  haberse  constituido  en  mora  el  deu- 
dor, no  puede  tener  aplicación  al  caso  en  que  se  trata  de  es- 
tablecer si  cabe  en  el  quinto  de  la  herencia  una  pensión  vita- 
licia, cuyo  capital  quedó  en  propiedad  al  heredero  que  debe 

pagarla  [(?.,  núm.  118.— 19  de  Febrero  de  1877)   31 

  Declarado  por  sentencia  firme  que  se  dejasen  libres  y 

desembarazados  de  la  hipoteca  á  que  estaban  afectos  unos  mo- 
linos, y  dispuesto  que  el  curador  del  recurrente  cumpliese 
dentro  de  15  días  aquella  obligación,  bajo  apercibimiento  de 
que  en  otro  caso  se  ejecutaría  la  liberación  á  su  costa,  y  no 
habiéndola  verificado,  es  indispensable  liquidar  los  intereses 
pactados  en  escritura,  por  lo  que,  al  disponer  la  liquidación 
y  aprobarla,  no  se  infringe  la  sentencia  firme  sobre  cuya  eje- 
cución se  litiga  (C,  núm.  159. — 14  de  Marzo  de  1877)   162 

—  Otorgada  la  escritura  con  hipoteca  en  28  de  Enero 
de  (858  no  puede  tener  aplicación  al  caso  de  la  ley  Hipoteca- 
ria, que  empezó  á  regir  en  Io  de  Enero  de  1863,  y  por  lo  mis- 
mo no  se  infringen  los  artículos  114  y  147  de  dicha  ley  ((?., 
número  159.— 14  de  Marzo  de  1877)   162 
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  La  ley  de  14  de  Marzo  de  1856  no  contraria  la  facultad 

de  las  partes  para  convenir  el  interés  que  ha  de  abonar  el  deu- 
dor, ni  prohibe  que  capitalizando  intereses  líquidos  y  no  sa- 
tisfechos se  estipulen  de  nuevo  réditos  sobre  el  aumento  de 

capital  (C,  núm.  183.— 2  de  Abril  de  1877)   267 

  V.  Zaudemió  y  liquidación  de  obras. 

Intereses  de  intereses.  — V.  Intereses. 

Interpretación.— V.  Contrato. 

Insolvente.— V.  Contrato. 


Juez  competente.— Si  bien  los  artículos  20 i  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil  y  300  de  Ite  orgánica  del  poder  judicial  con- 
ceden la  competencia  al  Juez  municipal  del  domicilio  del  de- 
mandado, se  refieren  al  cuso  en  que  éste  sea  uno  y  no  más 

[Comp.,  núm.  120. — 20  de  Febrero  de  1877)   41 

—  Aunque  el  párrafo  segundo,  regla  Ia  del  art.  308  de  la 
ley  de  organización  del  poder  judicial  se  refiera  á  los  juicios 
en  que  ya  se  entabló  acción  y  no  á  los  actos  conciliatorios 
que  sólo  se  celebran  para  entablarla  lnégo,  debe  aplicarse  por 
analogía  la  disposición  en  dicho  párrafo  contenida,  la  cual 
dispone  que,  cuando  una  demanda  se  dirige  simultáneamente 
contra  dos  ó  más  personas  residentes  en  distintos  pueblos, 
sea  Juez  competente  el  del  domicilio  de  cualquiera  de  los  de- 
mandados á  elección  del  demandante  {Comp  ,  núm.  120.— 

20  de  Febrero  de  1877)   41 

  Con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  308  de  la  ley  orgá- 
nica de  Tribunales,  fuera  de  los  casos  de  sumisión  expresa  ó 
tácita,  en  los  juicios  en  que  se  ejerciten  acciones  personales, 
será  Juez  competente  el  del  lugar  en  que  deba  cumplirse  la 
obligación,  y  á  falta  de  éste,  á  elección  del  demandante,  el  del 
domicilio  del  demandado  ó  el  del  lugar  del  contrato,  si  ha- 
llándose en  él,  aunque  accidentalmente,  pudiera  hacerse  el 
emplazamiento  [Comp.,  núm.  175  —24  de  Marzo  de  1877).. .  226 
  El  Juzgado  áque  los  litigantes  se  someten  expresa  ó  tá- 
citamente es  el  competente  para  conocer  de  los  pleitos  y  ac- 
tos á  que  dé  origen  el  ejercicio  de  las  acciones  civiles,  siem- 
pre que  la  sumisión  se  haga  en  quien  tenga  jurisdicción  para 
conocer  en  la  misma  clase  de  negocios  y  en  el  mismo  grado 

{Comp.,  núm.  185.— 2  de  Abril  de  1877)   272 

 Se  ha  de  entender  hecha  la  sumisión  tácita  por  parte 

del  demandado  con  cualquier  acto  que  ejecute  después  de  per- 
sonado, que  no  sea  la  declinatoria  de  jurisdicción,  según  se 
determina  en  los  artículos  303  y  305  de  la  ley  del  poder  judi- 
cial [Comp.,  núm.  185.— 2  de  Abril  de  1877)   272 

  Fuera  de  la  sumisión  expresa  ó  tácita,  en  los  casos  en 

que  se  ejerciten  acciones  personales,  será  competente  el  del 
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lugar  en  que  haya  de  cumplirse  la  obligación,  con  arreglo  al 
articulo  308,  regla  Ia  de  la  expresada  ley  [Cornp.,  núm.  185. 

—2  de  Abril  de  1877)   .272 

  Fuera  de  los  casos  de  sumisión  expresa  ó  tácita,  en  los 

juicios  en  que  se  ejerciten  acciones  personales  es  Juez,  com- 
petente el  del  lugar  en  que  debe  cumplirse  la  obligación,  se- 
gún lo  prevenido  en  el  art.  308,  regla  Ia  de  la  ley  de  orga- 
nización del  poder  judicial  (Comp.,  núm.  205.— 16  de  Abril 

de  1877)   341 

  Según  el  art.  308,  núm  4#,  de  la  ley  del  poder  judicial, 

en  los  juicios  en  que  se  ejercitan  acciones  mixtas  es  fuero 
competente  el  del  lugar  eu  que  se  hallen  las  cosas  ó  el  del  do- 
micilio del  demandado,  á  elección  del  demandante  {Comp.% 

número  229.-4  de  Mayo  de  1877)   435 

— —  Si  la  acción  que  ejercita  el  demandante  es  mixta,  por- 

3ue  procede  de  una  obligación  personal  que  contrajeron  el 
eudor  y  su  mujer  por  escritura  pública,  en  la  cual  hipote- 
caron también  la  casa  de  su  habitación,  se  está  eu  el  caso  de- 
terminado expresamente  en  dicho  art  308,  núm.  4o,  no  de- 
biendo tener  aplicación  lo  dispuesto  en  el  núm.  I*  del  mismo; 
que  sólo  se  refiere  al  ejercicio  de  acciones  simplemente  per- 
sonales [Cornp.,  núm.  «9. — 4  de  Mayo  de  1877)   435 

Juez  municipal. — V.  Juez  competente. 

Juicio. — El  art.  225  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  es  rela- 
tivo al  orden  y  tramitación  del  juicio  y  no  puede  servir  de 
fundamento  para  un  recurso  de  casación  [C.  de  U.,  núme- 
ro 143.— 5  de  Harto  de  1877)   116 

Juicio  ejecutivo — Si  la  escritura  en  virtud  de  la  que  se  enta- 
bló una  ejecución  causó  lodos  sus  efectos,  dando  por  termi- 
nadla obligación  con  la  sentencia  de  remate,  la  demanda 
ordinaria  que  se  incoe  en  virtud  de  la  reserva  del  art.  972  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  es  un  pleito  nuevo,  y  atendi- 
da la  acción  personal  que  se  ejercita,  no  puede  desconocerse 
la  competencia  del  Juez  del  domicilio  del  demandado,  confor- 
me lo  dispone  la  segunda  parle  del  art.  308  de  la  lev  orgáni- 
ca del  poder  judicial  y  la  jurisprudencia  establecida  por  el 
Tribunal  Supremo  (Comp.,  núm.  178.— 26  de  Marzo  de  1877).  24  I 
  V.  Tercería  y  Tercero. 

Juicio  pericial.— La  ley  19.  tit.  22,  Partida  3',  que  declara 
q u¿ [fuerza  hi  el  juicio  Jlnado,  no  se  infringe  por  la  sentencia 
que  estima  cumplida  una  ejecutoria  y  aprueba  la  liquidación 
hecha  por  el  perito  tercero  nombrado  en  discordia,  si  resulta 
que  este  perito  no  se  separa  de  las  bases  señaladas  en  la  sen* 
tencia,  de  cuya  ejecución  se  trata  (C.y  núm.  13!. — 27  de  Fe- 
brero de  1877)   *78 

  V.  Liquidación  de  obras. 

Juramento  decisorio.— V.  Deuda. 
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Laudemio.— La  ley#de  3  de  Mayo  de  1*23,  restablecida  en  2  de 
Febrero  de  1837,  aclaratoria  de  la  de  6  de  Agosto  de  I8H,  en 
su  art.  7o  fija  el  tanto  por  100  que  debe  pagarse  en  la  enaje- 
nación de  fincas,  que  hallándose  sitas  en  territorio  en  el  que 
los  señores  hubiesen  ejercido  jurisdicción,  debieron  conser- 
var, sin  embargo,  el  señorío  territorial  y  solariego  según  lo 
dispuesto  en  dicha  ley  y  el  carácter  general  que  ésta  reviste 
se  entienda  en  cuanto  á  estos  cargos,  expresando  que  los  co- 
munes se  repirán  por  las  leyes  del  reino (C.,nú  n.  113.— 15  de 

Febrero  de  1K77)   7 

— —  La  legislación  aplicable  á  la  ciudad  de  Barcelona  y  su 
perímetro,  respecto  al  pago  del  laudemio,  cuando  no  se.de- 
termina  en  los  contratos  el  tanto  por  1 00  que  deb«  pagarse 
por  la  enajenación  de  las  fincas  comprendidas  en  aquel  terri- 
torio, es  la  Constitución  1\  tít.  12,  libro  4o,  volumen  2*,  el 
Estatuto  del  Rey  D.  Pedro  III  de  5  de  Julio  de  1285  y  la  Prag- 
mática del  Rey  D.  Alfonso  de  1286,  que  fijan  el  10  por  100 

( C ,  núm.  11 3.— 1 5  da  Febrero  de  i 877)   8 

 Conviene  con  estas  disposiciones  la  Constitución  Ia,  ti- 
tulo 13,  libro  Io,  volúmen  2o,  por  la  que,  partiendo  del  mis- 
mo tipo,  se  condena  al  doble  laudemio  al  euíiteuta  que  enaje- 
ne las  fincas  sin  requerir  ántes  al  señor  (C,  núm.  113.— 15  de  N 

Febrero  de  1877)   8 

  Si  resulta  que  el  recurrente  se  obligó  á  pagar  el  laude- 
mio sin  expresar  la  cantidad  proporcional;  y  lejos  de  desco- 
nocer esta  obligación  demandó  á  la  parte  contraria  para  que  . 
percibiese  el  2  por  100  por  aquel  concepto,  demanda  impug- 
nada bajo  el  supuesto  de  que  debia  pagarse  el  10  por  100,  y 
sobre  esto  versó  la  cuestión  principal  del  pleito,  no  puede 
sentarse  que  hubiese  cantidad  líquida  ni  mora  por  parle  del 
deudor ;  y  la  Sala  sentenciadora,  al  declarar  lo  contrario  in- 
fringe el  art.  8°  de  la  ley  de  14  de  Marzo  de  1856  y  la  doctri- 
na de  que  no  hay  mora  ni  deben  pagarse  intereses,  cuando 
se  reclaman  cantidades  ilíquidas  (¿7.,  núm.  113. — 15  de  Fe 

brerode  1877)   8 

  La  Sala  sentenciadora,  al  condenar  solidariamente  al 

vendedor  y  compradores  al  pago  del  laudemio,  infringe  el 

{>rincipio  de  derecho,  según  el  cual  anadie  puede  imponérse  • 
e  una  obligación  que  no  nazca  de  la  ley  ó  de  pacto  libremente 
celebrado,  porque  la  obligación  solidaria  no  está  estableci- 
da por  ley  para  este  caso  ((?.,  núm.  113.— 15  de  Febrero 
de  1877)   8 

Laudo.— V.  Amigables  componedores. 

Legado.— Las  leyes  11,  tít.  3o,  y  29,  tít.  9o  de  la  Partida  6*, 
según  las  cuales  el  establecimiento  del  heredero  y  de  las 
aman  las  ó  legados  debe  ser  puesto  por  el  testador  mismo  y 


$04  JURISPRUDENCIA  CIVIL. 

PÁGINAS. 


con  arreglo  á  su  voluntad  y  no  dejarse  al  albedrío  y  juicio 
de  otro»,  han  sido  modíñeadas,  en  lo  relativo  á  las  mandas, 
por  las  leyes  de  Toro  comprendidas  en  el  tít.  19,  libro  10  de 
la  Novísima  Recopilación,  y  no  pueden  alegarse,  por  tanto, 
como  fundamento  eficaz  de  un  recurso  para  demostrar  la  nu- 
lidad del  legado  litigioso,  mucho  ménos  apareciendo  de  los 
autos  que  éste  fué  establecido  según  la  voluntad  de  la  testa- 
dora (&,  núm.  147. —8  de  Marzo  de  1 877)   1 25 

  La  ley  4N,  tít.  9o  de  la  misma  Partida  6a  previene,  como 

el  m:is  imperioso  y  dominante  de  sus  preceptos  «que  en 
«aquel  tiempo  et  en  aquella  manera  deben  ser  pagadas  las 
«mandas  que  el  testador  mando  señaladamente  en  su  testa- 
amento  que  las  pagasen»  (<?.,  núm.  U7.—8  de  Marzo  de  1877).  I S6 
 Si  un  testador  lega  á  los  hijos  de  un  hermano  tres  ins- 
cripciones de  renta  anual  sobre  el  Gran  libro  de  la  Deuda  de 
Francia,  siendo  su  expresa  voluntad  que  por  entónces  y  mién- 
tras  no  ocurriese  justa  causa,  que  habia  de  ser  calificada  tal 
por  uno  de  sus  sobrinos,  habian  de  continuar  sus  capitales 
impuestos  donde  se  hallaban,  debiéndose  sólo  procurar  su 
trasferen-.ia  en  virtud  de  aquella  cláusula,  asignando  una 
sexta  parte  de  su  importancia  nominal  á  cada  uno  de  los 
expresados  sus  sobrinos;  al  condenar  la  Sala  sentenciado- 
ra á  uno  d.}  éstos  al  pago  de  6.000  rs.,  importe  de  la  sexta 
parte  de  los  gastos  hechos  para  la  nueva  inscripción  en  el 
Gran  libro  de  la  renta  francesa  á  nombre  de  los  seis  legatarios 
de  esas  mismas  inscripciones,  entiende  y  aprecia  llanamente 
y  como  suenan  las  palabras  del  testador,  teniendo  en  cuenta 
Ta  facultad  expresa  y  terminante  concedida  para  hacer  la  tras- 
ferencia;  y  por  tanto  no  infringe  el  testamento,  ley  particu- 
lar del  caso,  ni  la  doctrina  legal  sentada  por  el  Tribunal  Su- 
premo, de  que  el  testamento  es  verdadera  ley  á  la  cual  deben 
atenerse  los  Tribunales  para  fallar  (C,  núm.  182. — 31  de  Mar- 
zo de  1877)   26S 

  Esa  operación  necesaria  de  trasferencia  á  favor  de  los 

legatarios  de  las  inscripciones  hechas  por  el  que  estaba  ex- 
clusivamente faeultado  para  ello  en  el  testamento,  no  es  ven- 
ta ni  transacción,  ni  préstamo  al  menor,  ni  contrato  que  hi- 
ciera necesaria  la  autorización  judicial  y  la  intervención  del 
curador  ó  marido  de  la  mujer  casada,  sino  un  acto  cumplida- 
mente ajustado  á  la  voluntad  del  testador  y  consentido  por 
los  demás  legatarios;  y  en  su  virtud,  estimándose  así,  no  se 
infringen  las  leyes  5a,  tít.  19,  Partida  6a,  55  de  Toro,  y  59, 
tít.  18,  Partida  3a  ((7.,  núm.  182.— 31  de  Marzo  de  1877)....  263 

Legislación  catalana. — V.  Laudemio. 

Lesión. — Si  la  Sala  apreciando  las  pruebas,  en  uso  de  sus  atri- 
buciones, estima  no  probada  la  lesión  alegada,  sin  que  se 
cite  contra  la  apreciación  ley  ó  doctrina  legal  infringida,  pues 
no  tiene  fuerza  de  las  reglas  de  la  sana  crítica  hecha  en  abs- 
tracto, no  puede  apreciarse  tal  la  de  ese  motivo  de  casación 
( C. ,  núm.  230.— 8  de  Mayo  de  1 877)   437 
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Letra  de  cambio.  —  Si  el  demandante  no  faé  portador  de  la 
letra,  objeto  del  pleito,  sino  mero  endosante  de  ella  á  favor 
de  una  casa  de  comercio,  en  cuyo  concepto  ha  sido  condenado 
á  reembolsar  su  importe,  como  á  su  vez  fué  endosatario  y 
mandatario  del  demandado,  es  inaplicable  á  la  cuestión  litigio- 
sa el  art.  490  del  Código  de  Comercio,  que  declara  caducado 
el  derecho  de)  portador  contra  los  endosantes  cuando  la  letra 

3ueda  perjudicada  [C.  de  U..  nüm.  126. —  23  de  Febrero 
e!877)   63 

Ley  extranjera.— Si  bien  manda  la  ley  15,  tit.  14,  Partida  3*, 
que  non  aya  fuerza  de  prueba  la  ley  ó  fuero  de  otra  tierra  que 
se  alegue  en  los  pleitos,  contiene  también  el  período  fueras 
ende  en  contiendas  que  fuesen  entre  ornes  de  aquella  tierra, 
sobre  pleito  ó  postura  que  oviesen  fecho  en  ella,  que  establece 
una  excepción  para  los  contratos  que  tienen  logar  en  país 
extranjero,  entre  personas  de  fuera  de  España,  y  que  de  co- 
mún acuerdo  se  sometieron  expresamente  á  una  ley  extran- 
jera (C,  nüm.  167.  — 20  de  Marzo  de  1877)   186 

  Tratándose  de  un  préstamo  á  la  gruesa  no  puede  supo- 
nerse fraude  en  una  sumisión  á  las  leyes  que  eran  las  corres- 
pondientes al  buque  y  al  Capitán  ;  y  no  apareciendo  prueba 
de  ese  mismo  fraude,  no  sería  aplicable  la  llamada  doctrina 
que  supone  que  Jeben  observarse  las  leyes  del  país  en  donde 
se  habia  de  cumplir  la  obligación  y  no  las  del  en  que  ésta  se 

contrajo  [&,  núm.  167.— 20  de  Marzo  de  1877)   186 

  No  es  aplicable  al  caso  presente,  y  por  tanto  no  se  ha 

podido  infl  ingir  el  art.  671  del  Código  de  Comercio  español, 
si  la  Sala,  ocupándose  de  ese  artículo  para  combatir  lo  que 
respecto  de  sus  prescripciones  se  dijo  durante  el  pleito,  ter- 
minantemente declaró  que  aplicaba  y  aplicó  el  Código  de  Co- 
mercio italiano  como  ley  á  la  que  se  habian  explícitamente 
sometido  los  contratantes  ((?.,  núm.  167.  — 20  de  Marzo  de 

1877)   186 

—  Conforme  á  lo  declarado  por  el  Tribunal  Supremo,  no 
pueden  ser  motivos  de  casación  las  infracciones  de  leyes  ex- 
tranjeras que  no  afectan  á  la  uniformidad  de  nuestra  juris- 
prudencia, aunque  dichas  leyes  puedan  alegarse  como  medios 
de  prueba  ante  los  Tribunales  españoles  y  apreciarse  en  los 

pleitos  (C,  núm.  167.— 20  de  Marzo  de  1877)   187 

  V.  Préstamo  á  la  gruesa. 

Ley  hipotecarla.— V.  Intereses. 
Linea  preferente.— V.  Capellanía. 

Liquidación. — Si  un  auto  se  limita  á  aprobar  una  liquidación 
hecha  por  el  actuario  de  conformidad  con  las  bases  determi- 
nadas en  otro  auto  firme  por  el  consentimiento  de  las  partes, 
léjos  de  infringirla  autoridad  de  la  cosa  juzgada  en  ese  auto 
consentido,  la  respeta  y  la  ejecuta  (C.t  núm.  183. — 2  de  Abril 
de  1877)   267 

'  Liquidación  de  obras.— Si  en  una  ejecutoria  se  mandó  liqui- 

xomo  xxxvi.  64 
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dar  por  medio  de  peritos  las  obras  ejecutadas  en  ana  estación 
de  un  ferro-carril,  y  que  ia  diferencia  que  resultase  de  las  ex- 
presadas liquidaciones  sería  satisfecha  por  quien  correspon- 
diera á  los  ocho  días  de  verificadas:  y  á  pesar  de  ello  la  senten- 
cia recurrida,  en  vez  de  determinar  como  de  abono  lo  que  los 
peritoshabian  señalado,  prescinde  del  juicio  pericial  y  conde- 
na al  pago  de  cantidades  superiores,  infringe  asi  la  cosa  juz- 
ada  y  la  ley  19,  tit.  22,  Partida  3a,  que  da  fuerza  irrevoca- 
le al  juicio  fenecido  (C.núm.  117.— 17  de  Febrero  de  1 877).  58 

  Si  por  la  misma  sentencia  firme  se  suprimió  el  pago  de 

intereses  del  saldo  que  resultase  del  juicio  pericial  que  con- 
tenía la  de  primera  instancia;  y  sin  embargo,  en  el  fallo  con- 
tra el  que.se  recurre  se  condena  á  la  Compañía  recurrente  al 
pago  de  los  intereses  de  la  suma  que  se  fija  como  saldo  desde 
la  interposición  de  la  demanda,  con  esta  declaración  se  rom- 
pe también  la  cosa  juzgada  y  se  infringe  la  expresada  ley  19 
del  título  22,  Partida  3a  (C  ,  núm.  H7. — 17  de  Febrero 

de  1877)   «8 

Litigante  — Si  uno  de  los  demandados,  al  serlo  y  presentarse 
en  el  pleito,  hizo  causa  común  con  los  demandantes  del  plei- 
to primitivo,  sosteniendo  las  mismas  pretensiones  por  ser 
igual  su  derecho;  al  dictarse  la  sentencia  en  forma  de  decla- 
rar sobre  los  puntos  litigiosos,  y  no  con  la  de  absolver  y  con- 
denar, en  cuyo  solo  caso  habria"  sido  diferente  la  declaración 
relativa  al  mismo  que  tenía  el  carácter  de  demandado,  es  in- 
dudable que  las  declaraciones  hechas  le  comprenden  lo  mis- 
mo que  á  sus  litis-socios,  aunque  se  omitiera  su  nombre  por 

un  olvido  material  (C,  núm.  218.— 26  de  Abril  de  1877)   390 

  V.  Buena  fe. 

Litis  pendencia.  —  Al  establecer  el  art.  221  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil  el  principio  de  que  todas  las  contiendas  en- 
tre parles  en  reclamación  de  un  derecho  aue  no  tengan  se- 
ñalada tramitación  especial,  serán  ventiladas  en  juicio  ordi- 
nario, no  se  opon»  al  237,  que  admite  como  excepción  dila- 
toria la  litis-pendencia  en  otro  Juzgado  ó  Tribunal  compe- 
tente, por  lo  que  el  auto  estimando  la  expresada  excepción 
no-infringe  ninguno  de  los  mencionados  artículos  (£?.,  núme- 
ro 2H— 21  de  Abril  de  1877)   362 

  Tampoco  infringe  la  doctrina  legal  de  que  la  excepción 

de  litis-pendencia  no  tiene  otro  objeto,  además  de  evitar  gas 
tos,  que  el  de  que  la  sentencia  que  recaiga  en  un  pleito  no 

Í>roduzca  eu  el  otro  excepción  de  cosa  juzgada,  si  resulta  que 
a  Sala  ha  estimado  la  litis-  pendencia  de  acuerdo  con  la  ex- 
presada doctrina  ((?.,  núm.  211.  — 21  de  Abril  de  1877)   362 

M 

Mandatario.  —  V.  Poder. 


Mandato.  —  No  tiene  aplicación  ,  y  por  tanto  no  oueden  in- 
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fringirse  la  ley  24,  tít.  II,  Partida  5a,  que  trata  de  la  ma- 
nera en  que  debe  ser  fecho  el  mandato,  ni  el  art.  384  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  determina  que  el  Adminis- 
trador represente  el  ab  intestato,  si  en  el  pleito  objeto  del  re- 
curso no  se  hn  discutido  ni  respecto  á  mandato  ni  ab-intes- 
tato(C.,ífr  ¿7.,  núm.  H4.— 15  de  Febrero  de  1877)   17 

Menor.  —  V.  Préstamo. 


—  Si  en  unos  contratos  sobre  minas  se  pactó  que  no  se- 
rian obligatorios  en  el  caso  de  sobrevenir  diíicurtades  ú  obs- 
táculos que  no  pudieran  vencer  los  contratantes,  y  si  bien 
hubo  guerra  en  el  señorío  de  Vizcaya,  no  impidió  al  deman- 
•  dado  cumplir  con  la  entrega  del  mineral,  al  condenarle  la  sen- 
tencia á  cumplir  los  expresados  contratos  en  la  forma  y  tiem- 
po que  determina,  léjos  de  infringirlos,  les  da  la  fuerza  legal 

que  tienen  (C,  núm.  220.  —  26  de  Abril  de  1877)   407 

  La  ser.tencia  tampoco  infringe  la  ley  1*,  tit.  Io,  libro  10 

de  la  Novísima  Recopilación,  sobre  las  obligaciones,  si  ios 
contratos  referidos  son  claros  y  terminantes,  y  la  Sala  no  los 
interpreta,  sino  que  los  aplica  con  exactitud  (C,  núm.  220. 

—  26  de  Abril  de  1877)   407 

  El  art.  247  del  Código  de  Comercio  que  da  reglas  sobre 

la  interpretación  de  los  contratos  mercantiles  tampoco  tiene 
aplicación  al  raso,  si  se  prueba  que  el  demandado  pudo  y  no 
quiso  cumplirlos,  como  cumplió  otros  de  la  misma  naturaleza 
(6r.,  núm.  220.— 26  de  Abril  de  1877)   407 

Moneda. — V.  Contrato. 

Mora  —V.  Intereses  y  Zaudemio. 

Mujer  casada. — La  ley  H,  tít.  Io,  lib.  10  de  la  Novísima  Re- 
copilación (35  de  Toro),  que  dispone  que  la  mujer  durante  el 
matrimonio  no  puede  hacer  contrato  alguno  sin  licencia  de  su 
marido,  y  la  doctrina  de  las  sentencias  del  Tribunal  Supremo 
que  establecen  la  armonía  entre  dicha  disposición  y  la  ley  17, 
tít.  I  f ,  Partida  4a,  que  declara  á  favor  de  la  mujer  el  derecho 
de  administrar  los  bienes  extra-dotales,  son  inaplicables  al 
caso,  y  no  han  podido  ser  infringidas  por  la  sentencia  que  de- 
cide solamente  en  poder  de  cual  de  los  cónyuges  que  se  hallan 
separados  en  virtud  de  demanda  de  divorcio  admitida  deben 
obrar  los  títulos  de  propiedad  de  los  referidos  bienes  parafer- 
nales (C,  núm.  207.— 18  de  Abril  de  1877)   346 

  V.  Hipoteca  general  y  Tercería. 


N 

• 

Novaciones.— Si  bien  la  novación  es  una  de  las  excepciones 
admisibles,  tanto  en  el  juicio  ejecutivo  como  en  el  ordinario, 
no  puede  invocarse  como  infringido,  por  no  haberla  admiti- 
do, el  caso  sétimo  del  art  968  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
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civil,  si  para  alegar  dicha  excepción  se  parte  del  supuesto 
falso  de  que  tenga  ese  carácter  un  pacto  otorgado  en  docu- 
mento privado,  por  haber  ofrecido  elevar  éste  á  escritura  pú- 
blica (C.,  núrn.  226.-3  de  Mayo  de  4877)   42* 


o 

Obligación.— V.  Contrato. 

Opinión  de  los  autores  — £1  Tribunal  Supremo  tiene  decla- 
rado que  por  autorizados  y  respetables  que  sean  los  escrito- 
res de  derecho  no  puede  fundarse  en  sus  opiniones  el  recurso 
de  casación,  sino  que  ha  de  apoyarse  en  las  verdaderas  doc- 
trinas, que  son  las  admitidas  por  la  jurisprudencia  de  los  Tri- 
bunales (<?.,  núm.  183.  — 2  de  Abril  de  1877)   267 


P 

Pago  a  cuenta  —La  lev  10,  tít.  14,  Partida  5a,  no  resuelve  la 
aplicación  que  ha  de  darse  á  los  pagos  á  cuenta  de  deuda 
agravada  con  peño  ó  por  otro  agravamiento  semejante  (&, 

número  183.— 2  de  Abril  de  1877)   267 

  Es  inoportuno  invocar  los  preceptos  de  dicha  ley,  cuan- 
do no  está  justificado  que  haya  más  de  una  sola  deuda  (C, 
número  183.— 2  de  Abril  de  1877)   267 

Pago  de  cantidad. — La  sentencia  que  condena  á  los  deman- 
dados á  pagar  a)  actor  las  cantidades  por  éste  reclamadas  en 
su  demanda  y  que  se  le  dejaron  en  un  testamento,  sin  hacer, 
porque  lo  impedía  la  ley,  declaración  sobre  la  capacidad  del 
testador,  resuelve  con  claridad  la  cuestión  religiosa  (<?.,  nú- 
mero 174.— 23  de  Marzo  de  1877)   219 

  La  sentencia  en  que  se  condena  al  demandado  al  pago 

de  una  cantidad  como  resto  de  otra  que  era  en  deber  al  de- 
mandante, el  que  á  su  vez  tendría  que  satisfacer  ó  admitir 
en  pago  una  suma  así,  como  igualmente  cuenta  cualquier  otra 
cantidad  que  el  demandado  justificara  tener  legalmente  sa- 
tisfecha y  no  le  hubiese  sido  abonada,  es  congruente  y  con- 
forme con  la  petición  deducida  en  la  demanda,  para  que  se 
condenase  al  demandado  al  pago  de  la  cantidad  que  resultare 
líquida  de  la  que  le  adeudaba  por  los  conceptos  expresados 
en  dicha  demanda,  y  por  lo  tanto,  no  infringe  la  ley  16,  titu- 
lo 22,  de  la  Partida  3a,  ni  la  jurisprudencia  consignada  por  el 

Tribunal  Supremo  (C,  núm.  231  .—9  de  Mayo  de  1877)   446 

  V.  Comento. 

Pago  de  deuda.— V.  Personalidad. 

Pago  de  gastos. — Si  en  los  términos  claros  y  precisos  del 
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convenio  celebrado  entre  el  demandante  y  demandados,  se  ve 
su  terminante  voluntad  de  satisfacer  por  iguales  partes  los 
gastos  judiciales  necesarios  para  conseguir  la  apertura  del  ca- 
mino cerrado  por  un  tercero,  que  impedia  el  paso  de  aque- 
llos á  sus  respectivas  fincas,  habiéndose  conseguido  el  objeto 
beneficioso  para  lodos  por  las  oportunas  y  reiteradas  gestio- 
nes, del  demandante  comisionado  al  efecto,  es  indudable  la 
obligación  en  que  están  los  demandados  de  pagar  las  canti- 
dades invertidas  en  el  pleito,  cumpliendo  por  su  parte  la  pac- 
tado como  ántes  lo  cumplió  su  encargado,  y  no  apreciándolo 
así  la  Sala  sentenciadora,  va  en  contra  de  lo  estipulado,  in- 
fringiendo por  tanto  el  contrato,  ley  principal  para  los  con- 
tratantes (tt,  núm.  209.— 20  de  Abril  de  1877)   354 

  V.  Legado. 

Pago  de  legitima. — Si  resulta  de  un  testimonio  que  en  el  año 
de  1825  se  hizo,  con  aprobación  judicial,  la  división  de  la  he- 
rencia fincable  entre  los  hijos  del  finado;  y  <onsta  de  ese  do- 
cumento que,  excepto  el  primogénito,  los  demás  renunciaron 
la  herencia,  en  atención  á  que  no  alcanzaba  á  pagar  las  deu- 
das, y  que  la  viuda  y  el  hijo  mayor  se  obligaron  á  pagarlas  y 
además  dieron  graciosamente  á  las  hijas  y  hermanas  respec- 
tivamente, entre  las  que  figura  la  esposa  del  recurrente,  en 
consideración  al  cariño  que  las  profesaban,  á  su  sexo  y  orfan- 
dad, una  cantidad  mayor  que  la  que  importaba  el  haber  ac- 
tivo hereditario;  ante  la  existencia  de  este  contrato,  que  es 
ley  para  los  otorgantes  lo  mismo  que  para  sus  causa-habien- 
tes, es  insostenible  legalmente  la  demanda  entablada  por  el 
recurrente  dirigida  á  reclamar  concretamente  la  parte  de  la 
herencia  libre  de  su  suegro,  suponiendo  que  existe  herencia 
contra  lo  consignado  por  sus  causantes  en  el  documento  ci- 
tado (C,  núm.  488.  — 4  de  Abril  de  1877)  

  Interpuesta  la  demanda  á  los  50  años  de  celebrado 

aquel  contrato,  á  virtud  del  que  cada  interesado  posee  la 
parte  de  herencia  que  han  aceptado  y  han  dispuesto  de  ella 
como  han  tenido  por  conveniente,  el  trascurso  del  tiempo 
hace  ineficaz  cualquiera  acción  que  ejercitada  en  tiempo 
oportuno  pudiera  favorecer  á  la  parte  recurrente  ó  á  sus  cau- 
santes (<?.,  núm.  188.  — 4  de  Abril  de  18*77)  

.  Pago  de  renta  foral. — Si  la  demanda  por  atrasos  de  una  ren- 
ta foral  es  evidentemente  la  misma  qne  se  dedujo  ántes  en  un 
Juzgado  municipal  y  en  otros  de  primera  instancia,  por  quie- 
nes fueron  absueltos  .los  actuales  demandados,  concurriendo 
entre  ambos  pleitos  identidad  de  personas,  cosas,  acciones  y 
razón  de  pedir,  se  infringe  la  autoridad  de  la  cosa  juzgada, 
por  la  sentencia  que  Ies  condena  á  un  pago  de  que  habían 
sido  ahsueltos  por  Tribunal  competente  (<7.,  núm.  171.— 

21  de  Marzo  de  1877)  ,   202 

  Se  infringe  la  ley  10,  tit.  Io,  libro  10  de  la  Novísima 

Recopilación,  al  dar  lugar  á  una  demanda  dirigida  contra 
varios  obligados  simplemente  ar  pago  anual  de  una  cantidad 
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de  frutos  y  dinero,  sin  dividir  entre  ellos  la  obligación,  con- 
traída en  una  escritura  en  que  no  dijeron  los  otorgantes  que 
se  obligaban  cada  uno  in  solidum,  ni  en  otra  manera  fué  con- 
venido ni  igualado  entre  ellos  que  bahian  de  pagar  en  esta 
forma  (C,  núm.  171 .  —  21  de  Marzo  de  \ 877)   *0Í 

Partición.  —  No  puede  tener  carácter  de  pleito  sobre  pafticion 
el  expediente  eu  que  se  ba  practicado  por  la  voluntad  de  las 
partes,  sobre  cpyo  extremo  hubiera  procedido  en  su  caso  y 
tiempo  la  reclamación  correspondiente,  pero  noel  recurso  de 
casación  por  infracción  de  ley  contra  la  sentencia  que  decide 
sobre  dichos  agravfos;  y  por  lo  mismo,  son  inaplicables  y  no 
pueden  ser  infringidos  los  artículos  40  i  y  407  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil  ((7.,  núm.  H8.— 19  de  Febrero  de  1877).  31 

Los  artículos  4 4f  y  44$  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil tampoco  se  infringen,  si  resulta  que  los  partidores  divi- 
dieron lo  que  se  hallaba  inventariado,  y  cuya  exclusión  del 
inventario  no  se  habia  solicitado  (C,  núm.  M8.  —  Í9  de  Fe- 
brero de  1877)   31 

  El  art.  478  se  refiere  como  los  anteriores  á  los  trámites 

del  juicio  voluntario  de  testamentaría,  siendo  por  lo  mismo 
inaplicable  A  la  partición  extrajudicial  (C.,  núm.  1 18. — 19  de 

Febrero  de  1877)   3» 

  Habiendo  sido  objeto  del  litigio  el  que  se  eleven  á  es- 
critura pública  el  inventario,  liquidación  y  partición  aproba- 
dos por  los  interesados  de  los  bienes  quedados  por  falleci- 
miento de  una  tia  y  del  marido  de  ésta,  sin  que  en  lo  más  mí- 
nimo se  haya  discutido  acerca  de  la  validez  ó  nulidad  de  la 
Compañía  que  éstos  tuvieron  con  el  cuñado  y  hermano  res- 
pectivamente, carece  de  aplicación  la  ley  61  de  Toro,  que  se- 
gún su  texto,  declarado  reiteradamente  por  el  Tribunal  Su^ 
premo,  se  limita  á  los  casos  en  que  la  mujer  se  obligue  por 

.  fiadora  de  su  marido  ó  se  obliguen  ambos  á  mancomún  [O  , 

número  187.  —  4  de  Abril  de  1877)   Í75 

  Por  la  misma  razón  de  no  haber  sido  objeto  de  discusión 

la  existencia  y  condiciones  de  la  indicada  Compañía,  y  mu- 
cho ménos  la  circunstancia  de  si  ejerció  ó  no  el  comercio  la 
mujer  del  testador,  fallecida  con  anterioridad,  son  inoportu- 
nos é  inadmisibles  los  motivos  de  casación  que  se  aleguen 
fundados  en  infracción  del  art.  5°  del  Código  de  Comercio  y 
de  la  doctrina  legal  sobre  los  requisitos  para  que  un  docu- 
mento otorgado  por  uno  de  los  socios  obligue  á  la  sociedad,  y 
de  la  ley  "7a,  tit.  10,  Partida  5a,  que  dispone  que  las  ganan- 
cias de  una  sociedad  deben  ser  comunes  entre  los  socios  (C, 

número  í  87.  —  4  de  Abril  de  1877)   275 

—  La  sentencia  que  condena  al  demandado  á  que  eleve  á 
escritura  pública  el  documento  simple  que  formó  con  otros 
interesados  que  contiene  el  inventario  y  avalúo, cuenta  y  par- 
tición de  unos  bienes,  no  infringe  la  doctrina  le^al  de  que 
lesión  enormísima  no  prescribe  hasta  los  20  años  por  lo  mé- 
nos, y  miéntras  corre  este  plazo  no  tienen  fuerza  y  eficacia 
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los  actos  que  por  error  ó  ignorancia  ejecuta  el  lesionado, 
aprobando  hechos  que  notoria  y  considerablemente  le  han  de 
perjudicar,  si  resulta  que  la  Sala  sentenciadora  declara  que 
las  indicadas  operaciones  de  inventario,  cuenta  y  partición 
reunieron  todas  las  condiciones  de  validez  y  fueron  aproba- 
das por  todos  los  interesados,  y  que  el  recurrente  no  ha  in- 
justificado que  en  ellas  interviniese  dolo,  error,  lesión  enor- 
mísima ni  otro  vicio  alguno  de  los  que  pudieran  invalidarlas, 
corroborando  todas  estas  afirmaciones  producidas  por  la  apre- 
ciación hecha  de  las  pruebas  practicadas  por  los  litigantes, 
sin  que  contra  esta  apreciación  se  haya  alegado  infracción  al- 
guna de  ley  ni  de  doctrina,  y  con  el  recuerdo  del  hecho  re- 
conocido por  ambas  partes  de  que  el  mismo  recurrente  in- 
tervino directamente  en  las  operaciones  mencionadas  (C,  nú- 
mero 1 87.  —  4  de  Abril  de  1 877)   270 

  En  el  hecho  de  declarar  la  sentencia  no  haber  lugar  i  la 

aprobación  de  la  partición  de  la  herencia  combatida  por  la 
demanda;  mandando  que  se  proceda  á  practicarla  en  confor- 
midad á  lo  que  dispone  el  art.  467  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  y  haciendo  declaraciones  sobre  cada  uno  de  los  puntos 
litigiosos,  no  infringe  los  artículos  61,  62  y  63  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  ni  las  leyes  2a  y  15,  tít.  22,  Partida  3a, 
que  disponen  que  las  sentencias  sean  claras  y  precisas,  sin 
aplazar  ni  dejar  de  resolver  ninguna  de  las  cuestiones  pro- 
puestas ;  ni  tampoco  la  regla  32,  tít.  3S,  Partida  7a,  que  de- 
clara la  eficacia  de  la  cosa  juzgada,  por  no  tener  fuerza  de  tal 
en  el  pleito  la  sentencia  del  Tribunal  Supremo  recaida  en  un 
recurso  de  casación  en  la  forma  que  se  limitó  A  revocar  la 
aprobación  que  había  recaído  á  la  partición,  y  que  el  pleito 
se  sustanciara  con  arreglo  á  derecho  ;  ni  la  doctrina  que  es- 
tablece que  no  puede  remitirse  á  otro  juicio  á  la  resolución 
de  las  cuestiones  que  han  sido  objeto  principal  del  pleito  (C  , 

número  218.  — 26  de  Abril  de  1877)   390 

  Hecha  la  oposición  á  la  operación  de  partición,  los  de- 
mandantes pueden  adicionar  en  el  escrito  de  réplica  pontos 
de  hecho  y  de  derecho  en  apoyo  de  la  misma,  sin  que  esto 
constituya  una  acsion  nueva,  y  sin  que  al  resolver  sobre  los 
mismos,  se  infrinjan  los  artículos  224  y  256  de  la  ley  do  En- 
juiciamiento civil  ((?.,  núm.  218.  —  26  de  Abril  de  1877)...  390 
  Si  la  testadora  no  prohibió  en  su  testamento  que  des- 
pués de  su  muerte  se  dividiesen  los  bienes  correspondientes 
á  los  vínculos  de  que  era  poseedora,  y  cuya  mitad  le  corres- 
pondía, y  no  dió  reglas  distintas  á  las  establecidas  por  la  ley 
para  su  inventario,  avalúo,  liquidación  y  división  entre  sus 
herederos  y  el  inmediato  sucesor,  la  declaración  de  la  senten- 
cia que  dispone  se  dividan  los  bienes  de  cada  vinculo  por  se- 
parado, no  infringe  el  testamento  citado,  ni  la  ley  5a,  títu- 
lo 33  de  la  Partida  3a,  ni  el  art.  496  de  la  de  Enjuiciamiento 
civil,  ni  la  doctrina  del  Tribunal  Supremo  por  la  cual  se  de- 
clara que  es  indudable  el  derecho  del  inmediato  sucesor  para 
pedir  que  se  efectúe  la  división  de  vínculos  qye  no  se  ha  ve- 
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rific.ido  en  vida  del  poseedor  (C,  núm.  218.  —  26  de  Abril 

de  1877)   300 

Patronato.  —  V.  Capellanía. 

Perjuicios.  —  La  existencia  y  la  importancia  de  los  desperfec- 
tos y  perjuicios,  según  constantemente  lo  ha  consignado  el 
Tribunal  Supremo,  son  meras  cuestiones  de  hecho  de  la  com- 
petencia, de  la  Sala  sentenciadora,  la  cual  debe  resolverlas 
con  arreglo  á  las  pruebas  suministradas  por  las  partes,  no 
pudiendo  alterarse  la  apreciación  que  de  éstas  haga,  sino  en 
el  caso  de  demostrare  que  con  ella  ha  infringido  alguna  ley 
ó  doctrina  legal  ({?.,  núm.  11 7.  —  17  de  Febrero  de  i  877)   21 

Personalidad.  —  El  art.  1  8  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
cuyo  párrafo  segundo  exige  que  el  litigante  presente  enjui- 
cio el  documento  que  acredite  el  carácter  con  que  lo  hace,  y 
la  ley  Ia,  tít.  14,  Partida  5a,  que  dispone  «qué  quiere  decir 
paga  é  .quitamiento,  é  á  qué  tiene  pro»,  son  inaplicables  al 
pleito  y  no  han  podido  ser  infringidas  cuando  resulta  que  el 
demandado  es  el  mismo  que  litiga  por  derecho  propio  :  y  que 
la  definición  de  la  paga  no  tiene  relación  con  la  personalidad 

del  litigante  (C,  núm.  200.  —  i 2  de  Abril  de  1877)   324 

  Si  la  Sala  sentenciadora  aprecia  en  vista  de  las  pruebas 

aducidas  por  el  demandado  bastante  acreditada  su  personali- 
dad para  recibir  unos  créditos  y  cancelar  unas  hipotecas,  al 
hacer  esta  declaración  no  infringe  el  art.  8á  de  la  ley  Hipote- 
caria ni  la  Beal  orden  de  20  de  Abril  de  1867  que  exigen  que 
para  cancelar  las  inscripciones  debe  el  heredero  acreditar  de- 
bidamente su  calidad  de  tal ;  ni  la  ley  3N,  título  1  i,  Partida  5a, 
que  declara  «por  qué  razones  se  desata  la  obligación  del  peño», 
ni  la  6a,  til.  14,  Partida  3a,  que  declara  acornó  debe  probar  el 
que  hace  pago  á  otro  que  lo  hizo  por  yerro»,  ni  las  leyes  8a, 
título  14  y  38,  tít.  13,  Partida  5a  (C,  núm.  200.—  tí  de  Abril 

de  1877)   324 

  Tampoco  infringe  la  sentencia  la  ley  5a,  tít.  14,  Parti- 
da 5'  por  la  cual  se  declara  «como  es  quito  el  orne  de  la  debda 
pagándola  al  Señor  que  la  debe  haber  ó  á  su  mandado»,  si 
resulta  que  los  poderes  presentados,  al  autorizar  para  cobrar, 
llevan  consigo  la  aprobación  y  ratificación  de  lo  cobrado  [C.9 

número  200  —  12  de  Abril  de  1877)   325 

  No  pudiendo  dudarse  de  la  autenticidad  de  esos  poderes, 

y  no  expresándose  el  motivo  concreto  en  que  se  funda  el  su- 
puesto de  haberles  dado  la  sentencia  un  mérito  probatorio  su- 
perior al  que  deben  tener,  tampoco  se  infringen  las  leyes  III 
y  1 14,  tít.  18,  Partida  3a,  que  declaran  «por  cuántas  razones 
los  privilegios  é  las  cartas  pueden  desechar  los  ornes  con  de- 
recho que  non  sean  valederas»  y  la  «de  qué  manera  las  cartas 
deben  valer,  non  habiendo  en  ellas  alguna  de  las  falsedades 
ó  menguas  que  de  suso  son  dichas»  (6\,  núm.  200.  —  12  de 

Abril  de  1877)   325 

  V.  Créditos,  Quiebra  y  Tercería. 
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Plazos.  —  V.  Venía.  f 
Plus  petición. — V.  Demanda. 

Poder.  —  La  ley  24,  tít.  5o  de  la  Partida  3a,  se  refiere  pura  y 
exclusivamente  á  la  revocación  del  poder  otorgado  al  perso- 
nero  ó  Procurador  para  representar  á  una  parte  en  juicio,  y 
no  al  conferido  á  otra  clase  de  mandatario  ;  y  esto  en  la  hi- 
pótesis de  que  no  se  hallase,  como  se  halla,  derogada  por  la 
de  Enjuiciamiento  civil  (C,  núm.  136.  — Io  de  Marzode  1877).  91 

Posesión.  —  V.  Dominio,  Propiedad  y  Sentencia  definitiva. 

Precio  —  V.  Venta. 

Prenda.  —  V.  Pago  á  cuenta. 

Prescripción.  —  Si  los  fundamentos  de  un  recurso  se  refieren 
á  la  excepción  de  prescripción  de  dominio,  que  no  se  ha  ale  • 
gado  ni  sido  objeto  del  pleito,  en  el  cual  sólo  se  pidió  y  se  ha 
fallado  sobre  la  prescripción  de  la  acción  para  pedir,  son  in- 
aplicables, y  por  consiguiente  no  pueden  considerarse  infrin- 
gidas las  leyes  y  doctrinas  referentes  á  aquella  precripcion 

(  C,  núm.  122.  —  20  de  Febrero  de  i 877)   48 

—  No  habiéndose  excepcionado  la  prescripción  ,  no  pueden 
alegarse  como  infringidas  las  leyes  que  se  refieren  á  la  misma 

{C. ,  núm.  182.  —31  de  Marzo  de  1877)   263 

  Habiendo  comprado  los  demandados  las  fincas  de  buena 

fe  á  los  aue  las  poseían,  y  teniendo  justo  titulo,  adquirieron  los 
compradores  el  dominio  por  prescripción ,  debiendo  para  este 
objeto  contarse  el  tiempo  desde  la  enajenación  de  las  expre- 
sadas fincas;  por  tanto,  al  absolverles  de  la  demanda  en  que 
se  les  reclaman  las  fincas  prescritas  no  se  infringen  las  leyes 
Ia,  párrafo  Io,  Código  De  anuale  exceptione ,  ni  la  tercera 
también  del  Código  De  prescriptione  trigintavcl  cuadraginta 

annorum  (  C. ,  núm  222.  —  27  de  Abril  de  1877  )   413 

  Si  en  un  pleito  no  se  ha  debatido  la  cuestión  de  pres- 
cripción ,  no  pued'*  invocarse  para  la  casación  como  motivo 

•leí  recurso  (  C  ,  núm.  223.-  28  de  Abril  de  1877)   417 

  V.  Acción  reivindicatoría. 

Préstamo.  —  Según  la  ley  3a,  tít.  Io,  Partida  3a  o  lo  que  fuere 
prestado  al  menor  de  25  años,  aquel  que  lo  prestó  non  lo 
puede  demandar,  fueras  ende  si  pudiera  probar  que  el  em- 
préstito entró  en  pro  de  aquel  (  ¿7.,  núm.  127.  —  23  de  Fe- 
brero de  1877)   61 

Préstamo  á  la  gruesa.— V.  Ley  extrajera. 

t 

Préstamo  á  Iglesia.— Es  impertinente  la  cita  de  la  ley  3a,  tí- 
tulo Io  de  la  Partida  5',  que  trata  de  los  préstamos  que  se  ha- 
cen A  las  Iglesias,  á  los  Reyes,  á  los  concejos  y  á  los  menores 
de  edad,  si  ninguna  de  las  cuestiones  á  que  puede  dar  lugar 
su  inteligencia  y  aplicación  fué  objeto  del  pleito  ({?.,  núme- 
ro 160.— 14  de  Marzo  de  1877)   167 

tomo  xxxvi.  65 
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Principios  de  derecho. — Los  principios  de  derecho  que  se 
supongan  infringidos  por  una  sentencia,  no  pueden  ser  toma- 
dos en  cuenta  para  fundar  la  casación,  si  además  de  ser  ina- 
plicables al  pleito  no  hubo  en  éste  discusión  sobre  los  puntos 
á  que  los  principios  alegados  se  refieren,  ni  sobre  ios  mismos 
hubo  pronunciamiento  en  la  sentencia  ((7.,  núm.  233. —  1 1  de 
Mayo  de  1877)   451 

Procedimiento  de  apremio. — V.  Sentencia  dijinitiva. 

Procurador.— Si  bien  los  procuradores  deben  seguir  los  plei- 
tos de  la  manera  prescrita  en  la  ley  sobre  organización  del  po- 
der judicial,  esta  regla  general  se  sujeta  á  instrucciones  y  he- 
chos que  necesitan  prueba  apreciada  por  la  Sala  sentenciadora 
para  determinar  la  responsabilidad  de  los  funcionarios  de  esa 
clase ;  apreciación  á  que  hay  que  atenerse  ínterin  contra  ella 
no  se  exponga  infracción  alguna  [C.t  núm.  193.  —  9  de  Abril 

de  1877)   M2 

  V.  Poder. 

Propiedad.  —  Las  leyes  iT,  tit.  2^  y  Ia,  tít.  IS  de  la  Partida 
3a definen  respectivamente  la  propiedad  y  la  posesión,  de- 
terminan la  diferencia  entre  una  y  otra ,  y  cómo  deben  pedir- 
se, y  qué  es  señorío  y  de  cuántas  maneras  es;  siendo  imperti- 
nente la  cita  de  esas  leyes  en  un  pleito  en  que  no  se  trataron 
esas  cuestiones  [G,t  núm.  UJL  —  23  de  Abril  de  1877)   374- 

Prueba.  —  Segan  lo  consignado  en  reiteradas  decisiones  del 
Tribunal  Supremo  no  puede  alegarse  útilmente  la  infracción 
de  la  ley  Ia,  tít.  Partida  3a,  ni  la  jurisprudencia  á  su  te- 
nor establecida  por  el  mismo  Tribunal,  cuando  el  demandan- 
te, cumpliendo  los  preceptos  que  una  y  otra  le  imponen,  su- 
ministra oportunamente  numerosas  y  diversas  pruebas  que 
han  sido  apreciadas  por  la  Sala  sentenciadora,  sin  que  contra 
su  apreciación  se  mencione  infracción  alguna  ti.-  ley  ni  de 

doctrina  [C.  de  £/.,  núm,  126.  — ^3  de  Febrero  de  1877)   63 

  Según  lo  prevenido  en  el  art.  869  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  el  recibimiento  á  prueba  en  la  segunda  instan  - 
cia  sólo  puede  otorgarse  en  los  casos  taxativamente  señalados 
en  el  mismo  ;  y  por  el  867  de  la  indicada  ley  se  ordena  que 
también  podrán  las  partes  traer  los  documentos  de  que  jure 
no  haber  tenido  conocimiento  hasta  entónces  {C,  núm.  LüL 

—  13  de  Febrero  de  1*77)  ...   28 

  Las  diligencias  de  prueba  sólo  pueden  practicarse  den- 
tro del  término  probatorio ;  y  trascurrido  dicho  término ,  sólo 
son  admisibles  las  escrituras  ó  documentos  justificativos  de 
hechos  ocurridos  con  posterioridad,  ó  de  los  anteriores  cuya 
existencia  ignore  el  que  los  traiga  ;  y  también  podrán  admi- 
tirse los  documentos  que,  aunque  conocidos,  no  hubieran  po- 
dido adquirirse  con  anterioridad,  como  así  se  previene  por 
el  art.  SIfi  de  la  citada  ley  ((?.,  núm.  Í3ÍL  —  8  de  Marzo 

de  1877)   9fr 

  La  ley  114,  tít.  [8j  Partida  3a no  excluye  la  declaración 
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rie  testigos  que  no  lo  hayan  sido  del  documento  privado  y 
tengan  conocimiento  del  hecho  que  aquel  contiene  ,  ni  los 
otros  medios  de  prueba  que  el  derecho  tiene  reconocidos  (C. 
de  £7.,  núm.  143.  —  5  de  Marzo  de  «877)   116 

—  Si  la  misma  Sala  sentenciadora,  en  uso  de  sus  faculta- 
des, aprecia  las  pruebas  practicabas  por  las  partes,  declaran- 
do que  el  actor  probó  su  demanda,  y  los  demandados  no  lo 
habían  hecho  de  sus  excepciones,  contra  esta  apreciación  no 
procede  el  recurso  de  casación  cuando  no  se  alega  que  con 
ella  se  ha  infringido  alguna  ley  ó  doctrina  legal  (C,  núme- 
ro 1  48.  —  8  de  ftlarzo  de  1 877)   129 

  Si  la  sentencia  recurrida  no  se  funda  en  la  declaración 

de  un  solo  testigo  ni  en  una  liquidación  sola  allí  mencionada, 
sino  en  la  apreciación  colectiva  dé  muchos  documentos,  de 
varias  declaraciones  testificales,  de  la  confesión  prestada  por 
ambas  partes  y  de  las  demás  pruebas  practicadas,  son  in- 
oportunos los  motivos  de  casación  fundados  en  infracción  de 
las  leyes  1 14  y  119,  tít.  18,  Partida  3a,  y  del  art.  317  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil  (C. ,  núm.  149.— 8  de  Marzo  de  1877).  133 

  La  ley  Ia,  tít.  14  de  la  Partida  3a  no  se  infringe  cuando 

las  partes  suministran  pruebas  que  aprecia  la  Sala  sentencia- 
dora, declarando  en  su  consecuencia  probados  ó  no  probados 
los  hechos  que  fueran  objeto  de  las  mismas  (G\,  núm.  160. — 

14  Je  Marzo  de  1877):   167 

  Si  bien  la  ley  Ia,  tít.  14,  Partida  3R,  establece  como 

principio  que  la  prueba  incumbe  al  demandante  siempre  que 
el  demandado  negase  la  cosa  ó  el  fecho  sobre  que  versa  la  de- 
manda, esta  disposición  debe  armonizarse  con  la  segunda  del 
mismo  titulo  y  Partida,  que  designa  los  casos  en  que  excep- 
ción ando  H  demandado  tiene  que  probar  loque  afirma  (6. , 

núm.  204.  — 14  de  Abril  de  1877)   338 

 Con  arreglo  á  esta  doctrina,  el  que  solicita  que  se  do- 
clare  nula  la  venta  de  unos  bienes,  por  suponerla  maliciosa, 
debe  probar  que  el  comprador  sabia  que  la  enajenación  fué 
hecha  maliciosamente  y  con  engaño  para  perjudicar  i  terce- 
ro, afirmaciones  necesarias  para  reputar  la  venta  como  hecha 
con  fraude  de  acreedores;  y  no  habiéndose  probado  estos  ex- 
tremos, según  la  apreciación  de  la  Sala  sentenciadora,  contra 
la  cual  no  se  alega  ley  ni  doctrina  legal  infringida,  no  lo  son 
tampoco  la  Ia  y  2a,  tít.  14,  Partida  3a,  ni  la  7a  y  11,  tit.  15, 
Partida  5*,  ni  la  doctrina  consignada  por  el  Tribunal  Supremo 

(C,  núm.  204.  —14  de  Abril  de  1877)   338 

  El  que  en  juicio  afirma  un  hecho  que  cede  en  provecho 

propio  y  en  perjuicio  ajeno,  debe  probar  la,  verdad  de  su  afir- 
mación (£.,  núm.  206.  —  18  de  Abril  de  1877)   34* 

—  Si  la  prueba  alegada  en  un  pleito  por  el  demandante 

Eara  invalidar  una  donación,  consiste  en  que  el  valor  de  los 
ienes  donados  excede  de  los  500  maravedís  que  permite  la 
ley  9',  tít.  4o,  Partida  5a,  sin  necesidad  de  insinuación  :  y  se- 
gún apreciación  de  la  Sala  sentenciadora  no  consta  probado 
el  valor  de  los  referidos  bienes,  pues  si  bien  se  intentó  el  jui- 
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ció  pericial,  éste  no  llegó  i  completarse  ni  por  consiguiente 
á  ofrecer  resultado  alguno  positivo,,  porque  discordes  los  pe- 
ritos nombrados  por  las  partes  no  se  nombró  tercero  que  di- 
rimiese la  discordia;  y  no  obstanteesta  falta  de  prueba,  reco- 
nocida por  la  Sala  sentenciadora,  y  no  constando  por  consi- 
guiente el  valor  de  los  bienes  donados,  aquella  estima  que 
excedia  de  los  500  maravedís,  deduciéndolo,  no  de  la  aprecia- 
ción de  una  prueba  más  ó  menos  completa,  sino  de  la  misma 
falta  de  prueba  por  la  discordia  de  los  peritos;  con  tal  aprecia- 
ción se  infringe  la  ley  Ia,  til.  14,  Partida  3a,  y  el  principio  que 
consagra  de  que  ,  no  probando  el  actor  debe  serabsuelto  el  de- 
mandado, y  la  ductrina  que  emanada  de  aquella  y  éste  se  es- 
tablece en  las  sentencias  del  Tribunal  Supremo  (C,  núm.  206. 
—  18  de  Abril  de  1877)  ■   342 

 V.  Documento  y  Servidumbre. 


Quiebra. — Si  resulta  que  la  solicitud  de  declaración  en  estado 
de  quiebra  se  presentó  en  escrito  de  Procurador  apoderado  de! 
único  interesado  en  la  casa  quebraba,  autorizado  ademas  con 
la  firma  de  ésta,  no  existe  en  la  parte  que  la  formuló  ni  en  su 
Procurador  la  falta  de  personalidad  á  que  se  contrae  el  nú- 
mero 2o,  art.  5o  de  jft  ley  de  18  de  Junio  de  1870  sobre  refor 
ma  de  la  casación  civil  (C,  núm.  233.— 1 1  de  Mayo  de  1877).  453 
  Si  hecha  la  expresada  dicción  de  estado  de  quiebra  fue- 
ron convocados  á  junta  de  acreedores  todos  los  que  lo  eran 
de  la  casa,  y  al  cumplirse  esta  exigencia  legal  fueron  debida- 
mente emplazadas  todas  las  personas  que  debieron  serlo,  no 
se  está  en  el  caso  Ia  del  citado  art  5o  de  la  mencionada  ley 

(C,  núm.  233. — 1 1  de  Mayo  de  1877)   453 

  La  alegación  sobre  si  es  uno  sulo  el  interesado  en  la  casa 

quebrada,  ó  lo  son  además  otras  personas  que  deberán  con- 
currir al  cumplimiento  de  las  obligaciones  de  la  misma,  es 
propia  del  fondo  del  negocio,  y  del  convenio  celebrado  sin 
afectar  á  la  forma  del  procedimiento  ((?.,  núm.  233.  —  II  de 
Mayo  de  1877)   454 

R 


Recurso  de  casación.  —  Si  bien  los  autos  dictados  para  el 
cumplimiento  de  las  ejecutorias  no  tienen  el  carácter  de  sen- 
tencias definitivas  que  determinan  los  artículos  2*  y  3*  de  la 
ley  de  casación,  para  que  contra  ellos  se  dé  el  recurso,  esto 
debe  entenderse,  conforme  á  lo  repetidamente  declarado  por 
el  Tribunal  Supremo,  cuando  en  aquellos  autos  no  se  modifi- 
ca ó  altera  en  algún  punto  sustancial  lo  determinado  en  las 
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ejecutorias  {Apel.  en  C.  de  U.,  núm.  112.—  15  de  Febrero 

de  1877)   5 

 Si  la  sentencia  revocatoria  del  anto  del  Juzgado  aue 

mandó  alzar  el  embargo  hecho  en  los  bienes  de  la  propiedad 
del  recurrente,  comparada  ron  la  definitiva  que  recayó  con- 
tra éste  en  el  concepto  de  Administrador  judicial  de  un  con- 
curso envuelve  alteración,  procede  la  admisión  del  recurso 
para  ver  si  es  sustancial,  y  en  su  caso  fallar  lo  que  á  derecho 
corresponda  {Apel.  en  C.  de  U.,  núm.  H2. —  ^5  de  Febrero 

de  1877)   5 

  El  recurso  de  casación  en  los  negocios  civiles  se  da  con- 
tra las  sentencias  definitivas  dictadas  por  las  Audiencias,  en- 
tendiéndose por  tales,  para  los  efectos  de  aquel,  las  que  ter- 
minen el  juicio  y  las  que  recayendo  sobre  un  artículo  pongan 
término  al  pleito  haciendo  imposible  su  continuación  (C,  nú- 
mero 1 1  5  —1 5  de  Febrero  de  1 877)  '   20 

  El  recurso  de  casación  en  los  negocios  civiles  sólo  se  da 

contra  las  sentencias  definitivas  de  las  Audiencias,  entendién- 
dose por  tales  las  que  terminen  el  juicio  ó  las  que  recayendo 
sobre  un  articulo  pongan  término  al  pleito  haciendo  imposi- 
ble su  continuación  (C,  núm.  123.—  21  de  Febrero  de  1877).  52 

  No  son  atendibles  los  motivos  de  casación  que  no  tienen 

otro  objeto  que  el  de  combatir  los  considerandos  de  la  senten- 
cia, lo  cual,  como  reiteradamente  ha  declarado  el  Tribunal 
Supremo,  es  de  todo  punto  ineficaz  para  fundar  un  recurso 

(C,  núm.  124.-21  de  Febrero  de  1877)   53 

  El  recurso  de  casa»  ion  contra  las  sentencias  que  pro- 
nuncian las  Audiencias  sólo  se  da  cuando  aquellas  son  defini- 
tivas, entendiéndose  por  tales  las  que  terminan  el  juicio  ó  las 
que,  recayendo  sobre  un  articulo,  pongan  término  al  pleito 
haciendo  imposible  su  continuación  (<?.,  núm.  133.  —  27  de 

Febrero  de.  1877)   86 

  Conforme  á  lo  repetidamente  declarado  por  el  Tribunal 

Supremo,  no  pueden  ser  objeto  del  recurso  de  casación  par- 
ticulares qu**  no  se  han  ventilado  en  el  pleito  ni  perjudican  al 

recurrente  [C.  de  U.,  núm.  141.— 3  de  Marzo  de  1*77)..   106 

El  recurso  de  casación  sólo  procede  contra  las  senten- 
cias definitivíis  ó  las  que  recayendo  sobre  un  artículo  ponen 
término  al  pleito  y  hacen  imposible  su  continuación  (C,  nú- 
mero 145.— 5  de  Marzo  de  1877)   123 

 No  pueden  apreoiarse  como  motivos  de  casación  las  in- 
fracciones que  se  alegan  haciendo  supuesto  equivocado  de  la 

cuestión  litigiosa  ((?.,  núm.  1 49. — 8  de  Marzo  de  1877)   133 

  El  recurso  de  casación  debe  interponerse  en  el  Tribunal 

Supremo  en  el  término  de  40  «lias,  eontailos  desde  la  fechado 
la  entrega  del  testimonio  de  la  sentencia,  y  pasado  este  lér 
mino,  queda  firme  y  no  podrá  admitirse  el  recurso,  según  todo 
así  lo  ordena  el  art.  26  de  la  ley  provisional  sobre  reforma  de 

la  casación  civil  (C,  núm.  150  —8  de  Marzo  de  1877)   138 

  El  27  dispone  que,  con  el  escrito  en  que  se  interponga 

se  presente  el  testimonio  de  la  sentencia  y  el  documento  en 
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que  conste  haberse  hecho  el  depósito  prevenido  en  los  artícu- 
los 10  y  11,  sin  cuyo  documento  no  se  admitirá  el  escrito,  á 
no  estar  declarado  pobre  el  que  lo  interponga  ((7.,  núme- 
ro i  50.— 8  de  Marzo  de  1  377)   138 

  En  su  virtud,  no  puede  producir  efecto  alguno  legal  la 

presentación  del  escrito  interponiendo  el  recurso  falto  de 

aquel  documento  (C,  núm.  150.— 8  de  M<irzo  de  1877)   1 38 

^— —  Como  consecuencia  de  las  disposiciones  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil,  que  establecen  el  modo  de  ejercitar  las 
acciones  y  excepciones  y  el  período  en  que  deben  fijarse  de- 
finitivamente los  puntos  de  hecho  y  de  derecho  objeto  de  la 
controversia  jurídica,  ha  declarado  el  Tribunal  Supremo  re- 
petidas veces  que  no  pueden  ser  tomadas  en  cuenta  para  de- 
cidir los  recursos  de  casación,  pretendidas  infracciones  de 
leyes  ó  doctrinas  legales  que  sólo  son  aplicables  á  puntos  que 
no  han  sido  propuestos  oportunamente  ni  discutidos  en  el 

juicio  jOL,  núm.  151.— 10  de  Marzo  de  1877)   140 

  El  recurso  de  casación  se  da  contra  sentencias  definiti- 
vas de  un  juicio  y  contra  las  que,  á  semejanza  de  éstas,  de- 
cidiendo un  artículo,  ponen  término  al  pleito  y  hacen  impo- 
sible su  continuación  [C.}  núm.  153.— 10  de  Marzo  de  1877).  143 

  Para  qu«  pueda  admitirse  el  recurso  de  casación,  debe 

ser  interpuesto  dentro  del  término  que  la  ley  señala  al  inten- 
to (a,  núm.  161.— 16  de  Marzo  de  1877)   U1 

  La  única  parte  de  las  sentencias  reclamable  por  recurso 

de  casación  en  el  fondo  es  la  dispositiva  ó  el  fallo,  y  que  á  de- 
mostrar que  él  vulnera  las  leyes  ó  doctrinas  legales  que  se 
citan,  debe  dirigirse  dicho  recurso;  y  si  léjos  de  hacerlo  asi 
la  recurrente,  refiere  los  motivos  del  recurso  á  un  error  mate- 
rial \a subsanado,  es  aquel  improcedente  (C,  núm.  162.  —  16 

de  Marzo  de  1877)  

  Si  aparece  del  auto  recurrido  que  las  actuaciones  del  ex- 
pediente de  jurisdicción  voluntaria  se  han  entendido  y  sus- 
tanciado con  el  recurrente  sin  protesta  alguna  de  su  parte,  y 
sin  oponerse  en  forma  á  la  solicitud  de  su  esposa,  y  que  antes 
bien  ha  consentido  la  providencia  en  que  se  le  mandó  entre- 
garla su  hijo;  este  auto  y  el  de  primera  instancia  que  por  él 
se  confirma  están  dictados  para  llevar  á  efecto  las  anteriores 
ordenando  lo  mismo,  sin  alteraren  manera  alguna  lo  resuelto 
por  ellos,  y  bajo  este  concepto  no  son  reclamables  por  recur- 
so de  casación  en  el  fondo  (C,  núm.  1§3.  —  16  de  Marzo 

de  1877)   174 

  Conforme  al  art.  6o  de  la  ley  de  casación  civil  y  ála  ju- 
risprudencia del  Tribunal  Supremo,  no  se  da  el  recurso  con- 
tra las  sentencias  que  recaigan  en  los  juicios  ejecutivos  y  sus 
incidencias,  ni  en  ninguno  después  del  cual  pueda  promover- 
se otro  juicio  sobre  el  mismo  objeto  (C,  núm.  164.— 17  de 

Marzo  de  1877)    175 

  En  el  recurso  de  casación  no  pueden  tratarse  cuestiones 

que  no  se  hayan  discutido  ni  fallado  en  el  pleito;  y  no  ha- 
biéndose discutido  ni  fallado  sobre  la  eficacia  de  una  escritu- 
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ra  de  compromiso  por  falta  de  alguno  de  los  requisitos  de  los 
que  se  enumeran  en  el  art.  8J2  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  esimpertinente  citarlo  como  infringido  (C,  núm.  168.— 

28  de  Marzo  de  1877)   192 

  El  art.  4o,  núm.  3o  de  la  ley  de  casación  civil  previene 

-que  el  recurso  contra  los  fallos  de  los  amigables  componedo 
res  debe  fundarse  en  que  fallaron  sobre  puntos  no  sometidos 
ásu  decisión,  ó  fuera  del  plazo  señalado  en  el  compromiso; 
pero  la  cita  de  este  artículo  no  basta  para  que  el  recurso  pro- 
ceda, cuando  la  sentencia  recurrida  se  funda  precisamente  en 
que  el  fallo  de  los  amigables  componedores  fué  dado  en  día 

inhábil  (C,  núm.  168.—  28  de  Marzo  de  1877)   492 

—  Además  de  que  los  artículos  67  y  68  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil  son  de  procedimiento  y  no  puede  fundarse  en 
ellos  el  recurso  de  casación  en  el  fondo,  son  por  otra  parte 
inaplicables  tratándose  de  un  juicio  para  cuya  sustanciacinn 
tiene  dicha  ley  establecidos  trámites  especiales  (C.  de  U.%  nú- 
mero 169  —21  de  Marzo  de  1877)   196 

  Conforme  al  art.  2o  de  la  ley  sobre  reforma  de  la  casa- 
ción civil,  el  recurso  de  casación  se  da  contra  las  sentencias 
definitivas  de  las  Audiencias,  entendiéndose  por  (ales,  según 
el  art.  3°  de  la  misma  ley,  las  que  terminan  el  juicio  ó  las 
que  recayendo  sobre  un  artículo  pongan  término  al  pleito 
haciendo  impóstele  su  continuación  ((7.,  núm.  170.— 21  de 

Marzo  de  1877)   201 

— —  No  puede  estimarse  para  la  casación  1h  cita  corno  infrin- 
gida de  una  ley  que  contiene  varios  artículos,  hecha  con  va- 
guedad y  sin  determinar  cuál  de  ellos  ha  sido  el  quebrantado 

(01,  núm.  172.— 22  de  Marzo  de  1877)   209 

  Tampoco  pueden  estimarse  los  moUvos  que  se  dirigen 

á  impugnar  los  considerandos  de  la  sentencia,  y  además  con- 
trarían en  vez  de  favorecer  los  propósitos  del  recurrente  (C, 

número  172  —22  de  Marzo  de  1877)   209 

  Como  tiene  repetidamente  declarado  el  Tribunal  Supre- 

premo,  no  pueden  invocarse  útilmente  para  fundar  el  recur- 
so de  casación  en  el  fondo  los  artículos 333  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil  y  669  de  la  orgánica  del  poder  judicial, 
porque  se  refieren  y  afectan  sólo  al  órden  del  procedimiento 

(CM  núm.  177.— 2tí  de  Marzo  de  1877)   238 

  Los  motivos  en  que  se  funde  un  recurso  han  de  apre- 
ciarse con  relación  al  fallo  y  á  los  hechos  consignados  en  el 
pleito  en  forma  fehaciente,  porque  contra  los  considerandos 
de  la  sentencia  no  se  da  el  recurso  de  casación  (C,  núm.  183. 

—2  de  Abril  de  1877)   267 

—  Según  los  artículos  2o  y  3o  de  la  ley  sobre  reforma  de  la 
casación  civil,  el  recurso  de  casación  sólo  se  da  contra  las 
sentencias  definitivas  pronunciadas  por  las  Audiencias,  en- 
tendiéndose por  definitivas  las  que  terminen  el  juicio  ó  las 
que,  recayendo  sobre  un  artículo,  pongan  término  al  pleito 
haciendo  imposible  su  continuación  (¿7.,  núm.  184.— 2  de 
Abril  de  1877)   271 
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  Contra  los  razonamientos  y  citas  que  preceden  á  la 

parte  dispositiva  de  una  sentencia,  por  equivocados  que  es- 
tuvieren, no  procede  el  recurso  de  casación,  como  tiene  con- 
signado el  Tribunal  Supremo  en  diferentes  sentencias  ;  por- 
que la  infracción  de  las  leves  no  se  comete  más  que  en  la 
parte  resolutiva  del  fallo  ((7.,  núm.  190.— 6  de  Abril  de  1877).  *9i 
-  -  El  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  ó  de  doc- 
trina b'£4l  no  se  da  contra  lastentencias  que  recaigan  en  los 
juicios  ejecutivos,  según  se  establece  por  el  art.  6°  de  la  ley 
sobre  reforma  de  la  casación  civil  ;  y  habiéndose  dictado 
el  auto  recurrido  en  diligencias  de  apremio,  que  sou  el  com- 
plemento del  juicio  ejecutivo,  es  por  consiguiente  improce- 
dente el  recurso  {C,  núm.  195. — 10  de  Abril  de  Í8"i7)   30T 

 Según  dispone  el  art.  16  de  la  ley  provisional  sobre  re- 
forma de  la  casación  civil  «  la  parte  que  hubiere  obtenido  el 
testimonio  interpondrá  el  recurso  de  casación  en  el  Tribunal 
Supremo  en  el  termino  de  40  días,  contados  desde  la  fecha  de 
la  entrega  del  mismo  testimonio,  y  pasado  este  término  que- 
da r.-i  iirme  la  sentencia  y  no  podra*  admitirse  el  recurso  (C\, 

número  I9<i.  — 10  de  Abril  de  1877)   309 

  Dicha  disposición  es  aplicable  lo  mismo  al  que  litigando 

como  rico  recibe  el  testimonio,  que  al  pobre  en  cuyo  beneli- 
cio  se  remite  de  oficio,  previa  su  citación  para  presentarse  en 
tiempo  ante  el  Ti  i bunal  Supremo  ((7.,  núm.  196.— 10  de  Abril 

de  1877).   309 

- —  Habiendo  trascurrido  desde  la  fei'ha  de  la  remesa  d<d  tes- 
timonio,  hasta  la  fecha.de  la  presentación,  más  de  los  40  días 
útiles  que  señala  el  artículo  citado,  la  parte  recurrente  pierde 
el  derecho  de  interponer  el  recurso  (C,  núm.  196. — 10  de 

Abril  de  1877)   309 

—  No  pueden  fundarse  los  recursosde  casación  en  hipóte- 
sis, sino  que  es  indispensable  fijar  determinadamente  la  ley  ó 
doctrina  que  se  suponga  infringida  y  en  el  sentido  en  que  lo 
haya  sido,  según  tiene  declarado  en  repetidas  sentencias  el 

Tribunal  Supremo  (£.,  núm.  197  —  II  de  Abril  de  1877)   310 

 No  basta  para  fundar  el  recurso  de  casación  citar  vaga- 
mente las  leyes  6  doctrinas  legales  n,ue  se  s  ponga  quebran- 
tadas por  el  fallo,  sino  que  es  preciso  razonar  la  aplica' ion  que 
tengan  á  las  cuestiones  del  pleito  y  determinar  el  concepto 
en  (fue  se  prende  que  la  infracción  se  lia  verificado  (C.t  nú- 
mero «pi.— 13  de  Abril  de  1877)  .  V  .TTT.  334 

  Si  «  I  recurrente,  desentendiéndose  de  estas  reglas  reite- 
radamente présenlas  por  la  jurisprudencia,  se  limita  á  invo- 
car las  leves  r,  2"  y  3»,  Ut.  39,  Partida  3a,  y  la  8*,  tít.  T\ 
libro  4"  Jel  Imkto  Viejo,  que  tratan  de  la  posesión,  no  puede 
la  Sala  de  casación  formar  su  juicio  acerca  de  la  oportunidad 
y  exactitud  con  que  estas  citas  se  hacen  \(J.,  núm.  iQt. — 

<3  de  Abril  de  1877)  ...t   334 

  No  pueden  servir  como  fundamento  del  recurso  de  ca- 
sación en  el  fondo  la  infracción  de  los  artículos  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil  que  se  refieren  al  orden  del  procedimien- 
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to,  que  establece  que,  para  la  revocahilidad  Je  una  venta  en  el 
concepto  de  haberse  verificado  en  fraude  de  acreedores,  de- 
ben éstos  justificar  que  por  tal  enajenación  el  deudor  se 
constituyó  en  insolvencia  (I'.,  núm.  204.  —  <4  de  Abril 

de  I  877).  . .   338 

  Con  arreglo  á  los  artículos  7°  y  8°  de  la  ley  de  18  de  Ju- 
nio de  1870,  ((los  recursos  de  casación  por  quebrantamiento 
de  forma  sólo  son  admisibles  cuando  se  hubiese  pedido  la 
anbsanacion  de  la  falta  en  la  instancia  en  que  se  cometió,  y 
reproducido  ja  petición  en  la  segunda,  sí  la  falta  procediese 
de  la  primera  ;  no  siendo  necesario  haber  reclamado  la  subsa- 
nacion  de  la  falta,  en  el  caso  de  que  ésta  hubiese  sido  come- 
tida en  la  segunda  instancia,  cuando  fuese  ya  imposible  pe- 
dirla (GT.,  núm.  213.— 21  de  Abril  de  1877).,   365 

  No  prede  alegarse  como  fundamento  de  casación  en  la 

forma  ja  falta  de  citación  para  vista  en  primera  instancia,  si 
no  resulta  que  se  haya  pedido  su  subsanacion  en  la  segunda  ; 
no  bastando  para  cumplir  con  este  requisito  esencial,  la  sim- 
ple manifestación  ó  pretensión  hecha  en  el  acto  de  la  vista, 
sino  que  es  preciso  una  reclamación  especial  y  determinada, 


cidentes  de  esta  naturaleza,  se 

promueva  ademas  el  recurso 

ordinario  de  súplica,  conforme  a 

art  8Í)0  de  la  ley  de  Enjni- 

ciamiento  civil  (C,  núm.  Í12. — 

2t  de  Abril  de  1877)  

  Según  los  artículos  1010  y 

101 1  de  la  ley  de  Enjuicia- 

miento  civil -s  los  recursos  de  casación  sólo  se  dan  contra  las 

sentencias  definitivas  de  las  Audiencia-,  ó  contra  los  autos 

365 


pleito  ó  hagan  imposible  su  continuación  {Apel.  en  U.  de  ¿A, 

número  2 1 3. — 2 1  de  Abril  de  1877)   368 

- — •  No  pueden  ser  estimadas  las  infracciones  legales  que  se 
fundan  en  supuestos  inexactos  ((?.,  núm.  415.  —  S3  de  Abril 

de  1877)  A   374 

  Según  lo  dispuesto  en  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 

el  recurso  de  casación  se  da  contra  las  sentencias  rifl  lo»  Tri- 
bunales Superiores  que  recaigan  sobre  definitiva ,  entendién- 
dose por  tales  las  que  áun  cuando  hayan  recaído  S"bre  un  ar- 
tículo,  pongan  término  al  juicio  y  hagan  imposible  su  con- 
tinuación {C.  de  U.,  núm.  216.— jjj  de  Abril  de  J877)..TT7.  382 
— El  recurso  de  casación  se  da  contra  las  sentencias  defi- 
nitivas que  pronuncian  las  Audiencias,  entendiéndose  por 
tales  las  que  terminen  el  juicio  ó  las  que  recayendo  sobre  un 
articulo  ponen  término  al  pleito  v  hacen  imposible  su  conti- 
nuación (C,  núm.  m.—lB  de  Abril  de  <877)  TTT.  423 

  Se  exponen  inútilmente  los  motivos  en  que  se  enuncia 

en  general  la  infracción  de  varias  leyes  correspondientes  á 
un  título  que  contiene  121,  si  no  se  expresa  el  concepto  eñ~ 
que  pudieran  quebrantarse  las  leyes  allí  invocadas  {C.t  nú- 
mero 236.— 3  de  Mayo  de  1877)...   .....T.  427 

  Los  recursos  de  casación  han  de  sostenerse  por  las  par- 

tes  recurrentes  y  resolverse  por  el  Tribunal  Supremo  con  re- 

TOMO  XXXVI.  6fi 
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lacion  á  las  cuestiones  que  hayan  sido  planteadas  oportuna- 
mente y  discutidas  durante  el  pleito,  según  aparezcan  del 
testimonio  de  la  ejecutoria  y  de  los  documentos  que,  como 
comprendidos  en  el  art.  28  de  la  ley  de  18  de  Junio  de  1870, 
se  ha  va  mandado  traer  á  los  autos  (C,  núm.  227. — 3  de  Mayo 

de  1877)   430 

  El  término  para  interponer  el  recurso  de  casación  es 

improrogable,  conforme  al  art.  30  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil  y  á  la  jurisprudencia  constante  del  Tribunal  Supremo; 
.  y  si  han  corrido  con  exceso  los  15  dias  que  señala  el  expre- 
sado art.  20  desde  la  entrega  de  los  autos  hasta  la  presenta- 
ción del  recurso,  es  evidente  que  éste  no  viene  en  tiempo,  y 
por  lo  tanto  no  puedo  admitirse  (C,  núm.  228. — 4  de  Mayo 

de  1877)   434 

  No  se  da  el  recurso  de  casación  contra  el  fundamento 

de  las  sentencias,  cualesquiera  que  sea  la  doctrina  que  se  ale- 
gue en  los  considerandos,  sino  contra  la  parte  dispositiva 

(6\,  núm.  230.— 8  de  Mayo  de  1877)   437 

  V.  Aguas  ,  Amigables  componedores,  Desahucio,  Falta 

de  personalidad ,  Ley  extranjera.  Oposición  y  Quiebra. 

Recurso  de  nulidad. — No  puede  tener  aplicación  el  decreto 
de  4  de  Noviembre  de  1838  á  pleitos  seguidos  con  arreglo  á 
dicha  ley  (  Apelen  iV.,  núm.  214.  — 21  de  Abril  de  1877)...  370 

Remate.— V.  Sentencia  definitiva. 

Rescisión.— V.  Contrato. 

t 

Retracto. — El  art.  674  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  señala 
para  interponer  la  demanda  de  retracto  el  término  de  nueve 
dias,  contados  desde,  el  otorgamiento  do  la  escritura  de  venta  ' 

(C,  núm.  I  ii. — 5  de  Marro  de  <877)......   121 

  Según  tiene  declarado  en  varias  decisiones  el  Tribunal 

Supremo,  dicho  término  empieza  á  correr  desde  la  fecha  del 
otorgamiento  de  la  escritora,  que  se  refiere  á  la  autorizada 
por  Notario  público  en  forma  legal ;  y  al  desconocerlo  la  sen- 
tencia, infringe  el  citado  articulo  (l'M  núm.  144. — 5  de  Margo 

de  1877). .  . .  121 

—  La  cuestión  del  retracto  comunero  de  unas  acciones  de 
minas  debe  resolverse  por  las  leyes  especiales  de  minas  y  de 
sociedades  mineras,  puesto  que  constituyendo  aquellas  una 
legislación  privativa  homogénea  y  completa  sobre  este  ramo, 
establecen  y  regulan  todos  los  derechos  relativos  á  la  propie- 
dad y  aprovechamiento  de  las  minas,  y  en  ellas  únicamente 
debe  buscarse  el  de  retracto  de  comuneros  en  concepto  de 
coaccionista  de  determinadas  sociedades  especiales  mineras, 
en  el  caso  de  que  tal  derecho  hubiese  sido  establecido  por 
aquella  legislación  como  excepción  de  sus  disposiciones  gene- 
rales [C.,  núm.  22  de  Marzo  de  1877). ......... .7777.  206 

— —  Aun  examinando  la  cuestión  indicada  bajo  el  punto  de 
vista  de  la  legislación  común,  no  pueden  aceptarse  como  eíi- 
caz  motivo  de  casación  las  disposiciones  de  las  leyes  55,  titu- 
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lo  5o  de  la  Partida  5a,  y  9a,  til.  13,  libro  10  de  la  Novísima 
Recopilación,  porque  si  bien  pudo  creerse  que  el  derecho  de 
tanteo  establecido  por  la  primera  de  estas  leyes  para  el  caso 
que  señala,  era  igualmente  extensivo  á  los  bienes  muebles 
que  á  los  inmuebles,  está  fuera  de  toda  duda,  mucho  más  en 
vista  de  lo  dispuesto  por  los  artículos  674,  núm.  1°,  675  y  688 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  de  las  declaraciones  con- 
signadas por  el  Tribunal  Supremo,  que  el  retracto,  de  comu- 
neros creado  por  la  segunda  de  dichas  leyes,  ó  sea  la  75  de 
Toro,  se  concreta  y  limita  á  los  bienes  inmuebles  (C,  núme- 
ro 172.-2*  de  Mario  de  1877)   207 

  Esta  doctrina,  conforme  al  objeto  y  naturaleza  de  todo 

retracto  y  única  conciliable  non  los  requisitos  exigidos  para 
el  ejercicio  de  este  derecho,  forma  el  texto  explícito  y  literal 
de  la  misma  ley  75  de  Toro  ;  la  cual,  comprendida  en  un  sólo 
párrafo  y  en  un  corto  número  de  líneas  estrechamente  ligadas 
entre  sí,  ofrece  un  sólo  é  indivisible  concepto  indicado  ya  en 
su  epígrafe,  á  saber ,  la solemnidad  y  diligencias  para  retraer 
ti  comunero  la  heredad  vendida,  desenvuelto  después  en  la 
parte  principal  de  la  ley  por  las  palabras  de  si  alguno  ven- 
diese la  parle  de  alguna  heredad  que  tiene  común  con  otro, 
en  las  que  se  fija  el  caso  ünico  é  indeclinable  «le  la  ley  mis- 
ma, pues  si  bien  a  su  terminación  y  sin  separación  de  periodo 
alguno  menciona  la  cosa  vendida,  es  evidentemente,  y  según 
jas  reglas  más  triviales  de  gramática,  con  referencia  A  la  par- 
te de  neredad  ni:i8  arriba  expresada,  cuya  inteligencia,  como 
lo  ha  declarado  el  Tribunal  Supremo,  se  comprueba  con  el 
precepto  de  la  propia  leY  de  que  en  el  ejercicio  de  aquel  dere- 


cho  haya  lu 

;ar  y  se  practique  lo  contenido  en  las  leyes  i A 

y  r  del  tí  tu 

o  13,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  que 

incuestionab 

emente  se  contraen  á  bienes  raices  (C,  minie- 

ffO  172.— 22  de  Marzo  de  1877).......   207 

  Las  acciones  de  sociedades  mineras  no  pueden  tener  otro 

carácter  legal  que  el  de  bienes  muebles,  atendidos,  no  tan 
sólo  su  índole  esencialmente  movible  y  mercantil,  sino  prin- 
cipalmente lo  prevenido  en  el  art.  2°  de  la  ley  orgánica  de  la 
Bolsa  de  Madrid  de  8  de  Febrero  de  1851,  que  en  ir-  los  obje- 
tos de  contratación  en  el  mismo  establecimiento  comprende 
expresamente  la  negociación  de  acciones  de  minas  ;  en  los 
artículos  17  y  18  déla  ley  de  sociedades  mineras  de  6  de  Julio 
de  1859,  vigente  en  la  actualidad,  según  los  cuales  los  Cor- 
redores y  Escribanos  observarán  en  las  trasferencias  de  accio- 
nes de  minas  las  formalidades  establecidas  en  el  Código  de 
Comercio  para  las  negociaciones  de  letras  ú  otros  valores  en- 
dosaba, debiendo  publicarse  en  el  Boletín  oficial  la  cotiza- 
ción de  los  precios  de  las  acciones  trasferidas  ;  en  los  artícu- 
los 4°  y  núm.  4  del  108  de  la  ley  Hipotecaria,  que  declaran  no 
considerarse  inmuebles  ni  susceptibles  de  hipoteca  las  obliga- 
ciones y  acciones  del  Banco,  empresas  ó  compañías  de  cual- 
quiera especie,  aunque  sean  nominativas  ;  y  finalmente,  en 
el  art.  22  del  reglamento  para  la  realización  del  impuesto  do 
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derechos  reales  y  trasmisión  de  bienes  de  t  i  de  Enero  de  1 873, 
preceptivo  de  que  la  propiedad  minera  contribuya  como  bie- 
nes muebles,  cuando  esté  representada  por  acciones  nomina- 
tivas ó  al  portador,  y  se  trasmita  por  titulo  hereditario,  por 
por  escritura  pública  ó  por  auto  administrativo  ó  judicial,  y 
como  bienes  inmuebles  cuando  no  esté  representada  por  ac- 
ciones {C.  núrn.  H2  — 22  de  Marzo  de  1877)   207 

—  Aun  cuando  las  acciones  de  sociedades  mineras  se  cali- 
fiquen de  bienes  inmuebles,  ó  se  suponga  la  citada  ley  7o  de 
Turo  extensiva  á  los  muebles,  no  seria  posible  aplicar  esta  ley 
á  aquellas  acciones  sin  desviarse  completamente  del  espíritu 
y  propósito  de  la  ley  misma,  y  sin  contrariar  la  índole  y  na- 
turaleza esencial  de "dichas  sociedades  ;  pues  concretándose 
aquella  lev  á  la  parte  de  alguna  heredad  que  uno  tiene  común 
con  otro  establece  el  retracto  para  evitar  los  inconvenientes 
de  la  indivisión,  y  venir  á  parar  A  la  unidad  en  el  dominio  de 
la  finca  toda,  A  que  naturalmente  está  destinada;  miéntras 
que  la  sociedad  minera  cuyo  capital  se  forma  por  acciones, 
supone  desde  luégo  la  pluralidad  de  socios  y  la  completa  di- 
visión é  independencia  de  las  acciones  entre  si,  sin  mancomu- 
nidad alguna  entre  ellas,  antes  bien,  con  el  natural  destino 
de  ser  entregadas  á  su  libre  é  individual  circulación  ,  á  no  es- 
l'PU.la.!''  *°  contrario  por  pacto  expreso  ((?.,  nürn.  172. ~ 

jj  de  Marzo  de  1877).  .  ....  ........   208 

-— -  Es  ineficaz  é  infundado  el  motivo  de  casación  que  se 
alegue,  citando  de  una  manera  vaga  y  genérica  como  infrin- 
gido el  decreto  de  bases  generales  para  la  nueva  legislación 
de  minas  de  29  de  Diciembre  de.  <8fí8,  sin  determinar  cual  de 
sus  33  artículos  lo  baya  sido,  pues  aunque  se  prescinda  de 
este  defecto  y  se  suponga  que  el  recurrente  se  refiera  ¿  los 
artículos  más  favorables  A  su  propósito  ,  cuales  son  el  IP  y 
el  23,  en  que  se  establece  qne  las  concesiones  para  la  expío 
lacton  de  sustancias  minerales  son  á-perpetuidad  mediante  el 
canon i  aun  I  que  se  fija  por  hectárea,  y  que  s<Mo  caducarán 
cuando  el  dueño  deje  de  satisfacer  el  importe  de  un  año  de 
este  cánon,  no  cabe  racional  ni  jurídicamente  deducir  do 
estas  disposiciones,  en  el  caso  de  una  sociedad  minera  por 
acciones,  el  derecho  de  retracto  A  favor  de  cada  uno  de  sus 
socios  respecto  á  estas  mismas  acciones,  mucho  jpéjjoi  si  se 
atiende  á  las  observaciones  anteriormente  expuestas  y  á  la 
jurisprudencia  establecida  por  el  Tribunal  Supremo,  de  que  al 
constituirse  toda  sociedad  industrial  6  mercantil  se  crea  uña 
personalidad  jurídica  distinta  de  los  socios,  y  de  que  el  re- 
tracto, como  restrictivo  del  derecho  de  propiedad  y  de  su  li- 
bre ejercicio,  solamente  puede  ser  admitido  en  los  casos  en 
que  se  baile  clara  y  expresamente  establecido    por  la  ley 

(€.,  nürn.  172 ■—  22'de  Marzo  de  1877).  .    208 

  El  art.  3°  de  la  citada  ley  de  sociedades  especiales  mi- 

ne ra s  declara  que  será  determinado  el  número  de  acciones,  y 
éstas  representarán  partes  iguales  en  los  gastos,  ganancias, 
créditos  y  pérdidas:  el  art.  15  de  la  misma  ley  previene 
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<jue  las  acciones  podrán  trasmitirse  libremente  :  el  men- 
cionado decreto  de  29  de  Diciembre,  si  bien  sustituyó  el  an- 
tiguo principio  regalista  con  el  del  dominio  público,  ó  sea  la 
entidad  colectiva  del  Estado,  establece  en  su  art.  6°  que  el 
subsuelo  se  halla  originariamente  ba;o  el  dominio  del  Estado; 
y  finalmente  ,  segan  reiteradas  decisiones  del  Tribunal  Su- 
premo no  procede  el  retracto  de  comuneros,  ni  puede  de- 
cirse que  las  fincas  se  posean  por  dos  personas,  comunalmen- 
te de  so  «no,  cuando  las  propiedades  están  divididas  con  se- 
ñales más  ó  ménos  ostensibles,  pero  conocidas  de  sus  dueños 

tC  núm.  172.  —  22  de  Marzo  de  1877  j   208 

  No  es  posible  deducir  lógicamente  del  hecho  de  que  las 

acciones  de  sociedades  mineras  puedan  trasferirse  libremente, 
una  consecuencia  favorable  á  su  retracto  ;  siendo  evidente, 
por  el  contrario,  que  interponiéndose  el  retrayente  entre  el 
trasferente  y  la  persona  que  por  mutua  voluntad  y  consen- 
timiento de  ambos  ha  de  adquirirlas,  se  quebranta  este  mutuo 
convenio,  oponiéndose  directamente  á  la  libertad  de  las  tras- 
ferencias  y  de  la  contratación  (<7.,  núm.  172. —  22  de  Marzo 

de  1877)   ,  209 

  La  circunstancia  de  que  las  acciones  de  minas  sean  ob- 
jeto de  contratación  y  negociación  en  Bolsa  en  nada  favorece 
la  pretensión  de  que  pueban  ser  susceptibles  de  retracto 
(C,  núm.  172.  — 22  de  Marzo  de  1877)   209 


s 

Sala  sentenciadora.  —  V.  Apreciación  de  prueba,  Buena  fe 
y  Prueba. 

Saneamiento. —  La  ley  32,  tít.  5o  de  la  Partida  oR,  impone  al 
vendedor  la  obligación  de  sanear  al  comprador  la  cosa  ven- 
dida cuando  se  I*  priva  de  ésta  en  virtud  de  sentencia  judi- 
cial á  instancia  de  un  tercero,  previas  las  formalidades  que 
en  dicha  ley  se  establecen  (C.y  núm.  130.  — 24  de  Febrero 

de  1877)   75 

  Esta  obligación  es  de  aquellas  que  se  trasmiten  á  los 

herederos  del  que  las  contrae,  y  con  doble  razón,  cuando  re- 
sulta de  la  escritura  de  venta  que  el  vendedor  se  obligó  ade- 
más á  la  eviccion  y  saneamiento  de  la  finca  que  vendía 

(C,  núm.  130.  —  24  de  Febrero  de  1877)..   75 

  Acreditándose  que  las  demandadas,  titulándose  herede- 
ras del  vendedor  de  la  finca,  citando  á  este  propósito  las  dis- 
posiciones testamentarias  que  lo  acreditaban ,  vendieron  en 
concepto  de  tales  herederas  por  escritura  pública  una  finca 
procedente  de  la  fincabilidad  de  su  causante,  no  puede  du- 
darse que  aceptaron  la  herencia  con  todas  sus  consecuencias, 
conforme  á  lo  dispuesto  en  la  ley  11,  tít.  6o  de  la  Partida  6a 

(&,  núm.  130.  — 24  de  Febrero  de  1877)   75 

  Tal  declaración,  hecha  en  documento  solemne  y  relacio- 
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nada  íntimamente  con  el  contrato  á  que  se  refiere,  tiene  un 
valor  jurídico  decisiva  en  el  pleito,  conforme  á  lo  dispuesto 
en  la  ley  I  U,  tít.  18  de  la  Partida  3a  ;  y  la  Sala  sentenciado- 
ra, que  lo  desconoce,  la  infringe,  y  como  consecuetu  ia~3e 
este  error  infringe  también  la  ley  13,  tít.  9°,  Partida  7a, 
la  II,  til  6°,  Partida  6*  y  la  doctrina  legal  de  que  la  adición 
tácita  queda  hecha  con  soio disponer  el  instituido,  en  son  de 
dueño  de  alguna  de  jas  cosas  de  la  herencia  (6\,  nüm.  130. — 

R  de  Febrero  de  1 877)  . . .  .7777  76 

  La  lev  32, -tít.  5°  de  la  Partida  5a  impone  al  vendedor  la 

ohligacimi  de  sanear  al  comprador  la  cosa  vendida;  y  la  36  del 
mismo  titulo  y  Partida  establece  taxativamente  los  casos  de 
excepción  á  esta  regla  general  (C.  de  U.%  núm.  179,  —  28  de 

Marzo  de  \  871).  . . . .   244 

  En  virtud  de  tales  prescripciones  es  evidente  é  indecli- 
nable la  obligación  de  la  Hacienda  pública,  citada  oportuna- 
mente de  eviccion  y  no  hallándose  en  ninguno  de  los  casos 
excepcionales  indicados,  á  garantir  y  sanear  al  comprador  el 
dominio  y  posesión  de  unos  esclavos  vendidos  por  ella  en  pú- 
blico y  solemne  remate  [C.  de  U.t  núm.  179.  — -  28  de  Marzo 

de  1877)   844 

  Es  igualmente  ineficaz  é  inoportuno  cuanto  alegue  el  re- 
currente con  relación  á  la  nulidad  de  dicho  remate,  si  previa- 
mente  no  se  solicitó  y  obtuvo  de  la  Administración  pública, 
única  competente,  la  declaración  prévia  y  decisiva  de  dicha 
nulidad,  y  si  léjos  de  presentar  los  autos  motivos  suGcientes 
para  suponerla,  la  Sala  sentenciadora  afirma  terminantemen- 
te que  la  Intendencia  general  de  Hacienda  y  la  Administra- 
ción central  de  la  isla  de  Cuba,  oido  el  Letrado  consultor,  han 
manifestado  oficialmente  que  el  remate  se  celebró  con  las  de- 
bidas solemnidades  [C.  de  U.y  núm.  179. — 28  de  Marzo  de 
1877)   244 

Segunda  instancia. — V.  Prueba. 

Seguro.— Al  condenar  á  una  compañía  de  seguros  al  pago  de 
lo  estipulado  declarando  procedente  el  abandono  de  un  car- 
gamento, no  se  infringe  la  ley  del  contrato  consignado  en  la 
póliza,  ni  el  art.  861,  párrafo  2°  del  Código  de  Comercio,  si 
además  de  existir  una  cláusula  en  que  se  establece  que  el  se- 
guro se  hacia  á  pérdida  total,  la  Sala  sentenciadora  se  funda 
no  solamente  en  esa  cláusula,  sino  en  las  demás  de  la  póliza, 
que  fueron  también  base  del  contrato,  entre  las  que  se  con- 
signó una  expresiva  de  que  en  las  pérdidas  totales  ó  en  que 
proceda  legalmente  el  abandono^  la  Compañía  pagaría  el  valor 
asegurado  sin  descuento  (C,  núm.  121. — 20  de  Febrero  de 

1877)   42 

  Tampoco  se  infringen  los  artículos  900  y  901  del  Códi- 
go de  Comercio,  porque  en  los  casos  taxativos  señalados  en 
el  último  por  los  que  tiene  lugar  el  abandono,  está  en  el 
naufragio  con  entera  independencia  de  la  pérdida  total  de  las 
cosas  aseguradas,  otro  de  los  del  mismo  artículo,  sin  que  en 
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ninguno  de  ellos  ni  en  los  demás  del  Código  se  haga  la  acla- 
ración de  que  el  naufragio  se  limite  á  la  nave  asegurada  ((7., 

número  I 21 .—20  de  Febrero  de  1 877)   42 

 .  Tratándose  de  un  seguro,  para  suponer  infringida  la 

ley  del  contrato  y  la  doctrina  legal  declarada  en  las  senten- 
cias del  Tribunal  Supremo  de  31  de  Diciembre  de  1857  y 


22  de  Diciembre  de  1859,  es  necesario  dar  por  sentado  que  la 

gado 

que  sufrió  el  incendio  que  motiva  la  reclamación  del  dernan- 


casa  objeto  del  contrato  de  seguro  otorgado  no  es  la  misma 


□ante;  y  si  léjos  de  ser  esto  asi,  y  según  apreciación  de  la  Sa- 
la sentenciadora,  contra  la  cual  no  se  ha  alegado  ley  ni  doc- 
trina alguna  infringida,  se  ha  justificado  que  el  edificio  y 
efectos  incendiados  eran  los  mismos  que  constan  asegurados 
en  la  referida  póliza;  dado  este  hecho,  tal  como  lo  ha  creído 
justificado  la  referida  Sala  en  su  sentencia,  al  condenar  á  la 
Compañía  á  pagar  el  daño  sufrido  en  el  incendio  no  infringe 
la  ley  del  contrato  ni  la  doctrina  legal  ántes  mencionadas 

((?.,  nüm.  213.—18  de  Abril  de  1 877) ."  TT77    41 7 

- — -  Tampoco  lo  han  sido  la  misma  ley  y  doctrina,  por  la 
razón  de  las  reticencias  y  falsas  declaraciones  por  parto  del 
asegurado,  que  le  hagan"  perder  todo  derecho  á  indemniza- 
ción cuando  disminuyen  la  gravedad  del  riesgo  ó  cambian  el 
objeto  del  mismo,  con  arreglo  al  art.  H  de  la  póliza,  si  ni  és- 
tas ni  la  equivocación  padecida  en  ella  respecto  al  número  do 
la  casa  que  habitaba  él  administrador  del  demandante,  no 
costa  qut;  éste  la  causara,  ni  puede  atribuirse  al  propósito  de 
disminuir  la  gravedad  del  riesgo,  según  apreció  la  referida 

Sala  (C7.,  nüm.  223.— 28  de  Abril  de  1877).'.  . . .  7TT  H7 

  Aunque  en  la  póliza  se  establezca  la  forma  de  delermi^" 

nar  el  importe  de  la  indemnización,  si  esto,  según  de  su  con- 
texto se  deduce,  debe  entenderse  sólo  cuando  se  haga  extra - 
judicialmente,  no  tiene  aplicación  cuando  es  objeto  de  un 
juicio,  en  el  cual  pueden  utilizarse  todos  los  medios  de  prue- 
ba que  el  derecho  reconoce,  para  fijar  la  cuantía  del  daño 
causado  por  el  incendio  ((7.,  nüm.  223. — 28  de  Abril  de  1877).  417 

Sentencia  definitiva.— Los  autos  de  los  tribunales  por  los  que 
se  manda  hacer  o  cancelar  anotaciones  preventivas  de  bie- 
nes inmuebles  litigiosos,  no  definen  m  declaran  de  una  mane- 
ra irrevocable  los  derechos  que  las  partes  aleguen  y  sosten  - 
gan  respecto  de  los  mismos;  y  no  poniendo,  como  no  ponen, 
en  tal  concepto,  término  al  pleito  ui  impidiendo  su  continua- 
ción, no  pueden  considerarse  como  sentencias  definitivas  pa- 
ra que  contra  ellas  se  dé  el  recurso  de  casación  (U.y  nüm.  115. 

—  lo  de  Febrero  de  1877)....  ..'...  .  ~  20 

  El  auto  en  que  se  mandan  alzar  embargos  y  cancelar 

anotaciones  preventivas,  ni  es  definitivo,  ni  pone  término  al 
pleito,  ni  hace  imposible  su  continuación  ((.'.,  nüm.  123.— 

21  de  Febrero  de  1877), .  .  TTT7  52 

— -  Los  autos  que  sé  dictan  por  los  Tribunales  superiores 
ea  las  cuestiones  de  competencia  no  son  las  sentencias  delini- 
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tivas  qa*  terminan  el  juicio,  ni  las  que  recayendo  s  >bre  an 
artículo  ponen  término  al  pleito  haciendo  imposible  su  con- 
tinuacion,  que  determinan  los  artículos  2°  y  3°  de  la  ley  re- 
formada, y  contra  las  que  se  da  el  recurso  de  casación  porjn- 
fracción  de  ley  ó  de  doctrina  legal  (C,  nüni.  128. — 24  de  Pe- 

bero  de  1877)   .  •   ™ 

YA  auto  por  el  que  se  manda  que  liberada  una  tinca  ven* 
dida  en  remate  público  ántes  de  otorgada  la  escritura  corres- 
pondiente, presente  el  comprador  la  cantidad  en  que  fué  re- 
inalada  para  que  tenga  efecto  el  otorgamiento  de  la  escritu- 
ra.  y  en  otro  caso  que  se  le  condene  conforme  a  lo  que  dispo- 
ne el  art.  987  de  la  ley  de  Enjuicia  míe  rito  civil,  no  termina 
el  pleito  ni  hace  imposible  su  continuación  [C.,  nüm.  233 .~ 
27  de  Febrero  de  1877)   8ft 

Sentencia  definitiva.  —  El  auto  por  el  que  se  manda  formar 
pieza  separada  para  liquidar  las  costas  de  un  incidente  de 
acumulación,  nu  pertenece  á  ninguna  de  estas  clases  taxati- 
vamente señaladas  en  los  números  I*  y  2"  del  art.  3U  de  la  ley 
provisional  sobre  reforma  del  recurso  de  casación  (C,  nú- 
mero 145.  — 5  de  Marzo  de  «877).  .  .  .  ........ .777.  M3 

  No  es  definitivo  el  auto  en  que  se  desestima  la  preten- 


sion  de  nulidad  de  '.  na  posesión  i  ada  en  ciertas  diligencias 
de  expropiación  declaradas  nulas  nüm.  152. — lüde  Mar- 
zo de  1877)  ;  ;  U3 

  El  auto  que  estima  el  alzamiento  de  un  embargo  pre- 

ventivo,  ni  pone  término  al  juicio  ni  hace  imposible  su  con- 
tinuación, dejando  expedito  el  curso  de  la  demanda,  bajo  cuyo 
supuesto  no  procede  contra  é!  recurso  de  casación  (C, núme- 
ro no  —  ai  de  Marzode  1877)....   201 

  El  auto  en  que  se  decide  una  competencia,  'éjos  de  po- 

ner  termino  al  pleito  y  hacer  imposible  su  continuación,  se 
limita  á  determinar  cuál  es  el  J  uez  que  debe  continuar  cono- 
ciendo del  litigio  ;  por  lo  que  el  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley  contraed  interpuesto  es  improcedente  (6'.,  nú- 

mero  <8i.  —  2  de  Abril  de  1877)...   271 

  El  auto  por  el  que  se  deniega  la  acumulación  de  un  in- 
terdicto en  los  autos  de  suspensión  de  pagos  no  es  de  los 
comprendidos  en  el  art.  3°  de  la  ley  de  casación  civil,  porque 
no  tiene  el  carácter  de  definitivo,  ni  decide  un  articulo  que 
ponga  termino  al  juicio  v  haga  imposible  su  continuación  (C, 

nüm.  '203.  —  U  de  Abril  de  1877).   7  337 

  No  tiene  dichos  caracteres  el  auto  en  que  se  manda  pro- 
seguir los  procedimientos  de  apremio  pendientes  contra  tin- 
cas determinadas  [Apel.  en  0.  *dc  U.,  núm.  213.  —  21  d«? 

Abril  de  1877).......  ..   368 

■ — -  El  Tribunal  Supremo  tiene  establecida  repelidas  veces 
la  doctrina  de  que  el  auto  por  el  que  se  estima  ó  desestima  la 
anotación  preventiva  de  una  demanda  no  reviste  los  caracté- 
res  de  sentencia  definitiva  para  los  efectos  de  la  casación, 
porque  ni  termina  el  juicio,  ni  pone  término  al  pleito  ha- 
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riendo  imposible  so  continuación,  ni  resuelve,  en  fin,  ningu- 
na cuestión  esencial  de  las  que  en  el  pleito  se  controvierten 
(G\,  núm.  224.  —  28  de  Abril  de  4877)   423 

Sentencia  de  remate.  —  V.  Tercero. 

Señorío.  — V.  Laudemio. 

Servidumbre  —  La  acción  negativa  de  servidumbre  por  su 
naturaleza  especial  exige  de  los  demandados  la  prueba  en 
que  apoyan  su  derecho,  y  por  ello  no  puede  infringirse  ni  se 
infringe  la  doctrina  de  que  al  demandante  incumbe  la  prueba 

,  y  no  al  demandado  (C. ,  núm .  H  9.  —  \  9  de  Febrero  de  \  877) .  39 

Subsanacion  de  faltas.  —  V.  Recurso  de  casación. 

Subrogación  del  deudor. — No  habiéndose  negado  la  validez 
de  la  escritura  en  que  el  demandado  se  constituyó  deudor  ex- 
c  usivo  de  las  responsabilidades  liquidadas,  subrogándose  en 
lugar  del  primitivo  deudor,  y  se  comprometió  á  satisfacer 
aquellas  responsabilidades  entre  las  qne  figuraban  la  cantidad 
reclamada  por  el  demandante,  es  indubitado  el  derecho  de 
éste  como  acreedor  para  dirigirse  contra  el  nuevo  deudor,  co- 
mo pudo  hacerlo  contra  el  primer  obligado;  por  loque  al  re- 
conocerlo asi  en  la  sentencia  no  se  infringen  las  leyes  o*,  ti- 
tulo  H,  libro  T  del  Fuero  Real;  H,  tit  U,  jt  i,  ti t.  18 la 
Partida  3a,  y  I  t,  tit.  [  i  de  la  Partida  oa  [C.  de  U.,  nüm.  ÜT. 

—  3  de  Marzo  de  I  817)  ~  ÍM 

  Si  la  Sala  sentenciadora,  ateniéndose  estrictamente  á 

todas  las  cláusulas  del  contrato,  apreciándolas,  según  sus  ría- 
ras  y  terminantes  palabras,  entendió  que  no  había  prumision 
alternativa  de  contrato  ó  pago,  sino  verdadera  y  pura  otflT- 
?acion  de  pagar  por  haberse  subrogado  el  demandado  en  el 
ugardel  primitivo  deudor,  y  en  talconcepto  obligado  A  pa- 
gar desde  luégo  á  los  ac leedores  sin  aguardar  á  que  se  le  de- 
mandase, no  siendo  necesario  rectificar  liquidaciones  que~en 

la  escritura  se  daban  por  hechas  anteriormente,  al  condenar 
á  éste  al  pago  no  se  infringe  ni  la  ley  del  contrato  ni  doctrina 
alguna  legal  (C.  de       núm.  141.  —  3  de  Marzo  de  1877). . .  105 

Sucesión.  —  Según  la  ley  5a,  tit.  20,  libro  10  de  la  Novísima 
Recopilación  no  sólo  heredan  á  los  ascendientes  los  hijos  ile- 
gítimos naturales  sino  también  los  expresan  (6'.,  nüm.  120. 

—  24  de  Febrero  de  1 877)  .TTTT  71 

— —  La  sentencio  que  desestima  la  demanda  en  que  una 
abuela  natural  [>ide  f|ue  se  la  declare  heredera  única  y  univer- 

sal  de  su  nieto  que  falleció  intestado  sin  descendientes  ni  as- 
cendientes legítimos,  infringe  la  citada  ley  y  la  doctrina  so- 
bre reciprocidad  en  el  derecho  sucesorio,  por  virtud  del  cual 
la  madre  y  abuela  ilegitimas  heredan  á  los  descendientes  na- 
turales y  espúreos  con  preferencia  á  los  colaterales  de  cual- 
quiera clase  que  sean  (C,  núm.  129.— 24  de  Febrero  de  1877).  li 

Sumisión. — V.  Juez  competente. 

tomo  xxxvi.  67 
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Súplica. — Conforme  á  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  no  há  lu- 
gar al  recurso  de  súplica  contra  la  sentencia  dictada  en  se- 
gunda instancia  (Apel.  en  N. ,  núm.  ÍU.  —  21  de  Abril 
de  1877)   370 

Supuesto. — V.  Recurso  de  casación. 


Temeridad. — V.  Buena/e. 

Tercería. — Limitándose  ta  parte  dispositiva  de  una  sentencia 
á  absolver  de  la  demanda  de  tercería  propuesta  por  una  mu- 
jer casada  en  el  juicio  ejecutivo  seguido  contra  su  marido,  no 
resuelve  que  las  deudas  de  éste  se  paguen  con  los  bienes  de 
aquella,  ni  áun  con  los  comunes  de  ambos  cónyuges,  y  por 
tanto  carece  de  oportunidad  la  cita  de  las  observancias  De 
jure  dotium  ( C,  núm.  1*4.— l\  de  Febrero  de  I877V  53 

  Una  sentencia  que  resuelve  la  cuestión  del  fondo  deba-^~ 

tida  en  los  autos,  ó  sea  la  de  si  habia  ó  no  lugar  á  la  deman- 
da de  tercería,  no  puede  infringir  los  artículos  2°  y  396  de  la 
ley  Hipotecaria,  que  tratan  únicamente  de  los  títulos  y  docu- 
mentos que  por  su  índole  están  sujetos  á  inscripción  en  el  Re- 
gistro de  la  propiedad,  y  de  la  necesidad  de  este  requisito  en 
jos  casos  que  el  último  expresa,  para  que  sean  admisibles  en 
juicio,  sin  que  sus  disposiciones  se  extiendan  á  decidir  acerca- 
de  los  derechos  que  sobre  la  cosa  litigiosa  puedan  asistir  en 
cualquier  concepto  á  las  partes  contendientes  (C,  núm.  124. 

— 31  de  Febrero  Je  1377).   53 

  La  demanda  de  tercería  de  dominio  debe  sustanciarse 

por  los  trámites  establecidos  en  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil, observándose  el  precepto  contenido  en  su  art.  996  y  fa- 
llando en  su  el  i  a  conforme  a"  derecho  [C.  de  U. ,  núm.  216. — 

24  de  Abril  de  1877)  ....................  77  382 

La  sentencia  que  manda  no  suspender  la  vía  de  apremio 


mientras  se  sustancia  la  tercería  de  dominio  puede  hacer 
ilusoria  la  cuestión  que  entraña  la  demanda  de  tercería,  y  por 
esta  razón  reviste  el  carácter  de  definitiva,  y  procede  contra 
ella  el  recurso  de  casación  (C.  de  U.,  núm.  216. — 24  de 
Abril  de  1877)   382 

Tercero.  —  Si  un  tercero  no  fué  parte  en  un  juicio  ejecutivo, 
ni  cesionario  ni  apoderado  del  recurrente,  al  reconocerle  per- 
sonalidad la  sentencia  recurrida,  amplía  en  su  favor  la  eje- 
cutoria de  remate,  por  lo  que  es  procedente  el  fundamento 
del  recurso  contenido  en  la  causa  2a  del  art.  5°  de  la  ley  de 
reforma  de  la  casación  civil  [C.t  núm.  140.  —  t  de  Marzo 
de  1877)   77  102 

Término.— V.  Amigables  componedores,  Apelación,  Recurso  de 
casación  y  Retracto. 
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Término  probatorio. —V.  Prueba. 

Testamento. —  Los  Tribunales,  para  la  apreciación  de  la  exis- 
tencia legal  de  un  testamento  ó  codicilo,  deben  ajust.ir  su  cri- 
terio á  lo  establecido  en  derecho,  no  sólo  respecto  al  número 
y  capacidad  de  los  testigos,  sino  además  en  cuanto  á  las  otras 
solemnidades  que  han  de  concurrir  en  el  otorgamiento;  y  por 
consiguiente  no  son  aplicables  al  caso  ni  los  artículos  3 1 7 
y  320  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  ,  ni  las  32  y  10  ,  ti- 
tulo 16,  Partida  3a  (g,,  núm.  J7Í.---23  de  Marzo  de  1877). .  .  219 
— --  La  sentencia  que  declara  v;Uido  el  testamento  cerrado 
hecho  por  el  que  no  sabe  leer  ni  escribir  ,  no  infringe  la 
ley  3a,  tit.  18  /  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación  ,  puesto 
que  la  referida  ley  no  prohibe  que  firme  por  el  testador  que 
no  sabe  hacerlo  la  escritura  del  testamento  uno  de  los  testi- 
gos que  intervengan  en  su  otorgamiento,  y  antes  bien,  des  - 
pués  de  ordenar  que  la  firmen  testigos  y  testador  «sí  supie- 
ren y  pudieren  »  ,  dispone  a  seguida,  «y  si  no  supieren  y  el 
testador  no  pudiera»,  comprendiendo  respecto  á  éste  los  casos 
de  ignorancia  y  de  impotencia,  «que  los  unos  firmen  por  los 
otros,  de  manera  que  sean  ocho  firmas  y  más  el  signo  del  Es- 
cribano »,  sin  hacer  tampoco  distinción  alguna  de  testigos  y 

testador  {C   núm.  190.— 6  de  Abril  de  1877.. .  . .  .  ... . .  290 

  No  ofreciendo  duda  alguna  que  la  referida  ley  recopi- 

lada  no  tuvo  otro  objeto,  ni  se  propuso  tampoco  más  que 
establecer  la  solemnidad  externa  de  los  testamentos,  es  im- 
rocedente,  por  carecer  de  todo  apoyo,  la  deducción  que 
ajo  un  supuesto  inexacto,  se  hace  de  algunas  de  las  pala- 
bras de  dicha  ley  para  sentar  que  jjjsño  <e  que  no  puede  tes- 
tar por  escrito  el  que  no  sabe  escribir,  cuando  no  se  trata  en 
ella  de  ja  capacidad  del  testador,  sino  de  la  solemnidad  del 
testamento,  como  hasta  el  epígrafe  de  la  misma  ley  lo  de- 
muestra;  y  existiendo  y  estando  vigente  la  ley  de  Par- 
tida que  declara  este  derecho  debió  haberlo  derogado  ó  es- 
tablecido con  claridad  y  precisión,  sin  dar  lugar  á  deduccio- 
nes el  derecho  nuevo,  y  áun  prescindiendo  de  esto,  pud~o 
fácilmente  realizarlo,  si  hubiera  querido,  con  sólo  declarar  al 
que  no  sabe  leer  equiparado  al  ciego,  que  no  podía  ántes  ñj 
uede  hoy  otorgar  por  escrito  su  testamento,  cuya  solemni- 
ad  reformó  la  referida  ley  ( ü. .  núm.  190.  —  6  de  Abril 

de  1877)...,.....  .   290 

  V.  Inscrivcioñ7 

Transporte.— V.  Ferro-carril. 


Venta. — Habiendo  la  Sala  sentenciadora  declarado  probados 
en  autos  los  hechos  de  que  el  firmante  de  un  documento  pri— 
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vatio,  no  por  si,  sino  como  administrador  de  los  bienes  que- 
sillos aj  fallecimiento  del I  padre  de  la  jjemañHijaTjomjjroaj 
demandante,  según  el  referido  documento,  los  animales  que 
en  el  mismo  se  expresan  :  que  óstos  ingresaion  en  un  inge- 
nio de  la  herencia  del  primero  y  que  se  encuentran  destina- 
dos á  los  trabajos  de  dicha  finca,  qu»  hoy  disfruta  la  deman- 
daila,  S"n  inconducentes  las  cit;<s  de  le\es  y  de  doctrinas  re- 
ferentes i j  hs  fa<  n Iludes  del  alharea  y  '  administrador  de  los 
hienas,  extralimilacion  de  aqoellas  ¿intervención  puesta  ;>1 


administrador,  sí  con  vista  de  las  pruebas  suministradas  y 
aprecblndoías  en  conjunto  no  86  invocan  leyes  que  la  Sala 
haya  infringido  para  dich  )  aprecio  [C.  de  U",  num.  1 43.  --- 

o  de  Marzo  de  1 877)   .77  116 

  M  reclamar  el  precio  de  la  venta  es  necesario  lijar  y 

acredifat  el  número  de  ros,.*  vendidas  cuando  cada  una  tiene 

su  valor  determinado  [C.%  núm. \  49.  —  8  de  Marzo  de  1X77).  .      <  33 

  Conforme  al  texto  y  espíritu  de  las  leyes       tit.  28  de  la 

Partida  3»,  y  28,  tit  5°  de  la  Partida  5*,  en  el  contrato  de 
venta  la  entrega  que  lian  de  hacerse  recíproc  amenl  e  vende- 
dor y  comprador  de  la  cosa  y  de  su  proejo  se  entienden  actos 
simnlUneos,  A  no  ser  que  haya  mediado  alguna  condición  es  - 
pecial  acerca  de  que  éste  se  pague  á  plazos '  convenidos;  y  por 
tanto  es  incuestionable  que  donde  se  celebra  dicho  contrato  y 
el  vendedor  entrega  la  cosí  es  el  lugar  en  que  el  comprador 
debe  cumplir  h  obligación  respectiva  de  satisfacer  el  precio, 
sin  necesidad  de  que  se  haya  pactido  expresamente  [Comp.9 

número  175.— *t  de  Maíz  j  de  I  ^77)  .  yy^7  *26 

-i —  Si  el  recurrente  no  ha  sido  comprador  ni  vendedor  de 
los  bienes  que  adquirió  el  demandante  y  verificada  la  com- 
pra A  plazos,  el  comprador  satisfizo  alguno  de  ellos  y  se  po- 
sesionó de  las  lincas,  no  puede  dudarse  que  adquirió  el  do- 
minio  de  las  misinns:  por  lo  que  la  sentencia  al  no  declarar  la 
nulidad  de  esos  plazos  que  se  pide  en  la  ciernan  la,  lejos  >le 
infringir  la  sentencia  la  ley  46,  tit.  38,  Partida  3a,  hace  sus 
declaraciones  con  arreglo  a*  los  preceptos  déla  misma  {(J. 

de  17.,  núm.  171).  —  ¿6  de  Marzo  de  1*77)   tS9 

• — -  Tato  poco  infringe  la  sentencia  la  ley  del  contrato,  ni 
la  <*,  tit.  i°,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  ni  las  l\ 
7a  y  9a  del  tit.  1 3  de  la  Partida  5a  sobre  peños,  y  por  el  con- 
trario las  cumple,  al  condenar  á  los  herederos  del  demandan- 
te A  garantirá!  recurrente  dentro  de  quinto  dia  el  pago  del 
precio  de  la  compra  en  los  plazos  cotí  venidos  con  fincas  pro- 
pias, si  resultaron  ser  de  la  mujer  del  mismo  las  primera- 
mente hipotecadas  [C.  de  U.\  núm.  176. — 26  de  Marzo 

de  1877...  ~  229 

—  En  el  mero  hecho  de  haber  aceptado  el  demandado  la 
venta  de  ciertos  bienes  con  el  grayámen  de  compensación  im- 
puesto por  el  causante  del  vendedor  A  favor  de  la  inmediata 
sucesora  en  unos  vínculos  que  aquel  poseía,  se  subrogó  en 
lugar  del  vendedor  ( (J.,  núm.  215.— 23  de  Abril  de  1877)  ...  373 
—  Las  leyes  6a  del  tit.  5°  y  28  del  tit.  8°,  Partida  5a,  la 
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primera  sobre  el  modo  eü  que  puede  ejecutarse  la  venta,  y  la 
segunda  sobre  las  cosas  que  se  dan  á  censo,  no  pueden  decir- 
se infringidas  cuando  no  tienen  aplicación  al  caso  litigioso 

(C,  núm.  2S0.— 26  de  Abril  de  1877)   407 

  V.  Bienes  vinculados  y  Carretera. 

Voluntad  del  fundador. —V.  Capellanía. 

Voluntad  del  testador. — Según  reiteradas  declaraciones  del 
Tribunal  Snpremo,  emanadas  de  disposiciones  terminantes  de 
nuestro  derecho,  en  materia  de  sucesiones  testamentarias  la 
voluntad  del  testador,  dentro  del  limite  de  sus  facultades,  es 
la  suprema  ley  para  todos  sus  causa-habientes  y  para  todos 
los  encargados  de  cumplirla  (&,  núm.  U7.  —  8  de  Marzo 
de  1877)   612 


FIN  DEL  REPERTORIO  ALFABÉTICO. 
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